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SECCION  JUDICIAL 

JURISPRUDENCIA  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

JUICIO  SOBRE  RESPONSABILIDAD  CI- 
VIL. Felipa  Cuevas  Jáuregui  contra  el 
■Juez  de  la.  Instancia  del  Departamento 
de  Escuintla  Licenciado  Eugenio  Nuila. 

DOCTRINA:  Al  demandante  incumbe  pro- 
bar los  fundamentos  de  su  acción. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Visto  por  recurso  de  apelación  el  fallo 
pronunciado  el  catorce  de  Octubre  del  año 
retropróximo,  en  que  la  Sala  Segunda  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  absuelve  al  Juez 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de  Es- 
cuintla, Licenciado  don  Eugenio  Nuila,  de 
la  demanda  que  entabló  Felipa  Cuevas 
Jáuregui  de  Martínez  con  el  objeto  de  es- 
tablecer la  responsabilidad  civil  en  que 
pudo  haber  incurrido  dicho  funcionario  y 
los  daños  y  perjuicios  que  asegura  le  fue- 
ron ocasionados  al  ser  proferida  la  senten- 
cia fecha  siete  de  Julio  del  año  próximo 
pasado,  y  en  virtud  de  la  cual,  se  confirmó 
la  dictada  por  el  Juez  de  Paz  de  Santa 
Lucía  Cotzumalguapa,  resolución  que  po- 
niendo fin  al  juicio  seguido  por  la  señora 
Jáuregui  de  Martínez  contra  Trinidad  Ajú 
Catuc  declara:  que  por  haber  estado  ex- 
tinguidos los  derechos  que  don  José  Car- 
los Monge  Ruiz,  le  cedió  a  dicha  señors 
cuando  se  celebró  el  contrato  de  cesión  de 
derechos,  absuelve  al  señor  Ajú  Catúc  de 
la  demanda,  siendo  las  costas  a  cargo  de 
ambas  partes.  En  la  resolución  de  la  Sala 
de  Apelaciones  se  condenó  en  costas  a  la 
recurrente. 

RESULTANDO: 

Que  en  el  memorial  presentado  a  la  Sala 
2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  siete  de 
Septiembre  del  año  próximo  pasado,  ex- 
puso la  señora  de  Martínez,  entre  otras 
cosas,  lo  que  sigue:  que  el  veintidós  de 
Noviembre  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos,  don  Trinidad  Ajú  Catúc  ce- 


lebró un  contrato  con  don  José  Carlos 
Monge,  por  medio  del  cual  prometió  ven- 
derle la  mitad  de  la  finca  rústica  número 
ciento  ochenta  y  cinco  (185),  folio  ciento 
veinticinco  (125)  del  Libro  trece  (13)  de 
Escuintla  por  la  cantidad  de  cuatro  mil 
pesos  billetes   ($  4.000)  de  los  antiguos 
Bancos  de  Emisión,  y  de  esta  suma  decla- 
ró Ajú  Catúc  haber  recibido  novecientos 
pesos  ($  900),  mil  cien  ($  1.100)  que  de- 
berían ser  entregados   a  don  Demetrio 
García  y  el  saldo  de  dos  mil  pesos  de  igual 
especie  de  moneda,  sería  pagado  al  fir- 
marse la  escritura  traslativa  de  dominio. 
Que  para  llevar  a  cabo  esta  promesa  de 
venta  no  fué  estipulado  plazo  alguno  y 
solamente  se  consignó  que  se  otorgaría  tan 
pronto   como   Ajú  Catúc  terminara  de 
arreglar  la   mortuoria   de  su   padre  don 
Rufino  Ajú,  mortual  que  debería  trami- 
tarse dentro  de  un  año.   Y  se  convino,  en 
cubrir  la  multa  de  dos  mil  pesos,  para  el 
caso  de  incumplimiento  de  la  obligación 
por  uno  de  los  contratantes.  La  escritura 
fué  autorizada  por  el  Notario  Joaquín 
Avila  Alvarado.   El  veintiocho  de  Noviem- 
bre de  ese  mismo  año   (1932),  el  señor 
Monge  pagó  a  Ajú  Catúc  la  suma  de 
ochocientos  pesos  ($  800)  más,  a  buena 
cuenta  del  precio  de  la  mencionada  finca. 
Don  José  Carlos  Monge,  el  catorce  de  Oc- 
tubre de  mil  novecientos  treinta  y  cinco, 
cedió  sus  derechos  a  la  compareciente, 
cesión  que  le  fué  notificada  a  don  Trini- 
dad Ajú  Catúc  por  medio  de  despacho 
que  libró  el  Juez  de  la.  Instancia  del  De- 
partamento de  Escuintla  al  Juez  menor  de 
Santa  Lucía  Cotzumalguapa.    Ajú  Catúc 
se  opuso  a  la  cesión  de  referencia,  alegan- 
do que  el  contrato  de  promesa  de  venta 
era  personalísimo  con  el  señor  Monge,  y 
que  la  acción  para  reclamar  su  cumpli- 
miento había  ya  prescrito.  En  vista  de  tal 
oposición  el  Juez  declaró  contencioso  el 
asunto,  y  ordenó  que  las  partes  ejercita- 
ran sus  derechos  ante  los  Tribunales  com- 
petentes.   Después  de  ser  decidida  una 
cuestión  de  competencia  y  de  haberse  re- 
suelto la  forma  en  que  debía  proseguirse 
la  acción  intentada  por  la  compareciente, 
el  Juez  de  Paz  dictó  sentencia  absoluto- 
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ría,  considerando  que  el  término  de  la 
promesa  de  venta  habia  sido  de  un  año, 
confundiendo  el  término  dentro  del  cual 
deberían  de  estar  concluidos  los  arreglos 
de  la  mortual  del  señor  Rufino  Ajú,  con 
el  término  de  tres  años  que  señala  la  ley 
para  la  promesa  de  venta,  toda  vez  que 
por  no  haberse  establecido  aquel,  debia 
haberse  tomado  como  base  el  término  le- 
gal. Que  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Es- 
cuintla  sin  tomar  en  cuenta  las  pruebas 
rendidas,  y  las  excepciones  que  se  opusie- 
ron confirmó  la  sentencia  apelada,  por 
estimar  que  la  cesión  hecha  no  era  per- 
fecta, pues  no  habia  sido  notificada  al 
señor  Ajú.  Que  esta  argumentación  no  es 
cierta,  porque  ella  (doña  Felipa)  acompa- 
ñó a  su  demanda,  fecha  once  de  Noviem- 
bre (1935),  la  certificación  del  memorial 
del  diez  y  ocho  de  Octubre  (1935),  que 
contiene  además  de  la  providencia  en  que 
se  mandó  notificar  al  señor  Ajú,  la  noti- 
ficación que  para  el  efecto  se  le  hizo;  y 
que  por  otra  parte  en  su  debida  oportu- 
nidad interpuso  los  recursos  de  amplia- 
ción y  aclaración  pero  estos  le  fueron  de- 
negados, quedando  así  firme  la  sentencia 
del  Juez  Departamental  de  Escuintla  que 
le  ha  causado  graves  daños.  Que  en  los 
autos  se  encuentran  debidamente  proba- 
dos sus  derechos  y  que  al  absolverse  a  don 
Trinidad,  se  ha  incurrido  en  responsabili- 
dad no  solo  del  orden  civil  sino  también 
del  penal,  por  ser  notoriamente  injusto,  ya 
que  se  le  absolvió  invocando  supuestos 
vicios  y  que  además  en  ninguna  de  las 
sentencias  fueron  considerados  los  puntos 
controvertidos.  Y  que  la  responsabilidad 
del  referido  funcionario  nace  del  hecho, 
de  que  no  admitiendo  ningún  otro  recurso 
la  sentencia  que  dictó,  ha  pasado  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada  causándole  daños 
irreparables  pues  absolvió  al  señor  Ajú  de 
la  obligación  de  llevar  a  cabo  el  contrato 
de  promesa  de  venta  o  de  devolver  las  su- 
mas recibidas,  la  multa  pactada,  las  costas 
del  juicio  y  los  daños  y  perjuicios  que  se 
le  ocasionaron,  sin  estimar  sus  legítimos 
derechos  debidamente  probados  y  preten- 
diendo desconocer  una  notificación  que 
fué  hecha  a  don  Trinidad,  se  basó  en  ar- 
gumentos contrarios  a  los  puntos  petito- 
rios de  la  demanda  y  a  las  constancias  del 
juicio.  Y  por  último  la  señora  de  Martí- 
nez pidió:  lo.  que  se  diera  audiencia  al 
demandado;  y  2o.  ordenarle  que  remitiese 
los  antecedentes,  y  con  vista  de  ellos,  por 
tratarse  de  un  punto  de  derecho,  conde- 
narlo al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 


viles, y  al  de  las  costas,  daños  y  perjuicios 
de  conformidad  con  la  liquidación  que 
oportunamente  se  practique. 

El  Licenciado  Eugenio  Nuila  Juez  de  la. 
Instancia  del  Departamento  de  Escuintla. 
al  evacuar  la  audiencia  que  le  fué  dada 
expuso  lo  que  sigue:  que  se  abstenía  de 
hacer  una  historia  del  juicio,  y  pedía  que 
se  tuviera  éste  como  prueba  de  su  parte, 
ya  que  las  referidas  actuaciones  ponían 
de  manifiesto  su  irresponsabilidad,  pues 
al  fallar  habia  fundado  su  sentencia  en 
principios  legales  irrefutables.  Que  en 
forma  clara  expresó  que  la  cesión  de  de- 
rechos no  se  había  perfeccionado  a  causa 
de  que  no  fué  aceptada,  por  el  señor  Ajú 
Catúc.  La  sentencia  está  apoyada  en  el 
artículo  265  del  Decreto  número  272,  pues 
no  habiéndose  perfeccionado  el  contrato 
a  virtud  del  cual  la  señora  de  Martínez 
dedujo  su  acción,  carece  de  personería  en 
la  litis,  y  demandó  a  Catúc  erróneamente, 
porque  debía  haber  entablado  su  reclamo 
de  saneamiento  por  evicción  contra  Mon- 
ge  Ruíz,  desde  el  momento  en  que  se  opuso 
Ajú  Catúc;  que  el  contrato  de  promesa  de 
venta  además  de  ser  consensual  es  per- 
sonalisimo  y  que  como  tal,  el  promitente 
sólo  se  obliga  con  relación  a  la  persona 
con  quien  directamente  lo  celebra  y  nunca 
con  tercera  persona  sin  su'  consentimien- 
to. El  precitado  funcionario  después  de 
copiar  la  introducción,  el  "Considerando" 
y  la  parte  resolutiva  de  su  sentencie, 
concluyó  pidiendo:  lo.  que  se  le  absol- 
viese de  la  demanda;  2o.  que  se  pidieran 
los  autos  fallándose  el  asunto  como  punto 
de  derecho;  y  3o.  que  la  señora  Cuevas  de 
Martínez  fuese  condenada  en  las  costas, 
daños  y  perjuicios  consiguientes. 

La  señora  Cuevas  de  Martínez  ha  ale- 
gado acerca  de  que  tanto  el  contrato  de 
promesa  de  venta,  como  el  de  cesión  de 
derechos,  quedaron  perfectos,  el  primero, 
desde  que  los  contratantes  convinieron  en 
la  cosa  y  en  el  precio  firmando  la  escritu- 
ra que  los  obligaba  a  realizar  el  contrato 
o  en  su  caso,  se  aplicaría  al  contratante 
que  no  cumpliera  con  lo  pactado,  la  multa 
y  las  demás  sanciones  consignadas  en  el 
documento  público  respectivo;  y  el  segun- 
do desde  el  momento,  en  que  se  convino 
en  el  precio  firmándose  la  correspondiente 
escritura.  Que  las  responsabilidades  civi- 
les en  que  ha  incurrido  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Escuintla  provienen  de  haber 
sido  confundidos  los  requisitos  esenciales 
que  se  necesitan  para  la  perfección  de  un 
contrato  y  los  efectos  jurídicos  que  la  ce- 
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sión  produce  para  el  deudor  y  obligado  o 
un  tercero  que  tenga  acciones  y  excepcio- 
nes que  ejercitar  contra  el  cedente.  Cuan- 
do interpuso  los  recursos  de  aclaración  y 
ampliación  hizo  ver  que  la  mente  del  ar- 
tículo 265  del  Decreto  número  272  es  que  la 
cesión  llegue  a  conocimiento  del  deudor 
para  que  pueda  surtir  los  efectos  consi- 
guientes. La  notificación  tiene  por  objeto 
que  por  parte  del  obligado  se  haga  uso  de 
las  excepciones  que  tuviere  contra  el  ce- 
dente  o  prevenir  al  primero,  de  la  trasla- 
ción de  los  derechos,  para  que  a  su  vez,  se 
abstenga  de  cumplir  el  contrato  con  el 
cesionario,  si  los  derechos  cedidos  hubie- 
sen sido  ya  embargados  por  un  tercero. 
En  cambio  la  aceptación,  implica  por  par- 
te del  obligado  el  cumplimiento  tácito  del 
contrato  o  la  contestación  de  la  demanda. 
El  señor  Ajú  fué  notificado  de  la  cesión  y 
se  opuso  al  pleito  interponiendo  la  exep- 
ción  de  falta  de  personería,  que  no  fué 
tramitada  en  forma  ni  resuelta  al  pro- 
nunciarse el  fallo. 

El  Tribunal  sentenciador  estimó:  que  si 
bien  es  verdad,  que  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia cometió  un  error  al  invocar  como  ar- 
gumento de  su  sentencia  el  hecho  de  que, 
por  falta  de  aceptación  de  parte  de  don 
Trinidad  Ajú  no  había  llegado  a  perfec- 
cionarse la  cesión  {le  derechos  hecha  por 
el  señor  Monge  a  favor  de  la  señora  Cue- 
vas de  Martínez,  también  lo  es,  que  de 
haber  procedido  derechamente  se  habría 
visto  en  la  ineludible  necesidad  de  confir- 
mar la  sentencia  del  Juez  menor  de  Santa 
Lucía  Cotzumalguapa,  ya  que  este  funcio- 
nario el  absolver  de  la  demanda  al  señor 
Ajú,  procedió  con  sujeción  a  las  prescrip- 
ciones contenidas  en  los  artículos  1453, 
1454,  1507,  1508,  2431,  2433,  2436  y  2438  del 
Código  Civil  de  1877,  que  precisamente 
son  las  que  regulan  el  caso  sub-judice. 

Doña  Felipa  Cuevas  Jáuregui  de  Martí- 
nez expuso  en  la  parte  petitoria  de  la  de- 
manda que  presentó  ante  el  Juez  de  Paz 
de  Santa  Lucía  Cotzumalguapa,  el  doce  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco,  que  demandaba  al  señor  Ajú  a  efec- 
to de  que  le  otorgara  la  escritura  traslati- 
va de  dominio  dentro  del  término  de  tres 
días,  bajo  apercibimiento  de  que  si  no  lo 
verificaba,  se  le  dedujese  la  acción  corres- 
pondiente por  daños  y  perjuiios  y  la  cual 
comprendía  además,  la  devolución  de  no- 
vecientos pesos,  o  su  equivalente  en  quet- 
zales, el  pago  de  dos  mil  pesos  billetes  de 
los  antiguos  Bancos,  cantidad  estipulada 
como  multa,  y  las  costas  del  juicio. 


Fueron  agregados  al  juicio  los  docu- 
mentos que  siguen:  a)  certificación  expe- 
dida el  once  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  en  la  cual  el  Se- 
cretario del  Juzgado  de  la.  Instancia  de 
Escuintla,  consignó:  el  escrito  presentado 
por  la  señora  de  Martínez  pidiendo:  lo. 
que  se  mandara  notificar  a  don  Trinidad 
Ajú  Catúc  la  cesión  que  a  favor  de  la  com- 
pareciente había  hecho  el  señor  José  Car- 
los Monge;  2o.  darle  audiencia  al  señor 
Ajú  Catúc  por  el  término  de  cinco  días 
para  que  cumpliera  con  otorgarle  la  co- 
rrespondiente escritura  traslativa  de  do- 
minio; y  3o.  condenar  a  dicho  señor  al 
pago  de  la  multa,  devolución  de  la  canti- 
dad recibida,  y  pago  de  costas,  daños  y 
perjuicios  para  el  caso  de  incumplimien- 
to; la  notificación  hecha  a  don  Trinidad 
Ajú  el  veinticinco  de  Octubre  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco;  y  la  reso- 
lución del  Juez  en  que  por  haberse  opuesto 
el  señor  Ajú  Catúc,  declaró  contencioso  el 
asunto;  b)  testimonio  de  la  escritura  pú- 
blica número  sesenta  y  seis,  autorizada 
por  el  Notario  Joaquín  Avila  Alvarado,  en 
Santa  Lucia  Cotzumalguapa  a  los  veinti- 
dós días  del  mes  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  dos,  a  virtud  de  la  cual 
el  señor  Ajú  Catúc  prometió  en  venta  al 
señor  José  Carlos  Monge  Ruiz  un  terreno 
compuesto  de  dos  cuerdas  de  ancho  por 
ocho  de  largo,  situado  en  las  márgenes 
del  río  Santiago,  predio  que  afirmó  haber 
adquirido  por  herencia  de  su  padre  don 
Rufino  Ajú.  En  esta  escritura  también  se 
hizo  constar:  "que  mientras  se  tramita  el 
juicio  de  la  mortual  de  su  difunto  padre 
y  poder  otorgar  a  don  José  Carlos  Monge 
escritura  traslativa  de  dominio  inscribible 
en  el  Registro,  viene  por  medio  de  esta 
escritura  pública  a  hacer  a  favor  de  don 
Carlos  Monge  formal  promesa  de  venta  de 
la  mitad  de  dicho  terreno  por  la  suma  de 
cuatro  mil  pesos  moneda  nacional",  suma 
que  pagaría  en  la  forma  estipulada  en  el 
mencionado  instrumento;  y  que  "la  mor- 
tual deberá  terminarse  dentro  de  un  año"; 
c)  testimonio  de  la  escritura  pública  nú- 
mero setenta  y  dos,  autorizada  por  el  No- 
tario David  Enrique  Galicia,  en  la  ciudad 
de  Guatemala,  a  los  catorce  días  del  mes 
de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco,  instrumento  público  a  virtud  del 
cual  el  señor  José  Carlos  Monge  Ruiz  ce- 
dió y  vendió  por  la  suma  de  quince  quet- 
zales a  doña  Felipa  Cuevas  Jáuregui  de 
Martínez  Sobral,  los  derechos  que  le  co- 
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respondían  en  la  promesa  de  venta  tantas 
veces  mencionada. 

Don  Trinidad  Ajú  Catúc  opuso  la  exep- 
ción  de  personería  en  la  parte  actora  por 
que  aseguró  que  el  señor  Monge  no  cum- 
plió con  lo  pactado,  pues  no  pagó  el  precio 
estipulado,  y  devolvió  el  terreno,  y  cuan- 
do ya  habia  caducado  el  contrato  hizo  la 
venta  de  derechos  que  pretendía  haber 
adquirido  la  demandante.  En  memorial 
fecha  veintitrés  de  Marzo  (1936)  el  Licen- 
ciado Joaquín  Avila  Alvarado  apoderado 
del  señor  Ajú  Catúc  expuso,  entre  otras 
cosas,  lo  que  sigue:  que  el  plazo  estipula- 
do en  la  promesa  de  venta  fué  de  un  año; 
que  Monge  devolvió  el  terreno  en  mal  es- 
tado después  de  haberlo  explotado,  y  no 
promovió  para  que  se  llevaran  a  cabo  la 
promesa  de  venta  dejando  transcurrir  el 
término  convenido,  y  que  por  lo  tanto  la 
demandante  nada  había  comprado  y  care- 
cía, de  personería  para  exigir  lo  que  no  le 
pertenece,  y  de  acción  para  demandar  al 
señor  Ajú  Cutúc;  y  que  se  tuviera  como 
prueba  la  escritura  fecha  veintidós  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos. 

Fueron  examinados  durante  el  término 
de  prueba  a  solicitud  del  representante  le- 
gal de  la  parte  demandada,  Gregorio  Al- 
varez,  Ramón  Cordero  y  Rafael  Santos, 
quienes  declararon  lo  que  sique:  Alvarez, 
que  la  señora  que  dejó  Monge  en  el  terre- 
no, lo  desocupó  en  el  mes  de  Junio  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  pero 
ignora  por  que  motivo;  y  que  es  cierto  que 
hacía  dos  años  que  don  Carlos  Monge  ha- 
bía abandonado  el  mencionado  terreno,  el 
cual  se  encuentra  contiguo  al  que  posee 
el  declarante;  Cordero  dijo  ser  cierto  que 
don  José  Carlos  Monge  desde  el  mes  de 
Junio  del  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco,  devolvió  a  Trinidad  Ajú  la  mitad  de 
un  terreno  en  mal  estado,  después  de  que 
lo  explotó;  y  que  desde  hacía  dos  años 
poco  más  o  menos,  que  ya  no  había  visto 
al  señor  Monge.  Al  ser  repreguntados  Al- 
vares y  Cordero  respondieron  en  la  forma 
siguiente:  el  primero,  dijo  que  ignora  la 
fecha,  hora  y  lugar  en  que  fué  devuelto  c) 
terreno;  que  solo  se  dió  cuenta  de  la  par- 
tida de  doña  Jesús;  que  en  el  terreno 
existían  unos  cafetos;  que  hacía  tres  años, 
poco  más  o  menos,  que  Monge  había  to- 
mado posesión  del  predio;  y  que  Jesús  Na- 
vas desocupó  aquel  terreno  por  que  la  sa- 
caron Manuel  Márquez  y  Trinidad  Ajú; 
el  segundo,  expuso:  que  en  el  mes  de  Sep- 
tiembre del  año  de  mil  novecientos  trein- 


ta y  cinco,  como  a  las  ocho  horas,  vió  que 
Trinidad  Ajú  estaba  en  el  terreno  con  el 
objeto  de  que  Monge  se  lo  devolviera,  te- 
rreno que  estaba  cultivado  de  plátano;  y 
tanto  Alvarez  como  Cordero,  expresaron 
que  les  consta  que  Monge  personalmente  y 
por  medio  de  su  mujer  estuvo  en  posesión 
del  mencionado  terreno.    Rafael  Santos, 
quien  no  dió  respuestas  afirmativas  al  di- 
rigírsele las  preguntas  formuladas  por  el 
apoderado  del  señor   Ajú,  al   ser  repre- 
guntado dijo  ser  cierto  que  le  permitió  a 
la  mujer  de  Monge  trasladar  al  terreno 
del  declarante,  la  casa  que  había  edificado 
en  tierras  de  don  Trinidad,  pero  ignoraba 
si  la  madera  pertenecía  a  dicho  señor,  y 
que  toda  vez  que  Jesús  Navas  vivia  en  ese 
terreno,  Monge  tenía  la  posesión  de  dicho 
predio.    En  las  posiciones  absueltas  por 
Demetrio    García    y    Manuel  Márquez 
González,  el  primero  de  dichos  señores  ex- 
puso que  es  cierto  que  don  Trinidad  Ajú 
le  pagó  la  cantidad  de  un  mil  cien  pesos 
de  moneda  antigua  que  le  adeudaba,  en  el 
Juzgado  de  Paz  de  Satna  Lucía  Gotzumal- 
guapa,  pero  no  recuerda  la  fecha;  y  que 
reconoce  el  recibo  por  valor  de  mil  cien 
pesos  moneda  nacional   ($  1.10C')   o  sean 
diez  y  ocho  quetzales  y  treinta  y  tres  cen- 
tavos de  quetzal  (Q.  18.33)  que  le  entregó 
don  Trinidad  Ajú,  el  treinta  y  uno  de  Ene- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  pox 
medio  del  Juzgado  de  Paz  de  Santa  Lucii 
Cotzumalguapa,  ante  el  Juez  don  Arturo 
de  León,  cantidad  que  Ajú  tenía  obliga- 
ción de  pagarle  por  don  José  Carlos  Monge. 
Este  documento  fué  expedido  en  el  po- 
blado que  se  mencionó  anteriormente,  a 
los  cinco  días  del  mes  de  Febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  y  lo  firmó  Mi- 
guel García  a  ruego  de  su  padre  Demetrio 
del  mismo  apellido.    El  segundo,  Márquez 
González   manifestó:     que  le  dió  a  don 
Trinidad  Ajú,  la  cantidad  de  un  mil  cien 
pesos  ($  1.100)  en  billetes  de  los  antigües 
Bancos  para  pagárselos  a  Demetrio  Gar- 
cía; que  esto  lo  efectuó  en  el  Juzgado  de 
Paz  de  Santa  Lucía   Cotzumalguapa,  el 
treinta  y  uno  de  Enero  (1935),  y  firmó,  a 
ruego  de  Ajú;  que  Monge  devolvió  el  te- 
rreno a  don  Trinidad,  después  de  haberlo 
explotado;  que  está  enterado  de  que  el 
documento  del  señor  Monge  ya  prescribió 
y  que  el  señor  Ajú,  tiene  la  posesión  del 
precitado  terreno. 

Se  tuvo  como  prueba,  a  petición  del 
Licenciado  Alvarado,  la  escritura  de  pro- 
mesa de  venta  ya  relacionada,  la  con- 
fesión del  referido  Notario,  y  la  de  don 
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Trinidad  Ajú  acerca  del  plazo  consignado 
en  la  escritura  respectiva.  El  memorial 
presentado  por  el  señor  Ajú  acerca  de 
este  particular,  fué  ratificado  el  ocho  de 
Abril  del  año  retropróximo. 

También  se  tuvieron  como  probanzas 
por  parte  del  demandado  las  que  siguen: 
a)  el  testimonio  de  la  escritura  pública 
número  ciento  ocho,  autorizada  en  Escuin- 
tla,  a  veintiuno  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho,  por  el  Notario 
Adolfo  de  León,  en  virtud  de  la  cual  don 
Leandro  Sujuy  vendió  a  don  Rufino  Aju 
por  la  suma  de  cien  pesos,  el  terreno  de- 
nominado "El  Rosario"  compuesto  de  diez 
y  seis  y  media  cuerdas  de  a  veinte  braza- 
das cada  una,  registrado  bajo  el  número 
ciento  treinta  y  siete  (137),  folio  ciento 
sententa  y  cinco  vuelto  (175  v.)  del  Li- 
bro quince  (15).  Esta  finca  fué  regis- 
trada, el  veinticuatro  de  enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  a  favor  de 
Rufino  Ajú  bajo  el  número  ciento  ochen- 
ta y  cinco  (185),  folio  ciento  veinticinco 
(125)  del  Libro  trece  (13)  de  Escuintla, 
segregada  de  la  número  sesenta  y  dos 
(62),  Folio  doscientos  sesenta  y  seis  (266), 
Libro  primero  (lo.)  de  aquel  Departa- 
mento. El  diez  y  siete  de  Octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  se  regis- 
tró a  favor  de  Trinidad  y  Anacleto  Ajú 
la  segunda  inscripción  de  dominio  de  la 
finca  rústica  número  ciento  ochenta  y 
cinco  (185),  Folio  ciento  veinticinco  (125) 
del  Libro  trece  (13)  de  Escuintla;  y  b) 
posiciones  que.el  Abogado  don  Pedro  An- 
tonio Ibáñez,  como  apoderado  de  don  Tri- 
nidad Ajú  Catúc,  articuló  a  don  José  Car- 
los Monge,  ante  el  Juez  lo.  de  Paz  de  Gua- 
temala. La  diligencia  fué  practicada  el 
veintiséis  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  y  el  absolvente  respondió 
en  la  forma  que  a  continuación  se  expre- 
sa: que  es  cierto,  que  en  conformidad 
con  la  escritura  fecha  veintidós  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y  dos. 
que  autorizó  el  Notario  don  Joaquín  Avi- 
la Alvarado,  se  obligó  a  pagar  a  Deme- 
trio García  la  cantidad  de  un  mil  cien 
pesos,  y  que  esa  suma  no  la  cubrió  a  Gar- 
cia  ni  a  ningún  representante  de  dicha 
persona;  que  el  terreno  no  se  lo  ha  devuel- 
to a  Ajú,  sino  que  vendió  sus  derechos  a 
Guadalupe  viuda  de  Cuevas,  quien  quedó 
encargada  de  cumplir  con  las  obligaciones 
que  él  había  contraído ;  que  es  verdad  que 
dentro  del  plazo  legal  no  exigió  a  don  Tri- 
nidad Ajú  el  cumplimiento  de  la  promesa 
de  venta;  y  que  no  le  entregó  al  señor  Ajú 


el  resto  del  dinero  fijado  como  precio  del 
terreno,  por  que  don  Trinidad  tampoco  le 
otorgó  las  correspondientes  escrituras. 

La  señora  Cuevas  de  Martínez  juntamen- 
te con  su  alegato,  fecha  veintidós  de  Abril 
(1936)  acompañó  una  certificación  expedi- 
da por  el  Registrador  General  de  la  Pro- 
piedad Inmueble  de  lá  República,  en  la 
que  constan  las  inscripciones  de  dominio 
de  la  finca  rústica  número  ciento  ochenta 
y  cinco  (185),  Folio  ciento  venticinco 
(125)  del  Libro  trece  (13)  de  Escuintla, 
apareciendo  en  la  tercera,  que  Manuel 
Márquez  González  por  la  cantidad  de  se- 
senta quetzales  compró  dicha  finca  a  Tri- 
nidad y  Anacleto  Ajú  Catúc,  según  se  con- 
signó, en  la  escritura  pública  autorizada 
en  Santa  Lucía  Cotzumalguapa  a  veinti- 
cuatro de  Diciembre  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  por  el  Notario  Joa- 
quín Avila  Alvarado;  testimonio  que  fué 
presentado  para  su  inscripción  el  doce  de 
Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y  seis. 

CONSIDERANDO: 

Que  fuera  de  que  la  ley  establece  de  una 
manera  expresa  los  casos  en  que  procede 
deducir  la  responsabilidad  civil  en  que  pue- 
den incurrir  los  Jueces  de  cualquier  gra- 
do; la  cuestión  debatida,  como  de  una  ma- 
nera correcta  lo  apreció  el  Tribunal  de  la. 
Instancia,  se  regula  por  los  preceptos  con- 
tenidos en  las  disposiciones  legales  relati- 
vas a  los  contratos  condicionales  a  las  pres- 
cripciones de  la  promesa  de  venta  y  a  las 
reglas  establecidas  acerca  de  la  interpre- 
tación de  los  contratos  en  general;  y  en 
consecuencia  el  Tribunal  sentenciador  al 
pronunciar  el  fallo  que  dió  origen  al  pre- 
sente recurso  resolvió  con  arreglo  a  dere- 
cho. 

CONSIDERANDO : 

Que  por  no  haberse  establecido  los  da- 
ños y  perjuicios  causados  al  referido  fun- 
cionario, solamente  procede  condenar  en 
costas  a  la  demandante. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  los  artículos  1425,  1426,  1453, 
1454,  1507,  1508,  2431,  2433,  2436  y  2438  del 
Código  Civil  de  1877;  476,  479,  491,  499  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til y  13  inciso  c  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  confirma  la  resolución  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  y  condena  en  las 
rostas  de  esta  Instancia  a  la  parte  actora. 
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Notifíquese,  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ejecutivo  seguido  por  Manuel  Ca- 
rreiro  Whaqherr  contra  Fernando  Mon- 
tanaro  Herce. 

DOCTRINA:  cuando  los  interesados  en  un 
contrato  de  sociedad  han  dispuesto  en 
escritura  pública,  someter  a  juicio  de  Ar- 
bitros cualquiera  controversia  que  entre 
ellos  se  suscite,  esa  es  la  forma  que  debe 
aplicarse  y  sostenerse. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
once  de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Visto  en  apelación  con  sus  respectivos 
antecedentes,  el  auto  fecha  veinticinco  de 
enero  del  año  en  curso,  dictado. por  el  Juz- 
gado Tercero  de  Primera  Instancia  de  es- 
te departemento,  en  el  procedimiento  eje- 
cutivo seguido  por  Manuel  Carreiro  Wha- 
qherr contra  Fernando  Montanaro  Herce. 

El  veintiuno  de  septiembre  del  año  pró- 
ximo pasado,  los  señores  Carreiro  Whap- 
herr  y  Montanaro  Herce  constituyeron 
una  sociedad  colectiva  industrial  y  comer- 
cial para  la  explotación  de  una  fábrica  de 
objetos  de  hule,  tacones,  reconstrucción 
de  llantas,  etcétera,  estimándose  el  aporte 
del  primero  en  la  suma  de  tres  mil  quinien- 
tos quetzales,  por  las  maquinarias  sumi- 
nistradas, secretos  de  fábrica  y  clientela; 
debiendo  el  segundo  aportar  maquinaria, 
útiles,  enseres,  etcétera  por  igual  cantidad. 
En  la  clásula  décima  séptima  se  estable- 
ció que  "cualquier  controversia  que  se  sus- 
citare entre  los  socios  que  no  pudiera  so- 
lucionarse amigablemente,  será  resuelta 
por  árbitros  arbitradores  nombrados  uno 
por  cada  parte  y  si  éstos  no  se  pusieren  de 
acuerdo,  por  un  tercero  designado  por  los 
árbitros.  La  parte  que  se  resista  al  arbi- 
tramento podrá  ser  compelida  a  cuyo  fin 
la  contraria  acudirá  a  un  Juez  de  Primera 
Ins+mcai  de  esta  capital  para  que  fije  el 
p'azo  dentro  del  cual  deba  nombrar  su  ár- 
bitro,  y  proponga  los  puntos  que  hayan  de 


debatirse.  Vencido  el  plazo,  el  Juez  decla- 
rará la  rebeldía,  hará  el  nombramiento  y 
fijará  el  procedimiento,  etcétera". 

El  veintidós  de  diciembre  del  mismo  año 
(mil  novecientos  treinta  y  seis),  ante  ei 
Juez  Tercero  de  Primera  Instancia  de  es- 
te Departamento,  Carreiro  Whaqherr  de- 
mandó en  la  vía  ejecutiva  a  Montanaro 
Herce  por  la  cantidad  que  debía  aportar 
(tres  mil  quinientos  quetzales)  más  las 
costas  del  juicio,  con  fundamento  en  la 
escritura  de  sociedad,  en  unas  posiciones 
absueltas  por  el  ejecutado  y  una  carta  re- 
conocida por  el  mismo,  en  donde  consta 
que  Montanaro  se  niega  a  cumplir  con  Jo 
pactado  en  la  referida  escritura,  y  su  in- 
tención de  proceder  a  la  disolución  de  la 
sociedad;  que  aunque  no  se  fijó  un  térmi- 
no para  su  aporte,  el  hecho  de  que  preten- 
da disolver  la  sociedad  y  no  cumplir  con  lo 
pactado  le  daba  el  derecho  a  compelerlo 
ejecutivamente,  basándose  en  el  artículo 
256  del  Código  de  Comercio. 

El  Juez  mandó  embargar  bienes  suficien- 
tes del  señor  Montanaro  Herce. 

Con  feúcha  trece  de  enero  del  año  en  cur- 
so, Montanaro  se  presentó  oponiendo  la 
excepción  de  incompetencia  del  Juzgado 
Tercero,  fundándose  en  que,  según  la  cláu- 
sula décima  séptima  de  la  escritura  de  so- 
ciedad, las  controversias  deberían  dirimir- 
se por  árbitros,  por  lo  que  ya  se  había  diri- 
gido al  Juzgado  Segundo  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento,  para  que  se 
formara  el  Tribunal  Arbitral,  y  pidió  que 
el  Juez  Tercero  se  inhibiera  de  seguir  co- 
nociendo y  pasara  el  asunto  al  Juez  Se- 
gundo. Al  darle  audiencia  al  ejecutante 
alegó,  que  el  objeto  del  procedimiento  eje- 
cutivo que  había  iniciado  contra  su  socio, 
no  era  para  dirimir  ninguna  controversia 
— surgida  entre  ellos — sino  para  compe- 
lerlo al  cumplimiento  de  lo  que  se  obligó 
en  la  escritura  social,  no  habiendo,  por 
consiguiente,  juicio,  sino  un  procedimiento 
ejecutivo  para  hacerlo  cumplir. 

El  Juez  a-quo,  dictó  su  resolución  con 
fecha  veinticinco  del  mes  retropróximo,  en 
que  declara  sin  lugar  la  excepción  de  in- 
competencia. 

La  parte  ejecutada,  interpuso  el  recur- 
so de  apelación,  el  que  le  fué  concedido,  re- 
mitiendo las  actuaciones  a  esta  Corte,  con 
noticia  del  Juzgado  Segundo  Departamen- 
tal. 

Al  mismo  tiempo  don  Fernando  Monta- 
naro se  presentó  al  Juzgado  Segundo,  ma- 
nifestando: que  le  propuso  a  Carreiro  la 
disolución  de  la  sociedad,  ya  que  habia  di- 
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ferencias  sustanciales  entre  los  socios,  é 
imposibilidad  de  establecer  con  el  capital 
social,  la  industria  para  la  cual  se  había 
formado;  que  su  consocio  en  vez  de  entrar 
en  razón,  acudió  a  los  Tribunales,  exigien- 
do su  aporte;  como  en  el  contrato  social 
se  estableció  que  cualquier  controversia  o 
diferencia  entre  los  socios,  se  dirimiría  por 
medio  de  arbitros  arbitradores,  promovía 
la  formación  del  Tribunal  Arbitral,  nom- 
brando por  su  parte  a  Jack.  Proby  Arms- 
trong;  que  se  previniera  a  su  consocio 
nombrara  el  suyo,  para  establecer  por  me- 
dio del  laudo  si  estaba  o  no  obligado  a  con- 
tinuar en  la  Sociedad  "Manuel  Carreiro  y 
Compañía".  El  Juez  resolvió,  que  previa- 
mente cumpliera  el  presentado  con  pun- 
tualizar de  una  manera  concreta,  los  ex- 
tremos petitorios  de  la  acción  que  se  pro- 
ponía entablar  y  que  debería  ser  objeto 
del  fallo;  en  cumplimiento  de  dicha  reso- 
lución, Montanaro  fijó  los  puntos  que  de- 
bían resolver  los  arbitros,  así:  Si  debía  Ca- 
rreiro tener  o  no  saneada  la  maquinaria 
que  aportó  como  capital  social;  si  Monta- 
naro estaba  o  no  obligado  a  aportar  en 
efectivo  la  cantidad  de  tres  mil  quinien- 
tos quetzales,  no  obstante  que  la  escritura 
social  decía  que  su  aporte  sería  de  la  ma- 
quinaria necesaria  para  la  reconstrucción 
de  llantas;  si  estaba  o  no  obligado  a  veri- 
ficar la  compra  de  la  maquinaria,  exce- 
diendo su  valor  a  tres  mil  quinientos  quet- 
zales; y  si  procede  o  no  "la  disolución  de  la 
soviedad  en  vista  de  las  razones  expuestas 
y  de  las  probanzas  que  aduzca  cuando  ti 
Tribunal  se  organice.  El  Tribunal,  tuvo  al 
señor  Armstrong  como  árbitro  por  parte 
de  Montanaro,  y  previno  a  la  otra  parte 
nombrara  el  suyo  y  que  procedieran  las 
partes  a  designar  al  Secretario;  propo- 
niendo para  tal  cargo,  Montanaro  al  Li- 
cenciado Emilio  Barrios  Pedroza  lo  que  se 
mandó  hacer  saber  a  Carreiro  para  que 
dijera  si  estaba  de  acuerdo.  Contra  estas 
dos  providencias  interpuso  recurso  de  ape- 
lación Carreiro;  recurso  que  le  fué  conce- 
dido. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  lo  expuesto  anteriormente  se  de- 
duce que  la  situación  en  que  se  encuen- 
tran los  señores  Montanaro  y  Carreiro,  res- 
pecto de  las  estipulaciones  consignadas  en 
la  escritura  de  sociedad  que  formaron  an- 
te el  Notario  Luis  Beltranena  con  fecha 
veitiuno  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  en  la  cual  ambos  socios  tie- 
nen el  derecho  de  usar  la  razón  social,  no 
está  circunscrita  a  las  obligaciones  del  so- 


cio señor  Montanaro,  respecto  a  la  entre- 
ga de  una  suma  determinada,  pues,  acerca 
de  este  punto,  la  escritura  de  sociedad  ex- 
presa que  aportaría  las  máquinas,  útiles 
y  enseres  que  se  requieren  para  la  recons- 
trucción de  llantas,  haría  los  gastos  de  ins- 
talación, los  de  reacondicionamiento  de  la 
fábrica,  etcétera.  Hay  además  otros  pun- 
tos básicos,  alegados  por  el  señor  Monta- 
naro y  contradichos  por  el  otro  socio,  que 
dan  lugar  a  la  aplicación  de  la  cláusula  dé- 
cima séptima  del  convenio,  a  cuyo  efecto 
ya  se  está  procediendo  ante  ej  Juez  Segun- 
do de  Primera  Instancia  a  la  formación  del 
Tribunal  Arbitral,  ante  el  cual  deben  so- 
meterse a  resolución  todos  los  puntos  que 
los  interesados  pretendan  dilucidar,  algu- 
nos de  los  cuales  ya  fueron  propuestos  por 
el  señor  Montanaro. 

En  consecuencia  es  el  Tribunal  Arbitral 
que  está  en  formación,  el  único  competen- 
te para  conocer  tanto  de  la  demanda  so- 
bre aporte  del  capital  entablada  por  el  se- 
ñor Carreiro  como  de  las  demás  cuestio- 
nes originadas  por  el  convenio  de  sociedad 
a  que  se  ha  hecho  referencia. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  con  apoyo 
en  los  Artículos  237,  282,  730,  751  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  131,  153, 
2a.  parte  y  159  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  así  lo  declara,  revocando  en  con- 
secuencia el  auto  dictado  por  el  Juez  Ter- 
cero de  Primera  Instancia  de  este  Depar- 
tamento, de  que  se  hace  mérito  al  principio. 
Notifíquese  y  devuélvanse  los  autos  a  don- 
de corresponde. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polan- 
co.  —  Max  García  R.  —  Secretario. 


VOTO  RAZONADO  DEL  SEÑOR  MAGIS- 
TRADO LICENCIADO  DON  ALBERTO 
ARGUETA  S. 

Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

Después  del  estudio  hice  la  historia  co- 
rrespondiente, en  virtud  del  recurso  de 
apelación  interpuesto  por  F'ernando  de 
Montanaro  en  el  juicio  ejecutivo  seguido 
en  su  contra  por  Manuel  Carreiro  y  en  el 
cual  el  Juez  3o.  de  la.  Instancia  de  este 
Departamento  declaró  sin  lugar  la  excep- 
ción de  incompetencia  que  el  mismo  señor 
Montanaro  interpuso  en  dicho  Tribunal, 
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con  el  objeto  de  que  se  inhibiera  del  co- 
nocimiento en  el  procedimiento  ejecutivo 
y  lo  pasara  al  Juez  2o.  de  la.  Instancia, 
donde  existía  una  gestión  para  que  se  for- 
mara el  Tribunal  Arbitral. 

Siendo  la  competencia  la  facultad  que 
tiene  cada  Juez  o  Tribunal  para  conocer 
de  los  negocios  que  las  leyes  han  colocado 
dentro  de  la  esfera  de  sus  atribuciones,  no 
encontré  ninguna  razón  para  resolver  la 
competencia  promovida  por  el  señor  Mon- 
tanaro,  dentro  de  las  reglas  que  el  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  y  la 
ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial  seña- 
lan para  determinar  la  competencia  de 
un  negocio  cualquiera,  es  decir,  la  juris- 
dicción ordinaria  o  especial  y  por  esta 
razón  presenté  proyecto  con  la  siguiente 
parte  resolutiva:    "CONSIDERANDO:  que 
en   el  presente   caso  no   hay  conflicto 
de   competencia   qué   dirimir   entre  los 
Tribunales  de   Justicia   de  igual  juris- 
dicción superior  jerárquica;  pues  en  de- 
finitiva, el  caso  sería  determinar  la  com- 
petencia entre  el  Juzgado  3o.  de  la.  Ins- 
tancia de  este    departamento   se  declara 
imcompetente  de  conocer  en  el  procedi- 
miento ejecutivo   que  le  entabló  Manuel 
Carreiro  y  pasara  los  autos  al  Juez  2o.  de 
igual  categoría  y  Departamento,  quien  tan 
solo  se  ha  concretado  a  organizar  en  la 
vía  voluntaria  el  Tribunal  Arbitral  para 
conocer  de  las  controversias  de  los  socios, 
única  intervención  que  tendrá  el  Juez  2o.; 
por  consiguiente,  al  pasar  las  actuaciones 
al  Tribunal  Arbitral  pasarían  también  las 
que  se  refieren  al  procedimiento  ejecutivo 
si  el  Juez,  3o.  se  hubiera  declarado  incom- 
petente, lo  que  no  sería  procedente  desde 
luego  que  el  conocimiento  de  estos  últimos 
asuntos  corresponde  a  los  Tribunales  Or- 
dinarios. Por  lo  que,  a  esta  Corte  no  le  co- 
rresponde conocer  de  la  apelación  inter- 
puesta por  el  interponente  señor  Monta- 
naro,  sino  a  la  Sala  jurisdiccional,  por  no 
tratarse  como  se  dijo,  de  un  conflicto  de 
competencia  que  tenga  por  fin  buscar  al 
Juez  que  deba  conocer  y  fallar  en  defini- 
tiva en  ambos  asuntos.  Artículos  150  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  464  y  878 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til. Por  Tanto:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia manía  devolver  los  antecedentes  a 
cada  uno  de  los  Juzgados  de  Instancia,  res- 
pectivos, con  certificación  de  lo  resuelto". 

Es  indudable  que  las  controversias  que 
se  suscitan  entre  dos  o  más  Jueces  o  Tri- 
bunales para  determinar  a  cual  de  ellos 
corresponde  el  conocimiento  de  un  nego- 
cio por  razón  de  las  personas,  materia  y 


valor  de  la  cosa  disputada,  así  como  tam- 
bién por  el  territorio  y  la  conexión  o  con- 
tinencia de  la  causa,  sólo  puede  resolverse 
cuando  hay  conflicto. 

Por  las  razones  dadas  en  el  consideran- 
do transcrito  me  vi  obligado  a  separarme 
de  la  opinión  de  mis  ilustres  compañeros 
de  labores  judiciales. 

Guatemala,  12  de  febrero  de  1937. 

Alberto  Argueta  S. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Reyes  y  To- 
ribia  García  contra  Juana  García. 

DOCTRINA:  iniciado  un  juicio  no  tiene  el 
valor  de  confesión  judicial,  la  declara- 
ción prestada  por  la  parte  a  solicitud  del 
contrario  ante  un  Juez  distinto  del  que 
conoce  de  aquél. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
¡rece  de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta 

y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  nueve  de  Octubre  de! 
año  próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Primera 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el  juicio  or- 
dinario seguido  por  Reyes  y  Toribia  García 
contra  Juana  de  ese  mismo  apellido,  para 
obtener  la  declaración  que  más  adelante 
se  indicará. 

El  seis  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
tay  cinco,  aquellos  se  presentaron  ante  el 
Juez  Primero  de  Primera  Instancia  de  es- 
te departamento  y  expusieron:  que  fue- 
ion  declarados  herederos  de  su  padre  Gua- 
dalupe García,  quien  era  dueño  de  un  te- 
rreno de  cuarenta  manzanas  ubicado  en 
la  Aldea  "Los  Planes"  de  Palencia  y  regis- 
trado bajo  el  número  dos  mil  seiscientos 
ochenta  (2.680),  folio  ochenta  y  tres  (83), 
libro  noventidos  (92)  de  Guatemala;  su 
padre  murió  el  veintiséis  de  Abril  de  mil 
novecientos  trece,  habiéndose  registrado  a 
su  favor  el  indicado  predio  el  tres  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  veintinueve. 
Desde  la  muerte  de  aquél  hasta  la  fecha 
de  la  inscripción  a  favor  de  ellos  o  sean 
dieciseis  años  cinco  meses,  su  tía  Juana 
García,  explotó  de  manera  irrestricta  el  te- 
rreno mencionado,  haciendo  leña,  carbón 
y  siembras;  calculan  que  Juana  García  lo- 
gró cuando   menos   un>  producto  de  cien 
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quetzales  anuales  en  la  explotación,  ha- 
ciendo una  cantidad  global  de  mil  seis- 
cientos quetzales  y  fracción,  lo  que  tomó 
de  su  propiedad  pues  jamás  les  entregó  un 
centavo  de  lo  que  produjo  ese  inmueble. 
Que  la  explotación  constaba  a  muchas  per- 
sonas entre  ellas  a  Federico  Solares,  Juan 
Muralles  y  Vitalino  Ciíuentes.  Por  últi- 
mo dijeron  que  demandaban  de  su  tía  Jua- 
na García,  la  cantidad  antes  mencionada 
por  explotación  indebida  del  terreno,  in- 
cluyendo intereses  del  capital  más  las  cos- 
tas del  juicio.  Acompañaron  certificación 
extendida  por  el  Secretario  del  Juzgado  Se- 
gundo de  Primera  Instancia,  en  la  que 
consta  que  fueron  declarados  heredero?  Ce 
su  padre  Guadalupe  García,  el  veintiséis 
de  Julio  de  mil  novecientos  veintinueve.  En 
esa  certificación  aparece:  que  la  finca 
rústica  cuyo  registro  se  mencionó  anterior- 
mente, fué  inscrita  en  el  Registro  respec- 
tivo a  favor  de  Reyes  y  Toribia  García  Sal- 
vatierra, el  tres  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos veintinueve;  certificación  exten- 
dida por  el  Registrador  de  la  Propiedad 
Inmueble,  en  la  que  consta  que  la  finca 
mencionada  fué  inscrita  a  favor  de  Gua- 
dalupe García  el  dieciocho  de  Octubre  de 
mil  novecientos  cinco. 

La  demanda  se  tuvo  por  contestada  en 
sentido  negativo,  en  rebeldía  de  Juana 
García. 

Por  el  actor  se  rindieron  las  pruebas  si- 
guientes: declaraciones  de  los  testigos  Hi- 
lario Pineda,  Juan  Muralles,  Federico  So- 
lares, Abraham  Albizures  y  Vitalino  Ci- 
íuentes con  el  fin  de  establecer  que  Gua- 
dalupe García  al  morir  dejó  un  terreno  de 
cuarenta  manzanas  a  Reyes  y  Toribia  Gar- 
cía y  que  Juana  de  este  apellido  lo  explotó 
durante  dieciseis  años  y  cinco  meses,  apro- 
vechándose del  producto  de  la  explotación, 
que  como  mínimum  era  de  cien  quetzales 
anuales;  sólo  dos  de  estos  testigos  estima 
la  Sala  que  les  constan  los  hechos,  los  otros 
son  de  referencia.  Posiciones  absueltas 
por  Juana  García  ante  el  Juez  Primero  de 
Primera  Instancia  a  las  que  contestó:  que 
Fidel  García  era  hijo  de  ella  y  Carmen  Ro- 
sales;, y  que  su  hija  Juana  García  es  espo- 
sa de  Braulio  Muralles.  Certificación  ex- 
tendida por  el  Secretario  del  Juzgado  Se- 
gundo de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, en  la  que  constan  las  posi- 
ciones en  que  fué  declarada  confesa  Jua- 
na García  por  el  Juez  Segundo  de_  Prime- 
ra Instancia  el  doce  de  febrero  del  año 
próximo  pasado.  Dictamen  del  experto 
José  Alvarez  quien  informó:  que  el  terre- 


no de  los  García  podía  haber  dado  un  pro- 
ducto de  cien  quetzales  anuales,  haciendo 
en  los  dieciseis  años  cinco  meses  a  que  se- 
refieren  los  demandantes,  un  total  de  mil 
seiscientos  cuarenta  y  un  quetzales,  cin- 
cuenta centavos  de  quetzal. 

La  Parte  demandada  obtuvo  el  examen 
de  los  testigos  Carmen  Rosales,  Onofre  Mu- 
ralles  y  Manuel  Cifuentes,  con  el  fin  de 
establecer  que  Toribia  y  Reyes  García  que- 
daron en  su  poder,  los  alimentó  y  vistió 
mientras  fueron  menores  de  edad;  que  el 
terreno  que  dejó  Guadalupe  García  no  lo 
cultivó  ella  sino  fue  cultivado  y  explotado 
por  Reyes  García. 

Para  mejor  fallar  se  mandaron  recibir 
los  dictámenes  de  los  expertos  Eduardo  de 
León  Strecker  y  Bonifacio  Pérez,  el  prime- 
ro dijo  que  el  terreno  rendiría  durante  diez 
y  seis  años  cinco  meses  la  suma  de  sesen- 
ta y  cinco  quetzales  anuales,  ascendiendo 
lo  producido  durante  el  tiempo  menciona- 
do a  la  suma  de  mil  doscientos  treinta  y 
un  quetzales,  veinticinco  centavos;  el  se- 
gundo dictaminó  en  el  sentido  de  que  en 
las  condiciones  actuales  el  terreno  produci- 
ría doce  quintales  de  maíz  y  cuatro  de  fri- 
jol cuyo  precio  es  de  un  quetzal  por  cada 
quintal  de  maíz  y  quetzal  y  medio  por  el 
quintal  de  frijol  y  que  arrojaría  la  suma  de 
diez  y  ocho  quetzales;  y  deducidos  los  gis- 
tos  de  cultivo  y  siembra  que  montan  a  diez 
quetzales  queda  una  utilidad  de  ocho  quet- 
zales; eso  en  lo  que  se  refiere  al  año  pró- 
ximo pasado,  en  los  años  anteriores  nada 
puede  opinar  por  carecer  de  información 
al  respecto. 

El  Juez  dictó  su  fallo  en  el  que  absuelve 
de  la  demanda  a  Juana  García;  y  la  Sala 
al  conocer  en  apelación  que  interpusieron 
los  actores  lo  confirmó.  Se  funda  para  ello 
en  que  no  está  probada  la  acción  pues  las 
declaraciones  de  los  testigos  presentados 
por  las  dos  partes,  son  contradictorias  y  el 
número  de  unos  y  de  otros  es  igual;  no  ad- 
mitiendo la  tacha  del  testigo  Carmen  Rosa- 
les por  ser  extemporánea.  Tampoco  dá  va- 
lor probatorio  a  la  confesión  de  Juana  Gar- 
cía, porque  no  fué  ofrecida  al  entablar  la 
demanda  y  los  hechos  sobre  los  cuales  re- 
cae no  tienen  los  requisitos  de  ley  para  ser 
tomada  en  cuenta  en  ese  caso;  también  no 
se  pidió  ante  Juez  competente  y  se  presen- 
tó fuera  del  término  de  prueba  y  su  am- 
pliación. 

Reyes  García,  con  auxilio  del  abogado 
César  Izaguirre  García,  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  contra 
esa  sentencia,  citando  como  infringidos  los 
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artículos  siguientes:  259,  262,  264,  340,  223, 
24,  231,  inciso  lo.,  433,  375,  345,  341,  366, 
431,  288,  277  Decreto  2009;  2249  inciso  2o. 
Código  Civil  antiguo;  91  inciso  lo.  fraccio- 
nes b)  ye)  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial;  376,  378,  384,  386,  389,  391, 
396,  421,  427,  428,  278,  282,  361,  364  Decre- 
to 2009.  Se  señaló  para  la^  vista  pública 
la  audiencia  del  dieciocho  de  diciembre 
próximo  pasado;  en  ella  el  abogado  que 
auxilia  el  recurso  alegó  lo  que  consideró 
conveniente  en  favor  de  sus  patrocinados. 
La  demandada  el  día  anterior  a  la  vista 
presentó  memorial  alegando  también  lo 
que  estimó  favorable  a  sus  derechos. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  está  regulado  en  el  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  que  la 
parte  tiene  obligación  de  declarar  en  cual- 
quier estado  del  juicio  en  primera  instan- 
cia y  hasta  el  día  de  la  vista  en  segunda, 
a  solicitud  del  contrario,  se  entiende  que 
es  ante  el  Juez  que  conoce  del  asunto  ya 
que  él  es  el  llamado  a  calificar  las  posi- 
ciones con  conocimiento  de  la  demanda; 
si  no  se  ha  cumplido  con  ello  como  ocurre 
en  el  caso  de  Juana  García,  que  se  le  de- 
claró confesa  por  un  Juez  distinto  del  que 
conocía  del  juicio,  las  posiciones  no  tienen 
valor  de  confesión  judicial,  por  faltarle1 
aquel  requisito,  pues  no  se  trataba  de  una 
confesión  preparatoria  del  juicio  para 
prestarle  ante  cualquiera  de  los  jueces  de 
primera  instancia  del  departamento,  sino 
de  una  confesión  en  pleito  ya  promovido 
ante  el  Juez  Primero  de  Primera  Instan- 
cia; por  lo  que  la  Sala  al  no  darle  valor 
probatorio  procedió  de  acuerdo  con  la  ley. 
Apreciada  la  confesión  en  este  sentido,  no 
se  puede  dar  a  la  certificación  que  la  con- 
tiene el  alcance  de  plena  prueba,  como  lo 
alega  el  recurrente,  pues  en  el  fondo  se 
trata  exactamente  del  mismo  medio  pro- 
batorio con  que  se  pretendió  establecei  la 
acción.  Por  tales  razones  no  fueron  in- 
fringidos los  artículos  24,  262,  264,  340,  223, 
277,  231,  inciso  lo.,  282,  288,  361,  364  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  fuerza  probatoria  de  las  declara- 
ciones de  los  testigos  la  deja  la  ley  a  la 
apreciación  de  los  tribunales  conforme  a 
las  reglas  de  la  sana  critica;  por  lo  que  al 
estar  determinado,  en  el  caso  presente,  que 
son  iguales  las  circunstancias  de  los  testi- 


gos presentados  por  las  partes,  legalmente 
procedía  no  concederles  valor  alguno,  pues 
la  tacha  del  -testigo  Carmen  Rosales  era 
improcedente  tomarla  en  cuenta  por  ha- 
ber sido  hecha  fuera  del  tiempo  señalado 
por  la  ley  y  no  tener  ésta  excepción  al- 
guna al  respecto.  En  ese  concepto  no  se 
incurrió  en  error  de  derecho  ni  de  hecho  en 
la  apreciación  referida,  pues  nada  hay  que 
demuestre  esto  último;  y  en  consecuencia 
no  pueden  estimarse  como  infringidos  los. 
artículos  345,  341,  421,  427,  433,  366,  336, 
389,  391  y  431  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  estando  probada  la  acción,  la  Sa- 
la no  tenia  base  para  entrar  al  examen  de 
la  prueba  de  expertos  ya  que  ésta  quedaba 
subordinada  al  resultado  de  las  otras  prue- 
bas; por  lo  que  no  pudo  infringir  los  ar- 
tículos 259,  375,  376,  378,  384  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil;  2249  inciso 
2o.  Código  Civil;  91  inciso  lo.  fracciones 
b)  y  c)  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  396,  428  y  278  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
constan  de  varios  incisos  y  no  se  sañala 
cuál  de  ellos  se  estima  infringido;  por  lo 
que,  esa  vaguedad,  impide  al  Tribunal  en- 
trar al  examen  de  tales  diposiciones. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  521,  524  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
222,  224,  233  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  interpues- 
to; condena  al  recurrente  al  pago  de  las 
costas  del  mismo  y  le  impone  la  multa  de 
veinticinco  quetzales;  en  caso  de  insolven- 
cia, cumplirá  veinticinco  días  de  prisión 
simple.  Notifíquese,  como  corresponde 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen  y  repóngase  el  papel  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  27 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arguela 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  María  Ele- 
na, Porfirio,  Mardoqueo,  Rosa  Delfina, 
Evangelia,  todos  Cuéllar  Lemus,  Cecilia 
Cuéllar  de  Monterroso  y  Cecilia  Lemus 
viuda  de  Cuéllar,  ésta  como  tutriz  natu- 
ral de  Alba  Judith  Emperatriz  y  Vilma 
Gladys  Cuéllar  Lemus,  contra  Delfina 
Cuéllar  viuda  de  Salazar. 

DOCTRINA:  la  venta  de  derechos  heredi- 
tarios, hecha  por  un  heredero  a  favor  de 
otro,  sin  especificar  en  qué  consisten,  es 
válida,  y  comprende  la  universalidad  de 
bienes  que  forman  la  herencia,  en  la  par- 
te correspondiente  al  vendedor. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
quince  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

En  casación  se  examina  la  sentencia  que 
adelante  se  relacionará,  proferida  por  la 
Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
cinco  de  Agosto  del  año  próximo  pasado, 
en  el  juicio  ordinario  seguido  por  María 
Elena,  Porfirio,  Mardoqueo,  Rosa  Delfina, 
Evangelina,  todos  Cuéllar  Lemus,  Cecilia 
Cuéllar  de  Monterroso  y  Cecilia  Lemus  viu- 
da de  Cuéllar,  la  última  como  tutriz  natu- 
ral de  Alba  Judith  Emperatriz  y  Vilma  Gla- 
dys Cuéllar  Lemus,  contra  Delfina  Cuéllar 
viuda  de  Salazar. 

De  los  autos  que  se  tienen  a  la  vista  apa- 
rece: 

El  diecinueve  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  Maria  Elena  Cuéllar  Le- 
mus y  compañeros  se  presentaron  al  Juz- 
gado de  Primera  Instancia  de  Chiquimu- 
la,  manifestando:  que  su  abuelo  Salvador 
Cuéllar  Valdés  dejó  como  herederos  a  sus 
hijos  Mardoqueo,  Carmen,  Porfirio  y  Sal- 
vador Cuéllar  Pinto,  Delfina  Cuéllar  Pin- 
to de  Salazar,  quienes  como  tales  herede- 
ros son  dueños  de  la  finca  rústica  denomi- 
nada Santa  Elena  y  Sandillales,  inscrita 
en  el  Registro  con  el  número  dos  mil  tres- 
cientos diez  y  seis  (2316),  folio  quinientos 
cincuenta  y  ocho  (558),  del  libro  diez  y 
ocho  (18)  de  Chiquimula.  Que  el  veinticin- 
co de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta, 
Delfina  Cuéllar  viuda  de  Salazar  vendió 
a  su  hermano  el  General  Salvador  Cuéllar 
Pinto,  según  escritura  autorizada  por  el 
Notario  Raúl  Alarcón,  los  derechos  que 
por  herencia  le  correspondían  en  las  fin- 
cas citadas,  por  lo  que,  a  los  demandantes, 
como  herederos  del  General  Cuéllar  Pinto, 
les  correspondía  la  propiedad  de  los  dere- 


chos reales  que  la  vendedora  tenía  en  los 
bienes  mencionados;  habiendo  sido  decla- 
rados cesionarios  legales  de  la  señora  viu- 
da de  Salazar,  por  auto  dictado  en  aquei 
mismo  Tribunal  el  trece  de  Junio  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro.  Como  tales 
herederos  de  su  padre  Salvador  Cuéllar 
Pinto,  demandaban  en  la  vía  ordinaria  a' 
Delfina  Cuéllar  viuda  de  Salazar,  a  fin  de 
que  en  sentencia  definitiva  se  declarara 
que  los  derechos  reales  de  propiedad  que 
ella  tenía  en  la  finca  Santa  Elena  y  San- 
dillales, corresponden  a  los  herederos  de 
Salvador  Cuéllar  Pinto;  y  que  al  efectuar- 
se la  partición  de  las  mencionadas  propie- 
dades, se  les  adjudicara  difinitivamente  la 
porción  que  correspondía  a  la  demanda- 
da. 

A  la  demanda  se  acompañaron  los  docu- 
mentos siguientes:  a)  Certificación  del 
auto  fecha  trece  de  Junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro  dictado  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Chiquimula,  en 
el  juicio  testamentario  de  don  Salvador 
Cuéllar  padre,  por  el  cual  se  tuvo  a  los 
herederos  del  General  Salvador  Cuéllar  hi- 
jo como  cesionarios  de  los  derechos  de  do- 
ña Delfina  Cuéllar  viuda  de  Salazar,  con- 
forme a  la  escritura  autorizada  por  el  No- 
tario Raúl  Alarcón  el  veinticinco  de  agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  sin  que  apa- 
rezca que  contra  este  auto  se  haya  inter- 
puesto algún  recurso,  b)  Certificación  del 
auto  dictado  por  el  Juez  Tercero  de  Pri- 
mera Instancia  de  Guatemala  el  veinti- 
cuatro de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos  declarando  herederos  del  General 
Salvador  Cuéllar  a  sus  hijos  antes  mencio- 
nados; c)  Testimonio  de  la  escritura  au- 
torizada por  el  Notario  Raúl  Alarcón  el 
veinticinco  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta,  por  la  que  doña  Delfina  Cuéllar 
viuda  de  Salazar  manifestó:  que  por  he- 
rencia de  sus  padres,  en  unión  de  sus  her- 
manos Salvador,  Mardoqueo,  Carmen  y 
Porfirio,  es  dueña  de  un  derecho  en  la  fin- 
ca "Santa  Elena",  en  el  lugar  de  "Los  Sal- 
dillales",  municipio  de  Chiquimula,  propie- 
dades que  todavía  estaban  inscritas  en  el 
Registro  a  favor  de  los  causantes  de  la 
herencia;  que  por  la  suma  de  quinientos 
quetzales  (Q.500)  vende  a  su  hermano  Sal- 
vador, sus  derechos  hereditarios  en  las  pro- 
piedades mencionadas,  quedando  obligada 
a  sanear  su  calidad  de  heredera.  El  com- 
prador aceptó  la  venta  y  cesión  de  los  de- 
rechos a  que  se¡  hace  relación.  El  Notario 
dió  fé  de  tener  a  la  vista  los  títulos  de  pro- 
piedad, aunque  no  los  relacionó,  y  el  ates- 
tado que  acredita  la  calidad  de  heredera 
de  la  cedente. 
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La  demanda  fué  contestada  negativamen- 
te y  se  afirmó  que  lo  cedido  y  traspasado 
al  General  Cuéllar  Pinto  fué  lo  que  corres- 
pondía a  la  demandada  en  las  fincas  rús- 
ticas adquiridas  por  herencia  de  sus  pa- 
dres; y  tan  es  así  que  en  la  escritura  autori- 
zada por  el  Notario  Alarcón  se  expresa 
"que  las  propiedades  todavía  están  inscri- 
tas en  el  Registro  de  Inmueble  a  favor  de 
los  causantes  de  la  herencia";  pero  que  la 
finca  rústica  número  dos  mil  trescientos 
diez  y  seis  (2316),  folio  quinientos  cin- 
cuenta y  ocho  (558),  del  libro  diez  y  ocho 
(18)  de  Chiquimula  no  fué  adquirida  por 
herencia,  sino  comprada  por  la  demanda- 
da en  unión  de  sus  hermanos,  a  la  Muni- 
cipalidad de  Chiquimula,  por  escritura 
autorizada  por  el  Notario  José  Antonio 
González  Lobos  el  veintisiete  de  abril  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve.  Promo- 
vió como  excepción  perentoria  la  de  falta 
de  acción  de  sus  colitigantes  por  que  és- 
ta no  puede  existir,  en  sentido  jurídico,  si 
no  emana  de  un  derecho  legítimo,  o  se  ba- 
sa en  pruebas  legales;  y,  posteriormente, 
también  opuso  la  de  cosa  juzgada. 

La  misma  parte  demandada  hizo  suya 
como  prueba  a  su  favor,  la  escritura  au- 
torizada por  el  Notario  Alarcón  ya  refe- 
rida, y  después  presentó  los  documentos 
siguientes:  a)  Certificación  de  la  partida 
de  defunción  de  don  Salvador  Cuéllar  Val- 
dés  acaecida  el  quince  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  uno;  b)  Certifica- 
ción haciéndose  constar  que  a  solicitud  de 
Carmen  y  Porfirio  Cuéllar  Pinto  y  Delfi- 
na  Cuéllar  de  Salazan  fué  radicado  en  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Chiqui- 
mula, el  juicio  hereditario  de  don  Salvador 
Cuéllar  Valdés  el  veintinueve  de  Marzo  de 
mil  novecientos  treinta  "  tres,  y  con  fecha 
veintiocho  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  se  tuvo  como  herederos  a 
las  personas  instituidas  en  el  testamento 
que  son  las  socilitantes  más  Salvador  y 
Mardoqueo;  que  se  nombró  como  Notario 
inventariante  al  Licenciado  Liberato  Val- 
dés, pero  como  hasta  entonces  25  de  Fe- 
brero de  1936)  este  facultativo  no  había 
dado  cuenta  con  los  inventarios,  no  se  ha- 
bía hecho  aun  la  participación  de  los  bie- 
nes del  causante,  c)  Certificación  de  la 
primera  inscripción  de  dominio  de  la  fin- 
ca mencionada,  en  la  que  consta  que  Sal- 
vador Cuéllar  Pinto  por  sí  y  a  nombre  de  su 
madre  Elena  Pinto,  tutora  natural  de  sus 
hijos  menores  Porfirio,  Mardoqueo  y  Delfi- 
na  Cuéllar,  y  señorita  Carmen  Cuéllar,  la 
adquirieron  por  compra  a  la  Municipali- 
dad de  Chiquimula,  representada  por  el 
Sindico,  a  virtud  de  la  ley  sobre  Reden- 


ción de  Censos,  por  los  precios  que  se  in- 
dican, según  consta  en  la  escritura  que  au- 
torizó el  Notario  J.  Antonio  Lobos  el  vein- 
tisiete de  abril  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  nueve,  habiéndose  hecho  la  inscrip- 
ción el  once  de  Mayo  del  mismo  año.  d) 
Posiciones  absueltas  por  Delfina  Cuéllar, 
en  las  cuales  contestando  las  preguntas 
negó  haber  vendido  al  General  Salvador 
Cuéllar  los  derechos  reales  en  la  fin- 
ca en  cuestión,  sino  que  lo  vendido  fué  su 
derecho  a  cuatro  manzanas  que  hubo  por 
herencia  de  su  padre  Salvador  Cuéllar  Val- 
dés, con  título  aparte,  comprendido  en  la 
finca  Santa  Elena. 

Señalado  día  para  la  vista,  en  primera 
instancia  la  parte  demandada,  se  presen- 
tó manifestando:  que  anteriormente  a  es- 
te juicio,  los  hermanos  Cuéllar  Pinto  y  Cué- 
lar  Lemus,  se  opusieron  a  la  partición  de 
la  finca  "Santa  Elena",  fundándose  en  que 
algunos  de  los  condueños  les  vendieron  y 
otros  les  donaron  sus  derechos;  que  esta 
oposición  se  ventiló  en  juicio  ordinario  y 
versó  sobre  el  derecho  de  propiedad  que 
aquellos  alegaron  en  su  favor,  habiéndose 
terminado  por  sentencia  dictada  por  esta 
Corte  Suprema,  motivo  por  el  cual  oponía 
la  excepción  perentoria  de  cosa  juzgada. 
Al  efecto,  se  agregó  certificación  conte- 
niendo: a)  escrito  de  la  demanda,  presen- 
tado por  Cecilia  Lemus  v.  de  Cuéllar,  co- 
mo tutriz  de  sus  hijos  Evangelina,  Rosa 
Delfina,  Blanca  Haydé,  Judith  Empera- 
triz y  Vilma  Gladys  Cuéllar;  Cecilia  Cué- 
llar de  Monterroso,  Gloria  Elena,  Porfirio 
y  Mardoqueo  Cuéllar  Lemus,  oponiéndose 
a  la  partición  de  la  finca  "Santa  Elena", 
número  dos  mil  trescientos  diez  y  seis 
(2316),  folio  quinientos  cincuenta  y  ocho 
(558),  libro  diez  y  ocho  (18)  de  Chiqui- 
mula, solicitada  por  Delfina  Cuéllar  v.  de 
Salazar,  pretendiendo  ser  condueña  con  el 
General  Salvador  Cuéllar,  oposición  que  se 
fundó  en  que  este  último  poseyó  siempre 
la  mencionada  finca,  en  nombre  propio; 
en  que  esta  finca  procede  de  la  sucesión 
de  don  Salvador  Cuéllar  padre,  cuyo  jui- 
cio hereditario  se  radicó  últimamente  sin 
que  hasta  entonces  (Mayo  1933)  se  hubie- 
ra obtenido  ni  siquiera  la  declaración  de 
legitimidad  de  su  testamento;  en  que  los 
demandantes  vendieron  o  donaron  sus  de- 
rechos procedentes  de  la  mortual  del  se- 
ñor Cuéllar  padre;  en  que  si  bien  la  finca 
fué  inscrita  en  el  Registro  a  nombre  de  la 
solicitante  de  la  partición  y  del  Gene- 
ral Salvador  Cuéllar,  era  fácil  establecer 
con  los  documentos  primitivos  que  esa  fin- 
ca era  de  don  Salvador  Cuéllar  padre;  que 
habiendo  fallecido  este  último  el  quince 
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de  diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
no  se  hizo  reclamo  alguno  durante  cin- 
cuenta años,  lo  que  hacía  presumir  la  re- 
nuncia de  la  herencia;  y  por  último  en  que 
ya  como  herencia  ya  como  comunidad  ha- 
bía prescrito  el  derecho  para  pedir  la  par- 
tición de  bienes  del  citado  señor  Salvador 
Cuéllar  (padre.) 

En  la  propia  certificación  aparece  trans- 
crita la  sentencia  que  esta  Corte  dictó  con 
fecha  diez  y  seite  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  en  la  que  se  deses- 
timó el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Eva  Evangelina  Cuéllar  Lemus  contra 
el  fallo  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 
que  puso  fin  al  juicio  ordinario  abierto  con 
motivo  de  la  oposición  a  la  partición  de 
bienes  de  que  se  ha  hecho  referencia,  con 
declaración  de  que  si  es  procedente  hacer 
la  partición  solicitada;  siendo  improce- 
dente la  excepción  de  prescripción  opuesta. 

En  la  referida  sentencia  de  casación  se 
consideró  la  posesión  proindivisa  manteni- 
da en  la  finca  cuya  división  se  pide,  tanto 
por  los  hermanos  Cuéllar  Pinto  como  por 
los  herederos  del  fallecido,  estimándose  a 
todos  ellos  como  copropietarios  del  inmue- 
ble que  es  obejto  también  de  la  prescnt-j 
litis,  sin  que  la  prueba  aducida  por  los 
opositores  haya  sido  suficiente  para  evi- 
denciar su  acción,  destruyendo  el  valor  de 
los  documentos  auténticos  presentados,  con 
los  cuales  se  justificaba  la  "posesión  civil 
registrada  y  el  dominio,  por  consiguiente". 
Se  consideró  también  lo  relativo  a  la  pres- 
cripción alegada,  estimándose  bien  dis- 
puesta su  no  aceptación,  en  virtud  de  lo 
preceptuado  en  el  artículo  637  del  Código 
Civil  (del  77),  el  cual  consigna  el  prin- 
cipio que  "si  varias  personas  poseen  en 
común  alguna  cosa,  no  puede  ninguna  de 
ellas  prescribir  contra  sus  co-propietarios 
o  co-poseedores". 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Chi- 
quimula  profirió  sentencia  declarando:  im- 
procedente la  excepción  de  cosa  juzagada; 
con  lugar  la  excepción  de  falta  de  acción 
y  absuelta  a  la  señora  viuda  de  Salazar 
de  la  demanda. 

Contra  este  fallo  se  interpuso  recurso  de 
apelación,  presentando  en  segunda  instan- 
cia la  parte  actora  los  documentos  siguien- 
tes: testimonio  de  la  escritura  autorizada 
por  el  Notario  Antonio  Lobos,  el  veintisie- 
te de  abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve,  en  la  cual  aparece:  que  el  Síndico 
de  la  Municipalidad  de  Chiquimula  a  nom- 
bre de  la  Corporación  que  representaba, 
vendió  a  los  herederos  de  don  Salvador 
Cuéllar  padre,  llamados  Salvador,  Carmen, 
Delfina,  Porfirio  y  Mardoqueo  Cuéllar  Pin- 


to, quince  lotes  de  terreno  situados  en 
aquella  jurisdicción,  cuya  situación  se  des- 
cribe, a  virtud  de  la  ley  sobre  redención  de 
censos;  recalcándose  que  la  venta  era  pa- 
ra los  herederos  del  señor  Cuéllar,  a  quien 
los  compradores  representaban  y  que  los 
compradores  aceptaron  la  venta  con  decla- 
ración expresa  también  de  que  lo  hacían 
como  herederos,  conforme  al  testamento 
otorgado  por  don  Salvador  Cuéllar  padre 
ante  el  mismo  Notario  señor  Lobos  el  do- 
ce de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta. 2o.  Certificación  de  un  auto  dictado  por 
la  Sala  5a.  de  Apelaciones  en  el  juicio  so- 
bre partición,  en  el  que  hace  apreciación 
de  que  la  finca  cuya  división  se  pretendía 
la  adquirieron  los  interesados  por  heren- 
cia de  su  padre  don  Salvador  Cuéllar  Val- 
dés;  3o.  Certificaciones  extendidas  por  la 
Jefatura  Política,  Municipalidad  y  Juzga- 
do de  Primera  Instancia  de  Chiquimula. 
La  parte  reo  presentó  con  su  alegato  una 
certificación  extendida  por  el  Registra- 
dor General  de  la  Propiedad  Inmueble, 
relativa  a  un  terreno  de  cuatro  manzanas 
situado  en  Sábana  Grande,  inscrito  a  nom- 
bre del  General  Cuéllar  y  de  sus  hermanos 
Carmen,  Mardoqueo,  Delfina  y  Porfirio,  al 
número  dos  mil  trescientos  veinte  (2320), 
folio  quinientos  noventa  y  seis  (596)  del 
Libro  diez  y  ocho  de  Chiquimula,  por  com- 
pra que  hizo  don  Salvador  Cuéllar  padre 
desde  en  vida  a  don  Miguel  Calderón  ante 
el  Notario  J.  Antonio  Lobos  el  treinta  y  uno 
de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nue- 
ve, manifestando  la  expresada  señora  viu- 
da de  Salazar,  que  a  este  terreno  se  refirió 
en  la  contestación  de  las  posiciones  que 
absolvió,  pues  este  inmueble  efectivamen- 
te pertenecía  a  su  padre,  aunque  el  tras- 
paso se  hizo  a  favor  de  sus  hijos,  por  ha- 
ber quedado  pendiente  de  esta  formalidad 
cuando  aquel  falleció. 

El  Tribunal  de  segunda  instancia  profi- 
rió sentencia  revocando  el  fallo  llegado  en 
grado,  y  resolviendo  declaró:  lo.,  que  Ma- 
ría Elena,  Porfirio,  Mardoqueo,  Rosa,  Del- 
fina y  Evangelina  Cuéllar  Lemus,  Cecilia 
Cuéllar  de  Monterroso  y  Cecilia  Lemus 
viuda  de  Cuéllar,  esta  última  en  represen- 
tación de  sus  menores  hijos  Alba  Judith 
Emperatriz  y  Vilma  Gladys  Cuéllar  Lemus, 
son  los  dueños  y  propietarios  de  los  dere- 
chos que  en  la  finca  "Santa  Elena"  y  "San- 
dillales"  correspondían  a  la  demandada 
Delfina  Cuéllar  Pinto  viuda  de  Salazar,  co- 
mo herederos  del  General  don  Salvador 
Cuéllar  Pinto,  los  que  deben  adjudicárse- 
les, al  verificarse  la  partición;  2o.,  Se  de- 
clara sin  lugar  la  excepción  perentoria  de 
cosa  juzgada,  porque  la  sentencia  a  que  se 
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alude,  fué  dictada  en  otro  juicio  distinto, 
cuya  acción  es  completamente  diferente; 
3o.,  Sin  lugar  la  excepción  de  falta  de  ac- 
ción, propuesta  por  la  demandada,  por- 
que desde  el  momento  que  fueron  declara- 
dos herederos  los  demandantes,  de  su  pa- 
dre Salvador  Cuéllar  Pinto,  comprador  de 
tales  derechos,  sí  tienen  acción  para  de- 
mandar; y  4o.,  Que  las  costas  son  a  cargo 
de  ambas  partes. 

Contra  este  último  pronunciamiento, 
Delfina  Cuéllar  Pinto  viuda  de  Salazar.  au- 
xiliada por  el  Abogado  Francisco  Valdés 
Calderón,  interpuso  el  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidos  los  artículos  si- 
guientes: 1402,  1425,  1502,  1639,  2065,  2068, 
2088,  2364,  2365,  2435,  2436,  2438,  Código 
Civil  de  1877;  1076,  .  1093,  1096  Código 
Civil  nuevo;  603,  604,  668,  673,  709,  710,  711, 
712,  713,  714,  716,  717,  718,  721  Procedimien- 
tos Civiles; '259,  260,  282,  789,  1033  y  1037 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til; 133,  145,  152  Decreto  Legislativo  1656; 
28  Constitución  de  la  República;  IV  y  IX 
de  los  Preceptos  Fundamentales  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  130,  232 
y  250  de  esta  misma  ley  (Decreto  Leg.  No. 
1928) ;  245,  306  Decreto  Legislativo  272;  513, 
514,  515  Código  Civil  del  77;  y  los  trece  ar- 
tículos de  que  se  compone  el  Decreto  Gu- 
bernativo Número  170  de  ocho  de  Enero 
de  1877.  Posteriormente  y  antes  del  seña- 
lamiento de  día  para  la  vista,  se  agrega- 
ron a  la  lista  de  artículos  violados  los  si- 
guientes: 248,  452  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil;  236  y  237  del  De- 
creto Legislativo  1928;  567  y  574  de  Proce- 
dimientos Civiles;  189  y  190  del  Decreto 
273. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  1402  del  Código  Civil  del 
77  no  pudo  ser  infringido,  pues  se  encuen- 
tra reformado  por  el  artículo  233  del  De- 
creto 272. 

CONSIDERANDO: 

Que  ninguna  relación  tienen,  ni  ha  sido 
comprendida  en  este  juicio,  la  cuestión  re- 
lativa a  la  inviolabilidad  y  confiscación 
de  la  propiedad  que  está  garantizada  por 
el  artículo  28  de  la  Constitución  de  la  Re- 
pública para  impedir  su  expropiación  por 
el  Estado,  por  lo  que  no  se  explica  la  razón 
que  haya  tenido  la  recurrente  y  su  abo- 
gado al  citar  como  infringida  esa  ley. 


CONSIDERANDO: 

Que  son  nulos  los  actos  ejecutados  con- 
tra el  tenor  de  las  leyes  dice  el  artículo  IX 
de  los  Preceptos  Fundamentales  de  la  Ley 
Constitutiva.  Tampoco  se  explica  la  cita 
de  este  artículo  como  infringido,  cuando  en 
el  juicio  no  se  ventiló  ninguna  acción  de 
nulidad  que  hubiese  sido  propuesta  por  el 
actor,  ni  por  la  demandada  en  forma  de 
excepción  o  reconvención;  ni  se  han  men- 
cionado los  actos  que  se  hayan  ejecutado 
contra  el  tenor  de  las  leyes,  ni  se  ha  pe- 
dido subsanación  de  ellos,  ni  el  recurso  es- 
tá fundado  en  que  se  haya  quebrantado 
el  procedimiento. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  2065,  2088,  2365  y  514 
del  Código  Civil  del  77,  574,  668  y  718  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  antiguo, 
1093  del  Código  Civil  nuevo;  232  y  250  de 
la  Ley  Constitutiva  y  190  del  Decreto  273 
contienen  cada  una,  varios  incisos  sin  que 
la  recurrente  se  tomara  el  cuidado  de  ex- 
presar a  cuál  de  todos  ellos  quiso  referir- 
se; y  como  el  examen  que  esta  Corte  haga 
del  fallo  recurrido  debe  concretarse  a  las 
leyes  que  se  denuncian  como  infringidas, 
dada  la  propia  naturaleza  del  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  evidentemente 
no  le  es  dable  entrar  a  conocer  de  las  dis- 
posiciones legales  que  al  principio  de  este 
párrafo  se  mencionan. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  las  mismas  razones  considera- 
das en  el  párrafo  anterior  no  es  el  caso  de 
entrar  a  examinar  el  Decreto  No.  170,  pues 
conteniendo  esta  ley  15  artículos  de  los 
cuales  se  citan  como  violados  13,  sin  deter- 
minarse concretamente  a  cuales  quiso  re- 
ferirse la  recurrente;  y  conteniendo  esa  ley 
diversas  materias,  no  es  posible  entrar  a 
analizar  cada  una  de  sus  disposiciones,  cu- 
yo estudio  más  era  de  la  incumbencia  del 
abogado  director  del  asunto,  quien  tomán- 
dolas en  cuenta  pudo  detallar  las  que  a  su 
juicio  debían  aplicarse  o  se  aplicaron  in- 
debidamente, explicando  concretamente 
los  motivos  por  los  cuales  creen  que  fue- 
ron infringidos. 

CONSIDERANDO: 

Que  también  deben  separarse  los  ar- 
tículos 513  y  515  del  Código  Civil  del  77,  130 
de  la  Ley  Constitutiva,  236  de  esta  misma 
Ley;  567,  673,  716,  713,  714  721  de  Procedi- 
mientos Civiles,  1076  del  Código  Civil  nue- 
vo y  133  del  Decreto  Número  1656,  porque 
todos  ellos  contienen  definiciones  o  prin- 
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cipios  generales  de  derecho  que  no  han 
sido  objeto  de  la  controversia  y  por  lo 
mismo  no  se  ha  hecho  ni  podía  hacerse  res- 
pecto de  ellos  ninguna  declaratoria  en  sen- 
tido contrario,  por  lo  que  su  cita  también 
es  improcedente. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  2435,  2436,  2438  del  Có- 
digo Civil  antiguo  y  IV  de  los  Preceptos 
Fundamentales  de  la  Ley  Constitutiva  se 
refieren  a  la  interpretación  de  los  contra- 
tos, conteniendo  reglas  cuya  observancia 
corresponde  a  los  Tribunales  para  resolver 
las  cuestiones  en  los  casos  de  duda,  por 
obscuridad  o  ambigüedad,  cuando  no  apa- 
rece la  voluntad  de  las  partes;  pero  co- 
mo tales  leyes  no  crean  obligaciones  ni  de- 
rechos de  las  partes,  no  pueden  ser  vul- 
nerados ni  sus  principios  han  sido  desa- 
tendidos al  resolver  los  puntos  que  fue- 
ron objeto  de  la  demanda  y  por  consiguien- 
te, no  ha  habido  infracción  de  ninguno 
de  ellos. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  cita  que  se  hace  de  los  artículos 
789,  1033  y  1037  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  también  es  in- 
conducente; por  cuanto  que  ninguna  apli- 
cación tienen  al  caso  de  examen,  pues  el 
primero  se  reifere  a  la  sentencia  en  juicio 
du  jactancia;  y  el  segundo  y  tercero  a  la 
interdicción,  materias  que  son  completa- 
mente ajenas  a  )a  controversia. 

CONSIDERANDO: 

Que  con  la  escritura  pública  presentada 
por  la  parte  actora  ha  quedado  plenamen- 
te comprobado  que  doña  Delfina  Cuéllar 
Pinto  vendió  a  su  hermano  don  Salvador 
de  los  mismos  apellidos,  ante  el  Notario 
Raúl  Alarcón,  los  derechos  que  le  corres- 
pondían por  herencia  de  sus  padres  don 
Salvador  Cuéllar  Valdés  en  la  finca  "Santa 
Elena"  en  el  lugar  de  Sandillales;  y  tra- 
tándose de  un  contrato  contenido  en  es- 
critura pública,  respecto  a  la  cual  así  co- 
mo respecto  de  los  otros  documentos  au- 
ténticos y  públicos  presentados,  no  apa- 
rece, ni  se  han  denunciado,  ni  menos  com- 
probado que  tengan  vicios  de  nulidad,  no 
pueden  tenerse  como  infringidos  los  artí- 
culos 2364  del  Código  Civil  del  77,  603,  604, 
709,  710,  711,  712,  717  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles  y  sus  correlativos  269, 
260,  282  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil. 


CONSIDERANDO: 

Que  se  ha  comprobado  plenamente  tam- 
bién con  los  documentos  presentados  que 
don  Salvador  Cuéllar  Valdés  compró  a  di- 
ferentes personas  varias  porciones  de  tie- 
rra en  jurisdicción  de  Chiquimula,  por- 
ciones que  en  acatamiento  de  las  leyes  vi- 
gentes en  esa  época,  el  comprador  tuvo  que 
denunciar  ante  la  Municipalidad  del  pro- 
pio lugar  para  el  efecto  del  pago  del  cen- 
so territorial;  y  que  más  tarde  fueron  re- 
dimidas mediante  el  pago  correspondien- 
te, por  la  escritura  autorizada  por  el  No- 
tario J.  Antonio  Lobos,  redención  que  por 
haber  fallecido  el  propio  interesado  se  hi- 
zo a  favor  de  sus  hijos,  como  herederos 
de  aquél,  como  categóricamente  se  hizo 
constar  en  la  propia  escritura,  no  solo  por 
el  Síndico  que  actuaba  como  vendedor  en 
representación  de  la  Municipalidad,  sino 
también  por  los  compradores,  quienes  ma- 
nifestaron que  en  concepto  de  tales  here- 
deros aceptaban  la  venta,  habiendo  pre- 
sentado en  ese  acto  y  dado  fé  el  Notario 
de  tener  a  la  vista,  para  mejor  justifica- 
ción, el  comprobante  de  que  los  comprado- 
res eran  efectivamente  los  herederos  del 
señor  Cuéllar  Valdés. 

La  circunstancia  de  que  la  escritura 
mencionada  se  haya  inscrito  directamente 
a  favor  de  los  que  aparecían  como  com- 
pradores; y  la  de  que  éstas  hayan  pagado 
el  precio  correspondiente,  si  es  que  ellos 
lo  hicieron,  lo  que  no  está  comprobado,  no 
les  quita  la  condición  en  que  comparecie- 
ron al  acto,  pues  encontrándose  inscritas 
aquellas  fincas  en  los  registros  municipa- 
les y  Jefatura  Política  a  nombre  del  señor 
Cuéllar  Valdés,  ninguno  más  que  sus  pro- 
pios herederos  tenian  derecho  para  obte- 
ner la  traslación  del  dominio  de  esas  pro- 
piedades a  menos  que  aquél  lo  hubiese  re- 
nunciado o  éstos  no  hubiesen  querido  ejer- 
cer sus  derechos  y  continuar  con  las  obli- 
gaciones que  como  tales  herederos  tam- 
bién tenían,  pues  en  ambos  casos  las  fin- 
cas se  habrían  sacado  a  remate  en  subas- 
ta pública,  conforme  a  las  leyes  que  re- 
gían en  aquel  tiempo.  i 

Establecido,  como  se  ha  dicho,  que  la  fin- 
ca "Santa  Elena"  y  "Sandillales",  núme- 
ro dos  mil  trescientos  dieciseis  (2316),  fo- 
lio quinientos  cincuenta  y  ocho  (558)  del 
Libro  diez  y  ocho  (18)  de  Chiquimula  per- 
tenecía a  la  sucesión  de  don  Salvador  Cué- 
llar Valdés;  y  justificado  así  mismo  con  es- 
critura pública  que  doña  Delfina  Cuéllar 
viuda  de  Salazar  vendió  a  su  hermano  Sal- 
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vador,  por  quinientos  quetzales  sus  dere- 
chos a  la  herencia  de  sus  padres,  no  cabe 
duda  que  en  la  venta  están  compredidos 
sus  derechos  en  la  finca  mencionada;  y 
por  esa  razón  al  resolver  la  Sala  senten- 
ciadora en  el  sentido  que  lo  hizo,  no  in- 
fringió los  artículos  1425  y  1502  del  Có- 
digo Civil  del  77. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  apreciación  que  se  hace  anterior- 
mente no  sufre  ninguna  modificación  por 
el  hecho  de  que  en  la  escritura  de  venta 
se  haya  consignado  que  las  fincas  aun  es- 
taban inscritas  a  favor  del  autor  de  la  he- 
rencia, pretendiéndose  con  ello  justificar 
que  la  venta  se  refería  a  los  derechos  he- 
reditarios sobre  la  finca  inscrita  con  el 
Número  mil  trescientos  veinte  (1320),  fo- 
lio quinientos  noventa  y  seis  (596)  del  mis- 
mo libro  diez  y  ocho  (18)  de  Chiquimula, 
porque  la  parte  actora  presentó  certifica- 
ción del  Registro  donde  consta  que  en  esa 
fecha  el  señor  Cuéllar  Valdés  no  tenía 
ninguna  propiedad  inscrita  a  su  favor. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  circunstancia  de  que  no  se  hayan 
consignado  en  la  escritura  de  que  se  tra- 
ta los  números  del  Registro  de  la  finca,  no 
invalida  el  contrato,  pues  este  requisito, 
más  que  a  los  contratantes  mismos,  afecta 
a  les  terceros  que  aseguran  sus  derechos 
por  1ú  que  aparece  en  el  Registro;  pero  los 
otorgantes  no  pueden  eludir  el  cumpli- 
miento de  sus  obligaciones  por  falta  de 
aquella  formalidad,  por  cuya  razón  no  han 
sido  infringidos  los  artículos  2068  del  Có- 
digo Civil  del  77;  1096  del  Código  Civil  nue- 
vo; 245  y  306  del  Decreto  Número  272;  145 
y  152  del  Decreto  1656. 


CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  1369  del  Código  Civil  de1 
77  consigna  como  obligación  del  vendedor 
de  un  derecho  hereditario  sin  especificar 
por  lo  menos  en  lo  que  consiste,  la  de  sa- 
near la  calidad  de  heredero.  En  el  caso 
sub-judice,  no  sólo  es  a  la  demandada  a 
quien  corresponde  esa  obligación  y  por 
consiguiente  no  está  ejercitando  ningún 
derecho  que  pueda  favorecerle,  sino  que 
se  justificó  debidamente  su  condición  de 
heredera;  y  por  consiguiente  no  hubo  vio- 
lación de  tal  artículo. 


CONSIDERANDO: 

Que  otro  tanto  puede  decirse  con  rela- 
ción al  artículo  248  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil  cuya  infracción 
no  ha  podido  cometer,  porque  refiriéndose 
a  excepciones  perentorias  que  correspon- 
de al  demandado  proponer  en  la  contes- 
ción  de  la  demanda,  la  señora  viuda  de  Sa- 
lazar,  ejerciendo  este  derecho,  presentó  en 
su  debida  oportunidad  las  excepciones  que 
fueron  resueltas  en  la  sentencia. 

Tampoco  fué  infringido,  ni  su  infracción 
daría  lugar  al  recurso  de  casación,  el  artí- 
culo 452  del  propio  Código,  el  cual  sola- 
mente dispone  que  efectuada  la  vista  de 
un  asunto,  se  dictará  la  sentencia,  lo  que 
así  se  hizo. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  hay  cosa  juzgada  en  el  asunto 
que  se  ventila  porque  entre  este  juicio  y 
el  que  se  siguió  anteriormente  con  motivo 
de  la  partición  de  la  misma  finca,  so- 
licitada por  los  condueños,  a  la  cual  se 
opusieron  los  herederos  de  don  Salvador 
Cuéllar  Pinto,  no  existen  las  identidades 
indispensables;  ni  la  declaración  que  en 
definitiva  se  hizo  en  el  segundo  juicio  es 
obstáculo  a  la  resolución  del  primero  y  por 
consiguiente  no  se  han  infringido  los  artí- 
culos 237  del  Decreto  Legislativo  1928  y 
189  del  Decreto  273. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
mento  en  lo  que  disponen  los  artículos  513, 
514  y  521  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil;  232  y  233  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  DESESTIMA 
por  improcedente  el  recurso  de  casación 
de  que  se  ha  hecho  mérito;  y  condena  a 
la  señora  Delfina  Cuéllar  viuda  de  Salazar, 
al  pago  de  las  costas  del  mismo  y  a  una 
multa  de  veinticinco  quetzales,  y  en  caso 
de  insolvencia,  a  sufrir  la  pena  de  veinti- 
ticinco  días  de  prisión  simple.  Notifíque- 
se  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alfonso  Hernández 
Polatico.  —  Carlos  Cautella7ios  R.  --  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Isabel  Za- 
mora Mejia  contra  las  señoritas  Elvira 
Ruiz  Barrio  y  Guadalupe  Mendoza  Bo- 
nilla. 

DOCTRINA  :  La  cosa  juzgada,  como  excep- 
ción, es  destructora  de  la  acción  en  jui- 
cio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  seite  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  ante- 
cedentes se  tiene  a  la  vista  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  Primera  de  Apelacio- 
nes el  veintiuno  de  Septiembre  del  año 
próximo  pasado,  confirmando  la  de  abso- 
lución proferida  por  el  Juez  Primero  de 
Primera  Instancia  de  este  Departamento, 
en  el  juicio  seguido  por  don  Isabel  Zamo- 
ra Mejia  contra  las  señoritas  Elvira  Ruiz 
Barrio  y  Guadalupe  Mendoza  Bonilla,  con 
la  adición  de  que  es  procedente  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada  interpuesta  por  una 
de  las  demandadas  en  la  segunda  instan- 
cia. 

Don  Izabel  Zamora  Mejia  pretende  ser 
dueño,  y  lo  justifica  con  una  certificación 
del  Registro,  de  la  finca  número  ciento  se- 
senticinco,  folio  doscientos  cuarentiseis, 
del  libro  diecinueve  de  Guatemala  la  cual 
adquirió  en  remate  en  virtud  de  ejecución 
seguida  contra  don  Buenaventura  López 
Velasco  por  un  crédito  hipotecario;  Velas- 
co  la  adquirió  por  donación  que  le  hizo 
Damián  Tovar;  éste  la  había  comprado  a 
Víctor  Pacheco  Valdizón,  quien  a  su  vez 
la  había  heredado  de  Toribio  Valdizón  y 
éste,  por  compra  a  Agapito  Aguilar,  primi- 
tivo dueño,  al  dividirse  en  dos  partes  la 
finca  de  donde  se  desmembró  o  sea  la  nú- 
mero noventa  y  nueve,  folio  veintinueve 
del  libro  diecinueve. 

Don  Brígido  Alvarado  obtuvo  un  título 
supletorio  del  inmueble  relacionado,  ha- 
biéndose registrado  a  su  favor  el  nueve  de 
diciembre  de  mil  novecientos  siete  con  el 
número  ciento  ochentitrés,  folio  setecien- 
tos sesentinueve  del  libro  noventincho  de 
Guatemala. 

Esta  última  finca,  en  unión  de  otras  de 
don  Alejandro  Guzmán,  se  unificaron  pa- 
ra formar  la  número  trece  mil  ochocien- 
tos cuarenta  y  cuatro,  folio  setenta  y  cua- 
tro, del  libro  ciento  treinta  y  tres  de  Gua- 
temala, de  la  cual  se  desmembraron  poste- 
riormente tres  lotes  que  forman  las  fincas 
números  diez  y  seis  mil  cuatrocientos  no- 


venta y  seis,  veinte  mil  cuatrocientos  se- 
senta y  uno  y  veintiún  mil  ciento  noventa 
y  nueve,  folios  cincuenta  y  seis,  seis  y  diez 
y  nueve  de  los  libros  ciento  sesenta  y  cin- 
co, doscientos  cuatro  y  doscientos  doce  de 
Guatemala  respectivamente. 

El  resto  de  la  finca  número  trece  mil 
ochocientos  cuarenta  y  cuatro  y  la  núme- 
ro veinte  mil  cuatrocientos  sesenta  y  uno, 
dice  el  demandante,  están  localizadas  en  el 
lote  de  su  propiedad,  inscrita  la  primera 
a  nombre  de  Elvira  Ruiz  Barrio  y  la  se- 
gunda de  Guadalupe  Mendoza  Bonilla; 
agregando  que  él  no  posée  dichas  propie- 
dades; que  siguió  un  juicio  sobre  adquirir 
la  posesión,  pero  debido  a  las  confusiones 
que  Se  habían  hecho,  enderezó  su  acción 
contra  la  propiedad  de  don  Juan  Améz- 
quita,  y  asi  trascurrió  el  tiempo  sin  que  él 
haya  dejado  de  persistir  en  la  defensa  de 
sus  derechos. 

El  demandante  pidió,  en  conclusión,  que 
Se  declarara  que  las  fincas  números  tre- 
ce mil  ochocientos  cuarenta  y  cuatro,  folio 
setenta  y  cuatro,  del  libro  ciento  trece  de 
Guatemala  y  veinte  mil  cuatrocientos  se- 
senta y  uno,  folio  seis,  del  libro  doscientos 
cuatro  de  Guatemala,  forman  parte  cada 
una  de  la  número  ciento  sesenta  y  cinco, 
folio  doscientos  cuarenta  y  seis  del  libro 
diez  y  nueve  de  Guatemala;  que  esas  dos 
propiedades  juntas  forman  la  número  cien- 
to sesenta  y  cinco  de  su  propiedad;  que  se 
declare  que  esas  fincas  son  de  su  propie- 
dad; que  se  cancelen  sus  inscripciones  en 
el  Registro;  y  por  último  que  se  le  dé  la 
posesión  de  las  mismas. 

Concedida  audiencia  a  las  demandadas, 
se  presentó  el  Licenciado  Julio  Camey  He- 
rrera con  poder  de  la  señorita  Guadalupe 
Mendoza  Bonilla,  como  dueña  de  la  finca 
número  veinte  mil  cuatrocientos  sesenta 
y  uno  negando  en  todas  sus  partes  la  de- 
manda é  interponiendo  contra  ella  la  ex- 
cepción perentoria  de  prescripción  posi- 
tiva. Por  la  otra  parte^  señorita  Elvira  Ruiz 
Barrio,  se  tuvo  por  contestada  negativa- 
mente la  demanda  y  el  juicio  se  abrió  a 
prueba  por  treinta  días. 

Durante  la  dilación  probatoria  las  par- 
tas presentaron  las  siguientes:  por  el  ac- 
tor: a)  la  certificación  del  Regi-stro  rela- 
tiva a  la  inscripción  de  la  finca  número 
ciento  sesenticinco,  hecha  la  primera  a 
favor  de  Toribio  Valdizón,  por  compra  a 
agapito  Aguilar,  el  treinta  y  uno  de  diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventidos;  y  la 
quinta,  que  es  la  última,  a  favor  de  Isabel 
Zamora,  el  nueve  de  marzo  de  mil  nove- 
cientos veintinueve;  b)  una  inspección 
ocular  practicada  por  el  Juez;  c)  una  cer- 
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tificación  de  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas relativa  a  la  matrícula  del  inmueble  y 
d)  una  prueba  pericial.  La  señorita  Men- 
doza Bonilla  presentó:  a)  Una  certifica- 
ción del  Registro;  b)  el  título  de  propie- 
dad de  su  finca,  contenido  en  la  escritura 
autorizada  por  el  Notario  Héctor  Polanco 
Rodríguez  el  veintiocho  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y  uno;  c)  la  ratifica- 
ción de  la  demanda  presentada  por  el  ac- 
tor; y  d)  el  juicio  ordinario  seguido  por 
Isabel  Zamora  contra  don  Juan  Amézqui- 
ta. 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  dictó  sen- 
tencia desestimando  por  improcedente  la 
excepción  de  prescripción  alegada  por  la 
señorita  Mendoza  Bonilla;  y  absuelve  de 
la  demanda  a  ésta  y  a  la  señorita  Elvira 
Ruiz  Barrio  por  falta  de  prueba. 

Por  recurso  de  apelación  interpuesto  por 
el  actor,  pasaron  los  autos  a  la  Sala  Pri- 
mera, en  donde  la  señorita  Mendoza  Bo- 
nilla propuso  la  excepción  de  cosa  juzga- 
da, fundándola  en  una  certificación  del 
Registro  que  acompañó.  Alegó  extensa- 
mente el  abogado  de  la  expresada  señorita 
en  pro  de  sus  derechos,  objetó  la  prueba 
de  expertos  rendida,  sostuvo  la  tesis  de  que 
la  acción  del  demandante  ea  infundada  y 
que,  caso  de  no  serlo,  queda  destruida  con 
las  excepciones  alegadas  en  ambas  instan- 
cias. 

La  parte  actora  se  concretó  a  pedir  que 
para  mejor  fallar  se  mandara  ratificar  el 
dictamen  del  experto  tercero  en  discordia, 
y  se  tuvieran  a  la  vista  unas  certificacio- 
nes del  Registro  a  que  se  había  referido 
en  una  solicitud  anterior.  Nada  se  pro- 
veyó en  esa  solicitud  sino  hasta  que  se 
mandó  hacer  saber  la  sentencia. 

La  Sala  de  Apelaciones,  como  se  deja  di- 
cho, confirmó  la  de  primera  Instancia  fun- 
dándose en  que,  con  la  certificación  del 
Registro  presentada  por  la  señorita  Men- 
doza, en  segunda  instancia,  ha  quedado 
evidenciada  la  excepción  de  cosa  juzgada, 
y  por  lo  tanto,  ha  de  producir  sus  efectos 
en  este  litigio,  enervándolo.  Que  por  esa 
misma  razón  es  innecesario  entrar  a  con- 
siderar las  otras  defensas  destructoras  de 
la  acción,  invocadas  por  la  propia  señorita, 
en  pro  de  sus  derechos,  lo  que  así  mismo 
hacía  innecesario  el  auto  para  mejor  fa- 
llar insinuado  por  el  demandante,  dando 
el  tribunal  amplias  explicaciones  acerca  de 
la  improcedencia  de  esa  solicitud,  relativas 
a  la  falta  de  evidencia  de  la  acción  inten- 
tada. 

Contra  el  pronunciamiento  de  segunda 
instancia,  don  Izabel  Zamora  Mejía  con 
auxilio  del  abogado  Fabián  Imeri,  introdu- 


jo el  recurso  de  casación  fundándose  en 
que  al  aceptar  la  Sala,  la  excepción  de  co- 
sa juzgada,  violó  el  articula  2101  del  Códi- 
go Civil  antiguo,  y  el  artículo  1114  del  De- 
creto número  20C'3,  por  que  no  se  anotó 
en  el  Registro,  ni  la  demanda  ni  el  desis- 
timiento, ni  se  mandó  a  cancelar  dicha  ins- 
cripción, no  obstante  que  la  señora  Jáu- 
regui  de  Foncea  tuvo  conocimiento  de  la 
incripción  mencionada,  que  corresponde  a 
las  fincas  número  trece  mil  ochocientos 
cuarenta  y  cuatro  y  veinte  mi:  cuatrocien- 
tos sesenta  y  uno  objeto  del  juicio. 

Un  día  antes  del  señalado  para  'a  vista, 
el  recurrente  desistió  del  recurso;  pero  co- 
mo la  solicitud  no  estuviera  con  firma  le- 
galizada por  Notario,  se  mandó  a  ratificar 
y  no  habiéndolo  hecho  el  interesado,  a  so- 
licitud de  la  otra  parte  se  tuvo  por  no  pre- 
sentado el  escrito,  y  se  sañ¿ló  nuevo  día 
para  la  vista,  pasada  la  cual,  es  el  caso  de 
resolver,  haciéndose  constar  que  ninguna 
de  las  partes  presentó  alegato. 

CONSIDERANDO: 

Que  estuvo  en  razón  la  Sala  de  Apela- 
ciones, al  admitir  y  declarar  que  es  pro- 
cedente la  excepción  de  cosa  juzgada  pro- 
puesta por  el  Licenciado  Camey  Herrera, 
como  apoderado  de  una  de  las  demanda- 
das; pues  según  quedó  justificado  con  la 
certificación  del  Registro  que  se  acompañó, 
el  señor  Buenaventura  López  Velasco  de- 
mandó anteriormente  a  este  litigio,  a  doña 
Angela  Jáuregui  de  Foncea,  ejercitando 
igual  acción  a  la  que  actualmente  se  ven- 
tila entre  el  demandante  señor  Mejía  y  las 
señoritas  Guadalupe  Mendoza  Bonilla  y 
Elvira  Ruiz  Barrio,  siendo  el  objeto  perse- 
guido la  propiedad  de  la  misma  cosa.  Y 
siendo  la  señora  Jáuregui  de  Foncea  an- 
tecesora en  la  propiead  del  inmueble  de 
las  demandadas,  el  demandante  el  antece- 
sor del  mismo  señor  Mejía,  y  también  la 
misma  acción  y  la  misma  cosa,  no  cabe 
duda  que  existen  entre  aquel  primer  jui- 
cio y  éste,  las  identidades  indispensables 
para  la  existencia  de  la  cosa  juzgada,  y 
como  tal  debe  ser  apreciada  en  este  caso, 
porque,  como  lo  dice  categóricamente  el 
artículo  142  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  el  desistimiento  de  una 
instancia,  aprobado  judicialmente  produ- 
ce tales  efectos,  sin  que  sea.  cierto  que  ha- 
ya faltado  la  anotación  en  el  Registro  de 
la  demanda  y  del  desistimiento  verificado 
por  el  señor  López  Velasco,  pues  consta 
en  la  propia  certificación  lo  contrario;  y 
aun  cuando  así  fuera,  esto  no  es  causa  pa- 
ra alegar  que  en  la  sentencia  de  qua  ahora 
se  trata  Se  haya  infringido  el  artículo  2101 
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del  Código  Civil  antiguo,  una  vez  que,  por 
una  parte,  el  recurrente  no  ha  sido  tercero, 
sino  directamente  interesado  tanto  en 
aquel  asunto  por  medio  de  su  antecesor, 
como  en  el  presente,  personalmente  y  por 
otra,  teniéndosele  como  tercero,  en  íes  con- 
tratos que  sucesivamente  se  verificaron  so- 
bre las  fincas  trece  mil  ochocientos  cua- 
renta y  cuatro  (13844)  y  veinte  mil  cua- 
trocientos sesenta  y  uno  (20461),  habien- 
do sido  inscritos  en  el  Registro  sí  le  per- 
judican desde  las  fechas  de  sus  inscripcio- 
nes. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Artículo  1114  del  Decreto  Núme- 
ro 2009  forma  parte  del  Capítulo  relativo 
al  Divorcio  y  separación  por  causa  deter- 
minada, refiriéndose  al  cuidado  de  los  hi- 
jos habidos  en  el  matriminio;  y  en  con- 
secuencia ninguna  aplicación  tienen  en  el 
presente  litigio,  por  lo  que  su  cita  como 
articulo  infringido  es  completamente  im- 
procedente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  artículos  513,  521 
y  524  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil;  232  y  233  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  DESESTIMA  por  improce- 
dente el  recurso  de  casación  interpuesto, 
y  condena  al  recurrente  al  pago  de  las  cos- 
tas del  mismo  y  a  una  multa  de  cincuen- 
ta quitzales,  o  en  su  caso  a  veinticinco  días 
de  arresto  conmutables  a  razón  de  dos 
quetzales  diarios.  Notifíquese  y  con  certi- 
ficación devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Áljonso  Hernández 
Polanco.  —  Max  Garcia  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Margarita 
Ortíz  López  de  Maldonado  contra  Víctor 
Ortiz  López  y  Trinidad  López  de  Ortiz. 

DOCTRINA :  El  error  y  dolo  en  los  contra- 
tos deben  ser  probados  en  juicio;  de  lo 
contrario  hacen  fé  y  prueban  plenamen- 
te los  documentos  públicos  en  que  se  ha- 
cen constar. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 


Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  ocho  de  Octubre  del  año  próximo  pa- 
sado, en  la  que  confirma  la  que  dictó  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  este  depar- 
tamento, en  el  juicio  ordinario  sobre  nu- 
lidad de  una  escritura  de  compra-venta 
del  derecho  de  usufructo,  seguido  por  Mar- 
garita Ortíz  López  de  Maldonado,  contra 
sus  padres  Víctor  Ortiz  López  y  Trinidad 
López  de  Ortíz. 

De  la  lectura  de  los  autos  aparece  lo  si- 
guiente: 

Con  fecha  siete  de  Abril  del  año  pasado, 
compareció  la  señora  Margarita  Ortíz  Ló- 
pez de  Maldonado  auxiliada  por  el  Aboga- 
do Rogerio  Cifuentes  de  León,  ante  el  Juez 
Segundo  de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, demandando  la  nulidad  del 
contrato  contenido  en  la  escritura  que  con 
lecha  ocho  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  autorizó  el  Notario  Alejan- 
dro Arenales,  sobre  venta  que  ella  hizo 
a  favor  de  sus  padres  ya  nombrados,  del 
derecho  de  usufructo  vitalicio  sobre  la  ca- 
sa número  cincuenta  y  siete  de  la  décima 
calle  Poniente,  inscrita  en  el  Primer  Re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmueble  a  nom- 
bre de  la  demandante  bajo  el  número  qui- 
nientos cincuenta  y  uno  (551),  folio  dos- 
cientos cuarenta  y  cinco  (245)  del  libro 
cinco  (5)  antiguo.  El  inmueble  relacio- 
nado fué  adquirido  por  herencia  de  su  bi- 
sabuela Fermina  López  de  Cáceres,  .¡uien 
consignó  en  su  testamento  la  prohibición 
impuesta  a  sus  padres  de  vender,  hipote- 
car ni  disponer  de  ningún  modo  del  inmue- 
ble mencionado  mientras  ella  fuera  me- 
nor de  edad;  que  cuatro  o  cinco  días  antes 
de  que  la  demandante  contrajera  matri- 
monio, sus  padres  la  engañaron,  solici- 
tándole que,  por  escrito,  les  diera  licencia 
para  continuar  viviendo  en  su  casa,  y  co- 
mo se  imaginaba  que  se  trataba  de  un  sim- 
ple permiso,  no  tuvo  inconveniente  en  ir  a 
la  oficina  del  Notario  Alejandro  Arenales, 
a  donde  aquellos  la  llevaron,  en  donde  se  le 
volvió  a  decir  tanto  por  el  Notario  como 
por  sus  padres,  que  se  traba  de  un  permi- 
so corto,  pero  no  se  le  leyó  la  cláusula  en 
que  se  daba  por  recibida  de  la  suma  de  un 
mil  quetzales,  como  precio  del  usufructo, 
por  lo  que  accedió  a  firmar  el  papel,  sin 
pensar  en  que  tal  contrato  se  refería  a  un 
tiempo  indeterminado,  que  tenía  por  obje- 
to evitar  que  su  esposo  vendiera,  hipoteca- 
ra o  dispusiera  del  inmueble,  lo  que  si  bien 
se  encaminaba  a  garantizarla  en  sus  inte- 
reses, le  causaba  perjuicios  de  considera- 
ción, por  lo  que  la  nulidad  de  la  escritura 
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referida  la  fundaba  en  las  causas  siguien- 
tes: lo.  El  Notario  Arenales  no  manifiesta 
en  la  escritura  que  haya  tenido  a  la  vista 
los  títulos  y  comprobantes  que  exige  la  ley, 
dada  la  naturaleza  del  contrato;  2o.  El 
mencionado  Notario  no  dá  fé  de  que  invi- 
tó a  los  otorgantes  que  intervinieron  en 
dicha  escritura  a  que  leyeran  por  sí  el  ins- 
trumento público  o  designaran  la  persona 
que  lo  hiciera,  como  lo  previene  la  ley; 
3o.  Que  es  motivo  de  cláusula  en  todo  con- 
trato, expresar  si  existe  o  no  algún  grava- 
men o  limitación  cuando  estos  puedan 
afectar  los  derechos  de  otros  litigantes  y 
el  Notario  les  advertirá  las  responsabilida- 
des en  que  incurran,  si  hacen  lo  contra- 
rio; 4o.  Debe  expresarse  el  precio,  en  que 
uno  se  obliga  a  entregar  una  cosa  y  otro 
a  pagarla,  y  el  Notario  autorizante  al  de- 
cir que  la  demandante  había  recibido  la 
suma  de  mil  quetzales  en  diferentes  par- 
tidas y  diversas  épocas,  había  faltado  a  la 
verdad,  por  no  ser  cierta  tal  aseveración; 
5o.  Que  hubo  dolo  al  engañarla  en  el  mo- 
mento de  firmar  dicha  escritura,  pues 
creyó  que  se  trataba  de  un  simple  per- 
miso para  que  sus  padres  vivieran  en  la 
casa  ya  dicha,  sin  imaginarse  siquiera  que 
se  trataba  de  una  escritura  en  toda  forma, 
con  referencia  al  usufructo  constituido 
sobre  la  casa  de  su  propiedad;  6o.  Que  hu- 
bo violencia  al  no  dejarla  pensar  en  el 
mencionado  negocio,  ni  consultarlo  con 
nadie,  no  dando  lugar  a  la  formación  del 
inventario  que  previene  la  ley,  haciendo 
constar  el  estado  de  la  casa  y  el  resto  del 
inmueble;  7o.  que  el  contrato  menciona- 
do carece  de  existencia  jurídica,  porque  no 
hay  causa,  es  nulo  el  celebrado  sin  haber- 
la, no  hay  ni  hubo  utilidad  recíproca. 

Por  último  pidió  en  su  escrito,  que  en 
la  sentencia  declarara  el  Juez  la  nulidad 
de  la  escritura  autorizada  por  el  Notario 
Alejando  Arenales;  la  cancelación  de  la 
inscripción  del  derecho  de  usufructo  que 
está  anotado  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad Inmueble  y  que  se  condenara  en  da- 
ños y  perjuicios  a  los  demandados  por  su 
manifiesta  temeridad. 

El  Juez  dió  audiencia  en  la  via  ordina- 
ria por  el  término  de  nueve  días  comunes 
a  los  demandados,  quienes  no  hicieron  uso 
de  dicha  audiencia,  por  lo  que  se  tuvo  por 
contestada  negativamente  la  demanda, 
abriéndose  a  prueba  el  juicio  por  el  tér- 
mino legal. 

La  parte  demandante  presentó  como 
pruebas  las  diligencias  de  posiciones  que 
articuló  a  los  demandados,  así  como  una 
carta  dirigida  al  Licenciado  Arenales,  ha- 


biendo acompañado  también  juntamente 
con  la  demanda,  testimonio  de  la  escritu- 
ra que  autorizó  el  Notario  mencionado  y 
una  certificación  extendida  por  el  Regis- 
trador General  de  la  Propiedad  Inmueble. 
En  el  primero  de  estos  documentos,  o  sean 
las  posiciones,  el  señor  Víctor  Ortíz  López, 
confesó:  que  con  el  objeto  de  no  ser  mo- 
lestado en  los  juzgados  le  ha  dado  dinero 
a  la  articulante  para  que  pudiera  cubrir 
sus  cuentas;  que  su  hija  era  en  deberle 
más  de  mil  quetzales,  en  virtud  de  que  le 
sustrajo  más  o  menos  quinientos  quetza- 
les en  efectivo  y  se  apropió  de  otros  cua- 
trocientos de  una  tienda  que  él  puso  en  la 
décima  calle  poniente  número  cincuenta 
y  siete,  provista  de  mercaderías  por  ese 
valor  y  cuando  se  iba  a  enterar  de  la  mar- 
cha de  ese  negocio,  resultó  que  su  hija  ha- 
bía vendido  la  mercadería  por  valor  infe- 
rior al  de  costo  y  si  el  establecimiento  es- 
taba provisto  de  nuevas  mercaderías,  és- 
tas fueron  compradas  al  crédito  por  su  hi- 
ja y  de  consiguiente  el  que  habla  perdió 
toda  esa  suma  de  dinero;  que  antes  de  que 
la  articulante  contrajera  matrimonio  con 
Honorato  Maldonado,  el  dicente  y  su  espo- 
sa llamaron  a  su  hija  para  hacerle  ver  que 
era  hora  de  que  les  compensara  las  moles- 
tias y  pérdidas  mencionadas  y  entonces 
ella  dispuso  permitir  que  el  absolvente  y 
su  esposa  gozaran  del  usufructo  de  la  casa 
situada  en  la  décima  calle  poniente  nú- 
mero cincuentisiete,  contrato  que  autori- 
zó el  Notario  Arenales;  reconoció  haber 
dirigido  una  carta  al  licenciado  Alejandro 
Arenales,  cuya  copia  se  le  puso  a  la  vis- 
ta y  que  literalmente  dice:  "Guatemala, 
25  de  Febrero  de  1936.  —  Señor  Licencia- 
do don  Alejandro  Arenales.  —  Pte.  —  Muy 
estimado.  Licenciado:  Siento  mucho  la 
molestia  que  mi  hija  le  ha  causado  con  la 
queja  que  presentó  al  señor  Presidente  de 
la  República,  por  el  asunto  de  la  escritura 
que  le  suplicamos  que  nos  hiciera.  Como 
le  expliqué  personalmente  cuando  fui  a 
su  oficina  a  rogarle  su  consejo,  nosotros, 
como  padres,  hemos  protegido  a  Margari- 
ta, en  todo  sentido,  desde  que  cumplió  su 
mayoría  de  edad.  Cuando  se  fué  de  la  ca- 
sa, tratamos  de  hacerla  volver  al  buen  ca- 
mino. Cuando  se  vió  abandonada  y  con 
una  niñita,  la  recogimos  y  la  tratamos  con 
todo  cariño  dándole  a  ella  y  a  su  hijita  los 
cuidados,  ropa,  alimentos  y  todo  lo  que 
necesitaban.  El  hombre  con  quien  se  casó 
en  enero  ppdo.,  apenas  la  había  conocido 
dos  meses  y  cuando  yo  le  dije  que  mi  hija 
tenía  una  niña  de  otro  padre,  me  dijo  que 
no  le  importaba  y  que  siempre  quería  ca- 
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sarse  con  ella.  Esto  me  hizo  pensar  en  que 
no  era  por  cariño,  sino  sólo  por  interés  de 
la  casa,  que  él  deseaba  casarse  y  entonces 
para  proteger  a  mi  hija  y  a  mi  nieta,  hija 
de  ella,  en  sus  intereses,  le  pedí  consejo 
a  usted.  Como  yo  había  gastado  más  de 
mil  quetzales,  en  reparaciones  y  mejoras 
de  la  casa  y  además  había  auxiliado  mu- 
cho a  mi  hija  en  todo.  Por  indicación  de 
üd.  hablé  con  mi  hija,  y  convenimos  en 
que  ella  nos  daría  el  usufructo  de  la  casa 
a  su  madre  y  a  mí  para  compensarnos 
nuestros  gastos  y  también  para  asegurar 
y  evitar  que  su  marido  no  la  obligaría  a 
vender  o  a  hipotecar  la  casa,  que  es  lo  que 
nosotros  tememos.  Los  gastos  del  casa- 
miento los  hicimos  nosotros,  pues  el  ma- 
rido no  dió  nada  para  esto.  Ahora  veo  cla- 
ro que  el  marido  de  Margarita  es  el  que 
con  consejos  de  malos  abogadosvha  pro- 
movido que  nuestra  hija  nos  demande  en 
loa  juzgados  y  se  queje  con  el  señor  Pre- 
sidente, sin  duda  para  lograr  que  nos  qui- 
te el  usufructo  de  la  casa  y  tener  libertad 
de  malbaratar  la  única  propiedad  de  mi 
hija.  Yo  también  me  dirigiré  al  Sr.  Pre- 
sidente, para  que  él,  con  su  justicia  deci- 
da, porque  nosotros  no  queremos  pleitos 
con  nuestra  hija,  ni  que  sean  molestadas 
otras  personas.  Le  ruego  estimado  Licen- 
ciando perdone  esta  molestia  que  le  hago 
y  para  que  quede  constancia  de  cómo  pa- 
saron las  cosas.  Con  las  debidas  gracias 
me  repito  de  Ud.,  Muy  Atento  Servidor.— 
Víctor  Ortiz  L.;  que  efectivamente  el  de- 
clarante no  ha  dado  dinero  en  efectivo  a 
su  hija,  pero  sí  ha  pagado  las  cuentas  de 
ella  y  también  ha  gastado  en  el  cuidado  de 
una  hijita  de  la  articulante;  que  no  era 
cierto  que  le  hubiera  dicho  a  su  hija  que 
el  permiso  para  habitar  la  casa  era  para 
poco  tiempo,  puesto  que  el  abogado  dijo: 
que  el  usufructo  era  en  gratitud  de  la  ar- 
ticulante porque  el  absolvente  y  su  esposa 
iban  a  mantener  a  su  lado  a  la  hijita  de 
Margarita  Ortiz  de  Maldonado;  que  era 
cierto  que  ese  usufructo  les  fué  concedido 
por  la  suma  de  mil  quetzales  en  virtud  de 
la  deuda  que  su  hija  les  tenía  y  que  ya 
explicó,  por  lo  cual  efectivamente  no  se 
trata  de  una  venta;  que  era  cierto  que  en 
la  oficina  del  licenciado  Rogerio  Cifuentes 
dijo  que  los  mil  quetzales  eran  por  repara- 
ción de  la  casa  donde  vivían,  pero  que  eso 
solamente  en  parte  es  verdad  y  si  así  lo 
dijo  fué  por  no  exponer,  por  respeto  a  la 
moral,  los  verdaderos  orígenes  de  los  com- 
promisos de  su  hija  para  con  el  declaran- 
te. La  señora  Trinidad  López  de  Ortiz.  ex- 
puso: que  ella  y  su  esposo  han  entregado 


dinero  para  pagar  las  cuentas  de  la  arti- 
culante, quien  asimismo  "desbarató"  una 
tienda  con  artículos  por  valor  de  cuatro- 
cientos quetzales  que  había  quedado  bajo 
su  administración;  que  su  hija  efectiva- 
mente nunca  ha  tenido  cien  quetzales  jun- 
tos, pero  cuando  se  huyó  por  primera  vez 
con  el  padre  de  la  niñita  que  ahora  tiene 
la  articulante,  le  hurtó  a  ella  y  a  su  espo- 
so la  suma  de  quinientos  quetzales;  que 
materialmente  no  le  ha  dado  dinero  a  su 
hija,  pero  sí  ha  cubierto  todas  las  deudas 
que  la  misma  persona  contrajo;  que  es 
verdadera  la  cláusula  segunda  contenida 
en  la  escritura  autorizada  por  el  Notario 
Arenales  y  aclara  que  si  bien  es  cierto  que 
no  ha  dado  dinero  en  efectivo  a  su  hija, 
en  cambio  sí  han  hecho  reparaciones  a  la 
casa  y  como  ya  dijo  también,  han  paga- 
do varias  cuentas;  que  la  escritura  de  re- 
ferencia se  hizo  con  el  fin  de  evitar  que  la 
articulante  se  quede  en  la  calle  y  para 
protegerla  en  sus  intereses;  tanto  más 
que  tiene  una  hijita;  que  se  enteró  de  la 
carta  dirigida  por  su  esposo  al  licencia- 
do Arenales,  cuyos  conceptos  son  ciertos; 
que  en  verdad  no  pagó  mil  quetzales  por  el 
usufructo,  puesto  que  el  contrato  fué  una 
recompensa  o  compensación  dada  por  Mar- 
garita para  pagar  a  la  declarante  y  a  su 
esposo  todos  los  gastos  efectuados,  y  agre- 
ga que  ella  era  quien  pagaba  contribucio- 
nes y  gastos  de  luz  a  su  hija,  porque  ésta 
jamás  ha  ganado  ni  un  centavo. 

La¡  parte  reo  no  presentó  ninguna 
prueba. 

Vencido  el  término,  dictó  su  resolución 
el  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia,  de- 
clarando la  absolución  a  favor  de  los  de- 
mandados Víctor  Ortiz  López  y  Trinidad 
López  de  Ortiz. 

Por  apelación  interpuesta  por  la  de- 
mandante, fueron  elevados  los  autos  a  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones,  tribunal  an- 
te quien  la  misma  presentó  un  escrito  ale- 
gando que  al  dictarse  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  se  cometió  error  de  derecho 
al  no  considerar  las  pruebas  de  confesiones 
hechas  en  el  juicio  como  suficientes  para 
apoyar  los  términos  de  la  demanda.  Ade- 
más en  el  alegato  presentado  el  día  de  la 
vista,  pidió  la  revocatoria  de  la  sentencia 
de  primera  instancia  y  se  declarara  la  nu- 
lidad de  la  escritura  de  usufructo  por  no 
haber  causa  legal  para  su  celebración  y 
haber  error  en  el  consentimiento  y  por  úl- 
timo la  condenación  en  costas  a  la  parte 
demandada. 

La  Sala  Segunda  de  Apelaciones  en  sen- 
tencia fecha  ocho  de  Octubre  del  mismo 
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año,  confirmó  la  sentenacia  apelada,  fun- 
dándose en  que  las  posiciones,  y  el  reco- 
nocimiento de  la  carta  dirigida  al  Licen- 
ciado Arenales,  de  ninguna  manera  evi- 
dencian el  error  en  el  consentimiento  y  la 
falta  de  causa  justa  para  obligarse,  invo- 
cados como  fundamentos  por  la  actora  pa- 
ra pedir  la  nulidad  de  la  escritura  relati- 
va a  la  venta  del  derecho  de  usufructo  de 
la  casa  situada  en  la  décima  calle  ponien- 
te número  cincuenta  y  siete,  de  esta  ca- 
pital, por  cuanto  que  las  afirmaciones  de 
los  demandados  en  substancia,  corroboran 
lo  consignado  en  la  cláusula  segunda,  esto 
es,  que  en  diferentes  ocasiones,  tanto  por 
reparaciones  de  la  casa  como  por  pago  de 
deudas  contraídas  por  su  hija,  habían  en- 
tregado a  ésta  los  mil  quetzales  valor  del 
usufructo;  y  respecto  de  que  se  engañó  a 
la  demandante  haciéndole  creer  que  sola- 
mente se  trataba  de  un  simple  permiso 
que  deseaban  sus  padres  para  vivir  en  la 
casa,  permiso  que  luego  resultó  formal- 
mente un  contrato  vitalicio  de  usufructo, 
tampoco  hay  prueba  alguna  que  lo  ponga 
en  evidencia.  Que  como  en  la  escritura  se 
observaron  las  formalidades  esenciales  re- 
queridas para  su  validéz,  tal  instrumento 
si  tiene  valor  legal. 

Contra  el  pronunciamiento  de  segunda 
instancia,  Margarita  Ortiz  de  Maldonado 
con  auxilio  del  abogado  Ventura  Echeve- 
rría, introdujo  el  recurso  de  casación  poj 
violación  de  ley,  denunciando  que  se  han 
infrindido  los  artículos  1406,  1322,  2365  del 
Código  Civil  antiguo;  76  del  Decreto  Gu- 
bernativo número  272;  210  del  Código  Ci- 
vil nuevo;  361,  362,  364  y  260  del  Gódigo 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  ésta  tuvo  lugar  sin  que  nin- 
guna de  las  partes  presentara  alegato  al- 
guno, por  lo  que  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  1406  del  Código  Civil  an- 
tiguo contiene  varios  incisos  relativos  a 
las  condiciones  requeridas  para  la  validez 
de  los  contratos  en  general,  los  cuales  son 
de  distinta  naturaleza  uno  y  otro;  de  tal 
manera  que  para  fundarse  en  alguno  de 
ellos  para  objetar  un  contrato,  debe  espe- 
cificarse concretamente,  cuál  de  los  cua- 
tro inciso  que  forman  dicho  artículo  es  el 
que  se  considera  infringido,  lo  que  no  se 
hizo  así  por  la  recurrente,  por  lo  que  no  se 
puede  entrar  al  examen  de  esa  disposición 
legal  citada. 


CONSIDERANDO: 

Que  otro  tanto  cabe  decir  con  respecto 
del  articulo  2365  del  mismo  Código,  y  con 
mayor  razón  aún,  porque  este  artículo 
enumera  en  siete  incisos,  los  casos  en  que 
hay  nulidad  en  los  contratos,  casos  en  que 
son  muy  distintos  uno  de  otro;  y  por  lo 
mismo  la  recurrente  debió  expresar  cate- 
góricamente a  cual  de  todos  quiso  referir- 
se, lo  que  no  hizo,  pues  ni  siquiera  se  to- 
mó el  trabajo  de  alegar  ante  esta  Corte 
lo  que  estimara  pertinente  para  sostener 
el  recurso. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  1422  del  propio  Código 
no  ha  sido  infringido,  pues  si  bien  tal  dis- 
posición legal  dice  que  es  nulo  el  contra- 
to celebrado  sin  haber  causa,  o  con  causa 
falsa  o  ilícita,  el  artículo  siguiente  o  sea 
el  número  1423  establece  que  se  presume 
que  en  todo  contrato  hay  causa  lícita, 
aunque  no  se  exprese,  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario. 

El  contrato  de  usufructo  a  que  se  re- 
fiere esta  litis,  no  sólo  tiene  a  su  favor  la 
presunción  legal,  sino  que  la  parte  de- 
mandante no  comprobó  la  falta  de  causa, 
y  más  bien  quedó  establecida  su  existen- 
cia con  las  mismas  posiciones  absueltas 
por  los  demandados,  en  cuanto  a  que  la 
entrega  del  valor  o  precio  se  hizo  en  di- 
versas partidas,  tal  como  aparece  consig- 
nado en  la  escritura. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  76  del  Decreto  272  y 
210  del  Código  Civil  nuevo  no  pudieron 
haberse  infringido,  ya  que  ambos  se  refie- 
ren a  los  alimentos,  en  el  sentido  que  no 
se  pueden  oponer  en  compensación  por  el 
que  los  debe  prestar,  y  que  no  es  renuncia- 
ble,  trasmisible  ni  embargable  el  derecho 
a  los  mismos,  circunstancias  estas  que  la 
Sala  no  alteró  desde  el  momento  que,  co- 
mo se  ha  dicho  anteriormente,  en  la  cláu- 
sula segunda  de  la  escritura  cuya  nulidad 
se  pretende  se  estableció  que  en  diferen- 
tes partidas  recibió  la  señora  Margarita 
Ortiz  de  Maldonado  los  mil  quetzales,  los 
cuales  fueron  invertidos  en  reparaciones 
del  inmueble,  pago  de  deudas  y  otras  apli- 
caciones ajenas  a  los  alimentos;  y  ade- 
más el  fallo  que  se  examina  no  se  funda 
en  la  compensación  que  deba  hacerse  en- 
íre  una  obligación  y  la  otra. 
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CONSIDERANDO : 

Que  tampoco  fueron  violados  los  artícu- 
los 361,  362  y  364  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  porque  al  confe- 
sar los  demandados,  en  las  posiciones  que 
absolvieron,  que  no  entregaron  a  la  seño- 
ra demandante,  los  mil  quetzales  en  efec- 
tivo, tal  afirmación  no  excluye  la  de  que 
la  entrega  se  haya  efectuado,  como  lo  dice 
la  escritura,  en  diferentes  partidas  y  di- 
versas épocas,  y  que  se  haya  invertido,  co- 
mo lo  afirman  los  absolventes  en  repara- 
ciones del  inmueble  y  pago  de  deudas  de 
la  articulante,  como  ya  se  dijo,  circuns- 
tancias que  en  esa  forma  modifican  la 
confesión,  por  lo  que  aquella  prueba  ha 
sido  admitida  en  este  sentido. 

CONSIDERANDO : 
Que  al  negar  la  demandante  haber  reci- 
bido el  precio  del  usufructo,  en  diferentes 
partidas  y  diversas  épocas,  contrajo  la 
obligación  de  comprobarlo,  ya  que  los  de- 
mandados tienen  a  su  favor  el  título  tras- 
lativo, consistente  en  escritura  pública,  la 
cual,  por  su  propia  naturaleza  y  salvo 
prueba  en  contrario-  produce  plena  prue- 
ba; y  no  habiéndolo  verificado  no  pudo 
haber  sido  violado  por  la  Sala  el  articulo 
260  del  Decreto  2009. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  513,  521,  524  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil;  232  y 
233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, DESESTIMA  el  recurso  de  casación 
interpuesto  y  condena  a  la  recurrente  al 
pago  de  las  costas  del  mismo  y  a  una  mul- 
ta de  veinticinco  quetzales,  o  igual  número 
de  dias  de  prisión  en  caso  de  insolvencia. 
Notifíquese  y  reponiéndose  el  papel  en  la 
forma  de  ley,  devuélvanse  los  autos  con 
certificación  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serano  Mu- 
ñoz —  Abel  Paredes.  —  Alberto]  Argueta  S. 
—  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  que  siguió  Adriana  Cá- 
ceres  viuda  tíe  Gomar  Rochac  contra 
The  Pan  American  Life  Insurance  Com- 
pany. 

DOCTRINA  :  Lo  resuelto  en  un  procedi- 
miento ejecutivo  produce  excepción  de 
cosa  juzgada,  en  el  juicio  ordinario  que 
se  promueva  con  posterioridad  si  hay 


identidad  de  personas,  cosas  y  acciones, 
y,  además,  si  el  punto  ha  sido  puramen- 
te de  derecho. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  catorce  de  septiem- 
bre próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Segun- 
da de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el  juicio 
ordinario  que  sobre  el  pago  de  cinco  mil 
dólares  siguió  Adriana  Cáceres  viuda  de 
Gomar  Rochac  contra  The  Pan  American 
Life  Insurance  Company. 

Enrique  Vásquez  Gutiérrez,  en  concepto 
de  apoderado  de  la  señora  viuda  de  Go- 
mar, se  presentó  el  veintiocho  de  Agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  ante  el 
Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  de 
este  departamento,  demandando  a  la  ex- 
presada compañía  el  pago  de  la  cantidad 
mencionada,  más  intereses  y  costas.  Ex- 
puso los  hechos  así:  que  el  esposo  de  su 
poderdante,  el  señor  don  Salvador  Gomar 
Rochac,  ya  fallecido,  tomó  en  la  compañía 
demandada  una  póliza  de  seguro  de  vida, 
por  la  suma  de  cinco  mil  dólares,  la  cual 
le  fué  extendida  con  fecha  veintiséis  de 
Mar^o  de  mil  novecientos  veintiocho  y  lle- 
va el  número  de  orden  ciento  sesenta  y  cin- 
co mil  doce  (165012);  en  dicha  póliza  se 
instituyó  como  única  beneficiaría  a  doña 
Adriana  Cáceres  de  Gomar  Rochac.  El 
asegurado  mantuvo  su  póliza  en  vigor  y 
falleció  el  nueve  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos treinta;  la  compañía  pidió  a  la  be- 
neficiaría que  llenara  los  formularios  del 
caso  para  pagarle  los  cinco  mil  dólares;  la 
señora  viuda  de  Gomar  llenó  los  requisitos 
exigidos  para  obtener  el  pago;  pero  en  el 
momento  preciso  ya  no  hizo  el  pago  di- 
recto a  la  viuda  de  Gomar  sino  que  optó 
por  depositar  el  valor  del  seguro  en  el  Juz- 
gado Primero  de  Primera  Instancia  depar- 
tamental, para  que  éste  resolviera  quién 
debía  recibir  los  cinco  mil  dólares,  ya  que 
otras  personas  se  creían  con  derecho  a 
percibir  el  valor  del  seguro.  Los  cinco  mil 
dólares  no  han  llegado  a  manos  de  su  le- 
gítima dueña,  quien  hasta  el  mes  de  febre- 
ro (de  1934),  esperó  que  la  compañía  cum- 
pliera con  su  obligación;  pero  viendo  que 
transcurría  el  tiempo  y  que  la  prescripción 
estaba  próxima  a  consumarse,  en  su  ca- 
rácter de  apoderado  de  doña  Adriana  se 
presentó  al  Juzgado  Tercero  de  Primera 
Instancia  departamental  ejerciendo  la  ac- 
ción ejecutiva  y  embargó  los  depósitos  y 
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muebles  de  la  compañía  aseguradora  quien 
opuso  a  su  demanda  las  excepciones  de 
pago  y  cambio  de  beneficiaría,  habiendo  el 
Juez  declarado  procedente  la  primera;  por 
lo  que  interpuso  apelación  pero  la  Sala 
confirmó  lo  resuelto.  Dijo  que  se  funda- 
ba en  lo  dispuesto  en  el  artículo  882  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til. 

La  compañía  contestó  la  demanda  ne- 
gativamente e  interpuso  las  excepciones 
perentorias  de  pago,  cambio  de  beneficia- 
rio y  cosa  juzgada. 

Se  rindieron  por  la  parte  actora  las 
pruebas  siguientes:  a)  certificación  ex- 
tendida por  el  Secretario  del  Juzgado  Ter- 
cero de  Primera  Instancia  de  este  depar- 
tamento en  la  que  consta:  lo.  la  póliza  de 
seguro  de  vida  número  ciento  sesenta  y 
cinco  mil  doce  (165012)  que  emitió  la  com- 
pañía a  favor  de  Salvador  Gomar  Rochac 
y  que  contiene!  entre  otras  cláusulas  la  si- 
guiente: que  se  expide  con  el  expreso  en- 
tendimiento de  que  el  asegurado  puede  en 
cualquier  tiempo,  sin  el  consentimiento  del 
beneficiario,  cambiar  el  beneficiario  o  be- 
neficiarios, siempre  que  haga  la  solicitud 
por  escrito  a  la  Oficina  principal  de  la 
compañía  y  tal  cambio  no  surtirá  efecto 
hasta  que  esté  debidamente  anotado  en  la 
póliza  o  en  cualquier  copia  de  la  misma 
por  la  compañía  en  su  oficina  principal; 
entonces  cesarán  todos  los  derechos  del 
anterior  beneficiario,  con  tal  que  no  haya 
sido  traspasada  la  póliza,  o  en  tal  caso  que 
el  cesionario  manifieste  su  conformidad 
por  escrito  a  la  oficina  principal  de  la 
compañía  respecto  a  tal  cambio  de  bene- 
ficiario. 2o.  Cartas  dirigidas  a  Adriana 
viuda  de  Gomar  por  la  Compañía  de  fe- 
chas nueve  de  Abril  de~mil  novecientos 
treinta,  treinta  de  Julia  y  diez  y  nueve  de 
septiembre  del  mismo  año,  en  las  que  le 
indican  quiénes  y  cómo  deben  llenarse 
unos  formularios  que  le  envían  y  le  dicen 
que  no  tiene  que  pagar  ni  un  solo  centavo 
a  nadie  por  el  cobro  del  seguro,  y  que  se 
investiga  el  caso  para  no  hacer  un  pago 
indebido.  3o.  Posiciones  absueltas  por  el 
Gerente  de  la  Compañía  J.  G.  Blane  en  las 
que  reconoce  la  póliza  antes  mencionada 
y  que  con  la  respectiva  solicitud  constitu- 
ye el  contrato  de  seguro,  pero  agregando 
que  esa  póliza  y  contrato  están  sujetos  a 
enmiendas;  que  en  Iíi  Oficina  matriz  de  la 
Pan  American  Life  Insurance  Company  ya 
se  ordenó  el  pago  de  la  póliza  y  que  el  va- 
lor fué  entregado  en  la  Receptoría  de  Fon- 
dos Judiciales;  la  compañía  ya  recibió  los 
comprobantes  necesarios  para  el  pago  de 


la  póliza;  las  enmiendas  a  que  están  su- 
jetos el  contrato  y  la  póliza  hacen  cons- 
tar en  una  hoja  separada  la  cual  firma  el 
asegurado  cuya  hoja  es  remitida  a  la  ofi- 
cina principal  y  al  aceptar  la  enmienda 
la  compañía,  toman  una  fotografía  de  esa 
hoja  firmada  por  el  asegurado  a  quien  en- 
vían esa  fotografía  para  que  la  agregue  a 
la  póliza,  quedando  el  original  en  poder  de 
la  compañía  la  que  no  asume  responsa- 
bilidad si  esa  copia  fotográfica  no  es  agre- 
gada a  la  póliza;  el  beneficiario  de  la  pó- 
liza número  ciento  sesenta  y  cinco  mil  do- 
ce, no  está  cambiado  porque  tal  como  se 
instituyó  desde  un  principio  a  Adriana 
Cáceres  de  Gomar  y  que  si  existe  diferen- 
cia entre  los  nombres  de  esta  última  y  de 
aquellos  que  figuran  como  beneficiarios 
en  la  solicitud  para  hacer  la  póliza  es  por- 
que la  compañía  no  podía  aceptar  la  for- 
ma a  favor  de  la  esposa  del  asegurado  co- 
mo tutriz  de  sus  hijos  y  que  entre  recha- 
zar la  solicitud  y  permitir  al  asegurado  que 
la  enmendara,  designando  como  benefi- 
ciaría solamente  a  su  esposa,  optaron  por 
esto  último  y  el  señor  Salvador  Gomar  Ro- 
chac envió  su  enmienda  firmada  la  que 
está  original  en  las  oficinas  de  la  compa- 
ñía, y  si  la  fotografía  de  esa  enmienda  no 
está  agregada  a  la  póliza,  es  porque  no  lo 
hizo  el  asegurado;  por  consiguiente  no  se 
ha  cambiado  el  beneficiario  original  de 
esa  póliza. 

Por  la  parte  demandada,  se  rindieron 
las  pruebas  siguientes:  a)  Certificación 
extendida  por  el  Secretario  del  Juzgado 
Tercero  de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, en  la  que  consta:  lo.  el  acta 
levantada  por  el  Notario  Alfonso  Orantes 
V.,  el  primero  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta,  a  las  once  menos  diez  minutos  de 
la  mañana,  que  se  refiere  a  la  entrega  al 
cajero  de  la  compañía  de  una  carta  diri- 
gida al  agente  general  de  la  Pan  Ameri- 
can Life  Insurance  Company,  por  el  abo- 
gado del  Banco  Central  de  Guatemala,  en 
la  que  le  manifiesta  que  don  Salvador  Go- 
mar Rochac,  que  residió  en  San  Felipe  de- 
partamento de  Retalhuleu,  tomó  en  la 
Compañía  dos  pólizas  de  seguro  de  vida 
números  ciento  sesenta  y  cinco  mil  doce 
(165012)  y  ciento  sesenta  y  ocho  mil  seis- 
cientos ocho  (168608),  cada  una  por  cin- 
co mil  dólares.  En  escritura  de  catorce  de 
noviembre  de  mil  novecientos  veintiocho 
ante  el  Notario  Arturo  Peralta  A.,  el  se- 
ñor Gomar  y  su  esposa  doña  Adriana  Cá- 
ceres de  Gomai-  nombraron  al  Banco  Cen- 
tran único  beneficiario  de  las  referidas 
pólizas  para  garantizarle  el  pago  de  las  su- 
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mas  a  que  se  refiere  esa  escritura.  Gomar 
Rochac  falleció  el  nueve  de  Marzo  (1930) 
sin  haber  cubierto  al  Banco  Central  las 
sumas  que  le  adeudaba;  por  lo  que  éste 
era  el' único  beneficiario  de  las  pólizas.  2o. 
Sentencias  de  primera  y  segunda  instan- 
cias recaídas  en  el  procedimiento  ejecuti- 
vo que  siguió  el  apoderado  de  la  señora 
viuda  de  Gomar  contra  la  compañía  Pan 
American  Life  Insurance  Company;  en  la 
primera  se  resolvió  que  es  procedente  y 
está  demostrada  en  autos  la  excepción  de 
pago  interpuesta  por  la  parte  ejecutada; 
que  no  ha  lugar  a  hacer  trance  y  remate 
de  los  bienes  embargados;  que  debe  levan- 
tarse el  embargo  al  estar  firme  el  fallo; 
que  no  fué  probada  por  lo  tanto  no  proce- 
de apreciarse  la  excepción  de  cambio  de 
beneficiario  invocada  por  la  parte  reo;  y 
en  la  segunda  se  confirma  la  anterior,  b) 
Primer  testimonio  de  la  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  Arturo  Peralta 
A.,  el  catorce  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintiocho  y  en  la  que  consta  que 
don  Salvador  Gomar  Rochac  por  sí  y  co- 
mo apoderado  general  de  su  señora  espo- 
sa doña  Adriana  Cáceres  de  Gomar,  se  re- 
conoce deudor  del  Banco  Central  de  Gua- 
temala por  la  suma  de  catorce  mil  quinien- 
tos cincuenta  y  un  quetzales,  cincuenta  y 
seis  centavos  de  quetzal,  y  por  los  giros  que 
aparezcan  librados  por  el  señor  Gomar 
contra  el  Banco  Central  que  no  hayan  si- 
do presentados  para  su  cobro;  dió  en  ga- 
rantía, además  de  un  almacén  de  merca- 
derías y  otras  cosas,  las  pólizas  siguientes: 
Póliza  de  seguro  de  vida  de  don  Salvador 
Gomar  R.,  número  ciento  sesenta  y  ocho 
mil  seiscientos  ochenta  por  la  suma  de 
cinco  mil  pesos  oro  de  la  Pan  American 
Life  Insurance  Company;  póliza  de  igual 
clase  y  de  la  misma  persona  y  por  igual 
cantidad  y  de  la  misma  compañía  con  el 
número  ciento  sesenta  y  cinco  mil  doce, 
las  que  quedan  en  poder  del  Banco  acree- 
dor, comprometiéndose  el  señor  Gomar  a 
notificar  a  la  compañía  aseguradora  que 
por  ese  acto  nombraba  beneficiario  de 
ellas  al  Banco  Central  de  Guatemala.  En 
caso  de  dejar  de  pagar  una  sola  prima,  se 
daría  por  vencido  el  plazo  y  se  exigiría  el 
pago  de  la  deuda  ejecutivamente;  y  si  lo 
embargado  fuere  dinero  no  habrá  más  trá- 
mite que  el  embargo  y  pago  inmediato,  c) 
Cerficación  extendida  por  el  Secretario 
del  Juzgado  Primero  de  Primera  Instan- 
cia de  este  departamento,  de  las  diligen- 
cias voluntarias  seguidas  por  J.  G.  Blane, 
en  las  que  consta  que  la  compañía  deposi- 
tó en  la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia, 


la  suma  de  cinco  mil  dólares  de  orden  del 
Juez  Primero  de  Primera  Instancia  el  vein- 
tiocho de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta,  suma  correspondiente  a  la  póliza 
número  ciento  sesenta  y  cinco  mil  doce; 
d)  Certificación  extendida  por  el  Secreta- 
rio del  Juzgado  Primero  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento  que  se  refiere 
al  juicio  ejecutivo  que  siguió  el  Banco 
Central  de  Guatemala  contra  doña  Adria- 
na Cáceres  viuda  de  Gomar  y  en  la  que 
aparece:  lo.  el  escrito  de  demanda  de  fe- 
cha veinte  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta;  2o.  acta  de  embargo  de  los  cin- 
co mil  dólares  depositados  en  la  Recepto- 
ría de  Fondos  de  Justicia  por  la  Pan  Ame- 
rican Life  Insurance  Company;  3o.  sen- 
tencia de  trance  y  pago  y  4o.  constancia 
de  que  se  dió  orden  para  la  entrega  de  la 
cantidad  depositada;  e)  certificación  del 
Juzgado  Primero  de  Primera  Instancia  de 
este  departamento,  referente  al  juicio  or- 
dinario seguido  por  Adriana  Cáceres  viu- 
da de  Gomar  contra  el  Banco  Central,  so- 
bre nulidad  de  una  escritura  y  de  un  jui- 
cio ejecutivo  y,  como  consecuencia,  la  res- 
titución de  una  cantidad  de  dinero,  fun- 
dándolo en  el  hecho  que  la  compañía  por 
medio  de  su  representante  en  esta  repú- 
blica se  presentó  al  mismo  Juzgado  Pri- 
mero de  Primera  Instancia  y  consignando 
los  cinco  mil  pesos  oro  valor  de  la  póliza 
número  ciento  sesenta  y  cinco  mil  doce; 
consignación  presentada  y  aceptada.  Re- 
suelto el  juicio  ejecutivo  y  la  consigna- 
ción de  la  compañía,  se  mandó  hacer  el  pa- 
go al  Banco  Central  con  los  cinco  mil  pe- 
sos oro  americano,  valor  de  la  póliza  an- 
tes mencionada;  f)  certificación  extendi- 
da por  el  Secretario  del  Juzgado  Primero 
de  Primera  Instancia  en  la  que  constan  las 
sentencias  absolutorias  proferidas  en  pri- 
mera y  segunda  instancia  y  el  auto  en  que 
esta  Corte  declaró  sin  lugar  el  recurso  de 
casación  que  se  interpuso  en  el  juicio  de 
nulidad  seguido  contra  el  Banco  Central 
por  el  apoderado  de  la  señora  Gomar  Ro- 
chac, nulidad  que  se  refiere  a  la  escritura 
de  catorce  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos veintiocho,  otorgada  ante  los  oficios 
del  notario  Arturo  Peralta  y  al  juicio  eje- 
cutivo que  se  siguió  con  apoyo  en  ese  do- 
cumento. 

Elvira  Koelling  Treger  viuda  de  Gomar 
se  presentó  ante  el  Juez  respectivo  y  ex- 
puso: que  el  fundamenmento  de  la  acción 
ejercitada  por  la  señora  Adriana  Cáceres 
viuda  de  Gomar  Rochac  contra  la  compa- 
ñía Pan  American  Life  Insurance  Compa- 
ny, es  la  existencia  de  una  póliza  aun  no 
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pagada,  expedida  por  dicha  compañía  ase- 
gurando la  vida  de  Salvador  Gomar  Ro- 
chac,  póliza  en  la  cual  instituyó  como  be- 
neficiarla a  su  esposa,  señora  de  Gomar 
Rochac.  Don  Antonio  Gomar  Duran,  su 
esposo,  tuvo  relaciones  comerciales  con  don 
Salvador  Gomar,  habiendo  dejado  al  mo- 
rir una  obligación  a  su  favor  y  a  cargo  de 
Gomar  Rochac  por  quinientos  quetzales. 
Doña  Adriana  Cáceres  de  Gomar  por 
telegrama  dirigido  a  su  esposo,  se  obliga 
personalmente  a  garantizar  la  obligación. 
Que  por  eso  tiene  interés  directo  en  la 
acción  que  la  viuda  de  Gomar  Rochac  si- 
gue contra  la  mencionada  compañía  por 
lo  que  presenta  tercería  coadyuvante  au- 
xiliando la  intención  de  la  demandante. 
El  Juez  en  auto  de  fecha  tres  de  Octubre 
del  año  próximo  pasado,  tuvo  a  dicha  se- 
ñora como  tercera  coadyuvante  de  la  par- 
te actora. 

Se  dictó  sentencia  en  primera  instancia 
en  la  que  se  absuelve  a  la  Pan  American 
Life  Insurance  Company  de  la  acción  or- 
dinaria por  ser  procedentes  las  excepcio- 
nes de  pago  y  cosa  juzgada;  y  se  desesti- 
ma la  excepción  de  cambio  de  beneficiario. 

La  Sala  al  conocer  en  apelación  confir- 
mó el  fallo  de  primer  grado.  Se  funda  en 
que  los  puntos  debatidos  en  el  juicio  son 
los  mismos  que  se  discutieron  y  decidie- 
ron en  el  ejecutivo,  promovido  en  el  Juz- 
gado Tercero  de  Primera  Instancia;  es  de- 
cir, que  hay  cosa  juzgada  pues  existe  iden- 
tidad en  el  objeto  de  la  acción,  son  las 
mismas  partes  y  el  mismo  hecho  jurídico 
sirve  de  fundamento  a  aquella;  y  por  otra 
parte  la  cuestión  sobre  que  versó  el  proce- 
dimiento ejecutivo  fué  puramente  de  de- 
recho. 

El  apoderado  de  la  actora  con  auxilio 
del  abogado  Antonio  González  Sierra,  in- 
terpuso contra  ese  pronunciamiento  el  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringi- 
dos los  artículos  siguientes:  215,  217,  219, 
279,  280,  282,  364,  882  del  Decreto  2009; 
1425,  1426,  1427  y  2351  Código  Civil  del  año 
de  1877;  334,  346,  347  Decreto  reforma  al 
Código  Civil  Número  272;  IV,  VI,  IX  y  XV, 
227,  228,  231,  232  incisos  4,  5  y  6;  230,  233, 
237,  250  incisos  4,  5,  6,  9,  11,  12  y  13  Decre- 
to Gubernativo  1862;  y  85  de  la  Constitu- 
ción de  la  República.  El  recurrente  alegó 
que  en  el  procedimiento  ejecutivo  no  se 
discutió  una  cuestión  de  mero  derecho  si- 
no de  hecho;  pues  aquella  existe  cuando 
no  hay  que  apreciar  hechos  que  modifi- 
quen esencialmente  el  punto  debatido; 
que  la  compañía  había  intentado  probar 


la  consignación  y  que  el  recurrente  había 
establecido  que  ésta  no  era  legal;  aún  en  el 
supuesto  de  que  la  sentencia  dada  en  el 
ejecutivo  causara  instancia,  la  excepción 
procedente  sería  la  de  falta  de  acción  y 
nunca  la  de  cosa  juzgada. 

CONSIDERANDO: 

Que  lo  resuelto  en  el  procedimiento  eje- 
cutivo produce  excepción  de  cosa  juzgada 
si  hay  identidad  de  personas,  cosas  y  ac- 
ciones y,  además,  si  el  punto  ha  sido  pu- 
ramente de  derecho;  que  en  el  caso  pre- 
sente concurren  los  expresados  requisitos. 
En  efecto,  las  partes  contendientes  en  el 
ejecutivo  fueron  las  mismas  que  intervi- 
nieron en  el  pleito  actual:  señora  doña 
Adriana  Cáceres  viuda  de  Gomar  Rochac, 
como  actora,  y  "The  Pan  American  Life 
Insurance  Company",  como  demandada: 
lo  perseguido  en  el  procedimiento  ejecuti- 
vo fué  el  pago  de  la  póliza  de  seguro  de 
vida  número  ciento  sesenta  y  cinco  mil 
doce  (165012),  que  es  lo  mismo  que  se  per- 
siguió en  este  pleito;  el  fundamento  in- 
vocado en  el  procedimiento  anterior,  de 
ser  la  ejecutante  beneficiaría  de  la  póliza, 
es  el  mismo  en  este  juicio;  y(,  por  último 
en  el  ejecutivo  los  tribunales  que  conocie- 
ron del  mismo  se  concretaron  a  determi- 
nar el  alcance  legal  de  los  hechos.   Si  es- 
tos no  fueron,  entonces,  objetados  en  sí 
mismos  sino  solo  en  lo  que  se  refiere  a  sus 
efectos  legales,  la  cuestión  se  concretó, 
pues,  a  un  punto  de  derecho;  y  siendo  así 
no  puede  volverse  a  tratar  con  éxito  en 
juicio  ordinario  la  misma  cuestión  de  de- 
recho, sin  que  la  intervención  de  la  seño- 
ra doña  Elvira  Koelling  Trcgei  viuda  de 
Gomar  en  el  segundo  juicio  haga  variar  o 
modifique  esas  identidades,  pues  dicha  se- 
ñora tiene  el  carácter  de  coadyuvante  y, 
según  la  ley,  tal  intervención  no  produce 
otro  efecto  que  el  de  asociar  el  tercero  con 
la  parte  cuyo  derecho  coadyuva.    De  tal 
modo  que  lo  resuelto  en  el  procedimiento 
ejecutivo,  por  estar  dentro  del  último  ca- 
so exceptuado  en  el  artículo  882  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
produce  excepción  de  cosa  juzgada  en  el 
ordinario  que  se  promovió  con  posteriori- 
dad; y  al  estimarlo  así  la  Sala  sentencia- 
dora, confirmando  la  absolución  de  la  de- 
manda, no  pudo  infringir  esa  disposición 
ni  el  artículo  237  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial;  y  como  el  efecto  de  la  excep- 
ción perentoria  es  el  de  destruir  la  acción, 
tampoco  pudieron  ser  violados  los  artícu- 
los 215,  217,  219,  282,  364  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y    Mercantil;    1425,  1427, 
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2351  del  Código  Civil  de  1877;  334,  346,  347 
Decreto  Gubernativo  Número  272;  TV,  VI. 
IX,  XV,  227,  228,  231,  230,  250  incisos  4,  5, 
6,  9,  11,  12,  13  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  regulación  que  hace  la  ley  para 
el  caso  en  que  se  solicite  certificación  de 
documentos  y  lo  relativo  a  redacción  de 
sentencias,  no  dá  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación por  lo  que  carecen  de  aplicación 
los  artículos  279,  280  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil;  233  y  232  incisos 

4.  5,  y  6  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial; que  en  cuanto  al  articulo  85  de  la 
Constitución  de  la  República,  hay  vague- 
dad en  su  cita  pues  consta  de  varios  pá- 
rrafos y  no  se  precisa  a  cuál  de  ellos  se 
refiere  el  recurrente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  521, 
524  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil; 222  y  224  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  inter- 
puesto; condena  al  recurrente  al  pago  de 
las  costas  del  mismo  y  le  impone  la  mul- 
ta de  noventa  quetzales,  en  caso  de  in- 
solvencia, cumplirá  treinta  días  de  prisión 
simple  conmutables  a  razón  de  tres  quet- 
zales diaros.  Notifíquese  y  como  corres- 
ponde, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.iOrdóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arguetu 

5.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

DILIGENCIAS  seguidas  sobre  rendición  y 
aprobación  de  cuentas  de  la  tutela  del 
menor  Julio  Llerena  López. 

DOCTRINA:  El  recurso  de  casación  sólo 
procede  contra  las  sentencias  o  autos  de- 
finitivos que  terminen  los  juicios  de  ma- 
yor cuantía  en  los  casos  taxativamente 
señalados  por  la  ley. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecisiete  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vistos  y  Considerando:  que  el  recurso  de 
casación  sólo  procede  contra  las  senten- 
cias o  autos  definitivos  que  terminen  los 


juicios  de  mayor  cuantía  en  los  casos  ta- 
xativamente señalados  en  la  ley;  que  Ieis 
diligencias  seguidas  sobre  rendición  y  apro- 
bación de  cuentas,  correspondientes  al  pe- 
riodo del  trece  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco  al  treinta  de  mayo  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  de  la  tutela 
del  menor  Julio  Llerena  López,  en  las¡  que, 
la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  dictó  el 
auto  de  fecha  diez  de  febrero  próximo  pa- 
sado, contra  el  cual  se  recurre,  no  tienen 
la  naturaleza  del  juicio  antes  indicado; 
jor  lo  que  el  recurso  es  improcedente.  Ar- 
tículo 506  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  fundamento  en  la  ley  citada  y  en 
aplicación  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
222  y  224  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  rechaza  el  recurso  interpuesto. 
Notifíquese,  como  corresponde  devuélvan- 
se los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  pro- 
cedencia, y  repóngase  el  papel  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  27 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Henández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO.  La  Sociedad  Maegli  y  Cia.  con  do- 
ña Rosario  Maldonado  de  Jaramillo  y 
don  Benfamin  Jaramillo  Aguilar. 

DOCTRINA:  La  ación  de  rescisión  o  nuli- 
dad a  que  se  refiere  el  articulo  1124  del 
Decreto  Legislativo  número  1932,  pres- 
cribe en  un  año. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  nueve  de  Marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  los  antecedentes  que  la  ori- 
ginaron, la  sentencia  que  más  adelante 
será  relacionada  y  que  se  dictó  en  el  jui- 
cio seguido  por  el  Abogado  don/  Carlos  Jo- 
sé Martínez  Madrid,  como  apoderado  de  la 
Sociedad  Maegli  y  Compañía  contra  doña 
Rosario  Maldonado  de  Jaramillo  y  don 
Benjamín  Jaramillo  Aguialr,  padre  de  los 
menores  Benjamín,  Delia  e  Isabel  Jara- 
millo  Maldonado,  sobre  nulidad  de  una  do- 
nación. 
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RESULTA: 

Que  el  Licenciado  Martinez  Madrid,  en 
representación  de  la  Casa  Mercantil  que 
acaba  de  mencionarse,  entabló  demanda 
en  la  vía  ordinaria  ante  el  Juez  lo.  de  la. 
Instancia  leí  Departamento  de  Quezalte- 
nango,  con  fecha  trece  de  Marzo  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  contra 
la  señora  Máldonado  de  Jaramillo  a  efec- 
to de  que  se  declarara  la  nulidad  de  la 
donación  que  dicha  señora  había  hecho  a 
favor  de  sus  hijos  Benjamín,  Ana  Isabel 
y  Delia  Jaramillo  Máldonado,  y  fuera  can- 
celada en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble la  respectiva  inscripción  de  do- 
minio. Asegura  el  referido  Abogado  que 
sus  poderdantes  han  resultado  perjudica- 
dos al  hacer  la  señora  Máldonado  de  Ja- 
ramillo la  mencionada  donación,  pues  es- 
ta señora  adeuda  a  la  Casa  Maegli  y  Com- 
pañía desde  el  año  de  mil  novecientos 
treinta,  y  como  saldo  de  los  negocios  de 
compra  venta  de  mercancías,  la  canti- 
dad de  novecientos  un  pesos  oro  america- 
no y  sesenta  y  tres  centavos  de  la  misma 
moneda  ($901.73);  y  hoy  la  deudora  no 
tiene  inscrita  a  su  nombre  propiedad  al- 
guna. A  su  memorial  de  demanda  acom- 
pañó el  Licenciado  Martínez  Madrid  los 
documentos  que  siguen:  a)  testimonio  de 
la  escritura  pública  de  poder  general  ju- 
dicial otorgada  por  don  Roberto  Fischer, 
como  miembro  de  la  Sociedad  Maegli  y 
Compañía,  a  los  veintiséis  días  del  mes  de 
Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro, y  que  autorizó  en  esta  ciudad  (Guate- 
mala), el  Notario  don  Javier  Bolaños  S.; 
b)  diligencias  en  que  consta  que  doña  Ro- 
sario Máldonado  de  Jaramillo  fué  decla- 
rada confesa  en  las  posiciones  que  el  Abo- 
gado Martínez  Madrid  le  articuló  ante  el 
Juez  lo.  de  la.  Instancia  de  Quezaitenan- 
go,  en  memorial  presentado  el  seis  tíe  Ju- 
nio de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  y 
tendientes  a  establecer  los  hechos  que  si- 
guen: que  la  señora  Máldonado  de  Jara- 
millo,  desde  el  año  de  mil  novecientos 
treinta,  ha  tenido  negocios  con  la  casa 
Maegli  y  Compañía  de  esta  plaza  (Guate- 
mala) ;  relaciones  comerciales  que  consis- 
tían en  el  envió  que  dicha  casa  le  hacía 
de  mercaderías,  las  cuales  vendía  doña 
Rosario  en  la  tienda  que  estableció  en  la 
ciudad  de  Quezaltenango;  y  como  conse- 
cuencia de  esos  negocios,  la  señora  de  Ja- 
ramillo quedó  adeudando  a  los  señores 
Maegli  y  Compañía,  desde  el  mes  de  No- 
viembre del  año  citado  anteriormente, 
(1930);  por  valor  de  la  mercancía  que  re- 
cibió, la  cantidad  de  novecientos  un  quet- 


zal setenta  y  tres  centavos  de  la  misma 
moneda  (Q901.73);  y  c)  certifciación  ex- 
pedida por  el  Director  del  Segundo  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble,  a  los  cuatro 
días  del  mes  de  Marzo  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cinco,  en  la  cual  cons- 
ta: que  la  finca  urbana  número  ocho  mil 
trescientos  treinta  y  uno  (8.331),  folio 
ciento  veintidós  (122),  Libro  cincuenta  y 
seis  (56)  del  Departamento  de  Quezalte- 
nango, se  encuentra  inscrita  a  la  fecha 
a  nombre  de  Juana  Francisca  y  Antonia  de 
Jesús  Máldonado,  la  mitad,  y  la  otra  par- 
te a  nombre  de  Benjamín,  Ana  Isabel  y 
Delia  Jaramillo  Máldonado,  estos  últimos 
la  adquirieron  por  donación  que  les  hizc 
su  señora  madre  Rosario  Máldonado  de 
Jaramillo,  según  consta  en  escritura  au- 
torizada en  la  ciudad  de  Quezaltenango, 
el  veintiuno  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos,  por  el  Notario  José  María 
Barrios  Rivera;  soportando  una  hipoteca 
a  favor  de  Nottebohn  Hermanos,  por  dos 
mil  quinientos  pesos  oro  americano,  so- 
bre las  acciones  de  Antonia  Máldonado  de 
Bolmann  y  Francisca  Máldonado,  según 
consta  en  escritura  autorizada  en  la  ciu- 
dad de  Quezaltenango,  a  veintiséis  de  Fe- 
brero de  mil  novecientos  treinta,  por  el 
Notario  Enrique  R.  Mehlmann.  Que  las 
aciones  de  los  señores  Jaramillo  Máldona- 
do se  encuentran  a  la  fecha,  libres  de  to- 
do gravamen  y  anotación.  Y  que  a  nom- 
bre de  Rosario  Máldonado  de  Jaramillo. 
a  la  fecha  no  se  encuentra  inscrita  ningu- 
na propiedad,  en  el  Departamento  de  Que- 
zaltenango. 

El  apoderado  de  la  Casa  Maegli  y  Com- 
pañía amplió  su  demanda  en  el  sentido 
de  que  la  hacía  extensiva  a  los  señores 
Benjamín,  Ana  Isabel  y  Delia  Jaramillo 
Máldonado,  a  quienes  representaba  su  tu- 
tor natural  don  Benjamín  Jaramillo. 

A  solicitud  del  representante  de  la  par- 
te actora  y  por  medio  del  Juez  2o.  de  la. 
Instancia  del  Departamento  de  Guatema- 
la, fué  practicada  una  inspección  ocular 
en  los  Libros  de  Contabilidad  de  la  Casa 
Comercial  Maegli  y  Compañía.  En  el  acta 
levantada  para  ese  efecto  se  hizo  constar 
el  movimiento  de  la  cuenta  de  la  señora 
Máldonado  de  Jaramillo,  la  cual  arrojó  en 
su  contra,  el  primero  de  Julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  tres,  un  saldo  de  nove- 
cientos un  pesos  y  setenta  y  tres  centa- 
vos oro  americano  ($90*1 .73). 

En  memorial  presentado,  el  primero  de 
Agosto  (1935)  don  Benjamín  Jaramillo 
Aguilar,  como  padre  en  ejercicio  de  la  pa- 
tria potestad  de  los  menores  Jaramillo 
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Maldonado,  interpuso  la  excepción  peren- 
toria de  prescripción;  a  virtud  de  haber 
transcurrido  más  de  un  año,  desde  la  fe- 
cha en  que  fueron  inscritos  los  derechos 
donados,  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble,  a  favor  de  su  hijos,  a  la  en  que 
se  inició  la  demanda  de  nulidad  por  el 
representante  de  la  parte  actora.  Junta- 
mente con  su  escrito  presentó,  el  señor 
Jaramillo  Aguilar  una  certificación  expe- 
dida por  el  Director  del  Segundo  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  en  que  consta 
el  asiento  de  inscripción  hecho  a  favor  de 
los  menores  Jaramillo  Maldonado  de  la 
donación  que  se  deja  ya  mencionada,  lle- 
vada a  cabo  el  veintinueve  de  Enero  de 
mil  novecientos  treinta  y  dos,  bajo  el  nú- 
mero trescientos  trece  (313),  folio  doscien- 
tos setenta  y  nueve  (279)  •  Tomo  noventa 
y  siete  (97)  del  Diario  General  del  Depar 
tamento  de  Quezaltenango.  También  se 
hizo  constar  que  la  finca  urbana  número 
ocho  mil  trescientos  treinta  y  uno  a  que 
se  refiere  el  asiento  anterior  está  inscri- 
ta a  nombre  de  Juana  Francisca  y  Anto- 
nia de  Jesús  Maldonado,  la  mitad,  y  la 
otra  mitad  a  nombre  de  Benjamín,  Ana 
Isabel  y  Delia  Jaramillo  Maldonado,  no 
encontrándose  a  la  fecha  (31  de  Julio 
1935)  libre  de  gravámenes. 

El  apoderado  de  los  actores  contestando 
los  conceptos  del  escrito  presentado  por  el 
señor  Jaramillo  Aguilar,  manifestó,  entre 
otras  cosas,  lo  que  sigue:  lo.  que  doña  Ro- 
sario Maldonado  de  Jaramillo  que  tuvo 
negocios  con  la  Casa  Comercial  deman- 
dante, quedó  adeudándole  la  cantidad  ex- 
presada anteriormente,  por  valor  de  mer- 
cancías, y  después  de  transcurridos  tres 
años  de  haber  recibido  la  mercadería,  y 
adeudar  la  suma  de  novecientos  un  quetzal 
y  setenta  y  tres  centavos  de  la  misma  mo- 
neda, pretendía  que  se  le  aceptara  la  de- 
volución de  mercaderías,  según  consta  en 
cartas  que  tienen  en  su  poder  los  señores 
Maegli  y  Compañía;  y  2o.  que  él  que  dona 
lo  único  que  tiene  antes  de  pagar  sus  deu- 
das, no  está  haciendo  otra  cosa  que  de- 
fraudar a  sus  acreedores.  Que  la  acción 
para  pedir  la  nulidad  de  los  contratos,  du- 
ra cuatro  años,  contados  desde  el  día  en 
que  se  contrajo  la  obligación.  Y  en  el  pre- 
sente caso,  cuando  se  entabló  la  deman- 
da, no  habían  transcurrido  más  que  tres 
años  y  dos  meses  incompletos.  Que  el  ar- 
tículo 1124  incisos  2o.  y  3o.  del  Código  Ci- 
vil no  es  aplicable'  por  que  no  se  trata  de 
acciones  rescisorias  ni  resolutorias,  que  es 
a  lo  que  este  artículo  se  refiere,  sino  a  la 
nulidad  de  una  donación  hecha  en  frau- 


de de  acreedores.  Y  por  último,  la  inscrip- 
ción no  convalida  los  actos  y  contratos 
nulos  según  las  leyes;  que  hay  nulidad 
cuando  el  contrato  recae  sobre  un  hecho 
ilícito,  y  donar  los  bienes  en  perjuicio  de 
acreedores,  no  puede  ser  más  ilícito.  Pi- 
dió finalmente  el  licenciado  Martínez  Ma- 
drid, que  al  dictar  el  fallo  se  declarara  im- 
procedente la  excepción  opuesta,  impo- 
niéndose a  la  parte  demandada  una  mul- 
ta no  sólo  por  ser  impertinente  y  frivola 
la  excepción  de  referencia,  sino  por  que 
los  esposos  Jaramillo  Maldonado  estaban 
ya  anuentes  en  llevar  a  cabo  un  arreglo  con 
la  Casa  Maegli  y  Co.,  y  hasta  se  había  con- 
venido en  dejar  el  juicio  pendiente  para 
garantizar  dicho  convenio,  faltando  úni- 
camente que  éste  fuese  formalizado  por 
medio  de  un  instrumento  público. 

El  Juez  lo.  de  la.  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Quezaltenango,  fundó  su  sen- 
tencia en  que  como  los  menores  Jarami- 
millo  Maldonado  adquirieron  un  derecho 
a  título  gratuito,  el  término  dentro  del 
cual  hubiera  podido  pedirse  la  rescición  o 
la  nulidad  del  contrato  era  de  un  año, 
contado  desde  la  fecha  en  que  se  hizo  la 
inscripción  y  habiendo  sido  entablada  la 
demanda  de  nulidad,  el  trece  de  Marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  la  acción 
intentada  está  prescrita.  Dicho  funciona- 
rio con  esta  base  declaró  prescrita  la  ac- 
ción de  nulidad  intentada  absolviendo  a 
la  señora  Jaramillo  y  a  los  menores  Jara- 
millo  Maldonado  de  la  mencionada  de- 
manda, sin  especial  condenación  en 
costas. 

En  segunda  Instancia  el  Licenciado  Mar- 
tínez alegó  insistiendo  en  su  anteriores  ar- 
gumentos aseverando  que  las  acciones 
rescisorias  y  resolutorias  tienen  su  ori- 
gen en  los  contratos  sujetos  a  condiciones 
de  esta  naturaleza  pero  nunca  en  los  con- 
tratos absolutos,  como  es  la  donación  he- 
cha por  doña  Rosario  Maldonado  de  Ja- 
ramillo a  favor  de  su  hijos.  Que  la  parte 
final  del  artículo  1124  del  Decreto  1932,  di- 
ga que  el  término  para  pedir  la  rescisión 
o  la  nulidad  de  los  contratos  a  que  se  re- 
fieren los  incisos  segundo  y  tercero  del 
mencionado  artículo,  es  de  un  año  con- 
tado desde  la  fecha  en  que  fué  inscrito  el 
derecho  del  tercero,  esto  no  quiere  decir 
que  no  se  puede  pedir  dentro  de  los  cua- 
tro años  que  señala  el  artículo  2369  del 
Código  Civil,  la  nulidad  de  un  contrato 
absoluto;  por  que  el  artículo  1124,  sola- 
mente comprende  a  las  inscripciones  he- 
chas en  el  Registro  de  los  contratos  suje- 
tos a  condiciones  que  dan  derecho  para 
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ejercitar  dentro  de  un  año,  las  acciones 
que  nacen  de  las  condiciones  impuestas 
a  los  mismos.  Y  que  con  los  Libros  de  la 
Contabilidad  de  los  señores  Maegli  y  Com- 
pañía se  establece  la  fecha  de  la  deuda 
demandada,  y  con  las  posiciones  en  que 
fué  declarada  confesa  la  señora  Maldo- 
nado  de  Jaramillo  quedó  establecida  la 
cantidad  que  dicha  señora  adeuda  a  sus 
poderdantes. 

El  señor  Tomás  Loarca  Quiroa,  como 
apoderado  de  doña  Rosario  Maldonado  de 
Jaramillo  y  de  los  menores  Maldonado  Ja- 
ramillo, rebatiendo  las  argumentaciones 
de  la  otra  parte,  expuso  lo  que  a  continua- 
ción se  expresa:  que  la  acción  ejercitada 
por  la  Sociedad  Maegli  y  Compañía  contra 
sus  mandantes  es  la  denominada  revoca- 
toria o  pauliana,  que  descansa  en  el  prin- 
cipio de  que  toda  persona  debe  respon- 
der del  cumplimiento  de  sus  obligaciones 
civiles  con  los  bienes  que  forman  su  pa- 
trimonio y  que  los  acreedores  tienen  el  de- 
recho de  impugnar  los  actos  fraudulentos 
que  hacen  disminuir  o  desaparecer  esa 
garantía  con  perjuicio  de  sus  intereses; 
pero  son  varios  los  requisitos  necesarios 
para  que  esa  acción  sea  viable,  entre  otros 
los  siguientes:  a)  efectividad  del  crédito 
que  debe  ser  anterior  al  acto  reputado 
fraudulento;  b)  fraude  real  y  no  simple- 
mente supuesto,  en  el  acto  o  contrato  rea- 
lizado por  el  deudor  e  impugnado  por  el 
acreedor;  c)  perjuicio  efectivo  en  los  in- 
tereses del  propio\  acreedor;  y  d)  ejercicio 
de  la  acción  dentro  del  término  hábil,  se- 
gún la  ley.  Que  el  saldo  de  la  cuenta  co- 
rriente relativo  a  los  negocios  que  doña 
Rosario  Maldonado  de  Jaramillo  tenía  con 
la  Sociedad  Maegli  y  Compañía  quedó  es- 
tablecido por  conformidad  presunta  de  la 
reputada  deudora,  hasta  que  dicha  señora 
fué  declarada  confesa  en  las  posiciones 
que  le  articuló  el  apoderado  de  la  referida 
sociedad,  declaración  que  hizo  el  Juez  lo. 
de  la.  Instancia  de  Quezaltenango,  por 
auto  fecha  tres  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro,  y  como  la  donación 
se  hizo  en  Enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos,  se  ve  claramente  que  el  crédito 
no  es  anterior  al  acto  que  los  demandan- 
tes reputan  fraudulento,  puesto  que  se- 
gún el  artículo  490  del  Código  de  Comer- 
cio, no  hay  acreedor  y  deudor  hasta  que 
no  se  concluye  la  cuenta  y  la  conclusión 
es,  precisamente,  el  corte  y  liquidación  de 
la  cuenta  corriente.  La  parte  actora  nin- 
guna prueba  rindió  respecto  al  fraude 
atribuido  a  la  señora  Maldonado  de  Ja- 
ramillo, concretándose  a  impugnar  la  do- 


nación con  el  razonamiento  de  que  esa 
donación  perjudicó  los  intereses  de  la  So- 
ciedad Maegli  y  Compañía,  por  que  la 
deudora  antes  de  ceder  su  acción  en  la 
casa  que  expresa  la  escritura  respectiva, 
debió  cubrir  lo  que  adeudaba  a  aquella 
entidad.  Que  con  la  certificación  que 
presentaba  se  establecía  plenamente,  que 
cuando  doña  Rosario  hizo  la  donación  no 
quedó  en  insolvencia,  pues  aún  conservó 
por  algún  tiempo  la  propiedad,  en  común 
y  proindiviso  con  su  esposo  don  Benjamín 
Jaramillo,  de  la  finca  "Dolores",  ubicada 
en  jurisdicción  de  San  Francisco  Zapoti- 
tlán  del  Departamento  de  Suchitepéquez, 
finca  que  los  esposos  Jaramillo  compraron 
por  ocho  mil  pesos  oro  americano  a  doña 
María  Dolores  Gino  de  Brol  y  a  don  San- 
tiago Brol  Gino,  según  consta  en  la  escri- 
tura que  el  Notario  don  Eugenio  Silva  Pe- 
ña autorizó  en  la  ciudad  de  Guatemala  a 
ocho  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta,  esta  finca  dejó  de  ser  propiedad 
de  los  esposos  Jaramillo  Maldonado  en 
Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  dos 
es  decir  mucho  después  de  que  se 
hizo  donación,  como  consta  en  la  re- 
ferida certificación.  En  este  mismo  do- 
cumento se  consignó:  que  en  el  mes  de 
Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  dos,  los 
esposos  Jaramillo  Maldonado  pagaron  al 
Licenciado  don  Eugenio  Silva  Peña,  como 
apoderado  de  Guillermo  y  Rosario  Juárez 
Castillo  y  de  Trinidad  Suárez  de  Van  de 
Putte,  treinta  y  cinco  mil  pesos  oro  de  que 
anteriormente  se  había  reconocido  deu- 
dores don  Benjamín  y  doña  Rosario.  Que 
se  muy  discutible,  el  perjuicio  que  la  par- 
te demandante  alega  que  le  causó  en  sus 
intereses  la  donación  otorgada  por  la  se- 
ñora Maldonado  de  Jaramillo  a  favor  de 
sus  hijos,  por  que  no  hay  negación  de  la 
deuda  ni  propósito  de  no  cubrirla,  sino  el 
deseo  de  que  la  Sociedad  Maegli  y  Com- 
pañía hablan  de  sus  exigencias  para  con  la 
reputada  deudora  y  que  conceda  condi- 
ciones favorables  de  pago.  Que  la  acción 
está  prescrita,  por  que  ha  sido  ejercitada 
después  del  año  que  fija  el  artículo  1124 
del  Código  Civil.  Que  así  como  el  artículo 
1457  del  Código  Civil  antiguo,  en  la  parte 
aún  vigente  establece  una  condición  reso- 
lutoria para  todo  contrato,  aun  cuando 
*ea  absoluto,  asi  también  el  artículo  150 
Decreto  Gubernativo  272,  supone  la  exis- 
tencia de  Una  condición  resolutoria  en  los 
casos  taxativamente  determinados  por  esa 
ley,  sin  que  sea  preciso  que  esas  convenios 
que  se  invalidan  estén  sujetos  a  condicio- 
nes impuestas  por  las  partes  contratantes; 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


35 


y  la  acción  revocatoria,  llegado  el  caso, 
debe  ejercitarse  dentro  del  año  a  que  .se 
refieren  los  artículos  1124  Decreto  1932  "y 
350  Decreto  Gubernativo  272,  en  relación 
con  los  artículos  2359,  2360,  2361  y  2362 
del  Código  Civil  antiguo  en  lo  que  de  el 
está  vigente. 

La  Sala  4a.  de  Apelaciones  revocó  la 
sentencia  apelada  declarando  que  la  do- 
nación hecha  por  doña  Rosario  Maldona- 
do  de  Jaramillo  a  favor  de  sus  menores 
hijos  es  nula;  ordena  que  se  cancele  la 
inscripción  que  a  favor  de  dichos  meno- 
res se  hizo  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble  en  virtud  de  la  mencionada  do- 
nación; y  además  desestima  la  exepción 
de  prescripción  opuesta  por  don  Benjamín 
Jaramillo  Aguilar,  como  representante  de 
sus  mencionados  hijos. 

Considera  el  Tribunal  de  segundo  grado 
que  no  debe  de  confundirse  la  rescisión 
con  la  nulidad.  Que  el  actor  pudiendo 
ejercitar  ya  la  primera  de  dichas  accio- 
nes o  ya  la  segunda,  optó  por  esta,  puesto 
que  ha  demandado  de  doña  Rosario  Mal- 
donado  de  Jaramillo  y  de  los  menores 
Maldonado  Jaramillo  la  nulidad  de  la  do- 
nación que  a  título  gratuito,  hizo  doña 
Rosario  a  favor  de  los  referidos  menores 
de  la  mitad  de  la  finca  urbana  número 
ocho  mil  trescientos  treinta  y  uno  (8331), 
folio  ciento  veintidós  (122)  del  Tomo  cin- 
cuenta y  seis  (56)  del  Departamento  de 
Quezaltenango,  por  haber  sido  hecha  en 
fraude  de  sus  intereses  de  acreedor,  y  no 
la  rescisión  de  dicha  donación  como  pre- 
tende la  parte  demandada;  que  con -la 
confesión  de  la  señora  Maldonado  de  Ja- 
ramillo y  la  certificación  de  las  operacio- 
nes de  los  Libros  de  Contabilidad  de  la 
Casa  Maegli  y  Compañía  esta  probado  que 
ella  era  en  deber  a  dicha  Casa  la  suma  de 
novecientos  un  pesos  oro,  setenta  y  tres 
centavos  de  la  misma  moneda  ($  901.73); 
que  con  la  certificación  del  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble  que  corre  al  folio  diez 
y  siete  de  los  autos,  está  probado  que  doña 
Rosario  no  tiene  inscrito  a  su  favor  otra 
clase  de  bienes  inmuebles;  que  habiéndo- 
se hecho  la  donación,  el  veintiuno  de  Ene- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y  dos,  es  de- 
cir, cuando  ya  se  debía  a  los  señores  Maegli 
y  Compañía,  dicha  donación  se  hizo  en 
fraude  de  ese  acreedor;  que  si  bien  es 
cierto  que  en  segunda  Instancia  se  presen 
tó  la  certificación  que  corre  agregada  al 
folio  doce  de  la  pieza  respectiva,  para  es- 
tablecer que  ella  y  su  esposo  eran  dueños 
de  las  fincas  rústicas  números  novecientos 


treinta  y  seis,  novecientos  treinta  y  cinco, 
dos  mil  ochenta  y  tres,  doscientos  setenta 
y  cuatro,  trescientos  cincuenta  y  dos,  tres- 
cientos cincuenta  y  cinco,  trescientos  cin- 
cuenta y  seis  y  trescientos  cincuenta  y  dos 
(936,  935,  2083,  274,  352,  355,  356  y  352), 
folios  cuatrocientos  diez  y  ocho,  cuatro- 
cientos diez  y  seis,  trescientos  cincuenta 
y  cuatro,  doscientos  cuarenta  y  ocho,  tres- 
cientos dos,  trescientos  veinte,  trescientos 
veintiséis  y  trescientos  dos  (418,  416,  354, 
248,  302,  320,  326  y  302),  libros  diez,  diez, 
diez  y  seis,  cinco,  seis,  seis,  seis  y  seis  (10, 
10,  16,  5,  6,  6,  6,  y  6)  del  Departamento  de 
Suchitepéquez,  con  esa  misma  certifica- 
ción también  se  establece  que  sobre  dichas 
fincas  pesaba  una  hipoteca  por  valor  de 
treinta  y  cinco  mil  pesos  oro  americano, 
suma  que  fué  pagada  por  los  esposos  Ja- 
ramillo Maldonado,  para  vender  inconti- 
nenti, las  mismas  fincas  por  la  cantidad  de 
ocho  mil  pesos  de  la  misma  moneda.  Que 
no  se  trata  de  la  rescisión  de  la  donación 
ya  indicada,  sino  de  su  nulidad;  y  por  lo 
tanto,  el  término  para  que  prescriba  la 
acción  para  pedir  la  nulidad  debe  regirse 
por  la  regla  general. 

El  señor  Tomás  Loarca  Quiroa,  como 
apoderado  de  los  demandados,  con  auxilio 
del  Abogado  Oscar  Alberto  Sandoval,  in- 
terpuso contra  el  fallo  de  segunda  Instan- 
cia, el  recurso  extraordinario  de  casación 
denunciando  como  infringidos  los  artícu- 
los que  siguen:  1124  Decreto  Legislativo 
número  1932;  150',  350  del  Decreto  Guber- 
nativo número  272;  2360,  2361,  2362,  2365 
y  2369  del  Código  Civil  antiguo;  IV  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  259 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  acción  entablada  en  el  caso  sub- 
judice  ha  tenido  por  objeto  obtener  la  de- 
claratoria de  nulidad  de  la  donación  tan- 
tas veces  mencionada,  es  decir  su  invali- 
dación; y  en  ese  concepto  procede  aplicar 
la  ley  especial  respectiva.  Si  bien  es  ver- 
dad, que  cuando  los  referidos  menores  ad- 
quirieron los  derechos  que  se  dejen,  ya  re- 
lacionados, no  estaba  aun  en  vigor  el  De- 
creto Legislativo  número  1932,  también  lo 
es,  que  tales  derechos  subsisten  hoy,  y  en 
cuanto  a  su  extinción,  que  no  es  otra  cosa 
lo  pedido  por  el  apoderado  de  la  parte  de- 
mandante, deben  prevalecer  las  disposicio- 
nes del  mencionado  Decreto.  Y  al  no  esti- 
marlo así  la  Sala  sentenciadora,  aplicó  de 
una  manera  indebida  el  articulo  2369  del 
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Código  de  1877,  y  quebrantó  el  precepto 
consignado  en  el  artículo  IV  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  como  tienen  el  carácter  de  terceros 
los  menores  Jaramillo  Mlaldonado  y  sus 
derechos  fueron  adquiridos  a  título  gra- 
tuito, es  evidente  que  la  acción  para  pedir 
la  referida  nulidad,  está  prescrita,  de  con- 
formidad con  artículo  1124  del  nuevo  Có- 
digo Civil  Decreto  1932  y  el  250  incisos  4o. 
y  5o.  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
pues  cuando  el  Licenciado  Martínez  Ma- 
drid entabló  su  demanda,  el  trece  de  Mar- 
zo de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  ha- 
bía transcurrido  ya  más  de  un  año  de  ha- 
ber sido  inscrita  la  escritura  de  donación 
en  el  segundo  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble, operación  que  fué  efectuada  el 
veintinueve  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos,  según  consta  en  la  certifica- 
ción que  obra  en  autos. 

CONSIDERANDO : 

Que  en  virtud  de  la  circunstancia  que 
acaba  de  relacionarse,  es  innecesario  en- 
trar al  examen  de  los  fundamentos  en  que 
el  actor  apoyó  su  demanda. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  obser- 
vancia de  lo  estatuido  por  los  artículos 
1083,  1060,  1062,  1124  del  Decreto  Legisla- 
tivo número  1932;  249,  282,  506,  518  y  524 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil; y  IV  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial  declara:  que  ha  lugar  al  re- 
curso interpuesto,  y  en  consecuencia  CA- 
SA y  ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y  por 
estar  prescrita  la  acción,  absuelve  a  do- 
ña Rosario  Maldonado  de  Jaramillo  y  a  los 
menores  Benjamín,  Ana  Isabel  Delia  Jara- 
millo  Maldonado  de  la  demanda  que  les  en- 
tabló, el  Licenciado  Carlos  José  Martínez 
Madrid,  como  apoderado  de  la  Sociedad 
Maegli  y  Compañía.  Las  costas  son  a  car- 
go de  ambas  partes.  Notifíquese,  devuélvan- 
se los  antecedentes  con  certificación  de  lo 
resuelto  al  Tribunal  de  su  origen  y  repón- 
gase el  papel  en  la  forma  que  determina  el 
artículo  27  del  Decreto  Legislativo  núme- 
ro 2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argucia 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Julio  Hermenegildo  Gar- 
cía y  Rodrigo  Moreira;  por  los  delitos  de 
prevaricato  y  lesiones  el  primero,  y  por 
tentativa  de  homicidio  el  segundo. 

DOCTRINA:  Cuando  el  acusado  se  ha  da- 
do por  enterado  en  juicio  de  la  provi- 
dencia en  que  se  manda  ejecutar  un  fa- 
llo, la  diligencia  produce  sus  efectos,  y 
desde  el  día  siguiente  comienza  a  correr 
el  término  para  interponer  el  recurso  de 
casación. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  la  solicitud  presentada  por  el  Li- 
cenciado Ricardo  Marroquín  como  apode- 
rado de  don  Julio  Hermenegildo  García, 
con  fecha  trece  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos treintiseis,  en  la  que  interpone  el 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes, en  las  causas  que  se  siguieron  con- 
tra el  expresado  García  y  Rodrigo  Morei- 
ra por  los  delitos  de  prevaricato  y  lesiones 
el  primero  y  por  tentativa  de  homicidio 
el  segundo. 

En  cuanto  al  delito  de  prevaricato,  Gar- 
cía fué  condenado  a  sufrir  la  pena  de 
cuatro  meses  de  arresto  menor  conmuta- 
bles en  su  totalidad  a  razón  de  veintincin- 
co  centavos  diarios,  revocándose  en  esta 
forma  la  sentencia  de  primera  instancia 
que  era  absolutoria:  y  en  cuanto  al  delito 
de  lesiones,  fué  confirmada  aquella  reso- 
lución, por  virtud  de  la  cual  fué  condena- 
do a  un  año  de  prisión  correccional  re- 
bajado en  una  tercera  parte  por  existir 
una  circunstancia  afemínate  en  su  favor. 
Además  fué  condenado  a  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa. 

El  Licenciado  Marroquín  que  había  ac- 
tuado en  el  proceso  como  defensor  del  reo 
Hermenegildo  García,  pidió  a  la  Sala  que 
se  ampliara  la  sentencia  en  el  sentido  que 
la  pena  de  ocho  meses  a  que  había  queda- 
do reducida,  era  conmutable  en  todo  o  en 
parte,  solicitud  que  fué  desechada  de  pla- 
no. 

Con  fecha  veintidós  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis  el  mismo  reo 
Julio  H.  García  se  presentó  al  Juez  de  la 
causa  pidiendo  que  se  mandara  a  practi- 
car la  liquidación  correspondiente  por  el 
delito  de  prevaricato,  a  fin  de  poder  hacer 
la  conmuta  del  caso;  y  una  vez  hecha,  pre- 
sentó las  constancias  de  haber  pagado  no 
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sólo  la  conmuta  sino  lo  correspondiente 
al  papel  empleado  en  el  proceso.  El  mis- 
mo día  presentó  otra  solicitud  manifes- 
tando que  como  al  tenor  del  articulo  45  del 
Código  Penal  en  su  penúltima  fracción, 
la  pena  que  se  le  impusiera  por  el  delito 
de  lesiones  '-es  conmutable  en  su  totalidad 
por  ser  de  arresto  mayor,  pedia  la  prácti- 
ca de  la  correspondiente  liquidación  para 
verificar  la  conmuta  del  caso".  Esta  so- 
licitud no  tuvo  buen  éxito  porque  el  Juez 
la  denegó  en  virtud  de  que  aún  le  falta- 
ban al  reo  por  extinguir  treintidos  días  de 
la  parte  inconmutable  de  la  pena. 

Así  las  cosas,  se  presentó  el  Licenciado 
Marrcquin  acompañando  un  poder  que  le 
oóorgó  el  reo  Julio  H.  García  a  fin  de  eue 
por  este  medio  se  le  hicieran  las  notifica- 
ciones correspondientes;  y  habiéndosele 
tenido  como  tal  apoderado,  le  fueron  no- 
tificadas al  apoderado  indicado,  junto  con 
otras  providencias  dictadas,  la  en  que  se 
mandó  ejecutar  el  fallo  de  segunda  ins 
tancia,  pretendiendo  dejar  sin  efecto  en 
esta  forma  el  tiempo  transcurrido,  presen- 
tó el  recurso  de  casación  de  que  se  ha  hecho 
referencia. 

CONSIDERANDO:  que  habiéndose  dado 
don  Julio  H.  García,  por  enterado  de  la 
sentencia  de  segunda  instancia  desde  que 
presentó  su  escrito  al  Juez  pidiendo  que  se 
practicará  la  correspondiente  liquidación 
á  efecto  de  conmutar  la  pena  que  le  fué  im- 
puesta, no  cabe  duda  que  desde  entonces 
le  comenzó  a  correr  el  término  de  diez  días 
que  tenia  disponibles  para  introducir  el  re- 
curso de  casación,  aun  cuando  no  se  le  hu- 
biera asentado  en  toda  forma  la  notifica- 
ción del  ejecútese;  pues  tal  es  la  doctrina 
sustentada  en  el  artículo  173  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  por  cuya  ra- 
¿ón,  el  término  indicado  habla  transcurri- 
do con  exceso  desde  esa  fecha  (22  de  Sep- 
tiembre 1936)  al  de  la  presentación  del  re- 
curso que  fué  el  trece  de  octubre  del  mis- 
mo año. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo mencionado  y  el  681  y  685  del  mis- 
mo Código,  desecha  por  extemporáneo  el 
recurso  de  casación  interpuesto.  Notifí- 
quese  y  devuélvase  la  causa  con  certifica- 
ción al  Tribunal  de  su  origen. 

Ordóñez  Soli3.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Abel  López  Serrano  y  Ga- 
briel Pinillos  Talavera,  por  los  delitos  de 
lesiones  y  disparo  de  arma  de  fuego,  res- 
pectivamente. 

DOCTRINA:  La  falta  de  aplicación  de  los 
indultos  al  dictar  sentencia,  no  da  lugar 
al  recurso  de  casación,  desde  luego  que 
pueden  aplicarse  posteriormente. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  la  solicitud  presentada  por  Abel 
López  Serrano  auxiliado  por  el  abogado 
don  Víctor  M.  Mijangos,  en  la  cual  inter- 
pone el  recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  Cuarta  de  Ape- 
laciones el  once  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  confirmando  la  que 
pronunció  el  Juez  Segundo  de  Primera 
Instancia  de  Quezaltenango,  en  la  causa 
instruida  contra  el  presentado  y  Gabriel 
Pinillos  Talavera,  por  los  delitos  de  lesio- 
nes y  disparo  de  arma  de  fuego,  declaran- 
do: que  al  primero  se  le  impone  la  pena 
de  cinco  años  de  prisión  correccional  con- 
mutable en  dos  terceras  partes  a  razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  día;  y  respec- 
to del  segundo  declara  que  está  prescri- 
ta la  acción  penal  y  por  consiguiente  la 
pena  que  le  correspondería  por  disparo  de 
arma  está  extinguida;  y  por  último  hace 
constar:  que  los  reos  continuarán  gozan- 
do de  la  fianza  de  que  disfrutan  y  que  en 
caso  de  favorecerles  los  indultos  se  les  apli- 
carán por  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 
La  Sala  confirmó  la  expresada  sentencia 
con  la  sola  modificación  de  que  la  pena 
impuesta  a  López  Serrano  se  le  rabaja  en 
una  tercera  parte  por  la  concurrencia  de 
una  circunstancia  atenuante. 

"Nada,  absolutamente  nada  tengo  que 
objetar  a  la  sentencia  de  la  Sala  Cuarta 
de  Apelaciones"'  dice  el  recurrente;  pero 
en  lo  que  no  está  de  acuerdo  y  es  lo  que  le 
sirve  de  base  para  la  introducción  del  re- 
curso, es  que  no  se  le  haya  hecho  aplica- 
ción en  "la  sentencia,  de  los  indultos  otor- 
gados por  los  Decretos  926  y  963,  por  que 
tales  decretos  mandan  que  las  rebajas  de 
una  tercera  y  una  cuarta  parte,  respecti- 
vamente, que  ellos  conceden,  debe  hacer- 
se en  el  correspondiente  fallo  y  no  hay 
ninguna  ley  posterior  que  modifique  la 
forma  de  la  aplicación  de  los  indultos,  le- 
yes que,  en  su  concepto,  son  las  infringidas 
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CONSIDERANDO:  que  si  bien  es  cierto 
que  las  leyes  mencionadas  anteriormente 
deben  tenerse  en  cuenta  y  aplicarse  en  los 
respectivos  casos  al  dictarse  sentencia  co- 
mo en  ellas  se  consigna  expresamente, 
también  lo  es  que  su  falta  de  aplicación  en 
esa  oportunidad  no  da  lugar  al  recurso  de 
casación;  no  sólo  por  no  estar  ese  caso 
comprendido  en  los  contenidos  en  el  artí- 
culo 676  de  Procedimientos  Penales;  sino 
también  porque,  es  posible  subsanar  esa 
omisión  posteriormente,  acudiéndose  a  es- 
ta misma  Corte  para  obtener,  siempre  que 
se  estime  legal,  la  aplicación  de  los  indul- 
tos acordados  en  favor  de  los1  reos,  por  lo 
que  las  sentencias  dictadas  por  los  tribu- 
nales de  instancia  en  la  forma  que  se  hi- 
zo, no  afectan  los  derechos  del  interesado, 
ya  que  respecto  de  fondo  de  las  mismas, 
está  manifestada  expresamente  la  confor- 
midad del  recurrente. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 675,  686  Código  de  Procedimientos 
Penales,  232  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  declara  sin  lugar  el  recurso  de 
que  se  ha  hecho  mérito.  Nofifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvan- 
se los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Ordóñeá  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Francisco  Anastasio  Ca- 
jas, Manuel  de  León  Gabriel  y  Fermina 
López,  por  el  delito  de  robo. 

DOCTRINA :  Procede  el  recurso  de  casación 
cuando  la  pena  impuesta  no  corresponde 
según  la  ley  a  los  hechos  justiciables. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  veintiocho  de  sep- 
tiembre del  año  próximo  pasado,  dictó  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  el  proceso  que  por  el  delito  de  robo  se 
siguió  contra  Francisco  Anastasio  Cajas, 
Manuel  de  León  Gabriel  y  Fermina  López. 


El  veintisiete  de  Enero  del  año  próximo 
pasado  el  Juez  Primero  de  Paz  de  Quezalte- 
nango,  recibió  parte  del  Secretario  de  la  po- 
licía de  ese  lugar  de  que  Francisco  Anas- 
tasio y  Manuel  de  León,  hablan  sido  cap- 
turados por  robo  de  aves  de  corral.  Como 
en  casa  de  los  señores  Juan  Pablo  Maldo- 
nado  y  Aurelio  Ordóñez  habían  desapareci- 
do varias  aves,  éstos  fueron  llamados  y  re- 
conocieron como  de  su  pertenencia,  el  prir 
mero,  dos  gallos  y  la  señora  de  Ordóñez 
tres  chumpipes.  Indica  también  el  parte 
que  fueron  detenidas  por  el  mismo  hecho 
Fermina  y  Encarnación  López. 

Examinado  José  Humberto  Soto,  dijo: 
que  en  compañía  del  Comandante  de  la  Se- 
gunda Demarcación  y  de  los  agentes  de] 
mismo  cuerpo  Alfonso  R.  de  León  y  Sera- 
pio  Escobar,  al  practicar  una  inspección 
de  sanidad  en  algunas  casas  del  cantón  La 
Democracia,  encontraron  en  la  de  Fran- 
cisco Anastasio,  cinco  gallinas  muertas 
y  "peladas",  un  gallo  negro  vivo,  seis 
chumpipes  de  diferentes  tamaños,  una  ar- 
tesita  de  hojalata  llena  de  plumas  negras 
y  blancas,  una  balanza  con  tres  marcos, 
una  olla_con  carne  ya  cocida  de  la  mis- 
ma clase  de  animales,  un  cuchillo  peque- 
ño, dos  machetes,  un  martillo,  un  tubo 
de  hierro,  una  laña,  un  vaso  de  peltre,  un 
par  de  lazos  grandes,  un  cordel  de  cá- 
ñamo, una  camisa  que  tenía  puesta  Fran- 
cisco Anastasio  la  cual  presentaba  man- 
chas de  sangre,  un  botecito  con  huevos 
tiernos  de  las  mismas  jives;  que  como  el 
deponente  tuvo  conocimiento  que  a  los  se- 
ñores Juan  Pablo  Maldonado  y  Aurelio  Or- 
dóñez les  habian  robado  varias  aves,  por 
eso  capturaron  a  aquellos  individuos  y 
también  a  Fermina  y  Ercarnación  López. 
Serapio  Escobar  y  Eligió  López  se  produ- 
jeron, con  ligeras  variantes,  en  los  mismos 
términos  que  el  testigo  anterior.  Alfonso 
Rodas  de  León,  dijo:  que  cuando  llegó  a  la 
casa  de  autos,  ya  Soto  y  Escobar  habían 
decomisado  los  animales  y  objetos  mencio- 
nados. 

Francisco  Anostasio  Cajas  al  ser  inda- 
gado dijo:  que  en  el  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco,  fué  sentenciado  a  su- 
frir la  pena  de  seis  meses  de  arresto  ma- 
yor por  el  delito  de  hurto;  que  las  aves 
que  encontró  la  policía  en  su  casa  las  com- 
pró su  esposa  el  día  de  autos,  pero  no  sa- 
be a  quien  ni  cuánto  le  costaron;  negó  su 
participación  en  el  delito. 

Fué  indagado  Manuel  de  León  Gabriel  y 
dijo:  que  estuvo  procesado  en  el  mes  de 
Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco, 
en  el  Juzgado  Segundo  de  Primera  Instan- 
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cia  de  Quezaltenango,  por  una  calumnia 
que  le  hicieron  de  que  en  la  población  de 
Sibilia  se  había  robado  varios  objetos;  fué 
detenido  el  sábado  como  a  las  dos  de  la 
tarde  en  ocasión  en.  que  encontraba  en 
casa  de  Francisco  Anastasio,  a  donde  lle- 
gó como  a  las  doce  del  día  con  el  fin  de 
tejer  un  cincho  de  hilo;  cuando  llegó  a  la 
casa  del  referido  Anastasio,  el  declarante 
ya  había  almorzado  por  lo  que  solo  le  re- 
galaron una  tortilla,  y  aquél  acababa  de 
llegar  del  monte;  la  mujer  de  Francisco 
Anastasio  se  llama  Fermina  López  y  la  co- 
noce porque  vende  comida;  negó  su  parti- 
cipación en  el  delito.  Además,  agregó  que 
estuvo  preso  anteriormente  por  el  hurto  de 
un  durazno  y  que  le  fué  encontrada  una 
linterna  eléctrica  de  la  pertenencia  de  Ze- 
nón  Pinillos,  pero  ésta  la  compró  en  cinco 
centavos  a  un  desconocido. 

Fermina  López,  al  ser  indagada,  dijo: 
que  las  aves  las  compró  en  quince  centa- 
vos cada  una  el  dia  sábado  como  a  las  ocho 
horas  a  un  muchacho  llamado  Julián  Boj, 
ignorando  que  fueran  robadas;  Manuel  de 
León  se  hallaba  trabajando  en  la  misma 
casa,  ayudando  a  levantar  una  pared  y  lle- 
gó como  a  las  siete  y  media  y  allí  desayu- 
nó; negó  haber  participado  en  el  hecho. 

Encarnación  López  negó  su  culpabilidad, 
expresando  que  su  madre  Fermina  com- 
pró los  animales  en  referencia  el  día  mar- 
tes, y  el  sábado  mataron  algunos  de  ellos; 
que  Manuel  de  León  había  llegado  a  la  ca- 
sa con  el  objeto  de  levantar  una  pared  de 
adobes. 

Juan  Pablo  Maldonado,  dijo:  que  el  día 
sábado  veinticinco  del  mes  de  autos,  co- 
mo a  las  cuatro  y  cuarto  de  la  mañana, 
al  levantarse  se  dió  cuenta  de  que,  en  uno 
de  sus  gallineros  le  faltaban  quince  galli- 
nas y  dos  gallos  de  pura  sangre  Minorka, 
encontrando  en  el  interior  del  mismo  ga- 
llinero huellas  de  dos  pies,  las  que  tapó 
para  confrontarlas  con  los  pies  de  los  dos 
detenidos  en  la  sección  de  policía;  que  las 
aves  de  corral  las  estima  en  la  cantidad 
de  tres  quetzales  por  cada  una  de  las  galli- 
nas y  cinco  quetzales  por  cada  gallo. 

Aurelio  María  Ordóñez  dijo:  que  le  ha- 
bían robado  primeramente  veintiuna  ga- 
llinas y  dos  gallos  después  tres  chumpipes; 
estos  últimos  le  fueron  entregados  en  la 
demarcación  de  policía  por  uno  de  los  la- 
drones que  ya  estaba  preso. 

El  Juez  Primero  de  Paz  se  constituyó  en 
'a  casa  del  señor  Maldonado  e  hizo  constar 
que  por  las  huellas  que  estaban  en  la  pa- 
red se  establecía  el  escalamiento  para  en- 


trar al  galinero.  También  al  inspeccionar 
el  gallinero  del  señor  Ordóñez,  se  observó 
que  en  la  pared  de  adobes  había  un  agu- 
jero grande. 

Por  el  delito  de  robo,  se  decretó  la  pri- 
sión provisional  de  Francisco  Anastasio, 
Manuel  de  León  y  Fermina  López;  por  fal- 
ta de  mérito  para  que  continuara  deteni- 
da, fué  puesta  en  libertad  Encarnación  Ló- 
pez. 

Los  expertos  dieron  al  gallo  de  raza  Mi- 
norka el  valor  de  cinco  quetzales;  los  de- 
más animales  y  la  carne  encontrados  fue- 
ron valuados  en  doce  quetzales  y  centavos 
de  quetzal. 

Elevada  a  plenario  la  causa  se  tomó  con- 
fesión con  cargos  a  Manuel  de  León  Ga- 
briel, Francisco  Anastacio  Cajas  y  Fermi- 
na López  Quijivix  y  se  les  formuló  el  de 
robo,  con  el  cual  no  se  conformaron. 

Indagado  Julián  Boj  dijo  no  haber  to- 
mado participación  en  el  hecho  y  negó  ha- 
berle vendido  gallinas  a  Fermina  López. 
Estando  en  plenario  la  causa,  se  le  tomó 
confesión  con  cargos  y  no  se  conformó  con 
el  de  robo  que  se  le  hizo. 

Examinado  Mariano  A.  Porres,  dijo:  que 
le  consta  que  Aurelio  María  Ordóñez  ha 
tenido  crianza  de  gallinas  y  pavos;  y  que 
está  en  posibilidades  económicas  para  te- 
nerlas; sabe  por  el  dicho  del  señor  Ordó- 
ñez, que  le  robaron  veintiuna  gallinas,  dos 
gallos  y  tres  pavos;  calcula  que  éste  ten- 
dría unos  veinticinco  animales  más  o  me- 
nos. 

Gonzalo  Gálvez  A.,  reconoció  como  su- 
ya la  firma  del  documento  de  fecha  vein- 
ticinco de  Octubre  del  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro,  en  el  que  consta  que 
por  diez  quetzales  vendió  un  gallo  y  dos  ga- 
llinas de  raza  Minorka  a  Juan  Pablo  Mal- 
donado.  También  Carlos  Cajas  reconoció 
el  documento  del  folio  treinta  y  dos,  ex- 
tendido a  favor  del  señor  Maldonado  res- 
pecto a  la  venta  de  un  gallo  y  trece  pollas 
de  raza  Minorka  que  le  vendió  en  treinta 
y  un  quetzales. 

Consta  en  el  informe  que  emitió  el  Se- 
cretario del  Juzgado  Primero  de  Primera 
Instancia,  que  Francisco  Anastasio  Cajas 
fué  condenado  a  sufrir  la  pena  de  seis  me- 
ses de  arresto  mayor  en  sentencia  de  fe- 
cha siete  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  por  el  delito  de  hurto  de 
varios  objetos  de  propiedad  de  Macario 
Arango,  confirmada  por  la  Sala  jurisdic- 
cional el  diez  y  nueve  de  Junio  del  mismo 
año. 
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El  dictamen  de  los  expertos  respecto  a 
las  huellas  de  pies  encontradas  en  casa  de 
Maldonado,  no  dió  ningún  resultado  a  la 
investigación. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: primero,  que  Francisco  Anastasio  Ca- 
jas y  Manuel  de  León  Gabriel  son  autores 
de  doble  delito  de  robo,  por  lo  que  les  im- 
pone a  cada  uno  la  pena  inconmutable  de 
tres  años  de  prisión  correccional  por  ca- 
da infracción,  o  sean  seis  años  aumentán- 
dose en  una  tercera  parte  las  penas  co- 
rrespondientes al  primero  de  dichos  reos 
por  la  circunstancia  agravante  de  ser  re- 
incidente en  delitos  de  la  misma  especie; 
les  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena; y  hace  las  demás  declaraciones  per- 
tinentes, que  Fermina  López  es  responsa- 
ble como  encubridora  del  delito  de  robo, 
por  lo  que  le  impone  la  pena  de  un  año 
de  prisión  correccional,  inconmutable,  por 
cada  uno  de  los  hechos  pesquisados  y  ter- 
cero, absuelve  a  Julián  Boj  Soch  del  car- 
go que  por  el  delito  de  robo  se  le  formu- 
ló, por  falta  de  prueba.  Los  reos  que  fue- 
ron condenados  y  su  defensor,  interpusie- 
ron apelación;  y  tramitada  la  segunda  ins- 
tancia, el  Procurador  Oficial  pidió  la  ab- 
solución de  aquellos;  el  Procurador  Espe- 
cifico pidió  la  confirmatoria  de  la  absolu- 
ción decretada  a  favor  de  Julián  Boj;  el 
acusador  y  el  Fiscal  solicitaron  que  se  con- 
firmara el  fallo  de  prima  instancia.  La  Sa- 
la lo  confirmó  con  la  modificación  del  au- 
mento en  una  tercera  parte  de  la  pena 
por  apreciar  la  circunstancia  agravante  de 
nocturnidad. 

Francisco  Anastacio  Cajas,  Fermina  Ló- 
pez y  Manuel  de  León  Gabriel,  con  auxilio 
del  Licenciado  Juan  de  Dios  Castillo,  inter- 
pusieron el  recurso  de  casación  contra  las 
sentencias  de  primera  y  de  segunda  ins- 
tancia, citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos 23  inciso  12,  24,  32  en  sus  tres  in- 
cisos, 33,  67,  68  y  88  Código  Penal  vigen- 
te; 384  Código  Penal  antiguo;  568,  587,  589, 
595,  596,  597  y  732  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y  227  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial.  Se  señaló  para  la  vista  la 
audiencia  del  once  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado  y  habiendo  tenido  lugar, 
es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  pena  que  corresponde  a  cada  una 
de  las  infracciones  cometidas  debe  tener 
como  base  el  avalúo  de  las  aves  de  corral; 
y  aunque  dicha  diligencia  se  practicó,  no 
fué  posble  individualizar  con  precisión  las 


aves  que  correspondían  a  cada  uno  de  los 
perdidosos;  por  lo  que  la  Sala  al  confir- 
mar las  penas  impuestas  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia  de  tres  años  de  prisión 
correccional  por  cada  infracción  y  no  apli- 
car la  de  dos  años  por  cada  hecho,  señala- 
da en  el  Código  Penal  vigente  y  que,  des- 
de luego,  es  más  favorable  a  casos  como  el 
presente,  infringió  el  articulo  68  del  Có- 
digo Penal,  citado  en  el  recurso,-  pues  las 
penas  impuestas  no  corresponden  según  la 
ley  a  los  hechos  justiciables;  siendo  proce- 
dente casar  y  anular  el  fallo  recurrido,  pe- 
ro sólo  en  lo  que  se  refiere  a  los  reos  Fran- 
cisco Anastasio  Cajas,  Manuel  de  León  Ga- 
briel y  Fermina  López,  y  dictar  la  senten- 
cia que  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  reos  al  penetrar  a  las  casa  de 
los  señores  Maldonado  y  Ordóñez,  lo  hi- 
cieron por  medio  de  escalamiento,  según 
consta  en  las  inspecciones  oculares  res- 
pectivas; que  tamibién  consta  que  de  los 
gallineros  de  dichos  señores  desaparecie- 
ron varias  aves  de  corral  que  la  policía  en- 
contró en  casa  de  Francisco  Anastasio  Ca- 
jas y  Fermina  López,  en  las  condiciones 
descritas  anteriormente;  que  en  ese  lugar 
estaba  Manuel  de  León  Gabriel,  quien  no 
dió  explicación  satisfactoria  de  su  perma- 
nencia allí;  y,  por  último,  que  Fermina 
López  afirmó  haber  comprado  esos  ani- 
males, pero  no  lo  probó.  De  todo  lo  ante- 
rior se  llega  a  la  conclusión  que  la  exis- 
tencia del  doble  robo  y  la  culpabilidad  de 
los  procesados  están  plenamente  probados. 
Artículos  566,  568,  571,  587,  589,  595,  596. 
597,  607  y  613  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO : 

Que  por  las  circunstancias  peculiares  del 
caso,  no  fué  posible  determinar  la  cuan- 
tía de  lo  robado  a  los  señores  Maldonado 
y  Ordóñez,  pues  en  parte  aparecieron  con- 
fundidas las  aves  de  uno  y  otro;  por  lo  que 
procede  hacer  aplicación  de  la  pena  de  dos 
años  de  prisión  correccional  a  Francisco 
Anastacio  Cajas  y  Manuel  de  León  Gabriel 
por  cada  infracción,  aumentada  cada  pe- 
na en  una  tercera  parte  en  lo  que  se  refie- 
re a  aquél  por  ser  reincidente;  que  en  cuan- 
to a  Fermina  López,  de  lo  actuado  en  el  pro- 
ceso, se  desprende  que  su  participación  no 
pudo  ser  otra  sino  la  de  encubridora;  por 
lo  «"jue  le  corresponde  la  tercera  parte  de 
la  pena  señalada  a  los  autores  o  sea  la  de 
ocho  meses  de  arresto  mayor  por  cada  he- 
cho. Artículo  4o..  398  Código  Penal.  22  in- 
ciso 16  y  72  Código  Penal  (1889). 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  apli- 
cación de  las  leyes  citadas  y  con  apoyo 
en  lo  dispuesto  en  los  artículos  11,  27  in- 
cisos lo.  y  3o.  29  inciso  lo.,  31  inciso  lo., 
33,  44,  58,  77,  82,  93,  94,  95  Código  Penal 
(1889)  ;  686,  687,  729,  732,  733,  735,  736  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  CASA  Y 
ANULA  el  fallo  recurrido  y  resolviendo  so- 
bre lo  principal,  declara:  lo.,  que  Francis- 
co Anastasio  Cajas  y  Manuel  de  León  Ga- 
briel son  autores  de  doble  robo;  por  lo  que 
los  condena  a  sufrir  dos  años  de  prisión 
correccional  por  cada  una  de  las  infrac- 
ciones, aumentada  cada  una  de  las  penas 
en  una  tercera  parte,  en  lo  que  se  refiere 
al  primero  de  los  nombrados;  por  la  cir- 
cunstancia agravante  que  se  consideró;  los 
suspende  en  el  goce  de  sus  derechos  polí- 
ticos durante  el  tiempo  de  la  condena;  2o., 
que  Fermina  López  es  encubridora  de  do- 
ble robo  por  lo  que  le  impone  la  pena  de 
ocho  meses  de  arresto  mayor  por  cada  in- 
fracción y  que  cumplirá  en  la  cárcel  de- 
partamental de  mujeres  de  Quezaltenan- 
go;  3o.,  a  todos  los  condena  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito;  des  abona  la  prisión  sufrida  desde 
el  auto  de  prisión;  los  exonera  del  pago 
del  papel  emplado  en  la  causa;  y,  por  úl- 
timo, las  penas  impuestas  a  todos  tienen 
el  carácter  de  inconmutablas.  Notifíque- 
se  y  como  corresponde,  devuélvanse  los  an- 
tecdentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solia.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Manuel  de  Jesús  Casti- 
llo, por  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  El  que  accidentalmente  tie- 
ne el  uso  de  una  cosa  mueble  de  ajena 
pertenencia,  se  la  apropia  y  la  vende  en 
perjuicio  del  dueño  de  la  misma,  estan- 
do obligada  a  devolverla,  comete  el  de- 
lito de  estafa. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 


Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  nueve  de  Octubre  del 
año  próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Prime- 
ra de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la  causa 
instruida  contra  Manuel  de  Jesús  Casti- 
llo, por  el  delito  de  estafa. 

El  veintiuno  de  Marzo  del  citado  año  el 
Secretario  de  la  Policía  Nacional  de  la  An- 
tigua Guatemala,  Fáctor  Méndez  L.,  puso 
a  disposición  del  Juez  de  Paz  de  ese  lugar 
al  citado  Castillo  porque  Ventura  Betan- 
court  lo  acusaba  de  hurto  de  un  anillo  que 
aquel  vendió  en  diez  quetzales  en  la  Joye- 
ría dí  Antonio  Ordóñez  y  este  señor  a  su 
vez  lo  vendió  a  Juilio  Coronado. 

Ventura  Betancourt  Santa  Cruz,  dijo: 
que  el  catorce  de  diciembre  (1935),  fué 
detenido  en  la  Comisaria  de  la  Policia  Na- 
cional y  encontrándose  sentado  en  un 
banco  que  hay  en  el  cuerpo  de  guardia, 
llegó  un  agente  diciéndole  que  le  contara 
lo  que  le  pasaba,  que  talvez  lo  podría  ayu- 
dar; dicho  policial  se  fijó  en  un  anillo  que 
lievaba  el  deponente  en  la  mano  y  le  dijo 
que  se  lo  permitiera;  por  lo  que  se  lo  dió; 
aquél  se  lo  puso  diciéndole  que  qué  bien  le 
venía;  después  el  agente  se  fué  a  bañar 
llevándose  el  anillo;  como  a  los  veinta  mi- 
nutos, que  lo  volvió  a  ver,  se  lo  pidió  pero 
le  contestó  que  se  le  había  ido  dentro  del 
desagüe  cuando  se  estaba  bañando  y  que 
aunque  había  procurado  sacarlo  no  lo  lo- 
gró; salió  libre  el  deponente  y  ya  no  vol- 
vió a  ver  al  agente.  Después  averiguó  que 
éste  se  llamaba  Manuel  de  Jesús  Castillo 
y  el  veinte  de  marzo  le  reclamó  el  anillo 
pero  le  repitió  lo  mismo  que  le  había  di- 
cho anteriormente;  en  vista  de  lo  que  acu- 
dió a  la  autoridad  quien  lo  mandó  cap- 
turar. 

Antonio  Ordóñez  Berdúo,  dijo  que  en  el 
mes  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cinco,  Castillo  le  vendió  una  marque- 
sa de  oro  con  chispas  de  diamante,  en  la 
suma  de  diez  quetzales,  la  que  inmediata- 
mente vendió  a  Julio  Coronado  en  vein- 
tiséis quetzales. 

Indagado  Manuel  de  Jesús  Castillo  Ji- 
ménez contestó  a  las  preguntas  asi:  que 
el  dieciseis  de  diciembre  mencionado, 
Ventura  Betancourt  le  dió  prestado  un 
anillo  que  poseía;  explica  que  estando  de- 
tenido dicho  señor  le  pidió  que  le  fuera  a 
comprar  medio  botella  de  aguardiente  y 
al  regresar,  vió  que  tenía  un  anillo  en  el 
dedo  y  el  indgaado  le  dijo:  "que  bonito  era 
su  anillo";  entonces  Betancourt  le  respon- 
dió que  se  lo  había  obsequiado  un  amigo 
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y  que  si  lo  deseaba  que  se  lo  obsequiaría; 
en  ese  instante  se  lo  quitó  del  dedo  y  se  lo 
entregó;  que  no  era  ciertoi  que  como  a  los 
veinte  minutos  de  haberle  entregado  el 
anillo  aquél  le  reclamara  su  devolución, 
sino  que  fué  ese  reclamo  hasta  el  mes  en 
que  se  inició  el  proceso;  que  como  vein- 
te días  después  de  tener  el  anillo  lo»  ven- 
dió en  diez  quetzales  en  vista  de  que  ya 
no  se  lo  habían  reclamado,  por  lo  cual 
creyó  que  se  lo  habían  dejado  en  propie- 
dad; cuando  Betancourt  le  reclamó  el  ani- 
llo le  contestó  que  se  le  había  caído  al  la- 
do de  la  pila  o  baño;  tuvo  vergüenza  de 
decirle  que  lo  había  vendido. 

Por  el  delito  de  hurto  se  decretó  la  pri- 
sión provisional  de  Manuel  de  Jesús  Cas- 
tillo Jiménez.  El  anillo  fué  valuado  en 
treinta  quetzales. 

El  Juez  se  inhibió  de  seguir  conociendo 
en  el  asunto  y  lo  pasó  a  la  Comandancia 
de  Armas  de  Sacatepéquez. 

Al  elevarse  a  plenario  el  proceso  se  le 
formuló  al  procesado  cargo  por  el  delito 
de  hurto  con  el  cual  no  se  conformó. 

El  Comandante  de  Armas  del  citado  de- 
partamento, con  la  asesoría  respectiva, 
dictó  sentencia  absolviendo  al  procesado 
del  cargo  que  se  le  formuló,  y,  ejecutando 
provisionalmente  el  fallo,  lo  mandó  poner 
en  libertad  bajo  caución  promisoria. 

En  virtud  de  apelación  que  interpuso  la 
parte  acusadora,  previos  los  trámites  lega- 
les, la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, revocó  la  sentencia  apelada  y  de- 
clara: que  Manuel  de  Jesús  Jiménez  es  au- 
tor del  delito  de  estafa;  por  lo  que  impo- 
ne la  pena  de  un  año  de  arresto  mayor 
que,  con  abono  del  tiempo  padecido,  cum- 
plirá en  la  cárcel  departamental;  y  hace 
las  demás  declaraciones  pertinentes. 

El  reo  con  auxilio  del  abogado  Tobías 
Medina,  interpuso  recurso  de  casación, 
contra  el  fallo  de  segunda  instancia,  de- 
nunciando como  infringidos  los  artículos 
siguientes:  186,  187,  189,  424  y  150  Código 
Militar;  418,  419,  423  y  426  del  Código  Pe- 
nal. Se  sañaló  para  la  vista  la  audiencia 
del  quince  de  diciembre  próximo  pasado 
y  habiendo  tenido  lugar,  es  el  caso  de  re- 
solver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  reo  Manuel  de  Jesús  Castillo  Ji- 
ménez recibió  prestada  la  alhaja  de  que 
se  ha  hecho  referencia  y  dispuso  de  ella, 
vendiéndola  en  diez  quetzales  a  J.  Anto- 
nio Ordóñez  Berdúo,  no  obstante  estar 
obligado  a  devolverla  a  su  legítimo  dueño; 
ese  hecho  constituye  el  delito  de  estafa, 


como  lo  apreció  la  Sala  sentenciadora, 
siendo  la  pena  impuesta  la  que  correspon- 
de; por  lo  que  no  pudieron  ser  infringidos 
los  artículos  423  y  426  Código  Penal. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  Sala  no  fundó  su  fallo  en  leyes 
militares  sino  en  los  Códigos  Penal  Común 
y  de  Procedimientos  Penales;  por  otra 
parte  el  recurrente  al  citar  los  artículos 
del  Código  Militar  no  lo  hace  de  modo  pre- 
ciso, pues  no  dice  si  la  cita  corresponde  a 
la  primera  o  segunda  parte  de  ese  cuerpo 
de  leyes;  también  hay  vaguedad  en  la  ci- 
ta que  hace  de  los  artículos  418  y  419  del 
Código  Penal,  pues  constan  de  varios  in- 
cisos y  no  se  dice  cuál  de  ellos  estima  in- 
fringido; por  tales  razones  no  es  posible 
examinar  esas  disposiciones  ni  los  artícu- 
los del  Código  Militar. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 
690  Código  de  Procedimientos  Penales  y 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to e  impone  al  recurrente,  quience  días  de 
arresto  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  cada  día.  Notifíquese 
y  como  corresponde,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  Tribunal  de  su  origen. 

Rtif.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
—  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Marcelina  Rosil  de  Duque, 
por  encubrimiento  en  el  delito  de  parri- 
cidio. 

DOCTRINA:  Cuando  en  ejercicio  legítimo 
de  un  derecho  se  ejecutan  actos  que 
impiden  el  descubrimiento  de  un  delito, 
no  se  incurre  en  responsabilidad  como 
encubridor,  aunque  tales  actos  puedan 
aprovechar  a  personas  extrañas. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  seis  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recuso  de  casación  y  con  sus 
antecendetes,  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  Quinta  de  Apelaciones,  el  veintitrés 
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de  Juilio  del  año  pasado  (1936),  en  la  cau- 
sa instruida  contra  Marcelina  Rosil  de  Du- 
que, declarando:  que  confirma  la  pro- 
nunciada por  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Jutiapa  el  veintidós  de  Junio  del 
mismo  año,  con  la  reforma  de  que  la  en- 
juiciada es  encubridora,  y  no  cómplice,  en 
el  delito  de  parricidio,  de  que  más  adelan- 
te se  hará  relación,  por  lo  cual  le  impone 
la  pena  de  cinco  años  de  prisión  correccio- 
nal, o  sea  la  tercera  parte  de  la  de  quin- 
ce años  a  que  se  equipara  la  de  muerte 
asignada  a  los  autores  del  delito  mencio- 
nado; le  permite  conmutar  las  dos  terce- 
ras partes  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios;  y  deja  abierto  el  procedi- 
miento contra  Salvador  Duarte. 

Con  motivo  de  haberse  dado  muerte  a 
Francisco  Duarte,  a  consecuencia  de  ocho 
lesiones  causadas  con  arma  cortante  y  tres 
con  arma  de  fuego,  el  cuatro  de  enero  de 
mil  novecientos  treintidos,  se  inició  la  co- 
rrespondiente averiguación,  siguiéndose  la 
causa  por  todos  sus  trámites  hasta  su  ter- 
minación por  sentencia  ejecutoria  dictada 
por  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones  el  seis 
de  Octubre  del  mismo  año  (1932),  en  la 
que,  confirmándose  la  del  Juez  de  la.  Ins- 
tancia, se  condenó  a  Virgilio  Rosil  Espino 
y  Fernando  Duarte  Rosil  a  sufrir  la  pe- 
na de  muerte,  habiéndose  ejecutado  el  fa- 
llo en  cuanto  al  primero  de  éstos,  en  vir- 
tud de  haberse  desestimado  el  recurso  de 
casación  interpuesto  y  denegado  el  de  gra- 
cia que  en  su  oportunidad  fué  solicitado. 
En  la  sentencia  de  primera  instancia,  que 
como  se  ha  dicho,  fué  confirmada  por  la 
Sala,  se  dejó  abierto  el  procedimiento  con- 
tra Salvador  Duarte,  como  coautor  del  de- 
lito y  contra  Marcelina  Rosil  como  encu- 
bridora. 

La  sindicación  que  se  hace  a  la  señora 
Rosil  consiste  en  lo  siguiente: 

Al  practicarse  por  el  Juez  de  Paz  de  San- 
ta Catarina  Mita  un  reconocimiento  del 
cadáver  y  del  lugar  del  suceso,  se  hizo 
constar  que  aquél  fué  encontrado  en  la 
orilla  derecha  del  camino  de  dicho  pue- 
blo para  el  de  Asunción  Mita;  y  que  éste 
era '  completamente  agreste  quedando  a 
tres  cuadras  de  distancia  poco  más  o  me- 
nos las  casas  más  próximas,  pertenecien- 
tes a  Mercelina  Rosil,  Fernando  Duarte  y 
la  del  occiso. 

Algún  tiempo  después,  de  orden  del  Juez 
de  la.  Instancia,  el  de  Paz  de  Santa  Ca- 
tarina practicó  un  nuevo  reconocimiento 
en  la  casa  de  Mercelina  Rosil,  haciendo 
constar:  que  en  la  pared  de  un  cuarto  pe- 


queño aparecían  como  a  vara  y  media  de 
altura  tres  agujeros  de  forma  circular  co- 
mo producidos  por  arma  de  fuego;  en  la 
sala  se  encontraron  dos  partes  repelladas 
en  la  pared  y  otro  en  el  piso,  observándo- 
se que  eran  recientemente  hechos. 

Mercelina  Rosil  en  diversas  declaracio- 
nes dijo:  que  se  encontraba  en  su  casa 
de  habitación  situada  en  el  Llano  de  San 
Vicente  cuando  oyó,  como  a  las  ocho  y  me- 
dia de  la  noche  del  domingo  tres  de  ene- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y  dos,  dos 
disparos  de  arma  de  fuego  en  dirección  del 
Cerro  de  San  Vicente;  ignoraba  quienes 
hubieran  ultimado  a  su  sobriho  Pancho 
porque  nunca  supo  que  tuviera  enemigos, 
ni  a  quiénes  haya  visitado  ese  día;  que  el 
hecho  no  tuvo  lugar  en  su  casa  de  habita- 
ción; no  es  cierto  que  ella  haya  aconse- 
jado a  la  niñita  Hortensia,  hija  del  falle- 
cido que  dijera  que  su  padre  no  había  lle- 
gado a  su  casa,  y  menos  que  con  ese  mis- 
mo fin  le  haya  regalado  unos  juguetes;  y 
que  Salvador  Duarte  no  llegó  a  su  casa  ese 
día. 

María  Hortensia  Duarte,  de  ocho  años, 
declaró  lo  que  le  constaba  acerca  de  la 
muerte  de  su  padre  Francisco  Duarte,  acu- 
sando como  autores  a  los  hermanos  de  és- 
te Fernando  Duarte  y  Virgilio  Rosil,  agre- 
gando que  antes  no  había  declarado  por 
temor  de  que  sus  tíos  le  hicieran  daño, 
pues  la  aconsejaron  para  que  no  declara- 
ra nada;  que  su  tía  Marcelina  le  regaló 
una  muñeca  de  china  con  el  mismo  fin 
de  que  no  dijera  nada,  pues  su  padre  es- 
tuvo en  la  casa  de  ésta  horas  antes  de  su 
muerte,  y  que  después  de  haberlo  matado 
lo  fueron  a  botar  al  camino.  Efectiva- 
mente esta  niñita,  en  su  primera  declara- 
ción, tomada  el  día  que  se  inició  el  pro- 
ceso, había  dicho  que  no  sabía  si  su  papá 
tenía  enemigos  y  quiénes  lo  hubieran  ma- 
tado. 

En  virtud  de  cierta  denuncia  que  ante 
el  Juez  de  Paz  de  Santa  Catarina  Mita  y 
dos  testigos  hizo  doña  Carmen  Rosil  v.  de 
Duarte,  madre  del  occiso  y  de  los  sindica- 
dos autores,  el  de  Primera  Instancia  se 
constituyó  en  su  casa  de  habitación  con  el 
objeto  de  tomarle  declaración  en  toda  for- 
ma y  manifestó:  que  cuando  sus  hijos 
Fernando  y  Virgilio  ayudados  por  otro  des- 
conocido que  cree  era  Salvador  Duarte,  se 
llevaban  el  cadáver  de  Francisco  envuelto 
en  un  cuero  de  res  a  botarlo  al  camino, 
ella  les  dijo  que  iría  a  cuidar  a  este  últi- 
mo a  donde  lo  llevaran;  pero  Marcelina 
Rosil  lai  agarró  con  fuerza  de  las  manos  y 
le  decía:  "qué  vas  hacer,  no  seas  boba"; 
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que  la  principal  culpable  de  este  crimen 
es  Marcelina  Rosil,  pues  ésta  comenzó  a 
alegarse  con  Francisco  y  azuzaba  a  Fer- 
nando y  Virgilio,  para  que  lo  mataran,  di- 
ciéndole  "que  la  vaca  que  les  habla  mata- 
do debía  tener  hueso",  como  amenazándo- 
lo. Enrique  Recinos,  Comandante  de  la 
Rural,  que  fué  el  primero  a  quien  la  niña 
Hortensia  le  hizo  la  denuncia  relativa  a  los 
delincuentes,  manifestó:  que  en  la  casa  de 
Marcelina  Rosil  encontró  un  pedazo  de  ca- 
misa de  hombre  empapado  en  sangre  y 
que  un  trozo  de  madera  que  estaba  en  la 
misma  casa  también  presentaba  manchas 
de  sangre. 

Examinada  Orbelina  Duarte  manifestó: 
que  le  habla  mandado  unos  juguetes  a  su 
sobrina  Hortensia  Duarte  con  su  padre 
Francisco.  Después  dijo  que  cuando  su 
hermano  Francisco  llegó  a  verla,  le  pidió 
unos  jueguetes  de  su  nacimiento  para  su 
hija,  pero  no  podía  precisar  cuáles  se  lle- 
vó porque  él  los  había  tomado. 

Después  de  haber  sido  pasado  por  las 
armas  Virgilio  Rosil,  en  cumplimiento  de 
las  sentencias  recaídas  en  la  causa  respec- 
tiva, se  presentó  al  Juzgado  de  la.  Instan- 
cia de  Jutiapa,  Angel  Martínez  como  apo- 
derado de  Mercelina  Rosil,  aconpañando 
las  partidas  del  Registro  Civil  con  las  que 
se  justifica  que  Basilia  Duque  es  su  hija  y 
esposa  de  Fernando  Duarte  y  por  consi- 
guiente este  último  además  de  ser  su  so- 
brino es  su  hijo  político.  Fundado  en  ese 
parentesco  pidió  que  estando  exenta  su  re  - 
presentada  de  responsabilidad  cerno  encu- 
bridora del  delito,  no  había  derecho  para 
detenerla,  por  lo  que  pedía  se  retiraran  las 
órdenes  de  captura  que  se  habían  librado 
contra  ella.  El  Juez  denegó  la  solicitud 
mientras  no  se  oyera  a  la  encausada,  y  la 
Sala  jurisdiccional  confirmó  la  providen- 
cia, fundada  en  que  a  la  señora  Rosil  no 
se  le  juzgaba  como  encubridora  sino  como 
cómplice  en  el  delito. 

Capturada  Mercelina  Rosil  fué  debida- 
mente interrogada  y  negó  toda  partici- 
pación en  el  delito,  asegurando:  que  el 
motivo  por  el  cual  repelló  parte  de  la  pa- 
red de  su  casa,  fué  porque  hacía  como 
ocho  días  antes  había  hecho  un  poco  de 
lodo  para  unas  hornillas  y  no  había  te- 
nido tiempo  sino  hasta  ese  día;  que  el  mo- 
tivo por  el  cual  andaba  huyendo  era  por 
la  calumnia  que  le  hicieron  acerca  de  la 
muerte  de  Francisco.  Se  le  motivó  la  pri- 
sión por  complicidad  en  el  delito  de  ase- 
sinato: y  por  el  mismo  hecho  se  le  tomó 
confesión  con  cargos  con  el  cual  no  se 


conformó;  y  llenados  los  demás  trámites 
del  plenario  se  dictó  sentencia  por  el  Juez 
condenándola  a  sufrir  la  pena  de  quince 
años  de  prisión  correccional,  juzgando  la 
actitud  de  la  procesada,  como  la  de  aque- 
llos que  fuerzan  o  inducen  a  la  comisión  de 
los  delitos,  es  decir  como  autora  del  deli- 
to de  asesinato.  Apelada  la  sentencia,  la 
Sala  la  modificó,  calificando  la  delin- 
cuencia de  la  procesada,  como  encubrido- 
ra del  mencionado  delito,  por  lo  que  le  im- 
puso la  pena  de  cinco  años,  en  la  forma 
expresada  al  principio  de  este  fallo. 

En  segunda  instancia  el  Procurador  ale- 
gó que  el  encubrimiento  no  le  podía  ser 
imputable  a  la  señora  Rosil  por  su  pa- 
rentesco con  los  autores  del  delito.  En 
cambio,  el  Fiscal  manifestó  que  no  estaba 
de  acuerdo  con  la  opinión  del  Procurador, 
por  que  la  confusión  que  existía  en  el  Ar- 
tículo 33  del  Código  Penal,  declarando  que 
estaban  exentos  de  responsabilidad  "los 
encubridores  cuando  lo  fueran  de  sus  cón- 
yuges, o  de  sus  parientes  por  consanguini- 
dad o  afinidad  en  toda  la  línea  recta,  y  en 
la  colateral  hasta  el  segundo  grado  inclusi- 
ve", quedó  aclarado  en  el  Decreto  1790,  con- 
forme el  cual  el  parentesco  de  la  señora 
Rosil  con  los  enjuiciados,  que  son  sus  so- 
brinos, está  fuera  de  la  excepción  legal 
aludida.  Sin  embargo — dice — surge  un 
problema,  y  es  que,  si  la  enjuiciada  no  es- 
tá exenta  de  responsabilidad  por  encubri- 
miento respecto  de  Virgilio  Rosil  (ya  fu- 
silado) y  Salvador  Duarte  (fugo),  si  lo 
está  por  lo  que  hace  a  Fernando  Duarte 
(condenado)  poraue  éste  no  sólo  es  su  so- 
brino, sino  también  su  yerno  o  hijo  políti- 
co, parentesco  que  sí  está  comprendido  en 
la  excepción  ya  indicada.  Su  conclusión 
es  que  por  estar  plenamente  probado  el 
encubrimiento,  y  no  estar  la  señora  Rosil 
exenta  respecto  a  las  personas  en  que  la 
ley  no  le  concede  el  privilegio,  se  le  con- 
dene por  tal  hecho,  ya  que  así  queda  ar- 
monisada  la  ley  con  la  justicia,  lo  que  no 
quiere  decir  que  se  dé  des  personalidades 
a  la  procesada,  porque  ella  muy  bien  pu- 
do haber  dicho,  que  su  yerno  no  había 
tomado  participación  en  el  crimen. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia, la  reo  con  auxilio  del  abogado  Fran- 
cisco Javier  Ramos  Orozco  introdujo  el  re- 
curso de  casación,  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  lo.,  11.  32  inciso  2o. 
con  relación  al  33  del  Código  Penal;  568. 
269.  270.  573.  575.  576.  580  inciso  lo..  581. 
inciso  8o„  582.  586  inciso  2o..  589.  595.  596. 
597.  601  y  730  del  Código  de  Procedimien- 
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tos  Penales;  IX,  XV  incisos  lo.,  3o.  y  4o. 
y  XXXIV  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial; 32  Decreto  419  (Código  Penal  dero- 
gado). 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  grado  de  participación  que  tuvo 
doña  Marcelina  Rosil  de  Duque,  en  la  co- 
misión del  delito  cometido  por  sus  sobri- 
nos Fernando  Duarte  y  Virgilio  Rosil, 
dando  muerte  a  su  sobrino  también  Fran- 
cisco Duarte;  se  encuentra  determinada 
y  firme  como  encubridora,  pues  acerca  de 
tal  participación  están  de  acuerdo  tanto 
la  sentencia  dictada  en  el  procedimiento 
seguido  en  cuanto  aquellos  dos  primeros, 
como  la  pronunciada  en  segunda  instan- 
cia en  la  ampliación  del  proceso,  ha- 
ciéndose la  declaración  de  que  ha  sido 
como  tal  encubridora  y  no  como  cómplice, 
apreciación  con  la  cual  estuvieron  con- 
formes también  no  solo  el  representante  y 
defensor  de  la  reo,  sino  el  Fiscal  y  el  Pro- 
curador de  la  Sala  de  Apelaciones. 

Bajo  este  concepto,  falta  por  establecer 
si,  siendo  la  enjuiciada,  pariente  en  tercer 
grado  de  consanguinidad  y  primero  de 
afinidad  con  uno  de  los  procesados  (Fer- 
nando Duarte  que  está  condenado  a  muer- 
te), en  el  mismo  tercer  grado  de  consan- 
guinidad con  otro  (Virgilio  Rosil  ya  fusi- 
lado); y  sin  ser  pariente  con  un  tercero, 
contra  quien  permanece  abierto  el  pro- 
cedimiento por  no  haberse  obtenido  su 
captura,  se  encuentra  comprendida  den- 
tro de  las  excepciones  consignadas  en  la 
ley,  para  impedir  su  punición. 

Desde  luego  se  ve  que  siendo  el  vínculo 
de  la  sangre  y,  como  consecuencia,  los 
afectos  y  estrechas  relaciones  que  de  él 
resultan,  los  motivos  que  el  legislador  ha 
tenido  en  cuenta  para  exonerar  a  los  pa- 
rientes consanguíneos  o  afines  de  las  pe- 
nas por  encubridores,  no  cabe  duda,  que, 
teniendo  Marcelina  Rosil  de  Duque,  el 
grado  de  parentesco  legal  con  uno  de  los 
responsables  del  delito,  debe  hacerse  apli- 
cación de  la  ley  que  impide  penarla,  sin 
que  sea  motivo  legal  que  obligue  a  la  im- 
posición de  la  pena,  a  pesar  de  esa  circuns- 
tancia, el  que  haya  otros  dos  delincuentes, 
uno  de  ellos  su  pariente  en  tercer  grado  y 
el  otro  sin  parentesco;  porque  su  situa- 
ción jurídica  es  inalterable,  y  si  está  al 


margen  de  toda  responsabilidad  por  el  pri- 
mero, tal  situación  no  puede  cambiarse 
por  la  concurrencia  de  otras  personas;  con 
éstas  y  sin  éstas,  la  enjuiciada  sigue  sien- 
do la  madre  política  de  uno  de  los  reos  y 
esto  basta,  ya  que  los  actos  ejecutados  por 
ella  y  que  constituyen  el  encubrimiento  son 
indivisibles;  sin  que  sea  atendible  la  razón 
del  Fiscal  acerca  de  que  bien  pudó  declarar 
en  contra  de  los  demás  enjuiciados  salvan- 
do a  su  hijo  político,  porque  esa  situación 
resultaría  contraria  a  la  verdad  de  las  co- 
sas, faltaría  a  la  seriedad  de  los  actos  judi- 
ciales; por  su  posición  dual  carecería  de 
mérito  en  sus  declaraciones  y  sobre  todo,  no 
son  las  declaraciones  las  que  forman  o  dan 
lugar  al  encubrimiento  sino  los  actos  eje- 
cutados para  impedir  el  descubrimiento 
del  delito,  por  lo  que  no  debe  imponerse 
como  obligación  en  la  señora  Rosil,  lo  que 
para  ella  ha  sido  el  ejercicio  legítimo  de 
un  derecho. 

Aceptado,  pues,  que  la  señora  Rosil,  co- 
mo pariente  en  primer  grado  de  afinidad 
con  Fernando  Duarte,  ya  condenado,  es- 
tá exenta  de  pena  como  encubridora  del 
delito  resultante  de  la  muerte  de  su  so- 
brino Francisco  Duarte,  cometido  ,por 
aquél  en  unión  de  otras  personas,  así  de- 
bió declararse;  y  habiéndose  hecho  lo 
contrario  en  la  sentencia  que  se  examina, 
fué  infringido  el  artículo  32  del  Código 
Penal  del  89,  en  relación  con  el  33  del 
nuevo  Código  Penal,  por  lo  que  la  casa- 
ción es  procedente,  debiendo  dictarse  el 
fallo,  de  acuerdo  con  la  ley  que  se  con- 
sidera infringida. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  676  inciso  lo.,  686,  687, 
731,  735,  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, 32  y  33  del  Código  Penal  y  81  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  CA- 
SA Y  ANULA  la  sentencia  recurrida,  y  re- 
solviendo sobre  lo  principal,  absuelve  a 
Marcelina  Rosil  de  Duque,  del  cargo  que 
se  le  formuló,  en  virtud  de  estar  exenta 
de  responsabilidad  criminal  por  el  grado 
de  parentesco  que  le  une  con  el  acusado 
Fernando  Duarte.  Notifíquese,  líbrese  la 
orden  de  libertad  de  la  enjuiciada,  y  con 
certificación  de  esta  sentencia,  devuélva- 
se la  causa  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ord&ñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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Al  margen  se  lee:  El  señor  Magistrado 
Hernández  Polanco  votó  en  contra  y  ra- 
zonará su  voto.  —  Rubricado. 

VOTO  RAZONADO  DEL  SEÑOR  MAGIS- 
TRADO LICENCIADO  DON  ALFONSO 
HERNANDEZ  POLANCO. 

Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

En  la  sentencia  absolutoria  que  se  dictó 
en  la  causa  seguida  contra.  Marcelina  Ro- 
sil  de  Duque  a  quien  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  habla  condenado 
por  encubrimiento  en  el  delito  de  parrici- 
dio, tuve  la  pena  de  no  estar  de  acuer- 
do con  la  opinión  sustentada  por  la  ma- 
yoría, en  la  aplicación  del  artículo  32  del 
Código  Penal  de  1889,  que  contiene  la  mis- 
ma doctrina  que  el  33  del  Código  Penal 
Vigente,  porque  los  actos  ejecutados  por 
dicha  persona,  para  que  el  parricidio  no 
fuera  descubierto,  desde  luego,  compren- 
dían no  sólo  a  su  pariente  en  primer  gra- 
do de  afinidad,  Fernando  Duarte,  sino 
también  a  otros  dos  delincuentes:  Virgi- 
lio Rosil  y  Salvador  Duarte,  no  teniendo 
con  el  primero  parestesco  en  el  grado  de 
ley  y  siendo  el  segundo  completamente 
extraño. 

Que  el  encubrimiento  no  pudiera  pe- 
narse con  base  en  que  aquél  es  su  yerno, 
no  quiere  decir  que  por  ese  mismo  motivo 
no  se  penara  a  la  expresada  señora  en 
cuanto  sus  actos  favorecieron  a  los  otros 
dos  delincuentes.  Estimo  que  la  conside- 
ración que  se  hace  en  el  fallo,  relativa  a 
que  son  indivisibles  los  actos  constituti- 
vos del  encubrimiento,  no  puede  exten- 
derse al  fundamento  jurídico  de  la  excu- 
sa absolutoria;  es  decir,  que  se  admita  que 
también  ésta  es  indivisible,  porque  la  ley 
antes  citada,  distingue  entre  determina- 
dos parientes  y  personas  extrañas  para 
que  sea  aplicable  o  no  la  exención.  Lo 
punible  en  este  caso  está  no  por  lo  que  se 
refiere  al  encubrimiento  de  su  yerno  sino 
en  lo  que  se  relaciona  con  los  otros  dos 
delincuentes.  Además,  hay  que  tomar  en 
cuenta,  que  la  expresada  Rosil  también 
era  pariente  de  la  víctima  Juan  Francisco 
Duarte  Rosil. 

Esas  son  las  razones  que  tuve  para  sal- 
var mi  voto. 

Guatemala,  18  de  febrero  de  1937. 
Alfonso  Hernández  Polanco. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Victoria  Márquez  Borrayo 
de  Toledo  por  Defraudación  a  la  Hacien~ 
da  Pública  en  el  ramo  de  bebidas  alco- 
hólicas. 

DOCTRINA:  El  hecho  ¡fe  ser  el  reo  paten- 
tado para  fabricar  o  vender  alcoholes, 
bebidas  alcohólicas  o  fermentadas,  cons- 
tituye una  circunstancia  agravante  en 
los  delitos  de  defraudación  a  la  Hacien- 
da Pública  en  dichos  ramos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  seis  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  los  antecedentes  que  la  ori- 
ginaron, la  sentencia  que  más  adelante  se 
relatará,  pronunciada  en  el  proceso  se- 
guido a  Victoria  Márquez  Borrayo  de  To- 
ledo por  el  delito  de  Defraudación  a  la 
Hacienda  Pública  en  el  Ramo  de  Bebidas 
Alcohólicas. 

RESULTA: 

Que  el  nueve  de  Marzo  del  año  retro- 
próximo, el  agente  de  la  Policía  de  Ha- 
cienda, Francisco  Rivera  C.  dió  parte  al 
Comandante  de  dicha  Institución  de  que 
al  visitar  la  cantina  de  la  señora  de  Tole- 
do y  hacer  uso  deí  alcoholímetro  pudo  es- 
tablecer que  el  aguardiente  tenía  cuatro 
grados  menos  de  riqueza  alcohólica,  por 
lo  cual  procedió  a  decomisarlo  juntamen- 
te con  las  demás  cosas  que  se  enumeran 
en  la  referida  comunicación.  Fué  deneti- 
do  Julio  Toledo,  esposo  de  la  patentada;  y 
tanto  en  la  captura  de  Toledo,  como  en  el 
decomiso  practicado,  cooperaron  eficaz- 
mente el  agente  de  la  Policía  mencionada 
J.  Augusto  Villatoro  y  el  ciudadano  Fran- 
cisco Coquix.  Este  parte  fué  pasado  al 
Juez  de  Paz  de  San  Lucas  Sacatepéquez. 

Iniciada  la  correspondiente  averigua- 
ción se  procedió  al  examen  del  agente  Vi- 
llatoro y  de  Coquix,  quienes  corroboraron 
lo  que  se  deja  ya  relacionado. 

Julio  Toledo  manifestó  haber  sido  de- 
tenido, porque  al  notar  el  Comandante  de 
Hacienda  de  la  existencia  del  aguardien- 
te que  expende  al  por  menor  y  medirlo, 
encontró  que  estaba  adulterado. 

Victoria  Márquez  Borrayo  de  Toledo  ex- 
puso: que  en  su  cantina  no  adulteran  el 
aguardiente  y  lo  vende  como  lo  recibe  de 
la  Administración  de  Rentas;  que  cuando 
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ha  recibido  el  aguardiente  siempre  le  ha 
faltado  un  litro  y  hasta  litro  y  medio,  y 
al  reclamarle  a  Feliciano  Viato,  que  es  la 
persona  que  conduce  el  licor  de  la  Admi- 
nistración a  su  cantina,  le  ha  dicho  que 
así  se  lo  han  despachado;  que  al  revisar 
la  última  remisión,  que  fué  de  la  que  le 
decomisaron  licor  le  sobró  botella  y 
media,  y  por  esta  circunstancia  su- 
ponía que  Feliciano  le  hurtaba  aguar- 
diente substituyendo  éste  con  agua  pa- 
ra que  resultara  exacta  la  cantidad  re- 
mitida; que  ella  era  la  patentada;  que  Fe- 
liciano Ramos,  Manuel  Borrayo  y  Felicia- 
no Viato  se  enteraron  de  que  al  ser  medi- 
da el  aguardiente,  había  sobrado  botella 
y  media,  y  este  hecho  no  lo  denunció  a 
las  autoridades,  por  que  creyó  que  ese  so- 
brante se  le  remitía  para  completar  la 
cantidad  que  con  anterioridad  le  habla 
faltado. 

Feliciano  Viato  Toe  declaró  ser  cierto 
que  llevaba  el  aguardiente,  pero  negó,  que 
al  medirlo  hubiera  sobrado  hotella  y  me- 
dia y  haberle  echado  agua. 

Manuel  Borrayo  Paniagua  dijo:  que  en 
un  día  que  no  podía  precisar,  entre  las 
diez  y  ocho  y  las  diez  y  nueve  horas,  y  es- 
tando en  la  casa  de  la  señora  de  Toledo, 
vió  llegar  a  un  mozo  que  llevaba  un  barril 
de  aguardiente,  y  al  proceder  a  medirlo 
sobró  botella  y  media,  y  el  referido  mozo 
manifestó  que  ésto  se  debía  a  que  él  había 
reclamado,  por  que  las  anteriores  remisio- 
nes no  le  habían  sido  despachadas  caba- 
les. 

Los  expertos  Jorge  Sinibaldi  y  Marcos 
Juárez,  manifestaron  haber  tenido  a  la 
vista  un  garrafón  conteniendo  seis  litros 
de  aguardiente  con  una  riqueza  alcohólica 
de  cuarenta  y  seis  grados,  por  veinte,  y 
una  garrafa  con  dos  litros  del  mismo  licor, 
de  igual  riqueza  que  el  mencionado  ante- 
riormente; y  todo  lo  cual  fué  valorado  en 
cuatro  quetzales  veinticinco  centavos  de 
la  misma  moneda;  y  los  envases  se  justi- 
preciaron en  la  suma  de  un  quetzal  cua- 
renta centavos,  cantidades  que  reunidas 
dan  el  total  de  cinco  quetzales  y  sesenta 
y  nueve  centavos  de  quetzal. 

En  el  plenario,  y  a  solicitud  del  defen- 
sor de  la  enjuiciada,  fué  abierto  a  prueba 
el  proceso  por  quince  días,  y  durante  este 
término  la  señora  de  Toledo  propuso  el 
examen  de  José  Luis  Ixmatul,  Alberto 
Dieguez  y  Francisco  Bran;  y  además,  ges- 
tionó en  el  sentido  de  que  se  pidiera  in- 
forme al  Administrador  de  Rentas  a  efecto 
de  que  manifestase  si  los  patentados  para 


vender  aguardiente,  al  por  menor,  estaban 
autorizados  para  mantener  pesalicores  en 
sus  establecimientos.  Con  posterioridad, 
el  defensor  propuso  en  substitución  del 
señor  Diéguez  a  Marcelo  Callejas.  Los 
testigos  Callejas  Larios  y  Bran  González 
declararon  haber  visto  a  Feliciano  Viato, 
en  el  barranco  San  Lucas  sacando  aguar- 
diente de  un  barril  y  llenando  unas  bote- 
llas. El  primero,  dijo  que  Jo  relacionado 
había  sucedido  el  cinco  de  Marzo  (1936) 
a  las  diez  y  ocho  horas,  poco  más  o  menos, 
y  que  Viato,  después  de  sacar  el  licor,  lo 
substituyó  con  agua  que  corre  por  el  men- 
cionado lugar;  y  que  Adrián  González  le 
refirió  que  dicho  sujeto  vende  aguardiente 
a  algunos  mozos  de  San  Lucas;  y  el  se- 
gundo, expuso:  que  no  recordaba  el  día  de 
lo  acaecido,  pero  que  fué  a  las  diez  y  seis 
horas,  poco  más  o  menos,  Ixmatul  declaró 
solamente  haber  visto  a  Feliciano  Viato 
en  el  lugar  que  se  deja  ya  indicado,  y  en 
la  fecha  a  que  se  refiere  la  señora  de  To- 
ledo en  su  memorial  de  veintiocho  de  Abril 
(1936).  También  fué  examinado  Feliciano 
Ramos  y  expuso:  que  el  cinco  de  Marzo 
(1936),  como  a  las  seis  y  media  horas,  que 
estaba  en  la  cantina  de  la  señora  Márquez 
de  Toledo  comprando  unos  cigarrillos  lle- 
gó "Feliciano  Liberato"  con  un  barril  de 
aguardiente  para  doña  Victoria,  y  cuando 
median  ese  licor  sobró  botella  y  media, 
poco  más  o  menos  ,  y  el  tonel  tenía  en  me- 
dio el  sello  correspondiente;  en  aquel  mo- 
mento estuvo  también  presente  Manuel 
Borrayo,  quien  vestía  un  traje  aplomado 
y  llevaba  cachucha. 

Para  mejor  fallar  se  mandaron  ampliar 
las  declaraciones  de  Feliciano  Viato,  Vic- 
toria Márquez  Borrayo  de  Toledo  y  Ma- 
nuel Borrayo  Paniagua  el  primero  dijo: 
que  cuando  llevó  el  aguardiente,  vestía  ca  - 
miseta blanca,  pantalón  de  lona  azul,  saco 
de  dril  aplomado  y  tenía  un  sombrero  de 
petate  blanco,  y  tanto  este  como  el  saco 
estaban  ya  usados,  además  llevaba  un 
brin;  y  que  ese  dia  ninguna  persona  esta- 
ba en  la  cantina  de  doña  Victoria.  La  se- 
ñora de  Toledo  enumera  las  mismas  pren- 
das que  mencionó  Viato  con  excepción  del 
saco  de  dril,  y  dijo  que  Borrayo  usaba  en- 
tonces, camisa  azul,  pantalón  blanco  de 
dril,  sombrero  de  petate  blanco  y  zapatos; 
y  Ramos  llevaba  camisa  azul,  saco  y  pan- 
talón café,  calzado,  y  un  sombrero  blanco 
algo  sucio;  y  que  Feliciano  Ramos  y  Ma- 
nuel Borrayo  estaban  en  su  cantina. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Sacatepéquez  puso  fin  a  la  cau- 
sa condenando  a  Victoria  Márquez  Borra- 
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yo  de  Toledo,  como  autora  del  delito  de 
defraudación  a  la  Hacienda  Pública  en  el 
Ramo  de  Bebidas  Alcohólicas,  a  purgar 
nueve  meses  de  erresto  mayor,  seis,  que  es 
la  sanción  asignada  al  hecho  delictuoso, 
y  tres  más,  por  la  circunstancia  agravante 
de  que  la  procesada  tiene  patente,  con 
abono  de  la  prisión  sufrida;  se  le  exonera 
de  reponer  el  papel  empleado  en  la  causa, 
queda  afecta  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito;  obli- 
gada a  reintegrar  los  gastos  que  ocasione 
su  prisión;  se  decreta  el  comiso  del  cuer- 
po del  delito;  le  permite  a  la  reo  conmu- 
tar la  pena  a  razón  de  un  quetzal  diario; 
y  finalmente  le  impone  la  multa  de  dos- 
cientos quetzales,  o  en  su  caso,  extingui- 
rá en  la  cárcel  un  día  por  cada  dos  quet- 
zales. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
alegó  que  la  patentada  con  los  testimonios 
de  Manuel  Borrayo,  Marcelo  Callejas, 
Francisco  Bran  González  y  Feliciano  Ra- 
mos había  comprobado  que  el  propio  em- 
pleado de  los  depósitos  de  San  Lucas,  hi- 
zo la  mistificación  del  agua  y  del  liquido 
embriagante,  con  el  objeto  de  ocultar  la 
extracción  que  había  consumado  del  últi- 
mo y  para  que  no  se  notara  la  merma;  y 
en  consecuencia  la  enjuiciada  no  es  res- 
ponsable de  ese  hecho  delictuoso. 

El  señor  Fiscal  pidió  la  confirmatoria 
del  fallo  por  estar  probada  la  preexisten- 
cia del  delito  y  la  culpabilidad  de  la  pro- 
cesada. 

La  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  doce  de  Agosto  del  año  retropróximo, 
confirmó  la  sentencia  apelada.  Considera 
dicha  Sala:  a)  que  con  la  aprehensión  del 
aguardiente,  y  lo  declarado  por  los  agen- 
tes del  Resguardo  de  Hacienda,  se  probó 
plenamente  la  responsabilidad  criminal  de 
Victoria  Márquez  Borrayo  de  Toledo;  y  bi 
que  la  pena  impuesta  está  arreglada  a  la 
ley. 

La  reo,  con  auxilio  del  Abogado  Juan 
José  Pellecer,  interpuso  contra  este  último 
pronunciamiento,  el  recurso  extraordina- 
rio de  casación,  denunciando  la  infrac- 
ción de  los  artículos  80  del  Decreto  núme- 
ro 1602,  IX  del  Decreto  1862;  259,  573,  574 
y  729  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 11,  67,  68,  69  y  81  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  preexistencia  del  acto  punible  se 
encuentra  establecida  con  el  hecho  de  ha- 
berse probado  que  er  aguardiente  incauta- 


do a  la  procesada  había  sido  adulterado 
rebajándole  su  riqueza  alcohólica  en  más 
de  la  tolerancia  que  la  ley  determina. 

Que  la  culpabilidad  de  la  enjuiciada  se 
probó  con  los  testimonios  del  agente  de  la 
Policía  de  Hacienda,  F'rancisco  Rivera  C. 
y  el  ciudadano  Francisco  Coquix  V.  Estas 
declaraciones  no  fueron  enervadas  con  la 
prueba  de  descargo.  En  efecto,  de  las  per- 
sonas propuestas  para  probar  que  el  con- 
ductor del  aguardiente,  Feliciano  Viato 
Toe  lo  había  adulterado,  solamente  Mar- 
celo Callejas  Larios  declaró  en  este  senti- 
do. Los  testigos  Manuel  Borrayo  Panla- 
gua y  Feliciano  Ramos,  si  bien  es  verdad, 
que  aseguran  que  sobró  botella  y  media  de 
licor  cuando  este  fué  medido  en  la  canti- 
na de  doña  Victoria,  también  lo  es,  que 
Borrayo  Paniagua  no  pudo  precisar  el  día 
en  que  acaeció  lo  que  relata,  ni  conoce  al 
mozo  que  llevaba  el  tonel  que  contenía  el 
aguardiente,  por  lo  tanto  su  declaración 
carece  de  los  requisitos  señalados  por  los 
incisos  primero  y  cuarto  del  artículo  573 
del  Código  de  Procedimientos  Penales.  La 
deposición  de  Ramos  es  adversa  a  los  pro- 
pósitos de  la  defensa,  ya  que  esta  trataba 
de  establecer  con  los  testimonios  de  dicho 
sujeto  y  de  Manuel  Borrayo  que  el  tonel 
que  conducía  Feliciano  Viato  no  llevaba  el 
marchamo  o  sello  que  se  coloca  en  el  de- 
pósito a  todos  los  barriles  de  aguardiente 
que  los  patentados  expenden;  y  el  men- 
cionado testigo  dijo  ignorar  lo  que  es  un 
marchamo  y  que  el  barril  tenía  colocado 
en  la  parte  media  un  papel  sellado.  Con 
respecto  a  este  último  punto  de  la  defen- 
sa no  fué  examinado  Borrayo.  De  todo  lo 
expuesto  se  infiere  que  no  han  sido  in- 
fringidos los  artículos  259,  573,  574  y  729 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  y 
11  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO : 

Que  a  la  procesada  incumbía  establecer 
que  el  alcoholímetro  usado  en  el  caso  sub- 
judice.  no  llevaba  el  certificado  de  control 
correspondiente;  pues  es  un  precepto  con- 
signado en  el  Cuerpo  de  Leyes  que  acaba 
de  citarse,  que  el  que  afirma  está  obligado 
a  probar;  y  en  ese  concepto  tampoco  fué 
violado  el  artículo  80  del  Decreto  Guber- 
nativo número  1602. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  IX  del  Decreto  Guber- 
nativo número  1862,  carece  de  aplicación 
en  el  presente  caso,  toda  vez  que  dada  la 
Índole  del  recurso  de  casación,  solo  cuan- 
do se  tratara  de  un  quebrantamiento  de 
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forma  de  los  señalados  en  la  ley  que  regu- 
la el  referido  recurso,  procedería  aplicar 
la  sanción  establecida  en  dicha  disposi- 
ción legal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  al  confirmar 
el  fallo  pronunciado  por  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Sacatepéquez. 
tomó  en  consideración  que  la  pena  im- 
puesta es  la  que  corresponde,  pues  el  jus- 
tiprecio del  aguardiente  decomisado  pasa 
de  un  quetzal;  y  que  dicha  pena  debe  ser 
aumentada  en  un  tercio,  por  que  la  reo  es 
patentada;  y  por  consiguiente  no  fueron 
violados  los  artículos  67,  68,  69  y  81  del 
Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
676,  677  y  690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  declara  improcedente  el  re- 
curso de  que  se  ha  hecho  mérito  e  impone 
a  la  recurrente,  la  pena  adicional  de  quin- 
ce días  de  arresto,  conmutable  en  su  to- 
talidad, a  razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal diarios.  Notifíquese,  y  con  certifica- 
ción de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante 
cedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Jo3é  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Tomás  Juárez  Quijivix,  por 
el  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  Cuando  el  abuso  de  confian- 
za es  acidental,  de  manera  que  aun 
prescindiendo  del  mismo,  el  delito  pu- 
diera haberse  cometido,  debe  estimarse 
aquella  circunstancia  como  agravante  y 
no  como  inherente  a  la  infracción. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  veintisiete  de  Octu- 
bre del  año  próximo  pasado,  dictó  la  Sa- 
la Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el 
proceso  seguido  contra  Tomás  Juárez  Qui- 
jivix por  el  delito  de  hurto. 


El  doce  de  Julio  del  citado  año  el  Secre- 
tario de  la  Comisaría  de  la  Policía  Nacio- 
nal de  Quezaltenango,  de  orden  del  Comi- 
sario, puso  en  conocimiento  del  Juez  Ter- 
cero de  Paz  de  ese  lugar,  que  Ovidio  Alva - 
rez  Piedrasanta  dió  parte  que  el  día  ante- 
rior le  hurtaron  de  su  barbería  un  par  de 
calzado,  dos  navajas  de  barba,  dos  máqui- 
nas de  pelar,  unas  tijeras  y  dos  quetzales 
en  efectivo.  Dijo  que  en  su  establecimien- 
to dejó  a  un  individuo  de  apellido  Gonzá- 
lez mientras  él  fué  hacer  un  mandado  y 
al  regresar  ya  no  lo  encontró. 

El  Juez  instructor  se  constituyó  en  el 
lugar  de  autos  e  hizo  constar  que  encon- 
tró un  aparador  pequeño  sin  llave  faltan- 
do los  útiles  de  barbería  que  en  el  acta  se 
enumeran  así  como  un  par  de  zapatos  de 
hombre  y  dos  quetzales  que  estaban  en 
una  gaveta.  Fué  examinado  Ovidio  Alva- 
rez  Piedrasanta,  quien  dijo  que  el  día  sá- 
bado como  a  las  doce  horas  fué  a  la  tien- 
da a  comprar  un  paquete  de  cigarros,  ha- 
biendo dejado  en  su  barbería,  que  está  si- 
tuada en  la  calle  de  Morazán,  a  un  indi- 
viduo de  nombre  Tomás  de  quien  ignora 
el  apellido  y  que  al  regresar  ya  no  lo  en- 
contró, notando  que  le  hacían  falta  los 
objetos  siguientes:  dos  máquinas  de  pelar 
números  "Cero"  y  "Uno",  dos  pares  de  ti- 
jeras, dos  navajas,  un  par  de  zapatos  y 
dos  quetzales  en  efectivo;  calcula  que  los 
objetos  tengan  un  valor  de  nueve  quet- 
zales. 

Tomás  Juárez  Quijivix  al  ser  indagado 
declaró:  que  se  hurtó  del  lugar  donde  se 
encontraban  en  la  barbería,  los  objetos  si- 
guientes: un  par  de  calzado,  una  navaja 
de  barba,  una  máquina  de  pelar  y  un  par 
de  tijeras  y  los  vendió  a  un  comerciante 
desconocido,  que  encontró  en  el  camino 
de  la  Ciénaga,  por  la  suma  de  setenticinco 
centavos  de  quetzal;  los  zapatos  le  queda- 
ron al  otro  compañero  de  nombre  Sebas- 
tián que  también  estuvo  en  la  barbería, 
pero  cuyo  apelido  ignora;  con  el  valor  de 
lo  que  vendió  se  fueron  a  tomar  tragos  a 
las  cantinas.  En  declaración  anterior  ha- 
bía manifestado  que  el  hurto  lo  cometió 
únicamente  el  sujeto  de  nombre  Sebas- 
tián; también  dijo  que  había  cumplido 
antes  condena  de  seis  meses  por  hurto,  y 
que  el  señor  Alvarez  lo  dejó  cuidando  la 
barbería  mientras  fué  al  mercado.  Fran- 
cisco López  declaró  que  por  tener  Ovidio 
Alvarez  Piedrasanta  una  barbería  y  llegar 
a  ella,  se  ha  dado  cuenta  que  mantiene 
máquinas  para  pelar,  navajas,  tijeras  con 
los  cuales  arregla  a  todos  los  que  llegan 
allí. 
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El  experto  Leonardo  Samayoa  dió  a  to- 
dos los  objetos  el  valor  de  seis  quetzales. 

Se  elevó  a  plenario  el  proceso  y  se  for- 
muló a  Tomás  Juárez  Quijivix  cargo  por  el 
delito  de  hurto,  conformándose  únicamen- 
te en  lo  que  se  refiere  al  hurto  de  un  par 
de  calzado,  una  máquina  de  pelar,  una  na- 
vaja de  barba  y  un  par  de  tijeras. 

El  Secretario  del  Juzgado  Segundo  de 
Primera  Instancia  informó:  que  en  ese 
Juzgado  se  siguió  proceso  contra  Tomás 
Juárez  Quijivix  por  estafa  y  hurto,  ha- 
biendo sido  sentenciado  el  treinta  de  mar- 
zo de  mil  novecientos  treinta  y  cinco  a  su- 
frir las  penas  de  seis  meses  de  arresto  ma- 
yor rebajados  en  una  tercera  parte;  sen- 
tencia que  fué  aprobada  por  la  Sala  juris- 
diccional el  cinco  de  abril  del  citado  año. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: que  Tomás  Quivijix  es  autor  del  delito 
de  hurto,  por  lo  que  lo  condena  a  la  pena 
de  un  año  de  prisión  correccional  incon- 
mutable, que  con  abono  de  la  sufrida  des- 
de el  auto  de  bien  preso,  cumplirá  en  la  Pe- 
nitenciaría Central;  lo  obliga  a  la  reposi- 
ción del  papel  empleado  en  la  causa  al  se- 
llo de  ley;  lo  deja  afecto  a  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  del  delito,  sus- 
pendiéndolo en  el  goce  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena. 
Contra  ese  pronunciamiento  el  defensor 
interpuso  apelación;  y  tramitada  la  se- 
gunda instancia  el  Procurador  pidió  que  se 
revocara  el  fallo  y  el  Fiscal  la  confirmato- 
ria con  la  modificación  de  que  por  mili- 
tar las  agravantes  de  reincidencia  y  abuso 
de  confianza  se  aumentara  la  pena  en 
una  tercera  parte.  La  Sala  confirmó  la 
sentencia  con  la  reforma  pedida  por  el 
Fiscal. 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  Juan  de 
Dios  Castillo,  interpuso  el  recurso  de  casa- 
ción por  violación  de  ley  expresa,  contra 
las  sentencias  de  primera  y  segunda  ins- 
tancia, citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos 259,  568.  609  inciso  lo.  y  732  Código 
de  Procedimientos  Penales;  23  inciso  5o., 
24  y  68  Código  Penal.  Se  señaló  para  la 
vista  la  audiencia  del  veintiuno  de  di- 
ciembre próximo  pasado  y  habiendo  teni- 
do lugar,  es  el  caso  de  resolver.  El  recu- 
rrente alegó,  entre  otras  cosas,  que  en  el 
fallo  se  hacen  apreciaciones  que  sólo  pue- 
den estar  fundamentadas  en  el  orden  mo- 
ral; la  Sala  juzgó  como  tribunal  de  con- 
ciencia y  no  de  derecho;  sólo  un  testigo 
declaró  sobre  la  propiedad  y  preexistencia 
de  los  objetos  cuerpo  del  delito;  que  el  re- 


conocimiento del  lugar  de  la  infracción 
no  dió  ningún  provecho  y,  además,  esa  di- 
ligencia no  reúne  los  requisitos  legales;  la 
pesquisa  es  deficiente;  la  confesión  no 
tiene  los  requisitos  esenciales  para  apre- 
ciarla como  prueba  en  el  juicio,  como  lo 
es  el  que  se  refiere  a  la  existencia  del  de- 
lito; moralmente  puede  esa  prueba  deter- 
minarlo culpable  pero  no  jurídicamente. 
Además  alega  que  se  aprecia  una  agra- 
vante que  no  existe,  como  lo  es  el  abuso 
de  confianza,  la  que  caso  de  existir  es  in- 
herente al  delito. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  declaración  que  dió  el  reo  al  ser 
indagado  y  que  ratificó  al  hacerle  cargos 
en  el  plenario,  tiene  todos  los  caracteres 
de  confesión,  pues  admite  el  delito;  y  aun- 
que se  alega  que  la  preexistencia  de  éste 
no  llegó  a  establecerse,  tal  alegación  no  es 
fundada  si  se  toma  en  cuenta  que  la  sin- 
dicación que  hizo  el  acusador  contra  el 
reo  fué  confirmada  por  la  inspección  ocu- 
lar practicada  por  el  Juez  instructor  de 
las  primeras  diligencias  en  la  que  aparece 
que  en  la  barbería  faltaban  los  instru- 
mentos para  el  servicio  de  la  misma;  y, 
además  existían  antecedentes  penales  con- 
tra Juárez  Quijivix,  quien  fué  condenado 
con  anterioridad  por  delitos  contra  la  pro- 
piedad. Esos  hechos  no  dejan  duda  acerca 
de  la  existencia  del  delito.  El  reo  al  decla- 
rar, pues,  dijo  la  verdad;  y,  siendo  así,  no 
podía  legalmente  absolvérsele;  por  lo  que 
la  Sala  al  confirmar  el  fallo  condenatorio 
no  pudo  infringir  los  artículos  259,  568, 
609  inciso  lo.  y  732  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  presente  caso  existió  abuso 
de  confianza  de  parte  del  reo  ya  que  éste 
al  cometer  el  delito  se  aprovechó  de  la 
ocasión  de  haberse  quedado  cuidando  el 
establecimiento;  que  tal  circunstancia  no 
puede  tomarse  como  inherente  del  delito, 
como  se  alega,  sino  como  agravante,  pues 
sin  ella  también  pudo  cometerse;  por  lo 
que  produce  el  efecto  de  aumentar  la  pe- 
na y,  en  consecuencia,  no  fueron  infringi- 
dos los  artículos  24  y  68  Código  Penal;  en 
cuanto  al  artículo  23  inciso  5o.  del  Códi- 
go citado,  se  refiere  a  la  agravante  de  la 
premeditación  conocida  que  no  ha  sido 
aplicada  por  los  Tribunales  de  Instancia, 
por  lo  que  su  cita  es  improcedente. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicaión  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y  690  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales  y  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara 
improcedente  el  recurso  interpuesto  e  im- 
pone al  recurrente,  un  mes  de  arresto  con- 
mutable a  razón  de  veinticinco  centavos 
de  quetzal  por  cada  día.  Notifíquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Santiago  Alvarez  o  San- 
tiago Mansilla  Cañizales  por  homicidio, 
lesiones  y  uso  público  de  nombre  su- 
puesto. 

DOCTRINA:  Si  no  se  establece  que  fueron 
causadas  en  riña  confusa  y  tumultuaria 
las  lesiones  que  ocasionaron  la  muerte 
de  los  ofendidos,  a  su  autor  se  impon- 
drá la  pena  señalada  por  la  ley  a  cada 
uno  de  los  hechos  delictuosos  perpetra- 
dos, sin  que  la  duración  de  dichas  san- 
ciones pueda  exceder  del  límite  deter- 
minado por  el  artículo  83  del  Código 
Penal  del  año  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  nueve. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, veintisiete  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  pronunciada  en 
el  proceso  seguido  contra  Santiago  Alva- 
rez o  Santiago  Mansilla  Cañizales,  por  los 
delitos  de  homicidio  perpetrado  en  las 
personas  de  Mateo  Guzmán,  Isidro  Cañi- 
zales y  Narciso  Ortiz,  por  las  lesiones  infe- 
ridas a  Leonardo  Ortiz  y  Manuel  Hernán- 
dez y  por  uso  público  de  nombre  supuesto. 

RESULTA: 

Que  Valentín  Godoy,  Alcalde  auxiliar  de 
la  Aldea  "El  Tempisque",  a  las  nueve  ho- 
ras del  cinco  de  Abril  de  mil  novecientos 
diez  y  nueve,  dió  parte  al  Juez  Municipal 


de  Pueblo  Nuevo  Viñas  de  que  a  las  diez 
y  nueve  horas,  poco  más  o  menos,  del  día 
anterior  (4  de  Septiembre  1919)  cuando 
llegó  a  su  morada,  encontró  ahí  a  Mateo 
Guzmán,  Comisionado  Militar  de  aquella 
aldea  y  al  Teniente  Pablo  Herrera  y  tenían 
detenido  a  Santiago  Alvarez  con  el  fin  de 
'-nviarlo  para  que  prestara  su  servicio  mi- 
litar; que  Cecilio  Alvarez,  hermano  de 
Santiago,  suplicaba  a  Guzmán  que  dejara 
libre  a  su  hermano  Santiago,  prometién- 
dole que  le  procuraría  conseguir  una  per- 
sona que  relevara  a  Alvarez;  pero  el  Co- 
misionado se  negó  a  ello,  y  le  dijo  a  Ceci- 
lio que  le  ayudara  a  conducir  al  pueblo  a 
su  hermano;  Cecilio  accedió  a  lo  manifes- 
tado por  Guzmán  y  entonces  le  entrega- 
ron el  puñal  que  le  habían  quitado  a  San- 
tiago; emprendieron  la  marcha,  pero  al 
poco  rato,  Cecilio  le  dió  el  arma  a  Santia- 
go, quien  agredió  al  Comisionado  causán- 
dole varias  lesiones  y  ambos  huyeron  en- 
seguida; y  por  haber  ocurrido  el  hecho 
en  un  lugar  lejano  de  la  aldea  en  donde 
no  hay  viviendas  ninguna  otra  persona  lo 
presenció. 

El  Comisionado  Militar  Mateo  Guzmán 
declaró  en  substancia  lo  mismo  que  el  Al- 
calde auxiliar,  Valentín  Godoy,  agregan- 
do que  Godoy  trató  de  defenderlo,  pero 
entonces  Cecilio  Alvarez  desenvainó  su 
machete  y  atacó  al  mencionado  Alvarez;  y 
que  acerca  de  lo  expuesto  podían  decla- 
rar Lázaro  Navas  y  Godoy. 

El  Teniente  Pablo  Herrera  y  Juan  Navas 
Gallo  declararon  haber  cooperado  a  la 
captura  de  Santiago  Alvarez,  agregando 
el  segundo,  que  en  los  momentos  de  con- 
ducir a  Alvarez  a  casa  del  Comisionado,  el 
Alcalde  señor  Godoy  lo  envió  a  llamar  a 
Eustaquio  Ardón  a  "Plan  Grande",  dis- 
tante una  milla,  y  cuando  regresó  ya  en- 
contró herido  al  Comisionado  Militar,  y 
Godoy  le  dijo  que  Santiago  Alvarez  era 
el  autor  de  ese  hecho  delictuoso. 

Según  consta  en  el  informe  emitido  por 
el  empírico  en  Cirujía  Rodrigo  Garay,  Ma- 
teo Guzmán  recibió  cuatro  lesiones  sobre 
el  cráneo,  una  en  la  "vértrebra  espiral", 
otra  sobre  el  antebrazo  derecho  y  una  so- 
bre el  pulmón  izquierdo,  de  estas  lesiones 
las  del  cráneo  y  del  antebrazo  interesaron 
los  huesos  correspondientes  a  dichas  re- 
giones. 

Fueron  agregados  a  los  autos:  un  te- 
grama  dirigido  por  el  Juez  menor  de  Pue- 
blo Nuevo  Viñas  al  Juez  de  la.  Instancia 
del  Departamento  de  Santa  Rosa  por  me- 
dio del  cual  le  comunica  el  fallecimiento 
del  herido  Mateo  Guzmán;  copia  certifi- 
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cada  de  la  partida  de  defunción  donde 
consta  que  Mateo  Guzmán  falleció  a  con- 
secuencia de  lesiones,  a  las  cinco  horas  del 
quince  de  Septiembre  de  ese  mismo  año 
(1919)  y  era  casado  con  Martina  Blan- 
co; certificación  expedida  por  el  Encarga- 
do del  Registro  Civil  de  Barberena  en  que 
consta  que  el  seis  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres,  a  las  doce  horas, 
nació  en  "La  Estancia',  Santiago  de  Je- 
sús, hijo  legitimo  de  Mercedes  Alvarez. 

Clotilde  González,  Alcalde  auxiliar  inte- 
rino de  la  aldea  San  José  Tablón,  el  doce 
de  Febrero  de  mil  novecientos  veintitrés, 
remitió  al  Alcalde  Municipal  de  Villa  Ca- 
nales a  los  heridos  Narciso  y  Leonardo  Or- 
tiz  y  Manuel  Hernández,  y  el  cadáver  de 
isidro  Cañizales.  Narciso  Ortiz  ya  no  pudo 
declarar  a  causa  del  estado  de  gravedad 
en  que  estaba.  Leonardo  Ortiz  y  Manuel 
Hernández  expusieron:  que  encontrándo- 
se en  la  casa  de  Petrona  viuda  de  Ortiz  vie- 
ron que  reñían  en  la  calle  Santiago  e  Isi- 
dro Cañizales,  que  este  retrocediendo  lle- 
gó a  caer  a  un  sitio  de  Ramón  Rodríguez, 
y  para  evitar  que  lo  matara  su  agresor,  se 
aproximaron  sin  portar  armas;  que  en- 
tonces Santiago  agredió  a  los  declaran- 
tes y  a  Narciso  Ortiz  con  un  puñal  vizcaí- 
no, causándoles  varias  lesiones. 

El  Alcalde  auxiliar  de  San  José  Tablón 
ratificó  su  parte,  agregando  que  el  cadá- 
ver de  Isidro  Cañizales  fué  encontrado  en 
el  interior  del  sitio  de  Ramón  Rodríguez, 
en  la  mano  derecha  empuñaba  un  puñal 
vizcaíno  y  en  la  cintura  tenía  la  vaina  de 
esta  arma.  El  Juez  de  instrucción  dio  fe 
de  haber  tenido  a  la  vista  el  menciona- 
do puñal,  instrumento  que  tenía  en  el  fi- 
lo varias  mellas  recientes  y  estaba  man- 
chado de  sangre. 

Petrona  viuda  de  Ortiz  dijo:  que  esta- 
ban en  su  casa  sus  hijos  Narciso  y  Leonar- 
do Ortiz  y  su  sobrino  Manuel  Hernández, 
cuando  vieron  que  en  la  calle  reñían  do> 
individuos  de  apellido  Cañizales  y  al  en- 
terarse de  que  uno  de  los  contendores  ya 
estaba  herido,  y  con  el  fin  de  evitar  que 
su  adversario  le  diera  muerte,  se  dirigie- 
ron a  hablarle,  sin  llevar  armas,  pero  el 
agresor  en  vez  de  atenderlos,  se  volvió  con- 
tra ellos  y  les  causó  varias  lesiones.  En 
declaración  posterior  la  viuda  de  Ortiz  ex- 
puso: que  cuando  acaeció  lo  relatado  en 
su  deposición  estaba  enferma  y  no  salió 
y  su  hijo  Leonardo  le  dijo:  que  Santiago 
Cañizales  les  había  herido. 

Fué  agregada  a  los  autos  una  certifica- 
ción expedida  por  el  Registrador  Civil  de 
Amatitlán,  en  que  consta  que  Narciso  Or- 


tiz falleció  a  consecuencia  de  heridas,  el 
diez  y  siete  de  Febrero  de  mil  novecientos 
veintitrés. 

El  Cirujano  del  Hospital  de  Amatitlán 
informó  lo  que  sigue:  lo.  que  a  Isidro  Ca- 
ñizales le"  fueron  inferidas  en  el  cráneo 
cinco  lesiones  con  instrumento  cortante,  y 
de  estas,  cuatro  interesaron  la  masa  en- 
cetaiica;  y  una  sobre  el  hombro  derecno; 
y  que  Cañizales  falleció  a  consecuencia 
de  las  heridas  descritas  en  dicho  informe, 
bajo  los  números  tres,  cuatro,  cinco  y  seis, 
que  eran  necesariamente  mortales;  2o  a 
Narciso  Ortiz  le  fué  reconocida  una  lesión 
de  diez  y  ocho  centímetros  de  longitud, 
situada  en  la  región  fronto-temporal  iz- 
quierda, el  instrumento  seccionó  el  cuero 
cabelludo  y  los  huesos  frontal  y  temporal, 
interesó  las  meninges  y  la  corteza  cere- 
bral. Ortiz  falleció  a  consecuencia  de  es- 
tas lesiones  el  diez  y  siete  de  ese  mismo 
mes  (Febrero  1923);  3o.  Leonardo  Ortiz 
ingresó  al  Hospital  el  día  trece  de  Febre- 
ro de  mil  novecientos  veintitrés,  y  salió 
curado  el  veintiséis  de  Marzo  de  este  mis- 
mo año.  Le  fueron  inferidas  seis  lesiones: 
la  primera  situada  desde  la  región  fron- 
tal derecha  hasta  la  apófisis  mastoides 
del  mismo  lado;  el  instrumento  secionó  las 
partes  blandas,  la  apófisis  zigomática  y 
dividió  la  oreja  en  dos  partes  (a  conse- 
cuencia de  esta  lesión  le  quedó  cicatriz  vi- 
sible ) ;  una  herida  en  la  región  fronto-pa- 
rietal  derecha,  interesó  el  cuero  cabellu- 
do; otra,  en  el  borde  radial  del  dedo  me- 
ñique izquierdo  de  cuatro  centímetros  de 
longitud,  el  instrumento  interesó  las  par- 
tes blandas  y  dividió  la  falange  (esta  le- 
sión dejó  impedimento  en  los  movimien- 
tos del  mencionado  dedo;  una  en  la  cara 
posterior  del  antebrazo,  en  su  tercio  su- 
perior; una  en  la  cara  posterior  y  tercio 
medio  del  mismo  antebrazo;  y  otra  a  un 
centímetro  arriba  del  pliegue  interdigital 
de  los  dedos  índice  y  medio  de  la  mano 
derecha,  y  en  la  cara  dorsal;  y  4o.  Manuel 
Hernández  ingresó  al  Hospital  el  trece  de 
Febrero  de  mil  novecientos  veintitrés,  y 
salió  curado  el  dos  de  Abril  de  ese  mis- 
mo año.  Recibió  con  instrumento  cortan- 
te las  lesiones  que  a  continuación  se  ex- 
presan: una,  en  la  cara  dorsal  de  la  ma- 
o  derecha;  el  instrumento  penetrando  por 
el  espacio  interdigital  de  los  dedos  anular 
y  meñique  seccionó  las  partes  blandas,  di- 
vidiendo el  cuarto  y  quinto  metacarpiano; 
una  sobre  la  cara  dorsal  del  dedo  pulgar 
de  la  misma  mano;  el  instrumento  sec- 
cionó los  partes  blandas  de  la  región  dor- 
sal y  totalmente  la  falange,  estas  lesio- 
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nes  dejaron  impedimento  en  la  referida 
mano;  otra  en  la  región  frontal  media; 
uná  haciendo  cruz  con  la  anterior;  otro 
en  la  región  pectoral  media;  y  otra  en  la 
región  escapular  izquierda;  estas  heridas 
interesaron:  las  de  la  región  frontal,  el 
cuero  cabelludo;  la  del  pecho  solamente 
la  piel,  y  la  situada  en  la  región  escapu- 
lar, además  de  la  piel  el  tejido  celular  sub- 
cutáneo. 

Mercedes  Cañizales,  el  veintiuno  de  Fe- 
brera de  mil  novecientos  veintitrés,  se 
presentó  por  escrito  ante  el  Juez  de  la. 
Instancia  de  Amatitlán  manifestando: 
que  el  lunes  doce  del  mes  que  acaba  de 
mencionarse,  llegó  Venancio  García  a  las 
siete  horas,  en  estado  de  ebriedad,  a  su 
casa  con  el  objeto  de  invitar  a  sus  hijos 
Isidro  y  Santiago  Cañizales  para  que  fue- 
ran a  tomar  unos  tragos  al  estanco  de 
Juan  Monterroso  y  en  dicha  cantina  per- 
manecieron largo  rato  tamondo  licor  y 
después  se  encaminaron  a  la  casa  de  Pe- 
trona  Ortiz;  ahí,  continuaron  bebiendo 
aguardiente,  y  cuando  sus  mencionados 
hijos  ya  estaban  ebrios,  los  agredieron  con 
machetes,  Leonardo,  Narciso  y  Federico 
Ortiz,  Santiago  Guillén  y  Maximiliano 
García;  Isidro  se  defendió  con  un  mache- 
te que  portaba,  pero  cayó  al  recibir  cua- 
tro graves  machetazos;  que  Santiago  hu- 
yó al  ver  caer  a  su  hermano;  y  que  Ber- 
narda N.  había  presenciado  los  hechos. 

Venancio  García  dijo:  que  el  doce  de 
Febrero,  (1923)  llegó  a  El  Tablón  y  se  es- 
tuvo tomando  aguardiente  en  el  estanco 
de  Juan  Monterroso,  y  en  ese  lugar  se  en- 
contraban Santiago  y  Emiliano  Guillén; 
que  no  recordaba  a  qué  horas  se  había 
separado  de  sus  compañeros,  pues  se  que- 
dó dormido  y  despertó  a  las  siete  de  la  no- 
che, poco  más  o  menos;  que  no  conocía 
a  Mercedes  Cañizales  y  no  recordaba  ha- 
ber estado  en  casa  de  Petrona  Ortiz;  y 
que  no  estuvo  en  compañía  de  los  Cañiza- 
les ni  de  los  Ortiz 

Hercilia  Zavala  declaró:  que  el  doce  de 
Febrero  (1923)  fue  mucha  la  gente  que 
llegó  a  su  cantina  a  tomar  licor;  que  no 
conocía  a  Isidro  ni  a  Santiago  Cañizales 
ni  recordaba  haber  visto  en'  su  estanco 
a  Manuel  Hernández,  Santiago  Guillén, 
Leonardo,  Narciso  y  Federico  Ortiz., 

Don  Rodolfo  Aguirre  N.,  Comandante 
de  la  Policía  Rural  de  Oriente,  el  tres  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  puso  a  la  disposición  del  Juez  de 
Paz  de  Barberena  a  Santiago  Mansilla 
Cañizales,  sujeto  a  quien  habían  captura- 
do los  agentes  de  su  pelotón,  Tomás  J. 


Vielman  y  Manuel  Duarte  L.,  en  la  finca 
denominada  "Las  Marías",  situada  en 
aquel  Municipio,  captura  que  fué  llevada 
a  cobo  a  causa  de  sindicarse  a  Cañizales 
como  autor  del  homicidio  perpetrado  en  la 
persona  de  Mateo  Guzmán.  Agregó  el  se- 
ñor Aguirre,  que  en  el  momento  de  ser 
aprehendido  dicho  individuo  le  había  ma- 
nifestado: que  un  día  que  regresaba  a  su 
casa  encontró  ahí  a  Guzmán  con  su  mu- 
jer Martina  Bianco,  y  como  no  le  gustó 
la  presencia  de  este  lo  requirió  para  que 
se  retirara,  pero  en  vez  de  atenderlo,  le 
agredió  con  un  machete,  infiriéndole  dos 
lesiones,  una  en  los  labios  y  la  otra  en  la 
pierna  izquierda  y  por  este  motivo  se  vió 
en  la  necesidad  de  matarlo. 

Lo  expuesto  por  el  Comandante  de  la 
Policía  Rural  de  la  sección  Oriental  de  la 
República  fué  corroborado  por  los  agen- 
tes de  dicha  Institución  Tomás  J.  Vielman 
y  Manuel  Duarte  L. 

Interrogado  Santiago  Mansilla  Cañiza- 
les dijo:  que  hacía  veinticinco  años,  po- 
co más  o  menos,  que  había  dado  muerte 
a  Mateo  Guzmán,  en  la  aldea  "El  Tempis- 
que"  por  haber  encontrado  a  Guzmán  "in- 
fraganti"  con  su  esposa  Martina  Blanco, 
y  al  reclamarle  por  su  manera  de  proce- 
der, "se  le  fué  encima  al  que  habla  con 
arma  blanca  (puñal)  habiéndole  causa- 
do dos  heridas,  una  que  le  cortó  los  la- 
bios y  otra  sobre  la  tibia  de  la  pierna  iz- 
quierda', y  también  le  hirió  la  cabeza;  que 
al  verse  herido  y  a  punto  de  perecer  a 
manos  de  Guzmán,  en  defensa  de  su  per- 
sona tuvo  que  hacer  uso  de  un  pequeño 
machete  que  llevaba,  hiriendo  a  Guzmán 
en  el  "pulso"  y  cree  que  a  consecuencia 
de  eso  murió;  que  su  mujer  fué  a  refu- 
giarse a  casa  de  unos  sus  parientes,  en  un 
terreno  denominado  ''La  Palma",  de  la  ju- 
risdicción de  Chiquimulilla,  donde  falle- 
ció a  consecuencia  de  gripe,  en  el  año  de 
mil  novecientos  diez  y  ocho,  poco  más  o 
menos. 

Ante  el  Juez  de  la.  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Santa  Rosa  el  enjuiciado  ma- 
nifestó: que  no  ratificaba  su  declaración, 
por  que  si  la  prestó  en  la  forma  consig- 
nada por  el  Juez  de  Paz  de  Barberena  fué 
debido  a  que  sus  aprehensores  lo  colgaron 
y  fustigándole  le  amenazaron  con  fusilar- 
lo si  no  confesaba  ser  el  autor  de  la  muer- 
te de  Guzmán;  que  su  hermano  Bacilio 
Cañizales  fué  quien  mató  a  Mateo  Guz- 
mán, y,  Bacilio  hacía  ya  quince  años  po- 
co más  o  menos,  que  había  fallecido  en  el 
lugar  denominado  "El  Progreso"  del  Mu- 
nicipio de  Barberena;  que  ese  delito  lo  co- 
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metió  su  mencionado  hermano  en  "El 
Tempisque",  Municipio  de  Pueblo  Nuevo 
Viñas,  y  Juan  Florián  presenció  su  perpe- 
tración, habiendo  llegado  a  conocimien- 
to del  interrogado,  por  que  se  lo  refirió  su 
cifunta  espesa  Martina  Blanco;  y  que  a 
concecuencia  de  los  golpes  que  le  infirie- 
ron sus  agresores  no  le  quedó  señal  algu- 
na, y  sólo  padece  de  dolores  internos. 

Examinado  Gertrudis  Guzmán  declaró 
haberse  enterado  de  lo  sucedido  a  su  hijo 
adoptivo  y  sobrino  Mateo  Guzmán,  por  ha- 
bérselo relatado  el  mismo  Mateo;  que 
Santiago  Alvarez  se  llevó  a  Martina,  Blan- 
co, mujer  de  Guzmán,  y  después  de  ha- 
berle dado  muerte  a  éste,  vivió  maridable- 
mente con  la  Blanco;  que  el  legitimo 
nombre  del  enjuiciado  es  Santiago  Alva- 
rez, quien  es  hijo  de  Mercedes  del  mismo 
apellido. 

En  el  careo  practicado  entre  Gertrudis 
Guzmán  y  el  procesado,  este  afirmó  que 
no  conocía  a  su  careado,  y  que  el  autor  de 
la  muerte  de  Mateo  Guzmán  fué  su  her- 
mano Bacilio  Cañizales. 

Al  interrogarse  nuevamente  al  enjuicia- 
do dijo  que  es  hijo  legítimo  de  Ray mundo 
Mansilla  y  nació  el  seis  de  Agosto  del  año 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro;  que  ha- 
cia veinticinco  años,  poco  más  o  menos, 
que  había  visto  a  Mateo  Guzmán,  sujeto 
que  "conoció  por  pocos  días";  que  el  cua- 
tro de  Septiembre  de  mil  novecientos  diez 
y  nueve,  como  a  las  diez  y  nueve  horas  se 
encontraba  en  su  casa  de  habitación  situa- 
da en  la  "Libertad"  y  se  ocupaba  en  ganar 
sus  boletos  de  caminos  y  de  ornato;  y  al 
dar  respuesta  a  las  preguntas  que  le  fueron 
dirigidas  con  relación  al  hecho  delictuoso 
cometido  en  la  persona  de  Guzmán,  negó 
haberlo  perpetrado,  agregando:  "que  talvez 
su  hermano  pudo  haber  sido  el  que  le  oca- 
sionó las  heridas  al  Comisionado  Militar 
Mateo  Guzmán". 

El  procesado  fué  interrogado  acerca  de 
los  hechos  que  se  le  imputan  en  las  dili- 
gencias iniciadas  el  año  de  mil  novecien- 
tos veintitrés,  y  expuso:  que  es  hijo  legí- 
timo de  Santiago  Mansilla  y  Mercedes  Ca- 
ñizales, y  en  una  fecha  que  no  recordaba 
había  fallecido  su  hermano  Isidro;  que  es 
casado  con  Bonifacia  Chinchilla;  que 
siempre  ha  usado  el  nombre  de  Santiago 
Cañizales;  que  el  doce  de  Febrero  de  mil 
novecientos  veintitrés,  como  a  las  diez  y 
siete  horas,  se  encontraba  trabajando  en 
la  finca  del  Licenciado  don  David  Pivaral, 
denominada  "La  Libertad",  acompañado 


de  Valentín  Reyes,  Pedro  Morales  y  Edu- 
vigis  Melgarejo;  que  el  Administrador  de 
dicha  finca  era  su  padre  Raymundo  Gar- 
cía que  recordaba  de  esa  fecha,  con  exacti- 
tud, porque  en  ese  tiempo  se  acostumbra  la 
"peda",  y  precisamente  entonces,  ejecuta- 
ba dicho  trabajo;  que  su  hermano  Isidro 
Cañizales  fué  muerto  en  una  riña  que  tu- 
vo con  Narciso  Ortiz,  y  su  señora  madre 
Mercedes  Cañizales  vio  huir  a  los  matadores 
y  se  enteró  de  que  Isidro  dijo:  que  Narciso 
y  Leonardo  le  habían  herido,  y  que  él  (Isi- 
dro) les  había  pegado  a  los  Ortiz;  que  a 
su  hermano  Isidro  le  gustaba  "beber",  era 
nervioso  y  pendenciero,  y  anteriormente 
había  tenido  una  "dificultad"  con  Mateo 
Guzmán  a  quien  hirió  y  éste  había  falle- 
cido a  consecuencia  de  las  lesiones  que  le 
fueron  inferidas;  que  permaneció  en  la 
finca  que  se  deja  ya  mencionada  hasta 
que  dispuso  trasladarse  a  "Las  Marías", 
hacia  cinco  años,  y  no  estuvo  en!  otra  fin- 
ca. 

Mercedes  Mansilal  madre  de  Santiago  e 
Isidro  Cañizales  declaró:  que  a  fines  del 
mesi  de  Febrero  de  mil  novecientos  tres  se 
encontraba  en  la  aldea  San  José  Tablón 
posando  en  la  casa  de  Valeria  Jiménez  en 
compañía  de  su  hijo  Isidro,  y  a  las  dos 
horas,  poco  más  o  menos,  de  un  día  lunes, 
llegó  ebrio  Venancio  García  a  suplicarle  a 
su  hijo  Isidro  que  le  fuera  a  comprar  "una 
cuarta  de  aguardiente",  y  después  de  ha- 
berse tomado  el  licor  que  le  llevó  Isidro, 
invitó  a  este  para  seguir  "tomando",  se 
fueron  a  la  casa  de  María  Garín  donde 
había  sido  celebrada  una  fiesta,  ahí  can- 
taron, y  luego  dispusieron  continuar  su 
paseo;  que  a  las  diez  y  seis  horas  y  trein- 
ta minutos,  poco  más  o  menos,  de  ese  mis- 
mo dia,  llegó  Trinidad  N.  a  preguntarle 
que  si  no  era  su  hijo  un  muchacho  que 
estaba  herido;  que  en  el  acto  acudió  al 
lugar,  y  encontró  revolcándose  a  su  hijo, 
quien  le  refirió:  que  había  empezado  a 
pelear  con  Santiago  Guillén  y  en  defensa 
de  este  tomaron  parte  en  la  riña  Leonardo 
y  Narciso  Ortiz  y  para  defenderse  hirió  a 
Leonardo  y  mató  a  Narciso;  que  entonces 
Guillen  le  agredió  con  su  machete,  hu- 
yendo en  seguida;  que  su  hijo  Santiago  se 
encontraba  en  la  finca  "La  Libertad"  del 
Licenciado  don  David  Pivaral.  Por  último, 
la  Mansilla  repitió  las  palabras  que  ase- 
gura fueron  pronunciadas  por  su  hijo  an- 
tes de  morir,  sindicando  a  sus  agresores  co- 
mo responsables  de  las  lesiones  que  había 
recibido,  y  asumiendo  la  responsabilidad 
del  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
Narciso  Ortiz. 
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En  el  plenario  y  a  solicitud  del  procesa- 
do fueron  examinados  Valentín  Reyes, 
Pedro  Morales  y  Eduvigis  Melgarejo.  Estos 
tres  testigos  aseguraron  conocer  a  Santia- 
go Alvarez  Mansilla  Cañizales,  y  que  Cañi- 
zales el  doce  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos veintitrés,  a  las  diez  y  siete  horas  se< 
encontraba  en  la  finca  "La  Libertad"  si- 
tuada en  jurisdición  de  Barberena  y  de 
la  propiedad  del  Licenciado  don  David  Pi- 
varal;  y  que  esto  les  constaba,  a  Reyes 
por  haber  estado  trabajando  juntos,  y  a 
Morales  y  Melgarejo,  por  que  en  ese  tiem- 
po se  encontraban  podando  un  lote  de  ca- 
fetos, denominado  ''Santa  Marta"  que  co- 
rresponde a  la  mencionada  finca.  Al  ser 
repreguntados  por  el  Ministerio  Público 
expusieron:  Reyes  y  Morales  que  Canica- 
Ies  vivía  con  Bonífacia,  agregando  el  pri- 
mero que  el  apellido  de  dicha  señora  es 
Samayoa,  y  Melgarejo  dijo  que  en  ese 
tiempo  solamente  vivía  con  su  señora  ma- 
dre; que  Mercedes  Cañizales  les  habló  pa- 
ra que  se  presentaran  a  prestar  su  decla- 
ración; y  dicha  señora,  según  dijo  Mora- 
Jes  le  pagó  los  gastos  para  trasladarse  a 
esta  Capital;  acerca  de  este  particular  ma- 
nifestó Melgarejo  que  doña  Mercedes  úni- 
camente le  había  dado  para  su  alimenta- 
ción; y  en  cuanto  a  la  denominación  que 
en  la  actualidad,  se  da  a  las  horas,  mani- 
festaron: Reyes,  que  las  diez  y  siete  horas, 
corresponden  a  las  cinco  de  la  tarde,  Mo- 
rales que  a  las  seis  post-meridiano,  y  Mel- 
garejo, que  no  sabia  por  no  estar  acostum- 
brado a  usar  la  nueva  división  adoptada. 

El  Juez  4o.  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Guatemala  puso  fin  a  las  causas 
quese  dejan  ya  relacionadas,  declarando: 
lo.  que  Santiago  Alvarez  o  Santiago  Man- 
silla Cañizales  es  responsable  del  delito  de 
homicidio  cometido  en  la  persona  de  Ma- 
teo Guzmán  y  por  esta  infracción  le  im- 
pone la  pena  inconmutable  de  diez  años 
de  prisión  correccional;  2o.  que  el  mismo 
enjuiciado  es  responsable  de  los  homici- 
dios de  Isidro  Cañizales  y  Narciso  Ortiz; 
de  las  lesiones  sufridas  por  Leonardo  Or- 
tiz  y  Manuel  Hernández,  causadas  en  ri- 
ña tumultuaria  y  por  estos  delitos  le  im- 
pone la,  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional, aumentadas  en  una  tercera 
parte;  que  ambas  penas  las  extinguirá 
con  abono  de  la  prisión  sufrida;  lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena; 
lo  deja  afecto  a  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito;  y  lo  exonera 
de  la  reposición  del  papel  que  se  usó  en 
la  causa;  3o.  que  el  mismo  enjuiciado  es 


responsable  del  delito  de  uso  público  de 
nombre  supuesto,  pero  por  haber  prescri- 
to la  acción  para  perseguirlo  declara  ex- 
tinguida la  responsabilidad  correspon- 
diente a  este  delito;  y  4o.  deja  abierto  el 
procedimiento  contra  Leonardo  Ortíz  y 
Manuel  Hernández.  Por  último  se  consig- 
na en  dicha  sentencia,  que  a  esta  Supre- 
ma Corte  corresponde  la  aplicación  de  los 
Indultos. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
manifestó  su  inconformidad  con  el  fallo 
de  primer  grado,  pues  estima  que  no  exis- 
te prueba  para  dictar  sentencia  condena- 
toria contra  el  procesado. 

El  señor  Fiscal,  después  de  hacer  varias 
consideraciones  acerca  de  la  sentencia 
apelada,  concluyó  pidiendo  lo  que  sigue: 
a.)  que  al  confirmarse  dicho  fallo,  fuera 
modificado  en  el  sentido  de  infligir  pena 
al  enjuiciado  por  cada  uno  de  los  homi- 
cidios perpetrados  en  las  personas  de  Isi- 
dro Cañizales  y  Narciso  Ortíz;  b)  aue  se 
declarara  prescrita  la  acción  penal  en 
cuanto  a  las  lesiones  sufridas  ppr  Manuel 
Hernández  y  Leonardo  Ortiz;  y  c)  que  fuese, 
revocada  en  el  punto  en  que  se  declaraba 
extinguida  la  acción  penal  para  perseguir 
el  delito  de  uso  público  de  nombre  supues- 
to y  se  impusiera  al  reo  la  pena  de  un  año 
de  arresto  mayor. 

Para  mejor  fallar  la  Sala  jurisdiccional 
ordenó  que  se  pidieran  el  informe  y  los 
documentos  expresados  en  el  auto  fecha 
treinta  y  uno  de  Marzo  del  año  retro- 
próximo. En  cumplimiento  de  dicha  re- 
solución en  su  oportunidad  fueron  agre- 
gados a  la  pieza  respectiva;  un  oficio  en 
que  el  Director  de  la  Penitenciaría  Cen- 
tral manifiesta  que  remitía  la  certifica- 
ción relativa  a  la  conducta  observada  por 
Santiago  Cañizales  Mansilla,  y  en  la  cual 
consta  que  el  mencionado  recluido  no  ha 
incurrido  en  falta  desde  el  dos  de  Julio  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  que  in- 
gresó a  ese  Centro  penal  hasta  el  nueve 
de  Abril  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
fecha  en  que  fué  expedido  el  referido  do- 
cumento; un  oficio  dirigido  por  el  Juez 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de  San- 
ta Rosa,  en  donde  manifiesta  al  Secreta- 
rio de  la  mencionada  Sala,  que  personal- 
mente revisó  los  Libros  de  Nacimientos  del 
Registro  Civil  de  Barberena  correspon- 
dientes a  los  años  de  mil  novecientos  a 
mil  novecientos  cinco;  que  no  fué  posible 
encontrar  la  partida  de  nacimiento  de  Ce- 
cilio o  Isidro  Alvarez,  y  que  remitía  la  de 
Mercedes  Alvarez  expedida  por  el  cura  En- 
cargado de  la  Parroquia  de  Cuajiniquila- 


56 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


pa  y  en  la  cual  consta  haber  sido  bauti- 
zada María  Mercedes,  quien  nació  el  ocho 
de  Septiembre  del  año  de  mil  ochocientos 
setenta  y  cuatro,  hija  ilegítima  de  Fran- 
cisca Alvarez. 

La  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
resolvió:  lo.  confirmó  el  fallo  de  primera 
Instancia,  en  cuanto  condena  a  Santiago 
Alvarez  en  concepto  de  autor  de  los  ho- 
micidios de  Mateo  Guzmán,  Isidro  Alva- 
rez y  Narciso  Ortíz  y  de  las  lesiones  in- 
feridas a  Leonardo  Ortíz  y  Manuel  Her- 
nández, pero  con  la  reforma  de  que  por 
cada  uno  de  los  dos  homicidios  menciona- 
dos en  segundo  término,  le  impone  las 
penas  inconmutables  de  diez  años  de  pri- 
sión correcional,  que  por  las  lesiones  in- 
feridas a  Manuel  Hernández  y  Leonardo 
Ortiz,  le  inflige  respectivamente,  las  penas 
de  cinco  y  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal, de  las  cuales  podrá  conmutar  la  pri- 
mera, en  sus  dos  tercios,  a  razón  de  diez 
centavos  diarios,  y  por  último,  de  que  res- 
pecto de  tales  hechos  no  queda  abierto  el 
procedimiento  contra  los  mencionados  Ma- 
nuel Hernández  y  Leonardo  Ortíz;  2o.  re- 
voca la  propia  sentencia  en  cuanto  decla- 
ra prescrita  la  acción  penal  para  perse- 
guir el  delito  de  uso  público  de  nombre 
supuesto,  y  en  concepto  de  autor  del  mis- 
mo impone  a  Santiago  Alvarez,  un  año 
de  arresto  mayor  conmutable  en  su  tota- 
lidad a  razón  de  diez  centavos  diarios;  y 
3o.  en  la  inteligencia  de  que  dichas  penas 
deben  cumplirse  sucesivamente,  declara: 
que  la  acción  para  ejecutarlas  quedará  ex- 
tinguida ipso-facto  cuando  transcurra  el 
término  de  treinta  años,  prescrito  como 
límite  máximo  para  la  duración  de  todas 
ellas  por  el  artículo  83  del  Código  Penal 
de  1889.  Al  dictarse  esta  sentencia  razo- 
nó su  voto  el  señor  Magistrado  don  José 
Lorenzo  Hurtado  Peña. 

Santiago  Cañizales  con  auxilio  del  Abo- 
gado don  David  Pivaral.  interpuso  contra 
este  último  pronunciamiento,  el  recurso 
extraordinario  de  casación  denunciando 
como  infringidos  los  artículos  12,  27  inci- 
so primero,  29  inciso  primero,  105  inciso 
quinto,  110,  224,  295  y  296  del  Código  Pe- 
nal; 568,  571  y  601  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  llega  a  la  con- 
clusión de  que  Santiago  Alvarez  es  el  autor 
del  homicidio  de  Mateo  Guzmán,  tomando 
en  cuenta  los  elementos  siguientes:  el 
testimonio  de  Valentín  Godoy.  corrobora- 
do por  la  sindicación  del  ofendido;  lo  que 


expusieron  Pablo  Herrera  y  Lázaro  Na- 
vas Gallo;  y  el  cambio  de  nombre  del  pro- 
cesado y  su  ocultación;  y  que  por  otra 
parte,  ese  hecho  está  probado  con  la  es- 
pontánea confesión  que  hizo  el  propio  Al- 
varez ante  el  Juez  menor  de  Barberena,  y 
que  si  bien  es  verdad  que  se  retractó  de 
esta  confesión,  también  lo  es,  que  no  es- 
tableció los  motivos  de  su  retractación. 

Estima  el  Tribunal  de  segunda  Instan- 
cia que  el  procesado  es  también  responsa- 
ble criminalmente  de  los  homicidios  de 
Isidro  Alvarez  y  Narciso  Ortíz,  así  como  de 
las  lesiones  que  les  fueron  inferidas  a 
Leonardo  Ortíz  y  Manuel  Hernández,  he- 
chos que  están  probados  con  los  testimo- 
nios de  Ortiz  y  Hernández,  corroborados 
por  los  términos  en  que  se  halla  concebida 
la  denuncia  que  hizo  y  ratificó  a  raíz  del 
hecho  la  madre  de  Isidro  Alvarez  y  del 
enjuiciado,  con  la  ocultación  de  este,  la 
forma  en  que  se  produjo  en  sus  diversas 
indagatorias,  y  la  extremada  similitud  que 
existe  entre  las  -lesiones  inferidas  precisa- 
mente en  el  cráneo  a  sus  diversas  vícti- 
mas. Las  declaraciones  de  los  testigos  pro- 
puestos para  probar  la  coartada  les  esti- 
ma carentes  de  verosimilitud,  pues  ape- 
sar  del  largo  tiempo  transcurrido  los  tes- 
tigos recuerdan  con  precisión  una  fecha 
que  para  ellos  no  tenía  ninguna  impor- 
tancia. Que  en  cuanto  al  hecho  de  que 
Santiago  Alvarez  ha  venido  usando  públi- 
camente de  un  nombre  supuesto  desde 
que  cometió  el  homicidio  de  Mateo  Guz- 
mán, lo  estima  probado  la  Sala  con  el 
hecho  de  haber  sido  identificado  por 
Gertrudis  Guzmán,  por  la  circunstancia 
de  que  en  una  de  sus  declaraciones,  aun- 
que afirmó  haber  nacido  en  Barberena 
dijo  que  su  partida  de  nacimiento  había 
sido  inscrita  en  Cuilapa;  en  otra  indicó 
el  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
veinticuatro,  como  la  fecha  de  su  naci- 
miento, que  según  la  partida  cuya  copia 
certificada  obra  en  el  proceso,  es  la  mis- 
ma fecha,  pero  corresponde  al  año  ante- 
rior; se  mostró  sabedor  de  la  muerte  de 
su  hermano  Isidro,  los  nombres  de  la  ma- 
dre y  de  los  hijos,  esto  es,  Mercedes,  San- 
tiago y  el  susodicho  Isidro,  coinciden  los 
dos  primeros,  con  los  que  aparecen  en  las 
partidas  relacionadas,  y  los  otros  dos.  con 
los  que  se  mencionan  en  las  diligencias  que 
íe  instruyeron  con  motivo  de  la  muerte 
de  Mateo  Guzmán;  y  además,  el  reo  dijo 
haber  estado  casado  con  Martina  Blanco, 
que  en  la  correspondiente  partida  de  de- 
función aparece  como  esposa  del  inter- 
fecto. Y  que  tal  evidencia  no  fué  destruí- 
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da  con  la  presentación  de  otras  partidas 
en  que  las  mencionadas  personas  apare- 
cieran con  derecho  a  usar  los  apellidos 
que  se  atribuyeron  durante  la  tramitación 
del  proceso. 

Que  de  todo  lo  expuesto  se  viene  en 
conocimiento  de  que  el  Tribunal  senten- 
ciador al  derivar  de  los  hechos  probados 
cada  uno  de  los  indicios  en  que  se  apoya 
para  deducir  la  responsabilidad  criminal 
del  enjuiciado,  aplicó  rectamente  lo  dis- 
puesto por  los  artículos  568,  571  y  601  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 
Que  con  las  constancias  que  se  dejan  ya 
relacionadas  se  ha  establecido  de  una  ma- 
nera plena  que  las  lesiones  mortales  que 
recibieron  Mateo  Guzmán,  Isidro  Cañiza- 
les y  Narciso  Ortiz  no  les  fueron  inferi- 
das en  una  riña  confusa  y  tumultuaria,  y 
por  lo  tanto  cada  uno  de  estos  hechos 
constituye  un  homicidio;  y  Alvarez  debe 
de  ser  considerado  como  autor  de  tales  he- 
chos, a  virtud  de  haber  tomado  parte  di- 
recta en  su  ejecución;  y  en  ese  concepto 
no  fueron  violados  los  artículos  12,  27  in- 
ciso primero,  29  inciso  primero,  295  y  296 
del  Código  Penal  de  1889. 

CONSIDERANDO: 
Que  el  enjuiciado  en  forma  continuada 
y  pública  ha  venido  haciendo  uso  de  un 
nombre  que  no  es  el  suyo,  según  se  des- 
prende del  documento  que  obra  al  folio 
diez  y  siete  del  proceso,  de  sus  indagato- 
rias y  de  los  memoriales  que  ha  presenta- 
do, uno  al  Juez  de  la  causa  y  el  otro  ante 
esta  Suprema  Corte  interponiendo  el  re- 
curso de  casación.  Dada,  pues,  la  índole 
de  ese  hecho  punible,  es  evidente  que  la 
acción  para  perseguirlo  no  ha  prescrito,  y 
al  estimarlo  así  la  Sala  sentenciadora  no 
infringió  lo  dispuesto  por  los  artículos  105 
inciso  5o.,  110  y  224  del  Código  Penal  ya 
citado. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  artículo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e  impone  al  reo  quince  días  de 
arresto,  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios.  Notifíquese  y  con 
certificaión  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serra- 
no Muñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto 
Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández  Polan- 
co.  —  Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Juan  Pondo  Pacheco  y 
Aquilino  Chacaj  Vicente,  por  Parricidio 
y  Asesinato. 

DOCTRINA:  Los  preceptos  contenidos  en 
los  artículos  7o.  y  19  del  Decreto  Legis- 
lativo número  1618,  no  implican  una  obli- 
gación impuesta  al  Juzgador  para  que 
apoyándose  en  dichas  disposiciones,  dé 
intervención  al  Representante  del  Mi- 
nisterio Público  so-pena  de  nulidad. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  pronunciada  en 
el  proceso  seguido  contra  Juan  Poncio 
Pacheco  por  el  delito  de  parricidio  y  por 
aseinato  contra  Aquilino  Chacaj  Vicente. 
RESULTA : 

Que  Micaela  Pacheco,  a  las  veinte  ho- 
tas  del  tres  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos,  se  prese-.có  ante  el  Juez  de 
Paz  de  Santa  Rosa  Chujuyub,  manifestan- 
do que  ese  día  a  las  nueve,  en  compañía 
de  su  amante  Diego  Poncio  y  su  hijo  Juan 
Poncio  Pacheco  se  habían  dirigido  al  pue- 
blo de  Chinique  con  el  objeto  de  comprar 
unas  "encomiendas";  y  cuando  regresa- 
ban, a  las  diez  y  seis  horas,  poco  más  o 
menps,  y  a  sesenta  cuerdas  de  distancia 
de  la  casa  que  habitan  en  "Sibacá",  Diego 
le  dijo  que  se  adelantara  y  que  él  y  sü 
hijo  llegarían  en  seguidá;  que  la  decla- 
rante se  fué  y  se  quedaron  solos  Diego  y 
su  hijo  Juan,  quienes  estaban  ebrios  que 
ni  ella  ni  persona  alguna  presenciaron  la 
muerte  violenta  de  su  amante,  pero  si  vió 
que  a  éste  le  manaba  sangre  de  la  cabeza 
y  suponía  que  su  mencionado  hijo  era  el 
autor  de  ese  hecho  punible,  por  que  in- 
mediatamente había  huido. 

El  Juez,  menor  de  Santa  Rosa  Chujuyub 
se  constituyó  en  el  camino  de  Sibacá,  y  al 
levantar  el  acta  respectiva,  hizo  constar: 
lo.  que  el  lugar  donde  fué  encontrado  el 
cadáver  de  Diego  Poncio  es  una  ladera 
cultivada  de  maíz,  distante  ocho  cuerdas 
de  la  casa  de  Poncio  y  que  corría  entre  di- 
cha falda  y  la  mencionada  casa  el  río  Si- 
bacá; 2o.  el  cadáver  estaba  boca-abajo  y 
le  fueron  inferidas  las  lesiones  que  más 
adelante  describen  los  expertos;  y  3o.  se 
procedió  a  registrar  al  interfecto  y  le  fue- 
ron encontrados  los  objetos  que  se  deta- 
lan  en  el  acta  respectiva. 
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Los  empíricos  Feliciano  Quiñónez  y  Ti- 
moteo López  informaron  que  habían  reco- 
nocido las  lesiones  inferidas  a  Diego  Poli- 
cio, las  cuales  estaban  situadas  así:  una 
sobre  el  parietal  derecho,  otra  que  prin- 
cipiando en  el  temporal  izquierdo  termi- 
naba cerca  del  esfenoides,  y  otra  que  era 
continuación  de  la  anterior  y  terminaba 
cerca  de  la  coronilla;  estas  heridas  tenían 
las  siguientes  dimensiones:  la  primera, 
dos  pulgadas  de  longitud  por  media  pul- 
gada de  anchura;  la  segunda  tres  y  media 
pulgadas  de  largo  por  dos  de  anchura;  y  la 
tercera,  una  y  media  pulgada  de  longitud, 
por  media  de  anchura  y  media  de  pro- 
fundidad; por  la  segunda  de  estas  lesiones 
salió  la  masa  cerebral.  Informaron  tam- 
bién los  expertos,  que  las  tres  heridas  ha- 
bían sido  producidas  con  machete,  la  pri- 
mera y  tercera  eran  graves  y  la  segunda 
gravísima,  y  fué  la  que  produjo  la  muerte 
del  ofendido. 

En  la  copia  certificada  de  la  partida 
de  defunción  de  Diego  Poncio,  que  obra 
en  autos,  consta  que  este  sujeto  falleció  a 
consecuencia  de  lesiones,  el  tres  de  Enero 
de  mil  novecientos  treinta  y  dos,  a  las  diez 
y  siete  horas,  a  la  edad  de  cincuenta  años 
y  era  hijo  legitimo  de  Diego  Poncio  y  Ce- 
cilia Pérez. 

Lograda  la  captura  de  Juan  Poncio  Pa- 
checo, fué  interrogado  el  veintidós  de 
Enero  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco, 
y  expuso:  que  hacía  ya  como  tres  años 
sin  recordar  la  fecha,  como  a  las  quince 
horas  poco  más  o  menos,  que  en  compa- 
ñía de  su  padre,  regresaba  de  Chinique, 
poblado  a  donde  habían  ido  a  comprar 
dos  bótelas  de  aguardiente  a  casa  de  Ga- 
bino  N.,  licor  que  iban  a  tomar  en  el  velo- 
rio de  su  hermano  Felipe  Poncio,  que  ha- 
bía fallecido  a  las  cinco  horas  de  ese  mis- 
mo día;  y  en  el  camino  que  conduce  al 
lugar  de  su  domicilio  fueron  asaltados  por 
Aquilino  Chacaj  y  un  desconocido,  porque 
no  quisieron  regalarles  un  poco  de  aguar- 
diente; que  el  desconocido  agarrándole  por 
el  cuello  lo  derribó,  y  Chacaj  se  abalanzó 
sobre  su  padre  y  como  lo  sucedido  le 
causó  miedo  y  el  desconocido  lo  perse- 
guía, huyó  arrojándose  a  un  río  que  corre 
por  ese  lugar  y  ya  no  vió  más  a  su  padre; 
que  momentos  después  llegó  a  su  casa, 
y  cuando  ya  había  sido  inhumado  el  ca- 
dáver de  su  hermanito  se  fué  para  la  fin- 
ca denominada  "Capital",  llegó  ahí  en  el 
mes  de  Febrero  de  ese  mismo  año  (1932) 
y  cinco  mese  después,  poco  más  o  menos 
regresó  a  llevarse  a  su  señora  madre;  y 
que  "si  mal  no  recordaba",  el  parte  del 


fallecimiento  de  su  padre  había  sido  da- 
do en  Santa  Rosa  Chuyuyub. 

El  veintiséis  de  Enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco,  fué  interrogado  Aqui- 
lino Chacaj  Vicente  y  dijo:  que  no  co- 
nocía a  Juan  ni  a  Diego  Poncio:  que  el 
tres  de  Enero  (1932)  se  encontraba  en  la 
linca  "Pametcebal",  situada  en  jurisdic- 
ción del  Departamento  de  Sololá  y  en 
compañía  de  su  patrón  don  Andrés  de 
León,  y  de  los  señores  Juan  Cos,  Miguel 
Be  teta  y  "Lapo"  Reyes. 

Juan  Yax  Cox,  Vicente  Tzunux,  Fran- 
cisco Poroj  Rojas  y  Santos  Alvarez  Toe, 
al  ser  examinados  con  relación  al  hecho 
investigado  no  dieron  ningún  dato  digno 
de  ser  tomado  en  consideración. 

Andrés  de  León  declaró:  que  hacía  co- 
mo tres  o  cuatro  años,  que  juntamente 
con  Aquilino  Chacaj,  y  otros  sujetos  que 
no  recordaba  sus  nombres,  se  fueron  a 
trabajar  a  la  finca  "Metcebal"  que  perte- 
nece a  Máximo  Noriega  y  está  situada  en 
jurisdicción  de  Sololá;  que  ahí  estuvieron 
limpiando  y  cortando  café,  y  al  termi- 
nar esos  trabajos  se  marchó  el  dicen  te,  y 
se  quedó  Chacaj,  quien  varias  veces  ha- 
bía llegado  a  esa  finca,  pero  no  en  compa- 
ñía del  dicente;  que  como  hacía  ya  mucho 
tiempo  que  había  estado  trabajando  con 
Chacaj  no  le  era  dable  precisar  la  fecha;  y 
que  por  el  rumor  de  los  vecinos  de  Sibacá, 
se  había  enterado  de  que  Juan  Poncio  le 
había  dado  muerte  a  Diego  del  mismo  ape- 
llido. 

El  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia del  Quiché,  absolvó  de  la  Instan- 
ca  a  Juan  Poncio  y  Aquilino  Chacaj  Vi- 
cente. La  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones al  conocer  en  consulta  de  dicho 
fallo  declaró  su  nulidad  y  la  de  todo  lo 
actuado  en  el  plenario,  inclusive  el  auto 
que  le  dió  tal  estado,  por  las  razones  que 
se  expresan  en  la  ejecutoria  respectiva. 

Recibidas  las  actuaciones  en  el  Juzga- 
do de  la.  Instancia  del  Quiché,  el  Juez  or- 
denó la  práctica  de  las  diligencias  que  se 
detallan  en  el  auto  fecha  dos  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  cinco. 

Candelario  y  Martín  Tzunux,  Clemente 
y  Gaspar  Castro  y  Marcos  Lux  expusie- 
ron: el  primero,  que  el  cuatro  de  Enero 
(1932)  asistió  al  entierro  de  Felipa  Caca- 
llina  hija  de  María  de  este  apellido  y  Juan 
Poncio;  y  que  en  esos  días  no  había  ocu- 
rrido la  defunción  de  alguna  persona  que 
se  llamara  Felipe  Poncio;  el  segundo  y 
tercero,  declararon  en  los  mismos  térmi- 
nos que  el  primero,  con  la  diferencia,  que 
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Martín  Tzunux  dijo  que  no  sabia  el  nom- 
bre de  la  difunta,  y  ambos  agregaron  Que 
Juan  Poncio  no  asistió  al  entierro  de  su 
mencionada  hija,  y  dicho  sujeto  desapa- 
reció del  lugar  desde  el  dia  anterior  (tres 
de  Enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos) ;  y  el  tercero  y  cuarto  declararon  que 
Chacaj  Vicente  es  un  hombre  de  buena 
conducta  y  que  se  dedica  al  trabajo. 

Fueron  agregados  a  la  causa:  a)  copia 
certificada  de  la  partida  de  defunción  de 
Felipa  Cacallina,  de  ocho  meses  de  edad 
quien  falleció  el  tres  de  enero  ( 1932 ) ,  en  el 
cantón  Sibacá  del  Municipio  de  Santa  Ro- 
sa Chujuyub;  y  b)  copia  certificada  de 
la  partida  número  (14.119),  en  que  consta: 
que  el  veinticuatro  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos tres,  nació  en  la  ciudad  del  Qui- 
ché,  Juan  Poncio  hijo  legítimo  de  Diego 
Poncio  y  Mocaela  Pacheco. 

El  Juez  Departamental  del  Quiché  dió 
fin  al  proceso  declarando:  lo.  que  Juan 
Poncio  Pacheco,  es  autor  del  delito  de  pa- 
rricidio, perpetrado  en  la  persona  de  Die- 
go Poncio,  hecho  delictuoso  por  el  cual 
le  impone  la  pena  de  muerte;  y  2o.  ab- 
suelve a  Aquilino  Chacaj  Vicente  del  car- 
go de  asesinato  que  se  le  formuló. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
después  de  hacer  un  examen  de  las  pre- 
sunciones que  sirven  de  fundamento  al 
fallo  de  primer  grado,  pidió  la  revocato- 
ria de  la  sentencia  apelada  y  que  Juan 
Poncio  fuera  absuelto,  del  cargo  que  se  le 
formuló,  por  falta  de  prueba.  El  Procu- 
rador Específico  Licenciado  José  Maria 
Barrios  Rivera  pidió  también  la  absolu- 
ción de  Aquilino  Chacaj  Vicente,  por  que 
la  sindicación  de  su  co-reo  no  es  suficien- 
te siquiera  para  motivar  el  auto  de  pri- 
sión. 

El  señor  Fiscal  pidió  la  nulidad  del  ple- 
nario  de  la  causa  desde  el  auto  en  que  se 
omitió  dar  intervención  al  Ministerio  Pú- 
blico. 

La  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
por  mayoría,  habiendo  votado  en  contra 
el  Magistrado  don  Jesús  Unda  Murillo, 
confirmó  en  todas  sus  partes  la  senten- 
cia del  Juez  del  Quiché. 

Estima  el  Tribunal  de  segunda  Instan- 
cia: lo.  que  la  base  del  procedimiento  se 
encuentra  debidamente  establecida:  con 
la  certificaión  de  la  partida  de  defunción 
de  Diego  Poncio,  la  inspeción  practicada 
por  el  Juez  instructor  de  las  primeras  di- 
ligencias, el  informe  de  los  empíricos,  y 
las  demás  constancias  del  procesó;  2o.  que 
la  serie  de  presunciones  con  que  el  Juez 
de  la  causa  fundamenta  su  sentencia  lle- 


van al  ánimo  judicial  la  convicción  de  la 
culpabilidad  de  Juan  Poncio  Pacheco:  y 
que  dichas  presunciones  son:  a)  la  salida 
del  procesado  juntamente  con  sus  padres, 
y  a  su  regreso  del  pueblo  de  Chinique,  ha- 
berse quedado  solo  el  enjuiciado  y  su  pa- 
dre; b)  la  grave  sindicación  que  hace  al 
reo  su  propia  señora  madre;  c)  no  ha- 
ber dado  aviso  Poncio  inmediatamente  del 
asalto  que  refiere  en  su  indagatoria;  d)  !a 
fuga  del  enjuiciado;  e)  no  haber  asis- 
tido Poncio  al  entiero  de  su  hija  Felipa 
Cacallina;  y  f )  haber  eataío  huyendo  du- 
rante tres  años  consecutivos;  y  3o.  que 
Aquilino  Chacaj  Vicente  debe  ser  absuel- 
to del  cargo,  toda  vez  que  en  su  contra 
:olo  existe  la  sindicación  que  le  hace  su 
co-reo  Juan  Poncio,  y  el  dicho  de  este 
carece  de  valor  probatorio,  y  en  cambio 
está  probado  que  Chacaj  Vicente  observa 
una  conducta  intachable. 

El  señor  Fiscal  de  la  Sala  4a.  de  Ape- 
laciones interpuso  contra  este  último  pro- 
nunciamiento, el  recurso  extraordinario 
de  casación,  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, pues  estima  que  debió  haberse  dado 
intervención  al  Ministerio  Público  en  pri- 
mera Instancia.  Que  al  evacuar  en  su 
oportunidad,  el  traslado  que  le  correspon- 
día, había  pedido  a  la  Sala  que  antes  de 
conocer  de  la  sentencia  de  primer  gra- 
do, se  declarara  la  nulidad  del  plenario 
del  proceso;  pero  el  Tribunal  sin  conside- 
rar la  nulidad  solicitada  habia  confirma- 
do la  resolución  apelada  por  el  reo,  que- 
brantando lo  dispuesto  por  los  artículos 
518  y  14  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 19  y  7o.  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 1618;  IX  y  XXVIII  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  aitículo  14  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  establece  que  al  Mi- 
nisterio Fiscal,  la  parte  agraviada  o  a 
cualquier  ciudadano  en  ejercicio  de  sus' 
derechos  corresponde  ejercitar  la  acción 
penal  tratándose  de  delitos  públicos.  Y 
por  otra  parte,  que  las  autoridades  lla- 
madas por  la  ley  deberán  proceder  de  ofi- 
cio a  la  pesquisa  con  solo  la  denuncia  o 
que  por  otro  medio  tengan  conocimiento 
de  la  comisión  de  un  acto  punible  de  ca- 
rácter público.  Y  el  artículo  518  del  mis- 
mo Código  prescribe  que  cuando  hubiere 
parte  Fiscal  o  acusadora  después  de  ha- 
berse tomado  al  reo  confesión  con  car- 
gos, en  la  misma  providencia  en  que  se 
nombre  defensor,  él  Juez  dispondrá  que 
previo  discernimiento  del  cargo  a  éste  se 
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dé  a  la  parte  fiscal  o  acusadora  en  trasla- 
do la  causa  por  tres  días  para  que.  formali- 
ce la  acusación.  En  el  caso  sub-júdice  no 
fué  el  Representante  de  la  vindicta  pública, 
quien  se  presentó  a  la  utoridad  denun- 
ciando el  hecho  delictuoso,  sino  la  con- 
cubina del  ofendido;  y  el  traslado  fué  con- 
cedido a  Micaela  Pacheco  como  acusado- 
a  del  enjuiciado  y  por  no  haber  inter- 
venido en  el  proceso,  parte  Fiscal. 

Que  los  artículos  7o  y  19  del  Decreto 
número  1618  estatuyen:  el  primero,  qué 
personas  desempeñan  en  las  cabeceras 
Departamentales  y  Municipios  las  funcio  - 
nes  del  Ministerio  Público,  cuando  en  los 
mencionados  poblados  no  hay  Agente  Ti- 
tular de  dicha  Institución;  y  el  segundo, 
la  obligación  que  tienen  dichos  agentes 
de  promover  en  todas  las  causas  que  se 
instruyan  por  los  delitos  que  en  la  misma 
disposición  se  determinen,  en  los  lugares 
donde  no  haya  Agentes  Titulares  del  Mi- 
nisterio Público.  Y  de  lo  expuesto  se  vie- 
ne en  conocimiento  que  los  preceptos  con- 
tenidos en  los  artículos  que  acaban  de  ci- 
tarse en  manera  alguna  implican  una  obli- 
gación impuesta  al  Juzgador  para  que  apo- 
yándose en  tales  disposiciones  dé  inter- 
vención el  Representante  del  Ministerio 
Público  so  pena  de  nulidad  si  no  lo  verifi- 
ca; y  en  ese  concepto  no  fueron  infringi- 
das las  disposiciones  legales  que  se  dejan 
ya  relacionadas. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  IX  y  XXVIII  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  tampoco 
fueron  violados,  toda  vez  que  no  se  han 
ejecutado  actos  contra  el  tenor  de  la  ley 
ni  afectado  derecho  de  persona  alguna, 
sin  antes  darle  la  intervención  correspon- 
diente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estauido  por  los  artículos 
677  y  690  fración  segunda  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  declara  improce- 
dente el  recurso  interpuesto.  Notifíquese, 
y  devuélvanse  los  autos  con  certificación 
de  lo  resuelto,  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serra- 
no Muñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Ar- 
gueta  S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  — 
Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Walter  Jamison  Romero, 
por  el  delito  de  injurias  a  la  autoridad. 

DOCTRINA:  Se  califican  de  graves  las  in- 
jurias dirigidas  a  un  funcionario  que  se 
encuentre  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, cuando  lo  desconceptúan  con  es- 
cándalo, atendidas  las  circunstancias 
en  que  aquellas  fueron  proferidas. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete  . 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  dos  de  noviembre 
del  año  próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el  pro- 
ceso seguido  contra  Walter  Jamison  Ro- 
mero, por  el  delito  de  insultos  a  la  auto- 
ridad y  atentado  a  los  agentes  de  la 
misma. 

El  seis  de  Julio  del  año  próximo  pasado 
el  Comisario  de  la  Policía  Municipal  de 
San  Felipe,  departamento  de  Retalhuleu, 
puso  a  disposición  del  Intendente  Munici- 
pal de  ese  lugar  al  individuo  Walter  Jami- 
son, quien  el  día  anterior  fué  conducido  a 
las  cárceles,  porque  en  estado  de  ebrie- 
dad insultó  a  don  Enrique  de  León  Azmi- 
tia  y  a  don  José  María  Cifuentes.  Cuando 
era  internado  en  la  prisión  le  dió  una  bo- 
fetada al  agente  Julio  César  Santandrea; 
después  injurió  al  Comandante  Local. 

Examinado  el  agente  de  la  Policía  mu- 
nicipal Julio  César  Santandrea.  dijo:  que 
el  dia  indicado,  como  a  las  diez  y  siete  ho- 
ras, cuando  se  encontraba  en  la  Comisa- 
ría oyó  pitazos  pidiendo  auxilio,  por  lo  que 
acudió  inmediatamente  y  al  llegar  a  la 
esquina  donde  está  la  tienda  de  José  Ma- 
ría Cifuentes,  vió  que  el  Comisario  trata- 
ba de  conducir  a  Jamison  quien  estaba 
ebrio;  dicho  funcionario  le  ordenó  que 
condujera  a  aquél  a  la  detención  y  cum- 
pliendo esa  orden  lo  tomó  del  brazo;  en  el 
momento  de  abrir  la  puerta  de  la  cárcel  di- 
cho individuo  le  dió  una  bofetada;  el  ca- 
bo Benito  García  le  echó  llave  a  la  puerta 
y  el  declarante  se  retiró;  más  tarde  se  dió 
cuenta  que  Walter  Jamison  desde  el  inte- 
rior dirigía  insultos  al  Comandante  Local. 

El  cabo  de  la  Guarnición,  Benito  Gar- 
cía, al  ser  examinado  dijo:  que  siendo  las 
diez  y  ocho  horas  el  Comisario  de  la  Po- 
licía Municipal  y  el  agente  Julio  César 
Santandrea.  conducían  a  la  detención  a 
Walter  Jamison  quien  iba  en  estado  de 
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ebriedad;  el  Comisario  llamó  al  declaran- 
te, pues  tenía  la  llave  de  la  cárcel,  y  al 
llegar  frente  a  la  puerta  de  ésta,  cuando 
se  ocupaba  de  quitar  llave,  oyó  una.  espe- 
cie de  ruido  como  de  una  bofetada  y  notó 
que  la  mano  de  Jamison  regresaba  de  la 
cara  del  agente;  después  oyeron  bulla  en 
el  interior  de  la  cárcel  y  se  dieron  cuenta 
que  Jamison  les  daba  de  bofetadas  a  otros 
detenidos  por  lo  que  le  llamaron  la  aten- 
ción; de  ésto  se  dió  cuenta  el  Comandan- 
te Local  quien  ordenó  que  los  presos  fue- 
ran trasladados  a  otro  local  quedándose 
solo  Jamison;  entonces  éste  insultó  al  Co- 
mandante. 

Examinado  el  sargento  Ricardo  Calde- 
rón declaró  en  los  mismos  términos  que  el 
anterior,  indicando  que  vió  cuando  el  reo 
dió  una  bofetada  al  agente  de  la  policía; 
en  su  declaración  no  especifica  los  insul- 
tos. 

Enrique  de  León  Azmitia,  dijo:  que  Wal- 
ter  Jamison  en  estado  de  ebriedad  le  diri- 
gió insultos  personales  a  los  que  no  les  dió 
importancia  por  encontrarse  atendiendo  a 
unos  clientes  que  habían  llegado  a  su  es- 
tablecimiento. 

Jasé  María  Cifuentes  dijo:  que  el  dia  de 
autos  llegó  Walter  Jamison  en  estado  de 
ebriedad  a  su  estableicimiento  y  tomó  una 
botella  de  licor  que  pertenecía  a  otras 
personas  y  dió  un  golpe  sobre  el  mostra- 
dor; por  esto  le  llamó  la  atención,  dicién- 
dole  que  no  quería  escándalos;  y  llamó  al 
Policía  Municipal  para  que  lo  retiraran  de 
ese  lugar. 

Indagado  Walter  Jamison  dijo:  que  fué 
detenido  el  cinco  del  mes  de.  autos  como  a 
las  diez  y  siete  horas  cuando  estaba  en  la 
tienda  de  José  María  Cifuentes;  al  entrar 
a  la  cárcel  se  acostó  a  dormir  y  entonces 
uno  de  los  presos  le  arrojó  un  balde  de 
agua,  por  lo  que  lo  persiguió  y  como  pa- 
saba sobre  los  demás  que  estaban  dur- 
miendo el  declarante  también  hacía  lo 
mismo  por  lo  que  es  posible  que  los  haya 
golpeado;  los  otros  presos  le  pegaron  al 
deponente  y  puede  ser  que  él  también  les 
haya  ocasionado  algunos  golpes;  después 
que  lo  dejaron  solo,  se  quedó  en  un  estado 
inconsciente  no  dándose  cuenta  de  lo  que 
pasó  sino  hasta  después  que  otras  perso- 
nas le  dijeron  que  estuvo  hablando  bas- 
tante; dice  también  que  perdió  su  cartera, 
su  cédula  de  vecindad,  diez  quetzales  en 
efectivo,  su  argolla  matrimonial  y  que  des- 
de que  cerró  sus  negocios  que  tenía  esta- 
blecidos en  San  Felipe  se  ha  quedado  ner- 


vioso. Al  ampliarle  su  declaración  dijo 
que  desde  hace  tiempo  ha  tenido  enemis- 
tad con  eí  Comandante  Local  señor  de 
León,  pues  en  época  en  que  estaba  de  Jefe 
Político  don  Petronilo  Mérida,  aquel  era 
muy  amigo  de  Enrique  Algara,  cuñado  del 
declarante,  con  quien  tenía  dificultades 
por  asuntos  de  familia;  por  ese  motivo  lla- 
maba al  deponente  a  su  despacho  y  lo  re- 
prendía por  lo  que  se  quejó  ante  aquel 
funcionario  quien  le  entregó  una  carta 
para  de  León,  que  sin  duda  contenía  al- 
guna amonestación,  porque  se  enojó  de- 
masiado y  desde  entonces  quedaron  ene- 
mistados; recuerda  que  en  el  momento  en 
que  lo  iban  a  encerrar  en  la  cárcel  pre- 
guntó cuál  era  el  motivo  y  en  vez  de  con- 
testarle el  agente  que  lo  condujo  le  dió  un 
empujón  hacia  adelante  por  lo  que  abrió 
los  brazos  para  afianzarse  y  sin  duda  al 
hacerlo  lo  golpeó,  pero  no  lo  hizo  inten- 
cionalmente.  Al  preguntarle  si  él  había 
dirigido  los  insultos  que  se  transcriben  en 
su  indagatoria  contestó  que  si  profirió 
esas  especies  fué  contra  los  individuos  que 
lo  habían  golpeado  y  sin  duda  el  Coman- 
dante las  tomó  para  sí;  en  lo  que  respecta 
a  que  era  un  déspota  y  un  esbirro  no  ha 
proferido  tales  palabras;  que  cuando  ya 
se  había  retirado  la  guardia  y  el  Coman- 
dante, al  acercarse  el  Alcaide  a  la  puerta 
le  reclamó  que  porqué  no  había  evitado  el 
escándalo,  contestándole  dicho  señor  con 
insultos  por  lo  que  el  deponente  también 
lo  insultó. 

Romualdo  de  León,  Comandante  Local 
de  San  Felipe,  dijo:  que  se  encontraba  en 
la  Comandancia  cuando  oyó  una  bulla  en 
la  prisión  de  hombres  y  como  su  obligación 
es  velar  por  el  orden  y  tranquilidad  del 
pueblo,  se  levantó  inmediatamente  a  ver 
lo  que  sucedía,  encontrando  ahí  al  cabo 
Benito  García  y  al  soldado  Feliciano  Ló- 
pez; vió  que  estaban  detenidos  unos  indi- 
tos  y  también  Walter  Jamison  quien  se 
encontraba  un  poco  ebrio;  la  bulla  se  de- 
bía a  que  éste  le  pegaba  a  aquellos;  con  el 
fin  de  establecer  el  orden  trasladó  a  los 
in ditos  a  otro  local  y  dejó  sólo  a  Jamison; 
entonces  este  individuo  le  dirigió  expre- 
siones injuriosas;  como  le  interrogara  por- 
qué le  había  pegado  a  los  inditos,  le  con- 
testó que  se  acercara  que  también  a  él  le 
pegaría;  según  se  informó  el  motivo  por 
el  cual  habían  conducido  a  la  prisión  a 
Jamison.  fué  porque  quería  pelear  con 
Car-Ios  Melgar  y  escandalizaba  en  la  calle; 
en  el  momento  que  dicho  individuo  lo  in- 
sultó, el  deponente  estaba  en  funciones  de 
su  cargo  pues  trataba  de  establecer  el  or- 
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den,  siendo  ese  uno  de  sus  principales  de- 
beres como  Comandante  de  la  villa  de 
San  Felipe. 

Feliciano  López,  soldado  de  la  Guarni- 
ción de  San  Felipe,  dijo  que  el  día  y  hora 
de  autos  llevaron  preso  a  Walter  Jamison, 
quien  estaba  ebrio,  internándolo  en  la  pri- 
sión en  donde  habían  otros  detenidos; 
momentos  después  oyó  una  bulla  por  lo 
que  fué  a  ver  lo  que  sucedía,  en  compañía 
del  cabo  Benito  García,  observando  que 
Jamison  le  pegaba  a  los  otros  detenidos; 
después  llegó  el  Comandante  Local  y  man- 
dó sacar  a  éstos  pasándools  a  otro  lugar; 
entonces  Jamison  empezó  a  insultar  al  Co- 
mandante, quien  ni  le  hizo  caso  y  se  reti- 
ró a  su  despacho. 

Alberto  Granados  dijo:  que  pasaba  por 
el  parque  de  San  Felipe,  cuando  vió  que 
en  la  cárcel  de  hombres  estaba  Walter 
Jamison  junto  a  la  reja  y  afuera  el  Co- 
mandante Local  y  oyó  que  aquél  le  dijo 
éste  que  lo  sacara  de  allí  y  lo  insultó;  co- 
mo siguió  su  camino  ya  no  se  dió  cuenta 
si  continuó  injuriándolo.  El  Secretario 
Municipal  de  San  Felipe,  Felipe  Najarro 
Avila,  así  como  Ovidio  Alfaro,  se  produje- 
ron más  o  menos  en  los  mismos  términos 
que  el  anterior  sin  especificar  el  primero 
los  insultos. 

Juan  Sac,  Paulino  Ixpertay  y  Francisco 
Quiej.  declararon  que  encontrándose  en 
las  cárceles  de  San  Felipe,  llevaron  dete- 
nido a  un  individuo  quien  les  dió  de  bofe- 
tones a  consecuencia  de  lo  cual  el  prime- 
ro perdió  una  muela;  los  dos  últimos  tam- 
bién dicen  que  injurió  al  Comandante. 

En  el  informe  emitido  por  el  inspector 
de  Sanidad  a  solicitud  del  Intendente  Mu- 
nicipal, consta  que  los  individuos  Juan 
Sac,  Francisco  Quiej,  Manuel  Hernánez, 
Paulino  Ixpertay  e  Hilario  Coyoy,  presen- 
taban golpes  leves  a  excepción  del  prime- 
ro de  los  nombrados,  quien  a  consecuen- 
cia de  un  golpe  perdió  un  diente.  También 
el  reo  Jamison  presentaba  golpes  leves  en 
la  región  nasal,  labios,  carpo  de  la  mano 
izquierda,  antebrazo  derecho  y  erosiones 
en  el  cuello,  según  informe  del  folio  once. 

Por  lesiones  causadas  a  Juan  Sac  y  de- 
más personas  mencionadas  fué  condena- 
do Jamison  a  sufrir  cincuenta  días  de 
prisión  simple,  diez  por  cada  hecho,  con- 
mutables en  su  totalidad  a  razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios. 

Se  elevó  a  plenario  el  proceso  tomándo- 
se al  enjuiciado  confesión  con  cargos  por 
los  delitos  de  insultos  a  la  autoridad  y 
atentado  a  los  agentes  de  la  misma  y  dijo 
que  no  se  conforma  con  tales  cargos  porque 


él  no  ha  cometido  esos  delitos.  Se  abrió 
a  prueba  el  proceso.  Por  parte  del  reo  se 
recibieron  las  declaraciones  de  Nicolás  Al- 
bores, José  Víctor  Sandoval,  Manuel  Mal- 
donado  Búcaro  y  Benito  Muralles  quienes 
declararon  que  habían  presenciado  la  en- 
trada de,  Jamison  a  la  cárcel  de  San  Feli- 
pe el  dia  cinco  de  Julio  como  a  las  diez  y 
echo  horas;  vieron  que  el  agente  de  poli- 
cía que  lo  conducía  en  el  momento  de  in- 
ternarlo a  la  cárcel  le  dió  un  empujón  por 
la  espalda  cuando  el  cabo  de  la  guarnición 
abría  la  puerta;  que  éste  le  daba  la  espalda 
á  Jamison  y  al  agente  y  no  vieron  que  le 
hubiera  pegado  al  policía.  En  cuanto  a 
éste  último  punto,  no  fué  examinado  el 
testigo  J.  Víctor  Sandoval.  Fueron  exa- 
minados también  José  María  Custodio  y 
Carlos  Alberto  Peláez  quienes  dijeron  que 
Jamison  es  de  buenas  costumbres  y  traba- 
jador; no  tiene  bienes  y  vive  de  su  trabajo 
personal. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  de- 
clara: que  Walter  Jamison  Romero  es  au- 
tor del  delito  de  insultos  a  la  autoridad 
del  Comandante  Local  de  San  Felipe,  co- 
ronel Romualdo  de  León;  le  impone  la  pe- 
na de  un  año  de  prisión  correccional  que 
con  abono  de  la  sufrida  extinguirá  en  la 
Penitenciaría  Central;  lo  suspende  en  el 
goce  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  lo  deja  afecto  a  las 
responsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito;  debe  cumplir  también  la  condena 
impuesta  en  sentencia  económica  de  vein- 
tidós de  Julio  recién  pasado;  le  permite 
conmutar  en  sus  dos  terceras  partes  la 
pena  impuesta  por  insultos  a  la  autoridad; 
lo  exonera  de  la  reposición  del  papel  em- 
pleado por  haberse  probado  que  es  pobre 
y  vive  de  su  trabajo;  y  por  último  lo  ab- 
suelve del  cargo  que  se  le  formuló  por 
atentado  a  los  agentes  de  la  autoridad  por 
no  haberse  probado  que  existiera  el  delito. 

Contra  este  fallo  el  reo  interpuso  recur- 
so de  apelación;  y,  tramitada  la  segunda 
instancia,  el  Procurador  opinó  que  se  con- 
firme la  sentencia  en  cuanto  absuelve  del 
cargo  que  se  formuló  por  atentado  y  que 
se  modifique  en  lo  que  se  contrae  a  la  pe- 
na impuesta  por  los  insultos  a  la  autori- 
dad, debiéndola  reducir  a  seis  meses  de 
arresto  mayor.  El  Fiscal  pidió  la  confir- 
matoria del  fallo  y  así  lo  resolvió  la  Sala. 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  Jorge 
Bocanegra  Fuentes,  introdujo  recurso  de 
casación  contra  ese  pronunciamiento  por 
estimar  como  violados  los  artículos  11,  68, 
148.  456  incisos  4  y  5  del  Código  Penal; 
586,  583,  729  y  731  Procedimientos  Penales. 
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Se  señaló  dia  para  la  vista;  y  el  recurrente 
con  auxilio  del  abogado  Julio  Camey  He- 
rrera, alegó  que  en  cuanto  al  cargo  por 
insultos  graves  al  señor  Comandante  Lo- 
cal de  San  Felipe  no  se  llegó  a  definir  con 
los  caracteres  que  la  ley  requiere  ni  se  pro- 
bó  plenamente  su  existencia.  Las  decla- 
raciones de  los  testigos  además  de  ser 
contradictorias  en  cuanto  a  la  hora  en 
que  sucedieron  los  hechos  y  a  las  expre- 
siones injuriosas  que  se  le  atribuyen,  no 
precisan  la  función  que  ejercía  el  expre- 
sado Comandante  Local.  Este  en  ningún 
caso  pudo  encontrarse  desempeñando  fun- 
ciones puesto  que  era  dia  domingo  y  a  la 
hora  de  autos  estaba  de  paseo  en  el  parque 
de  San  Felipe;  al  oír  el  alboroto  que  se 
produjo  como  consecuencia  de  un  alter- 
cado que  tuvo  en  el  interior  de  la  prisión, 
se  acercó  a  ésta,  tomando  para  sí  alguna 
expresión  fuera  de  tono  que  dijera  por  su 
natural  indignación. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  encontró  fun- 
damento suficiente  para  imponer  pena  al 
reo  de  conformidad  con  las  constancias 
de  la  causa  y  de  acuerdo  con  la  ley  pro- 
cesal; por  lo  que  al  condenarlo  no  pudo 
infringir  los  artículos  729  y  731  Código  de 
Procedimientos  Penales;  en  cuanto  a  los 
artículos  586  y  583  del  mismo  Código,  el 
primero  consta  de  seis  incisos  y  el  segun- 
do de  dos  y  el  recurrente  no  señaló  a  cuál 
de  ellos  se  refiere  por  lo  que  no  es  posible 
a  esta  Corte  entrarlos  a  examinar. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Comandante  Local  de  San  Felipe 
fué  injuriado  por  el  reo  cuando  aquel  dic- 
tó las  medidas  del  caso  para  evitar  que 
Jamison  continuara  golpeando  a  las  de- 
más personas  que  se  encontraban  deteni- 
das en  la  cárcel  de  ese  lugar;  que  en  esa 
ocasión  dicho  Comandante  ejercía  funcio- 
nes propias  de  su  cargo,  cumpliendo  con 
mantener  el  orden  como  estaba  obligado 
de  conformidad  con  el  Reglamento  para 
el  servicio  del  Ejército  en  tiempo  de  paz, 
siendo  esas  funciones  de  carácter  perma- 
nente; que  la  calificación  de  graves  res- 
pecto a  las  injurias,  está  de  acuerdo  con 
la  ley  pues  las  expresiones  injuriosas  que 
aparecen  en  el  proceso  desconceptúan 
a  la  autoridad  con  escándalo,  dado  el  lu- 
gar en  que  fueron  proferidas,  que  fueron 
hechas  en  presencia  de  otras  personas  en- 
tre las  que  habían  subordinados  del  propio 
ofendido,  y  atendiendo  también  a  las  de- 


más circunstancias  del  caso.  Dada  pues 
la  calificación  del  delito  y  que  no  se  esta- 
bleció que  tal  infracción  no  fuera  inten- 
cional, la  pena  impuesta  es  la  que  corres- 
ponde infligir  al  reo.  En  tal  virtud  no  fue- 
ron violados  los  artículos  11,  68,  148,  456 
incisos  4  y  5  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y  690 
Código  de  Procedimientos  Penales,  233 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara improcedente  el  recurso  interpuesto 
e  impone  al  recurrente  quince  días  de 
arresto  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  cada  día.  Notifíquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Jcsé  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
—  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Francisco  Ramírez  Gar- 
cía por  lesioyies. 

DOCTRINA:  Siempre  que  la  vida  del  ofen- 
dido hubiere  sido  puesta  en  inminente 
peligro,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  que 
aquel  haya  necesitado  para  curarse  o  el 
que  estuvo  impedido  de  dedicarse  a  sus 
ocupaciones  habituales,  se  impondrá  al 
reo  la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional, salvo  el  caso  que  se  trate  de 
un  hecho  al  cual  esté  asignada  una  san- 
ción mayor.  (Artículo  313  Código  Penal). 


Corte  Suprema  de  Justica,  Guatemala, 
tres  de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  el  proceso  que  se  ha  se- 
guido contra  Francisco  Ramírez  García 
por  el  idelito  de  lesiones. 

RESULTA: 

Que  a  las  veinte  horas  y  veinticinco  mi- 
nutos del  veintitrés  de  Mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  el  Regidor  del  Ayun- 
tamiento de  Tecpán,  Pedro  Girón  R.  dió 
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parte  al  Juzgado  de  Paz  de  dicho  poblado 
de  la  comisión  de  un  hecho  'delictuoso,  y 
al  ser  examinado,  expuso  lo  que  sigue:  a 
las  veinte  horas  y  treinta  minutos,  se  en- 
centraba en  su*  casa,  cuando  oyó  tres  dis- 
paros, salió  inmediatamente  a  comunicar- 
lo al  mencionado  Juez,  y  juntos  se  dirigie- 
ron al  lugar  donde  habían  sido  escuchadas 
las  detonaciones,  al  llegar  a  la  esquina  de 
la  casa  de  doña  Irene  Pinzón  encontraron 
a  Héctor  Cáceres  P.,  y  éste  les  manifestó 
que!  Francisco  Ramírez  lo  había  herido.  El 
Juez  procedió  inmediatamente  a  interro- 
gar a  Cáceres,  quien  expuso:  que  a  las 
veinte  horas  y  veinte  minutos,  poco  más  o 
menos,  conversaba  con  Antonio  Pinzón  en 
la  puerta  de  la  casa  de  dicho  señor,  cuan- 
do vió  que  por  la  décima  avenida  Sur  y 
caminando  con  dirección  hacia  el  Norte 
se  aproximaba  Francisco  Ramírez,  sujeto, 
con  quien  momentos  antes  había  estado 
platicando  en  la  puerta  de  la  casa  ocupa- 
da por  el  Jefe  de  Caporales  Camineros; 
que  Ramírez  al  llegar  a  la  esquina  cruzó 
hacia  la  derecha  y  sin  motivo  alguno  hizo 
tres  disparos,  de  los  cuales  le  asestó  dos; 
huyendo  en  seguida;  y  que  con  Ramírez 
no  ha  tenido  antecedentes  de  enemistad. 
El  Juez  de  instr^ción  dió  fé  de  haber  vis- 
to las  lesiones  que  le  fueron  inferidas  a 
Cáceres. 

Antonio  Pinzón  declaró:  que  a  las  veinte 
horas  y  veinticinco  minutos,  poco  más  o 
menos,  estaba  recostado  en  el  quicio  de  la 
puerta  de  su  casa,  cuando  pasó  Héctor 
Cáceres  y  se  detuvo  a  conversar  con  él 
(Pinzón)  y  en  seguida  se  alejó  con  direc- 
ción al  Poniente,  el  que  habla  iba  a  cerrar 
su  puerta,  y  entonces,  percibió  tres  deto- 
naciones, producidas  con  arma  de  fuego, 
salió  de  nuevo  a  la  puerta,  en  ese  momen- 
to regresaba  Héctor  y  le  dijo:  "Paco  Ramí- 
rez me  pegó-'  y  el  declarante  todavía  pudo 
ver  que  Francisco  Ramírez  G.  doblaba  la 
esquina  dirigiéndose  hacia  el  Sur;  y  que 
cuando  llegó  el  Juez,  Cáceres  repitió  que 
Ramírez  le  había  herido. 

El  empírico  don  Francisco  Javier  Marro- 
quin  informó  haberle  reconocido  a  Cáce- 
res tres  lesiones  causadas  con  arma  de 
fuego  a  una  distancia  de  dos  metros.  La 
primera  herida  estaba  situada  a  cinco 
centímetros  de  la  tetilla  izquierda  y  el  pro- 
yectil fué  extraído  a  seis  centímetros  de 
la  tetilla  derecha;  la  segunda  lesión  le  fué 
inferida  sobre  la  mano  izquierda,  el  orifi- 
cio de  entrada  estaba  en  el  dedo  índice  y 
el  agujero  de  salida  en  la  palma  de  dicha 
mano;  y  por  último  le  fué  reconocida  una 
excoriación  sobre  la  cadera  derecha;  que 


el  ofendido  necesitaba  un  tratamiento 
médico  de  diez  días  y  por  la  trayectoria 
que  recorrió  el  proyectil,  calibre  teinta  y 
dos,  al  causar  la  lesión  mencionada  en 
primer  término,  podía  ocasionar  una  in- 
flamación, quedándole  impedimento  físi- 
co, y  en  este  caso  sobrevenirle  la  muerte 
a  consecuencia  de  tuberculosis. 

El  Cirujano  Encargado  del  Servicio  Mé"- 
dico  Legal  del  Hospital  Pedro  de  Bethan- 
court  informó  lo  siguiente:  que  Héctor 
Cáceres  Paíz  ingresó  el  veinticuatro  de 
Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y  seis  con 
tres  heridas  de  arma  de  fuego;  la  prime- 
ra situada  en  la  mano  izquierda,  el  pro- 
yectil penetró  en  la  cara  dorsal,  contra  el 
borde  externo  del  segundo  metacarpiano 
y  salió  en  la  cara  palmar,  interesó  las 
partes  blandas;  la  segunda,  en  la  región 
glútea,  pasó  tangencialmente  interesando 
la  piel;  la  tercera,  en  el  tórax:  el  proyectil 
penetró  a  dos  dedos  del  borde  izquierdo  del 
externón,  al  nivel  del  cuarto  espacio  inter- 
costal izquierdo,  se  dirigió  hacia  la  dere- 
cha y  quedó  al  nivel  del  cuarto  espacio  in- 
tercostal derecho,  al  nivel  de  la  línea 
axilar  anterior,  en  donde  presentaba  la 
herida  por  donde  fué  extraído;  en  su  reco- 
rrido interesó  la  pleura  y  el  pulmón,  como 
lo  demostró  la  sangre  que  se  depositó  en 
ambas  cavidades  pleurales.  Y  salió  curado 
sin  consecuencias  el  día  quince  de  Junio 
(1936). 

Don  Juan  Antonio  Aguilar,  sargento  de 
la  Sexta  Comandancia  de  la  Policía  de  Ha- 
cienda, puso  a  la  disposición  del  Juez  de 
Paz  de  Tecpán  Guatemala,  a  Francisco 
Ramirez  García,  quien  el  veinticuatro  de 
Mayo  (1936)  a  las  veinte  horas  había  sido 
capturado  por  los  agentes  de  Policía  Felí- 
sito  Montealegre,  J.  Ignacio  Pérez,  San- 
tiago Monroy,  Rosendo  Montúfar.  Jenaro 
Pérez  y  Emilio  Galindo,  por  haber  lesio- 
nado a  Héctor  Cáceres  con  arma  de  fue- 
go, la  cual  no  le  fué  recogida  a  causa  de 
que  Ramirez  García  huyó  precipitada- 
mente. 

Interrogado  Francisco  Ramírez  García 
expuso:  que  el  día  anterior  (24  de  Mayo» 
como  a  las  diez  y  siete  horas,  le  dijo  a  don 
Antonio  Noriega  que  fuera  a  llamar  a  la 
escolta  militar  para  presentarse  al  juzga- 
do; que  con  dicha  escolta  convino  en  jun- 
tarse a  las  veinte  horas  en  la  esquina  del 
Cementerio  General,  así  lo  efectuó  y  ya  re- 
unidos, se  presentaron  a  la  autoridad;  y  sa- 
bía oue  estaba  detenido  a  causa  de  una  di- 
ficultad que  tuvo  ron  Héctor  Cáceres.  el  sá- 
bado a  las  veinte  horas  y  veinte  minutos; 
que  conocía  a  Cáceres  desde  su  infancia  y 
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no  ha  cultivado  relaciones  con  este  sujeto; 
que  la  dificultad  se  suscitó  de  la  manera  si- 
guiente: que  dio  su  parte  por  escrito  al 
Jefe  de  Caporales  de  Caminos  Diego  Ve- 
lásquez,  y  a  las  veinte  horas,  llegó  a  la  ca- 
sa de  Velásquez  con  el  objeto  de  pedirle 
autorización  para  mandar  a  arreglar  la 
herramienta  que  tiene  a  su  cargo,  al  lle- 
gar encontró  en  la  puerta  al  mencionado 
Jefe  acompañado  de  Lorenzo  Jiménez  y 
Héctor  Cáceres,  quienes  criticaban  el  par- 
te que  él  (Ramírez  García)  habia  dado 
momentos  antes,  y  al  inquirir  los  motivos 
de  esa  crítica,  Cáceres  le  dijo  que  el  par- 
to estaba  mal  hecho,  por  que  a  ellos  tam- 
bién les  exigirían,  que  en  la  misma  forma, 
dieran  el  que  les  correspondía;  que  como 
en  esos  momentos  empezaba  a  llover,  Ve- 
lásquez y  Jiménez  se  entraron  y  Cáceres 
le  invitó  a  tomar  una  copa  de  licor  y  am- 
bos se  dirigieron  a  la  cantina  en  donde 
servia  Piedad  de  Coronado,  después  de  to- 
mar el  licor  salieron  con  el  propósito  de 
separarse,  pues  el  dicente  tenía  necesi- 
dad de  ir  a  la  casa  de  Antonio  Noriega 
a  decirle  que  le  arreglara  los  fierros,  al 
día  siguiente;  que  Cáceres  dispuso  acom- 
pañarlo, y  juntos  entraron  a  la  morada 
de  Noriega  ahi  empezaron  a  conversar 
amigablemente/,  y  con  motivo  de  asuntos 
de  caminos  se  promovió  una  ligera  discu- 
sión entre  el  dicente  y  Noriega,  y  Cáceres 
que  había  estado  escuchando  lo  que  ha- 
blaban, de  improviso  le  dió  al  deponente 
una  bofetada  en  el  carrillo  izquierdo  a 
consecuencia  de  la  cual  cayó  con  todo  y 
silla  debajo  de  una  mesa,  y  al  levan- 
tarse buscó  el  revólver  que  llevaba,  pero 
en  ese  momento  recordó  que  al  llegar  a  la 
casa  de  Noriega  lo  habia  colocado  sobre 
uiv  mueble,  de  donde  fué  retirado  ñor  un 
niño,  que  se  lo  entregó  al  pedírselo;  que 
no  medió  provocación  por  su  parte;  que 
Noriega  se  dirigió  a  Cáceres  diciéndole 
"no  seas  abusivo"  y  en  seguida  dándole 
un  bofetón  lo  sacó  a  la  calle;  que  des- 
pués de  haber  dado  sus  excusas  a  Norie- 
ga por  lo  sucedido  se  despidió  y  se  diri- 
gía a  su  morada,  y  al  llegar  a  la  esquina 
de  la  casa  de  doña  Irene  V.  de  Pinzón,  vio 
que  Héctor  Cáceres  estaba  conversando 
con  Antonio  Pinzón,  y  al  ver  Cáceres  al 
interrogado  se  dirigió  a  hacerle  encuentro 
y  diciéndole:  "aquí  venis...",  con  una  ar- 
ma que  llevaba  en  la  mano  le  atacó  y  pa- 
ra repeler  esa  agresión  se  vió  el  declaran- 
te en  la  necesidad  de  dispararle  un  ba- 
lazo sobre  la  mano  que  empuñaba  el  ar- 
ma, la  cual  su  agresor  pasó  inmediata- 
mente a  la  otra  mano  y  continuó  acome- 


tiéndole y  por  este  motivo,  el  interrogado 
tuvo  que  hacerle  dos  disparos  más,  diri- 
giendo uno  de  estos  a  los  pies  de  Cáceres 
para  que  cayera,  y  el  otro,  no  se  dió  cuen- 
ta dónde  se  lo  asestó. 

Antonio  Noriega  declaró  acerca  de  la 
llegada,  de  Ramirez  García  y  Cáceres  a  su 
casa,  que  hablaron  sobre  el  arreglo  de  una 
herramienta  que  tenia  a  su  cargo  el  pri- 
mero de  dichos  sujetos,  de  la  crítica  que 
el  Jefe  de  los  Caporales  de  Caminos  y  los 
mismos  caporales  hacían  del  parte  dado 
por  Ramírez  y  de  las  explicaciones  dadas 
por  éste  acerca  del  asunto  caminero;  que 
Ramirez  hacía  al  mismo  tiempo  operacio- 
nes, y  que  le  habia  preguntado,  tanto  al 
declarante,  como  a  Cáceres,  si  sabían  "cu- 
bicar", y  como  ambos  le  contestaran  en 
sentido  negativo,  Francisco  dijo  a  los  dos 
las  palabras  que  consigna  en  su  declara- 
ción, al  oír  Cáceres  estas  expresiones,  le 
dió  a  Francisco  una  bofetada,  el  decla- 
rante intervino  en  el  acto  diciéndole  que 
no  cometiera  tales  abusos  y  lo  echó  de  la 
casa;  y  que  Ramirez  después  de  darle  ex- 
cusas por  lo  sucedido  se  fué  a  su  morada. 

José  Lorenzo  Jiménez  y  Diego  Velás- 
quez declararon,  el  primero,  que  estaba 
parado  en  la  puerta  de  la  casa  de  Diego 
Velásquez,  cuando  llegó  un  hijo  de  Fran- 
cisco Ramírez  a  dejarle  a  Velásquez  el 
parte  que  daba  Ramírez  como  Caporal  de 
Caminos  y  al  recibirlo  Diego  dijo  que  no 
habia  necesidad  de  tantas  explicaciones, 
lo  que  oyó  el  referido  muchacho  y  fué  a 
decírselo  a  Ramírez,  quien  llegó  inmedia- 
tamente y  entonces  Cáceres  le  dijo  que  no 
hiciera  tan  largos  los  partes,  por  que  ellos 
no  los  redactaban  en  esa  forma,  y  des- 
pués les  exigirían  que  así  lo  hicieran  to- 
dos; y  que  el  declarante  se  retiró  dejan- 
do ahí  a  las  tres  personas  que  ha  men- 
cionado; el  segundo  dijo:  que  a  las  diez 
y  nueve  horas,  poco  más  o  menos,  llega- 
ron a  su  morada  a  dejar  sus  respectivos 
partes,  Héctor  Cáceres  y  Francisco  Rami- 
rez y  el  declarante  le  dijo  a  Ramírez  que 
hiciera  su  partes  más  cortos,  pues  no  era 
necesario  que  diera  tantas  explicaciones, 
y  después  de  lo  relacionado,  que  oyó  Cá- 
ceres, se  retiraron  dichos  sujetos. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Chimaltenaneo,  le  dió  fin  a  la 
ausa  declarando  que  Francisco  Ramírez 
García  es  autor  del  delito  de  lesiones,  y  por 
esta  infracción  legal  le  impone  la  pena 
de  un  año  de  prisión  correctiva,  la  que 
icón  abono  de  la  prisión  sufrida  deberá 
purgar  en  la  Penitenciaría  Central;  le 
permite  conmutar  hasta  las  dos  terceras 
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paites  de  la  pena  a  razón  de  diez  centa  - 
vos de  quetzal  por  cada  día;  lo  obliga  al  pa- 
go de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito;  lo  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  politicos  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y  lo  exonera  de  la 
reposición  del  papel  empleado  en  el  pro- 
ceso. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador  ex- 
puso: que  en  atención  a  las  razones  in- 
vocadas por  el  defensor,  pedía  que  se  de- 
clarara que  el  enjuiciado  queda  excento 
de  responsabilidad  por  causa  de  las  lesio- 
nes que  infiriera  a  Héctor  Cáceres,  pero 
si  el  Tribunal  opinaba  lo  contrario,  en- 
tonces, de  acuerdo  con  los  incisos  quinto 
y  noveno  del  artículo  22  del  Código  Penal, 
pedía  que  la  pena  se  rebajara,  en  sus  dos 
terceras  partes,  ya  que  está  probado  en 
autos,  la  grave  ofensa  inferida  por  Cáce- 
res contra  Ramírez,  y  que  este  se  limitó  a 
vindicar;  y  en  cuanto  a  la  confesión,  tam- 
bién debe  ser  admitida  como  atenuante, 
pues  sin  ella  no  habría  mérito  suficiente 
para  aceptar  como  conclusión  ineludible  la 
culpabilidad  del  encausado. 

El  señor  Fiscal  manifestó:  que  el  relato 
hecho  por  el  Juez  de  los  pasajes  del  pro- 
ceso es  bastante  exacto,  y  a  dicho  relato 
puede  agregarse:  que  ninguno  dice  que 
Cáceres  estuviera  armado;  tampoco  apa- 
reció el  arma  en  el  lugar  del  suceso,  la 
que,  al  recibir  el  tiro  la  víctima  habría 
caído  de  su  mano  izquierda,  donde  la  lle- 
vaba según  dijo  el  acusado;  que  es  ridícu- 
lo suponer  que  el  que  recibe  un  tiro  en  la 
mano  en  donde  lleva  el  arma,  se  la  pasa 
a  la  otra;  seria  casual  que  Cáceres  fuera 
zurdo,  y  en  este  caso  habría  quedado  en 
situación  de  inferioridad  para  usar  del 
arma,  la  que  sin  duda  alguna  solo  ha  exis- 
tido en  la  imaginación  de  Ramírez,  quien 
no  se  presentó  a  la  autoridad  ni  le  qui- 
taron el  revólver  por  raber  huido;  que 
claramente  se  deduce  que  tanto  el  heri- 
do, como  el  agresor,  estaban  exitados  por 
el  alcohol,  y  la  situación  en  que  el  uso 
del  alcohol,  coloca  a  las  personas  que  lo 
toman,  es  propensa  a  producir  la  delin- 
cuencia, y  estos  individuos  se  encontra- 
ban en  el  segundo  período  del  ciclo  al- 
cohólico, (excitación  y  enojo);  y  por  úl- 
timo que  el  Juez  hizo  correcta  aplicación 
de  la  ley  al  dictar  la  sentencia. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones para  fallar-  con  más-acierto  dispu- 
so que  se  practicaran  las  diligencias  deta- 
lladas en  el  auto  fecha  diez  y  siete  y  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 


seis;  y  en  su  oportunidad  fueron  agrega- 
dos a  la  pieza  respectiva;  a)  el  informe 
emitido  por  el  Jefe  del  primer  servicio  de 
Cirujía  de  hombres  del  Hospital  General, 
donde  consta:  que  Héctor  Cáceres  Paz  o 
Paiz  ingresó  a  dicho  servicio  el  seis  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  a 
curarse  de  una  pleuresía  seca  y  abceso 
caliente  del  brazo,  saliendo  del  mencio- 
nado servicio  el  treinta  y  uno  de  Agosto 
de  ese  mismo  año  (1936).  Le  fueron  re- 
conocidas las  cicatrices  de  los  agujeros  de 
entrada  y  de  salida  de  una  lesión  produ- 
cida por  arma  de  fuego,  situados:  uno  en 
el  cuarto  espacio  intercostal  derecho,  co- 
mo a  seis  centímetros  del  borde  del  exter- 
nón,  el  otro  en  el  cuarto  espacio  intercos- 
tal izquierdo,  como  a  ocho  .centímetros: 
del  borde  del  referido  hueso;  que  esta  heri- 
da haya  sido  la  causa  de  la  pleuresía  seca, 
solo  podría  establecerlo  el  Cirujano  del 
hospital  de  Antigua  Guatemala  quien  tuvo 
a  su  cargo  al  herido  inmediatamente  des- 
pués de  que  se  le  infirieron  las  lesiones;  que 
en  cuanto  al  absceso  caliente  del  brazo, 
fué  debido  probablemente  a  que  una  de 
las  inyecciones  que  se  le  pusieron  en  los 
primeros  días  de  su  enfermedad  se  le  in- 
fectó; y  que  Cáceres  Paz  o  Paiz  estuvo 
durante  setenta  y  ocho  días  bajo  asisten- 
cia Facultativa,  habiendo  salido  del  ser- 
vicio completamente  curado  y  no  quedán- 
dole impedimento  funcional  alguno;  y  b) 
el  Encargado  del  servicio  Médico  Legal  del 
Hospital  Pedro  de  Bethancourt,  amplian- 
do su  informe  anterior,  expuso :  que  a  con- 
secuencia de  la  lesión  producida  por  ar- 
ma de  fuego  y  localizada  en  el  tórax,  se 
puso  en  inminente  peligro  la  vida  de  Cáce- 
res Paiz  o  Paz. 

El  Tribunal  de  segundo  grado  confirmó 
la  sentencia  del  Juez  con  la  modificación 
de  que  la  pena  que  se  impone  al  procesa- 
do, es  la  de  cinco  años  de  prisión  correc- 
cional disminuida  en  una  tercera  parte 
por  la  atenuante  de  su  confesión,  que- 
dando reducida  la  condena  a  tres  años  y 
cuatro  meses  de  la  misma  prisión;  y  que 
se  condena  al  reo  al  pago  de  los  gastos 
que  el  ofendido  ocasionó  durante  su  per- 
manencia en  el  Hospital. 

Francisco  Ramírez  García  con  auxilio 
del  Abogado  José  Barillas  Fajardo,  inter- 
puso contra  este  último  pronunciamento 
el  recurso  extraordinario  de  casación, 
fundándose  en  que  la  Sala  sentenciadora 
violó  los  artículos  11.  21  incisos  4o.  y  6o. 
311  inciso  primero  y  313  del  Código  Pe- 
nal; y  614  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 
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El  Licenciado  Barillas  Fajardo  en  ex- 
tenso alegato  ha  tratado  de  poner  de  ma- 
nifiesto la  procedencia  del  recurso,  ale- 
gando la  legítima  defensa;  y  en  cuanto  a 
la  pena  impuesta  al  procesado  hace  un  es- 
tudio sobre  la  manera  de  aplicar  el  Arto. 
313  del  Código  Penal,  manifestando,  entre 
otras  cosas,  que  esta  es  una  disposición  que 
necesita  interpretarse,  entenderlo  sin  abs- 
tracciones y  con  inteligencia  y  cultura, 
aplicarlo  con  toda  equidad  empeñándose 
el  juzgador  en  que  prevalezca  la  justicia 
prescindiendo  del  concepto  rígido  y  muer- 
to de  su  letra,  por  que  es  a  hombres  y  no 
a  seres  perfectos  a  quienes  se  está  juz- 
gando. 

CONSIDERANDO: 

Que  Ramírez  García  afirmó  en  su  ale- 
gato: que  Cáceres  le  esperaba  en  el  ca- 
mino que  conduce  a  su  casa,  lo  cual  in- 
dica de  una  manera  clara  que  dicho  su- 
jeto no  había  quedado  satisfecho  con  el 
bofetón  que  le  dió  en  casa  de  Noriega  y 
acostumbrado  a  pegar  sin  peligro  y  cre- 
yéndole desarmado,  por  que  no  hizo  uso 
de  su  arma  al  sufrir  el  golpe  quería  re- 
petir con  él  los  hechos  cometidos  con 
Humberto  Girón  y  José  Mendizábal.  En 
autos  no  está  probado  que  efectivamen- 
te Cáceres  esperara  a  Ramírez  García  pa- 
ra agredirlo;  ni  este  segundo  hecho  apa- 
rece establecido  en  forma  alguna,  ya  que 
por  otra  parte,  no  fué  recogida  el  arma 
que  se  asevera  usó  Cáceres  para  agredir 
a  Ramírez  García;  en  cuanto  al  incidente 
ocurido  en  la  casa  de  Noriega,  únicamen- 
te lo  refieren  este  y  Ramírez.  Y  no  estan- 
do justificados  los  tres  elementos  que  in- 
tegran la  legítima  defensa,  es  evidente 
que  el  Tribunal  sentenciador  no  quebran- 
tó el  inciso  6o.  del  articulo  21  del  Código 
Penal,  ni  la  fracción  4a.  de  dicho  Cuerpo  de 
Leyes,  pues  tampoco  se  llegó  a  establecer 
que  el  recurrente  haya  delinquido  impul- 
sado por  miedo  invencible. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  sanción  impuesta  por  el  Tribunal 
de  segunda  Instancia  es  la  que  correspon- 
de, en  el  caso  sub-judice,  en  virtud  de  que 
cualquiera  que  haya  sido  el  tiempo  que 
el  ofendido  necesitó  para  su  curación  o 
el  que  estuvo  incapacitado  para  trabajar, 
no  debe  tomarse  en  cuenta  ese  número 
de  días  para  Ja  aplicación  de  la  pena,  si- 
no la  circunstancia  de  haber  sido  puesta 
su  vida  en  inminente  peligro,  según  cons- 
ta en  el  informe  médico  legal  que  obra  en 
autos;  razón  por  la  cual  no  fueron  in- 
fringidos los  artículos  311  inciso  primero 
y  313  del  Código  Penal. 


CONSIDERANDO: 

Que  toda  infracción  de  la  ley  punitiva 
;e  presume  voluntaria  mientras  no  se  es- 
tablezca lo  contrario.  El  propio  recurren- 
te ha  confesado  que  hizo  tres  disparos 
contra  su  agresor  en  defensa,  de  su  perso- 
na, pero  este  hecho  modificativo  de  su 
confesión  no  lo  probó  como  ya  se  dijo,  por 
consiguiente  subsiste  aún  el  primer  ex- 
tremo de  dicho  precepto,  esto  es  la  vo- 
luntariedad en  el  agente  al  cometer  el  de- 
lito. Con  respecto  a  la  confesión  cuali- 
ficada, debe  tenerse  presente,  que  es  po- 
testativo del  juzgador  admitirla  en  la 
parte  favorable  al  procesado,  siempre  que 
concurran  las  circunstancias  que  la  ley 
determina.  Y  en  consecuencia  no  se  que- 
brantó el  artículo  11  del  Código  Penal,  ni 
procede  entrar  a  conocer  de  la  disposición 
contenida  en  el  artículo  614  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  artículo  690 
del  Código  últimamente  ¡citado,  declara  la 
improcedencia  del  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito  e  impone  al  reo  la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  arresto,  conmu- 
table en  su  totalidad,  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios.  Notifíquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serra- 
no Muñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Ar- 
gueta  S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Samuel  Herrera,  Villatoro 
y  Edmundo  González  Gómez  por  fraude 
y  exacciones  ilegales  y  defraudación  a 
la  Hacienda  Pública  en  el  Ramo  de  Li- 
cores, respectivamente. 

DOCTRINA:  Cuando  en  el  recurso  de  ca- 
sación que  se  interpone  por  violación  de 
ley  se  citan  preceptos  legales  que  sólo 
correspondería  examinarlos  en  el  caso 
de  que  dicho  recurso  se  hubiera  inter- 
puesto por  quebrantamiento  de  forma, 
no  le  es  dable  al  Tribunal  de  Casación 
entrar  a  conocer  de  dichos  preceptos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete.. 
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Vista  por  recurso  de  casación  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  3a.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  nueve  de  Septiem- 
bre del  año  próximo  pasado,  en  la  cau- 
sa instruida  contra  Samuel  Herrera  Vi- 
llatoro  y  Edmundo  González  Gómez,  a 
quienes  se  les  procesó  por  los  delitos  de 
Fraude  y  Exacciones  Ilegales  al  primero, 
y  por  defraudación  a  la  Hacienda  Públi- 
ca en  el  Ramo  de  Licores  al  segundo;  sen- 
tencia por  la  cual  se  confirma  la  conde- 
natoria que  dictó  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Baja  Verapaz,  con  las  modificacio- 
nes siguientes:  a)  que  el  delito  cometido 
por  Samuel  Herrera  Villatoro  es  el  de  de- 
fraudación a  la  Hacienda  Pública  en  el 
Ramo  de  Alcoholes,  por  cuya  infracción  le 
impone  la  pena  de  un  año  de  prisión  co- 
rreccional y  trescientos  quetzales  de  multa, 
conmutable  la  primera  en  sus  dos  terceras 
partes  a  razón  de  un  quetzal  por  día  y  si  no 
hiciere  efectiva  la  segunda  permanecerá 
en  retención  a  razón  de  un  día  por  cada 
dos  quetzales,  lo  deja  afecto  al  pago  de 
los  gastos  ocasionados  durante  su  estan- 
cia en  la  prisión  y  a  la  reposición  del  pa- 
pel simple  empleado  en  la  causa,  orde- 
nando que  se  dé  en  su  oportunidad  los 
avisos  correspondientes;  y  b)  la  revoca  en 
cuanto  condena  a  Edmundo  González  Gó- 
mez al  pago  de  los  impuestos  defraudados. 

El  cinco  de  Mayo  del  año  recién  pasa- 
do, se  presentó  ante  el  Jefe  Político  y  Co- 
mandante de  Armas  del  Deparamento  de 
Baja  Verapáz,  Edmundo  González  Gómez, 
en  su  carácter  de  destilador  en  las  fábri- 
cas de  San  Gerónimo,  diciendo  que  al  prac- 
ticar la  medida  material  de  la  existencia 
de  su  aguardiente  en  el  depósito,  advirtió 
una  diferencia  de  ochenta  litros  de  mer- 
ma, poco  más  o  menos,  ésto  tomando  co- 
mo base  la  medida  practicada  el  día  últi- 
mo por  el  Intendente  Municipal  y  se 
gún  constaba  en  acta  levantada  por  el  mis- 
mo. El  Jefe  Político  e  Intendente  de  Ha- 
cienda dió  traslado  de  la  denuncia  al  Co- 
misario de  la  Policía,  para  que  sin  perdida 
de  tiempo  en  su  carácter  de  Juez  menor 
y  en  defecto  del  Comandante  de  la  Poli- 
cía de  Hacienda  que  se  encontraba  en  co- 
misión, se  constituyera  en  el  Depósito  de 
Bebidas  Alcohólicas  de  San  Gerónimo,  y 
constatara  por  medida  material,  las  exis- 
tencias de  licor,  con  las  que  arrojen  los 
libros  respectivos,  autorizándole  para  la 
pesquisa  del  delito  denunciado,  previa  ra- 
tificación de  la  denuncia.  En  la  diligen- 
cia llevada  a  cabo  por  el  Comisario  de  la 
Policía,  se  constató:  que  efectivamente 
faltaban  setenta  y  ocho  litros,  treinta  y 


siete  y  medio  centilitros,  pues  se  encon- 
traron tres  pipas  de  regular  tamaño,  dos 
de  ellas- vacías  y  una  conteniendo  veintio- 
cho litros,  doce  y  medio  centilitros  y  en 
otra  diez  y  ocho  litros  de  aguardiente  de 
cacao;  en  un  barril-  doce  garrafones,  ha- 
ciendo un  total  en  litros  de  doscientos 
veinticinco,  o  sean  doscientos  setenta  y  un 
litros,  doce  centilitros  y  medio,  siendo  por 
consiguiente  la  existencia  que  debía  de 
haber,  según  los  libros  respectivos,  de  tres- 
cientos cuarenta  y  nueve  litros  cincuenta 
centilitros,  faltando  por  lo  tanto  la  can- 
tidad ya  mencionada.  A  esta  diligencia 
comparecieren  el  Guarda-Almacén  de  Li- 
cores Samuel  Herrera,  el  destilador  Ed- 
mundo González,  el  Vigilante  Antonio  J. 
Mérida,  Víctor  Ampudia,  los  agentes,  con- 
troles de  la  Policía  Nacional  y  de  Hacien- 
da, Roberto  Quiroa  Herrera  y  Agustín 
Valdés,  respectivamente,  y  agente  Sabino 
Barrera  Gudiel.  El  Guarda-Almacén  ma- 
nifestó que  tenia  malicia  de  que  el  aguar- 
diente que  faltaba  había  salido  en  algu- 
na de  las  remisiones  hechas  por  el  desti- 
lador González  y  que  su  malicia  la  fun- 
daba porque  el  día  treinta  del  mes  ante- 
rior, salía  sin  la  guia  correspondiente  un 
barril  conteniendo  treinta  y  siete  litros, 
cincuenta  centilitros  de  aguardiente,  el 
cual  fué  regresado  por  los  agentes  contro- 
les de  ambas  policías,  así  como  el  vigilan- 
te de  las  fábricas  señor  Mérida  Díaz.  El 
señor  González  dijo  no  haber  cometido 
ningún  hecho  punible  y  la  especie  asegu- 
rada por  el  Guarda-Almacén  fué  desmen- 
tida por  González  y  sus  empleados,  así  co- 
mo también  por  los  agentes  de  control  y 
el  testigo  propuesto  por  el  Guarda-Alma- 
cén don  Manuel  García.  Solamente  Víc- 
tor Ampudia,  subalterno  del  Guarda-Al- 
macén, aseguró  haber  visto  el  regreso  del 
barril  sin  guia,  pues  el  vigilante  Antonio 
Mérida  manifestó  que  nada  le  constaba. 
Todas  las  demás  personas  que  declararon 
en  la  causa  nada  dicen  con  respecto  a  la 
pérdida  del  licor,  la  cual  como  ya  se  ha 
dicho  en  la  historia  de  este  fallo,  fué 
comprobada  por  el  Intendente  Municipal 
y  el  Comisario  de  la  Policía,  y  que  hicie- 
ron constar  en  las  actas  levantadas  al  res- 
pecto. Los  expertos  Mariano  Gómez  y 
Efraín  Narciso,  manifestaron  que  el  aguar- 
diente que  faltaba  ascendía  a  veintinue- 
ve litros,  treinta  y  dos  centilitros  y  me- 
dio, al  cual  le  daban  un  valor  comercial 
de  quince  quetzales,  sesenta  y  ocho  cen- 
tavos de  quetzal,  y  a  los  impuestos  debidos 
por  este  aguardiente,  treinta  quetzales, 
cincuenta  y  siete  centavos. 
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Elevada  la  causa  a  plenario  se  tomó  a 
Samuel  Herrera  Villatoro  y  Edmundo 
González  Gómez,  su  confesión  con  cargos 
por  los  delitos  de  Fraude  y  Exacciones  Ile- 
gales y  Defraudación  a  la  Hacienda  Públi- 
ca en  el  Ramo  de  Licores,  respectivamen- 
te, con  los  cuales  no  se  conformaron,  nom- 
brando el  segundo  como  su  defensor  al 
Licenciado  don  Daniel  Escalante  y  al  pri- 
mero se  le  nombró  defensor  de  oficio  a 
José  Teófilo  Vargas,  previa  aceptación  y 
discernido  el  cargo. 

Abierta  la  causa  a  prueba  por  quince 
días,  el  defensor  del  reo  Samuel  Herrera 
Villatoro,  rindió  la  testimonial  de  los  seño- 
res Ciríaco  Escobedo  Ramos  y  Helurrosal 
Rodríguez,  para  demostrar  que  no  tenía 
bienes  ni  rentas  que  le  produjeran  un 
quetzal  diario,  y  que  habiendo  cesado  en 
su  empleo,  no  tenía  sueldo  ni  emolumen- 
to alguno  en  una  palabra,  para  demos- 
trar que  era  pobre  en  el  sentido  legal. 

Después  de  los  alegatos  de  defensa,  el 
Juez  de  la  causa,  para  mejor  fallar,  man- 
dó que  se  examinara  al  Comisionado  de  la 
Policía  Nacional,  Teniente  Coronel  Ar- 
mando Celada  y  a  don  Manuel  Muñiz,  so- 
bre la  cita  que  les  aparecía;  que  se  pidie- 
ra informe  a  la  Intendencia  Municipal  de 
San  Gerónimo  y  -a  la  Receptoría  de  Ren- 
tas Departamental  sobre  la  conducta  ob- 
servada por  el  ex-Guarda-Almacén  de  Li- 
cores del  Depósito  de  San  Gerónimo  Sa- 
muel Herera  y  por  el  destilador  del  mis- 
mo, Edmundo  González,  durante  el  tiem- 
po que  tardaron  al  frente  de  sus  cargos;  a 
la  última  de  las  Oficinas  nombradas  se 
pidiera  informe  si  en  el  tiempo  que  ha  es- 
tado el  destilador  González,  en  Jas  fábri- 
cas de  San  Gerónimo  se  había  inniciado 
contra  él  juicios  económico-coactivos  y 
por  qué  causa;  y,  por  último,  que  se  pi- 
diera copia  del  contrato  de  bases  a  que 
estaba  obligado  como  destilador  del  depó- 
sito el  señor  González.  E't  Comisario  de  la 
Policía  de  la  cabecera  de  la  Baja  Verapaz, 
Armando  Celada,  y  el  sargento  del  mismo 
cuerpo  Manuel  de  Jesús  Muñiz,  declara- 
ron: ser  falso  que  hayan  oído  cuando  los 
agentes  del  control  Agustín  Valdés  y  Ro- 
berto Quiroa,  le  refirieron  al  testigo  Ma- 
nuel García  Morales,  que  el  treinta  de 
Abril  del  año  pasado  se  había  intentado 
sacar  del  depósito  de  Licores  de  San  Ge- 
rónimo, un  barril  de  aguardiente,  sin  la 
correspondiente  guía;  también  manifes- 
taron que  no  creían  que  hubiera  sucedi- 
do tal  cosa,  pues  cuando  llegaron  a  ins- 
truir las  primeras  diligencias  al  depósito, 
el  Guarda-Almacén  Samuel  Herrera  Villa- 


toro  relató  la  salida  y  regreso  del  barril,  y 
que  el  destilador  al  ser  interrogado  mani- 
festó que  para  los  despachos  de  ese  día  no 
había  estado  presente  y  que  eso  se  había 
hecho  constar  en  el  acta  respectiva.  Los 
agentes  de  control  dijeron  ser  falso  lo  ase- 
verado por  el  Guarda-Almacén  y  que  ade- 
más Agustín  Valdés  que  estaba  puesto  por 
parte  de  la  Policía  de  Hacienda,  no  ejer- 
cía las  funciones  de  tal  el  treinta  de  Abril 
por  que  fué  alta  hasta  el  primero  de  Mayo. 

Los  informes  dados  con  respecto  de  la 
conducta  del  Guarda-Almacén  y  Destila- 
dor, demuestran  que  cuando  éstos  traba- 
jaron como  tales,  fué  buena.  A  folios 
ciento  treinta  y  cuatro  y  ciento  treinta  y 
cinco,  corre  agregada  la  copia  simple  del 
contrato  de  bases  celebrado  entre  Edmun- 
do González  Gómez  y  el  Director  General 
de  Rentas,  Adolfo  Zandalio  Mérida. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  de  la 
Instancia  de  Baja  Verapáz,  el  treinta  y 
uno  de  Julio  del  año  pasado,  dictó  senten- 
cia, declarando:  que  Samuel  Herrera  Vi- 
llatoro era  autor  del  delito  de  Fraude  y 
Exacciones  Ilegales,  imponiéndole  por  este 
hecho  la  pena  de  un  año  de  arresto  ma- 
yor, haciendo  las  demás  declaraciones  co- 
rrespondientes, y  absolviendo  a  Edmundo 
González  del  cargo  que  se  le  formuló  por 
Defraudación  en  el  Ramo  de  Alcoholes, 
condenando  a  Samuel  Herrera  y  a  Ed- 
mundo González,  en  forma  mancomunada 
y  solidaria,  al  pago  de  los  impuestos  de- 
fraudados y,  por  último,  confirma  el  auto 
de  libertad  dictado  a  favor  de  Víctor  Am- 
pudia  López. 

Al  conocer  la  Sala  3a.  en  virtud  de  re- 
curso de  apelación  interpuesto  por  el  de- 
fensor del  reo  Edmundo  González,  Gómez 
confirmó  la  sentencia  con  las  modifica- 
ciones apuntadas  al  principio  de  este  fa- 
llo, dando  como  razones  de  derecho,  que  la 
responsabilidad  contra  Samuel  Herrera 
Villatoro  había  quedado  establecida  con 
su  propia  declaración,  al  afirmar  que  ya 
sabia  la  falta  de  licor,  así  como  con  las 
actas  levantadas  al  practicar  la  medida 
material  y  las  constancias  de  los  libros 
respectivos,  en  los  cuales  constaba  la  di- 
ferencia encontrada  en  el  licor  existente 
con  relación  al  que  había  recibido,  y  de 
existir  en  su  contra  las  presunciones  de- 
ducidas de  su  morosidad  en  dar  parte  a 
sus  superiores  de  la  falta  del  aguardien- 
te, de  permitir  según  él  mismo  confiesa, 
que  el  destilador  por  sí  o  por  sus  emplea- 
dos efectuara  los  despachos  de  aguardien- 
te; asegurar  que  el  destilador  y  sus  em- 
pleados intentaran  sacar  un  barril  sin  la 
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guia  correspondiente  y  haberse  estableci- 
do plenamente  la  falsedad  de  tal  imputa- 
ción. 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia,  el 
Procurador  oficial,  Eleazar  Urmeneta,  in- 
trodujo recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  citando  como  infringidos  los  artí- 
culos siguientes:  46,  47,  419  inciso  5o.,  420, 
568,  571,  595  y  732  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 133  inciso  12o.  Capítulo  II  de  la  Ley 
de  Hacienda.  Pedidos  los  antecedentes  y 
señalada  la  audiencia  del  martes  veinti- 
dós de  Diciembre  del  año  próximo  pasado, 
es  el  caso  de  fallar. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  plenamente  establecido, 
que  en  la  Fábrica  de  Bedidas  Alcohólicas 
del  Municipio  de  San  Gerónimo,  del  De- 
partamento de  Baja  Verapáz,  en  el  mes 
de  Mayo  del  año  recién  pasado,  faltaban 
setenta  y  ocho  litros,  treinta  y  siete  y  me- 
dio centilitros  de  aguardiente,  y  que  el 
único  responsable  en  tal  hecho  lo  es  el 
Guarda-Almacén  don  Samuel  Herrera  Vi- 
natero, según  lo  demuestra  la  prueba  di- 
recta y  de  presunciones  que  sirvió  de  base 
a  la  Sala  sentenciadora,  por  lo  que  en  lu- 
gar de  infringirse  las  disposiciones  legales 
contenidas  en  los  artículos  568,  571,  y  595 
Procedimientos  Penales,  se  aplicaron  rec- 
tamente. 

CONSIDERANDO: 

Que  conteniendo  el  fallo  de  segunda 
Instancia  decisiones  expresas,  positivas  y 
precisas,  así  como  también  la  cita  de  las 
leyes  en  que  se  funda,  no  se  violó  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  732  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  46,  47  y  420  de  Procedi- 
mientos Penales,  establecen:  Que  todos 
los  Jueces  se  reputan  hábiles  para  recibir 
querella  o  denuncia  de  un  delito  o  instruir 
la  correspondiente  información  preparato- 
ria; pero  terminada  ésta,  deberán  dar 
cuenta  al  Tribunal  que  corresponda;  en 
caso  de  urgencia  aún  podrá  cualquier  Juez 
traspasar  su  distrito  jurisdiccional,  dan- 
do aviso  al  otro  y  proceder  inmediatamen- 
te como  éste  habría  procedido;  y  que  la 
detención,  lo  mismo  que  la  prisión  deben 
efectuarse  de  la  manera  y  en  la  forma  que 
perjudiquen  lo  menos  posible  a  la  perso- 
na y  a  la  reputación  del  inculpado;  que  su 
libertad  no  debe  restringirse  sino  en  los 
limites  absolutamente  indispensables  pa- 
ra asequrar  su  persona  e  impedir  las  co- 


muicaciones  que  puedan  perjudicar  la  ins- 
trucción de  la  defensa".  Transcripciones 
legales  que  sólo  correspondería  examinar- 
las en  el  caso  de  que  el  recurso  de  casación 
hubiera  sido  interpuesto  por  quebranta- 
miento de  forma.  Igual  razón  cabe  decir 
con  respecto  al  articulo  419  del  mismo 
Código,  pues  no  tiene  incisos  y  por  consi- 
guiente, no  puede  examinarse  el  inciso  5o. 
que  cita  el  recurrente. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  133  inciso  12,  si  es  el  que 
el  recurrente  se  quiso  referir  en  su  cita, 
a  las  Leyes  y  Reglamentos  de  Hacienda 
recopilados  por  don  José  Luis  Prado,  tam- 
poco procede  examinarlo,  por  haber  sido 
derogado  por  el  Decreto  número  1602. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  artículos  686, 
690  y  735  de  Procedimientos  penales;  233 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Procurador  Oficial  de 
la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones. 
Notifíquese  y  como  corresponde,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Ráf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
—  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO :  por  homicidio  contra  Gregorio 
Mateo  Ramos. 

DOCTRINA:  A  los  Jueces  de  Instancia  les 
corresponde  apreciar  las  presunciones 
cuando  están  fundadas  en  hechos  que 
aparecen  probados. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
ocho  de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  5a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  nueve  de  Diciembre  del 
año  próximo  pasado,  en  la  causa  instruida 
contra  Gregorio  Mateo  Ramos,  a  quien  se 
le  procesó  por  el  delito  de  homicidio,  y  en 
la  cual  se  aprueba  la  sentencia  consulta- 
da por  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Jutia- 
pa,  en  lo  que  se  refiere  al  testigo  Luis  Cor- 
téz,  con  la   enmienda  de  que   no  se  deja 
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abierto  el  procedimiento  en  su  contra  por 
falso  testimonio,  sino  que  se  manda  cer- 
tificar lo  conducente  para  el  efecto;  y  la 
desaprueba  en  lo  demás,  y  resolviendo  en 
derecho  declara:  que  Gregorio  Mateo  Ra- 
mos es  autor  del  delito  de  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Ciriaco  Gudiel. 
por  el  que  le  impone  la  pena  inconmutable 
de  diez  años  de  prisión  correccional,  la  que 
con  abono  del  tiempo  padecido  desde  el 
auto  de  formal  prisión,  cumplirá  en  la 
Penitenciaria  Central;  lo  deja  afecto  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  delito,  y  le  obliga  a  la  repo- 
sición del  papel  empleado  en  la  causa  en 
la  forma  de  ley,  y  por  último,  lo  suspende 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos 
durante  el  tiempo  de  la  condena. 

El  procedimiento  criminal  se  inició  el 
veintiséis  de  Octubre  de  mil  novecientos 
veintinueve,  fecha  en  que  se  presentó  Ja- 
cobo  F.  Menéndez,  poniendo  en  conoci- 
miento del  Juez  de  Paz  de  Yupiltepeque, 
que  ese  día,  yendo  en  compañía  de  Desi- 
derio Velásquez,  para  el  lugar  de  "El  For- 
tín", en  el  camino  y  en  el  paraje  Crucita 
Montaña,  encontró  a  un  individuo  botado 
en  el  suelo,  manchado  de  sangre,  sin  sa- 
ber quien  era.  En  la  ratificación  agregó: 
que  adelante  de  ellos  iba  Emilio  y  Jesús 
Velásquez  y  el  menor  Ciriaco  Vásquez, 
quienes  talvez  podían  dar  detalles  del  he- 
cho. En  igual  forma  se  expresó  Desiderio 
Velásquez. 

Constituido  el  Juez  instructor  de  las 
primeras  diligencias  en  el  lugar  del  he- 
cho, asociado  de  los  expertos  Margarito 
Ordóñez  y  Jesús  Cabrera,  levantó  el  acta 
descriptiva  e  hizo  constar  que  como  a  tres 
cuartos  de  legua  de  Yupiltepeque,  en  un 
camino  de  extravío,  en  el  punto  denomi- 
nado Crucita  Montaña,  encontró  a  un 
hombre  muerto,  boca-arriba,  con  la  ropa 
manchada  de  sangre,  vestido  de  camiseta 
blanca,!  pantalón  de  dril  negro  y  chaqueta 
negra  rayada  de  aplomado,  con  cincho  y 
caites  de  zuela,  y  junto  a  él  estaba  un  ma- 
chete, corvo'  envainado,  un  sombrero  de 
palma,  dos  tanates  conteniendo  café  y  fri- 
jol, y  al  registrar  el  cadáver,  se  le  encon- 
traron dos  pañuelos  sucios,  en  uno  de  ellos 
tenia  sus  comprobantes  que  sirvieron  para 
identificarlo,  apareciendo  ser  el  occiso, 
Ciriaco  Gudiel  de  la  aldea  "El  Cohetero' 
de  la  jurisdicción  de  Jutiapa,  y  en  el  otro 
pañuelo  se  hallaron  once  pesos  billestes  de 
la  antigua  emisión.  El  interfecto  presen- 
taba dos  lesiones  situadas  como  cuatro 
dedos  arriba  del  ombligo,  como  -de  media 
pulgada  cada  una  y  tres  más  en  el  costa- 


do izquierdo  de  la  costilla,  también  de 
media  pulgada,  siendo  todos  circulares  y 
al  parecer  producidas  con  arma  de  fuego, 
las  que  a  juicio  del  Juez  y  de  los  expertos 
le  produjeron  la  muerte.  Reconocido  el 
lugar  donde  se  encontró  el  cadáver  y  sus 
alrededores,  no  se  encontró  ninguna  hue- 
lla de  riña,  siendo  dicho  lugar  montañoso, 
obscuro,  escabroso  y  despoblado. 

Emilio  Velásquez,  dijo:  que  el  veintiséis 
de  Octubre  del  año  ya  indicado,  como  a 
las  cuatro  de  la  tarde,  en  ocasión  que  iba 
con  su  hermano  Jesús  y  el  menor  Ciriaco 
Vásquez,  con  unas  cargas  de  maíz  para 
Yupiltepeque,  como  a  cuadra  y  media  de 
la  aldea  Izcanalar  y  en  el  camino  que  con- 
duce para  el  punto  de  Grucita  Montaña, 
encontraron  a  Ciriaco  Gudiel,  quien  iba 
bueno  y  sano  y  los  saludó;  y  que  si  más 
adelante  le  pasó  algo,  lo  ignoraba,  y  que 
con  Jacobo  F.  Menéndez  se  había  visto  en 
el  terreno  "El  Fortín".  En  igual  forma  de- 
clararon Jesús  Velásquez  Vásquez  y  el  me- 
nor de  nueve  años,  Ciriaco  Vásquez. 

Victoria  Grijalva  declaró:  que  su  espo- 
so Ciriaco  Gudiel,  salió  de  la  aldea  "El 
Cohetero",  lugar  de  su  domicilio,  con  di- 
rección a  Yupitepeque,  el  día  veintiséis  de 
Octubre,  como  a  las  siete  horas,  solo  y  con 
el  objeto  de  hacer  unos  mandados,  no  sa- 
biendo quién  le  dió  muerte. 

El  treinta  del  mismo  mes  de  Octubre  se 
pasaron  las  diligencias  al  Juzgado  de  la. 
Instancia  de  Jutiapa.  El  veintiséis  de  No- 
viembre siguiente,  se  presentó  por  escrito 
a  dicho  Tribunal,  María  Godoy  de  ochenta 
años  de  edad,  manifestando:  que  habia 
seguido  la  pista,  logrando  descubrir  al  au- 
tor del  asesinato  de  su  hijo  Ciriaco  Gudiel, 
que  no  fué  otro  sino  Gregorio  Mateo, 
quien  solo  por  envidia  y  sed  de  matar  ha- 
bía cometido  ese  hecho,  pues  con  su  hijo 
no  eran  rivales  y  propuso  el  testimonio  de 
Félix  Alay,  Pedro  Méndez  y  Agapito  Gue- 
vara, los  que  en  viaje  de  comercio,  tuvie- 
ron ocasión  de  presenciar  la  forma  en  que 
fué  muerto  su  citado  hijo,  y  terminó  cons- 
tituyéndose acusadora  de  Gregorio  Mateo. 
Posteriormente  propuso  con  el  mismo  ob- 
jeto, es  decir,  para  demostrar  que  Mateo 
era  el  autor  del  hecho  material  denuncia- 
do, el  examen  de  Felipe  López  y  Luis  Gor- 
tés. 

Félix  Aláy  y  Felipe  López  dijeron  no 
ccnstales  nada.  Luis  Cortés  declaró:  que 
el  veintiséis  de  Octubre  como  de  las  tres 
a  las  cuatro  de  la  tarde,  se  dirigía  para  El 
Salvador  en  viaje  de  comercio,  y  en  com- 
pañía de  Agapito  Guevara,  Félix  López, 
Félix  Aláy  y  Pedro  Méndez,  y  al  pasar  por 


72 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


el  punto  de  La  Gruz  de  Yupiltepeque 
(Crucita  Montaña),  vió  que  Gregorio  Ma- 
Mateo  quien  estaba  acompañado  de  Lu- 
cas y  Eugenio  del  mismo  apellido,  le  dis- 
paró un  tiro  do  escopeta  a  Ciriaco  Gudiel, 
del  cual  cayó  éste  sin  vida,  y  que  sus  acom- 
pañantes salieron  huyendo  con  dirección 
a  Yupiltepeque;  que  él  y  sus  compañeros 
siguieron  camino  para  la  República  de  El 
Salvador,  y  no  dieron  parte  del  hecho, 
porque  el  Secretario  Municipal,  Jacobo 
cuyo  apellido  no  recordaba,  iba  adelante 
del  declarante  y  sus  compañeros,-  y  lo  ha- 
bía dado  al  Juez  de  Paz  de  Yupiltepeque; 
que  sabía  que  Ciriaco  Gudiel  tenía  ene- 
mistad con  Gregorio,  Lucas  y  Eugenio  Ma- 
teo, porque  éstos  querían  quitarle  a  Gudiel 
el  predio  donde  vivía. 

A  solicitud  del  apoderado  de  Gregorio 
Mateo,  Ernesto  Martínez,  fueron  exami- 
nados Teófilo  Corado,  Francisco  Asencio, 
Martín  Revolorio,  Emilio  Barrera,  Félix 
Corado,  Eusebio  García,  Felipe  Méndez, 
Benigno  García  y  Carmen  Zúñiga,  para 
demostrar  que  el  reo  el  día  y  hora  del  he- 
cho no  se  encontraba  en  el  lugar  en  que 
fué  muerto  Ciriaco  Gudiel.  Todos  estos 
testigos  declararon,  afirmando  los  seis 
primeros  que  el  día  veintiséis  de  Octubre 
de  mil  novecientos  veintinueve,  como  a  las 
tres  de  la  tarde,  vieron  a  Gregorio  Mateo 
en  la  tienda  de  Teófilo  Corado,  sita  en  El 
Adelanto,  comprando  mercaderías  y  los 
tres  últimos,  que  lo  vieron  en  la  misma  fe- 
cha y  lugar,  pero  de  cuatro  a  cinco  de  la 
tarde. 

En  telegrama  de  fecha  diez  de  Enero  del 
año  pasado,  el  Juez  de  la.  Instancia  del 
Distrito  Judicial  de  Chualchuapa,  Repú- 
blica de  El  Salvador,  puso  a  disposición 
del  Juez  de  la.  Instancia  de  Jutiapa,  a 
Gregorio  Mateo,  preso  en  aquélla  cárcel 
por  el  homicidio  cometido  en  la  persona 
de  Ciriaco  Gudiel,  rogándole  activar  las 
diligencias  para  su  extradicción,  y  que  la 
captura  fué  hecha  a  pedimento  de  Sinfo- 
roso  y  Juan  Crijalva,  hijos  fuera  del  ma- 
trimonio del  interfecto. 

Lograda  la  extradicción  de  Gregorio  Ma- 
teo, el  primero  de  Mayo  del  año  pasado, 
fué  indagado  y  manifestó:  que  se  le  cap- 
turó el  treinta  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  en  la  ciudad  de 
Chalchuapa,  porque  sus  sobrinos  Sinforo- 
so  y  Juan  Gudiel  Grijalva  lo  acusaban  de 
ser  el  autor  de  la  muerte  Ciriaco  Gudiel, 
tío  del  interrogado,  la  que  ocurrió  el  vein- 
tiséis de  Octubre  sin  recordar  el  año,  pero 


que  hace  como  siete  años;  que  esa  acusa- 
ción era  falsa,  pues  ese  día  se  encontraba 
trabajando  en  terrenos  de  Teófilo  Corado 
y  Jorge  Samayoa,  situados  en  jurisdicción 
de  El  Adelanto  y  se  hallaba  acompañado 
de  Jorge  Samayoa,  Francisco  Asencio  y 
Santiago  Revolorio;  que  se  ausentó  de  su 
casa  ubicada  en  El  Cohetero  cantón  Bue- 
na Vista,  hacía  como  veinte  años,  yéndo- 
se para  Chalchuapa,  y  desde  esa  fecha  no 
había  sacado  ningún  comprobante  en  El 
Salvador  ni  en  esta  República;  que  en  el 
lugar  en  donde  mataron  a  su  tío  hasta  el 
punto  en  donde  se  encontraba  trabajan- 
do, hay  una  distancia  de  tres  leguas;  que 
ignora  quienes  hayan  sido  los  autores  de 
tal  muerte  y  que  con  su  citado  tío  Ciriaco 
Gudiel  no  guardaba  ninguna  enemistad, 
pero  que  sí  la  tenía  con  los  hijos  de  éste, 
Sinforoso  y  Juan  Gudiel  Grijalva,  que 
eran  los  que  ahora  lo  acusaban ;  que  se  fué 
para  Chalchuapa  como  a  los  tres  meses 
de  haber  ocurrido  la  muerte  de  su  tío, 
después  de  haber  cortado  un  poco  de  fri- 
jol que  tenía  sembrado  en  El  Adelanto,  y 
que  no  había  ido  al  velorio  de  Gudiel  por- 
que cuando  llegó  al  lugar  de  El  Cohetero, 
diez  días  después,  ya  lo  hablan  enterrado, 
habiendo  sabido  la  muerte  de  éste  tres 
días  después,  del  hecho,  por  medio  de  Teó- 
filo Corado;  al  preguntarle  porqué  dijo 
primero  que  la  muerte  de  su  tío  la  supo  a 
los  diez  días  y  después  afirmó  que  a  los  tres, 
contestó  que  por  una  equivocación.  Si- 
guió manifestando  que  Lucas  Mateo  era 
su  cuñado  y  Eugenio  del  mismo  apellido 
su  hermano  y  que  el  veintiséis  de  Octubre 
de  mil  novecientos  veintinueve  no  tuvo 
para  que  verlos;  que  su  padre  era  dueño 
de  varios  terrenitos  y  dispuso  darle  una 
parte  de  ellos  a  su  tío  Ciriaco  Gudiel,  pe- 
ro por  ésto  nunca  llegaron  a  pelear;  que 
el  objeto  de  su  ida  a  Chalchuapa  fué  con 
el  de  trabajar,  no  porque  se  fuera  huyen- 
do, y  que  lo  comprobaba  con  Teófilo  Cora- 
do, Francisco  Asencio,  Jorge  Samayoa  y 
otras  personas  más;  que  el  veintiséis  de 
Octubre  de  mil  novecientos  veintinueve 
estuvo  trabajando  en  terrenos  de  la  pro- 
piedad del  primero,  o  sea  Teófilo  Corado 
El  dos  de  Mayo  del  año  recién  pasado, 
se  motivó  la  prisión  provisional  de  Gre- 
gorio Mateo  Ramos,  por  el  delito  de  homi- 
cidio y  por  este  mismo  delito  se  le  tomó 
su  confesión  con  cargos  al  elevarse  la  cau- 
sa a  plenario,  cargo  con  el  cual  no  se  con- 
formó, y  nombró  como  su  defensor  a  don 
José  Mardoqueo  Morán.  a  quien  se  le  tu- 
vo como  tal  previa  aceptación  y  discerni- 
do el  cargo. 
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Por  haber  fallecido  la  acusadora  Maria 
Godoy,  se  le  dio  intervención  en  la  causa 
al  representante  del  Ministerio  Público. 
Para  mejor  fallar  se  practicaron  las  si- 
guientes diligencias:  ampliación  de  la  in- 
dagatoria del  procesado,  quien  expuso  que 
ratificaba  en  todas  sus  partes  su  decla- 
ración anterior,  que  cuando  se  trasladó  a 
la  República  de  El  Salvador  no  llevaba  pa- 
saporte porque  en  ese  tiempo  no  lo  exigían, 
portando  sólo  sus  documentos  para  identifi- 
carse, los  que  hace  como  dos  años  le  fueron 
recogidos  por  la  Policía  Montada,  una  vez 
que  llegó  a  la  casa  de  su  madre  en  Ixtaca- 
pa,  en  ocasión  que  salió  a  traer  leña,  en- 
contrándose dichos  documentos  en  la  bol- 
sa de  su  saco,  el  que  ee  llevó  la  policía; 
que  dichos  comprobantes  consistían  en 
una  hoja  de  servicio  de  cuando  estuvo  en 
la  Guarnición  de  Jeréz,  citas,  boletos  de 
ornato  y  de  caminos,  no  recordando  a  que 
año  pertenecían  estos  últimos,  porque  los 
mandaba  a  sacar  a  Jutiapa  con  sus  her- 
manos; que  no  se  presentó  a  las  autorida- 
des por  pura  ignorancia,  pues  como  no  es- 
taba acostumbrado  a  cuestiones  de  Juzga- 
do le  dió  pena.  Al  preguntarle  qué  hizo 
y  en  qué  se  ocupó  todo  el  día  veintiséis  de 
Octubre  de  mil  novecientos  veintinueve, 
contestó;  que  se  levantó  como  a  las  seis  de 
la  mañana,  y  luego  se  puso  a  trabajar  en 
compañía  de  Santiago  Samayoa,  Francis- 
co Asencio  y  Jorge  Samayoa,  mientras  da- 
ban tiempo  de  preparar  el  desayuno;  en- 
tre las  ocho  y  nueve  horas  prepararon  su 
desayuno,  después  del  cual  siguieron  tra- 
bajando hasta  como  a  las  cinco  de  la  tar- 
de, hora  en  que  almorzaron;  después  de 
eso  se  pusieron  a  sestear  y  a  preparar  la 
cena,  la  que  hicieron  como  a  las  ocho  de 
la  noche,  y  ¡a  las  diez  se  acostaron;  que 
todo  esto  pasó  en  el  lugar  de  "La  Loma", 
arriba  del  río  Los  Achiotes;  que  ese  día  no 
salieron  para  nada  del  lugar  donde  esta- 
ban trabajando,  el  cual  dista  tres  leguas 
de  El  Adelanto;  que  ese  dia  no  verificó 
ninguna  compra,  porque  como  repite,  es- 
tuvo trabajando  en  el  lugar  ya  indicado; 
que  el  veinte  de  Octubre  llegó  a  la  tienda 
de  Teófilo  Corado  en  El  Adelanto  y  le  pi- 
dió al  ¡crédito  ropa  para  su  uso,  pero  no  se 
la  quiso  dar  y  le  dijo  que  fuera  a  trabajar 
y  que  al  terminar  el  trabajo  se  la  daría; 
que  desde  ese  dia,  veinte,  se  quedó  traba- 
jando con  Teófilo  Corado  y  al  terminar  el 
trabajo,  diez  dias  después,  le  dió  la  ropa; 
y  que  el  día  veintiséis  de  Octubre  no  vio 
en  ningún  lugar  a  Teófilo  Corado,  a  Mar- 
tín Revolorio,  Emilio  Barrera,  Félix  Co- 


rado, Emilio  García,  Felipe  Méndez,  Be- 
nigno García  y  Carmen  Zúñiga. 

Francisco  Asencio  volvió  a  declarar,  en 
el  sentido  de  que  el  veintiséis  de  Octubre 
de  mil  novecientos  veintinueve  llegó  al 
pueblo  de  El  Adelanto,  con  procedencia  de 
la  aldea  El  Trapiche,  lugar  de  su  residen- 
cia por  un  llamado  que  le  hicieron  del 
Juzgado;  que  como  a  las  diez  u  once  de  la 
mañana  estuvo  en  la  tienda  de  Teófilo 
Corado  y  allí  encontró  a  Gregorio  Mateo 
quien  estaba  comprando  al  crédito  algu- 
nas cosas,  como  un  pantalón  y  unas  va- 
ras de  manta,  que  hechas  sus  compras  se 
retiró  dejando  en  la  tienda  al  citado  Ma- 
teo y  ya  no  lo  volvió  ver;  que  nunca  le  ha 
trabajado  a  Teófilo  Corado  ni  ha  hecho 
trabajos  en  terrenos  de  éste,  y  que  no  ha- 
bía estado  en  el  lugar  de  "Las  Lomas",  ni 
nunca  ha  trabajado  en  compañía  de  Gre- 
gorio Mateo,  Jorge  y  Santiago  Samayoa  y 
menos  el  veintiséis  de  Octubre  ya  citado. 
Se  le  leyó  su  declaración  anterior  y  dijo 
que  la  ratificaba  pero  como  hacía  tiempo 
que  la  prestó  no  recordaba  si  vió  a  Mateo 
en  la  tienda  de  Teófilo  Corado,  por  la  ma- 
ñana o  por  la  tarde. 

Careado  el  reo  con  el  testigo  de  cargo 
Luis  Cortés,  éste  último  manifestó  que  no 
ratificaba  su  declaración  prestada  ante  el 
Juez  de  la.  Instancia  de  Jutiapa,  el  siete 
de  Diciembre  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve, porque  no  ha  dado  ninguna,  pues 
en  esa  fecha  se  encontraba  en  Chalchua- 
pa,  República  de  El  Salvador.  Examina- 
do Santiago  Samayoa  Mendoza,  dijo:  que 
el  día  que  se  dice  tuvo  lugar  la  muerte  de 
Ciríaco  Gudiel,  como  a  las  tres  de  la  tar- 
de, vió  a  Gregorio  Mateo  en  la  tienda  de 
Teófilo  Corado  comprando  un  pantalón  y 
unas  varas  de  manta,  pagando  Mateo  con 
un  billete  de  dos  quetzales,  sin  recordar 
cuanto  gastó;  ¡que  no  era  cierto  que  haya 
estado  trabajando  ese  día  con  Mateo  en 
terrenoi  de  Corado.  Jorge  Samayoa  decla- 
ró que  en  el  año  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, del  cinco  al  nueve  de  Octubre  le 
estuvo  trabajando  Gregorio  Mateo  en  una 
Hacienda  de  '-guateras"  en  un  terreno  que 
tiene  en  el  lugar  llamado  "La  Loma",  dis- 
tante una  legua  de  El  Adelanto;  que  des- 
pués de  esa  fecha  no  volvieron  a  trabajar 
juntos,  sino  hasta  principios  de  enero  del 
año  siguiente,  y  que  no  era  cierto  que  el 
veintiséis  de  Octubre  de  dicho  año,  haya 
estado  trabajando  en  compañía  de  Gre- 
gorio Mateo  en  terrenos  de  Teófilo  Cora- 
do. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  de  la. 
Instancia  de   Jutiapa,  dió  fin  al  proceso 
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absolviendo  a  Gregorio  Mateo  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  homici- 
dio. 

Al  conocer  la  Sala  5a.  en  consulta,  man- 
dó oír  al  Fiscal,  quien  pidió  la  condena  del 
procesado,  en  virtud  de  los  hechos  debida- 
mente probados,  que  enumeró  en  su  pe- 
dimento. 

La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
para  dictar  su  fallo  condenatorio,  tuvo  co- 
mo base  y  fundamento  las  razones  que 
contiene  el  considerando  siguiente:  "que 
la  responsabilidad  de  Gregorio  Mateo  Ra- 
mos, como  autor  del  delito  de  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  Ciriaco  Gudiel, 
se  encuentra  probada  en  las  actuaciones 
que  se  han  tenido  a  la  vista,  con  las  pre- 
sunciones graves,  precisas  y  concordantes 
que  se  desprenden  de  los  siguientes  he- 
chos probados:  a)  haberse  desaparecido 
del  lugar  de  su  residencia  a  raiz  del  hecho, 
sin  motivo  justificado,  yéndose  para  la  Re  - 
pública de  El  Salvador,  de  donde  fué  ex- 
traditado;  b)  haber  afirmado  que  se  fué 
para  El  Salvador,  tres  meses  después  de 
la  muerte  violenta  de  Ciriaco  Gudiel,  cuan- 
do consta  en  autos  que  no  fué  hallado  en 
su  casa  por  los  agentes  que  lo  buscaban 
para  capturarlo;  c)  no  habérsele  encon- 
trado en  su  poder  ningún  documento  o 
comprobante  que  justificara  su  presencia 
en  el  país,  después  que  ocurrió  el  suceso, 
lo  que  induce  a  creer  que  andaba  evadien- 
do la  acción  de  la  justicia,  pues  hasta  con- 
fesó que  sus  boletos  — los  que  no  presentó 
—  los  mandaba  a  sacar  con  sus  herma- 
nos; d)  las  múltiples  contradicciones  en 
que  incurrió  en  sus  dos  declaraciones  in- 
dagatorias, las  que  lo  perfilan,  sin  ningu- 
na duda,  como  el  único  autor  del  crimen; 
e)  la  cautela  empleada  por  el  reo  desde 
mil  novecientos  treinta  y  uno,  pretendien- 
do probar  la  coartada  y  nombrado  apo- 
derado para  el  efecto;  f)  deducirse  cla- 
ramente de  los  autos  y  según  su  declara- 
ción, que  el  encartado  sí  tenía  anteceden- 
tes de  enemistad  con  el  extinto  Cudiel 
por  cuestión  de  tierras,  lo  que  explica  la 
causa  o  motivo  del  hecho  delictuoso;  y  g) 
el  rumor  público  que  desde  un  principio 
lo  sindicó  como  autor  del  delito,  con  ex- 
clusión de  ninguna  otra  persona.  Todas 
estas  presunciones,  unidas  a  la  semiplena 
prueba  formada  por  la  declaración  del 
testigo  presencial  Luis  Cortés,  la  que  e« 
Tribunal  estima  en  todo  su  valor  legal,  por 
ser  congruente  con  las  constancias  proce- 
sales y  haber  sido  prestada  casi  a  raiz  del 
suceso,  convencen  suficientemente  el  áni 


mo  judicial  y  dan  la  evidencia  plena  de  la 
culpabilidad  del    procesado;    por  lo  que 
procede  condenarlo  de  acuerdo  con  la  in 
fracción  que  cometió." 

El  reo  Gregorio  Mateo  Morales,  con  au- 
xilio del  Abogado  José  Alejandro  Mardo 
queo  Moran  Chinchilla,  al  serle  notifica- 
da la  ejecutoria  de  la  ,Sala  5a.,  introdujo 
recurso  de  casación,  por  violación  de  ley, 
denunciando  como  infringidos  los  artícu- 
los siguientes:  568,  571,  572,  583,  inciso  lo., 
587,  589,  595,  596,  597  y  601  de  Procedi- 
mientos Penales. 

Pedidos  los  antecedentes,  y  habiendo  te- 
nido lugar  la  vista  que  se  ¡señaló  para  el 
martes  veintitrés  de  febrero  próximo  pa- 
sado, es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  los  ¡hechos  de  los  cuales  se 
derivan  las  presunciones  humanas  que  sir- 
vieron de  base  al  fallo  recurrido,  debida- 
mente demostrados,  y  reuniendo  además 
la  prueba  indirecta  las  condiciones  que  la 
ley  procesal  exige  en  sus  artículos  587,  589, 
595,  596  y  597,  en  lugar  de  infringirse,  se 
aplicaron  correctamente. 

Dejando  la  ley  a  juicio  de  los  Jueces  la 
apreciación  en  justicia  del  valor  de  las 
presunciones  de  hombre,  no  pudo  violar 
el  artículo  601  de  Procedimientos  Pena- 
les que  les  otorga  dicha  facultad. 

Fundándose  el  fallo  que  se  examina  en 
la  prueba  indirecta  de  presunciones  hu- 
manas no  pudo  infringirse  el  artículo  583 
inciso  lo.  de  Procedimientos  Penales,  mu- 
cho menos  las  disposiciones  legales  conte- 
nidas en  los  artículos  668,  571  y  572  del 
mismo  cuerpo  legal,  que  se  refieren  a  que 
nadie  puede  ser  condenado  sino  cuando 
haya  plena  prueba  de  que  existió  el  delito 
y  de  que  el  procesado  lo  cometió;  que  la 
prueba  es  plena  cuando  la  única  conse- 
cuencia que  de  ella  puede  deducirse  es  la 
culpabilidad  del  procesado,  y  que  varias 
pruebas  semiplanas  forman  plena  prueba 
cuando  concurren  contra  una  misma  per- 
sona. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  artículos  686 
y  690  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara 
improcedente  el  recurso  extraordinario  de 
casación,  y  le  impone  al  recurrente  la  pe- 
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na  adicional  de  quince  días  de  arresto, 
conmutables  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día.  Notifíquese  y  con  certi- 
ficación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  ■ —  Max 
García  R.  i —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  José  Luis  Quiñónez  Jaez 
por  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  La  fé  del  juicio  pericial,  in- 
cluso el  cotejo  de  letras,  la  deja  la  ley  al 
criterio  de  los  jueces  de  instancia. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Por  resurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  nueve  de  Octubre 
del  año  próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Pri- 
mera de  Apelaciones  en  el  proceso  seguido 
contra  José  Luis  Quiñónez  Jaez  por  el  de- 
lito de  estafa. 

El  veintiocho  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cinco  se  inició  esta 
causa  en  virtud  de  que  el  Jefe  de  Investi- 
gación, Ricardo  L.  Vitola,  puso  a  disposi- 
ción del  juez  Primero  de  Paz  al  mencio- 
nado Quiñónez  capturado  el  día  anterior 
a  solicitud  de  Tranquilina  Daniel  por  acu- 
sarlo de  estafa  de  dos  mil  pesos  moneda 
de  la  antigua  emisión. 

Tranquilina  Daniel  dijo:  que  le  dió  al 
procesado  dos  mil  pesos  moneda  de  los  an- 
tiguos bancos  y  éste  le  entregó  un  docu- 
mento en  el  que  firmó  el  testigo  Vicente 
Silva;  desde  entonces  ya  no  volvió  a  su  ca- 
sa; le  articuló  posiciones  y  negó  la  deuda. 
Acompañó  certificación  extendida  por  el 
Secretario  del  Juzgado  Quinto  de  Paz,  en 
la  que  consta  el  recibo  que  por  la  suma  de 
dos  mil  pesos,  le  otorgó  Quiñónez  en  Ciu- 
dad Vieja  el  dieciocho  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  veintinueve. 

José  Luis  Quiñónez  en  su  indagatoria 
dijo;  que  sabía  que  estaba  detenido  por- 
que una  señora  de  apellido  Daniel  decía 
que  el  indagado  le  tenía  una  deuda;  pero 
que  no  le  debe  nada  ia  esa  señora  con 
quien  no  ha  tenido  negocios  de  ninguna 
clase;  en  el  Juzgado    Quinto  de  Paz  fué 


demandado  por  la  expresada  señora  en  el 
mes  de  Agosto  por  la  deuda  de  los  dos  mil 
pesos;  pero  como  no  le  debía  se  levantó 
una  acta  en  la  que  se  hizo  constar  que 
aquella  no  lo  molestaría  más;  la  señora 
Daniel  presentó  un  documento  que  apa- 
recía firmado  por  el  indagado  pero  tal  do- 
cumento no  lo  ha  otorgado  porque  ignora 
firmar  y  no  le  ha  pedido  favor  a  ninguna 
persona  para  que  firme  a  su  nombre.  Pre- 
sentó certificación  extendida  por  el  Secre- 
tario del  Juzgado  Quinto  de  Paz  de  las  di- 
ligencias de  posiciones  en  las  que  apare- 
cen las  respuestas  que  dió,  negando  haber 
recibido  de  la  acusadora  en  calidad  de 
préstamo  la  cantidad  de  dos  mil  pesos 
moneda  antigua;  y  que  no  reconocía  el 
documento  que  le  presentaron.  También 
esas  posiciones  fueron  agregadas  origina- 
les al  proceso. 

Vicente  Silva,  dijo:  que  José  Luis  Qui- 
ñónez trabajó  en  casa  del  exponente  como 
en  el  año  de  mil  novecientos  veintinue- 
ve y  a  fines  de  éste,  siendo  como  las  nueve 
de  la  mañana,  le  suplicó  que  le  sirviera  de 
testigo  pues  la  señora  Tranquilina  Daniel 
le  iba  a  dar  "unos  medios";  al  preguntarle 
cuál  sería  la  cantidad  que  recibiría  le  con- 
testó que  quinientos  pesos  billetes  anti- 
guos; y  que  primero  iría  a  hacer  el  docu- 
mento y  después  pasaría  por  el  deponente 
para  que  lo  firmara  y  presenciara  la  en- 
trega del  dinero;  pero  no  volvió  a  ver  a 
Quiñónez.  El  deponente  ha  sabido  que 
Tranquilina  Daniel  tiene  un  documente» 
en  el  que  aparece  que  José  Luis  Quiñones 
recibió  cierta  cantidad  y  en  el  está  el  nom- 
bre del  declarante;  pero  que  él  no  lo  puso 
pues  no  ha  firmado  nada  absolutamente 
por  lo  que  supone  que  eso  le  sirvió  para 
engañar  a  la  señora  Daniel 

Enrique  Martínez  dijo:  que  el  dieciocho 
de  Noviembre  del  año  de  mil  novecientos 
veintinueve  entre  tres  y  cuatro  de  la  tar- 
re,  llegó  el  deponente  a  casa  de  Tranqui- 
lina Daniel  a  pagarle  lo  que  le  adeudaba; 
allí  vió  a  José  Luis  Quiñónez  y  que  la  se- 
ñora le  dió  dos  mil  pesos  billetes  y  Qui- 
ñónez al  recibirlos  le  entregó  un  papel. 

El  tres  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Sacatepéquez  dictó  auto  de  prisión 
contra  Quiñónez  por  el  delito  de  estafa. 

Los  dos  mil  pesos  de  antiguos  bancos 
equivalen  a  treinta  y  tres  quetzales,  trein- 
ta y  tres  centavos  de  quetzal  (Q  33.33). 

Se  elevó  a  plenario  el  proceso,  formu- 
lándose cargo  al  procesado  por  el  delito 
de  estafa,  con  el  cual  dijo  que  no  se  con- 
forma. 
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El  experto  Desiderio  Menchú  dictaminó 
que  la  firma  del  documento  por  dos  mil 
pesos,  fechado  el  dieciocho  de  noviembre 
de  mil  novecientos  veintinueve  en  Ciudad 
Vieja  y  que  corre  agregado  a  la  causa  y  la 
firma  del  asiento  de  la  cédula  de  vecindad 
perteneciente  a  Quiñónez,  fueron  puestas 
por  la  misma  persona. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: que  José  Luis  Quiñónez  Jaez  es  autor 
del  delito  de  estafa  por  el  que  le  impone 
la  pena  de  un,  año  de  arresto  mayor,  con- 
mutable en  su  totalidad  a  razón  de  cin- 
cuenta centavos  de  quetzal  diarios;  y  hace 
las  demás  declaraciones  procedentes  en 
derecho. 

La  Sala  al  conocer  en  apelación  de  la 
sentencia  anterior,  la  confirmó  en  todas 
sus  partes.  Se  funda  en  que  José  Luis  Qui- 
ñónez negó  haber  firmado  el  documento 
en  el  cual  se  reconocía  deudor  de  la  señora 
Daniel  y  en  autos  se  estableció  lo  contra- 
rio con  el  dictamen  del  experto  Menchú, 
quien  opina  que  la  firma  que  aparece  en 
el  documento  es  de  aquél. 

El  reo  con  auxilio  del  abogado  Manuel 
María  Rivera  Valdés,  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos 259,  568,  729,  573,  581  inciso  8o., 
583,  586  incisos  3o.  y  5o.,  608  Código  de 
Procedimientos  Penales;  185,  186,  187,  190 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  296, 
297  inciso  3o.  del  Decreto  2009. 

Se  señaló  día  para  la  vista  y  habiendo 
tenido  ésta  lugar,  el  recurrente  alegó  que 
la  prueba  de  un  experto  y  las  declaracio- 
nes de  testigos  que  no  están  de  acuerdo  en 
la  esencia  del  asunto,  no  pueden  servir 
para  condenar.  La  parte  acusadora  pidió 
que  se  desestimara  el  recurso. 

CONSIDERANDO : 

Que  el  reo  y  su  defensor  no  objetaron  el 
nombramiento  del  experto  Desiderio  Men 
chú,  más  bien  la  defensa  gestionó  a  efec 
to  de  que  éste  emitiera  su  informe;  que  la 
salificación  de  la  fé  del  juicio  pericial,  in- 
cluso el  cotejo  de  letras,  la  deja  la  ley  al 
criterio  de  los  Jueces  de  instancia;  en  con- 
secuencia la  Sala  al  darle  al  dictamen  del 
mencionado  experto  el  valor  de  plena 
prueba  y  estimar  que  unido  a  la  negati- 
va del  reo  de  haber  firmado  el  documento 
en  referencia,  establece  la  responsabilidad 
penal  de  aquél,  procedió  conforme  a  la  ley; 
y  como  esos  hechos  constituyen  el  delito 
de  estafa,  el  expresado  Tribunal  al  califi- 
carlos de  esa  manera  y  penarlos  fundado 
en  esa  prueba  y  no  en  la  de  testigos,  no 
infringió  los  artículos  608,  581  inciso  8o., 


586  incisos  3o.  y  5o.,  259,  568,  729  Código  de 
Procedimientos  Penales;  185,  186,  187  y 
190  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  las  disposiciones  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil  en  este  caso 
carecen  de  aplicación  por  tratarse  de  un 
asunto  del  orden  penal;  por  lo  que  no  es 
posible  entrar  a  examinar  los  artículos 
296,  297  inciso  3o.  del  Decreto  2009;  y  res- 
pecto a  los  artículos  583  y  573  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  hay  vaguedad 
en  su  cita  pues  tienen  varios  incisos  y  no 
señaló  concretamente  el  recurrente  a  cuál 
de  ellos  se  refiere  por  lo  que  tampoco  se 
examinan. 

POR  TANTO : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  686, 
690  Código  de  Procedimientos  Penales  y 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to e  impone  al  recurrente  quince  días  de 
arresto  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  cada  día.  Notifíquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto, devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arguetu 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  ■ —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  instruido  contra  Alberta  Argue- 
ta de  Ovalle  y<  Esteban  Chigüil  por  el  de- 
lito de  Adulterio. 

DOCTRINA:  Para  que  exista  el  delito  de 
adulterio,  es  indispeiisable  que  se  prue- 
be la  consumación  del  acto  carnal. 


Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
once  de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  4a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  con  fecha  cinco  de  Diciembre 
último,  en  el  proceso  que  por  el  delito  de 
adulterio  se  ha  seguido  contra  Alberta  Ar- 
gueta de  León  de  Ovalle  y  Esteban  Chigüil, 
en  la  que  se  confirma  la  dictada  por  el 
Juez  lo.  de  la.  Instancia  del  Departamento 
de  Quezaltenango. 
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RESULTA: 

Que  se  inició  el  procedimiento  criminal 
en  virtud  de  escrito  de  querella  presenta- 
do por  el  señor  José  Cruz  Ovalle  García  al 
señor  Juez  2o.  de  la.  Instancia,  en  el  cual 
acusaba  a  su  esposa  Alberta  Argueta  de 
León,  de  haber  cometido  el  delito  de  adul- 
terio con  Esteban  Ohigüil,  en  casa  de  De- 
metria Barrios,  el  dos  de  Agosto  del  año 
recién  pasado,  a  las  cuatro  de  la  tarde. 
Esta  querella,  para  los  efectos  consiguien- 
tes fué  pasada  al  Juzgado  lo.  de  Paz  de 
aquélla  localidad,  Oficina  ante  la  que  el 
acusador  ratificó  su  querella,  y  propuso  el 
testimonio  de  Federico  de  León  Comisario 
de  Policía  de  Salcajá,  agente  Angel  Ci- 
fuentes,  los  padres  de  la  acusada  y  la  her- 
mana de  ésta;  que  su  citada  esposa  fué 
detenida  en  unión  de  su  amante  Chigüil, 
a  quienes  se  detuvo  en  casa  de  la  Barrios, 
habiéndolos  encontrado  encerrados  en 
una  habitación  el  Intendente  del  lugar  y 
su  Secretario. 

Estas  diligencias  fueron  elevadas  a  la 
Sala  4a.  de  Apelaciones,  quien  resolvió  que 
el  Juzgado  de  la.  Instancia  continuara  la 
secuela  del  proceso.  Con  relación  al  he- 
cho investigado,  se  solicitó  informe  al  In- 
tendente Municipal  de  Salcajá,  el  cual  re- 
mitió copia  certificada  de  la  sentencia 
económica  dictada  con  motivo  de  la  de- 
tención de  Alberta  Argueta  de  León  de 
Ovalle  y  Esteban  Chigüil,  que  obra  a  los 
folios  nueve  y  diez  de  la  primera  pieza,  y 
en  donde  consta  que  por  denuncia  hecha 
contra  ellos  por  la  policía,  se  les  sentenció 
condenatoriamente  por  vagancia,  a  sufrir 
la  pena  de  treinta  días  de  prisión  simple, 
conmutables  totalmente. 

Examinado  José  Federico  de  León  Soto, 
Comisario  de  la  Policía  de  Salcajá,  dijo: 
que  el  domingo  dos  de  Agosto  del  año  re- 
cién pasado,  como  a  las  diez  y  seis  horas, 
él  en  compañía  del  agente  Angel  Cifuen- 
tes,  auxiliar  León  Escobar  y  algualcil  Juan 
Tamayac,  procedió  a  la  captura  de  Alber- 
ta Argueta  de  León  de  Ovalle  y  Esteban 
Chigüil,  en  casa  de  Demetria  Barrios,  y 
por  solicitud  de  Cruz  Ovalle  quien  los  acu- 
saba de  adulterio.  Que  fueron  acompa- 
ñados por  el  ofendido  a  la  casa  de  la  men- 
cionada señora  Barrios,  estableicendo  que 
ésta  estaba  ocupada  en  aplanchar  ropa, 
estando  cerca  de  ella  la  acusada  y  separa- 
dos por  un  cancel,  en  una  cama,  se  en- 
contraba Chigüil;  que  interrogó  a  éste 
respecto  a  su  permanencia  en  ese  lugar, 
pero  no  obtuvo  respuesta  satisfactoria. 
Que  en  complimiento  de  su  deber  requi- 


rió la  presencia  del  Intendente  y  con  su 
asistencia,  fueron  extraídos  los  acusados 
y  la  dueña  de  la  casa.  Luego  él  rindió  su 
parte  al  Juzgado  respectivo,  haciendo 
constar  que  las  detenciones  obedecían  a 
que  se  infringía  la  ley  de  vagancia;  siendo 
por  ésto  condenados,  tanto  la  de  Ovalle, 
como  Chigüil  y  la  señora  Barrios.  Exami- 
nado el  agente  José  Angel  Cifuentes,  se 
manifestó  en  análogos  términos  que  el  an- 
terior, haciendo  únicamente  la  salvedad 
expresa  de  que  los  detenidos  no  fueron  en- 
contrados en  actos  carnales.  León  Esco- 
bar Marroquin,  auxiliar  de  la  Policía,  ex- 
puso: haber  intervenido  en  la  captura  lle- 
vada a  efecto  el  domingo  dos  de  Agosto, 
en  las  personas  de  Alberta  Argueta,  Este- 
ban Chigüil  y  Demetria  Barrios;  que  cuan- 
do esta  tuvo  lugar,  la  última  mencionada 
se  ocupaba  en  aplanchar,  la  Argueta  estaba 
parada  en  la  puerta  de  un  cuarto,  y  Chi- 
güil en  el  interior  de  éste  sentado  en  una 
cama;  que  el  Comisario  hizo  que  la  Argue- 
ta se  sentara  en  la  misma  cama  donde  es- 
taba Chigüil,  mandando  llamar  a  continua- 
ción al  Intendente,  el  que  ordenó  la  deten- 
ción de  las  tres  personas  mencionadas. 
Juan  Tamayac  Montaine,  mayor  del  Can- 
tón Santa  Rita,  de  Salcajá,  intervino  en  el 
asunto  investigado,  presenciando  única- 
mente cuando  la  Argueta  y  Chigüil  fueron 
extraídos,  encontrándolos  a  ambos  senta- 
dos en  una  cama. 

Examinada  Demetria  Barrios  viuda  de 
Gamboa,  dijo;  haber  dado  posada  en  su 
casa  a  Alberta  Argueta  de  Ovalle,  con  mo- 
tivo de  que  ésta  no  tenía  donde  habitar, 
pues  sus  padres  la  habían  expulsado  de  su 
casa;  que  Esteban  Chigüil  visita  su  casa 
por  ser  amigo  y  patrón  de  su  esposo;  que 
el  domingo  dos  de  Agosto,  como  a  las 
quince  horas  y  media,  en  ocasión  que  ella 
estaba  aplanchando,  allanó  su  casa,  el  Co- 
misario de  Policía,  acompañado  de  otros 
agentes,  procediendo  inmediatamente  di- 
cho Comisario  a  sacar  a  la  Argueta  de  la 
cocina,  donde  se  encontraba,  y  llevarla  a 
sentarse  en  una  cama  donde  estaba  Chi- 
güil, quién  había  llegado  a  manifestarle 
que  pasara  su  esposo  a  recoger  su  salario 
de  la  semana  anterior;  que  ella  interrogó 
al  Comisario  de  porqué  había  hecho  que  la 
Argueta  se  sentara  en  la  misma  cama  de 
Chigüil,  respondiéndole  aquel  que  los  te- 
nía que  entregar  así;  acto  seguido  dicho 
Comisario  mandó  llamar  al  Intendente 
para  que  éste  se  apercibiera  de  que  aque- 
llos estaban  en  la  misma  cama,  probando 
así  que  cometían  el  delito  de  adulterio; 
que  la  Argueta  tenía  ocho  días  de  habitar 


78 


GACETA  DE  LO  S  TRIBUNALES 


en  su  casa  y  nunca  vio  la  dicente  que  se, 
relacionara  con  Chigüil,  ni  menos  que  éste 
llegara  a  acompañarla  durante  las  noches. 

Examinada  Romelia  Argueta  de  León, 
expuso:  ser  hermana  de  Al  berta  de  sus 
apellidos,  a  quien  en  el  mes  de  Marzo  del 
año  próximo  pasado,  su  prima  María  Ar- 
gueta, acusó  ante  el  Juzgado  de  Paz  de 
tener  relaciones  con  su  esposo  Esteban 
Chigüil;  que  el  dos  de  Abril  de  ese  mismo 
año,  en  ocasión  en  que  la  declarante  se 
encontraba  bañándose  en  un  riachuelo,  en 
donde  también  estaba  su  hermana  Alber- 
ta,  vió  que  pasó  Chigüil  por  el  camino  y 
que  invitó  a  su  citada  hermana  para  que 
lo  encaminara,  cosa  que  aquélla  verificó; 
que  por  este  hecho  la  dicente  tuvo  una  di- 
ficultad en  su  casa,  llegando  al  extremo 
de  tener  que  abandonarla.  Además  se  re- 
fiere al  hecho  de  la  detención  verificada 
el  dos  de  Agosto,  agregando  que  la  Argue- 
ta y  Chigüil,  en  esa  fecha  fueron  encon- 
trados en  un  cuarto  cerrado;  que  por  lo 
relatado  puede  asegurar  que  su  hermana 
y  Chigüil  sí  cometieron  el  delito  de  que 
se  les  acusa,  "pues  en  varias  ocasiones  los 
vió  cometiendo  actos  carnales". 

Obra  al  folio  diez  y  ocho  copia  certifi- 
cada de  la  partida  de  matrimonio  de  José 
Cruz  Ovalle  y  Alberta  de  León. 

Interrogada  Alberta  Argueta  de  León 
de  Ovalle,  expuso:  haberse  separado  de  su 
esposo  desde  hacía  ya  diez  meses,  con 
motivo  de  que  éste  no  trabajaba,  y  ella  era 
quien  tenía  que  procurarse  el  sustento  de 
ambos;  que  entonces  volvió  a  casa  de 
sus  padres,  pero  en  este  lugar  tuvo  varias 
dificultades  con  su  hermana  Romelia, 
viéndose  en  la  necesidad  de  solicitar  alo- 
jamiento en  casa  de  la  señora  Barrios, 
cosa  que  puso  en  conocimiento  del  Juez  de 
Paz  del  lugar,  por  su  condición  de  casada; 
que  nunca  ha  tenido  relaciones  amorosas 
ni  menos  carnales  con  Esteban  Chigüil,  y 
que  cuando  los  detuvieron,  el  domingo  dos 
de  Agosto,  estaban  separados,  habiendo 
sido  ella  obligada  a  sentarse  en  la  misma 
cama  donde  estaba  sentada  la  persona 
con  quien  le  atribuyen  relaciones. 

Con  fecha  diez  y  siete  de  Agosto  del  año 
próximo  pasado,  por  el  delito  de  adulterio 
se  decretó  la  prisión  provisional  de  Al- 
berta  Argueta  de  León  de  Ovalle. 

Examinada  Micaela  de  León  Argueta, 
madre  de  la  encartada,  dijo:  que  su  hija 
Alberta  abandonó  la  casa  paterna  con  mo- 
tivo de  haber  sido  objeto  de  un  regaño 
por  parte  de  la  exponente,  habiéndose  ido 
a  vivir  a  casa  de  su  cuñada,  lugar  éste  en 
donde  según  referencias  de  su  propia  hija, 


estuvo  en  relaciones  carnales  con  Esteban 
Chigüil;  que  Alberta  le  dijo  que  ya  no 
deseaba  continuar  con  su  esposo,  sino  es- 
tar con  Chigüil,  porque  éste  era  muy  fino 
y  le  daba  trabajo;  que  en  una  ocasión  al 
levantarse  encontró  que  este  individuo 
acariciaba  a  su  hija  cuando  ésta  aún  es- 
taba acostada  y  que,  como  ya  dijo,  en 
cuanto  al  adulterio,  sólo  le  consta  por  re- 
ferencias de  su  propia  hija. 

Francisco  Argueta  de  León,  padre  de  la 
procesada,  expuso:  no  constarle  de  vista 
que  su  hija  hubiera  cometido  el  delito  de 
adulterio,  pero  sí  suponerlo  por  las  refe- 
rencias que  respecto  al  mismo  asunto  le 
había  hecho  su  esposa. 

Elevada  la  causa  a  plenario  se  tomó  a  la 
reo  confesión  con  cargos,  formulándosele 
el  que  le  resultaba  por  el  delito  de  adul- 
terio, con  el  que  no  se  conformó.  En  cuan- 
to a  su  defensa  pidió  que  se  le  proveyera 
de  defensor  de  oficio,  habiéndose  nom- 
brado para  ese  efecto  al  Abogado  don  Pe- 
dro Remigio  Morales,  quien  fué  sustituido 
posteriormente  por  haber  propuesto  la  en- 
causada al  de  igual  título  don  Ernesto  Po- 
lanco.  Corridos  los  traslados  de  ley,  el 
actor  formalizó  su  acusación  y  pidió  que 
el  proceso  se  abriera  a  prueba,  a  lo  que  se 
accedió  con  fecha  dos  de  Septiembre  tam- 
tién  del  año  próximo  pasado.  Durante  la 
dilación  probatoria,  se  recibió  Ja  informa- 
ción de  Justiniano  Gramajo  y  Manuel  Ro- 
das Ruíz,  quienes  declararon  constarles 
que  Chigüil,  tenía  establecido  un  taller  en 
donde  habían  trabajado  como  operarios  la 
familia  de  la  procesada,  ésta  y  su  esposo, 
quedando  sólo  ella  como  empleada  actual 
de  dicho  señor,  y  habiéndose  despedido 
aquellos  de  las  labores;  que  tal  señora  es 
en  concepto  de  ellos  mujer  honrada.  Tam- 
bién amplió  su  declaración  el  actor  y  la 
acusada,  habiendo  dado  más  detalles  res- 
pecto al  hecho  investigado. 

Para  mejor  fallar  se  recibió  la  informa- 
ción de  las  siguientes  personas:  Domingo 
Morales  dijo,  que  el  veintiuno  de  Abril,  co- 
mo a  las  seis  y  media  de  la  tarde  vió  en  un 
callejón  a  la  Argueta  en  unión  de  Chigüil, 
los  cuales  estaban  cometiendo  actos  car- 
nales. Felipe  Turnil  Ordóñez.  dijo  cons- 
tarle únicamente  el  hecho  de  haber  sido 
detenida  la  Argueta  en  compañía  de  Chi- 
IU1,  el  domingo  dos  de  Agosto,  sin  cons- 
tarle nada  de  vista.  Jesús  García  Ramírez 
depuso  en  iguales  términos  que  el  anterior. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  lo.  de 
la.  Instancia  de  Quezaltenango.  con  fecha 
cuatro  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  dictó  sentencia  declarando: 
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que  Alberta  Argueta  de  León  de  Ovalle, 
es  reo  responsable  del  delito  de  adulterio, 
por  lo  que  le  impuso  la  pena  de  cuatro 
años  de  prisión  correccional,  que  con  abo- 
no del  tiempo  sufrido  desde  su  auto  de 
prisión  debía  cumplir  en  la  cárcel  de  su 
sexo;  le  permite  conmutar  hasta  las  dos 
terceras  partes  de  la  pena  a  razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día;  le  obliga  al 
pago  de  las  responsabilidades  provenien- 
tes del  delito  y,  por  su  notoria  pobreza  le 
exonera  del  pago  o  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa.  Asimismo,  deja 
abierto  el  procedimiento  contra  Esteban 
Chigüil,  contra  quien  manda  reiterar  las 
órdenes  de  captura. 

Al  conocer  la  Sala  4a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  virtud  del  recurso  inter- 
puesto por  el  licenciado  Ernesto  Polanco, 
defensor  de  la  reo,  se  corrieron  los  tras- 
lados correspondiente. 

El  Procurador  Oficial  al  evacuar  su 
traslado  manifestó  que  las  declaracio- 
nes de  los  familiares  de  la  reo  no  tenían 
ningún  valor,  no  sólo  por  lo  indicado  por 
el  defensor  en  primera  instancia,  sino 
porque  eran  interesados  en  el  asunto,  y, 
por  consiguiente,  sus  dicho.?,  no  podían  to- 
marse con  valor  de  testigos  idóneos,  por 
estar  comprendidos  en  los  incisos  lo.  y  2o. 
del  articulo  580  de  Procedimientos  Pena- 
les, y  581  del  mismo'  cuerpo  de  leyes,  en  su 
inciso  8o.;  que  el  Juez  concedió  fé  a  las 
relacionadas  deposiciones  diciendo  que  el 
delito  se  cometió  en  el  interior  de  la  casa 
de  habitación  de  las  personas  que  las  die- 
ron, pero  que  esta  consideración  la  hace 
la  ley  cuando  no  hay  otro  medio:  de  prue- 
ba en  el  juicio;  que  por  parte  del  acusador 
se  presentaron  otras  pruebas  y  de  consi- 
guiente, esta  circunstancia  hace  también 
que  los  referidos  dichos  no  tengan  valor 
justificativo;  que  la  declaración  del  Co- 
misario de  Policía  de  Salcajá  tampoco  te- 
nia valor,  porque  en  el  careo  que  tuvo  con 
la  procesada  se  pusieron  de  acuerdo  en 
que  ésta  y  Esteban  Chigüil,  no  estaban 
cometiendo  el  delito  cuando  los  encontra- 
ren en  casa  de  doña  Demetria  Barrios  v. 
de  Gamboa;  que  el  valor  que  le  concede  a 
la  sentencia  económica  del  Juez  menor 
de  Salcajá,  no  la  tiene,  porque  se  trata  de 
un  castigo  por  vagancia  y  no  por  actos  in- 
morales, y  que  las  expresiones  que  contie- 
ne dicha  sentencia,  no  dan  lugar  a  que  se 
les  interprete  de  que  estaban  cometiendo 
actos  carnales;  que  el  rumor  público  sólo 
lo  constituía  el  dicho  de  los  familiares  de 
la  reo  y  que  la  declaración  de  Domingo 
Morales,  estaba  descartada  con  la  prueba 


presentada  por  la  defensa,  pidiendo  en 
conclusión  que  se  revocara  la  sentencia 
apelada  y  se  absolviera  a  la  reo  Alberta 
Argueta  de  Ovalle. 

El  señor  Fiscal,  pidió  que  se  confirmara 
la  sentencia  del  Juez  por  existir  plena 
prueba  de  culpabilidad  de  la  procesada. 

La  reo  al  notificásele  la  sentencia  que 
confirmaba  la  del  Juez  de  la.  Instancia, 
con  auxilio  del  Abogado  Jorge  Amado  Pa- 
checo, introdujo  contra  este  último  pro- 
nunciamiento, recurso  de  casación,  por 
quebrantamiento  de  forma  e  infracción  de 
leyes  expresas.  El  quebrantamiento  lo  es- 
tima comprendido  la  recurrente,  en  los 
incisos  3o.  y  7o.  del  artículo  677  de  Pro- 
cedimientos Penales  y  la  infracción  legal 
en  los  incisos  lo.  y  3o.  del  Artículo  676  del 
mismo  cuerpo  legal  y  119  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  citando  como 
violados  los  artículos  siguientes:  lo.,  4o.  5o. 
20,  33,  124,  223,  228,  242,  566,  568,  571,  580, 
584,  586,  730  y  732  de  Procedimientos  Pe- 
nales; IV,  VI,  IX,  XI,  XIV,  XXVIII,  lo., 
48  inciso  lo.,  82,  85  inciso  2o.,  92,  130,  131, 
132,  136,  224,  227  y  232  del  Decreto  1862; 
16,  17,  34,  36,  85,  90  y  93  de  la  Constitu- 
ción de  la  República. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalada  la 
audiencia  del  martes  veintiséis  de  enero 
próximo  pasado  y  habiendo  tenido  lugar 
la  vista,  es  el  caso  de  fallar. 

CONSIDERANDO: 
Que  los  recursos  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  sólo  serán  admi- 
tidos cuando  siendo  posible  se  hubiere  pe- 
dido la  subsanación  de  la  falta  en  la  ins- 
tancia en  que  se  cometió,  y  reproducido  la 
petición  en  la  segunda  instancia  cuando 
la  infracción  procediere  de  la  primera  y 
en  el  presente  caso,  tanto  en  primera  co- 
mo en  segunda  instancia,  no  se  hizo  nin- 
guna petición  a  este  respecto  por  la  par- 
te reo.  Artículos  677,  y  679  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO: 
Que  comete  delito  de  adulterio  la  mu- 
jer casada  que  yace  con  varón  que  no  sea 
su  marido,  y  el  que  yace  con  ella  sabien- 
do que  es  casada,  aunque  después  se  de- 
clare nulo  el  matrimonio,  teniendo  dicha 
infracción  como  elementos  indispensables 
los  siguientes:  lo.,  acceso  carnal  entre  una 
persona  casada  y  otra  que  no  es  su  cónyuge, 
sea  éste  también  casada  o  no;  2o.  el  dolo 
o  sea  el  conocimiento  de  que  la  conjun- 
ción sexual  es  con  persona  casada;  y  3o. 
que  el  casamiento  del  cónyuge  culpable 
sea  legal  o  válido. 
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De  los  hechos  expuestos  en  la  parte  ex- 
positiva de  este  fallo,  no  resulta  que  la 
precesada  Alberta  Argueta  de  León  haya 
entregado  realmente  su  cuerpo  a  Esteban 
Chigüil,  y  por  consiguiente,  no  existien- 
do el  primero  de  los  elementos  enumera- 
dos, el  delito  de  adulterio  no  se  genera, 
cuya  existencia  reclama  la  consumación 
del  acto  carnal,  habiendo  a  lo  sumo  de  lo 
relatado,  relaciones  que  la  ley  no  casti- 
ga, por  más  que  moralmente  sean  repren- 
sibles, como  son  los  admitidos  como  pro- 
bados por  la  sentencia  recurrida,  o  sean 
las  entrevistas  que  Alberta  Argueta  tuvo 
en  diferentes  sitios  con  Esteban  Chigüil. 

En  consecuencia,  al  declarar  el  Tribu- 
nal sentenciador  plenamente  demostrada 
la  violación  de  la  fé  conyugal,  infringió  lo 
dispuesto  en  el  artículo  568  Procedimien- 
tos Penales,  por  lo  que  la  casación  es  pro- 
cedente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  articulos  686 
y  687  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara: 
primero:  sin  lugar  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma;  segundo: 
que  sí  ha  lugar  a  dicho  recurso  por  vio- 
lación de  ley,  y  en  consecuencia  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y  resol- 
viendo sobre  lo  principal  declara:  absuel- 
ta  por  falta  de  prueba  a  Alberta  Argueta 
del  cargo  que  se  le  formuló  por  el  delito 
de  adulterio.  Notifíquese  y  de  acuerdo  con 
lo  preceptuado  en  el  artículo  81  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  ordena  su 
libertad  por  telégrafo. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ños  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max.  Gar- 
cía R.  —  Secretario.  , 

CRIMINAL 

PROCESO  instruido  contra  Santiago  Her- 
nández Caniz  por  el  delito  de  Estafa. 

DOCTRINA:  En  el  delito  de  estafa  la  po- 
sesión de  la  cosa  es  entregada  volunta- 
riamente por  el  defraudado,  es  decir,  es 
tomada  con  consentimiento  viciado  o  no, 
por  el  engaño. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  siete  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 


Vista  por  recurso  de  casación,  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  la.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  quince  de  diciembre 
del  año  próximo  pasado,  en  la  causa  ins- 
truida por  el  delito  de  hurto  contra  San- 
tiago Hernández  Caniz,  en  la  cual  des- 
aprobando la  absolutoria  del  cargo  que 
dictó  el  Juez  6o.  de  la.  Instancia  de  este 
Departamento,  declara:  que  Santiago 
Hernández  Caniz  es  autor  del  delito  de 
hurto,  por  lo  que  le  impone  la  pena  de  dos 
años  de  prisión  correccional  inconmutable, 
pena  que  con  abono  de  la  prisión  sufrida 
desde  el  auto  de  bien  preso,  purgará  en  la 
Penitenciaría  Central;  le  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  duran- 
te el  tiempo  de  la  condena;  lo  deja  afecto 
al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  lelito,  y  por  su  notoria 
pobreza,  lo  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa. 

El  procedimiento  criminal  se  originó  en 
virtud  del  parte  que  el  Jefe  de  la  Policía 
de  Investigación,  Ricardo  Vitola,  dió  al 
Juez  lo.  de  Paz,  el  cinco  de  octubre  del  año 
pasado,  y  en  el  que  se  pone  a  disposición 
del  Juez,  al  individuo  Santiago  Hernández 
Caniz,  que  fué  capturado  en  esta  Capital, 
por  el  sargento  número  uno  y  agentes  nú- 
meros once  y  quince  del  Departamento 
de  Investigación,  quienes  actuaron  en  tal 
forma  por  auxilio  que  pidiera  don  José 
Efraín  Paniagua,  quien  vive  en  la  ladrille- 
ra San  José,  frente  al  Parque  Nacional  La 
Aurora,  y  quien  acusaba  a  Hernández  Ca- 
niz del  robo  de  una  bomba  de  agua  y  una 
mesa;  que  al  ser  capturado  Caniz  en  la 
Avenida  de  Santa  Cecilia  número  veinte, 
sólo  fué  encontrada  la  mesa,  no  así  la 
bomba  y  que  el  reo  era  confeso  de  haberla 
extraviado. 

El  sargento  número  uno  Miguel  Boni- 
lla y  agentes  números  once  y  quince,  o 
sean  Manuel  Castro  y  José  Mazariegos, 
declararon  en  cuanto  a  la  captura  de  San- 
tiago Hernández  Caniz,  a  quien  aprehen- 
dieron en  su  casa  de  habitación,  habién- 
dole recogido  una  mesa  no  así  la  bomba, 
la  cual  dijo  Hernández  que  se  le  había  ex- 
traviado, agregando  el  primero,  que  Caniz 
dió  además  una  serie  de  disculpas,  que  en 
resumen  no  explicaron  su  paradero. 

Indagado  Santiago  Hernández  Caniz,  de 
cuarenta  y  seis  años  de  edad,  soltero,  jor- 
nalero, originario  de  Patzun,  manifestó- 
que  sabe  que  está  preso  por  haber  perdido 
una  bomba  de  agua,  y  que  el  hecho  pasó 
de  la  manera  siguiente:  que  un  señor  des- 
conocido que  estaba  en  el  Mercado  Gran- 
de lo  llamó  para  que  le  hiciera  un  viaje 
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de  una  bomba  y  una  mesa;  que  como  el 
indagado  iba  bien  bolo  le  pidió  le  apun- 
tara en  un  papel  la  dirección  a  donde  de- 
bía ir  a  entregar  dichos  objetos;  que  como 
no  se  fué  ninguno  con  el  exponente,  per- 
dió el  papel,  y  como  se  le  olvidó  la  direc- 
ción a  donde  debía  ir  a  entregar  la  bom- 
ba y  la  mesa,  dispuso  llevar  a  su  casa  la 
mesa,  pues  la  bomba  se  le  había  perdido 
sin  recordar  en  donde,  negando  haberla 
vendido. 

El  acusador  José  Efraín  Paniagua,  dijo; 
que  el  día  del  hecho  mandó  con  un  mozo 
una  mesa  y  una  bomba  de  extraer  agua 
del  Callejón  Delfino  a  su  casa;  que  pre- 
viamente le  pidió  al  mozo  su  matricula, 
quien  le  enseñó  la  correspondiente,  mar- 
cada con  el  número  diez  y  ocho;  que  le  dió 
la  dirección  de  su  casa  y  se  adelantó  pa- 
ra esperarlo  y  pagarle  el  viaje  que  eran 
quince  centavos;  que  como  pasaron  las 
horas  y  no  llegaba  el  mozo  ni  mandaba  si- 
quiera la  bomba  y  la  mesa,  lo  buscó  el  ex- 
ponente trea  días,  y  como  no  diera  con  él, 
lo  puso  en  conocimiento  de  Julio  Anzueto, 
quien  le  dió  la  dirección  del  mozo  cuya 
matrícula  corresponde  al  número  diez  y 
ocho,  pero  el  dicente  al  encontrar  a  este 
mozo  que  no  era  el  mismo,  deducía  que  el 
primero  le  había  mentido  al  decirle  que 
tenía  el  número  diez  y  ocho,  y  la  ficha  que 
enseñó  era  falsa;  que  en  vista  de  lo  rela- 
cionado siguió  la  pista  del  mozo  a  quien 
habia  dado  los  objetos,  y  al  encontrarlo 
en  el  mismo  lugar  en  donde  le  había  ha- 
blado la  primera  vez,  emprendió  una  veloz 
carrera,  pero  a  pesar  de  eso  le  dió  alcan- 
ce, conduciéndolo  a  la  Dirección  de  Poli- 
cía, de  donde  lo  mandaron  junto  con  el 
mozo  a  la  Investigación;  que  éste  mucha- 
cho dijo  al  dicente  que  le  iba  a  entregar  la 
mesa  y  la  bomba  pero  por  más  que  hizo 
después  la  investigación  no  consiguió  más 
que  la  mesa,  habiendo  dicho  el  mozo  que  la 
bomba  se  le  había  perdido,  y  por  último 
manifestó  que  la  bomba  vale  cuarenta  y 
cinco  quetzales. 

El  experto  Augusto  Olivarez,  dió  a  los 
objetos,  cuerpo  del  delito,  el  valor  de  vein- 
te quetzales,  cincuenta  centavos  de  quetzal. 

Por  el  delito  de  hurto  se  motivó  la  pri- 
sión provisional  de  Santiago  Hernández 
Caniz,  y  por  este  mismo  delito  se  le  tomó 
su  confesión  con  cargos,  con  el  cual  no  se 
conformó  y  pidió  que  se  le  nombrara  su 
defensor  de  oficio,  habiéndosele  nombra- 
do como  tal  previa  aceptación  y  discerni- 
do el  cargo,  al  Licenciado  José  Barillas 
Fajardo.  La  defensa  no  propuso  ninguna 
prueba  y  se  concretó  a  alegar  que  no  exis- 


tía dolo  y  el  estado  de  inconsciencia  en 
que  se  hallaba  su  defendido,  y  que  en 
consecuencia,  el  engañado  por  sí  mismo 
había  sido  Paniagua,  citando  al  terminar 
su  alegato,  el  articulo  401  del  Código  Pe- 
nal en  su  inciso  lo. 

El  cuatro  de  diciembre  del  año  pasado, 
el  Juez  dió  fin  al  proceso  absolviendo  co- 
mo ya  se  dijo  a  Santiago  Hernández  Caniz 
del  cargo  que  se  le  formuló  por  el  delito 
de  hurto,  por  falta  de  prueba. 

La  Sala  consideró  que  con  las  declara- 
ciones del  sargento  Miguel  Bonilla  y  de 
los  agentes  Manuel  Castro  y  José  Maza- 
riegos,  se  había  probado  plenamente  la 
responsabilidad  de  Santiago  Hernández, 
en  poder  del  cual  se  encontró  uno  de  los 
objetos  cuerpo  del  delito,  prueba  que  se 
robustece  con  la  propia  confesión  del  reo, 
de  haber  recibido  del  señor  Paniagua  los 
objetos  que  él  dijo  en  su  denuncia,  y  sien- 
do calificada  su  confesión  en  cuanto  a  la 
bomba  de  agua,  que  dijo  haberla  perdido 
porque  se  encontraba  ebrio  el  día  del  he- 
cho, debió  haber  probado  esta  circunstan- 
cia, y  como  no  lo  hizo  procedía  declarar- 
lo autor  del  delito  de  hurto  e  imponerle  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  correccional, 
toda  vez  de  que  los  objetos  hurtados  ex- 
cedían de  diez  quetzales  y  no  pasaban  de 
cien. 

El  reo  con  auxilio  del  Abogado  José  Ba- 
rillas Fajardo,  al  serle  notificada  la  eje- 
cutoria de  la  Sala  la.,  introdujo  recurso  de 
casación  por  violación  de  ley,  denuncian- 
do como  infringidos  los  artículos  11  y  401 
inciso  lo.  del  Código  Penal. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalada  pa- 
ra la  vista,  la  audiencia  del  viernes  cinco 
del  mes  que  corre,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  debe  confundirse  el  delito  de 
hurto  con  la  estafa.  Hay  entre  ambos  de- 
litos la  diferencia  que  existe  entre  la  si- 
mulación o  engaño,  carácter  distintivo 
de  la  estafa  y  la  clandestinidad,  elemento 
esencial  del  hurto.  En  la  estafa,  recibe  el 
culpable  cosas  muebles  legalmente,  esto 
esto  es,  con  derecho,  en  virtud  de  un  títu- 
lo obligatorio,  fiduciario  o  que  produce 
obligación  de  entregarla  o  devolverla,  y  el 
incumplimiento  de  éste  deber  o  lo  que  es 
lo  mismo,  la  apropiación  o  distracción  de 
las  cosas  en  tal  concepto  recibidas.  El 
hurto,  por  el  contrario,  consiste  en  el  apo- 
deramiento  con  ánimo  de  lucro  y  sin  em- 
pleo de  violencia  ni  fuerza  en  las  cosas 
ajenas  que  no  se  hallan  en  la  posesión  o 
tenencia  legítima  del  culpable.    Para  que 
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exista  por  consiguiente  el  delito  indicado 
en  el  artículo  418  inciso  5o.  del  Código 
Penal,  es  necesario  que  aparezcan  compro- 
bados los  dos  elementos  de  que  se  compo- 
ne: el  engaño  y  la  defraudación;  es  decir, 
que  se  apropie  y  distraiga  dinero,  efectos  o 
cualquiera  otra  cosa  mueble  que  hubieren 
recibido  en  depósito,  comisión  o  adminis- 
tración o  por  otro  titulo  que  produzca 
obligación  de  entregarla  o  negaren  haber- 
la recibido. 

En  cambio,  para  la  existencia  del  delito 
de  hurto,  se  requiere  la  concurrencia  de 
los  cuatro  elementos  estructurales  que 
contiene  la  definición  que  la  Ley  Penal 
dá  del  mismo  delito  en  su  artículo  301,  y 
que  son:  apoderamiento,  cosa  mueble  aje- 
na, falta  de  consentimiento  del  dueño  y 
ánimo  de  lucro.  De  tal  manera,  que  la 
condición  material  y  esencial  la  constitu- 
ye el  hecho  del  apoderamiento  de  la  cosa 
y  se  completa  la  figura  de  este  delito. con 
la  voluntad  criminal  del  agente,  que  no 
es  otra  cosa  que  la  intención  en  el  que 
hurta,  de  apropiarse  de  una  cosa  que  sabe 
que  es  ajena  y  que  lo  hace  contra  la  vo- 
luntad del  propietario. 

En  virtud  de  lo  expuesto,  al  calificar  el 
Tribunal  sentenciador  como  constitutiva 
de  hurto  la  acción  llevada  a  cabo  por  San- 
tiago Hernández  Caniz,  y  no  como  estafa, 
violó  por  aplicación  indebida,  lo  dispuesto 
en  el  artículo  401  inciso  lo.  del  Código 
Penal,  por  lo  que  procede  casar  y  anular 
la  sentencia  recurrida,  para  dictar  la  que 
corresponde  en  justicia.  Artículo  687  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO : 

Que  existen  en  la  causa  debidamente 
demostrados  los  dos  elementos  que  inte- 
gran el  delito  de  estafa,  con  la  prueba 
testimonial  y  confesión  del  reo,  que  se 
enumera  en  la  parte  expositiva  de  este  fa- 
llo, y  habiendo  sido  valorados  por  el  ex- 
perto Augusto  Oliveros  los  objetos  cuerpo 
del  delito,  en  veinte  quetzales,  cincuenta 
centavos  de  quetzal,  es  el  caso  de  imponer 
a  Hernández  Caniz  la  pena  de  un  año  de 
arresto  mayor.  Artículos  259,  568,  570  y 
609  Procedimientos  Penales;  418  inciso  2o. 
Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  la  ley  citada  y  lo  preceptuado  en 
los  artículos  11,  28,  34,  44,  45,  47,  59.  68, 
96,  97  Código  Penal;  676  inciso  3o.,  686, 
729  y  732  Procedimientos  Penales;  233 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  CASA 


Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y  resol- 
viendo sobre  lo  principal  declara:  que 
Santiago  Hernández  Caniz  es  autor  del 
delito  de  estafa,  por  cuya  infracción  le 
impone  la  pena  de  un  año  de  arresto  ma- 
yor, conmutable  en  todo  o  en  parte  a  ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  día; 
le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena, la  que  en  caso  de  no  conmutar,  ex- 
tinguirá en  la  cárcel  correspondiente;  le 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito,  y  por  últi- 
mo, lo  exonera  de  reponer  el  papel  em- 
pleado en  la  causa  por  ser  pobre  en  el 
sentido  legal.  — Notifíquese  y  con  certifi- 
ción  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  ■ —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Rosalio  Ramírez  Ruano, 
por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Es  improcedente  apreciar  co- 
mo circunstancia  agravante,  los  actos 
completamente  ajenos  a  la  voluntad  del 
enjuiciado. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relacionará,  pronuncia- 
da en  el  proceso  seguido  a  Rosalio  Ramí- 
rez Ruano  por  el  delito  de  homicidio  per- 
petrado en  la  persona  de  Tereso  Rodrí- 
guez. 

RESULTA: 

Que  a  las  dose  horas  y  treinta  y  cinco 
minutos  del  veintidós  de  Enero  del  año  de 
mil  novecientos  veinticuatro,  el  agente  de 
Policía  Pedro  Aceituno  dio  parte  al  Juez 
de  Paz  de  Cabañas  de  que  en  el  barrio  de 
•'San  Antonio"  se  encontraba  un  hombre 
m,uerto.  Al  ratificar  el  parte  agrego  que 
María  Concepción  Rodríguez  le  había  di- 
cho que  su  hermano  Tereso  Rodríguez  es- 
taba muerto  en  el  patio  de  la  casa  de  Vi- 
centa Berríos;  que  al  llegar  al  lugar  del 
hecho  interrogó  a  Rodríguez,  quien  a  pe- 
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sar  de  su  estado,  le  dijo  que  Rosalio  Ramí- 
rez lo  había  herido;  que  recogió:  un  cú- 
chalo que  Tereso  llevaba  al  cinto  y  un 
machete  que  se  encontró  cerca  del  ofendi- 
do, armas  que  entregó  al  Juez  que  instruía 
las  primeras  diligencias,  y  además,  una 
lima,  que  usaba  Rodríguez  para  afilar  el 
mencionado  machete  cuando  iba  a  traba- 
jar. 

El  Juez  de  Paz  se  constituyó  en  la  casa 
que  se  deja  ya  mencionada,  con  el  objeto 
de  interrogar  al  ofendido,  pero  éste  ya  no 
pudo  articular  una  sola  palabra,  por  lo  que 
en  el  acta  respectiva,  solamente  se  con- 
signó la  posición  en  que  fué  encontrado 
Rodríguez,  su  traje,  y  que  le  había  sido 
reconocida  una  lesión  en  el  pómulo  izquier- 
do inferida  con  un  revólver  calibre  trein- 
ta y  ocho.  Con  posterioridad,  el  referido 
Juez  amplió  esta  diligencia  haciendo  cons- 
tar que  el  herido  se  encontró  a  un  "paso"' 
de  distancia  de  la  casa  de  Vicenta  Berríos 
y  hacia  el  Norte  de  dicha  casa;  y  que  a 
treinta  varas  en  dirección  al  Poniente,  y 
a  veinticinco,  hacia  el  Oriente,  se  encuen- 
tran, respectivamente,  las  moradas  de 
Eloisa  Barrientos  y  Rosalio  Ramírez. 

Juan  León  de  diez  y  seis  años  de  edad, 
según  aparece  en  su  declaración  que  corre 
al  folio  cinco  de  la  causa,  expuso:  que  el 
veintidós  de  Enero  (1924)  a  las  once  ho- 
ras y  treinta  minutos,  poco  más  o  menos, 
venía  acompañado  de  Tereso  Rodríguez 
del  maizal  de  Marcos  Chew,  llegaron  a  la 
estación  y  después  de  haber  visto  pasar  el 
Ferro-Carril,  se  dirigieron  al  pueblo  y  pa- 
saban por  la  morada  de  Modesta  Gómez 
V.  de  Orellana,  cuando  salió  de  esa  casa 
Rosalio  Ramírez  y  le  dijo  a  Rodríguez: 
que  por  qué  motivo  no  se  había  presenta- 
do a  la  Comandancia  a  pesar  de  habérselo 
ordenado;  que  Rodríguez  intentó  probar- 
le que  estaba  exceptuado  de  prestar  tales 
servicios,  pero  Ramírez  en  vez  de  escuchar 
lo  que  le  decía  Rodríguez  le  dijo:  "yo  no 
estoy  por  e¿o,  así  es  que  pasas",  y  luego 
empezó  a  darle  tirones,  y  como  de  cada 
tirón  botaba  a  Tereso,  éste  con  el  corbo 
que  llevaba  en  las  manos  (pues  regresa- 
ban de  trabajar)  amagó  a  Rarrtírez,  quien 
sacó  su  revólver  y  disparó  un  balazo  a 
Rodríguez  a  consecuencia  del  cual  cayó  al 
suelo;  que  cerca  del  sitio  en  donde  tuvo 
lugar  el  hecho  se  encuentran  las  moradas 
de  Vicenta  Berríos  y  Eloisa  Valdés,  y  en 
la  puerta  de  la  segunda  de  estas  casas 
estaba  parada  una  mujer  a  quien  no  pudo 
conocer;  que  el  agresor  y  el  ofendido  se 
trataban  como  amigos,  pero  cuando  Ra- 
mírez recibia  alguna  orden  de  la  Coman- 


dancia Local,  la  cumplía  sin  cosideracio- 
nes  de  ningún  género,  extralimitándose 
muchas  veces.  Con  posterioridad  León 
expuso:  que  Ramírez  le  dió  cuatro  empu- 
jones a  Rodríguez  sin  proferir  una  sola 
palabra,  y  al  recibir  Tereso  el  último, 
amagó  a  Rosalio  con  darle  un  machetazo 
y  entonces  acaeció  lo  que  dijo  en  su  ante- 
rior deposición;  que  el  agresor  estaba  al- 
go ebrio;  y  que  además  de  las  casas  que 
fueron  ya  mencionadas,  están  las  de  Cel- 
so Ramírez  y  Vicente  León. 

Eloisa  Valdés  dijo:  que  del  suceso  se  dió 
cuenta  por  el  rumor  público;  y  que  cuan- 
do se  cometió  el  hecho  delictuoso  solo 
ella  estaba  en  su  casa. 

Vicenta  Berríos  y  Nieves  Cisneros  de 
León  declararon  que  por  el  rumor  públi- 
co habían  sabido  que  Rosalio  Ramírez  era 
el  autor  del  hecho  investigado,  agregando 
la  segunda,  que  Ramírez  desde  entonces 
no  se  encontraba  en  aquel  poblado. 

Arturo  Saavedra  declaró  haber  acom- 
pañado al  agente  de  Policía  que  llegó  al 
lugar  donde  fué  perpetrado  el  delito,  se  dió 
cuenta  de  que  a  Rodríguez  le  habían  in- 
ferido una  lesión  en  el  pómulo  izquierdo, 
y  al  ser  interrogado  por  el  referido  agente, 
le  contestó  en  voz  baja  y  trémula,  y  por 
esta  causa,  no  le  fué  posible  oír  al  decla- 
rante lo  que  dijo  el  herido;  y  que  más  tar- 
de por  el  rumor  público  se  enteró  de  que 
Roealio  Ramírez  era  el  autor  del  crimen. 

Manuel  Sánchez  expuso:  que  en  com- 
pañía del  agente  del  orden  público  Pedro 
Aceituno,  llegó  al  lugar  donde  yacia  he- 
rido Tereso  Rodríguez,  quien  estaba  mori- 
bundo; que  Aceituno  le  interrogó,  pero 
ingnora  que  respondería  Rodríguez;  y  que 
por  el  rumor  público  supo  que  Rosalio  Ra- 
mírez había  dado  muerte  a  dicho  sujeto. 

Modesta  Gómez  viuda  de  Orellana,  dijo 
que  cuando  acaeció  el  hecho  tenía  su 
puerta  cerrada,  por  que  estaba  enferma, 
que  sí  oyó  voces,  y  un  disparo  pero  igno- 
raba quien  lo  había  hecho;  que  talvez  Ra- 
mírez haya  estado  acostado,  en  una  ha- 
maca que  ella  tiene  en  el  corredor  de  su  ca- 
sa, esperando  a  Rodríguez,  y  que  el  prime- 
ro de  dichos  sujetos  nunca  llegó  a  visitar- 
la, pues  no  se  relacionaba  de  una  mane- 
ra íntima.  En  declaración  posterior,  ma- 
nifestó la  señora  de  Orellana  que  las  per- 
sonas que  estaban  hablando  decían  que 
Rosalio  Ramírez  era  el  autor  del  delito  in- 
vestigado; que  el  corredor  de  su  morada 
está  situado  al  Norte  y  ahí  tiene  colocada 
la  referida  hamaca;  que  no  es  necesario 
pasar  por  la  puerta  de  su  casa  para  llegar 
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al  mencionado  corredor,  por  que  su  mora- 
da no  tiene  cerca;  y  que  no  vió  a  Ramírez 
el  día  del  suceso. 

El  cinco  de  Febrero  del  año  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  fué  interrogado  Ro- 
salió  Ramírez  Ruano  y  expuso:  que  estu- 
vo preso  el  año  de  mil  novecientos  veinti- 
cuatro, por  un  homicidio  que  perpetró  en 
Cristina,  y  el  Juez  de  la.  Instancia  del  De- 
partamento de  Izabal,  le  impuso  la  pena 
de  diez  años  de  prisión  que  vino  a  purgar 
en  la  Penitenciaria  Central;  que  el  veinti- 
dós de  Enero  de  mil  novecientos  veinti- 
cuatro, estuvo  trabajando  en  una  finca  de 
Quiriguá,  pero  no  recordaba  quienes  le 
acompañaban  y  qué  le  había  sucedido; 
que  conoció  a  Tereso  Rodríguez  quien  era 
de  "San  Vicente",  estaba  radicado  en  Ca- 
bañas,  y  fueron  amigos;  que  no  conoce  a 
Juan  León.  Negó  haber  cometido  el  he- 
cho que  se  le  imputa,  aseguarando  que 
cuando  ocurrió  la  muerte  de  Tereso  Ro- 
dríguez se  encontraba  en  la  "costa"  lo  cual 
podía  probar  con  muchos  testigos,  pero 
como  hacía  tanto  tiempo  que  no  llegaba  a 
"Cabañas",  le  era  imposible  expresar  los 
nombres  de  aquellas  personas. 

En  el  plenario,  y  a  solicitud  del  defen- 
sor del  enjuiciado  fué  abierto  a  prueba  el 
proceso  por  quince  días,  y  durante  este 
término,  el  mencionado  defensor  pidió  que 
se  hiciera  comparecer  al  procesado  con  el 
objeto  de  que  manifestara  cuales  eran  to- 
dos los  medios  que  tendían  a  su  exculpa- 
ción. Y  al  ser  interrogado  Ramírez  Rua- 
no en  ese  sentido,  expuso:  lo.  que  para 
probar  que  en  la  época  en  que  habían  da- 
do muerte  a  Tereso  Rodríguez  él  no  se 
encontraba  en  Cabañas;  sino  en  Quiriguá, 
preponía  los  testimonios  de  Tomás  Mejía, 
Brígido  Pérez,  Clemente  López,  Alfredo  Fi- 
gueroa,  Félix  Cruz,  Eustaquio  Hernández, 
Rodrigo  Gutiérrez,  Herminio  Valdéz,  Abe- 
lardo Portillo,  Alfonso  Portillo,  Maximi- 
liano Paiz,  Salvador  Aragón  y  Mariano 
Ramírez;  2o.  para  probar  que  en  el  mes 
de  Enero  de  mil  novecientos  veinticuatro 
se  encontraba  en  Quiriguá,  solicitaba  que 
fueran  examinados:  Pantaleón  López,  Pe- 
dro López  y  Gregorio  López;  3o.  que  con 
los  testimonios  de  las  mismas  personas 
probaba,  que  es  hombre  honrado,  trabaja- 
dor, pobre  en  el  sentido  legal  y  que  tiene 
mucha  familia;  y  4o.  que  con  la  certifi- 
cación que  presentaba  justifica  que  no  ha 
estado  huyendo.  Este  documento  fué  ex- 
pedido por  el  Comandante  Local  de  Esqui- 
mo a  los  veintiocho  días  del  mes  de  Mayo 
de  mil  novecientos  treinta  y  dos,  y  en  el 


que  consta  que  Rosalío  Ramírez  fué  nom- 
brado Comisionado  Militar  de  la  finca 
Chinck. 

A  solicitud  del  defensor  del  enjuiciado, 
Eustaquio  Hernández  y  Alfredo  Figueroa 
contestaron  en  sentido  afirmativo  las  pre- 
guntas que  contiene  el  interrogatorio  que 
obra  al  folio  cincuenta  y  siete  (57)  de 
autos,  tendientes  a  establecer  que  Ramírez 
Ruano  es  un  hombre  pobre. 

Para  mejor  resolver  el  Juez  de  la  causa 
mandó  que  fueran  examinadas  las  perso- 
nas que  se  mencionan  en  el  auto  fecha 
diez  y  seis  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  que  se  pidiera  copia  certifi- 
cada a  la  Comandancia  Local  de  Cabañas 
acerca  del  cargo  o  empleo  que  desempe- 
ñaba Rosalío  Ramírez,  en  aquella  Coman- 
dancia, en  el  mes  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos veinticuatro.  Ninguno  de  los  tes- 
tigos que  acaban  de  mencionarse  afirmó 
de  una  manera  categórica  en  que  fecha 
había  muerto  Tereso  Rodríguez  ni  que  Ra- 
mírez Ruano  haya  estado  ausente  de  Ca- 
bañas precisamente  el  día  en  que  ocurrió 
el  suceso  tantas  veces  relacionado. 

Obran  en  el  proceso:  a)  certificación 
expedida  el  veinticinco  de  Abril  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  en  que  el  Secre- 
tario de  la  Comandancia  de  Armas  del 
Departamento  de  Zacapa  hizo  constar: 
que  en  el  mes  de  Enero  de  mil  novecientos 
veinticuatro,  el  enjuiciado  era  Comisiona- 
do Militar,  cuando  el  Mayor  ciudadano 
Francisco  Méndez  Gil  desempeñaba  el  car- 
go de  Comandante  Local  de  Cabañas;  b) 
informe  emitido  por  el  Secretario  de  esta 
Suprema  Corte  en  que  hace  constar  que 
Rosalío  Ramírez  fué  condenado  por  el  de- 
lito de  homicidio  a  sufrir  la  pena  de 
ochenta  meses  de  prisión  correctiva  por 
el  Juez  de  la.  Instancia  del  Departamen- 
to de  Izabal,  habiendo  cumplido  esa  con- 
dena el  diez  y  ocho  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos veintisiete;  y  c)  oficio  dirigido 
por  el  Comandante  de  Armas  del  Depar- 
tamento de  Zacapa,  el  diez  y  siete  de  Fe- 
brero de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  al 
Juez  de  la  causa  en  que  le  informa  que  el 
Comandante  Local  de  Cabañas.  en  el  mes 
de  Enero  de  mil  novecientos  veinticuatro 
era  el  Capitán  Benedin  Barillas. 

Les  empíricos  Ezequiel  Valdéz  y  Enrique 
Calderón  informaron  haberle  reconocido  a 
Tereso  Rodríguez,  una  lesión  mortal  en  el 
pómulo  izquierdo,  producida  con  arma  de 
fuego.  Los  mencionados  empíricos  mani- 
festaron posteriormente:  que  Rodríguez 
había  fallecido  a  consecuencia  de  la  lesión 
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que  recibió,  agregando  el  segundo,  que  el 
proyectil  había  lesionado  órganos  impor- 
tantes, alojándose  en  la  masa  cerebral. 

Corre  agregada  a  los  autos,  copia  certi- 
ficada de  la  partida  número  doscientos 
tres  del  Libro  de  Defunciones  del  Registro 
Civil  de  Cabanas,  en  donde  consta:  que 
Tereso  Rodríguez  hijo  ilegitimo  de  Lázaro 
Rodriguez  y  Urbana  Hernández,  falleció 
a  consecuencia  de  lesiones,  a  la  edad  de 
diez  y  nueve  años  en  aquel  poblado,  a  las 
trece  horas,  poco  más  o  menos,  del  veinti- 
dós de  Enero  de  mil  novecientos  veinti- 
cuatro. 

Pantaleón  López,  Gregorio  y  Pedro  Te- 
jada López  manifestaron  que.  no  recorda- 
ban haberse  juntado  con  Rosalio  Ramí- 
rez en  Quiriguá,  en  el  mes  de  Enero  del 
año  de  mil  novecientos  veinticuatro,  agre- 
gando el  primero  y  tercero  que  Ramírez 
es  un  hombre  pobre. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa  dió 
fin  a  la  causa  imponiendo  al  enjuiciado  la 
pena  de  diez  años  de  prisión  correccional, 
inconmutable  y  con  el  carácter  de  reten- 
ción; le  abona  la  prisión  sufrida,  debien- 
do cumplir  dicha  pena  en  la  Penitencia- 
ria Central;  le  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos;  le  obliga  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito;  y  por  haber  demostrado  su 
pobreza  le  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa.  . 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
alegó  que  no  hay  prueba  para  condenar 
al  procesado,  por  que  Juan  León  indica 
que  tenía  diez  y  seis  años,  cuando  declaró, 
sin  haberse  establecido  que  León  ya  había 
cumplido  esa  edad,  y  en  el  supuesto  de  que 
así  fuese,  su  dicho  solamente  constituiría 
una  presunción;  que  la  circunstancia  de 
que  el  mencionado  sujeto  haya  acompa- 
ñado entonces  al  ofendido,  hace  suponer 
que  entre  ellos  existía  cierta  amistad,  lo 
cual  es  suficiente  para  estimar  que  León 
tiene  interés  en  el  asunto  de  que  se  trata; 
que  la  vaguedad  con  que  León  se  expresa 
al  referirse  al  "amago"  de  Rodríguez,  de- 
nota de  su  parte  el  deseo  que  ha  tenido 
de  agravar  la  situación  del  procesado,  pues 
al  expresar  que  Tereso  llevaba  en  la  ma- 
no un  corvo,  es  lógico  deducir  que  la  ame- 
naza fué  hecha  con  el  arma  ya  mencio- 
nada; que  lo  dicho  por  el  agente  de  poli- 
cía Pedro  Aceituno  se  desvirtuó  con  lo  ex- 
puesto por  Arturo  Saavedra  y  Manuel 
Sánchez;  y  para  el  remoto  caso  de  tomar- 
se en  consideración  la  prueba  apreciada 


por  el  Juez,  procedía  estimar  en  favor  del 
enjuiciado  la  circunstancia  de  haber  sido 
provocado  por  el  ofendido. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, para  mejor  fallar,  ordenó  la  prác- 
tica de  las  diligencias  pedidas  por  el  se- 
ñor Fiscal. 

Los  testigos  Tomás  Mejía,  Brígido  Pérez, 
Clemente  López,  Félix  Salvatierra,  Eusta- 
quio Hernández,  Rodrigo  Gutiérrez  Porti- 
llo y  Maximiliano  Páiz  Portillo  dijeron  que 
Rosalio  Ramírez  es  hijo  de  Emeterio  Ra- 
mírez procreado  con  Cipriana  Ruano. 

Se  agregaron  a  la  causa:  a)  un  informe 
en  que  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Isabal 
manifiesta  que  en  aquel  Juzgado  se  siguió 
un  proceso  contra  Rosalio  Ramírez  Ruano 
por  el  delito  de  homicidio  perpetrado  sn 
la  persona  de  Anselmo  Gudiel,  en  el  mes 
de  Abril  del  año  de  mil  novecientos  vein- 
ticuatro, y  se  le  impuso  la  pena  de  seis 
años  y  ocho  meses  de  prisión  correccional; 
y  que  las  generales  del  reo  que  aparecen  en 
el  proceso  son  las  que  siguen:  soltero,  la- 
brador, originario  de  San  Diego,  jurisdic- 
ción de  Zacapa  y  de  treinta  y  dos  años 
de  edad;  y  d)  copia  certificada  de  la  par- 
íiada  de  nacimiento  del  enjuiciado  en  la 
que  consta  que  nació  el  cuatro  de  Sep 
tiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres 
en  la  aldea  denominada  "San  Diego"  y  e:; 
hijo  legítimo  de  Emeterio  Ramírez  y  Ci 
priana  Ruano. 

El  señor  Fiscal,  estimando  que  el  reo 
está  bien  identificado  y  que  existe  plena 
prueba  de  su  culpabilidad,  pidió  que  se 
confirmara  la  sentencia  de  primer  grado, 
pero  aumentando  la  pena  impuesta  en 
una  tercera  parte,  por  ser  reincidente  el, 
procesado  en  la  misma  clase  de  delitos.  y; 
no  haberse  hecho  ese  aumento,  a  juzgar 
por  lo  que  expuso  Ramírez  en  su  declara- 
ción y  lo  informado  por  esta  Suprema 
Corte. 

El  Tribunal  de  segunda  Instancia  por 
mayoría  de  votos  confirmó  el  fallo  del 
Juez,  pero  con  la  reforma  de  que  la  pena 
que  debe  de  imponerse  al  procesado  es  de 
trece  años  y  cuatro  meses  de  prisión  co- 
rreccional. Estima  la  Sala:  lo.  que  la  de- 
lincuencia del  enjuiciado  está  probada: 
con  la  declaración  del  testigo  presencial 
Juan  León;  lo  manifestado  por  el  agente 
de  policía  Pedro  Aceituno,  corroborado 
con  lo  que  expusieron,  Arturo  Saavedra  y 
Manuel  Sánchez;  la  declaración  de  Mo- 
desta Gómez  viuda  de  Orellana;  la  nega- 
tiva del  reo  de  que  estuvo  en  Cabañas  el 
día  del  suceso  cuando  consta  lo  contrario; 
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no  haber  probado  Ramírez  la  coartada;  la 
ausencia  de  éste  del  lugar  abandonando  el 
cargo  que  desempeñaba;  y  el  rumor  público 
que  desde  un  principio  sindicó  al  enjui- 
ciado cerno  autor  de  la  muerte  de  Tereso 
Rodríguez;  y  2o.  que  la  pena  que  corres- 
ponde inponer  a  Ramírez  Ruano  es  la  de 
diez  años  le  prisión  correccional  aumen- 
tada en  una  tercera  parte  por  la  circuns- 
tancia agravante  de  ser  reincidente,  co- 
mo consta  en  la  ejecutoria  que  el  Tribu- 
nal sentenciador  tuvo  a  la  vista,  fecha 
diez  y  nueve  de  Enero  de  mil  novecientos 
veinticinco,  en  la  que  aparece  que  Rosalío 
Ramírez  Ruano  fué  sentenciado  a  seis 
años  y  ocho  meses  como  coautor  del  ho- 
micidio perpetrado  en  la  persona  de  An- 
selmo Gudiel. 

El  señor  Magistrado  don  Virgilio  Alva- 
rez  Castro  no  estuvo  de  acuerdo  con  lo  re- 
suelto por  la  mayoría  del  Tribunal,  en 
virtud  de  estimar  que  el  homicidio  que 
habría  causado  la  reincidencia,  en  caso 
de  haberla,  está  fuera  de  discusión,  per 
que  la  sentencia  que  lo  penó  ya  está  de- 
bidamente cumplida,  y  pasó  en  autoridad 
de  cosa  juzgada.  Y  que  en  el  caso  súb- 
judice,  no  hay  reincidencia  porque,  el  he- 
cho fué  consumado  cuando  Ramírez  Rua- 
no no  había  sido  todavía  catalogado  co- 
mo delincuente;  y  por  lo  tanto,  la!  senten- 
cia debió  sencillamente  confirmarse. 

Rosalío  Ramírez  Ruano  con  auxilio  del 
Abogado  Eladio  Paz  Castañeda,  interpuso 
contra  el  fallo  de  segunda  Instancia,  el 
recurso  extraordinario  de  casación,  fun- 
dándose en  que  la  Sala  sentenciadora  vio- 
ló los  artículos  23  inciso  16,  67  y  68  del 
Código  Penal;  y  V  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  mayor  actividad  con  que  haya 
sido  tramitado  el  segundo  de  los  procesos 
de  que  se  trata,  o  el  haberse  omitido  acu- 
mularlo al  que  anteriormente  había  sido 
incoado  contra  el  mismo  Ramírez  Ruano, 
a  efecto  de  ponerles  fin  en  una  sola  sen- 
tencia y  apreciar  entonces  la  agravante 
que  hoy  estimó  el  Tribunal  de  segunda 
Instancia,  no  puede  influir  para  que  sea 
agravada  la  sanción  que  corresponde  im- 
ponerle con  motivo  del  hecho  que  está  sub- 
judice;  pues  las  susodichas  circunstancias 
constituyen  actos  del  todo  ajenos  Su  la  vo- 
luntad del  enjuiciado.  Y  al  apreciar  lo 
contrario  la  Sala  sentenciadora  infringió 
el  inciso  16  del  artículo  23  del  Código  Pe- 
nal, que  corresponde  a  la  fracción  16  del 
artículo  22  del  Código  Penal  de  1889. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  prexistencia  del  hecho  delictuoso 
se  estableció  con  la  copia  certificada  de  la 
partida  de  defunción  de  Tereso  Rodríguez 
y  el  informe  de  los  empíricos  que  recono- 
cieron la  herida  de  carácter  mortal  que 
le  fué  inferida  al  ofendido. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  responsabilidad  del  enjuiciado 
como  autor  de  la  muerte  del  mencionado 
Rodríguez  está  probada  de  una  manera 
plena  con  la  declaración  de  Juan  León,  la 
cual  corresponde  apreciar  como  semiple- 
na prueba,  porque  no  llegó  a  establecerse 
que  León  fuese  menor  de  diez  y  seis  años 
ni  que  tuviera  interés  en  el  asunto,  y  a 
esta  declaración  deben  agregarse  los  di- 
chos del  agente  del  orden  público  Pedro 
Aceituno,  Arturo  Saavedra,  Manuel  Sán- 
chez y  Modesta  Cómez  viuda  de  Orellana, 
y  además,  el  rumor  público  y  la  circuns- 
tancia de  que  el  enjuiciado  se  ausentó  del 
lugar  donde  se  cometió  el  delito  sin  moti- 
vo alguno  para  ello  y  a  raíz  de  su  perpe- 
tración. 

CONSIDERANDO: 

Que  establecida  la  delincuencia  de  Ra- 
mírez Ruano  procede  infligirle  la  pena  que 
la  ley  señala  sin  alteración  alguna,  pues 
no  concurren  circunstancias  que  estimar 
ya  en  su  favor  o  ya  en  su  contra. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  dispuesto  por  los  artículos 
76  y  295  del  Código  Penal  de  1889;  575, 
586,  587,  601,  603,  687  729  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  declara:  que  ha 
lugar  al  recurso  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito y  en  consecuencia  CASA  Y  ANULA  la 
ejecutoria  recurrida  y  resuelve:  que  Rosa- 
lío  Ramírez  Ruano  es  autor  del  delito  de 
homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
Tereso  Rodríguez  y  por  este  hecho  delic- 
tuoso le  impone  la  pena  inconmutable  de 
diez  años  de  prisión  correccional,  sanción 
que  con  abono  del  tiempo  padecido  pur- 
gará en  la  Penitenciaria  Central;  le  sus- 
pende durante  la  condena  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos;  le  obliga  al  pac;o 
de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito;  y  por  su  pobreza  lo 
exonera  de  reponer  el  papel  usado  en  la 
causa  al  del  sello  respectivo. 
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Notifíquese  y  devuélvanse  los  antece- 
dentes con  certificación  de  lo  resuelto  al 
Tribunal  de  su  procedencia. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Antonio  Brolo  Pilón,  por  el 
delito  de  estafa. 

DOCTRINA.La  sentencia  absolutoria  dic- 
tada en  el  pleito  promovido  por  el  ejer- 
cicio de  la  acción  civil,  no  es  obstáculo 
para  el  ejercicio  de  la  penal;  pero  cuan- 
do en  la  primera  forma  se  han  ventilado 
cuestiones  que  por  su  naturaleza  son 
determinantes  de  la  culpabilidad,  una 
vez  obtenida  absolución  de  la  demanda 
hace  procedente  la  absolución  del  cargo 
en  la  segunda. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  ante- 
cedentes se  examina  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones  con  fe- 
cha diecinueve  de  Octubre  del  año  pró- 
ximo pasado,  confirmando  la  que  pronun- 
ció el  Juez  Quinto  de  Primera  Instancia 
de  este  departamento,  por  la  cual  se  ab- 
suelve al  enjuiciado  Antonio  Brolo  Pilón, 
del  cargo  que  se  le  formuló  por  el  de- 
lito de  estafa  de  que  lo  acusa  Juan  Estra- 
da Medina. 

El  hecho  consiste  en  lo  siguiente: 

El  doce  de  octubre  de  mil  novecientos 
veinticuatro,  un  niño  de  don  Juan  Estra- 
da Medina,  llamado  Carlos  Medina  Estra- 
da, fué  atropellado  por  las  ruedas  de  un 
carretón  de  la  propiedad  de  don  Antonio 
Brolo,  a  consecuencia  de  lo  cual  el  niño 
falleció  dos  meses  después.  En  tal  virtud, 
Medina  promovió  un  juicio  ordinario  con- 
tra Brolo  sobre  indemnización,  siendo  éste 
condenado  por  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia a  pagarle  la  suma  de  cinco  mil  pe- 
so de  la  antigua  moneda;  pero  al  pasar 
el  jucio  en  apelación  a  la  Sala  Tercera, 
dicho  Tribunal  confirmó  la  sentencia  con 
la  modificación  de  que  debían  ser  cinco 
mil  quetzales  y  no  billetes  los  que  debían 
pagarse.  Aunque  el  interesado  interpuso 


el  recurso  de  casación,  no  pudo  sotenerlo 
haciendo  el  depósito  que  se  le  señaló,  por 
lo  que  el  recurso  se  declaró  sin  lugar. 

Dice  el  acusador  que  con  motivo  de  esta 
sentencia  condenatoria  el  señor  Brolo,  bur- 
lándose de  la  justicia  traspasó  sus  propie- 
dades a  su  pariente  José  Brolo,  e  inmedia- 
tamente éste  hizo  el  traspaso  a  favor  de 
la  esposa  del  primero,  doña  Cruz  Martínez 
de  Brolo,  en  forma  de  venta,  por  lo  que 
habla  incurrido  en  el  delito  de  estafa  del 
cual  lo  acusó  formalmente  en  memoriales 
presentados  a  la  Presidencia  de  la  Repú- 
blica, de  donde  pasaron  a  la  Jefatura  Po- 
lítica, y  no  habiéndose  logrado  en  este 
Despacho  un  acuerdo  amistoso  entre  las 
partes,  el  acusado  fué  puesto  a  la  orden 
del  Juez  Quinto  de  Primera  Instancia,  Tri- 
bunal ante  quien  se  siguió  la  causa  por 
todos  sus  trámites.  Indagado  el  reo  negó 
la  simulación  de  los  contratos,  afirmando 
que  la  venta  de  sus  propiedades  es  efec- 
tiva. También  fueron  interrogados  la  es- 
posa de  Brolo  y  don  José  del  mismo  ape- 
llido, asegurando  ambos  que  no  ha  habi- 
do tal  simulación. 

Durante  la  sustanciación  del  proceso 
fueron  presentadas  varias  certificaciones 
ya  del  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, 
ya  de  los  Tribunales,  en  las  cuales  apare- 
ce: a)  que  por  escrituras  autorizadas  por 
el  Notario  Antonio  Nájera  Cabrera,  don 
Antonio  Brolo  vendió  sus  propiedades  a 
don  José  del  mismo  apelido  y  éste  a  la  se- 
ñora de  aquél;  b)  que  don  Juan  Medina 
entabló  juicio  ordinario  sobre  que  se  de- 
clararan rescindidos  dichos  contratos  por 
haberse  verificado  en  fraude  de  acreedo- 
res; así  como  otro  sobre  que  se  declarara 
la  nulidad  de  los  mismos  contratos  por  ha- 
ber sido  simulados  y  ejecutados  también 
en  fraude  de  su  derechos  de  acreedor.  Am- 
bas juicios  terminaron  por  sentencias  eje- 
cutorias declarando  la  absolución  del  de- 
mandado. 

Aparece  también  un  informe  de  la  Sala 
Primera,  en  el  que  consta  que  el  señor  Me- 
dina sigue  acción  ejecutiva  contra  el  señor 
Brolo  para  obtener  el  pago  de  la  suma  de 
cinco  mil  quetzales  o  que  fué  condenado, 
juicio  en  el  cual  fueron  embargados  los 
derechos  que  al  demandado  corresponden 
como  gananciales  en  los  bienes  de  su  es- 
posa; habiéndose  dictado  ya  sentencia  que 
declara  haber  lugar  a  hacer  trance  y  re- 
mate. 

Al  correrse  los  traslados  para  alegar,  el 
acusado  promovió  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  fundándose  en  que  constituyen- 
do las  escrituras  de  venta  el  cuerpo  del 
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delito  y  habiéndose  declarado  por  sen- 
tencia que  éstas  no  son  nulas  y  que  los 
contratos  no  son  simulados,  faltaba  la  ba- 
se para  el  procedimiento  criminal.  Se  opu- 
so el  acusador  y  el  juez  declaró  como  cues- 
tión previa,  sin  lugar  a  lo  pedido  y  la  Sala 
confirmó  dicha  resolución. 

Presentados  los  alegatos  de  acusación 
y  defensa  el  Juez  dictó  la  sentencia  que, 
como  se  ha  dicho  fué  confirmada  por  la 
Sala  Tercera  y  contra  la  que  dictó  este 
último  Tribunal,  el  acusador,  con  auxilio 
del  abogado  Porfirio  Barrios,  interpuso  el 
recurso  de  casación  por  violación  de  ley, 
denunciando  que  a  su  juicio  fueron  in- 
fringidos los  artículos  2,  5,  11,  12,  13,  27, 
28,  66,  67,  417  inciso  11,  422  inciso  2o.  del 
Código  Penal;  1,  259,  409,  411,  566,  568,  570 
incisos  2o.  y  3o.,  571,  588  incisos  lo.  y  2o., 
595  y  602  incisos  6o.  y  7o.,  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  se  señaló  dia 
para  la  vista,  habiendo  alegado  ese  día  las 
partes  lo  que  estimaron  pertinente,  siendo 
el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  primeros  cinco  artículos  del  Có  - 
digo Penal  citados  por  el  recurrente,  no 
han  sido  infringidos.  En  efecto:  el  segun- 
do, porque  no  .se  trata  de  ejecutar  ningu- 
na pena  que  haya  sido  impuesta  en  sen- 
tencia firme;  el  quinto  porque  el  delito 
denunciado  fué  objeto  del  procedimien- 
to, en  el  que  por  la  misma  intervención  del 
acusador,  no  se  hizo  necesario  seguirlo  do 
oficio;  el  once  porque  refiriéndose  al  con- 
cepto que  se  tiene  del  delito,  no  puede  ser 
objeto  de  variación  en  virtud  de  la  sen- 
tencia dictada;  el  doce  porque  refiriéndo- 
se al  caso  de  la  comisión  de  un  delito  cuan- 
do el  mal  recae  sobre  persona  distinta  de 
aquella  a  quien  se  proponía  ofender,  carece? 
de  aplicación,  lo  mismo  que  el  trece  por 
referirse  a  casos  de  imprudencia  o  negli- 
gencia, que  son  muy  ajenos  al  que  se  es- 
tudia. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  27,  28,  66  y  67  del  mis- 
mo Código,  tampoco  han  podido  ser  in- 
fringidos en  la  sentencia  que  se  examina 
porque  en  ésta  no  se  declaran  probados 
los  hechos  en  que  se  funda  la  querella,  o 
sea  la  condición  de  ser  simulados  en  frau- 
de de  acreedores  los  contratos  realizados 
por  el  señor  Brolo;  y  menos  que  sean  nu- 
los por  la  misma  causa,  ya  que  habién- 
dose ventilado  a  este  respecto  en  la  vía 
civil  correspondiente,  las  acciones  relati- 


vas a  la  nulidad  y  rescición  de  tales  con- 
tratos, las  resoluciones  ejecutorias  que 
en  su  oportunidad  se  dictaron  en  ambos 
juicios,  fueron  desfavorables  al  deman- 
dante señor  Estrada  Medina.  Y  si  bien  es 
cierto  que  la  sentencia  absolutoria  dic- 
tada en  el  pleito  promovido  por  el  ejerci- 
cio de  la  acción  civil,  no  será,  como  no  ha 
sido  en  el  presente  caso,  obstáculo  para  el 
ejercicio  de  la  acción  penal,  también  lo  es 
que  ésto  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 
relativo  a  cuestiones  prejudiciales,  entre 
las  cuales  figuran  las  civiles  que  deben 
ser  resueltas  previamente. 

No  cabe  duda  que  la  controversia  soste- 
nida entre  las  partes  acerca  de  la  resci- 
sión y  nulidad  de  los  contratos,  en  la  vía 
civil,  ha  tenido  el  carácter  de  prejudiciali- 
dad  para  el  ejercicio  de  la  presente  acción 
penal,  pero  como  esta  segunda  se  inició 
hasta  después  de  haberse  dictado  en  aque- 
lla sentencia  firme,  no  estaba  obligado  el 
acusado  a  presentarla  como  tal  cuestión 
prejudicial,  para  el  efecto  de  suspender 
el  procedimiento  criminal;  máxime  ha- 
biendo sido  el  mismo  acusador  quien  pro- 
movió aquellas  acciones;  pero  sí  han  sido 
alegadas  con  insistencia  en  este  concepto 
como  puede  verse  en  el  escrito  de  defensa 
fechado  el  veinticuatro  de  agosto  de  mil 
novecientos  trienta  y  seis  y  en  otros  me- 
moriales presentados  al  efecto  con  ante- 
rioridad. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  417  carece  del  inciso  11, 
pues  no  tiene  más  que  dos,  y  aunque  se 
refiera  al  segundo  y  no  al  once,  la  cita 
de  éste  y  del  422,  que  tampoco  tiene  inci- 
sos, se  hace,  es  improcedente  por  referir- 
se ambos  a  delitos  de  incendio  que  no  tie- 
nen ninguna  aplicación. 

CONSIDERANDO: 

Que  ninguna  cuestión  ha  sido  presen- 
tado acerca  de  la  competencia  que  corres- 
ponde a  los  jueces  y  tribunales  para  co- 
nocer y  resolver  de  todo  aquello  que  la 
ley  repute  delito  o  falta.  Por  el  contrario, 
habiéndose  estimado  por  los  mismos  tri- 
bunales que  los  hechos  denunciados  pudie- 
ran haber  sido  constitutivos  de  delito 
abrieron  respecto  de  ellos  la  investigación 
correspondiente,  y  hasta  se  detuvo  al  acu- 
sado, concediéndosele  después  su  liber- 
tad bajo  fianza  de  haz:  y  dictándose,  por 
último,  la  sentencia  que  se  examina.  En 
consecuencia  no  hubo  ninguna  violación 
de  los  artículos  1,  259.  409  y  411  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 
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CONSIDERANDO: 

Que  siendo  el  fundamento  de  la  senten- 
cia recurrida,  la  circunstancia  de  no  ha- 
berse comprobado  por  el  acusador,  ni  po- 
día comprobarse,  por  la  situación  en  que 
se  encontraba  con  relación  a  sus  acciones 
civiles  anteriores,  que  los  contratos  fue- 
ran simulados  en  fraude  de  sus  derechos 
de  acreedor,  el  artículo  566  de  Procedi- 
mientos Penales  que  obliga  al  que  afirma 
a  probar,  no  ha  sido  infringido;  y  como 
fuera  de  los  mismos  documentos  públicos 
y  auténticos  presentados,  que  no  prueban 
otra  cosa  más  que  su  mera  existencia  co- 
mo tales  y  de  los  contratos  a  que  se  re- 
fieren, no  se  han  presentado  otras  prue- 
bas acerca  de  la  simulación  tantas  veces 
mencionada,  se  hizo  recta  aplicación  del 
artículo  568  de  Porcedimientos  Penales;  y 
por  las  mismas  razones  no  fueron  infrin- 
gidos los  números  570  inciso  2o.  y  3o.,  571, 
588  incisos  lo.  y  2o.,  595,  6C2  incisos  6o.  y 
7o.,  del  mismo  Código. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  por  los  artículos  676, 
686  y  690  de  Procedimientos  Penales,  232 
y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto y  condena  al  recurrente  a  quin- 
ce días  de  arresto  que  podrá  conmutar  a 
razón  de  diez  centavos  cada  uno.  Notifí- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
cuéuvanse  los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  — •  Max. 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Manuel  Méndez  Flores  y 
Eduardo  López  Morales. 

DOCTRINA:  Debe  desecharse  de  plano  el 
recuroo  de  casación  interpuesto  por 
aquél  a  quien  la  ley  no  concede  expre- 
samente ese  derecho. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vistos  y  Considerando:  que  el  derecho 
de  interponer  el  recurso  extraordinario  de 
casación  corresponde  a  los  reos  o  a  sus 
legítimos   representantes;    al  Ministerio 


Público  o  a!;  acusador  cuando  hubieren  si- 
do parte  en  la  causa;  y  al  Procurador  de 
la  Sala  de  Apelaciones  respectiva  como 
cbligoción  cuando  sea  procedente  y  en  su 
carácter  de  defensor  oficial;  que  al  defen- 
sor particular  no  le  da  la  ley  ese  derecho 
por  lo  que  el  recurso  de  casación  que,  en 
ese  concepto,  interpuso  el  abogado  Rufi- 
no Adolfo  Pardo,  en  la  causa  seguida  con- 
tra Manuel  Méndez  Flores  y  Eduardo  Ló- 
pez Morales,  es  inprocedente  tramitarlo. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  fundamento  en  lo  dispuesto  en  los 
artículos  651,  680,  685  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  41  inciso  b)  222,  223  y 
224  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, desecha  de  plono  el  recurso  inter- 
puesto. Notifiquese  y  como  corresponde, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Juzgado 
de  su  procedencia. 

Ordóñez  Solis.  —  Serraño  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max.  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Laureano  Bermúdez  Rosal, 
por  el  delito  de,  estafa. 

DOCTRINA:  A  los  tribunales  de  justicia 
corresponde,  exclusivamente,  la  facul- 
tad de  juzgar  si  un  hecho  es  o  no  cons- 
titutivo de  delito  o  falta. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  ante- 
cedentes se  examina  la  sentencia  fecha 
veintiséis  de  Enero  del  corriente  año,  dic- 
tada por  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones 
confirmando  la  del  Juez  Quinto  de  Prime- 
ra Instancia  de  este  Departamento,  que 
absuelve  a  Laureano  Bermúdez  Rosal  del 
cargo  que  se  le  formuló  por  el  delito  de 
estafa  de  que  fué  acusado  por  Vidalina  Pi- 
lón v.  de  Diéguez. 

El  tres  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  uno,  Laureano  Bermúdez  h.  sus- 
cribió un  documento,  con  firma  autenti- 
cada por  el  Notario  Salvador  García  Igle- 
sias, en  el  cual  se  hizo  constar  que  en  esa 
fecha  había  recibido  de  doña  Vidalina  Pi- 
lón de  Diéguez,  la  cantidad  de  cuatrocien- 
tos pesos  oro  americano  en  calidad  de  de- 
Dósito,  para  guardarlos  bajo  su  responsa- 
bilidad. 
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El  primero  de  Abril  del  año  siguiente, 
el  señor  Bermúdez  fué  requerido  para  la 
devolución  de  dicha  suma,  y  como  no  lo 
verificara,  fué  protestado  el  documento 
por  el  Notario  M.  González  Herrera,  ante 
quien  se  verificó  después  la  protocolación 
del  mismo. 

Con  estos  antecedentes  la  señora  Pilón 
acusó  criminalmente  a  Bermúdez  en  me- 
morial fechado,  el  veintisiete  de  Junio,  re- 
cibido el  seis  de  Julio  de  mil  novecientos 
trenta  y  dos,  por  el  delito  de  estafa,  pero 
en  Abril  veintiuno  de  mil  novecientos 
treinta  y  tres  en  vista  de  que  se  le  dene- 
gara la  orden  de  captura  que;  solicitó  con- 
tra el  acusado,  pidió  que  se  le  devolviera 
el  original  del  documento,  "pues  no  desea- 
ba llevar  adelante  el  juicio  criminal".  En 
enero  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro 
se  presentó  pidiendo  que  deseando  "para 
otros  usos",  la  escritura  presentada,  se  le 
devolviera. 

Sin  embargo  de  lo  expuesto,  con  fecha 
quince  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  la  señora  Pilón  se  presen- 
tó de  nuevo  acusando  al  señor  Bermúdez 
por  el  mismo  delito,  haciéndolo  esta  vez 
ante  el  Juez  Sexto  de  Paz,  acompañando 
un  segundo  testimonio  de  aquel  documen- 
to referido. 

Aunque  se  libró  orden  de  captura  contra 
el  acusado,  esta  orden  fué  retirada  des- 
pués, pero  encontrándose  detenido  por 
otras  faltas  el  señor  Bermúdez,  fué  inte- 
rrogado y  manifestó:  que  el  tal  depósito  a 
que  se  refiere  el  documento  no  existe,  sino 
que  es  una  cuenta  de  cantina  la  que  con- 
tiene, por  licores  y  alimentación  que  le- 
proporcionó  la  señora  Pilón,  y  si  bien  fir- 
mó el  documento  en  forma  de  depósito,  lo 
hizo  porque  pensó  que  podía  pagar  esa 
deuda,  cosa  que  se  lo  impidieron  las  cir- 
cunstancias, pudiendo  comprobar  su  afir- 
mación por  medio  de  una  carta  que  la 
acreedora  escribió  a  su  señora  madre.  En 
esa  carta,  que  fué  reconocida  por  la  in- 
teresada, ruega  a  doña  Asunción  Rosal  v. 
de  Bermúdez  le  pague  una  cuenta  a  car- 
go de  su  hijo  Laureano  por  alimentos  y 
dinero  en  efectivo  que  le  suministró.  La 
señora  Pilón  negó  que  esta  carta  se  refie- 
ra al  documento  de  depósito,  sino  que  a 
un  pagaré  de  fecha  determinada,  la  cual 
no  recuerda.  En  otra  deligencia  declaró 
que  el  dinero  lo  entregó  en  billetes  de  cien 
pesos  cada  uno,  no  recordando  cuantos 
de  estos  formaron  la  suma  de  cuatrocien- 
tos pesos  oro  americano. 

El  reo  fué  reducido  a  prisión  formal,  pe- 
ro más  tarde  se  reformó  el  auto  mandán- 


dolo poner  en  libertad  sujeto  a  resultas, 
auto  que  por  apelación  del  acusador,  fué 
confirmado  por  la  Sala  con  fundamento 
en  que  "de  los  autos  no  se  desprende  el 
mérito  suficiente  para  restringirle  en  su 
libertad,  máxime  cuando  el  hecho  denun- 
ciado dá  lugar  a  una  acción  de  carácter 
civil  pero  nunca  a  una  penal". 

Fundándose  en  esta  y  otras  considera- 
ciones, el  Juez  dictó  auto  mandando  so- 
breseer definitivamente  en  el  proceso;  pe- 
ro por  virtud  de  apelación  interpuesta,  la 
•  Sala  lo  revocó  y  mandó  que  se  continuara 
el  procedimiento  hasta  su  terminación  por 
sentencia. 

Elevada  la  causa  a  plenario,  el  reo  no  se 
conformó  con  el  cargo  de  estafa  que  se  le 
formuló,  reafirmando  que  se  trata  de  una 
deuda  de  cantina. 

Previos  los  trámites  del  caso,  el  Juez 
dictó  la  sentencia  en  la  forma  que  se  in- 
dicó al  principio. 

No  satisfecho  el  apoderado  de  la  acusa- 
dora, que  lo  es  el  Licenciado  Luis  Felipe 
Rosales  con  el  fallo  de  primera  instancia, 
interpuso  el  recurso  de  apelación. 

En  segunda  instancia,  el  Procurador  pi- 
dió se  confirmara  la  sentencia.  El  Fiscal 
se  pronunció  en  el  mismo  sentido,  trayen- 
do a  cuentas  otro  asunto  de  la  misma  na- 
turaleza que  el  presente,  fallado  por  este 
Tribunal  Supremo  el  veinticinco  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y  uno, 
ocasión  —dice —  en  que  se  consignó  la  doc- 
trina de  que  "a  todo  contrato  debe  dársele 
la  denominación  que  señala  la  ley,  aten- 
diendo a  los  caracteres  peculiares  que  cons- 
tituyen su  esencia  y  forman  su  naturaleza. 
Si  las  partes  le  dan  un  nombre  distinto 
para  variar  sus  efectos,  los  jueces  no  de- 
ben aplicar  otras  leyes  sino  aquellas  que 
regulan  el  convenio  que  efectivamente  fué 
celebrado". 

Contra  el  pronunciamiento  de  segunda 
instancia,  la  parte  acusadora  introdujo  el 
recurso  de  casación  denunciando  como 
infringidos  los  artículos  11,  12,  418  inciso 
3o.,  419  inciso  5o.,  420  y  426  del  Código  Pe- 
nal; 259,  568  571,  572  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO : 

Que  es  a  los  Tribunales  de  Justicia  a 
Quienes  corresponde  de  manera  exclusiva 
la  facultad  de  juzgar  si  un  hecho  consti- 
tuye delito  o  falta.  Bajo  tal  concepto  no 
basta  que  los  interesados  en  el  momento 
de  otorgar  una  escritura,  hagan  declara- 
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ción  acerca  del  acto  ejecutado  denomi- 
nándolo en  forma  distinta  a  la  que  por  su 
naturaleza  le  corresponde  según  la  ley. 

Tratándose  del  contrato  civil  de  mutuo 
ha  sido  más  frecuente  el  deseo  de  los  acree- 
dores de  convertir  en  delito  lo  que  no  es 
más  que  un  acto  que  afecta  intereses  par- 
ticulares, como  puede  verse  no  solamente 
en  el  fallo  a  que  se  refiere  el  Fiscal  sino 
también  en  otros  que  se  han  dictado  por 
este  mismo  Tribunal  en  causas  instruidas 
por  hechos  de  la  misma  naturaleza. 

En  el  presente  caso  existen  las  mismas 
razones  para  sostener  que  la  acción  ejer- 
citada por  la  señora  Pilón  no  puede  con- 
siderarse como  adecuada  a  la  naturaleza 
de  los  hechos  que  la  originaron,  desde  el 
momento  que  la  entrega  que  asegura  ha- 
ber hecho  al  señor  Bermúdez  no  reúne  la.c 
condiciones  indispensables  para  conside- 
rarla como  delito,  no  solo  por  la  forma  en 
que  ella  misma  se  ha  expresado,  su  vaci- 
lación en  referir  los  hechos,  su  inseguri- 
dad en  sostener  la  acusación,  por  los  tér- 
minos de  la  carta  escrita  por  ella  a  la  se- 
ñora madre  del  acusado,  cobrándole  la 
deuda  de  su  hijo,  la  circunstancia  de  que, 
a  pesar  de  haber  hecho  la  entrega  del  di- 
nero, según  dice,  en  la  oficina  del  Nota- 
rio que  legalizó  la  firma  del  documento, 
no  haya  procurado  obtener  el  testimonio 
del  mismo  Notario  y  de  los  testigos  que 
suscribieron  el  acta  para  acreditar  dicha 
entrega;  así  como  también  la  de  haberse 
procedido  al  protesto  del  documento,  co- 
mo si  se  tratara  de  un  documento  de  co- 
mercio y  haber  procurado  endosarlo  des- 
pués a  otra  persona.  Por  todos  estos  mu- 
tivos  es  indudable  que  el  tribunal  de  se- 
gunda instancia  procedió  correctamente 
al  confirmar  el  fallo  del  Juez,  en  favor 
del  reo,  por  lo  que  no  han  sido  infringi- 
dos los  artículos  11,  12,  418  inciso  3o.,  419 
inciso  5o.,  420'  y  426  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  han  sido  infringidos  los 
artículos  259,  568,  571  y  572  del  Código  de 
Procedimientos  Penales;  el  primero,  por- 
que dadas  las  condiciones  en  que  se  pre- 
senta este  asunto,  no  ha  sido  ni  pudo  ser 
contrariado  su  precepto  relativo  a  que  la 
base  del  procedimiento  criminal  es  un  he- 
cho que  la  ley  repute  delito  o  falta;  el  se- 
gundo, porque  precisamente  es  condición 
indispensable  para  que  alguien  pueda  ser 
condenado,  la  justificación  plena  de  que 
el  delito  se  cometió  y  que  el  procesado  lo 
cometió,  lo  que  no  existe  en  el  presente 
caso;  y  los  últimos,  porque  no  existiendo 


ninguna  prueba  justificativa  de  la  exis- 
tencia del  delito,  lo  que  procede  es  la  ab- 
solución del  enjuiciado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  686  y  690  Código  de 
Procedimientos  Penales,  232  y  233  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara improcedente  el  recurso  interpues- 
to y  condena  al  que  lo  interpuso  a  sufrir 
dos  meses  de  arresto  conmutables  en  su 
totalidad  a  razón  de  veinticinco  centavos 
diarios.  Notifíquese  y  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Poldnco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Gustavo  Herrera  Cordón, 
por  los  delitos  de  alzamiento  de  bienes 
en  fraude  de  acreedores  y  estafa. 

DOCTRINA:  La  aprobación  de  las  cuentas 
de  la  administración  de  bienes  a  cargo 
del  apoderado  o  de  simple ,  gestor,  hecha 
por  los  interesados,  en  escritura  pública, 
con  expresa  concesión  del  "más  amplio 
y  completo  finiquito",  dá  lugar  a  que  se 
sobresea  definitivamente  en  causa  abier- 
ta para  la  investigación  de  hechos  de- 
nunciados como  delictuosos,  originados 
de  la  propia  administración. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Visto  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes  el  auto  dictado  por  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones  con  fecha  treinta 
de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis,  confirmando  el  que  pronunció  el  Juez 
Sexto  de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, en  virtud  del  cual  se  sobre- 
see definitivamente  en  el  proceso  instrui- 
do contra  don  Gustavo  Herrera  Cordón, 
por  los  delitos  de  alzamiento  de  bienes  en 
fraude  de  acreedores  y  estafa  de  que  fué 
acusado  por  don  J.  Luis  Aguilar  de  León. 

De  los  autos  que  se  tienen  a  la  vista 
aparece  lo  siguiente: 
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En  extenso  memorial  fechado  el  dos  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco, 
el  señor  Aguilar  de  León  se  presentó  al 
Juez  Sexto  de  Primera  Instancia,  hacien- 
do un  resumen  de  las  operaciones  y  actos 
ejecutados  por  don  Gustavo  Herrera  Cor- 
dón, ya  en  su  calidad  de  apoderado  de 
Doña  Mercedes  Flores  viuda  de  Orellana 
y.  de  sus  hijas  Leonor,  Rosa  y  María  Cris- 
tina Orellana  Flores,  ya  como  socio  de  la 
Sociedad  "Salvádor  Herrera  y  Compañía", 
asegurando  que  a  consecuencia  de  esos 
actos  y  operaciones,  sus  poderdantes  ha- 
bían sufrido  inmensos  perjuicios  al  no  ha- 
cerles la  devolución  completa  de  sus  ha- 
beres, los  cuales  quedaban  al  descubierto 
por  razón  del  estado  de  insolvencia  en  que 
se  manifestaba  el  expresado  exapoderado. 

A  solicitud  del  interesado  se  revisaron 
en  diversos  protocolos  varias  escrituras 
otorgadas  por  el  señor  Herrera  con  rela- 
ción a  los  bienes  de  las  señoras  Orellana 
Flores;  y  por  consistir  principalmente  en 
actos  de  contabilidad  las  operaciones  co- 
merciales en  las  cuales  se  funda  la  acusa- 
ción, se  mandó  practicar  por  un  Contador 
la  inspección  y  verificación  de  las  cuen- 
tas en  los  libros  respectivos. 

Como  el  Juez  encontrara  indicio  sufi- 
ciente para  proceder  contra  el  acusado, 
expidió  órdenes  de  captura  contra  él,  y 
hasta  llegó  a  librar  orden  para  que  fuera 
extraído  de  una  casa  en  la  Antigua  Guate- 
mala, en  donde  según  denunciaba  el  que- 
rellante y  lo  aseguraban  agentes  de  in- 
vestigación se  encontraba  refugiado,  lo 
que  no  dió  resultado  alguno. 

Habiéndose  apersonado  como  apoderado 
del  señor  Herrera  el  Licenciado  don  Car- 
los Salazar  hijo,  en  extenso  memorial  dió 
las  explicaciones  que  creyó  pertinentes 
para  demostrar  la  honradez  con  que  su 
defendido  había  procedido  en  todos  sus 
actos  con  relación  a  este  asunto,  en  vista 
de  lo  cual,  solicitó  que  se  levantaran  las 
órdenes  de  captura;  y  habiéndole  sido 
desfavorable  la  resolución  del  Juez,  apeló 
y  la  Sala  revocó  la  providencia. 

Estando  el  acusado  en  tal  situación,  so- 
licitó y  obtuvo  que  se  le  tomara  su  decla- 
ración indagatoria  en  su  casa  de  habita- 
ción por  encontrarse  enfermo;  y  en  esa 
diligencia  dió  las  explicaciones  del  caso 
relativas  a  su  actuación  como  tal  apode- 
rado, refiriéndose  principalmente  a  lo  que 
aparecía  consignado  en  el  memorial  pre- 
sentado anteriormente  por  su  apoderado. 

Con  vista  de  esta  declaración  y  de  las 
diligencias  practicadas,  el  Juez  dictó  auto 
dejando  en  libertad  con  sujeción  a  resul- 


tas al  provenido.  Por  el  mismo  tiempo  el 
apoderado  del  reo  solicitó  que  se  sobrese- 
yera en  la  causa  por  no  aparecer  que  se 
hubiese  cometido  ningún  delito,  como  ca- 
tegóricamente lo  había  considerado  la 
Sala  al  resolver  acerca  del  levantamiento 
de  lasi  órdenes  de  captura.  Como  el  Juez 
denegara  la  solicitud,  apeló  el  interesado 
y  la  Sala  revocó  la  resolución  y  mandó 
que  se  dictara  auto  de  sobreseimiento. 

Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado,  se 
dictó  el  auto,  en  la  forma  que  ordenaba  la 
Sala,  es  decir,  sobreseyendo  definitiva- 
mente en  el  proceso;  auto  que  por  apela- 
ción de  una  de  las  interesadas  se  elevó  al 
Tribunal  superior  y  éste  dictó  el  que  se 
examina,  en  virtud  de  haber  presentado 
el  recurso  de  casación  el  acusador  don  J. 
Luis  Aguilar  de  León,  denunciando  como 
violados  los  artículos  lo.,  4o.,  233,  234,  239, 
242,  260,  304,  511,  512  inciso  11  Código  de 
Procedimientos  Penales;  8o.  del  Decreto 
Legislativo  1728;  lo.,  5o.  fracción  la.,  11, 
12,  34,  401  inciso  lo.,  408  inciso  2o.,  418 
inciso  5o.,  419  incisos  lo.  y  5o.  Decreto  Le- 
gislativo 2164;  1837  Código  Civil  antigüe; 
17  y  85  de  la  Constitución  de  la  República. 

Posteriormente  en  escrito  con  fecha  on- 
ce de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis  (recibido  el  veintiséis  de  Enero  del 
corriente  año),  se  adhirieron  al  recurso 
las  señoras  doña  Leonor  Orellana  de  Cas- 
tillo y  doña  María  Cristina  Orellana  de 
Aguilar. 

Como  en  la  declaración  dada  por  doña 
Rosa  Orellana  de  Aguilar,  esposa  de  don 
J.  Luis  Aguilar  de  León,  con  fecha  veinti- 
dós de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y  cinco,  manifestó  que  pedía  la  investiga- 
ción de  los  hechos  denunciados,  y  se 
constituyó  como  formal  acusadora  de  don 
Gustavo  Herrera  Cordón,  como  socio  de 
la  sociedad  ''Salvador  Hererra  y  compa- 
ñía", por  todos  los  delitos  que  cometió,  se 
hicieron  a  dicha  señora,  por  cédula,  las 
notificaciones  de  las  distintas  providen- 
cias dictadas  por  este  Tribunal,  lo  que  dió 
origen  a  que  se  presentara  por  escrito  au- 
xiliado por  el  Abogado  Ricardo  Peralta, 
devolviendo  las  referidas  cédulas  y  mani- 
festando: que  ya  le  había  indicado  "al  no- 
tificador  que  nada  tenia  que  ver  en  el 
proceso,  ya  que  habiéndolo  dejado  en  ex- 
pertas manos,  como  son  las  del  Juez,  se 
resolvió  en  la  forma  que  procedía;  además, 
—dice —  yo  no  he  acudido  interponiendo 
ningún  recurso  ante  esta  Corte,  pues  si  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  y  la  Sala 
respectiva  resolvieron  el  sobreseimiento, 
fué  porque  los  hechos  que  se  me  aseguró 
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eran  delictivos,  no  tuvieron  ni  tienen  tal 
carácter.  Conforme  con  las  resoluciones 
de  primera  y  de  segunda  instancia,  repito, 
nada  tengo  que  ver  en  el  recurso  de  ca- 
sación". Por  último  dice:  "ruego  instruir 
al  notificador  que  no  insista  haciéndome 
notificaciones  en  el  asunto  aludido  que 
hace  tiempo  está  concluido  para  mí,  co- 
mo debiera  estarlo  para  quien  sin  ejecu- 
toria de  ninguna  especie,  pretende  un  es- 
tado de  cosas  ilusorias  y  absurdas,  que,  le- 
jos de  aprovechar,  nos  dañan". 

CONSIDERANDO: 

Que  dada  la  naturaleza  de  los  hechos 
ejecutados  por  don  Gustavo  Herrera  Cor- 
dón, como  apoderado  de  la  señora  Merce- 
des Flores  viuda  de  Orellana  y  sus  hijas 
ya  mencionadas  anteriormente,  hechos 
que  son  tenidos  como  delictuosos  por  los 
acusadores,  ha  sido  suficiente  a  los  Tri- 
bunales de  instancia,  para  calificarlos,  la 
profusa  documentación  que  fué  revisada 
ya  por  el  mismo  Juez  en  lo  que  se  refiere 
a  escrituras  públicas,  ya  por  un  experto 
Contador  en  lo  relativo  a  la  Contabilidad 
de  la  casa  "Salvador  Herrera  y  Compa- 
ñía"; de  la  cual  formaba  parte,  como  so- 
cio el  señor  Gustavo  Herrera  Cordón.  Y 
como  del  estudio  de  toda  esa  documenta- 
ción, así  como  de  lo  manifestado  por  el 
acusado,  tanto  en  su  declaración  indaga- 
toria, como  en  el  memorial  presentado 
por  su  abogado  Licenciado  Carlos  Salazar, 
y  de  lo  contenido  en  la  escritura  autori- 
zada por  el  Notario  Manuel  Franco,  se  lle- 
ga al  convencimiento  de  que  no  aparece  la 
existencia  de  los  delitos  denunciados,  no 
podía  seguirse  la  tramitación  de  la  causa 
sin  que  el  Tribunal  incurriera  en  la  nu- 
lidad que  señala  el  artículo  259  del  Código 
de  Procedimientos  Penales  y  la  responsa- 
bilidad consiguiente;  y  por  ese  motivo  al 
decretarse  el  sobreseimiento  definitivo  del 
proceso,  no  fueron  violados  sino  que  rec- 
tamente aplicados  los  artículos  511,  512 
Código  de  Procedimientos  Penales  y  8o. 
del  Decreto  1728,  aunque  en  la  causa  ha- 
ya acusador. 

CONSIDERANDO: 

Que  es  a  los  Tribunales  judiciales  a  quie- 
nes precisamente  corresponde  exclusiva- 
mente la  facultad  de  apreciar  si  un  hecho 
constituye  o  no  delito  o  falta;  califica- 
ción que  debe  hacerse  en  vista  de  las  di- 
ferentes condiciones  o  circunstancias  que 
pongan  en  evidencia  la  infracción  de  los 
derechos  de  los  individuos  o  de  la  comu- 
nidad, en  relación  con  las  leyes  penales; 


pero  de  ninguna  manera  basta  la  simpxe 
denuncia  de  un  hecho  con  pretensión  de 
darle  la  denominación  que  mejor  se  adap- 
ta a  la  enumeración  y  nombre  de  los  de- 
Utos  que  refiere  el  Código  Penal,  para  te- 
nerlo forzosamente  por  comprendido  en 
la  ley.  Tal  sucede  en  el  presente  caso  en 
que,  a  pesar  de  sostener  el  acusador  que 
el  alzamiento  de  bienes  en  fraude  de 
acreedores  y  estafa,  son  delitos,  no  se  les 
puede  tener  como  tales,  aunque  en  la  enu- 
meración que  hace  la  ley  estén  cataloga- 
dos y  penados,  mientras  no  aparezca  com- 
probada su  existencia  con  todos  los  ca- 
recieres de  tales.  No  es  verdad  que  se 
haya  denegado  la  práctica  de  las  diligen- 
cias encaminadas  a  comprobar  la  existen- 
cia de  los  hechos  punibles  denunciados, 
pues,  tomándose  en  cuenta  la  naturaleza 
de  ellos,  como  se  ha  dicho,  ha  sido  más 
que  suficiente  la  lectura  y  estudio  de  los 
documentos  para  su  calificación,  pues  no 
de  otro  modo  podían  darse  a  conocer  me- 
jor los  actos  ejecutados  por  el  apoderado 
de  las  señoras  Orellana  de  Aguilar  y  de 
Castillo.  Por  consiguiente,  no  han  sido 
infringidos  por  el  Tribunal  sentenciador, 
los  artículos:  lo.,  4o.,  233,  234,  239,  242,  260 
y  304  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les; 11,  12,  401  inciso  lo.,  408  inciso  2o., 
419  incisos  lo.  y  5o.,  lo.,  5o.  fracción  la.  y 
418  inciso  5o.  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  ha  sido  violado  el  artículo  34  del 
Código  Penal  vigente,  porque,  al  no  llegar 
el  proceso  al  estado  de  sentencia,  no  ha 
podido  hacerse  ninguna  declaración  acei- 
ca  de  la  responsabilidad  penal  del  acusa- 
dor, y  menos,  por  consiguiente  de  la  civil 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  1837  del  Código  Civil  de 
1877,  autoriza  que  se  transija  sobre  el  in- 
terés y  la  responsabilidad  civil  que  resul- 
ten de  un  delito,  pero  la  transacción  no 
embaraza  los  procedimientos  del  Ministe- 
rio Público  ni  del  Juez  para  la  aplicación 
de  la  pena. 

En  la  escritura  pública  autorizada  por 
el  Notario  Manuel  Franco  en  esta  capital, 
el  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro,  otorgada  por  las  se- 
ñoras doña  Rosa  Orellana  Flores  de  Agui- 
lar y  señorita  María  Cristina  Orellana 
Flores,  se  hizo  constar  categóricamente  lo 
siguiente:  que  doña  Mercedes  Flores  viu- 
da de  Orellana  como  madre  de  las  ante- 
riormiente  nombradas  confirió  poder  ge- 
neral, amplísimo  a  don  Gustavo  Herrera 
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Cordón  para  la  administración  de  todos 
sus  bienes  y  negocios,  habiendo  ejercido 
tal  poder  desde  aquella  fecha  hasta  los 
últimos  días  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  previa  ratificación  de  tal  poder  que 
hizo  doña  Rosa,  el  diez  y  ocho  de  Agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y  dos;  adminis- 
tró todos  los  bienes,  movilizó  el  dinero  que 
tenían  en  los  Bancos,  Casas  bancarias  y 
de  Comercio  y  financió  las  operaciones 
que  creyó  pertinentes;  que  como  las  po- 
derdantes no  obtuvieran  de  su  apoderado 
explicaciones  satisfactorias  y  no  estuvie- 
ran de  acuerdo  respecto  del  saldo  a  su 
favor,  promovieron  cuestiones  judiciales 
para  el  arreglo  de  las  cuentas;  que  con  el 
objeto  de  evitar  pleitos,  han  celebrado 
con  el  señor  Herrera  Cordón  la  transacción 
por  virtud  de  la  cual  el  señor  Herrera  fir- 
maba a  favor  de  don  José  Luis  Aguilar  de 
León,  esposo  de  doña  Rosa,  por  disposición 
de  ésta  y  de  la  señorita  María  Cristina, 
escritura  de  cesión  de  créditos  por  la  su- 
ma de  cuarenta  mil  pesos  oro  americano 
($  40.000  o/a)  a  cargo  del  Licenciado  Ma- 
riano López  Pacheco,  Mariano  Eduardo. 
José  Manuel  López  Mayorical  y  Sociedad 
"Mariano  López  Pacheco  e  hijo";  y  vein- 
ticinco mil  doscientos  cuarenta  y  tres  pe- 
sos, veintiocho  centavos  ($25.243.28  o/a) 
a  cargo  de  don  Del'fino  Morales  de  León; 
les  hizo  entrega  del  resto  del  saldo  total 
del  haber  de  cincuenta  y  nueve  mil  nove- 
cientos trece  pesos,  noventa  y  un  centa- 
vos ($  59.913.91)  en  giros  de  distintas  ca- 
sas comerciales.  Y  las  dos  señoras  Orella- 
na  Flores  mencionadas,  aceptaron  las  ex- 
plicaciones dadas  por  el  señor  Herrera 
acerca  de  la  administración  de  sus  bienes; 
aprobaron  todas  las  cuentas  y  gestiones 
hechas  por  éste  ya  como  su  apoderado  o 
como  simple  gestor;  lo  exoneraron  de 
cualquier  responsabilidad  en  que  pudiera 
haber  incurrido  y  le  otorgaron  el  "más 
amplio,  formal  y  completo  finiquito". 

Como  se  ve  de  lo  expuesto,  no  existe 
violación  alguna  del  artículo  mencionado 
1837  del  Código  Civil  antiguo,  no  sólo 
porque  la  transacción  a  que  se  hace  refe- 
rencia, es  anterior  y  no  el  resultado  de  un 
delito  cometido,  sino  también  porque,  en 
primer  lugar,  es  esta  misma  transacción 
la  que  ha  evidenciado  más  aun  la  no  exis- 
tencia de  delito;  en  segundo,  porque  ni  el 
Ministerio  Público,  que  no  ha  intervenido 
en  el  proceso,  ni  el  Juez  se  han  visto  cohi- 
bidos en  el  cumplimiento  de  sus  deberes 
para  solicitar  el  primero,  y  aplicar  el  se- 
gundo, la  pena  que  en  otra  situación  co- 
rrespondería; y  en  tercero,  porque  esta 


ley,  del  orden  civil  como  es,  no  puede  ser- 
vir de  fundamento  a  un  recurso  de  casa- 
ción en  materia  criminal. 

CONSIDERANDO: 

Que  habiendo  procedido  correctamente 
en  sus  obligaciones  los  funcionarios  que 
han  intervenido  en  el  presente  asunto,  ad- 
ministrando justicia  conforme  a  las  leyes 
y  aplicando  las  que  son  procedentes,  no 
han  podido  faltar  a  los  preceptos  de  los 
artículos  17  y  85  de  la  Constitución  de  la 
República,  en  las  partes  de  cada  uno  ex- 
plicadas en  el  escrito  de  interposición  del 
recurso,  fuera  de  que  tales  disposiciones, 
en  la  forma  explicada,  no  dan  lugar  a  un 
recurso  de  casación,  por  referirse  a  prin- 
cipios generales  que  no  están  sujetos  a 
modificación  en  sentencia  dictada  en  un 
juicio  de  la  naturaleza  del  presente. 

CONSIDERANDO : 

Que  no  puede  tomarse  en  cuenta  el  me- 
morial presentado  por  doña  Leonor  Ore- 
llana  de  Castillo  y  doña  Cristina  Orellana 
de  Aguilar,  adhiriéndose  al  recurso  de 
casación,  porque  no  se  trata  del  recurso 
ordinario  de  apelación  en  el  cual  sí  es  per- 
mitida esa  intervención  hasta  antes  del 
día  de  la  vista  (Artículo  655  Código  de 
Procedimientos  Penales),  sino  del  extra- 
ordinario de  casación  que  tiene  término 
fijo  de  diez  días  improrrogables  contados 
desde  la  notificación  del  ejecútese  del  fa- 
llo de  segunda  instancia,  término  que  con 
exceso  había  transcurrido  cuando  se  pre- 
sentó la  solicitud  de  las  expresadas  seño- 
ras. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  artículos  681. 
685,  686,  690'  Código  de  Procedimientos 
Penales,  232  y  233  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  resuelve:  primero,  rechazar  la 
pretensión  de  las  señoras  Orellana  de 
Aguilar  y  de  Castillo  por  extemporánea: 
y  segundo,  sin  lugar  el  recurso  interpues- 
to por  don  J.  Luis  Aguilar  de  León,  a  quien 
condena  a  un  arresto  de  sesenta  días  con- 
mutables a  razón  de  dos  quetzales  diarios. 
Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

José  Serrano  Muñoz.  —  Abel  Paredes. 
—  Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernán- 
dez Polanco.  —  Francisco  Menéndez  B.  — 
Max  García  R.  —  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO  contra  José  Antonio  Alfaro.  Pé- 
rez, por  el  delito  de  estupro. 

DOCTRINA:  Para  estimar  caracterizado  el 
estupro  cometido  en  una  mujer  mayer 
de  doce  años  y  menor  de  veintiuno,  es 
indispensable  que  concurra  la  circuns- 
tancia de  haber  intervenido  engaño  por 
parte  del  agente  activo  del  acto  puni- 
ble. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará, 
pronunciada  en  el  proceso  seguido  contra 
José  Antonio  Alfaro  Pérez  por  el  delito  de 
estrupro  perpetrado  en  la  persona  de 
Francisca  Cáliz. 

RESULTA: 

Que  el  sargento  de  Policía  David  R.  Ri- 
dalgo  puso  a  la  disposición  del  Juez  me 
ñor  de  Puerto  Barrios  a  José  Antonio  Al- 
faro,  detenido  el  ocho  de  Enero  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  a  solici- 
tud de  la  señora  María  Medina  quien  lo 
acusaba  de  haber  raptado  a  su  nieta  Fran- 
cisca Cáliz. 

La  señora  Medina  expuso:  que  el  siete 
del  mes  que  acaba  de  mencionarse,  su  re- 
ferida nieta  salió  a  "hacer  compras";  que 
como  Francisca  no  regresaba  fué  a  bus- 
carla y  dió  parte  a  la  Comisaría,  por  que 
no  le  encontró;  que  suponía  que  José  An- 
tonio Alfaro  Pérez,  novio  de  su  referida 
nieta,  fuera  el  autor  del  rapto;  y  que  co- 
mo a  las  once  horas,  Leónidas  N.  llegó  a 
la  casa  de  su  hija  María  Medina  a  entre- 
garle a  Francisca. 

Fídelia  de  León  y  María  Medina  hija  qc 
la  acusadora  y  madre  de  Francisca  Cáliz 
declararon  en  el  mismo  sentido  en  que  lo 
hizo  la  señora  Medina. 

Leonarda  Cáliz  declaró  que  al  oir  que 
preguntaban  por  ella,  como  a  las  seis  ho- 
ras, se  levantó  y  al  abrir  su  ventana  se  dió 
cuenta  de  que  ahí  estaba  Francisca  Cáliz, 
quien  al  verla  le  dijo  que  tenía  deseos  de 
entrar,  le  abrió  la  puerta,  y  juntas  tema- 
ron café;  pero  como  notara  que  la  Cáliz 
estaba  afligida,  fué  a  dejarla  a  su  casa. 

Francisca  Cáliz,  hija  de  Cirilo  Cáliz  pro- 
creada con  María  Medina,  dijo:  ser  de  tre- 
ce años  de  edad;  que  a  las  diez  y  siete  ho- 
ras, poco  más  o  menos,  del  siete  de  Enero 


(1936)  salió  a  comprar  pan  y  azúcar  y  al 
llegar  a  la  línea  férrea  se  hizo  encuentro 
con  su  novio  José  Antonio  Alfaro  Pérez, 
quien  la  acompañó  hasta  el  Comisariato; 
que  al  salir,  Alfaro  Pérez  le  dijo  que  fue- 
ran a  dar  un  paseo,  así  lo  hicieron  y  dicho 
sujeto  se  la  llevó  con  dirección  al  monu- 
mento del  General  Justo  Rufino  Barrios; 
que  a  las  diez  y  nueve  horas,  su  novio  le 
dijo  que  continuaran  su  paseo  por  el  ba- 
rrio denominado  "El  Pueblo";  que  en  se- 
guida la  llevó  José  Antonio  a  una  casa 
deshabitada  y  le  manifestó  que  ahí  dor- 
mirían, y  ella  le  dijo  que  mejor  se  iba  a 
su  casa,  pero  Alfaro  no  consintió  y  se 
acostaron  juntos  esa  noche,  José  Antonio 
se  durmió  pues  estaba  ebrio  y  no  tuvo  ac- 
cesos carnales  con  ella;  que  como  a  las 
seis  horas  y  treinta  minutos  su  novio  se 
marchó  sin  hablarle;  y  que  al  verse  sola, 
se  fué  a  casa  de  su  amiga  Leoni,  después 
de  haber  tomado  café  juntas,  en  compa- 
ñía de  su  mencionada  amiga,  llegó  a  casa 
de  su  mamá  y  más  tarde,  se  fué  a  la  de 
su  abuelita;  y  que  con  su  gusto  había 
acompañado  a  Antonio  el  día  anterior. 

José  Antonio  Alfaro  Pérez  expuso:  que 
por  haberle  manifestado  su  novia  Fran- 
cisca Cáliz,  que  fueran  a  pasear  frente  a) 
busto  del  General  Justo  Rufino  Barrios,  se 
dirigieron  a  ese  sitio;  que  cuando  se  en- 
contraban en  ese  lugar,  la  Cáliz  le  dijo  que 
estaba  decepcionada,  por  que  su  familia 
la  molestaba  y  por  este  motivo  ya  no  que- 
ría llegar  a  su  casa  y  era  mejor  que  se  la 
llevara,  pues  lo  quería  mucho;  que  a  las 
veintiuna  horas,  poco  más  o  menos,  se  di- 
rigieron a  una  casa  situada  en  el  barrio 
denominado  "El  Rastro",  y  ahí  durmieron 
juntos;  pero  no  tuvo  accesos  carnales  con 
su  novia  y  solamente  la  abrazó  haciéndo- 
le caricias. 

El  diez  de  Enero  (1936),  informó  el  Ci- 
rujano Militar  del  Departamento  de  Iza- 
bal,  que  Francisca  Cáliz  presentaba  sig- 
nos evidentes  de  desfloramiento. 

Ampliada  la  declaración  de  la  menor 
Francisca  Cáliz  dijo:  que  voluntariamente 
había  estado  fuera  del  hogar  materno  la 
noche  del  siete  de  Enero  (1936),  en  com- 
pañía de  José  Antonio  Alfaro  Pérez,  quien 
le  hizo  ver  la  conveniencia  de  que  se  fuera 
para  su  casa  ofreciéndole  acompañarla, 
pero  que  ella  no  aceptó,  por  medio  de  que 
sus  parientes  le  pegaran;  que  la  mencio- 
nada noche  fornicó,  una  sola  vez  con  Al- 
faro  Pérez,  "con  su  entero  gusto",  y  lo 
hizo,  porque  lo  quiere  verdaderamente,  y, 
que  entonces  fué  desflorada,  pero  no  tuve 
hemorragia. 
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El  referido  Cirujano  Militar,  el  once  del 
mes  y  año  citados  anteriormente,  am- 
pliando su  informe  manifestó:  que  le  eia 
imposible  poder  precisar  la  fecha  exacta 
del  desfloramiento  de  Francisca  Cáliz,  y 
lo  único  que  podía  indicar  con  segundad, 
era  que  el  himen  estaba  ya  cicatrizado,  y 
por  consiguiente  la  menor  había  perdido 
su  virginidad. 

Por  auto  fecha  veintinueve  de  Enero  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  el  Juez  de 
la.  Instancia  del,  Departamento  de  Izabal, 
en  virtud  de  lo  dictaminado  por  los  ex- 
pertos Doctores  Francisco  Rimóla  y  Rami- 
ro Rivera,  declaró  que  la  menor  Francis- 
ca Cáliz  tenía  catorce  años  de  edad. 

A  solicitud  de  la  parte  acusadora  fué 
ampliada  la  declaración  de  Francisca  Cá- 
liz, quien  manifestó:  que  voluntariamen- 
te se  entregó  al  enjuiciado,  este  la  desflo- 
ró, y  en  la  actualidad  está  embarazada; 
que  si  en  el  Juzgado  de  Paz  negó  haber 
tenido  ayuntamiento  carnal  con  su  novio, 
fué  por  que  tuvo  vergüenza  de  referir  lo 
sucedido,  pero  que  ahora  decía  la  verdad; 
y  que  con  excepción  de  Alfaro  Pérez,  ja- 
más ha  tenido  relaciones  de  ninguna  cla- 
se con  personas  de  diferente  sexo  al  suyo. 

El  cuatro  de  Abril  (1936)  informó  el 
Cirujano  del  Departamento  de  Izabal,  que 
Francisca  Cáliz,  clínicamente,  tenia  de  es- 
tar embarazada  dos  meses,  poco  más  o 
menos. 

Se  dió  fin  a  la  causa  declarando  absuel- 
to  del  cargo  que  por  el  delito  de  estupro 
se  formuló  a  José  Antonio  Alfaro  Pérez, 
por  falta  de  prueba. 

En  segunda  Instancia,  tanto  el  Procu- 
rador como  el  señor  Fiscal  pidieron  la  con- 
firmación del  referido  fallo. 

La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
resolvió  de  acuerdo  con  los  dictámenes 
que  acaban  de  ser  relacionados. 

La  acusadora  María  Medina  con  auxi- 
lno  del  Adogado  Manuel  Rojas  Mazariegos, 
interpuso  contra  este  último  pronuncia- 
miento, el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción, fundándolo:  en  quebrantamiento  de 
forma  por  haber  sido  aplicado  un  Código 
Penal  que  no  está  en  vigor;  y  por  viola- 
ción de  ley,  citando  como  quebrantados 
los  artículos  568,  731,  732  y  570  incisos  2o. 
3o.,  5o.  y  6o.  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  y  326,  fracción  segunda  del  Có- 
digo Penal  antiguo. 

CONSIDERANDO: 

Que  entre  los  casos  de  quebrantamiento 
de  forma  no  se  encuentra  comprendido  el 


invocado  por  el  recurrente;  ni  la  infrac- 
ción del  precepto  que  encierra  el  artículo 
732  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
constituye  una  violación  de  ley,  pues  no 
la  señala  con  ese  carácter  el  articulo  676 
del  Cuerpo  Legal  que  se  deja  ya  citado. 

CONSIDERANDO: 

Que  como  lo  estima  el  Tribunal  senten- 
ciador el  caso  de  estupro  que  ha  sido  im- 
putado a  José  Antonio  Alfaro  Pérez  lo 
establece  la  fracción  tercera  del  artículo 
326  del  Código  Penal  de'  1889;  pero  si  bien 
es  verdad,  que  la  ofendida  es  una  mujer 
mayor  de  doce  y  menor  de  veintiún  años, 
también  lo  es,  que  falta  otro  elemento  pa- 
ra estimar  completa  esta  especie  de  deli- 
to, y  es  la  circunstancia  de  haber  interve- 
nido engaño  por  parte  del  agente  activo 
del  acto  punible.  Y  no  estando  caracteri- 
zado el  hecho  delictuoso  que  originó  el 
proceso,  la  Sala  carecía  de  fundamento 
para  dejar  sin  efecto  la  sentencia  de  pri- 
mer grado  y  pronunciar  contra  Alfaro  Pé- 
rez un  fallo  condenatorio;  y  en  ese  con- 
cepto, no  fueron  quebrantados  los  artícu- 
los 568,  570  incisos  2o.,  3o.,  5o.  y  6o.  y  731 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  fracción  segunda  del  artículo 
326  del  Código  Penal  de  1889,  es  inaplica- 
ble, porque  no  se  trata  de  estupro  cometi- 
do con  una  mujer  mayor  de  veintiún  años, 
que  fuera  hermana  o  descendiente  del  en- 
juiciado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  artículo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
declara  improcedente  el  recurso  de  que  se 
ha  hecho  mérito  e  irmpone  a  la  que  lo  in- 
terpuso quince  días  de  arresto,  conmuta- 
bles en  su  totalidad,  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios.  Notifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  ENERO  DE  1937 


RAMO  CIVIL 
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El  Progreso   

Totales   12.187 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES   DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  FEBRERO  DE  1937 
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RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES   DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  MARZO  DE  1937 
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Circulares  giradas  por  la  Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 


Secertaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  16  de  marzo 
de  1937. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  del  señor  Presidente  del  Poder  Judicial, 
tengo  el  honor  de  transcribir  a  Ud.,  para  su  debido  cumplimiento,  el  oficio 
que  dice: 

"Guatemala,  marzo  11  de  1937.  —  Señor  Presidente:  Tengo  el  honor 
de  transcribir  a  usted  el  oficio  recibido  de  la  Secretaría  de  Hacienda  y 
Crédito  Público,  para  suplicarle  que  si,  para  ello  no  hubiere  ningún  incon- 
veniente, se  sirva  acceder  a  lo  solicitado:  Guatemala,  8  de  marzo  de1  1937. 
Señor  Secretario;  Ruego  a  Ud.  que  si  lo  tiene  a  bien,  sea  muy  servido  de 
gestionar  ante  la  Presidencia  del  Poder  Judicial  para  que  los  Tribunales 
de  la  República,  llegado  el  caso,  den  aviso  oportuno  tanto  a:  esta  Secreta- 
ría, como  a  las  dependencias  correspondientes,  de  los  autos  de  prisión  que 
sean  dictados  contra  funcionarios  y  empleados  del  ramo.  Se  ha  presen- 
tado la  ocasión  de  que  los  Jueces  formalicen  la  prisión  de  empleados  de 
Hacienda,  excarcelándolos  inmediatamente  bajo  fianza,  sin  que  las  au- 
toridades administrativas  tengan  de  ello  el  conocimiento  necesario  para 
los  efectos  del  inciso  3o.  artículo  8o.  de  la  Ley  de  Probidad.  — 1  Anticipando 
a  usted  las  gracias  por  su  atención,  soy  de  usted  muy  atento  y  deferente 
servidor  (f)  J.  González  Campo.  —  Anticipándole  los  agradecimientos 
más  expresivos  por  su  atención,  aprovecho  la  oportunidad  para  suscri- 
birme de  usted  como  su  atentoi  y  seguro  servidor  (f)  Gmo.  S.  de  Tejada". 

Ruego  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 

(f)  Max.  García  R. 


Secretaria  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  23  de  marzo 
de  1937. 

Señor  Secretario  de  la  Sala          de  Apelaciones 

De  orden  de  esta  Superioridad  y,  para  que  Ud.  se  sirva  ponerlo  en  co- 
nocimiento de  los  señores  Magistrados  de  esa  Sala,  tengo  el  honor  de  ma- 
nifestarle: que  se  ha  visto  en  la  práctica  que  algunos  Jueces  al  dictar  sen- 
tencia en  los  procesos  respectivos  no  hacen  recta  aplicación  de  la  ley, 
cuando  por  agravación  o  atenuación  debe  aumentarse  o  reducirse  la  pena 
señalada  al  delito,  y  que,  según  lo  prescribe  el  artículo  45  del  Código  Pe- 
nal en  sus  párrafos  7o.  y'  9o.  la  calidad  de  la  condena  y  su  conmutabili- 
dad, se  determinará  por  la  que  corresponde  en  razón  de  su  duración  confor- 
me a  la  escala  penal:  por  lo  que  se  le  recomienda  a  esa  Sala  se  sirva  gi- 
rar instrucciones  al  respecto,  para  que  se  tenga  presente  dicho  articulo 
en  los  casos  respectivos. 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 


(f)  Max.  García  R. 
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NOMINA  DE  LOS  ABOGADOS  Y  NOTARIOS  INSCRITOS  EN 
LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


A 

1  Asturias  Ernesto. 

2  Alvarado  Tello  Bernardo  ***** 

3  Alvarez  Ordóñez  Marcelino. 

4  Arenales  Alejandro. 

5  Avila  Alvarado  Joaquín. 

6  Aguilar  Fuentes  Adalberto. 

7  Alarcón  Alfredo  * 

8  Aqueche  Alejandro. 

9  Andrade  Zelaya  José  Ernesto. 

10  Aguirre  Florián  Antonio. 

11  Alvarez  Pérez  Valentín. 

12  Aguilar  Octavio  * 

13  Argueta  Sagastume  Alberto  * 

14  Alvarado  Miguel  Teodoro. 

15  Alvarado  Miguel  Antonio. 

16  Arellano  hijo  Daniel  * 

17  Alarcón  Solís  Raúl. 

18  Aguilar  Fuentes  Gregorio. 

19  Alvarez  Lobos  Miguel  * 

20  Alvarez  Castro  Virgilio  *** 

21  Alvarez  Pérez  Ramón  *** 

22  Alvarez  José  Juan  * 

23  Alonso  Francisco. 

24  Anzueto  Rodrigo. 

25  Ayerdi  Domingo. 

26  Aparicio  Idígoras  Héctor. 

27  Almengor  Rodríguez  Adolfo. 

B 

28  Barillas  Valenzuela  José. 

29  Bocanegra  Romero  Jorge. 

30  Barillas  Fajardo  José. 

31  Bracamonte  Miguel. 

32  Berganza  Isauro. 

33  Barrios  Rodrigo. 

34  Blanco  Zaldívar  Héctor. 

35  Barrios  Solis  Francisco  * 

36  Bolaños  Javier. 

37  Beltranena  y  Sinibandi  Luis. 

38  Barrios  Pérez  Porfirio. 

39  Beltranena  Rafael. 

40  Beltranena  Emilio  *** 

41  Barrutia  Luis 

42  Bustamante  hijo  Abrahan  * 

43  Barrios  Luis  Gerardo  *** 

44  Barrios  Rivera  José  Maria 

45  Bocanegra  Fuentes  Jorge. 

46  Barrios  'Mendes  Everardo. 

47  Barrios  Pedroza  Emilio. 

48  Barillas  Arroyo  Haroldo  * 

49  Biguria  Sinibaldi  Gabriel. 


C 

50  Cajas  Federico. 

51  Cabrera  Heriberto  Abrahan. 

52  Cadena  Ramón. 

53  Castañeda  Antonio  * 

54  Camey  Alberto. 

55  Calvillo  Estrada  Esteban. 

56  Castillo  Monterroso  Francisco. 

57  Cumes  José  María. 

58  Charnaud  Gálvez  José  Luis. 

59  Carbonell  Rodas  Federico. 

60  Cuevas  Angel. 

61  Castañeda  Godoy  Federico. 

62  Camargo  José  María  Sergio. 

63  Castellanos  Romero  Carlos  * 

64  Cifuentes  Monzón  Maximiliano. 

65  Cuevas  del  Cid  Angel. 

66  Coronado  Aguilar  Manuel. 

67  Carrillo  Ramírez  Salomón. 

68  Contenti  hijo  Pedro. 

69  Cruz  Franco  Antonio. 

70  Castellanos  Rafael  * 

71  Chévez  José  Arcadio. 

72  Chacón  Rafael  Humberto. 

73  Córdova  Cerna  Juan. 

74  Cuestas  Rafael  Antonio. 

75  Castejón  Fiallos  Miguel. 

76  Cabrera  José  * 

77  Carrillo  Alfonso  *** 

78  Carrillo  Magaña  Francisco. 

79  Carrillo  Ramírez  Humberto. 

80  Cabrera  Martínez  Guillermo  * 

81  Castellanos  Ramiro. 

82  Centeno  Menéndez  Arturo. 

83  Cáceres  Lehnoff  Eduardo, 

84  Cáceres  Victor  Manuel  * 

85  Cruz  Franco  Héctor  *** 

86  Cnstro  Conde  Huberto. 

87  Cabrera  Alvarado  Isai. 

88  Cifuentes  de  León  Rogerio. 

89  Chávez  José  Palemón. 

90  Corzo  Guillermo  * 

91  Campos  Guillermo. 

92  Castañeda  Ayala  José  León. 

93  Camey  Herrera  Julio. 

94  Cifuentes  Soto  Alfonso  * 

95  Castro  Gonzalo  Raúl  (Sólo  Abogado) 

.  D 

96  De  León  J.  Calixto. 

97  De  León  Filadelfo. 

98  De  León  Francisco  Humberto. 
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99  Dardón  Luis. 

100  Dardón  Antonio. 

101  De  León  Domingo  ***** 

102  Duque  Fidencio. 

103  De  León  Alberto. 

104  Delgadillo  Juan  Tomás. 

105  De  León  Manrique  Lisandro  ***' 

106  Díaz  Medrano  Teodoro  *** 

107  Dávlla  Córdova  Guillermo  ***** 

108  De  León  Cardona  Manuel  * 

109  Delgadillo  Zamora  Francisco. 

110  Del  Valle  Matheu  Jorge  ** 

111  De  León  Flores  León. 

E 

112  Echevería  Soto  Domingo. 

113  Espinosa  Pedro  Rafael. 

114  Echeverría  Ventura. 

115  Estrada  Orantes  Félix  *** 

116  Escobar  José  Filiberto. 

117  Escalante  Daniel. 

118  Escobar  José  Vicente. 

119  Enríquez  Fausto  Antonio. 

P 

120  Fuentes  Filadelfo. 

121  Fernández  Rosa  Valentín. 

122  Flores  y  Flores  Quirino. 

123  Fortuny  Juan. 

124  Flores  Loarca  Rafael. 

125  Fernández  Pérez  Ramiro. 

126  Fernández  Guillermo. 

127  Franco  Rosales  Manuel. 

128  Fuentes  Salomé  Jacinto. 

129  Flores  Barrios  Joaquín. 

130  Falla  Arís  José. 

131  Fonseca  Palomo  Ramiro. 

132  Fernández  Córdova  Juan  * 

133  Fernández  Córdova  Carlos  * 

134  Figueroa  Alfredo  Enrique  *** 

135  Flores  Víctor  Ramiro. 

136  Fernández  Chavarría  Carlos  * 

137  Fonseca  Francisco. 

G 

138  Girón  Abel. 

139  García  Arturo. 

140  Guerra  Valdelomar  Salvador. 

141  García  Maximiliano  *** 

142  González  Eulogio  * 

143  Guzmán  Miguel. 

144  Gil  Miguel  Alfredo 

145  Grajeda  Vicente. 

146  Guzmán  Alfredo. 

147  González  Poza  Nery. 

148  Gálvez  Alfonso  * 

149  García  Alvarado  Manuel. 

150  González  Sierra  Antonio. 


151  González  Campo  José  * 

152  García  Iglesias  Salvador. 

153  Gómez  Robles  Julio  * 

154  Gómez  Silverio. 

155  Galdámez  Joaquín  Vicente. 

156  González  Calvo  Carlos. 

157  Girón  Zirión  Carlos  * 

158  González  Luis  Arturo. 

159  Galicia  David  Enrique. 

160  García  Granados  Jorge. 

161  Gordillo  Maclas  Rafael  Antonio  * 

162  González  Tomás. 

163  Gutiérrez  Régil  Víctor  Manuel 

164  Grajeda  Sierra  José  Maria  * 

165  Girón  Zirión  José  Eduardo. 

166  García  Asturias  Oliverio  * 

167  Guillen  Juan  Antonio. 

168  González  Angel. 

H 

169  Herrera  Víctor  Manuel. 

170  Herrera  Alberto. 

171  Hurtado  Peña  José  Lorenzo  * 

172  Herrera  Juan  Miguel. 

173  Herrera  Flavio. 

174  Hernández  Scmoza  Jesús. 

175  Herrera  Sarbelio  ***** 

176  Hernández  Folanco  Alfonso  * 

177  Herrera  Guillermo  * 

178  Herrarte  Alberto  * 

179  Hernández  Hernán. 

180  Herbruger  Asturias  Arturo  * 

I 

181  Ibarra  Enríquez  Jesús. 
1P2  Ibáñez  Pedro  Antonio. 
183  Imery  Fabián  Salvador. 
1°4  Ibarra  Zepeda  Valerio. 

135  Idígoras  Fuentes  Alvarado  * 

186  Izaguirre  César. 

187  Ibarra  Juan. 

J 

188  Juárez  Gilberto. 

189  Jiménez  Pinto  Juan  Manuel. 

190  Jordán  Baudilio  * 

191  Juárez  Aragón  Fernando  • 

K 

392   Klussman  Carlos. 

L 

193  Lara  Juan. 

194  Leiva  Abel. 

195  López  Ruano  Bernardino. 
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196  Lówenthal  Roberto. 

197  Lara  Leonardo. 

198  Lavagnino  Guillermo. 

199  Lima  Jerónimo  **** 

200  Lemus  José  Luis  *  _ 

201  López  Julio  Ernesto. 

202  Linares  Letona  Augusto. 

203  López  Cifuentes  Francisco. 

204  López  Luis  Edmundo. 

205  Lewin  Humberto. 

206  Lemus  Morán  Benjamín. 

207  López  Estrada  Carlos  Rafael. 

M 

208  Medina  José  Alberto. 

203  Morales  Urruela  Jorge  *_ 

210  Mazariegos  Francisco  Zacarías. 

211  Martínez  Carlos. 

212  Medrano  José  Agustín. 

213  Matos  José. 

214  Martínez  Procopio. 

215  Marroquin  Manuel. 

216  Martínez  Sobral  Manuel. 

217  Medina  Tobías. 

218  Menéndez  Aguilar  Daniel. 

219  Menéndez  Eladio. 

220  Morales  Federico. 

221  Mendoza  Juan  Manuel. 

222  Mayorga  José  Dolores. 

223  Menéndez  Francisco  * 

224  Mena  José  Francisco. 

225  Martínez  Dighero  Vitalino. 

226  Mendizábal  José. 

227  Mena  Marcos. 

228  Matos  Roberto. 

229  Morales  Pedro  Remigio. 

230  Molina  Darío. 

231  Mariscal  Avelino 

232  Mijangos  Víctor  Manuel. 

233  Martínez  Mejía  Octavio. 

234  Méndez  Hidalgo  Edmundo. 

235  Martínez  Perales  Juan  Antonio  * 

236  Martínez  Perales  Julio  César  * 

237  Montúfar  Abel  Virgilio. 

238  Menéndez  Reginaldo. 

239  Manrique  Ríos  Adán  *** 
240'  Martínez  Olivas  Carlos. 

241  Moscoso  José  María  * 

242  Morales  Dardón  Hernán  * 

243  Menéndez  de  la  Riva  Gonzalo  * 

244  Méndez  Montenegro  Marcial. 

245  Mayorga  Franco  Juan. 

246  Morales  Arrióla  Julio. 

247  Morán  Chinchilla  José  Mardoqueo. 
.248  Marroquin  Ricardo  * 

249  Muñoz  Meany  Enrique. 

250  Morales  Merlos  Justo  Rufino  * 

251  Martínez  Madrid  Carlos  José. 


N 

252  Nuila  Rafael. 

253  Nájera  Cabrera  Antonio  **•* 

254  Nuila  Eugenio  * 

O 

255  Ortíz  Sánchez  Ricardo  * 

256  Ordóñez  Solis  Rafael  * 

257  Ortega  José  Gilberto. 

258  Orozco  Egberto. 

259  Orellana  hijo  Manuel  *** 

260  Oliva  Simón  * 

261  Ortíz  Orellana  Ismael  * 

262  Ortíz  Pasarelli  Miguel. 

263  Ortíz  Carlos  Fidel. 

P 

264  Prem  Marcial. 

265  Palma  Baudilio. 

266  Pacheco  Jorge  Amado. 

267  Paredes  Abel  * 

268  Pivaral  David. 

269  Padilla  Nanne  Rafael. 

270  Ponce  Fíliberto. 

271  Pellecer  Juan  José. 

272  Pérez  Juan  José. 

273  Pinetta  José  Lorenzo. 

274  Palma  Cecilio. 

275  Pellecer  Córdova  Julio. 

276  Pivaral  Salomón. 

277  Peralta  Hernández  Ricardo. 

278  Palomo  Maximiliano. 

279  Paz  y  Paz  Alberto. 

280  Peñalonzo  Isaías. 

281  Prado  Miguel. 

282  Porras  Pablo  ***** 

283  Polanco  Rodríguez  Héctor  ***** 

284  Penal  va  Efraín. 

285  Peralta  Azurdia  Arturo. 

286  Péñate  Héctor. 

287  Palacios  Dionisio. 

288  Paz  y  Paz  Enrique. 

289  Palma  José  Joaquín  * 

290  Palacios  Domingo. 
191  Paz  Castañeda  Eladio. 

292  Paiz  Oscar  * 

293  Pardo  Ernesto. 

294  Polanco  Ernesto. 

295  Pardo  Gallardo  Rufino  Adolfo. 

Q 

296  Quiñónez  José  Luis. 

297  Quiñónez  Ricardo  * 

298  Quevedo  Oscar. 

R 

299  Reina  Andrade  José  María. 

300  Rojas  Manuel. 

301  Recinos  Gregorio. 
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302  Rabassó  Ferrer  Pablo. 

303  Ruiz  Jorge  Mario  ***** 

304  Rosales  Alcántara  Juan. 

305  Rivera  Peláez  Antonio. 

306  Reyes  Rosalío. 

307  Reina  Mariano  Cruz. 

308  Rodas  Francisco  Mardoqueo. 

309  Ruiz  Castanet  Raúl. 

310  Robles  Humberto  * 

311  Rivas  Ernesto  * 

312  Rivera  Valdés  Rodolfo. 

313  Ramírez  Guillermo. 

314  Rodríguez  Cerna  Carlos. 

315  Rodríguez  Francisco  Enrique 

316  Ramos  Orozco  Javier. 

317  Rivera  Manuel  María. 

318  Rosales  José  Luis. 

319  Rivera  Carlos  Barillas. 

320  Rosales  Luis  Felipe. 

321  Rivera  Morales  Eduardo. 

322  Rodas  José  Leandro  * 

323  Rosa  Chávez  José. 

324  Rodríguez  José  Vicente  * 

325  Rodríguez  hijo  Gustavo. 

326  Recinos  Carlos  Alberto  * 

327  Rendón  Francisco  * 

328  Robles  Rodrigo  ***** 

329  Rivera  Omero. 

330  Ruano  Mejía  José  Arturo  * 

331  Reyes  Arnoldo. 

332  Rodríguez  Genis  Eduardo. 

333  Rosal  José  Vicente. 

334  Rosales  Leopoldo. 


335  Samayoa  Salvador. 

336  Salazar  Carlos  * 

337  Salcedo  Mérida  Juan. 

338  Salazar  Filadelfo. 

339  Solis  Elíseo  * 

340'  Samayoa  Manuel  Emilio  ** 

341  Sosa  José  Javier. 

342  Suazo  Alejandro  Chavarria 

343  Serrano  Muñoz  José  * 

344  Saravia  Adalberto. 

345  Sandoval  Oscar. 

346  Salazar  Federico  Ojeda  * 

347  Soto  Orellana  Max. 

348  Salazar  hijo  Carlos. 

349  Sáenz  de  Tejada  Guillermo 

350  Salazar  Federico. 

351  Santa  Cruz  Ríos  José. 

352  Silva  Peña  Eugenio 

353  Sánchez  Jorge  Francisco. 

354  Salinas  Juan  Rafael. 

355  Serrano  Jorge  Adán. 

356  Sarti  Francisco. 

357  Sotomayor  Gabriel  Jacinto. 

358  Soto  Marroquín  Manuel. 


359 
360 
361 
362 


363 
364 
365 
366 
367 
368 
369 


370 
371 
372 
373 
374 


375 
376 
377 
378 
379 
380 
381 
382 
383 
384 
385 
386 
387 
388 
389 
390 
391 
392 
393 
394 
395 
396 
397 
398 


399 
400 
401 
402 
403 


Scheel  Aguilar  Germán. 

SilVa  Peña  Jorge. . 

Solórzano  Ramón   (Sólo  Abogado). 

Saravia  Enrique  Salvador  Augusto. 


Toledo  Francisco  *** 

Trabanino  José  Mariano  * 

Torselli  Hugo. 

Torselli  Pablo  *** 

Tábora  Alfredo  * 

Tercero  Conrado. 

Torres  Lorenzana  Laureano. 

U 

Urmeneta  Eleázar  *** 
Ubico  Estrada  Rafael. 
Urrutia  Julio  *** 
Unda  Murillo  Jesús  * 
Umaña  Jorge  Osvaldo. 


Vásquez  José  Antonio. 
Villacorta  José  Antonio  * 
Velásquez  Leandro. 
Valdés  José  Liberato. 
Vargas  Luis  * 
Villacorta  Manuel. 
Valenzuela  Felipe. 
Viteri  Bertrand  Ernesto. 
Villagrán  Francisco. 
Valdés  Calderón  Rigoberto. 
Valdés  Lázaro. 
Vásquez  Edmundo. 
Villagrán  Héctor. 
Vargas  Rogelio  *** 
Vásquez  Manuel  de  Jesús. 
Vides  Guillermo. 
Villagrán  Alfonso. 
Valdés  Calderón  Francisco. 
Vásquez  Ávilés  José  Ernesto 
Villacorta  hijo  José  Antonio 
Valle  Calvo  Alfredo  *** 
Villela  Rosa  Carlos  * 
Valladares  Aycinena  Luis. 
Villanueva  Avelino. 


#  *  *  *  # 

#  #  # 


Zeceña  Beteta  Manuel  *** 
Zachrisson  Carlos. 
Zeceña  Molina  Manuel. 
Zapata  Virgilio. 
Zeceña  Molina  Oscar. 
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SOLO  NOTARIOS: 

1  Orellana  Fernando  *** 

2  Velarde  Manuel. 

3  Nuila  Arturo. 

4  Leal  Julio  Héctor. 

5  Mazariegos  Encarnación. 

6  Rodríguez  Rivera  Salvador. 

7  Ramírez  Ignacio. 

8  Polanco  Javier. 

9  Menéndez  Sandoval  Alberto 

10  Díaz  Valdés  Miguel. 

11  Cabrera  Vela  Héctor. 

12  Arias  Carlos  Alberto. 

13  De  León  Carlos. 

14  Rivera  Ariza  Antonio. 

15  Reyes  Mérida  Agustín. 

16  Arroya  ve  Horacio  **»* 


OBSERVACION: 

Los  signos:  *  indican  que  por  desem- 
peñar empleo  público  no  puede  ejercer  ni 
la  abogacía  ni  el  notariado;  el  **  que  por 
el  empleo  que  ocupa  sólo  puede  ejercer  la 
abogacía;  ***  que  por  el  empleo  sólo  pue- 
de cartular;  ****  que  por  haber  sido  con- 
denado por  el  delito  de  estafa  está  inha- 
bilitado para  ejercer  el  notariado;  y  ***** 
que  se  encuentra  inhábil  por  habérsele 
motivado  auto  de  prisión.  Los  que  care- 
cen de  signo  son  los  que  se  encuentran 
hábiles  para  el  ejercicio  de  las  dos  profe- 
siones mencionadas. 
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PODER  JUDICIAL 

Presidente  del  Poder  Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
Licenciado  Don  Rafael  Orñónez  Solís.  — .  Sexta  Avenida  Norte,  N<?  25. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

MAGISTRADO:  Licenciado  Don  José  Serrano  Muñoz. — Villa  de  Guadalupe. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Abel  Paredes.— San  Pedrito. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Alberto  Argüe  ta  S.— 6*  Avenida  Norte,  N?  34. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Alfonso  Hernández  Polanco. — 9*  Av.  Norte,  N?  17. 
SECRETARIO:  Licenciado  Don  Max  García  R. — 5*  Calle  Oriente,  N?  50. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  Don  Héctor  Fajardo  Cadena.— 6*  Calle  Poniente.  N"?  45. 


CORTE  DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Carlos  Caste- 
llanos R.,  6*  Calle  Poniente,  N<?  33. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alfre- 
do Gil,  5?  Calle  Poniente  N?  38. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Luis  P.  Vargas, 
Ciudad. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Ricardo  Ortiz  Sán- 
chez, 14  Calle  Poniente  N9  1. 

Procurador:  Licenciado  Don  Manuel  Zece- 
ña  Beteta,  7»  Calle  Oriente,  N<?  15. 

Secretario:  Licenciado  Don  Emilio  Beltra- 
nena.  Ciudad. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Octavio  Agui- 
lar,  8*  Avenida  Norte  Prolongación,  N?  2. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alvarez 
Lobos,  8*  Avenida  Sur  N<?  74. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Carlos  Girón 
Zirión,  Avenida  La  Reforma. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Jorge  Morales  Urrue- 
la,  11  Calle  Poniente,  N?  11. 

Procurador:  Licenciado  Don  Héctor  Cruz 
F.,  18  Calle  Oriente,  N?  80. 

Secretario:  Licenciado  Don  Alfredo  Valle 
Calvo,  Avenida  Central  N?  48. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Calle  Oriente,  N9  28. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Julio  César 
Martínez  P.,  Calle  Real  de  Ciudad  Vieja,  N"? 
50. 


Magistrado:  Licenciado  Don  J.  Lorenzo  Hur- 
tado Feña,  Avenida  Simeón  Cañas  N<?  23. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Rafael  Castellanos, 
4»  Avenida  Norte,  N<?  59. 

Procurador:  Licenciado  Don  Eleázar  Ur- 
meneta,  11  Avenida  Norte,  N?  29. 

Secretario:  Licenciado  Don  Fernando  Ore- 
llana  h.,  4?  Avenida  Sur,  N?  92. 

SALA  CUARTA 
(Quezaltenango) 

Presidente:  Licenciado  Don  Francisco  E.  Ro- 
dríguez. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Jesús  Unda 
Murillo. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Abraham  Bus- 
tamante  h. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Eulogio  González  R. 

Procurador:  Licenciado  Don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  Don  Porfirio  Sánchez. 

SALA  QUINTA 
Jalapa) 

Presidente:  Licenciado  Don  Daniel  Arellano. 
Magistrado:  Licenciado  Don  Francisco  Ba- 
rrios Solís. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Antonio  Cas- 
tañeda. 

Fiscal:  Licenciado  Don  José  Isauro  Cabre- 
ra Estrada. 

Procurador:  Licenciado  Don  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  Palma. 

Secretario:  Licenciado  Don  Virgilio  Alva- 
rez Castro. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  General  de  División  Don  Car- 
los Jurado  R.,  Ciudad. 

General  de  División  Don  Nicolás  de  León, 
Mazatenango. 

Suplentes:  General  de  División  Don  Rafael 
Aldana  E.,  Solóla. 

General  de  División  Don  Buenaventura  Pi- 
neda, Puerto  Barrios. 

SALAS  PRIMERA,  SEGUNDA   Y  TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  División  José  Víc- 
tor Mejia.  Ciudad. 

General  Don  Benedicto  Contreras. 

Suplentes:  General  Don  Sarvelio  Castillo 
González. 

Coronel  Don  Manuel  Maldonado  Robles. 


SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  Don  Ismael  Marro- 
quín. 

Teniente  Coronel  Don  Francisco  Guzmán 
Roldán. 

Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Jacobo 
Aguilar  P. 

Teniente  Coronel  Don  Manuel  Santiago  Mé- 
rida. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  Don  Alberto  Vsrganza. 
Mayo-  Don  Bernardo  Gudiel. 

Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Moisés 
Morales, 

Mayo-':  Don  Rodrigo  Salazar. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  1?  del  Denartamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  J.  Joani'in  Palma,  Avenida 
La  Reforma  "Villa  Palma". 

Juez  2o  del  Denartnmeiito  rio  Oii'tennln : 
Licenciado  Don  Hernán  Morales  Dardón,  Ciu- 
dad. 

Juez  3?  del  denartamento  de  Guatema'a: 
Licenciado  Don  Carlos  A.  Recinos,  3a  Avenida 
Norte. 

Juez  4?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Víctor  M.  Cáceres,  Ciudad. 

Juez  5°  del  Denartamento  de  Guatemala: 
t  icenciado  don  Luis  Denrus,  Villa  de 

Guadalupe,  Chalet  "Las  Palmas". 

Juez  6?  del  Denartamento  de  Guatemala : 
Licenciado  Don  Fernando  Juárez  Aragón,  7a 
Avenida  Sur,  N<?  82. 

Juez  Pronietario  del  Departamento  de  Alta 
Verapaz:  Licenciado  Don  Alfonso  Gálvez  S. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Baia 
Verapaz:  Licenciado  Don  Víctor  Manuel  Gu- 
tiérrez Régil. 

Juez  Propietario  del  Denartamento  de  Chi- 
maltenango:  Licenciado  Don  Carlos  Fernán- 
dez Chavarría. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
quimula:  Licenciado  Don  Baudilio  Jordán. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Es- 
cuintla:  Licenciado  Don  Eugenio  Nuila. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Hue- 
huetenango:  Licenciado  Don  J.  Arturo  Ruano 
Mejía.  i 

Juez  Propietario  del  Departamento  de-  Iza- 
bal:  Licenciado  Don  Arturo  Herbruger  As- 
turias, 


Juez  Pronietario  d^l  Departamento  de  Jala- 
pa: Licenciado  Don  José  Leandro  Rodas. 

Juez  ProDietario  r'el  Departamento  de  Ju- 
tiapa:  Licenciado  D  i  Haroldo  Barilla1;. 

Juez  Pronietario  d°l  Denartamento  riel  Pe- 
ten: Licenciado  Don  fausto  Antonio  Enrínuez. 

Juez  1?  Propietario  del  Denartamento  de 
Ouez*»ltenango:  Licenciado  Don  José  Vicente 
Rodríguez  h. 

Juez  2"?  Pronietario  riel  Denartament-o  rie 
Oueznltenango:  Licenciado  Don  Francisco 
Rendón. 

Juez  Propietario  del  Denartamento  del 
Quiche:  Licenciado  Don  Oscar  Paiz 

Juez  Pronietario  del  Denartamento  '7e 
(alhulcu:  Licenciado  Don  José  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  riel  Denartamento  rte  Sa- 
catenéouez:  Licenciado  Don  Gonzalo  Menén- 
dez  de  la  Riva. 

Juez  Propietario  riBi  Departamento  de  San 
Marcos:  Licenciado  Don  Alberto  Herrarte. 

Juez  Pronietario  del  Departamento  de  Santa 
Rosa:  Licenciado  Don  Ricardo  Marroauín. 

Juez  Propietario  del  Denar' amento  de  '«n- 
lolá:  Licenciado  Don  Ismael  Ortíz  Orellana. 

Juez  Pronietario  del  Departamento  de  Suchi- 
tepéquez:  Licenciado  Don  Humberto  Robles. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  To- 
tonicapán;  Licenciad    Don  Carlos  Villela  R. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  i"a- 
capa:  Licenciado  Don  Justo  Rufino  Morales. 

Juez  Propietario  c'el  Departamento  de  »si 
Progreso:  Licenciado  José  Maria  Grajeda  S. 
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COMANDANTES  DE  ARMAS 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Guatemala:  General  Juan  B.  Alonso. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Alta  Verapaz,  General  Miguel  Castro 
Monzón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Baja  Verapaz,  Coronel  Mario  Ochoa  Mén- 
dez. 

Comandante  de  Armas  del  Depatramento 
de  Chimaltenango  Coronel  Ramón  Grotewóld. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chiquimula,  General  Daniel  Montenegro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Escuintla,  Coronel  J.  Domingo  Juárez  A. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Huehuetenango,  Corcnel  Isidoro  Morales 
C. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Izabal,  General  Buenaventura  Pineda. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jalapa,  Coronel  Fidel  Torres. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jutiapa,  Coronel  Francisco  Amado. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
del  Petén,  Coronel  Federico  Ponce. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Quezaltenango,  Coronel  Carlos  Enríquez 
Barrios. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Quiché,  General  Daniel  Corado  R. 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Retalhuleu,  General  Ciriaco  Antonio  Urru- 
tia. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sacatepéquez,  General  Manuel  J.  Velás- 

quez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  San  Marcos,  General  Miguel  Idígoras  Fuen- 
tes, m 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Santa  Rosa,  Coronel  Artemio  E.  Ruiz. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sololá,  General  Rafael  Aldana. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Suchitepéquez,  General  Nicolás  de  León. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Totonicapán,  Teniente  Coronel  Carlos  Ci- 
priani. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Zacapa,  General  Domingo  Solares. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Progreso,  Coronel  Oscar  H.  Peralta. 

Auditor  General  de  Guerra :  Licenciado  Don 
Eliseo  Solis,  Avenida  Central,  N<?  10. 

Auditor  de  Guerra  del  Departamento  de 
Guatemala:  Licenciado  don  Guillermo  Cabre- 
ra Martínez:  3?  Avenida  Sur,  N?  48. 

Fiscal  Militar:  Bachiller  Don  Urbano  Gra- 
majo,  Ciudad. 


JUECES  DE  PAZ 

DE  LA  CAPITAL 

Juez  1?  Licenciado  Don  Oliverio  García  A..  Ciudad. 

Juez  2"?  Licenciado  Don  Guillermo  Corzo,  Ciudad. 

Juez  3?  Br.  Don  Francisco  Perdomo,  San  Pedrito. 

Juez  4?  Licenciado  Don  Alfredo  Távora.  Ciudad. 

Juez  5?  Br.  Don  Alberto  Portillo.  Ciudad. 

Juez  6?  Br.  Don  Basilio  Ramirez,  7»  Avenida  Norte.  N?  81. 

Juez  7"?  Señor  Don  Carlos  Ocaña,  Ciudad. 

Juez  de  Instrucción,  Br.  Don  Humberto  So'.is  Gallardo. 

Juez  del  Tránsito:  Lic.  Don  Rafael  Antonio  Gordillo  Macias, 
Avenida  Elena  Sur,  N?  17-A. 
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JURISDICCION  DE  LOS  TRIBUNALES 

SALA  PRIMERA 


Juzgados  1<?  y  6?  de  1»  Instancia  de   Guatemala 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  . .   Petén 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Sacatepéquez 

Juzgado  de  1?  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    El  Progreso 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  ■    Suchitepéquez 

SALA  SEGUNDA 

Juzgado  2?  y  4?  de  Ia  Instancia  de   Guatemala 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  ■   Chimaltenango 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Alta  Verapaz 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Escuintla 

SALA  TERCERA 

Juzgado  3?  y  5?  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Guatemala 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Santa  Rosa 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Baja  Verapaz 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  ■  •    Retalhuleu 

SALA  CUARTA 

Juzgados  1?  y  2"?  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Quezaltenango 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   .  San  Marcos 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Totonicapán 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  ■  ■   Solóla 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   .  El  Quiché 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   .  Huehuetenango 

SALA  QUINTA 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Jalapa 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Jutiapa 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Chiquimula 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   .  Izabal 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Zacapa 


RAMO  CIVIL 

JUZGADO  1?  DE  Ia  INSTANCIA. 


JUZGADO  2?  DE  Ia  INSTANCIA. 
Juzgado  5?  de  Paz    ) 

Juzgado  6?  de  Paz   V  JUZGADO  3?  DE  Ia  INSTANCIA. 

Municipios  de  este  Departamento  ...   ) 

RAMO  PENAL 

Juzgado  4?  de  Ia  Instancia:  Juzgado  3?  de  Paz  y  municipios. 
Juzgado  5?  de  Ia  Instancia:  Juzgado  2?  y  49  de  Paz. 
Juzgado  6?  de  Ia  Instancia:  Juzgado  1?,  5?  y  6<?  de  Paz. 


Juzgado  1?  de  Paz 
Juzgado  2?  de  Paz 


Juzgado  3?  de  Paz 
Juzgado  4?  de  Paz 
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DIRECTORIO  JUDICIAL 


Presidencia  del  Poder  Judicial  \ 
Corte  Suprema  de  Justicia 
Salas  1*,  2*  y  3*  de  Apelaciones 
Archivo  General  de  Protocolos 
Archivo  General  de  Tribunales 
Tesorería  de  Fondos  de  Justicia 
Estadística  Judicial. 


PALACIO  DE  JUSTICIA 

(9?  Avenida  Sur  entre  14  Calle  y  Callejón 
del  Carrocero). 


Juzgados  1<?,  2?  y  3?  de  1?  Instancia:      C.  O.  41. 
Juzgado  4?  de  1*  Instancia:  7*  Av.  S.  72. 
Juzgado  5?  y  6?  de  1,  Instancia:  7*  Av.  Sur  70. 
Comandancia  de  Armas  y  Fiscalía  Militar:  13  Av..  y  7*  Calle. 
Juzgado  1?  de  Paz:  Av.  La  Libertad  84. 
Juzgado  2<?  de  Paz:  3»  Calle  Oriente  15. 
Juzgado  3?  de  Paz:  Avenida  Los  Arboles  139. 
Juzgado  4?  de  Paz:  7*  Avenida  Sur  72. 
Juzgado  5?  de  Paz:  Avenida  Bolívar  154. 

Juzgado  6?  de  Paz:  2*  Av.  del  Cantón  La  Independencia,  San  Pedrito 
Juzgado  T>  de  Paz:  Lavarreda. 


PERMANENTE 

Se  ruega  poner  en  conocimiento  de  la 
Presidencia  del  Poder  Judicial,  cual- 
quier anomalía  que  se  advierta  en  la 
administración  de  justicia,  a  fin  de 
seguir  la  investigación  que  corresponda 
y  dictar  las  medidas  que  el  caso  requiera 


A  LOS  SEÑORES 
ABOGADOS  Y  NOTARIOS 

inscritos  en  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
se  les  ruega  pasar  a  la  Secretaría  de  dicho 
Tribunal  a  registrar  su  sello  y  firma  en 
los  nuevos  libros  que  al  efecto  se  llevan. 
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Atenta  invitación 


A  fin  de  que  en  la  Gaceta  de  los  Tribunales  se  publique 
además  de  las  resoluciones,  trabajos  pertenecientes  a  otras 
ramas  del  derecho,  se  abre  una  nueva  e  interesante  sección: 
la  de  colaboraciones  de  los  señores  abogados  y  personas  ver- 
sadas en  la  materia,  a  quienes  hacemos  un  llamamiento  para 
que  envíen  a  la  Dirección  de  esta  revista  sus  estudios  sobre 
temas  jurídicos  o  sociales. 

Aún  cuando  la  responsabilidad  de  las  ideas  emitidas  en 
los  artículos  que  se  publiquen,  pertenezca  exclusivamente  a  sus 
autores,  la  Dirección  se  reserva,  como  es  de  rigor,  el  derecho 
de  no  publicar  aquellos  que  así  lo  estime  pertinente,  sin  que 
por  este  motivo  devuelva  los  originales  que  se  le  hubieren 
entregado. 

Invitamos,  pues,  atentamente  a  los  intelectuales  del  país 
a  que  colaboren  en  la  Gaceta  de  los  Tribunales,  cuyas  páginas 
quedan  abiertas  a  los  que  con  alteza  de  miras,  sana  crítica 
y  amplitud  de  espíritu,  deseen  aportar  el  valioso  concurso  de 
sus  estudios  o  experiencias  a  los  múltiples  problemas  que  pre- 
sentan las  ciencias  juridico-sociales. 
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CIVIL.-— PROCEDIMIENTO  ejecutivo  seguido  por  Erwln  P.  Dle.seldorff  contra  Marcos  Juárez  García  viuda 
de  Izagulrre.  DOCTRINA:  Es  Juez  competente  para  conocer  de  un  asunto,  aquel  a  quien 
las  partes  han  sometido  expresamente  el  conocimiento  del  mismo    207 

CIVIL  JUICIO :  ORDINARIO  que  la  señorita  Amella  Márquez  Perales  y  las  señoras  Enriqueta  Márquez 

viuda  de  Asturias  y  Mercedes  Márquez  de  Gross  siguieron  contra  Rafael  Rodil  Cabrera 
y  doña  Victoria  Rodil  viuda  de  Vassaux.  DOCTRINA:  Si  no  está  probado  que  una  deuda 
provenga  de  alquileres,  no  procede  tomar  en  cuenta  para  la  prescripción  que  se  invoca, 
el  termino  que  la  ley  señala  a  esta  clase  de  obligaciones.  Si  la  nulidad  se  propone  como  ex- 
cepción, debe  interponerse  en  el  tiempo  fijado  por  la  ley    208 

CIVIL. — JUICIO  seguido  por  Felipe  Palacios  como  apoderado  de  Pablo  Enamorado  Quijada,  contra  Ma- 
nuel Gulllerno  Berganza  Cerna.  DOCTRINA:  si  en  un  juicio  se  promueven  al  mismo  tiem- 
po las  acciones  de  posesión  y  propiedad  de  un  Inmueble;  si  no  se  prueba  la  segunda  de 
manera  fehaciente,  no  puede  conocerse  de  la  primera  por  virtud  del  recurso  de  casa- 


ir^ ,  -    clón    210 

CIVIL. — JUICIO:  ORDINARIO  seguido  por  doña  María  Luisa  López  viuda  de  Arenales,  contra  «The  Uni- 
ted Prult  Company».  DOCTRINA:  La  prescripción  debe  contarse  desde  el  día  erí  que  se 
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caso  de  haberse  pronunciado  ésta,  la  fecha  del  fallo  será  el  punto  de  partida  para  com- 
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ternidad, esto  no  significa  que  dicha  ley  restringiera  a  ese  solo  medio  probatorio  de  la  defi- 


nición de  la  acción  en  la  sentencia    222 
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trovertir la  obligación  que  causó  la  ejecución   

CIVIL. — JUICIO:  ORDINARIO  seguido  por  Daniel  Ciíu entes  contra  Casimiro  Navarro.  DOCTRINA:  Des- 
pués de  dictada  sentencia  ejecutoria  que  declara  la  validez  de  un  título  de  propiedad  de  un 
Inmueble,  es  procedente  la  cancelación  en  el  Registro,  de  la  inscripción  de  otro  título  rela- 
tivo al  mismo  inmueble   

CIVIL  JUICIO:  ORDINARIO  seguido  de  Laura  Sosa  de  López  contra  Rafael  Soto  López.    DOCTRINA : 

Serán  ventiladas  en  juicio  ordinario  las  controversias  que  no  tengan  señaladas  una  tra- 
mitación especial  en  el  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil.  Después  del  juicio  de 
posesión  puede  entablarse  otro  sobro  propiedad  del  inmueble  disputado.  La  disposición 
es  aplicable  a  la  acción  de  nulidad  seguida  en  la  vía  ordinaria  son  diferentes  de  las  que 
regulan  el  recurso  a  que  se  refiere  de  una  manera  especial,  el  Capítulo  VI  Título  V  del 
Libro  II  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  

CIVIL. — JUICIO:  ORDINARIO  seguido  por  Juan  Ramón  Salvador  y  Rosendó  Paiz  Trabanino  contra 
Berta  Bade  viuda  de  Kauffrruan.  DOCTRINA:  No  es  admisible  el  recurso  de  casación 
contra  la  sentencia  dictada  en  un  juicio  después  del  cual  pueden  los  interesados  promover 
otro  sobre  el  mismo  objeto,  pues  aquella  no  tiene  el  carácter  de  definitiva  para  los  efec- 
tos del  expresado  recurso  

CIVIL.' — LIQUIDACION  de  costas  en  casación.  DOCTRINA:  Si  la  ley  no  admite  que  se  propongan  y  rindan 
pruebas  en  casación,  el  pago  de  los  documentos  acompañados  innecesariamente,  no  puede 
ponerse  a  cargo  del  que  haya  sido  condenado  en  las  costas  del  recurso   

CIVIL. — JUICIO1:  ORDINARIO  seguido  por  Josefa  del  Carmen  Menéndez  contra  Miguel  Enrique  Sando- 
val.  DOCTRINA:  Los  Notarlos,  a  excepción  del  caso  que  la  ley  determina,  en  el  acto  de 
autorizar  una  escritura  en  que  se  trasmitan  bienes  raices,  derechos  o  acciones  sobre  éllos, 
o  que  en  alguna  forma  se  hipotequen  o  graven,  exigirán  los  títulos  de  propiedad'  o  a  fal- 
ta de  éstos  los  supletorios  correspondientes   

CIVIL. — SOLICITUD  del  Abogado  Ramón  Solórzano,  relativa  a  que  se  le  conceda  autorización  para  ejer- 
cer el  notariado  en  Guatemala.  DOCTRINA:  No  puede  concederse  autorización  para 
ejercer  el  notariado,  si  antes  no  se  llenan  todos  los  requisitos  que  exige  la  ley  de  la  ma- 
teria   

CIVIL. — JUICIO':  ORDINARIO  seguido  por  Maria  Paredes  de  Castro  contra  Mateo  Ramazzini  Bonera  y  la 
señorita  Julia  Ramazzini  Vltelli.  DOCTRINA:  El  pago  de  lo  indebido  tiene  como  requi- 
sitos esenciales:  lo.  que  no  exista  ninguna  obligación  entre  el  que  paga  y  el  que  recibe;  2o. 
que  se  haya  pagado  en  vista  de  una  obligación  que  ha  dejado  de  existir  o  de  una  obliga- 
ción futura  que  no  se  ha  realizado;  y  3o.  que  la  obligación  pagada  tenga  una  causa  Ilí- 
cita, inmoral  o  no  tenga  causa   

CIVIL. — OCURSO  de  hecho  presentado  por  Mercedes  Orellana  contra    la  Sala  Primera   de  Apelaciones. 

DOCTRINA:  Contra  el  auto  de  la  SaU  de  Apelaciones  que  rechaza  una  incidencia  de  nu- 
lidad, cuando  ésta  conoce  en  segunda  instancia,  no  cabe  el  recurso  de  apelación,  sino 
el  de  reposición  ante  la  misma  Sala   

CIVIL. — JUICIO:  ORDINARIO   Iniciado  por  don   Guillermo  Wagner  contra    don    Federico  Schleehauf. 

DOCTRINA:  Cuando  se  han  cumplido  debidamente  los  requisitos  señalados  por  la  ley. 
procede  declarar  el  abandono  de  la  primera  instancia   \  

CIVIL. — JUICIO:  ORDINARIO  seguido  por  don  Pedro  Morales  contra  don  Manuel  Gómez  Collado  y  la  se- 
ñorita Maria  Sosa.  DOCTRINA:  No  deben  tenerse  en  cuenta  al  resolver  el  recurso,  los  ar- 
tículos que  hayan  sido  citados  después  del  señalamiento  de  día  para  la  vista.  El  recurso 
extraordinario  de  casación  debe  estar  fundado  en  alguno  de  los  motivos  que  la  ley  de- 

•       I     termina   -  

CIVIL — JUICIO  hereditario  de  Julio  Yon  Sam.  DOCTRINA:  Nombrado  un  solo  heredero  éste  prorroga 
Jurisdicción  si  radica  el  Juicio  hereditario  ante  un  Juez  distinto  del  que  debió  conocer 

del  asunto   •»  

CIVIL — PROCEDIMIENTO  EJECUTIVO  que  José  Schlosser.  como  apoderado  de  Celia  Vlergutz  de  Barrlen- 
tos.  siguió  contra  don  Alfredo  Vlergutz  DOCTRINA:  es  improcedente  el  recurso  de  hecho 
cuando  un  tribunal  conociendo  en  segundo  grado  deniega  la  apelación,  pues  la  Consti- 
tución de  la  República  prohibe  que  en  un  Juicio  haya  más  de  dos  Instancias   


CIVIL. — JUICIO:  ORDINARIO  seguido  por  doña  Maria  Luisa  Cuevas  Ruiz,  contra  los  herederos  de  don 
Ramón  Murga  de  León.  DOCTRINA :  El  abandono  de  la  primera  instancia  se  consuma, 
si  se  dejan  transcurrir  seis  meses  sin  continuarla  a  contar  de  la  fecha  de  la  última,  di- 
ligencia que  haya  sido  practicada,  sea  o  no  de  notificación.  El  abandono  de  la  primera 
instancia  puede  pedirse  también  en  la  segunda,  cuando  los  autos  se  encuentran  allí  por 
apelación  que  no  fuere  de  la  sentencia  y  hayan  transcurrido!  seis  meses  sin  gestiones  en 
ella  

CIVIL — JUICIO:  ORDINARIO  seguido  por  Francisco  Alvarado  en  concepto  de  apoderado  de  su  padre 
José  Santiago  Alvarado  de  León  contra  Isaac  y  Norberto  Alvarado,  Luz  Alonzo  Alvarado 
de  Bauer  y  Magdalena  Spínoia  viuda  do  Aguilar  Fuentes.  DOCTRINA:  Cuando  se  falta 
notoriamente  a  la  verdad  sobre  una  condición  esencial  que  debía  tener  el  representan- 
te de  una  de  las  partes  para  otorgar  un  contrato,  procede  la  declaratoria  de  falsedad  e 
Ineficacia  de  éste   ■  

CRIMINAL. — PROCESO  contra  Lucio  Alvaro  González  por  el  delito  de  lesiones  DOCTRINA:  Ha  lugar 
al  recurso  de  casación,  cuando  los  hechos  constitutivos  de  una  falta  contra  las  personas, 
han  sido  calificados  indebidamente  como  delito.   Articulo  676  Código  de  Prs.  Fns  

VOTO  RAZONADO  de  los  señores  Magistrados  don  José  Serrano  Muñoz  y  don  Alfonso  Hernández  Polanco 

CRIMINAL  ANTEJUICIO  contra  el  ex-Jefe  Político  del  Departamento  de  Sacatepéquez.  Teniente  Coro- 
nel de  Ingenieros  Carlos  Clpriani.  DOCTRINA:  Cuando  de  los  hechos  investigados  en  las 
diligencias  de  antejulclo;  no  se  desprende  que  el  funcionario  público  haya  procedido  ma- 
liciosa o  negligentemente  no  ha  lugar  a  formación  de  causa   

CRIMINAL. — PROCESO  contra  Salomón  Herrera  Montes  por  el  delito  de  lesiones.  DOCTRINA :  Si  el  en- 
juiciado no  tuvo  el  propósito  de  causar  un  mnl  de  tanta  gravedad  como  el  que  produjo, 
esta  circunstancia  constituye  la  atenuante  señalada  por  el  inciso  tercero  el  artículo  22 
del  Código  Penal,  y  la  sanción  que  corresponde  lniligir  al  reo  deberá  ser  disminuida  en 
una  tercera  parte  

CRIMINAL. — CAUSA  contra  Enrique  Flores  y  Flores,  por  el  delito  de  hurto  de  semovientes.  DOCTRINA: 
La  captura  de  un  individuo  que  conduce  un  semoviente  que  ha  sido  sustraído  a  su  legí- 
timo propietario,  es  suficiente  prueba  de  su  responsabilidad,  mientras  no  Justifique  la 
legal  adquisición  del  mismo   

CRIMINAL.— PROCESO  seguido  contra  Carlos  Román  Higuercs  y  Manuel  Leonardo,  por  el  delito  de  fal- 
sificación de  documentos  públicos.  DOCTRINA:  La.  naturaleza  de  público  u  oficial  o  pri- 
vado de  un  documento,  deriva  del  carácter  oficial  o  particular  de  quien  lo  otorga  o  in- 
tervlenetpara  hacer  constar  algún  hecho  Jurídico,  siempre  que'  sea  en  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, sobre  materia  de  su  competencia  y  en  forma  legal;  en  consecuencia,  las  actuacio- 
nes Judiciales  tienen  el  carácter  primeramente  indicado,  por  lo  que  la  sustitución  de 
alguna  de  ellas  por  otra  que  imitó  un  particular,  con  ese  fin.  tiene  el  carácter  de  false- 
dad punible  si  también  reúne  los  demás  caracteres  fijados  por  la  ley  penal   

CRIMINAL — PROCESO  contra  el  Licenciado  José  Ernesto  Vásquez  Aviles   por    el   delito  de  coacción. 

DOCTRINA::  El  delito  de  coacción  surge  no  solamente  al  hacer  uso  de  la  fuerza  mate- 
rial, sino  también  cuando  sobre  el  ánl  mo  del  sujeto  se  ejerce  tal  presión  moral,  que  el 
Individuo  compelido  en  esta  forma,  ejecuta  actos  contrarios  a  sus  deseos   

CRIMINAL. — PROCESO  contra  Leocadio  Gabriel  Caná  José  Sats  y  Máximo  Patá  Ruslncoy,  por  estafa, 
falso  testimonio  y  uso  público  de  nombre  supuesto.  DOCTRINA:  El  recurrente  debe  ci- 
tar el  artículo  de  la  ley  sustantiva  que  estime  quebrantado,  y  luego  relacionarlo  con  al- 
guno de  los  casos  que  taxativamente  céñala  el  articulo  676  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  y  no  denunciar  solamente  como  infringida  la  segunda  de  dichas  disposi- 
ciones legales   

CRIMINAL. — PROCESO  contra  José  Luis  Castillo  Osorlo  y  Torlblo  Aguilar  de  la  Cruz  por  el  delito  de  hur- 
to de  semovientes.  DOCTRINA:  Es  carácter  principal  de  los  delitos  contra  la  propiedad 
quitar  o  disminuir  el  provecho  o  utilidad  que  proporcionan  al  individuo  los  bienes.  El 
resultado  de  estos  delitos  es  un  perjuicio  que  lesiona  al  ofendido  en  las  cosas  que  cons- 
tituyen su  patrimonio   

CRIMINAL. — CAUSA  contra  José  Elias  Saravia  Coroy,  por  el  delito  de  lesiones  y  el  frustrado  de  disparo 
de  arma  de  fuego.  DOCTRINA:  Cuando  a  pesar  de  la  retractación  que  hace  la  persona 
ofendida,  en  un  delito  público,  hay  prueba  de  la  delincuencia  del  sindicado,  procede 
imponer  la  pena  que  la  ley  determina  

CRIMINAL. — CAUSA  contra  Francisco  Oliva  Mejia,  por  el  delito  de  homicidio.  DOCTRINA:  No  procede 
el  recurso  de  casación  contra  una  sentencia  por  falta  de  aplicacción  de  circunstancias  ate- 
nuantes, cuando  estas  no  aparecen  justificadas  en  la  forma  requerida  por  la  ley   

CRIMINAL. — CAUSA  seguida  contra  José  Angel  Rosales  Noriega  y  Federico  Mogollón  Linares,  poi  varios 
delitas.  DOCTRINA:  La  simple  tentativa  de  Infracción  del  Decreto  Legislativo  número 
1995,  que  prohibe  la  habilitación  de  mozos,  se  castiga  con  dos  meses  de  arresto  menor. 
La  detención  de  una  persona  sin  causa  Justificada,  hace  incurrir  a  la  autoridad  que  la  or- 
dena, en  el  delito  de  abuso  contra  particulares,  y  es  penada  con  seis  meses  de  arresto 
mayor   
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CRIMINAL—PROCESO  contra  Juan  Sancloval  Barrios  y  Porfirio  Mota  Barrios,  por  el  delito  de  lesiones  eJ"^' 
riña  mutua.    DOCTRINA:  La  acción  cometida  por  Sandoval  Barrios  y  Meta  Barrios  está 
comprendida  en  el  articulo  314  del  Código  'Penal    340 

CRIMINAL.  CAUSA  contra  Herminia  Sánchez,  por  el  delito  de  abandono  de  niños.  DOCTRINA:  No  in- 
curre en  el  delito  de  abandono  de  niflos  la  madre  que  se  ausenta  de  su  hogar  dejando  a 
su  hijo  al  cuidado  de  otras  personas    344 

CRIMINAL.  PROCESO  contra  Martin  Vásquez  Guzmán,  por  el  delito  de  asesinato.  DOCTRINA'  Cuando  los 
hechos  no  están  probados,  procede  entrar  al  examen  del  recursq  de  casación  y  asi  resol- 
ver sobre  la  culpabilidad  e  inocencia  del  reo    346 

CRIMINAL.  PROCESO  contra  José  Montenegro  Reino  so  y  Bernardo  García  Escobar  por  el  delito  de 
homicidio.  DOCTRINA:  Al  tribunal  sentenciador  incumbe  apreciar  las  circunstancias  que 
en  cada  caso  concurran  para  admitir  la  confesión  en  la  parte  que  favorezca  al  reo  ....  852 

CRIMINAL  PROCESO  contra  Sotero  Pereira  Morales  y  Ernestina  Estrada  Santiago  por  el  delito  de  robo 
DOCTRINA:  El  robo  como  el  hurto  son  delitos  instantáneos,  que  se  consuman  desde  que  el 
delincuente  toma  la  cosa  ajena   

CRIMINAL— PROCESO  contra  Jorge  Antonio  Meza,  por  el  delito  de  falsificación  de  documentos  públi- 
cos. DOCTRINA :  La  alteración  de  !a  verdad  es  el  elemento  esencial  de  este  delito  fue- 
ra de  que  esta  alteración  o  mutación  de  la  verdad  ha  de  afectar  más  o  menos  y  de  un 
modo  u  otro  a  la  realidad  y  virtualidad  del  acto  a  que  el  documento  se  refiere 

CRIMINAL.-FROCESO  contra  Víctor  Manuel  González  Durán,  por  el  delito  de  homicidio  DOCTRINA  ■ 
Si  la  agresión  ilegitima  se  determina  por  un  injusto  acometimiento  o  amenaza  que  pon- 
ga en  inminente  peligro  la  vida  o  la  Integridad  física  de  una  persona,  ello  implica  que 
el  derecho  de  defensa  cesa  cuando  el  riesgo  deja  de  ser  actual   

CRIMINAL— PROCESO  contra  Julio  Guillermo  Rubio  Llgorría,  por  el  delito  de  allanamiento  de  morada 
y  estafa.  DOCTRINA:  El  delito  de  allanamiento  de  morada  está  integrado  por  dos  ele- 
mentos, a  saber:  a)  la  entrada  de  un  particular  en  morada  ajena:  y  b)  que  este  hecho  se 
verifique  contra  la  voluntad  manifiesta  de  la  persona  que  la  habita.  La  naturaleza  de  los 
contratos  no  la  determina  el  nombre  que  le  den  las  partes  a  los  pactos  que  celebren  sino 
las  leyes  que  los  rigen   

CRIMINAL.  PROCESO  seguido  contra  Abelino  Caniz  Gabriel,  por  los  delitos  de  parricidio  e  infracción 
de  la  ley  sobre  inhumaciones.  DOCTRINA:  Cuando  fuere  necesario  tomar  una  parte  alí- 
cuota, la  pena  de  muerte,  queda  equiparada  a  la  de  quince  años  de  prisión  correccional- 
en  consecuencia  es  improcedente  en  tal  caso,  aplicar  la  fracción  octava  Sel  articulo  45  del 
Código  Penal  dándole  dos  efectos:  equiparar  la  pena  de  muerte  a  quince  años  y  de  éstos 
rebajar  una  parte    ' 

CRIMINAL— PROCESO  contra  Guillermo  Muñoz  Aré/alc  por  el  delito  de  asesinato  y  allanamiento  de 
morada.  DOCTRINA:  Es  circunstancia  calificativa  de  alevosía,  el  empleo  de  modos  o  for- 
mas para  dar  muerte  segura  a  una  persona,  fuera  de  pelea  o  riña,  de  improviso  y  con 
cautela,  tomando  desprevenido  al  paciente.  El  Código  Penal  señala  los  elementos  esen- 
ciales determinantes  del  delito  de  allanamiento  de  morada,  siendo  éstos  el  que  un  par- 
ticular penetre  en  morada  ajena  y  que  lo  haga  contra  la  voluntad  de  su  morador    376 

VOTO  RAZONADO  del  señor  Magistrado  Licenciado  don  Abel  Paredes 
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CRIMINAL-CAUSA  contra  Federico  de  León  Rodas.  Virgilio  Rodríguez  Santa  María.  César  Augusto 
Castañeda  Jacinto  Estrada  Rodas.  Vicente  Estrada  Regalizo  y  Emilio  Juárez,  por  el  de- 
nnrZr  t  °nÍ°-  DOCTRINA:  Si  los  'Licios  que  en  una  causa  aparecen  para 
"t  j  ",  ra  PerS°na'  P°r  íalS°  testlmonl°'  "O  ^n  suficientes  para  comprobar 
que  ha  faitado  a  la  verdad  al  declarar,  conociéndola,  y  no  llega  a  establecerse  de  otra  ma- 
nera su  delincuencia,  el  acusado  debe  ser  absuelto.  La  sentencia  que  se  dicta  por  ™- 
tud  de  un  recurso  do  casación  interpuesto  por  uno  de  los  procesados,  aprovecha  a  los  de- 
mas  en  lo  que  les  sea  favorable,  siempre  que  se  encuentren  en  la  misma  situación  que 
ci    recurre  ute  t  

CRIMINAL.  PROCESO  seguido  contra  Francisco  Monterroso  Moreno,  por  el  delito  de  hurto.  DOCTRINA ' 
desaoa,  ,rr°C,  *°brescimient°  *  <">  P™<*so  en  que  haya  acusador,  es  necesario  que 
desaparezcan  los  motivos  que  dieron  lugar  al  encausam.ento  del  procesado,  de  tal  modo 
que  se  haga  patente  su  inocencia   

CRIMINAL-PROCESO  seguido  contra  Daniel  Cuéllar  Méndez  por  los  delitos  de  violación  de  correspon- 
dencia y  hurto.  DOCTRINA:  El  hecho  de  sustraer  y  destruir  varias  piezas  de  correspon- 
dencia que  estaban  en  las  oficinas  de  Correos,  aunque  el  procesado  no  se  hTva  enfermo 
del  contenido,  constituye  el  delito  especia,   de  violación  de  corespondencia     Ademas  s" 

nUT^f,  ?  Se",f  qUe  aqUe',as  U'nian  Puestos  y  to™  «tros  ob  etos  de   as  ex- 

presadas oficinas,  llevádoselos  a  su  casa,  comete  también  el  delito  de  hurto  ... 

c™.-™c^  se^„™tra  Francisco  Javier  Arango  Díaz  por  e,  de.lto  de  disparo  de  arme 

53«S»  ¡ff¿LÍS«H£ 
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PáRS. 

CRIMINAL. — CAUSA  contra  Moisés  Estrada  Castellanos,  por  el  delito  de  malversación  de  caudales  públi- 
cos. DOCTRINA:  La  aceptación  de  fondos  en  las  Pagadurías  o  Agencias  de  la  Tesorería 
Nacional,  destinados  al  pago  de  impuestos  sin  darles  entrada  en  los  respectivos  libros,  ni 
Justificar  su  debida  Inversión  da  lugar  a  que  se  incurra  en  el  delito  de  malversación  de 
caudales  públicos  y  no  al  de  estafa    395 

CRIMINAL. — PROCESO  contra  Octaviano  Jiménez  No  riega  por  malversación  de  caudales  públicos  y  abu- 
sos contra  particulares.  DOCTRINA:  Cuando  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin 
daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  público,  incurrirá  el  reo  en  una  multa  que  no  podrá 
exceder  de  ciento  cincuenta  Quetzales,  y.  la  cual  será  aplicada  a  Juicio  del  Juez  senten- 
ciador   399 

CRIMINAL. — PROCESO  seguido  contra  José  Domingo  Anselmo  Loarca  Arango.    por  el  delito    de  hurto. 

DOCTRINA:  Infringe  el  inciso  15  del  articulo  23  del  Código  Penal,  el  tribunal  que  apre- 
cia como  circunstancia  agravante  la  vagancia  cuando  no  consta  que  el  culpable  de  \in 
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Volúmenes  de  la  obra 

del  Licenciado  Castellanos  R. 


Nos  es  grato  renovar  nuestras  felicitaciones  al  señor  Licenciado 
don  Carlos  Castellanos  R.,  Presidente  de  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  con  motivo  de  dos  volúmenes  más  de  su  libro  titulado 
"Derecho  Procesal  Guatemalteco". 

En  el  segundo  tomo  de  su  obra,  estudia  las  diversas  modalidades 
del  juicio  en  nuestra  legislación  civil  y  mercantil  así  como  la  jurisdic- 
ción voluntaria. 

El  tercer  tomo  lo  dedica  exclusivamente  a  los  Procedimientos 

Penales,  reservando  para  un  cuarto  y  último  volumen,  el  estudio  de 

los  Procedimientos  Militares  y  de  Hacienda,  con  el  cual  concluirá  la 
obra. 

El  autor  expone  y  comenta  el  sistema  nacional  de  enjuiciamiento, 
apunta  la  reforma  que  estima  necesaria  y  expresa  su  criterio  acerca 
de  ia  interpretación,  de  algunos  precq^tos. 

Al  tratar  el  recurso  de  nulidad  en  materia  civil  y  mercantil,  uni- 
fica su  opinión  con  la  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  afirmando  que 
no  es  apelable  el  auto  proferido  en  Segunda  Instancia  que  resuelva 
dicho  recurso,  porque  implicaría  la  creación  de  una  tercera  Instancia 
prohibida  por  la  Constitución  de  la  República. 

No  tratamos  de  hacer  una  glosa  de  los  volúmenes  mencionados,  si- 
no dentro  de  la  cortedad  de  la  nota  de  felicitación,  hacer  alguna  refe- 
rencia a  su,  contenido,  'en  el  cual  se  pueden  aquilatar  sus  cualidades  de 
jurisconsulto  acucioso,  investigador  y  experimentado. 

Van,  pues,  en  estas  líneas  nuestras?  congratulaciones  para  el  autor 
Castellanos  Romero. 
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SECCION  JUDICIAL 

RESOLUCIONES  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

PROCEDIMIENTO  ejecutivo  seguido  por 
Erwin  Pj  Dieseldorff  contra  Marcos  Juá- 
rez García  viuda  de  Izaguirre. 

DOCTRINA:  Es  juez  competente  para  co- 
nocer de  un  asunto,  aquel  a  quien  las 
partes  han  sometido  expresamente  el 
conocimiento  del  mismo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete. 

Vista  para  resolver  la  cuestión  de  com- 
petencia positiva  que  sostienen  los  Jueces 
de  la.  Instancia  de  Alta  y  Baja  Verapáz, 
en  el  procedimiento  ejecutivo  seguido  por 
Erwin  P.  Dieseldorff,  por  medio  de  su 
apoderado  Arturo  Morales  Cruz,  contra 
Marcos  Juárez  García  viuda  de  Izaguirre, 
como  sucesora  de  Arcadio  Izaguirre,  para 
obtener  el  pago  de  la  suma  de  dos  mil- 
ciento  sesenta  y  nueve  quetzales  ochenti- 
cinco  centavos. 

La  ejecución  fué  iniciada  ante  el  Juez 
primeramente  nombrado,  quien  libró  el 
mandamiento  respectivo  y  el  doce  de  ma- 
yo próximo  pasado  el  Juez  menor  de  Pu- 
rulhá,  comisionado  por  el  de  primera  ins- 
tancia de  Baja  Verapáz,  embargó  seis  fin- 
cas de  la  ejecutada,  sitas  en  el  departa- 
mento últimamente  mencionado. 

Por  solicitud  de  la  señora  viuda  de  Iza- 
guirre, de  fecha  trece  del  mismo  mes,  en 
la  que  alega  tener  su  domicilio  en  Baja 
Verapáz,  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
dicho  departamento  pidió  al  de  Cobán  que 
se  inhibiera  del  conocimiento  del  asunto  y 
le  remitiera  los  autos;  pero  éste  no  acce- 
dió y  aceptó  la  competencia,  quedando 
formalizada  ésta. 

En  los  autos  están  agregados,  entre 
otros  documentos,  los  testimonios  de  las 
escrituras  públicas,  otorgadas  por  don  Ar- 
cadio Izaguirre  el  dos  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos once  y  el  tres  de  Junio  de  mil 
novecientos  trece,  en  las  que  se  hipotecan 
a  favor  del  señor  Dieseldorff,  varias  de  las 
fincas  a  que  se  refiere  la  presente  cues- 
tión. Consta  en  esos  documentos  que  Iza- 


guirre renunció  el  fuero  de  su  domicilio 
para  el  caso  de  ejecución  y  se  sujeta  a  los 
tribunales  del  departamento  de  Alta  Ve- 
rapáz. Fueron  canceladas  las  inscripcio- 
nes hipotecarias  a  favor  de  Dieseldorff 
que  pesaban  sobre  las  fincas  siguientes: 
sexta  y  novena  de  la  número  ciento  cin- 
cuenta y  cuatro  (154),  folio  cuarenti- 
trés  (43),  libro  veintitrés  (23)  de  la  pri- 
mera serie;  quinta  de  la  número  ceinto 
diez  y  siete  (117),  folio  ciento  treinta  y 
cinco  (135),  libro  veintiuno  (21)  de  la 
primera  serie;  segunda  de  la  número  cien- 
to noventa  y  tres  (193),  folio  setenta  (70), 
libro  segundo  (2o.)  de  la  Baja  Verapáz; 
primera  de  la  número  treinta  y  nueve 
(39),  folio  cuarenticuatro  (44),  libro  pri- 
mero (lo.)  de  la  Baja  Verapáz;  primera 
de  la  número  quinientos  sesenta  y  siete 
(567),  folio  ciento  treinta  (130),  libro 
cuarta  (4o.);  segunda  de  la  número  cien- 
to sesenta  y  ocho  (168),  folio  doscientos 
diez  y  siete  (217),  libro  veintiocho  (28), 
de  la  primera  serie.  En  una  certificación 
presentada  por  la  parte  ejecutada,  consta 
que  en  el  Juzgado  de  Baja  Verapáz,  fué 
radicado  el  intestado  del  señor  Izaguirre 
el  siete  de  Mayo  próximo  pasado  y  que  el 
dos  de  Junio  anterior  el  Juez  de  Baja  Ve- 
rapáz promovió  otra  competencia  al  de  Co- 
bán para  conocer  del  procedimiento,  fun- 
dándose en  que  en  su  despacho  está  radi- 
cado el  juicio  hereditario  de  Izaguirre. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  acción  ejecutiva  que  pro- 
movió Erwin  P.  Dieseldorff  contra  doña 
Marcos  Juárez  viuda  de  Izaguirre,  la  apo- 
ya en  las  escrituras  públicas  y  demás  do- 
cumentos que  acompañó  a  su  demanda; 
y;  como  en  aquellas  el  señor  Izaguirre 
renunció  el  fuero  de  su  domicilio  y  se  so- 
metió expresamente  a  los  tribunales  de 
Alta  Verapáz  para  el  caso  de  ejecución, 
es  indudable  que  la  ejecutada,  a  quien  se 
demanda  con  el  carácter  de  sucesora  de 
aquél,  la  obliga  también  ese  sometimien- 
to sin  que  esto  signifique,  en  modo  algu- 
no, que  tal  apreciación  pueda  afectar  el 
fondo  del  asunto  que  va  a  discutirse  pues 
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no  sólo  seria  prematuro  referirse  a  éste, 
sino  aue  la  Corte  no  tiene  facultades  para 
ello.  En  consecuencia,  el  valor  que  se  da 
a  las  escrituras  públicas  a  que  antes  se  ha 
hecho  relación,  no  tiene  más  alcance  que 
para  resolver  la  presente  cuestión  de  com- 
petencia. Artículo  282  Código  de  enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1,  2,  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil;  131  y 
164  Ley  constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  que  es  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Alta  Verapaz  el  competente  para 
conocer  en  el  presente  asunto.  Notifíque- 
se,  como  corresponde  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  tribunal  respectivo,  con  no- 
ticia del  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Vaja  Verapáz;  y  repóngase  el  papel  de 
acuerdo  con  el  Arto.  27  Dto.  Leg.  2009. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  que  la  señorita  Amelia 
Márquez  Perales  \  y  las  señoras  Enrique- 
ta Márquez  viuda  de  Asturias  y  Merce- 
des Márquez  de  Oross  siguieron  contra 
Rafael  Rodil  Cabrera  y  doña  Victoria 
Rodil  viuda  de  Vassaux. 

DOCTRINA:  Si  no  está  probado  que  una 
deuda  provenga  de  alquileres,  no  proce- 
de tomar  en  cuenta  para  la  prescripción 
que  se  invoca,  el  término  que  la  ley  se- 
ñala a  esta  clase  de  obligaciones.  Si  la 
nulidad  se  propone  como  excepción,  de- 
be interponerse  en  el  tiempo  fijado  por 
la  ley. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  catorce  de  abril  del 
presente  año,  dictó  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  el  juicio  ordina- 
rio que  la  señorita  Amelia  Márquez  Pera- 
les y  las  señoras  Enriqueta  Márquez  viuda 
de  Asturias  y  Mercedes  Márquez  de  Gross, 


han  seguido  contra  Rafael  Rodil  Cabrera 
y  doña  Victoria  Rodil  viuda  de  Vassaux. 

El  veinte  de  mayo  del  año  próximo  pa- 
sado, Amelia  Márquez  Perales  se  presentó 
ante  el  Juez  Primero  de  Primera  Instan- 
cia de  este  departamento  y  expuso:  que 
según  consta  en  el  documento  de  fecha 
siete  de  julio  de  mil  novecientos  treinta, 
los  señores  don  Rafael  Rodil  y  doña  Vic- 
toria Rodil  de  Vassaux,  reconocieron  adeu- 
dar a  doña  Amelia  Perales  viuda  de  Már- 
quez la  suma  de  trescientos  setenta  quet- 
zales que  se  comprometieron  a  pagarlos 
el  diesiseis  de  septiembre  del  mismo  año, 
junto  con  los  intereses.  En  el  mes  de  di- 
ciembre del  mismo  año,  le  fué  cedido  ei 
crédito  con  todos  sus  privilegios  y  condi- 
ciones. La  señora  y  el  señor  Rodil  no  han 
pagado  intereses  adeudándole  por  tal  con- 
cepto la  suma  de  ciento  cincuenta  y  cuatro 
quetzales  dieciséis  centavos;  por  lo  que  loa 
demandaba  a  fin  dé  obtener  el  pago  de  la 
suma  de  trescientos  setenta  quetazales 
por  capital  más  ciento  cincuenta  y  cua- 
tro quetzales  dieciseis  centavos  por  inte- 
reses vencidos  hasta  el  dos  de  mayo  (1936) , 
más  los  que  se  sigan  devengando  hasta  el 
efectivo  pago  y  las  costas  procesales.  Con- 
cluyó pidiendo  que  el  juicio  se  abriera  a 
prueba  y  que  se  tuviera  como  tal  el  pa- 
garé acompañado.  En  este  documento 
consta  que  don  Rafael  Rodil,  como  deu- 
dor, y  Victoria  Rodil  viuda  de  Vassaux, 
como  fiadora  mancomunada  y  solidaria, 
se  reconocen  lisos  y  llanos  deudores  de  do- 
ña Amelia  Perales  viuda  de  Márquez  de 
la  suma  de  trescientos  setenta  dólares 
oro  americano  de  los  Estados  Unidos  de 
Norte  América,  que  cubrirán  a  la  orden  o 
endoso  de  la  señora  Márquez  el  día  dieci- 
seis de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta.  Reconocen  el  uno  por  ciento  de 
interés  sobre  dicha  suma.  Este  documen- 
to fué  autenticado  ante  el  Notario  J.  Fran- 
cisco Medina  el  mismo  día  en  que  se  ex- 
tendió, siete  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta. 

Rafael  Rodil  Cabrera  contestó  oponién- 
dose a  la  demanda  e  interpuso  contra  ella 
la  excepción  de  prescripción.  En  rebel- 
día de  doña  Victoria  Rodil  de  Vassaux  se 
tuvo  por  contestada  negativamente  la  de- 
manda por  su  parte;  y  se  abrió  el  juicio 
a  prueba  por  el  término  de  ley. 

Enriqueta  Márquez  viuda  de  Asturias  y 
Mercedes  Márquez  de  Gross,  expusieron; 
que  el  documento  en  que  su  hermana  fun- 
da su  acción  es  un  pagaré  suscrito  por 
los  demandados  a  la  orden  o  endoso  de 
doña  Amelia  Perales  de  Márquez  endosado 
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con  posterioridad  a  Amelia  Márquez  Pe- 
rales. Como  podría  traer  dificultades  el 
hecho  de  que  el  pagaré  de  referencia  es- 
té originariamente  a  nombre  de  la  señora 
Márquez  Perales,  interponían  tercería 
coadyuvante  a  efecto  de  que  se  reconozca 
legítimo  el  endoso  de  dicho  crédito  a  fa- 
vor de  su  hermana  Amelia.  Acompaña- 
ron el  testamento  de  doña  Amelia  Perales 
de  Márquez  y  certificación  del  auto  que  lo 
declaró  legitimo.  Esos  documentos  acre- 
ditan a  las  comparecientes  como  herede- 
ras de  la  expresada  señora  Amelia  Pera- 
les de  Márquez.  El  dieciocho  de  Agosto 
del  año  próximo  pasado,  el  Juez  dictó  re- 
solución en  la  que  se  tiene  a  doña  Enri- 
queta Márquez  viuda  de  Asturias  y  doña 
Mercedes  Márquez  de  Gross  como  terce- 
ras coadyuvantes  con  la  demandante. 

El  demandado,  Rafael  Rodil,  interpuso 
con  fecha  veinticinco  de  Agosto  del  citado 
año  contra  los  coadyuvantes  la  misma 
excepción  de  prescripción  y,  además,  la 
de  nulidad  del  documento  con  que  tratan 
de  probar  la  acción.  Se  tuvo  por  inter- 
puesta esta  última  escepción  para  ser  re- 
suelta en  su  oportunidad;  y  se  hizo  ex- 
tensiva la  excepción  de  prescripción  a  las 
señoras  Márquez  viuda  de  Asturias  y  Már- 
quez de  Gross. 

El  demandado  acompañó  certificación 
extendida  por  el  Secretario  de  esta  Corte 
Suprema  de  Justicia  en  la  que  consta  el 
informe  rendido  por  el  mismo,  respecto  a 
que  en  la  oficina  no  aparece  el  aviso  de 
la  auténtica  que  hizo  el  notario  Francisco 
Medina  el  siete  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos treinta. 

La  señorita  Amelia  Márquez  Perales  a 
solicitud  de  Rafael  Rodil,  absolvió  posi- 
ciones y  dijo:  que  es  cierto  que  el  articu- 
lante fué  inquilino  de  la  casa  de  doña 
Amelia  Perales  viuda  de  Márquez,  casa 
situada  en  la  vecindad  del  antiguo  mesón 
San  Agustín,  en  la  quinta  avenida  sur  de 
esta  capital,  en  la  que  el  articulante  tenía 
sus  talleres  tipográficos.  Al  preguntarle 
si  le  consta  que  por  alquileres  retrasados 
de  aquella  casa  el  señor  Rodil  y  su  her- 
mana Victoria  Rodil  de  Vassaux  extendie- 
ron un  pagaré  por  valor  de  trescientos  se- 
senta dólares  o  quetzales  a  favor  de  su 
señora  madre,  contestó  que  no  es  cierto 
porque  los  alquileres  de  esa  casa  están 
cancelados  y  ese  pagaré  por  trescientos 
sesenta  quetzales  proviene  de  otro  asunto. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  de- 
clara improcedentes  las  excepciones  de 
nulidad  y  prescripción;  y,  como  consecuen- 
cia, que  doña  Victoria  Rodil  viuda  de  Va- 


ssaux y  don  Rafael  Rodil,  son  en  deber  a 
Amelia  Márquez  Perales,  como  cesionaria 
de  doña  Amelia  Perales  v.  de  Márquez,  la 
cantidad  de  trescientos  setenta  quetzales 
por  capital  y  ciento  cincuenta  y  cuatro 
quetzales  dieciseis  centavos  por  intereses 
caídos,  cantidad  que  concelarán  dentro  del 
tercero  día.  No  hay  especial  condenación 
en  costas.  Contra  este  fallo  don  Rafael 
Rodil  interpuso  el  recurso  de  apelación;  y, 
en  la  segunda  instancia,  acompañó  pri- 
mer testimonio  de  la  escritura  de  arrenda- 
miento de  la  casa  número  treinta  y  dos 
de  la  quinta  avenida  sur  de  esta  ciudad, 
otorgada  por  Amelia  Perales  viuda  de 
Márquez  a  favor  de  Rafael  Rodil  el  seis 
de  febrero  de  mil  novecientos  veintinueve. 
A  esa  escritura  compareció  doña  Victoria 
Rodil  viuda  da  Vassaux  como  fiadora  so- 
lidaria y  mancomunada  del  inquilino.  El 
catorce  de  Abril  la  Sala  dictó  sentencia 
en  la  que  confirma  en  todas  sus  partes 
el  fallo  de  primer  grado.  La  ampliación 
pedida  por  Rafael  Rodil  Cabrera  fué  de- 
clarada sin  lugar.  Se  funda  la  Sala  en  que 
la  excepción  de  nulidad  interpuesta  por 
Rodil  es  improcedente  porque  no  fué  pro- 
puesta en  tiempo,  pues  cuando  la  pre- 
sentó ya  estaba  formalizado  el  juicio  y  no 
es  de  las  que  pueden  proponerse  en  cual- 
quier instancia.  Dice  que  si  la  nulidad  de 
documentos  puede  ser  invocada  en  otros 
estados  del  juicio  o  fuera  de  éste,  en  jui- 
cio ordinario,  es  como  acción,  con  los  re- 
quisitos legales,  que  aquél  tampoco  llenó, 
para  que  el  contrario  pueda  intentar  su  de- 
fensa; pero  no  como  acción  que  fué 
como  la  propuso  el  demandante.  Respec- 
to a  la  defensa  de  prescripción  es  infun- 
dada porque  no  se  probó  con  las  posicio- 
nes y  documentos  relacionados  que  la  deu- 
da de  los  demandados  procediera  de  alqui- 
leres; por  lo  que  no  ha  transcurrido  el  tér- 
mino para  tener  por  consumada  la  pres- 
cripción. La  señora  Rodil  viuda  de  Va- 
ssaux no  evacuó  la  audiencia  que  se  le  dió 
de  la  demanda  por  lo  que  ésta  se  tuvo  por 
contestada  en  sentido  negativo;  y,  en  con- 
secuencia, con  el  documento  acompaña- 
do está  probada  la  acción  por  parte  de  la 
señorita  Amelia  Márquez  Perales  y  los  que 
con  ésta  coadyuvaron. 

El  señor  Rodil,  con  auxilio  del  abogado 
Tomás  González,  interpuso  recurso  extra- 
ordinario de  casación  contra  ese  pronun- 
ciamiento, citando  como  infringidos  los 
artículos  248,  289,  249,  288,  290  y  293  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil; IX  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; y  Acuerdo  de  18  de  Junio  de  1917. 
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Se  señaló  día  para  la  vista  y  habiendo  te- 
nido lugar  es  el  caso  de  resolver.  Tanto 
el  recurrente  como  la  señora  Rodil  viuda 
de  Vassaux,  alegaron,  el  primero,  insis- 
tiendo sobre  que  la  excepción  de  nulidad 
fué  propuesta  en  tiempo;  y  ia  segunda  so- 
bre la  procedencia  de  las  excepciones  de 
prescripción  y  nulidad. 

CONSIDERANDO: 

Que  cuando  se  presentó  la  demanda  por 
la  señorita  Amelia  Márquez  Perales  el  vein- 
te de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis,  exigiendo  el  pago  de  la  deuda  a  los 
demandados  no  había  transcurrido  el  tér- 
mino para  la  prescripción  de  la  obliga- 
ción, pues  no  obstante  que  los  demandados 
alegan  que  la  deuda  proviene  de  alquileres, 
caso  en  que  la  prescripción  tiene  un  tér- 
mino más  corto,  no  hay  prueba  alguna  que 
establezca  que  aquella  tiene  ese  origen. 
Que  en  cuanto  a  la  excepción  de  nulidad 
no  fué  presentada  en  tiempo  pues  el  se- 
ñor Rodil  se  opuso  a  la  demanda  el  seis 
de  Julio  de  mil  novecientos  treintiséis,  pre- 
sentando sólo  la  excepción  de  prescrip- 
ción; el  trece  del  mes  citado  se  tuvo  por 
contestada  negativamente  la  expresada 
demanda  por  parte  de  doña  Victoria  Rodil 
viuda  de  Vassaux.  La  intervención  de  las 
señoras  Enriqueta  Márquez  viuda  de  Astu- 
rias y  Mercedes  Márquez  de  Gross  como 
terceras  coadyuvantes,  no  pudo  cambiar 
el  estado  en  que  se  hallaba  la  controversia 
cuando  se  les  admitió  en  el  juicio  ya  que 
las  tercerías  coadyuvantes,  según  la  ley, 
no  producen  otro  efecto  que  el  de  asociar 
a  quien  las  interpone  con  la  parte  cuyo 
derecho  coadyuva  a  fin  de  que  el  asunto 
continúe  según  el  estado  en  que  se  en- 
cuentre y  siga  la  sustanciación  con  el  ter- 
cero y  las  demás  partes.  Si  sólo  ese  efecto 
tiene  legalmente  la  tercería  no  podía  ad- 
mitirse que  estuviera  en  tiempo  la  nuli- 
dad que  se  invocó  como  excepción  porque 
de  lo  contrario  se  colocaría  el  juicio,  por 
efecto  de  la  tercería,  en  un  período  en  que 
son  admisibles  tales  excepciones,  lo  que 
está  en  oposición  con  lo  que  antes  se  in- 
dicó respecto  al  efecto  de  las  tercerías 
coadyuvantes.  La  Sala,  pues,  al  confirmar 
el  fallo  y  desestimar  las  expresadas  excep- 
ciones, no  infringió  los  artículos  248  y  249 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til. Tampoco  pudo  infringir  el  289  del  mis- 
mo cuerpo  de  leyes  porque  la  nulidad  no 
fué  propuesta  como  acción  sino  como  ex- 
cepción. 


CONSIDERANDO: 

i 

Que  si  la  Sala  desestimó  por  las  razones 
mencionadas  en  la  parte  expositiva  de  es- 
te fallo  la  excepción  de  nulidad,  especial- 
mente por  ser  ésta  extemporánea,  es  claro 
que  aquélla  no  podía  examinar  y  pronun- 
ciarse sobre  la  causa. en  que  pretende  el 
recurrente  fundar  dicha  excepción.  Por 
esta  razón  no  pudo  infringir  los  artículos 
288,  290,  293  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil;  IX  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial  y  Acuerdo  Gubernativo  de 
fecha  18  de  Junio  de  1917. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  521  y 
524  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, DESESTIMA  el  recurso  interpuesto; 
condena  al  recurrente  al  pago  de  las  cos- 
tas del  mismo  y  a  una  multa  de  veinticin- 
co quetzales,  que  en  caso  de  insolvencia 
cumplirá  a  razón  de  un  día  de  prisión  sim- 
ple por  cada  quetzal.  Notifíquese  y  como 
corresponde,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. • —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  seguido  por  Felipe  Palacios  como 
apoderado  de  Pablo  Enamorado  Quija- 
da, contra  Manuel  Guilermo  Berganza 
Cerno,. 

DOCTRINA:  Si  en  un  juicio  se  promueven 
al  mismo  tiempo  las  acciones  de  pose- 
sión y  propiedad  de  un  inmueble;  si  no 
se  prueba  la  segunda,  de  manera  fe- 
haciente, no  puede  conocerse  de  la  pri- 
mera por  virtud  del  recurso  de  casación. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
doce  de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete. 

Por  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Felipe  Palacios,  con  auxilio  del  abogado 
Lázaro  Valdés,  se  examina  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 
con  fecha  veintidós  de  febrero  del  corrien- 
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te  año,  en  el  juicio  sobre  posesión  y  pro- 
piedad de  un  tereno,  promovido  por  el  re- 
currente como  apoderado  de  Pablo  Ena- 
morado Quijada  contra  Manuel  Guillermo 
Berganza  Cerna;  siendo  confirmada  la  que 
con  fecha  veintiocho  de  noviembre  del 
año  próximo  pasado  pronunció  el  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Jalapa,  absolviendo 
al  demandado. 

El  veintidós  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos treinticinco  Agustín  Cristales  Rodrí- 
guez, como  apoderado  de  Pablo  Ena- 
morado, se  presentó  al  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Jalapa,  manifestando:  que 
en  virtud  de  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  de  Apelaciones  en  los  juicios  sobre 
propiedad  y  nulidad  que  su  poderdante 
habia  seguido  con  Eugenio  Berganza  se 
dió  a  ambos  posesión  del  terreno  llamado 
"El  Terreno  Escondido";  pero  que  Guiler- 
mo  Berganza  Cerna,  sin  haber  sido  parte 
en  aquellos  juicios  y  sin  tener  ningún  dere- 
cho, apoyado  en  un  documento  ficticio,  pre- 
tendía el  dominio  y  propiedad  en  extensión 
como  de  doce  manzanas,  haciendo  cultivos 
de  cereales,  pastando  ganados,  rompiendo 
y  removiendo  cercas  de  alambre,  etc.,  por 
lo  que  se  presentaba  solicitando  que  se 
previniera  al  citado  Berganza  que  se  abs- 
tuviera de  ejecutar  los  hechos  y  actos  a  que 
se  refería.  En  vía  voluntaria  se  notificó  a 
Berganza  la  solicitud  anterior,  a  la  cual 
éste  se  opuso  manifestando:  que  efectiva- 
mente se  había  mandado  dar  posesión  a 
Enamorado  de  dieciseis  manzanas  del  te- 
rreno mencionado;  pero  éste  acotó  una 
extensión  de  una  caballería  aproximada- 
mente, sin  tener  ningún  derecho  en  lo  que 
él  ha  poseído  quieta,  pública  y  pacífica- 
mente, apoyado  en  un  documento  legali- 
zado que  adjuntaba.  Agrega  que  como  él 
hay  muchos  que  no  tienen  más  que  el  de- 
recho de  posesión,  sin  título  inscrito;  pero 
ello  no  da  derecho  a  los  que  tienen  título 
para  extender  sus  dominios  a  tierras  no 
comprendidas  en  tales  títulos,  mucho  me- 
nos cuando  su  posesión  desde  tiempos  re- 
motos ha  sido  reconocida  y  está  acotada 
por  todos  sus  rumbos  por  cercos  de  piedra 
y  alambre,  como  se  podía  justificar  con  una 
inspección  ocular  que  desde  luego  pedía 
que  se  practicara. 

El  documento  a  que  se  refiere  consiste  en 
uno  que  le  otorgó  Rosalina  Berganza  viuda 
de  Aguirre,  por  el  cual  le  vende  por  cin- 
cuenta quetzales  un  terreno  situado  en 
"Terreno  Escondido",  de  siete  manzanas 
poco  más  o  menos  con  los  linderos  siguien- 
tes :  Norte  terreno  de  Daniel  Berganza; 
Oriente,  Callejón  de  Monjas  a  Pinula.'por 


El  Aguacate;  Sur,  terreno  de  Eugenio  Ber- 
ganza; y  Poniente  el  mismo  Berganza  y 
Pedro  Gómez  y  hermanos.  Advirtió  la  ven- 
dedora que  no  quedaba  sujeta  a  la  evicción 
y  saneamiento  ni  tiene  el  documento  refe- 
rencia alguna  de  la  procedencia  de  dicho 
inmueble  a  su  favor;  pero  sí  que  estaba 
acotado  por  cercos  de  piedra  y  alambre; 
fechado  en  Jalapa  el  veintitrés  de  Julio  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  autenti- 
cadas las  firmas  por  el  Notario  Pedro  Ra- 
fael Espinoza. 

Accedió  el  Juez  a  que  se  practicara  la 
inspección  ocular  solicitada,  comisionán- 
dose para  llevarla  a  efecto  al  Juez  Menor 
de  San  Pedro  Pínula,  insertándose  en  el 
respectivo  despacho,  a  solicitud  del  inte- 
resado, los  documentos  siguientes  que  apa- 
recían en  otros  juicios  sostenidos  con  re- 
lación al  mismo  inmueble:  lo. — Una  cer- 
tificaión  del  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble donde  consta:  a)  el  asiento  nú- 
mero doscientos  cuarenta  y  uno  (241),  fo- 
lio cien  (100),  del  Tomo  tercero  (3o.) 
Diario  Especial,  del  diecinueve  de  diciem- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro, 
relativo  a  un  lote  de  terreno  en  ejidos  de 
Pínula,  de  veintiocho  manzanas  que  ad- 
quirió conforme  a  la  ley  de  redención  de 
censos  José  de  los  Santos  Gómez,  con  los 
linderos  siguientes:  al  Norte  Campo  libre; 
Oriente,  Apolonio  Pérez;  Sur,  Campo  eji- 
dal,  y  Poniente,  el  mismo  Pérez,  b)  De  éste 
se  formó  la  finca  número  ocho  mil  tres- 
cientos ochenta  y  cuatro  (8384),  folio 
ciento  diez  (110),  del  libro  cincuenta  y 
cuatro  (54)  inscritas  catorce  manzanas  a 
favor  de  la  viuda  de  Gómez  y  un  sexto  de 
las  otras  catorce  a  favor  de  cada  uno  de 
de  sus  hijos:  Paulina,  Basilia,  Isabel,  Pe- 
dro, Sotero  y  Victoriano  Gómez,  por  he- 
rencia, c)  Rubén  Salazar  compró  las  por- 
ciones de  Paulina,  Basilia  e  Isabel  Gómez, 
por  escritura  que  autorizó  el  Notario  Leo- 
poldo Sandoval  el  veintiocho  de  Febrero 
de  mil  novecientos  quince,  d)  Pablo  Ena- 
morado compró  a  Rubén  Salazar  los  dere- 
chos relacionados  en  el  punto  anterior, 
por  escritura  ante  el  Notario  Jorge  A.  Se- 
rrano de  dieciseis  de  enero  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  e)  El  derecho  de  Vic- 
toriano adquirido  por  herencia  de  su  pa- 
dre. 2o. — El  testimonio  de  la  escritura  au- 
torizada por  el  Notario  Sandoval,  que  con- 
tiene: a)  donación  que  hizo  Ana  María 
Gómez  de  diez  manzanas  de  las  catorce 
que  le  correspondían,  a  favor  de  sus  hi- 
jos Paulina,  Basilia,  Isabel,  Pedro  Sotero 
y  Victoriano  Gómez,  b)  Venta  de  las  cua- 
tro manzanas  restantes  de  Ana  María  a 
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Rubén  Salazar;   y  c)  venta  de  los  tres 
primeros  ya  expresados  Gómez  al  mismo 
Salazar  de  sus  derechos  por  parte  pater- 
na y  los  que  en  ese  acto  adquirieron  por 
la  materna.  Fué  registrada  esta  escritura 
el  dieciseis  de  Febrero  de  mil  novecientos 
veintinueve.  3o. — Sentencia  dictada  por  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Jalapa 
el  dieciseis  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro,  en  un  juicio-seguido  por 
Eugenio  Berganza  con  Pablo  Enamorado, 
en  la  cual  se   declaró  que  el    primero  es 
propietario  de  una  sexta  parte  de  la  mitad 
de  la  expresada  finca    número    ocho  mil 
trescientos   ochenta   y  cuatro    (8384)  y 
Enamorado  lo  es  de  las  once  sextas  par- 
tes de  la  misma  finca.   Esta  sentencia  fué 
confirmada  por  la  Sala  Quinta  con  la  mo- 
dificación que  al  primero  corresponden 
dos  manzanas  tres  mil  trescientas  treinti- 
trés  y  un  tercio  de  varas  cuadradas,  por 
el  derecho   paterno    que    correspondía  a 
Victoriano  Gómez  y  a  Enamorado  le  co- 
rresponden los  derechos  de  Paulina,  Basi- 
lia  e  Isabel  por  partes  paterna  y  materna, 
más  cuatro  manzanas  que  pertenecían  a 
Ana  María.   4o.  Extracto  de  la  escritura 
ante  el  Notario  Jorge  A.  Serrano  por  la  que 
Rubén  Salazar  vendió  a  Enamorado,  ins- 
crita en  el  Registro  el  dieciseis  de  febrero 
ya  expresado  anteriormente.    Al  practi- 
carse la  inspección  ocular  se  hizo  constar 
que  el  predio  del  que  alega  tener  derecho 
Guillermo  Berganza  tiene  doce  manzanas 
de  extensión  aproximadamente,    las  cer- 
cas son  de  alambre  espigado  y  piedra,  te- 
niendo en  varias  partes  dos  y  tres  hilos  y 
en  otras  aparecen  cortados  algunos  hilos. 
El  terreno  de  Enamorado  es  aproximada- 
mente de  una  caballería.    Las  colindan- 
cias  del  primero  son:  al  Norte,  Daniel  Ber- 
ganza; al  Oriente,  Wenceslao    Portillo  y 
Jesús  López,  camino  real  a  Monjas  de  por 
medio;  al  Sur,  con  Pablo  Enamorado  y  al 
Poniente,  el  mismo  Enamorado  y  Pedro  y 
Sotero  Gómez. 

Obran,  además,  en  las  presentes  dili- 
gencias voluntarias  los  documentos  si- 
guientes: escritura  del  veinticuatro  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  dieciseis  otorga- 
da, de  oficio,  por  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Jalapa,  en  rebeldía  de  Victoria- 
no Gómez  relativa  a  la  venta  a  favor  de 
Eugenio  Berganza,  de  un  derecho  pro- 
indiviso  en  el  mencionado  terreno, 
teniendo  su  porción  marcada  y  aco- 
tada dentro  de  los  linderos  siguientes: 
al  Norte,  con  Ana  María  Gómez;  al  Sur, 
terrenos  del  comprador;  al  Oriente,  cami- 
no del  Puente  y  al  Poniente,  herederos  de 


José  Santos  Gómez  y  cercos  de  piedra. 
Tiene  por  fundamento  esta  escritura  un 
documento  privado  otorgado  por  el  ven- 
dedor fechado  el  siete  de  Mayo  de  mil  no- 
vecientos catorce  en  el  que  manifestaron 
su  conformidad  Ana  María  v.  de  Gómez, 
Pedro  y  Sotero  Gómez;  habiéndose  ins- 
crito la  escritura  el  trece  de  diciembre  de 
mil  novecientos  veintitrés.  Certificación 
del  acta  levantada  con  motivo  de  la  pose- 
sión que  se  diera  a  Eugenio  Berganza  del 
terreno  descrito  anteriormente,  estaclecién- 
dose  que  las  cercas  vistas  son  de  construc- 
ción antigua;  que  el  terreno  inspecciona- 
do está  comprendido  dentro  de  los  linde- 
ros ya  expresados;  y  en  cuanto  a  si  es  di- 
cho terreno  de  la  propiedad  del  señor  Ena- 
morado o  de  quien  sea  no  se  tuvo  a  la 
vista  ningún  documento;  habiendo  mani- 
festado Eugenio  Berganza  que  el  terreno 
revisado  no  es  de  Pablo  Enamorado  sino 
de  Daniel  Berganza  una  parte  y  de  doña 
Rosalina  viuda  de  Aguirre  otra  parte  y 
otra  de  don  Maximiliano  Cerna.  Certifi- 
cación de  dos  documentos:  uno  en  que 
Cornelia  Santiago  viuda  de  Gerónimo, 
Gómez;  Nemesio,  Gregoria,  Isabel  y  Eli- 
gía Gómez  hijos  de  Gerónimo,  vendieron 
a  Pablo  Enamorado  un  terreno  de  treinti- 
dos  manzanas  en  "Terreno  Escondido"  el 
veinticinco  de  Octubre  de  mil  novecientos 
trece  y  otro  en  que  Encarnación  Gómez 
vendió  al  mismo  Enamorado  otro  terreno 
en  el  mismo  lugar  de  siete  manzanas,  el 
primero  de  noviembre  del  mismo  año. 
Otra  certificación  en  que  se  transcribe  el 
documento  privado  fechado  el  siete  de 
Agosto  de  mil  novecientos  trece  en  que 
Pedro  López  vendió  a  Pedro  Aguirre  un 
terreno  situado  en  "El  Chagüital"  com- 
puesto de  siete  manzanas,  con  estos  lin- 
deros; al  Norte,  Eugenio  Berganza;  al 
Oriente,  camino  real  del  Puente;  al  Sur. 
con  Nemesio  Gómez  y  al  Poniente  con  Pe- 
dro Gómez  y  hermanos,  habiendo  noventa 
brazadas  de  cerco  de  piedra  y  el  resto  de 
ramas. 

No  habiéndose  podido  solucionar  en  for- 
ma voluntaria  las  diferencias  habidas  en- 
tre los  señores  Enamorado  y  Berganza 
( Guillermo ) ,  el  Juez  declaró  contencioso 
el  asunto  y  les  previno  que  ejercitaran  sus 
acciones  en  la  forma  de  ley. 

Con  tal  motivo,  Agustín  Cristales  como 
apoderado  de  Pablo  Enamorado,  se  pre- 
sentó en  extenso  memorial  fechado  el 
veintiuno  de  Julio  del  año  próximo  pasa- 
do, al  propio  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Jalapa;  y  después  de  hacer  un  recuento 
de  las  diligencias  practicadas  y  de  los  do- 
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cumentos  presentados  en  las  diligencias 
voluntarias,  hace  la  petición  de  que  se 
declare  en  sentencia  que  su  poderdante 
Pablo  Enamorado  Quijada  ha  sido  y  es 
legitimo  poseedor  de  buena  fe  y  propieta- 
rio legal  de  la  parcela  compueta  más  o 
menos  de  siete  Manzanas  indebidamente 
pretendida  en  posesión  por  Manuel  Gui- 
llermo Berganza  Cerna,  la  cual  está  com- 
prendida en  el  área  del  terreno  "Terreno 
Escondido"  lindando  al  Norte,  con  Daniel 
Berganza;  al  Oriente,  Wenceslao  Portillo 
y  Jesús  López,  camino  que  de  Pinula 
conduce  a  Monjas  de  por  medio; 
al  Sur,  posesiones  que  fueron  de  Ne- 
mesio," Encarnación,  Eligia,  Isabel  y 
Gregorio  Gómez  Santiago  y  Cornelia  San- 
tiago viuda  de  Gómez  hoy  de  Pablo  Ena- 
morado; y  al  Poniente,  con  propiedades 
de  Rafael  Sandoval,  Martín,  Pedro  y  So- 
tero  Gómez;  se  declare  también  que  tan- 
to doña  Rosalina  Berganza  viuda  de  Agui- 
rre,  como  Berganza  Cerna  no  tienen  nin- 
gún derecho  en  dicho  inmueble;  que  se 
deje  a  su  poderdante  Enamorado  en  la 
posesión  que  actualmente  ejerce,  conde- 
nándose al  demandado  en  los  daños  y 
perjuicios  irrogados,  por  su  temeridad, 
mala  fe  y  violencia  manifiestas.  Con  esta 
demanda  presentó  una  certificación  de  la 
parte  resolutiva  de  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  Quinta,  en  el  juicio  sobre  nuli- 
dad y  propiedad  sostenido  entre  Eugenio 
Berganza  y  Pablo  Enamorado,  de  la  cual 
ya  se  hizo  referencia  anteriormente. 

Manuel  Guillermo  Berganza  C.  contestó 
negativamente  la  demanda,  manifestando 
que  el  terreno  de  veintiocho  manzanas  a 
que  se  refiere,  el  demandante,  es  muy  dis- 
tinto del  que  él  posee  actualmente  y  po- 
seyó su  antecesora  y  antecesor  de  ella  que 
fué  su  esposo,  y  antes  de  éste  Pedro  López. 
Explica  que  doña  Rosalina  viuda  de  Agui- 
rre  por  medio  de  su  esposo  Pedro  Aguirre 
compró  el  año  de  mil  novecientos  trece  a 
Pedro  López  el  terreno,  entrando  en  pose- 
sión de  él  y  conservándola  hasta  el  año 
de  mil  novecientos  veintisiete  en  que  Pa- 
blo Enamorado  la  despojó,  así  como  del 
que  poseía  Eugenio  Berganza,  dando  por 
resultado  la  sentencia  dictada  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Jalapa,  cuya  cer- 
tificación acompañó.  Desde  entonces 
Enamorado  reconoció  la  posesión  de  la  se- 
ñora viuda  de  Aguirre  y  ya  no  la  volvió  a 
molestar  en  los  nuevos  juicios  que  siguie- 
ra contra  el  mismo  Eugenio  Berganza. 
Que  según  los  propios  documentos  que 
exhibe  el  demandante  reconoce  el  lindero 
por  el  Norte  con  Pedro  López,  y  en  la  ven- 


ta de  este  a  favor  de  Aguirre  queda  colin- 
dando al  Sur,  con  Nemesio  Gómez  y  com- 
pañeros, vendedores  de  Enamorado,  con 
lo  que  se  demuestra  que  la  parcela  de  su 
terreno  no  está  incluida  en  lo  que  per- 
tenece al  citado  Enamorado  ni  colocada 
en  un  sitio  distinto;  que  las  colindancias 
citadas  por  el  actor  no  son  ciertas,  porque 
Rafael  Sandoval  Saldívar  nunca  ha  sido 
colindante  con  el  terreno  que  le  fué  ven- 
dido por  la  señora  de  Aguirre.  Ofreció 
probar  sus  asertos  con  la  información  de 
seis  testigos  que  desde  luego  propuso;  con 
una  inspección  ocular  que  debía  practi- 
carse con  asistencia  de  expertos,  con  los 
documentos  de  compra-venta  que  estaban 
agregados  al  juicio;  con  el  acta  de  ins- 
pección ocular  que  ya  se  había  practicado 
y  con  el  acta  de  posesión  que  se  dió  a 
Enamorado  en  el  juicio  de  nulidad  y  pro- 
piedad que  siguiera  con  Eugenio  Bergan- 
za. La  sentencia  a  que  se  hace  referen- 
cia en  la  certificación  acompañada,  es  de 
fecha  treinta  de  marzo  de  mil  novecien- 
tos veintiocho,  dictada  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia,  en  cuya  parte  resoluti- 
va se  condenó  a  Pablo  Enamorado  a  des- 
ocupar inmediatamente  la  parcela  descri- 
ta, sin  indicarse  en  la  certificación  cual 
es,  y  manda  dar  posesión  de  ella  a  Euge- 
nio Berganza  y  a  Rosalina  v.  de  Aguirre; 
y  comprende  asimismo  el  acta  de  la  po- 
sesión que  se  dió  a  los  expresados  señores 
en  ejecución  de  dicho  fallo,  sin  que  apa- 
rezca que  se  haya  introducido  ningún  re- 
curso. 

Abierto  el  juicio  a  prueba  durante  el 
término  de  treinta  días,  ambas  partes  rin- 
dieron las  que  a  continuación  se  expre- 
san: 

Pruebas  del  actor:  Primero.  La  de  los 
testigos  Federico  Cantoral,  Pablo  de  la 
Cruz,  Juan  Nájera,  Rodrigo  Galdámez, 
Blas  de  la  Cruz  y  Alfonso  Santiago,  quie- 
nes contestaron  afirmativamente  todas 
las  preguntas  del  respectivo  interrogato- 
rio que  tiene  por  objeto  justificar:  que 
conocen  el  terreno  "El  Terreno  Escondido" 
que  fuera  propiedad  de  José  Santos  Gómez 
y  después  de  sus  herederos  y  de  su  cónyu- 
ge, compuesto  de  veintiocho  manzanas 
poco  más  o  menos,  así  como  las  que  per- 
tenecieron a  Cornelia  Santiago  viuda  de 
Gómez,  Nemesio,  Gregoria,  Isabel  y  Eligia 
Gómez,  compuesto  como  de  treintitrés 
manzanas  y  otro  de  siete  manzanas  que 
perteneció  a  Encarnación  Gómez,  situa- 
dos los  tres  dentro  de  las  colindancias  que 
se  indican;  que  fuera  de  sus  respectivos 
propietarios  que  se  enumeran  no  han  vis- 
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to  que  Pedro  López,  Pedro  Aguirre,  Rosa- 
lina  Berganza  viuda  de  Aguirre,  Manuel 
Guillermo  Berganza  ni  ninguna  otra  perso- 
na hayan  ejercido  ni  ejerzan  actos  de  domi- 
nio o  posesión  en  ellos;  que  las  expresa- 
das parcelad  quedan  completamente  aisla- 
das del  lugar  llamado  "El  Chagüital"  que 
es  muy  distinto  a  "El  Terreno  Escondido" 
y  en  "El  Chagüital"  sí  queda  ubicada  una 
parcela  con  extensión  de  siete  manzanas 
que  perteneció  a  Pedro  López,  vendedor  de 
Pedro  Aguirre,  con  los  linderos  que  ex- 
presa y  noventa  brazadas  de  cercos  de  pie- 
dra y  el  resto  de  ramas;  que  Manuel  Gui- 
llermo Berganza  últimamente  ha  preten- 
dido introducirse  a  la  parcela  que  se  des- 
cribe al  principio,  la  cual  en  ningún  tiem- 
po le  ha  correspondido  a  él  ni  a  Pedro  Ló- 
pez ni  a  Pedro  Aguirre  y  les  consta  lo  que 
declaran  por  ser  vecinos  del  Municipio  de 
San  Pedro  Pínula  y  conocedores  de  los  in- 
muebles relacionados.  Solamente  el  últi- 
mo de  los  testigos  mencionados  declaró 
que  no  le  constaba  ni  sabia  nada  de  lo  con- 
tenido en  el  interrogatorio.  Nenguno  de 
estos  testigos  fué  repreguntado  por  la  par- 
te contraria.  Segundo.  Todos  los  docu- 
mentos a  que  se  ha  hecho  referencia  en 
sus  diferentes  solicitudes;  habiendo  pedi- 
do, además,  que  la  Jefatura  Política  in- 
formara sobre  si  es  cierto  que  él  ha  he- 
cho denuncia  de  los  excesos  que  puedan 
haber  en  su  terreno. 

Pruebas  del  demandado:  La  de  los  tes- 
tigos Clemente  López,  Juan  Trabanino, 
Vicente  Sáens,  Rafael  Lemus,  Felipe  San- 
tiago y  Rafael  Sandoval,  quienes  contes- 
taron afirmativamente  a  todas  las  pre- 
guntas del  interrogatorio,  el  cual  com- 
prende los  puntos  encaminados  a  estable- 
cer: que  el  terreno  que  fué  de  Pedro  López, 
después  de  Pedro  Aguirre,  a  continuación 
de  Rosalina  viuda  de  Aguirre  y  por  último 
del  demandado,  jamas  ha  sido  poseído  por 
Pablo  Enamorado;  está  situado  en  el  lu- 
gar del  "Chagüital"  del  "Terreno  Escondi- 
do", el  cual  desde  muchos  años  antes  está 
cercado  de  piedras  y  alambre  espigado, 
siendo  cultivado  por  Guillermo  Berganza 
desde  el  año  mil  novecientos  treinta  y  uno 
sin  que  haya  sido  inquietado  por  ninguna 
persona;  que  el  terreno  de  Pablo  Enamo- 
rado tiene  una  extensión  mucho  mayor 
que  la  que  le  corresponde  legalmente  (una 
caballería  y  media  dijeron  los  testigos); 
que  Enamorado  ni  sus  antecesores  tuvie- 
ron posesión  en  su  terreno  y  que  les  cons- 
ta lo  dicho  por  ser  vecinos  y  conocedores 
de  dichos  lugares.  Aúnque  estos  testigos 
fueron  repreguntados,  sus  respuestas  no 


alteran  en  esencia  sus  declaraciones.  A  so- 
licitud del  demandante  se  hizo  constar 
por  medio  de  informe  de  la  secretaría  del 
tribunal  que  en  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro,  se  inició  causa  contra 
Vicente  Sáens  Orellana  por  triple  delito 
de  hurto  de  semovientes,  habiendo  sido 
condenado  a  sufrir  ocho  meses  de  arresto 
mayor  por  cada  delito,  fallo  que  fué  con- 
firmado por  la  Sala  jurisdiccional;  Rafael 
Sandoval  fué  procesado  por  allanamiento 
de  morada,  parricidio  y  homicidio,  estos 
dos  últimos  delitos  cometidos  en  las  per- 
sonas de  Gabriela  Sandoval  de  Sandoval 
y  Encarnación  López  respectivamente, 
siendo  absuelto  del  cargo  en  cuanto  al  alla- 
namiento y  de  la  instancia  por  los  otros 
dos;  y  que  el  mismo  Rafael  Sandoval  fué 
procesado  por  falso  testimonio,  siendo  con- 
denado a  sufrir  la  pena  de  dos  meses  de 
arresto  menor.  También  fué  procesado 
este  individuo  por  hurto  de  semovientes 
sin  que  haya  podido  encontrarse  la  causa, 
aúnque  sí  aparece  consignada  en  el  inven- 
tario. La  inspección  ocular  solicitada  por 
ambas  partes  no  pudo  practicarse. 

Vencido  el  término  de  prueba  y  agrega- 
das a  los  autos  las  producidas,  se  corrie- 
ron los  traslados  de  ley,  presentando  am- 
bas partes  sus  alegatos.  Sostiene  el  de- 
mandante que  después  de  fenecidos  los 
juicios  ordinarios  acumulados  de  propie- 
dad y  nulidad  sostenidos  entre  él  y  Euge- 
nio Berganza,  apareció  Berganza  Cerna 
con  la  pretensión  de  ser  él  poseedor  de  una 
porción  de  siete  manzanas  que  adquirió 
por  compra  a  Rosalina  Berganza  viuda  de 
Aguirre,  aseveración  que  es  falsa  por  que 
tal  posesión  y  propiedad  le  pertenece  por 
estar  comprendida  dentro  de  las  compra- 
ventas que  hizo  a  la  sucesión  de  Geróni- 
mo Gómez  y  José  de  los  Santos  del  mismo 
apellido;  que  la  certificación  presentada 
por  Guillermo  Berganza  en  apoyo  de  sus 
pretensiones,  consistente  en  la  certifica- 
ción del  fallo  proferido  en  el  juicio  pose- 
sorio que  Enamorado  siguió  con  Eugenio 
Berganza,  nada  tiene  que  ver  ni  hacer  en 
estas  acciones;  que  las  pruebas  por  él  pre- 
sentadas consisten  en  todos  los  documen- 
tos ya  relacionados  asi  como  las  declara- 
ciones de  seis  testigos  de  entera  conformi- 
dad con  el  interrogatorio  presentado.  Ade- 
más fueron  propuestas  y  no  practicadas 
otras,  como  son  una  inspección  ocular  con 
asistencia  de  expertos,  y  que  se  trajeran 
a  la  vista  los  juicios  fenecidos  sobre  dere- 
chos en  el  mismo  terreno  seguidos  con  Eu- 
genio Berganza  por  acciones  sumaria, 
plenaria  y  ordinarias,  de    despojo,  pose- 
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sión,  y  propiedad  y  nulidad  respectiva- 
mente en  donde  constan  documentos,  ins- 
cripciones y  pasajes  que  unidas  a  las 
pruebas  presentadas  dan  en  tierra  con  las 
pretensiones  de  Guillermo  Berganza;  que 
el  documento  otorgado  por  Pedro  López 
como  vendedor  de  Pedro  Aguirre  se  refie- 
re a  un  terreno  situado  en  el  lugar  "El 
Chagüital";  y  que  los  testigos  adolecen  de 
las  tachas  siguientes:  Trabanino  además 
de  su  condición  de  comodín  en  los  asun- 
tos relacionados  con  el  terreno  "Terrero 
Escondido",  como  Juez,  experto  y  testigo 
no  resulta  ser  imparcial.  Vicente  Sáens 
no  resulta  aceptable  dada  su  mala  con- 
ducta por  haber  sido  condenado  y  no  ab- 
suelto  como  él  dijo,  por  hurto  de  semo- 
vientes; Clemente  López  confesó  ser 
arrendatario  de  Berganza  Cerna  en  el  te- 
rreno discutido;  Felipe  Santiago  también 
es  mozo  asalariado  del  mismo;  y  Rafael 
Sandoval,  también  es  de  mala  conducta 
como  se  justifica  con  el  cúmulo  de  proce- 
sos que  se  le  han  seguido.  Respecto  de  la 
acción  de  propiedad,  dice  que  no  puede 
estar  mejor  probada  con  las  escrituras 
públicas. 

El  demandado  asegura  haber  demostra- 
do lo  contrario  de  las  afirmaciones  del 
actor  por  medio  del  documento  de  venta  a 
su  favor;  la  inspección  ocular  practicada 
con  acta  y  plano  formulado  por  el  Juez  de 
Paz  de  Pinula,  pues  las  colindancias  tan- 
to de  los  terrenos  de  su  contraparte  como 
del  suyo,  son  muy  distintas  y  están  com- 
pletamente separados  por  cercas  antiguas 
de  alambre;  que  desde  que  se  les  dió  po- 
sesión a  doña  Rosalina  B.  de  Aguirre  y 
Eugenio  Berganza  con  motivo  del  juicio 
de  despojo  que  siguieron  contra  Enamora- 
do, éstos  no  volvieron;  a  ser  inquietados  y 
desde  entonces  fué  cercado  el  predio  por 
todos  sus  rumbos,  cultivado  y  usado  como 
propio;  que  aún  cuando  este  terreno  no 
formaba  parte  del  que  se  disputaban  E- 
namprado  y  Eugenio  Berganza,  por  estar 
separado  del  "Terreno  Escondido"  si  está 
unido  a  él  como  colindante  siendo  recono- 
cido con  el  nombre  de  "El  Chagüital"  del 
"Terrero  Escondido".  Objeta  las  declara- 
ciones de  los  testigos  del  actor  y  pidió  por 
último  que  se  trajera  a  la  vista  el  proceso 
que  por  usurpación  siguió  contra  el  apo- 
derado de  Enamorado  señor  Palacios  y 
compañeros  en  el  cual  aparece  otra  acta  de 
inspección  ocular. 

Aunque  "para  mejor  fallar"  se  mandó 
por  el  Juez  que  se  practicara  la  inspección 
ocular  que  estaba  pendiente,  no  fué  posi- 
ble llevarla  a  efecto  dentro  del  término  de 


quince  días  señalados,  por  lo  que,  con  fe- 
cha veintiocho  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos treintiseis,  se  dictó  sentencia 
estimándose  que  no  se  estableció  que  la 
parcela  que  compró  Manuel  Guillermo 
Berganza  a  Rosalina  Berganza  viuda  de 
Aguirre  esté  comprendida  en  los  predios 
que  coresponden  a  Enamorado  y  Quijada, 
ya  que  la  prueba  testimonial  contradicto- 
ria rendida  por  ambas  partes  no  produce 
prueba  por  ser  los  testigos  iguales  en  nú- 
mero y  circunstancias,  motivo  por  los  cua- 
les, sin  especial  condenación  en  costas 
fué  absuelto  de  la  demanda  el  primero  de 
los  nombrados. 

Interpuesto  por  el  actor  el  recurso  de 
apelación,  y  tramitada  la  segunda  instan- 
cia como  corresponde,  se  dictó  con  fecha 
veintidós  de  febrero  del  corriente  año  la 
sentencia  que  se  examina,  porque,  como 
se  dijo  al  principio,  fué  interpuesto  el  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley, 
denunciándose  como  infringidos  en  cuan- 
to a  la  posesión  los  artículos  siguientes: 
410  y  428  inciso  lo.  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  relativos  a  las 
declaraciones  de  testigos;  y  en  cuanto  a 
la  propiedad,  los  artículos  277,  281,  282  y 
269  inciso  lo.,  433  y  388,  259,  386,  430  y  431 
del  mismo  Código;  389  y  479  del  Código 
Civil. 

Pedidos  los  antecedentes  que  sirvieron 
de  base  a  las  sentencias  que  pusieron  fin 
al  juicio,  y  señalado  día  para  la  vista,  es 
el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO : 

Dos  son  las  acciones  que  Pablo  Enamo- 
rado Quijada  por  medio  de  sus  apodera- 
dos sometió  al  conocimiento  y  resolución 
de  los  tribunales,  contra  M.  Guillermo  Ber- 
ganza Cerna,  y  consisten:  primera,  en  ía 
posesión  de  un  terreno  de  siete  manzanas 
de  extensión  situado  en  el  Municipio  de 
San  Pedro  Pinula;  y  segunda,  la  de  pro- 
piedad del  mismo  inmueble. 

Para  justificar  estas  acciones,  se  pre- 
sentaron por  ambas  partes  declaraciones 
de  testigos,  actas  de  inspecciones  oculares 
y  documentos  privados  con  firmas  legali- 
zadas; así  como  documentos  públicos  por 
parte  del  actor. 

Como  la  acción  posesoria,  por  sí  sola,  no 
da  lugar  a  un  recurso  de  casación,  debe  ser 
tratada  en  el  presente  caso  como  conse- 
cuencia directa  de  la  de  propiedad. 

Se  fundan  estas  acciones,  como  se  ha 
dicho,  en  las  escrituras  públicas  autoriza- 
das por  los  Notarios  Leopoldo  Sandoval  y 
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Jorge  A.  Serrano,  por  virtud  de  las  cua- 
le  Rubén  Salazar  compró  los  derechos  que 
corresponden  a  Paulina,  Basilia  e  Isabel 
Gómez  y  Ana  María  Gómez  v.  de  Gómez, 
en  el  terreno  llamado  "Terrero  Escondi- 
do", título  que  fué  debidamente  inscrito 
en  el  Registro. 

Se  fundan,  además,  en  los  documentos 
privados  con  firmas  legalizadas  por  el 
Notadio  Daniel  Menéndez,  relativos  a  ven- 
tas de  treintidós  y  siete  manzanas  que  res- 
pectivamente hicieron  Cornelia  Santiago 
viuda  de  Gómez  y  sus  hijos  Nemesio,  Eli- 
gía, Isabel  y  Gregoria  Gómez  Santiago;  y 
Encarnación  Gómez  a  Pablo  Enamorado, 
determinándose  en  cada  caso  los  corres- 
pondientes linderos. 

A  pesar  de  quedar  establecido  por  me- 
dio de  los  documentos  relacionados  el  de- 
recho que  asiste  al  señor  Enamorado,  el 
valor  probatorio  de  los  mismos,  no  llega  a 
evidenciar  que  dentro  de  la  superficie  a 
que  ellos  se  refieren  esté  comprendida  la 
porción  que  se  disputa  a  Manuel  Guiller- 
mo Berganza;  pues  estando  amparado  és- 
te, con  otro  documento,  también  legaliza- 
do, habría  sido  necesario  que  de  otra  ma- 
nera se  identificaran  los  terrenos  a  que 
tales  documentos  se  refieren;  lo  que  no 
pudo  "obtenerse  durante  la  sustanciación 
del  juicio  y  en  tal  virtud,  no  estando  pro- 
bada la  acción,  no  han  podido  infringir 
se  los  artículos  277,  281,  282  y  269  inciso 
lo.  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  cierto  que  los  testigos  de 
la  parte  actora,  declararon  que  el  terre- 
no del  cual  pretende  tener  derecho  Ma- 
nuel Guillermo  Berganza  Cerna  pertene- 
ce y  ha  pertenecido  desde  hace  muchos 
años  a  Pablo  Enamorado,  y  que  Berganza 
tiene  derecho  pero  en  otro  terreno  que  él 
compró  a  Pedro  López,  en  el  lugar  llamado 
"El  Chagüital",  muy  distinto  a  "El  Terre- 
no Escondido".,  también  lo  es  que  no  sola- 
mente con  los  testigos  hábiles  de  Berganza 
sino  con  otras  pruebas  se  llega  a  desvir- 
tuar aquella  afirmación,  como  son  las  si- 
guientes: a)  cuando  se  dió  la  posesión 
del  terreno  a  Pablo  Enamorado  por  vir- 
tud del  juicio  de  despojo  seguido  con  Eu- 
genio Berganza,  éste  último  hizo  constar 
en  el  acta  que  se  levantó,  que  el  terreno 
revisado  no  pertenecía  en  su  totalidad  a 


Enamorado,  sino  que  también  tenían  de- 
rechos en  él,  Daniel  Berganza  y  Rosalina 
viuda  de  Aguirre,  (vendedora  de  Manuel 
Guillermo    Berganza    O.);  b)    el  testigo 
Juan  Nájera  al  contestar  la  décima  pre- 
gunta del  interrogarlo  presentado  por  el 
actor,  afirmó  que  entre  el  terreno  de  Pa- 
blo Enemorado  y  el  de  Guillermo  Bergan- 
za existe  un  cerco  de  por  medio;  c)  en  la 
inspección  ocular  practicada  por  el  Juez 
de  Paz"  de  Pinula,  estando  presentes  los 
interesados  y  con  asistencia  de  los  Regi- 
dores Segundo  y  Séptimo,  se  hizo  constar 
que  el  terreno  de    Berganza  Cerna  tiene 
cercos  de  alambre  y  piedra  que  lo  divide 
del  resto  perteneciente  a  Enamorado,  sin 
que  en  esa  ocasión  este  último  haya  seña- 
lado el  lugar  llamado  "El  Chagüital"  en 
donde  estuviera    ubicado  el    terrono  que 
Berganza  comprara  a  Pedro  López;  d)  el 
propio    demandante    ha    señalado  como 
lindero  de  uno  de  sus  terrenos,  por  el  rum- 
bo Norte,  a  Pedro  López,  lo  que  quiere  de- 
cir que  éste  último  colinda  por  el  Sur  con 
las  tierras  de  Enamorado,  es  decir,  que 
ambos  son  colindantes;  y  en  consecuencia 
no  es  verdad  que  el  terreno  en  el  cual  sos- 
tiene tener  derecho  Berganza  Cerna,  que 
es  el  que  pertenecía  a  Pedro  López,  esté  si- 
tuado en  lugar  distinto  y  ajeno  al  "Terre- 
ro Escondido";  e)  hay  constancia  autén- 
tica de  que  Pablo  Enemorado  fué  conde- 
nado a  desocupar  un  terreno  pertenecien- 
te a  Rosalina  Berganza  v.  de  Aguirre,  po- 
niéndose a  ésta  en  posesión,  sin  que  se  ha- 
ya demostrado  que  tal  terreno  es  distinto 
del  que  Manuel  Guillermo  Berganza  sos- 
tiene que  le  pertenece  como  comprado  a 
la  expresada  señora;  y  f)  por  medio  del 
contenido  en  el  acto  de  inspección  judicial 
que  se  ha  mencionado,  así  como  con  las 
declaraciones  de  los  testigos  hábiles,  del 
demandado,  está    comprobado    que  Pablo 
Enamorado  tiene  una  porción  de  terreno 
mucho   mayor   de  la  que  le  corresponde 
conforme  lo  indican  los  documentos  públi- 
cos y  privados  que  lo  amparan;  y  queda 
corroborado  con  la  circunstancia  de  que  él 
mismo  afirma  que  ha  presentado  solicitud 
a  la  Sección  de  Tierras  o  Jefatura  Políti- 
ca, denunciando  excesos.   En  virtud  de  lo 
que  queda  relacionado,  no  es  posible  te- 
ner como  plenamente  comprobado  el  de- 
recho que  pretende  tener  el  actor  sobre  la 
porción  de  terreno  circulada  de  alambre  y 
piedra  que  le  disputa  a  Manuel  Guillermo 
Berganza;  y  en  consecuencia  tampoco  pue- 
de tenerse  como  infringido  el  artículo  259 
del    Código    de    Enjuiciamiento    Civil  y 
Mercantil. 
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CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  410  y  428  inciso  lo.  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til, han  sido  denunciados  como  infringidos 
porque  el  tribunal  sentenciador  apreció  lo 
expresado  por  algunos  de  los  testigos  de 
la  parte  contraria,  a  pesar  de  que  no  dan 
razón  de  sus  dichos,  dejándose  de  apreciar 
los  de  la  parte  actora,  quienes  sí  dieron 
razón  de  todo  lo  que  manifestaron,  que- 
dando comprobada  con  esto  la  acción  de 
posesión,  estando  corroborada  con  la  es- 
critura a  favor  de  Eugenio  Berganza  en 
rebeldía  de  Victoriano  Gómez,  con  el  pla- 
no y  respectiva  aeta  de  la  inspección  ocu- 
lar, y  con  la  certificación  de  documentos 
que  se  han  referido  anteriormente. 

No  es  verdad  que  la  sentencia  que  se  exa- 
mina se  funde  en  las  declaraciones  de  los 
testigos  de  la  parte  reo,  y  que  se  haya  de- 
jado de  apreciar  las  del  actor,  sino  que 
claramente  se  consignó  en  los  consideran- 
dos, que  las  acciones  ejercitadas  no  se  lle- 
garon a  probar,  porque,  en  cuanto  a  la  pro, 
piedad,  si  bien  es  cierto  que  se  presentaron 
dos  escrituras  públicas  registradas,  "tam- 
bién lo  es  que  no  consta  de  manera  que  no 
deje  lugar  a  duda,  que  esté  incluido  en 
tales  documentos  el  terreno  disputado;  y 
en  cuanto  a  la  posesión,  por  no  producir- 
prueba  el  dicho  de  los  únicos  tres  testigos 
que  declararon  por  cada  parte,  ya  que  son 
iguales  en  número  y  están  en  idénticas 
circunstancias". 

Ya  se  dijo  al  principio  que  la  acción  po- 
sesoria no  podría  fundamentar  por  sí  sola 
el  recurso  de  casación;  y  como  la  prueba 
de  testigos  se  refiere  exclusivamente  a 
ella,  no  estando  comprobado  legalmente 
la  propiedad,  por  parte  del  actor,  no  cabe 
la  infracción  de  los  artículos  mencionados 
al  principio  ni  de  los  siguientes:  388,  433, 
386,  430,  431  del  mismo  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  existe  violación  alguna  de 
los  artículos  389  y  479  del  Código  Civil;  el 
primero  porque  siendo  el  recurrente  el 
que  interpuso  la  demanda,  no  puede  esti- 
marse que  no  ha  sido  citado  al  juicio  por 
el  mismo  promovido;  y  si  la  resolución 
le  ha  sido  desfavorable,  no  por  eso  puede 
colocarse  en  la  situación  que  el  artículo 
señala;  y  el  segundo  porque  con  la  reso- 
lución dictada  no  se  causa  ninguna  alte- 
ración de  la  definición  y  concepto  que 
acerca  de  la  posesión  de  las  cosas  explica 
la  mencionada  disposición  legal. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  452  y  521  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  232  y 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
estimando  que  la  resolución  recurrida  es- 
tá arreglada  a  derecho,  desestima  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  y  condena 
al  que  lo  interpuso  al  pago  de  las  costas 
del  mismo  y  a  una  multa  de  sesenta  quet- 
zales, que  en  caso  de  no  pagarse  será  sus- 
tituida con  prisión  de  treinta  días  a  razón 
de  dos  quetzales  cada  uno.  Notifíquese, 
repóngase  el  papel  en  la  forma  de  ley,  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  doña  Ma- 
ría Luisa  López  viuda  de  Arenales,  con- 
tra "The  United  Fruit  Company". 

DOCTRINA:  La  prescripción  debe  contar- 
se desde  el  dia  en  que  se  produjo  el  da- 
ño, gí  no  se  ha  dictado  en  la  causa  sen- 
tencia firme  condenatoria,  y  en  el  caso 
de  haberse  pronunciado  ésta,  la  fecha  del 
fallo  será  el  punto  de  partida  para  com- 
putarla. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  pronunciada  en 
el  juicio  ordinario  que  sobre  pago  de  una 
indemnización  por  accidente  ferroviario 
ha  seguido  doña  Maria  Luisa  López  v.  de 
Arenales  auxiliada  por  el  Abogado  Gui- 
llermo Vides,  contra  "The  United  Fruit 
Company"  representada  por  su  apodera- 
do Licenciado  José  Dolores  Mayorga. 

RESULTA: 

Que  doña  María  Luisa  v.  de  Arenales  se 
presentó  ante  el  Juez  de  la.  Instancia  de 
Izabal,  el  veintiocho  de  Marzo  del  año  re- 
tropróximo, manifestando:  que  el  diez  y 
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seis  de  Diciembre  del  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro,  daba  alimentación  a 
los  trabajadores  de  la  plantación  de  ba- 
nano de  "La  Inca",  perteneciente  a  la 
Compañía  ya  mencionada,  la  cual  le  su- 
ministraba los  víveres  necesarios;  pero  poí- 
no haberlo  hecho  en  la  fecha  indicada,  la 
compareciente  tuvo  que  ir  a  comprarlos 
en  un  tren  de  los  ferrocarriles,  y  con  auto- 
rización verbal  de  la  Compañía;  que  al  re- 
gresar el  tren  paró  y  los  hombres  bajaron 
rápidamente,  en  esos  momentos  el  maqui- 
nista voluntariamente  o  con  orden  del 
conductor  movió  los  carros  produciéndose 
un  choque,  a  consecuencia  del  cual  ella 
fué  arrojada  sobre  la  vía,  y  una  de  las  rue- 
das, le  cercenó  el  pie  izquierdo;  que  per- 
maneció'en  el  Hospital  de  Quiriguá  tres 
meses,  habiéndole  prescrito  el  médico  que 
tomara  diariamente  una  botella  de  vino 
de  "San  Rafael"  y  que  su  alimentación  se 
la  suministraran  fuera  del  establecimien- 
to y  a  su  costa;  que  pidió  un  pie  artificial, 
que  le  fué  colocado,  y  además  sufragó  otros 
gastos  de  su  propio  peculio  durante  el 
tiempo  que  estuvo  enferma,  y  también 
posteriormente;  y  ha  dejado  de  trabajar, 
perdiendo  su  tiempo  a  consecuencia  del 
accidente.  Que  como  la  Compañía  Frutera 
es  responsable  solidariamente  con  sus  em- 
pleados por  ese  daño,  y  como  su  acción  es- 
tá plenamente  probada  con  el  expediente 
que  se  formó  para  esclarecer  el  hecho  de 
que  se  trata,  se  presentaba  entablando  de- 
manda contra  la  mencionada  Compañía 
a  efecto  de  obtener  el  pago  de  la  corres- 
pondiente indemnización  fijada  por  ex- 
pertos, el  pago  de  sus  gastos,  las  costas,  y 
los  daños  que  le  ocasionen  por  no  pagar- 
le inmediatamente  la  indicada  Compañía; 
y  que  nombraba  como  experto  por  su  par- 
te, el  señor  Francisco  Romero  y  como  ter- 
cero para  el  caso  de  discordia,  a  don  Ar- 
turo Miranda;  citando  para  apoyar  su  ac- 
ción los  artículos  329  del  Decreto  número 
272,  2277  del  Código  Civil  de  1877;  lo.  y  4o. 
del  Decreto  Legislativo  número  1872;  187, 
189,  192  del  Decreto  1928;  81  y  106  del  De- 
creto número  2009. 

El  Licenciado  José  Dolores  Mayorga,  co- 
mo apoderado  de  "The  United  Fruit  Com- 
pany",  contestó  en  sentido  negativo  la  de- 
manda que  acaba  de  ser  relacionada  e  in- 
terpuso la  excepción  de  prescripción,  pi- 
diendo que  en  su  oportunidad  se  absolvie- 
ra a  la  parte  que  representaba,  declarando 
a  la  vez  prescrita  la  acción  entablada  y  por 
último,  que  fuese  condenada  en  costas  la 
demandante. 


El  juicio  fué  abierto  a  prueba  por  trein- 
ta días,  y  durante  ese  término,  la  actora 
presentó  las  que  a  continuación  se  expre- 
san: a)  declaraciones  de  Filadelfo  Quiñó- 
nez  y  Jesús  Guzmán,  quienes  manifesta- 
ron haber  salido  de  la  finca  "La  Inca'",  en 
compañía  de  la  señora  María  Luisa  López 
v.  de  Arenales,  y  de  otros  individuos,  en 
un  tren  destinado  a  transportar  balasto, 
con  el  objeto  de  conseguir  víveres,  y  a  su 
regreso,  a  cien  metros,  poco  más  o  menos, 
del  campamento  se  produjo  un  fuerte 
choque,  a  consecuencia  del  cual  cayó  di- 
cha señora,  y  desgraciadamente,  las  rue- 
das de  uno  de  los  carros,  le  cercenaron  un 
pie.  Tanto  Quiñónez,  como  Guzmán,  es- 
tán de  acuerdo  en  que  el  hecho  sucedió,  el 
diez  y  seis  de  Diciembre  del  año  mil  no- 
vecientos treinta  y  cuatro,  entre  dos  y  tres 
de  la  tarde,  poco  más  o  menos;  b)  infor- 
mes emititidos  por  el  Director  del  Hospital 
de  Quiriguá,  el  veintiocho  de  Mayo  y  tre- 
ce de  Junio  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis;  en  los  cuales  consta,  res- 
pectivamente, lo  que  sigue:  lo.  que  la  se- 
ñora María  Luisa  López  ingresó  al  men- 
cionado establecimiento,  el  día  diez  y  sie- 
te de  Diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  con  una  amputación  traumá- 
tica del  pie  izquierdo,  y  en  estado  de 
shock;  que  fué  admitida  con  "pase"  de  la 
Compañía  Frutera;  que  en  ese  Hospital  se 
le  amputó  un  pie;  que  tardó  su  trata- 
miento médico  cincuenta  y  siete  días;  se 
le  hizo  la  amputación  quirúrgica  de  la 
pierna  en  su  tercio  inferior;  que  la  seño- 
ra López  había  ingresado  varias  veces  al 
mencionado  hospital,  con  el  objeto  de  so- 
meterse a  un  tratamiento,  pues  padece  de 
ataques  epiléptiformes,  los  cuales  le  da- 
ban con  mucha  frecuencia  siendo  muy  po- 
sible que  en  el  momento  del  accidente,  a 
la  señora  López  le  hubiera  sobrevenido  uno 
de  eso  ataques,  a  consecuencia  de  los  cua- 
les perdía  el  conocimiento  y  que  tales  ata- 
ques eran  debidos  probablemente,  a  una 
lesión  luética  del  sistema  nervioso;  y  que 
meses  más  tarde,  dicha  señora  llegó  al 
Hospital  por  orden  de  Francisco  Romero 
para  que  se  le  pusiera  la  pierna  artificial, 
lo  cual  fué  hppho,  y  la  señora  López  salió 
del  establecimiento  usando  la  mencionada 
pierna  con  toda  satisfacción;  que  es  cier- 
to que  en  ese  Hospital  se  le  adaptó  a  doña 
María  Luisa  López  v.  de  Arenales  una  pier- 
na artificial,  cobrándole  por  la  misma, 
ciento  sesenta  quetzales  y  treinta  y  un 
centavos  de  quetzal,  habiendo  pagado  ade- 
más por  su  adaptación,  tres  quetzales, 
gastos  que  fueron  cubiertos  por  cuenta  de 
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dicha  señora;  c)  informe  emitido  por  don 
Víctor  Manuel  Rivera  T.,  oficial  notifica  - 
dor  de  la  Secretaría  de  Gobernación  y  Jus- 
ticia, por  medio  del  cual  se  hace  constar 
lo  que  sigue:  que  el  diez  y  seis  de  Septiem- 
bre del  año  mil  novecientos  treinta  y  cin- 
co, se  recibió  en  la  referida  Secretaría  pro- 
cedente de  la  Presidencia  de  la  República, 
un  memorial  que  presentó  ante  el  Jefe  del 
Poder  Ejecutivo  la  señora  María  Luisa 
López  v.  de  Arenales,  acerca  del  asunto  a 
que  se  refiere  y  habiéndose  oído  a  "The 
United  Fruit  Company",  y  por  no  haberse 
logrado  una  conciliación  entre  las  partes, 
el  trece  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  fué  remitido  el  memorial 
de  que  se  trata  juntamente  con  sus  ante- 
cedentes, al  Juzgado  de  Primera  Instan- 
cia del  Departamento  de  Izabal  para  lo 
que  hubiera  lugar;  y  d)  copia  certificada 
de  los  escritos  presentados  por  la  señora 
v.  de  Arenales  en  el  proceso  instruido,  con 
motivo  del  accidente  que  se  deja  ya  rela- 
cionado, contra  Eleuterio  Alvarez  y  José 
Luis  Valdés.  Un  día  después  de  vencido  el 
término  probatorio,  el  experto  de  la  parte 
actora  don  Francisco  Romero  Vila  dicta- 
minó en  el  sentido  de  que  la  Compañía 
Frutera  debía  pagar  a  la  señora  viuda  de 
Arenales  la  cantidad  de  dos  mil  quinien- 
tos quetzales,  como  indemnización  por  la 
pérdida  de  su  pié.  La  actora  pidió  tam- 
bién que  se  practicara  un  reconocimiento 
en  su  persona  para  establecer:  lo.  si  efec- 
tivamente le  falta  el  pié  y  parte  de  la  pier- 
na izquierda;  y  2o.  si  tiene  adaptada  una 
pierna  y  pié  artificiales,  y  aún  con  ese 
artefacto,  le  es  muy  difícil  la  locomoción. 
Para  la  práctica  de  dicha  diligencia  se 
había  señalado  el  día  diez  de  Junio  (1936) 
pero  ya  no  fué  llevada  a  cabo  a  causa  de 
haber*  concluido  el  término  probatorio,  el 
cinco  del  precitado  mes,  según  consta  en 
la  razón  puesta  por  la  Secretaría  del  Juz- 
gado, que  obra  a  los  folios  ocho  vuelto  y 
nueve  frente  del  juicio. 

El  apoderado  de  la  Compañía  Frutera 
solicitó  que  la  señora  López  v.  de  Arenales, 
ratificara  su  escrito  de  demanda,  en  cuan- 
to se  refiere  a  la  fecha  en  que  ella  asegu- 
ra, que  acaeció  el  accidente  tantas  veces 
mencionado.  Esta  diligencia  fué  practi- 
cada el  treinta  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  y  al  efectuarse,  la  deman- 
dante expuso:  que  solamente  hace  constar 
que  el  accidente  ferroviario  a  que  su  de- 
manda se  refiere,  fué  el  diez  y  seis  de  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro, habiendo  ella  ingresado  al  Hospital 
de  Quiriguá,  el  diez  y  siete  del  mismo  mes 
y  año. 


Para  mejor  fallar  fueron  practicadas 
las  diligencias  que  siguen:  a)  el  experto 
don  Francisco  Romero  ratificó  su  dicta- 
men. Don  Francisco  de  León  Arce,  peri- 
to nombrado  en  rebeldía  de  la  parte  de- 
mandada, y  el  Doctor  Francisco  Rimóla, 
designado  en  la  misma  forma,  como  terce- 
ro en  discordia,  dictaminaron:  el  señor 
de  León  Arce,  que  la  Compañía  debía  in- 
demnizar a  la  señora  viuda  de  Arenales 
con  la  suma  de  quinientos  quetzales  te- 
niendo en  consideración:  lo.)  que  dicha 
señora  se  dedicaba  a  la  cocina;  2o.)  el 
tiempo  que  perdió  en  su  curación;  y  3o.) 
los  gastos  que  hizo  para  adquirir  la  pier- 
na artificial.  Y  el  Doctor  Rimóla  estimó 
que  la  indemnización  que  correspondía  a 
la  mencionada  señora  es  de  ochocientos 
quetzales;  y  b)  el  Secretario  del  Juzgado 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de  Iza- 
bal, certificó  los  pasajes  correspondientes 
al  proceso  instruido  contra  José  Luis  Val- 
dez  Villatoro  y  Eleuterio  Alvarez  Ruíz  por 
el  delito  de  lesiones  causadas  por  impru- 
dencia temeraria.  Consta  en  esos  autos: 
que:  las  primeras  diligencias  fueron  ini- 
ciadas en  el  Juzgado  de  Paz  de  Puerto  Ba- 
rrios, a  la¿  diez  y  ocho  horas  del  diez  y 
seis  de  Diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro;  y  que  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  primero  de  Febre- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  im- 
probó el  auto  en  virtud  del  cual,  el  Juez 
del  Departamento  que  se  deja  ya  mencio- 
nado, sobreseyó  de  una  manera  definitiva 
el  referido  proceso,  fundándose  en  que  tal 
hecho  se  había  originado  de  una  manera 
casual. 

El  mencionado  funcionario  dió  fin  al 
juicio  civil  declarando;  lo.  procedente  la 
exepción  perentoria  de  prescripción  inter- 
puesta por  la  parte  demandada;  2o.  que 
absuelve  a  "The  United  Fruit  Company" 
de  la  demanda;  y  3o.  que  no  hay  especial 
condena  en  costae. 

Elevados  los  antecedentes  a  la  Sala 
jurisdiccional  por  haber  apelado  la  señora 
María  Luisa  López  viuda  de  Arenales,  la 
mencionada  Sala,  el  diez  y  nueve  de  Oc- 
tubre del  año  retropróximo,  confirmó  en 
todas  sus  partes  la  sentencia  de  primer 
grado,  fundándose  en  que  la  prescripción 
está  consumada,  pues  no  se  interrumpió 
por  las  gestiones  hechas,  tanto  en  el  jui- 
cio criminal,  como  en  la  vía  administra- 
tiva, y  no  era  óbice  para  entablar  la  ac- 
ción, el  hecho  de  haberse  adaptado  la  su- 
sodicha señora  una  pierna  artificial,  mu- 
cho tiempo  después  de  haberle  sido  ampu- 
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tado  el  pié,  ni  está  catalogada  la  falta  de 
miembros  para  la  locomoción,  entre  los 
casos  que  interrumpen  la  prescripción. 

La  señora  María  Luisa  López  viuda  de 
Arenales,  con  auxilio  del  Abogado  Guiller- 
mo Vides  Castañeda,  interpuso  contra  este 
último  pronunciamiento,  el  recurso  extra- 
ordinario de  casación  denunciando  como 
violados  los  artículos  1068  inciso  lo.;  1060, 
1064,  1065,  1069  inciso  2o.,  del  Código  Civil 
(Decreto  1932);  XI,  XV,  171,  Decreto 
1862;  lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  y  7o.  del  Decreto  Le- 
gislativo 1827. 

La  señora  López  viuda  de  Arenales  ha 
alegado,  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue: 
que  la  verdad  de  los  hechos  ha  sido  plena- 
mente reconocida  por  los  Tribunales  de 
Primera  y  Segunda  Instancia,  de  consi- 
guiente la  conclusión  de  la  prueba  testifi- 
cal y  documental  arroja  somo  corolario, 
las  cuestiones  siguientes:  que  en  el  lugar, 
fecha  y  hora  que  quedan  comprobados 
caminaba  en  un  tren  cargado  de  balasto 
de  la  referida  Compañía  que  su  caída  se 
debió  a  la  poca  precaución  que  tomaron 
los  conductores  del  ferro-carril.  Acciden- 
te de  tránsito  que  desde  luego  queda  bajo 
el  imperio  del  Decreto  Legislativo  número 
1827.  Que  tanto  por  las  gestiones  que  ha 
hecho  en  el  orden  administrativo, .  como 
por  el  impedimento  que  sufrió,  ed  inadmi- 
sible la  excepción  propuesta  por  la  parte 
demandada,  por  las  razones  que  a  conti- 
nuación se  expresan:  a)  la  imposibilidad 
física  en  que  se  mantuvo  seis  meses  des- 
pués de  ocurrido  el  accidente  ferroviario. 
Esta  imposibilidad  física  anula  toda  volun- 
tad y  capacidad  necesaria  para  el  ejercicio 
de  los  derechos,  pues  la  persona  que  se 
encuentra  en  un  hospital  sufriendo  las 
consecuencias  de  una  lesión  grave  y  a 
quien  ha  sido  indispensable  operar,  está 
en  tal  incapacidad,  que  no  puede  exigirse- 
le  que  haga  uso  de  sus  derechos,  precisa- 
mente cuando  se  encuentran  inactivos  los 
atributos  de  la  personalidad  humana.  El 
artículo  1068  del  Código  Civil,  en  su  inciso 
primero  determina  que  la  prescripción  no 
corre  contra  los  incapacitados  y  el  con- 
cepto de  referencia  debe  alcanzar  también 
a  los  que  padecen  de  una  anulación  com- 
pleta de  la  actividad.  El  artículo  171  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poden  Judicial,  es- 
tablece que  los  términos  no  deben  correr 
cuando  media  un  impedimento  calificado 
y  notorio,  y  mayor  calificación  de  tal  im- 
pedimento, el  que  ella  sufrió  no  puede 
esperase.  Que  el  año  de  la  prescripción 
debe  ser  contado  desde  el  dos  de  Agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco  que  ya 
con  la  pierna  artificial,  pudo  aunque  en 


forma  muy  penosa,  usar  de  la  facultad  de 
la  locomoción,  tan  indispensable  como  la 
vida  del  sujeto,  para  hacer  valer  sus  dere- 
chos en  forma  normal  y  ordinaria,  ya  que 
las  disposiciones  legales,  son  dictadas  pa- 
ra el  factor  humano  en  la  posibilidad  de 
cumplirlas.  El  impedimento  fué  un  hecho 
consecutivo  del  propio  accidente  y  no  de 
un  acto  surgido  de  su  deliberada  volun- 
tad; y  b)  que  su  gestión  en  el  orden  ad- 
ministrativo y  en  el  orden  penal  la  man- 
tuvo en  pié,  lo  cual  se  demuestra  con  los 
documentos  que  obran  en  autos  y  que  dan 
a  conocer  sin  lugar  a  duda  que  constante- 
mente dirigía  solicitudes  a  las  autorida- 
des en  el  sentido  de  reclamar  la  indemni- 
zación correspondiente;  lo  que  también 
implica  que  no  hizo  el  abandono  que  la 
otra  parte  presume,  ni  tuvo  el  propósito 
de  olvidar  sus  derechos  o  condenarle  1&. 
obligación  a  la  Compañía  Frutera,  Estas 
numerosas  gestiones  interrumpen  la  pres- 
cripción pues  deben  equipararse  a  una  de- 
manda judicial,  de  conformidad  con  el 
artículo  1069  inciso  2o.  del  Código  Civil. 

El  representante  de  la  parte  demanda- 
da impugnó  el  recurso,  poniendo  de  mani- 
fiesto su  improcedencia,  al  entrar  al  exa- 
men de  cada  una  de  las  disposiciones  que 
el  recurrente  denunció  como  quebranta- 
das. 

CONSIDERANDO : 

Que  del  diez  y  seis  de  Diciembre  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
en  que  un  tren  cargado  de  balasto  le  cer- 
cenó el  pié  izquierdo  a  doña  María  Luisa 
López  viuda  de  Arenales,  al  veintiocho  de 
Marzo  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
en  que  dicha  señora  entabló  su  demanda, 
había  transcurrido  mucho  más  del  térmi- 
no señalado  por  la  ley  para  que  puedan 
ser  ejercitadas  las  acciones  que  se  origi- 
nen de  daños  causados  a  las  personas;  ra- 
zón por  la  cual  la  acción  entablada  por  la 
parte  actora  debe  de  estimarse  prescrita. 
Y  esta  prescripción  no  fué  interrumpida 
por  las  gestiones  administrativas,  que  in- 
voca la  demandante,  toda  vez  que  para 
hacer  efectivos  sus  derechos,  optó  por  la 
vía  civil,  y  como  esta  tiene  normas  que  re- 
gulan de  manera  especial  el  ejercicio  de 
las  acciones  que  se  promuevan,  las  suso- 
dichas normas  son  las  que  deben  seguir- 
se, y  por  lo  tanto,  es  improcedente  hacer 
aplicación  de  otras  disposiciones  legales 
so  pretexto  de  interpretar  su  espíritu  o 
aplicarlas  por  analogía.  En  efecto,  las 
mencionadas  gestiones  no  pueden  ser  con- 
sideradas como  una  verdadera  demanda, 
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ya  que  esta  debe  de  presentarse  ante  el 
Juez  competente  y  con  todos  los  requisi- 
tos que  determina  el  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil.  En  cuanto,  a 
las  solicitudes  hechas  por  la  señora  López 
viuda  de  Arenales  en  el  proceso  que  se 
inició  el  diez  y  seis  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  por  el  Juez 
de  la.  Instanca  del  Departamento  de  Iza- 
bal,  fuera  de  lo  que  se  deja  ya  expuesto, 
procede  estimar  que  la  acusacióu  la  enta- 
bló dicha  señora  contra  los  que  resultaran 
culpables  del  accidente,  al  ser  conducida  la 
máquina  número  diez  de  la  Compañía  Fru- 
tera por  la  línea  férrea  de  "Esquimo"  a  "La 
Inca";  y  que  por  otra  parte,  el  proceso  aún 
no  está  terminado,  y  mientras  este  no  se 
concluya,  es  evidente  que  no  puede  estable- 
cerse si  las  personas  acusadas  son  o  no  res- 
ponsables criminalmente  de  los  daños  que 
se  causaron  con  motivo  del  choque  de  los 
carros  de  la  máquina  número  diez,  y  a 
consecuencia  del  cual  fué  a  caer  sobre  la 
línea  férrea  la  señora  López  viuda  de  Are- 
nales. 

Que  la  incapacidad  establecida  en  f.l 
inciso  primero  del  artículo  1068  del  Decre- 
to Legislativo  1932,  comprende  a  las  per- 
sonas que  por  alguno  de  los  tres  motivos 
que  el  mismo  Cuerpo  de  Leyes  exprese  se 
encuentren  suspensas  en  su  capacidad  ci- 
vil; y  aún  en  este  caso,  la  prescripción  no 
corre  contra  ellas  ni  contra  los  menores, 
pero  solamente  durante  el  tiempo  que  ca- 
rezcan de  representación  legal  constitui- 
da; en  consecuencia  es  inadmisible  la  cau- 
sal alegada  por  la  parte  recurrente  acer- 
ca de  este  particular,  por  fundarse  en  un 
impedimento  que  no  tomó  en  cuenta  el 
Legislador  para  casos  como  el  que  ha  da- 
do origen  a  la  controversia  tantas  veces 
mencionada. 

La  prescripción  debe  estimarse  con- 
sumada con  el  tiempo  transcurrido  desde 
el  día  en  que  fué  causado  el  daño,  pues  la 
ley  solamente  requiere  la  concurrencia  de 
aquella  circunstancia;  y  procede  contarla 
desde  la  fecha  en  que  se  produjo  el  daño, 
por  no  existir  aún  sentencia  firme  conde- 
natoria, toda  vez  que  si  ya  se  hubiera  dic- 
tado ésta,  la  fecha  del  fallo  sería  el  pun- 
to de  partida  para  computarla. 

El  precepto  contenido  en  el  artículo  171 
del  Decreto  Gubernativo  número  1862,  se 
refiere  a  los  términos  judiciales,  asunte 
del  todo  ajeno  a  la  cuestión  debatida,  y 
por  consiguiente  inaplicable  al  caso  sub- 
judice. 

Que  de  todo  lo  que  se  deja  ya  relaciona- 
do se  viene  en  conocimiento  que  no  fue- 
ron infringidos  los  artículos  1078  inciso  lo., 


1060,  1064,  1065  y  1069  inciso  2o.,  del  De- 
creto Legislativo  número  1932;  XI,  XV  y 
171  del  Decreto  Gubernativo  número  1862. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  estar  prescrita  la  acción  inten- 
tada por  la  señora  López  viuda  de  Arena- 
les, es  improcedente  entrar  a  conocer  acer- 
ca de  los  artículos  lo.,  2o.,  3o.,  4o.  y  7o.  del 
Decreto  Legislativo  número  1827. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  que  estatuyen  los  artículos 
521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  declara  improcedente  el 
recurso  de  que  se  ha  hecho  mérito  y  con- 
dena a  la  parte  que  lo  interpuso  al  pago 
de  las  costas  del  mismo  y  a  una  multa  de 
veinticinco  quetzales.  En  caso  de  insol- 
vencia purgará  veinticinco  días  de  prisión 
simple,  conmutables  a  razón  de  un  quet- 
zal diario.  Notifíquese  y  con  certifica- 
ción de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

PROCEDIMIENTO  EJECUTIVO  seguido  por 
Leonor  Herrarte  viuda  de  Garin —  Con- 
tra Manuel  María  López. 

DOCTRINA:  El  auto  en  que  ha  sido  decla- 
rado sin  lugar  el  abandono  de  la  Instan- 
cia no  termina  el  juicio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vistos:  Don  Federico  Alvarez,  como  apo- 
derado de  doña  Leonor  Herrarte  viuda  de 
Garin,  albacea  y  representante  de  la  mor- 
tual de  don  José  A.  Herrarte,  se  presentó 
el  veintiséis  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos diez  y  nueve,  ante  el  Juez  Depar- 
tamental de  Santa  Rosa  entablando  de- 
manda en  la  vía  ejecutiva  con  el  objeto 
de  que  don  Manuel  María  López  le  pagara 
la  cantidad  de  un  mil  doscientos  treinta  y 
dos  pesos  oro  americano  y  los  intereses 
correspondientes  a  razón  del  uno  por  cien- 
go  mensual;  suma  que  constituía  el  saldo 
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de  la  liquidación  practicada  el  cinco  de 
Mayo  de  mil  novecientos  diez  y  siete,  se- 
gún constaba  en  la  escritura  pública  que 
autorizó  el  Notario  Juan  Fortuny,  a  los 
veinticuatro  días  del  mes  y  año  que  aca- 
ban de  mencionarse,  y  en  la  que  el  deudor 
declaró  que  la  obligación  es  de  plazo  ven- 
cido. 

Expedido  el  mandamiento  ejecutivo,  se 
constituyó  el  Juez  menor  de  Santa  Cruz 
Naranjo,  en  la  casa  del  señor  Agustín  Ló- 
pez, representante  de  la  sucesión  de  don 
Manuel  María  López,  y  como  el  referido 
representante  no  cubrió  en  el  acto  la  can- 
tidad que  había  originado  la  ejecución,  le 
fueron  embargados  los  bienes  que  se  deta- 
llan en  el  acta,  fecha  treinta  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  veintisiete. 

Don  Agustín  López  en  memorial  fecha- 
do el  veintitrés  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos veintiocho,  opuso  la  excepción 
de  falta  de  personería,  fundada  en  que  el 
albaceazgo  de  la  señora  Herrarte  viuda,  de 
Garin  había  terminado,  a  virtud  de  haber 
transcurrido  con  exceso,  el  año  que  dura 
este  cargo.  La  susodicha  excepción  fué 
tramitada,  pero  quedó  sin  resolverse,  des- 
de el  quince  de  Agosto  de  mi  novecientos 
treinta  y  dos. 

Los  señores  Mariano  y  Agustín  López, 
en  memorial  que  fué  recibido  el  tres  de 
Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro, promovieron  el  abandono  de  la  prime- 
ra Instancia.  Incidente  que  después  de 
tramitado,  se  declaró  sin  lugar. 

En  segunda  Instancia  también  fué  de- 
clarado sin  lugar  el  incidente  de  abando- 
no que  promovió  doña  Isabel  Herrarte  de 
Carvajal.  En  el  Juzgado  se  había  dado 
ya  intervención  al  Abogado  Guillermo 
Fernández,  como  personero  legal  de  las 
señoras  doña  Leonor  Herrarte  v.  de  Garín 
y  doña  Isabel  Herrarte  de  Carvajal. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  veinte  de  Julio  del  corriente  año, 
confirmó  el  auto  del  Juez  de  la.  Instancia 
del  Departamento  de  Santa  Rosa,  fecha 
diez  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis.  La  decisión  del  Tribunal  sentencia- 
dor tiene  como  fundamento  el  hecho  de 
que,  "en  esta  clase  de  procedimientos,  no 
puede  decretarse  el  abandono  solicitado, 
toda  vez  que  no  causan  Instancia  y  el  de- 
recho está  preestablecido  debidamente". 

Augustín  López  Revolorio  con  auxilio 
del  Abogado  Humberto  Robles,  interpuso 
contra  este  último  pronunciamiento,  el  re- 
curso de  casación  por  estimar  violados  los 
artículos  113  del  Decreto  273,  (disposición 
que  fué  reformada  por  el  artículo  20  del 


Decreto  1747);  439  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles;  y  250'  inciso  13  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  resolución  de  segundo  grado,  no 
se  pronunció  en  un  juicio,  pues  al  Proce- 
dimiento Ejecutivo,  no  le  da  la  ley  este 
carácter,  y  en  el  supuesto  de  que  efecti- 
vamente se  tratara  de  un  juicio,  el  auto 
referido  no  lo  termina,  a  virtud  de  haber 
sido  declarado  sin  lugar  el  abandono  de 
la  primera  Instancia,  y  por  consiguiente, 
la  parte  ejecutante  puede  continuar  sus 
gestiones  hasta  obtener  el  pago  completo 
de  la  cantidad  que  reclama. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  que  disponen  los  artículos 
506  y  513  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  rechaza  de  plano  el  re- 
curso de  que  se  ha  hecho  mérito.  Noti- 
fíquese,  y  devuélvanse  los  autos  como  co- 
rresponde al  Tribunal  de  su  procedencia, 
reponiéndose  el  papel  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  artículo  27  del  Decreto  Le- 
gislativo número  2009. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polan- 
co.  —  Max  García  R.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Servio  Tu- 
lio  y  Estela  Nolaisco  contra  Valeria  y 
Leonor  Muñoz. 

DOCTRINA:  Si  después  de  muerto  el  pre- 
sunto padre,  la  ley  en  vigor  al  promo- 
verse juicio  sobre  filiación  de  hijos  na- 
cidos fuera  de  matrimonio,  subordinaba 
el  trámite  de  la  demanda  al  hecho  de 
acompañarla  de  prueba  documental  en 
la  que  se  reconociera  la  paternidad,  éste 
no  significa  que  dicha  ley  restringiera 
a  ese  sólo  medio  probatorio  la  defini- 
ción de  la  acción  en  la  sentencia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  Recurso  de  casación  y  con  sus  ante- 
cedentes se  examinan  la  sentencia  y  el 
auto  que  deniega  la  ampliación  de  ésta, 
dictados  por  la  Sala  Tercera  de  la  Corte 
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de  Apelaciones  el  diez  de  junio  y  veinti- 
nueve de  Julio  del  año  próximo  pasado 
respectivamente,  en  los  juicios  acumula- 
dos seguidos  por  el  bachiller  Edmundo  Ca- 
brera Cruz,  como  apoderado  de  las  seño- 
ritas Valeria  y  Leonor  Muñoz,  contra  don 
Juventino  Estrada  G.;  y  Fulgencio  A.  Ló- 
pez, como  apoderado  de  Servio  Tulio  y 
Estela  Nolasco,  contra  aquellas  para  obte- 
ner las  declaraciones  que  más  adelante  se 
indicarán. 

Don  Manuel  Sáenz,  como  apoderado  de 
José  María,  Leonor  y  Valeria  Muñoz,  de- 
mandó a  don  Juventino  Etrada  G.  ante  el 
Juez  Tercero  de  Primera  Intancia  de  este 
departamento,  la  devolución  de  quinien- 
tos quetzales  que  recibió  de  doña  Luz  Pa- 
redes Muñoz,  pertenecientes  a  la  mortual 
de  don  Daniel  Muñoz.  Expone  los  hechos 
así:  don  Daniel  Muñoz  tenia  su  habita- 
ción en  un  cuarto  que  alquilaba  en  la  ca- 
sa número  sesenta  y  cuatro  de  la  novena 
calle  oriente;  falleció  el  veintiuno  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y  uno 
en  el  Asilo  de  dementes  de  esta  ciudad;  el 
veintinueve  de  ese  mes  y  año,  a  presencia 
de  los  señores  Modesto  de  León  G.,  Alber- 
to Morales  Villagrán,  Juventino  Estrada 
G.,  Mariano  J.  Díaz  y  de  doña  Luz  Pare- 
des Muñoz,  se  hizo  inventario  extrajudi- 
cial  de  los  objetos  pertenecientes  al  falle- 
cido, encontrándose  en  un  cofre,  en  efec- 
tivo, la  cantidad  de  seiscientos  ochenta 
quetzales,  de  la  que  se  tomó  lo  necesario 
para  pagar  los  gastos  de  enterramiento  y 
el  resto  de  quinientos  quetzales  fué  entre- 
gado por  doña  Luz  a  don  Juventino  Estra- 
da G.,  para  que  lo  depositara;  que  en  so- 
licitud presentada  al  mismo  Juez  pidió  se 
señalara  un  término  al  señor  Estrada  pa- 
ra la  devolución  de  los  quinientos  quet- 
zales depositados;  pero  el  tribunal  la  de- 
claró sin  lugar  por  creer  que  la  reclama- 
ción del  depósito  debe  hacerse  por  medio 
de  un  juicio;  apelado  el  auto  la,  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones  lo  confir- 
mó. Para  lograr  la  devolución  del  depó- 
sito y  en  cumplimiento  de  las  resoluciones 
anteriores,  demandaba  en  via  ordinaria; 
lo.,  que  don  Juventino  Estrada  G.  debe 
devolver  dentro  de  tercero  día,  la  cantidad 
de  quinientos  quetzales  que  recibió  en  de- 
pósito; 2o.,  debe  pagar  los  intereses  lega- 
les desde  la  fecha  de  la  demanda,  siendo 
las  costas  del  juicio  a  su  cargo.  Acompa- 
ñó certificación  extendida  por  el  Secre- 
tario del  Juzgado  Tercero  de  Primera  Ins- 
tancia, en  la  que  consta  que,  con  fecha 
siete  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  dos,  fueron  declarados  herederos  ab-ín- 
testato  de  su  hermano  Daniel  Muñoz,  José 


María,  Leonor  y  Valeria  Muñoz;  declara- 
toria que  fué  confirmada  en  grado.  Están 
agregadas  las  posiciones  que  absolvió  don 
Juventino  Estrada  sobre  haber  recibido  los 
quinientos  quetzales. 

Firme  la  resolución  que  desestimó  la 
excepción  de  falta  de  personería  que  in- 
terpuso Juventino  Estrada,  se  tuvo  por 
contestada  negativamente  la  demanda.  Se 
rindieron  por  parte  del  actor  las  pruebas 
siguientes:  a)  declaraciones  de  los  testi- 
gos Carlos  Castro  y  Mercedes  Paredes, 
quienes  contestaron  favorablemente  el  in- 
terrogatorio relativo  al  encargo  que  reci- 
bió don  Juventino  Estrada  G.  de  parte  de 
doña  Luz  Paredes  Muñoz,  de  depositar  la 
suma  de  quinientos  quetzales;  b)  declara- 
ciones de  Modesto  de  León,  Alberto  Mora- 
les, Mariano  J.  Díaz,  quienes  declararon 
que  al  hacer  el  inventario  de  los  bienes  de 
don  Daniel  Muñoz,  encontraron  en  un 
cofre  de  la  pertenencia  de  dicho  señor,  la 
cantidad  de  seiscientos  ochenta  quetzales; 
c)  informe  del  Banco  Central  de  Guate- 
mala, que  contiene  el  extracto  de  la  cuen- 
ta que  se  llevó  en  ese  establecimiento  ba- 
jo el  nombre  de  Juventino  Estrada  G.  co- 
mo depositario  de  la  suma  de  seiscientos 
quetzales;  d)  infonme  del  Jefe  del  Asilo 
de  Alienados,  referente  a  que  Daniel  Mu- 
ñoz ingresó  a  ese  Asilo  en  estado  agónico 
el  día  veinte  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  uno  y  murió  al  amane- 
cer del  día  siguiente. 

Por  parte  del  demandado,  se  recibieron 
las  declaraciones  de  los  testigos  Carlos 
Guerra  y  Rafael  Navas,  quienes  dijeron 
que  presenciaron  cuando  doña  Luz  Pare- 
des Muñoz  llegó  a  buscar  a  don  Juventino 
Estrada  al  Pasaje  Colón  y  oyeron  que  su- 
plicó a  dicho  señor  que  le  hiciera  el  favor 
de  entregar  a'  los  herederos  de  don  Daniel 
J.  Muñoz,  la  cantidad  de  quinientos  dóla- 
res. 

A  este  juicio  fué  acumulado  el  que  pro- 
movió Fulgencio  Antonio  López,  como  apo- 
derado de  Servio  Tulio  y  Estela  Muñoz 
Nolasco;  juicio  dirigido  a  obtener  las  de- 
claraciones siguientes:  lo.,  que  sus  man- 
dantes son  hijos  naturales  e  ilegítimos  de 
don  Daniel  Muñoz  y  de  doña  Delfina  No- 
lasco;  2o.,  que,  por  consiguiente,  son  los 
llamados  a  suceder  a  don  Daniel  Muñoz 
en  calidad  de  herederos  legales  en  bienes, 
derechos  y  acciones;  3o.,  que  excluyen  de 
la  herencia  a  los  hermanos  de  don  Daniel 
Muñoz,  Valeria  y  Leonor  Muñoz;  4o.,  que 
los  quinientos  quetzales  que  fueron  entre- 
gados por  doña  Luz  Muñoz  a  don  Juventino 
Estrada  forman  parte  de  la  masa  heredita- 
ria, correspondiendo  ia  propiedad  y  domi- 
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nio  de  los  miamos  a  sus  poderdantes  y  5o., 
que  don  Juventino  Estrada  está  obligado  a 
restituir  la  cantidad  indicada  a  sus  poder- 
dantes.   Los  hechos  los  expone  de  la  si- 
guiente manera:  don  Daniel  Muñoz  falle- 
ció el  veintiuno  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  uno  en  esta  ciudad;  vi- 
vió en  forma  maridable  y  públicamente 
con  la  madre  de  sus    poderdantes  duran- 
te largos  años,  teniendo  el  hogar  común 
en  diversos  lugares,  como  Esquipulas.  Chi- 
quimula,    Candelaria     departamento  de 
Santa  Ana,  república  de  El  Salvador.  Du- 
rante la  vida    maridable  de  don  Daniel 
Muñoz  y  doña  Delfina  Nolasco,  nacieron 
sus  mandantes,  siendo  por  consiguiente, 
hijos  naturales  e  ilegítimos  de  dichas  per- 
senas.   La  documentación  donde  expresa- 
mente el  señor  Muñoz  hizo  el  reconoci- 
miento de  sus  mandantes  como  sus  hijos 
ilegítimos,  la  vida  maridable  que  cultivó 
con  la  señora  Nolasco  y  la  posesión  noto- 
ria de  hijos  constituyen  la    prueba  de  su 
filiación,  bastando  para  llegar  a  esa  con- 
vicción, las  dos  partidas  de  nacimiento  en 
las  que  se  hizo  constar  que  él  declaraba 
que  eran  sus  hijos  procreados  con  doña 
Delfina  Nolasco  y  que  por  una  omisión  del 
encargado  del   Registro  Civil  no  aparecen 
firmadas  por  lo  cual  no  llenan  dichas  par- 
tidas los  requisitos  necesarios  obligando 
a  la  tramitación  de  la  acción  de  paterni- 
dad.   En  virtud  del  fallecimiento  del  se- 
ñor Muñoz,  sus  hermanos  José  María,  Leo- 
nor y  Valeria   Muñoz,  no  obstante  tener 
la  convicción  plena  de  la    paternidad  de 
sus  mandantes  y  por    consiguiente  de  su 
situación  para  suceder  al  señor  Muñoz, 
iniciaron,  el  intestado  respectivo  obtenien- 
do que  se  les  declarara  herederos  legales 
sin  perjuicio  de  tercero  de  igual  o  mejor 
derecho.    Como  consecuencia  legal  de  la 
calidad  de  hijos  naturales  de  sus  poder- 
dantes y  en  vista  de  la    declaratoria  que 
se  haga  en  este  juicio,  demanda  se  decla- 
re que  conforme  a  la  ley  son  los  llamados 
a  suceder  a  don  Daniel    Muñoz  en  todos 
sus  bienes,  derechos  y  acciones,  excluyen- 
do a  cualquier  otro    pariente  que  no  sea 
del  mismo  grado  en  la  línea  de  descen- 
dientes, quedando   sin  ningún    efecto  la 
declaratoria  que  se  hizo  antes  y  a  la  cual 
se  ha  referido.    Entre  los  bienes  que  for- 
man el  patrimonio  de  don  Daniel  Muñoz 
se  encuentran    quinientos  quetzales  que 
fueron  entregados  por  doña  Luz  Muñoz  a 
don  Juventino   Estrada  y  habiendo  falle- 
cido el  señor  Muñoz  les  corresponde  a  sus 
mandantes,  por  lo  que  a  ellos  tiene  que 
restituirse  el  depósito  relacionado.   La  de- 
manda fué  presentada  el  diez  y  seis  de 


Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  tres  y 
el  veintitrés  del  mismo  fueron  acompaña- 
dos los  domumentos  en  que  el  actor  apoya 
su  acción;  y  que  consisten  en  cartas  y  te- 
legramas que  Daniel  Muñoz  dirigió  a  Ser- 
vio Tulio  y  Delfina  Nolasco,  que  estable- 
cen las  relaciones  de  familia  entre  ellos  y 
también  con  Estela  Nolasco. 

Dicha  demanda  fué  contestada  en  sen- 
tido, negativo  el  siete  de  noviembre  de  ese 
año  y  se  propusieron  las  excepciones  pe- 
rentorias de  nulidad  de  la  acción  por  ser 
contra  ley  expresa  y  prescripción. 

Abierto  a  prueba  el  juicio  se  rindieron 
las  siguientes:  a)  posiciones  absueltas  por 
Leonor  Muñoz,  a  quien  se  le  dirigió  la  pre- 
gunta número  seis  que  literalmente  dice: 
diga  usted  como  es  cierto  y  le  consta  que 
estos  hijos  llevan  el  nombre  de  Servio  Tu- 
lio y  Estela,  contestó  que  si  es  cierto.  Va- 
leria Muñoz  quien  contestó  que  era  cier- 
to que  su  hermano  Daniel  cultivó  relacio- 
nes con  la  señora  Delfina  Nolasco  y  pro- 
crearon dos  hijos,  pero  que  la  declarante 
"no  estuvo  con  ellos";  y  llevan  los  nom- 
bres de  Servio  Tulio  y  Estela;  b)  informe 
del  Director  de  la  Penitenciaría  Central 
relativo  a  que  en  la  Alcaidía  de  ese  cen- 
tro penal  aparecen  los  datos  del  reo  Servio 
Tulio  Nolasco,  quien  ingresó  el  veintiséis 
de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  sa- 
lió el  quince  de  Julio  del  mismo  año  de 
orden  de  esta  Suprema  Corte;  y  fué  filia- 
do así:  hijo  legítimo  de  Daniel  J.  Muñoz 
y  Delfina  Nolasco,  de  veinticuatro  años  de 
edad,  soltero,  zapatero,  originario  de  Es- 
quipulas del  departamento  de  Chiquimu- 
la,  c)  informe  del  alcalde  lo.  Municipal  de 
Chiquimula,  relativo  a  que  Servio  Tulio  Mu- 
ñoz y  Estela  Nolasco  Muñoz,  según  datos  re- 
cabados, son  hijos  de  Daniel  J.  Muñoz;  d) 
el  Juez  Municipal  de  Esquipulas  informa 
que,  según  datos  obtenidos.  Servio  Tulio 
nació  en  Candelaria  de  la  Frontera,  repú- 
buica  de  El  Salvador  y  Estela  en  esa  po- 
blación (Esquipulas);  los  padres  de  am- 
bos son  Daniel  J.  Muñoz  y  Delfina  Nolas- 
co; e)  declaración  del  testigo  Ulises  Tole- 
do, quien  al  contestar  el  interrogatorio 
respectivo  afirmó,  entre  otras  cosas,  que 
conoció  a  la  madre  de  Servio  Tulio  y  Este- 
la Nolasco,  Delfina  Nolasco,  y  que  en  Es- 
quipulas se  decía  que  el  padre  de  dichas 
personas  era  don  Daniel  Muñoz,  pero  el 
declarante  no  vió  que  vivieran  con  éste, 
sino  únicamente  con  doña  Delfina:  en  Es- 
quipulas es  público  que  los  padres  de  Ser- 
vio Tulio  y  Estela  Nolasco  fueron  Daniel 
Muñoz  y  Delfina  Nolasco;  f)  declaración 
del  testigo  Manuel  Pacheco  Ramírez,  quien 
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dijo,  que  el  señor  Daniel  Muñoz  vino  en 
varias  ocasiones  a  esta  Corte  Suprema 
gestionando  la  salida  de  su  hijo  Sérvio 
Tulio;  don  Daniel  Muñoz  le  habló  para 
que  el  declarante  le  diera  el  dato  de  cuán- 
do cumplía  condena  su  hijo  Sérvio  Tulio, 
y  que  en  su  oportunidad  gestionó,  el  pro- 
pio señor  Muñoz,  para  que  se  le  diera  la 
orden  de  libertad;  en  varias  ocasiones  le 
manifestó  que  Servio  Tulio  era  su  hijo  y 
que  como  padre  abogaba  por  él;  Daniel 
Muñoz  tuvo  confidencias  familiares  con  el 
deponente  relativas  a  su  hijo  Servio  Tulio; 
g)  telegramas  dirigidos  a  Delfina  Nolas- 
co  a  Chiquimula  y  Esquipulas,  uno  firma- 
do con  el  nombre  "Daniel"  y  otro  D.  J.  Mu- 
ñoz, en  los  que  le  dice  que  será  baja  y 
avisará  llegada;  y  que  Tulio  está  libre  y 
sale  para  ésa;  h)  declaraciones  de  los  tes- 
tigos David  Martínez,  Soledad  Padilla, 
José  María  Saimayoa  Jordán,  Benjamín 
Hernández  López,  tendientes  a  establecer 
que  Daniel  Muñoz  y  Delfina  Nolasco  vivie- 
ron maridablemente  y  que  procrearon  dos 
hijos:  Servio  Tulio  y  Estela  Nolasco. 

Para  mejor  fallar,  fué  recibido  el  dic- 
tamen de  los  expertos  Desiderio  Menchú 
y  Prudencio  Dávila,  quienes  opinaron  que 
el  original  del  telegrama  y  la  firma  que  lo 
cubre,  fué  escrita  por  la  misma  persona 
que  firma  las  cartas  de  autos,  así  corrió  el 
texto  de  las  mismas  y  que  corren  agrega- 
das a  folios  ochenta  y  cuatro  y  ochenta  y 
ocho  igualmente  es  de  la  propia  persona 
cuya  firma  se  ve  en  ej  protocolo  del  No- 
tario don  Carlos  Alberto  Recinos;  firmas 
que  fueron  puestas  por  el  señor  Daniel 
Muñoz  como  testigo  instrumental  en  el  re- 
ferido protocolo. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: a)  probada  la  filiación  de  Sérvio  Tu- 
lio Nolasco  como  hijo  de  don  Daniel  Mu- 
ñoz, nacido  fuera  de  matrimonio,  así  como 
su  calidad  de  heredero  de  este  último  sin 
perjuicio  de  tercero  de  igual  o  mejor  de- 
recho; b)  que  en  virtud  de  la  prelación 
legal  que  le  otorga  el  parentesco  consan- 
guíneo en  primer  grado  con  el  causante, 
excluye  de  la  herencia  de  Daniel  Muñoz  a 
los  hermanos  de  éste,  reconocidos  como 
sus  herederos  con  las  salvedades  de  ley 
por  auto  que  dictó  ese  mismo  Juzgado 
con  fecha  siete  de  Junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  dos;  c)  que  los  quinientos 
quetzales  correspondientes  a  la  mortual 
de  Daniel  Muñoz,  entregados  por  don  Ju- 
ventino  Estrada  a  don  Fulgencio  López 
Ortega,  en  concepto  de  apoderado  de  Es- 
tela y  Servio  Tulio  Nolasco,  pertenecen  a 


este  último  por  ser  el  único  heredero  del 
causante;  d)  desestima  por  improceden- 
tes las  excepciones  perentorias  de  nulidad 
de  la  acción  y  prescripción  interpuestas 
por  don  Manuel  Sáenz  en  representación 
de  José  María,  Leonor  y  Valeria  Muñoz; 
e)  absuelve  a  éstos  últimos  de  la  demanda 
en  lo  que  respecta  a  la  filiación  de  Estela 
Nolasco,  como  pretendida  hija  de  Daniel 
Muñoz;  f)  absuelve  a  don  Juventino  Es- 
trada de  la  demanda  que  entablaron  José 
María,  Leonor  y  Valeria  Muñoz,  sobre  res- 
titución de  Quinientos  quetzales,  intereses 
y  gastos  y  g)  ordena  certificar  lo  condu- 
cente del  fallo  para  su  inscripción  en  el 
Registro  Civil  y  para  anotar  la  partida  de 
nacimiento  que  afecta. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones al  conocer  de  ese  fallo  en  virtud 
de  apelación  del  apoderado  de  las  señori- 
tas Valeria  y  Leonor  Muñoz,  lo  revocó  en 
lo  que  se  refiere  a  la  absolución  de  la  de- 
manda respecto  a  Estela  Nolasco  y  decla- 
ra probada  su  filiación  como  hija  fuera 
de  matrimonio  de  Daniel  Muñoz,  recono- 
ciéndola como  su  heredera  ab-intestado; 
la  confirma  en  todo  lo  demás  en  el  sen- 
tido de  que  Estela  Nolasco  tiene  los  mis- 
mos derechos  hereditarios  que  su  herma- 
no Servio  Tulio,  quienes  excluyen  de  la 
herencia  de  Daniel  Muñoz  a  los  hermanos 
de  éste;  que  los  quinientos  quetzales  en- 
tregados a  Juventino  Estrada  correspon- 
den por  iguales  partes  a  Servio  Tulio  y 
Estela  Nolasco  y  que  también  se  certifica- 
rá lo  conducente  a  Estela  Nolasco  para 
los  efectos  del  Registro  Civil.  Se  funda  la 
Sala  en  que  las  cartas  y  telegramas  diri- 
gidos por  Daniel  Muñoz  a  Delfina  Nolasco 
constituyen  principio  de  prueba  por  escri- 
to; el  cotejo  de  firmas  practicado  por  los 
expertos  al  establecer  que  fueron  escritas 
por  aquél,  también  prueban  las  relaciones 
familiares  entre  Daniel  Muñoz  y  los  acto- 
res; la  prueba  de  testigos  acredita  la  po- 
sesión de  estado  de  Servio  Tulio  y  Estela 
como  hijos  de  Daniel  Muños,  prueba  ro- 
bustecida por  la  declaración  de  Manuel 
Pacheco  Ramírez  y  los  informes  de  la  Mu- 
nicipalidad de  Chiquimula  y  Esquipulas 
y  la  presunción  que  se  deriva  de  las  res- 
puestas que  dieron  Leonor  y  Valeria  Mu- 
ñoz a  las  posiciones  que  les  articularon. 
Que  la  desestimación  de  las  excepciones 
de  nulidad  de  la  acción  y  prescripción  eran 
legales,  pues  aunque  la  demanda  de  filia- 
ción se  presentó  después  de  la  muerte  de 
Daniel  Muñoz,  se  acompañó  prueba  docu- 
mental; y  por  otra  parte  la  acción  es  im- 
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prescriptible  por  ser  ejercitada  por  los  hi- 
jos. La  ampliación  de  ese  fallo  fué  dene- 
gada. 

Valeria  y  Leonor  Muñoz,  por  medio  de 
su  apoderado  y  con  auxilio  del  Licenciado 
Heriberto    Abraham    Cabrera  Rodríguez 
interpuso  el    recurso    extraordinario  de 
casación  contra  ese  fallo  y  el  auto  que  re- 
solvió sin  lugar  la  ampliación,  por  viola- 
ción de  los  artículos  249,  268  incisos  lo., 
2o.,  5o.,  269  Decreto  Gubernativo  Número 
921;  67  Decreto  Legislativo  1730;  259,  261, 
262,  277,  305,  386,  435,  365,  437  Decreto  Le- 
gislativo   2009;    5o.    Decreto  Legislativo 
2010;  168  inciso  3o.  y  1179  Decreto  Legis- 
lativo 1932  e  inciso  4o.  del  artículo  250  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial.  Se  señaló 
día  para  la  vista;  y  entonces  el  recurrente 
presentó  extenso  memorial  alegando,  en- 
tre otros  puntos,  que  la  ley  aplicable  al 
caso  era  el  Decreto  Legislativo  Número 
1932  y  no  el  Decreto  Gubernativo  Número 
921,  diciendo    que  aquél    estaba  vigente 
cuando  principió  el  juicio,  pues  no  basta- 
ba la  presentación  del  escrito  de  deman- 
da, como  lo  había  apreciado  el  Tribunal 
de  apelación  para  aplicar  a  la  obligación 
que  se  reclama  las  leyes  en  vigor  cuando 
se  entabló  la  acción;  que  las    leyes  que 
aplicó  la  Sala  ya  estaban  derogadas.  Si 
eso  no  fuera  convincente,  el  artículo  250 
inciso  4o.  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial  resuelve    cualquiera  duda  sobre 
el  particular.    En  efecto,  tratando  los  se- 
ñores Nolasco  de  adquirir  determinados 
derechos  como  son  el  de  filiación  y  prefe- 
rencia a  los  bienes  de  la  mortual,  la  nueva 
ley  debe  aplicarse  a  la  contienda  judicial. 
No  obstante  su  punto  de  vista  anterior,  el 
recurrente  hace  después  un    examen  de 
las  leyes  en  que  descansa  el  fallo  recurri- 
do.   Dice  que  el  artículo  249  del  Decreto 
Gubernativo  Número  921  se  refiere  sólo  a 
la  filiación  proveniente  de  matrimonio  y 
no  a  otra;    que  entre  las   pruebas  de  los 
actores    está  la  carta    dirigida  a  Servio 
Tulio  Nolasco  que  al  final  dice  "tu  papá" 
autorizada  con  la  media  firma  "Daniel", 
carta  que  no  fué  reconocida,    por  lo  que 
carece  de  valor  legal;  además   le  falta  el 
requisito  del  apellido;  que  no  podían  fun- 
dar su  acción  de  paternidad  en  la  pose- 
sión notoria  de  estado  de  hijos  después  de 
fallecido  el  supuesto  padre  por  prohibirlo 
la  ley.    Que  la  excepción  de    nulidad  era 
manifiesta  al  darse  curso  a  una  demanda 
de  filiación  sin  adjuntar  la  prueba  docu- 
mental; el  derecho  de  investigación  de  la 
paternidad  es  imprescriptible  en  vida  de 
los  padres;  pero  cuando  éstos  han  muerto 


la  acción  ya  no  puede  entablarse;  el  de- 
recho ha  caducado  y  por  ende  la  acción 
está  prescrita.  Esa  regla  tiene  sus  excep- 
ciones entre  las  cuales  no  están  compren- 
didos los  Nolasco.  Por  último  alega  que 
la  prueba  documental  exigida  por  la  ley 
para  el  caso  excluye  los  otros  medios  pro- 
batorios que  aceptó  el  Tribunal  de  segun- 
do grado. 

El  apoderado  de  los  actores  alegó  exten- 
samente que  su  acción  la  estableció  con 
prueba  documental,  consistente  en  las  car- 
tas y  un  telegrama  que  Daniel  J.  Muñoz 
dirigió  a  Servio  Tulio  y  a  la  madre  de  ésta, 
prueba  científica,  confesión  de  Valeria 
Muñoz,  testifical  sobre  la  posesión  noto- 
ria de  estado,  juicio  de  expertos  y  presun- 
ciones; y  concluyó  pidiendo  que  se  deses- 
timara el  recurso. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  ley  en  vigor  cuando  Servio  Tulio 
y  Estela  Nolasco  promovieron  el  presente 
juicio  sobre  su  filiación,    subordinaba  el 
trámite  de  la  demanda  al  hecho  de  acom- 
pañarla de  prueba  documental  que  la  fun- 
dara; pero  no  señalaba  especificamente 
Ja  clase  de  documentos;  que  aauellos,  an- 
tes de  que  fuera  contestada  la  demanda  y 
todavía  baio  el  imperio  del  Decreto  Gu- 
bernativo Número  921.  presentaron  docu- 
mentos privados,  provenientes  de  Daniel 
Muñoz,  consistentes  en  las  cartas  y  tele- 
gramas de  que  se  hizo  relación  anterior- 
mente, los  que  por  decreto  judicial,  debi- 
damente notificado  a  las  partes,  fueron 
agregados  a  sus  antecedentes,  ya  que  no 
obstante  la  acumulación  pedida  no  podía 
precederse  de  otro  modo  pues  completa- 
ban aquella,  llenando  así  la  exigencia  de 
la  ley,  cuya    finalidad  fué  —indudable- 
mente— la  de  dar  garantía  contra  deman- 
das infundadas  y  no  la  de    limitar  a  ese 
?ólo  medio  probatorio  la    filiación  de  los 
hijos  nacidos  fuera  de    matrimonio  que 
promovieron  juicio,  con  ese  objeto,  des- 
pués de  la  muerte  del    presunto  padre  y 
restringir  el  ejercicio  de  la  acción  respec- 
tiva, en  el  curso  del  litigio,  limitando  tam- 
bién a  esa  sóla  prueba  la  definición  de  la 
acción  en  la  sentencia.   Como  en  este  ca- 
so se    llenó  aquella    formalidad  o  mejor 
dicho,  fueron  presentados  los  referidos  do- 
cumentos,   los   domds  medios  de  prueba 
eran  admisibles  y  tienen  que  ser  eficaces 
legalmente.    En  el  fallo,  pues  correspon- 
día, como  lo  hizo  la  Sala  sentenciadora, 
estimar  el  valor  de  la  prueba  expresada- 
estimación  que  se  hizo  juntamente  con  la 
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de  testigos,  expertos  y  presunciones;  pol- 
lo que  el  juicio  del  tribunal,  favorable  a 
la  declaración  de  paternidad,  es  una  re- 
sultante del  conjunto  de  prueba,  que  de- 
terminó el  convencimiento  del  tribunal  de 
la  existencia  de  ese  hecho  declarado,  y  no 
producto  de  la  prueba    aislada  de  docu- 
mentos o  de  cada  una  de  las  mencionadas. 
Si  son  aplicables  las  leyes    anteriores  es 
— precisamente-    porque  tanto  la  deman- 
da como  los  documentos  fueron  presenta- 
dos bajo  el  imperio  de  aquellas,    pues  el 
nuevo  Código  Civil,  entró  en  vigor  hasta 
el  treinta  de    Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  tres;  y  los  Nolasco  conservaron 
bajo  el  imperio  de  éste  la  posición  jurídi- 
ca que  tenían  cuando    realizaron  el  acto 
relativo  a  la  expresada  presentación;  la 
acción,  pues,  ya  había  sido  propuesta  en 
juicio,  por  lo  que  el  derecho  derivado  de 
la  ley  anterior  no  puede    entenderse  su- 
primido por    efecto  de  la  ley  posterior. 
Por  tales  razones  la  Sala  no  infringió  los 
artículos  269,  268  incisos  lo.,  2o.  y  5o.  del 
Decreto  Gubernativo    Número  921;  1179 
Decreto  Legislativo  Número  1932,  máxime 
que  este  último  articulo  no  tiene  ninguna 
relación   con  el  caso;  250  inciso  4o.  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  67  Decre- 
to Legislativo  Número  1730;  386.  365,  305, 
261,  262,  277,  435,  437  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil;  y  en  cuanto  al 
articulo  249  del  Decreto  Número  921,  no 
es  el  caso  de  entrar  a  su  examen,  pues  es- 
tando bien  fundada  la   sentencia,  la  cita 
improcedente  de  ese  articulo  en  el  fallo  de 
segundo  grado,  no  es  motivo  de  casación. 

CONSIDERANDO ; 

Que  como  fué  entablada  la  demanda  de 
filiación  durante  la  vigencia  del  Decreto 
Gubernativo  Número  921;  y,  en  ese  mismo 
tiempo,  antes  de  estar  contestada  la  ex- 
presada demanda,  fueron  presentados  y 
agregados  a  los  autos  los  documentos  en 
que  se  funda;  esto  debe  estimarse  hecho 
en  tiempo  y  forma;  por  ló  que  la  excep- 
ción de  nulidad,  así  como  la  de  prescrip- 
ción que  se  invoca,  como  consecuencia  de 
la  pretendida  caducidad  del  derecho  a  que 
se  refiere  el  recurrente,  son  improceden- 
tes. En  ese  concepto  la  Sala  no  infrin- 
gió los  artículos  168  inciso  3o.  Código  Ci- 
vil (Decreto  Legislativo  1932)  y  5  Decreto 
Legislativo  2010. 

CONSIDERANDO: 

Que  Sérvio  Tulio  y  Estela  Nolasco,  co- 
mo hijos  de  Daniel  Muñoz,  tienen  derecho 
preferente  a  la  herencia  de  éste;  por  lo 
que  es  legal  el  pago  de  los  quinientos  quet- 


zales que  Juventino  Estrada  hizo  al  apo- 
derado de  aquellos,  y  no  puede  invalidar- 
lo el  hecho  de  no  haber  tenido  acredita- 
do, entonces,  su  derecho;  pues  en  esa  si- 
tuación como  herederos  son  propietarios 
de  la  herencia  desde  la  muerte  del  cau- 
sante. Por  esa  razón  no  fué  infringido  el 
artículo  259  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  222, 
224,  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial; 521  y  524  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mermantil,  DESESTIMA  el  recurso 
interpusto;  condena  al  recurrente  al  pago 
de  las  costas  del  mismo  y  a  una  multa  de 
veinticinco  quetzales;  en  caso  de  insol- 
vencia, cumplirá  veinticinco  días  de  pri- 
sión simple  conmutables  a  razón  de  un 
quetzal  diario.  Notifiquese,  como  corres- 
ponde devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen;  y  repóngase  el  pa- 
pel de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  articulo  27  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Her- 
nández Polanco.  —  Carlos  Castellanos  R. 
Max  García  R.  —  Secretario. 


JUICIO  hereditario  del  General  Vicente 
N.  Lemus. 

DOCTRINA:  Contra  el  auto  dictado  por 
una  Sala  de  Apelaciones,  que  conoce  en 
segunda  instancia  de  un  asunto;  no  pro- 
cede otorgar  apelación  para  ante  la  Cor- 
te Suprema,  por  razón  de  no  existir,  en 
nuestras  leyes,  inás  que  dos  instancias. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vistos  y  Considerando:  que  encontrán- 
dose el  juicio  hereditario  del  General  Vi- 
cente N.  Lemus  en  la  Sala  Tercera  de  Ape- 
laciones por  virtud  de  recurso  de  apela- 
ción interpuesto  por  una  de  las  partes, 
contra  un  auto  dictado  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de 
Santa  Rosa,  nombrando  a  don  Juan  Ma- 
ría González  Lemus  colmo  depositario  in- 
terventor, en  sustitución  de  don  Carlos 
Lemus  quien    anteriormente   habla  sido 
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nombrado,  no  procede  otorgar  otra  apela- 
ción contra  las  resoluciones  de  segunda 
instancia,  porque  haciéndolo  así,  se  crea- 
ría una  tercera  instancia,  lo  que  está  ter- 
minantemente prohibido  por  el  artículo 
91  de  la  Constitución  de  la  República. 

Que  si  bien  el  artículo  501  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  autori- 
za la  interposición  del  recurso  de  apela- 
ción para  ante  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia cuando  la  resolución  sobre  nulidad 
es  dictada  por  el  de  segunda  instancia, 
esto  tiene  lugar  únicamente  cuando  este 
último  conoce  como  tribunal  de  primera; 
razón  por  la  cual  ha  dicho  la  ley  "en  su 
caso";  es  decir  en  el  caso  que  la  Sala  esté 
actuando,  como  bien  puede  suceder,  en 
primera  instancia,  única  forma  en  que 
queda  respetado  el  principio  constitucio- 
nal que  se  ha  expresado,  y¡  se  aplican  rec- 
tamente los  artículos  477  del  mismo  Có- 
digo que  establece  para  las  resoluciones  de 
segunda  intancia  únicamente  el  recurso 
de  reposición  que  vino  a  restablecer  el  de 
revisión  de  la  ley  anterior;  y  los  artículos 
13  inciso  c)  y  23  inciso  b)  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  las  leyes  citadas,  declara  que  es 
improcedente  el  otorgamiento  del  recurso 
de  apelación  interpuesto  por  don  Moisés 
Lemus  contra  lo  resuelto  por  la  Sala  Ter- 
cera de  Apelaciones  el  veintidós  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treintiseis  re- 
chazando de  plano,  por  extemporáneo  un 
recurso  de  nulidad  interpuesto.  Notifíque- 
se,  repóngase  el  papel  en  la  forma  de  ley, 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  autos  al  Tribunal  de  su  proce- 
dencia. 

Ordóñez  Solie.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO.  Don  José  Solis  Gue- 
rrero—  Contra  Don  Aurelio  Meléndez 
Ortiz. 

DOSTRINA:  Los  defectos  del  procedimien- 
to cometidos  al  tramitarse  el  juicio  de- 
clarativo que  haya  precedido  a  la  ejecu- 
ción, deben,  discutirse  y  ser  resueltos  en 
aquel  juicio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  los  antecedentes  que  la  ori- 
ginaron, la  sentencia  que  más  adelante  se 
relacionará  pronunciada  en  el  juicio  or- 
dinario seguido  por  don  José  Guerrero 
contra  don  Aurelio  Meléndez  Ortíz. 

RESULTA: 

Que  el  diez  de  Agosto  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  don  José  So- 
lis  Guerrero  se  presentó  ante  el  Juez  2o. 
de  la.  Instancia  de  este  Departamento 
(Guatemala)  promoviendo  demanda  con- 
tra don  Aurelio  Meléndez  Ortíz  con  el  ob- 
jeto de  que  se  declarara:  que  la  senten- 
cia dictada  por  el  funcionario,  que  acaba 
de  mencionarse,  con  motivo  del  juicio  or- 
dinario que  por  daños  y  perjuicios  obtuvo 
el  señor  Aurelio  Meléndez  Ortíz  contra 
don  Mauro  Pineda  García,  no  puede  afec- 
tar sus  intereses  y  derechos;  y  la  mencio- 
nada sentencia  no  constituye  título  eje- 
cutivo contra  sus  intereses.  El  señor  So- 
lis  Guerrero  para  fundamentar  su  acción 
manifestó,  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue: 
que  la  sentencia  pronunciada  en  el  juicio 
que  el  señor  Meléndez  le  sigue  no  produce 
excepción  de  cosa  juzgada  y  por  consi- 
guiente tiene  derecho  para  controvertir  en 
juicio  declarativo,  la  validez  del  titulo  que 
ha  servido  de  base  para  iniciar  la  referi- 
da ejecución;  y  que  en  el  juicio  ordinario 
de  daños  y  perjuicios  seguido  por  el  señor 
Meléndez  Ortíz  contra  don  Mauro  Pineda 
no  fué  citado,  oído,  ni  vencido  en  la  con- 
troversia. Que  está  enterado  de  las  res- 
ponsabilidades que  contrajo,  desde  el  mo- 
mento en  que  se  constituyó  fiador  solida- 
rio y  mancomunado  del  señor  Pineda,  a 
efecto  de  que  don  Mauro  pudiera  desem- 
peñar el  cargo  de  depositario  interventor 
de  la  Tenería  San  José,  pero  esta  responsa- 
bilidad, en  modo  alguno  llega  hasta  el 
grado  que  se  le  deje  sometido  a  la  volun- 
tad de  cualquiera  de  los  interesados  en  la 
fianza,  ya  que  es  un  principio  legalmente 
admitido,  que  el  cumplimiento  de  los  con- 
tratos no  quede  a  volutad  de  uno  solo  de 
los  contratantes.  Que  la  fianza  que  pres- 
tó tiene  dos  aspectos  muy  distintos  a  sa- 
ber: a)  la  obligación  contraída  por  el  de- 
positario de  responder  de  cuantas  cosas 
haya  recibido  al  comenzar  el  desempeño 
de  su  cargo;  y  ya  que  la  entrega  se  hizo 
por  inventario,  sobre  este  particular  no 
surge  duda  alguna.    Y  cuando  se  hizo  la 
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devolución  de  todos  los  muebles  y  enseres 
de  la-  mencionada  Tenería,  el  señor  Pine- 
da entregó  cuanto  habia  recibido,  y  acer- 
ca de  este  punto  don  Aurelio  está  satisfe- 
cho; b)  la  obligación  de  responder  por  el 
incumplimiento  de  las  obligaciones  del 
señor  Pineda;  cuestión  que  es  incierta.  Y 
si  bien  es  verdad,  que  el  fiador  está  llama- 
do a  cubrir  el  valor  de  los  daños  causados 
por  este  motivo,  también  lo  es,  que  para 
justipreciar  los  perjuicios,  era  necesario 
entablar  un  juicio  para  que  con  audiencia 
de  los  obligados,  se  determinaran.  La  fian- 
za por  su  naturaleza  y  efectos  no  puede 
ser  indefinida,  incierta  e  imprecisa;  el  lla- 
mado a  su  prestación  debe  conocer  por  lo 
menos  a  cuanto  asciende  el  monto  de  los 
daños;  y  por  qué  asciende  a  tal  o  cual 
cantidad.  Si  el  depositario  no  se  arregló, 
a  derecho,  y  se  tiene  en  mente  hacer  efec- 
tivos los  resultados  de  la  acción,  contra  el 
fiador,  era  un  imperativo  citarlo  al  juicio, 
por  el  interés  directo  que  tiene  en  tal  con- 
tienda, y  asi  pudiera  preparar  su  defensa. 
El  fiador  solidario  puede  considerarse  co- 
mo el  deudor  principal  para  ser  ejecutado 
en  la  totalidad  de  la  deuda;  pero  cuando 
la  cuantía  de  la  deuda  va  a  dilucidarse  pre- 
viamente en  juicio,  por  ser  materia  de  un 
examen,  apreciación  y  sentencia,  es  indu- 
dable que  el  fiador  debe  ser  citado,  para 
que  tenga  conocimiento  de  los  hechos  so- 
bre los  cuales  va  a  responder.  En  la  ac- 
ción de  daños  y  perjuicios,  "Meléndez  Pi- 
neda", se  Omitió  su  citación  (la  de  Solis 
Guerrero),  a  pesar  de  que  era  parte  y  con 
interés  directo  en  el  asunto;  y  que  esa  fal- 
ta implica  el  quebrantamiento  substancial 
del  procedimiento,  además  el  juicio  de  que 
se  trata  fué  tramitado  sin  que  Pineda  pro- 
curara defenderse,  y  por  el  contrario  con- 
fesó que  los  daños  y  perjuicios  irrogados  a 
Meléndez  ascendían  a  mil  quetzales.  Esta 
anomalía  y  otras  bien  manifiestas  ponían 
en  evidencia  el  fundamento  de  su  deman- 
da, y  la  necesidad  legal  que  tiene  el  señor 
Meléndez  de  probar  los  daños  y  perjuicios 
y  iel  monto  de  ellos  con  citación  suya  (de 
Solis  Guerrero)  a  fin  de  poder  ejercitar 
la  defensa  que  a  nadie  se  le  priva  y  llevar 
al  convencimiento  judicial,  que  la  confe- 
sión de  Pineda,  cuya  insolvencia  es  bien 
conocida,  no  puede  ser  el  fundamento  de 
un  fallo  que  va  a  lesionar  intereses  de  per- 
sonas distintas  del  confesante. 

Don  Aurelio  Meléndez  Ortíz  en  su  me- 
morial fecha  veintitrés  de  Agosto  (1934), 
se  refiere  al  juicio  ejecutivo  que  sigue  con- 
tra el  señor  Solis  Guerrero  para  que  le 
pague  la  cantidad  de  novecientos  treinta 


y  siete  quetzales  y  cincuenta  centavos  de 
la  misma  moneda  (Q.937.50)  por  los  daños 
y  perjuicios  que  don  Mauro  Pineda  Gar- 
cía está  en  la  obligación  de  pagar  por  no 
haber  administrado  convenientemente  la 
"Tenería  San  José".  El  demandado  ma- 
nifiesta además,  que  al  señor  Solis  Gue- 
rrero no  se  le  dió  intervención  a  aquel  jui- 
cio, per  el  hecho  de  no  ser  "co-deposita- 
rio"  sino  simplemente  garante  de  las  obli- 
gaciones contraidas  por  don  Mauro  Pineda 
García,  a  favor  de  quien  el  señor  Solis 
Guerrero  se  constituyó  responsable,  de 
una  manera  subsidiaria.  Y  que  contesta- 
ba negativamente  la  demanda  por  con- 
cretarse esta  a  un  punto  que  ya  había  sido 
discutido  y  resuelto  en  sentido  adverso  a 
las  pretensiones  del  actor;  y  proponía 
que  en  definitiva  se  declarase:  lo.  sin  lu- 
gar la  acción  intentada,  condenando  en 
costas  al  demandante;  y  2o.  que  existe 
cosa  juzgada,  toda  vez  que  la  sentencia 
que  le  puso  fin  al  juicio  ejecutivo,  se  dic- 
tó no  teniéndose  a  la  vista  como  documen- 
to de  ejecución  una  escritura  simple,  sino 
la  sentencia  de  un  juicio  declarativo  sobre 
dañes  y  perjuicios,  y  acerca  de  cuya  con- 
tienda, la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
hizo  la  manifestación  de  que  por  no  ser 
parte  directa  en  la  acción  ahí  ejercitada, 
el  señor  Solis  Guerrero,  su  comparendo  o 
citación  era  innecesaria. 

El  juicio  fué  abierto  a  prueba  por  trein- 
ta dias  y  durante  este  término  el  actor 
propuso  como  probanzas  las  que  siguen: 

a)  juicio  ejecutivo  iniciado  por  don  Ricar- 
do Manuel  Solis  contra  don  Samuel  Chang; 

b)  juicio  ordinario  sobre  daños  y  perjui- 
cios seguido  por  don  Aurelio  Meléndez 
contra  don  Mauro  Pineda;  c)  juicio  ejecu- 
tivo promovido  por  don  Aurelio  Meléndez 
Ortiz  contra  don  José  Solis  Guerrero  co- 
mo fiador  de  don  Mauro  Pineda;  y  d)  que 
se  hiciera  constar  en  los  autos  que  en  el 
juicio  que  don  Aurelio  Meléndez  Ortiz  si- 
guió contra  don  Mauro  Pineda  no  fué  ci- 
tado ni  fué  parte  el  señor  Solis  Guerrero. 
El  demandado  pidió  que  se  tuvieran  por 
su  parte  como  pruebas:  lo.  el  juicio  eje- 
cutivo seguido  por  el  señor  Solis  Guerrero 
contra  los  señores  Chang  y  Cía;  2o.  el 
juicio  ordinario  de  terceria  seguido  por  el 
señor  Meléndez  Ortíz  en  la  referida  eje- 
cución; 3o.  el  juicio  ordinario  sobre  daños 
y  perjuicios  que  el  señor  Meléndez  Ortíz 
ha  seguido  contra  don  Mauro  Pineda;  y 
4o.  el  juicio  ejecutivo  que  el  demandado 
sigue  contra  el  actor. 

Después  de  los  alegatos  presentados  por 
las  partes,  el  Juez  2o.  de  la.  Instancia  de 
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este  Departamento  dió  fin  al  juicio  decla- 
rando: a)  que  es  procedente  la  excepción 
de  cosa  juzgada,  y  en  consecuencia  es  in- 
necesario entrar  a  conocer  nuevamente  de 
los  fundamentos  y  razones  de  la  acción 
intentada;  b)  que  a  virtud  de  lo  que  aca- 
ba de  expresarse,  absuelve  a  don  Aurelio 
Meléndez  Ortíz  de  la  demanda  ordinaria 
iniciada  en  su  contra  por  don  José  ¡Solis 
Guerrero;  y  c)  que  las  costas  son  a  cargo 
de  ambas  partes. 

Previos  los  trámites  correspondientes, 
la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
diez  y  ocho  de  Febrero  del  corriente  año, 
confirmó  la  sentencia  apelada. 

Considera  el  Tribunal  de  segundo  grado: 
lo.  que  el  mismo  punto  jurídico  que  se 
discute  en  el  presente  juicio,  ya  fué  re- 
suelto por  sentencia  que  causó  ejecutoria 
en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  don  Au- 
relio Meléndez  Ortíz  contra  don  José  So- 
lis Guerrero,  existiendo  entre  ambos  jui- 
cios identidad  de  personas,  cosas  y  accio- 
nes; 2o,  que  las  sentencias  dictadas  en  los 
juicios  ejecutivos,  por  lo  general  no  pro- 
ducen exepción  de  cosa  juzgada,  pero 
cuando  resuelven  un  punto  puramente  de 
derecho  si  la  producen;  y  que  la  cuestión 
resulta  en  la  sentencia  que  se  dictó  en  el 
mencionado  juicio  ejecutivo  fué  indubi- 
tablemente una  cuestión  puramente  de 
derecho,  ya  que  se  basaba  sobre  hechos  in- 
discutibles y  aceptados  por  ambas  partes; 
y  3o.  que  como  una  consecuencia  de  todo 
lo  que  se  deja  ya  relacionado,  debe  de  ser 
aceptada  como  procedente  la  excepción  de 
cosa  juzgada  opuesta  por  el  señor  Aurelio 
Meléndez  Ortíz,  sin  entrar  a  discutir  de 
nuevo  los  fundamentos  jurídicos  de  la  de- 
manda a  que  se  refiere  el  (presente  juicio 

Contra  este  último  pronunciamiento, 
don  José  Solis  Guerrero  con  auxilio  del 
Abogado  Guillermo  Vides  Castañeda,  in- 
terpuso el  recurso  de  casación,  denuncian- 
do como  violados  los  artículos  que  siguen: 
556,  561,  562,  563  y  1869  inciso  primero  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  emitido 
el  año  de  1877;  215  del  Decreto  Guberna- 
tivo número  273;  242  del  Decreto  Guber- 
nativo número  272;  2218  y  2219  del  Código 
Civil,  Tercer  Libro;  XXVIII  del  Decreto 
1928;  IX  del  mismo  Decreto  1928;  882  De- 
creto 2009;  XXVIII  del  Decreto  1862;  y 
250  inciso  6o.  del  mismo  Decreto  1862. 

El  señor  Ortíz  Guerrero  invocando  los 
fundamentos  de  su  demanda  en  relación 
con  las  disposiciones  legales  que  citó  co- 
mo infringidas  ha  manifestado,  entre  otras 
cosas,  lo  que  sigue:  que  en  el  juicio  de  da- 
ños y  perjuicios  tramitado  exclusivamen- 


te entre  Meléndez  y  Pineda  jugó  un  papel 
principal  la  confesión  paladina  del  señor 
Pineda,  quien  declaró  haber  causado  da- 
ños y  perjuicios  por  valor  de  mil  quetza- 
les y  que  si  al  confesante  le  hubiese  veni- 
do en  gana  declara  que  los  daños  y  per- 
juicios, en  vez  de  ascender  a  la  suma  ya 
mencionada,  montaban  a  dos  mil,  tres  mil 
etc.,  pues  nada  le  importaba  la  cantidad  a 
ese  respecto,  en  primer  lugar,  por  que  ca- 
recía de  bienes,  y  en  segundo  lugar,  por- 
que siendo  él  (Guerrero)  su  fiador,  dicha 
confesión  le  perjudicaría,  lo  cual  es  con- 
trario al  principio  legal  que  establece  que 
la  confesión  solamente  perjudica  al  que 
la  hace;  que  si  se  le  hubiese  citado  al  jui- 
cio por  el  interés  directo  que  asistía  a  su 
derecho  se  hubiera  valido  de  todos  los 
medios  que  brinda  el  procedimiento,  para 
poner  en  claro  estos  daños  y  perjuicios,  y 
a  salvo  sus  intereses;  que  el  juicio  de  re- 
ferencia fué  tramitado  y  resuelto  sin  su 
citación  y  conocimiento,  y  por  consiguien- 
te el  fallo  podrá  ser  cosa  juzgada  para 
don  Mauro  Pineda  García,  contra  quien 
exclusivamente  se  siguió  el  juicio,  nunca 
centra  él  (Guerrero)  ajeno  a  la  contro- 
versia; y  que  el  caso  no  puede  estimarse 
como  punto  de  derecho,  toda  vez  que  no 
sólo  deben  examinarse  los  hechos  correla- 
tivos al  asunto  en  su  significación,  sino 
además  vaciar  el  contenido  de  estos  he- 
chos en  los  moldes  de  una  sana  interpre- 
tación jurídica. 

El  señor  Meléndez  Ortíz,  alegó,  entre 
otras  cosas,  lo  siguiente:  que  el  causante 
de  los  daños  era  Pineda  García  y  por  es- 
ta razón  contra  dicho  señor  entabló  su  de- 
manda y  como  el  señor  Solis  Guerrero  no 
había  sido  co-depositarlo  nada  sabía  acer- 
ca de  los  daños  y  menos  había  contribui- 
do a  causarlos,  por  consiguiente  no  era  el 
caso  de  comprenderlo  en  su  demanda;  que 
para  establecer  la  responsabilidad  de  una 
persona  a  cuyo  favor  se  ha  dado  por  cual- 
quier razón  una  fianza,  no  es  obligación 
de  la  autoridad  tomar  en  cuenta  si  es  o 
no  abonada,  pues  las  condiciones  tanto 
económicas  como  de  honradez  que  concu- 
rran en  el  fiado,  es  el  fiador  quien  debe 
considerarlas  antes  de  dar  su  fianza.  Si 
el  señor  Solis  hubiera  salido  espontánea- 
mente a  coadyuvar  con  Pineda  García,  en- 
tonces hubiera  tenido  que  discutir  o  acep- 
tar su  intervención,  pero  no  demandarlo 
por  daños  y  perjuicios  para  no  exponerse 
a  que  objetara  su  personería,  tanto  más 
cuanto  que,  en  la  cuestión  ventilada  el 
contrato  de  depósito  era  el  principal  y  el 
de  fianza  el  accesorio;  que  la  ingerencia 
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del  fiador  no  es  para  determinar  si  el  fia- 
do debe  o  no  debe  sino  si  el  fiado  paga  o  no 
paga.  Al  constituirse  el  señor  Ortiz  Gue- 
don  Mauro  Pineda  García  adquirió  por 
ficción  legal  el  carácter  de  codeudor  de 
éste,  y  de  tal  fianza  es  de  donde  se  origina 
la  responsabilidad  pecuniaria  del  señor 
Solis,  y  el  derecho  de  enderezar  en  su  con- 
tra la  acción  correspondiente,  ya  que  está 
abligado  a  responder  por  las  obligaciones 
que  el  fiado  no  cumpla.  Al  fundamentar 
el  señor  Solis  Guerrero,  su  oposición  al  jui- 
cio ejecutivo,  planteó  una  cuestión  pura- 
mente de  derecho,  que  la  sentencia  de  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones  resolvió  con- 
tra él,  y  a  mayor  abundamiento  la  acción 
ejecutiva  promovida  el  treinta  de  Octubre 
de  mil  novecientos  treinta  y  tres,  se  derivó 
de  un  juicio  ordinario.  Por  lo  tanto,  la 
sentencia  dictada  por  la  referida  Sala,  en 
el  ejecutivo  que  siguió  contra  el  señor  So- 
lis Guerrero,  produce  los  efectos  de  cosa 
jusgada. 

CONSIDERANDO: 

Fuera  de  que  como  lo  estima  la  Sala 
existe  cosa  juzgada  por  el  motivo  aue  ya 
se  dijo,  debe  también  tomarse  en  cuenta 
que  la  demanda  entablada  por  el  señor 
José  Solis  Guerrero  no  entraña  una  cues- 
tión de  "fondo,  o  sea  lo  relativo  a  la  obli- 
gación que  fué  determinante"  del  Proce- 
dimiento Ejecutivo,  sino  que  únicamente 
se  refiere  a  la  falta  cometida  al  ser  tra- 
mitado el  juicio  declarativo  que  precedió 
a  la  ejecución  tantas  veces  mencionada; 
defecto  de  procedimiento  que  debió  discu- 
tirse y  ser  resuelto  en  el  susodicho  juicio, 
y  que  en  manera  alguna  afecta  la  solida- 
ridad contraída. 

Y  el  Tribunal  sentenciador  no  ha  he- 
cho declaraciones  contrarias  a,  los  precep- 
tos legales  que  estaban  en  vigor  cuando 
fué  controvertida  la  acción  de  daños  y 
perjuicios. 

De  lo  relacionado  se  infiere  que  la  ac- 
ción intentada  no  tiene  base  legal  y  que 
por  consiguiente  carecen  de  aplicación  en 
el  caso  sub-judice,  los  artículos  556,  561, 
562,  563  y  1869  inciso  lo.  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  del  año  de  1877;  y 
que  no  fueron  violados  los  artículos  IX, 
XXVIII  del  Decreto  Legislativo  número 
1928;  XXVIII  Decreto  Gubernativo  núme- 
ro 1862;  882  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 2009;  25  inciso  6o.  del  Decreto  Gu- 
bernativo 1862;  y  215  del  Decreto  Guber- 
nativo número  273. 


CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  242  del  Decreto  Gu- 
bernativo número  272,  2218  y  2219  del  Li- 
bro Tercero  del  Código  Civil  no  fueron 
infringidos,  porque  el  juicio  no  ha  tenido 
por  objeto  controvertir  obligaciónes  pro- 
venientes de  contratos  en  que  se  hubiesen 
estipulado  condiciones  imposibles  de  ser 
cumplidas  o  contrarias  a  las  leyes  y  bue- 
nas costumbres  o  en  los  cuales  se  dejara 
su  cumplimiento  en  lo  absoluto  a  volun- 
tad de  la  parte  obligada;  ni  la  controver- 
sia ha  versado  sobre  la  naturaleza  de  la 
fianza  que  consta  en  la  escritura  pública 
otorgada  por  el  señor  Solis  Guerrero  a 
favor  de  don  Mauro  Pineda  García. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  obser- 
vancia de  lo  estatuido  por  los  artículos 
521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil  declara  improcedente  el 
recurso  de  que  se  ha  hecho  mérito  y  con- 
dena a  la  parte  que  lo  interpuso  al  pago 
de  las  costas  del  mismo  y  a  una  multa  de- 
veinticinco quetzales.  Y  en  caso  de  in- 
solvencia purgará  veinticinco  días  de 
prisión  simple  conmutables  a  razón  de  un 
quetzal  por  cada  día.  Notifíquese  y  de- 
vuélvanse los  antecedentes,  en  la  forma 
que  corresponde  al  Tribunal  de  su  origen, 
reponiéndose  el  papel  de  conformidad  con 
lo  establecido  por  el  artículo  27  del  Decre- 
to Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

TERCERIA  excluyente  de  dominio  segui- 
da por  don  Juan  Drummond  Keller,  co- 
mo representante  de  "Cooper  y  Drum- 
mond Sucesores",  en  el  ejecutivo  segui- 
do por  don  Henry  Wilder  Cooper  contra 
la  señorita  Louise  Claren. 

DOCTRINA:  Si  la  hipoteca  tiene  preferen- 
cia sobre  el  usufructo  y  éste  ha  queda- 
do supeditado  a  aquélla  en  la  parte  co- 
rrespondiente a  uno  de  los  que  contra- 
jeron las  obligaciones,  en  virtud  de  ha- 
berlo convenido  así  los  .interesados,  es 
improcedente  la  tercería  de  dominio  di- 
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rígida  a  obtener  que  se  excluyan  de  la 
ejecución  hipotecaria  los  productos  de 
esa  parte.  Cuando  la  parte  dispositiva 
o  resolutiva  de  una  sentencia  no  e  serró- 
néa  ni  contraria  a  derecho;  es  decir,  si 
en  ella  no  se  infringe  ninguna  de  las 
disposiciones  legales  citadas  por  los  re- 
currentes, no  pueden  tener  éxito  los  re- 
cursos de  casación,  pues  éstos  no  tienen 
por  finalidad  simplemente  combatir  los 
considerandos  de  los  fallos. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

En  virtud  de  casación  y  con  sus  respec- 
tivos antecedentes  se  examina  la  senten- 
cia y  auto  que  el  doce  de  febrero  próximo 
pasado  y  veinticinco  del  mismo  mes  res- 
pectivamente, dictó  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  la  tercería  exclu- 
yente  de  dominio  seguido  por  don  Juan 
Drummond  Keller  como  apoderado  de 
"Cooper  y  Drummond  Sucesores"  en  el 
ejecutivo  que  por  pesos  le  sigue  don  Henry 
Wilder  Cooper  a  la  señorita  Louise  Claren. 

El  treinta  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro  don  Juan  Drummond  se 
presentó  ante  el  Juez  Tercero  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento,  en  con- 
cepto de  representante  de  la  sociedad 
"Cooper  y  Drummond  Sucesores",  inter- 
poniendo la  tercería  antes  mencionada  y 
expuso:  lo.  que  por  escritura  pública  que 
autorizó  el  notario  Ernesto  Viteri  Ber- 
trand  el  seis  de  enero  de  mil  novecientos 
treintidós  y  que  lleva  el  número  dos  en  su 
registro  notarial,  se  constituyó  la  socie- 
dad "Cooper  y  Drummond  Sucesores"  en- 
tre la  señorita  Louise  Claren  y  el  deman- 
dante con  el  objeto  de  explotar  las  salinas 
"Santa  Rosa  y  anexos".  Al  acto  compa- 
reció don  Henry  Wilder  Cooper,  quien  co- 
mo antiguo  comunero  suyo  dió  su  consen- 
timiento para  que  la  sociedad  pudiera 
continuar  usando  del  mismo  nombre  con 
que  había  girado  la  disuelta  comunidad. 
2o.  La  sociedad  "Cooper  y  Drummond  Su- 
cesores" se  constituyó  mediante  la  apor- 
tación, por  cada  uno  de  los  socios,  de  la 
mitad  del  usufructo  de  los  bienes  inmue- 
bles que  constituyen  las  salinas  expresa- 
das y  son  los  siguientes:  Número  ciento 
setenta  (170),  folio  cincuenta  y  nueve  (59) 
libro  sexto  (6o.);  ciento  sesenta  y  nueve 
(169),  folio  cincuenta  y  siete  (57),  libro 
sexto  (6o.);  ciento  ochentinueve  (189), 
folio  ciento  siete  (107),  libro  sexto  (6o.); 
doscientos  ochentisiete  (287),  folio  prime- 
ro (lo.),  libro  séptimo  (7o.);  cincuenti- 


ocho  (58),  folio  doscientos  cincuentiseis 
(256),  libro  segundo  (2o.);  noventiseis 
(96),  folio  cuatrocientos  treinta  (430),  li- 
bro segundo  (2o.);  mil  seiscientos  cua- 
renticcho  (1648),  folio  ciento  cincuenta  y 
cinco  (155),  libro  veintisiete  (27);  ciento 
ochentisiete  (187),  folio  ciento  tres  (103), 
libro  sexto  (6o.);  ciento  ochetiocho  (188), 
folio  ciento  cinco  (105),  libro  sexto  (6o.); 
ciento  dieciseis  (116),  folio  quinientos 
cuarenticuatro  (544) ,  libro  veintidós  (22); 
dos  mil  quinientos  treinticuatro  (2534), 
folio  cuarentinueve  (49),  libro  treinta  y 
cinco  (35);  dos  mil  quinientos  treinta  y 
siete  (2537),  folio  cincuentiocho  (58),  del 
libro  treinta  y  cinco  (35).  Todos  los  li- 
bros son  de  Escuintla.  3o.  En  virtud  de 
escritura  pública  que  autorizó  el  mismo 
notario  en  la  fecha  antes  citada  y  que  lle- 
va el  número  cuatro  en  su  registro  la  se- 
ñorita Louise  Claren  se  reconoció  deudora 
de  don  Henry  Wilder  Cooper  por  la  canti- 
dad de  ciento  setenta  y  cinco  mil  dólares 
de  los  Estados  Unidos,  garantizando  el  pa- 
go de  dicha  obligación  con  primera,  única 
y  especial  hipoteca  sobre  sus  derechos, 
equivalentes  a  la  mitad  pro-indiviso,  en 
los  bienes  raíces  que  posee  en  común  con 
don  Juan  Drummond  en  jurisdicción  del 
puerto  de  San  José  y  que  constituyen  las 
salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos",  formadas 
de  las  fincas  mencionadas  anteriormente. 
4o.  La  cláusula  novena  de  dicha  escritura 
literalmente  dice:  "Don  Juan  Drummond 
Keller  y  don  Louis  Claren  Meyer,  éste  últi- 
mo en  el  concepto  en  que  comparece,  ma- 
nifiestan1 como  únicos  socios  de  la  entidad 
jurídica  "Cooper  y  Drummond  Sucesores", 
que  conceden  absoluta  preferencia  en  la 
hipoteca  que  se  contiene  en  esta  escritura 
sobre  el  usufructo  que  sobre  las  mismas 
propiedades  hipotecadas  se  constituyó  en 
la  escritura  de  hoy  ante  mí,  mediante  la 
cual  se  formó  dicha  sociedad.  En  tal  vir- 
tud dicho  usufructo  queda  supeditado,  en 
cuanto  concierne  a  la  parte  de  doña  Loui- 
se Claren,  a  la  hipoteca  que  en  garantía 
del  presente  crédito  se  otorga  de  confor- 
midad con  la  cláusula  sexta".  5o.  De  tal 
¿uerte  cuando  se  constituyó  la  hipoteca 
para  garantizar  al  señor  Cooper  la  canti- 
dad de  ciento  setenta  y  cinco  mil  pesos  oro 
americano,  el  usufructo  de  los  bienes  que 
constituyen  las  salinas  "Santa  Rosa  y 
Anexos"  pertenecía  ya  a  la  sociedad  "Coo- 
per y  Drummond  Sucesores";  y  en  conse- 
cuencia, el  usufructo  no  estaba  consolida- 
do con  la  mera  propiedad,  ni  pudo  haber 
quedado  incluido  en  la  hipoteca,  sim- 
plemente supeditado  a  ella,  como  se  ex- 
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presa  en  la  escritura  constitutiva  del  cré- 
dito, en  cuanto  se  refiere  a  la  parte  de  la 
señorita  Louise  Claren.  6o.  El  señor  Coo- 
per  inició  con  fecha  quince  de  febrero 
(1934),  juicio  ejecutivo  por  la  cantidad  de 
ciento  cincuenta  y  cinco  mil  setecientos 
sesenta  y  seis  pesos,  sesenta  y  seis  centa- 
vos oro  americano,  contra  la  señorita  Cla- 
ren y  en  ejercicio  de  la  acción  que  le  con- 
cedía la  escritura  hipotecaria,  habiéndose 
embargado,  como  una  consecuencia,  con 
fecha  dieciseis  de  febrero  citado,  "la  mitad 
pro-indivisa  de  las  salinas  "Santa  Rosa  y 
Anexos",  ubicadas  en  el  puerto  de  San 
José,  departamento  de  Escuintla"  las  cua- 
les están  constituidas  por  las  fincas  ya 
mencionadas,  y  se  nombró  como  deposita- 
rios interventores  a  don  Juan  Smith  y  a 
don  Julio  del  Piñal.  7o.  Con  fecha  dieci- 
nueve de  febrero  citado,  se  le  discernió  el 
cargo  de  depositario  a  del  Piñal  y  entró  en 
su  ejercicio,  reteniendo  a  la  orden  del  tri- 
bunal, cantidades  que  efectivamente  no 
corresponden  ni  a  la  señorita  Claren  ni  al 
compareciente  (Drummond)  sino  a  la  so- 
ciedad "Cooper  y  Drummond  Sucesores", 
como  son  las  ventas  de  sal  realizadas  últi- 
mamente. 8o.  Asimismo  y  en  las  mismas 
circunstancias  el  señor  Smith  después  de 
discernirle  el  cargo,  ha  retenido  en  los  al- 
macenes o  bodegas  de  las  salinas  antes 
mencionadas,  las  cantidades  de  sal  produ- 
cidas últimamente.  9o.  La  Sociedad  "Coo- 
per y  Drummond  Sucesores",  que  es  una 
persona  jurídica  distinta  de  los  socios  que 
la  constituyen,  es  la  única  dueña,  en  la  ac- 
tualidad, del  usufructo  de  los  bienes  que 
constituyen  las  salinas  "Santa  Rosa  y  Ane- 
xos" y  de  sus  productos,  por  haberse  cons- 
tituido precisamente  con  ese  capital  y  no 
estara  disuelta  a  la  fecha;  y  como  tampoco 
ha  sido  liquidada,  no  se  sabe  todavía  cuál 
es  la  parte  de  utilidades  que  le  corresponde 
a  la  señorita  Claren;  y  en  consecuencia, 
cuál  es  la  porción  sobre  la  cual  pudiera 
ejercer  sus  derechos  el  señor  Cooper.  Por 
esas  razones  en  el  carácter  antes  indicado 
entabla  la  tercería  excluyente  de  dominio 
en  el  procedimiento  ejecutivo  mencionado 
antes,  a  efecto  de  que  se  declare:  lo.  que 
las  cantidades  de  dinero  retenidas  por 
don  Julio  del  Piñal  y  provenientes  de  la 
venta  de  sal  de  las  salinas  "Santa  Rosa  y 
Anexos",  así  como  la  existencia  de  sal 
que  se  encuentra  en  las  bodegas  de  dichas 
salinas,  son  actualmente  de  la  exclusiva 
propiedad  de  la  sociedad  "Cooper  y  Drum- 
mond Sucesores".  2o.  Que  don  Henry 
Wilder  Cooper  no  puede  hacerse  pagar  nin- 
guna cantidad  del  dinero  retenido  por  el 


señor  del  Piñal,  ni  tampoco  tomar  en  pago 
cantidad  de  sal  alguna  de  la  retenida, 
mientras  la  sociedad  "Cooper  y  Drum- 
mond Sucesores"  no  se  haya  liquidado  y 
por  consiguiente,  se  sepa  cuál  es  la  parte 
que  en  el  dinero  y  en  la  sal,  le  correspon- 
de a  la  señorita  Louise  Claren.  Citó  en 
apoyo  de  su  demanda  los  artículos  1785, 
1825,  1309  y  1320  Código  Civil  de  1877; 
226  Decreto  272;  28  y  11  Decreto  1656;  9, 
11  y  55  Decreto  Legislativo  1730;  693,  501 
y  502  del  Decreto  1932. 

Está  agregada  a  los  autos  la  certifica- 
ción extendida  por  el  secretario  del  Juzga- 
do Tercero  de  Primera  Intancia  de  este 
departamento  en  la  que  aparece  transcri- 
to el  testimonio  de  la  escritura  pública 
número  cuatro,  antes  mencionada,  otorga- 
da el  seis  de  enero  de  mil  novecientoa 
treintidós  ante  los  oficios  del  notario  Er- 
nesto Viteri  Bertrand.  Comparecieron  a 
esta  escritura  don  Henry  Wilder  Cooper, 
don  Louis  Claren  Meyer  y  don  Juan  Drum- 
mond Keller.  El  primero  y  el  último  pro- 
ceden por  sí  y  el  señor  Claren  Meyer  co- 
mo apoderdo  general  de  doña  Louise  Claren 
y  otorgan:  doña  Louise  Claren,  por  medio 
de  su  apoderado,  se  reconoce  lisa  y  llana 
deudora  de  don  Henry  Wilder  Cooper  por 
la  suma  de  ciento  setenta  y  cinco  mil  dó- 
lares americanos  que  declara  tener  recibi- 
da a  su  satisfacción  en  calidad  de  mutuo, 
que  pagará  en  el  lugar,  forma,  condicio- 
nes, tiempo  allí  estipulados.  En  garantía 
del  crédito,  intereses  moratorios,  costas  y 
gastos  de  cobranza  judicial  o  extrajudicial, 
doña  Louise  Claren  constituye  a  favor  de 
don  Hery  Wilder  Cooper  por  primera  y  úni- 
ca y  especial  hipoteca  sobre  sus  derechos, 
equivalentes  a  la  mitad  pro-indivisa,  en 
los  bienes  raíces  que  posee  en  común  con 
don  Juan  Drummond,  en  jurisdicción  del 
puerto  de  San  José,  departamento  de  Es- 
cuintla y  que  constituyen  las  salinas  "San- 
ta Rosa  y  Anexos"  las  cuales  se  encuen- 
tran formadas  por  las  fincas  cuyos  núme- 
ros están  citados  anteriormente.  Dichos 
inmuebles  fueron  adquiridos  por  la  deudo- 
ra en  escritura  de  la  misma  fecha  ante  el 
mismo  notario  y  en  virtud  de  compra  a 
don  Henry  Wilder  Cooper.  En  la  hipoteca 
constituida  se  comprende  todo  cuanto  de 
hecho  y  por  derecho  corresponde  a  lo  hi- 
potecado. La  falta  de  pago  capacitará  al 
acreedor  para  dar  por  vencido  el  plazo  de 
que  aún  pudiese  gozar  la  deudora  y  para 
exigir  el  pago  íntegro  del  saldo  del  capital 
pendiente  el  día  del  incumplimiento.  El 
procedimiento  principiará  por  señalamien- 
to de  día  para  el  remate  de  los  derechos  hi- 
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potecados  y  de  cualesquiera  otros  bienes 
que  el  acreedor  podrá  embargar  por  am- 
pliación. Dn.  Juan  Drummond  Keller,  ex- 
presa su  conformidad  con  la  hipoteca  que 
de  los  derechos  de  doña  Louise  Ciasen  se 
constituyen  en  esa  escritura  y  renuncia  al 
ejercicio  del  derecho  de  tanteo  que  le  con- 
fiere la  ley,  si  llegare  el  caso  de  que  los 
derechos  de  su  condueña  salgan  a  remate. 
La  cláusula  novena  dice  literalmente:  "Don 
Juan  Drummond  Keller  y  Dn.  Louis  Claren 
Meyer,  éste  último  en  el  concepto  en  que 
comparece,  manifiestan  como  únicos  socios 
de  la  entidad  jurídica  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores"  que  conceden  absoluta  prefe- 
rencia a  la  hipoteca  que  se  contiene  en 
esta  escritura,  sobre  el  usufructo  que  so- 
bre las  mismas  propiedares  hipotecadas 
se  constituyó  en  la  escritura  de  hoy  ante 
mí,  mediante  la  cual  se  formó  dicha  so- 
ciedad. En  tal  virtud  dicho  usufructo 
queda  supeditado,  en  cuanto  concierne  a 
la  parte  de  doña  Louise  Claren,  a  la  hipo- 
teca que  en  garantía  del  presente  crédito 
se  otorga  de  conformidad  con  la  cláusula 
sexta".  Las  inscripciones  hipotecarias 
fueron  hechas  el  trece  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y  dos.  También  está 
agregada  a  los  autos  la  certificación  ex- 
tendida por  el  secretario  mencionado  en  la 
cual  está  transcrito  el  testimonio  de  la 
escritura  pública  número  dos,  otorgada 
por  don  Henry  Wilder  Cooper,  don  Louis 
Claren  Meyer  y  don  Juan  Drummond  Kel- 
ler. Todos  comparecen  en  el  mismo  ca- 
rácter que  en  general  tienen  en  la  escri- 
tura número  cuatro  y  otorgan:  don  Juan 
Drummond  y  doña  Louise  Claren,  consti- 
tuyen una  sociedad  industrial  agrícola, 
particular  de  carácter  civil  que  girará  ba- 
jo el  nombre  de  "Cooper  Drummond  Su- 
cesores". El  objeto  de  la  compañía  es  la 
explotación  de  las  salinas  "Santa  Rosa  y 
Anexos"  ubicadas  en  el  puerto  de  San  Jo- 
sé y  la  explotación,  agrícola  de  las  propie- 
dades que  constituyen  dicho  negocio, 
continuando  les  negocios  de  la  firma  co- 
mercial "Cooper  y  Drummond"  ya  extin- 
guida. El  capital  se  constituye  por  el  usu- 
fructo de  los  bienes  raíces  que  forman  di- 
chas salinas,  que  pertenecen  pro-indiviso 
a  ambos  socios  como  únicos  dueños  de  las 
fincas  rústicas  cuyo  registro  ya  se  mencio- 
nó anteriormente.  La  contabilidad  deta- 
llará el  valor  en  que  se  estima  el  capital 
aportado  por  los  socios,  los  que  en  todo 
caso  tendrán  cada  uno  derecho  equivalen- 
te a  la  mitad  del  mismo.  Las  ganancias  o 
pérdidas  se  distribuirán  por  mitad  entre 
ambos  socios  en  la  primera  quincena  del 


mea  de  enero  de  cada  año,  para  lo  cual  se 
hará  inventario  y  balance  general  cada 
día  treinta  y  uno  de  diciembre.  Doña 
Louise  Claren,  siempre  que  las  condiciones 
económicas  de  la  sociedad  lo  permitan, 
podrá  retirar  a  cuenta  de  sus  utilidades 
las  sumas  que  sean  necesarias  para  poder 
cubrir  a  don  Julio  del  Piñal  y  a  don  Henry 
Wilder  Cooper  los  créditos  a  su  cargo  de 
conformidad  con  las  respectivas  escritu- 
ras públicas  y  de  cuyos  negocios  está  per- 
perfectamente  enterado  el  socio  Drum- 
mond. El  uso  de  la  razón  social  corres- 
ponderá al  socicí  Drummond;  pero  para,  la 
celebración  de  contratos  cuyo  valor  exce- 
da de  quinientos  dólares  americanos,  se 
requiere  el  consentimiento  y  la  comparen- 
cia de  ambos  socios  o  de  sus  representan- 
tes legales.  La  sociedad  durará  nueve 
años  que  principiarán  a  contarse  desde  el 
día  en  que  la  escritura  quede  registrada 
de  conformidad  con  la  ley;  el  término  es 
prorrogable  automática  e  indefinidamen- 
te por  nuevos  períodos  adicionales  de  un 
año  si  ninguna  de  las  partes  diere  a  la  otra 
aviso  escrito  y  con  auténtica  de  firma  co- 
municándole su  deseo  de  disolver  la  socie- 
dad. Don  Henry  Wilder  Cooper  manifies- 
ta que  habiendo  ouedado  separado  del  ne- 
gocio que  giró  bajo  el  nombre  comercial  de 
"Cooper  y  Drummond"  y  que  existió  entre 
él  y  don  Juan  Drummond  Keller,  de  ma- 
nera expresa  faculta  en  forma  irrevocable 
a  la  entidad  jurídica  que  por  ese  acto  se 
constituye  para  poder  llevar  como  razón 
social  la  de  "Cooper  y  Drummond  Suceso- 
res", tanto  durante  el  plazo  original  como 
durante  cualesquiera  prárrogas.  La  socie- 
dad fué  inscrita  en  el  Registro  Civil  el 
quince  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos;  y  el  veinte  de  febrero  del  mismo 
año  fueron  registrados  a  favor  de  "Cooper 
y  Drummond  Sucesores"  los  derechos  rea- 
les _en  el  Registro  de  Inmuebles  sobre  las 
fincas  usufructuadas. 

Henry  Wilder  Cooper  contestó  negati- 
vamente la  demanda  e  interpuso  las  excep- 
ciones perentorias  de  falta  de  acción,  no- 
vación y  error  en  la  acción  de  la  parte 
actora;  y  expuso  lo  siguiente:  que  en  la 
escritura  número  dos,  mediante  la  cual  se 
constituyó  la  sociedad  "Cooper  y  Drum- 
mond Sucesores"  claramente  se  estipuló 
que  el  socio  don  Juan  Drummond  está  per- 
fectamente enterado  de  los  negocios  cele- 
brados entre  Cooper  y  doña  Louise  Claren, 
quedando  en  tal  concepto  la  constitución 
de  dicha  entidad  vinculada  al  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  contraidas  por 
la  señorita  Claren  a  su  favor,  conforme  a 
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las  respectivas  escrituras  públicas  autori- 
zadas por  el  notario  Ernesto  Viteri  B.  Por 
consiguiente,  es  un  hecho  indestructible 
que  la  sociedad  "Cooper  y  Drummond  Su- 
cesores" carece  de  acción  para  demandar 
en  la  forma  que  lo  hace.  La  sociedad 
"Cooper  y  Drummond  Sucesores''  se  cons- 
tituyó para  la  explotación  de  las  salinas 
"Santa  Rosa  y  Anexas"  y  para  la  explota- 
ción agrícola  de  las  propiedades  que  cons- 
tituyen dichos  negocios,  continuando  las 
actividades  de  la  firma  comercial  "Cooper 
y  Drummond"  ya  extinguida,  establecién- 
dose que  dicha  sociedad  se  disolvería  por 
los  motivos  establecidos  en  el  articulo  1812 
del  Código  Civil  vigente.  En  la  escritura 
constitutiva  del  crédito  hipotecario  por 
ciento  setenta  y  cinco  mil  pesos  y  que  fué 
autorizada  por  el  notario  Viteri  el  seis  de 
enero  de  mil  novecientos  treinta  y  dos  y 
que  lleva  el  número  cuatro  del  registro  de 
dicho  profesional,  doña  Louise  Claren  le 
dió  en  garantía  de  tal  crédito,  primera, 
única  y  especial  hipoteca  sobre  sus  dere- 
chos equivalentes  a  la  mitad  pro-indivisa 
de  los  bienes  raices  que  constituyen  las  sa- 
linas "Santa  Rosa  y  Anexas",  habiéndose 
especialmente  advertido  que  en  la  hipote- 
ca constituida  se  comprende  todo  cuanto 
de  hecho  y  por  derecho  corresponde  a  lo 
hipotecado.  En  consecuencia,  la  hipoteca 
comprende  la  totalidad  del  dominio  que 
doña  Louise  Claren  tuvo  sobre  tales  in- 
muebles, es  decir  se  le  garantizó  el  crédito 
con  primera  hipoteca  de  la  totalidad  de 
los  derechos  de  la  deudora  comprendién- 
dose como  es  de  ley,  el  dominio  integro, 
pleno,  total  y  absoluto  que  dicha  señora 
gozaba  sobre  tales  inmuebles  con  inclu- 
sión de  los  dos  aspectos  como  del  dominio: 
el  directo  y  el  útil  derecho  de  gozar  y  el 
de  disponer  sin  limitación  alguna.  En  la 
propia  escritura  de  mütuo  con  hipoteca  el 
señor  Drummond  Keller  procediendo  por 
sí  y  como  socio  de  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores"  y  don  Louis  Claren  Meyer  co- 
mo apoderado  de  doña  Louise  Claren  a 
quien  obligó  en  su  carácter  personal  y  ade- 
más como  socia  de  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores",  expresamente  convinieron 
conforme  consta  en  la  cláusula  novena,  en 
conceder  absoluta  preferencia  a  la  hipote- 
ca contenida  en  esa  escritura,  sobre  el 
usufructo  que  sobre  las  mismas  propieda- 
des hipotecadas  se  constituyó  en  la  escri- 
tura de  la  misma  fecha  en  que  se  dió  vida 
a  la  sociedad  antes  nombrada.  Tal  prefe- 
rencia absoluta  rige  y  priva  en  cunto  a 
los  derechos  de  "Cooper  y  Drummond  Su- 
cesores" a  usufructuar,  como  entidad  ju- 


rídica las  salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos". 
Se  pactó,  además,  que  el  usufructo  que 
doña  Louise  Claren  aportó  a  la  constitu- 
ción de  la  sociedad  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores"  quedó  supeditado  o  sujeto  o 
consolidado  con  la  hipoteca.  Que  existen 
dos  estipulaciones  al  respecto:  la  que  con- 
cedió preferencia  absoluta  a  la  hipoteca  a 
su  favor  sobre  el  usufructo  constituido  a 
favor  de  "Cooper  y  Drummond  Sucesores", 
y  la  que  supeditó  el  usufructo  de  doña  Loi- 
se  Claren  sobre  su  mitad  de  las  salinas  a 
la  misma  hipoteca  que  por  ciento  setenta 
y  cinco  mil  dólares  se  constituyó  a  su  fa- 
vor en  la  escritura  número  cuatro  de  seis 
de  enero  de  mil  novecientos  treintaidós 
autorizada  por  el  notario  Viteri.  Los  de- 
rechos equivalentes  a  la  mitad  del  pleno 
dominio  que  don  Juan  Drummond  tenia  y 
tiene  inscrito  en  las  salinas  "Santa  Rosa 
y  Anexos"  en  nada  se  afectaron  con  mo- 
tivo o  por  causa  de  las  estipulaciones  an- 
teriormente puntualizadas  ya  que  dicho 
señor  en  su  carácter  personal  pudo  conti- 
nuar usando  y  gozando  con  libre  disponi- 
bilidad de  la  plenitud  del  dominio.  Debe 
considerarse  por  otra  parte  la  existencia 
del  contrato  contenido  en  la  escritura  nú- 
mero tres  que  del  seis  de  enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  dos  qué  en  esta  ciudad 
autorizó  el  propio  notario  Viteri,  median- 
te la  cual  la  sociedad  "Cooper  y  Drum- 
mond Sucesores",  don  Juan  Drummond  y 
doña  Louise  Claren,  procediendo  ambos 
tanto  por  sí  como  en  su  carácter  de  úni- 
cos socios  de  dicha  entidad,  concedieron  a 
don  Julio  del  Piñal  con  absoluta  exclusi- 
vidad la  agencia  general  para  la  venta  en 
toda  la  república  y  fuera  de  ella  de  la  sal 
producida  por  las  salinas  "Santa  Rosa  y 
Anexos",  estableciéndose  la  forma  de  ope- 
rar el  despacho  y  venta  de  los  productos, 
obligaciones  que  asumió  el  señor  del  Piñal, 
término  del  contrato,  prohibiciones  y  san- 
ciones, consignándose  especialmente  la  es- 
tipulación de  que  dicho  contrato  seria 
obligatorio  tanto  para  los  .sucesores  como 
para  los  causahabientes  de  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores".  Que  la  cláusula 
décima  tercera  de  dicha  escritura  contie- 
ne la  declaración  hecha  por  él  (Cooper) 
de  estar  enterado  de  los  términos  de  tal 
contrato  y  la  indicación  de  que  quedaba 
obligado  a  cumplirlo  en  el  futuro.  Puede 
afirmarse  que  las  regulaciones  de  la  escri- 
tura constitutiva  de  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores"  quedaron  estrechamente  vin- 
culadas a  los  contratos  a  que  se  refiere 
anteriormente,  los  que  constituyeron  una 
sola  relación  jurídica  entre  las  partes  de 
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la  presente  contienda  judicial,  habiendo 
motivado  la  novación  del  pacto   social  de 
"Cooper  y  Drummiond  Sucesores"  median- 
te la  tácita  modificación  de  algunas  de 
sus    estipulaciones.    Por  ello    incurre  en 
error  el  demandante  al  pretender  ignorar 
estipulaciones  contractuales  que  obligan 
tanto  a  la  sociedad  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores",  como  a  los  socios  de  la  misma 
en  su  carácter    personal.    Hace  constar 
que  no  se  ha   embargado   a  su  solicitud 
bien  alguno   perteneciente  a  la  sociedad 
"Cooper    y"  Drummond    Sucesores",  sino 
simplemente  los  productos  y  frutos  corres- 
pondientes a  lo  hipotecado  e  incluidos  en 
la  hipoteca,  tanto  por  convenio  expreso  de 
los  contratantes  camo  por  lo  dispuesto  en 
las  leyes  de  la  materia  y  que,  en  tal  virtud, 
carece    también    de    acción  la  sociedad 
"Cooper  y  Drummond  Sucesores"  para  ex- 
cluir del  juicio  bienes  que  no  se    han  in- 
cluido en  la  ejecución.    La  escritura  de 
mutuo  con  hipoteca  quedó  inscrita  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  el  tre- 
ce de  febrero  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos  en  tanto  que  la  escritura  constituti- 
va de  "Cooper  y  Drummond  Sucesores"  no 
se  inscribió  sino  hasta  el  veinte  del  mismo 
mes  y  año,  cuando  ya  la  hipoteca  había 
principiado  a  surtir  efectos  contra  tercero 
o  sea  contra  "Cooper  y  Drummond  Suce- 
sores", persona  jurídica    diferente    de  los 
socios  individualmente  considerados.  Cita 
comió  fundamentos  de  derecho  los  siguien- 
tes: que  la  hipoteca  se  extiende  a  las  ac- 
cesiones naturales,  a  las    mejoras,  a  los 
frutos  y  rentas  no   percibidos  al  vencerse 
la  obligación,  al  usufructo  si  este  se  con- 
solidare con  la  propiedad  hipotecada;  que 
la  hipoteca  es  un  derecho  real  que  afecta 
directamente  los  bienes  gravados  a  la  obli- 
gación   cuyo    cumplimiento  garantizan, 
aunque  pasen  a  manos  de  un    tercer  po- 
seedor, siendo  tal   garantía   indivisible  y 
subsistiendo  íntegra  sobre  todos  y  cada  uno 
de  los  bienes  hipotecados;  que  la  hipote- 
ca produce  efectos  entre  las  partes  desde 
su  constitución    y  en    cuanto  a  terceros 
desde  el  momento  en  que  la  escritura  res- 
pectiva es  presentada  al  Registro;  que  son 
frutos  naturales  los  que  provienen  direc- 
tamente de  la  cosa,  con  o  sin  la  industria 
del  hombre  y  civiles  los  que  proceden  de 
ella  por  contrato;  que  pueden  hipotecar- 
se todos  los  bienes  inmuebles  y  los  dere- 
chos reales  impuestos   sobre  los  mimos; 
que  los  contratos  producen  derechos  y  ob- 
ligaciones recíprocas  entre  los  contratan- 
tes, tienen  fuerza  de  ley  respecto  de  ellos 
y  son  obligatorios  no  solo  en  cuanto  se  ha- 


ya expresado,  sino  en  lo  que  sea  de  ley,  se- 
gún su  naturaleza.  Concluyó  pidiendo 
que  en  definitiva  se  le  absuelva  de  la  de- 
manda. 

A  solicitud  del  señor  Drummond  se  tu- 
vo por  contestada  negativamente  la  de- 
manda por  parte  de  Louise  Claren. 

El  actor  rindió  las  pruebas  siguientes: 
a)  los  dos  testimonios  de  lasi  escrituras 
públicas  de  que  se  hizo  relación  anterior- 
mente y  que  llevan  en  el  protocolo  del  no- 
tario los  números  dos  y  cuatro;  b)  infor- 
me del  depositario  Julio  del  Piñal  que  con- 
tiene el  extracto  del  movimiento  habido 
en  la  cuenta  "Depositarla  intervenida  de 
Louise  Claren",  en  donde  aparece  que  el 
saldo  a  favor  de  esta  cuenta  el  veinticinco 
de  enero  del  año  próximo  pasado,  fué  de 
cuarenta  y  un  mil  cincuenta  y  cinco  quet- 
zales y  cuarenta  y  un  centavos  y  el  saldo 
posterior  a  esa  fecha  es  de  cuarenta  y  dos 
mil  ciento  setenta  y  cuatro  quetzales  cinco 
centavos.  El  informe  tiene  fecha  veinti- 
dós de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis,  c)  En  auto  de  primero  de  Abril  del 
año  próximo  pasado,  se  tiene  por  ratifica- 
do, por  parte  de  Henry  Wilder  Cooper,  el 
memorial  que  contiene  la  contestación  a 
la  demanda,  de  fecha  diez  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro. 

Por  parte  de  Henry  "Wilder  Cooper  se 
rindieron  las  pruebas  siguientes:  a)  Carta 
que  a  éste  le  dirigió  Julio  del  Piñal  el  pri- 
mero de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco  y  que  se  tuvo  por  reconocida.  Eri 
dicho  documento  aparece:  que  para  dar 
cumplimiento  al  cargo  de  depositario  que 
se  le  encomendó,  de  las  cantidades  que  re- 
cibe por  concepto  de  la  mitad  de  las  ven- 
tas üe  sal,  toma  quincenalmente  la  suma 
necesaria  para  pagar  la  mitad  de  los  gas- 
tos y  erogaciones  ordinarias  conforme  a 
las  planillas  aprobadas  tanto  por  el  depo- 
sitario interventor  don  John  W.  Smith  co- 
mo por  el  señor  don  Juan  Drummond  o  su 
apoderado  don  Louis  Caren  Mayer,  docu- 
mentos que  se  le  entregan  como  compro- 
bantes. Deducido  el  valor  de  la  mitad  de 
planillas  y  gastos,  retiene  a  disposición 
del  Juez  el  saldo  líquido,  b)  Certificación 
extendida  por  el  Registrador  General  dt 
la  República  en  la  que  aparece  que  la  es- 
critura de  fecha  seis  de  enero  de  mil  nove 
cientos  treinta  y  dos,  autorizada  por  el  no 
tario  Ernesto  Viteri  Bertrand,  en  la  que  se 
constituyó  la  sociedad  "Cooper  Drummond 
Sucesores",  fué  presentada  al  Registro  ei 
diecinueve  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos  e  inscrita  al  día  siguiente. 
También    figura  en  esa    certificación  la 
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inscripción  hipotecaria  que  pesaba  sobre 
las  fincas  que  se  han  venido  mencionando 
a  cargo  de  Louise  Claren  en  virtud  de  es- 
critura autorizada  el  seis  de  enero  de  mil 
novecientos  treinta  y  dos  por  el  mismo  No- 
tario. Presentada  e  inscrita  el  trece  de 
febrero  de  mil  novecientos  treinta  y  do¿. 
c)  El  procedimiento  ejecutivo  que  ante  el 
Juez  Tercero  de  Primera  Instancia  de  este 
departamento  siguió  contra  doña  Louise 
Claren.  Los  principales  pasajes  son  los 
siguientes:  lo.,  la  demanda  ejecutiva  fue 
presentada  el  quince  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  acompañada 
del  testimonio  de  la  escritura  que  en  esta 
ciudad  otorgó  doña  Louise  Claren  el  6  de 
enero  de  mil  novecientos  treinta  y  dos  ante 
el  notario  Ernesto  Viteri  Bertrand,  donde 
se  reconoció  deudora  de  don  Henry  Wil- 
der  Cooper  por  la  cantidad  de  ciento  se- 
tenta y  cinco  mil  dólares  oro  de  los  Esta- 
dos Unidos  de  Norte  América,  que  garan- 
tizó con  primera  hipoteca  sobre  sus  dere- 
cho equivalentes  a  la  mitad  pro-indivisa 
sobre  los  bienes  antes  relacionados.  La 
demanda  es  para  obtener  el  pago  de  la 
cantidad  de  ciento  cincuenta  y  cinco  mil 
setecientos  sesenta  y  seis  dólares,  sesenta 
y  seis  centavos  por  capital  e  intereses  mo- 
ratorios  hasta  el  día  siete  de  febrero  del 
añó  citado.  Se  demanda  también  los  in- 
tereses que  sigan  cayendo  desde  la  fecha 
en  que  quedó  cencido  el  plazo  de  la  obli- 
gación computado  sobre  el  saldo  del  ca- 
pital hasta  el  día  del  efectivo  pago  más 
las  costas  y  los  gastos1  del  juicio.  2o.,  El 
día  dieciseis  de  febrero  del  mismo  año  don 
Louis  Claren  Mayer  como  apoderado  de 
doña  Louise  Claren,  fué  requerido  de  pa- 
go por  la  suma  antes  mencionada  y  no 
habiéndolo  efectuado  se  trabó  embargo 
sobre  la  mitad  pro-indivisa  de  las  salinas 
"Santa  Rosa  y  Anexos"  ubicadas  en  el 
Puerto  de  San  José  y  registradas  con  los 
números  que  figuran  en  el  acta,  con  todo 
lo  que  por  derecho  y  de  hecho  les  corres- 
ponde. 3o.,  El  diez  y  siete  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro  se  citó  al 
juicio  tanto  al  Ministerio  Público  como  al 
representante  de  la  sociedad  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores".  4o..  El  diez  y  siete 
de  febrero  del  citado  año,  se  dió  posesión 
de  los  bienes  embargados  al  depositario  in- 
terventor John  Smith.  En  el  acta  respec- 
tiva consta,  entre  otros  putos,  que  en  las 
bodegas  número  uno  y  dos  se  encontró 
amantonada  cierta  cantidad  de  sal;  en  la 
primera  se  calculó  aproximadamente  la 
cantidad  de  un  mil  quinientos  quintales; 
y  en  la  segunda,  cuatro  mil.   5o.   El  vein- 


tiocho de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro  fueron  rematados  los  derechos 
de  la  señorita  Louise  Claren,  equivalentes 
a  la  mitad  pro-indivisa  en  los  bienes  raí- 
ces que  constituyen  las  salinas  "Santa  Ro- 
sa y  Anexos",  en  virtud  de  la  ejecución  se- 
guida por  el  señor  Cooper,  se  expresó  que 
se  admitían  posturas  hasta  el  setenta  por 
ciento  del  crédito  demandado  más  intere- 
ses y  costas;  y  se  hizo  constar  que  en  la 
hipateca  constituida  se  comprende  todo 
cuanto  de  hecho  y  por  derecho  correspon- 
de a  lo  hipotecado  de  conformidad  con  la 
escritura  de  seis  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  dos  y  el  acta  de  embargo  de 
dieciseis  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro.  El  remate  fincó  en  el 
señor  Cooper  por  el  setenta  por  ciento  del 
capital  demandado  más  intereses  y  costas. 
6o.,  El  treinta  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro  fué  aprobado  el  remate. 
7o.,  El  veitinueve  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cuatro  fué  aprobada  la 
liquidación  del  procedimiento  ejecutivo  la 
que  ascendió  a  ¡a  cantidad  de  ciento  se- 
senta y  un  mil  ciento  nueve  pesos  y  trein- 
ta y  un  centavos  oro  americano,  más  cien- 
to veintiún  pesos  cuarenticinco  centavos 
oro  americano,  o  quetzales.  8o.,  El  diez 
y  siete  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  "cinco  de  oficio  y  en  rebeldía  de  la  eje- 
cutada el  Juez  mandó  otorgar  a  favor  del 
ejecutante  la  escritura  traslativa  de  domi- 
nio de  los  bienes  rematados;  y  el  veinti- 
trés del  mismo  mes  y  año  el  Notario  José 
F'alla  autorizó  la  expresada  escritura.  9., 
El  ocho  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco  el  Juez  mandó  dar  pose- 
sesión  al  rematario  señor  Cooper  de  los  de- 
rechos subastados  equivalentes  a  la  mitad 
pro-indivisa  que  a  la  ejecutada  corres- 
dondia  en  las  fincas  que  constituyen  las 
salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos",  con  exclu- 
sión expresa  de  los  bienes  y  del  derecho 
de  usufructo  que  motivan  esta  tercería; 
pero  en  ejecutoria  de  la  Sala  Tercera  de 
la  Corte  de  Apelaciones  esa  resolución  fué 
reformada  en  el  sentido  siguiente:  lo., 
que  en  la  posesión  que  se  manda  dar  al 
señor  Cooper  de  la  mitad  pro-indivisa  de 
las  salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos",  se  in- 
cluye los  derechos  de  usufructo  que  por  tal 
mital  de  corresponden;  2o.,  que  se  dejan 
a  salvo  los  derechos  que  la  sociedad  "Coo- 
per y  Drummond  Sucesores"  hace  valer  en 
la  tercería  interpuesta  relativa  a  la  sal  y 
dinero  retenidos.  10.  El  veinticinco  de  ene- 
ro del  año  próximo  pasado  se  puso  al  se- 
ñor Cooper  en  posesión  efectiva  de  la  mi- 
tad proindivisa  de  las  salinas  antes  nom- 
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bradas  con  inclusión  del  derecho  de  usu- 
fructo que  a  dicha  mitad  corresponde.  11., 
El  tres  de  abril  del  año  próximo  pasado 
previa  vista  que  se  dió  a  los  interesados 
Cooper,  Claren  y  don  Juan  Drummond,  se 
aprobaron  las  cuentas  rendidas  con  fecha 
trece  de  marzo  del  mismo  año  por  el  de- 
positario John  Smith.    12.,    El  quince  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  el 
Juez  señaló  al  señor  Henry  Wilder  Cooper, 
el  término  de  cinco  días  para  que  otorgue 
a  favor  de  la   señorita    Louise  Claren  la 
correspondiente  carta  de  pago,  comisio- 
nando para  el  efecto  al  Notario  don  Mi- 
guel Castejón  Fiallos,  bajo  apercibimien- 
to de  mandarla  otorgar  de  oficio    sino  lo 
hace  durante  el  expresado  término.  Este 
auto  fué  revocado  por  la  Sala  jurisdiccio- 
nal únicamente  en  cuanto  a  la  designa- 
ción recaída  en  el  Notario  Castejón  Fia- 
llos; designando  para  el  efecto  como  No- 
tario autorizante  al  Licenciado  Joaquín  V 
Galdámez.  d)  Certificación  extendida  por 
el  Secretario  del  Juzgado  Tercero  de  Pri- 
mera Instancia  de  este    departamento  en 
la  que  consta  la  demanda  promovida  por 
don  Juan  Drummond  por  sí  y  como  repre- 
sentante legal  de  la  sociedad  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  el  veinte  de  Marzo 
de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro  y  en 
la  que  pidió*  lo.  que  en  la  sociedad  "Coo- 
per. y  Drummond  Sucesores"  le  correspon- 
de un  derecho  equivalente  a  la  mitad  del 
capital  con  que  se  constituyó  la  expresada 
entidad,  incluso  la  mitad  del  usufructo  de 
los  bienes   que   constituyen   las  salinas 
"Santa  Rosa  y  Anexos";  2o.  que  tal  dere- 
cho asi  como  la  mitad  del  usufructo  que 
le  corresponde  en  los  bienes  que  forman 
las  salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos",  no  es- 
tán afectados  en  manera  alguna  por  la 
hipoteca  que  constituyó  la  señorita  Louise 
Claren  a  favor  de  don  Henry  Wilder  Coo- 
per, en  escritura  pública  pasada  ante  los 
oficios  del  notario  Ernesto  Viteri  Bertrand 
a  seis  de  enero  de  mil  novecientos  trein- 
tidos.  3o.  Y  que  en  consecuencia,  debe  ex- 
cluirse del  juicio  ejecutivo  promovido  en 
este  tribunal  por  don  Henry  Wilder  Coo- 
per contra  la  señorita  Louise  Claren,  la 
mitad  del  usufructo  de  los  bienes  que  cons- 
tituyen las  salinas  "Santa  Rosa  Anexos", 
por  no  haberse  comprometido  en  la  escri- 
tura hipotecaria  que  motivó  la  ejecución. 
Consta  también  en  esa  certificación  el  au- 
to de  fecha  veinte  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis  dictado  por  el  Juz- 
gado Tercero  mencionado  en  el  que  en  re- 
beldía de  don  Juan  Drummond  se  tiene 
por  ratificado  el  memorial  que  contiene  la 


demanda  anterior,  e)  Certificación  exten- 
dida por  el  Secretario  de  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones  y  que  contiene 
las  diligencias  de  notificación  que  en  vía 
voluntaria  hizo  el  apoderado  del  señor 
Cooper,  don  Martín  Bennett  a  don  Louis 
Claren  Meyer,  corno  apoderado  de  doña 
Louise  Claren  dando  por  vencido  el  plazo 
del  crédito  antes  referido,  constituido  en 
escritura  número  cuatro,  diligencias  com- 
puestas del  escrito  inicial,  resolución  en  la 
cual  se  manda  que  se  haga  la  notificación 
pedida,  demanda  ordinaria  de  doña  Louise 
Claren  oponiéndose  a  las  expresadas  dili- 
gencias y  piendo  que  se  declare:  lo.  que  no 
es  legal  el  hecho  que  se  le  mandó  notifi- 
car; 2o.  que  el  señor  don  Henry  Wilder 
Cooper  no  tiene  derecho  para  dar  por  ven- 
dido el  plazo  del  contrato  a  que  su  men- 
cionado apoderado  se  refirió  al  iniciar  las 
diligencias  voluntarias  respecto  a  las  cua- 
les hace  valer  su  oposición;  contestanción 
a  esa  demanda  por  parte  del  señor  Cooper 
el  seis  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro;  desistimiento  de  la  demanda 
de  oposición  hecho  por,  Louise  Claren  el 
veintiuno  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco;  resolución  de  veinti- 
cuatro de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco  en  que  el  Juez  Segundo  de 
Primera  Instancia  tiene  por  desistido  de 
ese  juicio  al  señor  don  Louis  Claren  Meyer, 
en  su  carácter  de  apoderado  de  la  seño- 
rita Louise  Claren,  f )  Las  posiciones  que  a 
su  solicitud  absolvió  don  Juan  Drummond 
ante   el   Juez   Tercero   de  la.  Instancia 
de  este  departamento  el  tres  de  Octubre 
de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  en  la 
forma  siguiente:  a  la  décima  cuarta  si  es 
cierto  que  compareció  en  la  escritura  del 
seis  de  enero  de  mil  novecientos  treinta 
y  dos  en  que  don  Louis  Claren  Meyer,  co- 
mo apoderado  de  doña  Louise  Claren,  re- 
conoció adeudarle  a  Cooper  con  hipoteca 
la  cantidad  de  ciento  setenta  y  cinco  mil 
dólares  ante  los  oficios  del  notario  Ernes- 
to Viteri  Bertrand,  contestó  que  es  cierto 
y  que  firmó  como    testigo    dicho  instru- 
mento. Que  el  absolvente  no  era  parte  en 
esa  escritura.   A  la  décimo  sexta  pregun- 
ta relativa  a  que  aceptó  que  en  dicha  es- 
critura pública  el  usufructo  constituido  en 
el  pacto  social  de  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores",  quedara  postergado  y  sujeto  a 
todas  las  condiciones  de  tal  escritura  de 
mutuo  con  hipoteca,  contestó  afirmativa- 
mente: pero  dijo  que  firmó  porque  no  sa- 
bía que  en  ella  quedaba  afecto  el  usufruc- 
to de    "Cooper  y  Drummond  Sucesores", 
circunstancia  de  la  que  se  enteró  por  el 
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señor  don  Guillermo  Sinibaldi.  También 
contestó  afirmativamente  la  décima  sépti- 
ma pregunta  que  se  refiere  a  que  sus  de- 
rechos (del  articulante)  de  acreedor  hipo- 
tecario tienen  absoluta  preferencia  sobre 
los  de  usufructo  que  tiene  inscrito  la  so- 
ciedad "Cooper  y  Drummond  Sucesores" 
en  los  bienes  hipotecados  en  escritura  ci- 
tada anteriormente,  agregando  que  eso 
no  lo  sabia  antes  y  tan  pronto  como  lo  su- 
po hizo  que  se  retirara  la  cláusula  del  do- 
cumento. A  la  vigésima  pregunta  rela- 
tiva a  si  le  consta  el  derecho  que  el  arti- 
culante ha  tenido  y  tiene  para  embargar  a 
doña  Louise  Claren  los  productos  origina- 
dos de  la  venta  de  la  mitad  de  sal  produ- 
cida por  las  salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos", 
respondió  afirmativamente.  A  la  vigési- 
ma séptima  que  se  refiere  a  si  le  consta 
que  en  la  escritura  mencionada  doña 
Louise  Claren  le  dió  al  articulante  en  ga- 
rantía la  totalidad  del  dominio  que  dicha 
señora  tuvo  sobre  las  salinas  "Santa  Rosa 
y  Anexos",  comprometiéndose  en  tal  do- 
minio el  directo  y  el  útil,  contestó  afirma- 
mativamiente.  El  Juez  hizo  constar  que  se 
explicó  al  señor  Drummond  la  significa- 
ción de  la  frase  dominio  directo  y  útil  a 
que  se  refiere  la  pregunta.  Al  dirigirle 
la  vigésima  octava  pregunta,  si  los  frutos 
naturales  de  la  mitad  de  las  salinas  "San- 
ta Rosa  y  Anexos"  le  corresponden  en  ex- 
clusiva propiedad  al  articulante,  respon- 
dió, primero,  afirmativamente;  pero  a 
continuación  rectifica  en  el  sentido  de 
que  tales  productos  pertenecen  en  la  ac- 
tualidad a  Louise  Claren,  y  que  pertenece- 
rán al  señor  Cooper  cuando  esté  liquida- 
da la  entidad  "Cooper  y  Drummond  Suce- 
sores". Contestó  también  afirmativamen- 
te la  pregunta  que  se  refiere  a  que  en  es- 
critura de  seis  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  dos,  autorizada  por  el  Licen- 
ciado Ernesto  Viteri  Bertrand,  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  otorgaron  a  don  Ju- 
lio del  Piñal  el  derecho  exclusivo  para  la 
venta  total  de  la  sal  producida  por  las  sa- 
linas "Santa  Rosa  y  Anexos".  Por  haberse 
negado  el  absolvente  a  contestar  afirmati- 
vamente o  negativamente  la  pregunta  dé- 
cima quinta  si  compareció  en  la  escritu- 
ra mencionada  tanto  por  si  como  en  su 
carácter  de  representante  legal  de  "Coo- 
per y  Drummond  Sucesores",  se  le  decla- 
ró confeso.  El  señor  Drummond  pidió  la 
nulidad  de  las  posiciones  que  puntualiza 
en  el  incidente  respectivo.  El  señor  Coo- 
per acompañó  certificación  de  la  inscrip- 
ción de  la  sociedad  "Cooper  y  Drummond 


Sucesores"  en  el  Registro  Civil  de  esta  ca- 
pital; inscripción  que  se  hizo  el  quince  de 
febrero  de  mil  novecientos  treinta  y  dos. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: lo. — Que  se  excluyen  de  la  ejecución 
las  cantidades  de  dinero  y  sal  que  se  en- 
cuentran depositadas  hasta  la  fecha  en  que 
don  Henry  Wilder  Cooper  tomó  efectiva 
posesión  de  los  bienes  rematados,  por  per- 
tenecer a  la  sociedad  "Cooper  y  Drum- 
mond Sucesores";  2o.  que  el  señor  Henry 
Wilder  Cooper  no  puede  hacerse  pagar 
cantidad  alguna  de  lo  retenido,  mientras 
no  haya  sido  debidamente  liquidada  la  so- 
ciedad relacionada  y  se  pueda  establecer 
en  forrría  legal,  cual  es  la  participación 
que  tenía  en  dicha  sociedad  la  ejecutada 
y  socia  señorita  Louise  Claren,  3o.  sin  lu- 
gar el  incidente  de  nulidad  de  las  posicio- 
nes interpuesto  por  el  señor  Juan  Drum- 
mond Keller;  4o.  sin  lugar  las  excepcio- 
nes perentorias  interpuestas  por  el  deman- 
darlo y  5o.  que  las  costas  son  a  cargo  de 
ambas  partes.  Henry  Wilder  Cooper  inter- 
puso recurso  de  aclaración  dsl  fallo  por 
estimar  que  sus  términos  son  ambiguos, 
obscuros  y  contradictorios.  Después  de 
lo  trámites  legales,  fué  declarado  sin  lu- 
gar por  auto  de  fecha  catorce  de  septiem- 
bre del  año  próximo  pasado.  Contra  esta 
resolución  y  la  sentencia  apeló  el  expre- 
sado señor  Cooper.  También  Louis  Cla- 
ren Meyer  interpuso  igual  recurso  contra 
las  declaraciones  contenidas  en  los  puntos 
segundo  y  quinto.  Al  tramitarse  la  segun- 
da instancia  a  solicitud  de  la  parte  actora 
se  tuvo  a  ésta  por  adherida  a  la  apelación 
en  lo  que  se  refiere  al  punto  tercero  de  la 
sentencia.  El  señor  Drummond  presentó  el 
segundo  testimonio  de  la  escritura  número 
tres  otorgada  el  seis  de  enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  dos,  ante  el  Notario 
Ernesto  Viteri  B.  A  esta  escritura  com- 
parecieron Juan  Drummond  Keller,  Louis 
Claren  Meyer,  Julio  del  Piñal  Morán  y 
Henry  Wilder  Cooper.  El  primero  procede 
por  sí  y  en 'concepto  de  socio  de  la  socie- 
dad "Cooper  y  Drummond  Sucesores", 
constituida  en  escritura  del  mismo  día.  El 
señor  Claren  Meyer  procede  en  concepto 
de  apoderado  de  doña  Louise  Claren  y  obli- 
ga a  ésta  tanto  en  su  carácter  personal  co- 
mo en  concepto  de  socia  de  la  expresada 
tntidad  jurídica,  constituida  por  ella  y  por 
don  Juan  Drummond,  como  únicos  socios, 
Cooper  y  del  Piñal  proceden  por  sí.  En  el 
concepto  en  que  proceden  otorgan  los  "Se- 
ñores Cooper  y  Drummjond  Sucesores" 
que  conceden  a  don  Julio  del  Piñal  Morán 
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con  absoluta  exclusividad  la  agencia  ge- 
neral para  la  venta  en  toda  la  república  y 
fuera  de  ella  de  la  sal  producida  por  las 
salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos",  pertene- 
cientes a  aquellos  y  determina  las  con- 
diciones en  que  queda  regulada  esa  obli- 
gación y  duración  del  contrato.  Estable- 
cen también  que  el  contrato  es  obligato- 
rio para  tos  sucesores  o  causa-habientes 
de  "Cooper  y  Drummond  Sucesores".  Hen- 
ry  Wilder  Cooper  otorga  que  está  entera- 
do de  los  términos  del  contrato  y  a  su  vez 
se  obliga  a  cumplirlos  si,  por  cualquiera 
circunstancia,  en  lo  futuro  llegare  a  poseer 
las  expresadas  salinas  o  a  tener  derecho 
en  las  mismas. 

La  Sala  dictó  sentencia  en  la  que  revo- 
ca la  de  primer  grado  en  sus  dos  primeros 
puntos  declarativos  y  resolviendo  decla- 
ra: absuelto  a  Henry  Wilder  Cooper  de 
la  demanda  y  la  confirma  en  lo  demás. 
Louis  Claren  Meyer  así  como  el  señor 
Drummond  pidieron  aclaración  y  amplia- 
ción del  fallo;  y  éste  fué  ampliado  absol- 
viendo de  la  demanda  también  a  la  seño- 
rita Louise  Claren.  La  Sala  aprecia  que 
la  escritura  pública  de  seis  de  enero  de 
mil  novecientos  treinta  y  dos,  que  tiene 
número  dos  en  el  registro  del  notario  Vi- 
teri,  acredita:  lo.,  la  constitución  de  la 
sociedad  industrial,  agrícola  particular  de 
carácter  civil  entre  don  Juan  Drummond 
Keller  y  la  señorita  Louise  Claren,  consis- 
tiendo el  capital  de  la  misma  en  el  usu- 
fructo que  por  mitad  proindivisa  les  co- 
rrespondía en  las  salinas  "Santa  Rosa  y 
Anexos";  2o.,  que  principiaría  la  sociedad 
a  tener  vida  jurídica  desde  que  la  escritu- 
ra constitutiva  fuera  debidamente  inscri- 
ta en  el  Registro  Civil.  Con  la  escritura 
de  la  misma  fecha  ante  el  mismo  notario 
y  que  tiene  el  número  cuatro  en  su  regis- 
tro, estima  acreditados:  lo.  la  obligación 
de  la  señorita  Louise  Claren  a  favor  de 
Henry  Wilder  Cooper  por  la  suma  de  cien- 
to setenta  y  cinco  mil  dólares,  garantiza- 
da con  primera  y  especial  hipoteca  sobre 
derechos  equivalentes  a  la  mitad  proindi- 
visa en  los  bienes  que  posee  en  común  con 
don  Juan  Drummond  y  que  forman  las  sa- 
linas "Santa  Rosa  y  Anexos";  hipoteca  que 
comprende  todo  cuanto  de  hecho  y  por  de- 
recho corresponde  a  lo  hipotecado;  2o., 
que  don  Juan  Drummond  y  la  señorita 
Louise  Claren  como  únicos  socios  de  "Coo- 
per y  Drummond  Sucesores",  conceden  ab- 
soluta preferencia  a  la  hipoteca  sobre  el 
usufructo  que  en  las  mismas  propiedades 
hipotecadas  se  constituyó  al  formarse  la 


íceiedad,  quedando  en  esa  virtud  supedi- 
tado el  usufructo,  en  cuanto  concierne  a 
la  parte  de  la  señorita  Louise  Claren  a  la 
hipoteca  otorgada  a  íavor  de  Cooper.  Con 
la  certificación  extendida  por  el  Registra- 
dor Civil  tiene  por  probado  que  la  escritu- 
ra social  fué  inscrita  el  quince  de  febrero 
de  mil  novecientos  treinta  y  dos.  Con  la 
certificación  extendida  por  el  Registrador 
de  la  Propiedad  Inmueble  tiene  por  acre- 
ditado que  la  hipoteca  a  favor  de  Henry 
Wilder  Cooper  fué  inscrita  en  el  Registro 
con  fecha  trece  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  dos  a  las  catorce  horas 
y  minutos.  Con  la  carta  dirigida  por  Julio 
del  Piñal  a  Henry  Wilder  Cooper  así  como 
con  las  cuentas  presentadas  en  el  juicio 
estima  acreditado  que  a  la  cuenta  "Depo- 
sitaría intervenida  de  Louise  Claren"  se 
ha  abonado  únicamente  la  mitad  de  las 
ventas  de  sal  efectuadas  y  se  ha  cargado 
también  sólo  la  mitad  de  los  gastos  habi- 
dos. Considera  que  los  socios  no  podían 
representar  válidamente  a  la  sociedad  en 
la  constitución  de  la  hipoteca  pues  aque- 
lla no  pudo  ejercer  acto  jurídico  alguno 
con  relación  a  terceros*  antes  de  estar  ins- 
crita en  el  Registro  Civil;  que  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  es  tercero  en  lo  que 
se  refiere  a  la  hipoteca.  Además  en  la  es- 
critura de  hipoteca  el  Notario  no  llenó1  los 
requisitos  legales,  haciendo  constar  lo  re- 
lativo a  la  representación  de  los  socios. 
Siendo  anterior  la  inscripción  hipotecaria 
a  la  de  la  escritura  social,  aquella  perjudi- 
ca a  "Cooper  y  Drummond  Sucesores", 
que  es  tercero.  Que  el  usufructo  de  la  par- 
te perteneciente  a  la  señorita  Claren  que- 
dó incluido  en  la  hipoteca  constituida  a 
favor  de  Henry  Wilder  Cooper.  El  saldo 
existente  desde  la  fecha  en  que  se  trabó 
el  embargo  en  la  ejecución  seguida  con- 
tra Louise  Claren  a  que  se  contrae  la  ter- 
cería es  ganancia  exclusiva  de  la  parte  de 
ésta  última  en  la  sociedad.  La  acción  pro- 
movida por  Drummond  deriva  de  que  el 
usufructo  fué  aportado  como  capital  so- 
cial. Las  posiciones  no  son  nulas  porque 
no  estaba  vigente  el  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil  cuando  principió 
el  juicio  y  también  no  se  probó  la  nulidad; 
y  como  prueba  en  nada  modifica  los  fun- 
damentos del  fallo. 

Juan  Drummond  como  representante  le- 
gal de  la  sociedad  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores,"  con  auxilio  del  abogado  Juan 
Manuel  Jiménez  Pinto,  introdujo  recurso 
extraordinario  de  casación  contra  ese  fa- 
llo, fundándolo  en  que  la  ejecutoria  res- 
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pectiva,  que  la  constituye  la  sentencia  y 
auto  antes  mencionados,  contiene  viola- 
ción indebida  e  interpretación  errónea  de 
la  ley;  porque  se  cometió  error  de  hecho 
y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas; y  porque  el  fallo  contiene  resolucio- 
nes contradictorias.  Citó  las  leyes  siguien- 
tes: artículos  1033  en  sus  incisos  lo.,  2o., 
3o.,  y  40.,  1309,  1398,  1425,  1426,  1428,  1776, 
1785,  1787,  1788,  1814,  1824,  1825.  2101,  2102, 
2103,  2300,  2431,  2435  Código  Civil  de  1877; 
55  del  Decreto  Gubernativo  Número  921: 
3,  9  en  su  inciso  6o.,  125,  126  Decreto  Le- 
gislativo 1730;  11,  28  y  167  Decreto  Legis- 
lativo 1656;  15  en  su  inciso  3o.,  22.  502,  693, 
701,  1114  Código  Civil  (Decreto  Legislati- 
vo 1932);  12  Decreto  Legislativo  2010;  634 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  13 
Decreto  Legislativo  1747;  227,  232,  inciso 
6o.,  233,  250  incisos  11  y  13  Decreto  Legis- 
lativo 1928;  227,  232  inciso  6o.,  233  y  250 
incisos  11  y  13  Decreto  Gubernativo  1862: 
222,  223,  318  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil;  226,  242  Decreto  Guberna- 
tivo 272;  1  y  7  Decreto  Legislativo  1807; 
1  Decreto  Gubernativo  1503. 

Louis  Claren  Meyer  como  apoderado  de 
Louise  Claren  y  auxiliado  por  el  abogado 
Valerio  Ibarra  Zepeda,  interpuso  recurso 
contra  la  misma  ejecutoria,  citando  como 
infringidos  por  la  Sala  sentenciadora  los 
artículos:  III,  IV,  V,  IX,  XIV,  XV,  136.  224, 
227,  228,  232  incisos  4,  5,  6  y  7;  233,  235  in- 
ciso lo.  y  250  incisos  4o.,  5o.  y  11. Decreto 
Gubernativo  1862;  514  incisos  2o.  y  4o.; 
1033,  1055,  1373  inciso  4o.,  1374,  1398,  1399, 
1425,  1426,  1776,  1785.  1786,  1824,  1825.  2101. 
2106,  2298  inciso  1,  2300.  2306  2364  y  2365 
incisos  4o.  y  7o.  Código  CIVIL  de  1877;  236  y 
242  Decreto  Gubernativo  272;  lo.,  55,  63, 
64  y  65  Decreto  Gubernativo  Número  921; 
17,  22,  28,  29,  31,  387,  389,  501.  502,  507, 
685,  693,  716,  1017,  1114  y  1120  Decreto  Le- 
gislativo 1932;  12  Decreto  Legislativo  Nú- 
mero 2010;  31  y  32  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  de  1877;  46,  287  y  293  De- 
creto Número  273;  49,  282,  288  y  290  De- 
creto Legislativo  2009;  237  incisos  9o.,  y 
10o.,  250,  284,  285  del  Código  de  Comercio; 
lo.,  9o.,  11,  20,  28,  167,  172,  249  Decreto  Le- 
gislativo 1656;  lo.  y  7o.  del  Decreto  Legis- 
lativo Número  1807.  Se  señaló  día  para  la 
vista  la  cual  tuvo  lugar.  El  señor  Drum- 
mond  alega  en  lo  esencial  que  la  sentencia 
destruye  la  consensualidad  del  contrato  de 
compañía;  confunde  el  momento  en  que 
se  perfecciona  para  terceros  y  aquel  en 
que  se  perfecciona  con  respecto  a  las  par- 
tes; confunde  también  lo  que  constituyen 


los  aportes  de  los  socios,  en  cumplimien- 
to del  pacto  social,  con  los  actos  jurídicos 
realizados  por  la  sociedad.  El  perfeccio- 
namiento del  contrato  de  sociedad  con  res- 
pecto a,  las  partes  que  intervinieron  en  su 
formación  tiene  lugar  desde  el  preciso  ins- 
tante en  que  se  manifiesta  el  consenti- 
miento por  las  mismas,  porque  es  un  con- 
trato consensual;  y  respecto  a  terceros 
desde  su  inscripción  en  el  registro  (exi- 
gencia legal  establecida  désde  el  treinta 
de  Junio  de  mil  novecientos  veintiséis). 
Henry  Wilder  Cooper,  Louise  Claren,  re- 
presentada por  Louis  Claren  Meyer  y  don 
Juan  Drummond  concurrieron  al  otorga- 
miento de  la  escritura  número  dos;  por  lo 
que  ninguno  de  ellos  puede  alegar  ser  ter- 
cero con  respecto  a  la  formación  de  la 
sociedad.  Las  aportaciones  de  los  socios, 
constituyen  pura  y  simplemente  actos  pre- 
paratorios a  fin  de  que  la  sociedad  pueda 
cumplir  los  actos  jurídicos  para  que  fué 
creada;  en  manera  alguna  pueden  con- 
ceptuarse como  actos  jurídicos  realizados 
por  la  sociedad  misma.  Si  los  aportes  de 
los  socios  deben  conceptuarse  jurídicamen- 
te como  obligaciones  nacidas  en  virtud  del 
perfeccionamiento  del  contrato  con  res- 
pecto a  los  socios,  es  incuestionable  que 
tales  aportes  no  están  regidos  por  el  artí- 
culo 126  del  Decreto  Legislativo  1730.  De 
consiguiente  ninguna  prohibición  existía 
para  que  los  socios  cumpliesen  con  llevar  a 
la  masa  social  los  aportes  ofrecidos,  aun 
antes  de  inscribirse  la  sociedad.  Que  se 
probó  plenamente,  con  la  escritura  núme- 
ro dos:  lo.,  que  concurrieron  a  otorgarla 
los  señores  Henry  Wilder  Cooper,  Juan 
Drummond  y  la  señorita  Louise  Claren,  de 
suerte  que  las  tres,  personas  son  "partes" 
con  respecto  al  contrato  contenido  en  di- 
cha escritura;  2o.,  que  la  señorita  Claren 
y  el  señor  Drummond  aportaron  para  la 
constitución  de  la  sociedad  el  usufructo 
que  les  pertenecía  en  los  inmuebles  que 
forman  las  salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos"; 
y  3o.,  que  en  consecuencia,  para  los  tres, 
la  sociedad  "Cooper  y  Drummond  Suce- 
sores" adquirió  en  propiedad  el  usufructo 
ya  dicho,  desde  el  momento  mismo  de  fir- 
marse la  escritura  y  en  manera  alguna 
desde  que  fué  inscrito  a  su  favor  en  el  re- 
gistro de  inmuebles.  Que  la  cláusula  oc- 
tava de  la  escritura  número  dos  se  debe  de 
tener  por  no  puesta  porque  pugna  con  las 
disposiciones  legales  sobre  soleminida-: 
des  que  deben  llenarse  para  la  ampliación 
o  modificación  del  contrato  de  sociedad, 
y  de  la  duración  del  mismo.   La  Sala  no 
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solo  no  pudo  fundarse  en  esa  cláusula 
concediéndole  validez  para  estimar  que  la 
vida  de  la  sociedad  principió  desde  la 
inscripción  de  la  escritura  en  el  Registro 
Civil,  sino  que,  aun  en  el  supuesto  de  dar- 
le valor  la  ley  no  admite  referir  el  prin- 
cipio del  término  social  al  de  la  fecha  del 
perfeccionamiento  del  contrato  con  res- 
pecto a  las  partes;  aún  en  este  caso  la  es- 
critura expresa  que  la  sociedad  se  consti- 
tuía desde  el  momento  de  celebrarse  el 
contrato.  Desconoce  el  Tribunal  senten- 
ciador la  personalidad  jurídica  de  la  so- 
ciedad "Cooper  y  Drummond  Sucesores" 
al  desconocer  el  capital  social  que  es  uno 
de  los  atributos  de  la  personalidad  jurídi- 
ca y  la  naturaleza  ae  ese  capital;  porque 
no  considera  cuáles  son  los  derechos  de 
ur  socio  en  el  haber  social  y  la  naturaleza 
de  esos  derechos  y  porque  en  la  sentencia 
convirtió  a  Cooper  de  acreedor  particular 
de  la  señorita  Claren  en  acreedor  social. 
Desnaturalizó  el  concepto  de  usufructo  y 
reconoce  un  medio  de  adquirirlo  distinto 
del  fijado  por  la  ley,  pues  en  ésta  no  figu- 
ra la  adquisición  por  inscripción  en  el  Re- 
gistro Civil.  Declaró  innecesaria  la  parti- 
ción entre  los  socios  para  establecer  qué 
bienes  tocarían  a  la  señorita  Claren. 
"Copper  y  Drummond  Sucesores"  no  po- 
día hipotecar  el  usufructo  porque  no  le 
era  permitido  ejercer  actos  de  naturaleza 
jurídica,  y  además  a  los  socios  no  les  per- 
tenecía ese  derecho  real.  La  hipoteca  no 
podía  abarcar  un  usufructo  no  consolida- 
do con  la  mera  propiedad  y  los  cinco  mil 
quintales  de  sal  encontrados  en  las  salinas 
"Santa  Rosa  y  Anexos"  no  pudieron  estar 
comprendidos  en  la  hipoteca  pues  no  son 
accesiones  naturales  porque  fueron  pro- 
ducidos por  el  trabajo  del  hombre;  no  son 
frutos  pendientes  porque  ya  estaba  elabo- 
rada y  embodegada;  ni  son  usufructo  por- 
que ya  habían  salido  del  inmueble.  Las 
posiciones  absueltas  por  el  señor  Drum- 
mond fueron  producidas  fuera  del  juicio 
cuando  éste  ya  estaba  promovido.  El  ar- 
ticulante no  se  fundó  en  el  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles  para  pedirlas  sino  en 
el  de  Enjuiciamiento  Civil  "y  Mercantil, 
pues  era  el  vigente;  sin  embargo  la  Sala 
considera  inaplicable  el  artículo  222  de  esa 
ley.  La  carta  dirigida  por  del  Piñal  a  Coo- 
per no  tiene  validez  en  el  litigio  porque 
aquél  es  persona  ajena  a  las  obligaciones 
que  se  debaten.  No  se  estimó  el  pago  de 
la  deuda  que  la  señorita  Claren  hizo  a  Coo- 


per pues  en  virtud  de  aquél  se  extinguió  la 
acción  hipotecaria;  y  que  la  redacción  del 
fallo  era  defetuosa. 

Louis  Claren  Meyer  alega;  que  la  Sala 
oficiosamente  amplió  el  fallo  dictando  un 
auto  que  tiene  los  caracteres  de  una  sen- 
tencia pues  en  él  se  absuelve  de  la  deman- 
da a  su  poderdante;  aunque  en  la  senten- 
cia no  se  dice  a  quien  corresponde  el  di- 
nero y  la  sal  discutidos  la  absolución  su- 
pone que  corresponden  a  Cooper;  pero  a 
éste  no  le  asiste  derecho  por  estar  total- 
mente pagado  de  la  deuda,  como  conse- 
cuencia de  la  ejecución  en  que  haciendo 
efectivo  el  crédito,  intereses  y  costas,  ter- 
minó por  adjudicación  de  bienes.  El  pri- 
mer considerando  no  contiene  ninguna 
apreciación  legal  pues  transcribe  sólo  los 
dos  puntos  petitorios  de  la  demanda  y  apli- 
có leyes,  con  relación  a  las  formalidades 
de  la  demanda,  que  no  estaban  en  vigor 
cuando  se  entabló  ésta.  La  estipulación 
concerniente  al  plazo  de  la  sociedad  así  co- 
mo que  éste  se  computaría  desde  su  ins- 
cripción, no  quiere  decir  que  antes  de  cum- 
plirse con  ese  requisito,  ningún  efecto  le- 
gal produjo  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura que  contiene  el  contrato  de  sociedad, 
como  que  por  éste  y  no  por  la  inscripción 
se  regula  su  capacidad  jurídica.  En  con- 
secuencia los  derechos  de  la  sociedad  so- 
bre el  usufructo  introducido  a  la  misma 
como  capital  social,  surgieron  desde  que 
se  constituyó  con  la  intervención  de  don 
Henry  Wilder  Cooper;  por  lo  que  a  éste 
tiene  que  afectarle  las  estipulacionés  con- 
tenidas en  la  escritura  de  sociedad.  Ha- 
biéndose formado  la  referida  sociedad  me- 
diante el  contrato  que  otorgaron  los  seño- 
res Cooper  y  Drummond  y  la  señorita  Loui- 
se  Claren,  éstos  no  pueden  conceptuarse 
como  terceros  respecto  a  esa  entidad,  la 
que  tampoco  tiene  tal  carácter  en  cuanto 
a  las  citadas  personas  y  en  lo  que  se  refie- 
re a  los  derechos  que  adquirió,  como  con- 
secuencia directa  del  mismo  contrato  so- 
bre el  usufructo  introducido  como  capital 
social.  La  propia  escritura  de  hipoteca  a 
favor  de  Cooper  demuestra  los  derechos 
que  adquirió  "Cooper  y  Drummond  Suce- 
sores" y  los  efectos  legales  del  contrato 
respecto  al  señor  Cooper,  pues  éste  acep- 
tó también  que,  al  tiempo  de  constituirse 
la  hipoteca,  ya  el  usufructo  pertenecía  a 
dicha  entidad.  Siendo  la  sociedad  una 
persona  jurídica  distinta  de  los  socios  in- 
dividualmente considerados,  sólo  ella  como 
otorgante  pudo  dar  vida  jurídica  a  la  es- 
tipulación contenida  en  la  cláusula  nove- 
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na,  porque  los  socios  en  lo  particular  ca- 
recían de  todo  derecho  para  disponer  del 
usufructo.  Si  la  expresada  sociedad  no 
concurrió  al  otorgamiento  de  la  escritura 
de  hipoteca,  pues  cuando  se  constituyó  el 
crédito  no  estaba  inscrita  en  el  Registro 
Civil,  requisito  de  cuyo  cumplimiento  pre- 
vio dependía  la  validez  y  existencia  legal 
de  la  estipulación  concediendo  la  prefe- 
rencia de  la  hipoteca  sobre  el  usufructo, 
no  cabe  discutir  que  lo  que  no  pudo  hacer 
válidamente  la  sociedad,  menos  lo  pudie- 
ron hacer  válidamente  los  socios.  El  usu- 
fructo al  constituirse  la  hipoteca  ya  no 
pernetecia  a  lo  hipotecado  ni  de  hecho  ni 
de  derecho  sino  a  la  sociedad  "Cooper  y 
Drumimond  Sucesores".  A  partir  de  la 
escritura  de  constitución  de  la  sociedad, 
por  ministerio  de  la  ley,  el  dominio  direc- 
to y  el  útil,  antes  vinculados  y  pertene- 
cientes a  dichas  personas  quedaron  legal- 
mente separados:  el  primero  como  dere- 
cho que  se  reservaron  los  socios,  pasando 
el  segundo  a  la  sociedad  "Cooper  y  Drum- 
mond  Sucesores",  constituida  precisamen- 
te con  la  aportación  del  usufructo  como 
capital  social.  En  consecuencia,  el  usu- 
fructo no  estaba  consolidado  con  la  pro- 
piedad hipotecada.  El  hecho  de  que  pri- 
mero se  haya  inscrito  el  contrato  de  hi- 
poteca y  después  el  de  constitución  de  la 
sociedad  no  puede  favorecer  al  señor  Coo- 
per, porque  los  derechos  de  la  sociedad 
habían  sido  ya  reconocidos  con  anteriori- 
dad a  la  inscripción  y  aun  al  otorgamien- 
to del  titulo  de  que  se  originó,  por  un  ac- 
to jurídicamente  más  eficaz  que  las  ope- 
raciones de  registro;  y  el  señor  Cooper 
compareció  al  acto  por  el  cual  se  formó  la 
sociedad  aceptando  expresamente  sus  efec- 
tos. Acepta  la  apreciación  del  tribunal  de 
segunda  instancia  relativa  a  que:  "el  sal- 
do existente  desde  la  fecha  en  que  se  tra- 
bó el  embargo  en  la  ejecución  seguida  por 
don  Henry  Wilder  Cooper  contra  Louise 
Claren  y  a  que  se  contrae  la  presente  ter- 
cería, son  ganancias  exclusivas  de  la  par- 
te de  esta  última  en  la  sociedad".  Las 
utilidades  no  quedaron  bajo  ningún  con- 
cepto supeditadas  a  las  consecuencias  del 
referido  gravamen  hipotecario.  Durante 
la  existencia  de  la  sociedad  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  el  derecho  personal 
de  los  socios  se  redujo  a  participar  en  las 
utilidades  en  la  proporción  convenida  pre- 
via liquidación  que  se  practicaría  en  la 
primera  quincena  del  mes  de  enero  de  ca- 
da año,  mediante  el  inventario  y  balance 
general.  Al  aceptar  lo  consignado  ante- 


riormente es  sin  perjuicio  de  los  derechos 
y  obligaciones  que  resulten  a  favor  o  en 
contra  de  su  poderdante  como  consecuen- 
cia de  la  liquidación  final.  Los  socios  se 
sometieron  para  los  efectos  de  la  liquida- 
ción a  una  jurisdicción  distinta  de  la  or- 
dinaria; por  lo  quo  el  tribunal  de  segunda 
instancia  no  puede  eregirse  en  liquidador 
de  la  compañía.  Las  cuentas  llevadas  bajo 
el  rubro  "Depositaría  intervenida  Louise 
Claren"  no  pueden  tener  otro  valor  legal 
que  el  de  establecer  el  movimiento  del  de- 
pósito en  relación  con  las  ventas  de  sal,  gas- 
tos de  producción  etc.,  pero  jamás  esti- 
marse como  la  liquidación  misma  de  los 
negocios  de  la  compañía.  Los  efectos  del 
crédito  hipotecario  constituido  por  la  se- 
ñorita Louise  Claren  en  escritura  de  seis 
de  enero  de  mil.  novecientos  treinta  y  dos, 
cesaron  desde  que  se  otorgó  a  favor  del  eje- 
cutante y  rematario  la  escritura  traslati- 
va de  dominio  de  los  bienes  subastados; 
que  la  hipoteca  es  un  contrato  accesorio 
sujeto  al  cumplimiento  de  la  obligación 
principal  que  deja  de  existir  al  cumplirse 
ésta;  el  pago  extinguió  la  obligación  de  la 
deudora  quedando  limitados  todos  sus  de- 
rechos del  señor  Cooper  a  los  bienes  cuya 
adjudicación  obtuvo  con  ese  objeto.  Los 
bienes  que  remató  el  señor  Cooper  no  pue- 
den ser  más  que  los  comprendidos  en  el 
acta  respectiva,  quedando  desde  ese  mo- 
mento liberados  de  la  obligación  los  demás 
correspondientes  a  la  deudora.  La  situa- 
ción jurídica  creada  por  el  remate  se  fijó 
definitivamente  desde  que  el  rematario  ob- 
tuvo a  su  favor  el  traspaso  de  los  mismos 
bienes  que  remató  en  pago  del  saldo  del 
capital,  interés  y  costos  provenientes  del 
crédito  hipotecario.  Para  el  señor  Cooper 
desapareció  por  completo  su  carácter  de 
acreedor  de  la  señorita  Claren  como  efec- 
to directo  del  otorgamiento  de  la  escri- 
tura de  traspaso  de  los  bienes  subastados, 
cesando  también  su  carácter  de  ejecutan- 
te. Así  lo  apreció  el  Juez  en  auto  de  quin- 
ce de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis,  al  declarar  procedente  su  solicitud 
sobre  que  se  otorgue  a  favor  de  la  señorita 
Claren  carta  de  pago.  El  señor  Cooper 
ningún  derecho  se  reservó  de  pedir  que  le 
fueran  adjudicados  los  bienes  que  adquirió 
en  pago  de  su  crédito. 

Don  Ernesto  Viteri  B.,  abogado  del  se- 
ñor Cooper,  alegó:  que  las  escrituras  de 
seis  de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  constituyen  un  sólo  vínculo  jurídico; 
fueron  firmadas  por  cada  otorgante  una 
después  de  otra,  en  el  mismo  acto,  en  el 
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mismo  lugar  y  ante  los  mismos  testigos  y 
autorizadas  en  la    misma    ocasión;  esos 
contratos  son  inseparables,  forman  unidad 
contractual,  complementándose  unos  con 
otros  y  no  pueden  estudiarse  aisladamente, 
pues  en  cada  uno  se  hace  referencia  a  los 
demás.  El  usufructo  fué  constituido  a  fa- 
vor de  "Cooper  y  Drummond  Sucesores"  y 
quedó  sujeto  a  la  condición  de  que  se  pa- 
gara al  señor  Cooper  su  crédito.  El  usu- 
fructo quedó   incluido  en  la   hipoteca  en 
cuanto  concierne  a  los  derechos  de  la  se- 
ñorita Claren.    Se  debate  una  acción  de 
tercería  excluyendo  de  dominio  de  bienes 
muebles  corporales  y  no  una  acción  de  nu- 
lidad; por  lo  que  la  eficacia  o  ineficacia  de 
la  escritura  de  mutuo  con  hipoteca  no  es- 
tá sub-judice;  ni  se  ha  demandado  ni  ha 
sido  pedida  por  las  partes.    Además  el 
mérito  probatorio  de  la  escritura  publica 
número    cuatro  ha    sido  reconocido  por 
"Cooper  y  Drummond    Sucesores"    y  por 
Louise  Claren;  la  primera  por  medio  de  su 
personero  en  su  demanda  de  tercería  en 
la  que  textulamente  transcribe  la  cláusu- 
la novena  de  la  escritura  de  mutuo  e  hi- 
poteca que  es  la  que  otorgó  al  acreedor  su 
preferencia  absoluta  sobre  el  usufructo  y 
también  en  las  respuestas  dadas  por  Dru- 
mmond en  las  posiciones  absueltas  por  di- 
cho señor  y  que  corren  agregadas  a  los 
autos;  y  la  segunda  al  desistir  de  la  de- 
manda que  promovió  ante  el  Juzgado  Ter- 
cero de  Primera  Instancia  de  este  depar- 
tamento el  cinco  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro  a  efecto  de  que  se  de- 
clarase que,  "es  nulo  el  contrato  accesorio 
de  hipoteca  del  usufructo  contenido  en  la 
escritura  de  seis  de  enero  de  mil  novecien- 
tos trienta  y  dos  autorizada  por  el  Notario 
Licenciado  don    Ernesto    Viteri"  y  que: 
"también  es  nulo    dicho    instrumento  en 
cuanto  se  refiere  a  la  constitución  de  la 
expresada  hipoteca".    En  ninguna  de  las 
estipulaciones  de  la  escritura  de  hipoteca 
hay  excepción  en  cuanto  a  lo  que  se  hipo- 
tecó; lejos  de  eso  el  instrumento  dice  "en 
el  gravámen  se    comprende    todo  cuanto 
de  hecho  y  por  derecho  corresponde  a  lo 
hipotecado",  que  fué  lo  mismo  adquirido 
por  lai  señorita  Louise  Claren  en  escritura 
de  la  propia  fecha.  Respecto  a  que  el  usu- 
fructo no  haya  quedado  incluido  en  la  hi- 
poteca, y  que  la  sociedad  no  compareció  a 
la  estructura,  como  dicen  los  contrarios, 
el  abogado  Viteri  reproduce  en  su  alegato 
la  opinión  relativa  a  que  la  cláusula  no- 
vena sería  baldía  si  el  gravamen  no  abar- 
cara también  el  dominio  útil,  lo  que  da- 


ria  lugar  a  suponer  que  las  partes  estipu- 
laron sin  propósito  alguno;  en  la  expresa- 
da cláusula  don  Juan  Drummond,  don 
Louise  Claren  Meyer,  como  apoderado  de 
la  señorita  Poise  Claren,  hicieron  la  mani- 
festación contenida  en  dicho  punto  como 
Unicos  socios  de  la  entidad  puesto  que,  de 
lo_ contrario,  ningún  objeto  habría  tenido 
advertir  que  hablaban  como  únicos  miem- 
bros de  la  compañía.  Es  más,  hubiese  basta- 
do que  las  dos  personas  que  acababan  de 
constituir  la  compañía  determinasen  en  la 
otra  escritura  la  posición  subalterna  del 
usufructo  frente  a  la  hipoteca,  para  que  la 
estipulación  cobrase  plena  eficacia.  La  per- 
sonalidad jurídica  es  una  ficción  de  la  ley 
y  no  existe  con  independencia  de  todos  sus 
componentes.  Sin  socios  no  hay  sociedad; 
aislada  e  individualmente  ninguno  repre- 
senta a  la  sociedad,  pero  la  totalidad  de  los 
socios  es  la  sociedad;  por  lo  que,  al  com- 
parecer los  dos  únicos  socios  de  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores",  contrató  la  compa- 
ñía y  la  cláusula  preferencial  es  firme, 
Cooper  no  fué  contratante  en  la  sociedad, 
porque  ésta  pudo  haberse  constituido  sin 
el  consentimiento  de  Cooper,  quien  sim- 
plemente autorizó  el  uso  de  su  nombre,  lo 
que  no  era  indispensable  para  la  vida  ju- 
rídica de  la  sociedad;  entre  Cooper  y  los 
señores  Drummond  y  Claren,  no  se  pactó 
obligación  recíproca  alguna,  a  menos  de 
que  se  estime  como  tal  el  derecho  al  uso 
del  nombre  Cooper  a  cambio  del  compro- 
miso que  la  sociedad  asumió  de  pagar  el 
crédito  hipotecario  a  favor  de  Cooper; 
porque  éste   no  recibió  de  Drummond  y 
Claren  nada  a  título  oneroso  y  porque  la 
sociedad  no  podía  representar  para  Cooper 
ni  utilidades  ni  pérdidas.  No  siendo  con- 
trátente el  señor  Cooper,  sino  se  aceptan 
todos  los  contratos  como  generadores  de 
una  sola  relación   jurídica,   dicho  señor 
tiene  el  carácter  de  tercero  en  cuanto  con- 
cierne a  la  sociedad  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores".  Por  eso  y  por  lo  convenido  en 
la  escritura  de  hipoteca,  la  sociedad  no 
adquirió  el  usufructo  al  suscribirse  el  pac- 
to social,  sino  al  inscribirse  éste  en  el  re- 
gistro en  fecha  posterior  a  la  hipoteca  pre- 
ferente. En  el  caso  de  que  el  señor  Cooper 
hubiera  sido  parte  en  el  contrato  de  socie- 
dad la   escritura  de   sociedad   no  per- 
judicaría  sus    derechos  porque    la  de 
mutuo  eon  hipoteca .  que  goza  de  pre- 
ferencia, alteró  el  orden  de  los  contratos 
y  colocó  la  escritura  número  cuatro  so- 
bre la  número  dos.  Existen  en  la  escritura 
número  cuatro  en  la  cláusula  novena,  dos 
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estipulaciones  terminantes:  primera,  la 
que  concedió  preferencia  absoluta  a  la  hi- 
poteca a  favor  de  Cooper,  sobre  el  usu- 
fructo constituido  a  favor  de  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores";  y  segunda,  la  que 
supeditó  al  usufructo  de  la  señorita  Cla- 
ren sobre  su  mitad  de  las  salinas,  a  la  mis- 
ma hipoteca  que  en  garantía  de  ciento 
setenta  y  cinco  mil  dólares,  se  constituyó 
a  favor  de  Cooper.  Alega  al  significado 
que  tienen  las  palabras  "preferencia"  y 
"supeditado"  conforme  el  diccionario  de  la 
Academia  Española;  y  dice  que  la  ordena- 
ción de  las  escrituras  otorgadas  el  mismo 
día,  no  tiene  importancia  cuando  una  de 
ellas  es  preferente  a  las  demás;  que  el  pro- 
pio actor  aceptó  los  efectos  de  la  preferen- 
cia, por  virtud  de  la  cual  cuando  el  usu- 
fructo fué  aportado  a  la  sociedad  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  ya  pasó  gravado  a 
favor  de  Cooper,  porque  se  incluyó  en 
la  hipoteca;  así  lo  establecen  las  dili- 
gencias de  posiciones  que  están  agre- 
gadas a  los  autos.  Si  se  aprecia  que  "Coo- 
per y  Drummond  Sucesores"  intervino  co- 
mo parte  en  el  contrato  en  que  la  señorita 
Claren  reconoció  deber  la  cantidad  antes 
expresada,  que  garantizó  con  el  pacto  ac- 
cesorio de  hipoteca  del  usufructo  de  sus 
derechos  en  las  salinas,  es  indudable  que 
esa  escritura  obliga  a  la  sociedad  en  su  ca- 
rácter de  contratante;  pues  la  preferencia 
fué  otorgada  por  todos  los  componentes  de 
la  sociedad  "Cooper  y  Drummond  Suceso- 
res" por  sí  y  como  únicos  socios;  que  la 
nulidad  de  aquel  contrato  y  la  escritura 
que  lo  contiene,  no  ha  sido  propuesta;  el 
pacto,  social  de  "Cooper  y  Drummond  Su- 
cesores" determina  que  para  la  celebra- 
ción de  contratos  cuyo  valor  exceda  de 
quinientos  dólares,  se  requiere  el  conseü- 
timiento  y  la  comparecencia  de  ambos  so- 
cios, motivo  por  el  cual  la  cláusula  nove- 
na expresa  el  consentimiento  de  los  dos 
socios  y  obliga  a  la  entidad;  la  sociedad 
no  forma  una  persona  jurídica  distinta  de 
todos  sus  socios,  porque  todos  sus  socios, 
don  Juan  Drummond  y  la  Srta.  Louise  Cla- 
ren, no  es  ninguno  de  ellos  individualmen- 
te cosiderado,  sino  la  totalidad  de  los 
componentes,  el  grupo  íntegro  de  los  aso- 
ciados, en  forma  colectiva.  Además  Dru- 
mmond contestó  afirmativamente  la  deci- 
maquinta  pregunta  del  interrogatorio  de 
posiciones  a  que  lo  sometió  Cooper.  Si  por 
el  contrario  se  estima  que  "Cooper  y  Dru- 
mimond  Sucesores"  no  intervino  en  la  es- 
critura número  cuatro  y  que  la  cláusula 
de  preferencia  no  debe  surtir  efectos,  se 


tendría  ésta  por  no  nuesta  y  se  atendería 
al  orden  en  que  fueron  presentadas  al  re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmueble  las  escri- 
turas números  dos  y  cuatro.  En  este  caso 
el  carácter  de  la  sociedad  seria  el  de  ter- 
cero. Si  los  otorgantes  dieron  preferencia 
a  una  escritura  sobre  la  otra  no  habia  más 
que  un  orden  de  presentarlas  al  Registro; 
lo.,  la  escritura  preferente,  la  número 
cuatro  y  después  la  número  dos.  La  liqui- 
dación de  la  sociedad  no  está  sub-júdice, 
ni  fué  resuelta  ni  se  ha  efectuado,  pues  en 
el  juicio  hipotecario  seguido  contra  la  se- 
ñorita Claren  aparece:  que  el  señor  Coo- 
per nada  embargó  a  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores";  embargó  los  frutos  de  los  bie- 
nes hipotecados;  nada  remató  a  dicha  so- 
ciedad; y  lo  que  remató  fus  solamente  los 
derechos  que  la  señorita  Louise  Claren  le 
habia  hipotecado.  Los  depositarios  respe- 
taren los  derechos  del  señor  Drummond. 
El  señor  del  Piñal  de  las  cantidades  que 
recibió  por  la  mitad  de  las  ventas  de  sal, 
tomó  quincenalmente  la  suma  necesaria 
para  el  pago  de  la  mitad  de  los  gastos  y 
erogaciones  ordinarios  de  las  salinas  de 
conformidad  con  la,s  planillas  firmadas 
por  "Cooper  y  Drummond  Sucesores",  don 
Juan  Drummond,  el  apoderado  de  la  se- 
ñorita Louise  Claren  y  el  interventor 
Smith.  Hecha  la  deducción  de  tales  gas- 
tos, retuvo  el  saldo  a  la  orden  del  Juzga- 
do; "Cooper  y  Drummond  Sucesores"  per- 
cibió quincenalmente  el  importe  de  sus 
utilidades.  Los  manejos  y  cuentas  de  los 
señores  Smith  y  del  Piñal  fueron  aproba- 
dos por  el  Juez  sin  protesta  de  los  inte- 
sades.  La  sociedad  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores"  fué  legalmente  citada  en  el 
ejecutivo;  por  lo  que  al  conformarse  con 
ésto  aceptó  que  los  derechos  de  usufruc- 
to a  su  favor,  eran  posteriores  a  la  hipo- 
teca. Las  posiciones  absueltas  por  el  señor 
Drummond  son  eficaces,  porque  la  ley  fa- 
cultaba a  Cooper  para  presentarlas.  En 
virtud  del  remate  derivado  de  la  acción 
hipotecaria  contra  la  señorita  Louise  Cla- 
ren, el  Juez  adjudicó  en  pago  al  señor  Coo- 
per, el  dominio  de  la  totalidad  de  los  de- 
rechos hipotecados  y  rematados,  o  sea  la 
mitad  pro  indivisa  de  las  salinas  "Sania 
Rosa  y  Anexes",  incluyéndose  en  la  enaje- 
nación todo  cuanto  de  hecho  y  por  dere- 
cho coresponde  a  lo  hipotecado.  La  adju- 
dicación se  hizo  por  el  setenta  por  ciento 
de  la  cantidad  a,  que  ascendió  la  liquida- 
ción del  crédito  o  sea  la  de  ciento  doce  mil 
ochocientos  sesenta  y  un  quetzales  con 
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cincuenta  y  tres  centavos;  de  tal  manera 
que  con  los  derechos  de  dominio  y  las  ac- 
cesiones solamente  se  pagó  parte  del  cré- 
dito reclamado.  El  Tribunal  de  primera 
instancia  en  auto  de  quince  de  Julio  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  ordenó  el  otor- 
gamiento de  la  carta  de  pago  y  consignó 
que  no  era  necesario  hacer  declaración  al- 
guna acerca  del  derecho  para  percibir  del 
depositario  del  Piñal  los  fondos  que  dicho 
señor  tiene  en  su  poder,  y  la  mitad  de  la 
sal  cosechada  que  se  encuentra  en  las  sa- 
linas, pues  tal  carta  de  pago  no  podría  pre- 
juzgar acerca  de  lo  que  tiene  que  resolver- 
se en  la  acción  de  tercería  excluyente  de 
dominio.  Que  en  la  producción  de  las  sa- 
linas, en  el  presente  caso,  hay  que  consi- 
derar tres  períodos:  lo.,  el  lapso  de  tiem- 
po comprendido  entre  la  firma  de  la  es- 
critura de  venta  de  los  derechos  a  la  seño- 
rita Louise  Claren  y  la  fecha  en  que  el 
señor  Cooper  dió  por  vencido  el  plazo  de 
la  obligación  hipotecaria;  2o.,  el  com- 
prendido entre  la  fecha  del  vencimiento 
de  la  obligación  y  el  día  del  remate  de 
los  derechos  hipotecados  y  3o.,  el  que  co- 
mienza desde  la  fecha  del  remate  al  pre- 
sente. En  el  primero,  los  productos  de  la 
mitad  de  las  salinas,  fueron  de  la  señori- 
ta Claren  hasta  que  venció  la  obligación 
hipotecaria,  o  sea  el  nueve  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  tres;  en  el 
segundo  los  frutos  corresponden  a  Cooper 
siempre  que  no  excedan  del  treinta  por 
ciento  de  que  aún  no  ha  sido  cubierto  el 
señor  Cooper.  Tiene  derecho  a  estos  pro- 
ductos porque  a  ellos  se  extendió  la  hipote- 
ca; Cooper  no  reclama  ningún  saldo  inso- 
luto personal  a  la  señorita  Claren,  pero  sí 
sostiene  su  derecho  a  cubrirse  el  valor  in- 
tegro de  su  crédito,  completándolo  con  los 
frutos  abarcados  por  los  efectos  de  la  hi- 
poteca. El  objeto  del  embargo  que  el 
acreedor  hipotecario  tiene  derecho  a  tra- 
bar sobre  los  frutos  producidos  por  su  ga- 
rantía inmueble,  es  hacer  suyos  dichos 
frutos,  siempre  que  el  producto  no  exceda 
del  valor  de  la  acción  hipotecaria.  Por 
otra  parte,  al  señor  Drummond  correspon- 
dió probar  su  acción  excluyente;  es  de- 
cir debió  evidenciar  para  excluir  el  dinero 
y  la  sal  existente  cuando  el  embargo  fué 
trabado  que  ambos  habían  sido  produci- 
dos antes  del  nueve  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  tres,  fecha  en  que 
venció  el  plazo  de  la  obligación  hipoteca- 
ria. Dicho  señor  ninguna  prueba  rindió 
sobre  el  particular.  En  el  tercer  período 
Cooper  fué  dueño  de  la  mitad  plena  de 


las  salinas,  por  lo  que  es  incuestionable  el 
derecho  que  tiene  a  hacer  suyos  los  frutos 
producidos  por  aquélla.  Por  último  que  la 
tercería  es  improcedente,  porque  no  se  fun- 
da en  título  inscrito  con  anterioridad  a  la 
hipoteca.  El  señor  Cooper  presentó  las 
opiniones  de  los  abogados  José  Barillas  Fa- 
jardo, Gabriel  Biguria  S„  Ramón  Solórza- 
no,  Federico  y  Carlos  Salazar  h.  y  Miguel 
Prado,  relativas  a  la  improcedencia  de  la 
tercería.  El  señor  Drummond  alegó  ex- 
tensamente lo  que  creyó  conveniente  a 
sus  derechos  al  referirse  a  cada  una  de 
esas  opiniones. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  sociedad  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores"  quedó  constituida  para  los  so- 
cios Claren  y  Drummond,  así  como  respec- 
to al  señor  Cooper  desde  la  fecha  en  que 
se  firmó  la  escritura  social  o  sea  desde  el 
seis  de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  en  virtud  de  la  naturaleza  consensual 
del  contrato  de  sociedad;  en  consecuencia, 
los  socios  quedaron  obligados  a  cumplir  lo 
estipulado  en  el  mismo  y  el  señor  Cooper 
enterado  del  contrato  y  obligado  también 
en  la  parte  que  a  él  le  corresponde.  En 
las  obligaciones  contraídas  figuran,  entre 
otras,  la  de  aportar  los  socios  Claren  y 
Drummond  el  usufructo  de  los  bienes  raí- 
ces que  constituyen  las  salinas  tantas  ve- 
ces mencionadas,  que  pro-indiviso  perte- 
necían a  aquellas;  la  relativa  a  la  inscrip- 
ción de  la  sociedad  en  el  Registro  Civil  en 
cumplimiento  de  la  ley  y  para  principiar 
a  contar  el  término  de  duración  de  la  so- 
ciedad; condición  que  nada  tiene  de  ilíci- 
ta, imposible  o  contraria  a  las  buenas  cos- 
tumbres y  en  cuanto  a  la  relativa  a  la 
forma  de  la  prórroga  del  término  social  es 
cuestión  que  ahora  no  se  discute:  y,  por 
último,  la  inscripción  del  contrato  de  so- 
ciedad en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble por  afectar  un  derecho  real  sobre 
inmuebles.  Pero  si  bien  es  exacto  lo  ante- 
rior también  lo  es  que  en  la  misma  fecha 
la  señorita  Claren,  por  medio  de  su  apo- 
derado, hipotecó  a  favor  del  señor  Cooper 
sus  derechos  equivalentes  a  la  mitad  pro- 
indivisa  en  los  bienes  raíces  que  constitu- 
yen las  salinas  "Santa  Rosa  y  Anexos"  y 
concurrieron  al  otorgamiento  de  la  escri- 
tura pública  respectiva  el  señor  Drum- 
mond y  la  señorita  Claren,  ésta  por  medio 
de  su  apoderado,  como  únicos  socios  de 
"Cooper  y  Drummond  Sucesores",  dando 
su  consentimiento  para  que  la  hipoteca  tu- 
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viera  preferencia  sobre  el  usufructo  y  que 
éste  quedara  supeditado  a  la  misma.  La 
misma  fecha  y  lugar  en  que  fueron  cele- 
brados los  contratos  de  sociedad  y  de  mu- 
tuo con  hipoteca,  los  mismos  bienes  obje- 
to de  esos  contratos,  la  concurrencia  a  és- 
tos de  las  mismas  personas  mencionadas 
y  de  la  susodicha  entidad,  la  solidaridad 
de  intereses  de  éstas,  evidencian  la  rela- 
ción estrecha  entre  los  dos  contratos  ex- 
presados; relación  y  solidaridad  determi- 
nantes de  la  naturaleza  de  los  mismos  co- 
mo constitutivos  de  un  solo  negocio;  y,  en 
consecuencia,  de  una  sola  relación  jurídi- 
ca. De  ahí  que  no  puedan  ser  apreciados 
aisladamente,  con  separación  el  uno  del 
otro,  pues  ello  implicaría  romper  esa  uni- 
dad con  que  se  manifestó  la  voluntad  de 
los  contratantes.  En  esa  virtud,  la  cláu- 
sula novena  del  contrato  de  mutuo  con  hi- 
poteca, — cuya  nulidad  no  ha  sido  deman- 
dada así  como  tampoco  la  de  la  escritura 
en  que  consta  el  contrato, —  surte  pleno 
efecto  contra  "Cooper  y  Drummond  Su- 
cesores"; y  como  en  ella  se  conviene  la 
preferencia  y  supeditación,  antes  mencio- 
nadas, la  hipoteca  tenía  también  que  que  - 
dar en  primer  lugar  en  el  Registro  de  In- 
muebles con  relación  al  usufructo  aporta- 
do por  la  señorita  Claren,  el  cual  quedó 
formando  parte  del  capital  social  en  la 
condición  de  la  expresada  cláusula;  es  de- 
cir, supeditado  o  consolidado  con  la  me- 
ra propiedad  hipotecada  para  el  caso  de 
efectividad  del  crédito  hipotecario.  El  or- 
den del  Registro  de  Inmuebles  en  lo  que 
se  refiere  a  la  hipoteca  y  usufructo  no  era. 
pues,  el  que  tenían  las  escrituras  en  el  pro- 
tocolo del  notario  que  las  autorizó  sino  el 
derivado  de  la  voluntad  de  las  partes  ex- 
presada en  esa  cláusula.  No  puede  legal- 
mente admitirse  que  la  socieded  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  no  quedó  obligada 
por  la  cláusula  novena  mencionada,  pues 
si  bien  la  ley  hace  la  distinción  entre  so- 
cios y  sociedad  y  dá  a  ésta  el  carácter  de 
entidad  diferente  de  aquellos  individual- 
mente considerados,  también,  en  el  caso 
presente,  como  queda  ya  apreciado,  exis- 
tía un  solo  negocio  y  los  dos  únicos  socios 
Drummond  y  Claren  concurrieron  al  otor- 
gamiento de  la  cláusula  novena  de  la  es- 
critura hipotecaria,  manifestando  que  lo 
hacían  con  ese  carácter;  como  únicos  so- 
cios de  "Cooper  y  Drummond  Sucesores"; 
es  decir,  que  no  comparecían  en  lo  parti- 
cular, como  en  el  resto  de  la  escritura,  si- 
no por  la  sociedad  que  se  constituía  por 
escritura  de  la  misma  fecha;  luego  no  pue- 


de llegarse  a  otra  conclusión  sino  la  de 
que  la  sociedad  en  la  situación  en  que  ju- 
rídicamente se  hallaba  en  relación  a  la  for- 
ma en  que  se  constituía  fué  parte  en  el  re- 
ferido contrato,  representada  conjunta- 
mente por  sus  dos  únicos  socios.  La  pro- 
hibición legal  para  las  sociedades  de  reali- 
zar actos  jurídicos  sin  llenar  el  requisito 
relativo  a  su  inscripción  en  el  Registro  Ci- 
vil, no  puede  en  este  caso  afectar  el  acto 
que  llevó  a  cabo  "Cooper  y  Drummond 
Sucesores"  consintiendo  en  Ja  preferencia 
y  supeditación  ya  referidas,  porque  éste 
tiene  esencialmente  el  carácter  de  consti- 
tutivo de  la  sociedad,  por  la  relación  es- 
trecha entre  los  contratos.  La  exigencia 
de  la  ley  es  para  actos  jurídicos  del  giro 
social  y  no  para  los  indispensables  a  su  or- 
ganización, pues  de  otro  modo  la  sociedad 
no  podría  ser  inscrita.  Tampoco  puede 
admitirse  que  alguno  de  los  que  intervie- 
nen en  este  asunto  como  parte,  tenga  la 
cualidad  de  tercero  en  esos  contratos,  pues 
todos  concurrieron  al  otorgamiento  de 
aquellos  y  como  contratantes  sus  obliga- 
ciones entre  sí  no  dependen  del  Registro 
sino  de  los  contratos  de  sociedad  y  de  mu- 
tuo con  hipoteca,  íntimamente  vinculados 
en  su  constitución,  sin  que  el  concepto  le- 
gal de  tercero  pueda  ser  afectado  por  las 
declaracioes  que  hayan  hecho  las  partes 
en  el  curso  del  juicio.  Ahora  bien;  si  de 
lo  anterior  se  desprende  que  son  equivo- 
cadas algunas  de  las  apreciaciones  de  la 
Sala  sentenciadora  en  sus  considerandos 
acerca  de  los  hechos;  y  también,  al  exa- 
minar la  parte  considerativa  de  la  resolu- 
ción contra  la  cual  se  recurre,  otras  resul- 
tan contradictorias  entre  si  y  se  hacen  ci- 
tas inconducentes  de  los  artículos  2101, 
2102,  y  2103  del  Código  Civil  de  1877,  ello 
no  afecta  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
tencia y  auto  que  la  amplía,  los  que  pro- 
cede mantener  no  sólo  por  el  fundamento 
admitido  por  la  Sala  que  es  sustancial  y 
decisivo:  de  la  preferencia  de  la  hipoteca 
sobre  el  usufructo  y  la  supeditación  de"  és- 
te a]  aquélla  y  lo  apreciado  en  este  mismo 
párrafo,  sino, sobre  todo  por  la  justicia  in- 
trínseca de  la  misma  parte  dispositiva  en 
cuanto  a  la  absolución  de  la  demanda. 
Por  esas  razones  no  pudieron  ser  infringi- 
dos los  artículos  1776,  1787,  1788,  1785,  1786, 
1814,  1825,  1309,  1398,  1373  inciso  4o.,  1374, 
1426,  1425,  1428,  2106,  2431,  2435,  2364,  2365 
incisos  4o.  y  7o.  Código  Civil  de  1877;  242  y 
226  Decreto  272,  que  contiene  igual  doc- 
trina que  el  número  502  Decreto  Legislati- 
vo 1932;  28,  29,  249,  172,  167,  9  Decreto  Le- 
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gislativo  1656;  55,  lo.  Decreto  Gubernativo 
Número  921;  126,  125  inciso  lo.,  3.  9  inci- 
so 6o.  Decreto  1730;  15  inciso  3o.,  17,  22, 
701,  1120,  1114  Decreto  Legislativo  1932; 
IH,  227,  228  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; 282,  288,  290  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil;  46  Decreto  Gu- 
bernativo 273. 

CONSIDERANDO : 

Que  "Cooper  y  Drummond  Sucesores" 
aceptó,  como  ya  se  dijo,  que  lat  aportación 
de  la  señorita  Claren  consistente  en  la 
mitad  del  usufructo  formara  parte  del  ca- 
pital social  en  la  condición  de  la  cláusula 
novena  de  la  escritura  de  hipoteca;  por  lo 
que  no  es  admisible  que  el  ejercicio  del  de- 
recho del  acreedor  hipotecario  sobre  los 
bienes  objeto  de  la  tercería  haya  quedado 
condicionado  por  la  liquidación  de  la  so- 
ciedad y  la  partición  de  los  bienes  perte- 
necientes a  ésta,  pues  regulada  en  esa  for- 
ma la  situación  del  usufructo  y  la  hipote- 
ca no  se  trata  del  derecho  del  socio  en  la 
sociedad;  es  decir,  sobre  las  ganancias  de 
ésta  sino  de  la  parte  del  usufructo  conso- 
lidado con  la  propiedad  hipotecada.  En 
virtud  de  lo  convenido  en  la  cláusula  no- 
vena, tantas  veces  citada,  no  hay  duda  que 
el  señor  Cooper  es  acreedor  particular  de 
la  señorita  Claren  y  ésta  deudora  parti- 
cular de  aquél.  La  sociedad  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  consintió  tal  sitúa 
ción  en  el  contrato  hipotecario;  luego  no  es 
exacto  que  al  exigir  el  señor  Cooper  la 
efectividad  de  su.  crédito  a  la  señorita  Cla- 
ren se  haya  cambiado  su  carácter  en  el  de 
acreedor  de  la  sociedad  y  que  el  dinero  re- 
tenido producto  de  las  ventas  de  sal  sean 
Enrancias  de  la  stiirrita  Chucn  e:i  la  so- 
ciedad. La  ejecución,  pues,  deslindó  cla- 
ramente esas  situaciones;  estando  bien 
determinado  lo  que  corresponde  a  la  depo- 
sitaría intervenida  de  Louise  Claren,  se- 
gún cuentas  rendidas  por  el  depositario 
don  Julio  del  Piñal,  aprobadas  con  audien- 
cia de  los  que  intervienen  en  esta  contien- 
da y  corroboradas  por  la  caria  que  dicho 
señor  dirigió  a  Henry  Wilder  Cooper.  do- 
cumento al  que  no  se  le  dió  el  valor  de  ple- 
na prueba,  aisladamente.  En  ese  concep- 
to no  es  exacto  que  la  Sala  sentenciadora 
haya  hecho  la  liquidación  de  la  sociedad. 
Como  la  ley  dispone  que  la  hipoteca  se  ex- 
tiende al  usufructo  cuando,  como  en  este 
caso,  esté  consolidado  con  la  propiedad  hi- 
potecada; a  las  accesiones  naturales;  a  los 
frutos  pendientes,  hay  que  admitir  tam- 


bién que  la  sal  existente  al  efectuarse  el 
embargo  en  la  condición  en  que  éste  se  hi- 
zo, la  alcanza  la  acción  hipotecaria,  pues 
no  está  probado  que  en  esta  época  ya  es- 
tuviera completamente  separada  de  la 
propiedad  y  totalmente  elaborada.  Por 
estas  razones  y  las  ya  expresadas  en  el  pá- 
rrafo anterior,  la  Sala  no  pudo  infringir 
los  artículos  1824,  1033  en  sus  cuatro  in- 
cisos Código  Civil  de  1877;  11  Decreto  Le- 
gislativo 1656;  65  Decreto  Gubernativo  921; 
31,  28,  387,  389,  501,  507,  1017,  693  Decreto 
Legislativo  1932;  IV,  V.  IX,  XIV  y  136  Ley 
Constitutiva  del.  Poder  Judicial;  318  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil;  31 
y  32  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  rem.ate  de  la  mitad  pro-indivisa 
de  los  bienes  hipotecados  que  fincó  en  el 
íeñor  Cooper;  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura traslativa  de  dominio,  el  auto  de  fe- 
cha quince  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  antes  relacionado,  no  pue- 
den producir  el  efecto  que  pretenden  los 
recurrentes  de  extinguir  en  este  caso  la 
acción  hipotecaria  sobre  la  sal  y  el  pro- 
ducto de  las  ventas  de  ésta;  porque  una  y 
otro  eran,  precisamente,  objeto  de  la  ter- 
cería. Si  por  esa  razón  no  fué  posible  apli- 
carlos al  pago  no  obstante  que,  como  ya 
se  dijo,  la  hipoteca  se  hacía  extensiva  a 
ellos,  esa  imposibilidad  no  puede  jurídica- 
mente cambiar  la  naturaleza  de  la  obliga- 
ción en  la  parte  aun  no  pagada.  Él  cré  - 
dito hipotecario  en  esta  parte  conserva 
su  propia  naturaleza  en  virtud  de  la  situa- 
ción que  obligadamente  creó  la  tercería. 
No  se  trata,  pues,  de  que  la  parte  del  cré- 
dito aun  no  cubierta  por  la  señorita  Cla- 
ren sea  saldo  insoluto  que  en  lo  personal  se 
le  exija  a  ésta,  sino  que  es  la  misma  obli- 
gación por  la  cual  tienen  que  responder 
la  sal  y  el  dinero  embargados,  a  los  cuales 
abarcó  la  acción  hipotecaria;  no  compren- 
diendo, desde  luego,  aquello  que  adquirió 
el  señor  Cooper  como  dueño  de  los  bienes 
que  compró.  En  consecuencia  no  pudie- 
ron ser  infringidos  los  artículos  2298  in- 
ciso lo.,  2300,  23C6,  1399,  514  incisos  2  y  4 
del  Código  Civil  de  1877;  685  Decreto  Le- 
gislativo 1932;  12  Decreto  Legislativo  2010: 
lo.  Decreto  Legislativo  1656;  lo.  y  7o.  De- 
creto Legislativo  1807;  lo.  Decreto  Guber- 
nativo 1503;  235  inciso  lo.,  250  incisos  4 
y  5  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial; 
293,  287  Decreto  Gubernativo  273;  49  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 
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CONSIDERANDO: 

Que  la  ley  establece  la  obligación  en  que 
está  la  parte  de  declarar  en  cualquier  es- 
tado del  pleito  en  primera  instancia  y  has- 
ta el  día  de  la  vista  en  la  segunda  siempre 
que  sea  a  solicitud  del  contrario;  que  en 
este  caso  las  posiciones,  cuya  nulidad  se 
pide,  fueron  articuladas  por  el  señor  Coo- 
per  contrario  del  señor  Drummond  ante 
e\  Juez  que  conocía  del  pleito  y  cuando  la 
primera  instancia  no  había  concluido;  por 
lo  que  hay  que  admitir  que  sustancialmen- 
te  se  cumplió  con  la  ley,  no  pudiendo  ser 
afectadas  del  vicio  de  nulidad  por  el  he- 
cho de  no  haber  sido  pedidas  de  modo  di- 
recto y  expreso  en  el  juicio.  En  esas  con- 
diciones la  apreciación  de  la  Sala  senten- 
ciadora de  que  es  inaplicable  el  articulo 
222  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil,  no  puede  servir  de  fundamen- 
to para  interponer  con  éxito  el  recurso  de 
casación,  máxime  que  esa  prueba  en  nada 
influyó  en  la  resolución  que  dictó  la  Sala 
en  lo  principal.  De  tal  modo  que  no  pue- 
de estimarse  como  infringida  esa  disposi- 
ción ni  los  números  223  del  mismo  cuerpo 
de  leyes,  250  incisos  11  y  13  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial;  634  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles;  13  Decreto  Legis- 
lativo 1747.  Ahora  en  cuanto  a  la  forma 
y  redacción  del  fallo  de  segunda  instancia, 
los  defectos  que  se  denuncian  no  pueden 
ser  motivo  del  recurso  de  casación;  por  lo 
que  carecen  de  aplicación  los  artículos  224, 
232  incisos  4,  5,  6  y  7  y  233  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  64  Decreto  Gubernati- 
vo 921;  XV  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; 29,  716  Decreto  Legislativo  1932; 
1055  Código  Civil  de  1877  tienen  varios  in- 
cisos y  no  se  cumplió  con  señalar  cuáles 
se  estimaban  como  infringidos,  por  lo  que 
no  le  es  dable  al  Tribunal  entrarlos  a  exa- 
minar. Que  tratándose  de  que  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores"  es  una  sociedad  de 
carácter  civil,  ninguna  aplicación  tienen 
los  artículos  237  incisos  9o.  y  10o.  250,  284  y 
285  del  Código  de  Comercio,  citados  por 
el  señor  Claren;  y  en  cuanto  al  artículo  63 
del  Decreto  Gubernativo  921,  ninguna  re- 
lación tiene  con  el  caso  que  se  examina. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  222, 
224,  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial; 521  y  524  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  DESESTIMA  los  recur- 
sos interpuestos;  condena  a  los  recurren- 
tes al  pago  de  las  costas  de  casación  y 
condena  también  a  cada  uno  de  ellos,  a 
una  multa  de  doscientos  setenta  quetzales, 
que  en  caso  de  insolvencia  cumplirán  a 
razón  de  un  día  por  cada  tres  quetzales. 
Notifiquese,  con  certificación  de  lo  resuel- 
to devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribu- 
nal de  su  origen;  y  repóngase  el  papel  Je 
conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  artí- 
culo 27  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  Mercantil. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vistos  para  resolver  los  recursos  de  acla- 
ración y  ampliación  interpuestos  por  don 
Juan  Drummond  Keller,  en  concepto  de 
representante  de  la  sociedad  "Cooper  y 
Drummond  Sucesores",  contra  la  senten- 
cia dictada  por  este  tribunal  el  diez  del 
mes  en  curso  en  la  tercería  excluyente  de 
dominio  seguida  por  dicho  señor  contra 
don  Henry  Wilder  Cooper  y  la  señorita 
Louise  Claren. 

El  señor  Drummond  en  extenso  memo- 
rial hace  una  comparación  entre  la  parte 
considerativa  de  la  sentencia  de  esta  Cor- 
te y  la  correspondiente  a  la  dictada  por  la 
Sala  sentenciadora:  y  expresa  lo  que  cree 
legal  para  sostener  dichos  recursos.  Al 
contestar  la  audiencia  que  se  les  dió  a  los 
señores  Cooper  y  Luis  Claren  Meyer,  éste 
último  apoderado  de  Louise  Claren,  el  pri- 
mero pide  que  se  declaren  sin  lugar  la 
aclaración  y  ampliación  solicitadas,  ya  que 
carecen  de  base  jurídica  por  las  razones 
que  detalla  en  su  contestación;  y  el  se- 
gundo expresó,  en  general,  los  mismos 
puntos  sostenidos  por  el  señor  Drummond 
en  el  escrito  en  que  promueve  los  recursos. 
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CONSIDERANDO: 

Que  este  Tribunal  en  la  sentencia  que 
profirió  en  la  fecha  antes  citada,  consigna 
las  razones  que  tuvo  para  desestimar  los 
recursos  de  casación  interpuestos;  y,  en 
uno  de  sus  considerandos,  refiriéndose  al 
fallo  de  la  Sala,  entre  otros  fundamentos, 
dice  de  modo  claro  y  terminante:  la  par- 
te dispositiva  de  la  sentencia  y  auto  que  la 
amplía,  los  que  procede  mantener  no  sólo 
por  el  fundamento  admitido  por  la  Sala 
que  es  substancial  y  decisivo:  de  la  prefe- 
rencia de  la  hipoteca  sobre  el  usufructo  y 
la  supeditación  de  éste  a  aquélla  y  lo  apre- 
ciado en  este  mismo  párrafo,  sino  sobre  to- 
do por  la  justicia  intrínseca  de  la  misma 
parte  dispositiva  en  cuanto  a  la  absolu- 
ción de  la  demanda.  De  tal  modo  que  si 
la  parte  dispositiva  o  resolutiva  de  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  y  auto  que  la 
amplia,  examinada  en  la  forma  en  que  se 
hace  en  el  fallo  de  esta  Corte,  no  es  erró- 
nea ni  contraria  a  derecho,  es  decir,  no 
infringe  ninguna  de  las  disposiciones  lega- 
les citadas  por  los  recurrentes,  no  podiau 
tener  éxito  los  recursos  de  casación,  pues 
éstos  no  tienen  por  finalidad  simplemente 
combatir  los  considerandos  de  los  fallos. 
Por  otra  parte,  la  aclaración  sólo  procede  si 
los  términos  de  la  sentencia  son  obscuros, 
ambiguos  o  contradictorios  a  fin  de  que  se 
aclare  o  rectifique  su  tenor;  y  la  amplia- 
ción, si  se  omitió  resolver  algún  punto  so- 
metido en  el  juicio  o  prescrito  por  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  defectos 
que  no  tiene  la  sentencia  de  casación,  pues 
ésta  se  concreta  fundamentalmente  a  des- 
estimar los  recursos  de  casación  interpues- 
tos. Artículos  455  y  456  Cód'go  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  por  los  artículos  457  del  mis- 
mo cuerpo  de  leyes  mencionado;  222  y  224 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  sin  lugar  la  aclaración  y  amplia- 
ción pedidas.  Notifíquese,  y  como  corres- 
ponde y  está  mandado,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  Tribunal  de  su,  origen. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  — 
Paredes.  —  Argueta  S.  —  Hernández  Po- 
lanco.  -    Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Soledad  del 
Rosario  Godoy  contra  Arturo  Godoy. 

DOCTRINA  :  Siendo  acción  personal  la  di- 
rigida a  obtener  la  nulidad  de  un  testa- 
mento, es  juez  competente  para  cono- 
cer del  asunto,  el  de  primera  instancia 
del  departamento  donde  reside  el  de- 
mandado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dieciseis  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  apelación,  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  se  examina  el  auto 
que  el  cuatro  de  marzo  próximo  pasado, 
dictó  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  de- 
partamento de  Jalapa  en  virtud  del  cual 
se  inhibe  del  conocimiento  de  la  deman- 
da de  nulidad  de  un  testamento,  presenta  - 
da por  Soledad  del  Rosario  Godoy  por 
medio  de  su  apoderado  Aquilino  Ortíz  Za- 
pata contra  Arturo  Godoy,  y  manda  pasar 
los  antecedentes  al  Juzgado  Tercero  de 
Primera  Instancia  de  esta  capital. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  demanda  con  que  se  inicia  la  ac- 
ción simplemente  se  concreta  a  pedir  la 
nuldiad  del  testamento  otorgado  por  Ma- 
ría Godoy  Silva  a  favor  del  nombrado  se- 
ñor Godoy;  por  lo  que  la  acción  ejercita- 
da, en  esa  forma,  tiene  carácter  personal. 
En  consecuencia,  estando  domiciliado  el 
señor  Godoy  en  este  departamento,  cual- 
quiera de  los  Jueces  del  ramo  civil  del  mis- 
mo es  competente  para  conocer  de  este 
asunto.  Artículo  7o.  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  la  lev  citada  y  en 
aplicación  de  los  artículos  153,  159,  164,  222 
y  224  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
resolviendo  la  competencia  declara:  que 
no  es  competente  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Jalapa  para  conocer  de  este 
asunto;  en  consecuencia  lo  manda  pasar 
al  Juez  Tercero  de  igual  categoría  de  este 
departamento  (Gautamela);  sin  perjuicio 
de  los  derechos  que  pueda  ejercitar  el  in- 
teresado en  lo  que  se  refiere  al  juicio  de 
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sucesión  respectivo.  Notifiquese,  como  co- 
rresponde devuélvanse  los  antecedentes  al 
Juzgado  de  su  procedencia;  y  repóngase  el 
papel  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  artículo  27  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  yi  Mercantil. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polan- 
co.  —  Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  Mariano 
Marroquin,  contra  Antonio  Esquivei 
Soto. 

DOCTRINA.Mientras  se  tramita  el  recur- 
so extraordinario  de  casación,  no  se  pue- 
de proponer  ni  recibir  prueba  alguna  ni 
substanciarse  más  incidentes  que  los  de 
recusación,  desistimiento,  y  los  que  mo- 
tive el  recurso  de  aclaración  o  amplia- 
ción en  su  caso. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dieciseis  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re- 
lacionará pronunciada  en  el  juicio  ordi- 
nario que  sobre  posesión  de  una  servidum- 
bre ha  seguido  don  Mariano  Marroquin 
contra  el  señor  Antonio  Esquivei  Soto. 

RESULTA : 

Que  don  Mariano  Marroquin  se  presen- 
tó por  escrito  ante  el  Juez  Departamental 
de  Jutiapa,  el  nueve  de  Julio  de  mil  no- 
vecientos treintay  cinco,  manifestando,  en- 
tre otras  cosas,  lo  siguiente:  que  cumplien- 
do con  lo  mandado  en  la  ejecutoria  que 
obra  en  el  interdicto  de  despojo  de  una  ser- 
vidumbre de  paso  que  promovió  contra 
don  Antonio  Esquivei  vecino  de  la  aldea 
Santa  Gertrudis,  situada  en  jurisdicción 
de  Quezada,  entablaba  juicio  ordinario  de 
posesión  de  la  referida  servidumbre;  dere- 
cho que  ha  adquirido  por  prescripción,  pues 
la  poseyó  desde  el  diez  y  seis  de  Febrero  del 
año  mil  novecientos  veinticinco,  en  que 
adquirió  el  terreno  en  donde  se  encuentra 
constituida,  hasta  la  fecha  del  despojo, 
según  consta  en  el  mencionado  interdicto, 
que  el  predio  sirviente  formó  parte  del  as- 


tillero que  usaron  los  vecinos  de  "Santa 
Gertrudis"  hasta  que  fué  cercado  por  Es- 
quivei despojándolos  de  su  posesión  y  a  él 
(Marroquin)  de  dicha  servidumbre,  la 
cual  había  comprado  a  doña  Nicolasa  Ca- 
rrillo de  Oliveros;  que  ofrecía  probar  su  ac- 
ción: a)  con  el  documento  que  acompaña- 
ba. En  este  documento  don  Clotilde  Oli- 
veros y  su  esposa  señora  Nicolasa  Carrillo 
de  Oliveros,  hicieron  constar  que  por  la 
cantidad  de  cuatro  mil  quinientos  pesos, 
que  ya  habían  recibido  a  su  satisfacción, 
vendían  a  don  Mariano  Marroquin  un  de- 
recho real  en  el  terreno  de  "Santa  Gertru- 
dis", comprendido  dentro  de  los  límites  si- 
guientes: al  Norte,  con  terrenos  de  Jutia- 
pa; al  Este,  con  "El  Peñón";  al  Sur,  con 
terrenos  de  don  Romiualdo  López  y  terre- 
nos de  Quezada;  y  al  Oeste  con  terre- 
nos de  Quezada.  La  señora  de  Oliveros  es 
dueña  proindiviso  de  ese  derecho  real,  y  lo 
adquirió  por  donación  que  le  hizo  don  Gre- 
gorio Carrillo.  En  la  venta  se  comprendie- 
ron todos  los  usos,  costumbres,  servidum- 
bres, mejoras  y  "posesiones"  existentes.  El 
señor  Marroquin  aceptó  la  venta.  El  do- 
cumento fué  firmado  en  Jutiapa,  a  los 
diez  y  seis  días  del  mes  de  Febrero  de  mil 
novecientos  veinticinco,  por  don  Policarpo 
Alay  a  ruego  del  señor  Oliveros  y  de  la  se- 
ñora Carrillo  de  Oliveros,  y,  por  don  Maria- 
no Marroquin.  Las  firmas  de  los  señores 
Alay  y  Marroquin  fueron  legaziladas  por 
el  Notario  Isauro  Berganza;  b)  con  las  de- 
claraciones de  los  señores  Celso  y  Hercilia 
Mungía,  Bonifacio  Hernández,  Gabino 
Peña  y  Beltrán  Arresis;  c)  con  el  dicta- 
men de  los  señores  Melecio  Sarceño  y  An- 
tonio García;  y  d)  con  una  inspección 
ocular  que  sería  practicada  en  el  lugar 
mencionado  por  el  Juea  de  Paz  de  Queza- 
da; y  finalmente,  que  se  diera  a  su  de- 
manda el  trámite  correspondiente,  resol- 
viéndose eri  definitiva,  que  es  dueño  de  la 
servidumbre  de  paso  a  que  se  ha  referido 
y  que  como  tal  se  le  mandara  restituir  en 
su  posesión. 

Don  Antonio  Esquivei  Soto  contestó  en 
sentido  negativo  la  demanda,  argumen- 
tando, que  los  hechos  que  a  esta  le  sirven 
de  base  son  inexistentes,  como  lo  justificó 
en  el  interdicto  respectivo,  y  estaba  dis- 
puesto a  probarlo  con  testigos,  inspeccio- 
nes, expertos  y  documentos;  por  que  los 
fundamentos  de  derecho  invocados  son  de 
una  ineficacia  manifiesta,  según  se  des- 
prende de  la  sola  lectura  de  la  demanda; 
y  finalmente,  porque  el  documento  justi- 
ficativo de  la  propiedad,  en  el  predio  que 
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se  dice  dominante,  solo  confiere  la  posesión 
de  un  modo  proindiviso,  y  nada  dice  acer- 
ca de  la  servidumbre  de  paso;  tampoco 
puede  reputarse  como  un  título  traslativo 
de  dominio  sobre  una  cosa  inmueble  por 
la  naturaleza  del  instrumento.  Que  en  el 
supuesto  que  tuviese  obligación  de  dar  esa 
servidumbre,  tenía  el  derecho  de  señalar 
el  lugar  que  menos  le  perjudicara.  Que 
se  reserva  el  derecho  de  presentar  dentro 
de  quince  días,  prueba  documental;  pedía 
que  se  trajera  a  la  vista  el  interdicto  de 
despojo  ya  mencionado,  teniendo  como 
prueba  por  su  parte  la  información  testi- 
monial que  había  rendido  en  esas  actua- 
ciones: y  por  último  que  se  delarara  sin 
lugar  la  demanda  del  señor  Marroquín. 

Por  no  haber  comparecido  en  tiempo  a 
las  audiencias  señaladas  no  fueron  exami- 
nados los  testigos  que  ambas  partes  pre- 
sentaron durante  el  término  probatorio. 

El  Juez  de  la.  Infancia  de  Jutiapa  puso 
fin  al  juicio  absolviendo  de  la  demanda  al 
señor  Esquivel  Soto. 

En  Segunda  Instancia  fueron  examina- 
dos los  señores  Margarito  Gri jaiva  Lina- 
res, Gabino  Flores  Peña,  Bonifacio  Hernán- 
dez Gri  jaiva,  Hercilio  Mungía  y  Beltran 
Arresis,  propuestos  por  don  Mariano  Ma- 
rroquín para  establecer:  lo.  la  existencia 
de  la  servidumbre  de  paso  en  terreno  co- 
munal, que  principia  en  la  aldea  "El  Tule" 
y  termina  en  el  río  de  Paz  y  tiene  una  ex- 
tensión de  cuatrocientas  varas  castellanas, 
poco  más  o  menos;  2o.  que  Marroquín  ha 
estado  en  posesión  de  la  mencionada  ser- 
vidumbre en  una  extensión  de  ciento  cin- 
cuenta varas,  poco  más  o  menos,  que  prin- 
cipian en  su  terreno  y  terminan  en  el  río 
de  Paz;  3o.  que  Marroquín  hace  más  de 
diez  años  que  disfruta  de  esa  posesión;  y 
4o.  que  Antonio  Esquivel  despojó  a  Marro- 
quín de  esa  servidumbre,  el  diez  y  nueve 
de  Abril  de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro. Los  testigos  Grijalva  Linares,  Peña 
Flores  y  Arresis  afirmaron  que  les  constan 
los  hechos  mencionados  anteriormente. 
Hernández  Grijalva  al  referirse  a  los  pun- 
tos segundo  y  cuarto  manifestó  no  ser 
cierto  el  contenido  de  esas  preguntas  y 
además  se  contradijo  en  las  repreguntas 
que  le  fueron  dirigidas.  Y  Mungía  después 
de  afirmar  que  el  despojo  se  había  efec- 
tuado el  diez  y  nueve  de  Abril  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cuatro,  cuando  se  le 
repreguntó,  dijo  que  ignoraba  la  fecha  en 
que  Esquivel  había  efectuado  ese  despojo. 
Los  señores  Pedro  Hernández,  Policiano 
Grijalva,  José  María  Méndez  Lima  y  Es- 


teban Grijalva  propuestos  por  don  Anto- 
nio Esquivel,  respondieron  en  sentido  afir- 
mativo a  las  preguntas  que  les  fueron  di- 
rigidas acerca  de  los  hechos  siguientes:  a) 
que  Esquivel  Soto  posee  un  terreno  que  se 
compone  de  tres  manzanas  de  extensión, 
poco  más  o  menos,  en  la  comunidad  de 
"Santa  Gertrudis"  y  en  el  punto  denomi- 
nado "Llanos  de  Tule",  y  que  tiene  como 
límite  por  el  Oriente,  el  terreno  de  don 
Mariano  Marroquín;  b)  que  el  terreno  del 
señor  Marroquín  tiene  salida  al  terreno 
"El  Tule",  "Santa  Gertrudis"  y  "Quezada" 
por  los  rumbos  Norte  y  Sur;  c)  que  el  se- 
ñor Marroquín  nunca  ha  tenido  constitui- 
da servidumbre  de  paso  por  el  terreno  de 
don  Antonio  Esquivel  Soto,  quien  posee  el 
mencionado  predio  desde  hace  más  de  on- 
ce años,  de  una  manera  quieta,  pública  y 
continua;  d)  y  que  las  pretensiones  del 
señor  Marroquín  solo  tienen  por  objeto 
perjxidicarle  y  establecer  una  tercera  en- 
trada a  su  terreno. 

Don  Mariano  Marroquín  presentó  co- 
pias certificadas  de  las  partidas  de  naci- 
miento de  Apoliciano  Grijalva  y  Esteban 
del  mismo  apellido  hijos  legítimos  de  Ma- 
riano Grijalva  y  Fidelia  Esquivel,  para 
probar  que  Apoliciano  y  Esteban  son  so- 
brinos de  Antonio  Esquivel,  pues  Esquivel 
es  hermano  de  Fidelia,  madre  de  los  tes- 
tigos tantas  veces  mencionados. 

La  Sala  Quinta  de  Apelaciones,  el  diez  y 
nueve  de  Enero  del  corriente  año,  confir- 
mó la  sentencia  de  primera  Instancia,  fun- 
dándose en  que  las  declaraciones  de  los 
testigos  del  demandado  por  ser  mayores 
en  número  y1  por  el  acierto  con  que  decla- 
raron le  merecen  más  crédito  legal,  esti- 
mando en  consecuencia  que  el  actor  no 
probó  su  acción. 

El  señor  Mariano  Marroquín  pidió  acla- 
ración del  fallo,  y  que  en  su  oportunidad 
se  revocara.  La  Sala  declaró  sin  lugar  el 
recurso  interpuesto  por  el  señor  Marroquín, 
estimando  que  su  fallo  no  está  concebido 
en  términos,  obscuros,  ambiguos  ni  contra- 
dictorios; y  que  por  otra  parte,  cuando 
apreció  la  prueba  testimonial  a  que  se  re- 
fiere dicha  sentencia  con  solo  las  certifi- 
caciones de  nacimiento  que  aparecen  a  los 
folies  treinta  y  uno  y  treinta  y  dos  de  la 
pieza  de  segunda  Instancia,  no  se  probó 
la  inhabilidad  legal  de  tales  testigos,  sino 
fué  hasta  que  el  señor  Marroquín  presen- 
tó las  partidas  de  bautizo  de  Fidelia  y  An- 
tonio Esquivel,  que  obran  a  los  folios  cua- 
renta y  uno  y  cuarenta  y  dos  de  la  misma 
pieza. 
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Don  Mariano  Marroquín  con  auxilio  del 
Abogado  Valentín  Fernández  Rosa,  inter- 
puso contra  las  sentencias  de  primera  y 
segunda  Instancia,  el  recurso  extraordi- 
nario de  casación,  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  XXVIII  y  91  del  De- 
creto Gubernativo  número  1862;  388,  391, 
396,  403,  404  y  411  del  Decreto  Legislativo 
número  2009. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  verdad,  que  el  artículo  506 
del  Código  de  Enjuiciam'ento  Civil  y  Mer- 
cantil, establece  que  el  recurso  de  casación 
solo  procede  contra  las  sentencias  o  autos 
definitivos  de  Primera  o  Segunda  Instan- 
cia no  consentidos  de  una  manera  expresa 
por  las  partes,  que  terminen  los  juicios  de 
mayor  cuantía,  y  solamente  es  admisible 
en  los  casos  que  se  determinan  en  el  refe- 
rido artículo,  también  lo  es,  que  por  otra 
parte,  debe  de  tenerse  presente,  "que  la 
conjunción  "o"  usada  al  hablar  de  las 
Instancias  en  dicho  artículo,  denota  que  el 
recurso  extraordinario  puede  también  ser 
interpuesto  contra  los  fallos  de  primer  gra- 
do, pero  únicamente  cuando  la  Sala  juris- 
diccional no  haya  conocido  de  la  resolu- 
ción de  la.  Instancia,  pues  siempre  que  co- 
nozca de  esta,  la  decisión  que  pronuncie 
con  tal  motivo,  es  precisamente  la  que  ad- 
quiere el  carácter  de  definitiva,  y  en  ma- 
nera, alguna  la  dictada  por  el  Juez  a-quo; 
y  en  consecuencia  solo  cabe  el  recurso  Je 
casación  contra  el  pronunciamiento  que 
haya  adquirido  dicha  calidad. 

CONSIDERANDO: 

Que  uno  de  los  requisitos  estatuidos  pol- 
la disposición  legal  que  se  deja  ya  men- 
cionada, para  que  la  casación  pueda  ser  in- 
terpuesta, es  que  la  resolución  sea  defini- 
tiva, calidad  de  que  carece  el  fallo  recu- 
rrido, pues  discutida  la  posesión  de  la  ser- 
vidumbre en  el  juicio  de  que  se  trata,  el 
demandante  tiene  expedito  su  derecho  pa- 
ra promover  otro  juicio  sobre  la  propiedad 
de  la  susodicha  servidumbre  de  paso;  ra- 
zón por  la  cual  a  este  Tribunal  Supremo  no 
le  es  dable  entrar  a  conocer  de  los  artícu- 
los que  el  recurrente  denunció  como  in- 
fringidos. 

CONSIDERANDO : 

Que  el  artículo  515  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  "Mercantil,  preceptúa 
que  mientras  se  substancia  el  recurso  ex- 


traordinario de  casación,  no  se  puede  pro- 
poner ni  recibir  prueba  alguna  ni  trami- 
tarse más  incidentes  que  los  de  recusación, 
desistimiento  y  los  que  motive  el  recurso 
de  aclaración  o  ampliación  en  su  caso;  y 
por  esta  causa  es  improcedente  tomar  en 
cuenta,  las  certificaciones  presentadas  an- 
te esta  Suprema  Corte  por  el  señor  Maria- 
no Marroquín. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  consideraciones  anterio- 
res, y  en  los  artículos  precitados,  declara 
la  improcedencia  del  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito.  Notifiquese  y  en  la  forma 
que  corresponde  devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
8.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Hilario  Ve- 
ttorazzi  contra  María  Colindres  Aguirre. 

DOCTRINA:  Las  excepciones  que  pueden 
hacerse  valer  en  un  procedimiento  eje- 
cutivo, no  servirán  de  funda?nento  al 
juicio  ordinario  que  las  partes  tienen 
drecho  de  promover  después  de  la  reso- 
lución definitiva  dictada  en  aquél. 

La  acción  ordinaria  sólo  debe  tener 
por  objeto  controvertir  la  obligación  que 
causó  la  ejecución. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
veintiuno  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  ante- 
cedentes se  examina  la  sentencia  dictada 
con  fecha  catorce  de  Mayo  del  corriente 
año  por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  en 
el  juicio  ordinario  promovido  por  don  Hi- 
lari  Vettorazzi  contra  María  Colindres 
Aguirre,  en  la  que  se  confirma  en  todas 
sus  partes  la  pronunciada  por  el  Juez  Pri- 
mero de  Primera  Instancia  de  este  Depar- 
tamento, que  declara:  lo.  sin  lugar  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  interpuesta  por 
la  parte  demandada;  y  2o.  se  absuelve  de 
la  demanda  a  la  señorita  Colindres  Agui- 
rre. 
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En  el  expresado  juicio  se  tuvo  a  Maria 
Tres  como  tercero  coadyuvante  con  el  ac- 
tor, y  se  siguió  por  todos  sus  trámites  con 
su  intervención,  siendo  esta  señorita  la 
que  interpuso  el  recurso  de  casación,  au- 
xiliada por  el  abogado  Humberto  Carrillo 
Ramírez;  denunciando  como  violados  los 
artículos  siguientes:  IV,  V,  IX,  X,  XI,  250 
incisos  4o.,  5o.  y  13  de  la  Ley  Constitutiva 
del  poder  Judicial  (Decreto  Legislativo 
1862);  277,  278,  282,  871  incisos  lo.,  3o.  y 
7o.;  871,  882,  883,  884,  893  y  944  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil;  685  y 
686  del  Código  Civil  Decreto  1932;  15  del 
Decreto  Número  2010;  lo.,  15  y  21  del  De- 
creto Número  1755  y  lo.  y  2o.  del  Decreto 
Número  1904.  Don  Hilario  Vettorazzi, 
quien,  como  se  ha  dicho,  es  el  actor  prin- 
cipal en  el  juicio,  auxiliado  por  el  abogado 
Salvador  García  Iglesias,  se  adhirió  al  re- 
curso interpuesto  por  la  señorita  Tres, 
apoyándose,  por  analogía  — dice —  en  el 
artículo  469  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  861  incisos  lo.,  3o. 
y  7o.  y  882  del  expresado  Código. 

Con  motivo  de  una  ejecución  promovida 
por  María  Tres  contra  el  señor  Vettorazzi, 
desde  el  doce  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  por  la  suma  de  un 
mil  cincuenticuatro  pesos  oro  americano 
que  el  último  de  los  nombrados  adeuda  a 
don  Agustín  Tres  Gasparin,  deuda  que  des- 
pués fué  cedida  a  la  señorita  María  Tres, 
fueron  embargados  bienes  del  deudor,  dic- 
tándose sentencia  de  haber  lugar  a  tran- 
ce y  remate,  habiendo  llegado  a  verificar- 
se la  subasta,  fincando  el  remate  en  la  eje- 
cutante, por  el  setenta  por  ciento  de  su 
crédito;  pues  si  bien  se  presentó  al  acto 
la  señorita  Maria  Colindres  Aguirre  ofre- 
ciendo la  base,  no  se  admitió  su  postura 
por  no  haber  depositado  el  diez  por  ciento 
de  su  oferta,  a  pesar  de  sus  argumentacio- 
nes sobre  que  no  estaba  obligada  al  depó- 
sito, por  tener  la  condición  de  acreedora 
hipotecaria  en  primer  lugar. 

Posteriormente,  en  virtud  de  apertura 
del  remate  tuvo  lugar  otro,  el  cual  fincó 
en  la  soñerita  Colindres  Aguirre  por  la  su- 
ma de  dos  mil  quetzales  que  ofreció  como 
acreedora,  haciéndose  la  adjudicación  en 
esa  forma,  no  obstante  que  la  señorita  Tres 
ofrecía  el  valor  de  su  crédito  y  reconocer 
ademas  la  primera  hipoteca,  lo  que  según 
ella  era  superior  a  la  oferta  de  la  señorita 
Colindres. 


Esto  dió  lugar  a  un  incidente  de  nulidad 
del  remate  promovido1  por  la  misma  seño- 
rita María  Tres  el  cual  fué  declarado  sin 
lugar. 

Con  motivo  de  la  ejecución  anteriormen- 
te relacionada,  la  señorita  María  Colindres 
Aguirre  se  presentó  demandando  también 
en  forma  ejecutiva  al  mismo  señor  Ve- 
ttorazzi, por  la  suma  de  dos  mil  quetzales 
que  le  adeuda,  conforme  se  expresa  en  la 
escritura  pública  del  treinta  de  Marzo  de 
mil  novecientos  veintiocho,  autorizada  por 
el  notario  don  Vitalino  Martínez,  siendo  los 
fundamentos  de  esta  ejecución  los  siguien- 
tes: a),  que  el  plazo  de  la  obligación  esta- 
ba vencido;  b),  que  el  deudor  se  negaba  a 
pagarle  los  intereses  correspondientes  al 
mismo  mes  de  la  demanda,  la  cual  tiene 
fecha  siete  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  y  el  pago  debía  hacerse  an- 
ticipadamente cada  mes;  c)  el  señor  Ve- 
ttorazzi adeudaba  las  contribuciones  fisca- 
les y  municipales;  y  d)  que  los  inmuebles 
que  constituyen  la  garantía  hipotecaria 
hablan  sido  embargados  y  anotados  de 
embargo  en  el  Registro,  por  otra  ejecución 
de  don  Agustinl  Tres. 

La  señorita  Tres  fué  la  única  que  se  opu- 
so a  esta  ejecución;  pero  no  se  admitió  su 
oposición  por1  no  ser  parte  en  el  juicio.  En 
cambio,  el  directamente  demandado  señor 
Vettorazzi  nada  dijo,  por  lo  que,  se  dictó 
sentencia  declarando  haber  lugar  al  rema- 
te de  los  bienes  hipotecados  y  pago  al 
acreedor,  señalándose  de  una  vez,  día  para 
la  venta. 

Viendo  frustrados  sus  deseos  la  señorita 
Tres  acudió  al  medio  de  presentarse  ajer- 
citando  la  acción  de  tercería  coadyuvante 
"n  favor  del  demandado  señor  Vettorazzi, 
"toda  vez  que  el  deudor  puede  salvar  sus 
bienes  hasta  antes  del  remate". 

Tampoco  se  le  dió  entrada  al  juicio  en 
esta  forma  y  el  remate  se  verificó,  fincan- 
do en  la  ejecutante  por  el  valor  de  su  cré- 
dito hipotecario. 

Este  remate  fué  abierto  mediante  la  ofer- 
ta hecha  por  el  Licenciado  David  Galicia, 
y  se  hizo  nueva  subasta;  pero  no  habiendo 
cumplido  con  hacer  el  pago,  se  declaró  de- 
sierto, y  hubo  de  practicarse  otro,  el  cual 
fincó  en  la  ejecutante  por  el  setenta  Por 
ciento  sobre  un  mil  ochocientos  quetzales 
a  aue  se  redujo  su  crédito  en  virtud  de 
habérsele  abonado  doscientos  quetzales  a 
que  ascendió  el  depósito  aue  se  había  he- 
cho con  el  fin  de  abrirse  el  ramete,  y  aun- 
que se  pretendió  abrirse  de  nuevo,  ya  no 
tuvo  lugar,  por  rechazo  de  la  solicitud. 
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Entre  tanto  que  se  seguía  este  segundo 
ejecutivo,  se  presentó  don  Hilario  Vetto- 
razzi entablando  demanda  en  juicio  ordi- 
nario alegando  contra  los  fundamentos  que 
sirvieron  de  base  al  ejecutivo  promovido 
por  la  señorita  Colindres,  los  cuales  — di- 
ce—  carecen  en  lo  absoluto  de  todo  dere- 
cho, dando  amplias  razones  para  demos- 
trar que  ha  sido  improcedente  la  ejecu- 
ción y  que  es  nulo  el  ejecutivo. 

Se  volvió  a  presentar  María  Tres  en  este 
juicio  con  su  tercería  coadyuvante  de  los 
derechos  del  señor  Vettorazzi  y  así  se  le 
ha  tenido. 

Oída  la  señora  Colindres  alegó  que  los 
argumentos  de  la  parte  actora  se  contraen 
a  hacer  oposición  en  el  ejecutivo  que  si- 
guió contra  él,  siendo  por  consiguiente  ex- 
temporánea esa  oposición  que  debió  pre- 
sentarse en  su  debido  tiempo,  ya  que  la 
procedencia  o  improcedencia  de  una  ejecu- 
ción corresponde  ser  ejercitada  exclusiva- 
mente en  la  misma. 

Después  de  muchas  pruebas  relativas 
principalmente  a  si  tuvo  o  no  derecho  'a 
señorita  Colindres  para  cobrar  su  crédito, 
a  si  estaban  o  no  pagadas  las  contribucio- 
nes para  tener  derecho  a  las  prerrogativas 
que  concede  la  ley  de  relación  entre  acree- 
dores y  deudores;  a  si  una  de  las  propie  - 
dades hipotecadas  tiene  o  no  el  disfrute  de 
una  paja  de  agua;  a  si  se  hicieron  o  no 
pagos  de  intereses  por  consignación,  posi- 
ciones, inspeción  ocular  etc.,  etc.,  la  parte 
demandada  opuso  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  por  haberse  seguido  el  ejecutivo 
por  todos  sus  trámites,  sin  que  el  ejecuta- 
do interpusiera  ninguna  excepción,  ni  si- 
auiera  apelación  de  la  sentencia,  siendo 
la  acción  ejecutiva  puramente  de  derecho 
porque  se  funda  en  una  base  preestable- 
cida como  en  su  escritura  pública  registra- 
da que  le  dá  derecho  a  cobrar  su  crédito 
sin  lugar  a  duda. 

Ampliamente  discutieron  las  partes  sus 
derechos  acompañando  otros  documentos 
más  en  los  cuales  se  apoyan;  después  de  lo 
cual  el  Juez  dictó  sentencia  en  forma  que 
se  indicó  anteriormente,  fundándose  en 
que  el  señor  Vettorazzi  "no  llegó  a  justifi- 
car en  forma  alguna  que  cuando  se  inició 
en  su  contra  el  juicio  ejecutivo  por  parte 
de  la  señorita  María  Colindres,  como  ce- 
sionaria  del  crédito  de  don  Alfonso  Alber- 
to Mazariegos,  hubiera  estado  al  día  en  el 
pago  de  sus  intereses,  ni.de  sus  contribu- 
ciones, y  por  el  contrario-  en  el  ejecutivo 
consta  que  posteriormente  María  Tres  y 
Antonio   Vettorazzi,   hasta  en  el   mes  de 


abril  del  año  próximo  pasado,  trataron  de 
verificar  la  consignación  de  réditos  co- 
rrespondientes al  mes  de  febrero  de  ese 
año,  los  cuales  de  conformidad  con  lo  esti- 
pulado en  la  escritura  constitutiva  del 
crédito  debieron  haberse  cubierto  antici- 
padamente; y  consta,  además,  que  hasta 
después  de  la  iniciación  del  juicio  ejecu- 
tivo el  deudor  pagó  todas  sus  contribucio- 
nes fiscales  y  parte  de  las  municipales". 
"Que  tampoco  procede  discutir  en  vía  or- 
dinaria los  pretendidos  defectos  de  la  eje- 
cución, porque  si  bien  la  ley  admite  el  jui- 
cio ordinario  después  de  un  ejecutivo,  es 
para  discutir  en  sí  misma  la  obligación  que 
constituyó  el  título  ejecutivo,  pero  no  para 
impugnar  cuestiones  que  son  de  puro  pro- 
cedimiento." 

Interpuesto  el  recurso  de  apelación  tan- 
to por  el  actor  como  por  la  coadyuvante 
y  previa  la  presentación  de  extensos  alo- 
gatos  así  por  parte  del  primero  de  éstos 
como  de  la  señorita  Colindres  Aguirre,  la 
Sala  Primera  confirmó  aquella  sentencia, 
porque  "todas  las  razones  o  fundamentos 
en  que  el  actor  apoya  su  acción,  pudo  ha- 
cerlas valer  en  el  procedimiento  ejecutivo, 
y  la  única  acción  que  después  puede  in- 
tentarse, es  la  relativa  a  la  validez  del  tí- 
tulo ejecutivo  y  nunca  respecto  de  las 
demás  cuestiones  que  resultan  incidenta- 
les del  ejecutivo,  por  cuyas  razones  no  ve 
el  tribunal  la  necesidad  de  entrar  a  con- 
siderar las  doctrinas  consignadas  en  el 
Decreto  Número  1755  que  se  cita  en  apoyo 
de  la  acción,  y  las  demás  en  que  se  funda- 
pues  todas  ellas,  como  ya  se  dijo,  debieron 
hacerse  valer  en  el  ejecutivo,  y  una  vez 
firme  la  sentencia  pronunciada  en  él,  ya 
no  cabe  discusión  sobre  ellas  en  juicio 
distinto." 

Interpuesto  el  recurso  de  casación  con- 
tra el  pronunciamiento  de  segunda  ins- 
tancia y  presentados  por  las  partes  sus 
respectivos  alegatos,  se  señaló  día  para  la 
vista,  siendo  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  en  el  artículo  882  del  nuevo 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til, al  consignarse  que  "la  resolución  defi- 
nitiva del  procedimiento  ejecutivo  no  pro- 
duce excepción  de  cosa  juzgada  y  pueden 
las  partes  promover  juicio  ordinario  den- 
tro de  los  tres  meses  siguientes  a  la  noti- 
ficación de  aquella",  se  omitió  expresar 
sobre  qué  debe  versar  el  juicio  ordinario 
que  se  puede  promover  después  del  ejecu- 
tivo, a  diferencia  de  la  ley  anterior  o  sea 


256 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


el  artículo  985  de  Procedimientos  Civiles 
y  su  reforma  contenida  en  el  215  del  De- 
creto Número  273  que  decía  "dejando  ex- 
pedito el  derecho  de  las  partes  para  con- 
trovertir en  juicio  ordinario  la  obligación 
que  causó  la  ejecución";  no  cabe  duda  que 
la  mente  del  legislador  en  uno  y  otro  caso 
ha  sido  la  misma,  pues  sólo  de  esta  mane- 
ra se  sostiene  el  principio  de  firmeza  en 
las  resoluciones. 

No  es  lo  mismo  cuando  se  trata  de  una 
acción  que  ataca  directamente  el  fondo  de 
H  obligación,  qus  cuando  se  objetan  las 
causas  en  que  se  funda  el  procedimiento, 
pues,  en  el  primer  caso,  no  puede  mante- 
nerse indefinidamente  a  los  interesados 
en  el  plano  de  un  procedimiento  rápido  a 
base  de  un  documento  clasificado  entre 
los  que  aparejan  ejecución,  pero  que  no 
por  eso  pueden  apagar  otros  derechos  liga- 
dos con  la  obligación  misma  hasta  el  gra- 
do de  hacerla,  desaparecer  o  de  convertir- 
la en  otra  muy  distinta  no  comprendida 
hasta  entonces  en  el  documento  ejecutivo. 
V  es  precisamente  para  cuando  esta  si- 
tuación se  presenta,  que  el  ejecutado  pue- 
de disponer  del  término  que  señala  el 
mencionado  artículo  882  para  ventilar  su 
acción  en  juicio  ordinario-  después  del 
ejecutivo,  es  decir,  cuando  va  directamen- 
te a  contradecir  la  obligación  en  el  fondo, 
pero  de  ninguna  manera  en  el  segundo 
caso  cuando  solamente  se  ataque  al  pro- 
cedimiento seguido,  por  medio  de  excep- 
ciones que  pudieron  constituir  la  oposición 
a  que  se  ha  tenido  derecho,  oposición  que, 
en  el  asunto  de  examen,  no  se  hizo  y  ni  si- 
quiera se  aprovechó  contra  la  sentencia  el 
recurso  de  apelación  que  concede  la  ley. 

De  lo  anteriormente  expuesto  se  dedu- 
ce: que  al  confirmar  la  Sala  de  Apelacio- 
nes la  sentencia  proferida  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia,  con  base  en  la  impro- 
cedencia del  presente  juicio  ordinario,  qu: 
no  ha  tenido  mías  objeto  que  discutir  nue- 
vamente las  defensas  o  excepciones  que 
debieron  proponerse,  sostenerse  y  resol- 
verse exclusivamente  en  su  debida  cpor- 
tundad  o  sea  durante  la  tramitación  del 
ejecutivo,  no  hay  razón  para  sostener  que 
hayan  sido  infringidos  ni  el  artículo  832 
ya  citado,  ni  ninguna  de  todas  las  leyes  en 
que  el  recurrente  se  funda  para  interpo- 
ner el  recurso  de  casación  que  se  examina, 
lad  cuales,  en  cuanto  a  reglas  de  interpre- 
tación o  que  contienen  principios  genera- 
les, han  tenido  la  debida  observancia, 
como  son  las  contenidas  en  los  artículos 
IV,  V,  IX,  X  y  XI  de  los  Preceptos  Funda- 
mentales;  250  incisos  4o.,  5o.  y  13  de  la 


Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  944 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til; 685,  68(1  que  está  reformado,  del  Códi- 
go Civil;  otras  como  son  los  números  277, 
278,  282,  871  y  861  incisos  lo.,  3o.  y  7o.  del 
mismo  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil;  15  Decreto  2010;  lo.,  15  y  21 
del  Decreto  1755  y  lo.  y  2o.  del  Decreto 
1904,  son  las  que  sostienen  el  procedimien- 
to ejecutivo  para  llegar  a  determinar  con- 
forme al  861  citado,  si  la  demanda  ejecu- 
tiva ha  sido  procedente,  declaración  que 
una  vez  hecha,  tomándose  en  cuenta  la 
oposición  cuando  la  hubiere,  fija  definiti- 
vamente la  situación  de  las  partes  que  ha- 
yan intervenido  en  la  contienda,  sin  más 
recurso,  que  el  de  apelación  si  lo  hubiere, 
ni  más  derecho  que  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción ordinaria,  pero  solamente  cuando  ten- 
ga por  objeto  controvertir  la  obligación 
causante  de  la  ejecución;  y  por  último  las 
demás  como  son  los  números  883,  884,  893 
que  tampoco  tienen  aplicación  por  refe- 
rirse a  actos  d£  procedimiento  que  deben 
verificarse  en  el  ejecutivo,  con  posteriori- 
dad a  la  sentencia,  respecto:  de  los  cuales 
no  cabe  en  la  forma  de  este  recurso,  la 
intervención  del  Tribunal  Supremo. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  se  entra  al  estudio  del  recurso 
propuesto  por  don  Hilario  Vettorazzi,  por- 
que a  pesar  de  ser  el  actor  principal  en  el 
juicio,  lo  presentó  mucho  tiempo  después 
de  vencido  el  término  que  concede  la  ley. 
pues  habiendo  sido  notificado  de  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  el  diez  y  sie- 
te de  miayo,  presentó  su  escrito  el  diez  y 
siete  de  Julio,  sin  que  pueda  aceptarse  la 
manifestación  que  hizo  relativa  a  que  se 
adhiere  al  recurso  interpuesto  por  María 
Tres,  porque  esto  solamente  tiene  lug;-;r 
cuando  se  trata  de  apelación  y  no  de  un 
recurso  extraordinario  que  tiene  reglas  y 
términos  fijos  y  especiales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  513.,  514  y  521  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  y  233  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DES- 
ESTIMA por  extemporáneo  el  recurso  in- 
terpuesto por  el  señor  Vettorazzi;  declara 
improcedente  el  interpuesto  por  la  señori- 
ta Tres,  a  quien  se  condena  en  las  costas 
del  mismo  y  se  le  impone  además,  una 
multa  de  cincuenta  quetzales,  y  en  caso  de 
no  pagarlos,  la  pena  de    veinticinco  días 
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de  arresto  conmutables  a  dos  quetzales 
cada  uno.  Notifiquese  y  con  certificación 
ie  lo  resuelto,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

José  Serrano  Muñoz.  —  Abel  Peredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R 
—  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Daniel  Ci- 
fuentes  contra  Casimiro  Navarro. 

DOCTRINA :  Después  de  dictada  sentencia 
ejecutoria  que  daclara  la  validez  de  un 
titulo  de  propiedad  de  un  inmueble,  es 
procedente  la  cancelación  en  el  Registro, 
de  la  inscripción  de  otro  título  relativo 
al  mismo  inmueble. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes  la  sentencia  que  dictó  la  Sa- 
la Cuarta  de  Apelaciones  con  fecha  dos  de 
Mayo  del  corriente  año,  en  el  juicio  ordi- 
nario promovido  por  Daniel  Cifuentes  con- 
tra Casimiro  Navarro,  y  la  contrademandu 
que  este  último  inició  contra  Cifuentes  so- 
bre cancelación  de  una  inscripción  de  do- 
minio de  una  finca  rústica  que  aparece  er 
los  libros  del  Registro  de  la  Propiedad  de 
San  Marcas. 

La  historia  de  este  asunto,  es  la  siguien- 
te: El  veintiséis  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos veintiuno,  Casimiro  Navarro  se 
presentó  al  Juez  de  la.  Instancia  de  San 
Marcos  manifestando  que  como  lo  justi- 
ficaba con  la  escritura  pública  que  acompa- 
ñó, debidamente  inscrita  a  su  favor,  es 
dueño  de  un  terreno  compuesto  de  quince 
cuerdas  situado  en  el  lugar  denominado 
"Ixca";  que  aunque  su  posesión  es  quieta, 
pública  y  pacífica,  deseaba  revestirla  de 
las  formalidades  judiciales  para  evitar  di- 
ficultades cóñ  sus  vecinos,  por  lo  que  pi- 
dió que  se  le  mandara  a  dar  la  posesión 
conforme  sus  títulos,  advirtiendo  que,  fue- 
ra de  él  ninguna  otra  persona  poseía  el 
inmueble. 

El  Juez  mandó  dar  la  posesión  sin  per- 
juicio de  tercero,  lo  que.  se  verificó  con  las 
formalidades  legales  por  el  Juez  menor  de 
San  Pedro  Sacatepéquez.    Como  transcu- 


rriera el  término  establecido  por  la  ley 
sin  que  ninguna  persona  se  presentara 
oponiéndose  a  la  posesión  dada,  el  Juez  de 
la.  Instancia  en  auto  dictado  con  fecha 
veintitrés  de  Enero  de  mil  noveciento", 
veintidós,  confirmó  a  Navarro  en  la  pose- 
sión, habiéndose  anotado  esta  en  el  Regis- 
tro respectivo. 

Por  otra  parte,  Daniel  Cifuentes  pidió, 
en  interdicto  de  adquirir,  que  se  le  pusie- 
ra en  posesión  del  inmueble  y  así  se  reso'.  - 
vió,  dándosela;  pero  habiéndose  presen- 
tado oponiéndose  Casimiro  Navarro,  aquel 
ya  no  alcanzó  la  confirmatoria  de  esa  po- 
sesión, sino  que  se  siguió  uní  juicio  ordina- 
rio que  terminó  con  la  sentencia  dictada 
por  el  Juez  el  nueve  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  veintitrés,  en  la  cual  se  resol- 
vió que  quedaba  sin  efecto  la  posesión  da- 
da interinamente  a  Cifuentes  y  que  no  ha- 
bía lugar  a  la  confirmatoria  como  lo  soli- 
citaba. 

Ante  el  Juez  de  Paz  de  San  Marcos,  se 
presentó  don  Ciríaco  Barrios  demandando 
en  forma  ejecutiva  de  don  Daniel  Cifuen- 
tes G.,  el  pago  de  cien  quetzales  que  le 
adeudaba,  habiéndose  embargado  con  ese 
motivo  el  mismo  terreno  compuesto  de 
quince  cuerdas  situado  en  el  lugar  llama- 
do "Ixca",  de  aquella  jurisdicción. 

Don  Casimiro  Navarro  interpuso  terce- 
ría excluyente  de  dominio  en  ese  juicio, 
alegando  que  el  terreno  embargado  le  per- 
tenece en  propiedad  y  lo  posee  en  nombre 
propio  desde  hace  quince  años,  hecho  en 
que  se  fundaba  para  sostener  la  prescrip- 
ción positiva. 

Ambas  partes  presentaron  sus  respec- 
tivos títulos  de  propiedad  consistentes:  el 
de  Cifuentes,  en  certificación  del  Registre 
en  que  consta  que  por  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  Rodrigo  Barrios 
el  cuatro  de  Mayo  de  mil  novecientos  vein- 
ticinco Valentina  Francisca  Tul,  como 
única  dueña  del  resto  de  la  finca  inscrita 
con  el  número  6823,  folio  37,  del  tomo  39 
y  de  la  número  6857,  folio  37  del  tomo  40, 
vendió  estos  inmuebles  a  don  Daniel  Ci- 
fuentes, con  un  total  de  diez  y  seis  cuer- 
das quedando  comprendidas  bajo  el  nú- 
mero 6823  ya  expresado:  y  el  de  Navarro, 
en  la  escritura  pública  autorizada  por  el 
Notario  Leandro  Velásquez  el  veinte  de 
Octubre  de  mil  novecientos  veintiuno  en 
la  que  consta  que  María  Antonia  Fuentes 
viuda  de  Santos  vendió  a  Navarro  un  lote 
de  terreno  de  quince  cuerdas,  inscrito  cor, 
el  número  27972,  folio  63  del  tomo  167  de 
San  Marcos,  escritura  que  fué  debidamen- 
te inscrita. 
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Seguida  la  tercería  por  todos  sus  trámi- 
tes se  dictó  por  el  Juez  de  Paz  sentencia 
declarando  que  Casimiro  Navarro  es  due- 
ño de  la  finca  rústica  número  27972  que  es 
la  misma  inscrita  también  con  el  número 
6823,  no  haciéndose  declaración  acerca  de 
la  cancelación  de  la  inscripción  de  esta 
última  finca  en  el  Registro  por  que  esto  no 
se  habia  demandado  y  además  era  mate- 
ria de  un  juicio  escrito.  Esta  sentencia 
fué  confirmada  por  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia que  de  ella  conoció  en  revisión. 

Estando  así  las  cosas  Daniel  Cifuentes 
bajo  la  dirección  de  su  Abogado  Rodrigo 
Barrios  se  presentó  al  mismo  Juez  de  la. 
Instancia  de  San  Marcos  en  memorial  sin 
fecha,  por  no  tomarse  en  cuenta  la  que 
está  intercalada  y  fuera  del  margen,  reci- 
bido el  veintidós  de  Abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  manifestando  que  es  le- 
gítimo dueño  del  terreno  cuestionado,  y 
aunque  posteriormente  ha  resultado  con 
un  título  supletorio  a  favor  de  Casimiro 
Navarro,  este  es  falso  pon  estar  involucra- 
do en  otro  titulo  anterior  inscrito,  por  lo 
que  demandaba  a  Navarro  para  que  se 
cancelara  en  el  Registro  su  inscripción, 
pues  siendo  un  absurdo  que  un  inmueble 
tenga  dos  títulos  de  propiedad  a  un  mis- 
mo tiempo  debía  declararse  que  el  de  Na- 
varro había  sido  obtenido  incurriéndose 
en  delito  y  debia  dejarse  abierto  el  pro- 
cedimiento contra  él  por  falsedad.  Apo- 
yó su  demanda  en  el  mismo  juicio  de  ter- 
cería de  que  se  ha  hecho  referencia  por 
constar  en  él  los  documentos  respectivos. 

Oído  el  demandado  manifestó:  que  co- 
mo en  virtud  de  la  sentencia  a  su  favor 
dictada  en  la  tercería,  declarando  que  el 
inmueble  es  de  su  legítima  pertenencia 
debía  precederse  a  la  cancelación  de  una 
de  las  dos  inscripciones,  negaba  los  tér- 
minos en  que  está  concedida  la  demanda 
del  señor  Cifuentes  y  contrademandaba  la 
cancelación  de  la  inscripción  de  la  finca 
a  favor  de  dicho  señor,  debiendo  quedar 
subsistente  la  suya  en  virtud  de  la  sen- 
tencia que  se  ha  relacionado. 

Contestó  el  traslado  de  la  reconvención 
el  señor  Cifuentes,  apoyado  en  el  artículo 
1112  del  Código  Civil  que  establece  que 
"la  primera  inscripción  de  todo  inmueble 
será  la  del  título  de  propiedad:  y  sin  ese 
requisito  no  podrá  inscribirse  otro  título  o 
derecho  real  relativo  al  mismo  inmueble''; 
en  el  787  del  mismo  Código  que  dice:  "El 
solicitante  de  información  supletoria  de 
un  inmueble,  que  a  sabiendas  que  está  ti- 
tulado asegura  que  no  lo  está,  o  que  no 
existe  cuestión  pendiente  sobre  el  referido 


inmueble,  habiéndola,  será  considerado 
como  reo  de  falsedad  conforme  al  Código 
Penal;  y  pidió  que  se  desechara  por  im- 
procedente la  reconvención. 

Abierto  a  prueba  el  juicio,  el  actor  pre- 
sentó certificación  de  la  sentencia  dicta- 
da en  la  tercería  tantas  veces  referida;  y 
el  demandado  pidió  que  se  tuviera  como 
tal  la  misma  tercería  en  la  que  aparecen 
los  dos  títulos,  y  el  acta  de  inspección 
ocular  que  demuestra  que  el  terreno  a  que 
se  refieren  aquellos  títulos  es  uno  mismo. 

"Vencido  el  término  y  unidas  las  pruebas 
a  los  autos,  el  Juez  dictó  sentencia  absol- 
viendo a  Casimiro  Navarro  de  la  demanda 
y  condenando  a  Daniel  Cifuentes  en  la 
contrademanda  en  el  sentido  que  se  manda 
que  el  Registro  de  la  Propiedad  se  cance- 
le la  inscripción  que  a  favor  de  éste  apa- 
rece con  el  número  6823,  folio  37  del  tomo 
39. 

En  virtud  del  recurso  de  apelación  inter- 
puesto por  Cifuentes,  la  Sala  4a.,  entró  a. 
conocer  del  asunto  y  con  vista  de  lo  ale- 
gado, dictó  la  sentencia  confirmatoria  de 
la  de  primer  grado,  motivo  por  el  cual  el 
mismo  Cifuentes  con  auxilio  del  propio 
Abogado  señor  Barrios,  introdujo  el  recur- 
so de  casación  denunciando  como  violados 
los  artículos  1112  y  787  del  Código  Civil; 
197  y  199  Código  Penal  y  14  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  existe  constanc'a  alguna  en  el 
juicio  que  acredite  que  Casimiro  Navarro 
obtuvo  un  título  supletorio  del  terreno  a 
que  se  refiere  la  demanda,  pues  el  derecho 
de  éste  se  apoya  en  la  escritura  pública>  de 
fecha  veinte  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos veintiuno  autorizada  por  el  Notario 
Leandro  Velásquez.  Tampoco  existe  nin- 
gún dato  acerca  de  la  anterioridad  en  la 
inscripción  de  la  finca  número  6823,  folio 
37  del  tomo  39  de  San  Marcos  a  favor  de 
Daniel  Cifuentes  o  de  su  vendedora  Va- 
lentina Francisca  Tul,  pues  en  la  certifi- 
cación del  Registro  presentada,  fuera  de) 
orden  numérico,  no  constan  esos  datos. 

Que  aún  cuando  estuviere  bien  determi- 
nada que  la  inscripción  del  inmueble  a 
favor  del  señor  Cifuentes  es  anterior  a  la 
de  Navarro,  debe  tenerse  presente  que  en- 
tre ambas  personas  se  siguió  ya  un  juicio 
sobre  propiedad,  en  el  cual  se  dictó  sen- 
tencia ejecutoria  que  estableció  el  derecho 
del  segundo;  y  por  consiguiente  la  inscrip- 
ción de  la  finca  a  favor  del  primero  no 
tien  razón  de  existir  y  su  cancelación  no 
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es  más  que  una  consecuencia  obligada  de 
la  anterior  controversia  y  una  ejecución 
del  fallo  que  la  decidió,  ya  que  en  ningún 
caso  podría  subsistir  dicha  inscripción 
después  de  haberse  declarado  que  la  pro- 
piedad corresponde  a  otra  persona,  lo  que 
implica  la  extinción  por  completo  del  de- 
recho real  inscrito.  Bajo  estos  conceptos 
puede  afirmarse  que  no  se  ha  incurrido  en 
infracción  de  los  artículos  112  y  787  del 
Código  Civil  al  dictarse  la  sentencia  que 
se  examina. 

CONSIDERANDO: 

Que  tratándose  del  ejercicio  de  una  ac- 
ción civil,  como  es  la  que  se  refiere  a  la 
cancelación  de  una  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmueble,  no  han 
tenido  para  que  aplicarse  otras  leyes  que 
las  relativas  a  las  cuestiones  propuestas, 
siendo  por  consiguiente  improcedente  la 
cita  de  artículos  relativos  a  la  ley  penal  y 
de  procedimientos  en  el  mismo  ramo,  co- 
mo se  hizo  en  el  recurso  interpuesto  al 
mencionarse  los  artículos  197  y  199  y  14 
de  los  respectivos  Códigos,  los  cuales  co- 
mo se  ha  dicho,  no  tienen  aplicación  y  por 
la  misma  razón  no  han  podido  ser  infrin- 
gidos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  suprema  de  Justicia  con  apoyo 
en  los  artículos  513,  514,  521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  233  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  es- 
tirrua  que  la  resolución  recurrida  está  arre- 
glada a  derecho  y  declara  improcedente 
el  recurso  interpuesto,  condena  al  recu- 
rrente en  las  costas  del  mismo  y  al  pago 
de  una  multa  de  veinticinco  quetzales  o  en 
su  defecto  a  sufrir  prisión  simple  de  veinti- 
cinco días 

Notifíquese  y  repóngase  el  papel  en  la 
forma  de  ley  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  — i  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueia 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  de  Laura  So- 
sa de  López  contra  Rafael  Soto  López. 

DOCTRINA:  SerÚ7i  ventiladas  en  juicio 
ordinario  las  controversias  que  no  ten- 
gan señalada  una  tramitación  especial 
en  el  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  iy 
Mercantil. 

Después  del  juicio  de  posesión  puede  en- 
tablarse otro  sobre  propiedad  del  in- 
mueble disputado. 

Las  disposiciones  aplicables  a  la  acción  de 
nulidad  seguida  en  la  vía  ordinaria  so>i 
diferentes  de  las  que  regulan  el  recurso 
a  que  <se  refiere  de  una  manera  especial, 
el  Capitulo  VI  Título  V¡  del  Libro  II  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación v  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  será  rela- 
cionada y  que  se  pronunció  en  los  juicios 
civiles  acumulados  sobre  posesión  de  un 
terreno  y  nulidad  y  falsedad  de  una  no- 
tificación seguidos  por  la  señora  Laura 
Sosa  de  López  contra  don  Rafael  Soto  Ló- 
pez. 

RESULTA: 

Que  el  veintiuno  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  veintiocho,  doña  Laura  Sosa 
de  López  se  presentó  ante  el  Juez  2o.  de  la 
Instancia  del  Departamento  de  Quezalte- 
nango,  manifestando  por  escrito,  entre 
otras  cosas,  lo  que  sigue;  que  es  dueña  y 
legítima  propietaria  de  la  finca  rústica 
número  dos  mil  ciento  catorce  (2114), 
inscrita  al  folio  cuarenta  y  dos  (42),  Tomo 
veintiuno  (21),  Libro  del  Registro  del  De- 
partamento que  acaba  de  mencionarse, 
que  consiste  en  un  terreno  situado  en  el 
lugar  que  se  denomina  "El  Zanjón"  del  Mu- 
nicipio de  Salcajá,  compuesto  de  diez  y 
siete  cuerdas  y  media,  y  comprendido  den- 
tro de  los  linderos  que  siguen:  al  Oriente, 
con  los  herederos  de  Paulino.  Gram'ájo, 
eamino  de  por  medio;  al  Poniente  con 
Macario  Arriaga;  al  Norte,  con  los  here- 
deros de  Bernardino  Estrada;  y  al  Sur,  con 
Rafael  Soto.  Que  el  señor  Soto  hace  al- 
gún tiempo  se  posesionó  de  su  terreno,  el 
cual  había  adquirido  ella  por  herencia  de 
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su  señora  abuela  doña  Potenciaría  López 
de  Sosa  y  de  su  señora  madre  Benita  Ló- 
pez Sosa;  que  ha  procurado  por  todos  los 
medios,  que  dicho  señor  le  devuelva  el 
mencionado  inmueble,  pero  no  lo  ha  con- 
seguido, por  lo  cual  entablaba  contra  el 
señor  Soto  demanda  de  posesión  del  refe- 
rido predio,  y  además  pedia  que  en  su 
oportunidad  se  condenara  al  señor  Soto  a 
la  devolución  de  los  frutos  correspondien- 
tes, que  ha  recogido  durante  tres  años,  y 
al  pago  de  los  daños,  perjuicios  y  costas 
consiguientes.  La  señora  Sosa  de  Lópe^ 
acompañó  a  su  demanda  una  certifica- 
ción expedida  por  el  Director  del  Segundo 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble,  el  sie- 
te de  Noviembre  de  mil  novecientos  vein- 
tiocho, y  en  la  cual  consta  la  inscripción 
del  inmueble  hecha  a  su  favor,  así  como 
las  demás  que  se  efectuaron  a  nombre  de 
sus  antecesoras. 

Don  Rafael  Soto  López  contestó  la  de- 
manda manifestando:  que  el  terreno  de 
que  se  trata  nunca  ha  pertenecido  a  la  se- 
ñora de  López  ni  a  sus  ascendientes,  pues 
su  familia  ha  sido  siempre  la  dueña  del 
mencionado  inmueble,  el  cual  adquirió  en 
virtud  de  compra  que  hizo  a  don  Miguel 
Alvarado.  según  consta  en  la  escritura 
pública  autorizada  en  la  ciudad  de  Que- 
zaltenango,  el  dos  de  Junio  de  mil  nove- 
cientos diez  y  seis,  por  el  Notario  David 
Alberto  Asturias,  y  este  lote  forma  parte 
de  la  finca  registrada  a  su  favor  el  nueve 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  diez  y 
seis,  bajo  el  número  treinta  mil  novecien- 
tos cuatro  (30904),  folio  noventa  y  dos 
(92)  del  Libro  ciento  ochenta  y  dos  (182) 
del  Departamento  de  Quezaltenango.  In- 
terpuso la  excepción  de  prescripción;  y 
por  último  pidió  que  se  le  absolviera  de*  la 
demanda.  El  demandado  presentó  un 
testimonio  de  la  escritura  anteriormente 
relacionada,  en  la  cual  consta,  además, 
que  el  señor  Soto  compró  a  don  Miguel 
Alvarado  los  terrenos  que  se  denominan 
respectivamente,  "Patio  de  Maíz"  y  "La 
Raya",  el  primero  está  situado  en  el  Mu- 
nicipio de  Salea já,  se  compone  de  doscien- 
tas cuarenta  y  una  cuerdas  y  media,  área 
que  está  comprendida  dentro  de  los  si- 
guientes linderos:  al  Oriente,  camino  real 
que  conduce  a  la  ciudad  de  Quezalte- 
nango, de  por  medio,  con  propieda- 
des de  Rafael  Soto  y  de  los  here- 
deros de  Joaquín  y  Luis  Estrada;  al  Po- 
niente, con  propiedades  de  don  Rafael 
Soto  y  Emeterio  Rodas;  al  Norte,  con  las 
de  Serafina  Herrera  v.  de  Ovalle,  Ansel- 
mo Soto  y  Romana    Gramajo;  y  al  Sur, 


con  las  de  don  Rafael  Soto,  José  Pixabaj, 
Aparicio  Saloj  y  Licenciado  Encarnación 
Soto;  el  segundo  también  se  encuentra 
situado  en  el  mismo  Municipio,  está  com- 
puesto de  cien  cuerdas  de  extensión,  pero 
sólo  fueron  vendidas  noventa  y  cinco  cuer- 
das, quedando  acotada  esta  fracción  den- 
tro de  los  linderos  siguientes:  al  Oriente, 
con  el  río  Salcajá  de  por  medio,  con  don 
Gabriel  Gramajo;  al  Poniente,  con  propie- 
dad del  General  Flavio  Ovalle;  al  Norte, 
con  las  de  Ezequiel  Soto  y  Ciriaco  López; 
y  al  Sur,  con  la  del  mismo  General  Ovalle. 

El  juicio  fué  abierto  a  prueba  por  cua- 
renta días  y  durante  dicho  término,  el  se- 
ñor Rafael  Soto  propuso  que  se  tomara 
declaración  a  los  señores  José  María  To- 
bar, José  Mercedes  Hernández,  Santiago 
Gramajo,  Felipe  Vásquez,  Francisco  Es- 
trada de  León  y  Nicolasa  Sapón  de  Cité 
para  establecer:  lo.  que  perteneció  a  don 
Rafael  Soto  padre,  la  fracción  de  terreno 
ubicado  en  Salcajá  y  que  se  encuentra 
comprendido  dentro  de  los  linderos  si- 
guientes: al  Oriente,  con  terrenos  de  la 
sucesión  de  Paulino  Gramajo,  camino  real 
de  por  medio;  al  Poniente  con  los  herede- 
ros de  Macario  Arriaga;  al  Norte,  con  los 
herederos  de  Bernardino  Estrada;  y  al  Sur, 
con  el  resto  de  su  labor  (la  de  Soto)  de- 
nominada "Patio  de  Maíz";  2o.  que  al  fa- 
llecer su  señor  padre  don  Rafael  Soto,  el 
mencinado  terreno,  fué  adquirido  por  su 
heredera  doña  Concepción  Soto,  y  al  mo- 
rir la  señora  Soto,  sus  herederos,  lo  ven- 
dieron a  Miguel  Alvarado,  y  por  último, 
fué  adquirido  por  él  (Soto)  por  compra 
que  hizo  a  don  Miguel;  3o.  que  desde  que 
adquirió  ese  terreno  lo  ha  poseído  para  si, 
de  buena  fé,  sin  interrupción  y  de  una 
manera  pública  y  pacífica;  4o.  que  don 
Rafael  Soto  padre,  doña  Concepción  Soto, 
los  herederos  de  esta  y  don  Miguel  Alva- 
rado, poseyeron  por  su  orden  y  a  título  de 
dueños  el  predio  ya  mencionado;  y  que 
hasta  la  fecha  (28  de  Febrero  de  1930),  el 
señor  Soto  poseía  y  cultivaba,  como  dueño, 
ese  inmueble.  Los  señores  Gramajo,  To- 
bar y  doña  Nicolasa  Cité  contestaron  afir- 
mativamente a  las  preguntas  consignadas 
en  el  interrogatorio  que  obra  al  folio  vein- 
tisiete del  juicio  y  relativas  a  cada  uno  de 
los  hechos  anteriormente  relacionados. 
agregando  el  primero  de  los  susodichos 
testigos,  que  conoce  ese  terreno  desde  ha- 
ce mucho  tiempo,  ha  vivido  en  el  barrio 
donde  se  encuentra  ubicado  el  referido 
predio,  y  siempre  ha  sabido  que  esté  per- 
tenece a  la  familia  Soto;  el  segundo,  agre- 
gó que    hace  doce  años  que  don  Rafael 
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Soto  posée  el  mencionado  terreno,  y  don 
Rafael,  padre  del  señor  Soto,  tuvo  la  po- 
sesión del  predio  de  que  se  trata  durante 
cincuenta  años,  poco  más  o  menos;  y  la 
señora  Cité  dijo  además,  o.ue  lo  relaciona- 
do en  su  declaración  le  constaba  por  ser 
vecino  del  señor  Soto. 

El  doce  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta,  doña  Laura  Sosa  de  López  entabló 
incidente  de  nulidad,  de  la  notificación 
fecha  primero  de  Febrero  (1930),  y  de  to- 
do lo  actuado  desde  entonces,  nulidad  que 
fundó;  en  que  el  Receptor  por  una  equivo- 
cación u  olvido  de  lo  que  le  había  dicho 
el  Licenciado  J.  Filiberto  López  C,  asentó 
la  notificación  maquinal  e  inadvertida- 
mente y  sin  la  mira  de  causarle  perjuicios; 
y  que  el  día  y  a  la  hora  en  que  la  referida 
notificación  aparece  hecha,  ella  (doña 
Laura),  se  encontraba  en  Salcajá. 

En  memorial  presentado  al  Juez  lo.  de 
la.  Instancia  del  Depatramento  de  Que- 
zaltenango,  el  trece  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  dos,  doña  Laura  So- 
so de  López  inició  una  nueva  demanda 
pidiendo:  lo.  que  a  su  escrito  se  le  diera 
el  correspondiente  trámite;  2o.  que  se  pre- 
viniera al  señor  Rafael  Soto  no  se  ausen- 
tara sin  dejar  apoderado;  3o.  que  se  sus- 
pendiera la  tramitación  del  juicio  de  pose- 
sión hasta  las  resultas  del  nuevo  juicio 
que  entablaba;  4o.  que  se  abriera  a  prue- 
ba el  juicio  por  el  término  de  ley;  y  5o. 
que  previas  las  formalidades  del  caso  se 
declarara  la  nulidad  y  falsedad  de  la  no- 
tificación fecha  primero  de  Febrero  del 
año  de  mil  novecientos  treinta;  y  la  in- 
subsistencia  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  propuestos  por  el  demandado;  y 
que  se  hiciesen  las  demás  declaratorias 
pertinentes,  condenando  en  las  costas  a 
quien  correspondiera.  Esa  demanda  la 
fundamentó  doña  Laura,  con  respecto  a 
la  nulidad  y  falsedad  de  la  mencionada 
notificación,  en  los  mismos  motivos  que 
invocó  al  promover  la  nulidad  de  la  refe- 
rida notificación  en  su  escrito,  fecha  doce 
de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta;  y  en 
cuanto  a  lo  demias,  en  que  no  podía  tole- 
rar que  se  le  impidiera  probar  sus  accio  - 
nes. La  Sala  4a.  de  Apelaciones  confirmó 
el  auto  del  Juez  fechado  el  dos  de  Octu- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  tres,  en 
que  dicho  funcionario  declaró  sin  lugar  el 
incidente  de  nulidad  ya  mencionado. 

El  treinta  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  tres,  la  señora  Sosa  de 
López  pidió  la  acumulación  de  los  mencio- 
nados juicios.  El  Juez  la  declaró  proce- 
dente, resolución  que  fué  confirmada  por 


la  Sala  jurisdiccional,  por  auto  fecha  ca- 
torce de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco. 

La  nueva  demanda  se  tuvo  por  contes 
tada  en  sentido  negativo  y  se  abrió  a  prue- 
ba el  juicio  por  treinta  días. 

Doña  Laura  Sosa  de  López  propuso  que 
se  tomara  declaración  a  los  señores  Gli- 
serio  Díaz,  Agustín  Ovalle,  Tomás  Vásque;. 
Faustino  Ovalle  y  Timoteo  Vásquez,  para 
probar  que  el  primero  de  Febrero  (1930) 
permaneció  en  la  casa  de  doña  Rosa  Ri 
vera,  situada  en  Salcajá,  desde  las  catorce 
hasta  las  diez  y  siete  horas.  El  Juez  no 
admitió  dicha  prueba;  y  por  haber  apela- 
do la  señora  de  Soto,  fueron  elevadas  las 
actuaciones  a  la  Sala  jurisdiccional,  Tri- 
bunal que  confirmó  la  mencionada  reso- 
lución, fundándose  en  que  ya  se  había  re- 
suelto el  incidente  de  nulidad,  y  por  lo 
tanto,  existia  un  auto  que  pasó  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada,  y  que  la  prueba  pro- 
puesta tendía  precisamente  a  desvirtuar 
tal  extremo,  resultando  en  pugna  contra 
lo  ya  juzgado. 

El  Juez  lo.  de  la.  Instancia  de  Quezal- 
tenango,  dió  fin  a  los  juicios  acumulados 
declarando:  primero,  que  don  Rafael  So- 
to debe  dar  a  doña  Desidora  Laura  Sosa 
López  la  posesión  demandada,  fijándose 
para  el  efecto,  el  término  de  cinco  dias; 
segundo,  que  es  improcedente  la  prescrip- 
ción alegada  por  el  demandado;  tercero, 
que  absuelve  al  demandado  de  la  acción 
entablada  por  la  señora  Sosa  de  López  so- 
bre nulidad  y  falsedad  de  una  notifica- 
ción; y  cuarto,  que  no  hay  especial  con- 
denación en  costas. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  revocó  la  sen- 
tencia apelada  en  lo  que  respecta  al  pun- 
to primero,  y  absolvió  de  la  demanda  or- 
dinaria de  posesión  al  señor  Rafael  Soto; 
y  confirmó  el  fallo  en  los  demás  puntos 
que  contiene. 

Considera  la  Sala  sentenciadora:  a)  que 
la  parte  actora  con  la  certificación  expe- 
dida por  el  Director  del  Segundo  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble  ha  probado 
ser  la  legítima  propietaria  del  terreno  ins- 
crito a  su  favor  bajo  el  número  dos  mil 
ciento  catorce  (2114),  folio  cuarenta  y 
dos  (42)  del  Departamento  de  Quezalte- 
nango,  y  que  es  indudable  que  la  señora 
Sosa  de  López  le  corresponde  el  disfrute 
pleno  y  absoluto  sobre  el  inmueble  men- 
cionado. Pero  esto  no  quiere  significar  en 
manera  alguna  que  haya  probado  en  jui- 
cio que  en  realidad  el  señor  Soto  esté  en 
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posesión  del  lote  en  cuestión,  puesto  que 
dicho  señor  con  documentos  fehacientes, 
estableció  que  es  dueño  de  un  lote  de  te- 
rreno de  doscientas  cuarenta  y  una  y  me- 
dia cuerdas  de  extensión,  situado  en  Sal- 
caja  y  denominado  "Patio  de  Maíz",  el 
que  está  inscrito  a  su  nombre  bajo  el  nú- 
mero treinta  mil  novecientos  cuatro 
(30904),  folio  noventa  y  uno  (91),  Tomo 
ciento  ochenta  y  dos  (182)  del  Departa- 
mento de  Quezaltenango.  Además,  con 
tres  testigos  justificó  que  tenía  la  pose- 
sión de  buena  fé,  pública,  pacífica  y  basa- 
da en  justo  título.  Y  la  señora  Sosa  de  Ló- 
pez, fuera  de  la  certificación  que  acom- 
pañó no  rindió  ninguna  prueba  tendiente 
a  establecer  que  Soto  la  hubiera  despoja- 
do de  la  legítima  posesión  sobre  el  inmue- 
ble de  su  propiedad.  El  demandado  por  el 
contrario,  no  solamente  probó  el  derecho 
de  propiedad  sobre  el  raíz  apuntado  ( finca 
número  30.904),  sino  que  también  esta- 
bleció que  su  posesión  sobre  el  mismo  era 
legitima;  b)  que  por  las  razones  ya  con- 
signadas no  es  del  caso  entrar  a  conside- 
rar la  excepción  de  prescripción  interpues- 
ta por  el  demandado,  ya  que  tal  estima- 
ción procedería  hacerla,  si  se  hubiese  pro- 
bado que  el  señor  Soto  si  se  había  posesio- 
nado del  predio  en  cuestión  lo  que  no  acon- 
teció; y  c)  que  la  demanda  de  nulidad  y 
falsedad  promovida  en  la  vía  ordinaria  por 
la  señora  Sosa  de  López,  es  improcedente, 
no  por  la  razón  invocada  por  el  señor  Juez, 
de  que  la  parte  actora  no  presentó  prue- 
bas para  demostrar  su  afirmación,  sino 
por  que,  todo  pedimento  de  nulidad  o  fal- 
sedad por  vicio  en  el  procedimiento,  o  a 
causa  de  que  una  notificación  adolezca  de 
algún  defecto  que  la  invalide,  tiene  que 
pedirse  en  el  propio  juicio.  Tan  lo  enten- 
dió así  dicha  señora,  que  en  su  debido 
tiempo  interpuso  el  incidente  de  nulidad, 
la  que  se  declaró  sin  lugar.  Por  este  mo- 
tivo fundamental,  el  señor  Juez  cuando 
le  presentaron  la  citada  demanda  de  nu- 
lidad y  falsedad  de  la  notificación,  debió 
haberla  desechado  de  plano. 

Doña  Laura  Sosa  de  López  con  auxilio 
el  Abogado  Jorge  Amado  Pacheco,  inter- 
puso el  recurso  extraordinario  de  casación, 
contra  el  fallo  de  la  Sala  Cuarta  de  Apela- 
ciones, por  quebrantamiento  substancial 
del  procedimiento,  comprendido  en  los  in- 
cisos primero,  tercero  y  cuarto  del  artícu- 
lo 507  del  Decreto  Legislativo  número 
2009;  y  por  violación  de  leyes  compren- 
didas en  los  incisos  primero,  tercero,  cuar- 
to y  sexto  del  artículo  506  del  mismo  De- 
creto número  2009,  habiendo  sido  violados 


por  el  Tribunal  de  segunda  Instancia  los 
artículos  siguientes:  16,  17,  22,  23,  26,  28, 
34,  36,  85,  88,  89,  90  y  92  de  la  Constitución 
de  la  República;  IV,  V,  VI,  IX,  XI,  XII,  XIII 
XXV,  XVI,  XXVIII;  lo.,  85  inciso  2o.,  91 
inciso  3o.,  92,  130,  176,  177,  180,  204,  214, 
216,  218,  224,  227,  231  y  250  inciso  13o.,  del 
Decreto  Gubernativo  número  1862;  227, 
229,  259,  260,  261,  264,  269,  277,  288,  289, 
291,  386,  389,  427,  428,  431,  454,  455,  457, 
y  500  del  Decreto  Legislativo  número  2009; 
387,  388,  389,  396,  397,  479,  480,  485,  486,  488, 
493,  500,  818,  980,  1052,  1053  y  1054  del  De- 
creto Legislativo  1932;  11,  192,  238,  240,  241, 
y  242  del  Código  Penal;  lo.,  4o.,  13  y  14  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  668, 
669,  672,  673,  674,  676,  677,  678,  679,  710  y 
711  del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  parte  recurrente  apoya  el  que- 
brantamiento de  forma  en  los  incisos  pri- 
mero, tercero  y  cuarto  del  artículo  507  del 
Decreto  Legislativo  número  2009.  El  pri- 
mero de  dichos  incisos  se  refiere  al  caso  de 
que  el  Tribunal  de  primera  o  segunda  Ins- 
tancia carezca  de  jurisdicción  o  de  com- 
petencia para  conocer  en  el  asunto  de  que 
se  trate;  o  cuando  el  Tribunal  se  niegue  a 
conocer  teniendo  obligación  de  hacerlo. 
En  cuanto  al  primer  punto,  cabe  conside- 
rar que  la  señora  Sosa  de  López  personal- 
mente entabló  ante  el  Juez  lo.,  de  la.  Ins- 
tancia de  Quezaltenango  las  dos  acciones 
que  se  dejan  ya  relacionadas,  sometiéndo- 
las desde  luego  al  conocimiento  del  refe- 
rido funcionario  y  con  posterioridad  no  ha 
sido  promovida  cuestión  alguna  sobre 
competencia;  respecto  al  segundo  punto, 
si  bien  es  verdad,  que  la  Sala  rechazó  de 
plano  la  solicitud  de  la  señora  de  López, 
sobre  aclaración  del  fallo,  también  lo  es, 
que  ese  rechazo  fué  debido  a  los  motivos 
que  se  consignaron  en  dicha  resolución,  y 
por  consigueinte  la  Sala  Cuarta  de  Apela- 
ciones no  se  ha  negado  a  conocer  del  pre- 
citado asunto,  ni  infringió  los  artículos 
454,  455  y  457  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 2009.  El  tercer  inciso  de  aquel  ar- 
tículo, establece  como  causal  la  omisión  de 
una  o  más  de  las  notificaciones  que  han 
de  hacerse  personalmente,  conforme  el  ar- 
tículo 93.  Ahora  bien,  el  incidente  y  el 
segundo  de  los  juicios  iniciados  han  te- 
nido por  objeto  que  se  declare  la  nulidad 
de  la  notificación,  tantas  veces  mencio- 
nada, y  además,  en  el  susodicho  juicio  se 
pidió  que  esa  declaratoria  comprendiera 
la  de  falsedad  de  la  notificación  que  tam- 
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bién  sirvió  de  fundamento  a  la  respectiva 
demanda.  Como  ya  se  djo,  en  su  oportu- 
nidad fué  resuelto  aquel  incidente,  y  el 
auto  quedó  ejecutoriado.  Y  la  Sala  esti- 
mó la  improcedencia  de  la  demanda  de 
nulidad  y  falsedad  por  la  razón  también  ya 
expresada  anteriormente.  Por  consiguien- 
te carece  de  base  esta  otra  causal  que  la 
señora  Sosa  de  López  ha  invocado  para  in- 
terponer su  recurso  apoyándolo  en  que- 
brantamiento de  forma.  Ambos  juicios  fue- 
ron abiertos  a  prueba;  y  si  las  probanzas 
propuestas  por  doña  Laura  Sosa  de  López 
últimamente  no  se  practicaron,  fué  debi- 
do a  que  la  referida  prueba  tendía  a  des- 
virtuar lo  que  ya  se  había  resuelto  en  el 
auto  que  puso  fin  al  incidente  de  nulidad, 
entablado  en  el  primer  juicio;  y  en  ese 
concepto,  tampoco  está  comprendido  el 
caso  de  quebrantamiento  de  forma  invo- 
cado, en  el  inciso  cuarto  del  artículo  507 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  sentencia  recurrida  se  absuel- 
ve de  la  demanda  de  posesión  al  señor  Ra- 
fael Soto,  y  esta  resolución  no  tiene  el  ca- 
rácter de  definitiva,  por  cuanto  que  des- 
pués del  juicio  que  se  ha  seguido  puede 
entablarse  otro  sobre  propiedad  del  in- 
mueble disputado;  y  por  esta  razón  es  im- 
procedente el  recurso  interpuesto  con  res- 
pecto a  este  punto  sub-júdice,  y  no  se  en- 
tra a  conocer  de  los  artículos  16,  17  y  88 
de  la  Constitución  de  la  República;  IV,  V, 
VI;  250  inciso  13  del  Decreto  Gubernati- 
vo número  1862;  259,  260,  261,  277,  386,  389, 
427,  428,  431  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 2009;  388,  387,  389,  396,  397,  479,  480, 
485,  486,  493,  500,  818,  980,  483,  1052,  1053, 
y  1054  del  Decreto  Legislativo  número  1932; 
citados  por  doña  Laura  Sosa  de  López  al 
interponer  el  presente  recurso,  y  comen- 
tados por  dicha  señora  con  relación  al  ob- 
jeto de  la  primera  demanda,  en  su  alega- 
to que  presentó  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo, la  víspera  de  que  se  verificara  la  vis- 
ta del  asunto. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  trámite  establecido  para  las  con- 
tiendas que  no  tengan  determinada  una 
tramitación  especial,  fué  precisamente  el 
pedido  por  la  señora  Sosa  de  López  al  en- 
tablar la  demanda  fechada  en  Quezalte- 
nango,  el  treinta  de  Noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  dos,  y  el  acordado  por 


el  funcionario  que  tenía  a  su  cargo  la  ju- 
dicatura de  aquel  Departamento,  por  con- 
siguiente, substanciado  el  juicio  en  la  for- 
ma que  ya  se  dijo,  sin  que  fuera  objetado 
en  su  oportunidad  ese  trámite  haciendo 
uso  de  la  parte  de  los  recursos  pertinen- 
tes, es  indudable  que  no  fué  violado  el  ar- 
tículo 227  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  ni  el  artículo  229  del 
mismo  Cuerpo  de  Leyes,  por  que  el  pre- 
cepto contenido  en  dicho  articulo  solo  se 
refiere  a  la  parte  actora,  quien  es  la  lla- 
mada a  cumplir  con  los  requisitos  conte- 
nidos en  esa  disposición  legal. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  es  procedente  entrar  a  conocer 
del  269  del  Decreto  Legislativo  número 
2009,  por  que  ésta  disposición  legal  con- 
tiene nueve  incisos  y  la  parte  recurrente 
no  cuidó  de  manifestar  a  cuál  de  todos 
quiso  referirse. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  264,  288,  289  y  291  del 
Decreto  Legislativo  número  2009,  668,  669, 
672,  673,  674,  676,  677,  678,  679,  710  y  711 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  no 
fueron  infringidos,  el  primero  por  que  en 
la  sentencia  de  segundo  grado  no  han  sido 
apreciadas  pruebas  ajenas  a  los  hechos 
contenidos  en  la  respectiva  demanda  y  su 
contestación;  el  segundo  y  tercero,  y  los 
once  artículos  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  a  virtud  de  no  haberse  contro- 
vertido en  el  último  de  los  juicios  que  se 
dejan  ya  mencionados,  la  naturaleza  o  nu- 
lidad de  documentos  presentados  con  mo- 
tivo de  la  contienda;  y  el  cuarto  (artícu- 
lo 291  Decreto  Legislativo  número  2009), 
toda  vez  que  no  era  el  caso  de  proceder 
en  conformidad  con  lo  dispuesto  por  dicha 
disposición,  pues  no  se  trata  de  la  false- 
dad de  documentos  sino  de  la  acción  ten- 
diente a  invalidar  una  notificación. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  señora  Sosa  de  López  promovió 
una  acción  de  nulidad  y  falsedad  en  la 
vía  ordinaria,  y  no  el  recurso  que  especial- 
mente se  encuentra  regulado  en  el  Capí- 
tulo VI  Título  V  del  Libro  II  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  y  por  lo 
tanto  la  cita  que  se  hace  del  artículo  500 
de  dicho  cuerpo  de  leyes,  es  improceden- 
te, pues  las  disposiciones  legales  aplica- 
bles a  la  demanda  entablada  por  dicha 
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señora  son  distintas  de  las  contenidas  en 
el  mencionado  capitulo.  Y  para  interpo- 
ner el  referido  recurso  es  indispensable 
cumplir  con  las  formalidades  que  lo  rigen, 
y  en  manera  alguna  invocar  el  quebran- 
tamiento de  una  de  esas  disposiciones  por 
medio  de  la  casación,  máxime  cuando  ni 
siquiera  se  pidió  la  nulidad  en  primera 
Instancia  como  acontece  en  el  presente 
caso,  y  por  consiguiente  el  punto  no  fué 
debatido  ni  resuelto  en  su  oportunidad. 

CONSIDERANDO: 

La  Sala  sentenciadora  al  resolver  los 
puntos  controvertidos  no  ha  hecho  decla- 
raciones contrarias  a  los  preceptos  conte- 
nidos en  los  artículos  22,  23,  26,  28,  34,  36, 
85,  89,  90  y  92  de  la  Constitución  de'  la  Re- 
pública; IX-  XI-  XII-  XIII-  XIV-  XVI- 
XXVIII;  lo.,  85  inciso  segundo,  91  inciso 
3o.,  92,  130,  176,  177,  180,  204,  214,  216,  218, 
224,  227  y  231  del  Decreto  1862. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  se  trata  de  conocer  de  un  fallo 
relativo  a  los,  delitos  de  falsedad  y  preva- 
ricato, sino  como  ya  se  dijo,  de  la  ejecuto- 
ria dictada  con  motivo  de  un  juicio  pro- 
movido en  la  vía  civil  para  controvertir 
las  acciones  anteriormente  mencionadas; 
y  por  esta  razón  son  inaplicables  en  el 
presente  caso  los  artículos  11,  192,  238,  240, 
241,  242,  del  Código  Penal;  1,  4,  13  y  14  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  precedentes  consideracio- 
nes y  lo  estatuido  por  los  artículos  506, 
507,  521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil,  declara  la  improce- 
dencia del  recurso  interpuesto,  condenan- 
do a  la  parte  recurrente  al  pago  de  las 
costas  del  mismo  y  a  una  multa  de  treinta 
quetzales.  En  caso  de  insolvencia  extin- 
guirá treinta  días  de  prisión  a  un  quetzal 
diario.  Notifiquese,  repóngase  el  papel  en 
la  forma  que  determina  el  artículo  27  del 
Decreto  Legislativo  número  2009,  y  de- 
vuélvanse los  antecedentes  con  certifica- 
ción de  lo  resuelto,  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S-  —  Alfonso  Hernández  Folanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Juan  Ra- 
món, Salvador  y  Rosendo  Paiz  Trabani- 
Jio  contra  Berta  Bade  viuda  de  Kaufj- 
man. 

DOCTRINA:  No  es  admisible  el  recurso  de 
casación  contra  la  sentencia  dictada  en 
un  juicio  después  del  cual  pueden  los 
interesados  promover  otro  sobre  el  mis~ 
mjo  objeto,  pues  aquella  no  tiene  el  ca- 
rácter de  definitiva  para  los  efectos  del 
expresado  recurso. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Septiembre  de  mil  nove- 
vientos  treinta  y  siete. 

Se  vé  en  virtud  de  recurso  de  casación 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  Quinta  de 
la  Corte  de  Apelaciones  el  dieciocho  de  Ju- 
nio próximo  pasado  en  el  juicio  ordinario 
de  posesión  seguido  por  Juan  Ramón  Sal- 
vador y  Rosendo  Paiz  Trabanino  contra 
Berta  Bade  viuda  de  Kauffman. 

El  catorce  de  enero  de  este  año,  los  se- 
ñores Paiz  Trabanino  presentaron  deman- 
da ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Zacapa  contra  la  señora  Kauffman  para 
obtener  la  declaración  siguiente:  que  ellos 
tienen  la  posesión  de  buena  fé,  quieta,  pa- 
cífica, pública  y  a  título  de  dueños  de  la 
paite  de  terreno  cuestionada  que  tiene  los 
siguientes  linderos:  Norte,  parte  de  la  fin- 
ca "Santa  María  y  Cerezal";  Oriente,  "Ca- 
pucal  y  Ceniza";  Sur,  rio  Naranjo;  y  Po- 
niente, resto  de  !a  misma  finca  "Santa 
María  y  Cerezal".  El  juicio  pasó  por  sus 
fases  de  demanda,  contestación,  prueba  y 
sentencia.  En  primera  instancia  el  Juez 
declaró:  que  los  señores  Juan  Ramón,  Sal- 
vador y  Rosendo  Paiz  Trabanino  tienen 
la  posesión  con  todos  los  requisitos  legales 
y  por  más  de  diez  años  de  la  parte  de  te- 
rreno comprendida  entre  la  línea  Barillas 
y  el  cerco  de  alambre  espigado  que.  ac- 
tualmente, limita  a  las  fincas  "Santa  Ma- 
ría Cerezal"  y  "Ceniza",  que  tiene  las  co- 
lindancias  siguientes:  Norte,  monjón  Ca- 
lixta; Oriente,  finca  "Ceniza";  Sur,  río 
Naranjo  y  Poniente,  "Santa  María  Cere- 
zal". 

La  Sala  al  conocer  en  apelación,  revocó 
ese  fallo;  y  absuelve  a  la  parte  reo  de  la 
demanda  de  posesión. 

Los  actores,  con  auxilio  del  abogado  Ela- 
dio Paz  Castañeda,  interpusieron  contra 
esa  sentencia  el  recurso  extraordinario  de 
casación  citando  como  violados  los  artí- 
culos siguientes:  479,  480  fracción  última, 
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484  493  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y  7o.  Código 
Civil  Decreto  1932;  38,  269,  374.  384,  386, 
428,  431,  819  y  821  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil;  232  incisos  5o.  y  6o. 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  fallo  de  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  contra  el  cual  se  re- 
curre, se  concretó  como  se  ve,  a  la  abso- 
lución de  la  demanda  de  posesión;  por  lo 
que  los  interesados  tienen  derecho  de  ejer- 
citar su  acción  de  propiedad  o  la  que  esti- 
men procedente  sobre  la  misma  porción 
de  terreno  que  ha  sido  objeto  de  este  liti- 
gio; razón  por  la  cual  el  fallo  recurrido  no 
tiene  el  carácter  de  definitivo  para  los 
efectos  del  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  en  consecuencia,  éste  es  inadmi- 
sible. Articulo  506  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  apli- 
cación de  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispues- 
to en  los  artículos  222  y  224  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial,  rechaza  el  recur- 
so de  casación  interpuesto.  Notifiquese, 
con  certificación  de  lo  resuelto  devuélvan- 
se los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  pro- 
cedencia; y  repóngase  el  papel  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  Artículo  27 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernándes  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


Keller,  representante  de  "Cooper  y  Drum- 
mond  Sucesores"  y  Luis  Claren,  apodera- 
do de  la  señorita  Louise  Claren,  en  la 
tercería  excluyente  de  dominio  seguida 
contra  la  expresada  señorita  y  el  señor 
Cooper,  está  de  acuerdo  con  las  constan- 
cias de  autos  y  las  disposiciones  conteni- 
das en  el  arancel  vigente,  excepto  en  la 
■partida  que  se  refiere  a  la  certificación 
extendida  por  el  Secretario  de  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones;  pues 
no, admitiéndose  pruebas  en  casación  el 
pago  de  los  documentos  que  acompañan 
innecesariamente  las  partes  no  puede  po- 
nerse a  cargo  del  que  haya,  sido  condena- 
do en  costas;  que  las  partes  obligadas  a 
las  costas  no  hicieron  al  proyecto  objeción 
alguna;  por  lo  que  acusada  rebeldía  es  el 
caso  de  resolver  lo  procedente.  Artículos 
11,  12,  13,  14,  15,  32  Decreto  Gubernativo 
1406;  161,  162  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil;  219,  222,  224  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  rebeldía 
de  los  recurrentes,  aprueba  la  liquidación 
formulada,  la  que,  suprimida  la  partida 
de  que  se  ha  hecho  mérito,  asciende  a  la 
suma  de  doscientos  ocho  quetzales  noven- 
ta centavos.  Notifiquese  y  repóngase  el 
papel,  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo,  27  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

LIQUIDACION  de  costas  en  casación. 

DOCTRINA:  Si  la  ley  no  admite  que  se 
propongan  y  rindan  pruebas  en  casa- 
ción, el  pago  de  los  documentos  acom- 
pañados innecesariamente,  no  puede  po- 
nerse a  cargo  del  que  haya  sido  conde- 
nado en  las  costas  del  recurso. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Vistos  y  Considerando:  que  el  proyecto 
presentado  por  don  Henry  Wilder  Cooper 
sobre  liquidación  de  costas  de  casación 
que  interpusieron    don  Juan  Drummond 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  Josefa 
del  Carmen  Menéndez  contra  Miguel 
Enrique  Sandoval. 

DOCTRINA:  Los  Notarios,  a  excepción  del 
caso  que  la  ley  determina,  en  el  acto  de 
autorizar  una  escritura  en  que  se  tras- 
mitan bienes  raices,  derechos  o  acciones 
sobre  ellos,  o  que  en  alguna  forma  se  hi- 
potequen o  graven,  exigirán  los  títulos  de 
propiedad  o  a  falta  de  éstos  los  suple- 
torios correspondientes. 
Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 


26G 


Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relacionará  pronunciada 
en  el  juicio  ordinario  seguido  por  doña 
Josefa  del  Carmen  Menéndez  contra  don 
Agustín  Cristales  Rodríguez,  apoderado  de 
don  Miguel  Enrique  Sandoval,  sobre  nuli- 
dad de  unas  escrituras  públicas. 

RESULTA: 

Que  doña  Josefa  del  Carmen  Menéndez, 
el  once  de  Mayo  del  año  retropróximo,  se 
presentó  por  escrito  ante  el    Juez  de  la, 
Instancia  del    Departamento  de  Jalapa, 
manifestando  entre  otras  cosas,  lo  que  si- 
gue: que  según  consta  en  la  certificación 
del  Registro  de  la    Propiedad  Inmueble, 
que  acompañaba,  en  aqúel  Juzgado  se  ha- 
bía seguido  una  ejecución  contra  su  her- 
mano don  Antonio    Menéndez  por  canti- 
dad de  pesos  que  adeudaba  a,  doña  Hermi- 
nia Sandoval  de  Solis,  habiéndose  traba- 
do embargo  en  una  casa  situada  en  el  pue- 
blo de  su  domicilio,  inmueble  que  no  per- 
tenecía a  su  citado  hermano,  sino  a  su  pa- 
dre don  Norberto  Menéndez  quien  a  su  fa- 
llecimiento la  dejó  a  la  compareciente  y  a 
sus  hermanos  Santos,  Encarnación,  Mila- 
gro y  Antonio,  todos  de  apellido  Menén- 
dez; que  rematada  dicha  casa,  le  fué  ad- 
judicada a  la  acreedora,  sin  que  el  Juez 
tomara  en    consideración  los   derehos  de 
los  propietarios  que  nada  le  adeudaban, 
ya  que  no  se  llegó  a  establecer  que  el  deu- 
dor fuera  reputado  dueño  del  mencionado 
inmueble;  y  por    último  en    rebeldía  del 
ejecutado  se  otorgó  la  respectiva  escritu- 
ra de  compra-venta,  sin  llenarse  los  requi- 
sitos legales,  pues  no  se  .tuvo  a;  la  vista 
título  alguno  que  acreditara  el  derecho  de 
posesión  o  propiedad  del  ejecutado,  ni  la 
constancia  de  haber  sido  satisfechos  los 
impuestos  establecidos;  que  posteriormen- 
te la  señora  Sandoval  de  Solis    vendió  a 
don  Miguel  Enrique  Sandoval  el  inmueble 
relacionado,  según  consta  en  la  escritura 
autorizada  por  el  Notario  Alfredo  Enrique 
Figueroa,  instrumento  que  también  adole- 
ce de  las  mismas  omisiones  que  la  escritu- 
ra mencionada  anteriormente;  que  como 
don  Miguel  Enrique  Sandoval  apoyado  en 
la  escritura  que  se  le  otorgó,  pretendía  des- 
pojarla de  la  casa  de  referencia,  y  siendo 
las  omisiones  que  se  dejan  ya  expresadas, 
y  que   aparecen  en  los    instrumentos  de 
traspaso  de  dominio,  que  acaban  de  rela- 
cionarse, causales  de  nulidad,  se  presen- 
taba entablando  demanda  contra  el  señor 


Sandoval,  para  que  en  su  oportunidad  se 
declarase  la  nulidad  de  las  referidas  es- 
crituras; pues  además  de  lo  expuesto,  am- 
bos instrumentos  públicos  carecen  de  ins- 
cripción en  el    Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble;  y  que  para  probar  que  la  casa 
tantas  veces  mencionada   perteneció  ex- 
clusivamente a  su  padre,  proponía  el  tes- 
timonio de  los  señores  Federico  Cantoral, 
Marcelo  Galicia  y  Simeón  Morales.  La  se- 
ñorita Menéndez  acompañó  a  su  demanda 
los  documentos  que  siguen:  a)  una  certi- 
ficación   expedida  a  los  cuatro  días  del 
mes  de  Agosto  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  tres,  en  la  cual  el  Director  subs- 
tituto del  Cuarto  Registro  de  la  Propie- 
dad Inmueble  hizo  constar  lo  que  a  conti- 
nuación se  expresa:  que  el  catorce  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y  cin- 
co, en  la  ciudad  de  Jalapa,  el  Notario  Fi- 
dencio  Duque  autorizó  la  escritura  públi- 
ca en  que  el  Licenciado  Pedro  Rafael  Es- 
pinoza,  en  concepto  de  Juez  de  la.  Ins- 
tancia del  Departamento  ya  mencionado, 
otorgó  a  favor  de  don  Arnulfo  Solis  y  de 
su  esposa  doña  Heminia  Sandoval  de  So- 
lis, y  en  rebeldía  de  don  Antonio  Menén- 
dez, la  venta  de  una  casa  situada  en  San 
Pedro  Pinula  y  comprendida  dentro  de  los 
linderos  que  siguen:  al  Norte  con  propie- 
dad de  don  Isaac  Godoy,  calle  de  por  me- 
dio; al  Oriente,  con  la  casa  y  sitio  de  Mar- 
celino López;,  al  Sur  y    Poniente,  con  la 
casa  de  doña  Prudencia  viuda  de  Godoy. 
El  ejecutante  señor  Solis  para  sí  y  como 
gestor  de   negocios  de  su   esposa  citada 
aceptó  para  ella  en  pago  el  inmueble.  La 
ejecución  fué  entablada  contra  don  An- 
tonio Menéndez  por  la   cantidad  de  once 
mil  setecientos  pesos  billetes  de  los  anti- 
guos   Bancos  de    emisión.    El  remate  se 
vedificó  el  veintidós  de  Mayo  (1924).  La 
liquidación    hecha  por  la    Secretaría  del 
Juzgado,  en  su    oportunidad,    ascendió  a 
dirz  y  siete  mil  quinientos  ochenta  y  nue- 
ve pesos,  resultando  contra  el  señor  Me- 
néndez un  saldo  insoluto,  de  dos  mil  qui- 
nientos ochenta  y  nueve  pesos.    El  pri- 
mero de    Diciembre  de    mil  novecientos 
veinticinco,  fué  anotada  en  el  Registro  la 
mencionada  escritura,  al  folio  doscientos 
cuarenta  y  seis  (246)  del  Libre  veintiuno 
(21)  del  Diario,  bajo  el  asiento  número 
seiscientos  veintinueve  (629);  y  b)  el  se- 
gundo testimonio  de  la  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  Alfredo  Enrique 
Figueroa  Palma  en  que  consta  que  por  ei 
precio  de  diez  mil  pesos  billetes  fué  ven- 
dido al  señor  Miguel  Enrique  Sandoval  el 
referido  inmueble;  y  que  en  el  Juzgado 
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de  la.  Instancia  de  Jalapa  existe  un  liti- 
gio que  se  relaciona  con  la  casa  de  refe 
rencia. 

Don  Agustín  Cristales  Rodríguez,  er> 
concepto  de  apoderado  del  señor  Sandoval, 
opuso  las  excepciones  de  demanda  defec- 
tuosa y  cosa  juzgada,  manifestando  ade- 
más, que  contestaba  la  demanda  en  sen- 
tido negativo. 

Después  de  haber  sido  resuelta  sin 
lugar,  la  primera  de  las  excepciones 
que  acaban  de  ser  mencionadas,  se 
tuvo  por  contestada  la  demanda  ne- 
gativamente; y  a  solicitud  de  la  señorita 
Menéndez  fué  abierto  a  prueba  el  jui- 
cio por  el  término  de  treinta  días.  La  ac- 
tora  y  el  mandatario  judicial  del  deman- 
dado propusieron  las  probanzas  que  si- 
guen: la  primera,  testimonios  de  los  se- 
ñores Simeón  Morales,  Federico  Cantoral 
Artero  y  Marcelo  Galicia  S.,  quienes  de- 
clararon: que  les  consta  que  don  Norberto 
Menéndez,  padre  de  la  señorita  Josefa  del 
Carmen,  poseyó  y  fué  dueño,  en  San  Pe- 
dro Pínula,  de  un  sitio  de  treinta  varas  de 
largo  por  quince  de  ancho,  comprendido 
dentro  de  los  linderos  que  se  mencionan 
en  la  certificación  que  obra  al  folio  tres  de 
los  autos;  ,que  al  fallecer  don  Norberto 
Menéndez  dejó  en  posesión  del  referido 
sitio,  tanto  a  la  demandante,  como  a  los 
hermanos  de  ésta,  Santos,  Antonio,  Encar- 
nación y  Milagro;  y  que  en  el  susodicho 
predio  existía  una  casa.  Los  señores  Can- 
toral y  Galicia  agregaron  que  don  Norber- 
to mandó  que  se  construyera  la  referida 
casa  en  aquel  sitio.  El  segundo  o  sea  el 
señor  Sandoval,  pidió  que  se  tuvieran  co- 
mo pruebas  por  su  parte,  los  documentos 
y  las  resoluciones  que  detalló  en  su  es- 
crito fechado  en  Jalapa,  el  veintiuno  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  seis;  y 
el  proceso  o  en  su  caso,  la  sentencia  dic- 
tada contra  don  Federico  Cantoral  por  el 
delito  de  falso  testimonio.  Acerca  del 
primer  punto,  el  Juez  previno  al  apodera- 
do de  don  Miguel  Enrique  Sandoval,  que 
acompañara  copia  certificada  de  los  do- 
cumentos a  que  se  refería,  y  en  cuanto  al 
otro  punto,  pidió  informe  a  la  Secretaría 
del  Juzgado  sobre  la  existencia  de  esa  cau- 
sa; informe  que  fué  evacuado  por  el  Se- 
cretario expresando  que  no  le  había  sido 
posible  encontrar  el  mencionado  proceso. 
Por  auto  fecha  veintisiete  de  Agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  se  manda- 
ron traer  a  la  vista  todos  los  autos  que  se 
relacionan  con  el  juicio  que  estaba  para 
resolverse. 


El  Juez  Departamental  de  Jalapa  dictó 
sentencia  absolviendo  a  don  Miguel  Enri- 
que Sandoval  de  la  demanda,  y  declarando 
que  las  costas  son  a  cargo  de  ambas  par- 
tes. 

En  segunda  Intancia  se  dispuso  en  vir- 
tud de  un  auto  para  mejor  fallar  traer  a 
la  vista  la  tercería  excluyente  de  dominio 
que  la  señorita  Josefa  del  Carmen  Me- 
néndez promovió  en  la  ejecución  seguida 
por  don  Arnulfo  Solis  y  doña  Herminia 
Sandoval  de  Solis  contra  don  Antonio  Me- 
néndez. 

El  siete  de  Octubre  (1936) ,  la  Sala  Quin- 
ta de  la  Corte  de  Apelaciones,  al  revocar 
la  sentencia  de  primer  grado,  declaró  nu- 
la la  escritura  fecha  catorce  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  veinticinco,  auto- 
rizada por  el  Notario  Fidencio  Duque  e 
ipso-jure  la  que  el  Notario  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  autorizó  el  cinco  de  Octubre 
de  mil  novecientos  treinta  y  uno;  hacien- 
do la  misma  declaración  que  consignó  el 
Juez  en  su  sentencia,  acerca  de  las  costas. 

Considera  el  Tribunal  de  segunda  Ins- 
tancia que  en  la  escritura  fecha  catorce 
de  Noviembre  (1925)  se  omitió  la  forma- 
lidad relativa  a  que  el  Notario  no  hizo 
constar  haber  tenido  a  la  vista  el  título 
de  propiedad  registrado  de  la  casa  men- 
cionada anteriormente,  es  decir  que  sin 
estar  establecido  que  la  casa,  que  garanti- 
zaba la  obligación  en  que  se  fundó  el  pro- 
cedimiento ejecutivo  estuviera  inscrita  en 
el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  se 
autorizó  la  escritura  de  traspaso  contra- 
viniendo así  lo  dispuesto  en  los  artículos 
2065  inciso  primero  del  Código  Civil  y  233 
del  Decreto  Gubernativo  número  272,  ya 
que  tampoco  se  inscribió  en  la  forma  que 
señala  la  ley  la  mencionada  escritura;  y 
siendo  nula  la  obligación  no  produce  efec- 
to alguno,  por  lo  que  debe  hacerse  la  de- 
claración pertinente. 

Don  Miguel  Enrique  Sandoval  auxilia- 
do por  el  Abogado  Lázaro  Valdez,  inter- 
puso contra  este  último  pronunciamiento, 
el  recurso  extraordinario  de  casación  por 
estimar  infringidos  los  artículos  que  si- 
guen: el  1114  del  Código  Civil,  por  que 
las  escrituras  relacionadas  son  perfecta- 
mente legales  y  en  el  caso  sub-judice  no 
se  discuten  derechos  de  propiedad;  la  prl- 
merai  parte  de  los  artículos  668,  673,  718  y 
719  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
ya  que  los  instrumentos'  que  se  menciona- 
ron anteriormente,  no  son  nulos,  pues  fue- 
ro otorgados  por  un  Notario,  llenándose 
las  formalidades  prescritas  por  las  leyes, 
sin  que  contengan  actos  contrarios  a  ter- 
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minantes  disposiciones  de  las  mismas;  el 
articulo  506  inciso  5o.  del  Decreto  Legisla- 
tivo 2009,  por  que  el  fallo  no  contiene  de- 
claración sobre  una  de  las  pretenciones  de 
la  demandante,  como  es  la  reclamación  en 
el  juicio,  de  que  no  se  insertaron  en  las 
escrituras  de  que  se  trata,  constancias  del 
pago  de  los,  impuestos  respectivos;  el  506 
inciso  3o.  por  la  apreciación  de  las  escri- 
turas como  prueba  fundamental  de  ?a  ar- 
gumentación que  hace  la  Sala,  cometiendo 
error  de  derecho  al  aplicar  los  artículos 
2065  inciso  lo.,  2364  y  2365  inciso  4o.  del 
Código  Civil  antiguo;  y  233  del  Decreto 
Gubernativo  número  272,  pues  con  base 
en  las  escrituras  de  referencia  no  se  tra- 
ta de  discutir  derechos  de  propiedad,  ni 
de  rescisión  o  nulidad  de  contratos,  sino 
de  establecer  si  hay  o  no  nulidad,  en  la 
forma  en  que  fueron  hechos  los  menciona- 
dos instrumentos. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  Notarios,  a  excepción  del  caso 
que  la  ley  determina,  exigirán  los  títulos 
de  propiedad  o  a  falta  de  estos  los  suple- 
torios correspondientes,  en  el  acto  de  au- 
torizar una  escritura  en  que  se  transmitan 
bienes  raices,  derechos,  o  acciones  sobre 
ellos,  o  que  se  hipotequen  o  graven  en  al- 
guna forma  y  cuando  no  se  presenten  ni 
se  hiciere  constar  que  existe  Instancia 
pendiente  ante  el  Juzgado  para  obtener 
los  supletorios,  suspenderán  el  acto  ente- 
rando a  los  interesados  de  las  prescripcio- 
nes legales.  Que  los  Notarios  que  autori- 
zaron las  escrituras  fechas  catorce  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  veinticinco  y 
cinco  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  uno,  no  hicieron  constar  la  circuns- 
tancia que  acaba  de  mencionarse;  y  por 
otra  parte,  con  la  certificación  expedida 
por  el  Director  del  Tercer  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble,  se  ha  establecido  que 
en  los  Libros  de  aquella  oficina,  no  se  en- 
cuentra inscrita  a  favor  del  señor  Antonio 
Menéndez  la  casa  que  se  adjudicó  a  la 
acreedora  en  pago  de  su  crédito. 

Y  mientras  las  susodichas  escrituras  no 
hayan  sido  registradas  debidamente,  en 
manera  alguna  pueden  producir  efectos 
ante  los  Tribunales. 

La  apreciación  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora acerca  de  los  instrumentos  pú- 
blicos presentados  es  la  que  corresponde, 
según  ya  se  dijo,  y  por  consiguiente  no 
existe  el  error  de  derecho  invocado  por  la 
parte  recurrente.  Y  en  cuanto  a  que 
en    el    fallo    de  segunda    Instancia  no 


haya  sido  resuelto  el  punto  rela- 
tivo a  la  inserción,  en  las  menciona- 
das escrituras  públicas,  de  los  atestados 
del  pago  de  los  respectivos  impuestos, 
procede  estimar,  que  es  a  la  demadante  a 
quien  correspondería  alegar  tales  irregu- 
laridades, siempre  que  hubiera  pedido  la 
ampliación  de  la  sentencia  con  respecto 
a  esa  cuestión  y  el  referido  recurso  se  le 
hubiera  denegado;  punto  que  con  los  ya 
relacionados  fundamentan  la  demanda  de 
doña  Josefa  del  Carmen  Menéndez.  Ar- 
tículos 2068,  2081  y  2098  del  antiguo  Códi- 
go Civil. 

Y  de  todo  lo  expuesto  se  infiere  que  no 
fueron  quebrantados  los  artículos  2065  in- 
ciso primero  del  antiguo  Código  Civil,  2364 
y  2365  inciso  cuarto  del  mismo  cuerpo  le- 
gal, 233  del  Decreto  número  272;  primera 
parte  de  los  artículos  668,  673,  718  y  719 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  y 
1114  del  Decreto  Legislativo  número  1932. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  precedentes  consideracio- 
nes y  en  lo  estatuido  por  los  artículos  506, 
521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  declara  la  improceden- 
cia del  recurso  interpuesto,  condena  a  la 
parte  recurrente  al  pago  de  las  costas  de;, 
mismo  y  a  una  multa  de  veinticinco  quet- 
zales. En  caso  de  insolvencia  extinguirá 
veinticinco  días  de  prisión  simple  conmu- 
tables a  razón  de  un  quetzal  por  cada  día 
Nctifíquese,  devuélvanse  los  antecedentes 
con  certificación  de  lo  resuelto  al  Tribu- 
nal de  su  origen,  y  repóngase  el  papel  en 
la  forma  oue  determina  el  artículo  veinti- 
siete del  Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

SOLICITUD  del  Abogado  Ramón  Solórza- 
no,  relativa  a  que  se  le  conceda  autori- 
zación para  ejercer  el  notariado  en  Gua- 
temala. 

DOCTRINA:  No  puede  concederse  autori- 
zación para  ejercer  el  notariado,  si  an- 
tes no  se  llenan  todos  los  requisitos  que 
exige  la  ley  de  la  materia. 
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Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  para  resolver  la  solicitud  del  abo- 
gado Ramón  Solórzano,  originario  de  Ni- 
caragua, relativa  a  que  se  le  conceda  auto- 
rización para  ejercer  el  notariado  en  Gua- 
temala. 

En  el  memorial  en  que  hace  su  petición, 
expresa:  que  habiendo  sido  admitido  al 
ejercicio  de  la  abogacía  por  resolución  de 
la  Presidencia  de  esta  Corte,  de  fecha 
treinta  y  uno  de  marzo  próximo  pasado 
al  amparo  del  articulo  Primero  de  la  Con- 
vención Centro  Americana  sobre  el  ejer- 
cicio de  Profesiones  Liberales  de  1923;  y 
deseando  ejercer  también  el  notariado, 
invocaba  a  su  favor  la  misma  convención 
para  que  se  le  diera  la  respectiva  autori- 
zación. Dice  que  esa  convención  está  en 
vigor  y  que  el  Decreto  2154  no  alcanza  a 
modificarla;  que  los  tratados  internacio- 
nales están  por  encima  de  la  ley  interna: 
y  por  últimjo  cita  en  apoyo  de  esto  la  opi- 
nión de  Paul  Fouchille  y  la  confirmación 
que  ha  tenido  ese  principio  de  Derecho 
Internacional  Püblico  en  diversas  senten- 
cias extranjeras. 

El  Fiscal  de  la  Sala  Tercera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  a  quien  se  mandó  a 
oír,  dictaminó:  que,  como  en  virtud  de  la 
convención  citada  ya  se  había  concedido 
al  señor  Solórzano  que  ejerciera  la  abo- 
gacía, procedía  acceder  a  su  solicitud  rela- 
tiva al  ejercicio  del  notariado  siempre  que 
justificara  que  la  autorización  que  le  dió 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  su  pais, 
el  veintiséis  de  febrero  del  año  de  mil  no- 
vecientos doce,  comprende  el  ejercicio  del 
notariado.  El  abogado  Solórzano  rindió 
información  sobre  su  buena  conducta  y 
honradez;  y  su  solicitud  fué  publicada  en 
el  Diario  Oficial  el  número  de  veces  que 
señala  la  ley.  También  consta  en  el  ex- 
pediente que  el  expresado  señor  fué  incor- 
porado comió  Abogado  y  Notario  a  la  Fa- 
cultad de  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales  de 
Guatemala  por  acuerdo  del  ejecutivo  de 
fecha  primero  de  diciembre  del  año  pró- 
ximo pasado. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  en  resolución  de  fecha  trein- 
ta y  uno  de  marzo  de  este  año  se  permitió 
al  solicitante  el  ejercicio  de  la  abogacía, 
en  aplicación  de  lo  dispuesto  por  la  Con- 
vención sobre  el  Ejercicio  de  Profesiones 
Liberales,  ello  no  significa  que  ésta  sea 
también  aplicable  al  ejercicio  del  "notaria- 


do, ya  que  éste,  desde  el  punto  de  vista 
legal,  no  es  como  la  abogacía,  simplemen- 
te una  profesión  liberal,  sino  una  función 
pública;  es  decir,  que  el  notario  en  ejer- 
cicio es  un  funcionario;  y  en  consecuen- 
cia para  obtener  la  autorización  respecti- 
va, hay  que  llenar  todos  los  requisitos  que 
taxativamente  señala  la  ley.  Artículos  lo., 
2o.,  Decreto  Legislativo  número  2154  y  lo. 
de  la  Convención  citada. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  apli- 
cación de  las  leyes  citadas,  deniega  la  au- 
torización solicitada  por  el  señor  Solórza- 
no. Notifiquese. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  Ordinario  seguido  por  María  Pa- 
redes de  Castro  contra  Mateo  Ramazzi- 
ni  Bonera  y  la  Señorita  Julia  Ramazzi- 
ni  Vitelli. 

DOCTRINA:  El  pago  de  lo  indebido,  tiene 
como  requisitos  esenciales:  lo.  que  no 
exista  ninguna  obligación  entre  el  que 
paga  y  el  que  recibe;  2o.  que  se  haya  pa- 
gado en  vista  de  una  obligación  que  ha 
dejado  de  existir,  o  de  una  obligación 
futura  que  no  se  ha  realizado;  y  3o.  que 
la  obligación  pagada,  tenga  una  causa 
ilícita,  inmoral  o  no  tenga  causa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintiséis  de  ju- 
nio del  año  en  curso  en  el  juicio  ordinario 
que  la  señora  María  Paredes  de  Cástro, 
con  auxilio  del  Abogado  Ricardo  Marro- 
quín,  entabló  contra  Mateo  Ramazzini  Bo- 
nera y  la  señorita  Julia  Ramazzini  Vitelli, 
quienes  han  sido  auxiliados  por  el  Aboga- 
do Fabián  Salvador  Imeri  y  en  la  que  se 
confirmó  en  todas  sus  partes,  la  que  dictó 
el  Juez  lo.  de  la.  Instancia. 


270 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


RESULTA: 

Que  el  dos  de  noviembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  se  presentó  María  Paredes  de 
Castro  ante  el  Juez  lo.  de  la.  Instancia, 
demandando  a  Mateo  Ramazzini  Bonera: 
a)  la  devolución  de  mil  quinientos  quet- 
zales que  le  entregó  indebidamente  cuan- 
do le  compró  la  finca  urbana  número  dos 
mil  doscientos  noventa  y  ocho  (2298),  fo- 
lio quince  (15),  Libro  setenta  y  cinco  (75) 
de  Guatemala,  asi  como  la  devolución  de 
tres  mil  quetzales  que  le  aseguró  el  de- 
mandado le  quedaba  debiendo  como  parte 
del  precio  de  la  citada  finca;  b)  demanda 
al  mismo  señor  y  a  la  señorita  Julia  Ra- 
mazzini Vitelli,  la  rescisión  del  contrato  de 
venta,  que  con  manifiesto  perjuicio  de  sus 
derechos,  celebraron  el  seis  de  noviembre 
del  año  próximo  anterior,  ante  los  oficios 
del  Notario  Antonio  F.  Aguirre;  ye)  la 
propiedad  de  la  finca  urbana  ya  mencio- 
nada, la  que  debía  anotarse  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  y  pidió  por  úl- 
timo, que  se  declarara:  lo.  que  por  qui- 
nientos quetzales  compró  la  finca  ya  des- 
crita a  Mateo  Ramazzini  Bonera  el  vein- 
tiocho de  agosto  de  mil  novecientos  vein- 
ocho;  2o.,  que  pagó  indebidamente  al  mis- 
mo señor,  las  sumas  de  mil  quinientos 
quetzales  y  tres  mil,  los  primeros  para  can- 
celar un  gravamen  hipotecario  a  favor  de 
Lucia  Ramazzini,  garantizado  con  hipo- 
teca de  la  misma  finca  que  compró  la  pre- 
sentada; y  por  los  tres  mil  restantes,  se 
remató  en  su  rebeldía  la  casa,  hasta  es- 
criturarla el  demandado  nuevamente  a  su 
favor,  y  que  debe  de  devolverle  dentro  de 
tercero  día,  los  mil  quinientos  quetzales 
pagados  de  más  y  la  finca  aludida;  3o. 
que  la  venta  hecha  por  el  señor  Ramazzi- 
ni Bonera  a  su  hija  Julia  Ramazzini  Vite- 
lli, el  seis  de  noviembre  del  año  antepa- 
sado, ante  los  oficios  del  Notario  Antonio 
F.  Aguirre,  fué  en  perjuicio  de  sus  intere- 
ses, por  lo  que  debe  rescindirse;  4o.  que  re- 
ivindicando su  derecho  de  propiedad  so- 
bre la  enunciada  finca,  se  declare  que  es 
de  su  legítima  pertenencia;  y  5o.  que  se 
cancele  en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble las  inscripciones  de  dominio  veri- 
ficadas a  favor  de  los  demandados.  Acom- 
pañó a  su  demanda  un  testimonio  de  la 
escritura  de  comipra-venta  de  la  casa  nú- 
mero cuarenta  y  uno  de  Ja  Avenida  de  los 
Arboles,  otorgada  a  su  favor  por  Mateo 
Ramazzini;  certificación  de  las  posiciones 
que  articuló  al  propio  señor  Ramazzini,  en 
las  que  se  le  declaró  confeso  en  las  seis 
preguntas  que  contiene,  siendo  una  de 


ellas  la  tercera  "que  para  venderle  esa  ca- 
sa tuvo  que  pagarle  a  doña  Lucia  Ramazzi- 
ni viuda  de  Pasarelli,  los  mil  dólares  e  in- 
tereses que  le  debía  sobre  de  ella,  y  que 
para  cancelarlos  recibió  de  la  articulante 
dos  mil  dólares;"  certificación  de  la  in- 
dagatoria del  señor  Ramazzini  en  el  pro- 
ceso que  por  estafa  se  leí  siguió  en  el  Juz- 
gado 4o.  de  la.  Instancia,  en  donde  con- 
fesó haberle  vendido  a  doña  María  Pare- 
des de  Castro  en  cinco  mil  quetzales  la 
casa  número  cuarenta  y  siete  de  la  Ave- 
nida de  Los  Arboles,  habiéndole  entrega- 
do únicamente  dos  mil  quetzales  y  el  res- 
to de  tres  mil  con  garantía  del  mismo  in- 
mueble, al  interés  del  uno  y  medio  por 
ciento  mensual,  y  como  no  le  pagó  se  lo  re- 
mató en  el  juicio  ejecutivo  que  le  siguió 
en  el  Juzgado  lo.,  de  la.  Instancia  que  se 
hizo  constar  que  en  quinientos  pesos  oro 
americano  la  vendía,  porque  así  lo  quiso 
dicha  señora,  por  no  tener  para  pagar  las 
contribuciones;  y  por  último  una  certifi- 
cación del  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble, en  donde  consta  que  la  última  inscrip- 
ción de  la  citada  casa,  es  la  que  aparece 
a  favor  de  Julia  Ramazzini  Vitelli  por  la 
suma  de  tres  mil  quinientos  sesenta  y  cin- 
co quetzales.  De  esta  demanda  se  dió  au- 
diencia a  los  demandados  por  el  término 
de  ley,  se  mandó  anotar  en  el  Registro  de 
Inmuebles  y  se  señaló  una  audiencia  pa- 
ra la  junta  de  conciliación. 

En  rebeldía  de  los  demandados,  se  tuvo 
por  contestada  negativamente  la  deman- 
da y  se  abrió  el  juicio  a  prueba  por  trein- 
ta días,  durante  cuyo  lapso  se  tuvo  como 
prueba,  los  documentos  que  acompañó  la 
actora  y  que  ya  se  enumeraron.  Mateo 
Ramazzini  Bonera  propuso  las  excepciones 
perentorias  de  cosa  juzgada  y  de  prescrip- 
ción: a)  dél  derecho  que  pudiera  haber 
tenido  la  actora  para  impugnar  en  jui- 
cio ordinario  la  obligación  en  que  fundó 
el  exponente  el  jucio  ejecutivo;  b)  de  la 
acción  de  nulidad  de  la  escritura  de  hipo- 
teca y  reconocimiento  de  la  deuda  a  su 
favor  por  tres  mil  dólares;  c)  de  la  acción 
que  pretende  que  le  devuelva  cierta  suma 
de  dinero  que  dice  le  entregó  como  pago 
indebido;  d)  del  derecho  que  pretende  so- 
bre la  propiedad  de  la  casa,  pues  la  ac- 
ción de  nulidad  del  reconocimiento  de  la 
deuda,  y  constitución  de  la  hipoteca,  pres- 
cribió el  veintiocho  de  agosto  del  año  an- 
tepasado; y  la  acción  para  controvertir  en 
juicio  ordinario  dicha  deuda,  después  de 
concluido  el  juicio  ejecutivo,  prescribió  el 
veintidós  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta;  y  acompañó  una  certificación  del 
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Juzgado  3o.  de  la.  Instancia,  en  la  que 
constan  varios  pasajes  del  juicio  ejecuti- 
vo que  siguió  contra  la  demandante;  un 
testimonio  de  la  escritura  de  compra-ven- 
ta de  María  Paredes  de  Castro  a  favor  del 
que  habla;  y  una  certificación  de  varios 
pasajes  del  juicio  ordinario  seguido  por  la 
actora  contra  el  demandado,  en  mil  no- 
vecientos treinta  y  cuatro. 

La  actora  articuló  posiciones  al  señor 
Ramazzini  Bonera,  para  que  confesara  que 
no  le  dió  constancia  alguna  de  los  dos  mil 
pesos  oro  americano  que  le  entregó,  que 
cuando  vendió  la  casa  se  limitó  a  compa- 
recer en  calidad  de  vendedor,  habiendo 
firmado  otra  persona  a  su  ruego  por  no 
poderlo  hacer,  y  otras  preguntas  más,  re- 
lativas al  mismo  asunto. 

Después  de  lo  alegado  por  las  partes  el 
Juez  lo.  de  la.  Instancia,  con  fecha  quin- 
ce de  marzo  del  presente  año,  dictó  sen- 
tencia declarando  sin  lugar  las  excepcio- 
nes interpuestas  por  la  parte  demandada, 
y  absolvió  a  los  demandados  de  la  acción 
intentada  por  doña  María  Paredes  de  Cas- 
tro condenando  en  las  costas  a  esta  última, 

En  segunda  Instancia  tanto  doña  María 
Paredes  de  Castro  como  don  Mateo  Rama- 
zzini Bonera  y  la  señorita  Julia  Ramazzini 
Vitelli,  alegaron  lo  que  estimaron  perti- 
nente. 

Contra  el  pronunciamiento  de  la  Sala 
la.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  doña  María 
Paredes  de  Castro  con  auxilio  del  Aboga- 
do Víctor  Manuel  Mijangos,  introdujo  re- 
curso de  casación,  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  siguientes:  327  De- 
creto 272;  269,  282  y  364  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalada  la 
audiencia  del  viernes  tres  del  mes  en  cur- 
so, y  habiendo  tenido  lugar  la  vista,  es  el 
caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  pago  de  lo  indebido,  es  una  for- 
ma o  modo  en  que  se  presenta  la  institu- 
ción del  enriquecimiento  sin  causa  y  tiene 
como  requisitos:  lo.  que  no  exista  ninguna 
obligación  entre  el  que  paga  y  el  que  re- 
cibe; 2o.  que  se  haya  pagado  en  vista  de 
una  obligación  que  ha  dejado  de  existir, 
o  de  una  obligación  futura  que  no  se  ha 
realizado;  y  3o.  que  la  obligación  pagada, 
tenga  una  causa  ilícita,  inmoral  o  no  ten- 
ga causa.  También  tiene  como  requisito 
esencial  el  pago  indebido,  que  se  haga  di- 
cho pago  por  error,  correspondiendo  en  és- 
te caso,  probar  al  que  hizo  el  pago  la  exis- 
tencia del  error. 


Como  la  recurrente  alega  entre  otras 
cosas,  que  hubo  de  parte  de  su  acreedor, 
don  Mateo  Ramazzini  Bonera  engaño,  co- 
rresponde examinar  para  ver  si  existe,  el 
contrato  de  compra-venta  celebrado  en  es- 
ta ciudad,  ante  los  oficios  del  Notario  Ma- 
nuel Villacorta  C,  el  veintiocho  de  agosto 
de  mil  novecientos  veintinueve,  y  por  el 
cual,  don  Mateo  Ramazzini  vendió  a  doña 
María  Paredes  de  Castro,  la  casa  número 
cuarenta  y  uno  de  la  Avenida  de  Los  Ar- 
boles, inscrita  bajo  el  número  dos  mil  dos- 
cientos noventa  y  ocho  (2298),  folio  quin- 
ce (15).  Libro  setenta  y  cinco  (75)  de  Gua- 
temala, toda  vez  que  dicho  contrato  es  la 
fuente  por  excelencia  de  la  obligación  dis- 
cutida y  debe  por  lo  tanto  relacionarse  con 
la  escritura  hipotecaria  que  pasó  ante  los 
oficios  del  mismo  Notario  el  veintiocho  de 
agosto  de  mil  novecientos  veintinueve  y 
por  la  cual  la  actora  reconoció  deber  al 
demandado  tres  mil  dólares,  obligación  que 
garantizó  con  la  finca  urbana  ya  descrita. 

Examen  de  los  contratos,  entre  los  re- 
quisitos de  éstos,  los  autores  hacen  la  di- 
visión de  esenciales,  naturales  y  acciden- 
tales. 

Esenciales,  son  los  que  tienen  que  con- 
currir en  todo  contrato,  de  tal  suerte  que 
si  no  concurren  el  contrato  resulta  afec- 
tado sustancial  mente.  Estos  requisito1' 
pueden  ser  comunes  a  todos  los  contratos, 
o  epeciales,  como  la  entrega  en  los  reales 
y  la  forma  en  los  solemnes;  y  son  los  si- 
guientes: consentimiento,  capacidad,  ob- 
jeto y  causa. 

Naturales  son  los  que  todo  contrato  lle- 
va en  sí,  como  en  la  compra-venta,  la  evic- 
ción;  y  por  último,  los  accidentales,  que 
son  los  que  pactan  los  contratantes. 

Como  se  observa,  entre  los  requisitos 
esenciales  de  todo  contrato,  está  en  pri- 
mer lugar,  el  consentimiento  de  las  par- 
tes, y  éste  se  integra  por  la  oferta  y  la 
aceptación,  requisito  que  está  llenado  en 
ambos  contratos,  y  como  éstos,  como  todos 
los  actos  jurídicos,  se  celebran  siempre  con 
algún  fin,  no  puede  suponerse  qué  perso- 
nas como  don  Mateo  Ramazzini  y  doña 
María  Paredes  de  Castro  los  hubieran  ce- 
lebrado de  un  modo  arbitrario,  inútil  o  ca- 
prichoso, y  por  lo  tanto  no  puede  recha- 
zarse la  escritura  hipotecaria,  que  otorgó 
como  parte  del  precio  de  la  finca  ya  des- 
crita, la  segunda. 

Como  ya  se  dijo,  el  consentimiento  lo 
constituye  la  concorde  manifestación  de 
las  voluntades  de  las  personas  que  inter- 
vienen en  el  contrato,  que  éste  comienza 
desde  que  se  inicia  la  voluntad  de  uriá"de 
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las  partes  en  forma  de  oferta,  a  la  cual 
debe  seguir  la  aceptación  y  desde  este  mo- 
mento hay  consentimiento  y  se  perfeccio- 
na el  contrato,  circunstancias  que  apare- 
cen comprobadas;  y  en  cambio,  no  existen 
los  vicios  del  consentimiento  en  sus  as- 
pectos de  coacción  física  o  ntoral,  que  es 
la  única  influencia  externa  de  la  violen- 
cia, así  como  tampoco  en  su  influencia 
interna  como  es  la  ignorancia,  el  error  y 
su  variante,  el  dolo,  el  cual  existe,  cuando 
con  palabras  o  maquinaciones  insidiosas 
de  parte  de  uno  de  los  contratantes,  es  in- 
ducido el  otro  a  celebrar  un  contrato,  que 
sin  ellas,  no  hubiera  hecho.  Como  conse- 
cuencia de  lo  expuesto,  para  que  pudiera 
prosperar  el  recurso  de  casación  fundado 
en  error  de  hecho  era  preciso  que  se  se- 
ñalara y  demostrara  que  la  Sala  senten- 
ciadora incurrió  en  error  evidente,  al  in- 
terpretar los  documentos  o  actos  auténti- 
cos aportados  a  los  autos,  o  que  dichos 
documentos  expresaran  lo  contrario  de  lo 
que  se  supone  en  las  sentencias  de  prime- 
ra y  segunda  Instancia,  lo  cual  no  aconte- 
ce, toda  vez  que  la  propia  señora  de  Cas- 
tro aceptó  el  hecho  de  haber  entregado  en 
el  momento  del  contrato  de  compra-venta 
los  dos  mil  quetzales,  así  como  también 
reconocer  en  el  mismo  acto,  una  obliga- 
ción, por  tres  mil  y  que  garantizó  con  el 
mismo  inmueble  comprado,  circunstancias 
que  inducen  a  afirmar  que  tuvieron  vida 
jurídica  en  virtud  de  la  voluntad  de  los 
contratantes,  la  cual  los  determinó  a  obli- 
garse; y  por  lo  tanto,  so  se  infringió  por 
la  Sala  sentenciadora  el  artículo  327  del 
Decreto  272,  que  determina  cuando  hay 
paga  indebida,  así  como  tampoco  los  ar- 
tículos 282  y  364  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  que  se  refieren 
a  los  documentos  auténticos  y  a  la  con- 
fesión debidamente  prestada  en  los  jui- 
cios civiles.  El  artículo  269  del  mismo 
cuerpo  legal,  no  se  examina,  pues  tiene 
nueve  incisos  y  el  recurente  no  se  cuidó 
de  determinar  cuál  de  ellos  es  el  que  consi- 
deraba infringido. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  artículos  506, 
521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil;  233  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  recurso 
de  casación  de  que  se  ha  hecho  mérito, 
condena  a  la  parte  que  lo  interpuso  al  pa- 
go de  las  costas  del  mismo  y  a  una  multa 
de  veinticinco  quetzales,  o  veinticinco  días 


de  prisión  simple,  si  fuere  insolvente.  No- 
tifíquese,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen  con  certificación  de 
resuelto  y  repóngase  el  papel  en  la  forma 
que  determina  el  artículo  27  del  Decreto 
Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

OCURSO  de  hecho  presentado  por  Merce- 
des Orellana  contra  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones. 

DOCTRINA:  Contra  el  auto  de  la  Sala  de 
Apelaciones,  que  rechaza  una  incidencia 
de  nulidad,  cuando  ésta  conoce  en  se- 
gunda instancia,  no  cabe  el  recurso  de 
apelación,  sino  el  de  reposición  ante  la 
misma  Sala. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala^ 
veinte  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Visto  el  ocurso  de  hecho  presentado  poi 
Mercedes  Orellana  contra  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones,  por  haberle  denegado  el 
recurso  de  apelación  que  interpuso  no  solo 
contra  la  providencia  fecha  veintitrés  de 
Septiembre  último,  sino  también  contra  la 
de  fecha  veinticuatro  del  mismo  (véase 
escrito  fecha  veintisiete  idem.)  dictadas 
en  el  ejecutivo  que  sigue  actualmente  do- 
ña Albertina  Menéndez  de  Castro  contra 
ella,  en  la  primera  de  las  cuales  se  denie- 
ga dar  trámite  a  una  oferta  de  pago  y  se 
imponen  multas;  y  en  la  segunda  se  aprue- 
ba el  remate  practicado. 

RESULTA:  que  la  Sala,  en  providencia 
de  ocho  de  Octubre  corriente,  declaró  que 
sí  es  apelable  el  primero  de  los  autos  re- 
lacionados, sin  decir  nada  acerca  del  se- 
gundo; señaló  día  para  la  vista,  y  está 
pendiente  de  resolución. 

RESULTA:  que  estando  los  autos  en  ese 
estado,  la  señora  Orellana  promovió  inci- 
dencia de  nulidad  de  lo  actuado  y  la  Sala 
estimando  que  es  impertinente  el  recurso, 
lo  rechazó  de  plano.  Apeló  la  interesada 
y  la  Sala  denegó  el  recurso  interpuesto. 

Con  tal  motivo  ocurrió  de  hecho  la  Se- 
ñora Orellana  ante  esta  Corte. 
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CONSIDERANDO:  Que  habiendo  decla- 
rado la  Sala  apelable  la  resolución  del  Juez 
y  señalado  día  para  la  vista,  quedó  abier- 
ta la  segunda  instancia  y  por  consiguiente, 
contra  su  resolución  de  fecha  nueve  de  los 
corrientes,  ya  no  cabe  el  recurso  de  ape- 
lación, sino  el  de  reposición,  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  477  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til y  en  tal  virtud,  al  denegar  el  recurso  de 
apelación  interpuesto,  el  procedimiento 
está  ajustado  a  la  ley. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  apoyo  en  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 480  y  481  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil,  declara  sin  lugar  el 
ocurso  relacionado,  y  se  impone  a  la  recu- 
rrente una  multa  de  cinco  quetzales  que 
debe  hacerse  efectiva  en  la  forma  de  ley 
por  el  Juez  que  conoce  del  asunto.  Noti- 
fíquese,  archívense  estas  diligencias,  y  re- 
póngase el  papel  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  27  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  iniciado  por  don  Gui- 
llermo Wagner  contra  don  Federico 
Schleehauf. 

DOCTRINA:  Cuando  se  han  cumplido  de- 
bidamente los  requisitos  señalados  por 
la  ley,  procede  declarar  el  abandono  de 
la  primera  instancia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Octubre  de  mil  sovecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  el  auto 
que  con  fecha  nueve  de  Junio  próximo 
pasado  dictó  la  Sala  Segunda  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  en  el  juicio  ordinario  que 
inició  don  Guillermo  "Wagner  contra  don 
Federico  Schleehauf  para  obtener  las  de- 
claraciones que  más  adelante  se  indicarán. 

El  veinticuatro  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis  el  señor  Wagner  se 
presentó  ante  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  departamento  de  Alta  Verapaz,  de- 
mandando al  señor  Schleehauf  el  pago  de 
los  daños  y  perjuicios  que  le  ha  ocasiona- 
do y  la  rendición  de  cuentas  de  exporta- 


ción de  café  correspondiente  a  la  cosecha 
de  mil  novecientos  treinta,  y  cuatro  a  mil 
novecientos  treinta  y  cinco.  El  escrito  que 
contiene  esa  demanda  fué  proveído  el 
veinticinco  de  enero  del  citado  año  en  los 
términos  siguientes:  "resérvese  para  cuan- 
do esté  resuelto  el  incidente  promovido 
con  fecha  veintitrés  de  los  corrientes"; 
providencia  de  la  cual  quedaron  notifica- 
das las  partes  en  la  misma  fecha. 

El  quince  de  enero  del  citado  año  el  se- 
ñor Wagner  habíai  iniciado  diligencias  pa- 
ra obtener  el  embargo  precautorio  en  bie- 
nes del  señor  Schleehauf;  y  el  veintitrés 
del  mismo,  éste  promovió  la  nulidad  del 
embargo,  incidente  que  fué  declarado  sin 
lugar  por  el  Juez,  lo  que  confirmó  la  Sala 
jurisdiccional  el  once  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis.  El  ocho  de  febre- 
ro próxyno  pasado  el  Juez;  mandó  ejecutar 
esa  resolución. 

El  dos  de  febrero  de  este  año  el  deman- 
dado pidió  el  abandono  de  la  primera  ins- 
tancia. Se  tuvo  como  prueba  de  su  parte 
el  informe;  emitido  por  el  Secretario  de  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 
relativo  a  que  la  resolución  dictada  por  di- 
cho Tribunal  en  el  incidente  de  nulidad 
entablado  por  el  señor  Schleehauf  en  las 
diligencias  de  embargo  precautorio  que  le 
siguió  el  señor  Wagner,  tiene  fecha  once 
de  junio  del  año  próximo  pasado;  resolu- 
ción que  fué  notificada  a  las  partes  el  tre- 
ce del  mismo  mes  y  el  ocho  de  julio  del 
año  pasado;  y  por  parte  del  señor  Wagner, 
las  diligencias  del  embargo  precautorio  y 
una  certificación  extendida  por  el  secreta- 
rio mencionado  en  la  que  aparece  el  in- 
forme de  éste  acerca  de  que  en  la  pieza 
de  segunda  instancia  de  las  diligencias  del 
embargo  precautorio  hay  un  escrito  pre- 
sentado por  el  señor  Wagner  con  fecha 
once  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis  y  el  cual  fué  recibido  por  co- 
rreo el  diecisiete  de  diciembre  de  dicho 
año. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  declaró 
sin  lugar  el  incidente  de  abandono  en  auto 
de  treinta  de  marzo  próximo  pasado. 

Después  de  tramitarse  la  segunda  ins- 
tancia, la  Sala  revocó  ese  auto  y  declara 
abandonada  la  primera  instancia  en  el 
juicio  ordinario  de  que  se  ha  hecho  re- 
lación; y  que  no  hay  especial  condenación 
en.  costas.  Estima  que  las  gestiones  hechas 
en  segunda  instancia  por  el  demandante 
en  las  diligencias  de  embargo  precautorio 
no  pueden  interrumpir  el  abandono  de  la 
primera  instancia  en  el  juicio  ordinario 
por  ser  distinto  éste  de  aquellas;  que  aun- 
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que  el  Juez  reservó  indebidamente  la  tra- 
mitación de  la  demanda  ordinaria  hasta 
que  fuera  resuelto  el  incidente  de  nuli- 
dad de  dicho  embargo  precautorio,  éste 
fué  resuelto  en  segundo  grado  el  once  de 
junio  del  año  próximo  pasado,  habiéndo- 
se hecho  las  notificaciones  correspondien- 
tes el  trece  del  mismo  junio  y  el  ocho  de 
julio  siguiente.  Que  en  la  demanda  ordi- 
naria la  parte  actora  dejó  de  promover 
desde  el  veinticinco  de  enero  del  año  pró- 
ximo anterior,  fecha  de  la  última  diligen- 
cia que  se  practicó,  y  el  abandono  de  que 
se  trata  fué  acusado  el  dos  de  febrero  del 
año  actual,  por  lo  que  transcurrió  con  ex- 
ceso el  término  para  consumar  dicho 
abandono,  máxime  que  los  tribunales  ci- 
viles no  pueden  ejercer  su  ministerio  sino 
a  petición  de  parte  y  que  la  primera  ins- 
tancia principia  desde  que  se  interpone  la 
demanda. 

Guillermo  Wagner,  con  auxilio  del  abo- 
gado Amoldo  Reyes  Morales,  interpuso  re- 
curso extraordinario  de  casación  contra 
ese  auto,  citando  como  violados,  indebida- 
mente aplicados  y  erróneamente  interpre- 
tados los  siguientes  artículos:  145,  150,  206, 
152,  143,  189,  204,  227,  235,  135,  136,  147,  148 
y  155  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  Mercantil;  171,  216,  218,  234,  235,  236  y 
84  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial. Para  motivar  su  recurso  alega:  que 
las  dos  partes  se  conformaron  con  la  pro- 
videncia en  que  el  Juez  reservó  el  trámi- 
te de  la  demanda  para  cuando  estuviera 
resuelto  el  incidente;  lo  que  le  impidió 
promover.  La  resolución  de  la  Sala  que 
declara  sin  lugar  el  incidente  de  nulidad 
no  pudo  quedar  firme  sino  hasta  que  fué 
recibida  la  certificación  con  los  anteceden- 
tes en  el  Tribunal  de  primera  instancia  y 
notificada  en  su  totalidad  a  las  partes  de 
"onformidad  con  la  ley.  También  el  ci- 
tado incidente  impedía  de  hecho  el  curso 
del  asunto  principal,  máxime  que  así  lo 
resolvió  el  Juez  de  los  autos  y  así  fué 
aceptado  por  las  partes;  por  lo  que  no  pue- 
de estimarse  transcurrido  el  término  del 
abandono  porque  había  de  su  parte  legí- 
timo impedimento  para  promover  en  el 
asunto  principal;  también  no  ha  corrido 
el  abandono  aporque  las  diligencias  del 
embargo  precautorio  forman  parte  del  jui- 
cio e  hizo  gestión  en  ellas.  Consta  que  el 
Juez  no  dió  trámite  a  su  demanda,  no  em- 
plazó al  demandado,  es  decir,  no  dió  ori- 
gen a  la  controversia  porque  no  se  quiso 
dar  intervención  al  demandado  y  en  con- 
secuencia no  dió  principio  el  juicio;  y  sin 
haber  nacido  éste  es  improcedente  decla- 


rar el  abandono.  No  era  necesaria  ges- 
tión de  parte  para  que  el  Juez  le  diera 
audiencia  a  la  parte  demandada,  porque 
los  autos  estaban  en  estado  de  resolver. 
Se  señaló  día  para  la  vista  y,  entonces,  la 
otra  parte  alegó  lo  que  estimó  convenien- 
te a  sus  derechos. 

CONSIDERANDO : 

Que  los  requisitos  de  ley  relativos  al 
punto  de  partida  para  principiar  a  contar 
el  tiempo  del  abandono,  término  de  éste 
y  condiciones  para  declararlo  se  han  cum- 
plido debidamente  en  este  caso;  por  lo  que 
la  Sala  en  lugar  de  infringir  los  artículos 
147,  148  y  150  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil,  hizo  recta  aplicación 
de  los  mismos;  y  aún  en  el  supuesto  que 
la  reserva  que  el  Juez  hizo  de  la  demanda, 
como  se  ha  alegado,  hubiera  impedido  al 
interesado  promover  en  ésta,  el  derecho 
de],  señor  Wagner  quedó  expedito  en  lo 
principal  desde  que  fueron  notificadas  las 
partes  de  lo  resuelto  por  la  Sala  en  el  in- 
cidente de  nulidad;  es  decir,  desde  que  se 
cumplió  la  condición  a  que  quedó  sujeto 
el  trámite  de  la  expresada  demanda;  he- 
cho que  el  actor  debió  poner  en  conoci- 
miento del  Juez,  en  la  forma  legal,  si  de- 
seaba continuar  la  instancia;  pero  como 
no  lo  hizo,  éste  no  podía  de  oficio  dar  cur- 
so a  la  demanda  que  había  reservado 
Además,  como  lo  aprecia  la  Sala,  las  dili- 
gencias de  embargo  precautorio  son  dis- 
tintas de  la  demanda  ordinaria;  por  lo  que 
la  agregación  de  aquéllas  al  expediente 
respectivo  no  puede  producir  otros  efec- 
tos sino  los  señalados  taxativamente  en  la 
ley;  entre  los  que  no  está  el  de  supeditar 
el  asunto  principal  al  trámite  de  tales  di- 
ligencias y  sus  incidentes,  en  la  forma  que 
pretende  el  recurrente,  máxime  que  en 
este  caso  el  incidente  de  nulidad  ya  esta- 
ba concluido  en  segunda  instancia,  como 
ya  se  dijo.  Por  esas  razones  no  fueron  in- 
fringidos los  artículos  145,  152,  155,  135, 
136,  204,  206,  227,  235  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil;  84,  171, 
216,  218,  234  y  236  Ley  Constitutiva)  del 
Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  143  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil  no  tiene  nin- 
guna relación  con  el  asunto  discutido,  pues 
se  refiere  al  caso  en  que  se  puede  desistir 
de  la  demanda  aún  sin  el  consentimiento 
del  demandado,  punto  que  no  fué  objeto 
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de  resolución  por  parte  de  la  Sala.  Que 
en  cuanto  a  los  artículos  189  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  y  235  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial  constan 
de  varios  incisos  y  el  recurrente  no  cum- 
plo con  señalar  a  cuál  de  ellos  quiso  refe  - 
rirse; por  lo  que  a  este  Tribunal  no  le  es 
dable  entrarlos  a  examinar. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  521,  524  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil; 
222,  224  y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto;  condena  al  recurrente 
al  pago  de  las  costas  del  mismo  y  a  una 
multa  de  veinticinco  quetzales;  y  en  caso 
de  insolvencia  cumplirá  veinticinco  días 
de  prisión  simple,  conmutables  a  razón  de 
un  quetzal  por  cada  día.  Notifíquese  y 
como  corresponde,  devuélvanse  los  autos 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  don  Pedro 
Morales  contra  don  Manuel  Gómez  Co- 
llado y  la  señoritá,  María  Sosa. 

DOCTRINA:  No  deben  tenerse  en  cuenta 
al  sesolver  el  recurso,  los  artículos  que 
hayan  sido  citados  después  del  señala- 
miento de  día  para  la  vista. 

El  recurso  extraordinario  de  casación  debe 
estar  fundado  en  alguno  de  los  motivos 
que  la  ley  determina. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  los  antecedentes  que  la  ori- 
ginaron, la  sentencia  que  más  adelante  se 
relacionará  pronunciada  en  el  juicio  do- 
ble de  tercería  preferente  de  pago  inicia- 
da por  don  Pedro  Morales  contra  don  Ma- 
nuel Gómez  Collado  y  señorita  María  So- 
sa y  la  reconvención  que  entabló  el  señor 
Gómez  Collado  contra  el  señor  Morales  y 
la  señorita  Sosa. 


RESULTA: 

Que  don  Pedro  Morales  se  presentó  ante 
el  Juez  Primero  de  Primera  Instancia  de 
este  Departamento,  el  ocho  de  Agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  manifes- 
tando que  en  el  Juzgado  que  está  a 
cargo  del  funcionario  que  acaba  de 
mencionarse,  don  Manuel  Gómez  Co- 
llado sigue  un  procedimiento  ejecutivo 
contra  la  señorita  María  Sosa;  que  él  (Mo- 
rales) ya  había  entablado  una  ejecución 
contra  la  referida  señorita,  embargándole 
sus  derechos  hereditarios  provenientes  de 
la  sucesión  de  la  señora  Alejandra  Sosa; 
y  por  este  motivo  iniciaba  la  correspon- 
diente tercería,  a  efecto  de  que  en  su  opor- 
tunidad, se  resolviera  que  tenía  preferen- 
cia a  ser  pagado  antes  que  don  Manuel 
Gómez  Collado  y  su  prelación  se  esta- 
blecía al  comparar  las  fechas  en  que  ha- 
bían sido  practicados  los  respectivos  em- 
bargos. 

Don  Manuel  Gómez  Collado  negó  la  de- 
manda manifestando  lo  que  sigue;  a)  que 
se  trata  de  una  obilgación  a  favor  del 
tercerista,  que  a  ser  cierta  y  válida,  nun- 
ca podría  perjudicar  ni  tener  preferencia 
sobre  su  crédito,  pues  la  acción  endereza- 
da, es  contra  la  señorita  Maria  Sosa  en  su 
carácter  de  heredera  de  doña  Alejandra 
Sosa  Moreno,  como  se  indica  en  el  fallo 
que  le  ha  servido  de  título  ejecutivo  para 
iniciar  el  procedimiento;  los  bienes  em- 
bargados por  el  señor  Morales  responden 
por  sus  propias  cargas  de  origen,  como 
son  los  de  la  causante,  por  consiguiente  no 
existe  la  preferencia  pretendida;  y  b)  el 
crédito  que  reclama  el  tercerista  fué  cons- 
tituido con  el  único  fin  de  servir  de  base 
a  la  tercería  entablada;  pues  está  per- 
fectamente comprobado  el  derecho  que 
tiene  para  reclamar  de  la  mortual,  en  vir- 
tud de  la  mencionada  sentencia;  y  la  se- 
ñorita Sosa  estaba  enterada  de  la  obliga- 
ción de  pagarle  desde  que  le  fué  notifica- 
da el  fallo,  y  antes  de  esto  por  las  gestio- 
nes llevadas  a  cabo  ante  la  Jefatura  De- 
partamental y  en  el  juicio  de  intestado;  y 
concluyó  manifestando:  que  contrade- 
mandaba  la  preferencia  exclusiva  de  su 
crédito  sobre  el  del  señor  Morales;  y  pe- 
día que  se  le  absolviera  de  la  demanda, 
haciéndose  la  declaración  que  se  deja  ya 
mencionada;  y  además  se  resolviera  que 
el  crédito  reconocido  por  la  señorita  Sosa 
a  favor  ^del  señor  Morales  es  simulado  y 
que  carece  de  todo  valor  preferente  sobre 
^su  acción,  condenando  en  costas  al  tercer 
opositor. 
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Después  de  tenerse  por  contestada  en 
sentido  negativo  la  contrademanda,  fué 
abierto  a  prueba  el  juicio  por  el  término 
de  treinta  días. 

El  actor  presentó  las  probanzas  que  si- 
guen: lo.  certificación  en  que  consta:  a) 
la  demanda  ejecutiva  promovida  por  don 
Pedro  Morales,  contra  la  señorita  María 
Sosa  Vásquez  reclamando  la  cantidad  de 
quinientos  quetzales,  intereses  y  costas: 
demanda  que  fué  entablada  el  siete  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
ante  el  Juez  2o.  de  la.  Instancia  Depar- 
tamental; y  b)  acta  levantada  en  esta  ca- 
pital (Guatemala),  a  los  nueve  dias  del 
mes  y  año  que  acaban  de  mencionarse,  en 
la  cual  se  consignó:  que  por  no  haber  he- 
cho efectiva  en  el  acto,  la  señorita  María 
Sosa  Vásquez,  la  cantidad  demandada, 
sus  intereses  y  las  costas,  ni  haber  pre- 
sentado bienes  a  la  traba,  a  solicitud  del 
ejecutante  le  quedaron  embargados  los 
derechos  que  le  corresponden  en  la  suce- 
sión de  doña  Alejandra  Sosa  Moreno;  y  2o. 
certificación  en  que  se  hizo  constar:  a) 
la  demanda  ejecutiva  que  el  diez  y  siete 
de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
presentó  don  Manuel  Gómez  Collado  ante 
el  Juez  lo.  de  la.  Instancia  Departamen- 
tal, contra  la  señorita  María  Sosa  recla- 
mando la  suma  de  cuatrocientos  setenta 
y  seis  quetzales  y  cincuenta  centavos  de 
la  misma  moneda,  que  le  adeuda  como 
heredera  de  doña  Alejandra  Sosa  More- 
no; y  b)  el  acta  levantada  el  veinte  del 
mes  y  año  anteriormente  citados,  en  la 
cual  se  consignó  que  a  dicha  señorita  le 
fueron  embargados  los  derechos  que  le  co- 
rresponden sobre  la  casa  número  treinta 
y  cuatro,  nuevo,  de  la  octava  calle  Ponien- 
te de  esta  Capital,  en  concepto  de  herede- 
ra de  la  mencionada  señora  Sosa  Moreno, 
y  los  muebles  detallados  en  el  acta  de  que 
se  trata.  Don  Manuel  Gómez  Collado  pre- 
sentó las  posiciones  que  a  su!  petición  fue- 
ron absueltas  por  el  señor  Pedro  Morales. 

Cumpliendo  el  señor  Morales  con  lo 
mandado  en  el  auto  para  mejor  fallar,  fe- 
cha diez  y  seis  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  presentó  una  certi- 
ficación expedida  por  el  Secretario  del 
Juzgado  Segundo  de  Primera  Instancia 
Departamental,  en  que  se  consignó  el  do- 
cumento que  con  la  legalización  de  la  fir- 
ma de  la  otorgante,  literalmente  dicen: 
Por  Q.500.  La  subscrita  María  Sosa  Vás- 
quez, de  veintinueve  años  de  edad,  soltera, 
de  oficios  femeniles,  de  nacionalidad  gua- 
temalteca y  vecina  de  esta  ciudad,  por  el 
presente  documento  declaro:    que  soy  en 


deber  de  plazo  vencido  al  señor  don  Pe- 
dro Morales,  la  cantidad  de  quinientos 
quetzales  (Q.500),  por  igual  cantidad  que 
de  él  recibí  en  calidad  de  mutuo.  Para 
los  efectos  legales  renuncio  al  fuero  de  mi 
domicilio  y  me  sujeto  expresamente  a  los 
Tribunales  de  esta  capital.  En  garantía 
de  la  presente  obligación,  comprometo  mis 
bienes  presentes  y  futuros  y  asimismo  re- 
conoceré sobre  dicha  suma  el  interés  le- 
gal. Para  seguridad  de  mi  acreedor  le  fir- 
mo el  presente  en  la  ciudad  de  Guatema- 
la ,  a  los  siete  días  del  mes  de  Julio  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis.  O.  María  Sosa. 
En  la  ciudad  de  Guatemala,  a  los  siete  días 
del  mes  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  seis,  como  Notario  Público,  certifico 
y  doy  fé  que  la  firma  que  antecede  de  la 
señora  María  Sosa  Vásquez  es  auténtica, 
por  que  la  persona  que  lleva  este  nombre, 
la  puso  hoy  ante  mí  y  a  presencia  de  los 
testigos  aptos  por  derecho,  vecinos  y  de 
mi  conocimiento,  de  lo  que  doy  fé,  seño- 
res don  Héctor  Menéndez  de  la  Riva  y  don 
Enrique  Gálvez  Marroquín,  asimismo  doy 
fé  de  conocer  a  la  signataria.  María  Sosa, 
H.  Menéndez  de  la  Riva,  Enrique  Gál- 
vez M.  Ante  mí:  M.  González  Herrera. 
"Está  el  sello  que  dice:  Miguel  González 
Herrera.  Abogado  y  Notario". 

El  Juez  Primero  de  Primera  Instancia 
de  este  Departamento  dió  fin  a  la  contro- 
versia, declarando:  que  el  documento  subs- 
crito por  la  señorita  María  Sosa  es  simu- 
lado y  por  consiguiente  carece  de  valor 
legal,  por  lo  que  la  ejecución  en  la  cual 
sirvió  de  titulo  ejecutivo  o  sea  la  iniciada 
por  don  Pedro  Morales  contra  la  señorita 
María  Sosa  ante  el  Juzgado  Segundo  de 
Primera  Instancia  Departamental  no  es 
preferente  a  la  que  el  señor  Manuel  Gó- 
mez Collado  inició  contra  la  misma  per- 
sona ante  su  Despacho;  y  que  las  costas 
son  a  cargo  del  señor  Pedro  Morales  y  se- 
ñorita María  Sosa. 

El  referido  funcionario  fundó  su  fallo  en 
que  con  los  documentos  auténticos  acom- 
pañados y  principalmente  con  la  confe- 
sión prestada  por  el  señor  Pedro  Morales 
ante  aquel  Juzgado,  el  veintiocho  de  Octu- 
bre del  año  retropróximo,  se  ha  estable- 
cido en  forma  legal  y  de  manera  plena 
que  dicho  señor  en  su  carácter  personal  y 
de  su  exclusiva  propiedad  nunca  ha  dis- 
puesto de  la  cantidad  de  quinientos  quet- 
zales, ni  menos  que  se  encontrara  en  po- 
sibilidad de  dar  esa  suma  a  una  tercera 
persona  en  calidad  de  mutuo,  por  lo  que  el 
documento  firmado  por  la  señorita  María 
Sosa,  el  día  siete  de   Julio  de  mil  nove- 
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cientos  treinta  y  seis,  es  simulado  y  fué 
subscrito  con  el  deliberado  propósito  de 
evadir  el  cumplimiento  de  la  obligación 
que  en  su  carácter  de  heredera  de  doña 
Alejandra  Sosa  tenía  que  cumplir  con  el 
señor  Manuel  Gómez  Collado,  ya  que  en  el 
referido  documento  se  especifica  que  la 
señorita  María  Sosa  recibió  en  calidad  de 
mütuo  de  don  Pedro  Morales  la  suma  ya 
mencionada,  y  el  señor  Morales  en  su  con- 
fesión, contradice  tal  documento,  por  que 
afirma  no  haber  prestado  dinero  propio  a 
la  señorita  Sosa,  sino  que  la  deuda  que  le 
tiene  dicha  señorita  es  por  sumas  que  los 
padres  de  él  le  proporcionaron  a  la  seño- 
rita María  Sosa,  extremo  este  último,  que 
para  nada  se  relacionó  en  el  susodicho  do- 
cumento; que  a  todo  lo  relacionado,  se 
debe  agregar  que  existen  suficientes  pre- 
sunciones humanas  de  las  cuales  se  infie- 
re también,  la  simulación  de  ese  contra- 
to de  mutuo,  y  son  las  siguientes:  la  se- 
ñorita María  Sosa  salió  condenada  en  el 
Juzgado  Primero  de  Primera  Instancia 
Departamental  a  efectuar  el  pago  que 
ahora  se  cobra  ejecutivamente,  con  fecha 
veintiséis  de  Junio  del  año  próximo  pasa- 
do; fué  notificada  de  ese  fallo,  el  día  pri- 
mero de  Julio  siguiente,  sin  que  apelara 
de  la  sentencia;  y  en  siete  del  mismo  mes 
de  Julio,  de  manera  voluntaria  compare- 
ce ante  un  Notario  para  reconocer  la  deu- 
da a  don  Pedro  Morales;  y  ese  mismo  día 
don  Pedro  entabla  su  ejecución.  Tampoco 
se  probó  en  el  juicio  que  el  señor  Morales, 
aceptando  que  sea  cierta  la  explicación 
que  da  acerca  del  origen  de  la  deuda,  sea 
el  único  heredero  de  sus  padres,  para  que 
solq  él  pueda  reclamar  ese  crédito,  ni  que 
haya  satisfecho  los  impuestos  fiscales  ne- 
cesarios para  poder  adquirir  y  gozar  de  esa 
herencia. 

La  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  veintisiete  de  Abril  retropróxi- 
mo, confirmó  la  sentencia  de  primer  gra- 
do con  la  modificación  de  que  el  docu- 
mento, cuya  simulación  se  declara  es  de 
fecha  siete  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  y  no  de  fecha  siete  de  Julio 
de  mol  novecientos  treinta  y  siete,  como 
se  consignó  en  la  parte  dispositiva  de  la 
sentencia  de  primera  Instancia. 

La  Sala  estimó  probada  plenamente  la  si- 
mulación del  contrato  de  mutuo  que  se  deja 
ya  mencionado,  con  los  documentos  autén- 
ticos que  obran  en  autos  y  con  la  confesión 
prestada  por  el  señor  Pedro  Morales  al 
absolver  las  posiciones  que  le  articulara  el 
señor  Gómez  Collado;  que  además,  la  si- 
mulación se  encuentra    corroborada  por 


las  circunstancias  del  tiempo  en  que  se 
verificó  dicho  documento  y  el  de  la  eje- 
cución y  embargo  que  originó;  así  como 
otras  de  Índole  personal  que  concurren 
con  relación  al  señor  Morales  y  que  se  de- 
tallan en  la  sentencia  del  Juez  a-quo. 
Que  aún  en  el  supuesto  que  pudiera  consi- 
derarse legítimo  el  contrato  y  válido  el 
documento  en  que  consta  la  obligación,  no 
puede  reconocerse  a  favor  del  señor  Mora- 
les la  preferencia  que  demanda,  ya  que 
este  derecho  deriva,  por  una  parte,  de  la 
naturaleza  de  los  créditos;  y  por  otra,  de 
la  clase  de  documentos  en  que  consta  la 
obligación,  o  bien  de  la  fecha  en  que  fué 
contraída;  y  nunca  del  hecho  de  priori- 
dad en  el  embargo  de  bienes  en  que  fundó 
su  acción  el  demendante.  A  petición  del 
señor  Manuel  Gómez  Collado,  la  Sala  am- 
plió su  fallo  en  el  sentido  de  que  debía  de 
certificarse  lo  conducente  a  efecto  de  que 
se  estableciera  por  los  Tribunales  del  or- 
den Penal,  la  responsabilidad  de  quienes 
resultaran  culpables  de  la  referida  simu- 
lación. 

Don  Pedro  Morales  con,  auxilio  del  Abo- 
gado Conrado  Tercero,  interpuso  el  recur- 
so extraordinario  de  casación  por  viola- 
ción de  ley  e  infracción  del  procedimiento, 
contra  la  sentencia  de  segundo  grado,  de- 
nunciado como  violados  los  artículos  717 
del  Decreto  Legislativo  número  2009;  1115, 
357  inciso  2o.,  y  369  del  Decreto  Legislati- 
vo número  1932;  224  del  Decreto  Guber- 
nativo 1862,  citados  por  la  Sala  en  su  sen- 
tencia v  que  carecen  de  aplicación  en  el 
caso  sub-judice;  2384,  2394,  2398,  2402 
2395  incisos  lo.  y  2o.  del  Código  Civil  de 
1877;  2431,  y  2432  del  Código  Civil  de 
1877;  281,  282  y  437  del  Decreto  Legislati- 
vo número  2009;  291  fracciones  la.  y  2a. 
del  mismo  Cuerpo  legal  (Decreto  Legis- 
lativo número  2009).  La  infracción  del 
procedimiento  la  funda  en  el  artículo  507 
inciso  2o.  del  Decreto  Legislativo  número 
2009,  por  que  la  Sala  dió  intervención  en 
el  juicio  a  personas  que  no  tienen  ni  per- 
sonería ni  personalidad;  y  el  párrafo  pri- 
mero del  artículo  213  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  afirmación  hecha  por  el  recu- 
rrente de  que  la  Sala  sentenciadora  ha 
dado  intervención  a  personas  que  en  el 
juicio  no  tienen  "personería  ni  persona- 
lidad", carece  de  fundamento.  En  efecto, 
en  la  segunda  Instancia  todas  las  noti- 
ficaciones se  hicieron  al  señor  Gómez  Co- 
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liado  y  a  la  señorita  Sosa,  y  si  bien  es 
verdad,  que  don  Manuel  Gómez  Collado  y 
la  señorita  Ester  Dubón  Letona  pidieron 
que  se  resolviera  la  ampliación  pendiente, 
también  lo  es,  que  a  dicha  señorita,  la  Sa- 
la no  le  dió  intervención  en  el  asunto  de 
que  se  trata,  pues  sin  ningún  trámite  re- 
solvió la  mencionada  solicitud;  y  en  con- 
secuencia, el  quebrantamiento  de  forma 
invocado  no  está  comprendido  en  el  inci- 
so segundo  del  articulo  507  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  simulación  del  contrato  celebra- 
do entre  el  señor  Pedro  Morales  y  la  seño- 
rita María  Sosa,  así  como  la  del  docu- 
mento que  contiene  la  obligación  contraí- 
da por  la  referida  señorita,  está  plena- 
mente probada  con  los  documentos  autén- 
ticos que  se  dejan  ya  relacionados,  y  con 
la  confesión  del  señor  Morales,  quien  al 
absolver  las  posiciones  que  obran  en  au- 
tos, contradijo  lo  consignado  en  el  preci- 
tado documento,  al  afirmar  que  no  dió  a 
la  señorita  Sosa  dinero  de  su  propio  pecu- 
lio, y  que  el  origen  y  causa  de  la  obligación 
tantas  veces  mencionada,  son  diferentes 
de  los  que  se  expresan  en  el  documento 
subscrito  por  la  señorita  María  Sosa,  el 
siete  de  Julio  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis;  simulación  que  también  se 
encuentra  establecida  con  los  demás  he- 
chos que  han  sido  apreciados,  en  prime- 
ra y  en  segunda  Instancia. 

En  la  forma  ya  dicha  se  estableció  que 
es  simulada  la  obligación  en  que  don  Pe- 
dro Morales  ha  fundamentado  su  deman- 
da, y  por  consiguiente,  el  documento  en 
que  consta  aquella  carece  de  valor  legal; 
y  por  esta  razón,  los  Tribunales  senten- 
ciadores estimaron  que  la  acción  ejecuti- 
va entablada  por  el  señor  Morales  contra 
la  señorita  María  Sosa  no  es  preferente  a 
la  promovida  por  el  señor  Gómez  Colla- 
do contra  la  misma  señorita  Sosa.  Y  en 
ese  concepto  no  fueron  infringidos  los  ar- 
tículos 717,  281,  282,  291  y  437  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil;  1115 
del  Decreto  Legislativo  número  1932;  2384, 
2394,  2398,  2402  y  2395  incisos  primero  y 
segundo  del  Código  Civil  de  1877. 

CONSIDERANDO : 

Que  los  artículos  357  inciso  segundo  y 
369  del  Decreto  Legislativo  número  1932; 
2431  y  2432  del  Código  Civil  de  1877  care- 
cen de  aplicación,  pues  el  primero  señala 


el  procedimiento  a  seguir  cuando  se  haya 
omitido  alguna  partida  o  circunstancia 
esencial  en  los  Libros  del  Registro  Civil; 
siendo  de  advertir  que  la  precitada  dispo- 
sición legal  solamente  se  compone  de  una 
fracción;  el  segundo  establece  que  ios 
bienes  son  inmuebles  por  su  naturaleza, 
por  su  incorporación  o  por  su  destino;  y 
el  tercero  y  cuarto  se  refieren  a  algunas 
de  las  normas  relativas  a  la  interpretación 
de  los  contratos. 

CONSIDERANDO: 

Que  es  improcedente  tomar  en  cuenta  el 
artículo  2532  del  Código  Civil  de  1877,  ci- 
tado también  por  el  señor  Morales  en  su 
alegato  y  después  del  señalamiento  de  día 
para  la  vista  del  asunto;  por  que  dicho 
Cuerpo  legal  contiene  solamente  2444  ar- 
tículos. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  sentenciador  ha  funda- 
do sus  rezonamientos  en  los  artículos  424 
inciso  segundo  del  Código  Penal  y  213  de 
Procedimientos  Penales,  para  ampliar  la 
sentencia  recurrida  en  el  sentido  consig- 
nado anteriormente;  y  si  bien  es  verdad, 
que  don  Pedro  Morales  alegó  que  ya  se  ha- 
bía iniciado  la  correspondiente  querella, 
y  la  acción  fué  desestimada,  también  es 
cierto,  que  cuando  se  concedió  audiencia 
al  señor  Morales  y  a  la  señorita  Sosa  de 
la  ampliación  pedida  por  don  Manuel 
Collado,  dichos  señores  no  adujeron  razón 
alguna  ni  presentaron  pruebas  para  jus- 
tificar el  referido  hecho;  y  además,  el  mo- 
tivo que  se  invoca  no  está  comprendido 
entre  los  casos  en  que  procede  el  recurso 
extraordinario  de  casación.  Y  en  ese 
concepto  no  fué  infringido  el  artículo  últi- 
mamente mencionado,  ni  el  224  del  Decre- 
to Gubernativo  número  1862,  pues  la  Sa- 
la citó  las  leyes  que  a  su  juicio  son  apli- 
cables al  caso  sub-judice. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  precedentes  consideracio- 
nes y  en  lo  estatuido  por  los  artículos  506, 
512,  521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  declara  la  improcedencia 
del  recurso  interpuesto,  condena  a  la  par- 
te recurrente  al  pago  de  las  costas  del 
mismo,  y  a  una  multa  de  veinticinco  quet- 
zales. En  caso  de  insolvencia  extinguirá 
veinticinco  días  de  prisión  simple  conmu- 
tables a  razón  de  un  quetzal  por  cada  dia. 
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Notifíquese,  con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen  y  repóngase  el  papel 
en  la  forma  que  determina  el  artículo  27 
del  Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


se  los  antecedentes  al  Tribunal  que  co- 
rresponde, y  repóngase  el  papel  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  por  el  artículo  27 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  hereditario  de  Julio  Yon  Sam. 

DOCTRINA:  Nombrado  un  solo  heredero, 
éste  prorroga  jurisdicción  si  radica  el 
juicio  hereditario  ante  un  juez  distinto 
del  que  debió  conocer  del  asunto. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diesisiete  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vistos  y  Considerando:  que  el  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Zacapa  promovió  de 
oficio  competencia  al  segundo  de  igual  ca- 
tegoría de  este  departamento  para  cono- 
cer de  la  testamentaria  de  Julio  Yon  Sam, 
lo  que  no  es  legal,  pues  tratándose  de  un 
asunto  del  orden  civil  es  necesaria  gestión 
de  parte,  dados  los  términos  de  los  artí- 
culos 84  y  150  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial.  Por  otra  parte  tomando 
en  cuenta  que  Luciano  Chang,  interesado 
en  la  expresada  testamentaria  por  estar 
nombrado  heredero  universal  y  albacea  en 
el  testamento  de  Yon  Sam,  se  presentó 
ante  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instan- 
cia, radicando  el  juicio  hereditario  y  pro- 
rrogando así  su  jurisdicción,  no  hay  duda 
que  el  funcionario  nombrado  últimamen- 
te es  el  competente  para  conocer  de  ese 
juicio. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  lo.,  2o.,  21 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til, 159,  164  y  222  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  resolviendo  la  competencia, 
declara:  que  el  competente  para  conocer 
del  juicio  hereditario  de  Julio  Yon  Sam, 
es  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia 
de  este  departamento.  Notifíquese  y  con 
noticia  del  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Zacapa,  y  en  la  forma  legal,  devuélvan- 


CIVIL 

PROCEDIMIENTO  EJECUTIVO  que  José 
Schlosser,  como  apoderado  de  Celia  Vier- 
gutz  de  Barrientos,  siguió  contra  don 
Alfredo  Viergutz. 

DOCTRINA:  Es  improcedente  el  recurso  de 
hecho  cuando  un  tribunal  conociendo 
en  segundo  grado  deniega  la  apelación, 
pues  la  Constitución  de  la  República 
prohibe  que  en  un  juicio  haya  más  de 
dos  instancias. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  Noviembre  de  mol  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vistos  y  Considerando:  que  la  Sala 
Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  los 
procedimientos  seguidos  para  cumplir  el 
fallo  dictado  en  el  ejecutivo  que,  José 
Schlosser  como  apoderado  de  Celia  Vier- 
gutz de  Barrientos,  siguió  contra  don  Al- 
fredo Viergutz,  conoce  como  Tribunal  de 
segundo  grado  y  como  tal,  dictó  el  auto  de 
fecha  veintitrés  de  Octubre  próximo  pasa- 
do, contra  el  que  se  recurre  de  hecho,  por 
haber  sido  denegado  el  recurso  de  apela- 
ción; que  tal  denegatoria  es  legal,  pues  la 
Constitución  de  la  República  prohibe  que 
en  un  juicio  haya  más  de  dos  instancias. 
Artículos  91  Constitución  de  la  República, 
13  inciso  c)  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
Id  dispuesto  en  los  artículos  481  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  222  y  224 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara sin  lugar  el  ocurso,  de  hecho  promo- 
vido; ordena  que  se  archiven  las  diligen- 
cias e  impone  al  recurrente  veinticinco 
quetzales  de  multa.  Notifíquese  y  como 
corresponde,  devuélvanse  los  antecedentes 
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al  Tribunal  de  su  origen;  y  repóngase  el 
papel  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  articulo  27  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrallo  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
-  Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  doña  Ma- 
ría Luisa  Cuevas  Ruiz,  contra  Los  Here- 
deros de  don  Ramón  Murga  de  León. 

DOCTRINA:  El  abandono  de  la  primera 
Instancia  se,  consuma,  si  se  dejan  trans- 
currir seis  meses  sin  continuarla  a  con- 
tar de  la  fecha  de  la  última  diligencia 
que  haya  sido  practicada,  sea  o  no  de 
notificación. 

El  abandono  de  la  primera  Instada  puede 
pedirse  también  en  la  segunda,  cuando 
los  autos  se  encuentran  allí  por  apela- 
ción que  no  fuere  de  la  sentencia  y  ha- 
yan transcurrido  seis  meses  sin  gestio- 
nan en  ella. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
veinte  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Visto__por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
el  auto  que  más  adelante  se  relatará  pro- 
nunciado en  el  juicio  ordinario  promovido 
por  la  señora  María  Luisa  Cuevas  Ruiz  con- 
traTos  herederos  de  don  Ramón  Murga  de 
León  sobre  filiación  de  la  menor  María 
del  Pilar  Cuevas. 

RESULTA: 

Que  don  Ramón  Murga  Poncea  se  pre- 
sentó ante  la  Sala  3a.  de  Apelaciones,  el 
día  veintiséis  de  Abril  del  corriente  año, 
manifestando,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue:  que  el  veintiocho  de  Febrero  (1936) 
doña  María  Luisa  Cuevas  Ruiz,  en  concep- 
to de  madre  y  tutriz  natural  de  su  hija 
Pilar  Cuevas,  había  entablado  demanda 
ante  el  Juez  Tercero  de  Primera  Instancia 
del  Departamento  de  Guatemala,  con  el 
objeto  de  que  en  definitiva  se  declarara: 
que  María  del  Pilar  Cuevas  es  hija  de  don 
Ramón  Murga  de  León,  y  que  como  tal 
tiene  todos  y  cada  uno  de  ios  derechos  que 
le  atribuye  y  garantiza  la/  ley,  derechos  de 


sucesión  ab-intestato,  y  en  su  defecto,  de 
reclamar  alimentos.  Demanda  que  fué 
ampliada  en  los  memoriales^  fechas,  tres 
y  seis  de  Marzo  del  año  próximo  pasado. 
Por  haber  ¡interpuesto  apelación  contra 
el  auto  recaído  en  la  referida  demanda,  en 
la  parte  que  dice:  "anótese  la  demanda", 
las  actuaciones  se  elevaron  a  la  Sala.  Es- 
te Tribunal  revocó  la  parte  del  auto  de 
primer  grado  que  acaba  de  mencionarse. 
Contra  el  pronunciamienao  de  segunda 
Instancia,  la  señora  Cuevas  Ruiz  interpu- 
so recurso  de  casación,  el  cual  le  fué  ad- 
verso. El  veintidós  de  Octubre  (1936)  los 
autos  fueron  devueltos  a  la  Sala  Tercera 
de  Apelaciones,  y  desde  entonces  se  han 
quedado  abandonados.  Y  que  en  virtud 
de  todo  lo  relacionado  acusaba  el  abando- 
no de  la  primera  Instancia  en  el  juicio  de 
que  se  ha  hecho  mérito. 

La  señora  Cuevas  Ruiz  al  dar  respuesta 
a  la  solicitud  presentada  por  el  señor  Mur- 
ga Foncea  manifestó  lo  que  sigue:  que  el 
abandono  era  improcedente,  pues  aun  no 
había  corrido  el  término  legal,  por  las 
causas  que  a  su  debido  tiempo,  estaba  dis- 
puesta a  probar,  y  que  por  lo  tanto,  pe- 
día la  apertura  a  prueba  del  incidente. 

Con  ocasión  del  mencionado  incidente, 
don  Ramón  Murga  Foncea  solicitó  que  se 
pidiera  informe  a  la  Sala  Tercera  de  )a 
Corte  de  Apelaciones  sobre  los  siguientes 
puntos:  lo.  última  diligencia  practicada 
en  la  pieza  de  segunda  Instancia  del  jui- 
cio de  que  se  trata;  2o.  resolución  dictada 
por  aquel  Tribunal  que  originó  la  notifi- 
caión  por  medio  de  los  libros  respectivos 
y  que  constituye  la  última  diligencia  que 
se  deja  ya  mencionada;  y  3o.  que  la  se- 
ñora Cuevas  Ruiz  no  hizo  gestión  alguna 
en  el  juicio  con  posterioridad  a  la  última 
diligencia.  Al  folio  catorce  de  la  pieza  de 
segunda  Instancia  obra  el  informe  en  que 
consta  que  la  última  diligencia  practicada 
en  las  mencionadas  actuaciones,  está  fe- 
chada el  veintitrés  de  Octubre  (1936).  El 
señor  Murga  Foncea  presentó  además,  la 
certificación  en  que  el  Secretario  de  la 
Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
consignó:  que  según  consta  en  la  pieza  de 
segunda  Instancia  del  juicio  ordinario  de 
filiación  tantas  veces  mencionado,  no 
aparece  que  doña  María  Cuevas  Ruiz  ha- 
ya hecho  gestión  alguna  a  partir  de  la  no- 
tificación fecha  veintitrés  de  Octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis  asentada,  en 
la  misma  fecha,  en  los  Libros  de  aquel  Tri- 
bunal, según  consta  la  razón  que  puso 
el  Receptor.  La  señora  Cuevas  Ruiz 
solicitó  que  se  tuvieran   como  probanzas 
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las  que  siguen:  una  certificación  ex- 
pedida por  el  Registrador  Civil  de  la 
Capital  de  Guatemala,  en  donde  consta 
que  el  veintiuno  de  Marzo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis,  en  virtud  de 
auto  dictado  por  el  Juez  Tercero  Departa- 
mental se  procedió  a  la  reposición  de  la 
partida  de  nacimiento  de  la  señorita  Ma- 
ría del  Pilar,  como  hija  fuera  de  matri- 
monio de  doña  María  Luisa  Cuevas  Ruiz, 
quien  en  aquel  acto  manifestó:  que  el  na- 
cimiento de  su  mencionada  hija  tuvo  lu- 
gar a  los  diez  y  seis  días  del  mes  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  diez  y  nueve, 
a  las  cuatro  horas,  en  la  diez  y  ocho  calle 
oriente,  casa  sin  número,  y  con  asistencia 
de  doña  Isabel  Muñoz.  También  solicitó 
la  señora  Cuevas  Ruiz  que  sq  tuvieran  co- 
mo prueba  las  posiciones  que  articuló  a 
doña  Luz  Foncea  viuda  de  Murga,  señora 
Marta  Adriana  Murga  Foncea  de  Lanuza, 
don  Ramón  Murga  Foncea,  don  José  Artu- 
ro Murga  Casado  y  la  señorita  Rosa  Palen- 
cia  Murga.  La  señora  Cuevas  Ruiz  pidió 
que  las  personas  anteriormente  mencio- 
nadas absolvieran  ante  el  Juez  3o.  de  la. 
Instancia  Departamental  las  posiciones 
que  en  plica  cerrada  acompañó  a  su  me- 
morial fecha  tres  de  Abril  del  corriente 
año.  Estas  posiciones  fueron  articuladas 
con  el  objeto  de  establecer  los  hechos  si- 
guientes: a)  que  don  Ramón  Murga  de 
León  tuvo  relaciones  amorosas  con  doña 
Tomasa  Patencia,  madre  de  la  niña  Rosa 
Palencia  Murga;  b)  que  el  señor  Murga 
de  León  procreó  con  doña  Manuela  Bari- 
Ilas  a  la  niña  Manuela  Barillas  Murga, 
quien  se  casó  más  tarde  con  el  señor  Ri- 
vera; c)  que  el  señor  Murga  de  León  pro- 
creó con  doña  Mercedes  Casado  a  José  Ar- 
turo Murga  Casado;  d)  que  don  Ramón 
Murga  de  León  vivió  maridablemente  con 
doña  María  Cuevaá  Ruiz;  e)  algunos  inci- 
dentes enojosos  que  surgieron  a  consecuen- 
cia de  dichas  relaciones  amorosas;  f)  la 
acuación  que  presentó  doña  Luz  Foncea  v. 
de  Murga,  el  diez  y  siete  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  veinte,  ante  el  Juez  6o. 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala,  contra  la  señora  Cuevas  Ruiz 
por  los  delitos  de  lesiones,  agresión  y  ame- 
nazas condicionales;  y  g)  la  acusación  se- 
guida por1  el  señor  Murga  de  León  ante  el 
Juez  5o.  de  la.  Instancia  de  este  Depar- 
tamento (Guatemala)  por  el  delito  de  es- 
tafa contra  don  Manuel  Cuevas  Reynoso. 
Don  Arturo  Murga  Casado,  la  señorita  Ro 
sa  Murga  Palencia,  doña  Marta  Adriana 
Murga  Foncea  de  Lanuza  y  el  señor  Ra 
món  Murga  Foncea  concurrieron  a  absol- 


ver las  posiciones  mencionadas.  Por  auto 
fecha  diez  y  nueve  de  Mayo  del  corriente 
año,  el  Juez  3o.  Departamental,  declaró  a 
doña  Luz  Foncea  viuda  de  Murga  confe- 
sa del  contenido  de  las  treinta  preguntas 
de  que  se  compone  "el  interrogatorio  pre- 
sentado por  doña  María  Luisa  Cuevas  Ruiz 
el  tres  de  Abril  del  corriente  año.  Estai  re- 
solución fué  confirmada  por  la  Sala  ju- 
risdiccional, el  quince  de  Julio  retropró- 
ximo. 

El  Juez  Tercero  de  este  Departamento 
declaró  el  abandono  de  la  primera  Instan 
cia;  y  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones  con- 
firmó dicha  resolución,  el  veintisiete  de 
Julio  próximo  pasado.  El  mismo  Tribunal 
declaró  sin  lugar  los  recursos  de  aclara- 
ción y  ampliación  y  de  nulidad  que  suce- 
sivamente fueron  interpuestos. 

La  señora,  María  Luisa  Cuevas  Ruiz  con 
auxilio  del  Abogado  Héctor  Péñate  Her- 
nández interpuso  el  recurso  extraordina- 
rio de  casación  contra  los  autos  en  que  la 
Sala  Tercera  confirmó  el  abandono  decla- 
rado por  el  Juez  y  estimó  improcedente  la 
aclaración  y  ampliación  del  susodicho 
auto.  Manifiesta  la  referida  señora  que 
su  recurso  lo  interpone  por  infracción  subs- 
tancial del  procedimiento,  y  además,  por- 
que las  resoluciones  recurridas,  contienen 
violación,  aplicación  indebida  e  interpre- 
tación erróneii  de  la  ley;  y  que  cita  para 
apoyar  el  recurso  los  artículos  IV,  EX,  XIV, 
XV,  XXVni,  23  inciso  d),  84,  91  incisos 
2o.  y  5o,  170,  171,  235  inciso  5o.,  250  inciso 
lo.  y  236  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial;  36,  89  y  91  de  la  Constitución1  de 
la  República,  lo.,  6o.  7o.,  y  147  del  Decre- 
to Legislativo  No.  1932;  2425,  2426,  2428  y 
2430  del  Código  Civil  de  1877;  lo.  y  8o.  inci- 
so b)  del  Decreto  Legislativo  No.  1618;  27, 
29  inciso  c),  92,  93,  incisos  lo.  v  7o.,  135, 
140,  147,  148,  151,  y  153  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil;  17,  26  y  32 
del  Reglamento  Interior  de  las  Salas  de 
la  Corte  de  Apelaciones.  El  memorial  en 
que  se  interpuso  la  casación  fué  presen- 
tado a  la  Secretaría  de  estei  Supremo  Tri- 
bunal el  veintiuno  de  Agosto  del  corriente 
año;  y  en  escrito  que  fué  recibido  el  vein- 
ticuatro del  mismo  mes,  la  señora  Cuevas 
Ruiz  manifestó,  entre  otras  cosas,  que  el 
artículo  5o.  del  Decreto  Legislativo  número 
2009  había  sido  interpretado  de  una  ma- 
nera errónea;  y  que  el  procedimiento  fué 
quebrantado  por  los  motivos  que  siguen: 
lo.  porque  estando  pendiente  las  notifica- 
ciones que  correspondía  hacer  a  la  recu- 
rrente, a  la  señorita  Rosa  Palencia  Mur- 
ga, y  a  don  José  Arturo  Casado  Murga,  el 
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Juez  a-quo  otorgó  el  recurso  de  apelación 
que  el  señor  Murga  Foncea  interpuso  con- 
tra el  auto  en  que,  al  dar  trámite  a  la  de- 
manda, decretó  su  anotación  en  el  Regis- 
tro respectivo;  2o.  porque  al  Tribunal  de 
segunda  Instancia  correspondía  declarar  la 
improcedencia  del  recurso  indebidamente 
otorgado  y  ordenar  el  envío  de  los  ante- 
cedentes al  Juzgado  de  su  origen  a  efecto 
de  que  se  subsanara  la  omisión  cometida, 
sin  necesidad  de  gestión  de  parte;  3o.  por 
que  interpuesto  el  recurso  extraordinario 
de  casación,  la  ejecutoria  respectiva  no 
fué  notificada  en  la  Sala  Tercera  de  Ape- 
laciones, como  corresponde,  ni  se  cumplió 
con  lo  ordenado  en  la  misma,  enviando  los 
autos  al  Juzgado  de  su  origen;  y  4o.  por 
que  a  pesar  de  su  reiteradas  gestiones  a 
efecto  de  que  se  le  diera  intervención  al 
Ministerio  Público,  tales  gestiones  no  fue- 
ron resueltas. 

El  veintisiete  del  mismo  mes  de  Agos- 
(1937)  la  parte  recurrente  solicitó:  lo. 
que  en  la  tramitación  del  recurso  extra- 
ordinario de  casación  se  le  diera  interven- 
ción al  Representante  del  Ministerio  Pú- 
blico; y  2o,  que  en  consecuencia  se  le  no- 
tificara todas  y  cada  una  de  las  resolucio- 
nes dictadas  con  motivo  del  presente  re- 
curso, al  referido  representante. 

El  día  de  la  vista  presentaron  sus  ale- 
gatos doña  María  Luisa  Cuevas  Ruiz  y  el 
señor  Ramón  Murga  Foncea,  la  primera 
alegó,  entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  que 
de  hecho  quedó  suprimido  lo  relativo  a  hi- 
jas naturales  que  traía  el  proyecto  del  Có- 
digo Civil,  y  las  disposiciones  que  se  re- 
fieren a  ellos,  se  incluyeron  en  el  Título 
VI,  Capítulo  Primero  del  Nuevo  Código; 
que  el  derecho  de  su  mencionada  hija  en 
lo  referente  a  que  se  declare  su  filiación 
es  absoluto  y  no  puede  quedar  supeditado 
al  incidente  de  abandono  promovido  por 
uno  de  los  demandados:  lo.,  por  que,  a 
virtud  del  abandono,  se  extinguen  sola- 
mente aquellas  acciones  contra  las  cuales 
corre  la  prescripción,  y  la  que  ha  inicia- 
do está  terminantemente  exceptuada  de 
las  reglas  generales  que  rigen  con  respec- 
to al  abandono,  según  lo  prescribe  el  ar- 
tículo 5o.  del  Decreto  2010.  Y  es  induda- 
ble que  la  Sala  violó  el  artículo  IV  del  De- 
creto 1862;  2o.  por  que  las  leyes  que  am- 
paran el  derecho  de  los  hijos  para  pedir 
que  se  declare  su  filiación  son  de  orden 
público  y  de  interés  social.  Y  en  conse- 
cuencia es  evidente  que  fué  violado  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  XI  del  Decreto  1862; 
3o.  que  la  acción  entablada  es  imprescrip- 
tible, está  amparada  no  sólo  por  el  texto 


expreso  de  la  ley,  sino  por  su  espíritu,  la 
histoiria  fidedigna  de  su  institución,  la 
equidad  y  los  principios  generales  de  de- 
recho; 4o.  que  su  hija  María  del  Pilar  Cue- 
vas nació  estando  en  vigor  el  Código  Civil 
de  1877;  por  lo  que  de  acuerdo  con  los  ar- 
tículos 221  del  Cuerpo  legal  que  acaba  de 
citarse,  250  inciso  primero  del  Decreto 
1862  y  5o.  del  Decreto  2010,  lejos  de  per- 
der, conservó  el  derecho  que  en  forma  im- 
prescriptible le  reconocen  tales  leyes;  y 
5o.  por  que,  las  leyes  que  amparan  el  de- 
recho de  los  hijos,  con  respecto  a  su  filia- 
ción son  sustantivas,  y,  como  conse- 
cuencia, deben  aplicarse  preferentemente, 
a  las  adjetivas  o  de  simple  procedimiento 
que  se  refieren  al  abandono.  En  cuanto 
al  quebrantamiento  de  forma  repitió  los 
fundamentos  consignados  en  sus  anterio- 
res memoriales,  argumentando  en  pro  del 
recurso.  El  segundo  o  sea  el  señor  Mur- 
ga Foncea,  después  de  hacer  consideracio- 
nes acerca  de  la  improcedencia  del  recur- 
so por  ser  inaplicable  al  caso  sub-júdice 
varios  de  los  artículos  citados,  por  no  ha- 
ber sido  infringidos  otros  y  a  virtud  de  que 
todo  cuanto  él  ha  hecho  y  gestionado  en 
el  juicio  les  aprovecha  de  una  manera  di- 
recta a  sus  hermanos  que  han  intervenido 
en  la  controversia,  pues  con  el  abandono 
de  que  se  trata  éllos  resultan  favorecidos 
y  las  notificaciones  correspondientes  a  las 
resoluciones  dictadas  les  han  sido  hechas  y 
por  consiguiente  están  enterados  de  todo 
lo  actuado;  y  concluyó  su  alegato  mani- 
festando que  como  una  demostración  más 
de  que  los  otros  demandados  están  de 
acuerdo  y  conformes  con  todo  cuanto  se 
ha  hecho  en  su  beneficio,  así  como  de  que 
están  al  tanto  de  todo  lo  que  ha  sido  re- 
suelto en  el  juicio,  firmaban  con  él;  su 
señora  madre,  por  sí;  don  Mariano  Murga 
Lima,  como  apoderado  de  su  hermana  se- 
ñorita Rosa  Murga  Palencia;  don  José 
Arturo  Murga  Casado  por  sí;  y  el  com 
pareciente,  por  sí  y  como  apoderado  gene- 
ral de  su  señora  hermana,  Marta  Adriana 
Murga  Foncea  de  Lanuza. 

CONSIDERANDO: 

Que  carece  de  fundamento  la  causal  de 
casación  invocada  por  la  parte  recurren- 
te en  los  puntos  tercero,  cuarto,  quinto  y 
sexto  de  su  escrito  fecha  veintitrés  de  Agos- 
to retropróximo,  toda  vez  que  la  falta  de 
notificaciones  a  que  se  refieren,  incum- 
biría alegarla  a  sus  colitigantes;  y  en 
cuanto  a  las  notificaciones  que  a  aquella 
le  correspondieran,  debe  tenerse  en  cuen- 
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ta,  que  continuó  sus  gestiones  en  el  juicio 
dándose  por  sabedora  de  las  resoluciones 
respectivas. 

Que  el  hecho  de  que  no  se  haya  dado 
intervención  al  Representante  del  Minis- 
terio Público  en  la  controversia,  no  cons- 
tituye un  quebrantamiento  de  forma,  a 
virtud  de  que  dicho  motivo  no  está  com- 
prendido entre  los  cinco  casos  señalados 
por  el  artículo  507  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  5o.,  92,  93  incisos  pri- 
mero y  séptimo,  del  Decreto  Legislativo 
número  2009,  no  fueron  infringidos  el  pri- 
mero, por  que  no  se  encuentra  sub-júdice 
cuestión  alguna  relacionada  con  la  ju- 
risdicción preventiva,  a  que  se  refiere  la 
precitada  disposición  legal;  y  el  segundo 
y  tercero  por  las  razones  que  se  dejan  ya 
expresadas  al  hablar  del  quebrantamiento 
de  forma. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  sentenciador  ha  hecho 
correcta  aplicación  de  las  disposiciones  que 
contienen  los  artículos  147,  148  y  151,  del 
Cuerpo  de  leyes  que  acaba  de  citarse;  y 
IV  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial. En  efecto,  al  resolverse  acerca  de  la 
referida  articulación,  la  Sala  tuvo  en 
cuenta  que  la  materia  de  que  se  trata  es- 
tá regulada  poí  preceptos  especiales  y  que 
el  abandono  de  la  primera  Instancia  se 
consuma,  si  se  dejan  transcurrir  seis  me- 
ses sin  continuarla  a  contar  de  la  fecha  de 
la  última  diligencia  que  haya  sido  prac- 
ticada, sea  o  no  de  notificación;  que  en 
el  caso  de  examen,  según  consta  en  la  cer- 
tificación que  fué  agregada  al  juicio,  la 
diligencia  que  últimamente  aparece  prac- 
ticada es  la  del  veintitrés  de  Octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  por  medio 
de  la  cual  el  Receptor  de  de  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  esa 
misma  fecha  consignó  que  había  asenta- 
do en  los  Libros  respectivos  haber  queda- 
do notificadas  las  partes  de  la  resolución 
en  que  el  Tribunal  dispuso  que  con  la  co- 
rrespondiente certificación  fuera  devuelto 
el  juicio  al  Juzgado  de  su  procedencia  con 
el  objeto  de  llevar  a  cabo  la  ejecución  de 
lo  decidido  en  el  mencionado  asunto;  y 
-por  consiguiente  desde  la  fecha  que  se  de- 
ja ya  mencionada,  al  veintiséis  de  Abril 
próximo  pasado  en  que  se  promovió  el  in- 
cidente, había  ya  transcurrido  el  término 


señalado  por  la  ley  para  tener  por  aban- 
donada la  primera  Instancia.  Por  otra 
parte,  el  artículo  151  ya  citado,  estable- 
ce de  una  manera  categórica  que  el  aban- 
dono de  la  primera  instancia  puede  pe- 
dirse también  en  la  segunda,  cuando  los 
autos  se  encuentren  allí  por  apelación  que 
no  fuere  de  la  sentencia  y  hayan  trans- 
currido seis  meses  sin  gestionar  en  ella.  Y 
este  mismo  artículo  determina  el  proce- 
dimiento a  seguir  cuando  ocurra  lo  rela- 
cionado anteriormente,  procedimiento  que 
fué  seguido  por  los  juzgadores  que  han 
conocido  acerca  del  abandono  solicitado 
por  el  señor  Murga  Foncea.  Además,  si 
bien  es  verdad,  que  a  petición  de  la  señora 
Ruiz  fué  abierto  a  prueba  el  incidente  para 
establecer,  según  dijo  en  su  solicitud,  que 
no  había  corrido  el  término  respectivo,  para 
el  abandono,  también  lo  es,  que  dicha  se- 
ñora durante  los  diez  días  que  estuvo  abier- 
ta a  prueba  esa  articulación  no  rindió 
probanza  alguna  que  justificara  la  inte 
rrupción  del  referido  término,  pues  el  do- 
cumento expedido  por  el  Registrador  Civil 
de  Guatemala,  solo  contiene  copia  certifi- 
cada de  la  reposición  de  la  partida  de  na- 
cimiento de  la  menor  María  del  Pilar  Cue- 
vas; y  las  posiciones  presentadas,  tampoco 
establecen  aquel  extremo,  no  solamente 
por  que  son  independientes  de  la  men- 
cionada controversia,  sino  a  virtud  de  que 
los  hechos  que  contienen  son  completa- 
mente ajenos  al  punto  sub-judice. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  135  y  140  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  y  el  153 
del  mismo  Cuerpo  de  leyes,  carecen  de 
aplicación,  porque  el  primero  y  segundo 
están  comprendios  en  el  Capitulo  VI,  Ti- 
tulo in  del  Libro  Primero  del  Código  ci- 
tado, que  trata  del  desistimiento  expreso 
de  las  Instancias,  recursos,  excepciones  o 
incidentes,  y  el  tercero  por  referirse  a  la 
improcedencia  del  abandono  del  recurso 
extraordinario  de  casación  y  del  procedi- 
miento para  ejecutar  una  sentencia  fir- 
me, asuntos  que  son  completamente  aje- 
nos a  la  cuestión  debatida.  Que  tampoco 
tienen  relación  alguna  con  el  abandono  de 
la  Instacia  los  artículos  170,  171,  84,  91  in- 
ciso segundo,  235  inciso  quinto,  250  inciso 
primero  y  236  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  ni  el  artículo  147  incisos 
primero,  sexto  y  séptimo  del  Decreto  Le- 
gislativo número  1932;  en  virtud  de  que  el 
primero  y  segundo  de  los  susodichos  ar- 
tículos se  refieren  a  los  términos  judicia- 
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les,  y  en  el  presente  caso,  como  tantas  ve- 
ces se  ha  dicho,  el  punto  discutido  es  el 
abandono  de  la  primera  Instancia,  mate- 
ria que  está  tratada  especialmente  en  el 
Capítulo  VII,  Titulo  III  del  Libro  I  del 
Decreto  Legislativo  número  2009;  el  ter- 
cero establece  que  los  Tribunales  solo  po- 
drán ejercer  su  ministerio  en  asuntos  civi- 
le,  a  petición  de  parte,  de  oficio  en  los  ca- 
sos que  la  ley  determina,  y  cuando  ya  se 
haya  entablado  el  pleito  y  no  sea  indispen- 
sable para  su  pronta  terminación  la  soli- 
citud de  alguno  de  los  litigantes;  el  cuar- 
to, por  referirse  a  la  facultad  que  tienen 
los  Jueces  para  suplir  o  enmendar  las 
omisiones  o  defectos  relativos  a  las  formas 
del  juicio  en  que  puedan  incurrir  el  Juez 
o  las  partes;  el  quinto  que  establece  en  qué 
caso  las  sentencias  de  segundo  grado,  se 
reputan  fallos  ejecutoriados;  el  sexto,  que 
se  refiere  a  los  conflictos  que  puedan  sur- 
gir acerca  del  estado  civil  adquirido  de 
acuerdo  con  la  ley  vigente  a  la  fecha  de  su 
constitución  y  a  los  derechos  y  obligacio- 
nes anexos  a  el;  el  séptimo  define  lo  que 
debe  entenderse  por  ejecutoria;  y  el  octa- 
vo, que  carece  de  los  incisos  mencionados 
por  el  recurrente,  y  establece  el  derecho 
que  tienen  los  hijos  de  investigar  quienes 
son  sus  progenitores  usando  para  ello  de 
lo  medios  que  la  ley  determina,  y  en  los  ca- 
sos señalados  por  la  misma. 

CONSIDERANDO: 
Que  interpuesto  el  incidente  de  abando- 
no de  la  primera  Instancia  ante  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones  este 
Tribunal  de  acuerdo  con  lo  estatuido  por 
el  artículo  151  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil,  remitió  el  escrito  res- 
pectivo al  Juez  3o.  de  la.  Instancia  Depar- 
tamental, funcionario  que  dió  vista  en  in- 
cidente a  la  parte  contraria,  ésta  pidió  la 
recepción  a  prueba  del  artículo,  y  por  úl- 
timo el  referido  Juez  dictó  la  resolución 
que  fué  confirmada  por  la  Sala  jurisdic- 
cional; por  consiguiente  la  señorita  Cue- 
vas Ruíz  sí  fué  oída  en  el  asunto  que  se 
discute,  y  con  motivo  de  este  solamente  ha 
habido  dos  Instancias  y  el  Juez  que  ejerció 
jurisdicción  en  primera  Instancia  no  ha 
conocido  del  mismo  negocio  en  la  segun- 
da; y  en  ese  concepta  no  fueron  infringi- 
dos los  artículos  XXVIII  del  Decreto  Gu- 
bernativo 1862;  36,  89  y  91  de  la  Constitu- 
ción de  la  República. 

CONSIDERANDO: 
Que  el  Tribunal  de  segunda  Instancia  no 
ha  hecho  declaraciones  tendientes  a  con- 
tradecir lo  dispuesto  por  los  artículos  IX 


XIV  y  XV  del  Decreto  mencionado  ante- 
riormente. Y  en  cuanto  a  la  cita  de  los 
artículos  2425,  2426,  2428  y  2430  del  Códi- 
go Civil  de  1877,  es  improcedente,  por  que 
las  reglas  que  deben  aplicarse  en  los  ca- 
sos que  sea  necesario  interpretar  las  leyes, 
están  determinadas  en  los  Preceptos  Fun- 
damentales de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  lo.  y  8o.  inciso  b)  del 
Decreto  Legislativo  número  1618  no  fueron 
infringidos,  por  que  el  primero  establece 
cual  es  el  objeto  del  Ministerio  Público,  y 
la  obligación,  que  tiene  de  cumplir  con  los 
deberes  y  atribuciones,  que  en  casos  espe- 
ciales, le  encomiendan  las  leyes;  y  el  se- 
gundo, tampoco  se  quebrantó,  a  virtud  de 
que  la  disposición  que  contiene  se  refiere 
a  una  facultad  que  corresponde  ejercer  al 
Procurador  General  de  la  Nación,  la  cual 
aún  relacionándola  con  el  fondo  del  asun- 
to por  controvertirse  los  derechos  de  una 
menor  de  edad  tampoco  procedería  estimar 
que  ese  precepto  había  sido  violado,  pues  lo 
estatuido  por  el  inciso  ñ)  del  mismo  ar- 
ticulo 8o.,  hace  referencia  al  caso  de  que  el 
menor  no  tenga  representante  legal  en  el 
asunto  que  se  ventila,  lo  que  no  acontece 
en  el  caso  de  examen;  toda  vez  que  María 
del  Pilar  Cuevas  está  representada  en  el 
pleito  por  su  señora  madre  María  Luisa 
Cuevas  Ruíz. 

CONSIDERANDO': 

Que  es  improcedente  la  cita  de  los  ar- 
tículos 27  y  29  inciso  c)  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil;  17,  26  y 
32  del  Reglamento  interior  de  las  Salas  de 
la  Corte  de  Apelaciones;  y  23  inciso  d)  y 
91  inciso  5o.  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  por  que  las  disposiciones  de 
cada  uno  de  estos  artículos  tienen  un  ca- 
rácter puramente  reglamentario  y  por  con- 
siguiente contra  su  inobservancia  deben 
indudablemente  otros  recursos,  pero  en 
manera  alguna  el  extraordinario  de  casa- 
ción que  únicamente  procede  en  los  ca- 
sos que  determinan  los  artículos  506,  507  y 
508  del  Decreto  Legislativo  número  2009. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  es  dable  entrar  a  conocer  de  los 
artículos  221  del  Código  Civil  de  1877  y  5o. 
del  Decreto  Legislativo  número  2010,  por 
que  la  infracción  de  las  susodichas  dispo- 
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siciones  legales  fué  invocada  hasta  el  día 
en  que  se  verificó  la  vista  del  asunto,  con- 
traviniendo a  lo  estatuido  por  el  artículo 
512  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
521  y  524  del  Decreto  Legislativo  número 
2009  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  declara  improcedente  el  re- 
curso de  que  se  ha  hecho  miérito,  y  conde- 
na a  la  recurrente  al  pago  de  las  costas  del 
mismo  y  a  una  multa  de  veinticinco  quet- 
zales. En  caso  de  insolvencia  purgará 
veinticinco  días  de  prisión  simple  conmu- 
tables a  razón  de  un  quetzal  diario.  No- 
tiflquese,  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  procedencia  y  repóngase  el  papel  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  27 
del  Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario.  , 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  Francis- 
co Alvarado  erú  concepto  de  apoderado 
de  su  padre  José  Santiago  Alvarado  de 
León,  contra  Isaac  y  Norberto  Alvarado, 
Luz  Alonso  Alvarado  de  Bauen  Magda- 
lena Spínola  viuda  de  Aguilar  Fuentes. 

DOCTRINA:  Cuando  se  falta  notoriamen- 
te ai  la  verdad  sobre  una  condición  esen- 
cial que  debía  tener  el  representante  de 
una  de  las  partes  para  otorgar  un  con- 
trato, procede  la  declaratoria  de  false- 
dad e  ineficacia  de  éste. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

En  virtud  de  casación  y  con  sus  respecti- 
vos antecedentes  se  examina  la  sentencia 
que  con,  fecha  tres  de  Junio  del  año  pró- 
ximo pasado,  dictó  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  el  juicio  ordina- 
rio seguido  por  Francisco  Alvarado,  en 
concepto  de  apoderado  de  su  padre  José 
Santiago  Alvarado  de  León,  contra  Isaac 


y  Norberto  Alvarado,  Luz  Alonzo  Alvara- 
do de,  Bauer  y  Magdalena  Spinola  viuda 
de  Aguilar  Fuentes,  en  concepto  de  ma- 
dre de  los  menores  Lilia  y  Rafael  Aguilar 
Spínola;  herederos  del  Licenciado  Efraín 
Aguilar  Fuetes,  ex-registrador  de  la  Pro- 
piedad Inmueble. 

El  tres  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro,  Francisco  Alvarado,  en 
el  ^concepto  que  queda  dicho,  se  presentó 
ante  el  Juez  Primero  de  Primera  Instan- 
cia de  este  departamento  y  expuso:  que 
en  el  año  de  mil  novecientos  cuatro,  Isaac 
y  Norberto  Alvarado,  poseían  en  Pamaxán, 
jurisdicción  de  Chicacao,  dos  terrenos, 
uno  que  heredaron  de  su  padre  don  Me- 
lecio Alvarado,  inscrito  bajo  el  número 
dos  mil  diecinueve  (2019),  folio  ochenta 
y  dos  (82)  del  tomo  quince  (15)>  de  Solo- 
lá;  y  otro  que  heredaron  de  su  tío  Agus- 
tín Alvarado,  inscrito  bajo  los  números 
milciento  treinta  y  siete  (1137)  y  mil 
ciento  treinta  y  ocho  (1138),  folios  veinti- 
cinco y  veintiséis  (25  y  26)  del  tomo  no- 
veno (9o.)  de  Solóla.  Estas  fincas  esta- 
ban inscritas  pro-indiviso  a  nombre  de 
Inés,  J.  Santiago,  Isaac  y  Norberto  Alva- 
rado, corresponiendo  una  tercera  parte  a 
Inés,  otra  a  J.  Santiago  y  la  otra  tercera 
parte  a  Isaac  y  Norberto  Alvarado,  como 
herederos  todos  de  Agustín  Alvarado;  pe- 
ro de  hecho  los  comuneros  pusieron  fin  a 
la  comunidad,  dividiendo  las  fincas  en  tres 
partes  y  poseyendo  cada  quien  su  parcela. 
El  siete  de  abril  de  mil  novecietos  cuatro, 
Isaac  y  Norberto  Alvarado  otorgaron  en 
unión  de  J.  Santiago  Alvarado  una  escri- 
tura pública  autorizada  por  el  Notario  Pe- 
dro Santiago  Valdés,  en  la  que  hicieron 
constar:  a)  que  Isaac  y  Norberto  Alvara- 
do eran  dueños  de  dos  terrenos  en  Pama- 
xán de  los  que  uno  obtuvieron  por  heren- 
cia de  su  padre  Melecio  Alvarado  y  el  otro 
por  herencia  de  su  tío  Agustín  Alvarado; 
b)  que  de  dichos  terrenos  Isaac  y  Norber- 
to Alvarado  hicienron  formal  promesa  de 
venta  a  J.  Santiago  Alvarado,  por  el  pre- 
cio de  cuarenticinco  mil  pesos  billetes.  De 
éste  los  vendedores  recibieron  treinta  mil 
en  efectivo,  parte  en  un  crédito  y  por  el 
resto  el  comprador  se  obligó  a  pagarlo  en 
un  año  de  plazo;  c)  los  vendedores  dieron 
desde  ese  momento  posesión  de  los  terre- 
nos al  comprador  J.  Santiago  Alvarado; 
d)  la  escritura  de  traspaso  inscribible  en 
el  registro  se  obligaron  a  otorgarla  a  favor 
del  comprador  al  recibir  de  éste  el  pago 
de  la  parte  del  precio  que  quedó  adeudan- 
do. El  Notario  Valdés  que  autorizó  esa  es- 
critura omitió  consignar  los  números  de 
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inscripción  de  los  terrenos  en  el  Registro 
y  por  esa  razón  cuando  pagó  el  resto  del 
precio,  el  señor  Alvarado  y  exigió  judicial- 
mente la  escritura  de  traspaso  de  domi- 
nio, el  Notario  que  la  autorizó,  incurrió 
en  la  misma  omisión,  pues  si  bien  citó  los 
números  de  inscripción  de  uno  de  los  te- 
rrenos, omitió  los  de]  otro.  El  Notario  Max 
Sánchez  R.  fué  quien  en  Solóla  el  veinti- 
siete de  febrero  de  mil  novecientos  nueve, 
autorizó  la  escritura,  otorgada  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  ese  departamento 
en  rebeldía  de  Norberto  Alvarado,  por  un 
apoderado  de  Isaac  Alvarado  y  por  su  po- 
derdante don  J.  Santiago  Alvarado,  ha- 
ciendo constar:  a)  relación  de  la  escritura 
de  promesa  de  venta  de  dos  terrenos,  au- 
torizada en  Totonicapán  el  siete  de  Abril 
de  mil  novecientos  cuatro,  por  el  Notario 
Pedro  Santiago  Valdés  y  otorgada  por  Isaac 
y  Norberto  Alvarado  a  favor  de  J.  Santia- 
go Alvarado;  b)  relación  de  que  Norberto 
se  negó  a  otorgar  la  escritura  formal  de 
venta  de  ios  terrenos  y  de  que  se  le  de- 
mandó judicialmente  su  otorgamiento,  a 
lo  que  accedió  el  Juez  de  Primera,  Instan- 
cia de  Solóla,  después  de    haberse  llena- 
do los  requisitos   legales;  c)  cumpliendo 
los  términos  de  la  escritura  de  promesa  de 
venta,  el   Juez  de  Solóla,  en    rebeldía  de 
Norberto  Alvarado  y  Felipe  Quintana  en 
representación  de  Isaac  Alvarado  vende  a 
J.  Santiago  Alvarado  los  dos  terrenos  por 
el  precio  de  cuarenticinco  mil  pesos  que 
los  vendedores  recibieron;  d)  J.  Santiago 
Alvarado  acepta  el  contrato.    En  la  con- 
clusión de  la  respectiva  escritura  apare- 
ce que  el  notario  al  dar  fé  de  tener  a  la 
vista  uno  de  los  títulos  de  propiedad  de 
los  vendedores,  citó  el  número  dos  mil  die- 
cinueve (2019),  folo  ochentidós  (82),  li- 
bro quince  (15)  de  Solóla,  que  es  la  ins- 
cripción que  corresponde  al    terreno  lla- 
mado "La  Autora";    pero  no  citó  los  del 
otro  terreno  o  sean  los  números  mil  cien- 
to treinta  y  siete  (1137)  y  mil  ciento  trein- 
ta y  ocho  (1138),  folios  veinticinco  y  vein- 
tiséis (25  y  26),  del  toma  noveno  (9o.)  de 
Solóla.  Isaac  y  Norberto  Alvarado,  sabien- 
do que  habían  vendido  los  dos  terrenos  de- 
jaron al  comprador  en  posesión  pacífica 
y  pública  de  esas  tierras  desde  mil  nove- 
cientos cuatro  en  que  se  las  entregaron. 
J.  Santiago  Alvarado,  su  poderdante~tam- 
poco  reparó  en  el  error  en  que  incurrie- 
ron los  notarios  y  confiado  en  sus  títulos 
y  con  la  conciencia  de  que  había  com- 
prado los  dos  terrenos  se  dedicó  al  traba- 
jo.  Desde  mil  novecientos  cuatro  hasta 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro  o  sea  du- 


rante treinta  años  consecutivos  ha  poseí- 
do las  tierras  que  compró  a  Isaac  y  Nor- 
berto Alvarado,  sin  pensar  que  sus  títulos 
adolecían  de  defectos.  Por  eso  cuando  lle- 
gó a  oídos  de  su  poderdante  que  un  abo- 
gado se  jactaba  de  poder  arrebatarle  sus 
tierras  mediante  pleito  y  que  para  tal  fin 
ya  se  había  hecho  otorgar  poder  de  Isaac 
y  Norberto  Alvarado,  no  dió  importancia 
a  la  versión;  pero  más  tarde  cuando  su- 
po que  la  amenaza  estaba  para  cristalizar- 
se en  hechos,  hizo  examinar  sus  títulos. 
Despúes  del  examen  de  éstos,  se  estableció 
que  uno  de  lo  terrenos  comprados  a  Isaac 
y  Norberto  Alvarado  no  aparecía  inscrito 
a  nombre  del  comprador,  porque  en  la  es- 
critura de  promesa  de  venta  y  en  la  ven- 
ta se  omitieron  los  números  del  registro  de 
ese  terreno.    Entonces  su    poderdante  le 
dió  órdenes  de  procurar  de   Isaac  y  Nor- 
berto la  aclaración  de  este  asunto.  Hizo 
las  gestiones  pertinentes  y  como  resulta- 
do de  ellas  Isaac    Alvarado  otorgó  la  es- 
critura de  siete  de  Junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro,  ante  los    oficios  del 
notario  Eduardo  Rivera,  en  la  que  ratifi- 
caba la  venta  que  en  unión  de  su  herma- 
no Norberto  hiciera  su  poderdante  del  te- 
rreno que  heredaron  de  Melecio  y  del  que 
heredaron  de  su  tío  Agustín  y  aclaró  que 
el  que  adquirieron  de  este  último  y  vendie- 
ron a  Santiago  es  el  que  aparece  inscrito 
bajo  los  números  mil  ciento  treinta  y  sie- 
te   (1137)  y   mil  ciento   treinta  y  ocho 
(1138),  folios  veinticinco  y  veintiséis  (25 
y  26)  del  libro  noveno    (9o.)  de  Solóla; 
terreno  que  dijo  debería  inscribirse  a  nom- 
bre de  J.  Santiago  Alvarado  por  haberlo 
vendido  desde  mil  novecientos  cuatro.  El 
testimonio  de  la  escritura    autorizada  el 
siete  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro  por  el  notario  Rivera,    fué  pre- 
sentado al  segutndo  registro  de  Inmuebles 
para  su  inscripción,    con  fecha   once  del 
mismo  Junio.    El    Registrador   recibió  el 
título  y  lo  anotó  en  el  asiento  número  dos 
cientos  siete  (207),    folo  doscientos  cua- 
renta y  seis  (246),  del  tomo  veinticuatro 
(24)  del  diario,   suspendiendo  la  inscrip- 
ción definitiva  porque  no  se  acompañaron 
las  escrituras  principales  o  sean  las  refe- 
ridas en  la  que  autorizó  el  notario  Rivera. 
Los  libros  del  registro  de    Inmuebles  del 
departamento  de   Solóla  pasaron  al  Re- 
gistro de  esta   capital;  y  en  esta  oficina 
fué  nuevamente   prese-    •'la  el   veinte  de 
Agosto  (1934)  la  escrit- 1,  autorizada  por 
el  Licenciado  Rivera,   también  Norberto 
Alvarado  otorgó  escritura  pública    el  pri- 
mero de  septiembre    de  mil  novecientos 
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treinta  y  cuatro  ante  el  Notario  Víctor  Mi- 
jangos,  ratificando  la  venta  de  los  dos  te- 
rrenos que  hiciera  su  poderdante  desde 
mil  novecientos  cuatro  y  aclarando  que 
uno  de  éstos  es  el  que  aparece  inscrito 
■con  los  números  mil  ciento  treinta  y  sie- 
te (1137)  y  mil  ciento  treinta  y  ocho 
(1138),  folios  veinticinco  y  veintiséis  (25 
y  26)  del  libro  noveno  (9o.)  de  Solóla. 
Nada  se  oponía  a  que  el  Registrador  de 
esta  ciudad  inscribiera  las  escrituras  au- 
torizadas por  los  notarios  Rivera  y  Mijan- 
gos,  puesto  que  tales  títulos  no  adolecen 
de  defecto  alguno.  Sin  embargo  como  pa- 
saran los  días  sin  que  los  títulos  fueran 
devueltos  debidamente  inscritos,  la  perso- 
na que  los  presentó  al  Registro,  reclamó 
su  devolución  y  no  fué  sino  hasta  pocos 
días  después  del  fallecimiento  del  ex-Re- 
gistrador  Licenciado  Efraín  Aguilar  Fuen- 
tes que  los  devolvieron,  pero  sin  inscri- 
birlos y  sin  asentar  en  ellos  la  causa  a 
que  pudo  obedecer  la  falta  de  su  inscrip- 
ción. Al  inquirir  los  motivos  de  esa  falta 
encontró  que  el  Registrador  Licenciado 
Efraín  Aguilar  Fuentes,  quién  sabe  por 
qué  causa  dió  ilegal  preferencia  a  otra  es- 
critura de  venta  de  los  mismos  terrenos, 
autorizada  por  el  Notario  don  Domingo  de 
León  y  presentada  al  Registro  de  esa  ca- 
pital con  posterioridad  a  la  presentación 
de  los  títulos  de  su  poderdante.  En  el  mis- 
mo Registro  pudo  establecer:  a)  que  el 
Licenciado  don  Domingo  de  León  el  once 
de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro autorizó  una  escritura  en  la  que  com- 
parecen sus  empleados  Laureano  V.  Juá- 
rez y  Rafael  Estrada  Guiles,  éste  como 
apoderado  de  Luz  Alonso  de  Bauer  y  el 
otro  como  representante  de  Isaac  y  Nor- 
berto  Alvarado  Enríquez,  exponiendo  que 
éstos  heredaron  de  su  padre  Melecio  Al- 
varado  derechos  sobre  las  fincas  números 
mil  ciento  treinta  y  siete  (1137)  y  mil 
ciento  treinta  y  ocho  (1138),  folios  veinti- 
cinco y  veintiséis  (25  y  26)  der  tomo  no- 
veno (9o.)  de  Sololá;  y  que  los  vendían 
a  Luz  Alonso  de  Bauer  por  el  precio  de 
trescientos  quetzales,  venta  que  aceptó 
para  la  expresada  señora  su  apoderado 
señor  Estrada  Guiles;  b)  que  la  referida 
escritura  fué  presentada  al  Registro  el 
cinco  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro  y  rechazada  por  no  constar  el 
consentimiento  de  los  comuneros  de  las 
fincas  vendidas;  .  p¡)  la  misma  escritura 
fué  vuelta  a  p  .  -.  itar  al  Registro  el  cin- 
co de  septiembre  *e  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  a  las  quince  horas  y  treinta 
minutos  y  no  obstante  que  ese  día  y  hora 


se  encontraban  en  el  Registro  pendientes 
de  inscripción  los  títulos  de  su  poderdan- 
te, el  Registrador  inscribió  a  nombre  de 
Luz  Alonso  Alvarado  de  Bauer  los  dere- 
chos que  en  las  fincas  mencionadas  te- 
nían los  Alvarado  y  que  habían  vendido)  a 
su  poderdante  conforme  escrituras  que  se 
encontraban  en  el  propio  Registro.  De  lo 
anterior  aparece:  lo.  los  derechos  que  so- 
bre las  fincas  mencionadas  tenían  Isaac 
y  Norberto  Alvarado  los  vendieron  éstos  a 
J.  Santiago  Alvarado  desde  mil  novecien- 
tos cuatro,  venta  que  ratificaron  por  es- 
critura de  siete  de  Junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro  ante  el  notario  Eduar- 
do Rivera;  y  de  primero  de  septiembre 
del  mismo  año  ante  el  notario  Víctor  Mi- 
jangos  para  que  tales  fincas  fueran  inscri- 
tas a  nombre  del  señor  Alvarado;  2o.  Isaac 
y  Norberto  Alvarado  vendieron  por  se- 
gunda vez  a  diferente  persona,  Luz  Alonso 
de  Bauer,  sus  derechos  sobre  las  mismas 
fincas,  según  escritura  de  once  de  Junio 
de  mil  noveciento  treinta  y  cuatro  autori- 
zada por  el  Notario  Domingo  de  León. 
Que  la  ley  dispone:  "Si  el  contrato  de 
compra-venta  fuere  de  bienes  raíces,  debe 
observarse  lo  dispuesto  cr  el  artículo  1402, 
no  produciendo  efecto  respecic  de  terce- 
ro, sino  desde  la  fecha  de  presentación 
de  la  escritura  en  el  Registro  para  su  ins- 
cripción. En  consecuencia  vendido  el  mismo 
inmueble  a  dos  o  más  personas,  la  prefe- 
rencia se  determinará  por  la  presentación 
en  el  Registro  del  título  respectivo".  Con 
el  testimonio  de  los  señores  Licenciado 
don  Francisco  Villagrán  y  don  Federico 
Rolz  Bennett,  que  declararán  en  el  curso  de 
la  litis,  y  con  certificaciones  extendidas 
por  el  Registro  acredita  que  la  escritura 
autorizada  por  el  Notario  Eduardo  Rivera 
fué  presentada  al  Registro"  de  esta  capi- 
tal el  veinte  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro  y  que  la  escritura  auto- 
rizada por  el  Notario  Víctor  Mijangos  fué 
presentada  al  mismo  Registro  el  cinco  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro  a  las  catorce  horas  y  diez  y  siete 
minutos;  con  certificación  del  Registro  es- 
tablece que  la  escritura  autorizada  por  el 
notario  Domingo  de  León  fué  presentada 
al  Registro  el  cinco  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  pero  a  las 
quince  horas  y  treinta  minutos.  El  regis- 
trador debió  inscribir  las  otorgadas  a  fa- 
vor de  su  poderdante  autorizadas  por  los 
notarios  Rivera  y  Mijangos,  porque  la  an- 
terioridad en  la  entrega  de  esos  títulos  al 
Registro,  determina  la  preferencia  de  su 
inscripción.    "Entre  dos  o  más  inscrip- 
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ciones  de  una  misma  fecha  y  relativas  a 
la  misma  finca  o  derecho,  determinará 
la  preferencia  la  anterioridad  en  la  hora 
de  la  entrega' del    título  en  el  Registro", 
esto  dice  el  artículo  1117  Código  Civil.  De 
consiguiente  el  Registrador  debió  haber 
inscrito  las  escrituras  autorizadas  por  los 
notarios  Rivera  y  Mijangos  las  que  le  fue- 
ron presentadas  con    anterioridad;  pero 
como  lo  que  hizo  fué  inscribir  la  escritu- 
ra autorizada  por  el    notario  de    León  y 
otorgada  por  don  Rafael   Estrada  Guiles 
y  don  Laureano  V.  Juárez,  en  el  concepto 
antes  indicado,  esas  inscripciones  son  nu- 
las y  no  pueden  perjudicar  al  que  fué  pri- 
mero en  tiempo  y  derecho.   El  proceder 
del  Registrador  contrario  a  la  ley  le  hizo 
responsable  al  pago  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  ha  irrogado  a  su  poderdante,  ne- 
gándole la  inscripción  de  sus  títulos,  por 
que  el  empleado  o  funcionario  público  es 
responsable   conforme   a   las   leyes  por 
las    infracciones    en    que    incurra  en 
el  desempeño  de   su  cargo;  y  la  obliga- 
ción del  Licenciado  Aguilar  Fuentes  de  in- 
demnizar los  daños  que  causó  pasa  a  sus 
herederos.  No  sólo  son  njil  ¿iS  las  inscrip- 
ciones hechas  a  favor  de  Luz  Alonso  de 
Bauer,  sino 'que  es  nulo  también  el  contra- 
to de-  Venta  que  contiene  la  escritura  au- 
torizada por  el  notario  de  León,  porque 
los  derechos  que   fueron  materia    de  ese 
contrato  ya  no  eran  de  la  pertenencia  de 
los  vendedores  sino  de  don  J.  Santiago  Al- 
varado  a  quien  se  los  vendieron  desde  mil 
novecientos  cuatro.    Isaac  y  Norberto  Al- 
varado,  pues,  dispusieron  de  cosa  que  no 
era  suya  sino  ajena  y  la  ley  claramente 
establece  que  no  hay  compra  de  lo  propio 
ni  venta  de  lo  ajeno.   Además  de  ser  nu- 
la la  segunda  venta  de  las  fincas  expresa- 
das y  de  ser  ñula  también  la  inscripción 
de  las  mismas  en  el  Registro,  los  vendero- 
res  incurrieron  en  responsabilidades  del 
orden  criminal,  por  estafa;  ni  los  vendedo- 
res, ni  su  apoderado  Laureano  V.  Juárez, 
ni  su  abogado  Domingo  de  León,  ignora- 
ban la  primera  venta  de  dichas  fincas  y 
y  los  riesgos  que  corrían  al  venderlas  por 
segunda  vez  a  diferente  persona.   En  con- 
secuencia, deberá    certificarse  lo  condu- 
cente para  deducir  las  responsabilidades 
criminales  de  Isaac  y  Norberto  Alvarado 
y  de  sus  cómplices.    Por  lo  expuesto  de- 
manda de  Isaac  y  Norberto  Alvarado  En- 
ríquez,  Luz  Alonso  Alvarado  de  Bauer  y 
de  los  menores  Rafael  y  Lilia  Aguilar,  en 
su  carácter  de  herederos  del  Licenciado 
don  Efraín  Aguilar  Fuentes,  que  se  decla- 
re: lo.,  que  son  nulas  las  cuartas  inscrip- 


ciones de  dominio  de  las  fincas  números 
mil  ciento   treinta  y  siete    (1137)  y  mil 
ciento  treinta,  y  ocho  (1138).  folios  vein- 
ticinco y  veintiséis  (25  y  26)  del  libro  no- 
veno (9o.)  de  Sololá,  hechas  por  el  Regis- 
trador de  esta   capital    Licenciado  don4 
Efraín  Aguilar    Fuentes  a  favor  de  Luz 
Alonso  Alvarado  de  Bauer,  en    virtud  de 
venta  que  le  otorgaran    Isaac  y  Norberto 
Alvarado  Enríquez,  conforme  a  la  escritu- 
ra de  once   de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro  autorizada  por  el  nota- 
rio Domingo  de  León;  2o.,  que  es  nulo  el 
contrato  de  compra-venta  de  los  derechos 
que  sobre  las  fincas  mencionadas,  otorgó 
el  señor  Laureano  V.  Juárez  como  apode- 
rado de  Isaac  y  Norberto  Alvarado  a  favor 
de  Luz  Alonso  Alvarado  de  Bauer  y  con- 
tenido en  la  escritura  mencionada  en  el 
punto  anterior;  3o.,  que  tiene  preferencia 
y  debe  ser  inscrita  en  el  Registro  la  venta 
que  Isaac  y  Norberto  Alvarado  otorgaron 
de  sus  derechos  sobre  las  fincas  mil  cien- 
to treitna   y  siete    (1137)  y   mil  ciento 
treinta  y  ocho  (1138)  citadas  antes,  a  fa- 
vor de  don  J.  Santiago  Alvarado,  conforme 
a  las  escrituras  de  siete  de    Abril   de  mil 
novecientos  cuatro,  veintisiete  de  febrero 
de  mil  novecientos  nueve,  siete  de  Junio 
de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro  y  pri- 
mero de  septiembre  del  mismo  año,  auto- 
rizadas por  los  notarios  Pedro  Santiago 
Valdés,  Max  Sánchez  R.,  Eduardo  Rivera 
y  Víctor  Mijangos,    respectivamente;  4o.. 
que  los   herederos    del   Licenciado  don 
Efrain    Aguilar  Fuentes,    deben  resarcir 
los  daños  que  éste  en  su  carácter  de  Re- 
gistrador causó  a  don  J.  Santiago  Alvara- 
do, omitiendo  la  inscripción  de  las  escri- 
turas de  siete  de  Junio  y  primero  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro, autorizadas  por  los    notarios  que  se 
acaban  de    mencionar  e  inscribiendo  en 
perjuicio  del  señor  Alvarado  la  escritura 
de  once  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro  que  autorizó  el    notario  Do- 
mingo de  León  y  que  fué    presentada  al 
Registro  después  de  la  presentación  de  los 
títulos  de  su    poderdante;  5o.,  que  debe 
certificarse  lo  conducente  para  remitirlo 
a  un  Juez  del  ramo  criminal  a  fin  de  de- 
ducir de  Isaac  y  Norberto  Alvarado  y  de 
sus  cómplices  las  responsabilidades  en  que 
han  incurrido  por  haber  vendido  dos  ve- 
ces la  misma  cosa  a  diferentes  personas; 
6o.,  que  las  costas  del  presente  litigio  son 
a  cargo  de  las  partes  demandadas.  Acom- 
pañó los  documentos  siguientes:    a)  Se- 
gundo testimonio  de  la  escritura  de  pro- 
mesa de  venta  otorgada  por  Isaac  y  Ñor- 
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berto  Alvarado  a  favor  de  Santiago  Alva- 
rado  el  siete  de  abril  de  mil  novecientos 
cuatro,  ante  el  notario  Pedro  Santiago 
Valdés;  b)  Primer  testimonio  de  la  escri- 
tura de  compra-venta  de  dos  lotes  de  te- 
rreno ubicados  en  jurisdicción  de  Chica- 
cao  lugar  de  Pamaxán  del  departamento 
de  Solóla,  conocido  uno  de  ellos  con  el 
nombre  de  "La  Aurora"  compuesto  de 
trescientas  cuerdas  con  los  linderos  expre- 
sados en  la  misma  escritura;  y  el  otro  lo- 
te se  compone  aproximadamente  de  ciento 
ochenta  cuerdas;  la  venta  fué  otorgada  el 
veintisiete  de  febrero  de  mil  novecientos 
nueve  a  favor  de  Santiago  Alvarado  en 
cumplimiento  de  la  promesa  de  venta,  c) 
Primer  testimonio  de  la  escritura  públi- 
ca en  que  se  aclara  la  venta  hecha  por 
Isaac  Alvarado  a  favor  de  Santiago  Alva- 
rdo  en  el  sentido  de  que  los  notarios  au- 
torizantes de  las  escrituras  respectivas 
omitieron  citar  los  números  de  inscripción 
en  el  Registro  siendo  que  al  terreno  que 
heredó  de  su  tío  Agustín  Alvarado  y  ven- 
dieron a  Santiago  Alvarado  le  correspon- 
de en  la  inscripción  los  números  mil  cien- 
to treinta  y  siete  (1137)  y  mil  ciento  trein- 
ta y  ocho  (1138),  folios  veinticinco  y  vein- 
tiséis (25  y  26),  libro  noveno  (9o.)  de  So- 
lolá;  d)  Primer  testimonio  de  la  escritura 
pública  de  aclaración  de  la  venta  hecha 
por  Norberto  Alvarado  en  el  mismo  senti- 
do que  la  anterior;  e)  certificación  exten- 
dida por  el  Registrador  General  de  la  Re- 
pública del  asiento  número  novecientos 
cincuenta  y  ocho  (958),  folio  trescientos 
cuarenta  y  siete  (347)  del  diario  trescien- 
tos setenta  y  uno  (371)  de  Guatemala.  En 
el  que  consta:  que  el  veinte  de  Agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro  a  las 
diez  y  seis  y  treinta  y  ocho,  fué  entregada 
la  escritura  autorizada  en  esta  ciudad  el 
siete  de  Junio  del  citado  año  por  el  nota- 
rio Eduardo  Rivera,  en  la  que  se  hace  una 
aclaración  en  el  sentido  de  que  las  fincas 
que  Isaac  y  Norberto  Alvarado  heredaron 
de  su  tío  Agustín  Alvarado  y  vendieron  a 
J.  Santiago  Alvarado  están  inscritas  bajo 
los  números  mil  ciento  treinta  y  siete 
(1137)  y  mil  ciento  treinta  y  ocho  (1138), 
folios  veinticinco  y  veintiséis  (25  y  26)  del 
libro  noveno  (9o.)  de  Solóla,  cuyas  fincas 
deben  inscribirse  a  nombre  del  referido 
J.  Santiago  Alvarado,  quien  es  el  exclusivo 
dueño  según  escritura  que  autorizó  el  no- 
tario Max  Sánches  R.  el  veintisiete  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  nueve.  Consta 
también  en  esa  certificación  que  en  el  li- 
bro veinticinco  (25)  de  documentos  archi- 
vados correspondientes  al  año  menciona- 


do, aparece  el  número  ciento  cincuenta  y 
nueve  (159)  que  correspondió  a  la  copia 
de  la  escritura  autorizada  por  el  notario 
Rivera;  f)  certificación  extendida  por  el 
Registrador  General  de  la  República  del 
asiento  número  doscientos  nueve  (209). 
folio  doscientos  cuarenta  y  nueve  (249) 
del  tomo  veinticuatro  (24)  diario  de  So- 
lolá,  en  el  que  consta:  que  el  cinco  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro  a  las  catorce  y  diez  y  ocho,  fueron 
presentados  dos  documentos  números 
ciento  treinta,  y  seis  (136)  y  ciento  trein- 
ta y  siete  (137)  del  libro  de  entregas,  sin 
copias  pues  la  primera  aparace  anotada  al 
asiento  número  novecientos  cincuenta  y 
seis  (956),  folio  trescientos  cuarenta  y 
siete  (347),  tomo  trescientos  setenta  y 
uno  (371);  y  la  segunda,  que  es  una  es- 
critura autorizada  en  esta  ciudad  el  pri- 
mero del  mes  citado  por  el  Notario  Víc- 
tor M.  Mijangos  y  en  la  que  consta  que 
Norberto  Alvarado  Enríquez  confirma  la 
escritura  del  asiento  antes  citado  en  la 
que  aparece  que  él  y  su  hermano  Isaac 
vendieron  a  Santiago  Alvarado  una  finca 
inscrita  a  los  números  1137  y  1138,  folios 
25  y  26  del  libro  9  de  Solóla;  por  medio  de 
esta  escritura  amplía  las  mencionadas  es- 
crituras del  asiento  antes  mencionado  que 
debe  inscribirse  a  favor  de  J.  Santiago  Al- 
varado  las  referidas  fincas.  La  operación 
se  suspendió  porque  la  segunda  escritura 
no  fué  acompañada  de  la  copia  respectiva. 
En  la  misma  certificación  aparece:  que  en 
el  libro  número  25  de  documentos  archi- 
vados correspondiente  al  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cuatro  aparece  el  nú- 
mero 159  de  la  escritura  presentada  por  el 
notario  Rivera  antes  mencionada;  g)  cer- 
tificación extendida  por  el  mismo  funcio- 
nario del  asiento  número  467,  folio  251,  to- 
mo 372  Diario  de  Guatemala  en  el  que 
aparece  que  el  cinco  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro  a  las  quince 
y  treinta  fué  entregado  el  documento  que 
en  el  libro  de  entregas  lleva  el  número 
ciento  cincuenta  y  tres,  que  se  detalla  en 
el  asiento  número  267,  folio  158,  tomo  369, 
procediéndose  a  la  operación.  En  este 
asiento  consta :  que  el  cinco  dé  Julio  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro  a  las  ca- 
torce y  treinta  y  ocho  presentó  el  Licen- 
ciado Domingo  de  León  el  documento  que 
lleva  el  número  402  del  Libro  de  entregas, 
cuyo  duplicado  queda  archivado  con  el 
número  ciento  dos  del  libro  veinte  de  do- 
cumentos, consistente  en  una  escritora 
autorizada  por  él  en  esta  ciudad  en  la  $ue 
consta:  que   Isaac  y   Norberto  Alvarado 
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Enríquez,  representados  por  su  apoderado 
Laureano  V.  Juárez,  por  trescientos  quet- 
zales, venden  a  Luz  Alonso  de  Bauer,  los 
derechos  que  tienen  en  las  fincas  números 
1138  y  1137  citados.  La  operación  no  se 
hizo  por  faltar  el  consentimiento  de  los 
condueños.  En  la  misma  certificación 
aparece  que  en  el  libro  veinte  de  docu- 
mentos archivados  correspondientes  al 
año  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
está  el  número  102  referido  anteriormen- 
te; h)  certificación  extendida  por  el  Re- 
gistrador General  de  la  República  de  to- 
das las  inscripciones  de  dominio  de  las 
fincas  números  1137  y  1138,  folios  25  y  26 
del  libro  nueve  (9)  de  Sololá. 

El  diez  y  ocho  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cuatro,  el  señor  Alva- 
rado  amplió  su  demanda,  con  el  fin  de  ob- 
tener las  declaraciones  siguientes:  lo., 
que  es  falsa  la  escritura  autorizada  el  once 
de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro por  el  notario  Domingo  de  León  y  otor- 
gada por  el  señor  Laureano  V.  Juárez  di- 
ciendo actuar  con  poder  bastante  de  Isaac 
y  Norberto  Alvarado;  y  por  Rafael  Estra- 
da Guiles  con  poder  de  Luz  Alonso  de 
Bauer  y  2o.,  que  es  inexistente  el  contra- 
to de  compra-venta  de  las  fincas  números 
1137  y  1138  antes  citadas,  contenido  en  !a 
escritura  de  once  de  junio  mencionada  en 
el  punto*  anterior.  Expone  los  hechos  así: 
que  consta  en  la  escritura  de  once  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
que  ante  el  notario  Domingo  de  León 
comparecieron  sus  empleados  Laureano  V. 
Juárez  Gramajo  y  Rafael  Estrada  Guiles, 
el  primero  diciéndose  apoderado  de  Isaac 
y  Norberto  Alvarado  y  el  segundo  actuan- 
do en  representación  de  doña  Luz  Alonso 
de  Bauer.  En  ese  concepto,  Juárez  dijo, 
que  Isaac  y  Norberto  Alvarado  eran  due- 
ños por  terceras  partes  de  las  fincas  1137 
y  1138  citadas  y  que  "llenados  los  requi- 
sitos del  mandato  viene  por  el  presente 
instrumento  a  vender  las  acciones  que  en 
estas  fincas  corresponden  a  sus  poderdantes 
don  Isaac  y  don  Norberto  Alvarado  Enrí- 
quez y  por  el  precio  de  trescientos  quet- 
zales o  sean  ciento  cincuenta  de  cada  pro- 
pietario, a  doña  Luz  Alvarado  Alonso  de 
Bauer".  La  venta  la  aceptó  para  la  com- 
pradora Rafael  Estrada  Guiles.  El  nota- 
rio Domingo  de  León  que  autorizó  la  ante- 
rior escritura  dió  fé  de  tener  a  la  vista  y 
de  ser  suficientes  los  poderes  "que  tiene 
don  Laureano  V.  Juárez,  extendidos  en 
Puerto  Barrios  y  el  Quiché  el  treinta  de 
Abril  y  veintidós  de  mayo  de  este  año,  an- 
te los  notarios  don  Raúl  Alarcón  S.  y  don 


Juan  C.  Alvarado,  otorgados  respectiva- 
mente por  don  Isaac  y  don  Norberto  Al- 
varado  Enríquez".  La  fé  que  dió  el  notario 
respecto  a  la  suficiencia  de  los  poderes 
con  que  actuó  Juárez  no  es  cierta,  porque 
resulta  que  el  poder  conferido  por  Isaac 
Alvarado  a  Laureano  V.  Juárez  en  la  fe- 
ha   indicada  ante  el  Notario   Alarcón,  en 

su  parte  conducente  dice:  además  y 

con  previa  autorización  escrita  del  otor- 
gante, lo  faculta  para  que  pueda  vender 
o  ceder  sus  derechos  en  propiedades  rústi- 
cas o  urbanas  y  gravarlas  con  toda  clase 
de  contrata  de  obligación.  El  poder  no  es 
suficiente  para  que  el  apoderado  pueda 
vender  o  gravar  las  propiedades  indica- 
das; se  necesita  además  que  el  apoderado 
exhiba  autorización  escrita  del  poderdan- 
te porque  éste  en  la  escritura  de  mandato 
expresamente  lo  hizo  constar.  De  consi- 
guiente el  señor  Laureano  V.  Juárez  debió 
haber  exhibido  al  notario  de  León  y  éste 
debió  haber  transcrito  en  la  escritura  de 
venta  la  autorización  escrita  de  Isaac  Al- 
varado,  facultando  a  Juárez  para  vender 
sus  derechos  en  las  expresadas  fincas. 
Esa  autorización  escrita  que  constituiría 
el  verdadero  poder  para  vender,  no  la  ex- 
hibió Juárez  al  notario  de  León,  porque 
no  la  tenía  ni  la  tiene,  pues  ni  la  pidió  a 
su  poderdante  ni  éste  se  la  concedió.  En 
la  confesión  que  a  su  solicitud  hizo  Isaac 
Alvarado  expresó  no  haber  dado  a  Juárez 
autorización  para  vender  las  fincas  ex- 
presadas. De  lo  anterior  se  desprende  que 
el  señor  Juárez,  sin  poder,  vendió  las  fin- 
cas de  Isaac  Alvarado;  y  que  para  efectuar 
tal  venta  con  perjuicio  de  tercero  el  no- 
tario que  la  autorizó  dijo  bajo  su  fé  profe- 
sional, ser  suficiente  un  poder  que  no  exis- 
te porque  Juárez  carece  de  autorización 
escrita  de  Alvarado  para  vender.  La  su- 
posición fraudulenta  hecha  por  el  apode- 
rado que  vendió  y  por  el  notario  que  au- 
torizó la  escritura  de  venta,  diciendo  ser 
suficiente  el  poder  con  que  actuó  el  man- 
datario, entraña  la  falsedad  del  documen- 
to en  que  se  hizo  constar  esa  suposición 
porque  es  instrumento  falso,  el  que  con- 
tiene alguna  suposición  fraudulenta  en 
perjuicio  de  tercero  y  comete  falsedad  el 
notario  público  que  bajo  su  fé,  supone  la 
intervención  de  un  apoderado  con  poder 
suficiente  para  perjudicar  a  tercero.  Por 
ser  falsa  la  escritura  autorizada  por  el  no- 
tario de  León,  resulta  inexistente  el  con- 
trato que  se  supuso  en  la  misma,  por  fal- 
tar los  requisitos  esenciales  de  los  contra- 
tos. Acompañó  segundo  testimonio  de  la 
escritura  pública  de  mandato  que  Isaac 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


291 


Alvarado  Enríquez  otorgó  a  favor  del  se- 
ñor don  Laureano  V.  Juárez  el  treinta  de 
abril  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
ante  los  oficios  del  notario  Raúl  Alarcón 
S.  y  una  certificación  extendida  por  el  se- 
cretario del  Juzgado  Primero  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento  en  la  que 
están  transcritas  las  diligencias  de  posi- 
ciones que  el  señor  Isaac  Alvarado  absol- 
vió a  solicitud  del  apoderado  do  don  San- 
tiago Alvarado. 

Isaac  Alvarado  Enríquez  contestó,  di- 
ciendo qua  no  se  oponía  a  los  términos  de 
la  demanda,  Norberto  Alvarado  también 
se  expresó  en  la  misma  forma.  Por  parte 
de  Luz  Alonso  Alvarado  de  Bauer  se  tuvo 
por  contestada  negativamente  la  deman- 
da. Magdalena  Spínola  viuda  de  Aguilar 
Fuentes,  madre  de  los  menores  Lilia  y  Ra- 
fael Aguilar  Spínola,  negó  la  demanda  en 
la  parte  que  a  éstos  concierne  y  dijo:  que 
entre  los  documentos  presentados  por  el 
señor  Alvarado  está  la  certificación  del 
asiento  número  doscientos  nueve  (209) 
del  tomo  veinticuatro  (24)  del  diario  de 
Sololá,  que  expresa  la  razón  por  lá  que  no 
operó  el  ex-Registrador  con  las  escrituras 
de  los  notarios  Rivera  y  Mijangos;  no  exis- 
te ningún  hecho  incorrecto  o  ilegal  del 
que  pudiera  desprenderse  la  acción  de  da- 
ños y  perjuicios  que  se  ha  intentado,  pues- 
to que  su  esposo  fué  suspendido  de  hecho 
en  sus  funciones  el  once  de  septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro  y  tales 
documentos  fueron  presentados  al  Regis- 
tro el  cinco  de  dicho  mes.  Se  mandó  a 
oír  en  el  juicio  al  notario  don  Domingo  de 
León  y  al  señor  Laureano  V.  Juárez,  el 
trece  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  cinco,  y  fueron  notificados  de  la  provi- 
dencia respectiva  el  veintiuno  de  marzo  y 
el  tres  de  abril  del  citado  año.  El  cuatro 
de  mayo  se  dió  intervención  en  el  juicio 
al  notario  de  León;  y  Laureano  V.  Juárez 
no  contestó  la  audiencia. 

Por  auto  de  doce  de  marzo  del  citado 
año,  fué  unificada  la  personería  de  los  de- 
mandados Isaac  y  Norberto  Alvarado  En- 
ríquez, Luz  Alonso  Alvarado  de  Bauer  y 
herederos  del  Licenciado  don  Efraín  Agui- 
lar Puentes  en  la  señora  Magdalena 
Spínola  viuda  de  Aguilar  Fuentes.  Por 
parte  de  Santiago  Alvarado  se  tuvo 
como  prueba  el  segundo  testimonio 
de  la  escritura  pública  autorizada  por 
el  notario  de  León  el  once  de  Junio  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  sobre 
compra-venta  de  la  acción  en  las  fincas 
mil  ciento  treinta  y  siete  (1137)  y  mil 
ciento  treinta  y  ocho  (1138)  de  que  se  ha 


hecho  relación;  y  también  los  documentos 
acompañados  con  la  demanda.  En  vertud 
de  auto  para  mejor  fallar,  se  obtuvo  se- 
gundo testimonio  del  poder  especial  otor- 
gado por  Norberto  Alvarado  Enríquez  a 
favor  de  Laureano  V.  Juárez,  en  el  que 
consta  que  éste  para  usar  de  la  facultad 
de  vender  o  ceder  sus  derechos  en  propie- 
dades rústicas  o  urbanas  y  gravarlas  ne- 
cesita autorización  escrita  de  aquél. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: lo.  que  es  nulo  el  contrato  contenido 
en  la  escritura  de  fecha  once  de  junio  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  autori- 
zada ante  los  oficios  del  notario  Domingo 
de  León;  2o.,  que  como  consecuencia  son 
nulas  y  deben  cancelarse  en  el  Registro 
las  cuartas  inscripciones  de  dominio  de  las 
fincas  números  mil  ciento  treinta  y  siete 
(1137)  y  mil  ciento  treinta  y  ocho  (1138). 
folios  veinticinco  y  veintiséis  (25  y  26)  del 
libro  noveno  (9o.)  de  Sololá,  hechas  por 
el  Registrador  de  esta  capital  a  favor  de 
doña  Luz  Alonso  Alvarado  de  Bauer,  en 
virtud  de  venta  que  le  otorgaron  Isaac  y 
Norberto  Alvarado  Anríquez,  conforme  a 
la  escritura  que  se  menciona  en  el  punto 
anterior;  3o.,  absueltos  los  demandados  de 
la  presente  demanda  en  cuanto  se  refie- 
re a  la  falsedad  demandada  de  la  propia 
escritura  de  que  se  ha  hecho  mérito  en  los 
dos  puntos  anteriores;  4o.,  absueltos  a  los 
menores  Aguilar  Espinóla  de  la  demanda  y 
5o.,  que  las  costas  son  a  carga  de  los  d.e- 
mandados.  La  aclaración  que  presentó  la 
señora  de  Aguilar  Fuentes  fué  resuelta  en 
el  sentido  de  que  la  condena  en  costas  no 
abarcaba  a  sus  menores  hijos. 

Tramitada  la  segunda  instancia,  la  Sala 
Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó 
sentencia  en  la  que  confirma  los  puntos 
primero  y  segundo  de  la  sentencia'  de  pri- 
mer grado  y  al  revocarla  en  las  partes  en 
que  se  absuelve  de  la  demanda  de  falsedad 
y  a  los  menores  Aguilar  Spínola,  declara: 
falsa  la  escritura  autorizada  por  el  notario 
Domingo  da  León  el  once  de  Junio  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro;  y  condena 
los  hereredos  del  ex-Registrador  al  pago 
de  los  daños  demadados;  y  manda  testi- 
moniar lo  conducente  para  los  efectos  de 
la  acción  punible  de  que  sé  ha  hecho  mé- 
rito. La  aclaración  pedida  por  el  Licen- 
ciado Domingo  de  León  fué  declarada  sin 
lugar.  El 'Tribunal  sentenciador  estima 
que  con  los  documentos  presentados  por 
el  actor  están  probados  los  hechos  rela- 
cionados en  la  demanda  y  que  de  confor- 
midad con  la  ley  deben  ser  preferidos  pa- 
ra su  inscripción  en  el  Registro  de  la  Pro- 
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piedad  Inmueble  los  títulos  autorizados 
por  los  notarios  Rivera  y  Mijangos,  desde 
luego  que  fueron  presentados  con  antela- 
ción a  la  escritura  autorizada  por  el  no- 
tario Domingo  de  León  a  la  cual  se  le  dió 
una  preferencia  indebida;  máxime  que  re- 
sulta vendida  una  misma  propiedad  a  dob 
compradores  diferentes;  por  eso  se  impo- 
ne la  nulidad  de  la  inscripción  hecha  a 
favor  de  la  señora  Luz  Alonso  de  Bauer, 
pues  no  puede  perjudicarse  al  que  fué  pri- 
mero en  tiempo  y  derecho  en  el  Registro. 
Se  impone  asimismo  la  nulidad  del  con- 
trato de  compra-venta  de  los  derechos  que 
sobre  la  finca  inscrita  con  los  números 
mil  ciento  treinta  y  siete  (1137)  y  mil 
ciento  treinta  y  ocho  (1138)  otorgó  Lau- 
reano V.  Juárez  como  apoderado  de  los 
Alvarado  a  favor  de  la  señora  Alonso  de 
Bauer.  Tal  nulidad  está  aún  más  justi- 
ficada por  el  hecho  de  que  los  presuntos 
vendedores  no  autorizaron  de  una  manera 
especial  al  señor  Juárez  para  que  hiciera 
tal  venta  como  se  comprueba  en  las  es- 
crituras de  poder  con  que  accionó  dicho 
señor  y  en  las  confesiones  prestadas  pol- 
los señores  Alvarado,  en  las  que  afirman 
no  haber  dado  de  ningún  modo  la  autori- 
zación especial  que  se  necesitaba  para  la 
venta,  según  los  términos  del  mandato. 
Lo  anterior  pone  en  evidencia  la  acción 
dolosa  de  falsedad  en  la  escritura  autori- 
zada por  el  notario  de  León  en  la  fecha 
antes  mencionada.  En,  dicho  instrumento 
el  notario  dá  fé  de  haber  tenido  a  la  vis- 
ta los  poderes  suficientes  con  que  accio- 
naba el  señor  Juárez;  pero  es  el  caso  que 
éstos  no  tienen  esa  calidad,  pues  en  ellos 
se  hace  constar  de  una  manera  expresa 
que  para  poder  vender  a  nombre  de  los 
poderdantes  del  señor  Juárez  se  necesita- 
ba de  una  autorización  especial  de  los 
hermanos  Alvarado;  y  éstos  no  dieron  esa 
autorización,  porque  habían  vendido  de 
buena  fé  con  anterioridad  el  terreno  rela- 
cionado a  don  J.  Santiago  Alvarado;  luegc 
hay  suposición  fraudulenta  en  perjuicio 
de  tercero.  El  Registrador  de  la  Propie- 
dad Inmueble  contrajo  responsabilidad  al 
inscribir  un  título  que  había  sido  presen- 
tado después  de  otros  que  ya  obraban  en 
su  despacho;  y  como  aquél  ya  falleció  su 
responsabilidad  pasa  a  sus  herederos. 

El  Abogado  Domingo  de  León  interpuso 
recurso  de  casación  contra  esa  sentencia, 
por  estimar  que  fueron  violados  los  artí- 
culos 1410,  1411,  1412,  1413,  1414,  2184  y 
2196  Código  Civil  de  1877;  673,  674  Código 
de  Procedimientos  Civiles;  157,  163,  164  y 
165  Ley  de  Notarios  vigente  al  faccionar  la 


escritura.  También  Luz  Alonso  de  Bauer, 
con  auxilio  del  citado  profesional,  inter- 
puso el  mismo  recuro  por  violación  de  ley 
y  por  quebrantamiento  del  procedimiento. 
Cita  como  violadas  las  leyes  siguientes: 
artículos  1406  en  sus  cuatro  incisos,  1408, 
1410,  1411,  1412,  1413,  1414  y  1425  Código 
Civil  antiguo;  235  Decreto  272;  673  y  674 
Código  de  Procedimientos  Civiles;  157, 
163,  164  y  165  Ley  de  notarios  vigente  al 
faccionar  la  escritura.  El  quebrantamien- 
to de  forma  lo  hace  consistir  en  que  sien- 
do la  parte  principal  el  apoderado  Juárez 
y  único  que  tenía  que  defender  o  respon- 
der de  sus  actos,  estuvo  en  la  imposibili- 
dad de  hacerlo  por  no  habérsele  notifica- 
do los  incisos  del  artículo  93  Decreto  2009 
regún  el  inciso  3o.  del  artículo  507  del 
Decreto  últimamente  citado.  Se  señaló 
día  para  la  vista,  la  que  tuvo  lugar.  El 
señor  de  León  alega,  entre  otras  cosas, 
que  al  autorizar  la  escritura  de  autos  y 
cumpliendo  con  la  prescripción  del  artícu- 
lo 157  Código  de  Procedimientos  Civiles  o 
sea  el  artículo  39  del  Decreto  273,  que  man- 
da que  se  extiendan  los  contratos  confor- 
me las  instrucciones  de  los  otorgantes,  di- 
jo el  apoderado  que  por  convenir  a  los  in- 
tereses de  sus  poderdantes  y  llenados  los 
requisitos  del  mandato  vende  las  accio- 
nes que  figuran  en  la  escritura.  Como  no- 
tario tiene  la  obligación  de  atenerse  a  las 
instrucciones  verbales  que  1©  den  los  otor- 
gantes para  la  facción  de  las  escrituras. 
Las  obligaciones  de  los  apoderados  son  di- 
ferentes a  las  de  los  notarios.  Llenados  los 
requisitos  del  mandato,  dijo  el  apoderado, 
es  decir  que  indicó  que  tenía  la  autoriza- 
ción escrita  y  como  esa  instrucción  es  pu- 
ramente privada  para  el  apoderado,  es  co- 
sa que  sólo  incumbe  entender  a  él  y  su 
poderdante.  No  tuvo  a  la  vista  la  carta 
del  apoderado  porque  no  lo  obligaba  la  ley 
a  eso.  Que  como  en  la  escritura  no  se 
faltó  a  ninguna  de  las  prescripciones  lega- 
les tampoco  hay  nulidad.  Dicha  escritura 
será  nula  por  acto  diferente  al  de  la  autori- 
zación y  será  preferente  la  inscripción  a 
favor  de  Alvarado  por  su  presentación  an- 
terior al  Regitro  de  Inmuebles,  acto  ajeno 
también  a  su  actuación  como  notario.  Que 
el  dolo  lo  supone  la  Sala  pues  no  está  pro- 
bado. La  Sala  sostiene  que  no  tuvo  poder 
el  apoderado  de  los  Alvarado,  es  decir  que 
eí  el  recurrente  hubiera  dicho  que  tenía 
la  carta  de  los  poderdantes,  sí  hubieran 
tenido  apoderado,  es  decir  la  Sala  dá  valor 
a  una  carta  simple  sobre  una  escritura 
pública,  lo  que  es  contrario  a  la  ley. 
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CONSIDERANDO: 

Que  Laureano  V.  Juárez  fué  emplazado 
oportunamente  en  el  juicio  como  respon- 
sable de  la  obligación  discutida,  pero  co- 
mo no  contestó  la  audiencia  que  se  le  dió, 
el  procedimiento  siguió  sin  su  interven- 
ción; en  consecuencia  quedó  sujeto  a  lo  que 
se  resolviera,  por  disponerlo  así  expresa- 
mente la  ley  y  no  se  incurrió  en  quebran- 
tamiento del  procedimiento  al  no  haberle 
notificado  las  resoluciones  a  que  se  refiere 
el  artículo  93  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil.  Además  no  se  hizo 
al  respecto  reclamo  alguno  en  su  oportuni- 
dad. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  escritura  de  compra-venta  de 
los  derechos  cuestionados  el  notario  al  re- 
ferirse a  los  poderes  con  que  procedía  Lau- 
reano V.  Juárez  dá  fé  que  éstos  son  sufi- 
cientes para  ese  acto,  no  obstante  que  en 
ellos  consta  que  la  facultad  para  vender 
bienes  raíces  quedaba  sujeta  a  una  nueva 
autorización  escrita,  la  que  no  fué  dada 
pon  los  poderdantes  de  Juárez,  según  que- 
dó establecido  en  autos;  y  aunque  se  ale- 
ga que  éste  al  otorgar  la  escritura  de  ven- 
ta dijo  que  estaban  llenados  los  requisitos 
del  mandato,  frase  vaga  que  aparece  en 
la  escritura  y  que  el  notario  invoca  a  su 
favor,  ella  no   implica  que  éste  no  haya 
hecho  la  misma  afirmación  respecto  a  la 
suficiencia  de  los  poderes  cuando  en  reali- 
dad no  era  así,  pues  faltaba  la  autoriza- 
ción escrita  exigida  en  esos  documentos; 
luego  se  faltó  notoriamente  a  la  verdad 
al  afirmar  como  cumplida  esa  condición 
esencial  que  debía  tener  la  representa- 
ción para  celebrar  la  compra-venta.  De 
ahí  la  falsedad  e  ineficacia  de  ese  con- 
trato, como  lo  declaró  el  tribunal  senten- 
ciador, calificando  como  dolosa  la  acción 
integrada  por"  aquellos  actos.  En  tal  vir- 
tud no  pudieron  ser  infringidos  los  artícu- 
los 235  Decreto  272,  673  Código  de  Proce- 
dimientos   Civiles,    1410  1411,  1408,  1414, 
1425,  1406  en  sus  cuatro  incisos  del  Códi- 
go Civil,  ni  el  2184  del  mismo  Código,  ya 
que  no  se  ha  hecho   declaración  alguna 
contraria  a  lo  que  debe    entenderse  poi' 
mandato,    mandante  o  mandatario.  Por 
otra  parte,  si  la  falsedad  se  hace  consis- 
tir en  el  motivo  antes  señalado  y  si  en  este 


caso  tampoco  se  trata  de  apreciación  de 
fuerza  o  violencia  para  la  celebración  del 
contrato,  ninguna  aplicación  tienen  los 
artículos  674  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  vigente  cuando  se  hizo  la  escritu- 
ra de  compra-venta,  1412  y  1413  del  Códi- 
go Civil. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  poder  examinar  las  leyes  que 
se  estiman  infringidas  es  necesario  que  en 
el  escrito  en  que  se  interpone  el  recurso  o 
antes  del  señalamiento  del  día  para  la 
vista  se  citen  los  artículos,  individualizan- 
do con  el  número  correspondiente  el  in- 
ciso o  incisos  a  que  se  refiera  el  recurren- 
te cuando  la  disposición  conste  de  varios 
párrafos.  Como  en  el  caso  presente  no  se 
procedió  así  al  citar  los  artículos  2196  del 
Código  Civil,  165,  157  y  163  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  vigente  cuando  se 
hizo  la  mencionada  escritura,  no  es  posi- 
ble examinarlos;  y  en  cuanto  al  artículo 
164  de  ese  cuerpo  de  leyes  tampoco  se 
examina,  pues  quedó  sustituido  por  el  nú- 
mero 47  del  Decreto  273,  que  no  se  citó  en 
el  recurso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  510,  512,  521,  524 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til, 224  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  DESESTIMA  los  recursos 
interpuestos  por  el  Licenciado  Domingo 
de  León  y  Luz  Alvarado  dé  Bauer;  conde- 
na a  éstos  al  pago  de  las  costas  de  casación 
y  a  cada  uno  de  ellos  a  una  multa  de  vein- 
ticinco quetzales;  en  caso  de  insolvencia 
cumplirán  veinticinco  días  de  prisión  sim- 
ple, conmutables  a  razón  de  un  quetzal 
por  cada  día.  Notifíquese,  como  corres- 
ponde devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen;  y  repóngase  el  papel 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 27  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz, —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arguetn 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO  contra  Liicio  Alvarez  González 
por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Ha  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción, cuando  los  hechos  constitutivos  de 
una  falta  contra  las  personas,  han  sido 
calificados  indebidamente  como  delito. 
Articulo  676  Cod.  de  Prs.  Pns 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  catorce  de  abril 
del  año  en  curso,  en  la  causa  instruida 
contra  Lucio  Alvarez  González,  por  el  de- 
lito de  lesiones  en  la  persona  de  Hercula- 
no  Espinosa  y  por  la  cual  se  confirma  la 
dictada  por  el  Juez  de  la.  Instancia  del 
departamento  de  Escuintla,  que  declaró  a 
González  responsable  de  lesiones,  impo- 
niéndole por  tal  infracción  la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor,  pena  que  con  abo- 
no de  la  prisión  sufrida  desde  el  auto  de 
bien  preso,  extinguirá  en  las  cárceles  de 
aquella  cabecera  departamental,  pudién- 
dola conmutar  en  su  totalidad  a  razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  diarios;  le  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena; 
le  obliga  al  pago  o  afianzamiento  de  las 
responsabilidades  civiles  provinientes  del 
delito,  así  como  a  la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa  al  sello  de  ley. 

RESULTA: 

El  once  de  enera  del  año  en  curso,  el 
Jefe  Político  y  Comandante  de  Armas  del 
Departamento  de  Escuintla,  en  oficio  nú- 
mero sesenta  y  uno,  dijo  al  Juez  de  la. 
Instancia,  que  el  veinticinco  de  diciembre 
anterior,  en  la  población  de  Santa  Lucía 
Cotzumalguapa  y  en  un  baile  que  tuvo 
lugar  en  el  salón  Municipal,  fué  golpeado 
el  joven  Herculano  Espinoza,  que  visitaba 
a  aquella  población  con  ocasión  de  un  en- 
cuenrto  de  foot  ball;  que  el  señor  Presi- 
dente de  la  República,  tuvo  conocimiento 
del  hecho  y  ordenó  que  se  instruyera  la 
averiguación  del  caso,  a  efetco  de  exclare- 
cer la  responsabilidad  que  le  resultara  al 
Intendente  Municipal  de  aquél  lugar,  ro- 
gándole por  consiguiente  al  Juez,  intru- 
yera  la  causa  correspondiente,  manifes- 
tándole también  que  tenía  conocimiento 
de  que  Lucio  Alvarez  y  Herculano  Espino- 
za habían  sido  sentenciados  económica- 


mente por  el  Juez  de  Paz  de  Santa  Lucía, 
en  conformidad  con  el  artículo  469  del 
Código  Penal.  En  vista  de  tal  denuncia, 
el  Juez  de  la.  Instancia  de  Escuintla  man- 
dó seguir  la  averiguación  del  caso. 

Indagado  en  forma  Lucio  Alvarez  Gon- 
zález, dijo  presumir  estar  detenido  por 
una  dificultad  que  tuvo  en  Santa  Lucía  en 
una  zarabanda,  la  noche  del  veinticuatro 
de  diciembre  del  año  pasado,  con  ocación 
de  la  fiesta  titular,  después  de  las  veinti- 
cuatro horas;  que  estando  bailando  con 
una  dama,  al  terminar  la  pieza,  se  diri- 
gieron a  él  tres  jóvenes;  que  uno  de  ellos 
le  pidió  a  su  compañera  de  baile,  usando 
no  sólo  una  forma  descortés,  sino  que 
también  de  palabras  despectivas  y  soeces, 
que  el  dicente  queriendo  evitar  una  difi- 
cultad, optó  por  ceder  a  la  compañera, 
pero  que  no  obstante  su  actitud  los  otros 
dos  acompañantes  del  individuo  que  le 
pidió  a  la  señora,  le  agredieron  a  bofeta- 
das, que  viéndose  atacado  por  los  tres  de- 
cidió repeler  la  agresión  en  igual  forma, 
y  se  emprendió  una  riña  tumultuaria  en- 
tre los  tres  individuos  y  el  declarante;  que 
la  policía  de  allá  como  la  de  hacienda  de- 
partamental intervino  inmediatamente, 
habiéndolo  conducido  a  él  a  la  Comisaría 
y  a  sus  agresores;  que  en  vista  del  dictá- 
men  del  Doctor  Adolfo  Posadas,  fueron 
sentenciados  económicamente  a  diez  días 
de  prisión  conmutables  a  diez  centavos 
diarios;  negó  haber  estado  ebrio  y  que  en 
cambio  sí  lo  estaban  sus  agresores,  al 
grado  de  que  en  las  primeras  horas  de  esa 
noche  la  policía  de  hacienda  les  había 
llamado  la  atención  por  los  despropósitos 
que  estaban  cometiendo.  Examinado  Her- 
culano Espinoza,  manifestó:  que  el  vein- 
ticuatro de  diciembre  del  año  pasado,  por 
invitación  de  la  Intendencia  de  Santa  Lu- 
cía Cotzumalguapa,  fué  como  componente 
del  equipo  de  Foot  Ball  del  "Club  Hércu- 
les", en  compañía  de  otros  jóvenes,  que 
esa  noche  en  una  zarabanda  estando  con- 
versando con  un  individuo  de  apellido 
Búrban,  compañero  de  viaje,  de  improviso 
recibió  una  bofetada  en  el  ojo  derecho, 
de  cuya  consecuencia,  con  los  vidrios  de 
sus  lentes  le  causó  algunas  lesiones  en  el 
párpado  interesándole  el  globo  del  ojo,  al 
grado  de  que  cuando  se  le  examinó  toda- 
vía no  podía  ver  bien;  que  sabía  que  el 
individuo  que  lo  lesionó  responde  al  nom- 
bre de  Lucio  Alvarez;  que  después  del  he- 
cho la  policía  de  hacienda  lo  condujo  a  la 
detención,  lo  mismo  que  a  su  agresor,  pa- 
sando el  resto  de  la  noche  detenido,  ha- 
biendo sido  reconocido  por  un  médico  de 
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la  localidad  y  que  como  a  las  nueve  de  la 
mañana  del  día  siguiente  fué  puesto  en  li- 
bertad, habiéndole  leído  la  orden  respec- 
tiva, un  agente  de  la  autoridad,  porque 
tenía  vueltas  de  sargento,  diciendo  en  di- 
cha orden  que  se  le  ponía  en  libertad  por 
no  haber  pruebas;  que  él  no  había  paga- 
do nada  por  salir,  no  habiendo  visto  en  la 
hora  de  la  fiesta  al  Intendente  y  que  sus 
compañeros  de  viaje  eran  Jorge  Ochaita, 
sus  hermanos  José  y  Rodulfo  Espinoza, 
René  Mena,  Carlos  Aguirre,  los  hermanos 
Búrban  un  joven  Ferrigno  y  Carlos  Cla- 
verío,  todos  vecinos  de  esta  capital,  ase- 
gurando que  todos  presenciaron  la  agre- 
sión de  que  fué  víctima,  dijo  también  que 
él  no  había  lesionado  a  Alvarez,  y  que  no 
se  constituía  acusador.  A  folios  diez  y  on- 
ce corre  agregada  la  certificación  de  la 
sentencia  económica  que  dictó  el  Juez  de 
Paz  de  Santa  Lucía,  en  virtud  del  informe 
del  doctor  Adolfo  Posadas,  que  literalmen- 
te dice:  "Procedía  al  reconocimiento  y  cu- 
ración de  las  lesiones  que  presentaba  Lu- 
cio Alvarez  y  Herculano  Espinoza;  el  pri- 
mero tenía  una  herida  contusa  situada 
sobre  el  lado  izquierdo  del  labio  superior 
dirigida  verticalmente,  de  medio  centíme- 
tro de  longitud,  estando  interesada  la 
piel,  la  mucosa  y  tejido  celular,  tardando 
para  su  curación  cinco  días  sin  asistencia 
facultativa,  quedándole  cicatriz  visible 
temporalmente  y  ningún  impedimento. 
Herculano  Espinoza  presentaba  contucio- 
nes  de  primero  y  segundo  grado  sobre  la 
órbita  derecha,  estando  el  ojo  sin  ninguna 
lesión  y  que  tardó  para  su  curación  cinco 
días  sin  asistencia  facultativa,  no  que- 
dándole ninguna  cicatriz  ni  impedimento". 

Indagado  Felipe  Julio  Pereira  Arévalo 
con  motivo  del  incidente  ocurrido  el  vein- 
ticuatro de  diciembre  entre  el  Secretario 
Municipal  Lucio  Alvarez  y  Herculano  Es- 
pinoza que  había  llegado  entre  los  com- 
ponentes del  equipo  Hércules,  manifestó 
que  no  tomó  ninguna  participación,  pues 
a  la  hora  que  se  verificó  el  hecho  se  en- 
contraba durmiendo  y  que  lo  supo  porque 
el  oficial  primero  F.  Héctor  de  León  y  don 
Oscar  Duarte  lo  fueron  a  despertar  por 
tratarse  del  Secretario  Municipal;  que  a! 
llegar  a  la  Comisaría  ya  estaban  reconoci- 
dos los  lesionados  por  el  Doctor  Posadas  y 
que  en  vista  de  dicho  dictamen,  en  la  ma- 
ñana sentenció  tanto  a  Alvarez  como  a 
Espinoza  a  diez  días  de  prisión  simple, 
conmutables  a  diez  centavos  diarios,  y  que 
tratándose  del  joven  Espinoza  que  había 
sido  invitado  por  la  intendencia,  él  en  su 
carácter  particular  pagó  la  conmuta. 


El  diez  y  ocho  de  enero  del  año  en  cur- 
so se  motivó  la  prisión  preventiva  de  Lu- 
cio Alvarez  por  el  delito  de  lesiones.  E'. 
primero  de  febrero  del  mismo  año  se  ele- 
vó la  causa  a  plenario,  tomándosele  a  Al- 
varez su  confesión  con  cargos  por  el  mis- 
mo delito,  con  el  cual  no  se  conformó. 

Examinado  el  sargento  de  la  policía  de 
Hacienda,  Salvador  J.  Martínez,  dijo:  que 
el  día  veinticuatro  de  diciembre  del  año 
anterior,  con  motivo  de  celebrarse  la  fies- 
ta titular  de  Santa  Lucía,  se  encontraba 
el  declarante  en  concepto  de  agente  de  la 
autoridad,  prestando  sus  servicios  en 
aquella  población;  que  a  las  veintiuna  ho- 
ras del  día  indicado  dió  principio  en  el  Sa- 
lón Municipal  una  fiesta;  que  a  eso  de  las 
veinticuatro  horas  estando  el  declarante 
en  el  interior  del  salón,  se  dió  cuenta  que 
el  Secretario  Municipal  reñía  con  otro 
individuo  desconocido;  que  ambos  se  da 
ban  de  manadas.  En  parecidos  términos 
declaró  el  agente  José  Luis  Zoma. 

Indagado  Héctor  de  León  Maldonado, 
manifestó:  que  suponía  estar  preso  por  el 
asunto  que  pasó  entre  Lucio  Alvarez  y  Her- 
culano Espinoza,  quienes  riñeron  en  una 
zarabanda  en  uno  de  los  días  de  la  fies- 
ta de  Sata  Lucía,  y  por  eso  fueron  senten- 
ciados económicamente  a  sufrir  diez  días 
de  prisión,  conmutables  a  diez  centavos 
de  quetzal  por  día;  que  reconocía  la  sen- 
tencia que  se  le  ponía  a  la  vista,  así  como 
su  firma,  la  notificación  que  se  había  he- 
cho de  dicha  sentencia  y  la  orden  de  li 
bertad  que  se  había  dado  como  conse- 
cuencia. 

El  Doctor  Arturo  Quevedo  con  fecha  diez 
y  nueve  de  enero  del  año  en  curso  contes- 
tando la  solicitud  del  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Escuintla,  informó  que  las  lesiones 
sufridas  por  Herculano  Espinoza  a  quien 
examinó  el  veintiséis  de  diciembre  del  año 
pasado,  consistían  en  una  contusión  en  el 
ojo  derecho,  que  los  párpados  estaban  muy 
inflamados  y  en  el  superior  había  una  li- 
gera laceración,  la  visión  en  dicho  ojo  es  ■ 
taba  disminuida  a  consecuencia  de  una  he- 
morragia en  el  humor  vitrio,  este  informe 
fué  ampliado  así:  "que  Espinoza  tardó  en 
curarse  del  golpe  al  rededor  de  cinco  días, 
pero  que  a  consecuencia  de  que  como  con 
el  golpe  que  sufriera  se  le  rompió  el  len- 
te del  anteojo,  y  habiendo  sido  tratado 
con  atropina  desde  que  comenzó  el  trata- 
miento, no  pudo  graduarse  el  nuevo  lente 
sino  hasta  doce  días  después  de  haber  re- 
cibido el  golpe,  pudiendo  en  consecuencia 
afirmar  que  Espinoza  curó  del  golpe  en 
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cinco  días,  y  pudo  dedicarse  a  sus  ocupa- 
ciones habituales  doce  días  después  de  ha- 
ber recibido  la  lesión". 

El  veintiséis  de  enero  del  preente  año 
fué  excarcelado  el  reo  Lucio  Alvarez,  ba- 
jo la  fianza  del  ingeniero  Ernesto  Alvarez 
G.,  quien  causionó  su  responsabilidad  de- 
positando en  la  Administración  de  Rentas 
del  Departamento  de  Escuintla,  cincuenta 
quetzales. 

Después  de  los  demás  trámites  del  ple- 
nario,  el  Juez  de  la  causa  dió  fin  al  proce- 
so, declarando  lo  dicho  al  principio  de  es- 
te fallo. 

Al  recibirse  en  apelación  la  causa  en  la 
Sala  2a.,  se  corrieron  los  trámites  corres- 
pondientes, habiendo  alegado  el  Procura- 
dor que  los  doce  dias  que  necesitó  Espino- 
za  para  poderse  dedicar  a  sus  ocupaciones 
habituales,  no  eran  a  causa  de  la  lesión 
sufrida,  sino  de  que  habiéndose  tratado 
con  atropina,  el  funcionamiento  de  la  vis 
ta  perdió  por  ésto  su  normalidad.  El  Fis- 
cal pidió  que  se  estimara  como  atenuante, 
la  circunstancia  de  no  haber  tenido  inten- 
ción de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad 
como  el  que  se  produjo.  Después  de  lo  ale- 
gado por  el  reo.  la  Sala  dictó  sentencia 
confirmando  la  de  primer  grado. 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia,  el 
reo  Lucio  Alvarez  González,  con  auxilio 
del  abogado  Juan  Ibarra,  introdujo  recur- 
so de  casación,  citando  como  infringidos 
los  artículos  siguientes:  2o.,  67,  311  inciso 
2o.,  y  468  del  Código  Penal;  lo.  y  568  Pro- 
cedimientos Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalada  la 
audiencia  del  martes  veintinueve  del  mes 
en  curso,  es  el  caso  de  fallar. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  ley  procesal  en  concordancia  con 
las  disposiciones  del  Código  Penal  refe- 
rente a  las  lesiones,  preceptúa  no  sólo  la 
comprobación  de  las  lesiones  en  el  suje- 
to pasivo  del  delito,  sino  también  sus  con- 
secuencias. A  este  efecto  dispone;  que  el 
Juez  ordenará  que  el  perito  o  peritos  de- 
terminen prolijamente  en  sus  informes  la 
importancia  de  las  lesiones,  la  posibilidad 
de  su  curación  y  en  qué  tiempo,  los  órga- 
nos afectados  y  mutilados,  las  consecuen- 
cias qúe  produjeran  en  la  salud  del  ofen- 
dido o  en  su  capacidad  para  el  trabajo, 
así  como  también  las  demás  circunstancias 
que  contribuyan  a  la  mayor  gravedad  del 
delito.  De  ahí  que  sea  indispensable,  para 
la  correcta  aplicación  del  precepto  de  la 
ley  procesal,  tener  un  claro  concepto  de 


los  efectos  jurídicos  de  las  lesiones  que 
contempla  la  ley  penal.  De  lo  expuesto  se 
desprende  claramente  que  no  estando  de- 
mostrado que  la  lesión  ocasionada  a  Her- 
culano  Espinoza  produjera  una  incapaci- 
dad o  inutilidad  para  el  trabajo  de  di- 
cho individuo,  a  consecuencia  de  una  de- 
bilitación en  el  sentido  de  la  vista,  pues 
según  la  ampliación  del  informe  médico 
que  se  ha  dejado  transcrita  en  la  parte 
expositiva  de  este  fallo,  la  lesión  que  su 
friera  Espinoza  curó  en  cinco  días,  pero 
que  a  consecuencia  de  habérsele  roto  el 
lente  del  anteojo  al  paciente  y  tratado  con 
atropina  (Alcaloide)  por  la  propiedad  que 
este  veneno  tiene  de  dilatar  las  pupilas  de 
los  ojos,  la  graduación  del  nuevo  lente,  no 
pudo  hacerse  sino  doce  días  después  de 
haber  recibido  el  golpe. 

La  inutilización  para  el  trabajo  debe 
durar  más  de  ocho  días  para  que  la  lesión 
se  considere  como  constitutiva  de  delito 
en  el  sentido  de  la  ley  penal,  y  tal  circuns- 
tancia debe  de  resultar  probada  en  el  pro- 
ceso, no  bastando  por  consiguiente,  que  el 
perito  haga  un  cálculo  conjetural  sobre  el 
tiempo  de  la  incapacidad,  para  que  el  Juez 
la  dé  por  establecida,  sino  que  es  preciso 
que  la  herida  haya  sido  la  causa  originada 
de  la  incapacidad  del  ofendido  para  el  tra- 
bajo durante  ese  tiempo.  Además  la  in- 
capacidad relativa  para  el  trabajo,  como 
en  el  presente  caso,  sólo  podría  ser  tenida 
en  cuenta  para  los  efectos  de  la  indemni- 
zación civil,  ya  que  la  incapacidad  de  ca- 
rácter penal  es  absoluta,  circunstancia  que 
no  se  puede  sacar  de  los  informes  médi- 
cos dados,  ni  aún  por  extensión.  En  ta! 
concepto  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora 
como  constitutivo  de  delito,  un  hecho  que 
sólo  genera  una  falta  contra  las  perso- 
nas, violó  las  disposiciones  legales  con 
tenidas  en  los  artículos  67,  311  inciso  2o. 
del  Código  Penal,  citados  en  el  recurso,  por 
lo  que  la  casación  es  procedente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo eni  las  leyes  citadas  y  haciendo  aplica 
ción  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  676, 
687  y  732  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  29,  30,  34,  97  y  468  Código  Penal; 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara:  que  ha  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  y  en  consecuencia  CASA 
Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y  fallan- 
do sobre  lo  principal  condena  a  Lucio  Al 
varez  González  como  autor  de  una  falta 
contra  las  personas,  a  sufrir  la    pena  de 
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veinte  días  de  prisión  simple,  conmutables 
en  caso  de  que  no  los  haya  extinguido  con 
la  prisión  sufrida  a  razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  por  dia.  Notifíquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


VOTO  RAZONADO  DE  LOS  SEÑORES  MA- 
GISTRADOS JOSE  SERRANO  MUÑOZ  Y 
ALFONSO  HERNANDES  POLANCO. 

Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
77  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, cumplimos  con  consignar  las  razo- 
nes que  tuvimos  para  disentir  del  criterio 
de  la  mayoría  en  la  sentencia  de  casación, 
dictada  en  la  causa  que  por  lesiones  so 
siguió  contra  Lucio  Alvarez  González. 

El  artículo  311  del  Código  Penal  dice: 
Las  lesiones  no  comprendidas  en  los  artí- 
culos anteriores,  que  produjeren  al  ofen- 
dido imposibilidad  para  el  trabajo  desde 
ocho  días  hasta  treinta,  o  necesidad  de 
asistencia  facultativa  por  igual  tiempo,  se 
reputarán  menos  graves  y  para  la  de- 
signación de  la  pena  se  observarán  las  re- 
glas siguientes:  la...;  2a.  Cuando  pro- 
duzcan esa  imposibilidad  para  el  trabajo  o 
necesidad  de  asistencia  facultativa,  desde 
ocho  días  hasta  quince,  la  pena  será  de 
seis  meses  de  arresto  mayor.  Como  se  vé 
en  esta,  última  fracción  se  regulan  dos  si- 
tuaciones en  que  el  ofendido  puede  en- 
contrarse a  consecuencia  del  hecho;  la. 
imposibilitado  para  el  trabajo  desde  ocho 
días  hasta  quince;  y  2a.  que  haya  necesi- 
tado asistencia  facultativa  durante  el 
mismo  tiempo.  Una  no  otra  de  esas  si- 
tuaciones — según  el  caso —  servirá  al  Tri- 
bunal de  base  para  pronunciar  su  resolu- 
ción. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones en  la  sentencia  contra  la  cual  se 
recurrió,  que  es  confirmatoria  de  la  pro- 
nunciada en  primera  Instancia  por  el 
Juez  del  departamento  de  Escuintla,  se 
apoya  para  calificar  el  hecho  como  delito 


en  el  informe  médicolegal.  La  sentencia 
de  primera  instancia  se  fundó,  para  ese 
mismo  objeto,  en  que  el  herido  no  pudo 
dedicarse  a  sus  ocupaciones  sino  hasta 
doce  días  después  de  haber  sufrido  la  le- 
sión. 

En  el  fallo  de  esta  Corte  Suprema  se 
estimó  que  la  Sala  al  resolver  violó  el  in- 
ciso 2o.  del  artículo  311  mencionado  y  se 
hacen,  entre  otros,  los  razonamientos  si- 
guientes: que  no  se  demostró  que  la  lesión 
que  sufrió  el  ofendido  Herculano  Espinoza 
le  produjera  incapacidad  para  el  trabajo, 
pues  no  basta  que  el  perito  haga  un  cálcu- 
lo conjetural  sobre  el  tiempo  de  la  inca- 
pacidad, sino  que  es  preciso  que  la  herida 
haya  sido  la  causa  de  la  incapacidad;  que 
se  trata  de  una  incapacidad  relativa  que 
únicamente  hay  que  tomarla  en  cuenta 
para  los  efectos  de  la  indemnización  civil, 
pues  la  incapacidad  de  carácter  penal  es 
absoluta  etc. 

Al  caso,  en  nuestra  humilde  manera  de 
pensar,  se  le  aplicó  debidamente  por  la 
Sala  sentenciadora  el  artículo  citado  an- 
teriormente. En  efecto,  si  bien  el  infor- 
me médicolegal  dice  que  Espinoza  curó  en 
cinco  días,  también  en  el  mismo  informe 
se  afirma  categóricamente  que  el  ofendi- 
do a  consecuencia  del  golpe  que  recibió  se 
le  rompió  el  lente  del  anteojo  y  habiendo 
sido  tratado  con  atropina  desde  que  co- 
menzó el  tratamiento,  no  pudo  graduarse 
el  nuevo  lente  sino  doce  días  después  de 
haber  recibido  el  golpe,  y  hasta  entonces 
pudo  dedicarse  a  sus  ocupaciones  habitua- 
les. Este  hecho,  pues,  sí  está  establecido; 
no  es  una  conjetura  del  perito.  De  tal 
manera  que  la  imposibilidad  en  que  estu- 
vo Espinoza  durante  esos  doce  días  para 
dedicarse  a  su  trabajó,  derivó  inmediata- 
mente de  la  naturaleza  propia  de  los  he- 
chos, ya  que  el  tratamiento  del  ojo  lesio- 
nado se  hizo  necesario  para  dejar  a  aquél 
apto  para  sus  estudios.  Hay  relación  per- 
fecta de  causalidad  entre  el  acto  realizado 
por  Lucio  Alvarez  y  el  resultado  que  pro- 
dujo; por  lo  que  las  consecuencias  si  son 
imputables  a  dicho  individuo  en  toda  su 
extensión. 

Por  estas  razones  opinamos  que  el  re- 
curso de  casación  debió  desestimarse. 

Guatemala,  3  de  Julio  de  1937. 

José  Serrano  Muñoz. 

Alfonso  Hernández  Polanco. 
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CRIMINAL 

ANTEJU1CIO  contra  el  ex-Jefe  Político 
del  departamento  de  Sacatepéquez,  Te- 
niente Coronel  de  ingenieros  Carlos  Ci- 
priani. 

DOCTRINA:  Cuando  de  los  hechos  inves- 
tigados en  las  diligencias  de  antejuicio; 
no  se  desprende  que  el  funcionario  públi- 
co haya  procedido  maliciosa  o  negligen- 
temente, no  ha  lugar  a  formación  de 
causa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete. 

Visto  el  antejucio  seguido  al  ex-Jefe 
Politico  del  departamento  de  Sacatepé- 
quez, Teniente  Coronel  de  Ingenieros  Car- 
los Cipriani,  en  virtud  de  que  el  Juez  de 
la.  Instancia  de  ese  departamento  estimó 
que  existían  sindicaciones  contra  aquél  en 
el  proceso  instruido  al  Coronel  Rodolfo 
García  Marroquín  y  Alfonso  González  por 
el  delito  de  fraude. 

El  veintiocho  de  Abril  próximo  pasado, 
el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Sacatepé- 
quez mandó  sacar  certificación  de  lo  que 
en  el  expresado  proceso  se  refiere  al  señor 
Cipriani,  documento  que  se  remitió  a  esta 
Corte  para  los  efectos  del  caso.  Aparece 
que  Luis  Vergara,  agente  de  la  Tesorería 
Nacional,  estudió  las  cuentas  de  la  Feria 
de  Verano  llevadas  por  el  Tesorero  Muni- 
cipal de  la  Antigua  Guatemala  e  hizo  los 
cargos  siguientes:  el  comité  de  la  feria  no 
abrió  su  contabilidad  desde  el  primer  mo- 
mento en  que  comenzó  a  recaudar  fondos, 
no  obstante  haberlo  solicitado  así  el  señor 
Jefe  Político  Teniente  Coronel  Carlos  Ci- 
priani y  haberlo  ordenado  como  conse- 
cuencia de  tal  solicitud,  la  Secretaría  de 
Gobernación  y  Justicia;  el  expresado  Co- 
mité hizo  recaudaciones  de  fondos  públi- 
cos en  talonarios  no  autorizados  y  regis- 
trados por  la  Dirección  General  de  Cuen- 
tas, infringiendo  lo  que  preceptúa  el  De- 
creto Gubernativo  1228.  El  pliego  de  re- 
paros que  se  formuló  a  las  cuentas  contie- 
ne algunos  puntos  de  los  que  se  derivan 
responsabilidades,  asi:  lo.  se  dió  ingreso 
en  el  producto  de  entradas  de  corridas  de 
toros  a  la  suma  de  siete  quetzales,  once 
centavos  en  vez  de  setenta  y  un  quetzales, 
diez  centavos,  la  difef encía  de  sesentitrés 
quetzales,  noventa  y  nueve  centavos  debió 
tenerla  en  caja  el  Tesorero,  pero  verifica- 
do el  saldo,  sólo  presentó  el  que  arroja  su 
libro  de  caja  en  veintitrés  de  Marzo  pró- 
ximo pasado  y  que  es  de  un  quetzal  ochen- 
tidós  centavos  y  medio.   2o.  Faltan  cin- 


cuenta tickets  cuyo  valor  no  se  ingresó  y 
que  asciende  a  veinticinco  quetzales.  3o. 
Falta  de  cuatrocientos  ochentisiete  tikets 
cuyo  valor  debe  averiguarse  su  paradero. 
4o.  Se  usó  un  codo  sin  control  fiscal,  que 
tienen  un  valor  de  trescientos  veintiún 
quetzales  sesenta  y  siete  centavos.  5o.  Se 
dió  salida  al  valor  de  noventa  tickets  (cin- 
cuenta y  cinco  quetzales)  sin  haberse  in- 
gresado el  valor  de  igual  número  de  codos. 
Además  hubo  recaudaciones  por  las  que 
no  se  dió  el  comprobante  respectivo  a  los 
interesados  y  son:  setenta  quetzales  por 
valor  de  siete  reses  de  las  lidiadas  que  be- 
nefició Jorge  Pérez  en  Alotenango;  a  Pe- 
dro González  no  se  le  dió  recibo  en  forma 
sino  un  simple  comprobante  por  valor  de 
doscientos  veinticinco  quetzales  en  papel 
timbrado  de  la  Intendencia  Municipal;  al 
señor  Nicolás  García  Ch.  tampoco  se  le  dió 
recibo  por  la  suma  que  enteró  y  se  le  obligó 
a  firmar  un  codo  por  mayor  cantidad  de  la 
que  entregó  al  propio  Tesorero ;  se  hizo  apa- 
recer a  don  Nicolás  García  Ch.  como  com- 
prador de  los  cueros  de  las  reses  lidiadas 
cuando  él  sólo  se  ocupó  de  vender  la  car- 
ne de  tres  animales  y  en  cambio  aparecen 
vendidos  al  señor  Isidro  Alvarez  Rodrí- 
guez los  siete  cueros  por  valor  de  veintio- 
cho quetzales  sesenta  y  ocho  centavos 
cuya  cantidad  no  ingresó  en  la  cuenta; 
el  ex-Jefe  Político  señor  Cipriani  sin  nin- 
guna facultad  para  ello  obtuvo  del  Banco 
Central  un  préstamo  por  seiscientos  quet- 
zales los  que  no  fueron  ingresados  en  la 
cuenta  de  la  Feria  de  Verano,  y  de  la  en- 
trada que  hubo  en  la  primera  corrida  de 
toros  tomaron  la  citada  cantidad  que  en- 
tregaron a  Jorge  Paiz  quien  la  llevó  al 
Banco;  este  dinero  lo  entregó  el  señor  In- 
tendente Municipal  y  no  se  explica  el  mo- 
tivo porqué  no  pasó  por  la  contabilidad; 
el  Intendente  Municipal  Rodolfo  García 
Marroquín,  aprovechando  el  desorden  y 
falta  de  control  de  las  recaudaciones,  ex- 
tendió recibos  por  valor  de  doscientos  no- 
venta y  cinco  quetzales  e  hizo  pagar  los 
anuncios  que  algunas  personas  pusieron  en 
el  redondel  de  la  plaza  de  toros.  El  reci- 
bo último  por  valor  de  doscientos  veinti- 
cinco quetzales  aunque  aparece  ingresado 
su  valor,  por  la  fecha  de  la  cancelación  de 
los  timbres  fiscales  en  el  codo,  se  deduce 
que  se  enmendó  el  procedimiento  al  darse 
cuenta  de  la  investigación  que  se  empren- 
día; el  valor  de  dieciocho  libras  de  sebo 
que  dieron  las  reses  beneficiadas  y  que  es 
de  noventa  centavos  de  quetzal  no  apare- 
ce ingresado;  el  comité  ha  dejado  deudas 
de  más  de  dos  mil  quetzales. 
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En  el  acta  levantada  por  el  Intendente 
de  Hacienda  se  hizo  constar  el  punto  sép- 
timo relativo  a  que  fué  interrogado  el  Te- 
sorero por  el  Intendente  de  Hacienda  so- 
bre la  causa  por  la  cual  no  ingresó  en 
caja  la  suma  de  mil  cuatrocientos  sesenta 
y  nueve  quetzales  noventa  centavos  que  él 
había  ordenado  operar,  que  procede  de  re- 
caudaciones hechas  durante  los  dias  de  la 
Feria  de  Verano  y  a  la  que  se  refirió  el  In- 
tendente Municipal  en  oficio  que  dirigió 
a  la  Jefatura  Política)  el  veinticinco  de  fe- 
brero próximo  pasado,  y  el  Tesorero  ex- 
plicó que  esa  suma  no  se  la  entregaron  en 
efectivo  sino  en  documentos  los  que  inme- 
diatamente puso  a  la  vista;  y  revisados 
se  encontró  que  no  eran  de  legítimo  abo- 
no, pues  no  se  sabe  a  que  se  debió  su  re- 
caudación. El  Tesorero  dijo  que  no  habla 
llevado  ninguna  clase  de  contabilidad  por- 
que no  se  le  había  ordenado  y  de  allí  que 
no  podía  saber  de  donde  provenía  la  su- 
ma recaudada,  pero  sí  sabe,  por  los  mu- 
chos cobros  que  se  le  hacen,  que  todavía  se 
debe  de  los  gastos  que  ocasionó  la  mencio- 
nada feria  y  que  él  calcula  la  deuda  en  dos 
mil  cincuenta  y  ocho  quetzales,  además 
de  los  mil  cuatrocientos  sesenta  y  nueve 
quetzales  que  presenta  en  documentos. 

El  Agente  receptor  de  la  Tesorería  Na- 
cional en  la  Antigua,  levantó  varias  actas 
en  las  que  constan:  lo.,  la  declaración  de 
José  Llerena  Zirión,  ex-presidente  del  sub- 
comité  de  jaripeos  y  corridas  de  toros  de 
la  feria  de  verano  en  la  que  expresa  que 
no  intervino  en  la  recaudación  de  fondos 
en  ninguna  forma;  y  acompañó  una  carta- 
del  señor  Cipriani  en  la  que  aparece  que 
sus  funciones  fueron  nada  más  que  de 
inspección  en  los  trabajos  del  coso  tauri- 
no; 2o.,  declaración  de  B.  Azmitia  Frener, 
quien  dijo  que  por  orden  de  Rafael  Teja- 
da J.,  miembro  del  comité  de  deportes,  hi- 
zo dos  mil  tickets.  Al  ratificar  esa  acta, 
dijo  que  todos  los  boletos  que  hizo  con 
destino  a  los  espectáculos  que  se  realizaron 
en  el  coso  taurino,  le  fueron  ordenados 
directamente  por  el  ex-Jefe  Político  y  Co- 
mandante de  Armas  Teniente  Coronel 
Carlos  Cipriani;  las  órdenes  se  las  dió  per- 
sonalmente, en  la  propia  Jefatura  Políti- 
ca, a  donde  se  le  hizo  concurrir  cada  vez 
que  se  le  necesitaba,  proporcionándole  en 
miás  de  un  caso  los  machotes  hechos  de 
puño  y  letra  y  por  los  que  debía  guiarse  el 
trabajo  tipográfico;  de  las  entregas  que 
hizo  del  trabajo  no  pidió  recibo  por  sepa- 
rado pero  sí  presentó  a  la  aprobación  del 
señor  Cipriani  una  factura  global,  que  fué 
debidamente  aprobada  para  su  cobro. 


Francisco  Palomo  Aragón,  presidente  del 
Comité  de  deportes,  expuso:  que  con  ins- 
trucciones directas,  del  Jefe  Politico,  señor 
Cipriani,  inició  sus  trabajos  relacionados 
con  el  deporte  de  foot-ball;  el  indicado 
funcionario  .le  dijo  que  trabajarían  inde- 
pendientes de  la  Junta  Auxiliar  Deporti- 
va, y  manejarían  los  fondos  por  sí,  sin  in- 
tervención de  ninguna  otra  persona,  en  el 
entendido  de  que  si  las  entradas  no  cu- 
brían las  erogaciones  que  tenían  que  hacer, 
los  respaldaba  la  Municipalidad,  y  en  caso 
de  haber  algún  saldo  favorable  lo  entre- 
garían a  la  Tesorería  de  la  propia  Inten- 
dencia; quedó  facultado  para  ordenar  la 
impresión  de  tickets,  contratar  equipo  y, 
en  fin,  para  ultimar  todo  lo  concerniente 
a  encuentros  de  foot-ball  que  se  realizaron 
durante  la  Feria  de  Verano;  fué  faculta- 
do también  para  manejar  los  fonfos  en  la 
forma  y  condidiones  en  que  lo  hizo. 

Leandro  Garin  Larrañaga,  declaró:  que 
sus  relaciones  directas  en  lo  que  se  refie- 
re a  consultar  o  tomar  determinaciones 
sobre  sus  actividades,  como  presidente  del 
comité  de  carreras,  fueron  con  el  ex-Jefe 
Politico  señor  Cipriani,  quien  en  mas  de 
una  oportunidad  le  dió  instrucciones;  los 
tickets  que  sirvieron  para  las  carreras  de 
caballos,  él  directamente  los  mandó  hacer, 
con  instrucciones  de  la  Jefatura  Política 
departamental;  en  cuanto  al  prétamo 
solicitado  y  adquirido  del  Banco  Central 
de  Guatemala  por  la  Jefatura  Política  de- 
partamental, se  pidió  al  deponente  así  co- 
mo a  don  Jorge  Paiz,  afianzar  las  respon- 
sabilidades del  crédito  con  su  firma  y  así 
pudieron  adquirirse  seiscientos  quetzales 
con  destino  a  la  Feria  de  Verano,  los  cua- 
les no  sabe  quien  los  recogió. 

Examinado  Miguel  Díaz  Valdés  dijo  que 
cuando  se  realizó  la  feria  de  Verano,  el 
dicente  pertenecía  a  la  Municipalidad;  su- 
po, pero  no  le  consta,  que  en  cierta  oportu- 
nidad y  cuando  se  ultimaban  los  arreglos 
para  seguir  adelante  la  construcción  del 
coso  taurino,  el  ex-Jefe  Político  señor  Ci- 
priani obtuvo  un  préstamo  hasta  por  la  su- 
ma de  seiscientos  quetzales  del  Banco  Cen- 
tral, con  la  firma  de  don  Leandro  Garin 
Larrañaga  y  la  de  don  Jorge  Paiz;  que 
ejerciendo  la  profesión  de  Notario  autori- 
zó la  escritura  respectiva  por  la  que  éstos 
señores  se  reconocían  mancomunada  y  so- 
lidariamente deudores  del  Banco  Central 
por  la  suma  indicada;  ulteriormente  en 
unión  de  Jorge  Paiz  recogió  de  don  Alfon- 
so González  Monroy  la  cantidad  de  seis- 
cientos quetzales  y  vinieron  a  esta  capital 
para  reintegrarlos  al  Banco  acreedor;  el 
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dinero  obtenido,  con  la  garantía  antes  in- 
dicada, no  fué  movilizado  en  absoluto,  de- 
volviendo al  Banco  la  suma  tal  como  ha- 
bía sido  obtenida  y  antes  del  plazo  esti- 
pulado. 

Teodoro  García  dijo:  que  con  instruccio- 
nes de  la  Mayoría  de  Plaza  a  cargo  del 
Coronel  Guillermo  Castillo,  asistió  con  tres 
soldados  a  realizar  el  destace  de  tres  reces 
de  las  que  habian  sido  lidiadas  en  la  Feria 
de  Verano  en  el  coso  taurino;  luego  de 
destazarlas,  con  instrucciones  superiores, 
envió  la  carne  al  Asilo  de  Huérfanos,  al 
Hospital  y  a  las  cárceles  de  la  cabecera; 
al  beneficiar  las  reses  resultó  cierta  can- 
tidad de  sebo  con  la  cual  dió  cuenta  a  la 
Mayoria  de  Plaza. 

Gustavo  Schwartz  dijo:  que  el  Comité 
de  Propaganda  del  cual  era  presidente,  en 
lo  absoluto  manejó  fondos  indicando  que 
sólo  formuló  proyectos  para  realizarlos 
con  instrucciones  del  Jefe  Político  Coro- 
nel Cipriani;  que  de  la  Intendencia  Muni- 
cipal ninguna  orden  recibió  sobre  sus  ac- 
tividades pues  estima  que  la  Intendencia 
así  como  los  distintos  comités  y  sub-comi- 
tés  de  la  Feria  de  Verano  no  hicieron  más 
que  cumplir  órdenes  del  ex-Jefe  Político 
mencionado. 

Don  Abraham  Orantes  O.  en  carta  diri- 
gida al  Presidente  de  la  República,  pone 
en  su  conocimiento  que  debido  a  la  -orden 
del  Jefe  Político  Coronel  Cipriani,  con 
anuencia  del  Intendente  Municipal,  se  hi- 
cieron enormes  gastos  en  la  Feria  de  Ve- 
rano, ascendiendo  las  deudas  a  cerca  de 
dos  mil  quetzales;  que  hay  anomalías  en 
la  contabilidad  debido  al  desorden  en  que 
trabajaron  los  comités;  que  el  dinero  lo 
manejaron  los  expresados  funcionarios  y 
adquirieron  préstamos  sin  contar  con  la 
Municipalidad. 

Alfonso  González  Monroy  al  ser  exami- 
nado dijo:  que  desempeñó  el  puesto  de 
Tesorero  de  la  Feria  de  Verano,  nombra- 
miento que  explica  así:  el  Teniente  Coro- 
nel Carlos  Cipriani  ex-Jefe  Político  indi 
có  al  Intendente  Municipal,  Rodolfo  Gar- 
cía Marroquín,  que  el  dicente  debía  asu- 
mir la  Tesorería  de  la  Feria,  pero  como  no 
le  agradara  esta  designación  trató  de  di- 
suadir al  Intendente  y  propuso  que  se 
nomíbrara  a  otro  pues  su  trabajo  en  la  In- 
tendencia era  excesivamente  laborioso; 
pero  fué  en  vano  toda  explicación  y  Gar- 
cía Marroquín  le  reiteró  la  orden  de  la 
Jefatura  Política;  "tenía  que  ser  Tesorero 
de  la  Feria  de  Verano";  que  en  cierta  opor- 
tunidad, estando  en  las  oficinas  de  la  Je- 
fatura Política,  se  le  obligó  a  firmar  una 


acta  que  era  precisamente  la  de  su  nom- 
bramiento de  Tesorero;  después  se  le  pro- 
puso como  Vocal  de  Finanzas  y  entonces 
creyó  del  caso  insinuar  la  conveniencia 
de  hacer  los  presupuestos  respectivos  pa- 
ra financiar  en  la  mejor  forma  la  feria; 
pero  se  dijo  por  el  propio  Jefe  Político  que 
riguiendo  ese  procedimiento  el  tiempo  iba 
a  pasar  inútilmente  y  el.  fracaso  de  la  fe- 
ria era  seguro;  que  el  que  habla  en  su  ca- 
rácter particular  recibió  del  Coronel  Ro- 
dolfo García  Marroquín,  quien  también 
procedía  en  forma  personal  y  particular, 
la  suma  de  seiscientos  quetzales,  sin  indi- 
carle cual  era  su  origen,  advirtiéndole  que 
en  caso  de  que  los  señores  Leandro  Garin 
Larrañaga  o  don  Jorge  Paiz  o  el  represen- 
tante de  cualquiera  de  estas  personas  le 
pidieran  tal  cantidad  procediera  a  entre- 
gárselas; que  hizo  entrega  del  dinero  men- 
cionado al  Licenciado  don  Miguel  Díaz 
Valdés  quien  se  presentó  a  nombre  de  los 
señores  Garin  Larrañaga  y  Paiz. 

Rodolfo  García  Marroquín  dijo:  que  no 
figura  el  sello  de  la  Jefatura  Política  de- 
partamental en  los  comprobantes  de  egre- 
sos rendidos  por  los  sub-comités  y  sí  sólo  la 
firma  del  ex-Jefe  Político  Coronel  Cipria- 
ni con  el  "es  onforme"  o  "págnese"  porque 
dicho  funcionario  fué  separado  intempes- 
tivamente del  mando  político  del  departa- 
mento y  como  no  se  le  había  enviado  para 
firmar  los  comprobantes,  tuvo  que  llenar- 
se este  requisito  en  ocasión  en  que  el  se- 
ñor Cipriani  ya  se  encontraba  en  Totoni- 
capán;  la  organización  de  la  feria  ni  si- 
quiera fué  consultada  y  sabe  que  el  señor 
Cipriani  después  de  celebrarse  varias  jun- 
tas en  el  despacho  de  la  Jefatura  Políti- 
ca, directamente  designó  los  Comités  y 
Sub-comités  y  éstos  fueron  facultados  pa- 
ra obrar  con  cierta  independencia  en  rela- 
ción con  los  trabajos  que  les  estaban  en- 
comendados; las  recaudaciones  las  reali- 
zó el  comité  encargado  de  las  carreras,  lo 
que  al  deponente  no  le  consta;  en  los  pre- 
parativos de  la  feria  no  se  contaba  con  un 
solo  centavo  para  hacer  frente  a  los  gatos 
y  en  consecuencia  no  había  ningún  fondo 
que  manejar  y  no  fué  sino  hasta  más  tar- 
de cuado  llegó  a  entusiasmar  a  los  elemen- 
tos integrantes  de  los  comités  y  al  propio 
Jefe  Político  el  señor  don  Carlos  Dorión. 
que  se  pensó  en  hacer  el  coso  taurino  pa- 
ra la  lidia  de,  reses  bravas,  pues  dicho  se- 
ñor les  manifestó  que  en  esta  capital  en 
la  feria  agostina  de  Jocotenango  se  había 
hecho  algo  parecido  con  éxito;  Dorión  les 
ofreció  financiar  la  construcción  del  coso 
y  contando  con  este  valioso    concurso  se 
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comenzó  a  construir,  iniciándose  los  tra- 
bajos con  créditos  concedidos  por  gente 
de  la  localidad;  estos  créditos  consistieron 
en  facilitar  madera,  trabajo  de  carpintero, 
etc.  etc.;  cuando  la  obra  estaba  a  medias 
volvió  el  señor  Dorión  y  le  dijo  al  Jefe  Po- 
lítico que  ya  no  le  era  posible  hacer  efec- 
tivo el  ofrecimiento;  en  vista  de  esto  el 
Coronel  Cipriani  reunió  a  los  miembros  de 
los  comités  e  hizo  de  su  conocimiento  lo 
que  Dorión  le  había  manifestado;  el  depo- 
nente y  otros  miembros  de  los  comités  opi- 
nó que  era  preferible  suspender  todo  traba- 
jo, pero  el  señor  Cipriani  no  fué  de  ese  pa- 
recer y,  sin  participárselo  a  ninguno  de 
los  asistentes,  telefónicamente,  según  ha 
sabido,  contrató  un  préstamo  con  el  Ban- 
co Central  de  Guatemala  hasta,  por  la  su- 
ma de  seiscientos  quetzales  con  la  garan- 
tía de  los  señores  Leandro  Larrañaga  y 
Jorge  Paiz;  como  esa  cantidad  era  con 
destino  a  sufragar  los  gastos  ocasionados 
por  la  construcción  del  coso  taurino,  se 
los  envió  al  deponente  el  Jefe  Político  Ci- 
priani; finalmente  tal  suma  no  fué  movi- 
lizada porque  los  vecinos  que  estaban  en  el 
mejor  deseo  de  cooperar  para  el  éxito  de 
la  festividad  se  conformaron  con  que  se 
les  pagara  tan  pronto  como  obtuvieran  los 
rendimientos  del  caso  y,  así,  la  menciona- 
da cantidad  la  envió  el  deponente  para  su 
guarda  a  don  Alfonso  González,  elemento 
honrado  de  la  cabecera,  quien  la  devolvió 
a  los  señores  Leandro  Larrañaga  y  Jorge 
Paiz,  tal  como  la  había  recibido.  Al  pre- 
guntarle si  los  dineros  que  se  recaudaron 
en  la  feria  se  entregaban  al  Tesorero,  dijo: 
que  éste  no  actuó  como  tal  y  que  el  depo- 
nente no  recibió  más  recaudaciones  que 
las  provenientes  de  las  corridas  de  toros, 
entradas  que,  por  indicación  de  Cipriani, 
se  invirtieron  en  hacer  pagos  según  com- 
probantes respectivos;  que  parte  de  die- 
ciocho libras  de  sebo  del  destace  de  reses 
lidiadas,  se  recuerda  sin  poderlo  precisar, 
que  fué  obsequiada  por  el  señor  Cipriani 
al  Capitán  Teodoro  García;  que  el  ex- Jefe 
Político  directamente  dió  diseños  y  orden 
de  impresión  de  los  boletos  con  destino  a 
las  corridas  de  toros,  jaripeos,  basket,  box, 
etc.,  y  también  ordenó  al  Conserje  de  la 
Intendencia,  Valentín  Parfán,  en  forma 
terminante  que  fueran  sellados  en  aque- 
lla dependencia;  todos  los  comités  y  sub- 
comités  trabajaron  con  indicaciones  direc- 
tas del  Coronel  Cipriani. 

Don  Abraham  Orantes  y  Orantes  no  ra- 
tificó la  carta  que  dirigió  al  Presidente  de 
la  República,  pues  los  conceptos  en  ella 
vertidos  no  le  constaban  en  relación  al  In- 


tendente Municipal  Rodolfo  García  Ma- 
rroquín,  ya  que  no  sabe  si  manejó  los  fon- 
dos recaudados  con  ocasión  de  la  feria. 

Valentín  Farfán,  dijo:  que,  como  em- 
pleado de  la  Municipalidad  de  orden  de  la 
Jefatura  Política,  selló  con  el  sello  de  la 
Intendencia  los  boletos  que  sirvieron  para 
tener  acceso  a  las  distintas  diversiones 
realizadas  durante  la  Feria  de  Verano;  en 
cierta  oportunidad  y  porque  el  trabajo  era 
excesivo  no  le  fué  posible  al  deponente  se- 
llar los  boletos  que  ese  día  se  le  ordena- 
ron y  entonces  el  Jefe  Político  Coronel  Ci- 
priani lo  amonestó  en  forma  muy  seria, 
obligándolo  a  terminar  el  trabajo  y  ame- 
nazándolo de  destitución  de  su  puesto. 

El  ex-Jefe  Político  de  Sacatepéquez,  al 
evacuar  la  audiencia  que  se  le  dió  informó 
entre  otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  las 
cuentas  de  la  Feria  de  Verano  estaban  a 
cargo  de  un  Tesorero  instruido  en  su  ofi- 
cio, que  era  el  llamado  a  iniciarlas.  Ade- 
más, en  su  carácter  de  Comisario  de  la 
feria,  dió  instruciones  para  que  todo  se 
hiciera  en  orden,  con  corrección  y  diligen- 
cia sin  omitir  ninguna  de  las  atribuciones 
del  personal  numeroso  que  lo  secundaba; 
pero  no  era  posible  que  estuviera  vigilan- 
do individualmente  a  cada  uno  de  los 
miembros  del  comité  para  que  cumplieran 
con  requisitos  elementales.  Es  claro  que 
al  terminar  la  feria  se  hubiera  dado  cuen- 
ta del  desorden  en  las  cuentas  y  de  la  de- 
ficiencia de  los  libros;  y  si  eso  no  le  fué 
dable  hacerlo  fué  porque  antes  de  termi- 
nar la  feria  se  ausentó  de  la  Antigua,  in- 
tempestivamente, de  orden  del  supremo  go  - 
bierno; que  para  llevar  la  contabilidad  no 
eran  necesarias  órdenes  al  Tesorero,  má- 
xime si  se  toma  en  cuenta  lo  que  expone 
García  Marroquín  en  su  indagatoria  sobre 
que  el  personal  del  Comité  estaba  facul- 
tado para  obrar  con  "cierta  independen- 
cia en  relación  con  los  trabajos  que  les 
estaban  encomendados"  y  en  materia  de 
recaudaciones  únicamente  sabe  sin  cons- 
tarle que  las  realizó  el  Comité  encargado 
de  las  carreras;  en  el  oficio  que  dirigió 
al  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Gobernación  y  Justicia,  expone  que  la 
contabilidad  queda  a  cargo  de  la  Tesore- 
ría Municipal.  En  cuanto  a  la  imputación 
que  se  contrae  a  que  el  comité  de  la  feria 
efectuó  recaudaciones  de  fondos  públicos 
en  talonarios  no  autorizados,  infringiendo 
el  Decreto  1228,  dice,  que  aquellos  fondos 
no  eran  públicos,  en  el  sentido  legal,  per- 
tenecían a  una  entidad  particular  llamada 
"Comité",  dineros  con  que  el  público  pagó 
las  diversiones  de  que  disfrutó  y  destina- 
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dos  a  cubrir  los  gastos.  No  puede  atri- 
buirse al  personal  del  comité  carácter  ofi- 
cial, pues  se  trata  de  una  agrupación  par- 
ticular que  funcionó  con  anuencia  de  la 
Secretaría  de  Estado  respectiva  que  los  ve- 
cinos contribuyeron  con  materiales .  y  al- 
gunos trabajaron  personalmente  para  ser 
remunerados  con  el  producto  de  los  es- 
pectáculos, pues  en  un  principio  se  dieron 
cuenta  de  que  no  se  contaba  con  efectivo 
y  voluntariamente  acudieron  a  prestar  su 
ayuda;  el  comité  en  vista  de  que  se  había 
autorizado  para  gastos  la  suma  de  qui- 
nientos quetzales,  dispuso  que  a  cuenta  de 
ellos  se  repartieran  gratuitamente  algu- 
nos tickets  entre  las  personas  que  creyó 
conveniente;  que  no  era  de  su  conoci- 
miento que  se  haya  hecho  aparecer  al  se- 
ñor Nicolás  García  como  comprador  de  las 
pieles,  siendo  él  quien  se  encargó  de  ven- 
der la  carne,  ni  tampoco  la  falta  de  ingre- 
so del  valor  de  siete  cueros  vendidos  a  Isi- 
dro Alvarez  Rodríguez.  Respecto  al  prés- 
tamo hecho  al  Banco  Central  explica:  que 
por  consejos  del  señor  Carlos  Dorión  con- 
venía proporcionar  al  público  corridas  de 
toros  y  dicho  señor  ofreció  ayuda  para  la 
construcción  del  redondel.  Contando  con 
ese  apoyo  se  inició  la  obra  pero  como  dicho 
señor  ya  no  pudiera  cumplir  con  su  jjrome- 
sa,  no  faltaron  quienes  quisieran  encar- 
garse del  trabajo,  poniendo  como  condi- 
ción que  manejarían  el  negocio  y  serían 
propietarios  de  las  utilidade;  pero  como 
la  mira  principal  del  comité  era  valerse  de 
las  entradas  para  sufragar  los  gastos,  no 
aceptó  las  propuestas  y  se  vió  en  la  impe- 
riosa necesidad  de  pedir  prestado  al  Ban- 
co. Respecto  a  la  existencia  de  la  deuda 
de  más  de  dos  mil  quetzales  está  de  acuer- 
do en  que  se  investigue  su  legitimidad,  por 
cuantos  medios  sean  justos,  pero  que  no 
se  trate  de  perjudicar  su  honorabilidad; 
que  la  carta  que  don  Abrahm  Orantes  di- 
rigió al  Presidente  de  la  República,  no  se 
puede  tomar  en  cuenta  porque  la  escribió 
bajo  la  impresión  que  en  su  ánimo  produ- 
jo la  conminatoria  de  Vergara  sobre  que 
todos  eran  responsables;  además  no  la  ra- 
tificó en  cuanto  a  García  Marroquín  por- 
que dice  que  no  le  consta  que  Tiaya  mane- 
jado fondos  recaudados  con  motivo  de  la 
feria  y  sí  consta  suficientemente  que  di- 
cho individuo  manejó  fondos  y  siendo 
Orantes  miembro  de  la  Municipalidad,  es 
maliciosa  su  afirmación. 

El  Ministerio  Público  al  evacuar  la  au- 
diencia que  se  le  dió  expuso:  que  el  carác- 
ter con  que  actuó  el  Coronel  Cipriani  fué 
el  de  Comisario  de  la  Feria  de  Verano  de 


la  Antigua  Guatemala;  que  los  reparos  que 
se  hacen  a  dicho  funcionario  se  refieren 
en  su  mayor  parte  a  las  recaudaciones  de 
fondos  y  hay  uno  concreto  que  consiste 
en  creer  que  el  préstamo  de  seiscientos 
quetzales  que  hizo  al  Banco  Central  para 
sufragar  los  gatos  fué  hecho  en  su  carác- 
ter de  Jefe  Político  sin  la  autorización  de- 
bida; que  según  el  derecho  administrativo 
los  comisarios  se  utilizan  por  la  Adminis- 
tración Pública  para  cumplir  misiones 
inspectoras  de  vigilancia  y  dirección;  re- 
presentan al  Gobierno  en  el  desempeño  de 
una  misión  particular;  que  como  comisa- 
rio el  Coronel  Cipriani  cumplió  su  come- 
tido con  la  actividad  que  se  palpa  hasta 
en  los  más  pequeños  detalles,  pues  así  co- 
mo salvó  la  situación  creada  por  la  falta 
de  fondos  al  principio  su  diligencia  llegó 
al  extremo  de  velar  por  la  aplicación  que  se 
dió  al  sebo  sobrante  del  destace  de  las  re- 
ses;  que  la  recaudación  de  los  fondos  de 
la  feria  según  lo  acreditan  las  actuaciones 
y  se  deduce  lógicamente  estuvo  especial- 
mente a  cargo  del  Intendente  y  Tesorero 
así  como  de  los  demá^  jefes  de  comités, 
que  son  los  llamados  a  la  rendición  de 
cuentas  correspondiente,  que  a  no  dudar 
habría  exigido  el  ex-Jefe  Político  de  Sa- 
catepéquez  a  no  haber  dejado  el  puesto 
por  disposición  del  señor  Presidente  de  la 
República,  precisamente  el  día  último  de 
la  feria;  que  no  puede  conjeturarse  por 
consiguiente  sobre  alguna  misión  y.  menos 
sobre  falta  o  delito  cometidos  por  su  par- 
te, porque  su  misión  la  llevó  a  cabo  con  el 
impulso  de  su  juventud,  con  el  entusias- 
mo de  su  inexperiencia  y  la  amplitud  de 
su  hombría  de  bien;  el  préstamo  hecho  al 
Banco  Central  constituye  una  ligereza  por 
falta  de  datos  o  por  desorientación  del  que 
inició  las  diligencias,  pues  lo  único  que 
Cipriani  hizo,  fué  gestionar  ante  el  Ge- 
rente del  Banco  Central  el  préstamo  que 
contraerían  dos  particulares  honorables; 
que  el  Ministerio  Público  que  extrema  su 
celo  en  el  cumplimiento  de  todas  las  dis- 
posiciones que  resguardan  a  la  sociedad 
contra  los  funcionarios  o  empleados  pú- 
blicos no  encuentra  en  el  presente  caso 
indicio  para  que  pueda  dictarse  providen- 
cia que  permita  el  procesamiento  de!  an- 
tejuciado  Coronel  Carlos  Cipriani. 

Se  pidió  informe  al  Juez  de  la.  Instancia 
de  Sacatepéauez,  acerca  de  cuál  es  el  es- 
tado que  guarda  la  causa  instruida  con- 
tra Rodolfo  García  Marroquín  y  Alfonso 
González,  por  el  delito  de  fraude;  y  tam- 
bién se  pidió  certificación  de  las  resolu- 
ciones dictadas  en  la  misma    causa  con 
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posterioridad  al  auto  de  prisión  de  los  ci- 
tados individuos.  Aquel  funcionario  con- 
testó: que  el  proceso  estaba  en  suspenso 
por  haberse  declarado  procedente  una 
cuestión  prejudicial  administrativa,  por 
la  Sala  Primera  de  Apelaciones.  En  la 
certificación  que  acompañó  consta,  entre 
otras  resoluciones,  la  ejecutoria  de  la  ex- 
presada Sala  en  que  se  declara  la  cuestión 
prejudicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  lo  relacionado  en  este  antejuicio, 
no  se  desprende  que  el  Teniente  Coronel 
Carlos  Cipriani  haya  procedido  maliciosa 
o  negligentemente  en  los  actos  relativos  a 
la  organización  y  funcionamiento  ae  la 
expresada  Feria  de  Verano  o  en  cualquier 
otra  forma  que  pudiera  servir  de  funda- 
mento para  autorizar  su  procesamiento. 
Que  por  otra  parte  en  la  causa  seguida 
contra  Rodolfo  García  Marroquín  y  Alfon- 
so González  de  donde  se  derivaron  las 
presentes  diligencias,  fué  declarada  una 
cuestión  prejudicial,  por  lo  cual  se  en- 
cuentra en  suspenso  la  tramitación  de 
aquella. 

POR  TANTO: 

La  Cotre  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  dispuesto  en  el  artículo  13 
inciso  d)  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el 
Ministerio  Público,  declara  que  no  ha  lu- 
gar a  formación  de  causa  contra  el  expre- 
sado funcionario.  Notifiquese. 

Ordónez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polanco. 
—  Max  García  R.  —  Secretario. 


PROCESO  contra  Salomón  Herrera  Mon- 
tea por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Si  el  enjuiciado  no  tuvo  el 
propósito  de  causar  un  mal  de  tanta 
gravedad  como  el  que  produjo,  ésta  cir- 
cunstancia constituye  la  atenuante  se- 
ñalada por  el  inciso  tercero  del  articulo 
22  del  Código  Penal;  y  la  sanción  que 
corresponde  infligir  al  reo  deberá  ser 
disminuida  en  una  tercera  parte. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete. 


Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relacio- 
nará pronunciada  en  el  proceso  instruido 
contra  Salomón  Herrera  Montes  por  el 
delito  dé  lesiones  inferidas  a  Juan  José 
Marroquín. 

RESULTA: 

Que  el  veintisiete  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis,  en  el  Juzgado  de 
Paz  de  Santa  Bárbara  se  iniciaron  las  pri- 
meras diligencias,  en  virtud  de  haber  da- 
do parte  el  Regidor  Auxiliar  de  la  finca 
"Verapaz",  Miguel  Juracán,  de  la  perpe- 
tración de  un  hecho  delictuoso.  Al  ser 
examinado  Juracán,  expuso:  que  a  las 
cinco  horas,  llegó  Diego  Chán  a  decirle 
que  estaban  riñendo  el  caporal  y  José  Ma- 
rroquín; que  cuando  llegó  a  la  casa  de  la 
finca,  Salomón  Herrera  tenía  amarrado  a 
Marroquín  y  le  dijeron  que  condujera  a 
dicho  sujeto  al  Juzgado,  por  que  había 
peleado  con  su  mujer;  que  en  el  camino 
le  refirió  Marroquín  que  el  caporal  le  ha- 
bía causado  un  golpe  en  la  boca,  a  conse- 
cuencia del  cual  le  rompió  la  mandíbula 
inferior. 

Juan  José  Marroquín  dijo:  que  el  día 
anterior  (26  de  Agosto),  el  caporal  de  la 
finca  "Verapaz",  Salomón  Herrera  se  ha- 
bía disgustado  con  él  (Marroquín),  por 
que  no  le  satisfizo  la  forma  usada  al  efec- 
tuar la  limpia  de  una  cuerda  de  milpa; 
que  se  enojó  con  su  concubina  Luz  Oriza- 
bal  a  causa  de  que  ésta  no  le  había  tendi- 
do la  cama;  que  tuvo  el  propósito  de  pe- 
garle con  las  manos,  pero  al  ver  Luz  su 
actitud,  fué  a  refugiarse  a  la  morada  del 
caporal,  en  donde  durmió  esa  noche;  que 
al  siguiente  día  dispuso  ir  a  verla  y  al  lle- 
gar a  la  mencionada  casa,  a  las  cinco  ho- 
ras, desde  que  lo  vió  Herrera,  sin  motivo 
alguno  le  quitó  su  machete,  y  le  golpeó 
varias  veces  con  la  mano,  rompiendo)  e  la 
mandíbula  inferior,  y,  con  la  ayuda  de 
Max  Nbriega,  lo  amarró  con  un  lazo,  dis- 
poniendo en  seguida  que  lo  condujera  al 
Juzgado,  el  Regidor  auxiliar  Miguel  Jura- 
cán. 

Luz  Orizabal  refirió:  el  incidente  ocu- 
irido  la  noche  de  autos,  al  llegar  a  su  ca- 
sa Marroquín  y  darse  cuenta  de  que  la  ca- 
ma no  estaba  tendida;  que  al  siguiente  dia 
su  querido  llegó  a  las  cinco  horas,  llevan- 
do en  la  mano  un  machete,  a  la  casa  del 
mencionado  caporal,  y  entonces  éste  se 
apresuró  a  desarmarlo,  pegándole  en  segui- 
da un  puñetazo  que  le  quebró  la  mandíbu- 
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la  inferior,  y  le  amarró  con  un  lazo,  orde- 
nándole a  .continuación  al  Regidor  de  la 
finca,  que  tanto  a  ella  como  a  Marroquin. 
les  condujera  al  Juzgado  de  Paz. 

Max  Noriega  y  Diego  Chán  declam  aron 
haber  visto  amarrado  a  Marroquin  en  ca- 
ía del  caporal  de  la  mencionada  finca. 

Felicia  Higueros  de  diez  y  seis  años  de 
edad,  originaria  de  la  finca  "Chipó  Canales" 
dijo:  que  a  las  veintidós  horas,  poco  más 
o  menos,  del  veintiseis.de  Agosto  (1936), 
llegó  a  casa  de  Gabina  Higueros,  madre  de 
la  dicente,  la  señora  Luz  Orizabal  a  pedir 
hospedaje,  por  que  su  querido  intentaba 
pegarle  con  machete;  que  su  mamá  le  per- 
mitió a  doña  Luz  que  durmiera  en  su  ca- 
sa; que  al  siguiente  día,  Marroquin  se  di- 
rigía en  busca  de  su  concubina  inunda- 
blemente para  maltratarla,  y  al  verlo  Sa- 
lomón Herrera  procuró  evitar  que  dicho 
.m jeto  realizara  su  intento,  y  como  en  esos 
momentos  la  dicente  cerró  la  puerta  ya  no 
se  dió  cuenta  de  lo  sucedido.  Felicita  Hi- 
gueros de  veintisiete  años  de  edad,  origi- 
naria de  Pochuta,  y  concubina  de  Salo- 
món Herrera,  dijo:  que  estaba  en  su  casa 
en  compañía  de  su  querido  y  de  Juan 
Arriaga,  quien  les  había  pedido  hospedaje, 
cuando  a  las  diez  y  siete  horas  y  media, 
poco  más  o  menos,  vió  que  Juan  José  Ma- 
rroquin mozo  de  la  finca  "Verapaz",  se  di- 
rigía a  la  morada  de  su  vecina  Gabina  Hi- 
gueros; que  Salomón  salió  a  impedir  que 
Marroquin  maltratara  a  su  mujer  Luz  N., 
quien  anteriormente  había  llegado  a  que- 
jarse de  su  mencionado  querido;  y  vien- 
do que  Marroquin  se  dirigía  al  sitio  en 
donde  ella  estaba,  llevando  un  machete, 
gritó,  y  entonces  Salomón  y  su  huésped 
salieron  a  disuadir  a  Juan  José,  y  éste  se 
regresó  a  su  casa;  que  más  tarde  volvió 
Marroquin  con  el  objeto  de  llevarse  a  su 
mujer,  pero  la  dicente  ya  no  vió  lo  ocu- 
rrido, porque  entoces,  ya  estaba  en  el  in- 
terior de  su  casa.  , 

Juan  Arriaga  dijo:  que  el  veintiocho  de 
Agosto  (  1936),  poco  más  o  menos,  como  a 
las  veinte  horas,  estaba  ya  acostado,  cuan- 
do oyó  que  gritaba  la  mujer  de  Juan  José 
Marroquin;  que  con  ese  motivo,  salieron 
todos  los  de  la  casa  de  Salomón  Herrera, 
en  donde  el  se  hospedaba;  y  entonces  vió 
llegar  a  Luz  N.  mujer  de  Marroquin,  y 
que  este  la  seguía;  que  tanto  Herrera,  co- 
mo el  dicente,  lograron  que  Juan  José  se 
fuera  a  su  casa;  que  como  a  las  cinco  ho- 
ras oyó  que  Felisa  N.  llamaba  a  Máximo 
N.,  y  al,  averiguar  lo  que   sucedía,  se  dió 


cuenta  de  que  Herrera  "tenía  debajo  a 
Juan  José  Marroquin",  y  que  estaban  ahí 
Máximo  N.,  Felisa  N.,  y  Gabina  N. 

Gabina  Higueros  dijo:  que  el  veintiséis 
de  Agosto'  (1936),  como  a  las  veintiuna 
horas,  llegó  a  su  morada,  la  mujer  de  Juan 
José  Marroquin  a  manifestarle  que  le  per- 
mitiera dormir  esa  noche,  en  su  casa,  por- 
que su  marido  había  intentado  pegarle; 
que  ella  accedió,  y  a  la  mañana  siguiente 
a  las  cinco  horas  y  treinta  minutos,  poco 
más  o  menos,  se  fué  dicha  señora. 

Interrogado  Salomón  Herrera  Montes, 
expuso,  entre  otras  cosas,  lo  siguiente :  que 
el  veintisiete  de  Agosto  (1936),  a  las  cinco 
horas,  se  encontraba  en  la  finca  "Vera- 
paz",  sentado  en  la  grada  de  su  casa,  y  al 
ver  pasar  a  Juan  José  Marrquín  en  direc- 
ción a  la  morada  de  Gabina  Higueros,  le 
preguntó  a  donde  iba  y  Marroquin  le  res- 
pondió con  una  palabra  soez,  "a  traer  a 
esa  mujer";  y  como  le  advirtiera,  que  no 
llevase  machete,  dicho  sujeto  le  atacó  y 
comenzaron  a  luchar,  procurando  él  des- 
armarlo, y  en  los  momentos  en  que  ambos 
habían  agarrado  el  machete,  le  dió  un  ti- 
rón y  entonces  fué  indudablemente,  cuan- 
do Marroquin  sufrió  un  golpe. 

El  Cirujano  del  Hospital  de  Mazatenan- 
go  informó:  que  a  Juan  José  Marroquin 
le  infirieron  una  herida  contusa  sobre  la 
rama  derecha  del  maxilar  inferior,  a  ni- 
vel de  su  parte  media  con  fractura  de 
dicho  hueso;  que  a  consecuencia  de  esta 
lesión  le  quedó  a  Marroquin,  deformidad 
física  de  la  cara  y  dificultad  para  la  mas- 
ticación, de  carácter  definitivo;  y  por  úl- 
timo, que  necesitó  de  diez  y  ocho  días  de 
asistencia  facultativa  para  su  completa 
curación. 

El  Doctor  Francisco  Lemus  y  el  Profe- 
sor de  cultura  física  don  Fermín  García,  a 
petición  dél  defensor  del  reo,  dictamina- 
ron que  Salomón  Herrera  por  su  complexión 
musculosa  y  lo  vigoroso  de  sus  puños, 
sí  pudo  haberle  fracturado  la  mandíbula 
al  ofendido,  quien  es  de  constitución  en- 
deble. 

Francisco  Díaz,  Herculano  Tobías,  Feli- 
ciano Melgar  B.,  Guillermo  Aguilar  y  Ger- 
mán López  declararon  acerca  de  que  Sa- 
lomón Herrera  es  una  persona  honrada, 
de  carácter  pacifico,  y,  que  desempeña  el 
cargo  de  caporal  en  la  finca  "La  Asun- 
ción". 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Suchitepéquez  puso  fin  a  la  causa 
imponiendo  al  enjuiciado  la  pena  de  un 
año  de  prisión  correccional,  repuntándolo 
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autor  del  delito  de  lesiones,  rebajada  di- 
cha pena  en  una  tercera  parte  por  estimar 
que  Herrera  al  delinquir  obró  en  cumpli- 
miento de  su  deber,  y,  no  tuvo  intención  de 
causar  un  mal  de  tanta  gravedad  como  el 
que  produjo;  y  hace  las  demás  declaracio- 
nes pertinentes. 

Elevado  en  consulta  el  referido  failo  a 
la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, este  Tribunal,  le  dió  su  aprobación  el 
veintidós  de  Marzo  retropróximo,  con  la 
enmienda  de  que  la  pena  que  debe  impo- 
nerse al  reo,  es¡  la  de  tres  años  de  prisión 
correccional  que  con  abono  de  la  piisión 
sufrida  purgará  en  la  Penitenciaría  del 
Centro;  y  que  se  le  obliga  a  pagar  ios  gas- 
tos que  el  ofendido  causó  en  el  Hospital. 

Considera  la  Sala:  primero,  que  la  de- 
lincuencia de  Herrera  Montes  está  demos- 
trada con  la  prueba  acumulativa  que  se 
deduce  de  los  hechos  que  a  continuación 
se  expresan:  a)  la  sindicación  que  hizo 
Marroquín  a  raíz  de  cometido  el  hecho 
delictuoso;  b)  la  declaración  del  testigo 
Juan  Arriaga;  c)  la  confesión  del  enjui- 
ciado en  la  parte  que  le  perjudica;  d)  lo 
expuesto  por  la  concubina  del  ofendido; 
e)  lp  dicho  por  Felicita  Higueros;  y  f)  la 
circunstancia  de  no  haber  sido  sindicada 
otra  persona;  y  segundo,  que  la  pena  que 
corresponde  imponer  al  reo  es  la  de  tres 
años  de  prisión  correccional  por  haber 
quedado  deforme  el  herido,  pena  que  debe 
aplicarse  en  toda  su  extensión  por  no  exis- 
tir circunstancias  agravantes  ni  de  ate- 
nuación que  apreciar,  toda  vez  que  Herre- 
ra no  confesó  la  perpetración  del  delito 
para  que  pudieran  ser  estimadas  las  ate- 
nuantes que  consideró  el  Juez  de  la  causa. 

Contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  Prime- 
ra de  Apelaciones,  el  reo  con  auxilio  del 
Abogado  Gustavo  Rodríguez,  interpuso  el 
recuro  de  casación,  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  lo.,  3o.,  4o.  y  5o. 
del  Decreto  Legislativo  número  1721;  21 
inciso  10.,  22  incisos  lo.  y  3o.  del  Código 
Penal;  y  614  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  dada  la  manera  como  fué  cometido 
el  hecho  punible  y  los  medios  empipados 
para  consumarlo,  se  viene  en  conocimien- 
to de  que  Herrera  Montes  no  tuvo  el  pro- 
pósito de  causar  a  Juan  José  Marroquín 
lesiones  graves;  y  por  esta  razón  procede 
apreciar  como  atenuante  en  favor  de 
aquél  dicha  circunstancia;  y  al  no  esti- 
marlo así,  el  Tribunal  de  segundo  grado 


infringió  el  inciso  tercero  del  articulo  22 
del  Código  Penal,  en  relación  con  el  inci- 
so quinto  del  artículo  676  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  responsabilidad  criminal  de  ¡sa- 
lomón Herrera  Montes  se  deduce  inde- 
fectiblemente en  primer  lugar,  de  la  re- 
yerta suscitada  entre  él  y  Marroquín,  y 
en  segundo,  de  lo  expuesto  por  Juan  Arria- 
ga, Luz  Orizabal  y  Felicita  Higueros. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  captura  efectuada  por  el  admi- 
nistrador de  la  finca  "Verapáz",  no  se 
llevó  a  cabo  en  las  circunstancias  señala- 
das por  el  artículo  tercero  del  Decreto  Le- 
gislativo número  1816;  y  que  por  otra  par- 
te, Marroquín  es  mozo  de  la  referida  fin- 
ca, y  no  consta  que  dicha  propiedad  esté 
destinada  a  los  cultivos  especificados  en 
la  misma  ley;  y  en  conseceuncia  es  im- 
procedente apreciar  la  exensión  de  res- 
ponsabilidad criminal  que  contiene  el  ar- 
tículo cuarto  del  Cuerpo  legal  que  acaba 
de  mencionarse. 

CONSIDERANDO: 

Que  establecida  en  la  forma  que  ya  se 
dijo,  la  delincuencia  del  procesado,  corres- 
ponde infligirle  la  pena  que  la  ley  deter- 
mina, teniendo  en  cuenta  que  el  herido 
quedó  deforme  a  consecuencia  de  la  lesión 
que  le  fué  inferida,  según  consta  en  el  in- 
forme respectivo,  pero  en  virtud  de  que 
existe  la  circunstancia  de  atenuación  an- 
teriormente relacionada,  debe  modificar- 
se dicha  pena,  en  el  sentido  de  que  se  le 
impone  disminuida  en  una  tercera  parte. 

POR  TANTO: 

La»  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  dispuesto  por  los  artículos 
34,  47,  60,  65,  68,  79  y  309  inciso  tercero 
del  Código  Penal;  587,  589,  601,  603,  687  y 
729  de  Procedimientos  Penales;  y  del  De- 
creto Gubernativo  número  1349,  declara 
que  ha  lugar  al  recurso  interpueto,  en 
consecuencia,  CASA  Y  ANULA  la  ejecuto- 
ria recurrida,  y  resuelve:  que  Salomón 
Herrera  Montes  es  autor  del  delito  de  le- 
siones, y  por  este  hecho  punible  le  impo- 
ne tres  años  de  prisión  correccional,  pena 
que  con  abono  de  la  pirisión  sufrida  des- 
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de  el  auto  de  bien  preso,  y  rebajado  en  un 
tercio,  deberá  purgar  en  la  Penitenciaría 
del  Centro;  le  permite  conmutar  hasta 
las  dos  terceras  partes  de  la  referida  pe- 
na, a  razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios;  le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
ccndena;  le  obliga  a  pagar,  tanto  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del 
delito,  como  el  valor  de  los  servicios  pres- 
tados al  ofendido  en  el  Hospital  General 
de  Mazatenango;  y  por  su  notoria  pobre- 
za, lo  exonera  de  reponer  el  papel  emplea- 
do en  la  causa,  al  del  sello  respectivo.  No- 
tifiquese,  y  con  certificación  de  lo  resulto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  procedencia. 

Raf.  Ordónez  Solís.  —>  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Enrique  Flores  y  Flores, 
por  el  delito  de  hurto  de  semovientes. 

DOCTRINA:  La  captura  de  un  individuo 
que  conduce  un  semoviente  que  ha  sido 
sustraído  a  su  legítimo  propietario,  es 
suficiente  prueba  de  su  responsabilidad, 
mientras  no  justifique  la  legal  adquisi- 
ción del  mismo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete. 

Vista  por  recuro  de  casación  y  con  sus 
Cespectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
mas  adelante  se  relatará,  dictada  en  la 
causa  instruida  contra  Enrique  Flores  y 
Flores  por  el  delito  de  hurto  de  semovien- 
tes. 

Del  estudio  del  proceso  aparece:  que  el 
veintitrés  de  Abril  del  año  pasado,  com- 
pareció ante  el  Juez  menor  de  Ostuncalco 
Diego  Yac,  dando  parte  que  del  mesón  que 
en  dicho  lugar  tiene  Cornelio  Morales  le 
habían  robado  una  muía.  Examinado  el 
denunciante  manifestó:  que  un  dia  antes 
en  el  camino  que  conduce  de  Almolonga 
a  Quezaltenango,  se  juntó  con  una  perso- 
na desconocida  quien  le  propuso  en  venta 
tres  imágenes  y  unos  cuadros,  los  que  te- 
nía en  San  Juan  Ostuncalco;  con  el  obje- 
to de  adquirir  esas  imágenes  que  le  podían 


hacer  algún  milagro,  se  dirigieron  a  dicho 
lugar  y  en  una  posada  dejaron  la  muía 
que  antes  le  había  tomado  en  alquiler  a 
Pedro  López;  más  tarde  este  individuo 
desconocido  se  separó  de  él  con  la  excusa 
de  ir  hablar  con  el  Intendente  para  le- 
vantar una  acta  y  al  declarante  le  dijo  que 
fuera  a  buscar  una  hoja  de  papel,  la  cual 
no  encontró  y  como  se  dilatara  por  no 
conocer  las  tiendas  de  la  población,  su  hi- 
jo Mariano  Machic  fué  a  buscarlo  y  le  di- 
jo que  la  muía  se  la  había  llevado  aquel 
individuo. 

Examinado  Carlos  Morales  Girón,  mani- 
festó: que  encontrándose  un  día  jueves  en 
una:  tienda  que  tiene  a  su  cargo,  supo  que 
de  su  casa,  donde  reciben  bestias,  se  ha- 
bía perdido  una  muía;  a  él  no  le  consta 
nada  de  dicho  suceso,  y  es  probable  que  la 
sivienta  haya  recibido  un  centavo  que  se 
cobra  por  la  posada  de  cada  bestia  que 
allí  se  deja. 

Examinada  Margarita  Calderón  Monte- 
rroso,  dijo:  que  estando  como  sirvienta  de 
la  casa  de  Carlos  Morales,  llegaron  dos 
individuos  desconocidos  con  una  muía  a 
pedir  posada  por  un  rato,  y  como  en  la 
casa  existe  la  costmbre  de  darla,  no  tuvo 
inconveniente  en  aceptarla;  como  a  la  ho- 
ra y  media  llegó  uno  de  esos  dos  individuos 
y  dijo  que  se  llevaba  la  muía,  pagando 
el  centavo  que  se  cobra  por  hospedaje;  a 
las  doce  horas  más  o  menos  llegó  el  otro 
individuo  reclamando  la  muía  como  pro- 
pia, contestándole  la  dicente  que  ya  se  la 
había  llevado  su  compañero  de  viaje. 

El  veintiséis  del  propio  mes,  fué  puesto  a 
disposición  del  Juez,  el  procesado  Errique 
Flores,  de  veintinueve  años,  soltero,  pana- 
dero, quien  fué  capturado  en  Coatepeque 
conduciendo  el  semoviente  mencionado; 
dicho  reo  al  ser  indagado,  manifestó:  que 
ha  sido  procesado  en  los  dos  Juzgados  de 
Quezaltenango,  por  el  delito  de  hurto  ha- 
biendo sido  absuelto  en  ambos;  que  fué 
capturado  en  el  lugar  ya  dicho,  porque 
llevaba  una  muía  que  le  vendió  Diego  Yac 
en  San  Juan  Ostuncalco,  lugar  a  donde 
fueron  procedentes  de  Almolonga,  porque 
Yac  le  dijo  que  en  dicho  pueblo  le  iba  a 
firmar  la  carta  de  venta,  por  encontrar- 
se allí  la  persona  que  a  su  vez  se  la  había 
vendido;  que  cuando  llegaron  a  San  Juan, 
Yac  le  dijo  que  no  había  encontrado  al  in- 
dividuo que  se  la  había  vendido,  pero  que 
se  podía  llevar  la  bestia  y  que  en  el  térmi- 
no de  ocho  días  le  entregaría  la  carta  de 
venta;  el  precio  del  semoviente  fué  conve- 
nido   en    diez  y  seis  quetzales,  los  que 
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no  pagó  porque  Yac  le  debía  el  va- 
lor de  quince  quintales  de  maiz  se- 
gún documento  simple  que  el  declaran- 
te tiene  en  su  poder,  el  cual  no  fué  pre- 
sentado; que  es  falso  que  él  se  haya  en- 
contrado en  el  camino  de  Almolonga  a 
Quezaltenango  con  Diego  Yac  y  menos 
que  le  ofreciera  unas  imágenes  en  venta; 
la  cierto  es  que  él  llegó  el  veintidós  de 
Abril  a  su  casa  a  cobrarle  los  quince  quin- 
tales de  maiz  que  le  debía  y  Yac  le  indi- 
có que  no  tenía  dinero,  pero  que  iba  a  pa- 
garle con  una  muía;  que  la  noche  del 
miércoles  para  amanecer  jueves  veintitrés, 
durmió  en  la  casa  de  Diego  Yac,  donde  co- 
noció a  su  mujer,  ignorando  su  nombre; 
que  cuando  amaneció  el  día  veintitrés  y 
como  a  las  seis  de  la  mañana,  Yac  fué  a 
traer  el  semoviente  a  una  casa  cerca  de  la 
de  él,  donde  estaban  haciendo  adobes,  en- 
seguida se  dirigieron  para  Quezaltenango 
y  después  a  San  Juan  Ostuncalco,  lugar 
donde  Yac  le  entregó  la  muía  sin  que  nin- 
guna persona  lo  haya  presenciado,  más 
que  sólo  el  hijo  de  Yac,  quien  los  acompa- 
ñaba, manifestando  por  último  ser  ino- 
cente del  delito  que  se  le  imputa,  pudiéndo- 
lo probar  con  el  documento  en  que  consta 
que  Yac  le  debía,  deuda  que  fué  contraída 
en  Coatepeque. 

El  semoviente  hurtado  fué  valuado  por 
expertos  en  veinticinco  quetzales. 

Pedro  López  dijo:  que  él  es  efectivamen- 
te el  propietario  de  dicho  semoviente,  jus- 
tificándolo con  la  carta  de  venta  que  a  su 
favor  otorgó  Valeriano  Sum  el  veintiocho 
de  Abril  de  mil  novecientos  veintisiete  a 
quien  se  lo  compró  en  cinco  mil  pesos  bi- 
lletes. 

Practicado  un  careo  entre  Diego  Yac  y 
Enrique  Flores,  nada  se  adelantó,  debido 
a  que  cada  uno  sostuvo  sus  dichos.  Se 
hizo  constar  en  la  causa,  como  anteceden- 
tes del  reo,  que  se  le  instruyó  un  proceso 
en  el  mismo  Juzgado  Segundo,  por  el  de- 
lito de  hurto  de  semovientes,  en  el  cual 
aparece  que  para  cometerlo,  le  ofreció  a 
los  ofendidos  unas  imágenes;  y  en  el  Juz- 
gado Primero,  se  le  instruyo  otro  por  el 
mismo  delito,  siendo  en  ambos  absaelto 
por  falta  de  prueba. 

Elevada  la  causa  al  estado  de  plenario 
se  le  tomó  confesión  con  cargos  al  proce- 
sado, deduciéndole  el  que  corresponde  al 
delito  de  hurto  de  semovientes,  con  el 
cual  no  se  conformó  y  de  oficio  fué  nom- 
brado como  su  defensor  al  Licenciado  Ed- 
mundo Vásquez  A.;    durante  el  término 


probatorio  no  se  rindió  ninguna  prueba  y 
con  fecha  trece  de  Julio  del  año  indicado, 
dictó  sentencia  el  Juez  2o.  de  la.  Instan- 
cia de  Quezaltenango,  condenando  a  En- 
rique Flores  por  el  delito  de  hurto  de  se- 
movientes a  sufrir  la  pena  de  tres  años 
de  prisión  correccional  inconmutables  y 
haciendo  las  demás  declaraciones  legales; 
el  procesado  apeló  de  la  sentencia  y  se  re- 
mitió la  causa  a  la  Sala  Cuarta.  Mientras 
se  sustanciaba  la  segunda  instancia,  el  reo 
se  fugó  del  Hospital  a  donde  se  había  re- 
mitido para  su  curación,  el,  tres  de  agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  siendo 
capturado  nuevamente  en  Coatepeque  el 
tres  de  marzo  del  corriente  año  y  puesto 
a  disposición  de  la  propia  Sala,  tribunal 
que  el  seis  de  abril  del  corriente  año,  con- 
firmó la  sentencia;  contra  este  último  pro- 
nunciamiento presentó  recurso  de  casa- 
ción el  reo,  auxiliado  por  el  Abogado  Ed- 
mundo Vásquez  A.,  citando  como  violados 
los  artículos  siguientes:  568,  587,  589,  595, 
596,  597,  601,  609  y  614  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  587  6e  Procedimientos 
Penales  contiene  únicamente  la  definición 
de  lo  que  es  presunción  como  miedlo  de 
prueba  y  su  distinción  entre  la  legal  y  la 
humana;  y  como  en  el  fallo  no  se  hace 
ninguna  declaración  contrario  a  dicha  de- 
finición, tal  artículo  no  ha  podido  ser  in- 
fringido. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  captura  del  reo  en  ocasión  que 
conducía  el  semoviente  de  cuya  pérdida  ya 
tenía  conocimiento  la  autoridad  y  había 
expedido  órdenes  para  su  detención;  así 
como  de  la  circunstancia  de  no  haber 
justificado  el  reo  la  adquisición  legal  de 
dicho  semoviente,  constituye  una  behe- 
mente  presunción  que  por  sí  sola  es  sufi- 
ciente para  convencer  el  ánimo  judicial 
de  que  Enrique  Flores  se  hurtó  el  semovien- 
te de  que  se  trata,  excluyendo'  la  posibili- 
dad de  que  le  hubiese  sido  entregado  por 
Diego  Yac,  quien  si  así  hubiera  sido,  no 
habría  dado  parte  inmediatamente  a  la  au- 
toridad del  hecho  cometido;  estando  por 
consiguiente  bien  aplicados  y  no  infringi- 
dos los  artículos  568  y  589  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 
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CONSIDERANDO: 
Que  además  de  la  presunción  relaciona- 
da anteriormente,  existen  contra  el  enjui- 
ciado las  que  enumera»  la  Sala  en  la  sen- 
tencia que  se  examina,  las  cuales  en  el 
presente  caso,  no  tienen  más  objeto  que 
el  de  corroborar  la  prueba  ya  indicada, 
estando  los  hechos  en  que  se  fundan  de- 
bidamente establecidos;  de  manera  que  al 
estimarlas  el  tribunal  sentenciador  de  la 
manera  como  lo  hizo,  no  infringió  los  ar- 
tículos 595,  596,  597  y  601  del  propio  Có- 
digo. 

CONSIDERANDO : 
Que  tampoco  fueron  infringidos  los  ar- 
tículos 609  y  614  del  mismo  cuerpo  de  le- 
yes; el  primero  porque  no  habiendo  confe- 
sado el  reo  su  delito,  su  declaración  no  ha 
podido  examinarse  como  tal;  y  el  segun- 
do porque,  además  de  no  existir  confesión, 
como  ya  se  dijo,  los  antecedentes  del  reo 
no  le  son  nada  favorables,  y  por  consi- 
guiente en  nada  podría  favorecerle  tal 
disposición  legal. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  los  artículos  232  y 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
686  y  690  de  Procedimientos  Penales,  de- 
clara improcedente  el  recurso  interpues- 
to; e  impone  al  que  lo  interpuso  treinta 
días  de  arresto  que  podrá  conmutarse  a 
razón  de  veinticinco  centavos  diarios.  No- 
tifíquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arqueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Carlos  Román 
Higueras  y  Manuel  Leonardo,  por  el  de- 
lito de  falsificación  de  documentos  pú- 
blicos. 

DOCTRINA:  La  naturaleza  de  público  u 
oficial  o  privado  de  un  documento,  de- 
riva del  carácter  oficial  o  particular  de 
quien  lo  otorga  o  interviene  para  hacer 
constar  algún  hecho  jurídico,  siempre 
que  sea  en  ejercicio  de  sus  funciones,  so- 
bre materia  de  su  competencia  y  en 
forma  legal;  en  consecuencia,  las  actua- 


ciones judiciales  tienen  el  carácter  pri- 
meramente indicado,  por  lo  que  la  susti- 
tución de  alguna  de  ellas  por  otra  que 
imitó  un]  particular,  con  ese  fin,  tiene  el 
carácter  de  falsedad  punible  si  también 
reúne  los  demás  caracteres  fijados  por 
la  ley  penal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

En  virtud  de  casación  y  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  treinta  y  uno  de  Mar- 
zo próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso 
íeguido  contra  Carlos  Román  Higueros. 
Manuel  Leonardo  y  Vicente  Rayo  Quiñó- 
nez,  por  el  delito  de  falsificación  de  docu- 
mentos públicos. 

El  ocho  de  febrero  del  año  próximo  pa- 
sado, el  secretario  de  la  Sala  Segunda  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  en  cumplimiento 
del  fallo  respectivo,  remitió  al  Juzgado  de 
Primera  Instancia  de  Chimaltenango  una 
certificaión  en  la  que  están  transcritos  el 
dictamen  de  los  expertos  Desiderio  Menchú 
y  Miguel  Ravelo  y  el  acta  de  inspección 
ocular  levantada  por  el  Presidente  del  ex- 
presado Tribunal  en  la  causa  que  se  siguió 
contra  Abelardo  Román  Moscoso  por  el  de- 
lito de  homicidio  perpetrado  en  la  perso- 
na de  Lisandro  Marroquín,  en  Tecpám, 
el  veinticinco  de  diciembre  de  mi!  nove- 
cientos veintinueve.  Consta  en  dicho  do- 
cumento: lo.  que  las  primeras  diligencias 
están  comprendidas  en  catorce  hojas  de 
papel  español,  iguales,  excepto  la  que  fi- 
gura entre  los  folios  dos  y  cuatro,  que  le 
corresponde  el  número  tres,  la  que  es  más 
clara,  menos  ancha  que  las  otras  y,  ade- 
más, el  margen  y  rayado  también  son  de 
menores  dimensiones;  2o  en  el  anverso  de 
la  hoja  de  referencia,  en  la  parte  superior, 
están  marcados  los  sellos  oficiales  del  Juz- 
gado Primero  Municipal  de  Tecpám  y  el 
de  primera  instancia  del  departamento  de 
Chimaltenango.  Comparando  el  primero 
de  dichos  sellos  con  los  demás  del  Juzga- 
do Municipal  de  Tecpám,  se  notan  las  di- 
ferencias siguientes;  a)  en  el  sello  que 
aparece  en  la  hoja  número  tres,  no  se  ve 
el  borde  dentado  que  tienen  los  otros;  b) 
en  el  primero  las  letras  aparecen  notoria- 
mente desalineadas  y  de  diversas  dimen- 
siones; c)  el  cuerpo  del  quetzal  que  figu- 
ra en  el  escudo  de  armas  aparece  dibujado 
ostensiblemente  a  lápiz  tinta.  Empleando 
en  el  examen  de  dicho  sello  un  lente  que 
aumenta  doce  diámetros  se  nota  que  dicho 
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sello  fué  producido  mediante  el  empleo  de 
papel  azul  de  calcar  sobre  el  que  se  repa- 
só en  seguida  con  lápiz  tinta  morado  a 
efecto  de  hacerlo  coincidir  con  la  tinta  de 
sellar  que  se  usa  en  el  Juzgado  Primero 
Municipal  de  Tecpám,  maniobra  de  la  cual 
resultan  las  marcadas  diferencias  que  en 
cuanto  a  la  corrección  y  simetría  d>:  las 
líneas  pueden  constatarse  entre  dicho  se- 
llo y  las  demás  del  Juzgado  oe  reíeren- 
cia.  3o.    En  consecuencia  el  sello  de  que 
se  trata  fué  dibujado  fraudulentamente. 
40.  El  sello  del  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia, que  aparece  en  la  misma  hoja,  no 
oirece  diferencia  alguna  con  respecto  a 
los  demás  sellos  del  propio  Juzgado  que 
obran  en  autos.  5o.  Dichas  primeras  dili- 
gencias fueron  rubricadas  al  margen  por 
dos  personas.   Entre  las  rúbricas  que  apa- 
recen en  la  hoja  número  tres  y  las  demás 
que  obran  en  otras  hojas,  a  la  simple  vis- 
ta se  notan  diferencias  especialmente  en 
cuanto  a  la  rúbrica  que  aparece  en  segun- 
do término  por  ser  más  complicada.  En 
esta   última   pueden  constatarse  gruesos 
diversos  y  diferente  enlace  y  coordinación 
en  las  líneas  curvas  de  que  está  formado. 
6o.  En  la  hoja  número  tres  de  que  se  tra- 
ta, consta  la  parte  final  del  acta  descrip- 
tiva levantada  por  el  Juez  instructor  y  la 
declaración  prestada  por  el  occiso  Lisandro 
Paz  Marroquin.  En  el  reverso  de  dicha  ho- 
ja, aparecen  las  firmas  que  la  cubren  que 
son  las  de  •'Gabino  Cuyún  V."  Comisario  de 
la  Policía  de  Tecpám  en  aquel  entonces; 
"G.  Parada  M."  Juez  instructor  y  "Manuel 
Leonardo",  secretario.    Cotejando  dichas 
firmas  con  las  demás,  que  de  las  mismas 
personas  aparecen  en  las  diligencias,  se 
notan  diferencias    muy    marcadas  entre 
las  de  Gabino  Cuyún  V.  y  G.  Parada  M., 
en  cuanto  a  gruesos,  trazo  y  enlace  de  las 
letras  y  rúbricas;  diferencias  que  nc  pue- 
den constatarse   respecto   a  la  firma  de 
Manuel  Leonardo.  7o.  La  hoja  número  tres 
aparece  escrita  a  mano,  con  tinta  negra 
y  con  un  tipo  de  letra  igual  o  por  lo  me- 
nos sumamente  parecida  a  la  empleada 
en  la  escritura  de  los  folios  del  uno  al  cin- 
co vuelto,  siete    vuelto  y    diez  al  catorce 
vuelto.    El  dictamen  de  los  expertos  De- 
siderio Menchú  y  Miguel  Ravelo,  que  fi- 
gura en  la  misma  certificación,  contiene 
las  siguientes  conclusiones:  la.  que  el  se- 
llo se  encuentra  alterado;  2a.  que  las  fir- 
mas Gabino  Cuyún  V.  y  G.  Parada  M.,  son 
falsificadas;  3a.  que  la  firma  Manuel  Leo- 
nardo es  auténtica;  4a.,  que  la  escritura  es 
semejante  a  la  de  las  primeras  diligencias. 


Indagado  Manuel  Leonardo,  dijo:  qae  la 
arma  que  dice  Manuel  Leonardo,  puerta  al 
calce  de  la  diligencia  del  folio  tres,  la  re- 
conoce como  suya  la  puso  de  su  puño  y 
letra,  siendo  la  misma  que  usa  para  todos 
sus  asuntos;  que  era  cierto  que  en  Diciem- 
bre del  año  de  mil  novecientos  veintinue- 
ve desempeñaba  el  cargo  de  secretario  mu- 
nicipal de  Tecpám  y  a  su  vez  secretario 
del  Juzgado  de  Paz;  con  ese  carácter  era  el 
encargado  de  asentar  las  declaraciones 
prestadas  por  reos  y  testigos  en  las  actua- 
ciones judiciales;  en  el  acta  levantada  el 
veintinueve  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos veintinueve,  con  motivo  de  la  muerte 
de  Manuel  Lisandro  Paz  Marroquin,  con- 
signó la  declaración  categórica  del  lesio- 
nado en  el  sentido  de  que  su  heridor  ha- 
bía sido  Abelardo  Román  Moscoso;  y  asi 
como  escribió  dicha  acta,  fué  remitida  jun- 
tamente con  las  actuaciones  al  Juzgado  de 
Primera  Instancia  de  Chimaltenango.  Ne- 
gó, en  un  principio,  haber  tomado  parte  en 
el  hecho;  pero  al  final  explicó:  que  con 
fecha  posterior,  cuando  ya  no  estaba  de 
secretario  el  deponente,  llegaron  a  su  ca- 
sa de  habitación  en  Balanyá,  Carlos  Ro- 
mán y  Antonio  Zúñiga,  el  primero  de  Tec- 
pám, es  padre  de  Abelardo  Román  Mosco- 
so  y  le  dijo  que  ya  estaba  todo  arreglado 
y  que  únicamente  faltaba  sustituir  la  ho- 
la número  tres,  donde  estaba  contenido  el 
final  del  acta  de  inspeción  ocular,  por  la 
que  actualmente  aparece  en  el  proceso  y  le 
llevaron  un  papel  ya  escrito  para  que  lo  co- 
piara y  donde  constaba  que  el  lesionado 
Lisandro  Paz  Marroquin  no  había  declara- 
do quién  era  su  heridor;  como  el  decla- 
rante no  le  constaba  nada  porque  no  fué 
a  levantar  el  acta,  accedió  a  ello  por  una 
bondadosa  condescendencia,  sin    que  le 
hayan  dado  suma  de  dinero  alguna;  le  di- 
jeron que  la  familia  del  muerto  ya  había 
perdonado  a  Román  Moscoso,  cuando  hizo 
el  final  del  acta  descriptiva  en  la  nueva 
hoja,  únicamente  consignó  su  firma,  sin 
que  todavía  estuvieran  la  del  Juez  de  Paz, 
don  Samuel  Parada  M.  y  la  del  comisa- 
rio de  policía,  don  Gabino  Cuyún  C;  el  de- 
ponente al  principio  no  quería  hacerla,  pe- 
ro lo  instaron  tanto,  hasta  consumar  el 
hecho,  ofreciéndole  don  Carlos  todos  sus 
bienes,  pero  el  indagado  no  quiso  acep- 
tar nada;  el  papel  ya  con  su  firma,  se  lo 
llevó  don  Carlos  Román;  solamente  Zúñi- 
ga estuvo  presente  en  el  momento.  Manuel 
Leonardo  amplió  su  anterior  declaración 
en  el  sentido  que  cuando  Zúñiga  y  Román 
llegaron  a  su  casa,  insistieron  tanto,  espe- 
cialmente el  primero,  en  que  les  copiara 


310 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


el  "borrador",  que  accedió  a  confeccionar 
la  copia,  indicándole  Zúñiga  que  única- 
mente quería  ésta  para  enseñarla  a  los  hi- 
jos de  Paz  Marroquin  y  calmar  los  áni- 
mos pues  le  hicieron  creer  que  estaban  a 
punto  de  haber  desgracias;  que  enseñán- 
doles la  copia  convencerían  a  la  familia 
del  occiso  que  no  habia  sido  Abelardo  Ro- 
mán el  autor  del  hecho.  Les  hizo  ver  el 
deponente  que  tan  pronto  como  enseña- 
ran la  copia  a  aquellos  que  se  la  devolvie- 
ran; pero  esto  ya  no  lo  hicieron  por  lo  que 
fué  dos  veces  a  Tecpám  a  traerla  y,  en- 
tonces, Zúñiza  le  dijo  que  ya  la  había  que- 
mado. 

Indagado  Carlos  Román  Hi güeros  dijo: 
que  es  el  padre  de  Abelardo  Román  Mosco- 
so  a  quien  se  le  procesó  en  el  año  de  mil 
novecientos  veintinueve  por  el  delito  de 
homicidio  en  la  persona  de  Lisandro  Paz 
Marroquin;  que  cumpliendo  sus  deberes 
de  padre,  se  interesó,  por  obtener  la  liber- 
tad de  su  expresado  hijo;  conoce  a  Manuel 
Leonardo  porque  estuvo  de  secretario  de 
Tecpám  Guatemala  y  que  con  Antonio  Zú- 
ñiga tuvo  relaciones  de  amistad  quien  emi- 
gró de  TecpámL  llevándose  un  dinero  que 
le  estafó;  negó,  al  principio,  haber  llegado 
a  casa  de  Leonardo  para  obtener  su  coope- 
ración en  el  hecho  delictuoso;  pero  en 
posteriores  declaraciones  expresó,  que  sí 
llegó  a  Balanyá  a  casa  de  don  Manuel  Leo- 
nardo en  compañía  de  Antonio  Zúñiga  y 
éste  fué  el  que  le  habló  a  Leonardo;  cuan- 
do salieron  de  la  casa  de  éste,  en  el  cami- 
no le  dijo  Zúñiga  que  se  trataba  de  un 
asunto  relacionado  con  la  defensa  de  su  hi- 
jo; no  sabe  de  donde  sustrajeron  la  hoja 
objeto  de  este  procedimiento;  a  Leonardo 
lo  encontraron  en  el  campo,  quedándose 
el  deponente  retirado  del  lugar  donde  con- 
versó Zúñiga  con  aquél;  Zúñiga  y  el  Li- 
cenciado Fabián  Imeri  eran  los  encarga- 
dos de  la  defensa  de  su  hijo;  que  es  cier- 
to que  le  habló  a  Vicente  Rayo  para  que 
efectuara  la  sustracción  de  ia  hoja  que 
obraba  a  folio  tres  del  proceso  para  susti- 
tuirla por  la  que  convenía  a  los  intereses 
de  su  hijo;  que  el  licenciado  Fabián  Imeri 
llamó  a  Zúñiga  para  decirle  que  tomara 
odos  los  medios  a  efecto  de  extraer  una 
hoja  del  proceso  en  donde  figuraba  una 
declaración;  entonces  Zúñiga  fué  a  Chi- 
maltenanga  y  el  deponente  le  habló  a  Vi- 
cente Rayo  para  que  le  hiciera  el  servicio  de 
pedirle  datos,  pero  éste  le  dijo  que  le  pres- 
taba la  hoja  que  necesitaba  y  se  la  dió; 
entregándosela  al  deponente  y  él  se  la  dió 
a  Zúñiga,  quien  fué  donde  Leonardo  a  que 
la  copiara,  devolviéndosela  enseguida;  Zú- 


ñiga la  tomó  y  se  la  llevó  a  Imeri;  pero 
hace  constar  que  antes  de  llevársela,  fal- 
sificó las  firmas  que  se  figura  eran  de  Sa- 
muel Parada;  que  Manuel  Leonardo  le  co- 
braba treinta  quetzales,  indicándole  que 
eran  de  gastos  que  había  tenido  en  Gua- 
temala, con  motivo  del  arreglo  del  asun- 
to de  su  hijo,  pero  el  deponente  no  se  los 
pagó. 

Vicente  Rayo  Quiñónez  negó  al  princi- 
pio conocer  a  Carlos  Román  y  a  Antonio 
Zúñiga,  así  como  haber  tomado  parte  en 
el  hecho;  pero  en  el  careo  que  sostuvo  con 
el  primero  de  los  nombrados,  confesó  que 
estuvo  con  él  y  Antonio  Zúñiga  en  un  cuar- 
to de  la  casa  de  posada  de  Chimaltenan- 
go  y  accedió  a  las  súplicas  de  Román  y 
Zúñiga  en  forma  espontánea  sin  remune- 
ración ninguna  para  sustituir  la  hoja  que 
obraba  al  folio  tres;  sustitución  que  efec- 
tuó personalmente.  Román,  por  su  parte 
dijo,  ser  cierto  lo  manifestado  por  Rayo. 
Este  en  las  ampliaciones  de  su  indagato- 
ria, explicó:  que  don  Carlos  Román  per- 
sonalmente fué  quien  le  entregó  la  hoja 
de  autos,  la  que  tenía  las  firmas  del  Juez 
de  Paz,  Comisario  de  Policía  y  Secretario 
de  Tecpám;  el  sello  del  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  el  deponente  lo  imprimió 
en  la  nueva  hoja;  cuando  don  Carlos  Ro- 
mán le  habló,  no  estuvo  presente  Zúñiga; 
cuando  Román  le  solicitó  la  extracción  de 
la  hoja,  le  explicó  que  el  Licenciado  Ime- 
ri le  había  dicho  que  éste  era  el  único  me- 
dio de  salvar  a  su  hijo  Abelardo  Román 
Moscoso  y  que  procedía  con  instrucciones 
recibidas  de  dicho  profesional;  después 
que  sustituyó  la  hoja,  llevó  la  causa  al  ar- 
chivo; Román  le  dió  la  suma  de  catorce 
quetzales  en  billetes  de  uno  y  dos  quetza- 
les para  que  el  deponente  llevara  a  cabo 
el  hecho  delictuoso. 

Fueron  agregadas  a  este  proceso,  las  ho- 
jas que  figuraban  a  folios  tres  y  cuatro  de 
la  causa  seguida  contra  Abelardo  Román 
Moscoso. 

Samuel  G.  Parada,  negó  haber  firma- 
do la  hoja  de  autos  ignorando  quién  le 
falsificó  la  firma  que  aparece  en  ella. 

Ei  Licenciado  Fabián  S.  Imeri  negó  ha- 
ber participado  en  el  hecho  delictuoso  v 
explicó:  que  las  primeras  diligencias  que 
se  instruyeron  con  motivo  del  homicidio 
cometido  en  la  persona  de  Paz  Marroquin 
nunca  las  vió  originales,  ni  aún  después 
de  hebérsele  discernido  el  cargo  de  defen- 
sor, pues  al  aceptar  la  defensa  de  Román 
Moscoso  le  puso  como  condición  que  se  le 
hicieran  las  notificaciones  por  medio  de  ex- 
horto, dirigido  a  uno  de  los  Jueces  de  la 
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capital,  como  en  efecto  así  se  hizo,  y  de 
que  él  o  alguno  de  sus  parientes  u  otro 
abogado  se  encargara  de  hacer  las  ges- 
tiones en  el  tribunal  para  la  tramitación 
de  la  causa;  y  asi  se  hizo,  pues  el  ver- 
dadero cargo  del  declarante,  fué  el  de  abo- 
gado director  en  vista  de  la  copia  que  le 
mandó  el  procesado,  cuando  la  causa  se 
elevó  a  plenario,  y  de  los  datos  que  le  su- 
ministró durante  el  curso  del  proceso.  To- 
das las  gestiones  las  efectuó  desde  esta 
capital;  al  declarante  le  hubiera  sobrado 
previsión  para  no  aparecer  como  defen- 
sor en  el  caso  de  que  hubiera  aconsejado 
o  tenido  conocimiento  de  alguna  incorrec- 
ción, siendo  inverosímil  por  ese  motivo,  el 
cargo  que  le  hacen,  con  mayor  razón  si  se 
toma  en  cuenta  que  en  esa  época  no  se 
necesitaba  de  firma  de  abogado  para  de- 
fenderse como  consta  en  el  mismo  proceso, 
en  varías  solicitudes  que  de  su  espontánea 
voluntad  firmó  el  procesado;  que  el  decla- 
rante en  su  carácter  de  abogado  siempre 
ha  defendido1  conforme  a  la  ley  y  protestó 
por  considerar  injuriosa  para  su  honor  pro- 
fesional la  imputación  que  se  le  hace. 

Se  elevó  a  plenario  el  proceso  tomándo- 
se confesión  con  cargos  a  los  enjuiciados 
y  no  se  conformaron  con  los  que  se  les 
dedujeron,  excepto  Vicente  Rayo  Quiñó- 
nez  quien  dijo  que  únicamente  está  con- 
forme con  el  cargo  de  infidelidad  en  la 
custodia  de  documentos  oficiales.  En  esta 
diligencia  Leonardo  da  más  detalles  sobre 
su  intervención  en  el  presente  asunto  y 
modifica  el  dato  que  dió  en  su  primera -de- 
claración relativo  al  folio  de  la  hoja,  el  cual 
dice  que  no  vió.  Después,  dijo  también 
que  Zúñiga  y  Román  no  le  habían  dicho 
que  iban  a  sustituir  una  hoja  por  otra. 

Asunción  Castellanos  y  Samuel  Parada 
Rangel,  declararon  sobre  la  buena  con- 
ducta de  Manuel  Leonardo. 

Edmundo  Chávez  Hernández  dijo  que 
haría  como  seis  años  que  había  visto  pa- 
sar por  su  casa,  situada  dos  cuadras  antes 
de  la  de  Leonardo,  a  Carlos  Román  Higue- 
ros  con  otro  señor  y  se  detuvieron  frente 
a  la  casa  de  aquél;  pero  no  los  vió  entrar. 
Guillermo  Hernández  declaró  más  o  me- 
nos en  los  mismos  términos  que  el  ante- 
rior. 

Solicitó  Leonardo  ampliar  sus  anterio- 
res declaraciones  y  al  concedérselo  expu- 
so: que  fué  varias  veces  a  Tecpám  con  el 
objeto  de  que  Antonio  Zúñiga  le  devolvie- 
ra la  hoja  que  el  indagado  escribió;  pero 
éste  le  dijo  que  la  había  quemado;  que  lo 


vieron  en  ese  lugar  Alfredo  Cáceres  y  Gui- 
llermo Hernández,  quienes  dice  que  oyeron 
esa  respuesta. 

A  favor  de  Carlos  Román  Higueros  se 
rindieron  las  pruebas  siguientes:  a)  infor- 
me del  doctor  Ricardo  Chávez  relativo  a 
que  hacía  dos  años  que  tenía  en  tratamien- 
to al  señor  Román  Higueros  porque  viene 
padeciendo  de  arterio-esclerosis  debido  a 
sus  antecedentes  de  intoxicación  por  el 
tabaco  y  alcohol;  que  ha  presentado  am- 
nesias muy  marcadas  y  algunos  tratornos 
en  sus  ideas  que  en  su  conjunto  caracte- 
rizan una  demencia  senil  en  sus  comien- 
zos. En  vista  de  eso  opinaba)  que  dicho  se- 
ñor no  tenía  su,  juicio  cabal  y  progresiva- 
mente irá  avanzando  su  dolencia  con  la 
edad  que  ya  pasa  de  setenta  años,  b)  Cer- 
tificación de  la  partida  de  bautismo  de 
Carlos  Román,  de  fecha  cinco  de  noviem- 
bre de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve, 
extendida  por  el  párroco  de  Tecpám  Gua- 
temala, c)  Maximiliano  Ortiz  y  Francis- 
co Galindo  Marroquín,  declararon  favora- 
blemente al  interrogatorio  relativo  a  que 
dicho  individuo  posee  pocos  conocimien- 
tos en  el  arte  de  la  escritura;  apenas  pue- 
de leer  y  por  ese  motivo  y  por  razón  de 
su  avanzada  edad  no  podría  falsificar  una 
firma  y  sello;  su  conducta  ha  sido  honra- 
da y  siempre  se  ha  dedicado  a  sus  trabajos 
agrícolas,  d)  Repreguntas  dirigidas  a  Ma- 
nuel Leonardo,  quien  las  contestó  así:  que 
Zúñiga  y  Carlos  Román  le  suplicaron  les 
hiciera  favor  de  sacarles  en  limpio  un  "bo- 
rrador" que  le  entregaron,  no  recordando 
quién  de  ellos  se  lo  dió;  que  no  cree  que 
haya  sido  Román  el  que  falsificó  el  sello 
y  firma  que  motivó  este  proceso  sino  más 
bien  Zúñiga;  ignora  si  el  señor  Román  ha- 
ya tenido  conocimiento  del  empleo  que  hi- 
zo Zúñiga  de  la  copia  que  hizo  el  deponen- 
te; pero  quedó  convencido  que  únicamente 
les  iba  a  servir  para  calmar  los  ánimos 
con  la  familia  Paz  Marroquin  como  así  se 
lo  habían  indicado,  e)  Vicente  Rayo  con- 
testó negativamente  las  repreguntas  que 
le  dirigió  Román  indicando  que  fué  éste 
quien  le  hizo  la  proposición  para  sustituir 
la  hoja  de  autos,  pues  a  don  Antonio  Zú- 
ñiga ni  lo  conoce;  por  un  error  dijo  en 
una  de  sus  declaraciones  que  habia  re- 
cibido de  Carlos  Román  la  suma  de  cator- 
ce quetzales  pero  expone  que  no  recibió 
ni  un  centavo,  f)  Declaraciones  de  Claro 
Román  y  Marta  Rosales,  quienes  dicen  que 
en  la  época  en  que  trabajaron  en  casa  de 
Antonio  Zúñiga  en  los  años  de  mil  nove- 
cientos  veintinueve    a    mil  novecientos 
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treinta,  vieron  que  éste  entregó  un  sobre 
a  Carlos  Román  para  que  lo  trajera  a  la 
cabecera  de  Chimaltenango. 

En  defensa  de  Manuel  Leonardo  se  rin- 
dieron las  pruebas  siguientes:  a)  declara- 
ciones de  Romelia,  Celia  y  Julio  Leonardo, 
hijos  de  Manuel  Leonardo,  quienes  en  lo 
substancial  expresaron  haber  presenciado 
cuando  Carlos  Román  y  Antonio  Zúñiga 
estuvieron  en  casa  de  su  padre  en  Balan- 
yá,  con  el  objeto  de  que  les  hiciera  una 
copia  de  un  papel  que  le  presentaron  y  a  lo 
que  su  padre  accedió  por  instancias  de 
Zúñiga  a  quien  le  entregó  la  referida  co- 
pia; que  le  decía  uno  de  aquellos  que  des- 
pués que  viera  el  papel  la  familia  se  lo 
devolverían,  b)  Certificaciones  en  las  que 
consta  que  Leonardo  sirvió  en  distintas 
apocas  con  honradez  y  competencia  car- 
gos públicos,  especialmente  en  el  ramo  de 
hacienda,  c)  Varias  declaraciones  de  tes- 
tigos sobre  la  honradez  y  buena  conducta 
de  Leonardo,  d)  Declaraciones  de  Alfre- 
do Cáceres  Paz  y  Guillermo  Hernández, 
quienes  manifestaron  que  sólo  les  consta- 
ba que  en  una  ocasión  en  que  platicaban 
con  Leonardo  en  una  de  las  calles  de  Tec- 
pám,  pasó  Antonio  Zúñiga  y  aquél  le  fué 
a  hablar;  pero  no  saben  de  qué  conversa- 
ron. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: que  Vicente  Rayo  Quiñónez  es  autor 
de  los  delitos  de  infidelidad  en  la  custodia 
de  documentos  oficiales  y  cómplice  en  la 
falsificación  de  los  mismos;  le  impone  por 
el  primer  delito  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión correccional,  rebajada  en  una  terce- 
ra parte  por  la  atenuante  de  su  confesión; 
y  por  el  segundo,  cuatro  años  de  la  mis- 
ma pena  y  hace  las  demás  declaraciones 
del  caso.  Absuelve  por  falta  de  plena 
prueba  a  Carlos  Román  Higueras  y  Ma- 
nuel Leonardo,  pero  únicamente  de  la  ins- 
tancia; y  deja  abierto  el  procedimiento 
contra  Antonio  Zúñiga. 

Al  tramitarse  la  segunda  instancia,  el  se- 
ñor Procurador  estuvo  de  acuerdo  con  la 
absolución  de  Leonardo  y  Román;  alegó 
en  favor  de  Vicente  Rayo  que  la  acción 
para  perseguir  el  delito  de  infidelidad  en 
la  custodia  de  documentos  estaba  pres- 
crita y  en  cuanto  al  de  falsedad  militaba 
a  su  favor  la  atenuante  de  su  espontánea 
confesión  sin  la  cual  procedería  su  abso- 
lución. El  Fiscal  informó,  refiriéndose  a 
Carlos  Román  y  Manuel  Leonardo,  que  és- 
tos habían  confesado  su  culpabilidad  y 
puntualizó  la  responsabilidad  de  cada  uno 
de  ellos. 


La  Sala  dictó  sentencia  en  la  que  confir- 
ma la  de  primer  grado  en  cuanto  conde- 
na a  Vicente  Rayo  por  falsificación  de  do- 
cumentos oficiales,  con  la  modificación,  de 
que  éste  es  coautor  del  indicado  delito  y  se 
le  condena  a  cuatro  años  de  prisión  co- 
rreccional hecha  la  rebaja  de  una  terce- 
ra parte  de  la  pena  correspondiente  en 
virtud  de  la  atenuante  de  su  confesión;  la 
confirma  también  en  cuanto  deja  abierto 
el  procedimiento  contra  Antonio  Zúñiga; 
revoca  la  propia  sentencia  en  lo  demás  y 
absuelve  a  Rayo  Quiñónez  del  cargo  de  in- 
fidelidad en  la  custodia  de  documentos 
oficiales:  condena  a  Carlos  Román  Higue- 
ras y  a  Manuel  Leonardo,  como  autores  del 
delito  de  falsificación  de  documentos  pú- 
blicos, a  cuatro  años  de  prisión  correccio- 
nal a  cada  uno,  hecha  la  rebaja  de  una  ter- 
cera parte  de  la  pena  señalada  al  delito  co- 
metido en  virtud  de  la  atenuante  de  su 
confesión;  y  hace  las  demás  declaraciones 
pertinentes. 

El  quince  de  Abril  próximo  pasado,  que- 
dó notificada  de  ese  fallo  Baudilia  Rébuli 
de  Román,  a  quien  le  fué  reconocida  la  re- 
presentación del  reo  Carlos  Román;  y  el 
veintiséis  del  mismo  mes  se  notificó  la 
propia  ejecutoria  al  Licenciado  Ricardo 
Marroquín  en  su  doble  carácter  de  defen- 
sor y  apoderado  de  Manuel  Leonardo.  La 
primera  interpuso  recurso  de  casación  el 
diecinueve  del  mismo  mes  con  auxilio  del 
abogado  Antonoi  Florián  Aguirre,  y  citó 
como  infringidos  los  artículos  194  inciso 
3o.  del  Código  Penal  vigente  en  el  año  de 
1930  y  198  inciso  3o.,  del  Código  Penal  en 
vigor;  568,  609,  614  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales.  El  segundo  presentó  el 
cuatro  de  mayo  anterior,  igual  recurso  y  ci- 
tó como  violados  los  artículos  siguientes: 
lo.,  11,  21  circunstancia  octava,  65,  79,  192 
en  sus  nueve  incisos,  reformado  por  el  Arto. 
5  del  Decreto  1740,  193,  194  en  sus  cuatro 
incisos  del  Código  Penal  de  1889;  lo.,  22 
circunstancia  séptima,  11,  67,  81,  196  en  sus 
nueve  incisos,  197  fracción  segunda,  198 
en  sus  cuatro  incisos  del  Código  Penal  en 
vigor  actualmente;  568,  571,  573,  574,  581 
inciso  2o.,  582,  586  circunstancias  la.,  2a.. 
3a.,  4a.  y  5a.  602  de  los  incisos  lo.  al  7o.  y 
614  del  Código  de  Procedimiento  Penales. 
Se  señaló  el  día  ocho  de  Junio  para  la  vis- 
ta. El  día  anterior  a  éste,  la  señora  Ré- 
buli de  Román  expresó  que  como  amplia- 
ción del  recurso  interpuesto,  señalaba  co- 
mo violados  los  artículos  lo.,  3o.,  20  inciso 
9o.,  21  incisos  8o.  y  11,  65,  79,  192  en  sus 
nueve  incisos,  193.  197  Código  Penal  1889; 
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22  incisos  6o.  y  8o.,  30,  31,  71,  18,  19,  81,  82, 
112,  197  completo  y  198  completo,  todos 
del  Código  Penal  vigente;  I,  XII  y  XIV  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

El  día  de  la  vista  alegó  el  apoderado  de 
Román  Higueros  que  éste  no  procedió 
con  malicia;  que  en  el  caso  de  que  asi  hu- 
biera sido  existiría  a  su  favor  la  eximente 
de  haber  obrado  impulsado  por  una  fuerza 
moral  irresistible  e  insuperable;  en  el  su- 
puesto de  que  fuera  culpable,  militan  a  su 
favor  las  atenuantes  a  que  se  refieren  los 
incisos  3o.,  7o.,  10o.  y  11,  artculo  21  Có- 
digo Penal.  Como  se  ve  estas  disposiciones 
no  fueron  citadas  en  tiempo,  pues  no  fi- 
guran eri  el  escrito  de  interposición  del 
recurso.  Manuel  Leonardo  alegó,  entre 
otras  cosas,  que  el  simple  papel  que  escri- 
bió en  Balanyá  no  es  un  documento  pú- 
blico; que  sus  actos  no  se  encaminaron  a 
delinquir  sino  que  hizo  la  copia  para  cal- 
mar los  ánimos;  que  probó  sus  esfuerzos 
para  recuperar  ésta  y  no  se  le  tomó  en 
cuenta  como  atenuante;  que  no  concurren 
los  cuatro  requisitos  que  la  ley  exige  para 
que  la  falsedad  sea  punible;  la  Sala  no  to- 
mó en  cuenta  sus  pruebas  ni  siquiera  men- 
ciona las  declaraciones  de  sus  hijos;  y  si 
algunos  de  los  testigos  na  están  de  acuer- 
do en  detalles  del  hecho,  si  lo  están  en  la 
parte  substancial;  y,  además,  que  su  con- 
fesión es  calificada. 

CONSIDERANDO : 

Que  tanto  la  existencia  del  delito  de  fal- 
sedad como  la  delincuencia  de  Román  Hi- 
gueros y  Manuel  Leonardo,  están  plena- 
mente probadas  con  las  confesiones  res- 
pectivas de  éstos,  el  acta  de  inspección 
ocular  levantada  por  el  Presidente  de  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 
y  el  dictamen  de  expertos,  de  que  se  hizo 
relación  en  la  parte  expositiva  de  este  fa- 
llo; que  si  bien  los  hijos  de  Leonardo,  Ce- 
lia, Romelia  y  Julia,  declararon  sobre  he- 
chos que  en  parte  ocurrieron  en  el  inte- 
rior de  la  casa  de  éste,  también  se  trata 
de  una  prueba  supletoria  que  procedía 
apreciarla  sólo  en  defecto  de  otras,  pero 
no  en  el  presente  caso  en  que  existe  otro 
medio  probatorio  consistente  en  la  confe- 
sión de  los  procesados  en  la  cual  se  fun- 
da su  condena;  por  lo  que  la  Sala  al  no 
apreciar  las  declaraciones  de  aquéllos,  si- 
no sólo  la  confesión,  aplicó  correctamen- 
te la  ley;  máxime  que  Leonardo  declaró 
que  sólo  Zúñiga  estuvo  presente  en  el  mo- 
mento. Por  otra  parte  la  hoja  de  autos 
fué  escrita  cuidando  del  enlace  que  debía 


tener  con  la  hoja  anterior  y  la  siguiente, 
lo  que  indica  el  fin  malicioso  que  se  per- 
seguía. En  cuanto  a  las  declaraciones  de 
Guillermo  Hernández  y  Alfredo  Cáceres  no 
era  el  caso  también  de  tomarías  en  cuen- 
ta por  no  versar  sobre  la  parte  substancial 
relativa  a  que  Leonardo  exigía  a  Zúñiga  la 
devolución  del  documento,  pues  no  oyeron 
lo  que  éstos  hablaron.  Por  esas  razones 
no  fueron  infringidos  los  artículos  568,  571, 
573,  574,  581  inciso  2o.,  582,  586  incisos 
lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  y  5o.,  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  contra  la  confesión  del  procesado 
Leonardo,  en  cuanto  a  la  parte  que  se  re- 
fiere a  que  la  copia  la  hizo  sólo  para  que 
fuera  mostrada  a  la  familia  de  Paz  Marro- 
quín,  está  la  circunstancia  de  que  aquél 
tenía  conocimiento  de  que  iba  a  servir  pa- 
ra substituir  la  original;  por  lo  que  no  obs- 
tante la  prueba  de  testigos  relativa  a  sus 
buenos  antecedentes,  no  era  el  caso  de 
aceptar  aquella  en  toda  su  extensión;  y 
aunque  no  existiera  esa  circunstancia,  la 
apreciación  de  la  confesión  queda  al  jui- 
cio del  tribunal.  Respecto  a  lo  alegado  por 
Carlos  Román  de  que  sus  declaraciones 
no  constituyen  legalmente  una  confesión 
del  delito,  carece  de  fundamento  pues  no 
existen  hechos  que  le  quiten  tal  carácter. 
El  Tribunal  sentenciador,  pues,  no  pudo 
infringir  los  artículos  609  y  614  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  Carlos  Román  Higueros  indujo  a 
Manuel  Leonardo  para  que  hiciera  la  co- 
pia imitando  la  hoja  original  de  autos  y 
también  indujo  a  Rayo  Quiñónez  para  que 
le  entregara  ésta  desglosándola  del  proce- 
so y  pusiera  en  su  lugar  la  imitada  por 
Leonardo;  y  si  éste  dice  que  no  tenía  co- 
nocimiento al  hacer  la  copia  que  estaba 
contribuyendo  al  delito  pues  se  le  dijo  que 
la  quería  para  calmar  los  ánimos  de  los 
familiares  del  occiso  Lisandro  Paz  y  devol- 
vérsela enseguida,  en  autos  consta  no  sólo 
eso  sino,  por  la  propia  confesión  de  Leo- 
nardo, que  Román  y  Antonio  Zúñiga  lle- 
garon a  su  casa  en  Balanyá  y  aquél  le  dijo 
que  ya  estaba  todo  arreglado,  que  la  fami- 
lia del  muerto  ya  había  perdonado  a  Ro- 
mán Moscoso,  que  únicamente  faltaba  sus- 
tituir lá  hoja  número  tres  que  contenía  el 
final  del  acta  de  inspección  ocular  por 
otra.   También,  como  ya  se  apreció  antes, 
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la  hoja  fué  escrita  de  tal  modo  que  hicie- 
ra posible  su  enlace  con  las  demás.  Cono- 
ciendo   ésto  no  hay  duda  que  Leonardo, 
desde  el  momento  en  que  accedió  a  con- 
feccionar la  nueva  acta,  cooperó  intencio- 
nalmente  al  hecho;  su  actuación  así  como 
la  de  Román,  es  dolosa,  fraudulenta,  pues 
fué  dirigida  a  engañar  a  la  justicia,  pro- 
poniéndose favorecer,  con  la  mutación  de 
la  verdad,  para  lo  que  nadie  consintió,  al 
autor  de  la  muerte  de  Paz  Marroquin;  he- 
cho del  que,  desde  luego,  podía  resultar  per- 
juicio a  la  sociedad  ya  que  la  ley  (inciso 
3o.  artículo  194  Código  Penal)  se  refiere 
no  sólo  al  perjuicio  realizado  sino  tam- 
bién al  potencial;  es  decir,  al  que  pueda 
resultar  de  la  acción.  En  cuanto  a  la  afir- 
mación de  que  la  referida  hoja  escrita  por 
Leonardo  en  Balanyá,  no  es  un  documento 
público,  es  infundada,  pues  la  naturaleza 
de  público  u  oficial  o  privado  de  un  docu- 
mento, según  la  regulación  general  que 
hace  la  ley,   deriva  del    mismo  carácter 
particular    o  de    funcionario    público  de 
quien  lo  otorga  o  interviene  para  hacer 
constar  algún  acto  o  hecho  jurídico,  siem- 
pre que  en  este  último  caso,  sea  en'  ejerci- 
cio de  sus  funciones,  sobre  materia  de  su 
competencia  y  en  forma  legal;  de  consi- 
guiente el  acta  original  que  aparecía  fir- 
mada por  el  Juez  menor  de  Tecpám  y  au- 
torizada por  el  secretario,    que  lo  era  el 
procesado  Leonardo  en  la  época  en  que  fué 
levantada,  tiene    carácter  público  como 
actuación  judicial;  y  como  con  posteriori- 
dad fué  imitada  por  el  recurrente  en  su 
carácter  particular,  con  el  fin  antes  indi- 
cado, no  cabe  duda  que  se  trata  del  deli- 
to de  falsedad  punible  por  la  creación  por 
un  particular  del    documento  falso  que 
substituyó  al  verdadero.   De  tal  manera 
que  la  Sala  no  infringió  los  artículos  lo., 
11,  196  incisos  del  lo.  al  9o.,  197  fracción 
segunda,  198  en  sus  cuatro  incisos  Código 
Penal,  ni  los  artículos  lo.,  11,  193,  194  ien 
sus  cuatro  incisos  y  192  en  sus  nueve  in- 
cisos (reformado  por  el  artículo  5o.  del  De- 
creto Legislativo  Número  1740)  Código  Pe- 
nal de  1889,  que  contienen  la  misma  doc- 
trina que  los  anteriores,  ni  tampoco  el  ar- 
tículo 602  completo  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  alegado  por  el  recurrente 
Leonardo  de  haber  tratado  de  recuperar 
la  hoja  de  autos  en  las  condiciones  en  que 
él  indica,  no  caracteriza  debidamente  la 
circunstancia  atenuante  que  invoca  a  su 


favor,  pues  concretada  solamente  su  actúa- 
pión  a  pedir  a  Zúñiga  la  expresada  hoja  y 
a  pesar  del  largo  tiempo  transcurrido,  en- 
tre la  comisión  del  delito  y  la  fecha  en  que 
se  descubrió,  no  se  evidencia  que  haya 
procurado  con  celo  reparar  el  mal  causado 
o  tratado  de  evitar  realmente  sus  conse- 
cuencias. La  Sala,  pues,  no  ha  cometido 
error  de  derechos  aL  omitir  considerar  esa 
circunstancia  y  de  consiguiente  no  infrin- 
gió el  artículo  21  inciso  8o.  del  Código  Penal 
de  1889,  que  contiene  la  misma  doctrina 
que  el  22  inciso  7o.  Código  Penal  en  vigor. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  pena  de  cuatro  años  de  prisión 
correccional  impuesta  en  el  fallo,  hecha 
la  rebaja  de  una  tercera  parte  por  la  ate- 
nuante de  la  confesión  de  los  procesados, 
es  la  que  corresponde  según  la  ley  al  deli- 
to de  falsificación  de  documentos  públi- 
cos u  oficiales;  por  lo  que  la  Sala  no  in- 
fringió los  artículos  65  y  79  Código  Penal 
1889,  del  mismo  contenido  que  los  núme-, 
ros  67  y  81  Código  Penal  en  vigor. 

CONSIDERANDO : 

Que  el  término  para  interponer  el  re- 
curso de  casación  es  el  de  diez  días  con- 
tados desde  el  siguiente  al  de  la  última 
notificación  que  de  la  sentencia  haga  el 
Juez  ejecutor  al  reo  o  al  acusador  en  su 
caso;  que  ese  término  es  al  que  se  refie- 
re el  articulo  684  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  en  el  que  Baudilia  Rébu- 
li  de  Román,  representante  del  reo  Car- 
los Román,  pretende  apoyar  su  solicitud 
presentada  a  esta  Corte  el  siete  de  Junio 
próximo  pasado,  señalando  como  violados 
los  artículos  1,  3,  20  inciso  9o.,  21  incisos 
8o.  y  11,  65,  79,  192  en  sua  nueve  incisos, 
193  y  197  Código  Penal  1889;  22  incisos 
6o.  y  9o.,  30,  31,  71,  78,  79,  81,  82,  112,  197 
completo  y  198  completo  Código  Penal  en 
vigor;  I,  Xn  y  XIV  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  que  fuera  del  examen  he- 
cho anteriormente  de  algunas  de  estas 
disposiciones  por  haber  sido  citadas  en 
tiempo  por  el  otro  recurrente  y  también 
por  Román  Higueros,  las  demás  señaladas 
en  dicha  solicitud  no  puede  entrar  a  exa- 
minarlas este  Tribunal  por  ser  extempo- 
ránea su  cita  ya  que  ésta  fué  hecha  un 
mes  y  veintiún  días  después  de  la  notifi- 
cación respectiva  y  la  ley  procesal  penal 
no  reconoce  excepción  alguna  a  ese  tér- 
mino improrrogable  de  diez  días  para  la 
interposición  del  recurso. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y  690  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales  y  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara 
improcedente  los  recursos  interpuestos  e 
impone  a  cada  uno  de  los  recurrentes,  un 
arresto  de  quince  días  conmutables  a  ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  cada 
día.  Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordónez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  el  Licenciado  José  Er- 
nesto Vásquez  Aviles  por  el  delito  de 
coacción. 

DOCTRINA:  El  delito  de  coacción  surge 
no  solamente  al  hacer  uso  de  la  fuerza 
material,  sino  también  cuando  sobre  el 
ánimo  del  sujeto  se  ejerce  tal  presión 
moral,  que  el  individuo  compelido  en  es- 
ta forma,  ejecuta  actos  contrarios  a  sus 
deseos. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relacionará,  dictada  en  el 
proceso  instruido  contra  el  Licenciado  Jo- 
sé Ernesto  Vásquez  Avilés  por  el  delito  de 
estafa. 

RESULTA: 

Que  el  siete  de  Mayo  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis,  el  Secretario  Pri- 
vado del  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  dirigió 
al  Juez  de  la.  Instancia  del  Departamento 
de  Chiquimula  un  oficio  en  que  le  mani- 
fiesta que  el  señor  Patrocinio  Cardona  ha- 
bía puesto  en  conocimiento  de  su  despacho 
que  al  poco  tiempo  de  haber  muerto  su 
esposa,  se  presentó  a  su  casa  el  Licenciado 
Ernesto  Vásquez  manifestándole  que  lle- 
gaba en  representación  del  Jefe  Político 


de  Chiquimula  a  abrir  su  "caja  fuerte",  y 
después  de  haberla  abierto  se  llevó  nove- 
cientos quetzales  (Q.900),  del  dinero  exis- 
tente, diciendo  que  era  el  monto  de  los 
derechos;  que  más  tarde  encontrándose  en 
esta  capital  le  robaron  el  dinero  que  dejó 
en  su  casa  y  por  esa  circunstancia  tenía 
presa  a  su  concubina  Berta  Delfina  Reci- 
nos  y  a  su  nieto  Julio  César,  lo  cual  era 
•injusto,  por  que  dichas  personas  son  ino- 
centes. 

Iniciada  la  correspondiente  averigua- 
ción y  examinado  el  señor  Cardona  expu- 
so: que  en  el  mes  de  Septiembre  del  año 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  llegó  a 
su  casa  situada  en  Jocotán,  el  Licenciado 
José  Ernesto  Vásquez,  quien  le  dijo  que 
llegaba  con  orden  de  la  Jefatura  Política 
a  intervenir  en  la  apertura  de  la  caja  de 
hierro  del  dicente  para  establecer  qué 
cantidad  de  dinero  contenía  ese  mueble; 
que  los  herreros  Lino  Medina  y  Francisco 
Marroquín,  llamados  por  el  declarante, 
procedieron  a  romper  la  mencionada  caja, 
encontrando  ahí  la  cantidad  de  veinte  mil 
quetzales  (Q. 20. 000),  y  sobre  esa  suma 
cobró  el  Licenciado  Vásquez,  el  diez  por 
ciento  de  honorarios,  habiéndose  llevado  el 
referido  profesional  novecientos  quetzales; 
que  como  estaba  convencido  que  los  hono- 
rarios cobrados  por  el  Licenciado  Vásquez 
no  son  legales,  presentó  un  memorial  al 
Jefe  de  la  Nación  denunciando  ese  hecho. 
Ew  declaración  posterior,  el  señor  Cardona 
expuso:  que  la  caja  mencionada  era  de 
combinación,  y  que  su  extinta  esposa  Cel- 
sa  Vásquez  de  Cardona,  a  quien  pertene- 
cía el  dinero  que  contenía  la  caja  era  la 
única  persona  que  sabía  manejar  la  con- 
binación;  que  el  deponente  y  Benedicto 
Cardona  son  los  herederos  de  su  referida 
esposa;  que  diez  y  nueve  mil  cien  quetza- 
les fueron  repartidos  entre  el  dicente  y  su 
hijo  Benedicto  Cardona  por  iguales  par- 
tes; y  los  novecientos  quetzales  los  tomó 
el  Licenciado  Vásquez  indicándoles  que 
dicha  suma  la  tomaba  de  orden  del  Jefe 
Político  por  "derechos  monetarios";  que  a 
su  casa  llegó  solo  el  Licenciado  Vásquez, 
quien  le  dijo  que  si  había  oposición  por  su 
parte,  haría  uso  de  fuerza  armada,  y  el 
dicente  vió  a  las  personas  que  formaban 
la  escolta  en  la  morada  de  Rosa  Galván; 
que  en  otras  oportunidades  sí  ha  requeri- 
do los  servicios  profesionales  del  Licenciado 
Vásquez,  pues  ha  sido  su  Abogado;  que  a 
fines  del  mes  de  Septiembre  (1934),  fué 
llamado  por  la  Jefatura  Política,  pero  co- 
mo llegara  después  de  las  horas  de  oficina, 
se  presentó,  a  la  casa  particular  del  Jefe 
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Político,  y  este  funcionario  le  manifestó, 
ante  el  Licenciado  Vásquez,  "que  se  sabía 
que  el  deponente  se  quería  quejar  contra 
el  Licenciado  Vásquez,  por  el  hecho  de  los 
novecientos  quetzales  quitados  al  depo- 
nente como  honorarios,  y  que  por  tal  de 
que  no  se  quejara,  que  él  (el  Jefe  Políti- 
co) le  pagaría  los  intereses  de  dicha  su- 
ma", habiéndole  respodido,  entonces,  el 
declarante  que  no  estaba  cobrando  absolu- 
tamente nada;  que  en  seguida  aquel  fun- 
cionario le  dijo  que  se  presentara  al  día 
siguiente  a  las  ocho  de  la  mañana  a  la  Je- 
fatura, lo  que  así  hizo,  y  en  ese  Despacho 
le  obligaron  a  firmar  un  acta  en  que  se 
consignó:  que  no  era  cierto  lo  que  se  de- 
cía con  respecto  a  la  queja  que  deseaba 
presentar;  y  que  eran  legales  los  honora- 
rios cobrados  por  el  Licenciado  Vásquez. 

Rosa  Galván,  prima  hermana  de  Patro- 
cinio Cardona,  dijo:  que  en  el  mes  de  Sep- 
tiembre (1934),  llegó  a  su,  casa  el  Licen- 
ciado José  Ernesto  Vásquez  acompañado 
de  unos  agentes  de  la  Policía,  que  supone 
eran  de  la  "montada",  y  después  de  haber 
almorzado  y  comido,  se  marcharon  en  un 
automóvil;  y  que  el  Licenciado  Vásquez  le 
pagó  el  gasto  de  todos. 

Francisco  Marroquín  y  Lino  G.  Medina 
declararon  haber  abierto  la  caja  de  hie- 
rro; que  el  valor  del  trabajo  se  los  pagó 
don  Patrocinio  y  que  estuvieron  presentes, 
cuando  el  mueble  fué  abierto,  dicho  se- 
ñor, el  Licenciado  Vásquez  y  don  Bene- 
dicto Vásquez  Cardona. 

El  Mayor  Daniel  Hernández  Morataya, 
José  Benedicto  Cardona  Vásquez  y  Eduar- 
do Vives  declararon:  Hernández  Morata- 
ya; que  a  fines  del  mes  de  Septiembre 
(1934),  recibió  una  orden  verbal  del  Co- 
mandante de  Armas  de  Chiquimula  para 
que  juntamente  con  el  sargento  Federico 
Paz  Jordán,  un  cabo  de  apellido  Mo- 
rales y  el  agente  Rubén  Alfaro,  acompa- 
ñaran al  Licenciado  José  Ernesto  Vásquez 
a  una  comisión  al  Municipio  de  Jocotán, 
seguramente  en  asuntos  de  la  profesión  de 
dicho  letrado,  manifestándole  aquel  fun- 
cionario, que  en  el  caso  de  que  el  Licen- 
ciado Vásquez  le  pidiera  auxilio  se  lo  dié- 
se;  que  en  un  automóvil,  manejado  por 
un  señor  de  apellido  Vives,  llegaron  a  Joco- 
tán, hospedándose  en  la  pensión  de  doña 
Rosa  Galván  de  Berahona;  que  el  Licen- 
ciado Vásquez  se  fué  a  la  ca.sa  del  señor 
Cardona  y  regresó  por  la  noche;  que  ade- 
más de  las  personas  ya  mencionadas,  iba 
también  don  Sebastián  Porta,  como  Se- 
cretario del  Licenciado  Vásquez;  que  has- 


ta el  tercer  día  regresaron  de  Jocotán  a 
causa  de  las  lluvias;  que  el  Licenciado 
Vásquez  fué  quien  pagó  el  valor  del  hos- 
pedaje por  el  tiempo  que  estuvieron  en  la 
referida  pensión;  que  el  Licenciado  Vás- 
quez no  solicitó  auxilio,  y  cuando  el  dicen- 
te  regresó  fué  a  dar  su  parte  al  Coman- 
dante de  Armas;  Cardona  Vásquez  dijo: 
que  a  fines  del  mes  de  Septiembre  (1934) 
fué  llamado  por  su  padre,  al  llegar  a  la  ca- 
sa, de  don  Patrocinio  encontró  ahí  al  Li- 
cenciado José  Ernesto  Vásquez,  quien  le 
manifestó:  que  iba  de  parte  del  Jefe  Po- 
lítico para  abrir  una  caja  de  hierro,  que 
su  contenido  debia  pagar  impuestos,  que 
si  se  oponía,  se  vería  en  el  caso  de  llamar 
a  la  montada",  que  a  esta  la  había  visto 
el  declarante  en  casa  de  doña  Rosa  Gal- 
ván; y  solamente  doña  Celia  Vásquez  de 
Cardona  podía  abrir  el  mencionado  mue- 
ble; que  en  vista  de  las  exigencias  del  Li- 
cenciado Vásquez  el  hablaron  a  los  herre- 
ros Lino  Medina  y  Francisco  Marroquín, 
quienes  abrieron  la  caja,  y  fueron  encontra 
dos  diez  y  ocho  mil  quetzales  y  una  peque- 
ña fracción  en  moneda  de  oro  nacional  y 
de  Norte  América;  que  el  referido  profe- 
sional les  dijo  que  el  valor  del  impuesto 
escendía  a  novecientos  quetzales,  cantidad 
que  le  fué  entregada  al  Licenciado  Vás- 
quez, sin  que  este  le  extendiera  recibo  al- 
guno; que  el  dinero  fué  trasladado  al 
Banco  Central,  y  seis  meses  después,  el 
deponente  recibió  de  su  padre  la  suma  de 
diez  mil  quetzales;  que  durante  el  tiempo 
que  el  Licenciado  Vásquez  estuvo  traba- 
jando en  este  asunto  no  llegó  a  casa  de  su 
padre  acompañado  del  señor  Sebastián 
Porta;  y  por  último,  Vásquez  dijo  que  su 
padre  le  habla  referido  los  pormenores  de 
la  entrevista'  que  había  tenido  con  el  Jefe 
Político  del  Departamento  de  Chiquimula; 
Porta  expuso:  que  en  el  mes  de  Septiembre 
(1934)  le  dijo  al  Lecenciado  José  Ernesto 
Vásquez  Avilés  que  tenia  el  propósito  de 
ir  a  Jocotán  a  comprar  unos  bueyes,  y  dos 
días  después,  el  mismo  letrado  le  mani- 
festó que  irían  a  la  referida  población, 
con  el  objeto  de  arreglar  un  asunto  de  Be- 
nedicto Vásquez,  y  que  le  acompañara; 
que  como  aceptase  la  invitación  del  Licen- 
ciado Vásquez,  tomaron  un  carro  y  se  fue- 
ron dicho  señor,  el  dicente,  tres  o  cuatro 
soldados,  uno  de  ellos,  Rubén  Orellana 
Alfaro,  el  chauffeur  Eduardo  Vives  y  el 
Jefe  de  la  Policía  Montada  don  Daniel  Her- 
nández; al  llegar  a  Jocotán  todos  se  hospe- 
daron en  la  casa  de  doña  Rosa  Galván 
viuda  de  Barahona:  que  el  declarante  se 
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fué  en  busca  de  los  bueyes  que  tenía  la  in- 
tención de  comprar,  y  el  Licenciado  Vás- 
quez  se  dirigió  a  la  morada  de  los  señores 
Cardona;  y  más  tarde  le  refirió  que  había 
logrado  el  arreglo  de  las  dificultades  sur- 
gidas entre  don  Benedicto  y  don  Patroci- 
nio a  causa  del  dinero  que  contenía  una 
caja  de  hierro,  y  que  la  combinación  so- 
lamente la  conocía  doña  Celsa  de  Cardo- 
na, quien  hacía  pocos  días  que  había  fa- 
llecido; y  Eduardo  Vives  expuso:  que  el 
año  anterior  (1935)  en  una  fecha  que  no 
recordaba,  había  convenido  con  el  Licen- 
ciado Vásquez  en  emprender  un  viaje  a 
Jocotán  llevándole  en  su  automóvil;  que 
ocuparon  el  carro;  el  Licenciado  Vásquez, 
Sebastián  Porta,  el  Comandante  de  la  Po- 
licía de  Chiquimula  y  tres  agentes;  estu- 
vieron en  Jocotán  seis  días,  pues  el  referi- 
do letrado  llegaba  con  el  objeto  de  arre- 
glar la  mortual  de  la  madre  de  Benedicto 
Vásquez;  que  escuchó  las  conversaciones 
en  que  el  Licenciado  Vásquez  les  decía  a 
Porta  y  al  Comandante,  que  un  herrero 
había  abierto  la  caja  de  hierro,  y  ahí  en- 
contraron como  veinte  mil  quetzales;  que 
Porta  solamente  acompañaba  al  Licencia- 
do Vásquez  en  sus  paseos;  y  que  el  susodi- 
cho Abogado  le  manifestó  que  en  ese  asun- 
to ganaría  un  tanto  por  ciento  sobre  el 
monto  del  haber  hereditario,  siendo  poco 
más  o  menos,  dos  mil  quetzales. 

El  Licenciado  Ernesto  Vásquez  Avilés  al 
ser  interrogado  expuso,  entre  otras  cosas, 
lo  que  sigue:  que  ha  sido  Abogado  de  Pa- 
trocinio y  Benedicto  Cardona  y  con  ese 
carácter  intervino  en  los  asuntos  de  los 
referidos  señores,  ya  del  orden  judicial, 
ora  del  administrativo  o  ya  en  asuntos  de 
familia;  y  íambién  fué  Abogado  y  Notario 
de  doña  Celsa  Vásquez  de  Cardona;  que  se 
enteró  de  que  la  señora  de  Cardona  guar- 
daba en  una  caja  de  hierro  la  cantidad  de 
veinte  mil  quetzales,  y  al  morir  doña  Cel- 
sa, fuá  llamado  por  Benedicto  Cardona 
Vásquez  y  llegó,  pero  no  con  el  carácter 
de  Delegado  de  la  Jefatura  Política;  que 
en  una  fecha  que  no  recordaba,  a  altas 
horas  de  la  noche,  le  llamó  por  teléfono 
Cardona  Vásquez  manifestándole  la  con- 
veniencia de  que  estuviera  presente,  al  ser 
abierta  la  caja,  para  que  en  una  forma 
equitativa  fuese  hecha  la  distribución  del 
dinero,  entre  él  y  don  Patrocinio;  que  en- 
tonces el  declarante  le  dijo:  que  iría  con 
mucho  gusto  si  le  reconocían  el  diez  por 
ciento  sobre  todo  el  haber  hereditario  de 
la  señora  Vásquez  de  Cardona,  accedió  a 
ello,  y  el  deponente  llegó  a  Jocotán  en  don- 
de estuvo  tres  días  esperando  que  llegara 


don  Napoleón  Vacaro  a  quien  los  señores 
Cardona  habían  llamado  para  que  abriera 
la  mencionada  caja,  como  dicho  señor  no 
concurriera,  don  Patrocinio  le  habló  a  los 
herreros  Francisco  Marroquín  y  Lino  Me- 
dina, quienes  la  abrieron,  y,  en  seguida;  el 
interrogado  hizo  dos  porciones  iguales  del 
dinero,  una  para  don  Patrocinio  y  la  otra 
para  Benedicto,  operación  que  presencia- 
ron además  de  los  interesados,  Julio  César 
y  Rigoberto  Paz;  que  como  honorarios,  en 
el  intestado  de  doña  Celsa  le  corresponde 
un  poco  más  de  dos  mil  setecientos  quet- 
zales, los  cuales  aún  no  le  ha  pagado;  que 
el  día  siguiente,  Benedicto  le  dió  novecien- 
tos quetzales  a  buena  cuenta  de  sus  ho- 
norarios, correspondientes  a  los  juicios  que 
le  ha  seguido;  que  Eduardo  Vives  maneja- 
ba el  automóvil  y  en  él  iban  don  Sebas- 
tián Porta;  don  Daniel  Hernández  y  otros 
individuos  a  quienes  el  interrogado  no  co- 
noce; que  por  haberse  convenido  que  en 
la  cabecera  se  arreglaría  lo  relacionado, 
en  ese  momento  no  se  hizo  constar,  por  es- 
crito, y  posteriormente  no  llegaron  con  ese 
objeto  don  Patrocinio  y  don  Benedicto; 
que  juntamente  con  las  demás  personas 
que  iban  en  el  carro,  se  hospedó  en  la  casa 
de  Rosa  Galván  viuda  de  Barahona  a  quien 
le  pagó  todos  los  gastos  con  el  dinero  que 
para  ese  objeto  le  había  entregado  Bene- 
dicto; que  cuando  el  vehículo  estaba  fren- 
te a  su  casa  pasó  don  Daniel  Hernández 
y  al  preguntarle  a  donde  iba,  el  dicente  le 
respondió  que  al  arreglo  de  un  asunto,  y 
como  tiene  mucha  amistad  con  dicho  se- 
ñor, Hernández  le  dijo  que  le  acompaña- 
ría, proposición  que  él  recibió  con  sumo 
agrado,  pues  las  lluvias  estaban  muy  co- 
piosas y  en  caso  necesario  don  Daniel  le 
ayudaría  a  sacar  el  carro  de  algún  bache 
o  en  cualquiér  otro  servicio;  que  ignoraba 
si  los  señores  que  iban  con  Morataya  eran 
agentes  de  la  Policía  Montada;  que  por 
ese  tiempo  era  peligroso  salir  de  las  pobla- 
ciones, porque  se  perseguía  a  todos  los 
que  habían  tenido  el  propósito  de  trastor- 
nar el  órden  público;  que  no  le  constaba 
que  don  Patrocinio  Cardona  hubiera  ha- 
blado con  el  Jefe  Político;  que  en  una  fe- 
cha que  no  recordaba,  alguien  denunció 
que  al  interrogado  le  habían  entregado  la 
suma  de  "noventa  quetzales" ,  cien  a  don 
Sebastián  Porta,  y  al  Jefe  Político  no  re- 
cuerda que  cantidad;  que  al  ser  oido  don 
Patrocinio  Cardona  acerca  de  este  asunto, 
expuso  ser  falso  lo  relacionado  en  la  de- 
nuncia y  que  no  tenía  motivos  de  queja 
contra  el  deponente  a  quien  le  tenía  mu- 
chísima confianza,  pues  era  su  apoderado; 
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que  su  inocencia  la  justificaba:  con  el 
acta  levantada  ante  el  Jefe  Político;  el 
Juez  de  la.  Instancia  y  el  Secretario  de  la 
Jefatura  de  Chiquimula;  con  las  actas 
que  existen  en  el  Ministerio  de  Hacienda 
las  cuales  se  levantaron,  al  ser  arreglada 
la  mortual  de  doña  Celsa;  con  los  asuntos 
que  ha  seguido  en  el  Juzgado  de  la.  Ins- 
tancia, como  apoderado  general  de  don 
Benedicto  Vásquez;  con  la  escritura  públi- 
ca otorgada  por  el  señor  Vásquez  a  favor 
de  su  hijo  Julio  Cesar  a  fines  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco;  y  con  el 
testimonie  de  las  personas  siguientes: 
Benjamín  Hernández,  César  Cruz  Díaz  y 
Arturo  López,  quienes  presenciaron,  en  su 
oficina,  la  entrega  del  dinero  extraído  de 
la  mencionada  caja  de  hierro,  cuando  fué 
llevado  de  Jocotán  al  Banco  Central  donde 
se  depositó,  cambiando  el  metálico  por  in- 
dicación del  interrogado. 

A  solicitud  del  Juez  que  instruía  la  cau- 
sa, el  Director  General  de  la  Policía  Na- 
cional informó,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue:  que  el  veintisiete  de  Septiembre 
( 1934 ) ,  don  Daniel  Hernández,  entonces 
Comandante  de  la  Policía  Montada,  dió 
aviso  telegráfico  de  haber  regresado  de 
Jocotán  a  Chiquimula,  después  de  cumplir 
una  comisión,  y  como  dicha  comisión  no 
había  sido  ordenada  por  el  Presidente  de 
la  República  ni  por  la  Dirección  que  tenía 
bajo  su  mando,  era  indudable  que  la  or- 
den procedía  de  la  Comandancia  de  Armas 
de  Chiquimula. 

Al  proceso  fué  agregada  el  acta  en  que 
se  hizo  constar,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue:  lo.  que  el  dos  de  Febrero  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  a  las  ocho 
horas,  y  previa  citación,  compareció  el  se- 
ñor Patrocinio  Cardona  ante  el  Jefe  Polí- 
tico del  Departamento  de  Chiquimula  y  su 
Secretario;  2o.  que  el  señor  Cardona  expu- 
so: que  el  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  había  falle- 
cido su  esposa  doña  Celsa  Vásquez,  en  Jo- 
cotán, a  consecuencia  de  cólicos  hepáti- 
cos; que  doña  Celsa  al  morir  había  dejado 
varias  fincas  rústicas  y  urbanas  y  la  can- 
tidad de  veinte  mil  quetzales  en  billetes  de 
diversos  valores,  como  producto  de  traba- 
jo personal  de  ambos,  llevado  a  cabo  du- 
rante muchos  años;  que  ocho  días  después 
de  la  muerte  de  su  referida  esposa,  tuvo 
necesidad  de  dinero  y  como  no  estaba  en- 
terado de  la  combinación  usada  para  abrir 
la  caja  de  hierro,  de  acuerdo  con  su  hijo 
adoptivo  don  Benedicto  Vásquez,  dispuso 
romper  la  mencionada  caja,  y  para  el  efec- 
to buscó  a  los  herreros  Francisco  Marro- 


quín  y  Lino  Medina;  que  al  abrir  dicha 
caja,  estando  presentes  su  hijo  Benedicto, 
los  herreros  y  su  amigo,  Licenciado  J.  Er- 
nesto Vásquez  A.,  quien  por  casualidad 
había  llegado  en  esos  momentos  encontró 
en  ese  mueble,  la  suma  ya  expresada  an- 
teriormente, y  en  virtud  de  haberle  supli- 
cado al  Licenciado  Vásquez  que  contara  el 
dinero,  dicho  señor  procedió  a  efectuarlo; 
que  de  ese  dinero  entregó  a  su  mencionado 
hijo,  diez  mil  quetzales  que  le  correspon- 
dían por  parte  materna;  que  con  Benedic- 
to siempre  ha  conservado  las  mejores  re- 
laciones; que  no  le  fué  impuesta  multa  al- 
guna por  no  haber  declarado  el  capital  de 
que  se  trata;  y  que  el  Licenciado  Vásquez 
no  le  cobró  honorarios  por  haber  presen- 
ciado la  apertura  de  la  caja  de  hierro.  Es- 
ta acta  fué  firmada:  por  el  Jefe  Político, 
don  Patrocinio  Cardona,  el  Juez  Departa- 
mental de  Chiquimula  y  el  Secretario  de 
la  Jefatura. 

El  Jefe  del  Departamento  de  Comuni- 
caciones Eléctricas  informó:  que  en  el  li- 
bro respectivo,  aparecían  apuntadas  dos 
conferencias  telefónicas,  una  efectuada  a 
la  primera  hora  del  veinticuatro  de  sep- 
tiembre del  año  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  y  la  otra  a  las  nueve  horas  y  cin- 
cuenta minutos  de  ese  mismo  día,  y,  ha- 
blaron: en  Chiquimula  don  J.  Ernesto 
Vásquez,  y  de  Jocotán  don  J.  Benedicto 
Vásquez. 

Rigoberto  Cardona  Paz,  nieto  de  don  Pe- 
trocinio  Cardona,  Arturo  López  Hernán- 
dez, César  Cruz  Díaz  don  Ramón  Grote- 
wold  Júnior,  Comisario  de  la  Policía  Na- 
cional, Víctor  Hernández  Sagastume,  Ben- 
jamín Hernández  López  y  Napoleón  Vaca- 
ro  declararon  en  los  términos  que  a  conti- 
nuación se  expresan:  Cardona  Paz,  que  en 
el  mes  de  Septiembre  del  año  mil  nove- 
cientos treinta  y  cuatro,  había  llegado  el 
Licenciado  Vásquez  a  la  casa  de  don  Pa- 
trocinio y  le  manifestó:  que  se  presenta- 
ba de  parte  de  la  Jefatura  Política.con  el 
objeto  de  abrir  la  caja  "fuerte"  de  doña 
Celsa  Vásquez  de  Cardona  y  que  si  se  opo- 
nía, haría  uso  de  la  fuerza  armada;  que  su 
abuelo  mandó  llamar  a  los  herreros  Lino 
G.  Medina  y  Francisco  Marroquín  para 
que  rompieran  aquel  mueble;  que  en  ese 
acto  estuvieron  presentes:  el  Licenciado 
Vásquez,  don  Patrocinio,  don  Benedicto 
Cardona  Vásquez,  los  herreros  don  Julio 
César  Cardona  Vásquez  y  el  declarante, 
que  Medina  y  Marroquín  después  de  abrir 
la  referida  caja  se  marcharon  en  seguida; 
que  en  ese  mueble  había  veinte  mil  quet- 
zales,  poco  más  o   menos,  en  diferentes 
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clases  de  moneda,  los  cuales  contó  el  Li- 
cenciado Vásquez,  habiendo  tomado  nove- 
cientos quetzales,  que  dijo  le  correspondían 
por  derechos  monetarios  y  el  resto  le  que- 
dó a  don  Patrocinio,  quien  lo  llevó  al  Ban- 
co Central,  al  siguiente  día;  y  que  el  Li- 
cenciado Vásquez  le  había  referido  a  su 
abuelo  la  llegada  de  la  montada;  y  que 
todos  se  hospedaron  en  casa  de  doña  Ro- 
sa Calvan;  López  Hernández  declaró  ha- 
ber visto  llegar  a  don  Patrocinio  y  a  don 
Benedicto  Cardona  al  Despacho  del  Li- 
cenciado Vásquez  y  que  le  dejaron  reco- 
mendada una  valija  la  cual  fué  guardada 
"bajo  llave"  y  contenia  dinero,  pues  más 
tarde  se  enteró  de  esta  circunstancia;  Díaz 
expuso:  que  el  Licenciado  Vásquez  a  fines 
del  año  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco, 
tenía  relaciones  de  amistad  con  los  seño- 
res Cardona,  y  dicho  Notario  hizo  la  escri- 
tura de  fianza  cuando  fué  excarcelado  Ju- 
lio César  Cardona  Vásquez,  tanto  Benedic- 
to como  don  Patrocinio,  llegaban  frecuen- 
temente al  estudio  del  referido  Licenciado, 
y  en  casa  de  éste  habitaba  la  primera  de 
las  personas  que  acaban  de  mencionarse: 
Grotewold,  ratificó  el  mensaje  telegráfico 
que  literalmente  dice:  "Chiquimula,  Julio 
10  de  1936.  N.  985  Licenciado  Ernesto  Vás- 
quez que  se  encuentra  preso  en  ésta,  orden 
Juez  de  la.  Instancia,  manifiesta  que  él 
sólo  fué  agente  de  la  Comandancia  de  Ar- 
mas para  recoger  ese  dinero,  creo  conve- 
niente llevarlo  esa  General,  y  tengo  seguri- 
dad confesará  la  verdad.  Respetuoso  Ra- 
món Grotewold.  Comisario  Pol.  Nac". 
Agregó  el  señor  Grotewold  que  lo  mani- 
festado en  dicho  mensaje,  lo  supo  por  ha- 
bérselo referido  don  Víctor  Sagastume, 
cuando  se  dirigían  juntos  a  la  Comisaría. 
Hernández  Sagastume  negó  la  especie  re- 
ferida por  el  señor  Grotewold;  y  agregó, 
que  lo  cierto  es,  que  conversando  con  don 
Ramón  acerca  del  proceso  instruido  con- 
tra el  Licenciado  Vásquez,  le  dijo:  que  di- 
cho señor  le  había  referido  que  estaba 
procesado,  por  que  creían  que  con  el  ca- 
rácter de  agente  de  la  Jefatura  Política 
había  recibido  "un  dinero",  lo  cual  le  ex- 
trañaba, pues  nunca  había  sido  agente  de 
la  Jefatura;  Hernández  López  declaró: 
que  en  el  mes  de  Septiembre  (1934),  un 
domingo  llegó  al  Estudio  del  Licenciado 
don  J.  Ernesto  Vásquez;,  ahí  vió  dos  vali- 
jas que  habían  llevado  don  Patrocinio  Car- 
dona y  don  Benedicto  Vásquez,  las  cuales 
según  le  manifestó  el  Licenciado  Vásquez, 
contenían  monedas  de  oro;  que  al  día  si- 
guiente los  señores  Cardona  le  pregunta- 
ron a  don  Ernesto  en  donde  podrían  cam- 


biar ese  oro,  y  el  les  dijo  que  lo  llevaran 
al  Banco  Central,  y  ahí  lo  cambiarían  con 
un  veinticinco  por  ciento  de  prima;  que 
ese  mismo  año  (1934),  don  Benedicto  lle- 
gó al  Despacho  del  Licenciado  Vásquez  a 
invitarlo  para  que  fuera  a  Jocotán,  cuan- 
do estuviese  en  ese  lugar  don  Napoleón  Va- 
caro,  a  quien  habían  hablado  para  que 
abriera  la  caja  de  hierro  que  contenía  el 
dinero,  que  a  su  fallecimiento,  dejó  doña 
Celsa  Vásquez,  madre  de  don  Benedicto, 
invitación  que  éste  hizo  al  Licenciado  Vás- 
quez con  el  objeto  de  evitar  las  dificulta- 
des que  podrían  suscitarse  al  distribuir  el 
mencionado  dinero;  Vacaro  dijo:  que  ha- 
cía como  dos  años,  que  don  Patrocinio  Car- 
dona había  llegado  a  su  casa  con  el  ob- 
jeto de  que  se  trasladara  a  Jocotán  a  abrir 
una  caja  de  hierro  o  en  su  caso  procedie- 
ra a  romperla,  pues  le  urgía  sacar  unos 
documentos;  que  don  Benedicto  le  había 
escrito  con  ese  mismo  fin;  y  que  el  decla- 
rante accediendo  a  lo  que  se  deja  ya  rela- 
cionado, decidió  emprender  su  viaje  hacia 
aquel  lugar,  pero  no  pudo  continuar  su 
marcha  a  causa  de  que  lo  copioso  de  las 
lluvias  aumentaron  el  caudal  del  río 
"Schutaque"  y  le  fué  imposible  atrave- 
sarlo. 

Al  ser  ampliadas  las  declaraciones  de 
Daniel  Hernández  Morataya,  Julio  César 
Cardona  Vásquez,  Sebastián  Porta  y  Eduar- 
do Vives,  manifestaron:  Hernández  Mora- 
taya,  que  el  Comandante  de  Armas  de  Chi- 
quimula le  ordenó  que  acompañase  al  Li- 
cenciado J.  Ernesto  Vásquez  al  pueblo  de 
Jocotán  y  que  se  llevara  a  tres  agentes 
de  la  Policía  Montada,  y  en  el  caso  de  que 
el  referido  letrado  le  pidiera  auxilio,  con 
motivo  del  asunto  que  trataba  de  arreglar, 
se  lo  diera,  pero  esto  no  fué  necesario; 
Cardona  Vásquez  dijo  que  presenció  cuan- 
do el  Licenciado  Vásquez  se  llevó  nove- 
cientos quetzales,  manifestando  que  eran 
para  pagar  los  derechos  del  dinero;  y  que 
don  Ernesto  llegó  acompañado  de  la  "mon- 
tada", asegurando  que  se  presentaba  "de 
parte  de  la  Jefatura  Política  Departamen- 
tal'; Porta  y  Vives  declararon  no  constar- 
les que  el  Licenciado  Vásquez  haya  reci- 
bido de  don  Benedicto  la  suma  de  nove- 
cientos quetzales. 

A  petición  del  enjuiciado  fué  abierto  a 
prueba  el  proceso  por  treinta  días,  y  du- 
rante ese  término  se  presentaron  las  pro-" 
banzas  que  a  continuación  se  expresan:  á) 
oficio  fecha  veintitrés  de  Agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  en  que  el  Jefe- 
de  la  oficina  de  Comunicaciones  Eléctricas" 
informó:  que  en  el  mes  de  Septiembre  del 
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año  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
J.  Benedicto  Vásquez,  citó  de  Jocotán  a) 
Licenciado  Vásquez  A.,  quien  se  encontra- 
ba en  Chiquimula,  para  hablarle  por  telé- 
fono; b)  repreguntas  dirigidas  por  el  pro- 
cesado a  don  Patrocinio  Cardona  Galván 
G.,  quien  expuso,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue:  que  en  presencia  del  declarante, 
don  Benedicto  le  dió  al  Licenciado  Vás- 
quez la  suma  de  novecientos  quetzales  por 
"derechos  monetarios";  que  se  ha  quejado 
por  que  su  hijo  Benedicto  le  dijo  que  le 
había  dado  la  cantidad  que  acaba  de  men- 
cionarse para  el  pago  de  los  impuestos 
Fiscales;  y  que  el  dinero  se  lo  entregó  don 
Benedicto  en  quetzales  y  un  poco  de  oro, 
y  en  ese  momento  solamente  estaban  ahí, 
el  dicente,  su  hijo  Benedicto  y  el  Licen- 
ciado Vásquez;  c)  oficio  en  que  el  Coman- 
dante de  Armas  del  Departamento  de  Chi- 
quimula informó:  que  no  es  cierto  que  el 
ex-Comandante  de  la  Policía  Montada. 
Daniel  Hernández  Morataya,  haya  salido 
de  su  orden,  en  el  mes  de  Septiembre 
(1934),  con  el  objeto  de  presenciar  la  aper- 
tura de  la  caja  de  caudales  y  partición  de 
los  bienes  de  doña  Celsa  Vásquez  de  Car- 
dona; que  con  el  Libro  de  asientos;  de  mi- 
nutas de  la  referida  Policía,  pudo  com- 
probar que  el  Comandante  Hernández  sa- 
lió voluntariamente  con  rumbo  a  Jocotán, 
el  once  del  mes  que  acaba  de  mencionarse, 
con  cuatro  agentes  en  persecución  de  in  • 
dividuos  desconocidos,  y  acompañando  al 
Juez  de  la.  Instancia  Accidental,  Licencia- 
do J.  Ernesto  Vásquez.  En  cuanto  a  la 
conducta  observada  por  el  susodicho  ex- 
empleado, manifestaba:  que  casi  siempre 
estuvo  ebrio  y  por  este  motivo  varias  ve- 
ces fué  arrestado;  y  por  último,  que  a  cau- 
sa de  los  escándalos  que  en  tal  estado  pro- 
movía, fué  destituido  de  su  puesto;  d)  de- 
claraciones de  María  Cristina  Guerra,  Ma- 
nuel Antonio  España,  Angel  Cabrera  y 
Francisco  Javier  González,  quienes  expu- 
sieron: la  primera,  que  en  dos  ocasiones 
que  el  Licenciado  Vásquez  llegó  a  la  casa 
de  huéspedes  que  ella  tiene  establecida  en 
Jocotán,  Benedicto  Vásquez  Cardona  fué 
a  pagarle'  los  gastos  de  la  permanencia  de 
dicho  letrado  en  su  pensión,  y  le  manifes- 
tó que  había  llegado  al  arreglo  de  asuntos 
relacionados  con  el  divorcio  de  Filomena 
Paz  Jordán;  el  segundo  expuso:  que  a  fi- 
nes del  mes  de  Noviembre  y  a  principios 
de  Diciembre  del  año  anterior  (1935),  don 
Benedicto  Cardona  Vásquez  vivió  en  casa 
del  Licenciado  Vásquez-  que  en  varias 
ocasiones  ha  visto  llegar  a  don  Benedicto 
Cardona  Vásquez  a  casa  del  licenciado  Vás- 


quez con  el  objeto  de  que  dicho  Abogado 
le  arregle  sus  asuntos;  el  tercero  expuso: 
que  el  veinticinco  de  Julio  (1935),  se  di- 
rigía en  automóvil  a  la  "fiesta  de  Jocotán" 
y  al  pasar  a  la  oficina  del  Licenciado  Vás- 
quez, dicho  señor  le  suplicó  que  le  dijera 
a  Benedicto  Vásquez  Cardona  o  Cardona 
Vásquez  que  le  hiciera  el  favor  de  mandar- 
le algo  de  dinero,  a  buena  cuenta  de  sus 
honorarios,  devengados  con  motivo  del 
arreglo  de  la  partición  de  los  bienes  he- 
reditarios de  doña  Celsa  Vásquez  y  del  in- 
testado de  dicha  señora;  y  el  cuarto  ex- 
puso: que  a  fines  del  año  anterior  (1935), 
estuvo  al  servicio  de  don  Benedicto  Vás- 
quez Cardona  o  Cardona  Vásquez,  como 
chauffeur,  y  entonces,  se  enteró  de  que  di- 
cho señor  vivía  en  la  casa  del  Licenciado 
Vásquez;  y  que  don  Benedicto  le  refirió 
que  este  señor,  era  su  apoderado  general 
y  le  tenía  mucha  confianza,  por  que  él  le 
había  arreglado  todos  sus  asuntos  satis- 
factoriamente. 

El  Juez  de  la  causa  hizo  constar  que  tu- 
vo a  la  vista  el  "Libro  de  Minutas"  que  se 
lleva  en  la  Policía  Montada  del  Departa- 
mento de  Chiquimula  y  al  folio  diez  y  nue- 
ve vuelto,  se  encuentra  el  asiento  consig- 
nado el  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  que  literalmente  dice:  "día  11-  Sa- 
lí en  comisión  a  Jocotán  sobre  averiguar 
el  paso  de  personas  desconocidas  para  la 
frontera  de  Honduras,  a  donde  fui  acom- 
pañado del  señor  Juez  de  la.  Instancia  ac- 
cidental, Licencado  J.  Ernesto  Vásquez,  y 
cuatro  agentes  de  la  Policía  de  mi  mando; 
habiendo  recorrido  de  Jocotán  a  Camotán, 
a  San  Juan  Ermita  y  a  Shupá  no  habien- 
do tenido  ninguna  novedad  y  regresando 
el  día  quince,  de  lo  cual  di  cuenta  a  esa 
General". 

Fué  agregado  a  la  causa  el  oficio  núme- 
ro seis  mil  novecientos  setenta  y  dos 
(6.972),  en  que  el  Director  General  de  la 
Policía  Nacional,  informó  que  el  Coman- 
dante de  la  Policía  Montada  del  Departa- 
mento de  Chiquimula,  M&yor  Daniel  Her- 
nández Morataya  fué  retirado  de  su  pues- 
to, en  virtud  del  informe  emitido  en  su 
contra  por  el  Jefe  Político  y  Comandante 
de  Armas  de  aquel  Departamento;  como 
lo  había  hecho  también  con  otros  emplea- 
dos públicos,  según  podía  apreciarse  al 
leer  la  lista  que  adjuntaba,  la  cual  acusa 
un  movimiento  extraordinario  de  emplea- 
dos en  el  tiempo  comprendido  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  tres,  al  cinco  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis. 

El  Secretario  del  Juzgado  Departamen- 
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tal  de  Chiquimula  informó  lo  que  sigue: 
que  el  Licenciado  José  Ernesto  Vásquez 
Avilés  como  apoderado  general  de  don  Be- 
nedicto Cardona  Vásquez  se  había  presen- 
tado, el  doce  de  Septiembre  (1934),  radi- 
cando el  intestado  de  doña  Celsa  Vásquez 
de  Cardona;  que  don  Benedicto  fué  decla- 
rado heredero  universal  de  dicha  señora, 
el  primero  de  Octubre  de  ese  mismo  año, 
a  petición  de  su  referido  apoderado;  que 
el  señor  Cardona  Vásquez,  el  veintiuno  de 
Enero  y  el  veintitrés  de  Febrero  del  año 
siguiente  (1935),  auxiliado  por  el  letrado 
Carlos  Martínez  Oliva,  solicitó  certificación 
del  auto  de  declaratoria  de  herederos;  y 
el  Licenciado  Vásquez,  el  seis  de  Septiem- 
bre (1936),  pidió  se  practicase  la  liquida- 
ción de  sus  honorarios  y  le  fuera  devuelto 
el  poder  que  había  presentado  en  el  refe- 
rido intestado. 

El  Juez  de  la  causa  absolvió  al  proce- 
sado por  falta  de  prueba,  del  cargo  que  por 
estafa  se  le  había  formulado. 

En  segunda  Instancia,  el  señor  Fiscal 
pidió  que  la  sentencia  de  primer  grado 
fuese  confirmada,  toda  vez  que  el  acusa- 
dor no  pudo  probar  la  nulidad  del  acta 
que  obra  a  los  folios  cincuenta  y  nueve  y 
sesenta  del  proceso,  documento  auténtico 
que  hace  plena  prueba,  y  en  el  que  consta 
que  don  Patrocinio  confesó  categórica- 
mente lo  contrario  de  lo  que  dice  en  su 
acusación. 

El  Procurador  también  pidió  que  el  fa- 
llo se  confirmase,  pues  estima  que  la  cul- 
pabilidad del  Licenciado  Vásquez  fué  des- 
vanecida con  el  instrumento  tantas  veces 
relacionado,  y  además,  aparecía  estable- 
cido, que  el  letrado  Vásquez  Avilés  llegó 
al  pueblo  de  Jocotán,  a  virtud  de  haber 
sido  llamado  por  don  José  Benedicto  Car- 
dona Vásquez  heredero  legal  de  doña  Cel- 
sa Vásquez  de  Cardona,  para  que  como  re- 
presentante de  esa  mortual  distribuyera 
entre  don  José  Benedicto  y  don  Patroci- 
nio Cardona,  el  metálico  que  dicha  se- 
ñora guardaba  en  su  caja  de  hierro,  cir- 
cunstancia que  estaba  establecida  con 
prueba  documental  y  de  testigos;  y  que 
por  lo  tanfo,  la  sola  presencia  del  inculpa- 
do cuando  se  procedió  a  la  mencionada 
distribución,  no  lo  perfila  como  un  delin- 
cuente, ya  que  los  novecientos  quetzales 
que  asegura  el  acusador  que  se  llevó  el  en- 
causado, no  aparece  probado  que  él  efec- 
tivamente se  los  haya  llevado  ni  siquiera 
como  pago  de  su  trabajo. 

La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  cuatro  de  Noviembre  del  año  retropró- 
ximo, confirmó  la  sentencia  de  primer 
grado. 


Don  Patrocinio  Cardona  con  auxilio  del 
Abogado  Eugenio  Silva  Peña,  interpuso 
contra  este  último  pronunciamiento,  el 
recurso  extraordinario  de  casación,  de- 
nunciando como  infringidos  los  artículos 
568,  ,570,  571,  572,  573,  574,  582,  613,  y  614 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

El  recurrente  alegó  lo  que  sigue:  que  el 
Tribunal  de  segunda  instancia  estima  en 
su  fallo  que  las  declaraciones  de  J.  Bene- 
dicto Vásquez  Cardona,  Julio  César  Car- 
dona y  Rigoberto  Cardona  Paz  no  deben 
tomarse  en  cuenta  por  tener  todos  ellos 
interés  en  el  asunto,  pero  no  dice  cuál  es 
ese  interés;  que  la  afirmación  de  la  Sala 
carece  por  completo  de  base;  es  cierto  que 
entre  el  acusador  y  los  testigos  existen 
vínculos  de  parentesco,  pero  esto  no  de- 
muestra que  ellos  estén  interesados  en  que 
el  reo  salga  condenado:  que  la  falta  de 
idoneidad  de  los  testigos  debido  a  estos  la- 
zos de  parentesco,  tampoco  puede  ser  adu- 
cido, puesto  que  se  encuentran  en  el  caso 
previsto  por  el  artículo  582  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  ya  que  los  hechos 
ocurrieron  en  el  interior  de  la  casa  de  to- 
dos ellos.  Establecido  que  los  testigos  que 
la  Sala  se  negó  a  tomar  en  consideración 
como  prueba  contra  el  procesado,  son  tes- 
tigos idóneos,  sus  declaraciones  producen 
plena  prueba.  Y  que  con  los  tres  testimo- 
nios rendidos  en  la  substanciación  de  la 
causa  se  establece  que  existió  el  delito  y 
que  el  procesado  lo  cometió,  por  consi- 
guiente la  no  condenación  del  reo  en  el 
presente  proceso  es  una  violación  de  este 
precepto  y  de  los  demás,  que  denunció  co- 
mo infringidos  al  interponer  su  recurso. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  manifestación  que  hizo  el  proce- 
sado en  su  indagatoria  acerca  de  hechos 
que  le  perjudican,  y  lo  expuesto  por  J.  Be- 
nedicto Vásquez  Cardona,  Julio  César 
Cardona  y  Rigoberto  Cardona  Paz,  en  sus 
respectivas  declaraciones,  constituyen  la 
prueba  plena  que  la  ley  requiere  para  pro- 
nunciar un  fallo  condenatorio;  prueba  que 
no  se  enerva  con  el  acta  levantada  en  la 
Jefatura  Política  del  Departamento  de 
Chiquimula,  el  dos  de  Febrero  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco;  en  vir- 
tud de  que  dado  su  tenor,  es  improceden- 
te estimar  que  este  documento  se  encuen- 
tre comprendido  entre  los  que  según  el  ar- 
tículo 602  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales deben  de  reputarse  auténticos;  y 
que  Itamposo  invalidan  dicha  probanza, 
sino  que  por  el  contraio  la  robustecen,  los 
demás  hechos  que  se  relacionan  con  el 
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arreglo  de  la  mortual  de  doña  Celsa  Vás- 
quez  de  Cardona;  y  al  no  estimarlo  asi,  el 
Tribunal  de  segundo  grado,  infringió  los 
artículos  568,  570,  571  y  572  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  cometido  por  el  enjuicia- 
do es  una  de  las  modalidades  del  delito 
de  coacción,  y  Que  surge  no  solamente  al 
hacer  uso  de  la  fuerza  material,  sino  tam- 
bién cuando  sobre  la  parte  psíquica  del 
individuo  se  ejerce  tal  presión  moral,  que 
el  sujeto  compelido  en  esta  forma,  lleva 
a  cabo  actos  contrarios  a  sus  deseos;  y  en 
el  caso  sub-júdice  fué  tan  eficaz,  que  me- 
diante dicha  circunstancia  el  procesado 
consiguió  dominar  por  completo  la  volun- 
tad de  don  Patrocinio  Cardona,  quien  sub- 
yugado por  los  medios  empleados,  ya  no 
le  fué  posible  substraerse  de  las  exigencias 
de  aquél. 

CONSIDERANDO: 

Que  establecida  la  culpabilidad  del  en- 
juiciado por  medio  de  las  probanzas  que 
se  dejan  ya  relacionadas,  procede  infligir- 
le la  pena  que  la  ley  determina,  sin  modi- 
ficación alguna,  ya  que  no  concurren  cir- 
cunstancias agravantes  ni  atenuantes  que 
apreciar. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con.  fun- 
damento en  lo  dispuesto  por  los  artículos 
34,  47,  60,  65,  68,  78,  y  382  del  Código  Pe- 
nal, 587,  589,  601,  613,  687,  729,  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  2o.,  Decreto 
número  1563,  200,  inciso  segundo  y  205 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara que  ha  lugar  al  recurso  interpuesto, 
en  consecuencia,  CASA  Y  ANULA  la  ejecu- 
toria recurrida,  y  resuelve:  que  el  Licen- 
ciado José  Ernesto  Vásquez  Avilés,  es  au- 
tor del  delito  de  coacción,  y  por  este  hecho 
punible  le  impone  seis  meses  de  arresto 
mayor,  pena  que  con  abono  de  la  prisión 
sufrida  desde  el  auto  de  bien  preso,  pur- 
gará en  las  cárceles  del  Departamento  de 
Chiquimula;  le  permite  conmutar  la  re- 
ferida pena,  a  razón  de  tres  quetzales  dia- 
rios, pago  que  en  su  caso  deberá  efectuarse 
en  la  Tesorería  de  los  Pondos  de  Justicia; 
le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos,  y  de  su  profesión,  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  y  le  obliga,  a  cu- 
brir las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito,  y  a  la  reposición  del  pa- 


pel empleado  en  la  causa  al  del  sello  res- 
pectivo. Notifíquese,  hágase  la  anotación 
correspondiente  en  el  Registro  de  Ahoga- 
dos, publiquese  en  el  Diario  Oficial,  y  en 
la  "Gaceta  de  los  Tribunales",  comunicán- 
dose a  éstos,  y  con  certificaióni  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 

CRIMINAL 

PROCESO  contra  Leocadio  Gabriel  Cana, 
José  Sats  y  Máximo  Patá  Rusincoy,  por 
estafa,  falso  testimonio  y  uso  público  de 
nombre  supuesto. 

DOCTRINA:  El  recurrente  debe  citar  el  ar- 
tículo de  la  ley  substantiva  que  estime 
quebrantado,  y  luego  relacionarlo  con  al- 
guno de  los  casos  que  taxativamente  se- 
ñala el  artículo  676  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales,  y  no  denunciar  sola- 
mente  como  infringida  la  segunda  de 
dichas  disposiciones  legales. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete, 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará  pronunciada  en 
el  proceso  instruido  contra  Leocadio  Ga- 
briel Cana,  José  Satz  y  Máximo  Patá  Run- 
sincoy  por  los  delitos  de  estafa,  falso  tes- 
timonio y  uso  público  de  nombre  supues- 
to. 

RESULTA: 

Que  el  quince  de  Noviembre  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  el  Juez 
Departamental  de  Chimaltenango  dió 
principio  a  la  correspondiente  averiguación, 
en  virtud  de  haber  recibido  de  la  Secreta- 
ría de  Gobernación  y  Justicia  un  expedien- 
te iniciado  por  Félix  Gabriel  Caná,  en  el 
que  aparece,  que  este  sujeto  se  querelló  por 
los  hechos  que  relata  en  su  memorial,  fe- 
cha dos  de  Octubre  del  año  mencionado, 
como  sigue:  que  Leocadio  Gabriel  Chali, 
padre  del  compareciente,  había  obtenido 
a  título  gratuito  del  Gobierno  de  la  Repú- 
blica, cinco  lotes  de  terreno,  situados  en 
San  José  Poaquil.  según  constaba  en  el 
Acuerdo  Gubernativo  dictado  a  los  vein- 
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tidós  dias  del  mes  de  Agosto  del  año  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno;  los  men- 
cionados sitios  fueron  desmembrados  de 
la  finca  número  setenta  y  tres  (73),  folio 
trescientos  (300)  del  Libro  noventa  y 
ocho  (98);  y  la  inscripción  a  nombre  de 
su  padre  se  hizo  bajo  el  número  once  (11), 
folio  veintitrés  (23),  del  Labro  octavo  (8o.) 
del  Departamento  de  Chimaltenango;  que 
su  padre  falleció  el  veintitrés  de  Abril  de 
mil  novecientos  noventa  y  dos;  y  que  su 
hermano  Leocadio  Gabriel  Cana  fingién- 
dose dueño  de  los  terrenos  que  acaban  de 
mencionarse,  los  había  vendido,  uno  a 
Joaquín  López  Cana  y  otro  a  Gregorio  Cut- 
zal,  como  constaba  en  las  escrituras  públi- 
cas autorizadas,  respectivamente,  por  los 
Notarios  Víctor  Manuel  Herrera  y  Cecilio 
Palma.  Caná  concluyó  pidiendo  que  se 
abriera  el  procedimiento  por  falsedad  y 
nulidad  de  dichas  escrituras;  que  se  ano- 
tara en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble su  reclamo;  y  que  después  de  instruido 
el  sumario  se  ordenara  la  captura  de  los 
delincuentes.  El  acusador  presentó  con  su 
memorial  los  documentos  que  a  continua- 
ción se  expresan:  A)  copia  certificada  de 
la  partida  número  ciento  setenta  y  ocho 
(178)  expedida  por  el  Encargado  del  Re- 
gistro Civil  de  San  José  Poaquil  en  que 
consta  que  a  las  cinco  horas  del  veintitrés 
de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. 
falleció  Leocadio  Gabriel,  hijo  legítimo  de 
Nicolás  Gabriel  y  Antonia  Chali;  B)  certi- 
ficación expedida  por  el  Registrador  Ge- 
neral de  la  República,  en  la  que  hizo  cons- 
tar: lo.  que  a  virtud  de  acuerdo  Guberna- 
tivo de  veintidós  de  Abril  (1891),  se  lo 
concedieron  gratuitamente  en  propiedad 
a  Leocadio  Gabriel  cinco  lotes  de  terreno 
que  se  desmembraron  de  la  finca  número 
setenta  y  tres  (73),  folio  trescientos  (300) 
del  Libro  noventa  y  ocho  (98)  y  2o.  que  de 
esta  finca  se  hicieron  las  siguientes  des- 
membraciones: a)  doce  manzanas  o  sean 
ocho  hectáreas,  que  pasaron  a  formar  !a 
número  catorce  mil  ochocientos  noventa  y 
dos  (14.892),  folio  doscientos  uno  (201), 
del  Libro  ciento  diez  y  ocho  (118)  de  Chi- 
maltenango, de  Joaquín  López  Caná;  y  b) 
cuatro  manzanas  que  pasaron  a  formar 
la  número  catorce  mil  novecientos  ochen- 
ta y  cuatro  (14.984),  folio  cuarenta  y  tres 
(43)  del  Libro  ciento  diez  y  nueve  (119) 
de  Chimaltenango,  de  Gregrio  Cutzal.  Los 
asientos  relacionados  fueron  hechos:  el 
primero,  a  los  veintiún  dias  del  mes  de  No- 
viembre (1892),  y  a  treinta  y  uno  de  Julio 
(1934),  el  segundo,  y  el  tercero,  a  treinta 
y  uno  de  Julio  (1935);  C)  certificaciórí  en 
que  el  Cura  Párroco  de  San  Juan  Coma- 


lapa  y  su  Anexa  San  José  Poaquil  hace 
constar:  que  en  la  primera  de  dichas  po- 
blaciones, a  diez  de  Julio  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  seis,  el  Presbítero  Romualdo 
Monterroso  desposó  y  veló  a  Leocadio,  hijo 
legítimo  de  Nicolás  Gabriel  y  de  Petrona 
Chalí  con  Vicenta,  hija  Legítima  de  Matías 
Caná  y  de  Isabel  López;  y  D)  certificación 
expedida  por  el  Encargado  del  Registro 
Civil  de  San  José  Poaquil  en  la  que  se  hi- 
zo constar  la  rectificación  de  la  partida 
de  nacimiento  de  José  Félix  Gabriel  Caná. 

El  Juez  de  la  causa  consignó  en  las  di- 
ligencias que  obran  a  los  folios  diez  y  sie- 
te vuelto  y  treinta  y  nueve  de  la  primera 
pieza  del  proceso,  que  en  los  Protocolos  que 
exhibieron  los  Notarios  Cecilio  Palma  y 
Víctor  Manuel  Herrera,  se  encuentran  en 
el  del  primero,  la  escritura  número  cin- 
cuenta y  uno,  autorizada  por  dicho  Nota- 
rio en  la  ciudad  de  Chimaltenango  a  tres 
de  Junio  del  mil  novecientos  treinta  y 
cinco,  a  presencia  de  los  testigos  señorita 
Alicia  Escobar  Aguirre  y  don  José  Lino  Ló- 
pez y  en  la  cual  aparece  que  comparecie- 
ron Leocadio  Gabriel  Chalí  y  Gregorio 
Cutzal  Tzitzirin,  y  como  el  Notario  no  co- 
nociera a  los  contratantes,  le  mostraron  sus 
cédulas  de  vecindad,  que  les  fueron  exten- 
das,  respectivamente,  en  San  José  Poaquil 
a  seis  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  tres,  y  en  Santa  Apolonia  a  vein- 
tiséis de  Febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos,  y  además,  le  presentaron  a  los 
testigos  de  conocimiento  José  Adán  Aré- 
valo  Sosa  y  José  Satz.  Chalí  manifestó  en 
ese  acto  que  había  vendido  a  Gregorio  Cut- 
zal Tzitzirin  un  terreno  denominado  "Ha- 
cienda Vieja",  compuesto  de  cuatro  man- 
zanas de  extensión,  inscrito  a  su  favor  en 
el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  raíz 
con  el  número  once  (.11),  folio  veintitrés 
(23),  del  Libro  octavo  (8o.)  de  Chimalte- 
nango; y  un  lote  de  terreno  compuesto  de 
dos  cuerdas  de  extensión,  denominado 
"Chinyaalxot",  inscrito  a  su  favor  en  el 
mismo  Registro  bajo  el  número  ochenta,  y 
cíete  (87),  folio  doscientos  ocho  (208)  del 
Libro  séptimo  (7o.)  de  Chimaltenango;  y 
y  que  el  primero  de  los  mencionados  pre- 
dios lo  vendió  en  la  suma  de  diez  quetza- 
les, y  el  segundo,  en  la  cantidad  de  dos 
quetzales.  La  escritura  de  aue  se  trata  fué 
firmada  por  Catarino  Elel  Chopén  y  Al- 
fonso García  Barillas  por  no  saber  escri- 
bir el  comprador  ni  el  vendedor.  Y  en  el 
Protocolo  del  segundo,  se  encuentra  la  es- 
critura número  ciento  ocho,  autorizada  en 
Tecpán  Guatemala,  a  tres  de  Julio  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  y  por  medio 
de  la  cual  Leocadio  Gabriel  Chali  por  el 
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precio  de  ciento  treinta  quetzales  le  ven- 
dió a  Joaquín  López  Caná  un  terreno  de 
doce  manzanas,  situado  en  el  lugar  deno- 
minado "Paruyaalxot"  de  la  jurisdicción 
de  San  José  Poaquil,  registrado  bajo  el 
número  once  (11),  folio  veintitrés  (23)  del 
Libro  octavo  (8o.)  de  Chimaltenango;  y 
este  instrumento  lo  subscribieron  Máximo 
Patá  y  Timoteo  Rabinal  hijo  por  no  saber 
firmar  los  otorgantes.  Los  Notarios  Palma 
y  Herrera  dieron  fé  de  haber  tenido  a  la 
vista  la  certificación  del  Registro,  expedi- 
da el  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  tres,  donde  consta  la 
la  inscripción  de  las  fincas  vendidas  a  ca- 
da uno  de  los  compradores. 

El  acusador  presentó  una  certificación 
expedida  a  su  favor  a  siete  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno,  en  que  el 
Alcalde  lo.  Municipal  de  San  José  Poaquil, 
hace  constar  que  en  el  catastro  levantado 
por  el  Juzgado  Municipal  para  la  distribu- 
ción equitativa,  y  gratuita  de  los  terrenos 
titulados  a  favor  de  la  Comunidad  del  Mu- 
nicipio, le  corresponden  a  Leocadio  Ga- 
briel los  siguientes  lotes:  cuatro  manzanas 
en  "Hacienda  Vieja",  doce  manzanas  en 
"Paruxaalxot",  tres  manzanas  en  Chuicha- 
vac,  una  manzana  en  "Hacienda  Vieja"  y 
dos  manzanas  en  Chisaxau.  Los  linderos 
de  cada  uno  de  estos  lotes  constan  en  es- 
ta certificación,  la  cual  fué  registrada  el 
veitiuno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos,  bajo  el  número  once  (11), 
folio  veintitrés  (23)  del  Libro  octavo  (8o.) 
del  Departamento  de  Chimaltenango;  yi  la 
finca  se  desmembró  de  la  número  setenta 
y  tres  (73),  folio  trescientos  (300)  del  Li- 
bro (98)  noventa  y  ocho.  Al  pié  de  este 
documento  consta  que  Félix  Gabriel,  el 
veinte  de  Octubre  de  mil  novecientos  cin- 
co, le  vendió  a  Mateo  España  el  lote  de 
terreno  denominado  "Hacienda  Vieja". 

Interrogado  José  Satz  manifestó:  que 
no  conoce  a  Leocadio  Gabriel  Chalí  ni  a 
Gregorio  Cutzal;  que  no  ha  servido  de  tes- 
tigo de  conocimiento  en  la  escritura  autori- 
zada por  el  Notario  Cecilio  Palma  y  quizá 
haya  una  equivocación,  porque,  en  el  Can- 
cón "Natareno",  existe  otro  individuo  que 
tiene  su  mismo  nombre;  que  nunca  ha  lle- 
gado a  la  oficina  del  referido  Notario;  y 
que  la  firma  que  se  le  ponía  a  la  vista  no 
es  suya. 

Catarino  Elel  Chopén  declaró  no  cono- 
cer a  Gabriel  Chali  ni  a  Gregorio  Cutzal 
Tzitzirín;  que  Gregorio  Cutzal  le  suplicó 
que  fuera  a  firmar  a  su  ruego,  una  escri- 
tura de  compra-venta  a  la  oficina  del  Lic. 
Cecilio  Palma,  que  tan  pronto  como  lle- 
gó a  dicho  estudio,  le  leyeron  la  escritu- 


ra haciéndole  ver  el  Notario  que  iba  a  fir- 
mar a  ruego  de  Cutzal;  y  que  en  la  men- 
cionada oficina  estaban  además  del  Licen- 
ciado Palma,  José  Arévalo  y  José  Satz, 
quien  estaba  en  el  Juzgado  con  el  depo- 
nente cuando  llegó  Cutzal  a  suplicarle  que 
firmara. 

En  el  careo  practicado  entre  Catarino 
Elel  y  José  Satz,  éste  manifestó  ser  cierto 
lo  expuesto  por  Elel,  y  que  sí  estuvo  en  el 
bufete  del  Licenciado  Palma,  y  firmó  co- 
mo testigo  de  conocimiento  el  contrato  de 
compra-venta  celebrado  entre  Chalí  y  Cut- 
zal y  Tzitzirín,  rectificando  en  esta  forma 
su  declaración  anterior,  la  que  dió  en  aquel 
sentido  por  haber  olvidado  los  hechos. 

Leocadio  Gabriel  Caná,  al  ser  interroga- 
do manifestó:  por  medio  de  su  intérprete: 
que  siempre  ha  usado  el  nombre  y  apelli- 
dos que  acaban  de  expresarse,  que  el  tres 
de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro, compareció  ante  el  Notario  Víctor  Ma- 
nuel Herrera  a  celebrar  un  contrato  de 
compra-venta  con  Joaquín  López  Caná, 
usando  el  apellido  Chalí,  en  vez  de  Caná 
que  es  el  verdadero,  según  consta  en  su  cé- 
dula de  vecindad,  cambio  que  entonces 
efectuó,  por  haberle  aconsejado  Máximo 
Patá  que  obrara  en  ese  sentido;  que  el  tres 
de  Junio  (1935),  otorgó  a  favor  de  Gre- 
gorio Cutzal  una  escritura  de  compra-ven- 
ta, la  cual  fué  autorizada  por  el  Notario 
Cecilio  Palma,  usando  el  apellido  Chali  en 
lugar  de  Caná;  que  este  instrumento  pú- 
blico lo  firmó  por  él  (Leocadio)  Alfonso 
García,  quien  le  conoce  por  el  nombre  de 
Leocadio  Gabriel;  que  las  fincas  vendidas 
pertenecen  a  su  padre  Leocadio  Gabriel 
Chali;  que  después  del  fallecimiento  de 
su  padre  no  siguieron  juicio  alguno,  pero 
sí  se  repartieron  sus  propiedades;  que  al 
celebrar  los  mencionados  contratos,  llevó 
a  Máximo  Patá  y  a  Antonio  López,  para 
que  estos  sujetos  manifestaran  a  los  No- 
tarios Herrera  y  Palma,  vertido  al  caste- 
llano, cuanto  el  les  decía  en  su  idioma;  y 
que  José  Satz  y  José  Adán  Arévalo  le  co- 
nocen por  el  nombre  de  Leocadio  Gabriel. 

Fueron  agregadas  al  proceso  dos  cartas 
que  el  alcaide  de  jas  cárceles  de  Chimal- 
tenango, recogió  a  Leocadio  Gabriel  Caná; 
y  por  medio  de  las  cuales,  Máximo  Patá 
aconsejó  a  Gabriel,  la  foima  en  que  debía 
responder  a  las  preguntas  que  le  fueron 
dirigidas  al  ser  interrogado. 

Máximo  Patá  Rusincoy  declaró;  que  co- 
noce a  Leocadio  Gabriel,  pero  no  sabe  si 
le  corresponde  también  el  apellido  Caná, 
y  nunca  ha  estado  con  él  en  parte  alguna; 
que  el  tres  de  Julio  (1934),  llegó  a  la  ofici- 
na del  Notario  Víctor  Manuel  Herrera,  co- 
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mo  testigo  de  conocimiento,  en  el  contra- 
to celebrado  entre  Leocadio  Gabriel  Chali 
y  Joaquín  López  Cana;  que  reconoce  el 
contenido  de  las  cartas  que  le  fueron  exhi- 
bidas, y  que  la  firma  que  se  encuentra  al 
pié  de  las  mismas,  es  de  su  puño  y  letra; 
que  dirigió  esas  misivas,  por  que  Leocadio 
le  preguntó  sobre  la  forma  en  que  debía 
responder  al  ser  interrogado;  que  obtuvo 
una  certificación  de  las  propiedades  ins- 
critas a  favor  de  Leocadio  Gabriel  Chalí  con 
el  objeto  de  que  Leocadio  Gabriel  Caná  pu- 
diera vender  las  respectivas  fincas;  que 
por  su  intervención  en  este  asunto  le  pa- 
garon la  cantidad  de  treinta  y  tres  centa- 
vos diarios;  y  que  los  mencionados  indi- 
viduos se  expresaron  en  cachikel,  al  cele- 
brar el  contrato  de  que  se  ha  hecho  mérito 

El  Juez  de  la  causa  hizo  constar  que  tu- 
vo a  la  vista  los  Libros  de  Registro  de  ve- 
cindad del  Municipio  de  San  José  Poaquil, 
correspondientes  a  los  años  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  dos  y  mil  novecientos 
treinta  y  tres,  encontrándose  en  el  primer 
Libro  al  folio  cuatrocientos  treinta,  el 
asiento  número  ochocientos  cincuenta  y 
nueve,  en  el  que  se  consigna:  que  a  prime- 
ro de  Diciembre  (1932),  compareció  a  ins- 
cribirse como  vecino,  Leocadio  Gabriel  Ca- 
ná, nacido  en  Poaquil,  el  diez  y  seis  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro,  hijo  de  Leocadio  Gabriel  y  María 
Vicenta  Caná,  viudo,  sin  instrucción,  re- 
sidente en  "Hacienda  Vieja",  es  moreno 
lampiño,  pelo  y  ojos  negros,  y  de  un  me- 
tro cincuenta  y  ocho  centímetros  de  esta- 
tura. En  el  segundo  Libro  se  encuentra 
la  partida  número  mil  quinientos  dos, 
asentada  el  cinco  de  Diciembre  (1933),  en 
el  mismo  poblado,  y  en  la  que  consta  que 
compareció  a  inscribirse  como  vecino  Leo- 
cadio Gabriel  Chalí,  hijo  legitimo  de  Ni- 
colás Gabriel  y  Antonia  Chali,  nació  en 
San  José  Poaquil  a  los  cinco  días  del  mes 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  cinco,  viudo,  jornalero,  reside  en  "Ha- 
cienda Vieja",  carece  de  dientes  en  el 
maxilar  superior,  y  bajo  la  ceja  izquierda 
tiene  un  lunar,  es  morena  su  tez,  lacio  el 
cabello  y  negro,  ojos  negros  y  su  estatura 
es  de  un  metro  setenta  y  un  centímetros. 

Agustina  Gabriel  Caná,  hermana  de  Fé- 
lix y  Leocadio  Gabriel  Caná,  dijo:  que  co- 
mo no  se  le  permitió  seguir  en  posesión  de 
los  bienes  que  le  correspondían  por  heren- 
cia de  su  padre,  Leocadio  Gabriel,  fué  a 
quejarse  ante  la  autoridad  de  Poaquil,  el 
veinte  de  Mayo  (1935),  y  en  la  Intendencia, 
Leocadio  le  dijo  que  le  había  dado  a  Lucio 
Gómez  y  a  Máximo  Patá,  la  cantidad  de 
cien  quetzales  para  el  arreglo  de  ese  asun- 


to; y  que  se  constituía  formal  acusadora 
de  su  mencionado  hermano  Leocadio. 

Al  ser  interrogado  Leocadio  Gabriel  Ca- 
ná acerca  de  lo  manifestado  por  su  her- 
mana Agustina,  declaro:  no  haberle  dado 
dinero  a  las  personas  mencionadas  por 
ésta;  y  que  Patá  fué  a  solicitar  al  Regis- 
tro, por  recomendación  suya,  la  certifica- 
ción anteriormente  relacionada. 

Al  tomarles  confesión  con  cargos  a  Satz, 
Caná  y  Patá  Rusincoy,  Satz  y  Rusincoy  no 
se  conformaron  con  los  cargos  que  les 
formuló  el  Juez  de  la  causa,  agregando  el 
segundo,  que  ratificaba  su  indagatoria, 
pero  con  la  modificación  de  que  Leocadio 
le  dió  treinta  y  tres  centavos  de  quetzal 
por  el  viaje  a  Tecpám.  Y  Caná  se  confor- 
mó con  los  cargos  de  estafa  y  uso  público 
de  nombre  supuesto. 

Manuel  García  Morales,  Manuel  Escobar 
Figueroa  y  Jacinto  Us.  a  solicitud  de  José 
Satz,  declararon  acerca  de  los  buenos  an- 
tecedentes del  referido  sujeto. 

Leocadio  Gabriel  Caná  presentó  cuatro 
documentos  simples:  en  el  primero,  Leo- 
cadio Gabriel  hizo  constar  ante  los  testi- 
gos Emilio  Lara,  Félix  Catú  y  Bernardino 
Tzitzimit,  en  Cujil  a  los  cuatro  días  del 
mes  de  Noviembre  de  mil  novecientos  diez 
y  ocho,  que  dejaba  a  su  hermano  Nicolás 
Gabriel  los  bienes  que  en  dicho  documento 
se  enumeran,  entre  los  cuales  se  encuen- 
tran tres  manzanas  de  terreno  en  el  lugar 
que  se  denomina  "Hacienda  Vieja";  que- 
dando obligado  Nicolás  a  pagar  cuatrocien- 
tos pesos  a  don  Martín  Jeréz  y  cien  pesos 
a  don  Santiago  Calderón;  en  el  segundo 
documento,  que  sa  hizo  en  el  mismo  lugar 
y  fecha  que  el  anterior,  y  ante  los  mismos 
testigos,  Nicolás  Gabriel  dispuso  de  sus 
bienes  a  favor  de  su  hermano  Leocadio, 
entre  los  cuales  se  especifican  tres  man- 
zanas de  terreno  en  "Hacienda  Vieja",  que- 
dando Gabriel  obligado  a  cancelar  las  deu- 
da contraídas  por  su  hermano,  a  saber:  a 
don  Norberto  Simón  la  cantidad  de  tres- 
cientos pesos  y  a  don  Margarito  Román 
cien  pesos,  en  el  tercer  documento,  que 
fué  hecho  en  Poaquil  a  diez  de  Abril  de 
mil  novecientos  quince,  ante  el  Alcalde 
Primero  y  el  Secretario  Municipal  y  los 
testigos  Cupertino  y  Justo  Apen,  María 
Vicenta  Caná  donó  a  su  hijo  Nicolás  Ga- 
briel tres  manzanas  del  terreno  que  se 
denomina  "Paruayaalxot";  y  dos  manzanas 
del  terreno  denominado  "Chixacau".  La 
escritura  respectiva,  está  inscrita  bajo  el 
número  once  (11),  folio  veintitrés  (23) 
del  Libro  octavo  (8o.)  de  Chimaltenangc; 
y  en  el  cuarto  documento,  María  Vicente 
Caná,  en  la  fecha  y  lugar  que  acaban  de 
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mencionarse,  y  ante  las  mismas  personas, 
donó  a  su  hijo  Leocadio  Gabriel  tres  man- 
zanas del  terreno  que  fe  denomina  "Peru- 
yaalxot".  Tanto  en  este  documento,  como 
en  el  anterior,  se  fijaron  los  linderos  co- 
rrespondientes a  cada  una  de  las  porcio- 
nes de  terreno  que  fueron  donadas. 

En  cumplimiento  del  auto  para  mejor 
fallar  dictaao  por  el  Juez  de  la  causa,  se 
practicaron  las  diligencias  que  a  conti- 
nuación se  expresan:  a)  fué  interrogado 
nuevamente  Leocadio  Gabriel  Cana,  quien 
expuso:  que  al  segundo  día  de  haber  in- 
gresado a  la  cárcel,  y  por  cultivar  amistad 
con  Máximo  Pata,  le  dirigió  a  éste  una 
carta  pidiéndole  consejos  para  poder  dar 
su  declaración,  misiva  que  le  remitió  con 
su  hijo  Fidel  Gabriel,  y  lai  cual  firmó  a  su 
ruego  Francisco  Armira,  quien  también 
estaba  en  la  cárcel;  que  su  hermano  Nico- 
lás Gabriel  falleció  a  consecuencia  de  fie- 
bre, el  mismo  año,  en  que  le  hizo  donación 
de  los  inmuebles  consignados  en  el  docu- 
mento que  obra  a  folio  quince  de  la  se- 
gunda pieza  del  proceso;  que  los  terrenos 
que  le  fueron  donados  por  su  señora  ma- 
dre María  Vicenta  Caná  y  su  hermano  Ni- 
colás Gabriel,  son  los  que  aparecen  ven- 
didos a  Joaquín  López  Caná,  y  como  al 
medir  estas  manzanas,  aparecieron  cuatro 
más,  se  las  vendió  a  Gregorio  Cutzal,  y  que 
su  señora  madre  le  obsequió  otras  tres 
manzanas  de  terreno,  como  herencia  pater- 
na; b)  declaraciones  de  Secundino  Mu- 
chuch,  Bernardino  Tzitzitmit  y  Matilde 
Alvarez  Marroquin,  quienes  expusieron: 
Muchuch,  que  hacía  ya  más  de  veinte  años, 
que  había  sido  testigo  de  la  dona- 
ción de  un  teireno,  que  María  Vicenta  Ca- 
ná hizo  a  su  hijo  Leocadio  Gabriel  Caná: 
que  Cupertino  Apen  fué  también  testigo 
de  la  mencionada  donación;  pero  que  no 
recordaba  la  fecha  en  que  ésta  se  había 
efectuado  ni  la  extensión  de  terreno  do- 
nado por  la  señora  Caná;  Bernardino  Tzit- 
zitmit dijo  haber  sido  testigo  de  las  dona- 
ciones que  reciprocamente  se  hicieron  los 
hermanos  Gabriel  hacia  como  veinte  años, 
en  la  época  en  que  había  aparecido  en 
Poaquil,  cierta  fiebre,  enfermedad  que  ata- 
có a  Nicolás  Gabriel  y  a  consecuencia  de  la 
cual  falleció;  y  que  también  habían  sido 
testigos  de  esas  donaciones,  Emilio  Lara, 
Félix  Catú  y  Matilde  Alvarez;  Matilde  Al- 
varez  Marroquin  expuso:  que  hacia  veinte 
años  poco  más  o  menos,  que  vivió  en  el 
lugar  denominado  Cujil  del  Muncipio  de 
Tecpám  Guatemala;  que  conoció  a  Nico- 
lás Gabriel  y  conoce  a  Leocadio  Gabriel 
Caná;  y  que  la  firma  que.  se  encuentra  al 
pié  de  los  documentos  que  le  fueron  exhi- 


bidos y  dice  "Matilde  Alvarez  MI",  fué 
puesta  por  él;  que  además  el  dicente  es- 
cribió los  referidos  documentos  donde 
consta  el  convenio  que  hicieron  los  herma- 
nos Nicolás  y  Félix  Gabriel  de  donarse  sus 
bienes  recíprocamente  en  caso  de  que  uno 
de  ellos  falleciere;  que  en  ese  acto,  estu- 
vieron presentes  además  de  Félix  y  Nico- 
lás los  testigos  que  se  mencionan  en  los 
documentos;  y  el  mismo  año  en  que  éstos 
fueron  hechos,  falleció  de  fiebre  Nicolás 
Gabriel;  c)  el  Juez  menor  de  San  José 
Poaquil  evacuó  el  informe,  que  oportuna- 
mente le  fué  pedido,  en  los  términos  que 
a  continuación  se  expresan:  que  según 
pudo  averiguar,  desde  el  año  de  mil  nove- 
cientos quince,  los¡  hermanos  Félix,  Leoca- 
dio, Nicolás  y  Agustina,  todos  de  apellido 
Gabriel,  quedaron  en  posesión  de  un  te- 
rreno situado  en  "Hacienda  Vieja",  reco- 
nociendo cada  uno  de  ellos,  la  porción  que 
les  había  dejado  su  señora  madre  Vicenta 
Caná,  terreno  que  había  pertenecido  a 
Leocadio  Gabriel,  padre,  de  los  menciona- 
dos hermanos;  y  que  Leocadio  Gabriel 
Caná,  hijo  del  causante,  sin  duda  suges- 
tionado por  alguien,  obtuvo  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  una  copia  del 
título  primitivo,  y  en  esta  forma  se  adue- 
ñó del  referido  terreno;  y  d)  declaracio- 
nes de  Antonio  Argueta  Serrano  y  Cuper- 
tino Apen,  quienes  declararon:  el  primero, 
que  estuvo  desempeñando  el  cargo  de  Se- 
cretrio  Municipal  en  San  José  Poaquil  y 
que  los  documentos  que  se  encuentran 
agregados  en  la  causa  ( folios  diez  y  seis  y 
diez  y  siete),  fueron  hechos  por  el  dicen- 
te;  que  comparecieron  al  Juzgado  los  in- 
dígenas María  Vicenta  Caná,  Nicolás  y 
Gabriel  Caná  manifestando  la  primera, 
que  donaba  a  sus  hijos  ya  mencionados 
unos  inmuebles;  y  que  por  consiguiente  es 
cierto  el  contenido  de  esos  documentos; 
que  como  el  Alcalde  no  sabía  escribir,  y 
con  su  anuencia,  firmó  por  él  los  referidos 
documentos  y  también  como  Secretario; 
y  Apen  dijo:  que  en  el  año  de  mil  novecien- 
tos quince,  María  Vicenta  Caná  donó  unos 
lotes  de  terrenos  a  sus  hijos  Nicolás  y  Leo- 
cadio Gabriel,  los  documentos  respectivos 
se  hicieron  en  el  Juzgado  Municipal  de 
San  José  Poaquil,  y  él  fué  testigo  en  ese 
acto;  y  que  la  firma  que  se  encuentra  al 
pié  de  dichos  instrumentos  fué  puesta  de 
su  puño  y  letra  y  es  la  misma  que  usa 
siempre. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  ChimaltenangO  impuso  a  Leo- 
cadio Gabriel  Caná,  como  autor  de  doble 
estafa,  y  de  uso  público  de  nombre  supuer>- 
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to,  las  penas  que  siguen:  por  la  estafa  de 
mayor  cuantía,  dos  años  de  prisión  correc- 
cional; seis  meses  de  arresto  mayor  por  la 
otra  estafa,  ambas  sanciones  aumentadas 
en  una  tercera  parte,  por  que  se  trata  de 
bienes  inmuebles;  y  por  el  delito  de  uso 
público  de  nombre  supuesto,  diez  y  ocho 
meses  de  prisión  correccional;  a  Máximo 
Pata  Rusincoy  por  encubrimiento  en  los 
delitos  de  doble  estafa  y  uso  público  de 
nombre  supuesto,  le  impuso  la  tercera  par- 
te de  cada  una  de  las  penas  infligidas  a 
Leocadio  Gabriel  Caná,  aumentadas  las 
correspondientes  a  los  delitos  de  estafa  en 
una  tercera  parte;  a  José  Satz  le  impuso 
por  el  delito  de  falso  testimonio  dos  mesas 
de  arresto  mayor,  pena  que  declaró  purga- 
da con  la  prisión  sufrida;  y  en  cuanto  a 
Cana  y  Rusincoy  les  abona  la  prisión  su- 
frida, permitiéndoles  conmutar  las  dos 
terceras  partes  de  la  pena  a  razón  de  diez 
centavos  diarios;  los  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  y  de  los  gastos 
del  juicio;  y  los  suspende  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos  durante  la  con- 
dena, la  cual  deberán  purgar  en  la  Peni- 
tenciaría Central. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
manifestó,  entre  otras  cosas,  lo  siguiente: 
que  en  cuanto  a  las  sanciones  impuestas 
a  Leocadio  Gabriel  Caná  por  estafa,  nada 
tenía  que  objetar,  pero  en  lo  tocante  al 
uso  público  de  nombre  supuesto,  estimaba 
que  la  pena  debía  ser  reducida  a  un  año, 
por  que  si  es  verdad,  que  con  la  comisión 
del  delito  se  causó  perjuicio  a  particula- 
res, el  causante  del  mismo  ha  sufrido  una 
pena  especial  (la  de  la  estafa)  por  el  re- 
lacionado perjuicio  que  causara.  A  Máxi- 
mo Patá  no  se  le  probó  más  que  el  haber 
aconsejado  a  Leocadio  Gabriel  la  forma  en 
que  debía  declarar,  indicándole  la  manera 
de  defenderse,  mediante  declaraciones 
ambiguas  y  poco  sinceras.  Pero  no  está 
demostrado  que  Patá  tuviera  conocimien- 
to de  que  los  actos  ejecutados  por  Gabriel 
Caná  fueron  delictuosos,  ni  tampoco  que 
haya  intervenido  posteriormente  al  delito 
en  la  forma  determinada  por  los  incisos 
lo.  2o.  y  3o.,  del  artículo  31  del  Código  Pe- 
nal. En  cuanto  a  José  Satz,  no  es  res- 
ponsable de  delito  alguno,  por  que  en  lo 
que  se  refiere  al  falso  testimonio,  aunque 
en  un  principio  negó  haber  intervenido 
en  uno  de  los  contratos  celebrados  por 
Leocadio  Gebriel,  posteriormente  admitió 
tal  intervención.  De  modo  que  en  defini- 
tiva no  faltó  a  la  verdad  en  juicio.  La 
suposición  que  hace  el  Juez,  relativa  a  que 
con  este  intento  de  ocultar  la  verdad,  Satz, 
reconoció  su  delincuencia,  carece  de  fun- 


damento legal  y  lógico  pues  Satz  como 
cualquier  otra  persona  ignorante,  se  ofus- 
có al  ser  interrogado.  Y  finalmente  pidió 
que  se  confirmara  la  sentencia  apelada, 
únicamente  en  la  parte  que  se  refiere  a 
la  estafa  atribuida  a  Gabriel  Caná,  que  se 
modificara  en  cuanto  al  uso  de  nombre 
supuesto,  imponiéndose  a  Gabriel  Caná, 
un  año  de  arresto  mayor;  y  que  fueran  ab- 
sueltos  Satz  y  Patán  de  los  cargos  que  se 
les  habian  formulado. 

El  señor  Fiscal  manifestó:  lo  que  sigue: 
que  la  sentencia  estaba  arreglada  a  la  ley; 
pero  que  los  encausados  no  habíani  conce- 
bido el  hecho  delictuoso.  Debía  haber  un 
intelectual  que  debía  responder  ya  como 
autor  o  ya  como  coautor  de  los  delitos  per- 
petrados; y  por  lo  tanto,  pedía:  lo.  la 
confirmación  de  la  sentencia  de  primer 
grado;  y  2o.  que  se  ordenara  al  Juez  de 
Chimaltenango  seguir  una  investigación 
para  saber  quien  ha  sido  el  consejero  de 
Leocadio  Gabriel  Caná  e  imponerle  la  pe- 
na corespondiente. 

El  veintisiete  de  Febrero  del  corriente 
año,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  resol- 
vió lo  que  sigue:  lo.  confirmar  el  fallo  de 
la.  Instancia  en  lo  que  respecta  a  Leoca- 
dio Gabriel  Caná  y  Máximo  Patá  Rusin- 
coy con  la  reforma  de  que  les  impone,  pa- 
ra su  cumplimiento  sucesivo,  al  primero, 
en  concepto  de  autor  del  delito  de  uso  pú- 
blico de  nombre  supuesto  y  de  dos  delitos 
de  estafa,  las  penas  de  diez  y  ocho  meses, 
conmutables  en  sus  dos  tercios  a  razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios;  de  diez 
y  seis  meses  de  prisión  correccional,  in- 
conmutable y  de  ocho  meses  de  arresto 
mayor,  conmutable  en  su  totalidad  en  la 
porción  ya  indicada;  y  al  segundo,  en  con- 
cepto de  autor  de  los  mismos  delitos  de 
estafa,  las  penas  de  diez  y  seis  meses  de 
prisión  correccional  y  de  ocho  meses 
de  arresto  mayor,  conmutables  la  una 
en  sus  dos  tercios,  y  la  otra,  en  su 
totalidad,  a  razón  de  quice  centavos  dia- 
rios; y  2o.  revocar  la  propia  sentencia  en 
cuanto  condenaba  a  José  Satz,  a  quien  ab- 
suelve del  cargo  que  se  le  hizo,  por  falta 
de  prueba. 

Considera  la  Sala:  lo.  que  los  hechos 
probados  son  constitutivos,  en  primer  tér- 
mino, del  delito  de  uso  público  de  nombre 
supuesto,  y  en  segundo,  del  de  estafa,  eje- 
cutado por  dos  veces  consecutivas;  2o.  que 
la  delincuencia  de  Leocadio  Gabriel  Caná, 
en  concepto  de  autor  de  tales  infraciones 
está  plenamente  probada  mediante  los 
instrumentos  de  que  se  hizo  mérito,  coad- 
yuvadas por  su  confesión  espontánea;  3o. 
que  las  cartas  dirigidas  por  Patá  Rusincoy 
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a  Cana  corroboradas  por  los  hechos  rela- 
tivos a  que  solicitó  y  obtuvo  del  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  la  copia  certifi- 
cada que  este  invocó  como  título  para 
otorgar  las  enajenaciones  relacionadas,  a 
su  intervención  como  testigo  instrumen- 
tal con  el  otorgamiento  de  una  de  estas,  y, 
a  que  recibió  remuneración  pecuniaria  por 
su  intervención  en  el  asunto  constituyen, 
a  juicio  de  la  Sala  plena  prueba  de  su  de- 
lincuencia, pero  no  en  concepto  de  encu- 
bridor, sino  de  coautor  de  los  delitos  de 
estafa  pesquisados;  4o.  que  la  ejecución 
de  uso  público  de  nombre  supuesto  tuvo 
por  objeto  causar  perjuicio  a  particulares, 
y  que  por  ello  debe  ser  reprimido  con  la 
pena  de  diez  y  ocho  meses  de  prisión  co- 
rreccional; 5o.  que  por  tratarse  de  bienes 
inmuebles  y  teniendo  en  cuenta  los  precios 
en  que  fueron  enajenados  los  que  se  ex- 
presan en  la  causa,  las  penas  que  corres- 
ponden imponer  a  ¡os  dos  delitos  de  esta- 
fa son,  respectivamente,  las  de  diez  y  seis 
meses  de  prisión  correccional  y  ocho  meses 
de  arresto  mayor;  6o.  que  el  delito  de  uso 
público  de  nombre  supuesto  fué  ejecutado 
como  medio  para  perpetrar  los  de  estafa; 
pero  resulta  más  favorable  al  reo  la  re- 
prensión individual  de  cada  una  de  tales 
infracciones  que  la  imposición  de  la 
pena  correspondiente  al  delito  más 
grave  aumentada  en  una  tercera  par- 
te; y  7o.  que  es  ilógica  la  presun- 
ción humana  en  que  el  Juez  a-quo  fundó 
la  condena  de  José  Satz,  relativa  a  que  de 
haber  negado  al  principio  y  confesado 
ulteriormente  su  intervención  como  testi- 
go de  identidad,  en  el  otorgamiento  de  la 
escritura  autorizada  por  el  Notario  Palma, 
se  desprende  la  evidencia  de  que  procedió 
a  sabiendas  de  que  Leocadio  Gabriel  su- 
plantó la  identidad  de  su  padre  Leocadio 
Gabriel  Chalí.  , 

Leocadio  Gabriel  Caná  y  Máximo  Patá 
Rusincoy,  auxiliados  por  el  Abogado  José 
Octavio  Martínez  Mejía,  interpusieron  el 
recurso  extraordianrio  de  casación  contra 
la  sentencia  de  segundo  grado,  denuncian- 
do como  infringidos  los  artículos  29  inci- 
sos lo.  y  3o.,  224.  36,  lo.,  65,  66,  78,  408  in- 
cisos lo.  y  11,  410  y  442  del  Código  Penal 
de  1877;  488  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 2164;  589,  595,  568,  601,  y  676  inci- 
sos lo.  y  6o.,  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales y  1085  del  Código  Civil  vigente  y  47 
del  Código  Penal  que  en  la  actualidad  se 
encuentra  en  vigor;  y  Decreto  Legislativo 
número  1740;  y  2257  C.  C.  de  1877. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora,  como  ya  se 
dijo,  estima  probada  la  responsabilidad 
criminal  de  Leocadio  Gabriel  Caná,  con 
los  instrumentos  que  se  dejan  ya  relacio- 
nados y  además  con  la  espontánea  confe- 
sión del  mismo  enjuiciado;  y  la  culpabi- 
lidad de  Patá  Rusincoy  la  deduce  dicho 
Tribunal  de  las  cartas  dirigidas  poi  este 
sujeto  al  otro  procesado  corroboradas  por 
los  hechos  relativos  a  que  solicitó  y  obtu- 
vo del  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble 
la  copia  certificada  que  Caná  preíentó  a 
los  Notarios  Palma  y  Herrera,  a  efecto  de 
que  se  otorgaran  las  respectivas  escrituras 
de  compra-venta,  a  su  intervención  co- 
mo testigo  instrumental  de  una  de  dichas 
escrituras,  y  a  la  circunstancia  de  haber 
recibido  una  remuneración  pecuniaria  por 
su  cooperación  en  el  asunto.  Como  los 
hechos  de  los  cuales  la  Sala  deriva  la 
prueba  mencionada  se  encuentran  debi- 
damente establecidos;  y  toda  vez  que  in- 
cumbe a  los  Tribunales  sentenciadores 
apreciar  en  justicia  el  valor  de  este  medio 
probatorio,  es  indudable  que  no  fueron 
infringidos  los  artículos  529,  595,  568  y  601 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  676  del  Código  que  aca- 
ba de  citarse,  no  puede  ser  quebrantado  por 
el  Tribunal  de  segunda  Instancia,  a  virtud 
de  que  la  susodicha  disposición  determina 
los  casos  en  que  deberá  entenderse  que  ha 
sido  infringida  una  ley  en  la  sentencia  de- 
finitiva, y  ésta  apreciación  sólo  correspon- 
de hacerla  a  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
al  conocer  en  casación  de  las  ejecutorias 
respectivas.  Y  en  todo  caso,  la  p^rte  re- 
currente debe  citar  primeramente,  el  ar- 
tículo de  la  ley  substantiva  que  estime 
como  violado,  y  luego  relacionarlo  con  el 
inciso  correspondiente  a  la  disposición  le- 
gal de  que  se  trata. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  aplicó  el  De- 
creto Legislativo  número  1740,  pues  este 
Cuerpo  Legal  estaba  en  vigor  cuando  fue- 
ron perpetrados  los  delitos  que  orieinaron 
el  encausamiento  de  Leocadio  Gabriel 
Caná;  pero  como  dicho  Decreto  se  compo- 
ne de  cinco  artículos,  y  el  recurrente  no 
cuidó  de  señalar  a  cual  de  todos  tuvo  el 
propósito  de  referirse,  es  inmprocedente 
entrar  a  conocer  del  mencionado  Decreto, 
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y  de  los  artículos  47  y  488  del  Código  Pe- 
nal vigente,  pues  carecen  de  aplicación 
por  el  motivo  al  principio  relacionado. 

CONSIDERANDO: 

Que  lo  dispuesto  por  los  artículos  2257 
del  Código  Civil  de  1877  y  el  1085  del  De- 
creto Legislativo  número  1932,  por  tratar 
de  materias  ajenas  completamente  a  la 
prueba  que  intenta  enervar  el  recurrente, 
ninguna  aplicación  tienen  en  el  caso  sub- 
judice.  En  efecto,  el  primero  de  los  men- 
cionados artículos,  establece  que  el  dueño 
de  los  bienes  o  asuntos  que  han  sido  ma- 
nejados por  un  gestor  de  negocios  en  con- 
formidad con  los  preceptos  contenidos  en 
el  Libro  III,  Titulo  IX  del  Cuerpo  de  Leyes 
que  acaba  de  citarse,  debe  de  cumplir  con 
las  obligaciones  que  por  el  haya  contraído 
el  gestor,  y  pagar  a  éste  todos  los  gastos 
necesarios  y  útiles  que  haya  hecho.  Obli- 
gación que  tiene  el  dueño,  aunque  sea  me- 
nor de  edad,  póstumo  etc.  etc.  Y  el  se- 
gundo, se  refiere  a  las  certificaciones 
que  les  sean  pedidas  a  los  Registradores 
de  la  Propiedad  Inmueble,  judicial  o  ex- 
traj  udicialmente  por  escrito,  acerca  de 
lo  que  conste  en  los  Libros  del  Registro. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  haber  sido  derogado  el  Código 
Penal  que  se  decretó  el  cuatro  de  Julio  del 
año  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  es 
improcedente  entrar  a  conocer  de  los  ar- 
tículos 29  incisos  lo.  y  3o.,  224,  86,  lo.,  65, 
66,  78  y  408  inciso  lo.,  11,  410  y  442  del 
mencionado  Cuerpo  de  leyes. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  dispuesto  por  los  artículos 
676  y  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recurso 
de  que  se  ha  hecho  mérito  e  impono  a  Leo- 
cadio Gabriel  Chalí  y  a  Máximo  Patá 
Rusincoy  las  penas  accesorias  de  quince 
días  de  arresto,  conmutables  a  razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  diarios.  Noti- 
fíquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordónez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argucia 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  José  Luis  Castillo  Oso- 
rio  y  Toribio  Aguilar  de  la  Cruz  por  el 
delito  de  hurto  de  semovientes. 

DOCTRINA:  Es  carácter  principal  de  los 
delitos  contra  la  propiedad  quitar  o  dis- 
minuir el  provecho  o  utilidad  que  pro- 
porcionan al  individuo  los  bienes  El  re- 
sultado de  éstos  delitos  es  un  perjuicio 
que  lesiona  al  ofendido  en  las  co.-:a¿  que 
constituyen  su  patrimonio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  agosto  de  mil  nolvecientos  treinta 
y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  la  sentencia  proferida  por 
la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
diez  de  mayo  del  corriente  año,  en  la  cau- 
sa instruida  contra  José  Luis  Castillo  Oso- 
rio  y  Toribio  Aquilar  de  la  Cruz,  a  quienes 
se  les  procesó  por  el  delito  de  hurto  de  se- 
movientes. Dicha  sentencia  confirma  la 
que  dictó  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Jala- 
pa con  la  reforma  de  que  la  pena  total  que 
se  le  impone  a  José  Luis  Castillo  Osorio 
por  los  dos  delitos  de  hurto  re  semovientes 
que  cometió,  es  la  de  tres  años  cuatro  me- 
ses de  prisión  correccional  incomutables. 

—  I  — 

El  procedimiento  criminal  se  inició  el 
nueve  de  noviembre  del  año  próximo  pa- 
sado, en  virtud  de  querella  presentada  por 
don  Martin  Carlas,  quien  solicitó  el  auxi- 
lid  de  la  policía  para  capturar  a  José  Luis 
Castillo  Osorio,  por  haber  tenido  conoci- 
miento de  que  éste  le  había  vendido  a 
Lauro  Mjorales,  un  torito  prieto  frontino, 
de  dos  años  de  edad,  perteneciente  a  su 
esposa  Graciela  Recinos  de  Carias,  y  un 
toro  hosco,  lomo  amarillo,  de  la  propiedad 
de  don  Agustín  Orozco:  que  el  citado  Mo- 
rales les  vendió  dichos  semovientes  a  Se- 
rafín Aguilar,  quien  observó  qus  los  dos 
animales  eran  de  procedencia  dudosa,  por 
lo  que  le  dió  aviso  al  querellante;  que  el 
torito  de  su  citada  esposa,  fué  hurtado  de 
su  potrero  "El  Sare",  hacía  como  mes  y 
medio  y  propuso  para  probar  la  propiedad 
y  preexistencia  del  mismo  a  don  Santiago 
Moya  Jiménez  y  José  Castro,  los  que  co- 
rrespondieron en  un  todo  a  la  cita  de  su 
proponente,  al  ser  examinados. 

Seguida  la  averiguación  correspondiente, 
fué  examinado  Serafín  Aguilar  y  expuso: 
que  hacía  como  seis  días  que  le  había  com- 
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prado  a  Lauro  Morales  siete  toritos,  de 
tres  a  cuatro  años  de  edad,  en  virtud  de 
comisión  que  para  el  efecto  tenia  de  Héc- 
tor Cárcamo;  que  corno  conoce  perfecta- 
mente los  semovientes  de  Martín  Carias  y 
de  Augustin  Orozco,  notó  que  entre  los 
siete  toritos  comprados,  se  encontraba 
uno  de  dos  años  y  medio,  frontino,  con  el 
fierro  y  la  marca  alterados,  pero  con  la 
señal  de  las  orejas  intactas,  y  un  torito 
hosco  de  tres  años,  que  tan  pronto  como 
se  dió  cuenta  de  que  dichos  animales  eran 
de  procedencia  ilegitma  se  lo  dijo  a  Lauro 
Morales,  y  éste  le  manifestó  que  esos  to- 
ritos se  los  había  comprado  a  José  Luis 
Castillo  Osorio.  Agustín  Contreras  Oroz- 
co declaró:  que  en  un  potrero  de  Clemen- 
tina  viuda  de  Reyes  tenía  un  torito  de 
tres  años  de  edad,  color  hosco  y  que  des- 
pués del  quince  de  septiembre  del  año  pa- 
sado, notó  que  se  le  había  desaparecido 
de  aquel  potrero,  llamado  "Lagunitas", 
por  lo  que  dió  encargo  a  varias  personas 
para  ver  si  lo  podía  recuperar,  entre  ellas 
a  Serafín  Aguilar  porque  éste  conocía  bien 
al  animal  perdido;  que  algún  tiempo  des- 
pués, Martín  Carias  le  mandó  avisar  que 
en  el  poste  público  de  la  ciudad  de  Jalapa 
se  encontraba  un  toro,  y  al  llegar  el  decla- 
rante a  reconocerlo,  vió  que  era  el  que  se 
le  había  perdido,  probando  la  propiedad  y 
preexistencia  de  dicho  semoviente  en  for- 
ma legal.  Lauro  Morales  manifestó:  que 
le  había  dado  comisión  a  José  Luis  Casti- 
llo Osorio  para  que  le  comprara  ganado 
vacuno,  que  hacía  como  veinte  días  Gor- 
gonio  Román  le  propuso  la  venta  de  dos 
toritos,  y  entonces  el  declarante  le  dijo  a 
Castillo  que  los  fuera  a  ver  y  se  los  traje- 
ra, pagándole  al  citado  Castillo  Osorio 
diez  quetzales  cincuenta  centavos,  abonán- 
dole los  cincuenta  centavos  por  comisión. 

Indagado  José  Luis  Castillo  Osono,  dijo: 
ser  cierto  que  le  vendió  a  Lauro  Morales 
los  dos  semovientes  ya  indicados,  los  que 
hubo  por  compra  que  le  hizo  a  Toribio 
Aguilar  de  la  Cruz,  en  la  cantidad  de  diez 
quetzales;  que  ésta  venta  no  la  presenció 
ninguna  persona,  y  la  hizo  el  cinco  de 
agosto  del  año  pasado,  habiendo  recibido 
en  el  acto  un  ternero  y  el  otro  muchas  se- 
manas después. 

Los  expertos  Carlos  Ramiro  Sandoval  y 
Adolto  Morales,  después  de  cotejar  los  fie- 
rros que  presentaban  los  semovientes,  va- 
loraren en  ocho  quetzales  el  torito  prieto 
frontino,  y  en  nueve  el  hosco. 

Interogado  Toribio  Aguilar  de  la  Cruz, 
negó  haberse  hurtado  los  semovientes  de 
mérito.  En  el  careo  practicado  entre 
Aguilar  de  la  Cruz  y  Castillo  Osorio,  nada 


se  logró,  por  haber  sostenido  su  dicho  ca- 
da uno  de  ellos,  pero  en  este  acto  el  se- 
gundo manifestó:  que  Juan  Ramón  Martí- 
nez Cisneros,  presenció  la  compra  que  le 
hizo  a  su  careado,  de  los  dos  terneros  ob- 
jeto de  la  averiguación,  diciendo  el  prime- 
ro que  probaba  su  honradez  con  los  vecinos 
de  Sashico,  Bernardo  López,  Sebastián 
Cruz  y  Juan  Hernández. 

Juan  Ramón  Martínez  declaró:  que  el 
cinco  de  agosto  del  año  pasado,  un  indi- 
viduo a  quien  no  conoce,  pero  que  puede 
reconocerlo  si  se  le  presenta,  vió  que  ven- 
día a  José  Luis  Castillo  Osorio,  frente  a 
la  casa  de  éste  dos  terneros,  de  los  cuales 
solo  vió  uno  que  el  vendedor  tenía  ama- 
rrado en  una  huerta  del  sitio  de  su  casa,  y 
el  otro  según  decía,  lo  iría  a  traer,  porque 
en  ese  acto  no  lo  tenía;  que  dicha  venta 
fué  por  la  suma  de  diez  quetzales,  los  que 
el  declarante  vió  que  le  fueron  entregados 
al  individuo  desconocido,  sin  haber  pre- 
senciado que  le  extendiera  constancia  al 
guna,  y  que  lo  que  relata  tuvo  ocasión  de 
verlo  el  día  ya  indicado,  entre  las  trece  y 
las  catorce  horas,  en  que  regresaba  a  su 
casa  de  la  montaña.  Este  testigo  recono- 
ció en  rueda  de  presos  a  Toribio  Aguilar 
de  la  Cruz,  como  al  mismo  que  le  vendió 
los  terneros  a  Castillo  Osorio. 

En  la  inspección  ocular  practicada  por 
el  Juez  menor  de  la  cabecera  del  departa- 
mento de  Jalapa,  se  constató:  que  la  casa 
y  huerta  de  Toribio  Aguilar,  donde  el  tes- 
tigo Juan  Ramón  Martínez  manifestó  que 
había  presenciado  la  venta  de  los  dos  ter- 
neros de  referencia,  dista  ochocientos 
veinte  varas  del  camino  de  herradura  que 
de  la  montaña  de  Jalapa  conduce  a  la 
misma  cabecera,  y  que  para  llegar  a  dicha 
casa  desde  ese  camino  hay  que  atravezar 
muchas  veredas  y  ohndonadas,  no  siendo 
posible  ver  la  casa  de  Aguilar,  ni  la  huerta 
desde  el  citado  camino  de  herradora  por 
donde  el  expresado  testigo,  aseguró  haber 
pasado  el  día  del  hecho. 

El  Juez  de  Paz  de  Jalapa  informó  que 
por  datos  obtenidos  del  auxiliar  del  can- 
tón Sashico,  Fernándo  López  Gómez  y  To- 
ribio Aguilar  de  la  Cruz  han  sido  conocr- 
dos  simpre  como  honrados  y  trabajadores, 
que  siembran  como  cien  tareas  de  milpa 
en  el  terreno  de  la  comunidad  indígena  de 
Jalapa.  También  declararon  sobre  la  bue- 
na conducta  de  Aguilar  de  la  Cruz,  los  tes- 
tigos Juan  y  Raymundo  Hernández,  San- 
tiago Jiménez  Munguía  y  Jerónimo  Ji- 
ménez. 

Como  en  el  acta  que  aparece  a  folios  se- 
tenta y  seis,  levantada  en  la  Intendencia 
Municipal  de  la  cabecera  del  departamen- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


331 


to  de  Jalapa,  consta  según  lo  manifestado 
por  José  Luis  Castillo  Gsorio,  los  anima- 
les que  le  vendió  a  Lauro  Morales,  dos 
adquirió  de  Adelso  Bonilla,  y  los  otros  dos 
de  Toribio  Aguilar.  A  solicitud  de  Bonilla, 
fueron  examinados  Estanislao  Marroquín 
y  Dolores  Pérez  Sandoval,  habiendo  afir- 
mado el  primero  que  la  madre  del  proce- 
sado Castillo  Osorid  Pilar  N.,  le  fué  a  su- 
plicar a  su  casa  para  que  declarara  que 
Adelso  Bonilla  le  había  vendido  al  citado 
Castillo  Osorio  un  toro,  sin  decirle  de  que 
color,  ofreciéndole  pagar  por  esa  declara- 
ción, sin  indicarle  qué  cantidad,  pero  que 
él  se  negó  a  ello.  En  igual  forma  declaró 
Dolores  Pérez  Sandoval. 

A  solicitud  de  Castillo  Osorio  se  practi- 
có nuevo  careo  entre  él  yl  Toribio  Aguilar, 
el  que  una  vez  comenzado,  se  suspendió, 
por  estar  malo  del  oído  el  citado  Aguilar, 
quien  dijo  hacía  un  momento  le  hicieron 
una  curación  en  el  Hospital. 

Corre  agregada  al  proceso  una  certifi- 
cación del  Juez  de  la.  Instancia  del  De- 
partamento de  Jalapa,  en  la  que  consta 
que  el  ocho  de  Junio  del  año  antepasado, 
José  Luis  Castillo  Osorio,  fué  condenado 
a  un  año  cuatro  meses  de  prisión  correc- 
cional por  el  delito  de  hurto  de  semovie- 
tes,  fallo  que  fué  confirmado  por  la  Sala 
jurisdiccional  con  fecha  diez  y  siete  ríe 
agosto  del  mismo  año.  con  la  reforma  de 
que  la  pena  impuesta  a  Castillo  Osorio, 
era  de  ocho  meses  de  arresto  mayor  incon- 
mutables. 

A  los  procesados  José  Castillo  Osorio  y 
Toribio  Aguilar  de  la  Cruz,  en  su  oportu- 
nidad se  les  formalizó  prisión  preventiva 
por  el  delito  de  hurto  de  semovientes,  y 
por  ésta  misma  infracción  se  elevó  la  cau- 
sa a  plenario,  con  el  cual  no  se  conforma- 
ron, nombrándoseles  como  sus  defensores 
a  Enrique  Fuentes  y  Aquilino  Ortíz  Zapata 
respectivamente. 

—  II  — 

Llenados  los  demás  trámites  del  plena- 
rio, el  Juez  de  la  causa,  con  fecha  ocho  de 
abril  del  presente  año,  dictó  sentencia,  de- 
clarando: que  José  Luis  Castillo  Osorio, 
es  autor  del  delito  de  semovientes,  por 
cuya  infracción  le  impone  la  pena  incon- 
mutable de  dos  años  ocho  meses  de  pri- 
sión correccional,  heho  el  aumento  por  la 
circunstancia  agravante  de  ser  reinciden- 
te, que  con  abono  de  la  prisión  sufrida 
desde  el  auto  de  bien  preso,  extinguirá  en 
la  Penitenciaría  Central,  haciendo  las  de- 
más declaraciones  correspondientes  en  de- 
recho; y  absolvió  a  Toribio  Aguilar  de  la 


Cruz  del  cargo  que  por  el  delito  de  hurto  de 
semovientes  se  le  formuló,  mandándolo 
poner  en  libertad  bajo  caución  promisoria. 

Al  conocer  la  Sala  5a,  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  del  fallo  proferido  por  el  juez 
de  la.  Instancia  del  departamento  de  Ja- 
lapa, mandó  correr  tralado  al  Procura- 
dor Oficial,  Licenciado  Alfredo  Figueroa, 
quien  lo  evacuó  sólo  en  lo  que  se  refiere  al 
reo  José  Luis  Castillo  Osorio,  pidiendo  su 
absolución,  así  como  también  que  se  nom- 
brara procurador  específico  para  la  defen- 
sa de  Toribio  Aguilar,  por  existir  imputa- 
ción del  delito  con  el  otro  enjuiciado, 
nombrándose  para  tal  efecto  a  don  José 
Antonio  Ruano,  el  señor  Ruano  pidió  al 
evacuar  su  traslado  que  se  confirmara  e! 
fallo  de  la.  Instancia.  El  acusador  Martín 
Carias  dijo  que  existía  plena  prueba  con- 
tra José  Castillo  Osorio,  como  autor  del 
delito  de  hurto  de  semovientes,  pues  si 
bien  éste  dijo  que  había  comprado  los  to- 
ritos a  Toribio  Aguilar  de  la  Cruz,  no  lo 
demostró,  y  en  consecuencia  dijo  estar  de 
acuerdo  con  la  sentencia  del  Juez.  El  Fis- 
cal hace  un  análisis  de  la  prueba  rendida, 
el  dicho  de  los  procesados  y  los  careos 
practicados  entre  ellos  mismos,  opinando 
que  se  revoque  la  sentencia  en  la  parte 
que  condena  a  Castillo  Osorio,  a  quien  de 
bia  de  absolvérsele  del  cargo  y  que  ce  con- 
firmara en  todo  lo  demás  por  no  estar  de- 
mostrado que  los  semovientes  vendidos  por 
Aguilar,  fueran  los  mismos  a  que  se  refiere 
el  procesado. 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia,  ct 
Procurador  Oficial,  Licenciado  Alfredo  En- 
rique Figueroa  Palma  introdujo  recurso 
de  casación,  citando  como  violados  los  ar- 
tículos siguientes:  568,  589,  595,  596,  597, 
601  y  609  del  Código  de  Procedimiento^ 
Penales.  Pedidos  los  antecedentes  y  se- 
ñalada la  audiencia  del  viernes  veintitrés 
de  Julio  próximo  pasado,  y  habiendo  teni- 
do lugar  ésta,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  recursos  de  casación  tienen  que 
fundarse  estrictamente  en  los  hechos  que 
el  Tribunal  sentenciador  haya  aceptado 
como  probados,  sin  que  sea  lícito  desfigu- 
rarlos ni  menod  alegar  otros  distintos. 

La  Sala  sentenciadora  tuvo  como  base 
para  confirmar  con  reformas  la  sentencia 
proferida  por  el  Juez  de  la.  Instancia  de 
Jalapa,  contra  el  inculpado  José  Luis  Cas- 
tillo Osorio,  la  propia  confesión  del  reo, 
pues  este  aseguró  que  los  toritos  cuerpo 
del  delito  se  los  había  comprado  a  Tori- 
bio Aguilar  de  la  Cruz,  no  logrando  esta- 
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blecer  ésta  afirmación,  ya  que  según  el  di- 
cho del  propio  inculpado  niguna  persona 
se  dio  cuenta  de  dicha  compra  y  el  testigo 
propuesto  después  del  careo  sostenido  cor. 
Toribio  Aguilar  de  la  Cruz,  o  sea  Ramón 
Martínez  Cisneros,  no  obstante  haber  de- 
clarado de  acuerdo  con  sus  pretensiones, 
por  la  inspección  practicada  por  el  Juez 
de  Paz  de  la  ciudad  de  Jalapa  se  demostró 
lo  contrario,  además  está  comprobada  la 
mala  conducta  del  reo,  por  haber  sido  con- 
denado por  delito  de  la  misma  especie  con 
anterioridad  a  ocho  meses  de  arresto  ma- 
yor inconmutables,  apareciendo  también 
en  la  propia  causa  el  dicho  de  Lauro  Mo- 
rales y  lo  afirmado  por  Estanislao  Marro- 
quín  y  Dolores  Pérez  Sandoval  testigos 
propuestos  por  Adelso  Bonilla,  quienes 
manifestaron  que  la  madre  de  Castillo 
Osorio,  Pilar  N.,  le  fué  a  suplicar  para  que 
declararan  que  Adelso  Bonilla  le  había 
vendido  a  Osorio  un  toro,  ofreciéndoles 
pagar.  En  tal  concepto,  no  fueron  in- 
fringidos los  artículos  568  y  609  de  Proce- 
dimientos Penales;  así  como  tampoco  los 
artículos  589,  595,  596,  597  y  601  del  mis- 
mo cuerpo  legal,  los  cuatro  primeros  que 
se  refieren  a  las  presunciones  humanas  y 
requisitos  que  éstas  deben  tener,  y  el  últi- 
mo, cuya  apreciación  corresponde  a  los 
Tribunales  sentenciadores,  y  por  consi- 
guiente no  pudo  ser  infringido. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  estatuido  en  los  artículos  676, 
686  y  690  Procedimientos  Penales;  233 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DES- 
ESTIMA el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  Procurador  Oficial  de  la  Sala  5a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones.  Notifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecetes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  José  Elias  Saravia  Coroy, 
por  el  delito  de  lesiones  y  el  frustrado 
de  disparo  de  arma  de  fuego. 

DOCTRINA:  Cuando  a  pesar  de  la  retrac- 
tación que  hace  la  persona  ofendida,  en 
un  delito  público,  hay  prueba  de  la  de- 
lincuencia del  sindicado,  procede  impo- 
ner la  pena  que  la  ley  determina. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  en  casación  y  con  sus  respectivos 
antecedentes,  la  sentencia  que  la  Sala  Se- 
gunda de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el 
catorce  de  abril  del  corriente  año,  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  lesiones  y  el 
frustrado  de  disparo  de  arma  de  fuego,  se 
siguió  en  el  Juzgado  de  la.  Instancia  de 
Chimaltenango  contra  José  Elias  Saravia 
Coroy. 

El  dos  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado  se  presentó  ante  el  Juez  de  Paz  de 
San  Martín  Jilotepeque,  la  señora  María 
Gámez,  exponiendo:  que  en  la  casa  que 
habitaban  en  concubinato,  su  hija  Jacoba 
Gaméz  y  José  Elias  Saravia  Coroy,  se  ha- 
bían suscitado  algunos  disgustos  por  lo  que 
el  citado  Saravia  Coroy  tomó  una  escope- 
ta que  encontró  a  mano  y  empezó  a  gol- 
pear a  su  amasia;  que  a  los  gritos  acudió 
la  declarante  y  trató  de  intervenir  para 
que  no  maltratara  a  su  hija  y  entonces  el 
agresor,  cogió  la  escopeta  y  le  apuntó  a  la 
compareciente,  amartillando  el  gatillo,  pe- 
ro no  dió  fuego  sin  duda  porque  no  esta- 
ba cargada;  que  en  vista  de  que  Saravia 
Coroy  continuaba  maltratando  a  su  hija 
ocurrió  a  la  autoridad  en  demanda  de 
auxilio. 

Cuando  la  autoridad  se  presentó  al  lu- 
gar del  suceso,  encontró  a  Jacoba  Gámez 
con  un  brazo  fracturado  y  varios  golpes, 
en  tanto  que  Saravia  Coroy  había  escapa- 
do dejando  la  escopeta  con  manchas  de 
sangre,  la  que  fué  recogida  como  cuerpo 
del  delito.  El  informe  médico  indica  que 
la  lesionada  tardó  cuarenta  días  para  el 
restablecimiento  de  la  fractura  del  brazo 
y  siete  para  la  cicatrización  de  la  herida 
de  la  cabeza.  Examinada  la  ofendida  ma- 
nifestó que  el  día  indicado,  encontrándose 
en  la  puerta  de  su  casa,  pasó  el  señor  Co- 
ronado Ruano,  quien  la  saludó  y  que  a 
consecuencia  de  ésto  José  Elias  Saravia  que 
se  encotraba  en  estado  de  ebriedad,  se  en- 
fureció y  la  golpeó  con  el  cañón  de  una  es- 
copeta que  tenía  en  la  casa,  fracturándole 
el  antebrazo  derecho;  que  a  sus  gritos  acu- 
dió su  madre  a  quien  también  fué  amena- 
zada por  Saravia  Coroy;  que  cuando  llegó 
la  policía  ya  Saravia  se  había  marchado  de 
la  casa;  y  que  se  constituía  su  formal  acu- 
sadora. 

Encarnación  Ardón  al  ser  examinada, 
manifestó:  que  el  dos  de  noviembre  como 
a  las  quince  horas  llegó  a  refugiarse  a  su 
casa,  toda  ensangrentada,  Jacoba  Gómez, 
quien  le  indicó  que  había  sido  lesionada 
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por  Saravia  Coroy.  •  Manuel  Gálvez,  dijo: 
que  se  did  cuenta  de  que  la  Gámez  estaba 
herida,  hasta  que  salió  de  casa  de  Encar- 
nación Ardón,  pero  que  no  le  constaba  na- 
da. Al  ser  interrogada  Luz  Gálvez,  expu- 
so: que  no  presenció  lo  ocurrido  y  que  por 
referencias  posteriores,  habla  tenido  cono- 
cimiento de  lo  que  había  pasado. 

Al  día  siguiente  del  suceso  fué  captura- 
do en  casa  de  Emilio  Hernández  el  reo 
José  Elias  Saravia,  quien  indagado  con- 
venientemente, negó  la  comisión  del  deli- 
to, aseverando  que  ignoraba  quién  hubie- 
ra lesionado  a  su  concubina,  y  que  la  es- 
copeta que  se  le  puso  a  la  vista  la  recono- 
cía, por  haberla  tenido  en  reparación  en 
su  domicilio.  Con  fecha  seis  de  noviem- 
bre se  dictó  auto  de  prisión  contra  Sara- 
via Coroy  por  el  delito  de  lesiones  y  el 
frustrado  de  disparo  de  arma  de  fuego. 
Posteriormente  se  practicó  un  careo  entre 
el  reo  y  la  ofendida,  en  cuya  diligencia  la 
Gámez  no  ratificó  su  primera  declaración 
sino,  por  el  contrario,  indicó  que  el  día  del 
suceso  como  a  las  diez  horas  y  cuando  fué 
a  cambiar  de  lugar  a  unos  marranos,  se 
enredó  en  la  cadena  de  uno  de  ellos  y  cayó 
al  suelo  fracturándose  la  cabeza  y  el  bra- 
zo izquierdo;  que  como  su  concubino  se 
encontraba  cerca  de  este  lugar,  su  madre 
creyó  que  éste  la  había  lesionado.  Tam- 
bién fueron  careados  María  Gámez  y  el 
enjuiciado,  pero  nada  se  adelantó  con  di- 
cha diligencia  pues  cada  uno  sostuvo  sus 
respectivas  declaraciones.  Fueron  interro- 
gados los  agentes  Manuel  Alburez  y  Eduar- 
do Orlando  Enriquez  Villanueva,  quienes 
expusieron:  que  llegaron  a  casa  de  José 
Saravia  Coroy  con  el  objeto  de  capturarlo, 
pero  no  le  encontraron  y  solo  recogieron 
una  escopeta  que  se  encontraba  ahi,  indi- 
cando así  mismo,  que  ante  ellos  declaró 
Jacoba  Gámez  que  Saravia  había  sido  su 
agresor.  Con  posterioridad,  las  Gámez  de- 
sistieron de  la  acusación  y  oído  el  defen- 
sor del  reo,  pidió  que  se  absolviera  a  su  de- 
fendido por  falta  de  plena  prueba. 

Señalado  día  para  la  vista,  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  de  Chimaltenango  dic- 
tó sentencia  declarando  que  José  Elias  Sa- 
ravia es  autor  de  delito  de  lesiones  graves, 
motivo  por  el  cual  le  impone  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  correccional  aumenta- 
dos en  una  tercera  parte  por  la  agravan- 
te de  ser  mujer  la  ofendida;  le  permite 
conmutar  las  dos  terceras  partes  a  razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios;  lo  exo- 
nera de  la  reposición  del  papel  empleado 
en  la  causa,  lo  obliga  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  y  durante  el  tiem- 


po de  la  condena,  lo  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos.  Declara 
así  mismo  que  el  mencionado  Saravia  Co- 
roy es  autor  de  una  falta  contra  las  per- 
sonas, por  la  que  le  impone  la  pena  de 
veinte  días  de  prisión  simple  conmutables 
en  su  totalidad  a  razón  de  diez  centavos 
per  cada  día,  indicando  los  lugares  en  que 
conforme  a  la  ley,  deberá  extinguir  dichas 
condenas.  Por  falta  de  prueba  lo  absuel- 
ve del  cargo  que  se  le  formuló  por  el  deli- 
to frustrado  de  disparo  de  arma,  y  deja 
por  último  abierto  el  procedimiento  con- 
tra Jacoba  Gámez  por  el  delito  de  falso 
testimonio,  o  por  el  de  acusación  calum- 
niosa, en  caso  de  que  se  revocara  la  relata- 
da sentencia. 

En  apelación  pasaron  los  autos  a  la  Sala 
Segunda  y  el  Procurador  pidió  que  no  se 
tuviera  en  cuenta  la  agravante  del  sexo  de 
la  ofendida,  por  estar  compensada  con  la 
atenuante  de  no  haber  tenido  el  delin- 
cuente intensión  de  causar  un  mal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produjo  y  que 
no  estaba  conforme  con  que  se  dejara 
abierto  el  procedimiento  contra  la  ofendi- 
da Jacoba  Gámez,  ya  que  ésta  no  habia 
declarado  como  testigo.  El  Fiscal,  después 
dé  enumerar  las  presunciones  que  están 
en  contra  del  enjuiciado,  pidió  a  )a  Sala 
que  condenara  a  Saravia  Coroy,  por  el  de- 
lito de  lesiones,  a  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  correccional,  aumentados  en  una 
tercera  parte,  y  éste,  tomando  en  conside- 
ración que  en  su  contra  concurren  varios 
elementos  de  prueba,  como  son,  la  sindica- 
ción que  hizo  el  mismo  día  la  lesionada, 
sin  que  haya  sido  obligada  o  coaccionada 
para  hacerlo;  la  semiplena  prueba  de  la 
declaración  de  la  única  testigo  presencia1 
e  idónea,  como  es  María  Gámez,  ya  que 
el  suceso  ocurrió  en  el  interior  del  domici- 
lio de  la  ofendida;  la  circunstancia  de  aue 
el  reo  desapareció  de  su  casa  y  se  ocultó  a 
raíz  del  crimen;  el  hecho  también  probado 
de  que  Jacoba  Gámez  fué  herida  en  el  in- 
terior de  su  casa  y  que  el  enjuiciado,  vi- 
viendo con  élla,  asegure  que  ignora  quien 
lesionó  a  su  mujer;  que  no  se  sindica  a 
otra  persona  más  que  al  enjuiciado;  y  por 
último,  que  se  recogió  la  escopeta,  con 
manchas  de  sangre,  en  el  sitio  del  suceso, 
siendo  reconocida  por  el  reo,  resolvió  con- 
firmar la  sentencia  en  cuanto  a  la  conde- 
na del  enjuicado  por  el  delito  de  lesiones 
y  en  la  absolución  del  propio  reo  por  el 
cargo  que  se  le  dedujo  por  disparo  de  ar- 
ma, y  revocarla  en  lo  que  atañe  a  la  falta 
y  a  dejar  abierto  el  procedimiento  contra 
Jacoba  Gámez,  pues  lo  absuelve  del  cargo 
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de  la  primera  y  declara  que  no  existe  fal- 
so testimonio  ni  acusación  o  denuncia  ca- 
lumniosa. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  el 
reo,  auxiliado  por  el  Licenciado  Cecilio 
Palma,  introdujo  el  presente  recurso  de 
Casación,  por  infracción  de  ley,  citando 
como  infringidas  las  disposiciones  legales 
contenidas  en  los  artículos  568,  570,  571, 
580  inciso  lo.,  581  inciso  8o.  586  inciso  lo., 
595,  596,  y  597  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  la  declaración 
de  la  madre  de  la  ofendida,  por  haberse 
efectuado  el  hecho  en  el  interior  de  la  ca- 
sa de  su  habitación  sin  que  hubieran  otras 
personas  y  sin  que  se  haya  demostrado  que 
fuera  de  esta  circunstancia  del  parentes- 
co tenga  interés  directo  o  indirecto  en  el 
pleito,  sí  tiene  el  valor  de  semiplena  prue- 
ba, por  considerársele  testigo  idóneo,  sin 
que  hayan  sido  violados,  por  lo  tanto,  los 
artículos  580  inciso  lo.  y  581  inciso  8o.  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  Que  el  artículo  586  in- 
ciso lo.,  citado  por  el  recurrente  como  in- 
fringido, se  refiere  a  la  apreciación  del 
mérito  de  la  declaración  de  un  testigo,  en  el 
sentido  que  no  debe  ser  inhábil  por  cual- 
quiera de  las  causas  señaladas  en  el  pro- 
pio Código;  y  como  se  ha  dicho  anterior- 
mente, la  única  causa  de  inhabilidad  que 
tendría  la  testigo  María  Gámez,  por  razón 
del  parentesco  con  la  ofendida,  por  minis- 
terio de  la  ley  (Artículo  582)  queda  des- 
truida, y  su  dicho  debe  conceptuarse  co- 
mo de  testigo  idóneo;  por  consiguente  no 
se  ha  cometido  infracción  del  susodicho 
Artículo  586. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  570  del  mismo  cuerpo  de 
leyes,  no  hace  más  que  enumerar  cuáles 
son  los  medios  de  prueba  y  entre  estos  in- 
cluye los  testigos  y  las  presunciones,  y 
siendo  así  que  por  presunciones  —más  la 
semiplena  prueba  de  la  declaración  de  un 
testigo—  es  que  llegó  la  Sala  al  convenci- 
miento de  que  el  enjuiciado  es  el  respon- 
sable de  las  lesiones  sufridas  por  su  con- 
cubina, y  que  además,  estas  presunciones 
son  graves,  precisas  y  concordantes,  y  los 
hechos  en  que  se  fundan  están  plenamen- 
te enlazados  y  tienden  a  probar  el  hecho, 
no  cabe  duda  que  no  fueron  infringidos  los 
artículos  570,  595,  596,  y  597  del  menciona- 
do Código  de  Procedimientos  Penales. 


CONSIDERANDO : 

Que  encontrándose  plenamente  justifi" 
fcada  con  las  pruebas  a  que  se  ha  hecho 
referencia  anteriormente,  la  responsabili- 
dad de  Saravia  Coroy,  como  autor  del  de- 
lito, la  Sala,  al  condenarlo  a  sufrir  la  pe- 
na que  le  impuso,  lejos  de  violar  hizo  recta 
aplicación  de  los  artículos  568  y  571  del 
mismo  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  que  preceptúan  los  artícu- 
los 696  y  690  del  Código  de  procedimien- 
tos Penales  y  233  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  recurso 
interpuesto  y  condena  al  recurrente  a  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  prisión 
simple,  conmutables  en_su  totalidad  a  ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  día. 
Notifíquese  y  con  certificacióu  de  lo  re- 
suelto devuélvanse  los  antecedentes  a  don- 
de corresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arqueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CAUSA  contra  Francisco  Oliva  Mejla,  por 
el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  No  procede  el  recurso  de  ca- 
sación contra  una  sentencia  por  falta  de 
aplicación  de  circunstancias  atenuan- 
tes, cuando  éstas  no  aparecen  justifica- 
das en  la  forma  requerida  por  la.  ley. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Vista  por  virtud  de  recurso  de  casación 
y  con  sus  antecedentes  la  sentencia  que 
más  adelante  se  detallará,  dictada  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  homicidio  se 
siguió  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia 
del  departamento  de  Izabal,  contra  Fran- 
cisco Oliva  Mejía. 

—  I  — 

Del  estudio  de  los  autos  aparece:  que  el 
veintiocho  de  diciembre  del  año  próximo 
pasado,  el  Juez  Menor  de  Morales  abrió 
procedimiento  criminal  contra  Oliva  Me- 
jía en  virtud  de  parte  recibido  de  la  Co- 
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mandancia  Local  del  mismo  lugar,  en  que 
se  le  indicaba  que  en  el  taller  mecánico 
de  Bananera  habla  un  hombre  herido;  el 
Juez  se  constituyó  en  dicho  taller  pero  ya 
el  herido  que  era  Rafael  Castellanos  habia 
sido  trasladado  al  Hospital  de  Quiriguá,  y 
sólo  se  levantó  el  acta  respectiva.  El  Sub- 
comisario  de  Policía  de  Morales  también 
dió  su  parte,  manifestando  que  el  cha  men- 
cionado a  las  veinte  horas  y  treinta  minu- 
tos en  el  taller  indicado,  Oliva  Mejía  habia 
herido  con  arma  de  fuego  a  Castellanos,  y 
que  el  hecho  lo  habían  presenciado  Javier 
Sosa,  Antonio  Roque,  Melesio  Tecún,  Fran- 
cisco Alvarez,  Cecilio  Arana  y  Jacini  o  Her- 
nández; que  a  Oliva  Mejía  lo  había  captu- 
rado el  agente  Bernabé  Dávila  en  el  Mi- 
chal,  habiéndole  recogido  un  revólver  cali- 
bre treinta  y  ocho  largo,  con  seis  cartu- 
chos calibre  treinta  y  dos  sistema  Win- 
chester, y  tres  más  que  guardaba  entre  la 
bolsa,  más  una  navaja;  que  encontró  al 
herido  boca  abajo  sin  poder  hablar,  pero 
si  se  sentaba  y  se  paró,  ordenando  la  con- 
ducción del  mismo  al  Hospital  de  Quiriguá 
por  el  estado  agónico  en  que  se  encontra- 
ba, habiendo  fallecido  a  las  veinticuatro 
horas  treinta  minutos.  Al  ratificar  el 
parte  agregó:  que  por  confesión  del  reo 
Oliva,  Chilo  Gamero  le  dijo:  "vos  te  ro- 
baste el  cojinete,  pero  no  tengas  cuidado 
de  mi  parte  y  cuidate  de  la  lengua  de 
Castellanos  que  está  dispuesto  a  volarte"; 
que  en  un  principio  Oliva  se  molestó  pero 
sabiendo  que  entre  Gamero  y  Castellanos 
existía  enemistad,  no  tomó  ninguna  acti- 
tud, habiendo  sido  ésto  el  principio  del 
disgusto  que  aquéllos  tuvieron. 

Practicada  una  diligencia  con  el  objeto 
de  reconstruir  el  hecho  delictuoso,  el  reo 
se  prestó  fácil  espontáneamente  a  deta- 
llar la  forma  en  que  se  verificó,  colocán- 
dose cada  obrero  en  el  lugar  que  ocupaba, 
manifestando  Oliva  en  ese  acto:  que  des- 
pués de  haber  tenido  una  alegata  con  Cas- 
tellanos en  presencia  de  Antonio  Roque, 
se  separaron,  y  a  las  veintiuna  horas  se 
volvieron  a  encontrar  frente  al  teléfono, 
viniendo  Castellanos  armado  de  un  fierro 
con  el  cual  lo  atacó  y  se  agarraron  a  la 
lucha  y  estando  así,  sacó  su  revólver  y  dis- 
paró sobre  su  agresor  cinco  tiros  a  boca  de 
jarro;  que  ni  así  logró  que  Castellanos  lo 
soltara  y  siguieron  en  la  lucha  hasta  caer 
ambos  en  una  zanja  en  donde  le  dió  unos 
cañonazos  en  la  cabeza;  que  al  lograr 
desprenderse,  vió  que  Cecilio  Arana  lo  iba 
a  atacar  con  un  fierro,  por  lo  que  1q  con- 
tuvo con  su  revólver  y  después  se  dirigió 


al  teléfono  a  dar  parte  de  lo  ocurrido  y 
cuando  regresó  vió  a  Castellanos  que  esta- 
ba parado  junto  a  un  tanque  de  hierro, 
descargó  su  pistola  de  los  cascabillos  dis- 
parados y  la  cargó  con  tiros  nuevos  y  es- 
tuvo esperando  la  llegada  de  la  autoridad 
para  entregarse,  pero  al  ver  que  no  llegaba 
pronto,  fué  a  su  casa  a  traer  dinero,  dos 
quetzales,  y  se  dirigió  para  Morales  a  pre- 
sentarse cuando  lo  encontró  un  agente  a 
quien  se  entregó. 

Examinados  los  testigos  José  Cecilio  Ara- 
na de  León,  Antonio  Roque  Jacinto  Her- 
nández, Javier  Lara  y  J.  Francisco  Alva- 
rez, refirieron  los  hechos  de  la  manera  si- 
guiente: Arana  de  León  dijo,  que  cu?ndo 
trabajaba  dentro  de  una  caldera,  salió  por 
un  momento  para  hacerle  una  pregunta 
relativa  a  su  ocupación,  a  su  Jefe  Rafael 
Castellanos,  quien  en  ese  momento  estaba 
junto  al  torno  platicando  con  el  tornero 
Antonio  Roque  y  el  cuidador  de  los  moto- 
res Francisco  Oliva;  en  seguida  llegó  Cas- 
tellanos a  decirle  que  recogiera  sus  fierros 
para  irse,  pues  ya  eran  las  veintiuna  horas, 
y  cuando  trataba  de  salir  de  la  caldera  vió 
que  como  a  distancia  de  catorce  metros 
estaban  botados  en  el  suelo  luchando 
Castellanos  y  Oliva,  el  primero  debajo  del 
segundo;  corrió  con  intención  de  separar- 
los pero  poco  antes  de  que  llegara,  se  paró 
Oliva  con  una  pistola  en  la  mano  y  le  di- 
jo: "que  vá  hacer,  si  un  paso  más  dá,  lo 
baleo",  apuntándole  con  el  revólver;  Cas- 
tellanos se  levantó  y  deteniéndose  el  estó- 
mago se  dirigió  para  donde  estaba  un  to- 
nel y  fué  cayendo  poco  a  poco,  diciendo 
"ay,  mis  hijos  son  los  que  siento;  desgra- 
ciado que  me  has  pegado  muy  mal",  y  Oli- 
va dijo:  "yo  había  dicho  que  hoy  era  ti 
último  día  de  su  vida".  Antonio  Roque  di- 
jo, que  Castellanos  estaba  con  él  junto  al 
torno  cuando,  llegó  Oliva  llevando  un  "co- 
jinete" y  dirigiéndose  a  Castellanos  le  dijo 
que  va  había  aparecido  dicha  pieza  que  se 
había  robado  y  cuya  pérdida  se  le  achaca- 
ba a  él  (Oliva);  que  así  principió  entre 
ellos  una  discusión  imputándose  mutua- 
mente el  robo  de  dicho  objeto  por  razón 
de  que  tiene  adentro  unos  balines  de  ace- 
ro en  forma  de  "cincos"  que  los  niños  ape- 
tecen mucho  para  sus  juegos,  y  porque 
ambos  individuos  tienen  sus  hijos;  que  por 
intervención  del  dicenté  suspendieron  su 
alegato  y  se  separaron,  pero  como  media 
hora  después,  él  oyó  unas  detonaciones  y 
vió  que  Oliva  y  Castellanos  luchaban  bo- 
tados en  el  suelo  y  aunque  el  segundo  ya 
estaba  baleado,  no  se  lo  imaginó  el  dicen- 
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te;    Oliva  decía  que  era  muy  hombre,  te- 
niendo una  pistola,  y  con  las  manos  en- 
sangrentadas.  Tanto  este  testigo  como  el 
anterior  afirmaron  que  inmediatamente 
después  del  hecho,  el  primero  telefoneó  a  la 
Comisaría  de  la   Policía  y  habló  después 
con  el  Comisionado  Militar  dando  parte 
de  lo  que  pasaba;  y  el   segundo    que  dió 
parte  también  al  mismo  Comisionado.  Ja- 
vier Lara  Guerra  dijo:  que  oyó  las  deto- 
naciones pero  sa  imaginó  que  eran  produ- 
cidas por  hombillas  quemadas  que  esta- 
ban rompiendo  sus  compañeros  de  traba- 
jo, pero  no  se  dió  cuenta  de  lo  que  pasaba 
sino  hasta  que  los  demás  le  informaron 
que  habían  baleado  a  Castellanos,  por  lo 
que  salió  corriendo  y  encontró  al  Comisio- 
nado Militar  a  quien  dió  parte  de  lo  que  pa- 
saba y  éste  inmediatamente  tomó  el  telé- 
fono y  avisó,  supone  que  a  la  Comandan- 
cia Local  de  Morales.    Jacinto  Hernández 
dijo  que  oyó  las  detonaciones  muy  cerca  de 
donde  se  encontraba  trabajando  y  en  ese 
momento  pasaba  Cecilio  Arana  que  iba  co- 
mo a  separar  a  Francisco  Oliva  y  Rafael 
Castellanos  que  estaban  riñendo,  diciendo 
el  primero  a  Arana  "cuidado  como  se  me- 
te, porque  si  se  mete  con  Ud.  también", 
apuntándole  con  el  revólver,  y  Castella- 
nos caminaba   como  con    dirección  a  un 
tanque  vacío,  con  las  manos  en  la  frente; 
en  seguida  Oliva  le  dijo  al    dicente  que 
Rafael  le    había  dicho    "que  le  había  de 
quitar  el  pan  a  sus   hijos,  pero  yo  se  lo 
quité  primero"  y  se  entró  a  la  casita  del 
teléfono,  momento  que  aprovechó  el  di- 
cente para  salir  corriendo  a  darle  parte 
de  lo  sucedido  al  Comisionado  Militar,  pe- 
ro antes  habían  llegado  con  el  mismo  ob- 
jeto Javier    Lara  y    José    Alvarez.  Jnsé 
Francisco  Alvarez  dijo  que  no  vió  la  lucha 
o  riña  que  sostuvieron  Oliva  y  Castellanos 
por  la  distancia  en  que  se  encontraban  tra- 
bajando, oculto  tras  unas  máquinas,  pero 
si  oyó  varios  disparos  de  revólver  en  el  in- 
terior del  edificio,  oyendo  decir  que  ha- 
bían baleado  a  Castellanos,  a  quien  no  vió 
hastai  que  lo  subieron  al  motor,  ya  herido. 

El  acusado  Oliva,  en  su  declaración  in- 
dagatoria reproduce  los  conceptos  mani- 
festados al  momento  del  acta  de  reconoci- 
miento de  los  hechos,  agregando  que  el  de- 
lito se  originó  con  la  pérdida  o  sustracción 
de  un  cojinete  que  Castellanos  quería  que 
se  le  imputara  con  el  fin  de  perjudicarlo 
y  que  si  lo  ejecutó  fué  en  defensa  de  su 
vida. 

Alcides  Gamero  Franco  a  quien  se  atri- 
buye haber  hecho  saber  a  Francisco  Oliva 


que  Castellanos  lo  había  denunciado  como 
autor  del  hurto  del  cojinete,  negó  todas 
las  preguntas  que  acerca  de  este  hecho  se 
le  dirigieron,  afirmando  que  nunca  habló 
con  Oliva  acerca  de  eso,  aunque  sí  tuvo 
noticias  de  la  pérdida  de  tal  objete 

Recabado  el  informe  del  Médico  y  Ciru- 
jano del  Hospital  de  Quiriguá,  aparece  que 
Castellanos  tenía  cinco  lesiones  produci- 
das por  poryectil  de  arma  de  fuego,  ha- 
biendo fallecido  a  las  veinticuatro  horas 
del  veintiocho  del  mes  relacionado  por 
shok  debido  a  una  lesión  cerebral  y  una 
hemorragia  interna  en  la  cavidad  abdo- 
minal. Una  estaba  situada  en  la  cara  in- 
terna y  tercio  superior  del  antebrazo  iz- 
quierdo, fracturando  ambos  huesos;  otra 
en  la  región  paraexternal  derecha  y  línea 
bimamilar,  estando  el  agujero  de  salida  al 
nivel  de  las  lineas  axilar  anterior  y  bima- 
milar, interesando  hasta  el  músculo  pec- 
toral mayor  derecho;  otra  en  la  cara  in- 
terna del  tercio  inferior  del  brazo  dere- 
cho, saliendo  el  proyectil  en  la  cara  exter- 
na del  mismo;  un  agujero  de  entrada  y 
quemadura  con  incrustaciones  de  pólvora 
en  la  región  témporozigemática  izquierda 
y  el  de  salida  en  la  región  mastoidea  de- 
recha produciendo  la  fractura  de  la  con- 
cha del  hueso  temporal  izquierdo  y  la  re- 
gión petrosa  del  temporal  derecho,  perfo- 
rando los  dos  hemisferios  cerebrales  en  los 
lóbulos  frontal  y  temporal,  lesionando  el 
cuero  calloso  y  el  cuarto  ventrículo,  herida 
que  era  necesariamente  mortal;  y  un  agu- 
jero de  entrada  sobre  la  región  sacra,  lo 
calizándose  el  proyectil  que  fué  extraído  al 
practicarse  la  autopsia,  en  el  cuadrante 
inferior  derecho  de  la  pared  abdominal. 
Esta  herida  también  era  necesariamente 
mortal.  Además  tenía  una  herida  contu- 
sa en  el  cuero  cabelludo  en  el  occipucio 
en  sentido  transversal  de  tres  y  media  pul- 
gadas de  largo. 

El  primero  de  enero  del  año  en  curso, 
fué  reducido  a  prisión  provisional  Oliva 
(vlejía,  por  el  delito  de  homicidio,  y  el  ca- 
torce de  los  mismos,  se  elevó  el  proceso  a 
plenario  tomándose  al  reo  confesión  con 
cargos  por  el  mismo  delito  con  el  que  no 
se  conformó  y  nombró  su  defensor. 

Abierto  el  proceso  a  prueba,  se  rindie- 
ron durante  él  las  siguientes:  Rogelio  Lo- 
zano y  Juan  Futch,  declararon  sobre  que 
Castellanos  era  un  hombre  alto  y  fuerte, 
no  constándole  al  primero  que  fuera  beli- 
coso y  pendenciero,  pero  que  los  demás 
obreros  del  taller  le  han  referido  que  sí  lo 
era,  el  segundo  sí  le  consta  y  que  ademas 
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hacia  alarde  de  su  fuerza,  decia  que  era 
muy  hombre  y  que  no  se  dejaba,  de  nin- 
guno. Antonio  Roque  González  y  Ran- 
dolfo  Ceballos,  declararon:  el  primero, 
que  Castellanos  era  mas  fuerte  que  Oliva' 
que  le  pegó  a  varios  obreros  sin  usar  arma, 
que  el  procesado  hubiera  podido  fugarse 
después  de  cometer  el  delito,  porque  bajo 
sus  órdenes  tenía  varios  carros  listos  para 
marchar,  conocía  bien  el  manejo  de  los 
carros  motorizados  y  que  las  autoridades 
llegaron  retrasadas,  afirmando  Ceballos 
ésto  último  y  que  además  el  procesado  en 
vez  de  fugarse  prefirió  presentarse  a  la 
autoridad,  hecho  que  le  constaba  por  ser 
el  Comisionado  Militar  de  Bananera.  O- 
tros  testigos  declararon  sobre  los  buenos 
antecedentes,  buena  conducta  y  pobreza 
del  enjuiciado.  El  agente  Bernabé  Dávila 
que  fué  quien  capturó  al  procesado  no  fuó 
examinado. 

Con  estos  antecedentes,  el  siete  de  Abril 
retropróximo,  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  departamento  de  Isabal,  dió  fin  al 
proceso,  condenando  a  Francisco  Oliva 
Mejía  a  sufrir  la  pena  de  diez  años  de  pri- 
sión correccional  por  el  delito  de  homici- 
dio y  hace  las  demás  declaraciones  res- 
pectivas. La  Sala  jurisdiccional  al  cono- 
cer en  apelación  de  la  sentencia,  la  con- 
firmó en  todas  sus  partes. 

El  Juez  funda  su  fallo  en  la  confesión 
del  reo  y  en  las  declaraciones  de  más  de 
dos  testigos;  que  aunque  el  reo  alegó  la  le- 
gítima defensa  no  fueron  probados  sus 
extremos;  que  en  cuanto  a  las  circunstan- 
cias atenuantes  de  su  confesión  y  de  su 
presentación  a  la  autoridad,  no  se  toma  en 
cuenta  la  primera  por  no  ser  la  única 
prueba  del  cargo;  y  en  cuanto  a  la  segun- 
da, aunque  la  defensa  probó  que  el  reo  tu- 
vo la  oportunidad  de  quedar  impune  me- 
diante la  fuga  antes  de  la  llegada  de  las 
autoridades,  no  se  justificó  la  presenta- 
ción del  mismo  a  la  autoridad  que  lo  cap- 
turó. 

No  conforme  el  reo  con  el  fallo  defini- 
tivo de  segunda  instancia,  interpuso  el  re- 
curso de  casación,  denunciando  como  vio- 
lados los  artículos  22  incisos  8o.  y  9o.  del 
Código  Penal,  570,  571  y  573  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  fundándose  en 
que  no  se  tomaron  en  cuenta  las  circuns- 
tancias atenuantes  que  existen  en  su  fa- 
vor, tales  son  su  confesión  y  haberse  pre- 
sentado a  la  autoridad  pudiendo  lograr  la 
impunidad  por  medio  de  la  fuga.  Como  el 
recurso  fuera  presentado  sin    auxilio  de 


abogado,  se  remitió  al  Procurador  de  la 
Sala  Quinta,  quien  lo  aceptó  y  respaldó 
con  su  firma. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  delito  de  homicidio  perpetrado  en 
la  persona  de  Rafael  Castellanos  por  Fran- 
cisco Oliva  Mejía,  queda  comprobado  ple- 
namente, tanto  con  la  confesión  de  éste 
como  con  la  declaración  de  más  de  dos 
testigos;  y  no  siendo  aquella  confesión  la 
única  prueba  que  existe  sin  la  cual  pro- 
cediera la  absolución  del  enjuiciado,  no 
fué  violado  en  inciso  9o.  del  artículo  22 
del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  fué  Infringido  el  inciso  8o. 
del  mismo  artículo  22,  porque  si  bien  es 
cierto  que  el  delincuente  pudo  ponerse  a 
salvo  de  la  acción  de  la  Justicia,  en  vistud 
de  la  tardanza  de  la  autoridad  en  llegar  al 
lugar  del  suceso,  no  se  estableció  en  ma- 
nera alguna,  como  lo  dicen  el  Juez  y  la  Sa- 
la en  sus  fallos,  que  se  hubiese  presenta- 
do voluntariamente  a  la  autoridad  confe- 
sando su  delito,  antes  de  ser  perseguido 
como  culpable,  y  más  bien  consta  en  el 
parte  dado  que  fué  capturado  por  el  agen- 
te Bernabé  Dávila  en  el  Michal;  y  pronto 
se  tuvo  conocimiento  de  la  perpetración 
del  delito  y  de  que  Oliva  Mejía  era  su  au- 
tor. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  570,  571  y  573  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  tampoco 
fueron  infringidos,  porque  los  testigos  que 
declararon  en  el  proceso  y  que  se  encon- 
traban presentes  en  el  lugar  del  hecho  a 
la  hora  que  se  verificó,  no  tienen  ringún 
motivo  de  tacha  y  sus  declaración»;;  están 
enteramente  de  acuerdo  en  la  substancia 
y  aún  en  los  accidentes;  y  por  consiguien- 
te no  existe  causa  alguna  para  dejar  de 
tomarlos  en  cuenta  como  medio  de  prueba, 
resultando  de  ellos  mismos,  más  la  confe- 
sión, la  plena  prueba  que  requiere  la  ley 
para  deducirse,  como  única  consecuencia, 
la  responsabilidad  del  acusado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  684,  686  y  690  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  232  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  improcedente  el  recurso  inter- 
puesto, e  impone  al  que  lo  interpuso  un 
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arresto  de  quince  días  que  podrá  conmu- 
tar a  razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  dia.  Notifíquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arqueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  José  Angel  Rosales 
Noriega  y  Federico  Mogollón  Linares, 
por  varios  delitos. 

DOCTRINA:  La  simple  tentativa  de  infrac- 
ción del  Decreto  Legislativo  Número 
1995,  que  prohibe  la  habilitación  de  mo- 
zos, se  castiga  con  dos  meses  de  arresto 
menor. 

La  detención  de  una  persona  sin  causa 
justificada,  hace  incurrir  a  la  autoridad 
que  la  ordena,  en  el  delito  de  abusos 
contra  particulares,  y  es  penada  con 
seis  meses  de  arresto  mayor. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Agosto  de  mil  nove-cientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  Cuarta  de  Apelaciones  con  fecha  quin- 
ce' de  abril  del  año  en  curso,  confirmando 
la  que  pronunció  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Solóla,  el  ocho  de  marzo  del  pro- 
pio año,  en  las  causas  acumuladas  segui- 
das contra  José  Angel  Rosales  Noriega  y 
Federico  Mogollón  Linares. 

Con  respecto  a  los  procesos  que  consti- 
tuyen el  objeto  del  recurso,  aparece  en 
síntesis,  lo  siguiente: 

Mariano  Chochó  Pérez  fué  acusado  por 
su  concubina,  ante  el  Intendente  Munici- 
pal de  San  Antonio  Palopó,  de  que  le  ha- 
bla pegado  de  bofetadas.  Con  tal  motivo 
fué  condenado  en  sentencia  económica  a 
diez  días  de  prisión,  de  los  cuales  extinguió 
cuatro  y  para  facilitarle  el  pago  de  la  mul- 
ta por  el  resto,  el  Intendente  lo  mandó 
con  una  carta  para  Genaro  Santizo  quien 
le  daría  trabajo,  pero  como  el  reo  se  ne- 
gara a  trabajar,  nada  se  pudo  arreglar, 
quedándose  libre.  Nada  tendría  que  obje- 
tar, dice  este  individuo,  si  no  fuera  que  Ro- 


sales, como  Intendente,  se  ha  constituido 
en  un  habilitador  de  mozos  de  las  fincas, 
como  lo  justificaba  con  Juan  Chavac, 
Juan  Chojuaj  y  Nazario  Sicay.  Estos  tres 
individuos,  ante  la  Jefatura  Política  de- 
clararon, el  segundo  con  el  apellido  Cho- 
baj  y  el  tercero  i  con  el  de  Calaba j,  que  se 
enteraron  de  que  Chochó  Pérez  se  encon- 
traba preso  y  que  el  Intendente  ofreció 
que  él  pagaría  la  multa,  a  condición  de  que 
se  fuera  a  trabajar  a  una  finca,  pero 
aquél  no  aceptó  y  dijo  que  le  avisaría  a  su 
patrón  Gorgonio  Urrea  para  que  pagara 
la  multa,  a  lo  que  éste  último  se  negó  por 
estimar  que  la  ley  prohibe  dar  anticipos. 
Genaro  Santizo  dijo,  que  cuando  Chochó 
lo  buscó  para  entregarle  un  papelito  que 
le  enviaba  el  Intendente,  llegó  acompaña- 
do de  Gorgonio  Urrea  que  era  su  patrón, 
por  lo  que  cree  que  éste  fué  el  que  pagó 
la  multa.  Traído  a  la  vista  el  libro  de  sen- 
tencias económicas,  se  constató  que  fué 
dictada  la  correspondiente  a  Mariano 
Chochó,  en  la  forma  que  se  ha  expresado. 

El  siete  de  Septiembre  del  mismo  año  se 
presentó  por  escrito  a  la  Jefatura  Políti- 
ca. Gorgonio  Urrea  quejándose  de  que  el 
Intendente  lo  quería  hacer  responsable  de 
la  presentación  de  Mariano  Chochó,  pues 
éste  debía  desquitar  a  Genaro  Santizo  una 
multa  que  había  pagado  por  él,  y  como  el 
dicente  le  había  dado  trabajo,  Chochó  ya 
no  quería  trabajarle. a  Santizo;  que  con  ese 
motivo  se  le  detuvo  en  el  corredor  del  Juz- 
gado, lo  que  constituía  un  abuso  de  auto- 
ridad, así  como  también  pasó  con  Eusebia 
Castro  a  quien  puso  presa  porque  el  aman- 
te de  ésta  que  es  el  mismo  Chochó,  no 
quiso  ir  a  trabajar  con  Santizo. 

Efectivamente,  el  siete  del  mismo  Sep- 
tiembre Mariano  Chochó,  en  escrito  fir- 
mado a  su  ruego  por  L.  Antonio  Iméri,  se 
presentó  al  Juez  de  Primera  Instancia  en 
solicitud  de  exhibición  personal  de  su  con- 
cubina Eusebia  Gastro  que  se  encontraba 
detenida  sin  causa  y  de  orden  del  mismo 
Intendente,  tan  sólo  porque  el  dicente  no 
había  ido  al  trabajo  ni  al  Juzgado  para 
cumplir  su  condena. 

En  la  sustanciación  de  estas  diligencias 
se  estableció  que  la  Gastro  estuvo  deteni- 
da veintiocho  horas,  habiendo  sido  puesta 
en  libertad  porque  no  había  motivo  para 
condenarla  en  sentencia  económica;  pero 
al  resolverse  la  exhibición,  fueron  califi- 
cados de  ilegales  los  actos  del  Juez  y  se 
mandó  instruir  averiguación  para  deducir 
la  responsabilidad  al  que  resultara  culpa- 
ble de  dicha  detención  ilegal. 
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En  el  propio  Juzgado  se  instruyó  un  pro- 
ceso contra  Antonio  Tecaján  Martínez  por 
atentado  contra  el  mismo  Intendente  Mu- 
nicipal, procesa  en  que  el  acusado  fué  ab- 
suelto  del  cargo,  habiendo  la  Sala  jurisdic- 
cional aprobado  la  sentencia  con  el  adita- 
mento que  debía  abrirse  procedimiento 
contra  el  Intendente  para  averiguar  si  ha- 
bía incurrido  en  el  delito  de  abusos  contra 
particulares. 

Interrogado  el  acusado   señor  Rosales 
Noriega,  expuso:  en  cuanto  al  hecho  rela- 
tivo al  enganche  del  mezo  Mariano  Chochó, 
que  es  cierto  que  dictó  contra  él  sentencia 
económica,  condenándolo  a  diez  díasi  con- 
mutables a  quince  centavos  diarios,  en  vir- 
tud-de que  su  mujer    Eusebia    Castro  se 
presentó  quejándose  de  que  había  sido  gol- 
peada por  aquél,  quien  alegaba  como  razón, 
la  de  no  haber  encontrado  en  su  casa  a  su 
concubina  y  ésta  se  fundaba  en  que  se  en- 
contraba ganando  el  sustento  diario  por- 
que su  marido  no  le  suministraba  lo  nece- 
sario; los  demás  hechos   fueron  negados 
por  el  ex-Intendente.  En  cuanto  a  la  pri- 
sión de  Eusebia  Gastro,  dijo:  que  es  cierto 
que  la  ordenó  en  virtud  de  haberlo  pedido 
Mariano  Chochó,  porque,  según  dijo,  ésta 
le  había  pegado,  pero  como  Chochó  ya  no 
se  presentara  a  sostener  su  acusación,  or- 
denó la  libertad  de  aquella,  habiéndola  de- 
tenido como  veintiocho  horas,  únicamen- 
te como  medida  precautoria;  en  cuanto  a 
la  detención  de  Gorgonio  Urrea,  el  ex-In- 
tendente  dijo:  que  efectivamente  le  recla- 
mó porque  le  había  dado  trabajo  a  Cho- 
chó cuando  sabía  que  no  había  pagado  la 
multa  ni  había  cumplido  con  presentarse 
a  la  autoridad,  a  lo  que  contestó  Urrea  ne- 
gativamente, porque  lo  que  el  declarante 
dijo  que  quedaba  detenido  pero  como  era 
día  sábado,  solo  estuvo  así,  en  el  corredor 
del  Juzgado  por  pocas  horas,  ordenándole 
que  se  retirara  y  se  présentara  el  día  lunes, 
lo  que  ya  no   hizo;  que    Urrrea  ha  sido 
desobediente  a  las  órdenes  de  compare- 
cencia que  ha  expedido  y  más  aún  el  mis- 
mo Chochó,  quien  se  ha  burlado  de  la  au- 
toridad que  el  representa.   Y  por  último, 
en  lo  relativo  al  asunto  de  Sicaján  Martí- 
nez, dijo:  que  el  siete  de  Agosto,  dicho  in- 
dividuo intentó  contra  su  persona  en  oca- 
sión que  regresaba  de  darse  un  baño  en  el 
Lago  de  Atitlán,  acompañado  de  su  secre- 
tario Federico  Mogollón,  hecho  que  suce- 
dió así:  se  encontraron  con  el  alguacil  Vi- 
cente Pérez,  quien  se  quejó  de  que  Antonio 
Sicaján  le  había  quitado  el  sombrero  y  un 
sute,  porque  unas  bestias   habían  hecho 


perjuicio  en  su  terreno  y  el  que  habla  ha- 
bía mandado  a  cortar  fruta,  haciéndole 
también  perjuicios;  que  a  poca  distancia 
encontraron  a  Sicaján,  a  quien,  con  bue- 
nas palabras  le  suplicó  que  le  devolviera  a 
Pérez  las  cosas  que  le  había  quitado,  pero 
éste,  lejos  de\  atenderlo  se  le  enfrentó  con 
un  garrote  que  portaba,  y  en  el  acto  de 
agarrarle  el  palo  ambos  cayeron  al  suelo  y 
al  levantarse,  Sicaján  siguió  en  actitud 
agresiva,  con  palo  en  mano,  motivo  por  el 
cual  mandó  a  llamar  alguaciles  para  con- 
ducir preso  al  agresor;  que  es  falso  que 
haya  pegado  bofetadas  y  pateado  a  Sica- 
ján. 

El  ocho  de  Marzo  del  corriente  año  dicto 
sentencia  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Sololá,  en  la  forma  iguiente:  en  cuanto  al 
primero  de  los  hechos  mencionados  en  el 
párrafo  anterior  lo  califica  de  tentativa 
de  infracción  del  artículo  4o.  del  Decreto 
Legislativo  Número  1995  que  prohibe  la 
habilitación  de  mozos,  hecho  que  estima 
probado  con  las  declaraciones  de  Juan 
Chavac,  Nazario  Calabaj  y  Juan  Chovaj; 
con  la  carta  que  envió  a  Genaro  Santizo  y 
con  la  inspección  practicada  en  el  libro  de 
sentencias  económicas,  por  lo  que  le  im- 
pone dos  meses  de  arreste  menor,  o  sea  la 
tercera  parte  de  lo  que  corresponde  al  de- 
lito consumado;  en  cuanto  a  la  detención 
de  Urrea,  califica,  el  hecho  de  abusos  con- 
tra particulares,  comprobado  con  la  pro- 
pia confesión  del  reo  como  única  prueba, 
y  lo  condena  a  seis  meses  de  arresto  ma- 
yor, rebajada  en  una  tercera  parte;  en 
cuanto  a  la  detención  de  Eusebia  Castro 
la  calificó  de  la  misma  manera,  y  por  es- 
tar comprobado  con  la  propia  confesión 
del  acusado,  con  la  inspección  en  el  libro 
de  sentencias  económicas  y  declaraciones 
de  Gregorio  Pérez,  Nazario  Calabaj  y  San- 
tiago Pérez,  le  impone  la  misma  pena  de 
seis  meses;  y  en  cuanto  a  la  prisión  de 
Sicaján  Martínez,  hecho  comprobado  con 
las  declaraciones  de  Agustín  Sicay  Martí- 
nez, Julián  Pérez  López,  Andrés  Ajpuz, 
los  dos  Diegos  Sicay,  Basilio  Sánchez  y 
Gregorio  Pérez  López  lo  califica  también 
de  abusos  contra  particulares  y  lo  condena 
a  igual  número  de  meses  de  arresto  mayor 
El  total  de  estas  penas  e^  de  diez  y  ocho 
meses  de  arresto  que  le  permite  conmutar 
en  todo  o  en  parte,  a  razón  de  diez  centa- 
vos por  día,  y  hace  las  demás  declaracio- 
nes concernientes  al  caso. 

Interpuesto  por  el  reo  Rosales  el  recur- 
so de  apelación,  la  Sala  Cuarta  dictó  la 
que  se  examina,  confirmatoria  de  la  de  pri- 
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mera  instancia,  con  la  modificación  que 
la  pena  por  los  tres  delitos  de  abusos  con- 
tra particulares  es  de  diez  y  seis  meses  por 
concurrir  en  uno  de  ellos  la  circunstancia 
atenuante  de  su  confesión. 

Contra  el  pronunciamiento  de  segunda 
instancia,  el  propio  reo  con  auxilio  del  abo- 
gado Filiberto  Escobar,  interpuso  el  re- 
curso de  casación  denunciando  que  han 
sido  infringidos  los  artículos  563,  581  in- 
ciso 8o.,  583  inciso  lo.  y  586  incisos  lo.,  3o. 
y  5o.,  614  del  Código  de  Procedimientos 
penales;  lo.  y  65  del  Código  Penal.  Admi- 
tido el  recurso,  se  pidieron  los  anteceden- 
tes, compuestos  los  de  primera  instancia 
de  doscientas  cincuenta  y  dos  hojas,  y  de 
trece  los  de  segunda;  se  señaló  día  para  la 
vista,  la  que  tuvo  lugar  sin  que  el  recu- 
rrente cumpliera  con  presentar  el  alegato 
sosteniendo  la  procedencia  del  recurso, 
siendo  el  caso  de  resolverlo. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  581  inciso  8o.,  583  inci- 
so lo.,  586  incisos  lo.,  3o.  y  5o.,  se  refieren 
a  las  condiciones  que  deben  tener  los  tes- 
tigos para  que  sean  idóneos;  dejando  de 
serlo  los  que  tengan  interés  en  el  pleito; 
quienes  carecen  de  verdad  legal;  y  a  las 
circunstancias  que  deben  considerarse 
para  apreciar  el  mérito  de  las  declaracio- 
nes. No  habiéndose  presentado  alegato 
alguno  que  demuestre  las  causas  por  las 
cuales  las  disposiciones  legales  señaladas 
han  sido  infringidas;  y  por  el  contrario, 
aparece  en  el  juicio  que  el  tribunal  de  al- 
zada, al  dictar  su  fallo  sí  tuvo  en  cuenta 
los  principios  legales  indispensables  para 
la  calificación  de  la  prueba  testimonial, 
es  indudable  que  no  existe  la  violación  de 
estas  leyes. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  existe  razonamiento  por 
parte  del  recurrente  que  determine  en 
cual  de  los  hechos  delictuosos  por  que  se 
le  procesa  aparece  su  confesión  califica- 
da; y  siendo  asi  que  en  uno  de  ellos  se  ha 
aceptado  su  confesión  como  atenuante, 
rebajándole  la  pena  en  una  tercera  parte, 
no  ha  sido  infringido  el  artículo  614  del 
mismo  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  comprobada  plenamente  la 
preexistencia  de  los  hechos  punibles  que 
dieron  lugar  al  encausamiento  del  reo  J. 
Angel  Rosales  y  que  él  los  cometió,  no  ca- 


be duda  que,  como  consecuencia  inmedia- 
ta debia  imponérsele  las  penas  que  la  ley 
señala  a  cada  infracción,  por  cuya  razón 
no  han  sido  infringidos  los  artículos  568 
de  Procedimientos  Penales;  lo.  y  65  del 
Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  684,  686  y  690  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales;  232  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  improcedente  el  recurso  inter- 
puesto, e  impone  al  que  lo  interpuso  la  pe- 
na adicional  de  quince  días  de  arresto  con- 
mutables a  razón  de  quince  centavos  -cada 
uno.  Notifíquese  y  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Juan  Sandoval  Barrios 
y  Porfirio  Mota  Barrios,  por  el  delito  de 
lesiones  en  riña  mutua. 

DOCTRINA:  La  acción  cometida  por  San- 
doval Barrios  y  Mota  Barrios,  está  com- 
prendida en  el  artículo  314  del  Código 
Penal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  4a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  diez  y  siete  de  junio  del 
año  en  curso,  en  la  causa  instruida^  por  el 
delito  de  lesiones  ocasionadas  en  riña 
mutua  contra  Juan  Sandoval  Barrioíí  y 
Porfirio  Mota  Barrios,  en  la  cual  se  de- 
clara: lo.  confirmar  la  sentencia  apelada 
en,  lo  que  respecta  a  la  condena  impuesta 
a  Porfirio  Mota  como  autor  del  delito  de 
lesiones;  y  2o.  revocarla  en  cuanto  a  la 
exención  de  responsabilidad  hecha  a  favor 
del  reo  Juan  Sandoval  por  legítima  de- 
fensa, a  quien  declara  responsable  del 
delito  de  lesiones,  imponiéndole  dos  años 
de  prisión  correccional  conmutables  en  sus 
dos  terceras  partes  a  razón  de  diez  cen- 
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tavos  de  quetzal  diarios,  abonándole  la 
prisión  sufrida  y  el  resto  lo  puragará  en 
la  Penitenciaria  Central;  lo  deja  afecto  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  delito;  lo  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
el  tiempo  de  la  condena;  le  obliga  al  pago 
de  los  gastos  de  hospitalización  en  la  par- 
te que  ie  toca,  y  por  su  pobreza  lo  exonera 
de  reponer  el  papel  empleado  en  la  causa. 

RESULTA: 

El  diez  de  agosto  del  año  recién  pasa- 
do, se  presentó  ante  el  Juez  de  Paz  de 
Catarina,  el  Regidor  Auxiliar  de  la  aldea 
"El  Sitio",  Gregorio  Barrios,  dando  parte 
que  ese  día  como  a  las  diez  y  ocho  horas, 
llegó  a  su  casa  Porfirio  Mota  quejándose 
de  haber  sido  lesionado  por  Juan  Sando- 
val.  Ratificada  la  denuncia  se  procedió 
al  examen  del  mencionado  auxiliar,  quien 
agregó:  que  en  la  fecha  indicada  vió  pa- 
sar montado  a  caballo  a  Juan  Sandoval, 
yendo  la  cabalgadura  a  gran  velocidad  lo 
que  le  llamó  la  atención,  que  al  momento 
llegó  Mota  herido  explicándole  lo  que  le 
pasaba,  por  lo,  que  inmediatamente  se  fué 
con  éste  a  la  casa  de  su  hermano  Mariano 
Barrios,  donde  encontraron  a  Sandoval 
también  herido;  que  Mota  perseguía  a 
Sandoval  y  lucharon  para  que  se  bajara 
del  caballo,  presenciando  todo  esto  el  Co- 
ronel Gilberto  Martínez,  quien  se  hallaba 
en  casa  de  su  hermano.  Examinado  Ma- 
riano Barrios,  dijo:  que  ciertamente  el 
diez  de  agosto  en  ocasión  que  se  hallaba 
conversando  con  el  Coronel  Gilberto  Mar- 
tínez, llegó  su  sobrino  Juan  Sandoval  in- 
dicándole que  Porfirio  Barrios  le  liabía  he- 
rido con  machete,  y  que  al  momento  llegó 
el  mencionado  sujeto  en  su  persecución; 
que  como  constatara  que  ambos  estaban 
heridos,  lo  detuvo  poniéndolos  a  la  dispo- 
sición de  la  autoridad.  El  Coronel  Gilber- 
to Martínez  al  ser  examinado  sobre  el  par- 
ticular, se  produjo  en  igual  forma  que  el 
anterior. 

Indagado  Juan  Sandoval,  manifestó: 
que  el  día  del  hecho  cuando  regresaba  de 
comprar  maíz  a  Reginalo  Natareno,  al 
pasar  por  la  aldea  "El  Sitio",  vió  que  Por- 
firio Mota  estaba  en  la  cantina  de  Carmen 
Barrios,  y  como  a  la  cuadra,  fué  alcanzado 
por  dicho  individuo,  quien  sin  motivo  al- 
guno lo  atacó  con  machete  infiriéndole 
algunas  lesiones,  por  lo  que  se  vió  en  la 
necesidad  de  defender  su  vida  y  a  su  vez  lo 
atacó  causándole  dos  lesiones;  que  como 
estaba  herido  del  brazo  derecho,  botó  el 


machete  y  salió  huyendo;  que  seguramen- 
te Mota  estaba  enojado  con  él  porque  su 
exconcubina  Teresa  Barrios  se  fué  con  él, 
e  indudablemente  esta  mujer  lo  ha  insta- 
do para  que  lo  mate.  Al  indagarse  a  Por- 
firio Mota,  dijo:  que  no  recordaba  lo  su- 
cedido el  dia  porque  se  le  pregunta  por 
haber  estado  ebrio,  pero  que  sí  era  efec- 
tivo que  Juan  Sandoval  lo  atacó  con  ma- 
chete al  encontrarlo  en  el  camino,  por  lo 
que  se  defendió,  y  que  era  falso  que  hu- 
biera estado  en  la  cantina  de  Carmen  Ba- 
rrios y  que  después  alcanzara  a  San- 
doval, que  también  era  falso  que  Teresa 
Barrios  tuviera  relaciones  amorosas  con 
él,  y  menos  que  la  hubiera  retirado  del  po- 
der de  Sandoval. 

Pasadas  las  diligencias  al  Juzgado  de 
la.  Instancia,  de  San  Marcos,  este  Tribu- 
nal ordenó  la  práctica  de  algunas  diligen- 
cias y  dictó  auto  de  prisión  contra  Juan 
Sandoval  Barrios  y  Porfirio  Mota,  man- 
dando que  éste  último  probara  su  nacio- 
nalidad Mejicana.  Se  efectuó  un  careo 
entre  los  reos,  sin  lograrse  nada,  pues  ca- 
da uno  sostuvo  su  dicho.  Al  ser  examina- 
da Teresa  Barrios,  dijo:  que  era  cierto  que 
vivió  con  Sandoval  por  más  de  un  año,  se- 
parándose de  él  por  el  maltrato  que  le 
daba;  que  era  absolutamente  falso  que  se 
hubiera  ido  con  Mota,  con  quien  jamás  ha 
cultivado  relaciones  amorosas  y  que  por 
dicha  razón,  no  lo  ha  instado  para  que 
mate  a  Sandoval,  que  ignoraba  si  entre 
esos  individuos  existían  antecedentes  de 
enemistad.  A  folios  treinta  y  nueve  corre 
agregado  el  informe  del  Cirujano  del 
Hospital  y  en  el  que  se  dice  que  Juan  San- 
doval presentaba  las  heridas  siguientes: 
lo.  una  herida  superficial  producida  con 
arma  cortante,  situada  en  la  región  pos- 
tero-lateral derecha  del  tórax  la  cual  te- 
nía la  forma  de  una  Y  invertida,  de  nue- 
ve centímetros  de  largo  y  una  pequeña 
rama  de  tres  centímetros  de  longitud;  que 
interesó  muy  superficialmente  la  piel  y 
curó  sin  necesidad  de  suturas.  Esta  herida 
no  dejó  cicatriz  visible,  impedimento  o  de- 
formidad, y  necesitó  de  seis  días  para  su 
completa  curación;  2o.  una  'herida  con 
arma  cortante  situada  sobre  el  hombro  iz- 
quierdo, la  cual  principia  sobre  el  apófisis 
acromial  y  dirigiéndose  hacia  abajo  en  di- 
rección del  eje  longitudinal  del  hümero  ter- 
minó a  tres  centímetros  del  borde  de  la 
cavidad  glenoide.  Interesó  la  piel,  el  apó- 
fisis mencionado,  algunas  fibras  del 
músculo  deltoides  y  el  húmero  en  su  cabe- 
za, muy  superficialmente;  ingresó  para  su 
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curación  el  once  de  agosto  y  ya  está  bien, 
faltándole  únicamente  que  le  caiga  la  cos- 
tra cicatricial  que  dejó  la  herida,  tardan- 
do para  su  curación  treinta  días  debido 
a  la  infección  que  le  sobrevino,  y  de  no 
haber  sido  así  hubiera  curado  en  quince. 
Por  haberle  interesado  la  articulación  del 
hombro  le  quedará  por  algunos  días  al- 
guna dificultad  para  el  movimiento  del 
brazo,  pero  que  ésta  desaparecerá  con  el 
movimiento,  y  que  no  le  quedaría  cicatriz 
visible,  impedimento  ni  deformidad;  3o. 
una  herida  por  la  misma  arma,  situada  en 
la  unión  del  tercio  medio  con  el  inferior 
de  la  cara  interna  del  antebrazo  derecho, 
de  cinco  centímetros  de  largo,  de  direc- 
ción transversal  con  relación  al  eje  del 
antebrazo,  interesando  la  piel,  tejido  celu- 
lar y  el  hueso  cubital  sin  fracturarlo,  ne- 
cesitando treinta  y  cinco  días  para  resta- 
blecerse debido  a  la  infección  de  la  herida, 
no  quedándole  cicatriz  visible,  impedimen- 
to ni  deformidad,  y  por  último  concluyó 
diciendo  que  de  conformidad  con  la  tari- 
fa en  vigor,  debía  a  aquel  Hospital  diez  y 
ocho  quetzales  cincuenta  centavos.  A  fo- 
lios setenta  y  tres,  el  mismo  Cirujano  del 
Hospital  informó  al  Juez  de  la.  Instancia 
que  Juan  Sandoval  estaba  completamen- 
te restablecido  de  sus  lesiones,  haciéndose 
notar  que  por  la  infección  del  hueso  cu- 
bital derecho  supuró  nuevamente  la  he- 
rida, dando  salida  a  un  pequeño  fragmen- 
to de  hueso  necrosado,  y  que  en  el  infor- 
me emitido  el  diez  de  septiembre  se  indi- 
caba que  con  cinco  días  más  estaría  cu- 
rado, pero  por  la  complicación  que  le  so- 
brevino hubo  de  necesitar  diez  días  más 
de  los  cinco  que  se  habían  calculado,  ra- 
tificando nuevamente  el  informe  de  fo- 
lios treinta  y  nueve,  A  folios  ochenta  y 
seis  corre  agregado  el  informe  emitido  so- 
bre las  heridas  que  sufrió  Porfirio  Mota  y 
en  el  que  se  dice:  a)  una  herida  con  arma 
cortante,  situada  en  el  dorso  de  la  mano 
derecha,  la  cual  interesó  la  piel  y  tejido 
celular,  así  como  muy  ligeramente  el  ten- 
dón extensor  de  los  dedos  índice  y  medio 
de  la  mano  citada,  teniendo  esta  herida 
seis  centímetros,  explicándose  su  tamaño 
debido  a  que  el  arma  interesó  la  mano  tan- 
gencialmente;  b)  un  puntazo  ocasionado 
con  la  misma  arma,  situado  sobre  la  arti- 
culación externo  clavicular  derecha,  de 
dirección  transversal  y  de  una  extensión 
de  tres  centímetros,  esta  herida  curó  sin 
dejar  cicatriz  visible  quince  días.  Que  la 
primera  lesión  llevaba  actualmente  cua- 
renta y  dos  días  de  tratamiento  y  le  fal- 


taban otros  diez  para  estar  completamen- 
te curado,  quedándole  al  señor  Mota  ci- 
catriz visible  pero  no  deformidad;  un  li- 
gero impedimento  temporal  consistente  en 
la  flexión  limitada  de  los  dedos  índice  y 
medio  de  la  mano  interesada,  pero  que  des- 
aparecerá con  el  uso  de  la  misma,  y  que 
debía  por  las  curaciones  veintitrés  quetza- 
les, cincuenta  centavos.  A  folios  ciento 
veinticuatro  corre  agregado  el  informe  del 
mismo  Cirujano  en  el  cual  se  asegura  que 
las  heridas  inferidas  a  Juan  Sandoval,  le 
fueron  ocasionadas  por  delante,  exceptuan- 
do la  del  hombro  izquierdo,  la  cual  fué  re- 
cibida lateralmente. 

Elevada  la  causa  a  plenario  se  tomó  a 
los  reos  su  confesión  con  cargos,  deducién- 
doseles el  de  lesiones  en  riña  mútua,  con 
el  cual  no  se  conformaron,  habiendo  nom- 
brado Porfirio  Mota  al  Abogado  Everardo 
Barrios,  y  Juan  Sandoval  al  de  igual  titu- 
lo, Augusto  Linares  Letona,  a  quienes  se 
les  tuvo  como  tales  previos  los  trámites 
de  estilo.  Se  le  dió  intervención  al  repre- 
sentante del  Ministerio  Público  y  se  co- 
rrieron los  traslados  correspondientes. 
Abierta  la  causa  a  prueba  por  el  término  de 
treinta  días,  se  rindieron  por  parte  de  San- 
doval las  siguientes:  a)  examen  de  los  tes- 
tigos Víctor  Córdova,  Enoch  Tirado, 
Abraham  Escobar,  Genaro  Espinoza,  An- 
gel López:  y  Encarnación  Barrios  sobre  los 
buenos  antecedentes  y  honradez  del  pre- 
venido; b)  examen  de  Carmen  Barrios, 
quien  dijo  que  era  falso  que  el  diez  de 
agosto  por  la  tarde  hubiese  estado  en 
su  cantina  Porfirio  Mota;  c)  examen  de 
los  señores  Reginaldo  Natareno,  Francis- 
co Bravo  y  Juan  María  Natareno,  expo- 
niendo el  primero,  que  era  cierto  que  el 
día  de  autos  llegó  Sandoval  a  su  casa  a 
comprarle  un  poco  de  maíz  y  los  últimos 
expusieron:  que  vieron  al  citado  Sandoval 
cuando  regresaba  de  la  casa  de  Natareno, 
estando  en  perfecto  estado;  y  d)  copia 
certificada  de  la  sentencia  económica  dic- 
tada contra  el  reo  Mota  en  el  Juzgado  me- 
nor de  San  Rafael  Pié  de  la  Cuesta  por  el 
delito  de  lesiones.  De  parte  del  acusado 
Motase  rindieron  las  siguientes:  a)  infor- 
mes del  Juez  de  Paz  de  Catarina  acerca 
de  la  conducta  de  Mota;  b)  ampliación  de 
la  indagatoria  del  citado  Mota;  c)  examen 
de  los  señores  Lucas  Mérida.  Silvestre 
Mérida,  Natalio  Avila,  Abraham  Escobar, 
Angel  C.  López,  Cayetano  de  León  y  An- 
tonio Arreaga.  sobre  los  buenos  antece- 
dentes de  Mota. 
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Después  de  llenados  los  demás  trámites 
del  plenario  y  lo  alegado  por  los  defenso- 
res, de  los  reos,  se  llamó  autos  para  dictar 
sentencia.  Para  mejor  fallar  y  dentro  de 
un  término  que  no  excediera  de  quince 
dias  se  mandaron  ampliar  las  citas  si- 
guientes: de  Laura  Barrios,  Gumercindo 
Cifuentes;  ampliar  la  declaración  de  Por- 
firio Mota,  careo  entre  Juan  Sandoval  y 
Teresa  Barrios  y  examen  de  los  padres  de 
esta  última,  y  que  se  pidiera  informe  sobre 
la  distancia  que  hay  de  la  aldea  "El  Be- 
jucal" y  "El  Sitio''.  El  reo  Porfirio  Mota 
amplió  sus  declaraciones  anteriores,  di- 
ciendo que  el  día  del  hecho  venia  del  Zan- 
jón San  Lorenzo,  con  dirección  a  la  aldea 
"El  Sitio",  y  que  se  embriagó  en  compañía 
de  Cayetano  de  León  y  un  mozo  de  éste. 
Se  careó  al  procesado  Sandoval  con  Car- 
men Barrios  sin  que  se  pusieran  de  acuer- 
do. Laura  Barrios  dijo  que  tenía  noticias 
de  que  su  hermana  Teresa  Barrios  vivió 
con  Juan  Sandoval,  ignorando  si  tuvo  al- 
guna vez  relaciones  con  Porfirio  Mota.  En 
la  misma  forma  declaró  Genaro  Barrios 
padre  de  Teresa;  careada  ésta  última  con 
Sandoval,  no  fué  posible  que  se  pusieran 
de  acuerdo.  Gumercindo  Cifuentes  mani- 
festó que  Teresa  Barrios  estuvo  de  sirvien- 
ta en  su  casa,  desde  el  primero  de  mayo 
del  año  pasado,  hasta  el  cuatro  o  cinco  de 
febrero  del  año  en  curso,  y  que  no  le  cons- 
taba las  relaciones  con  Porfirio  Mota, 
quien  no  llegó  nunca  a  su  casa.  Cayetano 
de  León  y  Pedro  López  dijeron:  que  era 
cierto  que  la  tarde  de  autos  estuvieron  con 
Porfirio  Mota,  quien  les  invitó  a  un  trago 
de  aguardiente,  sin  constarles  nada  de  lo 
sucedido.  Con  estos  antecedentes,  el  Juez 
dió  fin  al  proceso,  el  veintidós  de  abril  del 
presente  año,  declarando:  que  Juan  San- 
doval Barrios  es  autor  del  delito  de  lesiones 
causadas  a  Porfirio  Mota,  pero  por  haber 
obrado  en  legítima  defensa,  está  exento 
de  responsabildad  criminal,  condenando  a 
Porfirio  Mota  por  el  mismo  delito  a  dos 
años  de  prisión  correccional,  conmutables 
en  sus  dos  terceras  partes  a  razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día,  haciendo  las 
demás  declaraciones  correspondientes  en 
derecho.  La  Sala  4a.  mandó  correr  los 
traslados  correspondientes  a  las  partes 
dictándose  en  seguida  la  sentencia  de  que 
se  ha  hecho  relación  al  principio  de  este 
fallo. 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  4a.  de  la 
Corte  de  Apelacione,  el  reo  Juan  Sando- 
val, con  auxilio  del  Abogado  Auguto  Lina- 
res Letona,  introdujo  recurso  de  casación 


por  violación  de  ley,  denunciando  como 
infringidos  los  artículos  siguientes:  21  in- 
ciso 6o.  Código  Penal;  573,  581  inciso  8o., 
583  inciso  lo.,  y  614  en  su  segunda  parte 
de  Procedimientos  Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalada  pa- 
ra la  vista  la  audiencia  del  viernes  veinte 
del  mes  en  curso,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  dados  los  términos  de  la  sentencia 
recurrida  y  los  hechos  que  en  ella  se  de- 
claran probados  no  puede  hacerse  otra 
calificación,  que  la  de  riña  y  al  hacerlo 
así  la  Sala  sentenciadora,  declarando  co- 
mo conseceuencia  que  el  recurrente  Juan 
Sandoval  Barrios  y  Porfirio  Mota  son  au- 
tores del  delito  de  lesiones  causadas  en 
riña  mutua,  no  incurrió  en  el  error  de  de- 
recha que  señala  el  primero  de  los  reos,  y 
por  io  tanto  su  acción  no  está  compren- 
dida en  el  caso  de  excepción  de  responsa- 
bilidad criminal  a  que  se  refiere  el  inciso 
6o.  del  artículo  21  del  Código  Penal,  toda 
vez  que  la  riña  aceptada  por  Sandoval  y 
Mota  Barrios  fué  la  causa  por  la  cual  am- 
bos contendientes  vinieron  a  las  manos, 
no  importando  por  consiguiente  saber 
quién  de  ellos  haya  sido  el  primero  en  acu- 
dir a  las  vías  de  hecho  para  aceptar  por 
esta  circunstancia  como  integradas  la  legí- 
tima defensa  alegada  en  el  recurso.  En 
tal  virtul,  no  fueron  infringidos  los  artí- 
culos 21  inciso  6o.  del  Código  Penal;  573, 
581  inciso  8o.,  583  inciso  lo.  de  Procedi- 
mientos Penales  que  se  refieren  a  la  natu- 
raleza y  valor  jurídico  de  las  pruebas,  así 
como  tampoco  el  614  del  mismo  cuerpo  le- 
gal, por  ser  potestativo  de  los  Jueces  ssn- 
tenciadores  la  aceptación  de  la  confesión 
como  calificada,  atendiendo  para  ello  a  las 
circunstancias  en  que  el  hecho  se  verificó, 
y  a  la  conducta  anterior  del  reo  y  del  ofen- 
dido, a  su  posición  social,  sexo,  edad,  tiem- 
po y  lugar  de  la  ofensa,  y)  antecedentes 
que  hubiere  entre  ellos,  sin  que  esta  apre- 
ciación dé  lugar  al  recurso  de  casación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  artículos  676, 
686  y  690  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESESTI- 
MA el  recurso  de  casación  de  que  se  ha 
hecho  mérito  e  impone  al  recurrente  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  arresto, 
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conmutables  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día.  Notifiquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serraiw  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polaiico.  —  Max 
Gacia  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Herminia  Sánchez,  por  el 
delito  de  abandono  de  niños. 

DOCTRINA:  No  incurre  en  el  delito  de 
abandono  de  niños  la  madre  que  se  au- 
senta de  su  hogar  dejando  a  su  hijo  al 
cuidado  de  otras  personas. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  Tercera  de  Apelaciones  con  fecha 
quince  de  Junio  del  corriente  año,  confir- 
mando la  que  pronunció  el  Juez  de  Prime- 
ra Instancia  de  Cuilapa,  en  la  causa  ins- 
truida contra  Herminia  Sánchez,  decla- 
rando que  ésta  es  autora  del  delito  de 
abandono  de  niños  por  el  cual  la  condena 
a  sufrir  la  pena  de  cinco  años  de  prisión 
correccional  conmutables  en  dos  terceras 
partes  a  razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  cada  dia;  debiendo  extinguir  la  con- 
dena en  la  prisión  de  mujeres  de  esta  ca- 
pital. 

Se  inició  este  proceso  en  virtud  de  de- 
nuncia que  hizo  Crescendo  López,  quien  al 
ser  examinado  expuso:  que  él  solicitó  la 
detención  de  su  hija  Herminia  Sánchez 
por  que  sin  haber  motivo  que  lo  justifica- 
ra se  salió  de  la  casa  abandonando  a  sus 
tres  hijos.  Que  mas  tarde  se  supo  que  su 
hija  se  encontraba  en  la  Capital  a  donde 
se  dirigió  siguiendo  a  Heleodoro  Pérez  con 
quien  últimamente  sostiene  relaciones  amo- 
rosas, dejando  recomendados  los  niños  en 
casa  de  José  Lino  Pérez  para  tres  días; 
pero  esto  lo  hizo  de  manera  fraudulenta, 
porque  pasaron  los  tres  dias  y  otros  veinte 
más  fin  que  aquella,  regresara,  no  habien- 
do dejado  dinero  ni  efectos  para  el  cuida- 
do de  aquéllos,  uno  de  los  cuales,  el  menor, 
enfermó,  por  lo  aue  se  le  avisó  por  telé- 
grafo a  la  madre  sin  obtenerse  de  ella  nin- 
guna respuesta.    En  vista  de  la  enferme- 


dad del  niño  pidió  auxilio  a  don  Víctor 
Manuel  Rodríguez  como  empírico  en  me- 
dicina que  es,  y  éste  le  informó  que  la  en- 
fermedad no  consistía  más  que  en  falta 
de  los  cuidados  de  la  madre  y  hasta  ofre- 
ció dar  dinero  para  que  le  compraran  ali- 
mentos, pero  el  niño  falleció.  Algunos 
días  después,  él  como  abuelo  de  los  niños, 
tuvo  que  recogerlos  para  evitar  mayores 
consecuencias  y  como  juzga  que  el  proce- 
der de  la  madre  es  delito,  Iq  ponía  en  co- 
nocimiento de  la  autoridad. 

El  empírico  Víctor  Manuel  Rodríguez 
declaró  que  efectivamente  fué  llamado  pa- 
ra curar  al  niño  Miguel  Angel,  a  quien  al 
examinarlo  no  encontró  más  enfermedad 
que  la  falta  de  los  cuidados  de  la  madre 
y  debilidad  por  falta  de  alimentos,  por  lo 
que  ofreció  fondos  para  que  se  los  com- 
praran, pero  como  ya  otras  personas  se 
los  habían  llevado,  no  le  recibieron  el  fa- 
vor ofrecido  y  como  el  niño  murió,  se  con- 
cretó a  obsequiar  la  cajita  para  su  ente- 
rramiento. 1 

Eusebia  Hernández  expuso:  que  en  los 
primeros  días  de  febrero  de  este  año,  su 
vecina  Herminia  Sánchez  llegó  a  su  casa  y 
le  suplicó  que  le  dejaba  recomendadas  a 
sus  criaturas,  dejándole  unas  mazorcas 
de  maiz  pequeñas  parai  que  les  hiciera  sus 
tortillas  durante  cuatro  dias;  que  los  ni- 
ños llegaban  a  su  casa  a  recoger  sus  torti- 
llas; pero  pasaron  los  cuatro  días  y  Hermi- 
nia no  llegó;  con  vista  de  eso  su  marido  Jo- 
sé Lino  Pérez  acudió  al  abuelo  de  los  niños 
manifestándole  que  uno  de  ellos,  Miguel 
Angel,  estaba  enfermo  y  que  por  su  pobreza 
no  podían  atenderlo,  pero  este  señor  no 
hizo  caso,  por  lo  que  dispusieron  darle  avi- 
so por  telégrafo  a  la  madre,  quien  tampo- 
co dió  ninguna  respuesta.  Que  al  abuelo 
de  dichos  niños  le  llevaron  aviso  de  que 
fuera  a  recogerlos  y  contestó  que  "si  se 
moría  el  niño  que  lo  enterraran",  y  hasta 
después  llegó  por  ellos  y  los  tiene  en  su 
peder.  Que  la  madre  de  estos  niños  sin 
motivo  justo  los  dejó  abandonados  por  ir- 
se siguiendo  a  "su  hombre"  a  la  Capital, 
sin  que  éste  sea  el  padre  de  aquéllos  y 
sólo  cuando  Eleodoro  Sánchez  que  asi  se 
llama  su  amante  regresó  de  la  Capital,  re^ 
gresó  también  Herminia,  lo  que  de  otro 
modo  no  habría  hecho  pues  tuvieron  noti- 
cias de  que  se  encontraba  sirviendo.  José 
Lino  Pérez  declaró  de  entera  conformidad 
con  lo  dicho  por  su  mujer  Eusebia  Hernán 
dez. 

Interrogada  en  debida  forma  Herminia 
Sánchez,  manifestó:  que  se  vino  para  la 
Capital  siguiendo  a  Eleodoro  Sánchez  que 
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estaba  enfermo  en  el  Hospital  y  aquí  se 
quedó  trabajando  para  mientras  aquel  se 
restablecía;  como  a  los  cinco  días  de  es- 
tar aquí,  recibió  un,  telegrama  que  le  puso 
José  Lino  Pérez  avisándole  que  su  hijo  es- 
taba enfermo;  pero  no  se  pudo  ir  por  no 
tener  dinero;  que  los  niñcs  los  dejó  en  la 
misma  casa  donde  vivía,  recomendado  a 
José  Lino  Pérez  y  a  su  mujer  para  que  les 
dieran  tortillas,  dejándoles  suficiente  maíz 
para  ese  objeto,  y  confiada  en  los  ofreci- 
mientos que  le  hicieron  éstos  de  cuidar  a 
los  niños,  no  se  trajo  al  más  pequeño, 
quien  entonces  no  estaba  enfermo  y  co- 
mía bien. 

Elevada  la  causa  a  plenario,  la  enjuicia- 
da no  se  conformó  con  el  cargo  que  se  le 
formuló  y  a  solicitud  de  la  defensa  fueron 
interrogados  nuevamente  José  Lino  Pérez 
y  su  mujer  Eusebia  Hernández  con  el  ob- 
jeto de  establecer  que  Herminia  Sánchez 
sí  les  dejó  lo  suficiente  para  alimentar  a 
sus  hijcs  durante  su  ausencia;  pero  estas 
personas  negaron  todas  las  preguntas  que 
se  les  hicieron. 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  y  la  Sala 
en  su  oportunidad,  dictaron  las  sentencias 
a  que  se  hizo  referencia  al  principio;  y 
contra  el  pronunciamiento  de  segunda  ins- 
tancia, la  acusada,  con  auxilio  del  aboga- 
do, que  también  fué  el  defensor,  don  Mi- 
guel Guzmán,  interpuso  el  recurso  de  ca- 
sación denunciando  como  infringidos  los 
artículos  21  inciso  12  y  375  del  Código  Pe- 
nal (Decreto  2164);  609,  614  y  731  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales;  19  inciso 
lo.  del  Decreto  Número  1728. 

Pedidos  los  autos  y  señalado  el  día  die- 
cisiete de  los  corrientes  para  la  vista,  es  el 
caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  la  aplicación  de  la  pena  de 
cinco  años  de  prisión  correccional  señala- 
da por  el  artículo  375  del  Código  Penal,  en 
el  presente  caso  solamente  se  ha  tenido 
en  cuenta  el  hecho  de  haberse  ausentado 
Herminia  Sánchez  de  su  casa  de  habita- 
ción, sustrayéndose  de  las  obligaciones 
naturales  y  civiles  que  tiene  con  respecto  a 
la  alimentación  y  guarda  de  sus  hijos  y 
por  "haberlos  dejado  sin  las  precauciones 
del  caso  y  por  un  motivo  de  poca  impor- 
tancia". Pero  analizándose  el  fondo  de  la 
citada  disposición  legal,  se  llega  a  la  con- 
clusión de  que  ha  sido  indebidamente  apli- 
cada, incurriéndose  en  error  de  derecho  al 
calificar  como  delito,  no  siéndolo,  el  acto 


ejecutado  por  la  enjuiciada.  En  efecto: 
Consiste  el  fundamento  del  abandono  de 
niños  en  la  acción  ejecutada  dejándolos 
completamente  desamparados  cuando  se 
encuentran  en  imposibilidad  de  valerse  a 
sí  mismos  o  atender  a  sus  propias  necesi- 
dades, sin  esperanza  de  apoyo  y  protección 
inmediata  de  ninguna  persona;  o  en  cir- 
cunstancias tan  apremiantes  y  difíciles 
que  a  consecuencia  de  ellas  sobrevenga  la 
muerte  o  se  ponga  en  peligro  su  vida. 

La  muerte  del  niño  Miguel  Angel  no  pue- 
de ser  tenida  como  consecuencia  inmedia- 
ta del  llamado  abandono  en  que  la  madre 
lo  dejara;  pues  si  bien  es  cierto  que  la  ac- 
ción de  la  misma  es  bochornosa  y  vitupe- 
rable en  el  orden  moral,  no  cae  en  el  cír- 
culo de  la  ley  penal,  pues  tanto  con  la 
propia  declaración  del  abuelo  de  los  niños, 
Crescencio  López,  y  de  los  familiares  José 
Linq  Pérez  y  su  mujer  Eusebia  Hernánedz 
se  encuentra  plenamente  establecido  que 
antes  de  irse  Herminia  Sánchez  de  la  casa 
donde  vivía  con  sus  hijos,  dejó  a  éstos  al 
cuidado  de  Pérez  y  la  Hernández,  quienes 
se  comprometieron  a  prestarle  ese  servi- 
cio, mientras  la  madre  regresaba  de  la 
Capital;  y  si  bien  es  cierto  que  la  ausencia 
de  ésta  se  prolongó  más  tiempo  del  que 
había  señalado,  también  lo  es  que  los  en- 
cargados de  los  niños  y  el  propio  abuelo 
que  tuvo  conocimiento  de  su  situación, 
estaban  obligados  a  no  interrumpir  sus 
obligaciones  en  cuanto  a  ellos;  y  si  sus  po- 
sibilidades económicas  no  les  eran  sufi- 
cientes, bien  pudieron,  como  lo  hicieron  a 
última  hora,  acudir  a  otros  medios  o  pre- 
sentarse a  la  autoridad  para  que  dictara 
en  favor  de  aquellos  niños  las  medidas  de 
protección  que  creyera  pertinentes. 

En  consecuencia  de  lo  expuesto,  se  de- 
duce que  hay  motivo  para  estimar  que  la 
ejecutoria  que  se  examina  es  contra  la  ley 
en  cuya  infracción  se  funda  el  recurso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  676  inciso'  lo.,  684,  686 
687  del  Código  de  Procedimientos  Penales; 
81,  232  y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  declara:  lo.  que  ha  lugar  al  re- 
curso interpuesto;  2o.  CASA  Y  ANULA  la 
ejecutoria  de  que  se  ha  hecho  mírito;  3o. 
absuelve  a  Herminia  Sánchez  del  carjo  que 
se  le  formuló,  porque  los  hechos  que  mo- 
tivaron su  encausamiento  no  son  consti- 
tutivos de  delito;  y  4o.  manda  comunicar, 
por  telégrafo  al  Juez  de  la  causa,  la  parte 
resolutiva  de  este  fallo,  a  efecto  de  que  la 
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procesada  sea  puesta  en  libertad.  Notifí- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solls.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
Gacía  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Martín  Vásquez  Guzmán, 
■por  el  delito  de  asesinato. 

DOCTRINA:  Cuando  los  hechos  no  están 
probados,  procede  entrar  al  examen  del 
recurso  de  casación  y  asi  resolver  sobre 
la  culpabilidad  e  inocencia  del  reo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  4a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  tres  de  junio  del  año  en 
curso,  en  la  causa  instruida  contra  Mar- 
tín Vásquez  Guzmán  por  el  delito  de  ase- 
sinato en  la  persona  de  Fabiana  Pérez,  la 
cual  desaprueba  la  absolutoria  de  la  ins- 
tancia que  dictó  el  Juez  lo.  de  la.  Instan- 
cia de  Quezaltenango,  y  resolviendo  decla- 
ra: lo.  que  Marín  Vásquez  es  reo  del  deli- 
to de  homicidio,  por  lo  que  le  impone  la 
pena  de  diez  años  de  prisión  correccional 
inconmutables,  aumentados  en  una  ter- 
cera parte  por  concurrir  en  su  contra  las 
circunstancias  agravantes  de  abuso  de  su- 
perioridad y  ser  mujer  la  ofendida,  pena 
que  con  abono  de  la  prisión  sufrida  extin- 
guirá en  la  Penitenciaría  Central;  2o.  le 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  condena; 
y  3o.  lo  deja  afecto  a  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito,  y  lo  obliga 
a  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa. 

RESULTA : 

El  catorce  de  septiembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  a  las  nueve  horas  se  presentó 
al  Juzgado  de  Paz  de  San  Martín  Sacate- 
péquez,  el  individuo  Juan  Orozco  Guzmán, 
dando  parte  de  que  ese  mismo  día1  como  a 
las  ocho  y  media  horas,  por  medio  de  un 
miudito  que  es  su  sirviente,  y  que  se  llama 
Miguel  Pérez,  tuvo  noticias  que  su  sobri- 


na política  Fabiana  Pérez,  se  hallaba 
muerta  dentro  de  una  milpa  que  tiene  en 
el  cantón  "Tajcóm"  del  Municipio  de  San 
Martín,  que  dista  de  la  población  como 
tres  kilómetros.  Al  ratificar  el  parte  agre- 
gó: que  el  domingo  trece  de  septiembre 
como  a  las  nueve  horas,  su  sobrina  ya 
nombrada  se  fué  a  traer  unas  hojas  de  mil- 
pa, dejándole  dicho  a  su  esposa  Fabiana 
Ramírez  que  regresaría  hasta  el  día  si- 
guiente, pués  se  quedaría  a  dormir  en  ca- 
sa de  sus  tíos  Juan  Ramírez  y  Juana  Guz- 
mán, que  viven  en  el  citado  cantón;  que 
él  se  quedó  pintando  su  casa  con  Manuel 
García  y  hasta  el  dia  siguiente  se  ente- 
ró por  el  mudito  que  había  sido  asesinada 
su  sobrina;  que  también  el  sirviente  Pe- 
dro Pérez  se  enteró  de  lo  sucedido,  pues 
se  fué  en  unión  de  Miguel  Pérez;  que  igno- 
raba quien  fué  el  autor  del  hecho  y  que  la 
menor  tendría  trece  años  poco  más  o  me- 
nos y  terminó  por  último,  diciendo  que  se 
constituía  acusador  del  que  recultara  cul- 
pable. La  señora  Juana  Guzmán,  decla- 
ró: que  el  domingo  trece  de  septiembre 
estuvo  sola  porque  su  marido  Juan  Ramí- 
rez se  fué  a  la  costa  el  día  anterior  a  com- 
prar un  poco;  de  maíz,  que  su  sobrina  Fa- 
biana Pérez  no  llegó  el  domingo,  sabien- 
do hasta  el  día  siguiente  la  desgracia  que 
le  había  ocurrido.  La  señora  Fabiana  Ra- 
mírez, esposa  del  denunciante,  corroboró 
lo  afirmado  por  éste,  diciendo  entre  otras 
cosas  que  su  sobrina  Fabiana,  hacía  como 
ocho  años  que  vivía  con  ellos,  desde  que 
se  quedó  huérfana  de  su  madre,  hermana 
de  la  dicente,  llamada  Micaela  Ramírez,  y 
que  se  constituía  acusadora.  El  sirviente 
de  don  Juan  Orozco,  Pedro  Pérez,  declaró: 
que  todo  lo  dicho  por  su  patrón,  era  cierto 
y  que  el  día  catorce  de  septiembre  cuando 
fué  con  el  mudito  Miguel  Pérez  al  lugar 
denominado  Tajcóm,  encontraron  asesi- 
nada a  la  menor  Fabiana  Pérez,  que  el 
mudito  fué  el  primero  en  verla  y  lo  llamó 
por  medio  de  señas,  que  el  cadáver  estaba 
cubierto  de  sangre,  por  lo  que  dieron  aviso 
a  su  patrón.  Al  interrogarse  al  mudito 
Miguel  Pérez  por  medio  de  intérprete,  se 
expresó  en  los  mismos  términos  que  el 
anterior.  Indagado  Martín  Vásquez  Guz- 
mán, dueño  de  la  milpa  próxima  en  donde 
se  encontró  el  cadáver  de  la  menor  asesi- 
nada, dijo:  que  ciertamente  él  sembró  pa- 
pa el  sábado  doce  de  septiembre,  en  una 
extensión  de  un  cuarto  de  cuerda,  y  que  el 
domingo  trece  del  mes  de  septiembre,  se 
encontraba  en  San  Martín  escardando  tri- 
go; que  el  catorce  estuvo  en  el  lugar  lla- 
mado Santa  Inés  y  por  esa   razón  no  se 
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presentó  al  llamada  que  se  le  hizo,  que  se 
acompañó  de  José  N.,  y  que  estuvo  ha- 
ciendo un  rancho;  que  el  viernes  once  de 
septiembre  vió  a  la  menor  Fabiana  Pérez 
entre  la  milpa  de  Juan  Orozco  en  el  lugar 
Tajcóm,  la  cual  estaba  cantando,  pero  que 
el  domingo  trece  como  él  ya  no  fué  a  su 
milpa,  no  la  vió;  que  supo  que  la  menor 
fué  ultimada  a  machetazos,  pero  que  igno- 
raba quien  fuera  el  autor;  que  el  mache- 
te que  se  le  ponía  a  la  vista  era  de  su  pro- 
piedad, negando  que  estuviera  manchado 
de  sangre.  Indagado  Antonio  Pérez  expu- 
so: que  el  día  catorce  le  septiembre,  estaba 
pastoreando  sus  ovejas,  siendo  como  las 
once  horas  del  día,  como  a  doscientos  me- 
tros de  distancia  de  las  milpas  que  tienen 
Juan  Orozco  y  Martín  Vázquez;  en  el  can- 
tón Tajcóm;  que  lo  llamaron  para  condu- 
cir un  cadáver,  y  que  al  llegar  a  San  Mar- 
tín lo  arrestaron;  que  el  trece  no  llegó  al 
lugar  que  se  le  pregunta  y  que  ignoraba 
quien  dió  muerte  a  la  menor  Fabiana  Pé- 
rez. Se  amplió  el  dicho  del  denunciante 
Juan  Orozco  Guzmán  y  se  examinó  a  Ma- 
nuel E.  García,  quien  estuvo  de  acuerdo  con 
lo  dicho  por  Orozco  en  lo  relativo  a  que 
el  domingo  trece  de  septiembre  estuvieron 
pintando  la  casa  de  aquél. 

Examinado  Juan  Ramírez,  dijo  que  el 
sábado  doce  de  septiembre  se  fué  a  la  cos- 
ta a  traer  maíz,  y  cuando  regresó  se  ente- 
ró de  la  muerte  de  su  sobrina  Fabiana  Pé- 
rez; que  ésta  menor  acostumbraba  ir  a  la 
milpa  de  Juan  Orozco  a  traer  hojas,  y  que 
cuando  le  agarraba  la  noche,  se  auedaba 
a  dormir  en  su  casa.  El  testigo  José  N., 
dijo  que  ciertamente  el  lunes  catroce  ayu- 
dó a  Martín  Vásquez  a  componer  un  ran- 
cho en  el  lugar  llamado  Santa  Inés.  A 
folios  veintinueve,  treinta  y  treinta  y  uno 
corren  agregadas  la  partida  de  nacimiento 
y  de  defunción  de  la  occisa.  El  Juez  ins- 
tructor de  las  primeras  diligencias,  prac- 
ticó una  inspección  en  el  lugar  del  hecho 
y  en  ella  se  hizo  constar:  que  contiguo  a 
la  milpa  de  Juan  Orozco,  existe  un  terre- 
no sembrado  por  Martín  Vásquez,  y  que  a 
diez  metros  del  mojón  de  la  milpa  de  éste 
último,  se  encontró  el  cadáver  de  la  me- 
nor Pérez,  haciéndose  constar  las  lesiones 
oue  presentaba,  así  como  también  lo  fresco 
de  lai  tierra  removida,  lo  que  hacía  supo- 
ner que  el  domingo  trece,  Vásquez  sem- 
bró papa,  presumiéndose  por  esto  que 
fuera  el  autor  de  la  muerte  de  la  menor. 

Pasadas  las  primeras  diligencias  al  Juez 
lo.  de  la  Instancia  del  Departamento  de 
Quezaltenango,  este  Tribunal  decretó  la 
práctica  de  varias  diligencias  tendientes 


al  descubrimiento  del  crimen,  y  dictó  auto 
de  prisión  por  el  delito  de  asesinato  con- 
tra Martin  Vásquez  Guzmán  y  Antonio 
Pérez  Orozco.  Se  verificó  una  nueva  ins- 
pección ocular  sin  encontrar  vestigios  del 
crimen,  tanto  esta  diligencia  como  requi- 
sas efectuada  en  la  casa  de  Juan  Orozco, 
a  quien  se  le  amplió  su  dicho;  también  se 
examinó  a  la  señora  Olimpia  Castillo, 
quien  dijo  que  el  domingo  trece  vió  pasar 
a  la  menor  con  rumbo  a  la  milpa  de  Juan 
Orozco,  sin  que  pudiera  orientarse  con  la 
práctica  de  tales  diligencias  la  pesquisa 
seguida.  Se  ampliaron  las  declaraciones 
de  Fabiana  Ramírez,  Pedro  Pérez,  Juan 
Orozco  Guzmán  y  del  mudo  Miguel  Pérez, 
ratificando  todas  sus  deposiciones  ante- 
riores, y  el  último  agregó,  que  el  domingo 
por  la  tarde  vió  a  Martín  Vásquez  que  lle- 
vaba un  costal  de  papa,  siendo  ya  un  poco 
tarde,  pero  que  no  portaba  machete.  Al 
reo  Antonio  Pérez  se  le  dejó  en  libertad. 

Elevada  la  causa  a  plenario  se  tomó  al 
reo  Martín  Vásquez  zu  confesión  con  car- 
gos por  el  delito  de  asesinato,  con  el  cual 
no  se  conformó  y  pidió  que  se  le  nombrara 
defensor  de  oficio,  habiéndosele  tenido 
como  tal  previa  aceptación  y  discernido  el 
cargo,  al  Abogado  Ernesto  Polanco,  dán- 
dosele intervención  en  éste  al  represen- 
tante del  Ministerio  Público.  Abierta  la 
causa  a  prueba,  los  acusadores  Juan  Oros- 
co  y  Fabiana  Ramírez  formalizaron  su 
acusación.  Durante  el  término  probatorio 
a  pedimento  del  defensor  del  reo  fueron 
examinados:  Juan  Guzmán  Pérez,  Juan 
López  Vásquez  y  Diego  Ramírez,  de  con- 
formidad con  el  interrogatorio  de  folios 
noventa  y  cinco,  con  el  objeto  de  demos- 
trar que  el  domingo  trece  de  septiembre 
del  año  pasado,  vieron  al  inculpado  lim- 
piando trigo  en  un  terreno  de  su  propie- 
dad,; situado  en  el  paraje  denominado 
"Tibac  Tamán"  del  mismo  Municipio  de 
San  Martín  Sacatepéquez  distante  de  es- 
te pueblo  como  doscientas  varas. 

A  folios  sesenta  y  nueve  y  setenta,  corre 
agregado  el  informe  médico  de  la  autop- 
sia practicada  en  el  cadáver  de  Fabiana 
Pérez  Ramírez,  y  en  la  cual  consta,  que  el 
cadáver  presentaba  en  la  parte  derecha 
del  cuello  tres  heridas  producidas  con  ins- 
trumento cortante,  la  superior  inclinada 
ligeramente  de  arriba  abajo  y  de  atrás 
adelante,  se  extiende  desde  la  apófisis 
mastoidea,  que  se  halla  incompletamente 
lesionada  separa  el  lóbulo  de  la  oreja  y 
termina  en  el  borde  del  maxilar  inferior, 
con  una  extensión  de  seis  centímetros,  la 
segünda  a  un  centímetro  abajo  de  la  pri- 
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mera,  casi  horizontal,  se  extiende  de  la 
parte  inferior  derecha  del  occipital,  has- 
ta la  región  antero-lateral  del  cuello,  con 
lesión  del  hueso  indicado  y  completa  sec- 
ción de  las  partes  blandas  de  la  región, 
con  una  profundidad  de  dos  centímetros, 
su  parte  media.  La  tercera,  separada  de 
la  anterior  por  una  delgada  bandeleta  de 
piel,  que  es  profunda,  se  extiende  de  la  re- 
gión posterior  del  cuello,  donde  deja  al 
descubierto  la  cuarta  vértebra  cervical, 
secciona  los  grandes  vasos,  arterias  y  ve- 
nas, v  termina  sobre  el  lado  derecho  de 
la  laringe.  Se  manifiesta  en  el  mismo  in- 
forme que  no  podía  determinarse  cual  de 
las  lesiones  fué  la  primera,  pero  que  todas 
ellas  fueron  causadas  con  instrumento  con 
filo  y  pesado  (machete);  que  Fabián  a 
Pérez  falleció  a  consecuencia  de  las  heri- 
das cortantes  del  cuello,  las  cuales.'  produ- 
jeron una  profusa  hemorragia,  y  que  el 
examen  de  les  órgano?  genitales  externos, 
permitía  afirmar  el  normal  y  completo 
desarrollo  de  ellos,  estando  íntegra  la 
membrana  himen.  y  que  no  tenía  contusio- 
nes en  los  grandes  y  pequeños  labios,  y 
que  por  consiguiente  no  había  sido  desflo- 
rada. A  folio  ciento  quince  de  la  causa 
obra  el  informe  emitido  por  el  Doctor  J. 
Escandón  el  que  copiado  literalmente  di- 
ce: "Quezaltenango,  siete  de  diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis.  Señor 
Juez  Primero  de  Primera  Instancia.  Ciu- 
dad. Tengo  el  honor  de  rendir  a  Usted 
el  informe  relativo  al  examen  practicado 
en  las  manchas  de  un  machete  enviado 
por  el  Despacho  de  su  digno  cargo,  con  el 
objeto  de  determinar  sí  eran  o  nó  de  san- 
gre, en  la  forma  siguiente:  las  manchas 
se  hallan  en  la  proximidad  de  los  bordes 
y  cerca  de  la  punta,  v  están  cubiertas  de 
tierra.  Separadas  Dor  raspado  algunas 
porrones  y  hechas  las  soluciones  corres- 
pondiente, se  procedió  al  examen  citaló- 
gico  con  el  objeto  de  poder  determinar,  a 
ser  posible,  el  origen  de  la  sangre  (huma- 
na o  nó).  en  csl'o  de  comprobarse  su  exis- 
tencia. Más  esta  primera  parte  de  la  in- 
vestieación.  no  dió  caracteres  positivos. 
Se  procedió  entonces  a  la  investigación, 
química  por  medio  de  los  reactivos  de  Me- 
yer  a  la  fenoltaleina  v  el  de  reciña  de  gua- 
yaco, así  como  con  el  blood-test,  habiendo 
dado,  el  primero,  positivo  y  débilmente  po- 
sitivos los  otros  dos.  En  seguida  y  con  la 
técnica  acostumbrada,  se  consiguió  la 
formación  de  los  cristales  de  hemina  o 
cristales  de  Teichmann,  examen  micro- 
químico  que  se  considera  siempre  como 
positivo,  pues  son  muy  raras  las  sustancias 


que  pueden  inducir  a  error.  Por  tales  ra- 
zones creo  poder  concluir:  que  las  man- 
chas del  machete,  son  de  sangre;  que  el 
origen  de  ésta,  no  pudo  determinarse".  A 
folio  ciento  sesenta  y  seis  aparece  la  am- 
pliación de  este  informe,  en  el  sentido 
siguiente:  que  en  la  investigación  del  ori- 
gen de  las  manchas  que  presentaba  un 
machete,  no  le  fué  posible  practicar  exa- 
men citalógico,  por  lo  cual  no  pudo  deter- 
minar el  origen  o  procedencia  de  la  san- 
gre, pues  el  laboratorio  del  Hospital  no 
posee  los  sueros  precipitantes  para  esta 
clase  de  investigaciones,  sueros  cuya  pre- 
paración requiere  técnica  minuciosa  y  lar- 
go tiempo. 

El  acusador  Juan.  Orozco  Guzmán  y  Fa- 
biana  Ramírez  se  presentaron  tachando  la 
información  testimonial  propuestas  por  el 
reo,  por  ser  familiares  de  él,  y  que  por 
consiguiente  sus  declaraciones  no  eran  le- 
gales en  conformidad  con  el  artículo  580 
Procedimientos  Penales.  La  tacha  la  fun- 
dan en  que  Juan  Guzmán  Pérez  es  ex- 
suegro de  Martín  Vásquez  Guzmán,  pues 
la  primera  esposa  de  Martín  Vásquez  ya 
fallecida  era  hija  de  éste  individuo;  oue 
Juan  López  Vásquez  es  hijo  de  María  Vás- 
quez hermana  del  acusado,  y  Diego  Raml- 
Vásquez,  hijo,  de  Isabel  Vásquez,  también 
hermana  del  acusado,  y  para  probar  este 
hecho  pidieron  al  Juez  informe  del  Inten- 
dente Municipal  de  San  Martín  Sacatepé- 
ouez,  quien  manifestó  que  de  las  actas  del 
Registro  no  podía  deducirse  el  parentes- 
co que  manifestaban  los  acusadores,  acom- 
pañando para  tal  efecto  las  partidas  del 
Registro  Civil;  aue  en  la  población  de  San 
Martín  Sacatepéquez  no  se  pudo  averiguar 
si  Juan  Guzmán  es  ex-suegro  de  Martín 
Vásquez,  y  que  solo  por  el  dicho  de  Juan 
Guzmán  Pérez  se  sabe  que  Ana  Gusmán 
tuvo  relaciones  ilícitas  con  Martín  Vás- 
quez Guzmán,  con  quien  procreó  una  ni- 
ña, y  por  el  dicho  del  Síndico  Municipal, 
don  Francisco  Orozco,  se  sabe  que  Juan 
López  Vásquez  y  Diego  Ramírez  Vásquez 
son  sobrinos  de  Martín  Vásquez  Guzmán, 
por  ser  hijos  de  María  e  Isabel  Vásquez, 
hermanas  mayores  de  Martín. 

El  reperesentante  del  Ministerio  Públi- 
co al  evacuar  su  traslado,  el  cual  obra  a 
folios  ciento  veinticinco  y  ciento  veintiséis, 
pidió  la  condena  de  Martin  Vásquez  Guz- 
mán, por  existir  en  su  centra  una  serie  de 
presunciones  aue  el  mismo  enumera.  Juan 
Orozco  pidió  la  condena  de  Martín  Vás- 
quez Guzmán  al  evacuar  su  traslado,  igual 
petición  hizo  Fabiana  Ramírez.-  El  defen- 
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sor  del  reo  pidió  la  absolución  de  su  de- 
fendido, por  ser  inocente  del  cargo  que  se 
le  formuló. 

El  veinte  de  marzo  del  presente  año, 
para  mejor  fallar,  el  Juez  lo.  de  la.  Ins- 
tancia de  Quezaltenanago,  dictó  un  auto, 
mandando  practicar  varias  diligencias, 
siendo  el  resultado  el  siguiente:  María 
Orozco  al  ser  examinada  expuso:  que  el 
domingo  trece  ella  se  fué  detrás  de  su  her- 
mana Fabiana  Pérez,  a  traer  agua  a  un 
pozo,  y  que  ninguna  persona  las  acompa- 
ñó; que  su  hermana  fué  a  traer  hojas,  no 
sabiendo  quien  le  haya  dado  muerte,  pero 
que  su  papá  Juan  Orozco  ese  día  estaba 
pintando  la  casa  con  Manuel  Carcía;  en 
parecidos  términos  declaró  la  menor  Jo- 
sefa Orozco,  María  Ramírez  dijo:  que  el 
domingo  trece  de  septiembre  cuando  re- 
gresó por  la  tarde  de  San  Juen  Ostun- 
fcalco,  encontró  por  el  camino  que  viene 
del  cantón  "Tajcóm",  al  individuo  Mar- 
tin Guzmán,  auien  traía!  un  tercio  de  leña 
y  no  se  fijó  si  portaba  machete.  Francis- 
co Orozco  Síndico  Municipal  de  San  Mar- 
tín Sacatepéquez,  expuso:  que  del  hecho 
investigado  le  constaba  solamente  que 
Juan  Orozco  Guzmán  llegó  a  dar  parte  al 
Juzgado  de  su  pueblo  el  día  catorce  de 
septiembre  del  año  próximo  pasado,  que 
habían  dado  muerte  a  Fabiana  Pérez;  que 
en  vista  del  parte  dado  por  Orozco  fué  el 
declarante  y  el  Secretario  Municipal  y 
dos  mayores  a  ver  a  la  muerta,  y  el  lugar 
en  donde  la  habían  ultimado,  que  se  le- 
vantó el  acta,  haciéndose  constar  que  en 
el  lugar  en  donde  estaba  el  cadáver  de 
Fabiana  Pérez  no  habían  huellas,  que  la 
tierra  estaba  dura  y  no  habían  señales  de 
piés  o  de  alguna  otra  cosa;  que  más  arri- 
ba como  a  una  distancia  de  diez  u  ocho 
cuerdas  de  un  rastrojo  de  papal  habían 
huellas  de  piés  de  gente  descalza,  y  des- 
pués de  otras  cosas  manifestó  lo  siguien- 
te: que  el  terreno  de  Matín  Vásquez  Guz- 
mán estaba  sembrado  de  papa,  siembra 
como  de  un  día;  que  el  sábado  doce  de 
septiembre  para  amanecer  trece  llovió 
fuerte,  y  que  el  domngo  en  la  noche  para 
amanecer  lunes  no  llovió,  y  que  Martín 
Guzmán!  estaba  temblando  cuando  lo  cap- 
turaron, asustado  y  pálido,  y  que  cuando 
le  preguntaron  en  donde  había  estado  el 
domingo  trece  de  septiembre,  dijo  que  en 
su  casa,  que  el  día  sábado  había  ido  a  ver 
su  trigo  y  el  viernes  había  ido  a  sembrar 
papa  a  Tajcóm.  Martín  Orozco  Lope:?, 
ratificó  la  declaración  que  obra  en  la  cer- 
tificación de  folios  ochenta  y  uno  vuelto, 
y  en  la  cual  expuso:  que  el  domingo  trece 


de  septiembre  del  año  pasado,  el  decla- 
rante fué  a  ver  un  terreno  que  siembra  en 
el  cantón  Tajcóm,  y  andaba  por  ese  terre- 
no en  una  loma  cuando  vió  que  en  el  te- 
rreno situado  en  la  parte  de  abajo  se  en- 
contraba Fabiana  Ramírez;  que  pocos 
momentos  después  vió  llegar  a  Matín  Vás- 
quez  al  mismo  terreno  y  sin  saber  el  mo- 
tivo, vió  que  Vásquez  sacó  el  machete  y  le 
pegó  con  el  a  la  Ramírez,  no  viendo  en 
qué  parte  del  cuerpo  le  pegó  por  estar  a 
regular  distancia,  pero  que  sí  reconoció 
efectivamente  a  Vásquez,  y  que  al  ver  ésto 
el  dicente  se  fué  para  su  casa,  a  donde 
llegó  como  a  las  once  y  media  o  doce  del 
día,  y  no  dió  parte  a  la  autoridad  por  mie- 
do, pero  que  por  su  juramento,  el  que  ma- 
tó a  la  muchacha  fué  Martín  Vásquez, 
y  que  en  cualquier  momento  podía  ir  a  se- 
ñalar el  lugar  en  donde  Martín  Vásquez 
mató  a  la  Ramírez,  y  que  también  seña- 
laría el  lugar  desde  donde  vió  el  hecho. 
Esta  diligencia  de  ratificación  se  efectuó 
por  medio  de  despacho  librado  al  Juez  me- 
nor de  San  Martin  Sacatepéquez,  lo  mis- 
mo que  una  inspección  ocular  con  el  fin  de 
constatar  si  era  cierto  que  desde  el 
punto  donde  indica  el  mencionado 
testigo,  puede  verse  lo  que  él  asegu- 
ra haber  visto;  el  Juez  comisionado  al 
efecto  se  colocó  en  el  lugar  que  le  señaló 
el  testigo  y  llegó  a  la  conclusión  que  si  es 
muy  posible  ver  desde  allí  lo  que  afirma  el 
testigo  Orozco.  A  folios  ciento  cincuenta 
y  uno  obra  un  informe  del  Intendente 
Municipal  de  San  Martín  Sacatepéqupz, 
sobre  ciertos  datos  que  le  pidió  el  Juez  lo. 
de  la.  Instancia  de  Quezaltenango,  y  entre 
ellos,  que  sü  es  efectivo  que  Martín  Orozco 
tuvo  sementeras  el  año  pasado  en  el  can- 
tón Tajcóm,  según  inspección  ocular  que 
se  hizo  en  el  referido ,  lugar. 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  lo.  de  la. 
Instancia  de  Quezaltenango,  dió  fin  al  pro- 
ceso absolviendo  a  Martín  Vásquez  Guz- 
mán de  la  Instancia  por  fa'ta  de  prueba. 

Al  recibirse  en  consulta  del  fallo  pro- 
ferido por  el  Juez,  la  Sala  4a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  para  mejor  resolver,  man- 
dó que  dentro  del  término  de  ley,  se  practi- 
caran las  diligencias  siguientes:  examinar 
a  los  testigos  Juan  Guzmán  Pérez,  Juan 
López  Vásquez  y  Diego  Ramírez,  a  quienes 
se  les  dirigirán  las  preguntas  que  sean 
necesarias;  pedir  informe  al  Intendente 
Municipal  de  San  Martín  Sacatepéquez, 
para  que  indirrue  a  qué  distancia  existe  el 
terreno  en  donde  el  reo  Martín  Vásquez 
sembró  trigo  en  el  lugar  denominado  Ti- 
bac  Tamán,  al  sitio  en  donde  se  cometió  el 
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crimen  y  fué  encontrado  el  cadáver  de  la 
menor  Fabiana  Pérez,  y  que  se  indagara 
al  procesado  nuevamente,  a  fin  de  excla- 
recer ciertos  puntos  que  aparecían  con- 
tradictorios. 

El  Intendente  Municipal  de  San  Martín 
informó  que  se  constituyó  en  el  lugar  de- 
nominado Tibac  Tamán,  que  queda  al 
Oriente  de  dicha  población,  terreno  donde 
se  dice  que  Martin  Vásquez  sembró  trigo 
el  año  pasado  con  el  fin  de  calcular  la 
distancia  que  existe  del  lugar  mencionado, 
al  sitio  en  donde  se  cometió  el  crimen,  ha- 
biendo una  distancia  de  cuatro  Kilóme- 
tros. 

El  testigo  Juan  Gumán  Pérez  examina- 
do por  medio  de  intérprete  y  en  cumpli- 
miento del  auto  para  mejor  fallar  profe- 
rido por  la  Sala,  expuso:  que  ratificaba 
sus  declaraciones  anteriores  v  que  obran 
a  folios  noventa  y  se's  vuelto  y  ciento 
cuatro  frente,  con  la  única  enmienda  que 
no  tiene  treinta  y  siete  años,  sino  cuaren- 
ta y  nueve,  y  que  el  número  de  su  cédula 
de  vecindad  era  distinto  por  haber  perdi- 
do la  anterior,  y  en  virtud  de  preguntas, 
dijo  que  el  trece  de  septiembre  del  año 
próximo  pasado  por  la  mañana,  fué  a  ver 
una  milpa  que  tiene  en  el  paraje  denomi- 
nado Tibac  Tamán,  y  a  su  regreso  como  a 
las  diez  y  treinta,  vió  a  Martín  Vásquez 
que  sembraba  trigo  en  un  terreno  de  su 
propiedad,  solo  y  que  no>  sabía  a  que  hora 
se  hava  retirado,  teniendo  muy  presente 
esta  fecha,  por  precaución  para  el  caso 
que  se  le  citara  y  ser  examinado  como  tes- 
tigo: se  le  preguntaron  otras  fechas,  entre 
ellas  que  cuando  había  caído  viernes  de  la 
Semana  Mayor,  y  repuso  que  como  era  ig- 
norante no  podía  indicarla.  Juan  López 
Vásquez  al  ratificar  su  primera  declara- 
ción, manifestó  que  tenía  presenté  el  tre- 
ce de  septiembre  del  año  pasado,  porque 
cada  mes  tienen  señaladas  para  ejecutar 
cierta  clase  de  trabajos,  afirmando  que 
había  visto  al  procesado  sembrando  trigo 
en  el  paraje  Tibac  Tamán.  En  parecidos 
términos  declaró  Diego  Ramírez.  Indaga- 
do nuevamente  Martín  Vásquez  Guzmán, 
le  fué  leída  la  declarción  indagatoria  que 
presfó  ante  el  Juez  de  Paz  de  San  Martín 
Sacatepéquez,  la  cual  ratificó,  y  en  virtud 
de  preguntas  expuso;  que  hasta  el  mar- 
tes quince  de  septiembre  del  año  próximo 
pasado,  se  presentó  al  Juzgado  menor  de 
San  Martín,  en  virtud  de  aue  se  le  citó  ese 
mismo  día,  pues  en  la  mañana  salió  para 
el  campo;  que  en  Tajcóm  estuvo  sembran- 
do papa  el  viernes  y  sábado,  once  y  doce 
de  septiembre  respectivamente  del  año  re- 
tropróximo; que  durante  dichos  días  no 


vió  por  aquellos  lugares  a  Fabiana  Pérez, 
ni  notó  que  esta  le  hubiera  originado  al- 
gún perjuicio  en  sus  sementeras;  que  la 
distancia  que  hay  del  lugar  llamado  Ti- 
bac Tamán  a  Tajcóm  del  Municipio  de 
San  Martín,  es  como  media  legua  y  que 
el  machete  que  le  recogió  la  autoridad  no 
lo  sacó  de  su  casa,  desde  el  jueves  y  que 
lo  usaba  para  partir  dulce,  ayotes  y  algu- 
nas veces  para  cortar  zacate,  y  que  las 
manchas  que  se  dice  presentaba  no  eran 
de  sangre  sino  de  óxido,  y  que  ignoraba 
quién  hubiera  sido  el  autor  de  la  muer- 
te de  Fabiana  Pérez,  jurando  ser  inocente. 

La  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
tuvo  como  base  para  desaprobar  la  sen- 
tencia consultada,  las  presunciones  enu- 
meradas en  el  siguiente  considerando: 
"que  al  constituirse  la  autoridad  de  San 
Martín  Sacatepéquez  en  el  lugar  donde  es- 
taba botado  el  cadáver  de  la  menor  Pérez, 
notó  desde  el  primer  momento,  que  el  te- 
rreno perteneciente  al  procesado  Martín 
Vásquez  Quedaba  poco  más  o  menos  a  diez 
varas  distante,  y  que.  la  tierra  habla  sido 
removida  con  siemtora  de  papa,  calculan- 
do por  lo  fresco  de  la  misma,  que  la  siem- 
bra se  efectuó  el  día  anterior,  esto  es,  el 
trece  de  septiembre  o  sea  el  día  en  que  se 
supone  se  perpetró  el  crimen  dado  el  es- 
tado en  que  se  encontraba  la  citada  me- 
nor. Este  dato  sirvió  precisamente  para 
enderezar  el  procedimiento  contra  Vás- 
auez.  y  la  pesquisa  posterior  puso  en  evi- 
dencia, que  él  era  el  autor  de  la  muerte 
violenta  de  la  Pérez.  Este  Tribunal  para 
llegar  a  tal  conclusión,  se  ha  basado  en 
presunciones  aue  estima  sumamente  gra- 
ves, parte  de  la  concordancia  y  debida  re- 
lación que  tienen  entre  sí  y  con  el  hecho 
que  se  trata  de  esclarecer.  Siguiendo  un 
orden  cronológico  en  la  adquisición  de  las 
pruebas,  se  procederá  a  detallar  las  pre- 
sunciones en  la  siguiente  forma:  a)  tan- 
to el  señor  Juan  Orozco,  como  su  mujer 
Fabiana  Ramírez  y  los  empleados  de  la 
misma  casa,  aseguran  que  la  inocente  víc- 
tima salió  el  domingo  trece  ñor  la  maña- 
na, rumbo  a  la  milpa  del  primero  situada 
en  el  paraje  denominado  "Tajcóm',  con  el 
propósito  de  cortar  hojas  de  maíz,  y  que 
hasta  el  día  siguiente  por  la  mañana,  el 
mudito  Miguel'  Pérez  y  el  otro  mozo  Pedro 
Pérez,  quienes  fueron  a  cuidar  la  misma 
milpa,  se  hallaron  con  el  cadáver  de  la 
Pérez,  notando  que  había  sido  degollada; 
b)  al  constituirse  el  Juez  inspector  para 
practicar  la  inspección  ocular  del  caso,  al 
reconocer  y  examinar  el  cadáver,  pudo 
apreciar  por  el  estado  del  mismo,  que  el 
crimen  se  había  consumado  el  día  anterior 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


351 


seguramente  cuando  la  Pérez  llegó  a  la 
milpa  a  cortar  las  hojas,  ya  que  en  el  pro- 
pio lugar  fué  ultimada;  c)  el  reconoci- 
miento: efectuado  en  dicha  inspección,  dió 
por  resultado  que  se  notara  la  fresca  re- 
moción de  la  tierra  en  el  predio  pertene- 
ciente a  Martín  Vásquez  con  motivo  de 
haber  sembrado  papas,  calculándose  que 
la  siembra  se  verificó  un  día  antes,  es  de- 
cir, el  domingo  trece  de  Septiembre;  todos 
los  presentes  en  dicha  inspección  vieron 
con  sus  propios  ojos  lo  fresco  de  la  tierra 
removida,  y  es  de  hacer  notar,  que  como 
se  hizo  constar  en  autos,  llovió  copiosa- 
mente en  la  noche  del  sábado  doce,  pero 
no  el  domingo,  lo  que  confirma  la  creen- 
cia de  que  la  siembra  se  efectuó  el  último 
día,  pues  de  haber  sido  el  sábado  como  lo 
asegura  el  reo  era  casi  seguro  que  la  tie- 
rra se  hubiese  asentado  con  el  agua  y  hu- 
biese sido  mucho  más  difícil  notar  su  re- 
moción; d)  al  registrase  la  casa  del  in- 
criminado, se  halló  un  mahete,  el  que  re- 
conoció éste  como  de  su  propiedad,  asegu- 
rando en  su  primera  indagatoria,  que  no 
estaba  manchado  de  sangre;  sinembargo, 
el  examen  que  de  las  manchas  del  mismo 
hizo  el  Médico  Forense  Doctor  Jesús  Es- 
candón,  dió  un  resultado  afirmativo,  pues 
comó  puede  verse  en  el  informe  obrante  a 
folio  ciento  quince  del  proceso,  el  examen 
micro-químico  reveló  la  presencia  de  san- 
gre; e)  el  procesado  no  se  presentó  al  pri- 
mer llamado  que  se  le  hizo,  disculpándose 
en  que  había  estado  el  día  catorce  traba- 
jando en  la  construcción  de  un  rancho  en 
un  lugar  llamado  "Santa  Inés",  pero  con- 
tra tal  disculpa,  se  encuentra  la  afirma- 
ción que  hace  el  Síndico  de  la  Municipa- 
lidad de  San  Martín,  señor  Francisco 
Orozco,  al  asegurar,  que  Martin  Vásquez 
estaba  temblando  cuando  lo  capturaron, 
sumamente  pálido  y  asustado,  exponién- 
doles al  interrogarlo  sobre  el  sitio  donde 
había  estado  el  domingo  trece,  que  en  su 
casa  sin  salir  para  nada;  f )  la  concubina 
del  reo,  Micaela  Pérez,  manifestó  en  su 
primera  declaración,  que  el  domingo  tre- 
ce aquel  salió  a  las  seis  de  la  mañana  y 
regresó  a  las  once,  sin  llevar  instrumentos 
de  labranza,  y  que  al  regresar  se  bañó  en 
un  "temascal";  esta  mujer  después  varía 
su  dicho,  afirmando  que  Vásquez  ese  día 
se  fué  al  lugar  "Tibaj-tunam"  a  limpiar 
trigo;  pero  contra  lo  aseverado  por  dicha 
mujer,  están  las  declaraciones  del  mudo 
Miguel  Pérez  y  de  María  Ramírez,  quienes 
vieron  al  reo  ese  másmo  día  por  la  tarde, 
viniendo  del  lugar  donde  tiene  su  milpa  y 


lá  siembra  de  papas  llamado  "Tajcóm";  g) 
el  procesado  en  su  indagatoria  dijo,  que 
el  lomingo  trece  fué  a  escardar  trigo  al 
sitio  "Tibaj-tunam"  y  que  no  llegó  para 
nada  a  "Tajcom",  proponiendo  con  el  fin 
de  acreditar  tal  extrémo,  la  información 
de  trea  testigos;  pero  apesar  de  todo  esto, 
se  ve  en  primer  lugar  la  fresca  remoción 
de  la  tierra  que  se  encarga  de  desmentirlo, 
y  las  dos  declaraciones  de  las  personas  ci- 
tadas que  lo  vieron  que  venía  del  último 
lugar  conduciendo  un  bulto.  Pero  aún 
dando  por  sentado  que  en  realidad  hubiese 
estado  escardando  trigo,  no  se  aleja  la  po- 
sibilidad de  su  presencia  en  ambos  lugares, 
ya  que  la  distancia  de  cuatro  kilómetros 
que  los  separa,  no  es  tan  larga,  y  por  ello, 
fácil  de  caminarla  en  media  hora  poco 
más  o  míenos;  y  h)  que  el  propio  reo  con- 
fiesa haber  visto  a  la  menor  dentro  de  la 
milpa  de  Juan  Orozco  el  día  viernes  once 
de  Septiembre,  la  cual  estaba  cortando 
hojas,  lo  que  pone  en  evidencia,  que  sí  sa- 
bia que  ésta  tenía  por  costumbre  llegar  al 
relacionado  lugar.  Si  a  las  presunciones 
descritas  se  suma  el  valor  probatorio  que 
rinde  la  declaración  del  testigo  Martín 
Orozco  López,  quien  vió  el  día  de  autos, 
cuando  Martín  Vásquez  ultimó  con  ma- 
chete a  la  menor,  la  cual  se  encontraba 
dentro  de  la  milpa  de  Juan  Orozco,  no  ca- 
be dudar  ni  por  un  momento,  que  él  es  y 
no  otro,  el  único  responsable  de  este  cri- 
men. Además  el  Juez  menor  de  San  Mar- 
tín Sacatepéquez  practicó  una  inspección 
ocular  con  el  fin  de  establecer  si  era  cier- 
to que  desde  el  sitio  donde  estaba  coloca- 
do el  testigo  ocular  Martín  Orozco  se  po- 
dría ver  perfectamente  el  lugar  donde  se 
consumó  el  delito,  acreditando  que  era 
efectiva  la  declaración  de  éste." 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia,  el 
reo  con  auxilio  del  Abogado  Ernesto  Po- 
lanco,  introdujo  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley,  por  estimar  que  los  he- 
chos que  sirvieron  de  base  a  las  presun- 
ciones enumeradas  por  la  Sala,  no  están 
probados,  y  por  consiguiente  se  violaron 
las  disposiciones  legales  contenidas  en  los 
artículos:  568,  573,  575,  577,  581  inciso  4o., 
580  incisos  lo.  y  2o.,  587,  589,  597,  595,  596 
y  601  Procedimientos  Penales;  300  Código 
Penal  (Decreto  2164). 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalada  la 
audiencia  del  día  viernes  treinta  de  julio 
próximo  pasado,  y  habiendo  tenido  lugar 
ésta,  es  el  caso  de  resolver. 
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CONSIDERANDO: 

Que  la  prueba  de  presunciones  sólo  es 
impugnable  en  casación  cuando  entre  el 
hecho  demostrado  y  el  que  se  trata  de  de- 
ducir no  existe  el  enlace  que  la  ley  requie- 
re, es  decir,  preciso  y  directo,  según  las 
reglas  indeterminadas  del  criterio  huma- 
no, meramente  subjetivas,  o  cuando  se  dá 
a  los  hechos  significación  de  la  que  real- 
mente carecen. 

Para  evitar  en  lo  posible  errores,  hay 
que  atender  a  lo  que  el  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  exige  para  proferir  una 
sentencia  condenatoria  con  base  en  la 
prueba  indirecta,  el  cual  exige  en  primer 
lugar,  un  hecho  determinado  y  plenamen- 
te comprobado,  debiendo  tener  además 
las  presunciones  los  requisitos  esenciales 
de  gravedad,  precisión  y  concordancia,  con 
el  objeto  de  que  al  relacionarse  entre  sí, 
conduzcan  sin  esfuerzo  alguno  al  fin  bus- 
cado. 

Las  presunciones  que  sirvieron  al  Tri- 
bunal sentenciador  y  que  se  enumeran  con 
las  letras:  a-b-c-d-e-f-g-  y  h,  además  de 
no  partir  de  un  hecho  cierto  y  comprobado, 
no  tienen  el  enlace  que  la  ley  requiere  pa- 
ra llegar  a  la  conclusión  indefectible  de 
que  Martin  Vásquez  es  el  autor  del  delito 
de  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
la  menor  Fabiana  Pérez;  En  efecto,  to- 
mando una  de  las  presunciones  más  gra- 
ves y  ,que  aparece  marcada  con  la  letra  d 
y  que  se  refiere  al  hallazgo  en  la  casai  del 
inculpado  de  un  machete  al  parecer  man- 
chado de  sangre,  circunstancia  ésta  últi- 
ma que  dada  la  forma  como  se  dió  muer- 
te a  la  menor,  induciría  a  creer  de  que 
Vásquez  fuera  el  autor  de  tal  heho  puni- 
ble, pero  aparece  demostrado  con  el  dic- 
támen  médico  legal,  que  las  manchas  no  Se 
sabía  de  que  eran,  mucho  menos  que  fue- 
ran de  sangre  humana.  Las  demás  pre- 
sunciones, no  pueden  constituir  prueba, 
teda  vez  de  que  como  ya  se  dijo  la  infe- 
rencia de  culpabilidad,  debe  de  partir  de 
hechos  ciertos,  y  sacada  de  circunstancias 
que  denoten  una  relación  material  y  di- 
recta entre  el  hecho  criminal  y  el  agente. 
En  consecuencia,  no  puede  creerse  en  he- 
chos cuya  existencia  no  está  probada  en 
la  causa,  mucho  menos  hacer  surgir  de 
ellos  la  convicción  que  debe  tener  el  Juez 
del  hecho  punible  y  la  culpabilidad  del 
sindicado,  y  al  declarar  lo  contrario  el 
Tribunal  sentenciador,  violó  los  preceptos 
legales  contenidos  en  los  artículos  587,  539 
595,  596  y  597  Procedimientos  Penales',  por 
lo  que  la  casación  es  procedetne. 


CONSIDERANDO: 

Que  no  obstante  lo  dicho  en  el  conside- 
rando anterior,  dada  la  declaración  del 
testigo  Martín  Orozco,  quien  asegura  ha- 
ber visto,  cuando  Martín  Vásquez  Guzmán 
dió  muerte  a  Fabiana  Pérez  Ramírez,  la 
gravedad  del  delito  y  que  la  pena  que  co- 
rresponde al  hecho  punible,  excede  de  tres 
años  de  prisión  correccional,  así  como  tam- 
bién la  esperanza  de  que  puedai  mejorarse 
la  prueba  hasta  hoy  rendida,  la  absolu- 
ción del  enjuiciado  debe  limitarse  a  la  ins- 
tancia. Artículo  730  Procedimientos  Pe- 
nales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  artículos 
687,  735,  y  732  Procedimientos  Penales, 
CASA  Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y 
resolviendo  sobre  lo  principal  declara:  que 
por  no  ser  ciertos  y  no'  estar  debidamente 
probados  los  hechos  que  sirvieron  de  base 
a  la  sentencia  condenatoria,  absuelve  a 
Martín  Vázquez  de  la  Instancia.  Notifí- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  José  Montenegro  Reyno- 
so  y  Bernardo  García  Escobar,  por  el 
delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Al  Tribunal  sentenciador  in- 
cumbe apreciar  las  circunstancias  que 
en  cada  caso  concurran  para  admitir  la 
confesión  en  la  parte  que  favorezca  al 
reo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  los  antecedentes  que  la  ori- 
ginaron la  sentencia  que  más  adelante  se 
relatará  pronunciada  en  el  proceso  ins- 
truido .contra  José  Montenegro  Reynoso  y 
Bernardo  García  Escobar  por  el  delito  de 
homicidio  perpetrado  en  la  persona  de 
Carlos  Ramírez  Alvarez. 
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RESULTA: 

Que  a  las  diez  y  seis  horas  y  treinta  minu- 
tos del  nueve  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  Carlos  Rivera  Paz,  sargento 
de  guardia  del  Segundo  Cuerpo  de  la  Po- 
licía Nacional,  dio  parte  por  teléfono  al 
Juzgado  Segundo  de  Paz  que  en  el  Hospi- 
tal General  se  encontraba  un  hombre  gra- 
vemente herido.  Por  no  haber  podido  de- 
clarar el  ofendido  en  esos  momentos,  al 
día  siguiente  se  constituyó  de  nuevo  el 
Juez  menor  en  el  establecimiento  que  aca- 
ba de  mencionarse,  y  al  ser  interrogado 
Carlos  Ramírez  Alvarez  manifestó:  que  el 
jueves  nueve  de  Abril,  a  las  nueve  horas, 
poco  más  o  menos,  salió  de  su  casa,  "algo 
engomado"  y  en  la  calle  se  juntó  con  un 
sujeto,  y  se  dirigieron  a  la  cantina  situada 
en  la  segunda  calle  y  segunda  avenida,  y 
como  en  uno  de  sus  bolsillos  encontró  cin- 
cuenta centavos,  procuró  "quitarse  la  go- 
ma", pero  en  vez  de  conseguirlo  se  embria- 
gó más,  en  seguida  se  fueron  a  una  fonda 
que  se  encuentra  enfrente  a  la  anterior, 
allí  entraron  como  a  las  quince  horas,  en 
esa  cantina  estaba  José  Montenegro,  quien 
conversaba  con  otros  sujetos,  y  al  verlo 
comenzó  a  decirle:  Que  si  quería  pelear, 
que  él  era  muy  hombre  y  a  cualquiera  le 
pegaba";  que  el  dicente  "se  hizo  el  disi- 
mulado recostándose  en  el  mostrador"; 
pero  entonces  su  amigo  Montenegro,  a 
quien  conocía,  desde  su  infancia,  hacien- 
do ademán  de  sacarse  algo  del  bolsillo,  le 
acometió,  infiriéndole  una  lesión  en  el 
vientre. 

En  el  parte  dado  por  el  sargento  de  guar- 
dia al  Juez  2o.  de  Paz  se  consigna  que  Ra- 
mírez Alvarez  dijo  haber  sido  lesionado 
por  José  Montenegro  Reynoso,  en  la  es- 
quina de  la  segunda  avenida  y  tercera  ca- 
lle, con  un  puñal  y  por  "asuntos  de  mu- 
jeres". 

José  Montenegro  Reynoso  dando  res- 
puesta a  las  preguntas  que  le  fueron  diri- 
gidas por  el  Juez  2o.  de  Paz,  declaró  entre 
otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  estaba  dete- 
nido por  haber  herido  a  un  hombre;  que 
desde  su  niñez  conocía  a  Carlos  Ramírez 
Alvarez  con  quien  no  cultivaba  relaciones; 
y  que  el  interrogado  vive  maridablemente 
con  Enriqueta  Rosales;  y  Enriqueta  fué 
novia  de  Ramírez  Alvarez,  hacia  seis  años, 
poco  más  o  menos,  que  el  Jueves  Santo, 
como  a  las  catorce  horas,  salió  de  su  casa 
y  regresaba  de  buscar  una  bicicleta,  cuan- 
do al  pasar  por  la  segunda  calle  y  segunda 
Avenida  Norte,  Carlos  Ramírez  Alvarez, 
quien  estaba  acompañado  de  Bernardo 
Carcía  y  de  otros  desconocidos,  le  dirigió 


las  palabras  soeces  que  el  enjuiciado  con- 
signó en  su  indagatoria;  que  continuó  su 
camino  y  después  de  haber  llegado  al  fi- 
nal de  la  finca  "El  Sauce",  regresó,  dándo- 
se cuenta  de  que  en  la  cantina  "La  Chalu- 
pa", los  individuos  mencionados  estaban 
tomando  licor,  salió  García  y  le  dijo:  "ve- 
ni  acá  vos  José",  al  principio  le  respon- 
dió que  iba  preciso,  pero  García  insistió  y 
al  regresar,  éste  le  pidió  "un  trago"  para 
todos,  trató  de  excusarse  diciéndole  que 
no  tenía  dinero,  no  obstante  lo  cual,  Ber- 
nardo continuó  con  sus  necedades;  al  oir 
la  bulla  salió  Ramírez  Alvarez,  y  comenzó 
a  mofarse  de  la  concubina  del  dicente  y 
a  insultarla;  en  esos  momentos  Bernardo 
García  agarró  al  interrogado  sujetándolo 
contra  la  pared,  y  Ramírez  le  acometió 
con  "un  fierro",  logró  que  Garcia  le  sol- 
tara, dándole  un  fuerte  empujón,  pero  lue- 
go le  acometieron  ambos,  y  Bernardo  sa- 
có un  cortaplumas  que  el  dicente  logró 
quitarle,  pero  en  la  lucha  se  le  cayó  de  las 
manos,  y  seguramente  García  después  de 
recogerlo  hirió  a  Carlos;  y  en  la  confusión 
que  se  produjo,  Ramírez  exclamó:  ya  me 
pegaron,  resultando  éste  con  el  vientre 
herido  y  García  con  sangre  en  los  panta- 
lones; y  en  el  dedo  pulgar  de  la  mano  de- 
recha; que  el  deponente  pudo  haber  lesio- 
nado a  Ramírez  Alvarez,  pues  tuvo  la  navaja 
en  la  mano,  pero  también  pudo  haber  sido 
García,  pues  este  individuo  fué  el  promotor 
de  la  reyerta,  y  quien  llamó  al  declarante, 
dirigiéndole  en  seguida  "indirectas";  que 
García  se  llevó  a  Ramírez  por  la  segunda 
calle  con  rumbo  al  Poniente,  y  el  interro- 
gado se  dirigía  para  la  carnicería  "La 
Florida",  en  una  camioneta,  cuando  un 
sub-inspector  le  hizo  señal  al  chauffeur 
para  que  detuviera  el  vehículo,  y  entonces 
lo  capturaron,  recogiéndole  un  compás 
que  llevaba  en  el  bolsillo  de  la  parte  poste- 
rior de  los  pantalones  juntamente  con  su 
cédula  de  vecindad  y  un  pañuelo,  y  ese 
instrumento  que  tiene  la  punta  aguda, 
lo  emplea  en  su  oficio. 

Interrogado  Bernardo  García  Escobar 
declaró,  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue: 
que  junto  con  José  Montenegro  Reynoso, 
empezó  a  aprender  el  oficio  de  zapatero,  y 
en  el  taller  del  señor  Pereira  ha  trabaja- 
do juntamente  con  Ramítez  Alvarez  hacía 
como  siete  meses;  que  el  Jueves  Santo  es- 
tuvo conversando  con  Mercedes  N.  dueña 
de  la  cantina  denominada  "La  Chalupa", 
ahí  pidió  una  copa  de  licor;  llegó  Carlos 
Ramírez  y  se  tomó  "un  trago",  como  a  las 
doce  y  media,  V  se  fué;  después  de  haber 
tomado  unos  "tragos"  salió  de  la  mencio- 
nada fonda,  viendo  que  de  la  cantina 
"Flores  del  Campo",  situada  enfrente  de  la 
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que  se  denomina  "La  Chalupa",  salía  Car- 
los Ramírez  acompañado  de  José  Monte- 
negro. Montenegro  refirió  que  Ramírez  ha- 
bía estado  hablando  de  él  (Montenegro) 
y  que  por  ese  motivo  estaba  enojado;  que 
el  declarante  le  dijo  que  no  fueran  tontos 
ni  era  tiempo  de  incomodarse  por  eso;  que 
el  interrogado  entró  en  seguida  a  "La  Cha- 
lupa" a  conversar  y  compró  unos  cigarri- 
llos; al  poco  rato  se  oyó  una  bulla  y  entró 
a  la  cantina  un  individuo,  quien  dijo  que 
José  Montenegro  le  había  pegado  a  Carlos 
Ramírez,  la  dueña  de  la  fonda  cerró  inme- 
diatamente la  puerta,  y  el  dicente  se  que- 
dó adentro;  que  su  camisa  y  sus  pantalones 
estaban  manchados  a  consecuencia  de  la 
sangre  que  le  había  salido  al  golpearse  la 
cara,  los  codos  y  las  rodillas,  cuando  le 
conducían  con  esposas  y  cayó  al  suelo.  En 
declaración  posterior  agregó  que  doña 
Margarita  N.,  dueña  de  la  mencionada 
cantina  "La  Chalupa",  le  refirió  que  Jo- 
sé Montenegro  Reynoso  había  herido  a 
Ramírez  Alvarez. 

El  sub-inspector  de  la  Policía  Nacional, 
Isabel  Pereira  Carballo,  declaró:  que  el 
jueves  Santo  recorría  el  cantón  Poniente 
de  esta  capital  (Guatemala),  y  al  pasar 
por  la  segunda  avenida  y  el  callejón  "Ma- 
ravillas", un  particular  le  dijo:  "vea,  aquel 
que  va  allá,  en  camiseta,  va  huyendo,  por 
que  le  acaba  de  pegar  un  puyón  a  uno,  en 
la  cantina  "La  Chalupa";  que  tomó  su  bi- 
cicleta y  se  fué  tras  el  sujeto,  quien  mon- 
tó en  la  camioneta  que  de  "El  Sauce"  se 
dirije  a  "El  Tuerto",  en  vista  de  lo  cual,  el 
dicente  hizo  señas  al  chauffeur  a  fin  de 
que  frenara,  al  pararse  el  carro  en  la  esqui- 
na de  la  séptima  calle  y  segunda  avenida, 
el  referido  sujeto  bajó  de  la  camioneta  y 
se  dirigió  a  su  encuentro  diciéndole:  "yo, 
ya  sé  que  a  mi  me  busca,  pues  aqui  estoy", 
y  al  registrarlo  le  encontró  un  compás; 
que  después  de  haber  llevado  a  Montene- 
gro a  las  cantinas  "La  Chalupa"  y  Flores 
del  Campo"  con  el  objeto  de  averiguar  lo 
sucedido,  sin  que  en  las  mencionadas  fon- 
das le  hubiesen  proporcionado  dato  algu- 
no, entregó  al  agente  de  Policía  Francisco 
Sandoval  Cantoral  a  Montenegro,  y  dispu- 
so investigar  la  procedencia  de  unas  man- 
chas de  sangre  que  observó  en  el  callejón 
"Maravillas",  las  cuales  comenzaban  a  ser 
visibles  desde  el  piso  del  mencionado  ca- 
llejón hasta  el  pavimento  del  Hospital 
General,  en  donde  el  portero  le  dijo  que 
acaba  acababan  de  entrar  a  un  hombre 
herido;  que  al  llegar  al  interior,  el  agente 
del  orden  público  Jenaro  Soto  le  informó 
que  en  esos  momentos  le  estaban  hacien- 
do una  operación  al  paciente  y  ese  había 
dicho  que  José  Montenegro  era  el  autor 


de  las  lesiones  que  sufría;  que  en  seguida 
regresó  al  lugar  en  donde  había  dejado  a 
Montenegro,  ordenó  que  le  pusieran  es- 
posas y  que  fuera  conducido  a  la  Coman- 
dancia; y  que  Montenegro  siempre  sostu- 
vo su  inocencia  con  relación  a  ese  hecho 
delictuoso. 

El  sub-inspector  de  la  Policía  Nacional, 
Pedro  Roldán  González,  y  el  agente  Fran- 
cisco Cantoral  Sandoval,  declararon  res- 
pectivamente acerca  de  las  capturas  de 
Bernardo  García  y  José  Montenegro.  Rol- 
dán González,  además  fué  interrogado  de 
conformidad  con  las  preguntas  contenidas 
en  el  memorial  fecha  diez  y  nueve  de  Ma- 
yo (1936)  que  presentó  el  defensor  de  José 
Montenegro  Reynoso,  y  dijo:  que  ratifica- 
ba su  declaración  anterior  con  la  modi- 
ficación de  que  en  el  momento  de  apre- 
hender a  Bernardo  García  Escobar,  y  dar- 
se cuenta  de  que  estaba  tan  borracho  que 
no  podía  caminar,  la  quitó  las  esposas,  las 
que  tuvo  puestas  dicho  individuo  dos  mi- 
nutos, a  lo  sumo;  que  notó  que  García  se 
había  golpeado,  y  vió  que  la  camisa  y  los 
pantalones  los  llevaba  ensangrentados, 
hasta  después  de  haber  caído  al  suelo  Gar- 
cía Escobar. 

Mercedes  Pereira  Yela  dueña  de  la  can- 
tina "La  Chalupa"  corroboró  lo  manifes- 
tado por  Bernardo  García  respecto  a  su 
llegada  y  al  tiempo  que  estuvo  en  la  men- 
cionada fonda,  agregando  que  cuando  el 
sub-inspector  de  la  Policía  llegó  con  Mon- 
tenegro Reynoso  a  interrogarla  sobre  lo 
sucedido,  no  vió  que  este  tuviera  manchas 
de  sangre  en  la  camiseta  ni  señales  de  ha- 
ber reñido;  que  Montenegro  no  frecuenta- 
ba su  cantina,  porque  le  adeudaba  cierta 
cantidad  de  dinero. 

FJ  Médico  interno  del  Hospital  General 
informó  lo  que  sigue:  que  Carlos  Ramírez 
Alvarez  ingresó  a  curarse  una  herida  pe- 
netrante del  abdómen  producida  por  arma 
corto-punzante;  interesó  la  piel,  el  tejido 
celular  subcutáneo,  el  músculo  recto  dere- 
cho del  abdómen,  los  vasos  epigástricos 
del  mismo  lado,  el  peritoneo  parietal,  el 
epiplón  al  nivel  de  un  grueso  vaso  san- 
guíneo y  el  cólon  transverso  en  una  ex- 
tensión de  dos  centímetros.  Fué  operado 
de  urgencia  encontrándose  las  lesiones 
que  se  dejan  ya  descritas  y  una  abundan- 
te hemorragia  interna.  Ramírez  Alvarez 
murió  dos  días  más  tarde.  Y  al  practicar 
la  autopsia  se  estableció  que  su  muerte  fué 
causada  por  una  peritonitis  consecutiva  a 
la  lesión  del  cólon. 

Fueron  agregados  a  la  causa  los  docu- 
mentos que  siguen :  a )  copia  certificada  de 
la  partida  de  defunción  de  Carlos  Ramírez, 
Alvarez,  quien    falleció  a  las   diez  y  ocho 
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horas  del  once  de  Abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  en  el  Hospital  General, 
a  consecuencia  de  una  herida  penetrante 
del  abdomen;  b)  informe  en  que  el  Alcaide 
de  la  Penitenciaria  Central  hizo  constar 
que  en  los  libros  respectivos  aparece  que 
Bernardo  García  Escobar  ha  ingresado  a 
ese  Centro  Penal  nueve  veces,  en  las  fe- 
chas y  por  los  motivos  que  en  el  mismo 
informe  se  detallan;  c)  informe  en  que  el 
Doctor  Angel  Iturbide  consignó  lo  que  si- 
gue: que  le  había  reconocido  a  Bernardo 
García  Escobar  lesiones  de  heridas  contu- 
sas en  ambos  codos,  en  las  rodillas  y  en  la 
región  malar  derecha,  que  interesaron  la 
piel  únicamente,  y  en  el  dorso  de  la  mano 
izquierda  una  herida  cortante,  que  no  po- 
día especificarse  con  que  clase  de  arma  le 
fuá  causada;  d)  informe  en  que  el  Jefe 
del  Cuartel  número  dos  de  la  Policía  Nacio- 
nal hizo  constar:  que  Carlos  R.  Alvarez 
fué  conducido  a  la  ex-segunda  Demarca- 
ción, el  veintinueve  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  veintiocho,  por  riña  y  ebriedad 
en  la  vía  pública;  que  el  once  de  Agosto 
de  mil  novecientos  veintinueve,  fué  condu- 
cido a  la  misma  ex-Demarcación  por  ha- 
ber intentado  violar  en  el  callejón  de  "El 
Rey"  a  Justa  González;  y  el  veintidós  de 
Marzo  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
fué  conducido  al  mencionado  Cuartel,  Car- 
los Alvarez  Ramírez  por  ebriedad;  e)  in- 
forme en  que  el  Director  de  la  Penitencia- 
ría Central  consignó  lo  que  sigue:  que 
Carlos  Alvarez  Ramírez  ingresó  a  ese  Cen- 
tro Penal,  el  nueve  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  veinticinco,  por  el  delito  de 
lesiones;  y  que  también  ingresó  el  veinti- 
nueve de  Enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  uno,  por  el  delito  de  homicidio;  en 
ambas  ocasiones  estuvo  sujeto  al  Juzgado 
6o.  de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala,  la  primera  vez,  salió  el  quin- 
ce de  Noviembre  de  mil  novecientos  vein- 
ticinco, y  la  segunda,  el  cuatro  de  Febre- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y  uno. 

El  Juez  5o.  de  la.  Instancia  de  este  de- 
partamento, dió  fin  al  proceso  declarando: 
lo.  absuelto  del  cargo  de  homicidio  a  Ber- 
nardo García  Escobar  por  falta  de  prue- 
ba: 2o.  que  José  Montenegro  Reynoso  es 
autor  del  delito  de  homicidio,  y  por  esta 
infracción  legal  le  impone  la  pena  incon- 
mutable de  diez  años  de  prisión  correcti- 
va; y  hace  las  demás  declaraciones  perti- 
nentes. 

El  enjuiciado  José  Montenegro  Reynoso 
apeló  de  la  sentencia  que  acaba  de  rela- 
cionarse. En  segunda  Instancia,  el  Pro- 
curador pidió  que  el  fallo  se  confirmara  en 
cuanto  a  Gacía  Escobar,  revocándolo  en  lo 


que  respecta  a  Montenegro  Reynoso,  quien 
debía  de  ser  absuelto  de  la  Instancia  por 
falta  de  prueba. 

El  señor  Fiscal  dictaminó  en  el  sentido 
¿e  que  se  confirmara  la  sentencia,  pues  es- 
timaba que  ésta  se  encuentra  de  acuerdo 
y  arreglada  a  las  leyes  en  que  se  funda, 
teda  vez  que  es  potestativo  de  los  Jueces 
apreciar  la  prueba  de  presunciones  huma- 
nas cuando  los  hechos  que  la  sirven  de 
fundamento  están  debidamente  probados. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  veintidós'  de  Enero  del  corriente 
año,  confirmó  en  todas  sus  partes  la  sen- 
tencia del  Juez  a-quo. 

Considera  el  Tribunal  de  segundo  gra- 
do, que  las  pruebas  de  presunciones  en  que 
se  apoya  el  fallo  de  primera  Instancia  es 
suficiente  para  dictar  contra  Montenegro 
Reynoso  un  fallo  condenatorio;  y  aprecia 
para  ese  efecto:  a)  la  sindicación  del  ofen- 
dido; b)  la  indagatoria  del  enjuiciado 
Montenegro,  quien  sin  negar  la  perpetra- 
ción del  delito,  manifestó  la  posibilidad  de 
haberlo  cometido;  c)  la  circunstancia  de 
vivir  Montenegro  con  la  mujer  que  ante- 
riormente había  sido  novia  de  Ramírez 
Alvarez;  y  e)  todas  las  demás  circunstan- 
cias que  rodearon  al  hecho  de  que  se  tra- 
ta. 

Contra  este  último  pronunciamiento, 
José  Montenegro  Reynoso  con  auxilio  del 
Abogado  Luis  Valladares  y  Aycinena,  in- 
terpuso el  recurso  de  casación  por  haber 
infringido  la  Sala  sentenciadora  los  artí- 
culos 566,  568,  570  incisos  2o.  y  6o.,  571, 
572  y  595  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  300  del  Código  Penal;  233  y  232 
incisos  lo.  4o.  5o.  y  6o.  del  Decreto  Guber- 
nativo número  1862;  581  inciso  2o.;  583 
inciso  lo.;  586  incisos  lo.  3o.  4o.  y  5o.,  587, 
589,  596,  597,  601,  610,  párrafo  primero  y 
614  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

El  Abogado  Luis  Valadares  y  Aycinena, 
en  concepto  de  defensor  de  oficio  de  José 
Montenegro  Reynoso,  presentó  un  extenso 
alegato  comentando  las  sentencias  de  pri- 
mera y  segunda  Instancia  y  consignó  las 
razones  que  a  su  juicio  existen  para  esti- 
mar quebrantados  los  artículos  que  se  ci- 
taron en  el  memorial  en  que  fué  inter- 
puesto el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción; y  en  la  parte  final  de  su  escrito  ma- 
nifestó entre  otras  cosas,  que  podría  acep- 
tar que  la  absolución  no  fuera  del  cargo, 
que  se  limitara  a  la  Instancia,  pero  jamás 
que  se  condene  a  su,  defendido,  por  que  no 
hay  pruebas  para  ello;  y  que  casando  y 
anulando  el  fallo  recurrido  se  pronuncie 
una  sentencia  arreglada  a  derecho,  resti- 
tuyendo al  seno  de  su  hogar  al  enjuiciado. 
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CONSIDERANDO: 

Que  consta  en  el  proceso  lo  que  sigue: 
a  )  la  relación  hecha  por  Montenegro  Rey- 
noso  acerca  de  la  manera  como  se  verifi- 
có el  suceso;  b)  su  actitud  al  ser  interro- 
gado; c)  lo  que  manifestó  el  sub-inspec- 
tor  de  la  Policía  Nacional,  Isabel  Pereira 
Carballo,  acerca  de  lo  que  le  dijo  Monte- 
negro Reynoso  cuando  él  procedió  a  su 
captura;  d)  la  declaración  de  Mercedes 
Pereira  Yela  corroborando  lo  expuesto  por 
Bernardo  García  con  respecto  a  la  llegada 
de  éste  a  su  fonda  "La  Chalupa"  y  su  per- 
manencia en  ese  lugar,  y  en  cuanto  a  que 
Montenegro  Reynoso  no  llegaba  a  su  men- 
cionada fonda,  a  causa  de  que  le  adeuda 
cierta  cantidad  de  dinero;  y  e)  la  circus- 
tancia  de  que  Montenegro  Reynoso  vivía 
maridablemente  con  Enriqueta  Rosales, 
quien  anteriormente  había  sido  novia  de 
Ramírez  Alvarez.  De  los  hechos  que  aca- 
ban de  ser  relacionados  se  deduce  inde- 
fectiblemente la  culpabilidad  de  Monte- 
negro Reynoso;  y  la  Sala  sentenciadora  al 
estimarlo  asi  a  virtud  de  la  facultad  que  le 
confiere  la  ley,  no  infringió  los  artículos 
566,  568,  570,  inciso  2o.,  571,  572,  587,  589, 
595,  596,  597  y  601  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  581  inciso  segundo,  583 
inciso  primero  y  586  incisos  primero,  ter- 
cero, cuarto  y  quinto,  del  Código  que  aca- 
ba de  citarse,  carecen  de  aplicación,  por 
que  dichas  disposiciones  legales  regulan  el 
primero  de  los  medios  probatorios  estable- 
cidos por  el  artículo  570,  y  la  Sala  no  ha 
tomado  en  cuenta  esta  clase  de  probanzas 
para  fundar  su  sentencia,  sino  como  ya  se 
dijo,  apreció  las  presunciones  humanas 
que  se  dejan  ya  relacionadas. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  cita  de  los  artículos  610  y  570  in- 
ciso 6o.  es  inconducente,  en  primer  lugar, 
por  que  Montenegro  Reynoso  ha  confesa- 
do hechos  que  le  perjudican,  y  por  lo  tan- 
to debe  de  estarse  a  esta  confesión,  pues 
reúne  todas  las  formalidades  que  la  ley  de- 
termina; y  el  procesado  no  intentó  siquie- 
ra desvirtuar  lo  relacionado  en  su  indaga- 
toria, durante  la  tramitación  del  proceso, 
por  el  contrario  ratificó  dicha  diligencia 
cuando  se  le  tomó  confesión  con  cargos; 
y  en  segundo  lugar,  por  que  no  existe  una 
retractación  categórica  de  lo  que  ante.s 
había  dicho,  sino  algunas  contradicciones 
consignadas  en  los  momentos  en  que  de- 


claraba, y  por  consiguiente  antes  de  que  la 
diligencia  se  ratificara  y  fuese  cerrada,  y 
no  con  posterioridad  a  su  indagatoria  co- 
mo lo  requiere  el  primero  de  los  artículos 
al  principio  mencionados. 

CONSIDERANDO: 

Que  dada  la  forma  como  relató  el  pro- 
cesado los  hechos  se  viene  en  conocimien- 
to de  que  no  se  trata  de  una  confesión 
calificada;  y  aún  en  el  supuesto  de  que  asi 
fuese,  no  sería  dable  entrar  a  su  examen 
en  relación  con  el  artículo  614,  toda  vez 
que  es  al  Tribunal  sentenciador  a  quien 
incumbe  apreciar  las  circunstancias  que 
en  cada  caso  concurran,  para  admitir  esa 
confesión  en  la  parte  que  favorezca  al  en- 
juiciado. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  cierto,  que  el  Tribunal  de 
segunda  Instancia  citó  para  fundamentar 
su  fallo  el  artículo  300  del  Código  Penal 
(Decreto  Legislativo  número  2164);  y  que 
el  hecho  punible  lo  cometió  Montenegro 
Reynoso,  el  nueve  de  Abril  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  cuando  estaba  en 
vigor  el  Decreto  Gubernativo  1790;  y  por 
consiguiente  la  Sala  debió  apoyar  la  sen- 
tencia en  el  artículo  299  del  Cuerpo  Legal 
últimamente  citado,  también  lo  es,  que  la 
disposición  mencionada,  por  el  susodicho 
Tribunal,  contiene  la  misma  calificación 
del  delito,  y  la  pena  asignada  al  acto  pu- 
nible también  es  idéntica  en  cuanto  a  su 
calidad  y  duración,  como  puede  estable- 
cerse cotejando  ambos  artículos,  los  cuales 
sólo  se  diferencian  en  el  número;  y  por  lo 
tanto,  no  se  está  en  el  caso  del  inciso  6o. 
del  artículo  676  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  pues  la  pena  infligida  es 
la  que  corresponde  a  la  calificación  acep- 
tada con  respecto  al  hecho  justiciable.  En 
efecto,  está  plenamente  probado  el  falle- 
cimiento de  Carlos  Ramírez  Alvarez,  y  que 
su  muerte  fué  causada  de  una  manera  vio- 
lenta; lo  primero,  con  la  copia  certificada 
de  la  partida  de  defunción  que  obra  en 
autos;  y,  lo  segundo,  con  el  informe  del 
Cirujano  que  practicó  el  examen  anatómi- 
co del  cadáver,  Facultativo  que  hizo  cons- 
tar, el  diez  y  ocho  de  Abril  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  que  Ramírez  Alvarez 
falleció  a  consecuencia  de  peritonitis  con- 
secutiva a  una,  lesión  del  cólon  transverso 
de  dos  centímetros  de  largo  producida  por 
arma  corto  punzante. 
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CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  232  incisos  lo.  4o.  5o.  y 
6o.  y  el  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  determinan  las  reglas  que  de- 
ben de  observarse  en  la  redacción  de  las 
sentencias  de  primera  y  segunda  Instan- 
cia y  de  casación;  y  en  el  párrafo  final  del 
primero  de  dichos  artículos,  se  consigna  lo 
siguiente:  "En  lo  penal  se  atenderá  tam- 
bién a  lo  que  prescriba  el  Código  de  Proce- 
dimientos respectivo";  y  no  estando  com- 
prendida la  materia  de  que  tratan  las  refe- 
ridas disposiciones  en  ninguno  de  los  siete 
casos  que  señala  el  artículo  676  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  para  que  pueda 
entenderse  que  una  ley  ha  sido  infringida 
en  la  sentencia  definitiva,  es  evidente  que 
a  este  Supremo  Tribunal  le  está  vedado 
entrar  a  conocer  de  los  dos  artículos  pre- 
citados. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
676  y  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  la  improcedencia  del  re- 
curso interpuesto  por  José  Montenegro 
Reynoso,  quien  deberá  purgar  la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  arresto,  conmu- 
table a  razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios.  Notifiquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  Jo:é  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Sotero  Pereira  Morales 
y  Ernestina  Estrada  Santiago  por  el  deli- 
to de  robo. 

DOCTRINA:  El  robo  como  el  hurto  son  de- 
litos instantáneos,  que  se  consuman 
desde  que  el  delincuente  toma  la  cosa 
ajena. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  oho  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  4a,  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  cinco  de  julio  del  año 
en  curso,  en  la  causa  instruida  por  el  de- 
lito de  robo  contra  Sotero  Pereira  Morales 


y  Ernestina  Estrada  Santiago,  en  la  cual 
se  confirma  la  que  profirió  el  Juez  2o.  de 
la.  Intancia  del  Departamento  de  Que- 
zaltenango,  que  condenó  a  ambos  recurren- 
tes a  sufrir  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional  inconmutable. 

RESULTA : 

Que  el  veintiocho  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado,  se  presentó  a  la  segunda 
demarcación  de  la  Policía  del  Departa- 
mento de  Quezaltenango,  Anatolio  Ar- 
gueta dando  aviso  que  en  ocasión  que  se 
encontraba  ausente  de  su  casa,  se  habían 
entrado  a  robar  tres  docenas  de  sacos  va- 
cíos de  harina,  tres  libras  de  azúcar,  diez 
centavos  de  pan,  tres  quetzales  en  efectivo 
y  un  par  de  calzado  de  hombre,  ya  usado; 
manifestó  tener  la  seguridad  que  había 
sido  su  ex-concubina  Ernestina  Santiago, 
y  que  cuando  llegó  a  su  casa  vió  que  las 
argollas  del  candado  que  aseguraba  la 
puerta,  habían  sido  forzadas  para  entrar. 
Con  estos  datos,  el  Comandante  de  la  de- 
marcación ya  citada,  acompañado  del  sub- 
inspector de  la  misma,  practicó  un  regis- 
tro en  la  casa  de  la  Santiago,  encontrando 
cuatro  sacos  vacios  de  harina  y  unas  ti- 
jeras, que  formaban  parte  de  lo  robado  en 
casa  del  señor  Argueta;  que  en  la  misma 
casa  vivía  Trinidad  Reynoso  y  ésta  al  ser 
examinada  manifestó  que  las  cosas  en- 
contradas habian  sido  robadas  por  la  San- 
tiago y  su  concubino  Sotero  Pereira.  Se- 
guida la  investigación  correspondiente, 
fué  examinado  por  el  Juez  lo.  de  Paz  de 
la  ciudad  de  Quezaltenango,  al  quejoso 
Anatolio  Argueta,  quien  confirmó  en  un 
todo,  lo  indicado  en  el  parte  dado  por  el 
Comisario  de  la  Policía  Carlos  Ortíz  A.,  y 
al  mismo  tiempo  dijo  que  las  cosas  encon- 
tradas en  la  casa  de  la  Santiago  eran  par- 
te de  loi  robado.  En  la  inspección  ocular 
practicada  en  la  casa  de  Anatolio  Argue- 
ta, se  constató,  que  una  argolla  del  can- 
dado estaba  rota  con  señales  de  haber 
sido  reciente. 

Indagada  Ernestina  Santiago,  de  treinta 
y  tres  años  de  edad,  manifestó:  que  había 
bebido  licor  el  día  del  hecho,  pero  que 
ella  no  era  la  autora  del  delito  cometido, 
y  que  no  sabía  cómo  habían  llegado  a  su 
casa  los  sacos  de  harina  y  tijeras  encon- 
tradas por  el  Comandante  de  la  segunda 
demarcación,  reconociendo  sí,  que  no  eran 
de  su  propielad.  Indagado  Sotero  Pereira 
Morales,  dijo:  que  su  mujer  Ernestina 
Estrada  Santiago  lo  hábla  invitado  para 
tomar  licor,  y  ya  ebrio  lo  llevó  a  la  casa  de 
Anatolio  Argueta,  donde  entró  ella  mien- 
íras  él  se  quedó  en  la  puerta;  que  no  se  dió 
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cuenta  qué  se  robo  su  mujer  ni  ella  le  en- 
señó nada  de  lo  robado  en  casa  del  señor 
Argueta;  negó  las  demás  preguntas  que 
se  le  hicieron,  con  respecto  de  haber  sido 
él  quien  rompió  las  argollas  de  la  puerta, 
pero  al  ponerle  a  la  vista  los  costales  de 
harina  vacíos  y  las  tijeras  encontradas  en 
poder  de  ellos,  dijo  que  eran  los  mismos 
que  sacaron  de  la  casa  del  señor  Argueta. 

Por  .el  delito  de  robo,  el  treinta  de  di- 
ciembre del  año  próximo  pasado,  se  redu- 
jo a  prisión  provisional  a  Ernestina  Es- 
trada Santiago  y  Sotero  Pereira  Morales, 
y  se  elevó  la  causa  a  plenario,  formulán- 
dose cargo  por  el  mismo  delito  con  el  cual 
no  se  conformaron  los  reos,  habiéndoseles 
nombrado  como  su  defensor  a  los  Aboga- 
dos José  Alfredo  Guzmán  y  Francisco 
Castillo  Monterroso  respectivamente,  Pa- 
ra mejor  fallar  se  mandó  ampliar  la  de- 
claración de  Santiago  Pereira  Morales, 
que  se  evacuaran  las  citas  pendientes  de 
Lesbia  N.,  Trinidad  Reynoso,  del  Coman- 
dante de  la  segunda  demarcación  de  Poli- 
cía, del  inspector  Santos  Barrientos,  de 
Lola  Marroquin  y  Cándida  Argueta,  nom- 
brándose experto  al  señor  don  Hugo  de 
León  en  sutitutción  de  Leonardo  Samayoa. 
El  Comandante  de  la  segunda  demarca- 
ción Sotero  Cifuentes  Sánchez,  dijo  que 
al  practicar  un  registro  en  el  domicilio  de 
Ernestina  Estrada  y  Sotero  Pereira,  ha- 
bían encontrado  cuatro  saquitos  vacíos  de 
harina  y  unas  tijeras  los  que  dijo  don 
Anatolio  Argueta  eran  parte  de  lo  que  le 
habían  robado.  Trinidad  Reynoso  mani- 
festó que  un  día  antes  del  registro  en 
donde  ella  vivía  y  los  acusados,  había  vis- 
to entrar  a  éstos,  llevando  Ernestina  Es- 
trada un  tanate  debajo  del  brazo,  el  cual 
al  ser  registrado  por  la  policía  el  día  si- 
guiente, vió  que  contenía  unos  saquitos  de 
harina  y  unas  tijeras.  El  experto  Hugo  de 
León  manifestó  haber  tenido  a  la  vista 
cuatro  saquitos  vacíos  de  harina,  a  los  cua- 
les les  dió  un  valor  de  cinco  centavos  a 
cada  uno,  y  a  las  tijeras  treinta  centavos; 
que  los  demás  objetos  no  los  tuvo  a  la  vis- 
ta pero  les  daba  el  valor  siguiente:  que 
de  tres  docenas  de  sacos,  como  aparecie- 
ron cuatro,  únicamente  quedan  dos  doce- 
nas ocho  saquitos  a  los  cuales  les  da  un 
valor  de  un  quetzal;  a  un  par  de  zapatos 
en  regular  estado  sesenta  centavos,  un 
par  viejo  treinta  centavos,  haciendo  un 
total  de  un  quetzal  noventa  centavos  de 
la  misma  moneda.  Que  todo  lo  valorado, 
incluyendo  los  tres  quetzales  que  apare- 
cen también  como  robados,  hacen  un  to- 
tal de  cinco  quetzales  cuarenta  centavos  de 
quetzal.  Con  estos  antecedentes  el  Juez 
2o.  de  la.    Instancia  de  Quezaltenango, 


dió  fin  al  proceso,  condenando  como  ya  se 
dijo  a  Sotero  Pereira  Morales  y  Ernestina 
Estrada  Santiago,  como  autores  del  delito 
de  robo,  a  sufrir  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional  inconmutable,  ha- 
ciendo las  damás  declaraciones  correspon- 
dientes en  derecho.  Al  recibirse  en  ia 
Sala,  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  se  co- 
rrieron los  traslados  de  ley,  empezando  por 
el  Procurador  Oficial,  Licenciado  Luis,  Ge- 
rado  Barrios,  como  defensor  de  Ernesti- 
na Estrada  Santiago,  quien  dijo  que  en 
centra  de  su  defendida  sólo  existía  la  sin- 
dicación del  acusador  Anatolio  Argueta  y 
el  dicho  de  su  concubino  Sotero  Pereira; 
que  como  no  estaba  probada  la  propiedad 
y  preexistencia  de  los  objetos  que  se  dijo 
robados,  no  había  base,  y  por  lo  tanto  pe- 
día se  confirmara  la  sentencia  en  cuanto 
a  la  pena  imjpuesta  a  Sotero  Pereira,  en 
donde  fueron  encontradas  las  cosas  roba- 
das y  se  absolviera  a  Ernestina  Estrada 
Santiago.  El  Procurador  Específico  Hum- 
berto Castro  conde  alegó  entre  otras  cosas 
en  favor  de  su  defendido  Sotero  Pereira 
Morales,  que  el  experto  Hugo  de  León  no 
tuvo  a  la  vista  los  objetos  cuerpo  del  de- 
lito, y  por  consiguiente,  carecía  de  valor 
esta  diligencia;  pero  aceptó  que  a  lo  su- 
mo la  pena  que  correspondía  aplicarle  a 
Pereira  Morales  era  la  que  determina  el 
artículo  397  del  Código  Penal.  El  Fiscal 
Licenciado  don  Eulogio  González,  pidió 
que  se  confirmara  la  sentencia  dictada  en 
la.  Instancia. 

La  Sala  considera:  "que  con  la  inspec- 
ción judicial  y  el  parte  de  la  policía  nacio- 
nal, que  encabeza  el  proceso,  se  probo  des- 
de el  principio,  que  la  puerta  de  la  habita- 
ción de  Anatolio  Argueta  fué  abierta,  for- 
zando una  de  las  argollas  que  la  aseguraban 
con  el  candado;  y  con  las  mismas  diligen- 
cias, la  confesión  del  enjuiciado  Sotero  Pe- 
reira Morales,  la  de  Trinidad  Reinoso,  y  la 
sindicación  que  desde  los  primeros  mo- 
mentos se  hizo  contra  Ernestina  Santiago 
Estrada,  que  hace  años  fué  concubina  de 
Argueta,  como  ella  misma  lo  declara,  se 
probó  tamhien  que  los  que  penetraron  a  la 
mencionada  habitación  fueron  la  Santiago 
Estrada  y  Pereira  Morales  y  se  sustrajeron 
varias  cosas  de  las  cuales  fueron  encontra- 
das en  la  casa  donde  viven,  cuatro  sacos  va- 
cíos de  harina  y  unas  tijeras.  Por  haber  em- 
pleado fuerza  para  abrir  la  puerta,  dañan- 
do una  argolla  y  haber  sido  con  la  mira  de 
lucrar  la  sustracción  constituye  un  robo. 
La  pena  que  se  les  debe  aplicar,  teniendo 
en  cuenta  el  valor  de  lo  que  les  fué  reco- 
gido, ya  que  el  quejoso  no  pudo  probar  la 
propiedad  de  lo  demás  y  que  no  concurió 
ninguna  circunstancia,  es  de  tres  años  de 
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prisión  correccional,  inconmutables,  con 
sus  accesorias  y  la  tienen  que  extinguir  en 
la  cárcel  de  su  sexo  de  la  Capital,  por  la 
naturaleza  de  la  pena,  que  es  correccional". 

Contra  el  fallo  de  la  Sala  4a,  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  los  reos  Ernestina  Es- 
trada Santiago  y  Sotero  Pereira  Morales, 
con  auxilio  del  Abogado  Alfonso  Villagrán 
Alvarado,  introdujeron  recurso  extraordi- 
nario de  casación,  citando  como  infringi- 
dos los  artículos  siguientes:  259,  281,  568, 
589  y  595  Procedimientos  Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalada  la 
audiencia  del  diez  y  siete  de  septiembre 
del  año  en  curso,  y  habiendo  tenido  lugar 
la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  culpabilidad  de  los  prevenidos, 
así  como  el  hecho  que  dió  origen  a  su  en- 
causamiento,  se  demostró  con  lo  expuesto 
por  la  testigo  presencial  Trinidad  Reyno- 
so,  con  la  inspección  ocular  practicada  por 
el  Juez  de  las  primeras  diligencias,  en  la 
que  se  constató  que  el  apoderamiento  de 
las  cosas  objeto  de  la  investigación,  se 
llevó  a  cabo  empleando  violencia  en  las  co- 
sas; con  lo  dicho  por  los  propios  reos  en 
su  declaración  indagatoria,  y  por  último, 
con  el  hallazgo;  de  una  parte  de  lo  robado 
en  casa  de  Anatolio  Argueta  en  poder  de 
los  inculpados  y  que  Sotero  Pereira  Mora- 
les confesó,  que  los  costales  de  harina  va- 
cíos y  las  tijeras  que  se  le  pusieron  de  ma- 
nifiesto, eran  los  mismos  objetos  que  saca- 
ron de  la  casa  del  señor  Argueta.  Por 
consiguiente,  al  daclarar  el  Tribunal  sen- 
tenciador que  Ernestina  Estrada  Santiago 
y  Sotero  Pereira  Morales,  son  responsables 
del  delito  de  robo,  o  sea  del  apoderamien- 
to ilegítimo  de  una  cosa  ajena,  llevado  a 
cabo  con  fuerza  en  las  cosas,  con  base  en 
la  prueba  transcrita  en  la  parte  expositi- 
va de  este  fallo,  no  violó  el  articulo  281 
Procedimientos  Penales,  así  como  tampo- 
co el  259  del  mismo  cuerpo  legal,  pues 
siendo  la  base  del  procedimiento  en  mate- 
ria criminal  la  comprobación  de  la  exis- 
tencia de  un  hecho  o  de  una  omisión  que  la 
ley  reputa  delito  o  falta,  tal  requisito  fué 
llenado  cumplidamente  en  la  secuela  de  la 
causa. 

Estando  como  ya  se  dijo  anteriormente, 
comprobada  la  existencia,  del  delito  de  ro- 
bo y  la  voluntad  criminal  de  los  inculpados 
Estrada  Santiago  y  Pereira  Morales,  en  la 
realización  del  heho  origen  de  su  juzga- 
miento, no  se  violó  por  la  Sala  sentencia- 
dora el  artículo  568  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 


CONSIDERANDO- 

Que  la  inferencia  hecha  por  el  Tribu- 
nal sentenciador  para  llegar  a  la  conclu- 
sión de  que  los  procesados  y  no  otros  son 
los  responsables  del  delito  de  robo  come- 
tido en  la  casa  número  cincuenta  y  seis 
de  la  avenida  de  Barillas,  de  la  ciudad  de 
Quezaltenango,  el  día  veintiocho  de  di- 
ciembre del  año  próximo  pasado,  es  lógi- 
ca, pues  partió  de  hechos  debidamente 
conocidos  y  probados,  teniendo  además 
los  requisitos  que  la  ley  establece  con  res- 
pecto a  la  gravedad,  presición  y  concor- 
dancia, y  por  lo  tanto  no  se  infringieron 
los  artículos  589  y  595  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  artículos  686 
y  690  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DES- 
ESTIMA el  recurso  de  casación  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e  impone  ai  los  recurren- 
tes la  pena  adicional  de  quince  días  de 
arresto,  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  día.  Notifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  — >  Max 
Gacía  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Jorge  Antonio  Meza,  por 
el  delito  de  falsificación  de  documentos 
públicos. 

DOCTRINA:  La  alteración  de  la  verdad  es 
el  elemento  esencial  de  este  delito,  fue- 
ra de  que  esta  alteración  o  mutación  de 
la  verdad  ha  de  afectar  más  o  menos  y 
de  un  modo  u  otro  a  la  realidad  y  vir- 
tualidad del  acto  a  que  el  documento  se 
refiere. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  mayoría  de  votos,  por 
haber  salvado  el  suyo  el  Presidente  de  la 
Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
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Licenciado  don  J.  Luis  Vargas  P.,  el  tres 
de  febrero  del  año  en  curso,  en  la  causa 
instruida  por  el  delito  de  falsificación  de 
documentos  públicos,  contra  Jorge  Anto- 
nio Meza,  y  en  la  cual  se  confirma  la  que 
dictó  el  diez  y  ocho  de  diciembre  del  año 
pasado,  el  Juez  del  Departamento  de  Chi- 
quimula,  con  las  reformas  de  que  a  Jor- 
ge Antonio  Meza  se  le  rebaja  una  tercera 
parte  de  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  en  virtud  de  la  circunstan- 
cia atenuante" de  que  cuando  cometió  el 
hecho  motivo  de  su  juzgamiento  era  menor 
de  edad,  y  mayor  de  quince  años;  y  que  la 
absolución  de  Pedro  Antonio  Zea  es  sola- 
mente de  la  instancia. 

RESULTA: 
Que  el  diez  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  se  persentó  por  escrito  al 
señor  Ministro  de  Educación  Pública,  el 
estudiante  de  secundaria,  Jorge  Antonio 
Meza,  pidiendo  que  en  vista  de  haber  ga- 
nado dos  clases  de  las  cuatro  que  tenía 
retrasadas  del  año  inmediato  anterior,  se 
ordenara  al  Director  del  Instituto  Nacio- 
nal Central,  que  le  extendiera  matrícula 
del  año  siguiente  (4o.  año).  La  Secretaría 
de  Educación  mandó  oír  al  Jefe  de  la  Sec- 
ción Normal,  secundaria  y  especial,  Profe- 
sor Manfredo  L.  de  León,  quien  expuo: 
que  en  vista  del  informe  del  Director  del 
Instituto  Normal  de  Varones  de  Chiqui- 
moila,  no  procedía  acceder  a  la  solicitud 
del  alumno  Meza,  y  que  para  sentar  un 
precedente  convenía  pasar  las  diligencias 
a  la  Jefatura  Política  de  aquél  Departamen- 
mento,  para  que  interrogara  al  Secretario 
del  mencionado  establecimiento,  a  fin  de 
que  explicara  por  qué  habla  extendido  esas 
dos  certificaciones  falsas,  quién  fué  el  que 
puso  el  sello  y  falsificó  la  firma  del  Direc- 
tor. 

El  informe  del  Director  del  Instituto  de 
Oriente,  a  que  se  refiere  el  señor  de  León, 
dice:  "que  las  dos  firmas  que  autorizan 
los  dos  certificados  de  Literatura  Precepti- 
va y  Francés  1er.  Curso  del  joven  Jorge 
Antonio  Meza,  extendidas  por  el  Secreta- 
rio de  aquel  plantel,  don  Pedro  Antonio 
Zea  no  habían  sido  puestas  por  él  (Rafael 
G.  Vides),  Director  del  Instituto,  de  cuya 
falsificación  protestaba  y  pedía  que  a  Me- 
za se  le  impusiera  la  pena  establecida  por 
la  ley,  y  manifestó  por  último  que  adjun- 
taba el  acta  original  firmada  por  los  seño- 
res Licenciados,  Esnesto  Vásquez,  José 
Ruano  Mejía  y  Profesor  Gilberto  Zea  Ave- 
lar,  quienes  practicaron  el  examen  de 
Literatura  Preceptiva  del  requerido  alum- 
no Meza,  en  esta  acta  original,  que  obra 
a  folio  seis  de  la  causa,  aparece  que  Meza 


se  examinó  por  suficiencia  en  Literatura 
Preceptiva,  habiendo  sido  reprobado  por 
mayoría  con  las  notas  de  dos  buenos  y  un 
aplazado,  el  tres  de  julio  de  mil  novecien- 
tos treinta  j*  cinco;  sigue  manifestando  el 
Director  que  con  relación  a  la  certifica-' 
ción  de  Francés  1er.  curso,  es  apócrifa  ya 
que  es  falso  que  Meza  se  haya  sometido  a 
examen  en  dicha  materia;  que  tiene  la 
seguridad  que  ambas  certficaciones  fueron 
extendidas  por  el  Secretario  del  Instituto 
y  el  sello  de  la  Dirección  no  debe  haberlo 
puesto  ninguno  más  que  él,  toda  vez  que 
en  asuntos  del  servicio  es  el  único  que 
después  del  manifestante  lo  usa  en  algunos 
casos.  A  folios  nueve  y  diez,  aparecen  dos 
certificaciones  en  las  que  consta:  que  el 
alumno  Jorge  Antonio  Meza,  fué  ex- 
aminado y  aprobado  por  suficiencia, 
con  las  notas  de  tres  sobresalien- 
tes en  las  materias  de  Literatura 
Preceptiva  y  Francés  1er.  curso,  el  tres  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco; 
apareciendo  también  autorizados  con  la 
firma  del  Secretario  Pedro  A.  Zea,  y  el 
visto  bueno  del  Director  de  dicho  estable- 
cimiento en  aquel  entonces,  R.  G.  Vides. 
Dichas  certificaciones  están  debidamente 
selladas  con  el  sello  del  Instituto  Nacional 
y  Escuela  Normal  de  Varones  de  Oriente. 
Estas  diligencias  fueron  remitidas  por  la 
Secretaria  de  Educación  Pública  al  Minis- 
terio de  Gobernación  y  Justicia,  quien  las 
mandó  pasar  al  Juez  de  Primera  Instancia 
del  Departamento  de  Chiquimula  para  lo 
que  hubiera  lugar  de  conformidad  con  la 
ley. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Chi- 
quimula mandó  ratificar  lo  manifestado 
por  el  Director  del  Instituto  Nacional  de 
Varones,  el  memorial  de  fecha  quince  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco  y 
que  dirigió  el  Director  al  Jefe  de  la  Sección 
Norrmal,  Secundaria  y  especial  del  Minis- 
terio de  Educación  Publica,  mandó  inda- 
gar al  Profesor  don  Pedro  Antonio  Zea, 
sobre  la  procedencia  o  autenticidad  de  di- 
chos documentos  en  su  carácter  de  Secre- 
tario y  por  el  delito  de  falsificación  de  do- 
cumentos dictó  órdenes  de  captura  contra 
Antonio  Meza. 

Examinado  don  Rafael  G.  Vides,  Direc- 
tor del  Instituto  de  Oriente  expuso:  que 
las  firmas  que  aparecen  bajo  el  visto  bue- 
no de  los  dos  certificados  que  ha  tenido  a 
la  vista,  no  fueron  puestas  por  él. 

Indagado  Pedro  Antonio  Zea  negó  ha- 
ber sido  el  falsificador  de  las  certificacio- 
nes relacionadas  y  a  todas  las  preguntas 
que  se  le  dirigieron  constestó  dando  las 
explicaciones  que  creyó  pertinente.  El 
siete  de  Agosto  del  año  próximo  pasado  se 
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le  motivó  la  prisión  preventiva  por  el  leli- 
to  de  falsificación  de  documentos  públi- 
cos, habiendo  sido  excarcelado  bajo  fianza 
previa  consulta  a  la  Sala  5a.  de  la  Corte 
de,  Apelaciones,  el  diez  y  seis  del  mismo 
mes. 

Por  haberse  excusado  el  Juez  de  Prime- 
ra Instancia  de  Chiquimula,  el  siete  de 
agosto  del  año  ya  citado,  se  mandaron 
pasar  las  actuaciones  al  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Zacapa  para  su  prosecución  y 
fenecimiento,  quien  dictó  el  dos  de  Sep- 
tiembre del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco  el  auto  consiguien- 
te, en  el  cual  se  mandó  seguir  averi- 
guación, repitiendo  la  orden  de  captura 
por  el  delito  de  falsificación  de  documen- 
tos contra  Jorge  Antonio  Meza;  mandó 
cotejar  las  firmas  que  aparecen  a  los  folios 
nueve  y  diez  y  que  dicen;  Pedro  A.  Zea, 
con  la  que  aparece  a  folios  diez  y  ocho  que 
corresponde  a  la  declaración  indagatoria 
de  Zea  y  a  las  de  folios  cuatro  y  seis,  nom- 
brándose expertos  para  tal  efecto  a  los 
señores  José  Balcells  y  don  Carlos  Reinch- 
stein,  mandando  por  último  elevar  la  cau- 
sa a  plenario  y  tomar  confesión  con  car- 
gos al  procesado  Pedro  A.  Zea,  previnién- 
dosele que  nombrara  su  defensor. 

El  diez  y  nueve  de  fehrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  a  las  quince  horas, 
se  presentó  ante  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Zacapa  Jsrge  Antonio  Meza, 
quien  al  ser  indagado,  negó  la  comisión 
del  delito  que  se  le  atribuía  manifestando 
que  don  Pedro  A.  Zea  le  había  entregado 
los  certificados  ya  firmados  y  sellados  y 
ademas  la  carta  que  presentó  en  ese  acto 
y  que  obra  a  folio  treinta  y  dos,  para  que 
se  la  entregara  a  su  hijo  Ramiro  de  Jesús 
Zea,  pues  como  honorarios  le  había  cobra- 
do don  Pedro  la  suma  de  doce  dóllars,  y 
explicando  el  heho  agregó:  que  estudió  en 
el  Instituto  Cervantes  de  esta  Capital  has- 
ta tercer  año  de  Bachillerato  en  donde  fué 
reprobado  en  cuatro  materias:  Francés 
ler.  curso,  Literatura  Preceptiva,  Física  y 
Botánica;  que  se  fué  al  Instituto  de  Cni- 
quimula en  donde  solicitó  por  suficiencia 
examen  de  Francés  y  de  Literatura,  que 
le  concedieron  dicho  examen,  habiéndolo 
practicado  los  señores  Ruano  Mejía,  Vás- 
quez  y  Zea,  ignorando  sus  nombres,  que  al 
declarante  le  entregó  el  Secretario  dos  cer- 
tificaciones que  tenían  la  calificación  de 
tres  sobresalientes  cada  uno  :  que  a  pesar 
de  que  sólo  se  examinó  en  Literatura  Pre- 
ceptiva, le  devolvieron  los  dos  con  la  cali- 
ficación ya  dicha,  indicándole  que  en 
cuanto  al  curso  de  Francés  no  había  ne- 
cesidad de  examinarlo;  que  no  conocía  a 
don  Pedro  Antonio  Zea,  quien  fué  el  que 


le  entregó  los  certificados  firmados  y  sella- 
dos, y  que  son  los!  mismos  que  se  le  ponen 
a  la  vista;  que  a  él  no  le  fué  leida  la  cali- 
ficación que  obtuvo  en  Literatura  y  que 
después  de  practicado  dicho  examen  llegó 
a  la  Pensión  el  Secretario  del  Instituto  don 
Pedro  A.  Zea,  llevándole  sus  certifica- 
dos, diciéndole  que  había  ganado  y  que  el 
valor  de  los  derechos  eran  de  doce  quetza- 
les, y  que  la  carta  dirigida  al  hijo  de  don 
Pedro  Antonio  Zea,  Ramiro  J.  Zea  Ruano, 
no  la  habla  entregado  por  falta  de  tiempo. 
Por  el  delito  de  falsificación  de  documentos 
públicos  se  le  motivó  la  prisión  provisio- 
nal el  diez  y  nueve  de  febrero  del  año  pasa- 
do, habiendo  sido  excarcelado  bajo  fian- 
za, el  veinticuatro  de  febrero  del  año  pa- 
sado. Elevada  la  causa  a  plenario  se  tomó 
al  procesado  Jorge  Antonio  Meza  su  confe- 
ción  con  cargos,  deduciéndosele  el  delito 
de  falsificación  de  documentos  públicos, 
con  el  cual  no  se  conformó.  A  don  Pedro  A. 
Zea,  se  le  tuvo  como  defensor  de  sí  mismo 
y  al  Licenciodo  Francisco  Carrillo  Magaña, 
como  defensor  de  Jorge  Antonio  Meza. 

A  solicitud  del  Ministerio  Público,  el  Juez 
de  la.  Instancia  de  Zacapa  se  inhibió  de  se- 
guir conociendo,  y  previa  consulta  de  la 
Sala  jurisdiccional  se  pasó  nuevamente  la 
causa  al  Juez  de  la.  Instancia  de  Chiquimu- 
la,  quien  mandó  correr  los  primeros  trasla- 
dos, comenzando  con  el  Representante  del 
Ministerio  Público  y  para'  notificar  al  Li- 
cenciado Francisco  Carrillo  Magaña  y  don 
Vicente  Cordón  Terraza,  en  su  carácter  de 
defensor  y  apoderado  respectivamente,  li- 
bró exorto  al  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Zacapa. 

Abierta  la  causa  a  prueba  por  el  término 
de  quince  días,  y  ocho  más  que  se  concedie- 
ron de  prórroga  en  virtud  del  pedimento 
que  hizo  el  procesado  Pedro  A.  Zea.  Du- 
rante el  término  probatorio,  fueron  presen- 
tados cinco  escritos  por  el  defensor  de  Me- 
za, solicitando  que  se  pidiera  informe  al 
Instituto  de  Chiquimula  para  establecer  si 
don  Pedro  A.  Zea  estaba  de  Secretario  en  la 
fecha  en  que  se  cometió  el  delito,  especifi- 
cándose al  mismo  tiempo  el  nombre  de  las 
personas  que  componían  el  personal  do- 
cente; que  se  practicara  careo  entre  los 
procesados;  que  se  agregara  a  la  causa  la 
partida  de  nacimiento  para  demostrar  que 
Jorge  Antoio  Meza  era  menor  de  edad; 
que  se  contestara  un  interrogatorio  al 
efecto  por  don  Pedro  A.  Zea  y  que  se  co- 
tejaran las  firmas  de  los  certificados  fal- 
sos y  la  carta  de  folio  treinta  y  dos  con  las 
que  legítimamente  corresponde  a  las  de 
don  Pedro  Antonio  Zea.  Pedro  Antonio 
Zea  presentó  seis  escritos  pidiendo,  que  se 
recabaran  antecedentes  penales  de  su  per- 
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sona;  que  se  examinara  a  los  testigos 
Víctor  Gómez,  Amadeo  Aguilar  y  Cristó- 
bal García;  que  se  ampliara  el  término 
probatorio  y  que  se  practicara  el  cotejo  de 
las  firmas  solicitadas  por  el  defensor  de 
Meza.  A  folios  ciento  once,  ciento  doce, 
ciento  trece  y  ciento  catorce,  obran  dos 
certificaciones  que  acompañó  don  Pedro  A. 
Zea  para  demostrar  su  buena  conducta,  su 
honradez  y  que  es  pobre,  de  la  Directora 
del  Instituto  Normal  de  Señoritas  y  de  la 
Municipalidad  de  aquella  cabecera.  Los 
testigos  Cristóbal  García,  Víctor  Gómez  y 
Amadeo  Aguilar,  declararon:  el  primero, 
que  no  sabía  quien  guardaba  las  llaves  de 
la  Dirección  y  la  Secretaria  del  Instituto, 
no  constándole  lo  demás  que  se  le  pregun- 
taba; el  segundo,  que  las  llaves  las  guar- 
daba el  Director  y  el  Secretario;  y  el  ter- 
cero, que  el  Director  guardaba  las  llaves, 
que  los  inspectores  a  veces  se  quedaban 
trabajando  en  la  Secretaría  con  permiso  del 
Director. 

El  experto  Prudencio  Dávila,  dictaminó 
en  el  sentido  de  que  las  firmas  que  dicen: 
"Pedro  A.  Zea",  puestas  al  pié  de  dos 
actas  del  Instituto  y  Escuela  Normal  de 
Chiquimula,  y  una  firma  de  una1  carta  del 
mismo  señor  Zea  que  aparecen  a  folios 
nueve,  diez  y  treinta  y  dos,  y  la  firma  au- 
téntica puesta  por  el  mismo  a  folios 
diez  y  ocho,  examinadas  letra  por  letra, 
estilo,  tamaño  y  rasgos,  opinaba  que  las 
firmas  de  las  actas  como  la  firrría  de  la 
carta  en  cuestión  no  eran  hechas  por  el  se- 
ñor Zea  por  contener  su  firma  rasgos  muy 
diferentes  y  característicos,  acompañando 
a  su  informe  un  cuadro  con  las  firmas  le- 
gítimas y  falsificadas  y  que  obran  al  folio 
ciento  cuarenta  y  cuatro. 

Evacuados  los  últimos  traslados,  ambos 
reos  alegaron  lo  que  juzgaron  convenien- 
te. 

Para  mejor  fallar  el  cuatro  de  noviem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  el 
Juez  instructor,  mandó  practicar  las  dili- 
gencias siguientes;  cotejo  de  la  firma 
puesta  al  calce  de  la  declaración  indagato- 
ria del  enjuiciado  Pedro  Antonio  Zea,  con 
los  certificados  de  examen  de  folios  nueve 
y  diez,  nombrándose  experto  para  el  efec- 
to al  Bachiller  Humberto  Rodríguez  San- 
doval,  nombrándose  para  el  caso  de  dis- 
cordia al  Doctor  don  Manuel  Cabrera;  que 
se  pidiera  informe  a  la  Dirección  General 
de  Cuentas  con  el  objeto  de  establecer  en 
qué  tiempo  fueron  expedidas  las  hojas  de 
papel  sellado  de  a  cinco  centavos  de  quet- 
zal, registradas  con  los  números  (Y.536538 
o  Y.536539)  y  si  era  posible  se  especificara 
a  qué  tercenista  le  fueron  vendidas;  que  se 
practicara  careo  entre  Pedro  Antonio  Zea 


y  Jorge  Antonio  Meza;  que  se  pidiera  in- 
forme al  Director  del  Instituto  Nacional  a 
fin  de  que  indicara  qué  suma  de  dinero 
ingresó  al  establecimiento  con  motivo  del 
examen  por  suficiencia  del  alumno  Pedro 
Atonio  Meza,  en  la  clase  de  Literatura  Pre- 
ceptiva, y  qué  persona  enteró  tales  dere- 
chos; que  así  mismo  se  practicara  cuantas 
diligencias  se  desprendieran  de  las  ante- 
riores. Dicho  auto  dió  el  resultado  si- 
guiente: en  el  careo  sostenido  entre  Pedro 
Antonio  Zea  y  Jorge  Antonio  Meza,  cada 
uno  sostuvo  su  dicho.  En  esta  diligencia 
Jorge  Antonio  Meza  dijo  que  la  carta  que 
acompañó  cuando  fué  indagado  la  escri- 
bió a  su  presencia  Pedro  Antonio  Zea  en 
una  máquina  de  su  propiedad.  El  defensor 
Licenciado  Francisco  Carrillo,  solicitó  en 
este  acto  que  se  constatara  la  verdad  de  lo 
afirmado  por  su  defendido  y  el  Juez  acom- 
pañado de  su  Secretario  y  del  las  demás 
personas  que  estaban  presentes  a  la  dili- 
gencia, se  dirigió  para  la  casa  de  habita- 
ción de  Pedro  Antonio  Zea  y  ahí  se  hizo 
copiar  la  carta  de  mérito  en  la  máquina 
Royal,  que  está  en  la  sala  de  visitas  del 
señor  Zea  y  la  cual  fué  identificada  por 
Meza  por  la  misma  en  que  se  escribió  di- 
cha carta.  Pedro  Antonio  Zea  pidió  que  se 
hiciera  constar,  que  Meza  no  reconoció  su 
casa,  pues  señaló  como  tal  en  la  que  vive 
don  Manuel  Barrios,  que  está  en  avenida 
distinta.  El  Licenciado  Magaña  pidió  a  su 
vez  que  se  consignara  que  la  casa  de  Ba- 
rrios aunque  está  en  avenida  distinta  tie- 
ne la  misma  situación  de  la  del  señor 
Zea.  El  experto  Bachiller  Humberto  Ro- 
dríguez Sandoval,  dictaminó  que  las  fir- 
mas puestas  al  pie  de  los  certificados  y 
la  de  la  carta  no  son  de  don  Pedro  Anto- 
nio Zea. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  dió  fin 
al  proceso  declarando  que  Jorge  Antonio 
Meza  es  autor  del  delito  de  falsificación 
de  documentos  públicos,  por  cuya  infrac- 
ción le  impuso  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional,  haciendo  las  dem¿s 
declaraciones  correspondientes  en  derecho, 
y  absolvió  a  Pedro  Antonio  Zea  por  falta 
de  prueba,  mandando  por  último  cancelar- 
las fianzas  que  garantizaban  la  libertad  de 
los  procesados.- 

Al  conocer  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  mandó  oír  al  Procurador  y 
Fiscal,  quienes  pidieron  por  su  orden:  que 
debía  de  rebajársele  la  pena  de  tres  años 
impuesta  por  el  Juez  en  una  tercera  parte 
de  conformidad  con  el  artículo  22  inciso 
3o„  es  decir  por  no.  haber  tenido  el  delin- 
cuente intensión  de  causar  un  mal  de  tan- 
ta gravedad  como  el  que  produjo.  El  se- 
gundo pidió  la  confirmación  del  fallo  de 
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primera  instancia,  pero  que  estando  de- 
mostrado que  cuando  Meza  cometió  el  de- 
lito era  menor  de  edad,  pues  le  faltaban 
tres  meses  para  llegar  a  la  mayoría,  debía 
de  imponérsele  solamente  dos  años,  en 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo 22  inciso  2o.  del  Código  Penal. 

La  Sala  consideró:  que  aunque  durante 
todo  el  curso  del  procedimiento  no  llegó  a 
probarse  que  Jorge  Antonio  Meza  fuera  el 
autor  material  de  la  falsificación  de  los 
documentos  públicos,  que  figuran  a  los  fo- 
lios nueve  y  diez  del  proceso  y  en  los  que 
aparecen  haber  ganado  por  suficiencia  los 
cursos  de  Literatura  Preceptiva  y  Francés 
ler.  curso,  lo  que  no  era  cierto,  puesto  que 
de  autos  aparecía  superabundantemente 
que  Meza  fué  reprobado  en  la  primera  de 
las  materias  indicadas,  el  tres  de  julio  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  y  que  no 
se  sometió  a  examen  en  la  segunda;  pero 
que  sí  estaba  probado  que  a  sabiendas  se 
sirvió  de  los  documentos  falsos  ya  relacio- 
nados, presentándolos  ante  el  Ministerio 
de  Educación  Pública,  para  que  se  le  ex- 
tendiera matrícula  de  cuarto  año  de  Ba- 
chillerato, imponéndole  en  consecuencia 
la  pena  mencionada  al  principio  de  este 
fallo. 

El  reo  Jorge  Antonio  Meza  Aguilar,  con 
auxilio  del  Abogado  Salvador  García  Igle- 
sias, introdujo  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley,  denunciando  como  infrin- 
gidos los  artículos  siguientes:  11,  18,  22, 
incisos  3o.,  6o.,  9o.  y  10o.,  81  198  y  210  del 
Código  Penal  vigente  (Decreto  Legislativo 
número  2164) ;  lo.,  65,  66,  y  76  del  Código 
Penal  de  1889;  lo.,  67,  68  y  78  del  Código 
Penal  primeramente  citado;  568,  609  y  614 
Procedimientos  Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  es  e\  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Código  Penal  castiga  como  delito 
especial  el  uso  de  documentos  falsificados, 
y  los  pena  de  diferentes  maneras,  según  la 
clase  del  documento  falso  que  se  haga  uso. 

De  la  distinción  que  hace  la  ley  entre  la 
falsificación  y  el  uso  del  documento  falso, 
se  deducen  varias  consecuencias  impor- 
tantes. La  falsificación  y  uso  del  docu- 
mento falso  pueden  existir  aisladamente, 
sin  que  la  existencia  del  uno  implique  ne- 
ce.sariamiente  la  existencia  del  otro.  El 
que  usa  de  un  documento  falso  es  punible, 
aunque  no  haya  intervenido  de  ninguna 
manera  en  la  falsificación;  el  que  falsifi- 
ca un  documento,  es  culpable  aunque  no 
lo  haya  usado. 


Como  en  la  causa  que  se  examina  están 
plenamente  establecidos  los  elementos  in- 
dispensables para  la  existencia  del  delito 
de  uso  de  un  documento  falso,  o  sea:  a) 
que  haya  un  documento  falso;  b)  que  ten- 
ga caracteres  de  falsedad  criminal;  y  c) 
que  el  delincuente  haya  tenido  conoci- 
miento de  la  falsedad  del  documento;  y 
por  consiguiente,  al  declararlo  así  la  Sa- 
la sentenciadora  no  infringió  lo  dispuesto 
en  los  artículos  11,  18,  22,  incisos  3o.,  6o., 
9o.  y  10.,  81,  198  y  210  del  Código  Penal  vi- 
gente, toda  vez  que  el  delito  que  señala  el 
artículo  199  del  mismo  código,  o  sea  el  que 
a  sabiendas  presentare  en  juicio  o  usare 
con  intención  de;  lucro  un  documento  fal- 
so de  los  comprendidos  en  el  artículo  198, 
quedó  plenamente  establecido  con  la  pre- 
sentación del  inculpado  ante  el  Ministerio 
de  Educación  Pública  pidiendo  que  se  le 
matriculara  en  cuarto  año,  haciendo  uso 
para  ello,  de  los  documentos  que  obran  al 
folio  nueve  y  diez,  los  cuales  según  infor- 
me del  Director  del  Instituto  Normal  de 
Varones  de  Chiquimula,  dictamen  de  ex- 
pertos y  confesión  del  reo,  son  falsoj.  No  se 
infringieron  tampoco  los  artículos  568, 
609  y  614  Procedimientos  Penales,  el  pri- 
mero por  estar  probado  el  delito  y  que  el 
reo  lo  cometió,  el  segundo  porque  sin  la 
confesión  del  reo  habría  prueba  para  con- 
denarlo, y  el  tercero,  porque  su  confesión 
no  es  calificada,  por  existir  circunstancias 
que  la  modifican  completamente. 

Habiendo  aplicado  la  Sala  sentenciadora 
la  pena  señalada  al  delito,  rebajada  en 
una  tercera  parte,  por  existir  a  su  favor  la 
circunstancia  atenuante,  de  que  cuando 
realizó  el  hecho  era  mayor  de  quince  años, 
pero  menor  de  diez  y  ocho,  no  violó  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  lo,  67.,  68,  y  78  del 
Decreto  Legislativo  número  2164,  así  como 
tampoco  el  lo.,  65,  66,  y  76  del  Código  Pe  - 
nal  de  1889. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
dó con  lo  preceptuado  en  los  artículos 
686,  690  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara 
improcedente  el  recurso  de  que  se  ha  he- 
cho mérito,  e  impone  al  recurrente  la  pe- 
na adicional  de  quince  días  de  arresto, 
conmutables  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día.  Notifíquese  y  con  certifi- 
cación, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  correspode. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arqueto. 
S.  —  Alfonso  Hernández  Poloanco.  —  Max 
Gacía  R.  —  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO  contra  Víctor  Manuel  González 
Duran,  por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Si  la  agresión  ilegítima  se 
determina  por  un  injusto  acometimien- 
to o  amenaza  que  ponga  en  inminente 
peligro  la  vida  o  la  integridad  física  de 
una  persona,  ella  implica  que  el  derecho 
de  defensa  cesa  cuando  el  riesgo  deja  de 
ser  actual. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  siete  de  julio  del  año 
en  curso,  en  la  causa  instruida  contra  Víc- 
tor Manuel  Gozález  Duran,  por  el  delito 
de  homicidio. 

RESULTA: 

Que  el  diez  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos veintiséis,  don  Joaquín  Duque,  se 
presentó  ante  el  Juez  de  Paz  de  Ayutla,  a 
las  quince  horas  y  quince  minutos,  dicien- 
do: que1  viniendo  de  sus  trabajos  en  el 
cam¡po,  a  la  entrada  de  la  población  en  el 
lugar  denominado  "La  Cruz  Blanca",  vió 
tiradoi  en  el  suelo  a  un  agente  de  la  poli- 
cía, suponiendo  que  estaba  herido  porque 
le  vió  sangre  en  la  cara.  Este  parte  fué 
ratificado,  y  al  constituirse  el  Juez  instruc- 
tor de  las  primeras  diligencias  en,  el  lugar 
del  hecho,  se  identificó  al  inspector  Salo- 
mé González,  quien  presentaba  una  heri- 
da con  arma  de  fuego  arriba  del  ojo  iz- 
quierdo, con  orificio  de  salida  en  la  oreja 
del  propio  lado,  se  recogió  un  revólver  ca- 
libre treinta  y  dos  largo  marca  colt,  con 
seis  tiros  sin  disparar,  haciéndose  constar 
en  el  acta  levantada  al  respecto  todos  los 
datos  que  se  creyeron  necesarios.  Exmi- 
nado el  agente  Arnulfo  Ortíz  González, 
dijo:  que  la  noche  anterior  como  a  las 
veintitrés  horas,  en  ocasión  que  estaba  en 
compañía  del  inspector  Salomé  González 
frente  a  una  casa  en  donde  se  celebraba 
una  fiesta,  llegó  Victor  Manuel  González, 
diciéndole  al  citado  inspector  que  le  escu- 
chara dos  palabras,  llevándoselo  como  a 
veinte  pasos  de  distincia,  pudiendo  oir, 
que  González  le  dijo  a  Salomé,  que  se  abs- 
tuviera de  estar  en  relaciones  amorosas 
con  su  hermana  Zoila,  porque  de  lo  con- 
trario procedería  como  hombre  contra  él, 
quitándole  la  existencia,  por  lo  que  andu- 
viera con  cuidado;  que  eJ  inspector  Gon- 
záles  lo  tomó  a  broma  diciéndole  que  no 


se  metiera  en  dicho  asunto,  pues  nada  le 
importaba  lo  que  hiciera,  a  lo  que  Víctor 
González  le  repuso:  "que  yo  había  pedido 
su  baja  de  la  policía  para  no  contraer  ma- 
yores responsabilidades,  y  que  se  anduvie- 
ra con  cuidado,  porque  si  su  padre  Filadel- 
fo  Barrios  toleraba  esos  amores,  él  no  es- 
taba en  esa  disposición,  habiéndose  retira- 
do colérico'';  que  hacía  como  quince  días 
en  la  calle  donde  está  el  Hotel  Italia, 
siendo  como  las  nueve  y  media  de  la  no- 
che, había  un  grupo  de  individuos  en  la 
esquina,  por  lo  que  les  ordenó  el  inspec- 
tor Salomé  González  al  declarante  y  al 
agente  Octaviano  de  León,  que  retiraran 
a  dichas  personas,  encontrándose  entre 
de  ellas,  Sabino  González,  hermano  de  Zoi- 
la, quien  manifestó  que  esa  orden  la  daba 
el  inspector  González  porque  estaba  ren- 
coroso contra  ellos  por  el  asunto  de  su 
hermana,  y  que  no  se  retiraba  ni  que  lle- 
gara el  propio  Comisario;  que  trató  de 
capturarlo,  pero  se  puso  en  fuga;  y  que 
por  esto  supone  que  los  hermanos  Víctor 
y  Sabino  González  fueran  los  autores  del 
delito,  siendo  muy  probable  que  Filadelfo 
Barrios  los  hubiese  ayudado.  El  Doctor 
Guillermo  Paz  Andrade,  reconoció  la  heri- 
da que  presentaba  el  agente  de  policía 
Salomé  González,  en  el  cual  después  de 
describir  el  lugar  donde  penetró  la  bala, 
su  salida,  hizo  constar  que  a  consecuencia 
de  dicha  lesión  se  produjo  en  González  un 
estado  comatoso  instantáneo,  con  parálisis 
de  los  miembros  superiores  e  inferiores  del 
lado  opuesto  a  la  lesión,  siendo  la  herida 
de  gravedad  extrema  y  que  la  muerte  po- 
día sobrevenir  en  pocas>  horas. 

Capturados  Filadelfo  Barrios  y  Sabino 
González,  éste  último  de  diez  y  siete  años 
de  edad,  fueron  interrogados  sobre  el  ho- 
micidio cometido  en  la  persona  de  Salomé 
González,  sosteniendo  ambos  ser  comple- 
tamente inocentes  de  dicho  delito;  no  ne- 
garon que  estaban  disgustados  con  el  inter- 
fecto porque  éste  a  la  fuerza  quería  tener 
relaciones  amorosas  con  Zoila  González, 
hija  y  hermana  respectivamente  de  ellos, 
a  quien  amjenazó  repetidas  veces  Gonzá- 
lez; el  señor  Barrios  manifestó  que  el  día 
del  hecho  se  encontraba  enfermo  en  su 
casa,  y  el  menor  González  sostuvo  que  ese 
día  trabajó  en  el  rio  Suchiate,  con  su 
panga;  el  señor  Barrios  agregó:  que  su  hi- 
jo odoptivo  Victor  González  desapareció 
desde  el  día  anterior,  ignorando  en  donde 
se  encuentra;  el  citado  menor  González 
estuvo  de  acuerdo  con  lo  del  incidente 
ocurrido  frente  al  Hotel  Italia,  pero  sos- 
tuvo que  era  inocente,  que  ese  día  lo 
acompañaban,  Julio  Gálvez.  Andrés  Villa- 
grán    y    Gregorio    Morán.  Interrogados 
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estos  testigos  sobre  el  particular,  estuvie- 
ron de  acuerdo  con  lo  expuesto  por  Gon- 
zález, manifestando  que  cuando  se  les  pre- 
vino retirarse,  todos  se  fueron  a  sus  res- 
pectivas casas. 

Pasadas  las  primeras  diligencias  al  Juz- 
gado de  Primera  Instada  de  San  Mar- 
cos, se  mandó  seguir  la  averiguación  co- 
rrespondiente, decretándose  la  prisión 
preventiva  por  el  delito  de  asesinato  a 
Filadelfo  Barrios  y  Sabino  González. 

Se  nombraron  expertos  a  los  señores 
Victor  M.  Barrios  y  Gustavo  Alfaro,  quie- 
es  reconocieron  la  pistola  recogida  en  el 
lugar  del  hecho,  dictaminando  en  el  sen- 
tido, de  que  presentaba  señales  recientes 
de  haber  sido  disparada.  El  Doctor  Paz 
Andrade  amplió  su  informe,  indicando,  que 
Salomé  González  no  presentaba  señales  de 
fogonazo  o  tatuaje  que  indicara  que  el  dis- 
paro hubiera  sido  hecho  a  boca  de  jarro 
o  a  quemarropa,  y  que  no  practicó  la  au- 
topsia de  ley  por  dos  motivos:  primero  por- 
que la  herida  era  necesariamente  mortal; 
y  segundo  porque  en  Ayutla  no  hay  lugar 
apropiado  para  practicar  esta  clase  de 
operaciones.  Se  amplió  el  acta  de  la  ins- 
pección ocular,  haciendo  constar  el  Juez 
de  Ayutla,  que  cuando  se  recogió  la  pisto- 
la como  a  media  vara  de  donde  estaba 
botado  Salomé  González,  ésta  estaba  car- 
gada con  seis  tiros  sin  amartillar;  que  el 
sitio  en  donde  ocurrió  el  delita  era  despo- 
blado. 

A  solicitud  del  reo  Filadelfo  Barrios  fue- 
ron examinados  los  testigos  Beatriz  de 
León,  Ignacio  Pananá,  Nicolás  B.  Godinez, 
Florencio  de  León  y  Ernesto  Sarmiento, 
todos  estos  señores,  con  exepción  del  pri- 
mero y  el  tercero,  dijeron:  que  el  día  del 
hecho  como  a  las  doce  horas  vieron  en  su 
casa  de  habitación  a  don  Filadelfo  Ba- 
rrios, quien  estaba  enfermo  y  éstos  mismos 
manifestaron  que  Sabino  González  estaba 
trabajando  en  el  río  Suchiate,  sin  constar- 
les nada  de  lo  sucedido. 

Elevado  el  proceso  a  estado  público,  se 
les  tomó  confeción  con  cargos,  a  los  acu- 
sados, nombrándosele  tutor  específico  a 
Sabino  González  por  ser  menor  de  edad; 
los  reos  no  estuvieron  conformes  con  el 
cargo  formulado.  Por  medio  de  despacho 
librado  al  Juez  menor  de  Catarina,  fue- 
ron examinados  los  señores  Porfirio  Mota, 
Doroteo  Fuentes  y  Eleuterio  Balderramos, 
quienes  declararon,  constarles  que  el  diez 
de  septiembre  de  mil  novecientos  veinti- 
séis, estuvo  en  su  casa  de  habitación  en- 
fermo Filadelfo  Barrios,  a  quien  tuvieron 
oportunidad  de  ver  dicho  día  por  asuntos 
de  negocios,  dos  de  ellos  agregaron,  que 
también  en  esa  ocasión    desde  el  río  Su- 


chiate vieron  ai  Sabino  González.  Los  pro- 
cesados pidieron  la  reforma  del  auto  de 
prisión,  solicitud  que  fué  denegada.  Se 
les  designó  como  defensor  al  Abogado  Eg- 
berto  Orozco  a  quien  se  le  tuvo  como  tal 
previos  los  trámites  correspondientes.  Se 
dió  intervención,  al  Representante  del  Mi- 
nisterio Público,  abriéndose  después  de 
los  traslados,  la  causa  a  prueba,  por  quin- 
ce días.  A  pedimento  de  la  defensa  se  les 
reformó  el  auto  de  prisión  a  los  enjuicia- 
dos poniéndoseles  en  libertad. 

El  proceso  quedó  en  suspenso  durante 
varios  años,  hasta  que  con  fecha  veinti- 
nueve de  enero  del  año  en  curso,  el  Co- 
misario de  la  Policía  Nacional  de  Ayutla, 
dirigió  un  oficio  al  Juez  de  Paz  del  propio 
lugar,  poniéndole  a  su  disposición  al1  indi- 
viduo Víctor  Manuel  González  Durán,  sin- 
dicado como  el  autor  del  homicidio  perpe- 
trado en  la  persona  de  Salomé  González. 
El  Juez  aludido,  una  vez  ratificado  el  par- 
te, procedió  a  instruir  la  averiguación  del 
caso.  Examinado  Edmundo  A.  Gil,  dijo 
que  en  septiembre  de  mil  novecientos  vein- 
tiséis, el  había  actuado  como  Secretario 
del  Juzgado,  y  que  el  día  diez  instruyó  las 
diligencias  criminales,  con  motivo  de  la 
herida  que  se  le  ocasionó  al  inspector  Gon- 
zález. Obra  un  informe  al  folió  cuatro,  de 
la  segunda  pieza,  dado  por  el  Doctor  Gui- 
llermo Paz  Andrade,  en  donde  consta  que 
él  reconoció  al  interfecto  Salomé  González 
en  aquel  entonces,  también  corre  agrega- 
do a  folios  seis  la  partida  de  defunción  de 
Salomé  González. 

De  nuevo  se  indagaron  a  los  señores  Sa- 
bino González  Durán  y  Filadelfo  Barrios, 
quienes  sostuvieron  nueva-mente  su  ino- 
cencia, refiriendo  que  Víctor  Manuel  Gon- 
zález les  había  contado  que  él  había  dado 
muerte  a  Salomé  González  ignorando  el 
motivo.  También  se  examinó  al  señor  don 
Joaquín  Duque,  quien  se  expresó  más  o 
menos,  en  términos  parecidos  a  su  decla- 
ración anterior.  Al  indagarse  al  procesa- 
do Víctor  Manuel  González  Durán,  dijo: 
que  ciertamente  él  ultimó  a  Salomé  Gon- 
zález, el  diez  de  septiembre  del  año  de  mil 
novecientos  veintiséis,  pero  lo  verificó  en 
defensa  de  su  vida,  y  que  los  hechos  tu- 
vieron lugar  así:  que  el  día  mencionado 
como  a  las  trece  horas  y  treinta  minutos, 
cuando  iba  con  dirección  a  la  finca  "El 
Molino",  con  el  objeto  de  ver  un  novillo 
que  le  vendía  la  señora  Teutila  Fuentes,  al 
pasar  frente  a  la  casa  de  Francisco  Gar- 
cía, celador  de  linea,  vió  que  allí  estaba 
el  inspector  Salomón  González,  quien  al 
verlo  le  dijo:  "hombre,  todo  el  día  estaba 
deseando  verlo  para  hablarle  a  solas";  que 
después  se  fueron  juntos  hacia  el  lugar 
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llamado  "La  Cruz  Blanca",  y  repentina- 
mente González  sacó  su  revolver  y  le  hizo 
un  disparo  que  no  le  pegó,  por  lo  que  él 
a  su  vez  sacó  el  suyo  disparándole  un  tiro 
que  le  pegó  abajo  del  ojo  izquierdo;  que 
él  era  el  único  obstáculo  para  que  su  her- 
mana Zoila  fuera  su  querida,  le  dijo  Gon- 
zález antes  de  dispararle;  que  como  en 
aquel  entonces  el  declarante  era  cabo  de 
la  tropa  montada,  sirviendo  directamente 
al  capitán  del  puerto,  Coronel  Adán  Mo- 
rales, hizo  uso  de  su  revólver  como  ya 
dijo,  en  legitima  defensa;  que  al  ver  caer 
a  González  salió  huyendo  y  estuvo  oculto 
dos  días  cerca  de  las  márgenes  del  río  Su- 
chiate,  y  después  se  pasó  a  la  República 
de  Méjico,  en  donde  permaneció  algún 
tiempo;  que  la  odiosidad  de  González  para 
con  él  y  su  familia,  era  porque  se  oponía 
a  que  éste  cortejara  a  su  hermana  Zoila, 
a  quien  González  deseaba  tener  como 
querida.  El  Juez  de  Paz  de  Ayutla  veri- 
ficó una  nueva  inspección  ocular,  levan- 
tándo  un  plano  en  el  teatro  del  suceso,  y 
en  estas  diligencias  el  propio  reo  explicó 
la  forma  en  que  los  acontecimientos  se 
desarrollaron,  insistiendo  en  que  el  cita- 
do Salomé  González  fué  quien  primero  le 
disparó,  por  lo  que  se  vió  en  la  necesidad 
de  hacer  uso  de  su  revólver. 

Las  primeras  diligencias  pasaron  al 
Juzgado  de  la.  Instancia  de  San  Marcos, 
las  cuales  se  acumularon  al  proceso  pen- 
diente, dejándose  en  libertad  a  Filadelfo 
Barrios  y  Sabino  González,  y  reduciéndose 
a  prisión  provisional  por  el  delito  de  ho- 
micidio a  Víctor  Manuel  González 

Examinada  la  señora  Zoila  González  de 
Solano,  manifestó:  pue  ciertamente  en 
septiembre  del  año  de  mil  novecientos 
veintiséis,  fué  requerida  de  amores  por  el 
inspector  Salomé  González,  a  quien  no 
aceptó,  por  cuyo  motivo  la  amenazó  de 
muerte,  tanto  a  ella  como  a  su  padre 
adoptivo  Filadelfo  Barrios  y  a  su  hermano 
Víctor  González,  por  lo  que  dispuso  que- 
jarse con  ellos,  pero  que  ignoraba  quien 
le  haya  dado  muerte. 

El  Comandante  del  Puerto  de  Ayutla,  in- 
formó que  el  reo  no  estuvo  filiado  como 
soldado  en  el  año  de  mil  novecientos 
veintiséis;  el  Comandante  de  la  policía 
montada,  de  dicha  zona  informó  en  igual 
sentido.  A  solicitud  del  reo  fueron  exa- 
minados: Manuel  Puentes,  Ignacio  Pana- 
ná,  Porfirio  Hermíosilla  y  Arturo  Barrios, 
quienes  dijeron:  que  como  a  las  doce  o 
trece  horas  del  diez  de  septiembre  de  mil 
novecientos  veintiséis,  vieron  parado  cer- 
ca de  la  casa  de  Francisco  García,  al  ins- 
pector de  la  policía  Salomé  González, 
quien  les  preguntó  por  Víctor  González, 


que  al  rato  apareció  éste,  notando  como 
que  peleaban,  y  que  después  se  fueron  jun- 
tos y  ya  no  se  dieron  cuenta  de  más,  y 
era  cierto  que  el  inspector  pretendía  a  la 
hermana  de  González,  llamada  Zoila  del 
mismo  epellido. 

El  proceso  se  elevó  a  plenario,  tomándo- 
le al  inculpado  confesión  con  cargos  por  el 
delito  que  resulta  en  su  contra,  con  el 
cual  no  estuvo  conforme,  y  se  le  nombró 
como  su  defensor  al  Abogado  Augusto  Li- 
nares Letona. 

Abierta  a  prueba  la  causa,  se  examinó 
a  pedimento  de  la  defensa  a  Vicente  Fuen- 
tes Toledo,  quien  dijo:  que  había  conoci- 
do al  interfecto  Salomé  González,  quien 
le  dijo  en  cierta  ocasión,  que  se  bañaban 
en  el  río  Suchiate,  que  Víctor  González 
era  el  único  que  se  oponía  a  que  Zoila 
González  fuera  su  querida,  por  lo  que  ten- 
dría que  arreglar  dicho  asunto  de  cual- 
quier manera.  Por  medio  de  exhorto  li- 
brado al  Juez  de  la.  Instancia  de  Escuin- 
tla,  fueron  examinados:  José  Corado, 
Adrián  de  igual  apellido  y  Rosa  Gomar 
viuda  de  Díaz,  quienes  dijeron:  que  les 
constaba  que  el  reo  era  de  buenos  antece- 
dentes, al  concluirse  el  término  probato- 
rio se  corrieron  los  últimos  traslados,  pre- 
sentando las  partes  sus  alegatos  de  acu- 
sación y  defensa.  De  folios  sesenta  al  ochen 
ta  y  dos,  de  la  segunda  pieza,  corren  agre- 
gadas las  constancias  de  los  diferentes 
puestos  desempeñados  por  Víctor  Manuel 
Gozález,  su  buena  conducta  y  de  ser  fiel 
cumplidor  a  sus  deberes. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  de  la. 
Instancia  de  San  Marcos,  con  fecha  tres 
de  junio  del  presente  año,  puso  fin  al  pro- 
ceso, declarando:  que  el  reo  Víctor  Manuel 
González  Durán,  es  autor  del  delito  de  ho- 
micidio cometido  en  la  persona  de  Salomé 
González,  por  lo  que  le  impuso  la  pena  de 
seia  años  ocho  meses  de  prisión  correccio- 
nal, hecha  la  rebaja  dé1  la  circunstancia 
atenuante,  de  haber  precedido  de  parte  del 
occiso  provocación  suficiente,  haciendo  las 
demás  declaraciones  correspondientes  en 
derecho;  que  la  aplicación  de  los  indul- 
tos números  926  y  963  que  favorecen  al  reo, 
ferian  aplicables  por  esta  Corte,  y  por 
último  absolivió  por  falta  de  prueba  a 
Filadelfo  Barrios  y  Sabino  González. 

Al  recibirse  la  causa  en  apelación  la 
Sala  4a.  corrió  los  traslados  correspondien- 
tes, y  al  evacuarlos  el  Procurador  pidió 
que  se  declarara  exento  de  responabilidad 
criminal  a  Víctor  Manuel  González  por 
haber  obrado  en  legítima  defensa,  y  el  Fis- 
cal que  se  confirmara  la  sentencia  de  pri- 
mera Instancia. 
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La  Sala  4a.  profirió  su  sentencia  con- 
denatoria, con  base  en  la  prueba  enume- 
rada en  el  siguiente  considerando:  "que 
la  delincuencia  y  consiguiente  responsabili- 
dad penal  del  encartado  Víctor  Manuel 
González  Duran,  como  autor  del  delito  de 
homicidio,  se  probó  con  medios  idóneos, 
como  a  continuación  se  explica:  a)  Según 
informe  emitido  por  el  Señor  Juez  de  Paz 
de  Ayutla  desde  el  primer  momento  el 
rumor  publicó  como  autor  de  este  crimen 
al  citado  González  Durán,  rumor  qué  has- 
ta cierto  punto  se  confirmó  con  la 
repentina  desaparición  de  éste  del  pueblo 
mencionado,  a  raiz  de  consumado  el  he- 
cho de  sangre;  b)  El  agente  Arnulfo  Or- 
tiz  González  al  declarar  indica,  que  la 
noche  anterior  al  día  de  autos,  el  reo  lle- 
gó a  provocar  al  interfecto,  haciéndole 
una  advertencia  bastante  grave;  los  he- 
chos posteriores  demostraron  que  no  fue- 
ron palabras  vanas  lo  que  impulsaron  a 
González  Durán  a  prevenirle  al  otro  que 
se  abstuviera  de  molestar  a  su  hermana 
Zoila;  c)  El  día  del  suceso,  horas  antes  al 
momento  en  que  Joaquín  Duque  se  encon- 
trara con  el  herido  Salomé  González,  éste 
último  fué  visto  por  varias  personas  con  el 
reo,  notando  todas  ellas  que  alegaban  en- 
tre sí  y  que  después  se  fueron  con  direc- 
cin  al  lugar  llamado  "La  Cruz  Blanca", 
que  fué  presisamente  el  sitio  donde  se  le 
halló  en  estado  agónico;  los  testigos  que 
afirman  tal  especie  son  los  señores  Porfi- 
rio Hermosilla,  Manuel  Fuentes,  Ignacio 
Pananá  y  Arturo  Barrios;  d)  Lo  aseverado 
por  los  co-reos  Filadelfo  Barrios  y  Sabino 
González  con  respecto  a  que  Víctor.  Gonzá- 
lez les  había  dicho  en  el  año  de  mil  no- 
vecientos veintinueve  que  él  había  ultima- 
do a  Salomé  González;  y  f)  La  referencia 
que  hace  el  testigo  Vicente  Fuentes  Toledo 
acerca  de  los  antecedentes  de  enemistad 
que  existían  entre  el  occiso  y  el  reo,  debido 
a  que  éste  últimio  se  oponía  a  las  relacio- 
nes amorosas  de  aquel  con  su  hermana 
Zoila  González.  Las  presunciones  descri- 
tas, son  de  tal  naturaleza  concordantes 
entre  sí,  teniendo  tal  enlace  con  el  hecho 
que  se  trata  de  aclarar,  que  aún  prescin- 
diendo de  la  confesión  expontánea  del 
procesado,  procedería  su  condena; —  es  de- 
cir confirmó  la  sentencia  del  Juez  de  la. 
Instancia  de  San  Marcos  con  la  modifica- 
ción que  la  circunstancia  atenuante  que 
existía  era  la  de  arrebato  u  obsecación  y 
no  de  provocasión. 

El  reo  con  auxilio  del  Abogado  Augusto 
Linares  Letona,  introdujo  recurso  de  ca- 
sación denunciado  como  infrigidos  los 
articulos  siguientes:  21  inciso  6o.  del  Có- 
digo Penal,  en  relación  con  el  artículo  614 


Procedimientos  Penales,  22  incisos  lo.  4o. 
6o.  9o.  y  10o.  y  81  Código  Penal:  573  y  574 
Procedimientos  Penales  y  los  decretos  de 
indulto  números  926  y  963.  Acompañó  a 
su  recurso  constancia  del  alcaide  de  las 
cárceles  del  departamento  de  San  Marcos, 
sobre  su  buena  conducta  observada  en  la 
prisión,  asi  como  también  certificación 
del  Mayor  de  plaza,  Coronel  de  infantería 
Lorenzo  Muñoz.  Pedidos  los  antecedentes 
y  señalada  la  audiencia  del  diez  del  mes 
en  curso,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  eximente  de  legítima  defensa  só- 
lo es  de  estimar  cuando  existe  el  acome- 
timiento actual,  inesperado  e  injusto,  que 
precisa  impedir  o  rechazar  con  rapidez  y 
urgencia  ante  el  peligro  inminente  de  la 
pérdida  de  la  vida  o  de  la  integridad  per- 
sonal, siendo  necesario  por  consiguiente 
un  estado  o  situación  de  riesgo  que  im- 
ponga el  empleo  del  medio  racionalmente 
adecuado  para  evitar  al  menos,  la  inicia- 
ción o  el  comienso,  sino  la  persistencia  en 
la  realización  del  acometimiento  de  que 
es  víctima  el  que  se  defiende.  Además 
para  que  pueda  ser  apreciada  la  legítima 
defensa,  es  indispensable  que  exista  la 
agresión  ilegitima,  base  y  fundamento  de 
toda  defensa,  y  ella  supone  que  no  haya 
causa,  razón  o  motivo  que  la  justifique, 
que  sea  inesperada  e  imprevista,  y  que 
consista  en  un  acto  de  fuerza,  a  la  vez  que 
injustificada,  reveladora  del  propósito  de 
atentar  contra  la  integridad  de  la  persona 
del  agredido,  poniendo  a  éste  en  peligro. 
Haciendo  aplicación  de  dicho  principio  y 
norma  jurídica  al  caso  de  examen,  es  no- 
torio que  el  Tribunal  sentenciador  no  co- 
metió error  de  derecho  al  estimar  que  el 
inculpado  Víctor  Manuel  González  Durán, 
es  responsable  por  el  delito  de  homicidio 
cometido  en  la  persona  de  Salomé  Gonzá- 
lez, toda  vez  que  la  legítima  defensa  co- 
mo circunstancia  de  hecho  que  es,  debe 
probarse,  prueba  que  no  existe,  pues  como 
muy  bien  lo  dice  y  acepta  el  Tribunal  de 
segundo  grado,  el  recurrente  aceptó  el  re- 
to que  le  hizo  Salomé  González,  y  por  es- 
ta razón  se  fué  con  él,  hasta  el  lugar  en 
donde  se  desarrollaron  los  hechos,  "Cruz 
Blanca"  del  Municipio  de  Ayutla  del  De- 
partamento de  San  Marcos,  el  diez  de  sep- 
tiembre del  año  próximo  pasado,  pues  la 
disculpa  que  dió  no  constituye  propiamen- 
te del  punto  de  vista  de  la  forma,  lo  que 
se  llama  confesión  calificada,  toda  vez  que 
manifestó  que  hizo  uso  de  su.  arma,  des- 
pués de  haberle  disparado  Salomié  Gonzá- 
lez, sin  hacer  blanco  en  su  persona,  cir- 
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cunstancia  que  está  en  contra  de  lo  cons- 
tatado en  la  inspección  ocular,  pues  el 
arma  corespondiente  al  occiso,  no  había 
sido  disparada.  No  estando  por  lo  tanto 
acreditado  los  hechos  expuestos  por  el 
reo  en  su  declaración  indagatoria,  el  Tri- 
bunal de  segundo  grado  no  pudo  infrin- 
gir el  caso  6o.  del  artículo  21  del  Código 
Penal  en  sus  tres  incisos,  así  como  tampo- 
co el  614  de  Procedimientos  Penales,  pues 
la  confesión  que  dió  Victor  Manuel  Gonzá- 
lez, aunque  es  calificada,  hay  circunstan- 
cias en  contra  que  la  modifican  comple- 
tamente y  que  la  hacen  inaceptable. 

Las  circunstancias  atenuantes  del  artí- 
culo 22  en  sus  incisos  lo.,  4o.,  9o.,  y  10o. 
del  mismo  cuerpo  legal,  no  es  el  caso  de 
examinarlas,  pues  no  existe  ninguna  prue- 
ba al  respecto  y  por  cuya  razón  no  pudie- 
ron ser  infringidos,  y  en  cuanto  a  la  ate- 
nuante enumerada  en  el  inciso  6o.  de 
dicha  disposición  legal,  mucho  menos  pro- 
cede el  recurso,  pues  fué  apreciada  por  el 
Tribunal  sentenciador  y  hecha  la  rebaja 
correspcndiente  en  ]a  pena  impuesta.  El 
artículo  81  del  Código  Penal  requiere  para 
su  aplicación  la  existencia  de  dos  o  más 
circunstancias  atenuantes  y  muy  califica- 
das y  ninguna  agravante,  y  en  el  caso  de 
examen  sólo  existe  la  atenuante  de  arre- 
bato, circunstancia  que  por  sí  sóla  hace 
inaplicable  dicho  artículo,  y  por  lo  tanto 
no  se  infringió  en  la  sentencia  recurrida. 
Por  último,  fundándose  el  fallo  de  segun- 
do grado  en  la  prueba  indirecta  que  se 
deja  transcrita  en  la  historia  de  la  sen- 
tencia de  esta  Corte,  no  pudieron  ser  vio- 
lados los  artículos  573  y  574  de  Procedi- 
mientos Penales,  ya  que  los  hechos  que 
sirvieron  de  base  a  la  deducción,  son  cier- 
tos y  están  debidamente  probados. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  reo  puede  solicitar  a  la  Presiden- 
cia de  esta  Corte  Suprema,  por  no  haber- 
lo hecho  el  Tribunal  sentenciador  en  caso 
que  le  correspondan,  la  aplicación  de  los 
Decretos  números  926  y  963;  y  ese  con- 
cepto, no  pueden  apreciarse  como  infrin- 
gidos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  haciendo 
aplicación  de  lo  estatuido  por  los  artículos 
676,  686,  y  690  Procedimientos  Penales; 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
DESESTIMA  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  reo  Víctor  Manuel  González, 
imponiéndole  la  pena  adicional  de  quince 
días  de  arresto,    conmutables  a  razón  de 


diez  centavos  de  quetzal  por  día.  Notifí- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  a  donde  co- 
rresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Poianco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Julio  Guillermo  Rubio 
Ligorria,  por  el  delito  de  allanamiento 
de  morada  y  estafa. 

DOCTRINA:  El  delito  de  allanamiento  de 
morada  está  integrado  por  dos  elemen- 
tos, a  saber:  a)  la  entrada  de  un  parti- 
cular en  morada  ajena;  y  b)  que  este 
hecho  se  verifique  contra  la  voluntad 
manifiesta  de  la  persona  que  la  habita. 

La  naturaleza  de  los  contratos  no  la  de- 
termina el  nombre  que  le  den  las  partes 
a  los  pactos  que  celebren,  si  no  las  leyes 
que  los  rigen. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relacio- 
nará pronunciada  en  los  procesos  instrui- 
dos contra  Julio  Guillermo  Rubio  Ligorria 
por  los  delitos  de  allanamiento  de  morada 
y  estafa. 

RESULTA: 

Que  el  quince  de  Enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  el  Licenciado  Daniel 
Escalante  Borrayo  se  presentó  ante  el  Juez 
de  Paz  de  Salamá,  manifestando  por  es- 
crito, entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  que 
durante  el  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta yi  cuatro  y  desde  el  mes  de  Enero  al  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco, 
el  chauffeur  Julio  Rubio  sin  su  consenti- 
miento y  por  la  noche  penetró  varias  ve- 
ces a  su  casa  de  habitación  y  para  verifi- 
carlo, quitaba  la  tranca  con  que  estaba 
asegurada  la  puerta  que  dá  a  la  calle  del 
Cementerio;  y  que  estos  hechos  fueron 
presenciados  por  Rosa  Prera  Milián,  An- 
selma Mejía  y  Marcelino  Canahuí,  quien 
trabajaba  en  la  obra  que  tenía  en  cons- 
trucción y  llegaba  muy  de  mañana  con  el 
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objeto  de  abrir  dicha  puerta,  y  algunas 
veces,  se  quedaba  a  dormir  en  el  corredor 
de  la  casa. 

Iniciada  la  correspondiente  pesquisa  se 
tomó  declaración  a  las  personas  que  si- 
guen: 

Marcelino  Canahuí  dijo:  que  hacía  dos 
años,  poco  más  o  menos,  que  trabajaba 
en  la  casa  del  Licenciado  Daniel  Escalan- 
te y  desde  entonces  muchas  veces  y  a  di- 
ferentes horas,  había  visto  entrar  a  Julio 
Rubio  al  interior  de  la  morada  del  Licen- 
ciado Escalante  por  Ja  puerta  que  dá  a  la 
calle  del  Cementerio,  quitando  la  tranca 
con  que  aquella  estaba  asegurada;  gene- 
ralmente lo  vió  llegar  por  la  noche  y  otras 
veces  por  la  mañana;  que  en  cierta  oca- 
sión, como  a  las  seis  horas,  vió  entrar  a 
Rubio  hasta  la  pila  y  ahí  estuvo  conver- 
sando con  Rosa  Prera;  otras  veces  como  a 
las  veintiuna  horas  vió  a  Rubio  y  a  la  Pre- 
ra platicando,  y  al  mismo  tiempo  se  da  - 
ban abrazos  y  besos,  otras  veces  los  vió  en 
la  obscuridad  dentro  de  los  cajones  de  la 
casa  que  el  Licdo.  Escalante  estaba  edifi- 
cando; que  el  deponente  muchas  veces  se 
escondía  para  no  ver  lo  que  hacían  dichas 
personas,  pués  le  daba  pena  y  vergüenza 
presenciarlo;  y  que  hasta  el  "catorce  de 
Enero  (1936),  refirió  al  Licenciado  Esca- 
lante lo  sucedido,  en  virtud  de  haberle  di- 
rigido tíicho  señor  preguntas  sobre  ese 
particular. 

Felipe  Fernández  Caal,  dijo:  que  duran- 
te el  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  y  parte  del  mil  novecientos  treinta 
y  cinco,  vió  en  diferentes  ocasiones  que 
Julio  Rubio  entraba  con  mucha  confianza 
a  la  casa  del  Licenciado  Escalante  quitan- 
do la  tranca  que  aseguraba  la  puerta  que 
dá  al  Cementerio,  unas  veces  entraba  a 
las  diez  y  nueve  horas  y  otras  a  las  veinte; 
en  cierta  ocasión  vió  entrar  a  Rubio  por 
la  puerta  del  predio  Municipal  denomina- 
do "Caballeriza"  y  que  está  contiguo  al  si- 
tio que  pertenece  al  Licenciado  Escalante; 
que  las  frecuentes  entradas  nocturnas  de 
Julio  no  le  provocaron  curiosidad  para 
inquirir  con  qué  objeto  entraba  dicho  in- 
dividuo a  la  mencionada  casa. 

Arnulfo  Ramos  Cuyún  dijo:  que  desde 
el  mes  de  Enero  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro,  al  de  Junio  de  ese  mismo  año,  vió 
que  Julio  Rubio,  entre  las  veinte  y  veintidós 
horas,  entraba  a  la  casa  del  Licenciado  Es 
calante  por  una  puerta  que  dá  a  la  calle 
del  Cementerio  la  cual  estaba  asegurada 
con  una  tranca;  y  otras  veces,  entre  las 
cinco  y  las  seis  horas,  vió  salir  a  Rubio  de 
la  casa  del  Licenciado  Escalante  por  la 
oficina  en  donde  trabajaba  dicho  letrado, 
y  que  Rosa  Prera  le    abría  la   puerta  a 


dicho  sujeto;  que  en  el  mes  de  Enero  del 
año  anterior  (1935)  encontrándose  de  tur- 
no en  la  garita  de  aquella  plaza,  de  las 
veinte  a  las  veintidós  horas,  vió  salir  a  Ru- 
bio de  la  mencionada  casa  por  la  puerta  que 
dá  a  la  calle  del  Cementerio,  y  cuando  Ju- 
lio entraba  por  esta  puerta  quitaba  la  tran- 
ca la  cual  estaba  asegurada. 

Camilo  Romero  Soto  dijo:  que  en  los 
tres  primeros  meses  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cuatro,  vió  entrar  varias 
veces  a  Julio  Rubio  a  la  morada  del  Li- 
cenciado Daniel  Escalante  por  la"  puerta 
que  dá  al  Cementerio,  y  que  esa  puerta  no 
tenia  llave  y  se  mantenía  abierta;  que  el 
mozo  Marcelino  Canahuí  le  refirió  que  Ru- 
bio platicaba  con  Rosa  Prera;  que  el  refe- 
rido sujeto  penetraba  con  mucha  frecuen- 
cia y  siempre  lo  verificaba  entre  las  diez 
y  nueve  y  las  diez  y  nueve  horas  y  media, 
y  lo  veía  salir  entre  las  cinco  y  media  y 
seis  horas,  unas  veces  y  otras  por  la  puer- 
ta que  dá  a  la  calle  de  "El  Puentecito",  y 
que  a  juzgar  por  lo  que  le  refería  Canahuí, 
"comprende  que  Rubio  tenía  relaciones 
amorosas  con  Rosa  Prera  y  ese  era  el  ob- 
jeto de  su  entrada". 

Maria  Rosa  Prera  Milián  dijo:  que  con 
el  Licenciado  Daniel  Escalante  vivió  du- 
rante diez  años  maridablemente  y  procrea- 
ron tres  hijos;  que  en  los  últimos  meses 
del  año  de  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro, y  a  principios  del  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  Julio  Rubio  frecuen- 
temente "resultaba"  en  el  interior  de 
la  casa  del  Licenciado  Escalante, -que  era 
la  misma  en  que  ella  vivía  y  por  lo  regular 
de  las  diez  y  nueve  y  media  horas  en  ade- 
lante; que  Rubio  entraba  por  la  puerta 
que  dá  a  la  calle  del  Cementerio  o  por  la 
pared  del  rumbo  Poniente;  la  declarante 
"le  llamaba  la  atención  y  lo  regañaba", 
expulsándolo  de  la  casa,  para  que  no  co- 
metiera tales  abusos;  "que  Rubio  entraba 
para  perseguir  a  la  declarante,  pues  la  pre- 
tendía", pero  ella  como  estaba  "compro- 
metida" con  el  Licenciado  Escalante  no 
correspondía  tales  pretensiones;  que  nun- 
ca refirió  al  Licenciado  Escalante  lo  rela- 
cionado, temiendo  disgustarlo,  y  que  se 
promoviera  un  grave  escándalo.  Poste- 
riormente la  Prera  solicitó  ampliar  su  de- 
claración y  manifestó  que  Rubio  entró  a  la 
mencionada  casa,  por  lo  menos,  diez  veces 
sin  licencia  de  persona  alguna. 

Valerio  García  dijo  que  en  los  últimos 
meses  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro,  y  a  principios  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  vió  en  distintas  noches 
entrar  a  Julio  Rubio  a  la  casa  del  Licen- 
ciado Escalante,  lo  cual  verificaba,  entre 
las  veintiuna  y  las  veintidós  horas,  empu- 
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jando  unas  tablas;  que  como  doce  veces 
vio  entrar  a  Rubio  a  la  casa  mencionada; 
que  en  aquel  tiempo,  desempeñaba  el  car- 
go de  agente  del  orden  público  y  al  reco- 
rrer sus  lineas,  y  cuando  pasaba  por  la 
morada  del  Licenciado  Escalante,  veia  lo 
que  ha  referido. 

Anselma  Mejia  dijo:  estuvo  sirviendo  en 
casa  del  Licenciado  Daniel  Escalante,  des- 
de el  veinte  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  tres,  hasta  el  mes.  de  Di- 
ciembre del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro,  y  que  se  retiraba  de  la  morada 
del  Licenciado  Escalante  diaramente  a  las 
veinte  horas,  poco  más  o  menos,  y  por  lo 
tanto  nada  le  consta  acerca  del  hecho  in- 
vestigado. 

Al  ser  practicada  una  inspección  ocular 
en  la  morada  del  Licenciado  Escalante  se 
hizo  constar:  a)  que  la  mencionada  casa 
tiene  dos  frentes;  uno  que  dá  hacia  el  ca- 
llejón denominado  de  "El  Puentecito"  con 
piezas  habitadas  por  dicho  letrado  y  otro 
que  dá  hacia  la  calle  que  de  la  plaza  pública 
conduce  a  la  Escuela  Nacional  de  Varones 
y  en  el  cual  hay  algunos  cuartos  en  cons- 
trucción; y  b)  que  el  Licenciado  Escalan- 
te manifestó:  que  el  enjuiciado  había  pe- 
netrado por  varios  puntos,  los  cuales  fue- 
ron descritos  al  levantarse  el  acta  res- 
pectiva. 

El  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y¡  seis,  Justo  Pastor  Castri- 
Uo  se  presentó  ante  el  Juez  4o.  Departa- 
mental de  Guatemala,  acusando  a  Julio 
Rubio  Ligorría  por  el  delito  de  estafa  que 
hizo  consistir,  en  que  Rubio  Ligorría  no 
le  había  devuelto  la  cantidad  de  cuatro- 
cientos ochenta  quetzales  (Q.480)  que  re- 
cibió en  calidad  de  depósito.  Castrillo 
acompañó  a  su  acusación;  a)  una  carta 
que  le  dirijió  Rubio  el  cuatro  de  Febrero 
de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  en  que 
consta  que  el  enjuiciado  recibió  la  men- 
cionada suma  con  el  carácter  que  ya  se 
dijo;  y  b)  una  acta  levantada,  el  treinta 
de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis,  en  la  casa  de  Rubio,  en  la  cual  el  No- 
tario Conrado  Tercero  consignó  el  reque- 
rimiento a  que  se  refiere  la  parte  acusa- 
dora. 

Interrogado  Julio  Guillermo  Rubio  Li- 
gorría con  respecto  al  delito  que  le  impu- 
tó Justo  Pastor  Castrillo  manifestó  que  te- 
nía con  Castrillo  relaciones  de  acreedor  a 
deudor,  pues  a  dicho  señor  le  debe  cierta 
cantidad  de  dinero  que  le  dió  en  depósito, 
y  la  cual  invirtió  en  sus  gastos  personales; 
que  reconocía  como  suyas  las  firmas  que 
se  encuentran  al  pié  de  la  carta  que  obra 


al  folio  dos  de  autos,  y  en  el  acta  levantada 
cuando  fué  requerido  para  que  entregara 
la  suma  a  que  se  refiere  Castrillo. 

A  este  proceso  se  acumuló  la  causa  ins- 
truida contra  Rubio  Ligorría  por  el  delito 
de  allanamiento  de  morada. 

El  enjuiciado  solicitó  ampliar  su  inda- 
gatoria; y  al  ser  practicadas  esta  diligen- 
cia manifestó,  lo  que  sigue;  que  nunca  vi- 
sitó la  casa  del  Licenciado  Escalante;  que 
María  Rosa  Prera  Milián  ha  sido  su  aman- 
te desde  el  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  tres,  poco  más  o  menos  y  la  veía  en  su 
misma  casa  (la  de  la  Prera  Milián),  que 
está  situada  en  la  esquina  opuesta  al  hotel 
de  doña  Dominga  viuda  de  Castro,  tam- 
bién la  veía  en  ese  hotel,  y  en  un  cuarto 
que  él  (Rubio  había  alquilado  a  doña  F'a- 
biana  de  Paz;  que  María  Rosa  le  llamaba 
algunas  veces  de  día  y  otras  por  la  noche: 
y  cuando  supo  que  la  Prera  Milián  era 
concubina  del  Licenciado  Escalante  se  re- 
tiró; que  presentaba  varias  cartas  que  le 
había  escrito  la  Prera  para  probar  sus  re- 
laciones amorosas  con  dicha  señora,  quien 
le  llamaba  dándole  facilidades  para  que  la 
enamorara;  que  algunas  veces  le  abría  la 
señorita  Carmen  hermana  de  su  concubi- 
na; y  otra*s  esta  misma,  pero  ignoraba  si 
dicha  casa  era  del  Licenciado  Escalante; 
que  lo  relacionado  lo  probaba  con  las  car- 
tas mencionadas  y  con  los  testimonios  de 
Arturo  Marroquin  y  José  N.  El  enjuiciado 
presentó  los  recibos  que  corren  a  los  fo- 
lios sesenta  y  sesenta  y  uno  de  autos  y  en 
los  cuales  consta:  que  el  cuatro  de  Marzo 
y  el  cuatro  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  Justo  Castrillo  recibió  de 
Rubio  Ligorría  la  cantidad  consignada  en 
cada  uno  de  esos  recibos  (tres  quetzales 
veinte  centavos)  por  valor  de  los  intereses 
de  la  suma  de  cuatrocientos  ochenta  quet- 
zales (Q.480),  y  correspondientes  a  los  me- 
ses ya  mencionados. 

Arturo  C.  Marroquin  y  José  Angel  de  la 
Cruz  declararon:  el  primero,  que  en  el 
año  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
y  durante  seis  meses,  estuvo  manejando 
un  carro  perteneciente  a  don  Julio  Rubio 
Ligorría,  y  transportaba  pasajeros  de  la 
ciudad  de  Cobán  a  la  estación  de  "El  Ran- 
cho", viajes  que  casi  siempre  hacía  en 
compañía  de  Rubio;  que  algunas  veces  al 
pasar  por  Salamá  se  hospedaban  en  el  ho- 
tel de  Dominga  Cruz;  y  tuvo  oportunidad 
de  enterarse  de  las  relaciones  amorosas 
de  Rosa  Prera  con  Rubio  Ligorría:  la  Pre- 
ra llegaba  a  buscarlo  al  hotel  y  algunas  ve  - 
ees  le  mandaba  a  llamar  para  que  llegara 
a  su  casa  situada  en  la  esquina  opuesta  al 
mencionado  hotel;  y  el  segundo  dijo:  que 
le  consta  que  durante  los  años  de  mil  no- 
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vecientos  treinta  y  tres  y  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro,  Lig'orría  trabajaba  con 
sus  carros  de  Salamá  a  "El  Rancho",  y 
últimamente  este  señor  residía  en  la  pri- 
mera de  dichas  poblaciones;  y  que  Rubio 
tenia  relaciones  amorosas  con  Rosa  Prera, 
vio  a  dichas  personas  conversando,  mu- 
chas veces,  y  otras,  Rosa  llegaba  al  hotel 
donde  estaba  hospedado  Rubio  Ligorría,  a 
preguntar  por  este  señor. 

En  el  plenario  y  a  petición  del  defensor 
del  enjuiciado  se  tomó  declaración  a  Car- 
men Milián  y  fue  repreguntada  Anselma 
Mejía,  quienes  manifestaron  lo  que  sigue: 
la  primera,  que  es  hermana  de  María  Ro- 
sa Prera  Milián;  que  ignoraba  si  su  her- 
mana ya  mencionada  tenía  relaciones 
amorosas  con  Julio  Rubio  Ligorría;  que  la 
casa  donde  vivía  María  Rosa  Prera,  es  del 
Licenciado  Daniel  Escalante;  que  vió  en- 
trar a  Julio  Rubio  Ligorría  en  diferentes 
fechas  y  diez  veces,  poco  más  o  menos 
sin  consentimiento  de  ninguno  a  la  mora- 
da leí  Licenciado  Escalante,  por  la  parte 
Sur  de  esa  casa;  que  Rubio  Ligorría  para 
entrar  empujaba  la  puerta  que  se  mante- 
nía cerrada;  que  ella  (la  declarante)  per- 
manecía en  casa  de  su  hermana;  que  di- 
cho sujeto  entraba  por  la  noche,  algunas 
veces  y  cuando  el  Licenciado  Escalante  no 
estaba  en  la  casa,  y  además,  llegó  cuando 
dicho  letrado  estuvo  enfermo  durante  un 
mes,  poco  más  o  menos  que  no  es  cierto 
que  su  hermana  María  Rosa  llamara  a 
Rubio  ni  que  le  diera  facilidades  "para 
verse  amibos",  Al  final  de  esta  diligen- 
cia el  Licenciado  Escalante  manifestó  que 
había  estado  "postrado  en  cama  del  ocho 
de  Octubre  al  dos  o  tres  de  Noviembre  de 
mil  nocecientos  treinta  y  cuatro";  y  la  se- 
gunda testigo  dijo:  que  fué  sirvienta  de  la 
señora  Prera  Milián  desde  el  mes  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treinta  y  tres, 
hasta  el  mes  de  Diciembre  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro;  que  las 
puertas  de  la  casa  que  dán  al  Sur  se  cerra- 
ban con  tablas  entre  las  diez  y  las  veinte 
horas,  porque  aún  no  se  había  terminado 
de  edificar  la  mencionada  casa. 

Para  mejor  fallar  dispuso  el  Juez  de  la 
causa  que  se  practicaran  las  diligencias 
detalladas  en  el  auto  fecha  sei.s'  de  marzo 
del  corriente  año.  En  cumplimiento  de 
dicha  resolución  ante  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Baja  Verapáz,  Rosa  Prera  Mi- 
lián compareció  a  reconocer  todas  y  cada 
una  de  las  cartas  que  se  le  mostraron,  y 
manifestó  además,  que  fueron  escritas  de 
su  puño  y  letra  y  enviadas  a  la  persona  a 
quien  están  dirigidas.  Estas  cartas  que  se 
refieren  a  las  relaciones  amorosas  que 
cultivaban  Rubio  Ligorría  y  la  Prera  Mi- 


lián, dos  aparecen  fechadas  en  Salamá, 
así  1-  20-  1934;  29-  4-  1935;  una  tiene  al 
pié  la  palabra  Zoila,  dos  están  firmadas 
por  "Rosa",  dos  con  las  iniciales  Z.  P.;  y 
la  última  con  el  nombre  "Martha". 

El  Juez  4o.  de  la.  Instancia  de  este  De- 
partamento (Guatemala),  dió  fin  a  la  cau- 
sa absolviendo  al  enjuiciado  de  los  cargos 
que  se  le  formularon  por  los  delitos  de 
estafa  y  allanamiento  de  morada  por  no 
haber  sido  probada,  la  preexistencia  de  di- 
chas infracciones  legales. 

En  virtud  de  apelación  interpuesta  por 
el  Licenciado  Escalante  contra  la  senten- 
cia dictada  por  el  Juez,  los  autos  fueron 
enviados  a  la  Sala  jurisdiccional. 

El  acusador  alegó  que  están  probados 
los  hechos  en  que  ha  fundado  su  acusa- 
ción; y  para  que  haya  allanamiento  de 
morada,  es  indispensable,  que  el  autor  eje- 
cute el  hecho  contra  la  voluntad  mani- 
fiesta del  que  habita  la  morada.  Y  que  la 
voluntad  puede  manifestarse  de  dos  ma- 
neras: expresamente  de  palabra,  hablada 
o  escrita,  o  tácitamente  por  hechos  que  la 
demuestren.  En  el  presente  caso,  su  vo- 
luntad de  que  nadie  penetrara  a  su  mora- 
da se  había  manifestado  tácitamente  des- 
de el  momento  en  que  se  cerraba  la  puer- 
ta de  tablas  colocada  en  la  obra  que  a  la 
sazón  estaba  construyéndose,  y  era  la  que 
abria  Rubio,  además,  este  sujeto  saltaba 
los  muros  constituyendo,  este  acto  por  si 
solo,  el  delito  de  que  se  trata.  Que  en  el 
supuesto  de  que  la  Prera  hubiera  permi- 
tido a  Julio  la  entrada,  esta  circunstancia 
no  lo  eximiría  de  responsabilidad,  y  en  es- 
te caso,  ella  también  sería  culpable  como 
coautora  de  tal  infracción  por  ejecutar 
un  hecho  en  el  cual  el  delincuente  no  pu- 
do haber  cometido  el  delito  que  se  le 
imputa.  Se  entiende  que  habita  una  casa 
el  jefe  de  familia,  sea  o  no  propietario  del 
inmueble;  que  no  puede  jurídicamente  ser 
considerado  como  habitante  de  una  casa, 
una  persona  que  por  cualquier  motivo  se 
encuentre  ahí,  como  una  sirvienta,  un 
huésped,  sino  el  jefe  de  la  familia,  o  en  su 
ausencia,  la  esposa,  hijo  o  persona  encar- 
gada especialmente  de  cuidar  esa  morada. 
Para  apoyar  sus  argum'entos  el  Licencia- 
do Escalante  copia  en  su  alegato  las  cues- 
tiones números  treinta  y  siete  y  cuarenta 
y  uno  citadas  por  el  comentarista  señor 
Salvador  Viada  y  Vilaseca  en  su  obra  in- 
titulada: "Código  Penal  Reformado  de 
1870";  y  concluyó  solicitando  la  revocato- 
ria del  fallo  de  primer  grado,  y  que  se 
impusieran  a  Rubio  Ligorría  las  penas  que 
ya  había  pedido  al  alegar  en  primera  Ins- 
tancia. 
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El  Procurador  y  el  señor  Fiscal  pidieron 
que  se  comfirmara  la  sentencia  dictada 
por  el  Juez  a-quo,  el  veintidós  de  Abril  del 
corriente  año. 

La  Sala  Segunda  le  la  Corte  de  Apela- 
ciones, confirmó  el  mencionado  fallo,  úni- 
camente en  el  punto  en  que  absuelve  al 
reo  del  cargo  que  se  le  formuló  por  esta- 
fa; lo  revoca  en  lo  demás,  y,  condena  a 
Julio  Rubio  Ligorría,  como  autor  de  tri- 
ple delito  de  allanamiento  de  morada,  a 
las  penas  de  ocho  meses  de  arresto  ma- 
yor por  cada  delito,  sumando  todas  las 
penas  veinticuatro  meses  del  mismo  arres- 
to, las  que  se  le  permiten  conmutar  hasta 
en  su  totalidad  a  veinticinco  centavos  de 
quetzal  por  cada  día;  se  le  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  duran- 
te el  tiempo  de  la  condena,  la  que  cumpli- 
rá en  la  cárcel  departamental,  y  se  le  obli- 
ga a  reponer  el  papel  empleado  en  las 
causas  al  sello  correspondiente. 

La  Sala  considera:  a)  que  se  ha  esta- 
blecido de  una  manera  plena  que  el  en- 
juiciado repetidas  veces  allanó  el  domici- 
lio del  Licenciado  Escalante  con  las  de- 
claraciones de  Canahuí  Caal,  Romero, 
García  y  las  Milián;  b)  que  si  bien  el  reo 
aseguró  haber  penetrado  a  la  referida  casa 
con  la  aquiescencia  de  su  amante  María 
Rosa  Prera  Milián,  y,  que  tanto  ésta  co- 
mo Carmen  Milián  le  facilitaban  la  entra- 
da, tales  afirmaciones  no  están  probadas 
en  autos  y  por  el  contrario  las  contradi- 
cen y  niegan  las  dos  Milián;  el  que  el  he- 
cho probado  de  que  María  Rosa  Prera  ha- 
ya tenido>  relaciones  amorosas  con  el  pro- 
cesado no  autorizaban  a  éste,  a  entrar  a 
la  casa  del  acusador  sin  su  consentimiento; 
d)  que  los  hechos  probados  constituyen 
un  concurso  de  delitos  de  allanamiento  de 
morada;  e )  que  por  el  modo  en  que  se  pro- 
dujeron los  testigos  no  es  posible  determi- 
nar con  acierto  el  número  de  veces  que- 
Rubio  cometió  el  mencionado  delito,  pe- 
ro en  vista  de  que  todos  los,  testigos  están 
de  acuerdo  en  que  repetidas  veces  se  «alla- 
nó dicho  domicilio,  estimaba  el  Tribunal 
que  no  fueron  menos  de  tres  los  delitos 
cometidos  por  el  reo  y  por  lo  mismo,  pro- 
cede reprimir  cada  uno  de  ellos  con  la 
pena  de  ocho  meses  de  arresto,  mayor;  f ) 
aue  no  está  probado  que  los  hechos  delic- 
tuosos de  que  se  trata  se  hayan  ejecuta- 
do con  escalamiento;  y  que  no  concurrien- 
do dicha  agravante  ni  la  nocturnidad,  ni 
atenuantes  que  apreciar,  deben  imponerse 
las  referidas  penas  sin  ninguna  modifica- 
ción; y  g)  que  si  bien  el  procesado  confe- 
só haber  dispuesto  en  su  provecho  del  di- 
nero que  le  entregó  Justo  Pastor  Castrillo 


no  se  llega  a  comprobar  la  existencia  del 
delito  de  estafa,  pues  con  los  recibos  ex- 
tendidos por  Castrillo  a  favor  de  Rubio, 
se  evidencia  que  el  dinero  no  lo  recibió  es- 
te en  depósito,  sino  a  mutuo  con  interés; 
y  aunque  ellos  llamaron  depósito  a  su  con- 
trato, no  es  el  nombre  que  le  den  las  partes 
lo  que  determina  la  naturaleza  intrínseca 
de  los  contratos,  sino  las  leyes  que  los  ri- 
gen ;  y  por  lo  tanto,  procede  absolver  al  en- 
¡juiciado  del  cargo  de  estafa  que  se  le  for- 
muló. 

Devuelta  la  causa  al  Juzgado,  se  libró  ex- 
horto al  Juez  Departamental  de  Baja  Ve- 
rapaz  para  notificar  al  Licenciado  Esca- 
lante tanto  el  fallo  de  segundo  grado,  co- 
mo la  providencia  en  que  se  mandó  ejecu- 
tar la  mencionada  resolución,  de  la  cual 
fué  notificado  dicho  letrado,  el  diez  y  seis 
de  Julio  retropróximo.  El  diez  del  mes  que 
acaba  de  citarse,  el  Juez  4o.  de  la.  Instan- 
cia Departamental  ordenó  que  los  autos  se 
remitieran  a  esta  Suprema  Corte,  en  virtud 
de  haber  presentado  el  reo  un  escrito  con 
auxilio  del  Abogado  José  Eduardo  Girón 
Zirión  en  que  interpuso  contra  la  senten- 
cia de  la  Saía  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, fecha  cinco  de  Julio  del  corriente 
año,  el  recurso  extraordinario  de  casación 
denunciando  como  infrigidos  los  artículos 
88,  377  y  488  del  Código  Penal  vigente;  568, 
587,  600  y  604  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

El  diez  y  seis  de  Julio  próximo  pasado,  el 
Licenciado  Escalante  presentó  ante  el  Juez 
de  la.  Instacia  del  Departamento  de  Baja 
Verapaz,  un  memorial  solicitando  la  am- 
pliación de  la  sentencia  de  la  Sala  Segunda, 
en  el  sentido  de  que  se  mandara  abrir  pro- 
cedimiento contra  la  testigo  Anselma  Me- 
jía  por  el  delito  de  falso  testimonio,  y  que 
para  ese  efecto,  se  enviara  su  escrito  al 
Juez  4o.  de  la.  Instancia  del  Departamento 
de  Guatemala  a  fin  de  que  dicho  funciona- 
rio remitiera  los  autos  a  la  Sala  Juris- 
diccional para  que  resolviera  su  referida 
solicitud.  El  Juez  de  la  Baja  Verapaz 
mandó  agregar  a  sus  antecedentes  el 
mencionado  escrito,  y  el  Juez  4o.  de  la. 
Instancia  de  este  Departamento  (Guate- 
mala) ordenó  que  se  hiciera  saber  al  pe- 
ticionario, que  la  causa  pasaría  a'  este  Su- 
premo Tribunal  por  haber  sido  interpues- 
to el  recurso  de  casación. 

En  memorial  que  fué  presentado  a  la 
Secretaría  de  esta  Suprema  Corte,  a  las 
diez  y  seis  horas  y  quince  minutos,  del 
nueve  de  Julio  retropróximo.  Julio  Rubio 
Ligorría  con  auxilio  del  Licenciado  José 
Eduardo  Girón  Zirión  interpuso  de  nuevo 
el  recurso  extraordinario  de  casación  in- 
vocando como  violados  los    artículos  888, 
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377  y  488  del  Código  Penal  vigente;  568, 
574,  587,  595,  600  y  604  del  Gódigo  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

El  recurrente  en  su  alegato  invocó  las 
razones  que  estimó  pertinentes  en  pro  del 
recurso.  El  Licenciado  Escalante  ha  ale- 
gado que  la  sentencia  recurrida  no  es  de- 
finitiva por  haber  interpuesto  el  mismo 
día  que  le  fué  notificada,  el  recurso  ordi- 
nario de  ampliación  de  dicho  fallo,  pues 
se  omitió  resolver  acerca  de  dos  puntos 
procedentes  en  derecho,  a  saber:  la  decla- 
ratoria de  que  el  reo  quedaba  también 
condenando  al  pago  de  las  responsabilida- 
des civiles  provenientes  de  los  delitos  per- 
petrados; y  la  de  dejar  abierto  el  procedi- 
mientq  por  falso  testimonio  contra  la  tes- 
tigo Anselma  Mejía. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Licenciado  Escalante  en  vez  de 
presentar  su  solicitud  de  ampliación  a  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones,  Tribunal 
que  había  dictado  la  sentencia,  la  dirigió 
al  Juez  4o.  de  la.  Distancia  del  Departa- 
mento de  Guatemala,  por  medio  del  fun- 
cionario que  desempeña  la  judicatura  de 
Baja  Verapáz,  y  por  consiguiente  la  Sala 
sentenciadora  no  pudo  enterarse  de  la  pe- 
tición hecha  por  el  referido  letrado;  y  en 
ese  concepto  lo  alegado  por  el  acusador, 
carece  de  fundamento,  con  tanta  mayor 
razón,  cuanto  que  éste  no  interpuso  el  re- 
curso extraordinario  de  que  hoy  se  cono- 
ce. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  delito  de  allanamiento  de  morada 
está  integrado  por  dos  elementos,  a  saber: 
lo.  la  entrada  de  un  particular  en  morada 
ajena;  y  2o.  que  este  hecho  se  verifique 
contra  la  voluntad  manifiesta  de  la  perso- 
na que  la  habita.  Que  se  entiende  "por 
morador  no  solo  al  jefe  de  familia,  sino 
también  a  todas  aquellas  personas  que 
conviviendo  con  él  pueden  invitar  u  opo- 
nerse a  la  entrada  de  una  persona".  Aho- 
ra bien,  da  todo  lo  que  se  deja  ya  relacio- 
nado en  la  parte  expositiva  del  presente 
fallo,  se  viene  en  conocimiento  de  que  no 
es  delictuoso  el  hecho  que  se  imputa  al 
procesado,  pues  según  consta  en  autos, 
Rubio  Ligorría  penetró  a  la  casa  habita- 
da por  María  Rosa  Prera  Milián,  a  causa 
de  las  relaciones  amorosas  que  cultivaban, 
no  obstante  que  dicha  señora  vivía  mari- 
dablemente con  el  acusador  a  quien  ocul- 
tó las  asiduas  visitas  de  dicho  sujeto.  Las 
relaciones  amorosas  de  Rubio  Ligorría  se 
establecieron  de  una  manera  plena,  con  el 


reconocimiento  que  hizo  la  Prera  Milián 
de  las  misivas  que  fueron  agregadas  al 
proceso,  hecho  que  está  corroborado  con 
las  declaraciones  de  Marcelino  Canahui, 
testigo  que  explícitamente  declaró  cuanto 
cabe  acerca  del  particular,  Arnulfo  Ra- 
mos, Arturo  C.  Marroquín  y  José  Angel  de 
la  Cruz.  Que  el  propósito  de  Rubio  Ligo- 
rría fué  indudablemente  galantear  a  la 
Prera  Milián  pues  esa  intención  se  exte- 
riorizó en  la  forma  ya  expresada  ante- 
riormente. 

El  Tribunal  de  segunda  Instancia  al  es- 
timar que  existe  el  mencionado  delito  y 
que  su  autor  es  Rubio  Ligorría,  ha  infrin- 
gido el  artículo  366  del  Decreto  Guberna- 
tivo número  419,  ley  que  estaba  en  vigor 
cuando  fué  consumado  el  hecho  de  que  se 
trata;  siendo  de  advertir,  que  dicha  dis- 
posición legal  concuerda  con  el  artículo 
377  del  Decreto  Legislativo  número  2164, 
citado  por  el  recurrente,  en  relación  con 
los  artículos  568  y  676  inciso  primero  del 
Código  de  Procedimeintos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  como  ya  se  dijo,  el  hecho  imputado 
por  el  Licenciado  Daniel  Escalante  Borra- 
yo  a  Rubio  Ligorría,  no  tiene  el  carácter 
de  punible,  y  en  ese  concepto  procede  ab- 
solverlo de  una  manera  ilimitada. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  cantidad  que  el  enjuiciado  reci- 
bió de  su  acusador,  fué  a  mutuo  con  inte- 
rés y  no  en  calidad  de  depósito,  según 
consta  en  los  recibos  que  obran  en  autos  y 
los  cuales  fueron  reconocidos  por  Pastor 
Castrillo,  lo  mismo  que  las  firmas  que  se 
encuentran  al  pie  de  los  referidos  docu- 
mentes, hechos  que  consignó  el  Juez  de  la 
causa,  en  la  diligencia  practicada,  el  seis 
de  Octubre  del  año  retropróximo;  y  en 
consecuencia  la  acción  que  puede  ejerci- 
tar el  mutuante  debe  controvertirla  en  la 
vía  civil,  y  en  manera  alguna  incoando  un 
proceso  sin  base  legal,  ya  que  el  referido 
hecho  no  constituye  una  estafa;  y  por  lo 
tanto,  también  debe  ser  absuelto  el  proce- 
sado de  este  otro  cargo  que  se  le  formuló. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justcia,  con  fun- 
damento en  las  consideraciones  que  pro- 
ceden y  de  lo  estatuido  por  los  artículos 
674,  676,  687  y  731  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  primero,  declara  que  ha 
lugar  al  recurso  interpuesto;  y  segundo, 
CASA  Y  ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y 
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resolviendo  sobre  lo  principal  absuelve  a 
Julio  Guillermo  Ligorria  de  los  cargos  que 
se  le  formularon  por  allanmiento  de  mo- 
rada y  estafa,  en  virtud  de  que  los  hechos 
que  motivaron  su  encausamiento  no  son 
constitutivos  de  delito.  Notifiquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvance 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  proce- 
dencia. , 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Carlos  Castellanos  R.  —  Max 
García  R.  — i  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Abetino  Caniz 
Gabriel,  por  los  delitos  de  parricidio  e 
infracción  de  la  ley  sobre  inhumaciones. 

DOCTRINA:  Cuando  fuere  necesario  to- 
mar una  parte  alícuota,  la  pena  de 
muerte  queda  equiparada  a  la  de  quin- 
ce años  de  prisión  correccional;  en  con- 
secuencia es  improcedente  en  tal  caso, 
aplicar  la  fracción  octava  del  artículo 
45  del  Código  Penal  dándole  dos  efectos: 
equiparar  la  pena  de  muerte  a  quince 
años  y  de  éstos  rebajar  una  parte. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
siete  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  doce  de  mayo  próxi- 
mo pasado,  dictó  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso  segui- 
do contra  Abelino  Caniz  Gabriel  por  los 
delitos  de  parricidio  e  infracción  de  la  ley 
sobre  inhumaciones. 

El  ocho  de  Agosto  del  año  próximo  pa- 
sado, el  sub-Comisario  de  la  Policía  Na- 
cional, Moisés  Cordón,  dió  parte  al  Juez  de 
Paz  de  Chicacao  de  que  el  indígena  Abeli- 
no Caniz,  mozo  de  la  finca  "Roselia",  ha- 
bía cometido  un  delito.  Lo  anterior  lo  su- 
po por  Domingo  Caniz,  y  al  interrogar  al 
procesado  éste  le  dió  detalles  del  hecho, 
los  que  fueron  corroborados  por  Siona  Bo- 
rón  y  su  hija  Elena  Chicajau,  diciéndole 
ésta  última  que  de  lo  ocurrido  de  poco  se 
había  dado  cuenta.  Al  ratificar  el  parte, 
aquél  expresa:  que  la  investigación  se  ori- 
ginó de  una  plática  que  oyó  entre  Gusta- 
vo Girón  y  el  inspector  de  sanidad,  Diego 
Salazar,  relativa  a  que  una  indígena  le 
había  contado  que  Elena  Chicajau  estaba 


en  cinta  en  el  mes  de  enero-  y  que  en  fe- 
brero ya  resultó  buena,  no  sabiendo  qué 
había  sido  del  niño.  Que  llamó  a  Domin- 
go Caniz,  vecino  de  la  Chicajau,  y  éste  le 
informó  que  ciertamente  oyó  decir  que 
Elena  había  estado  en  esas  condiciones  y 
que  al  componerse  fué  ahorcada  la  criatu- 
ra por  el  padre  de  ésta,  Abelino  Caniz; 
datos  que  obtuvo  Domingo  Caniz  por  me- 
dio de  su  hija  Juana  de  su  apellido,  a 
quien  se  lo  había  referido  Siona  Borón. 

Examinado  Gustavo  Girón  dijo:  que  le 
refirió  a  Damián  Rodas  que  Salomé  Caniz 
le  contó  que  la  mujer  Siona  Borón  a  su 
vez  les  había  dicho  que  el  mismo  Abelino 
ahorcó  a  la  criatura  que  dió  a  luz  Elena, 
siendo  el  padre  el  citado  Abelino;  lo  que 
hizo  dos  horas  después  de  haber  nacido 
aquélla  y  que  la  había  enterrado  atrás 
del  rancho  cerca  de  un  tronco  de  mango. 
Damián  Rodas  en  lo  substancial  se  produ- 
jo en  iguales  términos  que  el  anterior. 

Domingo  Caniz  declaró:  que  su  hija 
Juana  Caniz  le  refirió  que  por  Siona  Bo- 
rón supo  que  Avelino  Caniz  ahorcó  a  un 
niño  que  tuvo  con  Elena  Chicajau  y  que 
lo  enterró  atrás  de  la  casa.  Juana  Caniz 
al  ser  examinada,  se  produjo  de  acuerdo 
con  la  cita  anterior. 

Salomé  Caniz  expresó:  que  Siona  le  con- 
tó que  el  veintinueve  de  febrero  (1936), 
su  hija  Elena  Chicajau  había  dado  a  luz 
un  varoncito  que  nació  bueno  y  sano  y 
que  Abelino  lo  había  ahorcado  y  lo  fué  a 
enterrar  atrás  de  la  casa. 

Siona  Borón  al  ser  indagada  declaró: 
que  con  Abelino  Caniz  vive  maridablemen- 
te y  que  es  madre  de  Elena  Chicajau;  que 
en  la  noche  del  "primer  viernes"  su  citada 
hija  dió  a  luz  un  varón  que  nació  vivo; 
pero  como  Abelino  estaba  ebrio  lo  ahorcó 
en  ese  mismo  momento  y  lo  fué  a  enterrar 
atrás  de  la  casa;  la  indagada  lo  regañó, 
pero  aquél  no  hizo  caso;  Elena  no  se  me- 
tió eni  eso  para  nada;  antes  le  había  pre- 
guntado a  Elena  por  el  padre  y  se  negó  a 
decir  el  nombre;  pero  después  la  sorpren- 
dió en  relaciones  carnales  con  Abelino. 
Confirmó  haberles  contado  el  hecho  a  Sa- 
lomé Juana  Caniz. 

Fué  indagada  Elena  Chicajau  y  dijo: 
que  su  madre  Siona  Borón  es  concubina  de 
Abelino  Caniz;  éste  a  la  fuerza  tuvo  rela- 
ciones con  la  deponente  en  varias  ocasio- 
nes y  como  consecuencia  resultó  encinta 
y  dió  a  luz  un  varoncito  el  cual  fué  ahor- 
cado por  Abelino. 

Abelino  Caniz  Gabriel  al  ser  interrogado 
dijo:  que  tanto  Siona  Borón  como  Elena 
Chicajau,  hija  de  aquella,  eran  sus  concu- 
binas con  quienes  hacía  vida  común;  que 
ésta  última  estaba  encinta  del  indagado 
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y  a  consecuencia  de  una  caída  se  golpeó 
y  en  la  noche  dió  a  luz  un  niño,  el  cual 
encontrándose  en  estado  agónico  lo  ahor- 
có el  deponente  para  evitarle  mayores  tor- 
mentos y  lo  llevó  a  enterrar  atrás  del  ran- 
cho como  a  dos  varas  del  distancia  de  un- 
tronco  de  madre-cacao. 

El  Juez  instructor  se  constituyó  en  el 
luga  rdonde  enterraron  el  cadáver  del  me- 
nor y  extrajo  los  restos  de  éste  en  estado 
de  descomposición. 

Al  elevarse  a  plenario  la  causa  se  for- 
muló cargo  al  reo  por  haber  dado  muerte 
a  su  hijo,  un  niño  recién  nacido  y  sepul- 
tarlo en  un  lugar  donde,  no  hay  autoriza- 
ción para  hacerlo;  cargos  con  los  que  no  se 
conformó. 

Están  agregados  a  los  autos  las  certifi- 
caciones de  las  partidas  de  nacimiento  y 
defunción  del  hijo  del  procesado  con  Ele- 
na Chicajau. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  declara: 
lo.,  que  Abelino  Caniz  Gabriel  es  autor  del 
delito  de  parricidio  y  le  impone  la  pena  de 
quince  años  de  prisión  correccional,  reba- 
jada en  una  tercera  parte,  que  con  abo- 
no de  la  prisión  sufrida  cumplirá  en  la 
Penitenciaría  Central  y  hace  las  demás 
declaraciones  pertinentes;  2o.,  lo  absuelve 
del  cargo  que  se  le  formuló  por  haber  he- 
cho una  inhumación  en  lugar  no  autori- 
zado. 

Al  tramitarse  la  segunda  instancia,  el 
Procurador  Oficial  alegó  que  se  trataba  de 
un  caso  de  eutanasia;  y  que  en  cuanto  al 
delito  de  inhumación,  fuera  de  los  luga- 
res destinados  al  efecto,  no  encontraba  la 
íntima  dependencia  que  considera  el  Juez 
con  el  delito  de  asesinato  que  dió  motivo 
a  la  causa.  El  Fiscal  expresó  que  la  pena 
que  corresponde  al  reo  es  la  de  quince  años. 
La  Sala  Primera  de  Apelaciones  confir- 
mó el  fallo  en  lot  que  respecta  al  delito  de 
parricidio  y  lo  revoca  en  lo  relativo  a  la 
infracción  de  la  ley  sobre  inhumaciones; 
y  declara;  que  Abelino  Caniz  Gabriel  es  au- 
tor del  mencionado  delito,  por  lo  que  le 
impone  la  pena  de  seis  meses  de  arresto 
mayor,  rebajados  en  una  tercera  parte  por 
la  atenuante  de  su  confesión;  y  que  con 
abono  del  tiempo  padecida  cumplirá  en  el 
lugar  que  corresponde;  le  permite  conmu- 
tarla a  razón  de  diez  centavos  diarios.  Es- 
tima que  la  culpabilidad  de  Abelino  Caniz 
Gabriel  como  autor  de  los  dos  hechos  pu- 
nibles está  establecida  con  la  única  prue- 
ba de  su  confesión  espontánea;  por  lo  que 
aprecia  ésta  como  atenuante,  compren- 
dida en  el  inciso  9o.,  del  artículo  22  Códi- 
go Penal.  Que  la  pena  correspondiente 
al  delito  de  parricidio  es  la  de  muerte,  pe- 
ro como  hay  una  circunstancia  atenuan- 


te en  favor  del  enjuiciado,  debe  equipa- 
rarse o  igualarse  a  la  de  quince  años  de 
prisión,  para  el  efecto  de  tomar  la  parte 
alícuota¡  de  la  expresada  circunstancia,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  45 
del  Código  Penal;  es  dicir  que  a  Caniz  Ga- 
briel le  corresponde  la  pena  de  quince 
años  de  prisión  correctiva  rebajados  en 
una  tercera  parte  en  virtud  de  la  atenuan- 
te mencionada. 

El  Fiscal  de  la  expresada  Sala,  Licen- 
ciado Ricardo  Ortiz  Sánchez,  no  estando 
de  acuerdo  con  el  fallo  anterior,  en  lo  re- 
lativo a  la  aplicación  de  la  pena  con  res- 
pecto al  delito  de  parricidio,  pueá  conside- 
ra que  debe  imponerse  ia  de  quince  años 
de  prisión  correccional  sin  ninguna  otra 
modficación,  interpuso  recurso  extraordi- 
nario de  casación,  ya  que  al  proceder  como 
lo  hizo  la  Sala  sentenciadora  se  otorgan 
dos  beneficios  por  un  solo  motivo.  Citó 
como  infringidos  la  fracción  octava  del 
articulo  45  del  Código  Penal,  Decreto  1790 
que  es  igual  al  artículo  que  lleva  el  mismo 
número  en  el  Decreto  2164  en  relación  con 
el  67  de  los  mencionados  Códigos.  Se  se- 
ñaló día  para  la  vista,  la  que  tuva  lugar. 

'I 

CONSIDERANDO : 

Que  la  fracción  octava  del  artículo  45 
del  Código  Penal,  del  mismo  contenido 
que  las  leyes  anteriores  sobre  la  materia 
que  éste  regula,  y  que  aplicó  la  Sala  sen- 
tenciadora, dispone  que  para  la  regulación 
de  las  condenas  cuando  fuere  necesario 
tomar  una  parte  alícuota  lo  mismo  que 
para  cualesquiera  otros  efectos  legales,  la 
pena  de  muerte  quedará  equiparada  a  la 
de  quince  años  de  prisión  correccional;  que 
lo  que,  en  el  presente  caso,  tratándose  de 
aquella  pena  la  atenuación  de  la  resposa- 
bilidad  penal  del  reo  tiene  que  resolverse 
únicamente  en  esa  equiparación;  este  cri- 
terio general  es  confirmado  en  disposición 
de  la  propia  ley  penal  al  determinar  espe- 
cíficamente que  se  aplique  la  pena  de 
quince  años  de  prisión  al  menor  de  edad 
que  incurra  en  delito  reprimido  con  pena 
de  muerte.  El  legislador  al  tomar  de  ma- 
nera especial  para  ese  caso  la  menor  edad, 
que  también  está  entre  las  atenuantes  ge- 
nerales, hace  directamente  en  la  ley  la 
equiparación,  a  quince  años;  luego  la  Sala 
al  darle  doble  efecto  a  aquella  disposición, 
es  decir  equiparar  la  pena  de  muerte  a 
quince  años  y  de  éstos  rebajar  la  tercera 
parte,  infringió  los  artículos  67  y  45  del 
Código  Penal  citados  por  el  señor  Fiscal 
en  el  escrito  de  introducción  del  recurso; 
por  lo  que  procede  casar  y  anular  el  fallo 
recurrido  y  dictar  el  que  corresponde. 
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CONSIDERANDO: 

Que  con  las  certificaciones  extendidas 
por  el  Registrador  Civil  de  Chicacao  que 
cbran  en  autos,  relativas  al  nacimiento  y 
defunción  del  hijo  del  reo  con  Elena  Chi- 
cajau,  la  confesión  espontánea  que  dió  el 
procesado,  la  inspección  ocular  practica- 
da por  el  Juez  instructor  de  las  primeras 
diligencias  en  el  lugar  de  donde  fueron 
extraídos  los  restos  del  expresado  menor, 
queda  plenamente  probado  tanto  la  exis- 
tencia de  los  delitos  de  parricidio  e  in- 
fracción de  la  ley  sobre  inhumaciones, 
como  la  delincuencia  de  Abelino  Caniz 
Gabriel.  Artículos  259,  570,  571,  602  607  y 
609   Código  de  Procedimietnos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  única  prueba  aceptable  que  exis- 
te para  condenar  al  procesado  tanto  por  el 
delito  de  parricidio  como  por  haber  inhu- 
mado el  cadáver  de  su  hijo  en  un  lugar 
que  no  era  el  destinado  para  ello,  es  su" 
propia  confesión;  por  lo  que  ésta  hay  que 
tomarla  como  circunstancia  atenuante  de 
su  responsabilidad  en  los  dos  hechos  pu- 
nibles. Artículo  22  inciso  9o.  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  pena  que  corresponde  imponer  a 
Canis  Gabriel  por  el  delito  de  parricidio 
tomando  en  cuenta  la  atenuante  de  su  con- 
feción  y  en  virtud  de  lo  apreciado  en  el  pri- 
mer considerando,  es  la  de  quince  años  de 
prisión  correccional  sin  ninguna  modifica- 
ción; y  por  el  otro  hecho  delictuoso  la  de 
cuatro  meses  de  arresto  menor,  hecha  la 
rebaja  de  una  tercera  parte  por  la  atenuan- 
te antes  citada.  Artículo  298  en  relación 
con  el  45  citado,  230  y  79  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  28 
inciso  1?,  30  inciso  14,  34,  44,  47,  48,  59,  60, 
68,  84  96  97,  Código  Penal;  201,  686,  681,  129, 
733,  735  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les; 222,  224,  233  y  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  CASA  Y  ANULA  la  senten- 
cia recurrida  y  fallando  sobre  io  principal 
declara:  lo.,  que  Abelino  Caniz  Gabriel 
es  autor  del  delito  de  parricidio,  así 
como  también  de  infracción  de  la  ley  so- 
bre inhumaciones;  2o.,  le  impone  por  el 
primero  la  pena  de   quince  años  de  pri- 


sión correccional  a  que  queda  equiparada 
la  de  muerte  en  virtud  de  la  atenuante 
que  se  consideró,  que  con  abono  de  la  pri- 
sión sufrida  desde  el  auta  de  prisión  y  con 
el  carácter  de  inconmutable,  cumplirá  en 
la  Penitenciaría  Central;  3o.,  por  el  otro 
delito  le  impone  cuatro  meses  de  arresto 
menor,  hecha  la  rebaja  por  la  citada  ate- 
nuante, que  cumplirá  en  el  lugar  que  co- 
rresponde, después  de  habeí  extinguido  la 
anterior;  y  le  permite  conmutar  en  todo 
o  en  parte  esa  pena  de  arresto  a  razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios;  4o.,  lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena; 
5o.,  lo  obliga  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  de  los  delitos  y 
por  su  pobreza  lo  exonera  de  reponer  el 
papel  empleado  en  la  causa  al  del  sello  de 
ley.  Notfíquese  y  como  corresponde  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen  ., 

Raf.  Ordóñez  Solls.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  — I  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Guillermo  Muñoz  Aré- 
valo,,  por  el  'delito  de  asesinato  y  allana- 
miento de  morada. 

DOCTRINA:  Es  circunstancia  calificativa 
de  alevosía,  el  empleo  de  modos  o  for- 
mas para  dar  muerte  segura  a  una  per- 
sona, fuera  de  pelea  o  riña,  de  improvi- 
so y  con  cautela,  tomando  desprevenido 
al  paciente. — .  El  Código  Penal  señala  loz 
elementos  esenciales  determinantes  del 
delito  de  allanamiento  de  morada,  sien  - 
do éstos  el  que  un  particular  penetre  en 
morada  ajena  y  que  lo  haga  contra  la 
voluntad  de  su  morador. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  la.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  siete  de  abril  del  año  pa- 
sado, en  la  causa  instruida  contra  Gui- 
llermo Muñoz  Arévalo  por  los  delitos  de 
allanamiento  de  morada  y  asesinato  en  la 
persona  de  Carlota  Urrutia,  en  la  cual  se 
confirma  la  dictada  por  el  Juez  de  Prime- 
ra Instancia  del  Departamento  de  Saca- 
tepéquez,  quien  condenó  a  Muñoz  Arévalo 
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por  el  primer  delito  a  sufrir  la  pena  de 
diez  y  seis  meses  de  prisión  correccional 
conmutables  en  sus  dos  terceras  partes  a 
razón  de  veinticinco  centavos  de  quetzal 
por  día  y  por  el  segundo  le  impuso  la 
pena  de  quince  años  de  prisión  correccio- 
nal inconmutables,  modificándola  en 
cuanto  al  segundo  delito,  pues  por  esta 
infracción  le  impuso  la,  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional. 

Se  dió  principio  al  procedimiento  crimi- 
nal en  virtud  del  parte  que  al  Juzgado  de 
Paz  de  Antigua  Guatemala  diera  el  dos  de 
mayo  del  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco,  el  Comisario  de  policía  Juan  Bau- 
tista Guiarte,  de  que  en  la  séptima  aveni- 
da norte,  casa  de  don  Ubaldino  Urrutia, 
un  individuo  había  dado  muerte  a  Car- 
lota Urrutia.  Constituido  dicho  Juez  en 
la  casa  ya  indicada  asociado  de  su  Secre- 
tario, hizo  constar:  que  en  el  cruce  Norte 
Poniente  del  corredor,  se  encontraba  el 
cuerpo  de  Carlota  Urrutia  de  León  el  cual 
presentaba  varias  lesiones  causadas  con 
arma  de  fuego,  lesiones  que  le  ocasiona- 
ron la  muerte  instantáneamente.  En  esos 
momentos  se  hizo  comparecer  al  ex-espo- 
so  de  la  occisa,  Guillermo  Muñoz,  el  que 
se  había  presentado  a  la  autoridad  de  Jo- 
cotenango,  según  parte  del  Comisario  y 
habiéndosele  puesto  frente  al  cadáver  di- 
jo haber  sido  él  quien  pocos  momentos 
antes  había  dado  muerte  a  tal  señora. 

Examinada  Dora  Urrutia,  expuso:  que 
en  la  fecha  de  autos,  como  a  las  diez  y 
seis  horas  y  cuarenta  y  cinco  minutos,  ho- 
ra en  que  se  encontraba  ocupada  en  labo- 
res de  mano  con  su  hermana  Carlota, 
cuando  inopinadamente  se  presentó  en  el 
umbral  de  la  puerta  el  individuo  Guiller- 
mo Muñoz,  quien  había  sido  casado  con  su 
citada  hermana,  pero  del  cual  se  divorció 
desde  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro  y,  sin  mediar  palabra  desen- 
fundó su  revólver  y  empezó  a  hacer  dispa- 
ros sobre  su  hermana,  la  que  se  precipitó 
hacia  la  habitación  inmediata,  perseguida 
por  su  agresor  que  continuaba  disparan- 
do; que  ella  salió  a  la  calle  a  pedir  soco- 
rro y  cerrar  la  puerta  del  zaguán.  Lue- 
go sintió  que  tiraban  de  la  puerta  por  la 
parte  interior  y  al  abrirla  salió  Muñoz 
con  el  arma  en  la  mano,  la  amenazó  y  se 
dirigió  despacio  por  la  calle  de  San  Sebas- 
tián. Agrega  la  declarante,  que  no  sabe 
si  su  ex-cuñado  tenía  con  anterioridad  el 
propósito  de  ultimar  a  su  hermana  Carlo- 
ta, recordando  que  recién  divorciados,  éste 
llegaba  a  llamarla  a  la  ventana,  sin  duda 


con  ánimo  de  llevársela  nuevamente;  que 
cuando  ella  entró  a  la  casa  encontró  a  su 
hermana  ya  muerta. 

María  Urrutia  de  León,  hermana  tam- 
bién de  la  occisa,  dijo:  que  oyó  los  dispa- 
ros y  al  salir  vió  que  Muñoz  los  hacía  so- 
bre Carlota  a  quien  perseguía;  que  ésta  se 
volvió  y  entonces  recibió  un  proyectil  en 
la  frente  que  la  botó  de  bruces;  que  a 
continuación  el  hechor  se  dirigió  hacia  la 
puerta,  que  abrió  violentamente  ya  que  su 
herm¡ana  Dora  tiraba  de  afuera;  vió  que 
Muñoz  amenazó  a  ésta,  pero  que  bajó  el 
arma  inmediatamente. 

Dolores  de  León  de  Urrutia,  madre  de 
la  víctima  dijo:  que  al  oír  los  disparos  sa- 
lió a  la  calle  para  buscar  auxilio  y,  a  con- 
tinuación vió  que  Guillermo  Muñoz  salía 
de  la  casa  llevando  una  pistola  en  la  ma- 
no. 

A  las  veinticuatro  horas  del  mismo  día. 
de  órden  del  Juez  menor,  fué  remitido 
Guillermo  Muñoz  al  Hospital,  para  su  cu- 
ración pues  había  tratado  de  suicidarse  ha- 
ciéndose algunas  heridas  en  las  muñecas. 
En  tres  del  mismo  mes  se  interrogó  al  dete- 
nido y  expuso:  que  se  encuentra  detenido 
por  haber  ultimado  a  Carlota  Urrutia,  por 
lo  que  se  presentó  a  las  autoridades  de  Jo 
potenango;  que  el  día  de  autos  pasó  por  la 
casa  que  habitaba  dicha  señora,  con  la 
que  había  sido  casado;  que  estando  abier- 
ta la  puerta  del  zaguán,  según  se  acos- 
tumbraba en  esa  casa,  penetró  con  ánimo 
de  hablarle  y  convencerla  para  que  reanu- 
daran la  vida  conyugal  ya  que  no  había 
atendido  las  cartas  que  para  ese  mismo 
efecto  le  había  dirigido;  que  al  entrar  se 
dirigió  al  costurero,  lugar  donde  Carlota 
estaba  sentada  y  dedicada  a  esas  labores; 
que  al  verlo  huyó  por  una  puerta  de  co- 
municación y  entonces  él  desenfundó  su 
revólver  haciendo  sobre  ella  cinco  dispa- 
ros, de  los  que  no  puede  precisar  cuales 
hicieron  blanco;  asegura  que  no  tenia  pre- 
meditado causar  la  muerte  a  su  ex-esposa, 
pues  por  el  contrario  los  fines  que  llevaba 
eran  de  reconciliarse;  que  cuando  entró  a 
la  casa  solo  vió  a  Dora,  hermana  de  la 
nmierta,  y  que  al  salir  solo  recuerda  confu- 
samente haber  oído  gritos  de  mujeres;  que 
después  de  haber  dado  muerte  a  Carlota 
trató  de  suicidarse,  pero  el  sexto  cartucho 
no  hizo  fuego,  por  lo  que  se  dirigió  a  su 
casa  en  busca  de  otros  que  no  encontró  y 
entonces  dispuso  presentarse  a  las  autori- 
dades de  Jocotenango. 

Arturo  Barillas  Chávez  al  ser  examinado, 
expuso:  que  en  la  fecha  de  autos  encontró 
en  la  calle  a  Guillermo  Muñoz  y  por  pre- 
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guntas  que  le  hizo  le  dijo  que  todas  las 
señoras  se  encontraban  en  la  casa  y  don 
Ubaldino  había  salido,  (refiriéndose  a  la 
familia  Urrutia);  en  consecuencia,  Muñoz 
entró  a  dicha  casa  con  el  conocimiento  de 
que  en  ella  no  había  hombre  alguno;  ase- 
gura el  declarante  que  no  le  notó  nada  de 
anormal  a  Muñoz. 

Manuel  Santiago  Ruíz  se  encontraba  en 
el  sitio  de  la  casa  donde  tuvieron  lugar  los 
hechos  en  compañía  del  hermano  de  la 
muerta  y  habiendo  salido  a  los  disparos, 
doña  Dolores  le  ordenó  que  avisara  a  la  po- 
licía y  a  su  esposo  que  en  esos  momentos 
estaba  ausente. 

Vicente  Morales  Pérez  oyó  los  disparos 
y  vió  salir  a  Guillermo  Muñoz  con  un  re- 
vólver en  la  mano. 

José  Manuel  Andrino  vió  entrar  a  Gui- 
llermo Muñoz  el  día  de  autos  en  casa  de 
don  Ubaldino  Urrutia,  llevando  una  ma- 
no en  la  bolsa;  que  al  instante  oyó  varios 
disparos  y  vió  salir  a  la  señorita  Dora  y 
después  a  Muñoz  con  la  mano  siempre 
dentro  de  la  bolsa  y  sin  demostrar  ningu- 
na agitación;1  que  varias  noches  antes  ha- 
bía sorprendido  a  éste  en  los  alrededores 
de  la  casa  de  su  víctima,  sentado  en  las 
gradas  de1  las  casas  vecinas  o  en  la  esqui- 
na. 

Obra  en  autos  certificación  del  Regis- 
tro Civil  donde  consta  que  Carlota  Urru- 
tia y  Guillermo  Muñoz  fueron  divorciados 
por  mutuo  consentimiento  en  sentencia  de 
diez  y  ocho  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco;  también  se  agrega  copia 
certificada  de  la  defunción  de  Carlota 
Urrutia.  El  Jefe  Político  de  Sacatepéquez 
acompañó  copia  de  un  acta  levantada 
en  su  despacho  entre  Guillermo  Muñoz  y 
Carlota  Urrutia  de  Muñoz  en  la  cual  con- 
vinieron en  separarse  y  que  los  hijos  que- 
daran dos  en  poder  del  padre  y  uno  en 
poder  de  la  madre.  Del  informe  médico- 
forense  se  estableció  que  Carlota  Urrutia 
falleció  a  consecuencia  de  las  heridas  su- 
fridas, que  le  destruyeron  centros  cerebra- 
les vitales. 

Domingo  Noriega  dijo:  que  el  día  de  au- 
tos oyó  que  la  señorita  Dora  Urrutia  de- 
cía "ese  hombre  mató  a  mi  hermana"  y 
que  al  volver  a  ver  reconoció  a  Guillermo 
Muñoz  que  atravezaba  el  Parque  Landivar, 
en  camisa,  a  un  paso  no  muy  ligero  y  con 
dirección  a  su  casa. 

El  Comisario  de  la  policía  dijo:  que  por 
averiguaciones  seguidas,  puede  informar 
que  entre  los  esposos  Muñoz  Urrutia  ha- 
bía manifiesta  incompatibilidad  de  ca- 
racteres; un  celo  enorme,  cree  que  injus- 
tificado de  parte  del  señor,  lo  que  daba 


lugar  a  continuos  disgustos  que  había  en- 
tre los  esposos,  disgustos  que  general- 
mente terminaban  en  golpes  que  el  hom- 
bre propinaba  a  la  mujer,  quien  después 
de  estas  reyertas  se  marchaba  a  casa  de 
su  padre,  don  Ubaldino  Urrutia,  de  donde 
volvía  al  hogar  conyugal,  para  repetir  la 
escena  no  largo  tiempo  después. 

El  Regidor  tercero  de  a  Municipaidad 
de  Jocotenango  Narciso  Nisthal  y  el  Al- 
calde primero  de  la  misma,  Pedro  López 
Barahona,  declaran  en  el  sentido  de  que 
Guillermo  Muñoz  llegó  a  dicho  despacho 
a  presentarse  por  haberle  dado  muerte  a 
su  esposa. 

Valerio  López,  Víctor  Manuel  Escobar  y 
Domingo  de  León,  por  orden  del  Comisario 
de  policía  fueron  a  Jocotenango  con  obje- 
to de  recoger  a  Muñoz,  que  según  mani- 
festó por  teléfono  el  Alcalde  de  aquel  lugar, 
se  había  presentado  por  haber  causado  la 
muerte  a  su  esposa. 

Alberto  Martínez  Vidal,  declara:  que  el 
primero  de  mayo  del  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco,  vió  a  un  individuo  que 
se  subió  a  una  de  las  ventanas  de  la  ca- 
sa de  don  Ubaldino  Urrutia  y  después  de 
espiar  se  bajó  y  al  pasar  cerca  del  expo- 
nente, lo  reconoció  como  Guillermo  Mu- 
ñoz 

Con  relación  a  los  buenos  antecedentes, 
del  procesado  Muñoz,  declaran:  Javier  Mu- 
ñoz Montiel,  José  Furlán  Camparini,  Fa- 
bián Tobías,  Mariano  Ortiz  y  Julián  Jeró- 
nimo Enríquez. 

Los  expertos  Doctores  Hermógenes  Vás- 
quez,  Alberto  Vassaux  y  Jorge  E.  Alvarado 
dictaminaron  en  el  sentido  de  que  creen 
que  Guillermo  Muñoz  Arévalo  al  cometer 
el  delito  estaba  bajo  la  impulsión  irresis- 
tible del  delirio  sistematizado  de  celos. 

Alfredo  Rufino  Castillo,  José  Felipe 
Méndez  Zúñiga,  Francisco  Toledo  Meza, 
Sebastián  Cárcuz  y  Eduardo  Barahona 
Tórtola  declaran:  sobre  las  taras  que  pre- 
sentan los  antepasados  de  Guillermo  Mu- 
ñoz, habiendo  en  la  familia  varios  idiotas 
y  dos  que  se  suicidaron. 

Adolfo  Vides  Urrutia,  el  Licenciado 
Francisco  Muñoz  Beteta  y  Adrián  Corona- 
do Polanco,  declaran:  que  conocieron  a  la 
señorita  Carlota  Urrutia  como  una  perso- 
na normal,  bondadosa  y  de  buenos  instin- 
tos. 

Escolástica  Guate  y  Antonia  Espinoza 
Ovando  dijeron  haber  conocido  a  doña 
Carlota  Urrutia.  quien,  personalmente 
.atendía  el  molino  de  maíz  que  tenía  su  es- 
poso y  que  varias  veces  la  encontraron  llo- 
rando y  golpeada. 
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Dolores  de  León  y  María  Urrutia  decla- 
raron en  el  sentido  de  que  el  día  de  autos 
la  puerta  de  la  casa  de  don  Ubaldino 
Urrutia  estaba  abierta,  que  Muños  penetró 
Ein  tocar  la  puerta  y  sin  permiso  de  sus 
dueños  y  que  cuando  hizo  los  disparos  no 
dijo  palabra  alguna. 

En  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
al  recibirse  el  proceso  instruido  contra 
Guillermo  Muñoz  Arévalo,  en  apelación  de 
la  sentencia  dictada  por  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Sacatepéquez,  se  corrió  traslado 
a  la  parte  acusadora,  quien  después  de  al- 
gunas consideraciones,  pidió  en  conclusión 
que  se  revocara  el  fallo  de  la.  instancia, 
declarando  que  la  pena  que  correspondía 
aplicar  a  Muñoz  Arévalo  por  el  delito  de 
asesinato  en  la  persona  de  Carlota  Urrutia, 
era  la  de  muerte. 

A  solicitud  del  Procurador  y  Fiscal  de  la 
misma  Sala,  se  nombraron  expertos  a  los 
Doctores  Miguel  F.  Molina  y  Carlos  Martí- 
nez Duran,  para  establecer  el  estado  de 
mentalidad  de  Guillermo  Muñoz,  así  como 
todas  las  circunstancias  en  cuanto  a  la  per- 
sonalidad psíquica  de  dicho  procesado.  En 
cuyo  dictamen  se  lee  el  resumen  siguiente: 
"El  crimen  comentido  por  Guillermo  Muñoz 
Arévalo,  es  un  crimen  pasional,  producto 
de  un  desesperado,  víctima  de  su  constitu- 
ción psicológica  defectuosa  y  de  las  cir- 
cunstancias en  que  desgraciadamente  lle- 
gó a  colocarse".  Aseguran  los  expertos  que 
Muñoz  Arévalo  no  es  un  criminal  nato, 
sino  un  infeliz  que  es  juguete  de  sus  pa- 
siones, de  su  abulia  y  de  la  voluntad  de 
los  demás  que  lo  hacen  desbarajustar  por 
su  sentimentalismo  exagerado  y  su  hom- 
bría negativa.  Los  expertos  adjuntaron 
unas  cartas  escritas  por  el  reo  a  su  espo- 
sa y  a  sus  padres,  juntamente  con  el  cua- 
dro del  árbol  genealógico  de  la  familia  del 
procesado,  que  indica  que  este  individuo 
"pertenece  a'  una  familia  de  herencia  bio- 
lógica maldita".  El  fiscal  al  evacuar  su 
traslado  manifestó  que  en  favor  del  reo 
existían  las  atenuantes  siguientes:  lo.  la 
de  haber  obrado  con  arrebato  y  obceca- 
ción, ya  que  en  los  autos  constaba  que  el 
motivo  que  le  indujo  a  cometer  el  hecho 
fué  la.  pasión  amorosa  que  sentía  por  su 
ex-esposa,  aumentada  por  la  actitud  que 
ésta  asumía  y  los  celos  que  mantenía  por 
ella,  circunstancias  que  modificaron  en 
aquel  momento  su  voluntad;  y  2o.  que 
Muñoz  tuvo  tiempo  y  medios  de  lograr  su 
impunidad  por  medio  de  la  fuga  y  lejos 
de  aprovecharlos,  se  presentó  voluntaria- 
mente a  la  autoridad  denunciando  y  con- 
fesando su  delito.  Artículo  21  inciso  7o.  y 
8o.  del  Código  Penal.   Pidió  en  conclusión 


que  se  confirmara  el  fallo  en  cuanto  al  de- 
lito de  asesinato  y  que  se  revocara  en 
cuanto  al  delito  de  allanamiento  de  mora- 
da, por  no  existir  prueba. 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  la.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  Licenciado  Isaías 
Peñalonzo,  como  apoderado  de  don  Ubal- 
dino Urrutia  Díaz,  introdujo  recurso  de 
casación,  por  haberse  cometido  por  la  Sa- 
la sentenciadora,  según  él  afirma,  error 
de  derecho  en  la  calificación  de  los  hechos 
probados,  los  cuales  demuestran  clara- 
mente la  no  existencia  de  la  circunstancia 
atenuante  que  se  hizo  consistir  en  la  pre- 
sentación del  delincuente  confesando  su 
delito  antes  de  ser  perseguido  como  cul- 
pable, no  obstante  de  estar  demostrado  en 
los  autos  que  cuando  se  presentó  a  la  au- 
toridad de  Jocotenango,  Municipio  de  An- 
tigua, ya  se  le  perseguía  como  culpable. 
Denuncia  como  infringidos  en  la  senten- 
cia recurrida  los  artículos  siguientes:  21 
inciso  9o.,  22  inciso  18  y  78  del  Código  Pe- 
nal antiguo;  22  inciso  8o. ,  23  incisos  18,  y 
19  y  80  del  Decreto  Gubernatvo  número 
1789. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  son  incompatibles,  y  en  conse- 
cuencia, pueden  producirse  durante  la 
ejecución  de  los  mismos  actos,  por  una 
parte,  el  delito  de  allanamiento,  y  por  la 
ctra,  la  circunstancia  agravante  que  con- 
siste en  delinquir  en  la  morada  del  ofen- 
dido sin  que  éste  haya  provocado  el  su- 
ceso, por  cuanto  así  se  desprende  con  toda 
claridad  de  los  elementos  que,  de  manera 
peculiar  y  por  separado,  integran  al  uno 
y  a  la  otra.  Luego,  tal  circunstancia,  no 
puede  estimarse  comprendida  entre  las 
que  la  ley  presupone  al  definir  el  allana- 
miento, ni  tampoco  de  tal  manera  inhe- 
rente a  él,  que  sin  su  concurrencia  no  po- 
dría cometerse.  Artículos  22,  inciso  18,  23 
y  366  del  Código  Penal  de  1889. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  las  constancias  de  autos  se  des- 
prende la  evidencia  de  que  en  el  caso  sub- 
•judice  el  reo  delinquió,  por  una  parte,  con 
desprecio  del  respeto  que  por  su  sexo  me- 
recía la  víctima,  y  por  otra,  en  la  casa  de 
ésta  sin  que  ella  hubiera  provocado  el  su- 
ceso, y  que  dichas  dos  circunstancias  fi- 
guran entre  las  agravantes  de  la  respon- 
sabilidad criminal  enunciadas  por  el  inci- 
so 18  del  artículo  22  del  Código  Penal  de 
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1889.  Sin  embargo,  la  Sala  sentenciado- 
ra, incurrió  en  error  de  derecho  al  estimar 
como  una  sola  las  diversas  circunstancias 
comprendidas  en  ese  inciso  y  compensarla 
con  una  de  las  dos  atenuantes  que  estimó 
en  su  fallo,  razón  por  la  cual  infringió, 
tanto  dicho  inciso  como  el  articulo  78  del 
propio  Código  Penal,  y  por  ello,  resulta  de 
rigor  casar  y  anular  el  fallo  de  que  se  hizo 
relación.  Artículo  676,  inciso  5o.  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  causa  no  existe  prueba  algu- 
na de  la  circunstancia  apreciada  por  la 
Sala  sentenciadora,  de  que  el  inculpado 
haya  obrado  per  una  violencia  física  o 
moral  irresistible  e  insuperable,  toda  vez 
que  dicha  fuerza  no  puede  nunca  consistir 
en  la  condición  del  agente,  sino  que  ha  de 
ser  precisamente  una  fuerza  extraña,  pro- 
veniente de  un  tercero  y  por  lo  tanto  no 
es  la  que  proviene  del  mismo  individuo 
en  el  orden  moral,  sino  que  tiene  que  ser 
extraña  y  que  obligue  al  agente  a  ejecutar 
aquello  que  rechaza  su  voluntad,  y  por 
consiguiente  para  su  existencia,  es  preci- 
so y  necesario  que  concurran  un  acto  de 
fuerza  material  o  coacción  moral,  que  so- 
bre el  autor  del  delito  ejerza  una  tercera 
persona  y  que  le  obligue  a  ejecutar  como 
ya  se  dijo  contra  su  voluntad,  un  acto  de- 
terminado no  siendo  por  lo  tanto  proce- 
dente apreciarla  como  eximente  incomple- 
ta. Artículos  2o  inciso  9o.  y  21  Código  Pe- 
nal de  1889. 

CONSIDERANDO: 

Que  durante  la  investigación  de  que 
fueron  objeto  los  hechos  de  que  se  trata, 
quedó  plenamente  establecida  a  favor  del 
reo  la  circunstancia  atenuante  de  la  res- 
ponsabilidad criminal  que  consiste  en 
presentarse  a  la  autoridad  y  confesar  es- 
pontáneamente el  delito  antes  de  ser  per- 
seguido como  culpable;  pero  tal  circuns- 
tancia debe  compensarse  con  una  de  las 
agravantes  de  que  se  hizo  mérito,  y  en 
consecuencia,  no  existe  fundamento  algu- 
no para  disminuir  la  pena  que  correspon- 
de imponerle.  Artículo  78  Código  Penal  de 
de  1889. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  autos  se  desprende  la  evidencia 
de  que  en  la  ejecución  de  la  muerte  vio- 
lenta de  doña  Carlota  Urrutia,  concurrie- 


ron las  circunstancias  de  alevosía  y  de 
premeditación  que  caracterizan  al  delito 
de  asesinato.  Artículos  571,  574,  589,  595, 
597,  601  y  613  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  y  6o.  del  Decreto  Legislativo 
1366. 

CONSIDERANDO:  " 

Que  también  existe  en  el  hecho  investi- 
gado la  infracción  señalada  por  el  artí- 
culo 366  del  Código  Penal  de  1889,  toda 
vez  que  Muñoz  Arévalo  penetró  en  la  mora  - 
da  de  la  víctima  sin  el  consentimiento  de 
los  moradores,  para  realizar  el  delito;  por 
lo  que  procede  imponerle  la  pena  de  ocho 
meses  de  arresto  mayor.  Ley  citada  y  ar- 
tículo 82  del  mismo  cuerpo  legal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  artículos  28,  30, 
34,  44,  60,  68  y  97  del  Código  Penal;  676, 
686,  687,  728,  729,  732  y  733  Procedimien- 
tos Penales;  233  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  CASA  Y  ANULA  la  sentencia 
recurrida  y  resolviendo  sobre  lo  principal 
declara:  lo.  que  Guillermo  Muñoz  Aréva- 
lo es  autor  del  delito  de  asesinato  cometi- 
do en  la  persona  de  Carlota  Urrutia;  2o. 
que  hecha  la  compensación  de  la  circuns- 
tancia atenuante  con  cualquiera  de  las 
agravantes  ya  enumeradas,  la  pena  que  le 
corresponde  es  la  de  muerte,  la  cual  se 
aplicará  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  45  del  Código  Penal;  3o.  lo 
condena  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito  y  al  pago 
del  papel  empleado  en  la  causa;  4o.  para 
el  caso  que  el  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública le  conmute  la  pena  de  muerte 
por  la  inmediata  inferior  de  acuerdo  con 
las  facultades  que  le  concede  el  artículo 
78  de  la  Constitución,  se  le  suspende  en  el 
goce  de  sus  derechos  políticos,  así  como 
también  se  le  impone  para  este  caso,  la 
pena  de  ocho  meses  de  arresto  mayor  por 
el  delito  de  allanamiento  de  morada,  con- 
mutables en  su  totalidad  a  razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día.  Notifíquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen. 

José  Serrano  Muñoz.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
—  Secretario.. 
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Voto  razonado  del  señor  Magistrado  Licen- 
ciado don  Abel  Paredes. 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA: 

Al  firmar  el  trece  de  los  corrientes  la 
sentencia  dictada  en  la  causa  instruida 
contra  Guillermo  Muñoz  Arévalo  por  el 
delito  de  asesinato,  hice  constar  al  margen 
que  razoneria  mi  voto;  lo  que  hago  de  la 
manera  siguiente:. 

Se  inició  la  instrucción  de  las  primeras 
diligencias  por  el  Juez  de  Paz  de  la  Anti- 
gua, el  dos  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  a  las  diecisiete  horas,  en 
virtud  del  parte  dado  por  el  comisario  de 
la  Policía,  de  que  en  la  casa  de  don  Ubal- 
-dino  Urrutia  había  sido  asesinada  doña 
Carlota  del  mismo  apellido,  por  su  ex-es- 
poso  Guillermo  Muñoz  Arévalo.  Casi  al 
mismo  tiempo  se  presentaba  este  último  al 
Juez  Municipal  de  Jocotenango  del  pro- 
pio Municipio  de  la  Antigua,  acusándose 
de  haber  dado  muerte  a  la  expresada  se- 
ñora sin  que  hasta  entonces,  hubieran  lle- 
gado a  dicho  lugar,  las  órdenes  para  su 
captura,  motivo  por  el  cual,  esa  actitud 
del  reo  ha  sido  unánimemente  reconocida 
por  los  tribunales  de  instancia  y  hasta 
por  esta  Corte,  como  circunstancia  ate- 
nuante. 

El  mismo  dia  que  se  recibieron  las  dili- 
gencias en  el  Juzgado  de  la.  Instancia  o 
sea  el  seis  de  Mayo,  el  padre  de  la  vícti- 
ma don  Ubaldino  Urrutia,  tenido  como 
acusador,  se  presentó  pidiendo  al  Juez 
que  nombrara  expertos  "para  que  d'cta- 
minaran  sobre  si  las  facultades  mentales 
y  volitivas  del  reo  son  normales". 

El  Juez  aceptó  la  solicitud  y  designó  a 
los  Doctores  Hermógenes  Vásquez,  Jorge 
Enrique  Alvarado  y  Alberto  Vassaux. 

Los  tres  médicos  estuvieron  de  acuerdo 
y  suscribieron  su  dictamen,  haciendo  cons- 
tar entre  otros  detalles,  los  que  a  conti- 
nuación se  expresan  como  más  interesan- 
tes. 

El  padre  tiene  un  sobrino  sordomudo  y 
dos  primos  mudos;  la  madre  padece  con 
frecuencia  de  cefalalgias;  tiene  un  her- 
mano mudo.  Ambos  tienen  un  hijo  que 
es  un  inbácil.  El  autor  del  hecho  (Gui- 
llermo) tiene  carácter  orgulloso,  vano  y 
desconfiado,  susceptible  e  irascible;  ha 
padecido  de  cefalalgias  frecuentes,  extre- 
ñimiento,  astenia,  sudores  nocturnos,  pe- 
sadillas y  palpitaciones  cardiácas  acompa- 
ñadas de  insomnios  constantes.  Su  talla  es 
mediana  su  peso  de  104  libras,  vive  en  un 
estado  de  excitación  constante  debido  al 


insonnio,  al  abuso  del  tabaco  y  a  la  anore- 
xia.  Su  amor  hacia  su  esposa,  no  obstan- 
te las  dificultades  propias  de  la  vida,  que 
dieron  margen  a  disgustos  frecuentes  has- 
ta llegar  a  las  manos,  se  convirtió  en  un 
celo  exagerado,  especialmente  con  deter- 
minada persona  que  había  sido  novio  de 
Carlota.  A  pesar  del  divorcio,  nunca  dejó 
de  amarla,  siempre  la  buscaba  y  le  escri- 
bía con  el  propósito  de  conciliaria,  pero 
ella  le  manifestó  que  no  aceptaba  la  idea 
que  le  proponía  de  contraer  nuevo  matri- 
monio ni  quería  saber  más  de  él,  ni  verlo, 
sin  embargo  él  siempre  trató  de  verla  en 
la  calle.  Después  del  divorcio  su  estado 
general  se  acentuó,  dando  lugar  a  ideas 
fijas,  y  se  inició  la  del  suicidio.  Del  con- 
junto de  síntomas  observados  deducen 
que  Muñoz  Arévalo  es  un  Psicasténico, 
pues  aunque  tiene  los  caracteres  de  ser  un 
Paranoico,  le  falta  para  completar  el  cua- 
dro de  la  Paranoia  el  síntoma  de  lo  ilógi- 
co del  individuo;  pero  sí  llegan  a  la  con- 
clusión de  que  cometió  el  delito  bajo  la 
impulsión  irresistible  del  delirio  sistemati- 
zado de  celos,  que  la  abulia  influida  por 
su  tara  neurótica  no  pudo  refrenar.  Creen 
que  se  trata  de  un  individua  irresponsable. 
Posteriormente,  a  solicitud  del  propio  acu- 
sador, fué  ampliado  este  informe,  hacién- 
dose constar  que  Muñoz  Arévalo  es  un 
psicasténico;  "que  la  psicastenia,  según 
dice  el  Doctor  Mora  en  su  libro  de;  Medici- 
na Legal,  es  una  psico-neurosis  caracteri- 
zada por  un  estado  mental  permanente, 
acompañado  por  síntomas  orgánicos  y 
apto  para  el  desarrollo  de  síntomas  psí- 
quicos tales  como  las  obsesiones,  ideas  fi- 
jas, fobias  o  impulsiones,  algunas  de  las 
cuales  tienen  una  importancia  de  primer 
orden  en  la  Psiquiatría  Forense".  Están 
tan  claros1  — dicen —  los  síntomas  de  su 
enfermedad,  que  les  fué  muy  obvio  esta- 
blecer el  diagnóstico,  no  solo  de  la  enfer- 
medad, sino  también  la  influencia  que  ésta 
tuvo  en  el  delito  cometido. 

El  Juez  hizo  un  análisis  concienzudo  del 
informe  de  los  expertos,  pero  tanto  porque 
estos  mismos  manifestaron  que  no  eran 
especialistas  en  psiquiatría,  como  por  sus 
propias  observaciones,  se  inclinó  por  no 
aceptarlo  más  que  como  "una  opinión 
digna  de  todo  respeto  que  puede  orientar 
al  que  administra  justicia,  pero  que  por 
razones  legales  y  científicas  no  puede 
aceptarse  más  que  como  ya  se  dijo". 

En  lo  relativo  a  la  alevosía  y  premedita- 
ción concurrentes  al  ejecutar  el  delito,  el 
Juez  no  las  acepta  como  circunstancias 
agravantes,  sino  como    cualificativas  del 
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asesinato,  de  tal  manera  que  solo  se  apre- 
cian para  la  calificación  de  la  situación 
jurídica  que  se  deslinda,  pero  no  para  la 
imposición  o  aumento  de  la  pena.  En 
cambio,  acepta  la  presentación  del  reo  a 
la  autoridad  antes  de  ser  perseguido  como 
culpable  y  al  aplicarla  hace  sustitución  de 
la  pena  de  muerte  que  correspondería  im- 
poner, por  la  de  quince  años. 

En  segunda  instancia  el  Procurador  abre 
de  nuevo  la  duda  sobre  el  estado  mental 
del  prevenido  y  pidió  que  se  remitiera  el 
expediente  a  la  Facultad  de  Medicina  para 
establecer  si  las  conclusiones  de  los  facul- 
tativos Vásquez  y  Vassaux  merecían  su 
aprobación. 

También  el  Fiscal  pidió  que  se  nombra- 
ran nuevos  expertos  para  que  "previo  es- 
tudio de  los  autos  y  del  enjuiciado,  se  es- 
tableciera el  estado  de  mentalidad  de  Gui- 
llermo   Muñoz,  así  como    todas  las  cir- 
cunstancias que  fueron  pertinentes  en  el 
caso  injudicio,  en  cuanto  a  la  personali- 
dad psíquica  del  procesado".    El  Tribunal 
nombró  con  el  fin  indicado  a  los  doctores 
Miguel  F.  Molina  y  Carlos  Martínez  DU- 
Durán,  quienes  rindieron  su  informe,  en  el 
que  después  del  estudio  relativo  a  los  an- 
tecedentes hereditarios,    ascendencia  pa- 
terna, antecedentes  colaterales,  anteceden- 
tes personales  del  reo  manifiestan  que  el 
crimen  por  él  cometido  es  el  resultado  de 
cierta  inferioridad   mental  en  el  sentido 
afectivo  y  caracterológico;  su  conducta  fué 
ilógica  y  desprovista  de  todo  razonamien- 
to, se  dejó  arrastrar  por  su  pasión,  con 
una  voluntad  completamente  nula;  se  obs- 
tinó como  un  niño  a  implorar  un  cariño 
que  se  le  negaba  y  en  vez  de    desistir  se 
exaltó  su  pasión  por  su  carene' a  de  vo- 
luntad y  por  ausencia  de  freno  lógico,  has- 
ta) que  la  desesperación  lo  llevó  al  crimen. 
Cuando  llegó  a  convencerse    que  todo  lo 
que  hiciera  era  inútil,  estro  en  una  crisis 
de  angustia  y   sucumbió  en  el    delito.  El 
crimen  cometido  es  un  crimen  pasional, 
producto  de  un  desesperado,  víctima  de  su 
constitución  psicológica  defectuosa  y  de 
las  circunstancias  en  que  desgraciadamen- 
te llegó  a  colocarse.   A  su  informe  acom- 
paña un  cuadro  del  árbol  genealógico  de 
la  familia  del  reo,    agregando    que  éste 
pertenece  a  una  familia  con  una  herencia 
biológica  maldita;    y  concluyen  diciendo 
que  no  creen  que  Guillermo  Muñoz,  sea  un 
criminal  nato,  sino  un  infeliz  que  es  ju- 
guete de  sus  pasiones,  de  su  abulia  y  de 
la  voluntad  de  los  demás  que  lo  hacen  ba- 
rajustar por  su  sentimentalismo  exagera- 
do y  su  hombría  negativa. 


Con  vista  de  los  autos  y  de  lo  expuesto 
por  los  expertos,  el  Fiscal  opinó:  lo.  que  no 
deben  considerarse  las  circunstancias 
agravantes,  porque  las  que  existen  son  las 
determinantes  de  la  calificación  del  hecho; 
y  como  atenuantes  deben  considerarse 
dos:  la.  la  de  haber  obrado  con  arrebato 
y  obcecación  ya  que  fué  impulsado  por 
una  pasión  amorosa,  aumentada  por  la 
actitud  que  su  ex-esposa  asumía,  los  celos 
que  mantenía  por  ella,  circunstancias  que 
no  es  de  dudar,  nulificaron  en  aquel  mo- 
mento la  voluntad  del  encausado;  y  2a. 
su  presentación  inmediata  a  la  autoridad, 
cuando  muy  bien  pudo  lograr  la  impuni- 
dad por  medio  de  la  fuga. 

Consideró  el  Tribunal  de  Segunda  Ins- 
tancia: "que  los  impulsos  pasionales  de- 
terminantes de  la  voluntad  del  delincuen- 
te, cualesquiera  que  sean  su  intensidad 
y  origen,  si  bien  producen  estados  anor- 
males del  ánimo,  solamente  se  deben 
estimar  como  motivos  de  atenuación  de  la 
imputabilidad  penal,  y  apareciendo  de  las 
constancias  de  autos,  que  Muñoz  obró  im- 
pulsado por  la  violenta  pasión  amorosa 
que  de  largo  tiempo  atrás  sentia,  por  la 
desesperación  que  le  causaba  la  separa- 
ción de  su  ex-esposa  y  tratándose 
de  un  sujeto  abúlico,  no  pudo  resistir 
ni  dominar  la  razón,  los  impusos  que  lo 
llevaron  a  cometer  el  asesinato.  Pero  si 
no  concurrieron  todas  las  circunstancias 
para  que  la  violencia  moral  insuperable  e 
irresistible  se  tenga  como  eximente  de 
responsabilidad,  si  se  le  debe  tener  como 
atenuante.  Aceptó  también  como  ate- 
nuante la  presentación  del  reo  a  la  auto- 
ridad, y  compensando  una  de  éstas  con  la 
enumerada  en  el  inciso  18  del  artículo  22 
del  Código  Penal,  para  aplicar  la  segunda 
de  las  atenuantes,  equiparó  la  pena  de 
muerte  a  la  de  quince  años  y  de  ésta  hizo 
la  rebaja  de  una  tercera  parte,  e  impusó 
en  definitiva  la  de  diez  años  de  prisión 
correccional. 

Hecha  la  anterior  relación,  yo  pienso  y 
es  lo  que  motiva  la  razón  de  este  voto; 
que  cuando  se  trata  de  un  delito  que  ya 
por  sus  condiciones  especiales  o  por  concu- 
rrencia de  las  circunstancias  que  se  enu- 
meran en  la  ley,  procede  imponerse  la  pe- 
na de  muerte,  ya  no  cabe  aplicación  de 
ninguna  circunstancia  agravante.  Pero 
cuando  concurre  alguna  circunstancia 
atenuante,  el  grado  de  peligrosidad  del 
delincuente  disminuye  y,  entonces,  en  vez 
de  la  pena  de  muerte  debe  imponerse  la 
de  quince  años  que  es  la  inmediata  inferior. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


383 


Es  decir:  la  pena  de  muerte  debe  impo- 
nerse solamente  en  aquellos  casos  en  que 
no  hay  ningún  motivo  de  atenuación. 

El  reo  Muñoz  Arévalo  tiene,  en  mi  con- 
cepto, no  una,  sino  dos  atenuantes:  la 
primera,  el  haberse  presentado  a  la  auto- 
ridad confesando  su  delito  antes  de  sei 
perseguido  como  culpable;  en  esto  están 
de  acuerdo  todo  los  que  han  conocido  del 
asunto  y  no  es  materia  de  discusión;  y 
segunda,  el  estado  físico  y  mental  del  su- 
jeto. Yo  acepto  el  dictamen  de  los  médi- 
cos como  una  demostración  evidente  de 
que  si  el  individuo  no  estaba  en  grado  de 
enajenación  mental,  tampoco  estaba  en 
condiciones  perfectamente  normales;  ha- 
bría algo  en  él  que  si  no  lo  excluye  del 
todo  de  responsabilidad,  al  menos  debe 
apreciarse  aquellos  dictámenes  como  sufi- 
cientes para  hacer  aplicación  del  inciso 
lo.  del,  artículo  21  del  Código  Penal,  en  el 
sentido  que  se  consideran  como  atenuan- 
tes las  mismas  eximentes  cuando  no  con- 
curren con  todos  sus  requisitos;  y  es  bien 
sabido  que  entre  la  locura  y  la  normali- 
dad no  hay  una  línea  fija  que  los  separe. 
Es  para  mi  bastante  ¡a  duda  que  ini- 
ciada por  el  mismo  acusador  fué  tomando 
serias  proporciones  y  de  manera  casi  uni- 
forme la  han  expuesto  el  mismo  Juez,  el 
Procurador,  el  Fiscal,  y  los  Magistrados 
que  firman  el  fallo  de  Segunda  Instancia, 
el  mismo  Comisario  de  la  policía,  dijo  en 
su  informe  del  folio  cincuenta  y  cuatro: 
que  Muñoz  es  un  individuo  "de  carácter 
irascible  y  que,  probablemente  ha  estado 
atacado  de  neurósis".  "He  podido  sacar 
en  conclusión  — agrega —  que  Muñoz  pade- 
cía de  un  celo  enorme,  probablemente  in- 
justificado.. Y  el  mismo  acusador  que  pu- 
so en  duda  el  estado  mental  del  reo  y  so- 
licitó su  examen  por  facultativos,  dijo  des- 
pués por  medio  de  su  apoderado  que  lo 
habría  hecho  para  "neutralizar  los  rumo- 
res que  al  respecto  se  hicieron  circular". 
En  decir,  que  en  el  público  circulaba  el 
rumor  de  que  el  autor  del  delito  estaba 
loco.  Yo  no  me  encuentro  capacitado  pa- 
ra desprenderme  de  la  influencia  que  en  mi 
producen  los  dictámenes  de  los  médicos, 
quienes  no  porque  no  sean  especialistas 
deben  ser  desatendidos  en  lo  absoluto, 
pues  en  tal  caso,  mejor  habría  sido  no  dar 
a  los  expertos  ninguna  intervención,  ya 
que,  el  origen  de  su  nombramento  no  de- 
be estar  sujeto  a  la  voluntad  de  las  partes, 
sino  que  debe  proceder  de  la  sospecha  o 
indicios  mejor  dicho,  que  encuentre  el 
Juez  acerca  del  estado  mental  del  sujeto. 


Ahora  respecto  del  delito  de  allanamien- 
to por  el  que  ha  sido  condenado  el  reo  a 
la  pena  de  ocho  meses  de  arresto  mayor, 
para  el  caso  de  que  obtenga  indulto  de  la 
pena  capital,  tam'poco  estoy  de  acuerdo, 
pues  el  ejecutar  el  delito  en  la  morada  de 
la  ofendida,  sería,  en  otro  caso,  una  agra- 
vante, pero  en  el  que  se  estudia,  ya  no  tie- 
ne lugar  por  la  naturaleza,  calificación  y 
pena  del  delito,  y  por  lo  mismo,  se  violó  el 
inciso  18  del  articulo  22  del  Código  Penal, 
dando  esto  lugar  a  la  casación  del  fallo  y 
a  que  se  dicte  otro  arreglado  a  la  ley,  el 
cual  en  el  concepto  antes  expresado  es  el 
de  imponerse  al  reo  la  pena  de  quince  años 
de  prisión  correccional  inconmutables, 
por  el  delito  de  asesinato  y  absolverlo  por- 
el  cargo  de  allanamiento  . 

Guatemala,  15  de  Octubre  de  1937. 
Abel  Paredes. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Federico  de  León  Rodas, 
Virgilio  Rodríguez  Santamaría,  César 
Augusto  Castañeda,  Jacinto  Estrada  Ro- 
das, Vicente  Estrada  Regalizo  y  Emilio 
Juárez,  por  el  delito  de  falso  testimonio. 

DOCTRINA:  Si  los  indicios  que  en  una  cau- 
sa aparecen  para  proceder  contra  una 
persona,  por  falso  testimonio,  no  son  su- 
ficientes para  comprobar  que  ha  faltado 
a  la  verdad  al  declarar,  conociéndola,  y 
no  llega  a  establecerse  de  otra  manera  su 
delincuencia,  el  acusado  debe  ser  áb- 
suelto. 

La  sentencia  que  se  dicta  por  virtud  de  un 
recurso  de  casación,  interpuesto  por  uno 
de  los  procesados,  aprovecha  a  los  demás 
en  lo  que  les  sea  favorable,  siempre  que 
se  encuentren  en  la  misma  situación 
que  el  recurrente. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes  la  sentencia  que  adelante  se 
relacionará,  dictada  por  la  Sala  Cuarta  de 
Apelaciones  en  la  causa  instruida  contra 
Federico  de  León  Rodas,  Virgilio  Rodrí- 
guez Santamaría,  César  Augusto  Castañe- 
da, Jacinto  Estrada  Rodas,  Vicente  Entra- 
da Regalizo  y  Emilio  Juárez  (los' dos  últi- 
mos sujetos,  a  captura),  por  el  delito  de 
falso  testimonio. 
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En  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Totonicapán    el  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco  se  instruyó  un  proceso  con- 
tra varias  personas  por  varios  delitos,  sien- 
do la  principal  Federico  de  León  Rodas, 
acusado  de  haber  dado  muerte  a  su  concu- 
bina Mercedes  Mazariegos  Santiago.  En  ese 
proceso  se  dictó  sentencia  por  el  Juez  el 
veintiocho  de  enero  del  año  indicado,  sien- 
do condenado  el    reo  a  la  pena  de  trece 
años  cuatro  meses  de  prisión  correccional, 
o  sean  diez  años  por  el  homicidio  y  el  au- 
mento por  la  concurrencia  de  la  agravan- 
te de  haber  ejecutado  el  hecho  con  menos- 
precio del  respeto  que  por  su  sexo  merecía 
la  ofendida,  y  la  de  ser  reincidente  en  de- 
lito de  la  misma  especie.   Además  se  man- 
c'ó  certificar  lo  conducente  para  proceder 
contra  el  mismo  reo  y  Justo  Emilio  Juá- 
rez, Virgilio  Rodríguez,    Jacinto  Estrada 
Rodas  y  César  Augusto  Castañeda  por  fal- 
£0  testimonio.    El  fallo  está    fundado  en 
una  serie  de  presunciones,  encontrándose 
entre  ellos  la  señalada  con  la  letra  a)  del 
punto  octavo  que  consiste  en  las  declara- 
ciones dadas  por  Cenobio  Castañeda,  Cé- 
sar   Benini,  Carlos  H.    Alarcón,  Manuel 
Arenas  y  Arturo  González  sobre  lo  dicho 
por  César  Augusto  Castañeda  en  las  que 
se  vé  el  marcado  deseo  de  ocultar  la  ver- 
dad; y  en  el  punto  quinto  que  dice  "el  reo 
quiso  probar  con  las  declaraciones  de  Jus- 
to Emilio  Juárez,  Virgilio    Rodríguez,  Ja- 
cinto Estrada    Rodas  y  Vicente  Estrada 
Regalizo  que  cuando  se  produjo  el  dsparo 
que  ocasonó  la  muerte  de  la  señora  Ma- 
zariegos, él  se  encontraba  fuera  de  su  ca- 
sa y  llegó  a  los  pocos  momentos,  saliendo 
después  con  la  novedad  de  que  su  señora 
se  habia  suicidado;  pero  dichas  declara- 
ciones resultan  manifiestamente  contra- 
dictorias, a  pesar  de  haber  sido  examinados 
los  testigos  conforme  a  interrogatorio  ex- 
presamente   preparado    por  la  defensa. 
Estas  contradicciones  se  observan  princi- 
palmente en  cuanto  al  tiempo  en  que  per- 
manecieron frente  a  la,  casa  de  Federico 
de  León,  tiempo  que  tardó  éste  en  llegar, 
tiempo  que  permaneció  en  el  interior  de 
.su  casa  y  rumbo  que  tomaron  los  testigos 
después  de  los  hechos;  a,si:  Virgilio  Rodrí- 
guez dice  que  se  fué  rumbo  a  Quezalte- 
nango  y  los  otros   tres  rumbo  diferente; 
Francisco  Estrada  Rodas,  que  tomaron  la 
dirección  de  la  "Capilla  del  Salvador"  y 
Vicente  Estrada  Regalizo  que  regresaron 
por  donde  los  Gutiérrez  en  la  calle  que  vá 
a  la  plaza,  con  dirección  a  sus  casas.  La 
"Capilla  del  Salvador"  y  la  esquina  para 


donde  Gutiérrez  y  Compañía,  camino  que 
vá  para  Quezaltenango,  queda  en  rumbos 
opuestos,  partiendo  de  la  casa  del  proce- 
sado, como  se  prueba  con  la  inspección 
ocular  practicada."  La  Sala  Sexta  de  Ape- 
laciones en  sentencia  dictada  el  dos  de 
mayo  del  mismo  año  confirmó  la  del  Juez, 
en  las  partes  que  se  han  relacionado;  y 
aunque  fué  interpuesto  el  recurso  de  casa- 
ción, éste  fué  declarado  improcedente  en 
virtud  del  fallo  dictado  el  trece  de  agosto 
del  propio  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  cinco.  De  la  misma  certificación  apare- 
ce que  César  Augusto  Castañeda  declaró 
haberse  hecho  encuentro  con  Federico  de 
León  cuando  éste  llegaba  en  un  automóvil 
de  Quezaltenango  y  le  cobró  una  cuenta 
como  agente  de  "El  Imparcial";  que  des- 
pués se  encaminó  con  dirección  a  la  casa 
del  señor  de  León,  encontrándose  enfren- 
te de  la  misma  con  la  señora  Ester  Esco- 
bar, quien  manifestó  que  de  León  estaba 
loco;  que  al  momento  apareció  este  últi- 
mo quien  le  expuso  que  iba  a  dar  parte 
que  su  mujer  se  había  pegado  un  tiro  y 
él  lo  acompañó  hasta  el  Juzgado,  donde  lo 
dejó,  conociendo  el  declarante  que  verda- 
deramente estaba  molesto  el  señor  de 
León.  Pero  los  señores  Genobio  Castañeda, 
Humberto  Alarcón  y  César  Benini,  dije- 
ron: el  primero,  que  como  Jefe  Político 
del  departamento,  recibió  aviso  de  lo  su- 
cedido por  lo  que  se  constituyó  en  el  lu- 
gar del  hecho,  en  donde  un  señor  de  ape- 
llido Castañeda  le  dijo  que  estando  parado 
en  la  puerta  de  la  casa  de  de  León  oyó 
una  detonación  y  que  declararía  lo  que 
sabía;  el  segundo,  que  entre  las  averigua- 
ciones que  hizo,  estaba  la  de  que  un  se- 
ñor Castañeda  se  dió  cuenta  cabal  del  he- 
cho y  que  tenía  un  apunte  de  lo  ocurrido; 
el  tercero,  que  Castañeda  le  contó  de  la 
muerte  de  la  señora  Mercedes  Mazariegos, 
diciéndole  que  oyó  el  disparo  y  al  momento 
salió  de  su  casa  Federico  de  León  y  dijo 
que  su  señora  se  había  suicidado. 

Con  vista  de  lo  anteriormente  expuesto, 
se  tomó  de  nuevo  declaración  a  César  Au- 
gusto Castañeda,  quien  expuso:  que  efec- 
tivamente habló  con  Ester  Escobar  y  los 
señores  Castañeda  (Cenobio)  y  el  Comi- 
sario de  la  Policía  y  César  Benini,  pero 
que  únicamente  les  dijo  lo  que  sabia  y  es 
lo  que  consta  en  sus  declaraciones;  y  que 
no  ha  dicho  que  había  oído  un  disparo  y 
había  visto  salir  de  su  casa  a  Federico  de 
León  con  la  pistola  en  la  mano  porque  eso 
no  le  consta.  Aunque  se  practicaron  careos 
entre  el  reo  Castañeda,  con  el  Comisario  y 
Benini,  cada  uno  se  sostuvo  en  sus  dichos. 
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Declaraciones  de  Virgilio  Rodríguez,  Jus- 
to Emilio  Juárez,  Jacinto  Estrada  Rodas  y 
Vicente  Estrada  R.,  quienes  manifestaron 
que  el  día  del  suceso  llegaron  a  la  tienda 
de  don  Federico  de  León  y  en  esos  preci- 
sos momentos  oyeron  un  disparo,  viendo 
que  se  aproximaba  de  León  quien  penetró 
a  su  casa,  saliendo  al  momento  con  la  no- 
vedad de  que  su  mujer  se  había  pegado  un 
tiro.  Estos  testigos  fueron  propuestos  du- 
rante el  plenario  por  la  defensa  y  repre- 
guntados por  la  parte  acusadora. 

Cumpliéndose  con  lo  mandado  en  las 
sentencias  que  se  han  relacionado,  se 
abrió  el  presente  proceso  y  al  ser  interro- 
gados los  acusados  de  falso  testimonio,  ex- 
pusieron: Federico  de  León  Rodas:  que 
los  testigos  propuestos  por  él  eran  idóneos, 
habiendo  presenciado  cuando  él  penetró  a 
su  casa  momentos  después  del  disparo, 
siendo  inocente  del  delito  que  se  le  atri- 
buye. Agregó  que  cuando  sucedió  el  hecho 
vió  a  un  grupo  de  personas  que  se  encon- 
traban en  la  puerta  de  la  tienda,  en  quie- 
nes no  se  fijó,  pero  después,  en  el  mes  de 
febrero  (1934)  en  los  corredores  de  la  Pe- 
nitenciaría de  Totonicapán,  aquellos  mis- 
mos individuos  llegaron  a  referirle  los  he- 
chos ofreciéndole  sus  servicios  y  precisa- 
mente por  ese  motivo  los  propuso  como 
testigos.  César  Augusto  Castañeda  dijo: 
que  cuando  se  le  tomó  declaración  con 
respecto  a  la  muerte  de  la  señora  Mazarie- 
gos  dijo  lo  que  le  constaba;  que  cierta- 
mente se  dió  cuenta  de  la  detonación  y  si 
no  lo  expresó  así,  fué  porque  no  se  lo  pre- 
guntaron pues  todo  dependió  de  la  mane- 
ra y  forma  como  fué  interrogado.  Virgilio 
Rodríguez  Santamaría,  que  ratificaba  su 
declaración  dada  en  la  causa,  sin  que  en 
ella  haya  faltado  a  la  verdad,  pues  todo 
lo  que  dijo  es  verdad;  y  que  es  cierto  que 
llegó  a  Totonicapan  a  exponerle  a  de  León 
que  él  se  habla  dado  cuenta  de  la  muerte 
de"  la  señora  Mercedes  Mazariegos,  sin  que 
lo  llevara  ningún  interés,  únicamente  el 
de  ofrecerle  sus  servicios  caso  que  los  ne- 
cesitara. Jacinto  Estrada  Rodas,  en  su  in- 
dagatoria también  ratificó  el  contenido  de 
su  declaración  dada  en  el  proceso,  asegu- 
rando que  lo  que  declaró  es  lo  cierto  y  le 
consta. 

Ninguno  de  los  cuatro  reos  se  conformó 
con  el  cargo  de  falso  testimonio  que  se  les 
formuló  al  elevarse  la  causa  a  plenario  y 
previos  los  trámites  correspondientes  se 
dictó  por  el  Juez  la  sentencia  que  fué  con- 
firmada por  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones, 
después  de  haberse  oído  al  Procurador  de 
la  misma  y  al  Fiscal  de  la  Sala  Primera. 


Contra  el  fallo  de  segundo  grado  se  in- 
terpusieron los  recursos  de  casación  si- 
guientes: César  Augusto  Castañeda  por 
quebrantamiento  del  procedimiento,  que 
hace  consistir  en  que  habiendo  apelado  de 
la  sentencia  de  primera  instancia  y  otor- 
gado el  recurso,  la  Sala  no  le  notificó  la 
providencia  en  que  señaló  día  para  la  vis- 
ta, cohibiéndole  en  esta  forma  su  defensa; 
y  por  infracción  de  ley,  citando  como  vio- 
lados los  artículos  lo.,  11,  213  del  Código 
Penal;  259  y  268  del  de  Procedimientos 
Penales;  Virgilio  Rodríguez  Santamaría, 
por  infracción  de  los  artículos  lo.,  11  y  212 
del  Código  Penal,  259  y  568  del  de  Procedi- 
mientos Penales  y  Federico  de  León  Rodas 
por  infracción  de  los  artículos  3o.,  259,  568 
y  731  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

Extensos  y  razonados  alegatos  presenta- 
ron los  recurrentes  a  esta  Corte,  haciendo 
ver  su  inculpabilidad. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  existe  la  infracción  sustancial  del 
procedimiento  denunciada  por  el  prevenido 
Castañeda,  porque  en  segunda  instancia 
es  el  Procurador  el  encargado  de  la  defen- 
sa de  los  reos  y  con  intervención  de  éste 
y  del  Fiscal  que  son  las  partes  oficiales  se 
sustanció  el  recurso,  sin  que  por  esto  se 
entienda  que  haya  estado  cohibido  en  su 
defensa,  pues  ésta  se  hizo  con  toda  ampli- 
tud en  la  primera,  que  es  donde  el  defen- 
sor particular  tiene,  como  lo  tuvo  el  de 
Castañeda,  ancho  campo  para  sus  deli- 
beraciones. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  delito  de  falso  testimonio  no  con- 
siste simplemente  en  que  aparezca  contra- 
dicción entre,  las  declaraciones  dadas  por 
unos  testigos  con  respecto  a  otros,  u  otras 
pruebas  que  se  aduzcan,  sino  que  es  preci- 
so que  se  observe  en  sus  deposiciones  que 
maliciosamente  han  faltado  a  la  verdad, 
conociéndola  de  tal  manera  que  pongan  el 
criterio  judicial  en  condiciones  de  ser  ex- 
traviado con  riesgo  de  caer  en  injusticia 
al  resolver  cuestiones  sometidas  a  su  cono- 
cimiento en  cualquier  orden.  Y  en  cuan- 
to al  ramo  penal  bien  puede  incurrirse  en 
tal  delito  sea  dando  una  declaración  que 
favorezca  al  reo  o  bien  que  perjudique  o 
también  que  se  esté  en  situación  indife- 
rente ocultando  siempre  una  verdad  cono- 
cida. Y  la  ley  establece  pena  no  solo  pa- 
ra los  testigos  que  se  encuentran  en  una 
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de  esta?  tres  situaciones,  sino  también 
para  los  que  preponen  esa  prueba  de  tes- 
tigos a  sabiendas  de  que  son  falsos.  El 
presente  asunto  se  ha  seguido  por  supo- 
nerse la  existencia  del  delito  en  las  tres 
condiciones  apuntadas,  así:  Virgilio  Ro- 
dríguez y  Jacinto  Estrada  Rodas,  fueron 
juzgados  por  haber  declarado  en  favor  de) 
reo;  César  Augusto  Castañeda  por  haber- 
se abstenido  de  declarar;  y  Federico  de 
León,  por  haber  propuesto  el  examen  de 
los  dos  primeros  y  otros  testigos. 

Examinándose  el  caso  en  cada  uno  de 
estos  aspectos,  y  relacionándolos  con  las 
pruebas  que  sirvieron  de  base  a  la  senten- 
cia condenatoria  dictada  contra  el  propio 
Federico  de  León  en  la  causa  por  homici- 
dio de  Mercedes  Mazariegos,  aparece:  lo., 
que  Virgilio  Rodríguez  y  compañeros  al 
contestar  en  forma  afirmativa  el  cuestio- 
nario presentado  al  efecto  por  la  defensa, 
no  tuvieron  campo  suficiente  para  entrar 
en  mayores  explicaciones,  ni  se  cumplió 
con  el  deber  de  pedirles  razón  satisfacto- 
ria de  sus  dichos  ni  de  instruirles  de  la 
obligación  que  tenían  de  ser  veraces  y  ad- 
vertirles que  en  caso  contrario  incurrirían 
en  las  penas  con  que  la  ley  castiga  a  los 
que  dan  falso  testimonio.  Por  otra  parte 
ellos  no  estaban  obligados  a  emitir  un  jui- 
cio exacto  sobre  si  de  León  Rodas  pudo  o 
no  ser  el  autor  de  la  muerte  de  doña  Mer- 
cedes desde  luego  que  no  han  declarado 
como  presenciales  del  hecho,  y  si  mani- 
festaron que,  en  su  concepto  el  procesado 
no  pudo  haber  hecho  el  disparo,  por  en- 
contrarse afuera  de  la  casa,  esa  afirma- 
ción obedece  a  que  lo  vieron  llegar  mo- 
mentos después  del  disparo,  sin  que  sea 
imposible  la  concurrencia  de  los  dos  ex- 
tremos: uno  que  haya  hecho  el  disparo  en 
el  interior  de  la  casa  y  el  otro  haber  sali- 
do inmediatamente  por  un  lugar  distinto 
para  entrar  en  seguida  a  vista  de  los  que 
tal  cosa  aseguran,  ya  que  no  se  constató 
que  no  hubiera  más  que  una  puerta  por 
donde  poderse  entrar  y  salir.  Los  defectos 
y  pequeñas  contradicciones  en  que  incu- 
rrieron lo.s  testigos  mencionados,  bien  está 
que  se  hayan  tenido  en  cuenta  al  apreciar 
el  mérito  de  sus  declaraciones,  y  aún  para 
disponer,  como  se  hizo,  que  se  abriera  pro- 
cedimiento contra  ellos  "para  averiguar  si 
cometieron  el  delito  de  falso  testimonio". 
Pero  como  de  la  investigación  seguida  no 
aparece  comprobada  la  existencia  de  ese 
delito  con  todos  sus  elementos,  al  declarar 
la  Sala  sentenciadora  lo  contrario  e  impo- 
ner pena  a  éstos  individuos,  infringió  los 


artículos  259  y  568  Procedimientos  Penales 
y  212  del  Código  Penal,  siendo  por  consi- 
guiente, procedente  el  recurso  interpuesto. 

CONSIDERANDO: 

Que  otro  tanto  debe  decirse  con  respecto 
a  Federico  de  León  Rodas  y  César  Augusto 
Castañeda,  porque,  en  cuanto  al  primero 
no  se  llegó  a  demostrar  que  a  sabiendas 
de  que  los  testigos  eran  falsos  los  haya 
propuesto  como  tales,  máxime  si  se  toma 
en  cuenta  la  persistencia  de  tales  testigos 
en  sostener  lo  que  declararon  y  de  haber 
aceptado  que  ellos  mismos  fueron  a  ofre- 
cerle a  de  León  sus  servicios  como  tales: 
y  en  lo  relativo  a  Castañeda  existe  la  cir- 
cunstancia especial  que  si  bien  el  Jefe  Po- 
lítico, el  Comisario  do  Policia  y  el  testigo 
Benini  afirmaron  que  les  dijo  haber  oído 
el  disparo  y  visto  salir  de  la  casa  a  de  León, 
ese  acto,  después  negado  por  él  al  tomár- 
sele declaración  en  forma,  tampoco  puede 
considerarse  como  constitutivo  de  delito, 
porque  la  afirmación  o  negación  de  un 
hecho,  fuera  de  la.s  solemnidades  anexas 
a  toda  diligencia  formal  no  puede  caer  en 
la  órbita  de  la  delincuencia,  porque  hasta 
entonces  lo  dicho  carece  de  valor  probato- 
rio, aún  cuando  pueda  servir  de  orienta- 
ción en  la  pesquisa.  Por  esa  razón,  al  de- 
jarse abierto  el  procedimiento  contra  el 
testigo  Castañeda  se  dijo  que  se  hacía 
"por  haber  indicio  suficiente  para  creer 
que  faltó  a  la  verdad  tergiversando  los  he- 
chos". Y  siendo  así  que  ese  indicio  no  pu- 
do convertirse  en  prueba  completa  de  ha- 
ber faltado  a  la  verdad,  conociéndola,  es 
procedente  también  en  cuanto  a  estas  dos 
personas  el  recurso  interpuesto,  por  esti- 
marse que  se  han  violado  los  artículos  ya 
citados  259  y  568  de  Procedimientos  Pena- 
les; en  el  caso  de  Castañeda  el  articulo 
213  del  Código  Penal  y  en  el  de  de  León  el 
218  de  este  último  Código. 

CONSIDERANDO: 

Que  siendo  la  situación  del  reo  Jacinto 
Estrada  Rodas  igual  a  la  del  co-reo  Virgi- 
lio Rodríguez,  aunque  no  haya  interpuesto 
el  recurso  de  casación,  le  es  aplicable  esta 
■sentencia  en  lo  que  le  favorece  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  por  el  artículo  693 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  nadie  puede  ser  condenado  sin  que 
exista  plena,  prueba  de  que  el  delito  existió 
y  de  que  el  procesado  lo  cometió,  por  lo  que 
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al  considerarse  que  ninguno  de  estos  dos 
íequisitos  existen  en  la  tramitación  del 
presente  proceso,  debe  hacerse  la  declara- 
ción correspondiente. 

POR  TANTO: 

La  Oorte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  lo  que  disponen  los  artículos  686,  687, 
731,  732,  735  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 232,  233  y  81  de  la  Ley  Constituti- 
va del  Poder  Judicial,  resuelve:  lo.,  que  ha 
lugar  al  recurso  interpuesto;  2o.,  que  se 
CASA  Y  ANULA  el  fallo  recurrido;  3o.,  que 
por  no  haberse  comprobado  plenamente  ni 
la  existencia  del  delito  ni  la  delincuencia 
de  los  procesados  Federico  de  León  Rodas, 
Virgilio  Rodríguez  Santamaría  Jacinto  Es- 
trada Rodas  y  César  Augusto  Castañeda, 
se  les  absuelve  del  cargo  que  se  les  formu- 
ló; 4o.,  manda  aue  al  estar  notificada  esta 
sentencia  se  ordene  la  libertad  del  tercoro 
de  los  nombrados  que  aún  guarda  prisión. 
Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrallo  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Francisco  Mon- 
terroso  Moreno,  por  el  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  Para  qua  proceda  el  sobresei- 
miento de  un  proceso  en  que  haya  acu- 
sador, es  necesario  que  desaparezcan  los 
motivos  que  dieron  lugar  al  encausa- 
miento  del  procesado,  de  tal  modo  que  se 
haga  patente  su  inocencia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  el  auto 
de  sobreseimiento  definitivo  que  con  fecha 
veinticinco  de  Junio  próximo  pasado,  dic- 
tó la  Sala  Primera  de  la  Córte  de  Apela- 
ciones en  el  proceso  seguido  contra  Fran- 
cisco Monterroso  Moreno  por  imputársele 
el  delito  de  hurto. 

El  diez  de  Abril  próximo  pasado  Carlos 
Humberto  Martínez  Alvarez  dió  parte  al 
Juez  Primero  de  Paz  de  esta  capital  de  la 


comisión  de  un,  delito.  En  la  ratificación 
expresó:  que  el  ocho  del  mes  citado  "co- 
mo a  las  veinticuatro  horas  y  media",  lle- 
gó a  la,  cantina  "La  Fcntana"  llevando  en 
el  bolsillo  la  cantidad  de  ciento  dos  quet- 
zales; allí  se  encontraba  el  chauffeur  Ro- 
berto Salas  Rosal  con  quien  tenía  antece- 
dentes y  riñeron;  al  escándalo  llegó  la  po- 
licía; por  lo  que  Salas  se  subió  al  segundo 
piso  y  penetró  al  cuarto  dormitorio  de 
Francisco  Monterroso,  propietario  de  la 
cantina;  el  dicente  lo  siguió  y,  con  el  ob- 
jeto de  poner  en  seguridad  el  dinero  que 
llevaba,  escondió  los  ciento  dos  quetzales 
debajo  del  segundo  tonel  de  los  tres  que 
hay  en  el  corredor;  Monterroso  vió  ésto 
pues  estaba  en  ese  lugar,  lo  que  deduce 
de  que  el  agente  que  lo  capturó  lo  entre- 
gó a  dicho  señor  donde  terminan  las  gra- 
das, mientras  el  mismo  agente  sacaba  del 
dormitorio  a  Salas  Resal;  a  los  dos  los 
condujeron  al  primer  cuartel  de  policía. 
El  deponente  estaba  tranquilo  pues  de 
momento  no  se  fijó  en  la  presencia  de 
Monterroso  en  el  corredor  y  creía  que  nin- 
guno lo  había  visto  colocar  el  dinero  en  el 
sitio  mencionado;  al  día  siguiente  fueron 
sentenciados  económicamente  por  el  Juez 
Sexto  de  Paz;  que  a  continuación  solicitó 
de  este  funcionario  que  lo  acompañara  a 
recoger  el  dinero  y  se  fueron  al  lugar  in- 
dicado; pero  ya  no  encontraron  nada.  Ex- 
plica que  el  dinero  lo  obtuvo  del  Banco 
Central  de  Guatemala,  institución  que  le 
dió  en  calidad  de  préstamo  doscientos 
quetzales  y  de  la  que  tomó  ciento  cincuen- 
ta el  día  de  autos  para  pagar  varias  deu- 
das; de  éstos  conservó  en  su  poder  un  pa- 
quete de  cien  quetzales  al  que  agregó  dos 
quetzales,  siendo  esa  la  suma  que  llevaba 
cuando  llegó  a  la  expresada  cantina.  Cita 
los  nombres  de  las  personas  a  quienes  ese 
día  en  diferentes  lugares  les  mostró  el  di- 
nero. 

Salvador  Cruz,  agente  de  la  policía,  de- 
claró: que  el  día  viernes  nueve  del  citado 
mes  como  a  la  una  hora  y  quince  minutos, 
Roberto  Salas  y  Carlos  Martínez  escanda- 
lizaban en  el  interior  de  la  cantina  "La 
Fontana";  por  lo  que  pentró  y  registró  al 
primero  de  los  nombrados  y  cuando  iba  a 
registrar  al  otro,  Salas  lo  injurió  y  salió 
corriendo,  motivo  por  el  que  el  deponente 
ya  no  registró  a  Martínez;  persiguió  a  Sa- 
las hasta  quei  volvió  a  penetrar  a  la  canti- 
na escondiéndose  en  el  altillo  en  uno  de 
los  dormitorios;  la  segunda  vez  llegó  el 
dicente  acompañado  de  otro  agente,  Juan 
José  Ai-agón,   para   capturar  a  aquellos; 
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subieron  al  segundo  piso,  donde  encontra- 
ron al  dueño  de  la  cantina,  señor  Monte- 
rroso,  quien  estando  en  el  corredor,  les  in- 
dicó el  sitio  donde  se  hallaba  Salas;  a  éste 
lo  entró  a  sacar  el  otro  agente  y  el  depo- 
nente se  quedó  con  Martínez.  Juan  José 
Aragón  al  declarar,  se  produjo  de  acuerdo 
con  la  cita  anterior. 

Roberto  Salas  Rosales  al  ser  indagado 
dijo:  que  la  noche  de  autos  en  la  cantina 
"La  Pontana"  se  juntó  casualmente  con 
Martínez  y  éste  comenzó  a  insultar  grose- 
ramente a  la  dueña  de  ese  establecimien- 
to cuando  le  cobraba  tres  tragos  que  se 
había  tomado,  motivo  por  el  que  el  inda- 
gado le  dió  un  puñetazo  en  el  pecho  a 
Martínez;  al  escándalo  llegó  la  policía,  lo 
registraron  y  cuando  hacían  ésto  con  Mar- 
tínez, el  deponente  salió  corriendo,  pero 
le  dieron  alcance,  como  a  media  cuadra  de 
la  cantina,  y  lo  regresaron  a  éste  lugar; 
cuando  Martínez  vió  que  llegaban  por  él, 
corrió  para  el  segundo  piso,  pero  en  las 
gradas  lo  alcanzaron  dos  agentes  de  la  po- 
licía acompañados  del  propietario  de  "La 
Fontana"  y  lo  capturaron,  remitiéndolos 
juntos  al  primer  cuartel. 

El  Juez  practicó  inspección  ocular  en  el 
lugar  de  autos  e  hizo  constar:  que  hay  una 
escalera  de  gradas  angostas  que  comuni- 
ca el  primer  piso  con  el  segundo;  en  éste 
se  encuentra  un  corredor  estrecho,  como 
de  ocho  a  diez  varas  de  longitud  y  al  final 
está  el  cuarto  de  sirvientes  y  frente  a  éste 
hay  tres  toneles  de  regular  tamaño  so- 
bre unas  vigas  mediando  un  espacio  entre 
ellos  y  el  suelo. 

Examinada  Elisa  Martínez  Perdomo. 
concubina  de  Francisco  Monterroso,  de- 
claró: que  Martínez  la  injurió  por  haberle 
cobrado  unos  tragos  que  éste  pidió,  por  lo 
que  intervino  Roberto  Salas  y  golpeó  a 
Martínez;  al  escándalo  llegó  la  policía  y 
los  capturó;  antes  había  salido  huyendo 
Salas  lo  que  aprovechó  Martínez  tratando 
de  fugarse,  pero  los  chaufferes  Víctor  Mar- 
tínez y  Rogelio  Bautista  se  lo  evitaron.  Es- 
tos no  han  sido  examinados. 

Indagado  Francisco  Monterroso  Moreno, 
dijo  que  la  noche  mencionada  el  deponen- 
te se  encontraba  acostado  cuando  oyó  que 
alegaban  en  la  cantina;  por  lo  que  se  aso- 
mó al  balcón  del  segundo  piso  a  ver  lo  que 
pasaba;  después  salió  a  la  calle  por  el  za- 
guán de  la  casa  y  vió  que  un  agente  de  la 
polcía  perseguía  a  Roberto  Salas  Rosales 
y  que  dos  chaufferes  tenían  detenido  a 
Carlos  H.  Martínez;  el  indagado  ayudó  al 
agente  a  perseguir  a  Salas,  quien  dió  vuel- 
ta a  la   manzana  y   volvió  a  la  cantina; 


cuando  regresó  les  indicaron  que  había 
pasado  hasta  el  interior;  el  agente  que 
persiguió  a  Salas  pitó  llamando  auxilio  y 
al  acudir  otro  agente  el  indagado  autorizó 
para  que  entraran  a  sus  habitaciones;  a 
Martínez  lo  capturaron  en  el  corredor  y 
allí  éste  le  dijo:  "ya  viste  Pancho  que  por 
robarme  mi  dinero  me  pegaron";  después 
de  reclamarle  el  deponente  por  qué  había 
llegado  hasta  ese  lugar,  suplicó  a  los  agen- 
tes de  policía  que  lo  registraran,  habiendo 
dicho  uno  de  ellos  que  ya  lo  había  hecho 
en  la  cantina  y  que  no  tenía  nada;  como 
insistiera  lo  volvieron  a  registrar  sin  ha- 
berle encontrado  dinero  sino  únicamente 
una  cajetilla  de  cigarrillos  Víctor,  vacía;  a 
Salas  lo  capturaron  en  una  de  las  habita- 
ciones; al  día  siguiente  fué  al  Juzgado 
Sexto  de  Paz  a  quejarse  contra  Salas  y 
Martínez  por  haber  allanado  su  casa;  allí 
vió  a  Martínez  quien,  le  preguntó  si  no  sa- 
bía lo  que  le  había  pasado  la  noche  ante- 
rior, que  le  habían  robado  doscientos  se- 
senta dólares  que  dejó  escondidos  debajo 
de  los  toneles;  a  ésto  le  contestó  que  si  allí 
los  había  dejado  tendrían  que  ser  encontra- 
dos, diciéndole  entonces  Martínez  que  ya 
los  habían  buscado  con  el  Juez  y  que  no 
estaban;  que  el  deponente  regresó  en  el  ta- 
xi a  Martínez  y  al  agente  número  cin- 
cuenta y  nueve  y  suplicó  a  éste  que  vol- 
vieran a  pasar  a  practicar  registro  en  la 
casa;  así  se  hizo,  habiendo  Martínez  re- 
gistrado un  cajón,  su  banco  de  carpintería 
y  distintos  puntos  de  la  casa,  sin  que  nada 
apareciera,  lo  que  le  extrañó  porque  aquél 
había  dicho  que  el  dinero  lo  dejó  escondi- 
do debajo  de  los  toneles;  negó  haber  visto 
si  Martínez  escondió  dinero  en  el  lugar  in- 
dicado y  haberlo  sacado  de  allí.  Dice  tam- 
bién que  el  deponente  entró  a  su  casa  con 
los  agentes  de  policía  cuando  Salas  Rosa- 
les  y  Martínez  ya  habían  subido  al  segun- 
do piso. 

El  Gerente  del  Banco  Central  de  Guate- 
mala, informó:  que  el  diecioho  de  Marzo 
de  este  año,  esa  institución  descontó  un 
pagaré  de  doscientos  quetzales  suscrito  por 
Carlos  Humberto  Martínez  y  Rafael  Alva- 
rez  O.,  solidaria  y  mancomunadamente. 

Rafael  Zamora  declaró:  que  el  ocho  de 
abril  mencionado,  en  la  noche,  al  salir  del 
Teatro  Palace,  se  dirigió  a  la  cantina  "La 
Fontana"  acompañado  de  Rubén  García; 
al  cuarto  de  hora  de  estar  allí  entró  Carlos 
Martínez  en  estado  de  ebriedad  y  pidió  un 
trago  para  todos  los  que  estaban  en  la 
cantina;  momentos  después  dicho  indivi- 
duo tuvo  una  dificultad  con  un  muchacho 
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a  quien  le  pasó  un  rollo  de  billetes  por  la 
cara,  diciéndole  que  tenía  más  dinero  que 
él,  surgiendo  por  ésto  la  dificultad. 

Rafael  Aparicio  Díaz  y  Eduardo  Palomo 
Minera,  declararon  que  le  vieron  dinero  a 
Martínez  la  noche  de  autos  cuando  pagó 
unos  vales  que  debía.  Carlos  Humberto  de 
León  declaró:  que  en  los  primeros  días  de 
abril  próximo  pasado,  vió  que  Martínez 
encontrándose  en  las  oficinas  del  Juzgado 
Tercero  de  Primera  Instancia,  sacó  un  ro- 
llo de  billetes  cuando  trataba  de  pagar  una 
hoja  de  papel  sellado  de  diez  centavos. 

Está  agregada  a  los  autos  la  certifica- 
ción extendida  por  el  Secretario  del  Juz- 
gado Sexto  de  Paz  de  esta  ciudad,  en  la 
que  consta,  que  el  nueve  de  Abril  de  este 
año  el  Juez  a  solicitud  de  Carlos  H.  Mar- 
tínez se  constituyó  en  la  cantina  "La  Fon- 
tana", subieron  al  segundo  piso  de  la  casa; 
allí  el  señor  Martínez  indicó  haber  dejado 
escondido  debajo  de  un  tonel  el  dinero  y 
lo  buscó  no  sólo  en  ese  lugar,  sino  en  otros, 
pero  no  lo  encontró. 

Varios  testigos  declararon  acerca  de  que 
Monterroso  es  persona  honrada. 

Al  ser  examinada  Vidalina  P.  viuda  de 
Diéguez  declaró:  que  hacía  varios  meses 
que  Carlos  H.  Martínez  se  había  juntado 
en  la  cantina  de  la  deponente  denomina- 
da "La  Principal",  con  Arturo  Overdiek  y 
después  de  haber  libado  licor  canceló  su 
cuenta  y  se  retiró,  sin  hacer  ningún  recla- 
mo; como  a  las  siete  o  nueve  de  la  noche 
volvió  con  un  agente  pidiendo  que  se  lleva- 
ran al  señor  Overdiek,  pues  decía  que  se  le 
había  extraviado  cierta  cantidad  de  dine- 
ro; se  llevaron  a  dicho  señor  y  el  asunto 
pasó  al  conocimiento  del  Juzgado  Cuarto 
de  Paz;  la  deponente  no  puede  decir  si  en 
realidad  Martínez  perdió  dinero  ese  día; 
pero  sí  asegura  que  el  señor  Overdiek  es 
persona  muy  honrada,  incapaz  de  sustraer- 
le dinero  a  nadie. 

No  se  recibieron  las  declaraciones  de  va- 
rios testigos,  entre  ellas  las  de  Domingo 
Folgar,  Daniel  Méndez  y  Arturo  Mota,  no 
obstante  que  el  Juez  mandó  recibir  esa  in- 
formación; ni  se  practicaron  otras  dili- 
gencias pedidas  por  el  acusador. 

El  Juez  dictó  auto  de  sobreseimiento  de- 
finitivo en  el  proceso;  resolución  que  fué 
confirmada  por  la  Sala  Primera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  fundándose  en  que  de 
lo  actuado,  no  aparecen  sospechas  o  indi- 
cios para  poner  en  duda  la  inocencia  del 
procesado. 

El  acusador  Carlos  Humberto  Martínez, 
con  auxilio  del  abogado  Luis  Felipe  Rosa- 
les introdujo  contra  ese  auto  recurso  ex- 


traordinario de  casación,  citando  como  in- 
fringidos los  artículos  11,  12  401  inciso  2o. 
Código  Penal  Decreto  2164;  4o.,  164,  169, 
173,  239,  243,  245,  253,  259,  281,  299,  332, 
386.  411  incisos  lo.  y  2o.  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  8o.  Decreto  Legisla- 
tivo 1728;  92,  93  inciso  6o.  Decreto  2009; 
511,  512  inciso  3o.,  513  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  y  artículo  único  del  De- 
creto Legislativo  1294.  Se  señaló  día  para 
la  vista,  la  que  tuvo  lugar.  Alega  el  re- 
currente, entre  otras  cosas,  que  el  proce  - 
sado cometió  el  delito  de  hurto  y  que  el 
sobreseimiento  del  proceso  lo  ha  privado 
de  demostrar  ampliamente  la  responsabi- 
lidad de  aquél;  que  no  se  le  notificó  el  au- 
to en  que  el  Juez  dejó  en  libertad  a  Mon- 
terroso; se  dejó  de  examinar  a  más  de  diez 
testigos  que  fueron  propuestos  para  que 
declararan;  no  fueron  apreciados  los  he- 
chos relativos  a  que  el  recurrente  tenía  di- 
nero la  noche  de  autos  y  que  el  expresado 
Monterroso  estuvo  en  el  corredor  en  donde 
fué  capturado;  que  no  procede  el  auto  de 
sobreseimiento  sino  que  continúe  el  pro- 
ceso hasta  dictar  sentencia,  pues  hay  más 
de  tres  testigos  que  no  obstante  haber 
concurrido  al  Tribunal  no  fueron  exami- 
nados y  éstos  precisamente  vieron  el  dine- 
ro en  manos  de  Monterroso.  Este  expuso 
que  Martínez  quiere  resarcirse  de  sumas 
de  dinero,  valiéndose  del  poco  correcto 
procedimiento  de  afirmar  que  las  dejó  en 
su  casa;  que  dicho  individuo  ha  gestiona- 
do para  una  transacción  por  último  dice 
que  ninguno  de  los  artículos  citados  en  el 
recurso  ha  sido  infringido. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  que  proceda  el  sobreseimiento, 
en  casos  como  el  presente,  es  necesario 
que  desaparezcan  los  motivos  que  dieron 
lugar  al  encausamiento  y  que  se  haga  pa- 
tente la  inocencia  del  procesado,  requisitos 
que  no  pueden  tenerse  por  cumplidos  en 
esta  causa;  porque  la  investigación  es  de- 
ficiente, pues  aún  no  se  han  tomado  va- 
rias declaraciones  de  testigos  no  obstante 
que  el  Juez  ha  mandado  recibirlas.  De  tal 
modo  que  la  Sala  al  disponer  que  cese  de- 
finitivamente el  procedimiento  estando  la 
causa  en  esas  condiciones,  infringió  los 
artículos  8o.  decreto  Legislativo  número 
1728  y  512  inciso  3o.  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  por  lo  que  procede  casar 
y  anular  el  auto  recurrido. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  art'culos  674  inciso  4o., 
675,  687  Código  de  Procedimientos  Penales 
y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
CASA  Y  ANULA  el  auto  recurrido  y  man- 
da que  continúe  el  procedimiento  con  arre- 
glo a  la  ley.  Notifiquese  y  con  certifica- 
ción de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Daniel  Cuéllar 
Méndez,  por  los  delitos  de  violación  de 
correspondencia  y  hurto 

DOCTRINA:  El  hecho  de  sustraer  y  des- 
truir varias  piezas  de  correspondencia  qui 
estaban  en  las  oficinas  de  correos,  aunque 
el  procesado  no  se  haya  enterado  del 
contenido,  constituye  el  delito  especial 
de  violación  de  correspondenc'a.  Además 
si  se  apropia  los  sellos  postales  que  aqué- 
llas tenían  puestos  y  toma  otros  objeto: 
de  las  expresadas  oficinas,  llevándoselos 
a  su  casa,  comete  también  el  delito  de 
hurto. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  veintiuno  de  Junio 
próximo  pasado  dictó  la  Sala  Tercera  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  proceso  que, 
por  los  delitos  de  violación  de  correspon- 
dencia y  hurto,  se  siguió  contra  Daniel 
Cuéllar  Méndez. 

El  veintitrés  de  Octubre  del  año  próxi- 
mo pasado,  el  Administrador  y  Auditor  de 
la  Central  de  Correos  de  esta  capital,  José 
Raúl  Lemus,  dió  parte  al  Juez  de  Instruc- 
ción de  que  en  las  primeras  horas  del  día 
de  la  fecha  citada,  se  habían  extraviado 
varias  piezas  de  correspondencia  de  uno  de 
los  casilleros  respectivos. 

Al  ratificar  el  parte,  dijo:  que  Daniel 
Cuéllar  desempeñaba  el  cargo  de  Guar- 
dián nocturno,  alternándose  para  el  efec- 


to con  Gilberto  Flores;  desde  hacia  varios 
días  muchas  personas  habían  reclamado 
a  la  Administración  que  la  corresponden- 
cia no  llegaba  a  su  destino,  por  lo  que  dis- 
puso investigar  al  respecto;  el  Jefe  del 
Servicio  Internacional,  Cristóbal  Reyes,  le 
indicó  que  sus  sospechas  recaían  en  Cué- 
llar, por  motivo  de  que  la  pérdida  de  las 
piezas  tenía  lugar  durante  el  turno  de 
éste;  dispuso  el  deponente,  en  el  turno  de 
Cuéllar,  dejar  un  casillero  con  correspon- 
dencia, sacando  previamente  la  lista  de 
las  cartas;  al  día  siguiente  por  la  mañana 
al  revisar  la  citada  correspondencia,  fal- 
taban quince  piezas,  que  tenían  los  sellos 
sin  cancelar;  antes  el  Jefe  de  la  Oficina 
de  muestras,  Víctor  Manuel  Carrera,  le  dió 
parte  que  éstas  no  aparecían  en  la  misma 
forma  como  él  las  había  dejado;  la  mayo- 
ría de  la  correspondencia  extraviada  era 
del  servicio  aéreo  y  tenía  los  portes  sin 
cancelar;  como  las  sospechas  recaídas  so- 
bre Cuéllar  se  confirmaron  con  el  extravío 
de  la  correspondencia  cuando  él  estaba  de 
guardia,  fué  que  dió  parte  a  las  autorida- 
des. Cristóbal  Reyes  Menéndez,  Jefe  del 
servicio  Internacional  de  la  Central  de  Co- 
rreos, declaró,  en  lo  esencial,  de  acuerdo 
con  el  anterior. 

Al  practicarse  registro  en  casa  de  Cué- 
llar, el  Juez  encontró  una  mesa  cubierta 
completamente  de  sellos  de  correo  de  dis- 
tintos valores,  preparados  para  engomar- 
los; de  la  misma  manera  y  para  el  mismo 
efecto,  encontró  más  estampillas  de  correo 
sobre  el  tablero  de  una  máquina  Singer; 
todos  tenían  señales  de  haber  sido  usados 
anteriormente  pero  no  estaban  cancelados. 
Los  valores  de  las  estampillas  incautadas 
están  detallados  en  el  acta,  y  en  la  misma 
consta  que  se  encontraron  en  ese  lugar 
muestras  de  telas  y  otros  objetos  que  allí 
se  especifican.  En  otro  registro  que  prac- 
ticó el  mismo  funcionario  en  casa  del  pro- 
cesado, fueron  hallados  los  objetos  enu- 
merados en  el  acta  del  folio  diecisiete. 

Está  agregada  a  los  autos  la  lista  de  las 
personas  a  quienes  iban  dirigidas  las  car- 
tas sustraídas. 

Víctor  Manuel  Carrera,  encargado  en  el 
Correo  del  departamento  de  muestras  del 
exterior,  declaró:  que  hacia  más  o  menos 
un  año  había  venido  observando  la  pérdi- 
da de  muestras  de  efectos  de  distinta  na- 
turaleza, que  se  han  recibido  por  correo 
con  destino  a  casas  de  comercio  de  la  ca- 
pital; de  todo  lo  que  daba  parte  a  la  Ad- 
ministración Central  de  Correos.  Al  po- 
nérsele a  la  vista  los  objetos  incautados, 
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después  de  haberlos  examinado,  reconoció 
ser  los  mismos  que  han  desaparecido  del 
departamento  a  su  cargo. 

Delfina  Girón  Monroy,  concubina  de 
Cuéllar,  al  ser  indagada,  negó  tener  cono- 
cimiento acerca  de  los  objetos  y  estampi- 
llas postales  encontrados  por  el  Juez;  y 
dijo  que  los  géneros  hallados  los  compró 
"por  gusto"  en  el  almacén  donde  trabaja  y 
en  otras  partes. 

Daniel  Cuéllar  Méndez,  empleado  como 
guardián  nocturno  en  la  Dirección  Gene- 
ral de  Correos,  al  ser  indagado,  dijo:  que 
desde  el  año  de  mil  novecientos  treinta 
desempeña  ese  empleo;  que  cuando  tenía 
oportunidad  sacaba  las  piezas  del  correo, 
las  cuales  se  llevaba  cerradas  ignorando  el 
contenido  de  las  mismas;  cuando  llegaba 
a  su  casa  despegaba  los  sellos;  pero  antes, 
en  el  mismo  edificio  de  Correos,  rompía  las 
cartas  y  arrojaba  a  la  basura  el  conteni- 
do; todas  las  que  destruyó  las  tomó  del 
departamento  de  corespondencia  interna- 
cional y  nadie  cooperó  con  él  en  ese  he- 
cho; pero  con  relación  a  las  muestras,  pro- 
cedentes del  departamento  respectivo,  di- 
ce que  el  jefe  de  éste  se  las  obsequió,  por 
haberlo  sorprendido  el  deponente  llevan- 
do un  paquete  que  sacó  del  mismo  depar- 
tamento. Entre  los  objetos  que  le  dió,  hay 
paquetitos  de  pintura,  tarjetas  de  felici- 
tación, cartones  con  sedalina,  hojas  de  gi- 
llete,  etc. 

Examinado  Víctor  Manuel  Carrera  en 
forma  indagatoria,  negó  haber  sustraído 
objetos  del  departamento  a  su  cargo  y  ha- 
berlos obsequiado  a  Cuéllar.  En  el  careo 
practicado  entre  éste  y  aquél,  nada  se  ade- 
lantó. El  avalúo  de  los  objetos  y  sellos  in- 
cautados ascendió  a  la  suma  de  noventa 
y  nueve  quetzales,  setenta  y  un  centavos  y 
medio. 

Al  tomarse  confesión  con  cargos  al  pro- 
cesado Daniel  Cuéllar  Méndez  no  se  con- 
formó con  los  que  se  le  formularon  y  dijo 
que  no  ratifica  su  declaración  indagato- 
ria, porque  se  le  coaccionó  moralmente; 
pues  la  verdad  es  que  no  violó  correspon- 
dencia alguna;  lo  único  que  hacía  era  re- 
coger de  la  basura  cartones,  papeles  y  so- 
bres ya  rotos,  con  el  objeto  de  quitarles  los 
sellos  cancelados;  los  sellos  sin  cancelar 
que  hallaron  en  su  casa  de  habitación  los 
compró  en  el  Correo,  en  la  "Caja;  las  telas, 
tarjetas  y  cajitas  de  gillete,  se  las  obsequió 
el  encargado  de  muestras;  de  los  revólve- 
res que  le  incautaron,  uno  es  de  su  legíti- 
ma propiedad  y  el  otro  del  Correo. 


Varios  testigos  declararon  acerca  de  que 
Delfina  Girón  recibía  en  su  casa  ropa  pa- 
ra coser. 

Están  agregados  al  proceso  el  nombra- 
miento de  Daniel  Cuéllar  M.,  como  guar- 
dián del  edificio  de  la  Administración  Cen- 
tral de  Correos  y  el  informe  del  Director 
de  esa  misma  dependencia,  relativa  a  que 
Cuéllar  Méndez  tuvo  ese  empleo;  siendo 
sus  obligaciones  vigilar  el  interior  del  edi- 
ficio, quedando  en  su  poder  las  llaves  de 
todas  las  oficinas;  permaneciendo  él  solo 
en  el  edificio  de  las  dos  a  las  cinco  horas 
y  disponía  de  un  rifle  y  de  un  revólver,  ar- 
mas pertenecientes  al  Correo.  También 
están  agregadas  varias  cartas  dirigidas  por 
distintas  personas  al  Director  de  Correos, 
reclamando  por  el  extravío  de  correspon- 
dencia ordinaria  con  destino  al  exterior 
de  la  República. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: que  Daniel  Cuéllar  Méndez  es  autor  de 
ios  delitos  de  hurto  y  violación  de  corres- 
pondencia; por  cuyas  infracciones  le  im- 
pone las  penas  de  dos  y  tres  años  de  pri- 
sión correccional,  respectivamente;  la  pri- 
mera de  las  penas  indicadas  es  inconmu- 
table; la  segunda  le  permite  conmutarla 
en  su  dos  terceras  partes  a  razón  de  vein- 
ticinco centavos  de  quetzal  diarios;  y  hace 
las  demás  declaraciones  porcedentes  en 
derecho. 

Al  tramitarse  la  segunda  instancia,  el 
Procurador  alegó:  que  hay  error  en  la  ca- 
lificación de  uno  de  los  delitos,  pues  no  es 
violación  de  correspondencia  sino  infide- 
lidad en  la  custodia  de  documentos,  según 
el  artículo  251  del  Decreto  2164,  pena- 
do con  un  año  de  prisión  correccional;  y 
como  este  delito  fué  medio  necesario  para 
cometer  el  de  hurto,  únicamente  debe  im- 
ponerse la  pena  correspondiente  a  éste  au- 
mentada en  una  tercera  parte,  compensán- 
dose el  aumento  con  la  atenuante  del  in- 
ciso 9o.  del  artículo  22  Decreto  citado.  El 
Ministerio  Público  estima  que  el  fallo  pro- 
ferido es  justo,  por  lo  que  pide  su  confir- 
matoria. El  Fiscal  de  la  Sala  alegó  que,  la 
violación  de  correspondencia  no  ha  sido 
medio  para  cometer  el  hurto,  pues  la  for- 
ma y  medio  empleados  para  la  consuma- 
ción fueron  distintos  y  no  se  realizaron  en 
un  "solo  hecho";  por  lo  que  el  delincuen- 
te no  está  comprendido  en  el  artículo  83 
del  Código  Penal;  que  la  confesión  no  pro- 
cedía apreciarla  como  atenuante  pues  in- 
dependientemente de  ella  hay  otras  prue- 
bas que  establecen  la  responsabilidad  del 
procesado. 
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La  Sala  dictó  sentencia,  confirmando  la 
de  primera  instancia  con  la  modificación 
de  que  las  penas  impuestas  a  Daniel  Cué- 
llar  Méndez  son  las  de  dos  años  ocho  me- 
ses y  cuatro  años  de  prisión  correccional 
por  los  delitos  de  hurto  y  violación  de  co- 
rrespondencia, respectivamente.  El  tri- 
bunal se  funda  en  que  el  procesado  sien- 
do empleado  de  correos,  sustrajo  y  des- 
truyó piezas  cerradas  de  correspondencia 
para  apoderarse  de  los  sellos  de  franqueo; 
que  también  se  apoderó  de  muestras  sus- 
traídas a  la  oficina  respectiva.  Estima 
probado  lo  anterior  con  las  declaraciones 
de  los  empleados  de  correos,  inspecciones 
oculares  practicadas  por  el  Juez  instruc- 
tor en  la  casa  de  Cuéllar,  donde  fueron  re- 
cogidos los  sellos  y  objetos  sustraídos,  y  la 
confesión  de  dicho  individuo.  Impone  la 
pena  máxima  de  cuatro  años  en  lo  que  se 
refiere  a  la  violación  de  correspondencia 
por  la  gravedad  del  hecho  y  porque  Cué- 
llar era  empleado  de  correos;  y  en  cuan- 
to al  delito  de  hurto  la  de  dos  años  de 
prisión  correccional,  aumentada  en  una 
tercera  parte  por  concurrir  la  agravante 
del  abuso  de  confianza,  que  se  desprende 
del  empleo  que  desenpeñaba  el  reo. 

Daniel  Cuéllar  Méndez  con  auxilio  del 
abogado  José  María  Moscoso  Espino,  inter- 
puso recurso  extraordinario  de  casación 
contra  ese  pronunciamiento,  por  infrac- 
ción de  ley  y  quebrantamiento  del  proce- 
dimiento. Cita  como  infringidos  los  ar- 
tículos 77,  70  incisos  lo.,  y  2o.,  24,  26.  251 
inciso  2o.,  252,  254  del  Código  Penal;  4,  9, 
11,  161  inciso  2o.  y  159  Código  Postal.  Se 
señaló  día  para  la  vista,  la  que  tuvo  lugar; 
y,  entonces,  el  recurrente  alegó  que  no 
procede  apreciar  como  agravante  del  de- 
lito de  violación  de  correspondencia  la  cir- 
cunstancia de  ser  el  procesado  empleado 
de  Correos,  pues  ésta  la  expresa  la  ley  al 
describir  y  penar  ese  delito;  los  hechos 
delictuosos"  deben  calificarse  y  penarse  co- 
mo infidelidad  en  la  custodia  de  docu- 
mentos y  no  como  se  hace  en  el  fallo;  que 
todo  lo  que  se  sustrajo  o  destruyó  de  las 
dependencias  de  correos  entra  en  la  deno- 
minación legal  de  correspondencia. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  hechos  que  motivaron  esta  cau- 
sa constituyen  los  delitos  de  violación  de 
correspondencia  y  hurto,  ya  que  consta 
que  el  reo  destruyó  las  piezas  cerradas  de 
correspondencia  que  sustrajo  de  la  ofici- 
na del  servicio  internacional  de  correos  y 
se  apoderó  para  apropiárselos  de  los  sellos 


postales  y  objetos  cuya  lista  aparece  en 
las  actas  relacionadas  en  la  parte  exposi- 
tiva de  este  fallo;  por  lo  que  están  clara- 
mente definidos  los  caracteres  legales  de 
una  y  otra  infracción.  Como  aquel  deli- 
to está  previsto  en  el  Código  Postal,  que 
es  una  ley  especial,  sus  disposiciones  son 
las  aplicables  al  caso  y  no  las  del  Código 
Penal  común  sobre  infidelidad  en  la  cus- 
todia de  documentos,  como  lo  pretende  el 
recurrente.  Que  el  procesado,  después  de 
substraer  y  destruir  algunas  de  las  cartas 
se  haya  apoderado  de  los  sellos  sin  cance- 
lar adheridos  a  las  mismas,  no  determina 
que  los  hechos  ejecutados  constituyan  so- 
lo una  de  las  infracciones  antes  citadas, 
ya  que  es  un  acto  de  los  diversos  que  in- 
tegran en  el  caso  presente  el  delito  de 
hurto,  en  la  forma  continuada  en  que 
éste  se  realizó.  También  el  hecho  de  que 
Cuéllar  no  se  haya  dado  cuenta  del  con- 
tenido de  las  cartas  que  destruyó  no  des- 
naturaliza la  infracción  citada  primera- 
mente, pues  ésta  existió  desde  el  momen- 
to en  que  tuvo  lugar  la  destrucción  de  esa 
correspondencia,  lesionando  con  ello  el 
derecho  de  comunicación  entre  los  que  en- 
viaban las  cartas  y  aquellos  que  tenían 
que  recibirlas.  No  obstante  que  la  ley  es- 
pecial ha  incluido  entre  la  clasificación 
de  correspondencia  las  muestras  de  mer- 
caderías sin  valor  y,  que,  entre  lo  recogi- 
do en  casa  del  recurrente  hay  varias  de 
éstas,  ello  no  significa  que  no  tengan  el 
carácter  genérico  de  cosas  muebles  ni  un 
valor  intrínseco  del  que  pueda  obtenerse 
un  beneficio;  por  lo  que  el  concepto  legal 
especial,  antes  referido,  no  afecta  la  cali- 
ficación de  hurto  que  hizo  la  Sala.  Por  esas 
razones  no  fueron  infringidos  los  artícu- 
los 251  inciso  2o.,  252,  254  en  relación  con 
el  70  incisos  lo.,  y  2o.  del  Código  Penal; 
4o.,  9o.,  11,  159  y  161  inciso  2o.,  Código 
Postal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  ley  para  penar  el  delito  especial 
de  violación  de  correspondencia,  ha  he- 
cho distinción  entre  particulares  y  em- 
pleados públicos,  siendo  más  grave  la  pe- 
na para  éstos;  por  lo  que  la  Sala  al  sus- 
tentar ese  criterio  legal  en  su  resolución, 
procedió  acertadamente;  así  como  tam- 
bién al  apreciar  en  el  delito  de  hurto  la 
circunstancia  agravante  del  abuso  de  con- 
fianza y  aumentar  la  pena  respectiva  en 
una  tercera  parte,  pues  tal  circunstancia 
se  evidencia  por  el  carácter  del  empleo  de 
guardián  que  tenía  Cuéllar,  quien  al  apo- 
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derarse  de  los  objetos  que  fueron  encon- 
trados en  su  casa  valiéndose  de  su  condi- 
ción de  guardián,  faltó  a  la  confianza  de- 
positada en  él;  y  tal  circunstancia  no  es 
inherente  al  hurto  ni  la  menciona  la  ley 
al  describir  esta  infracción.  En  esa  virtud 
no  fueron  infringidos  los  artículos  24,  26 
y  67  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  aunque  el  recurrente  al  referirse  al 
quebrantamiento  del  procedimiento,  cita 
los  incisos  lo.  y  3o.  del  artículo  677  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  no  con- 
creta en  qué  consisten  los  defectos  de  for- 
ma, ni  cita  las  disposiciones  procesales  re- 
lativas al  caso.  Por  esa  razón  es  impro- 
cedente el  recurso  por  quebrantamiento  de 
forma. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de  lo  dis 
puesto  en  los  artículos  686,  690  Código  de 
Procedimientos  Penales  y  233  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  declara  improce- 
dente el  recurso  de  casación  que,  por  in- 
fracción de  ley  y  quebrantamiento  de  pro- 
cedimiento, se  interpuso;  impone  al  recu- 
rrente quince  días  de  arresto,  conmutables 
a  razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por 
cada  día.  Notifíquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  — ■  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Francisco  Javier 
Arango  Díaz,  por  el  delito  de  disparo  de 
arma  de  fuego. 

DOCTRINA:  La  ley  penal  admite  el  con- 
curso formal  de  delitos  de  disparo  de  ar- 
ma de  fuego  y  lesiones;  pero  si  las  con- 
secuencias de  aquél  recaen  en  bienes 
jurídicos  distintos  de  la  integridad  cor- 
poral, el  hecho  queda  comprendido  úni- 
camente en  la  figura  sui-géneris  del  de- 
lito de  disparo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  respec- 
tivos antecedentes  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  veintitrés  de  Junio  pró- 
ximo pasado,  dictó  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso  segui- 
do contra  Francisco  Javier  Arango  Díaz 
por  los  delitos  de  disparo  de  arma  de  fue- 
go y  daños. 

El  doce  de  diciembre  del  año  próximo 
pasado,  y  no  el  cuatro  como  equivocada- 
mente relaciona  el  fallo  de  la  Sala,  el  re- 
gidor Cipriano  Contreras  dió  parte,  al  Juez 
de  Paz  de  Pueblo  Nuevo  Viñas,  de  que  en 
el  lugar  llamado  "San  Antonio"  de  la  al- 
dea "El  Cuje",  se  había  cometido  un  deli- 
to. En  la  diligencia  de  ratificación  dijo: 
que  el  día  anterior  a  esa  fecha  a  las  vein- 
tiuna horas  y  media,  supo  el  hecho  por 
aviso  que  le  dió  Ramón  Sánchez;  por  lo 
que  se  constituyó  en  aquel  lugar  en  com- 
pañía del  regidor  Modesto  Lópezi  y  del  co- 
misionado militar  Félix  Pineda;  allí  en- 
contró muerta  una  yegua  de  la  propiedad 
de  Pablo  Urízar,  siendo  Javier  Arango 
quien  causó  ese  daño.  Modesto  López  y 
Félix  Pineda,  se  produjeron  en  el  mismo 
sentido  que  el  anterior. 

Silverio  Pineda,  declaró:  que  por  un  hi- 
jo de  don  Pablo  Urízar,  que  llegó  a  su  ca- 
sa como  a  las  veintiuna  horas,  tuvo  cono- 
cimiento de  lo  que  pasaba  entre  Arango  y 
Urízar;  por  lo  que  se  constituyó  con  sus 
mozos  en  el  lugar  de  autos  allí  encontró  a 
aquéllos  sentados  en  el  camino,  uno  al  lado 
del  otro,  sin  hablarse;  y  se  dió  cuenta  que 
una  yegua  estaba  muerta.  A  continuación 
llevó  a  su  casa  a  los  señores  Arango  y  Urí- 
zar y  allí  esperaron  que  llegara  el  auxilio. 

El  Juez  instructor  de  las  primeras  dili- 
gencias practicó  inspeción  ocular  en  el  lu- 
gar de  autos,  e  hizo  constar:  que  éste  es 
despoblado;  que  en  el  camino  estaba  muer- 
ta una  yegua  colorada,  la  que  tenía  una 
herida  de  arma  de  fuego  al  lado  derecho 
del  pescuezo.  El  señor  Urízar  entregó  al 
Juez  un  revólver  y  un  cartucho  calibre 
treinta  y  ocho  corto. 

La  yegua  fué  valuada  en  quince  quet- 
zales. 

Pablo  Urízar  Pérez,  al  declarar  dijo:  que 
al  regresar  del  pueblo  en  compañía  de  su 
hijo  Enrique,  cuando  pasaba  por  la  finca 
de  Silverio  Pineda,  siendo  como  las  veinte 
horas,  lo  alcanzó  Javier  Arango,  quien  le 
disparó  dos  balazos,  acertándole  el  segun- 
do a  la  yegua  que  montaba  el  deponente; 
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al  caer  ésta,  el  declarante  luchó  con  Aran- 
go  y  logró  desarmarlo,  diciéndole  éste,  en- 
tonces, que  lo  matara,  que  hiciera  lo  que 
quisiera  con  él,  pero  el  deponente  sólo  se 
concretó  a  decirle  que  no  se  levantara  de 
donde  estaba  sentado,  porque  si  lo  hacia 
lo  iba  a  estrangular.  El  menor  Enrique 
Urizar  se  produjo  en  los  mismos  términos 
que  el  anterior. 

Indagado  Javier  Arango  Daz,  dijo:  que 
el  dia  de  autos  de  regreso  de  Pueblo  Nue- 
vo Viñas,  para  la  finca  "Cuscatlán"  como 
a  las  veinte  horas,  pasando  por  el  lugar 
San  Antonio,  se  hizo  encuentro  con  un 
niño,  quien  le  preguntó  si  no  había  visto 
dos  muías  aparejadas,  respondiéndole  el 
declarante  que  no;  al  preguntarle  que 
quién  era  él  le  contestó  que  no  le  importa- 
ba; que  un  individuo  que  iba  con  el  menor 
cuando  éste  lo  señaló  se  le  fué  encima  con 
un  machete;  por  lo  que  le  dijo  que  se  con- 
tuviera, y  con  ese  fin  hizo  un  disparo  al 
aire  y  salió  corriendo,  pero  el  individuo  lo 
alcanzó  amenazándolo  por  detrás  con  el 
machete;  por  lo  que  se  vió  en  la  necesidad 
de  dispararle;  el  disparo  lo  hizo  para  de- 
fenderse y  amedrentarle,  pues  creyó  que 
iban  a  robarle  el  dinero  que  llevaba,  que 
eran  cuarenticinco  quetzales.  Al  disparo 
la  muía  que  montaba  se  asustó  y  lo  arro- 
jó al  suelo,  momento  en  que  el  individuo 
se  le  fué  encima;  en  ese  instante  recono- 
ció que  el  sujeto  era  Pablo  Urizar,  por  lo 
que  arrojó  la  pistola  y  se  quedaron,  riñen- 
do;  que  el  declarante  le  dijo  que  lo  solta- 
ra, lo  que  hizo  en  efecto  Urizar,  quien  an- 
tes había  mandado  a  un  niño  a  pedir  au- 
xilio a  casa  de  Silverio  Pineda,  motivo  por 
el  que  éste  llegó,  encontrándolos  senta- 
dos en  el  camino.  En  el  careo  practicado 
entre  Arango  y  Urizar,  nada  se  adelantó. 

El  Intendente  de  Pueblo  Nuevo  Viñas 
informó:  que  el  señor  Pablo  Urizar  ha  es- 
tado radicado  en  esa  jurisdicción  y  no  tie- 
ne antecedentes  penales;  que  por  el  rumor 
público  se  sabe  que  es  un  hombre  de  ca- 
rácter pendenciero,  inclinado  a  tener  di- 
ficultades. El  señor  Arango  Díaz,  tampo- 
co tiene  antecedentes  penales  y  es  hom- 
bre de  buenas  costumbres. 

El  proceso  se  elevó  a  plenario  y  el  reo 
no  se  conformó  con  el  cargo  que  se  le  for- 
muló. 

El  Gerente  del  Banco  Central  informó 
que  Javier  Arango  Díaz  ha  sido  Adminis- 
trador de  diversas  fincas  de  esa  intitución, 
habiendo  observado  muy  buena  conducta 
en  el  desempeño  de  su  empleo. 


El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decía- 
la: que  Francisco  Javier  Arango  Díaz  es 
autor  del  delito  de  dañes  causados  en  bie- 
nes de  Pablo  Urizar,  por  cuya  infracción 
le  impone  la  pena  de  un  año  de  prisión 
correccional  rebajada  en  sus  dos  terceras 
partes  por  concurrir  dos  circunstancias 
atenuantes;  le  permite  conmutar  el  resto 
a  razón  de  setenticinco  centavos  de  quet- 
zal por  día  y  hace  las  demás  declaracio- 
nes pertinentes. 

La  Sala  al  conocer  en  consulta,  aprobó 
ese  fallo  con  las  modificaciones  siguientes: 
a )  que  el  reo  Francisco  Javier  Arango  Diaz 
es  autor  de  los  delitos  de  disparo  de  arma 
y  daños  y  b )  que  la  pena  que  le  corres- 
ponde por  los  dos  delitos,  es  la  de  dos  años 
ocho  meses  de  prisión  correccional,  reba- 
jados en  una  tercera  parte,  conmutable  en 
sus  dos  terceras  partes  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios.  Estima  el  Tribu  - 
nal sentenciador  que  el  delito  está  esta- 
blecido con  la  inspección  ocular,  y  la  cul- 
pabilidad del  reo,  con  lo  que  éste  confesó, 
corroborado  con  la  presunción  derivada  de 
lo  que  declaró  el  menor  Urizar.  Le  aplica 
la  pena  del  delito  más  grave  o  sea  la  co- 
rrespondiente al  disparo  de  arma  de  fue- 
go, aumentada  en  una  tercera  parte;  y  re- 
baja esa  pena  en  una  tercera  parte  por 
la  atenuante  de  la  confesión  del  reo. 

Francisco  Javir  Arango,  con  auxilio  del 
abogado  Francisco  Alonso,  interpuso  re- 
curso extraordinario  de  casación,  por  in- 
fracción de  ley,  contra  la  sentencia  pro- 
ferida por  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de 
Apelaciones  y  cita  como  violados  los  ar- 
tículos siguientes:  21  inciso  6o.  completo, 
67,  82,  88,  97,  315  y  445  del  Código  Penal, 
Decreto  2164;  614  completo  y  259  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales.  Se  seña- 
ló día  para  la  vista,  la  que  tuvo  lugar.  El 
recurrente  alegó  que  obró  en  legítima  de- 
fensa; que  el  hecho  que  dió  origen  al  pro- 
ceso no  es  constitutivo  de  dos  delitos,  sino 
sólo  de  disparo  de  arma  de  fuego,  pues  en 
cuanto  a  los  daños  el  señor  Urizar  puede 
ejercer  su  acción  en  la  vía  civil;  su  confe- 
sión era  calificada  y  dada  su  conducta,  an- 
tecedentes, posición  social  y  demás  cir- 
cunstancias, merecía  crédito  y  la  Sala  no 
la  tomó  en  cuenta  en  lo  favorable. 

CONSIDERANDO: 

Que  cuando  de  propósito  se  dispara  una 
arma  de  fuego  contra  una  persona,  la  ley 
ronsidera  que  puede  presentarse  algu- 
no de  estos  tres  casos:  lo.,  que  el  disparo 
no  haya  tenido  consecuencias  materiales 
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en  la  persona  de  la  victima;  2o.,  que  ésta 
haya  sido  lesionada  y  3o.,  que  el  disparo 
por  sus  circunstancias  constituya  tentati- 
va o  delito  frustrado  que  tenga  pena  ma- 
yor que  la  señalada  para  aquél.  En  el  pri- 
mero se  aplican  las  disposiciones  corres- 
pondientes sólo  al  disparo  de  arma  de  fue- 
go; en  el  segundo,  las  relativas  a  éste  y 
al  delito  de  lesiones;  y  en  el  tercero  sólo 
las  del,  delito  frustrado  o  tentativa  de  que 
se  trate.  La  ley  al  regular  esta  cuestión 
admitió  el  concurso  formal  de  delitos,  tra- 
tándose únicamente  del  segundo  caso;  lue- 
go, entonces,  si  las  consecuencias  del  dis- 
paro recaen  en  otros  bienes  jurídicos,  dis- 
tintos de  la  integridad  corporal,  como  ocu- 
rre en  el  presente  caso  —  éstas  quedan 
comiprendidas  en  la  figura  sui-géneris  del 
delito  de  disparo  de  arma  de  fuego,  para 
los  efectos  penales,  sin  perjuicio  — des- 
de luego —  de  la  responsabilidad  civil  co- 
rrespondiente. La  Sala  sentenciadora  al 
apreciar  que  la  acción  realizada  por  el  re- 
currente constituye  los  delitos  de  disparo 
de  arma  de  fuego  y  daños,  cuandoi  sólo  es 
constitutiva  de  la  infracción  citada  pri- 
meramente, violó  los  artículos  88  y  445  del 
Código  Penal;  por  lo  que  procede  casar  y 
anular  el  fallo  recurrido  y  dictar  el  que 
en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  aunque  el  procesado  alega  que  su 
confesión  es  calificada  y  que  procede  apre- 
ciarla en  toda  su  extensión,  hay  hechos 
que  están  en  contra  de  ésta.  En  efecto,  no 
aparece  establecido  que  el  señor  Urízar  tu- 
viera alguna  arma  la  noche  de  autos;  di- 
cho señor  cuando  trataba  de  dominar  al 
procesado,  en  la  lucha  que  tenían,  mandó 
a  su  hijo  a  casa  de  Silverio  Pineda  a  pe- 
dir auxilio  y  al  llegar  éste,  Arango  y  Urí- 
zar estaban  sentados  al  borde  del  camino 
sin  hablarse;  y  además  el  ofendido  entre- 
gó al  Juez  de  Paz  el  revólver  que  le  quitó 
a  su  agresor.  Por  estos  motivos  no  puede 
admitirse  que  Arango  haya  procedido  en 
legitima  defensa.  Eso  sí  la  confesión  pro- 
cede tomarla  como  circunstancia  atenuan- 
te de  su  responsabilidad,  porque  es  la  úni- 
ca prueba  que  hay  para  condenarlo.  En 
consecuencia  la  pena,  que  es  de  dos  años 
de  prisión  correccional,  debe  rebajarse  en 
una  tercera  parte.  Artículo  22  inciso  9o., 
315  Código  Penal;  609  y  614  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 


POR  TANTO: 

I 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  apli- 
cación de  las  leyes  citadas  y  con  apoyo  en 
lo  dispuesto  en  los  artículos  11,  28,  30,  34, 
44,  47,  59,  60,  67,  68,  69,  79,  89,  97  Código 
Penal;  201,  686,  687,  729,  732,  735,  736  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales;  222,  224  y 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
CASA  Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y 
resolviendo  sobre  lo  principal,  declara:  que 
Francisco  Javier  Arango'Díaz  es  autor  del 
delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  por  lo 
que  le  impone  la  pena  de  un  año  cuatro 
meses  de  prisión  correccional,  hecha  la  re- 
baja de  una  tercera  parte  por  la  atenuante 
de  su  confesión;  pena  que  puede  conmutar 
en  sus  dos  terceras  partes  a  razón  de  quin- 
ce centavos  de  quetzal  por  dia  y  que  con 
abono  de  la  prisión  sufrida  cumplirá  en  la 
Penitenciaría  Central;  lo  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  duran- 
te el  tiempo  de  la  condena  y  lo  obliga  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes, del  delito  y  al  del  papel  emplea- 
do en  la  causa  al  sello  de  ley.  Notifíquese 
y  como  corresponde,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  Tribunal  de  su  procedencia. 

Ra}.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  — ■  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Moisés  Estrada  Castellanos, 
por  el  delito  de  malversación  de  cau- 
dales públicos. 

DOCTRINA:  La  aceptación  de  fondos  en 
las  Pagadurías  o  Agencias  de  la  Tesore- 
ría Nacional,  destinados  al  pago  de  im- 
puestos, sin  darles  entrada  en  los  res- 
pectivos libros,  ni  justificar  su  debida  in- 
versión, dá  lugar  a  que  se  incurra  en  el 
delito  de  malversación  de  caudales  pú- 
blicos ,y  no  al  de  estafa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  ante- 
cedentes se  examina  la  sentencia  dictada 
con  fecha  tres  de  Agosto  del  corriente  año, 
por  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones  en  la 
causa  instruida  contra  Moisés  Estrada 
Castellanos,  declarando  que  no  es  por  el 
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delito  de  estafa  por  el  que  debe  condenar- 
se al  expresado  individuo,  como  lo  decla- 
raba la  sentencia  del  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Jutiapa,  sino  por  el  de  malver- 
sación de  caudales  públicos,  imponiéndose, 
en  vez  de  seis  que  le.  asignaba  aquel  fallo, 
nueve  meses  de  arresto  mayor;  y  con  es- 
tas modificaciones  se  confirma  la  senten- 
cia de  primer  grado,  la  cual  comprende  la; 
demás  declaraciones  procedentes  en  de- 
recho. 

El  cinco  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  el  Receptor  Pagador  de 
Jutiapa,  Guillermo  Kepfer.  puso  en  cono- 
cimiento del  Juez  de  Primera  Instancia 
que  su  antecesor  Moisés  Estrada  Castella- 
nos al  hacer  entrega  del  empleo  al  primer 
ayudante  Carlos  Eduardo  Rivera,  interi- 
namente, le  entregó  varias  cantidades  de 
dinero  en  efectivo  que  debieron  haber  si- 
do ingresadas  a  Caja,  mientras  se  presen- 
taban los  interesados  a  cobrarlas,  así  como 
la  relativa  a  un  depósito  de  catorce  quet- 
zales, ocho  centavos,  remitidos  por  la  Mu- 
nicipalidad de  Quezada,  para  el  pago  del 
impuesto  de  tres  por  millar,  sobre  terrenos 
comunales  de  aquella  jurisdicción;  que  en- 
tre las  personas  a  quienes  se  adeudaban 
sus  haberes  estaban  los  señores  Recinos 
Hermanos,  por  útiles  que  suministraron  pa- 
ra el  servicio  de  vialidad;  Leopoldo  Sal- 
guero que  cobraba  tres  quetzales;  Reginal- 
do  Menéndez,  por  servicios  de  carreteras; 
varios  soldados  de  la  Guarnición  y  algunos 
caporales  de  caminos,  dineros  todos  que 
ya  estaban  cancelados  en  las  respectivas 
planillas. 

Al  procederse  a  la  investigación  en  debi- 
da forma,  declararon:  Reginaldo  Menén- 
dez que  no  recordaba  si  ya  le  habían  pa- 
gado totalmente  los  alquileres  de  sus  ca- 
rretas, porque  de  ello  no  llevaba  control; 
Gilberto  Recinos  Saldoval,  que  estaba  pa- 
gado de  la  cuenta  de  gasolina  proporcio- 
nada a  la  oficina  de  vialidad;  el  Mayor  de 
Plaza  informó  que  Estrada  Castellanos  se 
presentó  personalmente  a  hacer  el  pago  de 
los  presupuestos  de  la  Guarnición  corres- 
pondientes a  los  meses  de  Abril  y  Julio 
f  1936  >  y  si  quedaron  pendientes  de  pago 
algunos  individuos  obedeció  a  que  unos  an- 
daban en  comisión  y  otros  habían  sido  ba- 
ja, y  cuando  se  presentaron,  reclamó  el 
pago  al  sustituto  de  Castellanos,  siéndole 
entregada  por  el  señor  Rivera  la  suma  de 
quince  quetzales,  setenta  y  cinco  centavos 
a  que  ascendía  la  cuenta.  Pedro  Salgue- 
ro, dijo:  que  se  le  adeudan  tres  quetzales 
per  servicios  con  sus  carretas  y  cuando  co- 
bró en  la  Receptoría  le  informaron  que  no 


aparecía  en  las  planillas;  Félix  Barrera 
Sarceño  Caporal  de  Caminos,  que  se  le 
adeudan  cuatro  quetzales  cincuenta  cen- 
tavos de  quetzal,  de  la  semana  del  siete  al 
doce  de  Septiembre  (1936). 

Acerca  del  depósito  de  los  catorce  quet- 
zales ocho  centavos,  aparece  en  autos,  es- 
crita a  máquina  en  papel  simple,  sin  nin- 
guna etiqueta,  una  nota  fechada  catorce 
de  febrero  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
en  la  que  el  Receptor  le  manifiesta  al  In- 
tendente de  Quezada  que  no  le  puede  man- 
dar el  boleto  que  solicita,  por  estar  casti- 
gado con  siete  quetzales,  catorce  centavos 
de  multa,  y  que  no  le  devuelve  la  suma  de 
catorce  quetzales,  ocho  centavos  que  le  re- 
mitió, por  si  deseaba  remitir  el  resto  de 
lo  adeudado,  quedando  mientras  tanto  en 
su  poder  a  su  disposición. 

Interrogado  Moisés  Estrada  Castellanos, 
manifestó  que  los  presupuestos  los  pagaba 
en  efectivo  siempre  que  había  fondos  y 
cuando  faltaban,  los  cubría  en  parte,  y  por 
la  diferencia  extendía  cheques,  a  excep- 
ción de  las  planillas  de  caminos  que  cuan- 
do no  se  presentaban  a  cobrar  todos  los  in- 
teresados en  el  momento  del  pago  se  deja- 
ba en  depósito  la  diferencia  para  irles  pa- 
gando conforme  se  fueran  presentando, 
pues  siendo  cantidades  pequeñas  destinadas 
a  ser  pagadas  de  un  momento  a  otro,  no 
podía  dárseles  ingreso  a  Caja,  como  lo  hizo 
al  hacer  entrega  de  la  oficina  al  señor  Ri- 
vera, a  quien  le  dejó  la  suma  de  treinta  y 
cuatro  quetzales.  Respecto  al  depósito  de 
los  catorce  quetzales,  ocho  centavos,  dijo 
que  si  esa  suma  se  recibió  en  alguna  for- 
ma en  la  oficina,  ha  de  haber  sido  por  el 
encargado  del  ramo  de  contribuciones  se- 
ñor Enrique  Linares,  pues  el  declarante 
nunca  recibió  del  público  ninguna  canti- 
dad, sino  de  los  ayudantes,  quienes  le  da- 
ban cuenta  con  sus  ingresos,  documentos 
y  operaciones  verificadas  diariamente  en 
sus  libros;  que  reconoce  como  puesta  de  su 
puño  y  letra  la  firma  que  cubre  la  nota  de 
que  se  ha  hecho  referencia;  pero  que  su 
texto  es  del  primer  ayudante  Linares  y  és- 
te como  encargado  del  ramo  de  contribu- 
ciones ha  de  haber  recibido  la  expresada 
suma  y  la  hizo  ingresar  a  Caja  o  se  la  to- 
maría para  sí. 

Examinado  Carlos  Eduardo  Rivera,  dijo 
que  cuando  interinamente  le  hizo  entrega 
de  la  Receptoría  Pagaduría  el  señor  Estra- 
da Castellanos,  recibió  de  él,  en  lo  parti- 
cular la  suma  de  treinta  y  cuatro  quetza- 
les y  unos  centavos,  con  destino  a  hacer 
algunos  pagos  pendientes  de  caminos  y 
unos  reparos  de  cuentas,  habiéndolos  dis- 
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tribuido  asi:  a  la  Mayoría  de  Plaza  por  ha- 
beres de  algunos  soldados,  quince  quetza- 
les, setenta  y  cinco  centavos;  a  Landelino 
Lima,  cuatro  quetzales,  cincuenta  centavos; 
Juan  Amaya,  tres  quetzales;  vales  a  pagar, 
setenta  centavos;  por  impuestos  de  tim- 
bres correspondientes  a  Póliza  de  Valle 
Nuevo,  once  quetzales  treinta  y  cinco  cen- 
tavos; que  se  presentaron  otros  interesa- 
dos cobrando  sus  haberes  pero  no  les  pagó 
por  habérsele  agotado  el  dinero  que  le  de- 
jó Castellanos.  Al  practicarse  un  careo  en- 
tre este  último  y  Rivera  estuvieron  de 
acuerdo  con  las  explicaciones  dadas  por  el 
segundo  en  cuanto  a  que  Castellanos  le 
dejó  una  lista  de  las  personas  a  quienes  de- 
bía de  hacer  los  pagos,  en  la  que  no  esta- 
ba la  Mayoría  de  Plaza  ni  la  Póliza  de  Va- 
lle Nuevo;  y  sí  los  hizo  fué  porque  le  so- 
braba dinero,  porque  de  la  Mayoría  le  es- 
taban cobrando  y  por  el  reparo  originado 
de  la  última  operación  de  Caja. 

El  primer  ayudante  Linares  dijo,  que  no 
recordaba  haber  recibido  la  cantidad  de 
catorce  quetzales,  ocho  centavos  de  la  Mu- 
nicipalidad de  Quezada  por  valor  de  un 
boleto  de  contribución  del  tres  por  millar, 
pero  que  si  existía  algún  recibo  firmado 
por  él,  desde  luego  así  ha  de  haber  sido, 
pero  si  el  pago  no  era  completo  no  tenía 
porqué  recibirlo;  que  nunca  le  presentó  a 
Castellanos  ningún  recibo  en  papel  simple 
para  que  lo  firmara,  pues  muy  bien  sabe 
que  es  prohibido  extender  recibos,  sino  en 
talonarios  sellados  y  registrados  por  el 
Tribunal  de  Cuentas;  y  que  si  aquél  reci- 
bo está  firmado  por  Castellanos  indiscuti- 
blemente él  recibió  el  dinero. 

Elevada  la  causa  a  plenario  se  le  formu- 
ló cargo  a  Castellanos  por  el  delito  de  es- 
tafa a  la  Hacienda  Pública  con  el  cual  no 
se  conformó,  y  nombró  como  su  defensor 
al  abogado  J.  Mardoqueo  Moran,  quien, 
después  de  la  audiencia  concedida  al  Re- 
presentante del  Ministerio  Público  pidió 
que  la  causa  se  abriera  a  prueba,  lo  que 
así  se  hizo  por  el  término  de  treinta  días, 
durante  el  cual  se  practicaron  las  que  a 
continuación  se  expresan:  a)  informe  de 
la  Receptoría-Pagaduría,  haciendo  cons- 
tar que  el  libro  auxiliar  de  Caja  llevado 
por  el  Primer  Ayudante,  no  tuvo  movi- 
miento durante  los  días  catorce,  quince  y 
dieciseis  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis;  y  que  el  de  Caja  llevado  por 
el  entonces  Receptor  Pagador  Castellanos, 
sí  tuvo  movimiento  durante  esos  días,  pe- 
ro no  aparece  ingresada  la  suma  de  ca- 
torce quetzales  ocho  centavos  de  que  se 


trata;  b)  fueron  nombrados  los  señores 
Emilio  Méndez  y  Víctor  M.  Valenzuela  co- 
mo expertos  para  revisar  los  libros  de  con- 
tabilidad de  la  Comunidad  indígena  de 
Quezada,  y  manifestaron  que  revisados  di- 
chos libros  y  los  boletos  pagados  por  con- 
tribución del  tres  por  millar,  aparece  que 
con  la  cantidad  de  catorce  quetzales  ocho 
centavos,  egresada  el  veintisiete  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
fué  pagado  el  boleto  correspondiente  al 
tercer  trimestre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  o  sea  el  del  treinta  de  septiem- 
bre y  que  estaban  pagados  el  del  cuarto 
trimestre  del  mismo  año,  los  cuatro  de  mil 
novecientos  treinta  y  cinco  y  primero  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis. 

Don  Anacleto  Arrivillaga  se  presentó 
manifestando,  que  como  Tesorero  Especí- 
fico de  la  Comunidad  de  Quezada,  había 
entregado  al  Intendente  la  suma  de  cator- 
ce quetzales  ocho  centavos  que  éste  enteró 
al  Receptor  Pagador,  percibiendo  un  reci- 
bo simple,  y  como  debía  rendir  sus  cuen- 
tas pedia  se  le  extendiera  una  certifica- 
ción del  expresado  recibo.  Ya  en  declara- 
ción el  mismo  individuo  había  manifes- 
tado que  el  Receptor  de  Quezada  le  co- 
braba el  boleto  correspondiente  al  último 
de  septiembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro,  el  cual  le  dejó  mientras  gestio- 
naba la  devolución  del  dinero  que  se  ha- 
bía dejado  en  depósito. 

El  veinticuatro  de  Junio  del  corriente 
año.  el  Juez  de  Jutiapa  dictó  sentencia  en 
la  cual  considera  que  con  la  certificación 
que  aparece  al  folio  cincuenta  y  tres  de  los 
autos  levantada  por  el  Inspector  de  Ha- 
cienda en  la  Agencia  de  la  Tesorería  Na- 
cional de  Jutrapa,  y  con  el  informe  ren- 
dido por  el  Tribunal  de  Cuentas,  se  de- 
mostró que  el  prevenido  Moisés  Estrada 
Castellanos  cumplió  con  hacer  los  pagos 
cuya  omisión  se  le  imputaba  en  la  denun- 
cia que  dió  origen  al  proceso;  y  que  con 
la  confesión  del  mismo  reo  al  reconocer  su 
firma  en  la  nota  relativa  al  recibo  de  los 
catorce  quetzales  ocho  centavos,  quedó  es- 
tablecido ese  hecho,  sin  que  diera  ningu- 
na explicación  satisfactoria  sobre  el  pa- 
radero de  tal  cantidad  ni  demostró  que  le 
haya  dado  ingreso  a  la  Caja,  por  lo  que  es 
de  presumirse  que  tomó  para  si  dicho  di- 
nero, pues  la  existencia  del  recibo  del  tres 
por  millar,  no  demuestra  que  él  le  haya 
dado  el  destino  legal.  Por  estos  motivos 
lo  condenó  a  seis  meses  de  arresto  mayor 
e  hizo  las  demás  declaraciones  concernien- 
tes al  caso. 
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Interpuesto  el  recurso  de  apelación,  el 
Procurador  pidió  se  revocara  la  senten- 
cia en  la  parte  que  se  condenaba  al  reo 
pues  el  no  vela  clara  su  culpabilidad.  El 
Fiscal  sí  estuvo  de  acuerdo  y  pidió  se  con- 
firmara el  fallo,  pero  no  con  la  califica- 
ción hecha  del  delito,  pues  éste,  a  su  en- 
tender era  el  de  malversación  de  cauda- 
les públicos  y  no  estafa. 

La  sentencia  referida  fué  confirmada 
por  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones  en  la 
forma  expresada  al  principio  de  la  presen- 
te; y  contra  el  pronunciamiento  de  segun- 
da instancia,  el  enjuiciado  Castellanos  in- 
trodujo recurso  de  casación,  auxliado  por 
su  mismo  defensor,  denunciando  que  han 
sido  infringidos  los  artículos  288  primera 
parte,  290,  291  del  Código  Penal;  419  inci- 
so 5o.,  lo..  11  Código  Penal;  568,  571,  602 
inciso  2o.,  603,  605,  607  y  608,  609  incisos 
lo.,  2o.,  3o.  y  4o.  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  al  estimarse  plenamente  comproba- 
do el  delito  de  malversación  de  caudales 
públicos,  no  sólo  con  el  recibo  fechado  el 
catorce  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  cuya  firma  ha  sido  reco- 
nocida judicialmente  por  el  prevenido 
Moisés  Estrada  Castellanos,  sino  también 
con  actos  y  hechos  posteriores  como  son 
las  gestiones  verificadas  por  el  Síndico  en- 
cargado de  la  Tesorería  de  propios  de  Que- 
zada,  tendientes  a  justificar  la  falta  de  los 
catorce  quetzales  ocho  centavos,  en  su  con- 
tabilidad por  encontrarse  depositados  en 
la  Receptoría  Pagaduría  de  Jutiapa;  y  las 
declaraciones  de  Antonio  Moino  y  Anacle- 
to  Arrivillaga,  Intendente  y  Síndico  res- 
pectivamente de  Quezada  de  haber  remi- 
tido dicha  suma  para  pagar  un  boleto  del 
tres  por  millar  de  la  misma  Municipalidad, 
y  la  de  Víctor  Manuel  Palma  de  haber  co- 
brado el  mismo  boleto,  sin  que  le  fuera 
pagado  a  menos  que  se  le  reconociera  co- 
mo efectivo  la  suma  depositada,  la  Sala  no 
infringió  los  artículos  lo.,  11,  288  del  Códi- 
go Penal,  porque  con  las  pruebas  enume- 
radas anteriormente  se  llega  al  convenci- 
miento de  que,  el  señor  Estrada  Castella- 
nos, al  recibir  los  expresados  fondos  en  su 
carácter  de  Receptor  Pagador  de  una  ofi- 
cina del  Estado,  no  tuvo  ningún  derecho 
para  disponer  de  ellos,  sino  que  debió  o  no 
recibirlos  sino  alcanzaban  a  cubrir  el  im- 
porte íntegro  de  un  boleto  de  contribución, 
o  darles  entrada  a  caja  a  cuenta  de  depó- 


sitos, de  tal  manera  que,  al  hacer  entrega 
de  la  oficina  pudiera  hacerse  constar  su 
existencia. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  influyen  en  la  apreciación  del 
delito  y  convicción  de  la  delincuencia  del 
reo  el  dictámen  de  los  expertos  nombra- 
dos con  el  fin  de  examinar  las  cuentas  y 
documentos  de  la  Municipalidad  de  Que- 
zada, y  el  hecho  de  que  aparezca  hecha 
en  Noviembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  cinco  la  erogación  de  catorce  quetzales 
ocho  centavos  y  la:  de  estar  pagado  el  bo- 
leto correspondiente  al  trimestre  vencido 
en  Septiembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro,  porque  con  estos  elementos  no 
se  destruye  la  fuerza  probatoria  del  recibo 
firmado  y  reconocido  por  el  señor  Caste- 
llanos, y  al  dársele  a  éste  todo  el  valor  que 
las  leyes  le  atribuyen,  unido  a  los  demás 
datos  enumerados  anteriormente,,  los  del 
expertaje  carecen  de  importancia  legal  en 
cuanto  a  la  inversión  de  aquella  suma,  y 
por  consiguiente  no  han  sido  infringidos 
los  artículos  602,  603,  605,  607  y  608  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  tanto  más 
cuanto  que  el  relacionado  dictamen  no  tie- 
ne la  naturaleza  de  los  documentos  públi- 
cos o  auténticos,  y  en  cuanto  a  su  verda- 
dero carácter  de  juicio  pericial,  se  le  ha  da- 
do la  calificación  debida,  conforme  a  las 
circunstancias. 

CONSIDERANDO: 

Que  justificada  como  queda  dicho  la  des- 
aparición de  los  fondos  destinados  al  pago 
de  un  impuesto  fiscal  y  comprobada  de 
esta  manera  la  preexistencia  del  delito  de 
esta  manera  la  preesist  encía  del  delito  de 
malversación  de  caudales  públicos  y  con- 
curriendo los  demás  requisitos  indispensa- 
bles para  la  confesión,  no  han  sido  infrin- 
gidos los  articuls  609,  568  y  571  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO : 

Que  refiriéndose  el  recurso  únicamente 
a  la  pena  impuesta  por  el  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos  con  la  cir- 
cunstancia de  no  haberse  reintegrado  los 
fondos  distraídos,  no  era  el  caso  de  aplicar 
ni  los  artículos  290  y  291  del  Código  Penal, 
como  tampoco  el  inciso  5o.  del  artículo  419 
del  mismo  Código  que  trata  del  delito  de 
estafa,  y  por  consiguiente  tales  artículos 
no  han.  sido  infringidos. 
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CONSIDERANDO: 

Que  los  demás  hechos  que  dieron  origen 
al  encausamiento  del  señor  Castellanos  no 
dan  lugar  a  ser  examinados,  por  cuanto 
que  habiéndose  dictado  sentencia  absolu- 
toria del  cargo,  el  recurso  no  los  compren- 
de, por  más  que  algunas  de  las  leyes  ci- 
tadas como  infringidas  tengan  relación  in- 
mediata con  los  mismos  hechos. 

POR  TANTO : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 
690  Código  de  Procedimientos  Penales;  232 
y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to y  condena  al  reo  que  lo  interpuso  a  un 
arresto  adicional  de  quince  días  conmuta- 
bles a  razón  de  veinticinco  centavos  de 
quetzal  cada  día.  Notifíquese  y  como  co- 
rresponde, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  — <  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Octaviano  Jiménez  Morie- 
ga por  malversación  de  caudales  públicos 
y  abusos  contra  particulares. 

DOCTRINA  :  Cuando  el  uso  indebido  de  los 
fondos  fuere  sin  daño  ni  entorpecimien- 
to del  servicio  público,  incurrirá  el  reo  en 
una  multa  que  no  podrá  exceder  de  cien- 
to cincuenta  quetzales,  y,  la  cual  será 
aplicada  a  juicio  del  Juez  sentenciador 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  los  antecedentes  que  la  ori- 
ginaron, la  sentencia  que  más  adelante  se 
relacionará  pronunciada  en  el  proceso  ins- 
truido contra  el  ex-Intendente  Municipal 
de  Atitlán  Octaviano  Jiménez  Noriega  por 
los  delitos  de  estafa  y  abusos  contra  parti- 
culares. 

RESULTA: 

Que  el  veintiuno  de  Abril  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  comparecieron 
ante  el  Jefe  Político  del  Departamento  de 


Sololá,  los  señores  Síndico  de  la  Munici- 
palidad de  Santiago  Atitlán  don  Edmundo 
Mérida  N,  Regidores  primero  don  Pedro 
Mendoza  D.  y  tercero  don  Julio  O.  Cabre- 
ra con  el  objeto  de  denunciar  ciertas  irre- 
gularidades y  abusos  del  Intendente  Mu- 
nicipal don  Octaviano  Jiménez  Noriega. 
En  el  acta  levantada  para  el  efecto,  se  hi- 
cieron constar  las  anomalías  referidas  por 
dichos  señores,  y  son  las  que  siguen:  la. 
que  desde  el  mes  de  Octubre  del  año  an- 
terior (1935),  hasta  la  fecha  los  encarga- 
dos de  transportar  diariamente  la  corres- 
pondencia a  la  cabecera  del  Departamen- 
to que  se  deja  ya  mencionado,  a  su  regre- 
so y  todos  los  días,  daban  cuenta  al  In- 
tendente, señor  Jiménez  Noriega  con  el 
valor  de  los  pasajes  recaudados  por  el  uso 
de  las  canoas;  que  la  entrada  diaria  era 
por  lo  menos  de  veinte  centavos;  Manuel 
Chial,  Diego  Sicay  y  Andrés  Rianda  le  ha- 
bían entregado  al  referido  Intendente  las 
cantidades  de  veinticuatro,  cuarenta  y  seis 
y  cincuenta  centavos  de  quetzal  respectiva- 
mente, por  valor  de  pasajes,  y  a  dichos 
sujetos  los  puso  presos  el  señor  Jiménez 
Noriega,  por  que  no  quisieron  llevarle  unas 
encomiendas;  y  con  esas  cantidades  no  ha 
dado  cuenta  a  la  Municipalidad  ni  les  dió 
entrada  en  el  Libro  de  Caja,  que  las  can- 
tidades que  sabe  que  han  entregado  los 
conductores,  se  refieren  al  quince  de  mar- 
zo pasado  en  adelante,  pues  aluden  a  los 
nuevos  pescadores  que  recibieron  el  cargo 
en  esa  fecha,  y,  que  los  que  estuvieron  antes 
deberán  decir  qué  cantidades  entregaron 
por  pasajes  desde  el  mes  de  Octubre  del 
año  recién  pasado  (1935);  2a.  que  hacía 
como  cuatro  meses  se  le  recogió  a  José 
León  Mogollón  una  atarraya  que  perte- 
nece al  señor  Julián  Antonio  Osorio  y  la 
devolvió  el  diez  y  nueve  de  Abril  (1936),  y 
a  la  Tesorería  no  ingresó  cantidad  alguna 
por  matrícula  de  ese  utensilio  o  por  multa 
que  hubiera  sido  pagada;  3a.  que  al  señor 
Jiménez  Noriega  no  le  agrada  que  los 
miembros  del  ayuntamiento  lleguen  a  la 
Intendencia,  y  si  alguna  vez  los  llama  es 
para  darles  diferentes  comisiones,  evitan- 
do de  esa  manera  que  se  enteraran  de  sus 
actos;  el  agente  de  la  Policía  Municipal 
Silvestre  R.  Mogollón  fué  destituido  sin  el 
consentimiento  de  la  Municipalidad,  pre- 
textando una  mejora  para  el  servicio  pú- 
blico; 4a.  los  señores  Mérida  y  Cabrera 
manifestaron  además,  que  han  observado 
que  a  la  pensión  denominada  "El  Lago", 
frecuentemente  llegan  numerosas  perso- 
nas a  cohechar  al  señor  Intendente,  y 
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aceica  de  este  particular  convenia  que  se 
tomara  declaración  a  don  Pedro  Sán- 
chez G. 

Remitida  al  Juez  de  la.  Instancia  de 
aquel  Departamento,  copia  certificada  del 
acta  de  que  se  trata,  fué  iniciada  la  pes- 
quisa. En  el  proceso  declararon  las  per- 
"onas  que  a  continuación  se  expresan:  el 
."eñor  Pedro  Sánchez  G.,  dijo:  que  vive 
como  a  media  cuadra  de  la  pensión  en  que 
el  señor  Intendente  de  Atitlán,  don  Oc- 
taviano  Jiménez  Noriega,  toma  sus  ali- 
mentos, y  ha  observado  que  a  las  diez  y 
echo  horas  de  algunos  días  llegaban  a  la 
pensión  mencionada,  muchos  indígenas 
en  busca  de  dicho  señor,  y  por  esta  cir- 
cunstancia creía  que  Jiménez  Noriega,  en 
sus  habitaciones,  administraba  justicia. 
I  a  señora  Emilia  García,  dueña  de  la  pen- 
sión "El  Lago",  manifestó,  entre  otras  co- 
jas, que  el  señor  Jiménez  Noriega  estaba 
poco  tiempo  en  la  pensión  y  no  lo  visitaba 
un  gran  número  de  indígenas,  sino  que  de 
vez  en  cuando,  llegaban  los  pescadores  a 
indicarle  que  iban  a  emprender  su  viaje 
a  la  cabecera  Departamental.  Francisco 
Borón,  Pedro  Sozol,  Pedro  Soguel,  Fran- 
cisco Soguel  Quiejú,  Diego  Méndez,  Diego 
Petzey  y  Manuel  Ohial  declararon  haber- 
le entregado  al  Intendente  de  Atitlán 
cantidades  de  dinero  por  valor  de  los  pa- 
sajes que  habían  cobrado  por  el  transpor- 
te de  pasajeros;  Borón,  Soguel,  Soguel 
Quiejú  y  Chial  aseveraron  que  el  referido 
Intendente  les  encargaba  que  le  llevaran 
p,  su  familia  frutas  y  otras  cosas;  Méndez 
y  Petzel  se  refieren  al  encargo  que  les  ha- 
cia dicho  funcionario  con  el  objeto  que  le 
llevaran  encomiendas  según  afirma  el  pri- 
mero, y  su  correspondencia  particular,  se- 
gún dijo  el  segundo.  Diego  Rianda,  dijo 
que  estaba  encargado  de  transportar  la 
correspondencia  de  Atitlán  a  Sololá  o  al- 
gún poblado  circunvecino,  y  que  lo  había 
destituido  el  señor  Jiménez  por  no  haber 
accedido  a  llevar  a  la  familia  del  mencio- 
nado Intendente  encomiendas  y  corres- 
ponencia  particular,  y  además,  lo  tuvo  de- 
tenido, le  mismo  que  a  Juan  Ratzam.  Este 
testigo  (Ratzam)  aseguró  que  fué  separa- 
do de  su  empleo  por  el  mismo  motivo  que 
manifiesta  Rianda,  agregando  que  le  cons- 
ta que  Francisco  Borón  ha  entregado  al 
Intendente  cierta  cantidad  de  dinero  por 
valor  de  pasajes,  especie  que  fué  corrobo- 
rada por  Rianda  en  cuanto  se  refiere  a 
la  entrega  del  valor  de  los  pasajes  al  In- 
tendente Municipal.  El  Tesorero  del  Ayun- 
tamiento del  pueblo  que  acaba  de  mencio- 
narse, don  Yanuario  Rosales,  dijo:  que 


por  referencias  vagas  se  ha  enterado 
que  los  correos  que  transportan  la  corres- 
pondencia a  Sololá,  cuando  admiten  pasa- 
jeros, les  cobran  dos  centavos  de  quetzal 
por  cada  pasaje:  que  los  envíos  de  dinero 
los  hacen  por  escrito,  enviándole  el  talón 
al  declarante,  lo  cual  ejecuta  la  persona 
que  entrega  el  dinero  y  el  talón  está  fir- 
mado por  el  Intendente;  que  por  pasajes 
no  ha  recibido  ninguna  cantidad,  y  por  al- 
quileres de  canoas,  laa  sumas  que  constan 
en  sus  Libros  de  Caja.  El  Jueá  de  la.  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Sololá,  des- 
pués de  practicar  una  inspección  en  los 
Libros  de  Caja  de  la  Tesorería  de  Fondos 
de  Propios  de  la  Municipalidad  de  Atitlán, 
hizo  constar  que  en  el  Libro  que  se  abrió 
el  veintiuno  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  están  las  partidas 
que  siguen:  la  del  veintitrés  del  mes  y  año 
ya  mencionados,  por  cincuenta  centavos 
de  quetzal;  la  de  fecha  nueve  de  Enero 
(1936)  por  veinticinco  centavos  de  quet- 
zal; la  de  diez  y  si  ese  de  Enero  (1936)  por 
cincuenta  centavos  de  la  misma  moneda; 
la  de  veintiuno  del  mismo  mes  y  año  por 
cincuenta  centavos;  la  de  veintinueve  de 
Enero  del  mismo  año,  por  la.  misma  can- 
tidad; la  de  veintiuno  de  Febrero  (1936) 
por  cincuenta  centavos  de  quetzal;  la  de 
treinta  y  uno  de  Marzo  (1936)  por  un 
quetzal,  la  de  la  fecha  que  acaba  de 
mencionarse  por  la  misma  cantidad;  la 
del  tres  de  Abril  (1936)  por  un  quetzal; 
la  del  cuatro  del  mismo  mes  y  año  por 
igual  cantidad  que  la  anterior;  y  la  del 
diez  y  nueve  de  Abril  (1936)  por  un  quet- 
zal. Las  cantidades  que  se  dejan  ya  rela- 
cionadas se  recibieron  por  alquiler  de  ca- 
noas: y  por  valor  de  pasajes  no  se  asentó 
partida  alguna. 

Interrogado  el  señor  Octaviano  Jiménez 
Noriega  manifestó  que  el  agente  de  Poli- 
cía Silvestre  Mogollón  y  el  Regidor  Diego 
Vásquez  le  habían  dicho,  el  quince  de  Oc- 
tubre (1936)  poco  más  o  menos,  que  los 
pescadores  cobraban  diez  centavos  por  el 
transporte  de  cada  pasajero,  en  canoa,  de 
Atitlán  para  Monterrey  y  el  mismo  valor 
si  el  viaje  lo  efectuaban  del  segundo  de 
los  precitados  pueblos  al  primero;  que  de 
estas  sumas  recibían  ocho  centavos  los  en- 
cargados de  las  canoas  y  el  resto  lo  entre- 
gaban a  la  Intendencia;  que  estas  canti- 
dades las  empleaba  en  la  reparación  de  las 
lanchas,  gasto  de  alumbrado  y  compra  de 
algunas  cosas  que  eran  necesarias  y  de 
estos  fondos  no  se  apropió  ni  la  cantidad 
más  pequeña;  que  llevaba  un  libro  en  don- 
de constan  las  entradas  y  salidas  del  di- 
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ñero  que  recibía;  que  cada  vez  que  el  in- 
terrogado enviaba  a  su  familia  algunas 
cosas  les  pagaba  a  los  alguaciles  que  la 
transportaban;  que  por  haberle  faltado  al 
respeto  puso  preso  como  una  hora  a  Die- 
go Rianda  y  lo  destituyó  de  su  empleo,  y 
como  Juan  Ratzam  no  cumplía  con  sus 
deberes  también  fué  separado  del  cargo 
que  desempeñaba;  que  en  su  casa  no  ad- 
ministra justicia;  que  el  interrogado  nun- 
ca ha  tenido  desavenencias  con  los  miem- 
bros que  integran  la  Junta  Municipal  de 
Atitlán;  que  el  Regidor  Julio  Cabrera  en 
una  fecha  que  no  recordaba  le  dijo  que 
en  el  lago  pescaban  con  atarraya,  y  por 
este  motivo  envió  a  una  ronda,  pero  la 
persona  que  se  dedicaba  a  la  pesca  no  pu- 
do ser  aprehendida,  más  tarde,  ordenó  a 
José  Mogollón  que  se  presentara  a  su  des- 
pacho, pero  no  llegó,  luego  don  Antonio 
Osorio  le  había  suplicado  que  le  devolvie- 
ra la  atarraya  remitida  por  Mogollón,  ac- 
cedió a  ello  sin  hacerle  efectiva  la  multa 
ni  el  impuesto  respectivo;  que  el  Regidor 
señor  Cabrera,  antes  de  este  incidente  le 
había  pedido  prestada  la  mencionada  ata- 
rraya a  don  Antonio  Osorio,  pero  este  se- 
ñor en  vez  de  complacerlo,  se  la  dió  a  José 
Mogollón,  causa  por  la  cual  el  señor  Ca- 
brera denunció  a  Mogollón;  y  como  a  los 
dos  meses,  y  enterado  de  lo  sucedido  le  en- 
tregó a  Osorio  la  atarraya.  El  enjuiciado 
presentó  el  cuaderno  que  obra  al  folio 
treinta  de  la  pieza  de  Primera  Instancia, 
y  ampliando  su  indagatoria  manifestó: 
que  no  prohibió  a  los  señores  conséjales  que 
llegaran  a  su  despacho;  que  en  su  carác- 
ter de  Juez  de  Paz  de  Atitlán  tenia  facul- 
tades para  administrar  justicia  y  como  no 
había  nombrado  al  señor  Síndico  para,  que 
se  encargara  de  esas  funciones,  induda- 
blemente por  esta  causa  montó  en  cóle- 
ra, pues  en  épocas  anteriores  era  costum- 
bre que  los  Regidores  y  Síndicos  la  admi- 
nistraran; y  no  tiene  ningún  comproban- 
te de  los  gastos  efectuados  por  que  las 
compras  eran  hechas  al  contado,  y  mu- 
chas cosas  las  obtenía  en  la  plaza  pública, 
y  los  vendedores  no  le  expedían  las  factu- 
ras correspondientes,  dada  la  naturaleza 
de  esa  clase  de  ventas. 

El  Licenciado  Juan  de  Dios  Rodas  y  don 
Felipe  de  J.  Quintana  declararon  que  don 
Octaviano  Jiménez  Noriega  es  una  perso- 
na honrada  y  de  buenas  costumbres,  agre- 
gando el  señor  Quintana  que  precisamen- 
te por  dichos  antecedentes  es  que  Jiménez 
Noriega,  en  varias  ocasiones,  ha  desempe- 
ñado los  cargos  de  Alcalde  y  Síndico  Mu- 
nicipal de  Solóla  y  además  le  han  sido  en- 


comendadas comisiones  de  mucha  impor- 
tancia, las  cuales  ha  cumplido  con  toda 
eficiencia. 

Julián  Antonio  Osorio  y  José  Eduardo 
Mogollón,  citados  por  José  León,  declara- 
ron, el  primero,  que  tomó  su  alimentación 
en  la  casa  de  doña  Emilia  García  desde  el 
diez  y  seis  de  Enero  hasta  el  dos  de  Febre- 
ro (1936),  y  durante  ese  tiempo  pudo  ob- 
servar que  al  Intendente  don  Octaviano 
Jiménez  no  le  visitaban  con  frecuencia  los 
indígenas  de  aquel  poblado;  que  en  el  mes 
últimamente  mencionado,  compró  una 
atarraya  con  el  objeto  de  llevarla  al  lugar 
en  que  había  nacido  como  un  recuerdo 
del  pueblo  de  Atitlán;  y  a  mediados  de  ese 
mismo  mes  José  León  Mogollón  le  propu- 
so comprarle  la  atarraya,  y  aunque  él,  no 
tenía  el  propósito  de  venderla,  le  dijo  a 
Mogollón  que  la  probara,  dicho  señor  se 
dirigió  al  lago  con  ese  objeto,  y  como  a 
las  dos  horas  regresó  a  manifestarle,  que 
lo  habían  "sorprendido"  dos  mayores,  pe- 
ro impidió  que  le  quitaran  la  atarraya;  y 
esta  la  tenia  Mogollón  en  su  casa,  y  co- 
mo le  exigían  de  la  Intendencia  que  la 
entregara,  lo  efectuó;  que  en  cierta  oca- 
sión el  Intendente  le  indicó  al  declarante, 
que  estaba  enterado  de  que  la  atarraya  era 
suya,  y  que  se  la  entregaría,  y  en  efecto, 
cumplió  su  promesa  dándosela  en  presen- 
cia de  los  Regidores  Alberto  Juárez  y  Ni- 
colás Chiquival  y  sin  cobrarle  impuesto  al- 
guno; y  el  segundo  corroboró  lo  expuesto 
por  Osorio. 

Pedro  Antonio  Zúñiga,  Diego  Vásquez, 
Nicolás  Chiquival  y  Manuel  Duarte  Rodrí- 
guez, Secretario  del  Ayuntamiento  de  Ati- 
tlán, declararon:  que  el  Intendente  señor 
Jiménez  recibía  el  valor  de  los  pasajes  pa- 
gados por  las  personas  que  ocupaban  las 
lanchas  del  lago;  pero  con  ese  dinero 
compraba  lazos,  pagaba  el  alumbrado  y  el 
resto  lo  invertía  en  la  reparación  de  las 
mencionadas  lanchas. 

Ramiro  Ramírez,  José  Ramírez  Pospoy 
y  Ramiro  Velasco  dijeron  el  primero  y  el 
segundo,  que  siempre  han  acompañado  ai 
Intendente,  en  su  despacho,  dos  Regido- 
res; Ramírez  Pospoy  agregó  que  el  señor 
Jiménez  ha  cumplido  estrictamente  con 
cus  deberes;  y  el  tercero  declaró:  que  la 
conducta  del  señor  Intendente  ha  sido  in- 
tachable y  siempre  cumpló  con  sus  obliga- 
ciones y  que  los  indígenas,  no  le  buscaban 
en  la  pensión  en  donde  se  había  hospeda- 
do. Silvestre  Romero  Mogollón  dijo:  que 
el  Intendente  Municipal  no  le  daba  entra- 
da a  la  Caja  a  las  cantidades  que  recibía 
por  valor  de  los  pasajes  que  se  cobraban  a 
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las  personas  que  eran  transportadas  en 
las  lanchas  del  lago;  que  Nicolás  Ramírez, 
José  Ajuchán  y  Nicolás  Sapalo  le  refirie- 
íon  que  el  señor  Jiménez  les  exigía  una 
contribución  para  comprar  lámina  y  te- 
char el  convento,  y  como  varios  indígenas 
se  quejaron  a  la  Jefatura  Política  Depar- 
tamental, indudablemente  don  Octaviano 
creyó  que  el  dicente  estaba  de  acuerdo 
con  los  quejosos  y  por  este  motivo  lo  des- 
tituyó del  cargo  de  Policía  Municipal. 

Después  de  tomarse  al  enjuiciado  su 
confesión  con  cargos  por  el  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos,  a  solicitud 
del  Representante  del  Ministerio  Público 
fué  abierta  a.  prueba  la  causa  por  quince 
días,  y  previos  los  demás  trámites  legales, 
el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Sololá  le 
dió  fin  al  proceso  imponiendo  a  Jiménez 
Noriega  la  pena  de  nueve  meses  de  arresto 
mayor,  conmutable  en  su  totalidad,  a  ra- 
zón de  veinte  centavos  de  quetzal  diarios, 
y  además,  hizo  las  declaraciones  consigna- 
das en  dicho  fallo.  La  Sala  Cuarta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  nueve  de  Octubre 
ae  mil  novecientos  treinta  y  seis,  declaró 
nula  la  sentencia  apelada,  así  como  todo 
lo  actuado  desde  el  auto  en  que  la  causa 
fué  elevada  a  plenario  inclusive,  y  reco- 
mendó al  Juez  que  al  elevar  nuevamente 
el  preceso  a  su  estado  público,  formulara 
a  Jiménez  Noriega  los  cargos  pertinentes 
y  que  le  diera  intervención  al  Síndico  de 
la  Municipalidad  de  Atitlán. 

Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado  De- 
partamental de  Sololá  se  repuso  la  diligen- 
cia de  confesión  con  cargos  y  después  de 
evacuar  su  traslado  el  Síndico  del  Ayun- 
tamiento de  Atitlán,  se  mandó  correr  el 
que  le  corespondía  al  defensor  del  proce- 
sado, quien  pidió  que  la  causa  se  abriera 
a  prueba.  Durante  el  término  probatorio 
el  Síndico  Municipal  de  Atitlán  don  Ed- 
mundo Mérida  M.  y  los  Regidores  del  mis- 
mo Ayuntamiento  Pedro  Mendoza  B.  y  Ju- 
lio Cabrera  solicitaron  que  se  tomara  decla- 
ración a  Juan  Ratzam,  Francisco  Soguel, 
Francisco  Borón,  Cruz  Simaj,  Pedro  So- 
guel, Diego  Mendoza  y  Diego  Petzey  con 
el  objeto  de  establecer  los  hechos  consig- 
nados, respectivamente,  en  los  memoriales 
presentados  el  diez  y  nueve  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis.  Según 
razón  puesta  por  la  Secretaría  del  Juzga- 
do no  fueron  practicadas  dichas  diligen- 
cias. A  petición  del  defensor  del  enjuicia- 
do se  tuvieron  como  probanzas  las  que  si- 
guen: a)  certificación  expedida  por  el 
Secretario  del  Juzgado  de  Paz  de  Atitlán 
en  que  consta:  que  el  doce  de  Mayo  de  mil 


novecientos  treinta  y  seis,  fué  condenado 
el  Regidor  tercero  don  Julio  Cabrera  a  su- 
frir la  pena  de  diez  días  de  prisión  simple 
conmutable  a  razón  de  un  quetzal  diario 
por  haber  infringido  el  reglamento  de  pisi- 
cultura;  b)  certificación  expedida  por  el 
Secretario  del  Juzgado  de  Paz  de  Atitlán 
en  que  consta:  que  don  Edmundo  Mérida 
M.,  fué  condenado  en  la  fecha  expresada 
anteriormente,  y  por  el  mismo  motivo  que 
don  Julio  Cabrera,  a  sufrir  igual  pena  que 
dicho  señor;  c)  certificación  del  oficio 
fecha  veintiséis  de  Febrero  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  cinco,  en  que  el  Jefe 
Político  del  Departamento  de  Sololá  mani- 
fiesta al  Alcalde  Primero  Municipal  de 
Atitlán  que  aprueba  la  medida  tomada  por 
ese  Ayuntamiento  sobre  que  los  correos 
que  llegan  a  la  cabecera  Departamental  y 
que  usan  canoas  de  la  Municipalidad  pa- 
ra transportar  pasajeros,  y  que  cobran 
diez  centavos  por  cada  uno,  paguen  al 
Juzgado  de  aquella  población  tres  centa- 
vos de  quetzal  por  cada  pasaje  para  cubrir 
el  valor  de  las  mencionadas  lanchas;  pero 
con  la  condición  precisa  de  que  deben  con- 
trolar exactamente  el  movimiento  de  las 
personas  que  viajen;  d)  copia  certificada 
del  acta  levantada  el  quince  de  Mayo  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  en  la  cual 
consta,  que  al  ser  abierto  el  armario  en 
donde  el  Intendente  Municipal,  don  Octa- 
viano Jiménez,  guardaba  los  útiles  y  los 
demás  objetos  pertenecientes  a  la  Muni- 
cipalidad, entre  otras  cosas,  se  encontraron 
las  siguientes:  un  paquetito  de  cartón  que 
contenía  tres  quetzales  y  sesenta  y  dos 
centavos  de  la  misma  moneda,  ciento  no- 
venta y  una  pastillas  de  bisulfato  de  quini- 
na y  diez  y  ocho  centavos,  y  un'  canastillo 
con  diez  centavos;  e)  copia  certificada  del 
acta  levantada  en  Atitlán  a  los  diez  y  ocho 
días  del  mes  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  con  motivo  de  la  entrega  de 
la  Intendencia  Municipal  que  hizo  don 
Octaviano  Jiménez  Noriega  al  señor  Pedro 
Mendoza  Damián;  f)  careos  practicados 
entre  don  Edmundo  Mérida  y  don  Octavia- 
no  Jiménez  Noriega;  entre  el  señor  Pedro 
Mendoza  Damián  y  el  señor  Jiménez  No- 
riega;  y  entre  don  Julio  Horacio  Cabrera 
y  el  referido  Intendente  Municipal.  En  el 
primer  careo,  el  señor  Mérida  manifestó 
que  desde  el  mes  de  Octubre  de  mil  nove 
cientos  treinta  y  cinco,  al  de  Enero  de  mil 
novecientos  treinta  y  seid  no  se  dió  cuenta 
de  los  fondos  que  su  careado  percibía  por 
pasajes  de  navegación,  y  lo  supo,  por  ha- 
bérselo referido  don  Julio  Cabrera;  que 
en  años  anteriores  se  han  cobrado  dichos 
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impuestos  llevándose  para  ese  efecto,  un 
libro  en  el  Ayuntamiento;  que,  no  fué  don 
Octaviano  quien  estableció  los  impuestos 
mencionados;  y  que  desde  hacia  ya  mu- 
chos años  que  se  encontraban  estableci- 
dos; en  cuanto  a  los  gastos  efectuados  por 
ai  careado,  nada  le  consta,  pues  no  se  lo 
comunicó  en  su  carácter  de  Sindico.  El 
señor  Jiménez  Noriega  manifestó  haber 
efectuado  tales  gastos,  y  de  esto  se  entera- 
ron todos  los  miembros  del  Consejo  Muni- 
cipal de  Atitlán.  En  el  segundo  careo,  el 
señor  Mendoza  Damián  dijo  que  el  im- 
puesto de  pasajes  de  navegación  en  las 
canoas  municipales  se  cobraba  desde  el 
año  de  mil  novecientos  veintiséis,  no  sien- 
do por  consiguiente  su  careado,  quien  es- 
tableció los  impuestos  mencionados;  que 
se  dió  cuenta  que  el  Intendente  percibía 
los  impuestos  desde  el  mes  de  Marzo,  al 
tomar  posesión  del  cargo  de  Regidor  Pri- 
mero de  la  Municipalidad  de  Atitlán.  Y 
en  el  tercer  careo  el  señor  Cabrera  dijo 
que  el  Intendente  no  había  establecido  el 
impuesto  por  pasajes  de  navegación,  pues 
desde  el  dos  de  Enero  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cinco,  fué  creado  por 
el  declarante,  el  Alcalde  don  Vitalino  de 
León  y  los  demás  miembros  del  Consejo 
Municipal,  llevándose  para  el  efecto  un 
Libro  de  Entradas  y  Salidas,  pero  que  a 
dichas  cantidades  de  dinero  no  les  daban 
ingreso  a  la  caja,  sino  que  los  gastos  los 
verificaban  en  la  propia  Municipalidad,  y 
que  ese1  Libro  debe  tenerlo  Diego  Vásquez; 
g)  don  Pedro  Mendoza  Damián  reconoció 
el  documento  que  subscribió  en  Atitlán,  el 
diez  y  ocho  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  en  el  que  hizo  constar  haber 
recibido  tres  quetzales  ochenta  y  seis  cen- 
tavos, del  ex-Intendente  Municipal  don 
Octaviano  Jiménez  valor  de  los  pasajes 
que  los1  pescadores  entregaron  al  señor  Ji- 
ménez con  anterioridad;  h)  declaraciones 
de  Diego  Vásquez  Soguel  Gaspar  Choché. 
Francisco  Quiebac  y  Felipe  Vásquez  So- 
guel, quienes  ratificaron  sus  anteriores 
declaraciones  en  las  cuales  habían  mani- 
festado, el  primero,  que  recibía  el  valor  de 
los  pasajes  cobrados  por  los  pescadores  y 
se  los  entregaba  al  Alcalde  Municipal  don 
Vitalino  de  León;  el  segundo,  tercero  y 
cuarto  dijeron  ser  cierto  que  desde  el  mes 
de  Febrero  de  mil  novecientos  treinticin- 
co  hasta  el  quince  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  entregaban  dos  cen- 
tavos por  valor  de  cada  pasaje  de  navega- 
ción al  Regidor  Diego  Vásquez;  i)  copia 
certificada  del  acta  que  se  levantó  el  pri- 
mero de  Octubre  del  año  de  mil  novecien- 


tos treinta  y  cinco,  con  ocasión  de  haberse 
hecho  cargo  de  la  Intendencia  de  Atitlán 
don  Octaviano  Jiménez  Noriega;  y  j )  el 
oficio  número  mil  ciento  treinta  y  tres 
( 1 133  ► ,  fecha  veintiocho  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  en  que 
el  Juez  de  Paz  de  Santiago  Atitlán  infor- 
ma al  Juez  de  Primera  Instancia  del  De- 
partamento de  Sololá,  que  cuando  don  Oc- 
taviano Jiménez  Noriega  recibió  la  Inten- 
dencia Municipal  d,e  aquella  ¿íobla  in. 
no  le  fué  entregado  libre  alguno  en  que 
se  consignara  el  cobro  de  pasajes,  corres- 
pondientes al  uso  de  las  canoas  de  la  Mu- 
nicipalidad. 

El  Juez  de  Primerp,  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Sololá  dió  fin  a  la  causa  de- 
clarando, primero,  que  Octaviano  Jiménez 
Noriega  es  autor  del  delito  de  estafa  co- 
metido por  funcionario  público  y  por  es- 
ta infracción  le  impuso  la  pena  de  un  año 
de  arresto  mavor,  conmutable  en  su  tota- 
lidad, a  razón  de  veinte  centavos  de  quet- 
zal diarios;  segundo,  lo  absuelve  del  car- 
go que  se  le  formuló  por  el  delito  de  abu- 
sos contra  particulares;  y  tercero,  hace 
las  demás  declaraciones  pertinentes. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador  ma- 
nifestó que  reiteraba  loa  conceptos  consig- 
nados en  su  memorial  fecha  veintidós  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis.  . 

El  señor  Fiscal  expresó,  que  reproducía 
lo  expuesto  en  su  pedimento,  fecha  vein- 
ticuatro de  Septiembre  del  año  retropró- 
ximo, pero  repitiendo  que  el  enjuiciado  no 
obtuvo  provecho  para  sí  y  no  está  demos- 
trado el  dolo. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes confirmó  la  sentencia  del  Juez  a-quo 
con  la  modificación  de  que  la  pena  que 
debe  sufrir  el  reo  es  de  seis  meses  de  arres- 
to mayor,  conmutable  a  razón  de  diez 
centavos  diarios;  y  revocó  el  punto  rela- 
tivo a  la  reposición  del  papel  empleado  en 
la  causa. 

Considera  la  Sala  que  el  ex-Intendente 
Municipal  de  Santiago  Atitlán  ha  confe- 
sado que  cuando  desempeñaba  dicho  car- 
go percibió  de  los  conductores  de  canoa.s 
impuestos  de  pasajes  por  valor  que,  según 
el  libro,  no  autorizado,  que  presentó  as- 
cendieron a  veintitrés  quetzales,  ochenta 
y  seis  centavos,  cantidad  que  no  ingresó 
a  la,  Tesorería  de  propios,  y  de  esta  suma 
fueron  encontrados  tres  quetzales  y  ochen- 
ta centavos  en  un  armario  que  tenía  en 
su  despacho,  quedando  un  saldo  en  su 
contra  de  veinte  quetzales,  sin  incluir  las 
:antidades  que  aseguraron  los  conducto- 
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res  le  fueron  entregadas,  por  presumirse 
que  ya  están  incluidas  en  la  mencionada 
cantidad,  y  por  que  lo  que  cada  uno  de 
dichos  sujetos  dice,  no  constituye  una 
prueba  evidente  de  la  entrega.  Que  si  bien 
en  su  descargo  ha  sostenido  que  las  can- 
tidades mencionadas  las  ha  empleado  en 
la  reparación  de  las  lanchas  y  en  la  com- 
pra de  lazos  y  pago  del  alumbrado,  y  estos 
hechos  los  afirman  más  de  dos  personas, 
tales  testigos  no  determinan  la  materia 
adquirida  ni  el  valor  de  los  pagos  que  hizo 
con  el  dinero.  La  falta  de  ingreso  del  di- 
nero a  la  caja  de  Propios,  de  los  compro- 
bantes de  les  gastos  hechos  con  ese  dine- 
ro y  de  las  formalidades  legales  para  su 
legitima  inversión  y  lo  vago  de  las  decla- 
raciones de  los  referidos  testigos  ya  men- 
cionados, forman  una  presunción  grave  y 
precisa  que  demuestra  que  el  ex-Inten- 
dente  Municipal  de  Atitlán  defraudó  los 
intereses  del  susodicho  municipio  en  can- 
tidad que  no  excede  de  veinte  quetzales. 
Y  que  la  detención  de  Diego  Rianda  no  es 
un  abuso  de  autoridad,  pues  dicho  indivi- 
duo faltó  al  respeto  y  consideraciones  de- 
bidas a  la  autoridad,  hecho  que  constituye 
una  falta. 

Octaviano  Jiménez  Noriega  con  auxilio 
del  Abogado  José  Filiberto  Escobar,  inter- 
puso contra  la  sentencia  de  la  Sala  4a.  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  fecha  treinta  y 
uno  da  Marzo  del  corriente  año,  el  recurso 
extraordinario  de  casación  por  infracción 
de  los  artículos  568,  608,  614  del  Código  de 
Procedimientos  Penales;  9  y  10  del  De- 
creto 1632. 

CONSIDERANDO: 

Que,  como  ya  se  dijo,  está  probado  que 
el  Intendente  Municipal  de  Atitlán  reci- 
bió de  los  conductores  de  lanchas  canti- 
dades que  no  ingresaron  a  la  Tesorería  de 
Propios,  ni  consta  que  el  referido  Inten- 
dente se  las  apropiara,  pero  sí,  que  las  in- 
virtió arbitrariamente.  Que  de  lo  expues- 
to se  infiere  que,  no  concurren  los  elemen- 
tos característicos  del  delito  de  estafa,  y 
al  estimar  la  Sala  sentenciadora  lo  con- 
trario, quebrantó  el  arteulo  568  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  con  la  prueba  relacionada  en  la 
parte  expositiva  del  presente  fallo  se  ha 
establecido  la  responsabilidad  criminal  del 


enjuiciado,  probanza  que  no  enervan  las 
declaraciones  tendientes  a  establecer  los 
gastos  efectuados  por  éste,  toda  vez  que 
los  testigos  no  determinan  la  clase  de  ma- 
teriales adquiridos,  su  cantidad  y  valor,  ni 
dan  razón  de  su  dicho. 

CONSIDERANDO: 

Que  establecida  la  culpabilidad  del  en- 
juiciado, corresponde  infligirle  la  pena  que 
señala  el  articulo  290  fracción  tercera  del 
Código  Penal,  en  virtud  de  no  haberse  pro- 
bado que  el  uso  ilícito  de  los  fondos  re- 
caudados haya  producido  un  daño  o  en- 
torpecimiento del  servicio  público. 

CONSIDERANDO: 

Que  es  improcedente  el  cargo  que  por  el 
delito  de  abusos  contra  particulares  se  for- 
muló a  Jiménez  Noriega,  pues  la  pena  que 
el  referido  Intendente  impuso  a  Diego 
Rianda,  fué  motivada  por  la  falta  que  Rian- 
da cometió  en  aquella  Intendencia  Muni- 
cipal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
290  inciso  3o.  y  456  del  Código  Penal,  613, 
614,  687,  729,  731  y  733  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  y  233  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  declara:  que 
ha  lugar  al  recurso  interpuesto,  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y  resuel- 
ve: primero,  que  Octaviano  Jiménez  No- 
riega  es  autor  del  delito  de  malversación 
de  caudales  públicos  y  por  esta  infrac- 
ción legal  le  impone  veintisiete  quetzales 
de  multa;  lo  obliga  al  pago  de  las  responsa- 
bilidades civiles  provenentes  del  hecho  de- 
lictuoso; y  le  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa;  y  segundo,  lo 
absuelve  del  cargo  que  se  le  formuló  por 
el  delito  de  abusos  contra  particulares  por 
no  ser  punible  el  hecho  que  se  le  imputa. 
Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  — i  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  José  Domingo 
Anselmo  Loarca  Arango,  por  el  delito  de 
hurto. 

L 

DOCTRINA:  Infringe  el  inciso  quince  del 
articulo  23  del  Código  Penal,  el  tribunal 
que  aprecia  como  circunstancia  agra- 
vante la  vagancia,  cuando  no  consta  que 
el  culpable  de  un  delito  permaneciera 
en  la  situación  de  vago  en  la  época  en 
que  cometió  el  hecho  punible. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, decinueve  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  fecha  doce  de  Agosto  pró- 
ximo pasado,  dictó  la  Sala  Cuarta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  el  proceso  se- 
guido contra  José  Domingo  Anselmo  Loar- 
ca Arango  por  el  delito  de  hurto. 

El  veinte  de  Junio  de  este  año,  el  Comi- 
sario de  la  Policía  de  Quezaltenango,  José 
Laurencio  Matamoros  Alva,  puso  a  dispo- 
sición del  Juez  Primero  de  Paz  de  ese  lu- 
gar al  expresado  reo,  quien  fué  conducido 
a  solicitud  de  Urbano  R.  Reina  y  Juana 
López,  por  imputársele  el  hurto  de  un 
pantalón  negro,  (que  llevaba  puesto  al  ser 
capturado),  un  ahulado  y  una  cartera.  El 
parte  fué  ratificado. 

Examinado  Urbano  Ramiro  Reina,  em- 
pleado del  Hospital  General  de  Occiden- 
te, dijo:  que  el  diecisiete  del  mes  citado 
un  individuo  llegó  a  ese  establecimiento, 
a  solicitud  de  una  señora,  a  velar  a  un  en- 
fermo grave;  al  día  siguiente  muy  tempra- 
no notó  que  su  pantalón  había  desapare- 
cido del  lugar  donde  lo  dejó  a  secar;  y 
otro  sirviente  le  dijo  que  a  él  también 
se  le  había  perdido  su  cartera;  por  lo  que 
sospecharan  del  sujeto  que  llegó  a  velar, 
ouien  fué  hallado  en  una  tienda  y  tenía 
puesta  aquella  prenda  de  vestir.  Agregó, 
que  en  el  Hospital  se  perdió  un  ahulado. 

Juana  López,  confirmó  haber  obtenido 
Jos  servicios  de  Arango  para  que  fuera  a 
velar  a  su  hijo  al  Hospital  la  noche  de  au- 
tos; que  por  referencias  de  una  hermana 
de  la  caridad  supo  que  aquél  se  habla  lle- 
vado un  ahulado,  un  pantalón  del  enfer- 
mero y  una  cartera  de  un  sirviente. 

José  Domingo  Anselmo  Arango  Loarca, 
al  ser  indagado  dijo  que  ha  estado  preso 
en  la  primera  demarcación  por  el  delito 


de  vagancia  y  salió  sentenciado  a  treinta 
días;  negó  los  hechos  delictuosos  que  se 
le  imputan. 

Juan  de  la  Cruz,  sirviente  del  Hospital, 
confirmó  que  le  habían  hurtado  su  car- 
tera vacía. 

Humberto  Soto,  inspector  de  la  policía, 
dijo  que  capturó  al  procesado,  en  la  puer- 
ta de  una  tienda,  a  solicitud  de  Urbano 
Ramiro  Reina,  quien  lo  acucaba  de  hurto 
de  un  pantalón  y  otros  objetos  extraídos 
,iel  Hospital  de  Occidente;  observó  que 
aquél  tenía  puesto  un  pantalón  usado,  de 
imitación  de  casimir  color  azul  obscuro  y 
que  Reina  aseguró  que  era  el  de  su  per- 
tenencia. 

Al  practicarse  registro  en  la  habitación 
de  Loarca  Arango,  fué  hallado  un  panta- 
lón. Ampliada  la  indagatoria  de  dicho  in- 
dividuo, confesó  que  ese  pantalón  fué  el 
que  se  hurtó  del  Hospital  y  era  el  mismo 
que  tenía  puesto  cuando  lo  capturó  la  po- 
licía. La  expresada  prenda  fué  valuada  en 
un  quetzal. 

Humberto  Arango  Rivera  y  Angel  Ba- 
rrios Ternillos,  al  ser  examinados,  dijeron 
que  el  pantalón  encontrado  es  de  la  pro- 
piedad de  Urbano  Ramiro  Reina,  siendo 
el  mismo  que  le  hurtaron  la  noche  de 
autos. 

Al  elevarse  a  plenario  el  proceso,  Arango 
se  conformó  con  el  cargo  de  hurto  del  pan- 
talón, no  así  con  el  relativo  a  los  demás 
objetos. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: que  José  Domingo  Anselmo  Loarca  es 
responsable  como  autor  del  delito  de  hur- 
to, por  cuya  infracción  lo  condena  a  sufrir 
la  pena  de  un  año  de  prisión  correccional 
inconmutable;  y  hace  las  demás  declara- 
ciones de  ley. 

Al  tramitarse  la  segunda  instancia,  tan- 
to el  Procurador  oficial,  como  el  Fiscal, 
pidieron  la  confirmatoria  del  fallo  apelado; 
pero  el  primero  con  la  reforma  de  que  pro- 
cede apreciar  como  atenuante  la  confe- 
sión del  reo,  y  el  segundo  dijo  que  hay 
que  apreciar  la  agravante  de  ser  vago 
Loarca.  La  Sala  confirmó  el  fallo  de  pri- 
mer grado,  con  la  reforma  de  que  la  pena 
de  un  año  de  prisión  correccional,  se  au- 
menta en  una  tercera  parte  por  la  agra- 
\ante  mencionada. 

Anselmo  Loarca  Arango,  con  auxilio  del 
abcgado  Jorge  Amado  Pacheco,  introdujo 
contra  esa  sentencia  el  recurso  extraordi- 
nario de  casación  por  infracción  de  ley, 
citando  como  violados  los  artículos  401,  23 
inciso  15,  22  inciso  9o.,  67,  68,  79,  80  Có- 
digo Penal,  601,  589,  595,  596  y  597  del  Có- 
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digo  de  Procedimientos  Penales.  Se  seña- 
ló día  para  la  vista  y  habiendo  tenido  lu- 
gar, es  el  caso  de  resolver. 

i 

CONSIDERANDO: 

Que  no  puede  admitirse  en  el  presente 
caso  la  concurrencia  de  la  circunstancia 
agravante  de  vagancia,  porque  en  los  au- 
tos no  aparece  debidamente  depurada  la 
conducta  del  procesado  Arango  en  relación 
con  las  condiciones  que  exige  la  ley  es- 
pecial para  declarar  que  es  vago,  ya  que 
respecto  a  la  condena  que  éste  sufrió  an- 
teriormente no  existe  más  que  lo  expre- 
sado por  dicho  individuo  en  su  indagato- 
ria, lo  que  se  refiere  a  un  hecho  anterior, 
pero  no  prueba  que  cuando  cometió  el  de- 
lito de  hurto  aquél  permaneciera  en  el 
mismo  estado  de  vagancia;  por  lo  que  la 
Sala  al  estimar  lo  contrario  cometió  error 
de  derecho,  apreciando  esa  agravante,  que 
no  concurre,  y  aumentando  la  pena  sin 
motivo  legal,  infringiendoj  así  los  artículos 
23  inciso  15,  67  y  68  del  Código  Penal  ci- 
tados en  el  recurso;  por  lo  que  procede 
casar  y  anular  el  fallo  recurrido  y  dic- 
tar el  que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  causa  están  probados  plena- 
mente los  hechos  siguientes:  lo.  que  la 
noche  de  autos  Arango  a  solicitud  de  Jua- 
na López  permaneció  en  el  Hospital  de 
Occidente  cuidando  a  un  enfermo;  2o.,  que 
de  allí  desapareció  esa  noche  un  panta- 
lón de  la  pertenencia  de  Urbano  Reina; 
3o.,  esa  prenda  de  vestir  la  usaba  el  pro- 
cesado cuando  fué  capturado;  4o.,  que  co- 
mo no  continuara  usándola  en  la  cárcel, 
fué  registrada  su  habitación  y  allí  la  en- 
contró la  policía.  De  esto  se  desprende  la 
presunción  grave  que  establece  plenamente 
que  Arango  fué  quien  se  apoderó  de  los 
pantalones  para  usarlos,  no  mediando  pa- 
ra el  apoderamiento  violencia  o  intimida- 
ción; y  como  lo  hizo  sin  consentimiento 
del  dueño  incurrió  en  el  delito  de  hurto. 
También  lo  anterior  lo  prueba  plenamente 
la  confesión  del  procesado.  Artículos  401 
inciso  lo.  del  Código  Penal;  571,  587,  589 
595,  601,  609  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  cuantía  de  lo  hurtado  es  de  un 
quetzal,  por  lo  que  la  pena  que  correspon- 
de imponer  a  Loarca  Arango  es  la  de  un 


año  de  prisión  correccional,  sin  ninguna 
modificación,  por  no  concurrir  circuns- 
tancias atenuantes  ni  agravantes.  Artícu- 
los 69,  78,  403  inciso  5o.  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  674  inciso  lo., 
676  inciso  5o.,  686,  687,  729,  735,  201  Código 
de  Procedimientos  Penales;  222,  224,  233 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  11,  28 
inciso  lo.,  30  inciso  lo.,  34,  44,  45,  47  pá- 
rrafo último,  59,  60,  97  y  98  del  Código  Pe- 
nal, CASA  Y  ANULA  el  fallo  recurrido  y 
resolviendo  sobre  lo  principal  declara:  lo., 
que  José  Domingo  Anselmo  Loarca  Aran- 
go es  autor  del  delito  de  hurto,  por  lo  que 
le  impone  la  pena  de  un  año  de  prisión  co- 
rreccional inconmutable,  y  que  con  abono 
de  la  prisión  padecida  desde  el  auto  de 
prisión,  cumplirá  en  la  Penitenciaria  Cen- 
tral; 2o.,  lo  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo 
de  la  condena;  3o.,  lo  obliga  al  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  proveniente.: 
del  delito;  y  por  su  notoria  pobreza  lo  exo- 
nera del  pago  del  papel  empleado  en  la 
causa.  Notifiquese  y  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes 
al  Tribunal  de  su  procedencia. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Araueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  — ■  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Emilio  Eva  y  José  Pérez  Fa- 
gel  por  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA :  Salvo  los  casos  que  la  ley  i)i- 
dica,  todos  los  procesos  en  que  hay  acu- 
sador, deben  terminar  por  sentencia  y 
no  por  sobreseimiento. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala 
primero  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Visto,  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  el  auto  dictado  por  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones  con  fecha  quince 
de  Julio  del  corriente  año,  por  el  cual  con- 
firma el  dictado  por  el  Juez  Sexto  de  Pri- 
mera Instancia  de  este  departamento  que 
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manda  sobreseer  definitivamente  en  el 
proceso  seguido  contra  Emilio  Eva  y  José 
Pérez  Fagel  por  el  delito  de  estafa. 

Se  compone  el  proceso  de  ochocientas  on- 
ce hojas,  dividido  en  seis  piezas,  que  com- 
prenden, en  resumen:  lo.,  Memorial  de 
Miguel  Pérez  en  que  denuncia  ciertos  he- 
chos cometidos  por  Emilio  Eva  con  moti- 
vo del  traspaso  que  se  le  hizo  de  unos  apa- 
ratos de  diversiones  y  pide  se  mande  ins- 
truir averiguación  respecto  de  ellos.  As? 
se  hizo  e  interrogado  José  Pérez  Fagel  en 
calidad  de  reo,  fué  puesto  en  libertad  con 
sujeción  a  resultas.  De  la  misma  manera 
fué  interrogado  y  dejado  en  libertad  Emi- 
lio Eva.  Intervino  en  este  proceso  Abelino 
Urrutia  Garategui,  como  dueño  de  un  ca- 
rroussel  y  una  rueda  llamada  'El  Chicotazo' 
(The  Whip),  y  fué  nombrado  como  depo- 
sitario de  esos  aparatos.  2o.  El  mismo 
Urrutia  Garategui,  se  presentó  denuncian- 
do los  mismos  hechos  relacionados  con  la 
compra  que  él  hizo  del  carroussel  y  "El 
Chicotazo"  a  José  Pérez,  acusando  a  éste 
de  estafa  por  haberle  vendido  lo  que  no 
le  pertenecía,  y  a  su  hermano  Miguel  del 
mismo  apellido,  por  haberse  puesto  de 
acuerdo  con  su  hermano  para  venderle 
aquellos  aparatos  a  Emilio  Eva.  Se  orde- 
nó la  captura  de  Miguel  y  José  Pérez  y 
Emilio  Eva,  siendo  interrogado  el  primero 
y  reducido  a  prisión  provisional  el  cator- 
ce de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  pero  posteriormente  se  reformó  di- 
cho auto  dejándolo  en  libertad,  el  dos  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres.  A  José  Pérez  también  se  le  dejó  en 
libertad.  3o.  Escrito  en  que  Miguel  Pérez 
denuncia  el  delito  de  estafa  cometido  por 
Emilio  Eva,  consistente  en  haber  vendido 
primero  a  Arturo  Jop  y  después  a  Abeli- 
no Urrutia  Garategui  un  negocio  de  pas- 
telería y  repostería  establecido  en  esta  ca- 
pital, por  el  cual  se  constituyó  acusador 
formal.  Se  ordenó  la  acumulación  de  esta 
querella  a  las  anteriores.  Fueron  interro- 
gados Jop  y  Urrutia  a  quienes  se  les  dejó 
en  libertad  sujetos  a  resultas.  Promovida 
por  Emilio  Eva  la  cuestión  prejudicial,  el 
Juez  la  declaró  procedente  y  mandó  sus- 
pender la  prosecución  del  proceso,  pero  la 
Sala  Segunda  revocó  la  expresada  resolu- 
ción. También  fué  indagado  de  nuevo  Mi- 
guel Pérez  contra  quien  se  dictó  auto  de 
prisión  formal  por  el  delito  de  estafa,  sien- 
do confirmado  por  la  Sala  Segunda,  obte- 
niendo el  reo  más  tarde  su  excarcelación 
bajo  de  fianza.  José  Pérez  Fagel  fué  ex- 
traído de  su  casa  de  habitación  y,  después 
de  interrogársele,  se  dictó  contra  él  auto 


de  prisión  formal  por  el  delito  de  estafa, 
obteniendo  su  libertad  bajo  de  fianza.  4o. 
Jacobo  Farji  Eskenazzi  se  presentó  al  Juz- 
gado Primero  de  Paz  querellándose  contra 
José  Pérez  Fagel  por  el  delito  de  estafa  co- 
metido al  recibir  un  lote  de  mercaderías 
que  le  entregó  para  su  venta  en  comisión, 
habiéndose  negado  a  devolverlo  o  entre- 
gar su  valor.  Pasadas  las  primeras  dili- 
gencias al  Juzgado  Sexto  de  Primera  Ins- 
tancia se  ordenó  la  captura  del  sindicado, 
a  quien  después  de  interrogado  se  le  dic- 
tó auto  de  prisión  formal,  inhibiéndose  en 
seguida  de  conocer  el  Juez  Sexto  pasando 
el  asunto  al  Cuarto.  5o.  Abelino  Urrutia 
Garategui  se  presentó  al  Juez  Cuarto  de 
Primera  Instancia  acusando  a  Miguel  y 
José  Pérez  per  el  delito  de  estafa,  fundán- 
dose en  lo  siguiente:  Emilio  Eva  reconoció 
en  escritura  pública,  deberle  la  suma  de 
tres  mil  setecientos  cincuenta  y  siete  pe- 
sos oro  americano  ($3757  o/a),  dándole  en 
garantía  prenda  especial  de  dos  aparatos 
de  diversiones:  un  carroussel  y  un  "chico- 
tazo" (The  Whip),  y  como  no  le  pudiera 
pagar  convinieron  en  que  se  hiciera  pago 
con  esos  aparatos  y  sus  accesorios  y  así  se 
hizo  constar  en  escritura  pública.  Poste- 
riormente supo  que  entre  José  Pérez  y  su 
hermano  Miguel  existía  un  compromiso  en 
escritura  pública  por  el  cual  éste  readqui- 
ría  la  propiedad  de  los  aparatos;  pero  co- 
mo don  Miguel  había  comparecido  en  la 
escritura  de  venta  que  le  hizo  Eva,  como 
depositario,  sin  que  hiciera  ninguna  obje- 
ción, ésto  le  daba  a  entender  que  ambos 
hermanos  estaban  de  acuerdo  para  esta- 
farlo, por  lo  que  los  acusaba  formalmen- 
te. Se  decretó  la  acumulación  a  las  dili- 
gencias anteriores.  Interrogado  Miguel 
Pérez  fué  reducido  a  prisión  formal,  pero 
en  seguida  se  le  reformó  el  auto  dejándo- 
lo en  libertad.  También  se  ordenó  la  ex- 
tracción de  Emilio  Eva  de  su  casa  de  habi- 
tación, e  indigado  se  le  dejó  en  libertad 
sujeto  a  resultas. 

A  José  Pérez,  después  de  indagado,  se  le 
dejó  en  libertad  sujeto  a  resultas;  pero 
la  Sala  revocó  el  auto  apoyándose  en  que 
aparece  mérito  suficiente  para  restringir- 
le la  libertad  y  ordenó  se  le  dictara  auto 
de  prisión.  6o.  —  Abelino  Urrutia  Gara- 
tegui se  presentó  al  Juez  Quinto  de  Pri- 
mera Instancia  manifestando  que  Miguel 
Pérez  vendió  a  su  hermano  José  el  carrou- 
ssel y  Whip  antes  mencionados,  aparatos 
que  el  segundo  de  los  nombrados  vendió  a 
Emilio  Eva  y  éste  al  querellante;  pero  Mi- 
guel Pérez  con  el  fin  de  evitarle  la  explo- 
tación de  los  mismos  lo  había  acusado  an- 
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te  el  Juez  Segundo  de  Paz  por  el  delito  de 
robo  de  algunos  objetos  que  guardaba  en 
un  cajón  con  llave,  Obteniendo  que  fuera 
encarcelado  por  algún  tiempo,  pero  el 
Juez  reconociendo  la  falsedad  de  los  he- 
chos imputados,  ordenó  su  libertad  y  más 
tarde  se  decretó  el  sobreseimiento  de  la 
causa,  con  aprobación  del  Tribunal  supe- 
rior. Como  esa  falsa  imputación  daba  lugar 
a  una  acusación  calumniosa,  — presentaba 
en  forma  su  querella  constituyéndose  for- 
mal acusador.  Se  ordenó  la  captura  del 
sindicado  y  una  vez  obtenida  e  interroga- 
do, se  dictó  auto  de  prisión  formal  (Pági- 
na 14,  Pieza  5a.).  La  misma  actitud  obser- 
vó José  Luis  Méndez  por  habérsele  acusa- 
do de  complicidad  en  el  delito  de  robo  ya 
mencionado;  pero  posteriormente  se  refor- 
mó el  auto  de  prisión  que  se  había  dic- 
tado por  este  delito  dejándose  a  Miguel  Pé- 
rez en  libertad  sujeto  a  resultas. 

Como  prueba  a  su  favor  presentó  Miguel 
Pérez  una  certificación  expedida  por  la 
Secretaria  de  la  Sala  Segunda  de  Apela- 
ciones en  la  cual  consta  lo  siguiente:  lo., 
la  sentencia  dictada  por  el  Juez  Segundo 
de  Primera  Instancia  con  fecha  veintiocho 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro,  en  los  juicios  civiles  acumulados 
seguidos  por  Miguel  Pérez  contra  Abelino 
Urrutia  Garategui  Emilio  Eva  y  José  Pé- 
rez, en  la  que  se  declaró:  a)  que  los  apa- 
ratos de  diversiones  El  Carrousesl  y  El  Chi- 
cotazo son  de  la  propiedad  de  Miguel  Pé- 
rez y  b)  que  son  nulas  las  dos  escrituras 
por  las  cuales  José  Pérez  vendió  a  Emilio 
Eva  y  éste  a  Abelino  Urrutia  los  mencio- 
nados aparatos.  2o.  La  sentencia  de  la  Sa- 
la Segunda  fechada  el  doce  de  diciembre 
del  mismo  año,  confirmando  la  que  se  ha 
mencionado  y  posteriormente  fué  presen- 
tada otra  certificación  que  contiene  la 
sentencia  dictada  por  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  el  treinta  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  cinco,  desestimando 
el  recurso  de  casación  interpuesto. 

El  once  de  Mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  seis,  se  presentó  Miguel  Pérez  auxilia- 
do por  el  abogado*  Julio  E.  López,  manifes- 
tando: que  habiéndose  dictado  la  senten- 
cia en  asunto  civil,  en  la  forma  que  se  ha 
relacionado  anteriormente,  quedaba  sin 
base  el  procedimiento  criminal  seguido 
contra  él,  por  lo  que  pedía  el  sobreseimien- 
to definitivo  en  éste.  El  Juez  denegó  lo 
solicitado,  pero  la  Sala,  al  conocer  en  ape- 
lación, revocó  el  auto  dictado,  "en  cuanto 
declaraba  sin  lugar  el  sobreseimiento  so- 
licitado por  Miguel  Pérez,  solamente  en  lo 


que  se  refiere  a  este  propio  señor".  El  Juez 
cumpliendo  con  lo  mandado  dictó  el  auto 
de  sobreseimiento  en  la  forma  indicada, 
mandando,  al  mismo  tiempo  que  continua- 
ra el  procedimiento  contra  José  Pérez  y 
Emilio  Eva.  Al  consultar  este  auto,  el  Tri- 
bunal de  segunda  instancia,  con  fecha  die- 
cinueve de  Octubre  del  año  próximo  pasa- 
do, le  dió  su  aprobación. 

Emilio  Eva  también  solicitó  el  sobresei- 
miento de  la  causa  en  cuanto  a  él  se  re- 
fiere, y  el  Juez,  en  auto  fecha  treinta  y  uno 
de  Mayo  del  corriente  año  así  lo  resolvió, 
comprendiendo  también  a  José  Pérez  en  el 
sobreseimiento,  siendo  este  auto  confirma- 
do por  el  que  dictó  la  Sala  Primera  de  Ape- 
laciones con  fecha  quince  de  Julio  último. 

COntra  esta  última  resolución,  el  acu- 
sador Abelino  Urrutia  auxiliado  por  el  abo- 
gado Luis  Felipe  Rosales,  se  presentó  in- 
terponiendo el  recurso  de  casación  fundán- 
dose en  que  estima  que  han  sido  infringi- 
dos los  artículos  511,  512  inciso  3o.;  4o.,  259, 
386,  41  incisos  lo.  y  2o,  412,  414,  654,  660 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  8o. 
del  Decreto  1728,  11,  418  inciso  5o.,  419  in- 
ciso lo.  del  Código  Penal  y  el  único  del 
Decreto  Legislativo  1294. 

CONSIDERANDO : 

Que  de  los  diversos  pasajes  de  la  causa 
no  se  llega  al  convencimiento  de  que  se 
hayan  desvanecido  los  indicios  o  sospechas 
que  dieron  origen  a  la  investigación,  de 
manera  que  se  hoga  patente  la  inocencia 
de  los  procesados  José  Pérez  Fagel  y  Emi- 
lio Eva,  pues  la  declaración  hecha  por  los 
tribunales  respecto  a  que  los  aparatos  que 
forman  el  punto  principal  de  la  averigua- 
ción son  de  la  propiedad  de  Miguel  Pérez 
iio  impide  la  prosecución  del  proceso,  co- 
mo debe  hacerse  hasta  terminarlo  por  sen- 
tencia, con  tanta  mayor  razón  cuanto  que 
hay  acusador,  el  hecho  sí  es  constitutivo 
dtf  delito  y  que  en  el  mismo  proceso  están 
comprendidos  otros  hechos  denunciados 
como  delictuosos  en  los  cuales  también  hay 
acusadores,  todos  los  que  deben  ser  deci- 
didos en  una  misma  sentencia  por  haber 
tenido  este  objeto  la  acumulación  que  óe 
decretó  y  la  causa  está  en  plenario.  No 
siendo  en  consecuencia  procedente  el  so- 
breseimiento decretado  por  el  Juez  y  con- 
firmado por  la  Sala  Primera  en  la  reso- 
lución que  se  examina,  han  sido  infringi- 
dos los  artículos  512  inciso  3o.,  y  8o.  del 
Decreto  Número  1728,  siendo  por  ese  moti- 
vo procedente  el  recurso  interpuesto. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  674  inciso  4o.,  676,  686, 
y  687  del  Código  de  Procedimeintos  Pena- 
les, 232  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  declara  haber  lugar  al  recur- 
so interpuesto  y  CASA  Y  ANULA  la  reso- 
lución recurrida  y  manda  que  se  continúe 
la  tramitación  del  proceso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  hasta  su  terminación  por 
sentencia.  Notifíquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

Ra}.  Ordóñez  Sotts.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Arcadio  de  León  Palacios, 
por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Si  no  es  delito  militar  el  co- 
metido sino  común,  las  penas  señaladas 
en  el  Código  Penal  ordinario  son  las  apli- 
cables al  caso  aunque  se  trate  de  perso- 
na que  goce  del  fuero  de  guerra. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
nueve  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  sentencia 
que  con  fecha  cinco  de  Agosto  próximo  pa- 
sado, dictó  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones  en  el  proceso  seguido  contra 
Arcadio  de  León  Palacios,  por  el  delito  de 
homicidio  en  la  persona  de  Hermógenes  Je- 
rez Ovalle. 

El  catorce  de  diciembre  del  año  próximo 
pasado,  siendo  las  veinticuatro  horas,  Juan 
Enrique  Jallade,  dió  parte  al  Juez  de  Paz 
de  Santa  Lucía  Utatlán  de  haberse  come- 
tido un  delito.  En  la)  ratificación  expresó: 
que  concurrió  al  baile  que  se  dió  en  el  salón 
municipal  de  ese  lugar  con  motivo  de  la 
fiesta  titular  y,  cuando  estaban  en  la  can- 
tina, vió  que  llegó  un  militar,  acompañado 
de  Virginia  Gutiérrez  y  de  Amelia  Régil 
(sobrina  del  deponente);  se  sentaron  a  la 
mesa  y  vió  y  oyó  que  ese  señor  pedía  unas 
copas  con  mucha  exigencia;  en  esos  mo- 
mentos Hermógenes  Jerez  se  aproximó  a 
la  mesa,  tocándola;  luego  el  citado  mili- 
tar le  dijo  que  se  retirara  inmediatamente, 


lo  que  obedeció  Jerez;  se  habría  retirado 
éste  dos  o  tres  pasos,  cuando  escuchó  un 
disparo  de  arma  de  fuego  y  vió  que  Jerez 
cayó  al  suelo  y  el  militar  huyó;  cuando  es- 
to pasó  el  deponente  se  encontraba  pla- 
ticando con  Ramón  Quintanilla;  que  en  el 
corredor  donde  estaba  la  cantina  habían 
otras  personas,  recordando  a  Magdaleno 
Arriaga,  Elíseo  Escobar,  Delfino  G-itiérrez, 
Socorro  Jerez,  Rebeca  Noriega,  Andréf 
Guillermo  Escobar,  Gregorio  Gamboa; 
también  estaba  el  dueño  de  la  cantina 
Fabio  Jerez. 

Constituido  el  Juez  instructor  en  el  lu- 
gar del  hecho,  levantó  el  acta  respectiva 
en  la  que  describe  la  posición  en  que  ha- 
lló a  Hermógenes  Jerez,  situación  y  clase 
de  herida  que  éste  presentaba. 

Amelia  Arriaga,  expuso:  que  asistió  al 
baile  que  se  dió  en  el  salón  municipal  y 
vió  que  estaban  ebrios  tanto  Hermógenes 
Jerez  como  un  señor  con  uniforme  militar, 
que  supo  se  llamaba  Arcadio  de  León;  Vir- 
ginia Gutiérrez,  quien  vivía  maridablemen- 
te con  de  León,  la  invitó  a  tomar  café  y 
comer  un  tamal;  se  sentaron  a  la  mesa  en 
donde  les  fué  servido  lo  que  pidieron;  la 
deponente  platicaba  con  la  señorita  Gu- 
tiérrez cuando  oyó  que  de  León  alegaba, 
no  fijándose  con  quien  era  la  discusión: 
acto  seguido  escuchó  una  detonación  en  el 
corredor,  pero  no  vió  quien  fué  el  del  dis- 
paro; inmediatamente  vió  caer  un  bulto  y 
asustada  de  ésto  se  entró  al  salón  donde 
bailaban  y  ya  no  vió  más;  en  los  puestos 
de  la  cantina  habían  otras  personas  to- 
mando licor  o  frescos;  por  último  dice  que 
el  militar  a  que  se  ha  referido  estando  bo- 
rracho insultaba  a  los  que  bailaban;  y 
cuando  estaba  en  la  mesa  tomando  un 
tamal  no  permitía  que  nadie  se  la  acercara. 

Andrés  Guillermo  Escobar,  declaró  que 
asistió  al  expresado  baile  y  vió  a  Arcadio 
de  León  y  a  Hermógenes  Jerez;  cuando  es- 
taba en  la  cantina  oyó  la  detonación  de 
un  disparo,  no  dándose  cuenta  quien  lo 
hizo;  resultó  herido  Jerez  y  oyó  que  se  or- 
denaba la  captura  de  de  León. 

Fabio  Jerez,  pariente  lejano  de  Hermó- 
genes de  ese  apellido,  expresó:  que  él  fué 
el  encargado  de  atender  la  cantina  y  vió 
a  Arcadio  de  León  y  a  Hermógenes  Jerez, 
quienes  estaban  ebrios  y  llegaron  amiga- 
blemente a  tomar  varias  copas;  oyó  una 
detonación  de  arma  de  fuego  y  a  continua- 
ción vió  caer  a  Hermógenes  Jerez  y  des- 
apareció de  León.  Patricia  Escobar  Gu- 
tiérrez, concubina  de  Fabio  Jerez,  se  expre- 
só en  los  mismos  términos  que  éste  a  ex- 
cepción de  haber  visto  caer  a  Jerez.  Nu- 
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merosas  personas  fueron  examinadas,  pe- 
ro sólo  oyeron  la  detonación,  no  viendo  co- 
mo principiaron  y  se  desarrollaron  los  he- 
chos. 

Juan  Cuéllar.  agente  de  la  policía  de  ha- 
cienda, dijo:  que  vigilaba  el  orden  mien- 
tras se  celebraba  el  baile  en  el  edificio  mu- 
nicipal; como  a  las  veinticuatro  horas  oyó 
un  disparo  en  el  corredor  que  queda  ha- 
cia la  plaza  donde  estaba  la.  cantina;  acu- 
dió a  ese  lugar  acompañado  del  agente 
Francisco  García,  pero  al  llegar  a  las  gra- 
das que  conducen  al  segundo  piso  se  en- 
teró que  el.  hechor  había  salido,  por  lo  que 
regresó  y  al  llegar  a  la  plaza  encontró  en 
el  suelo,  a  Arcadio  de  León,  quien  estaba 
golpeado  a  consecuencia  de  haber  caído 
del  corredor  del  segundo  piso;  como  a  dis- 
tancia de  metro  y  medio  vieron  el  arma 
tirada  en  el  suelo,  la  que  recogió  el  Regi- 
dor Germán  Ramírez  y  la  entregó  al  Co- 
mandante Local  Rubén  Calderón;  cuando 
la  examinaron,  constataron  que  es  cali- 
bre treinta  y  ocho  largo;  tenía  cinco  car- 
tuchos útiles  y  uno  usado;  presentaba  se- 
ñales de  haber  sido  disparada  momentos 
antes,  por  el  olor  a  pólvora.  Francisco 
García  Gutiérrez,  agente  también  de  la 
policía  de  hacienda,  declaró  en  los  mismos 
términos  que  el  anterior.  Examinado  el 
regidor  Germán  Ramírez,  declaró  haber 
recogido  el  arma  instrumento  del  delito, 
la  que  entregó  al  Comandante  Local.  Ru- 
bén Calderón,  dice  haber  recibido  del  re- 
gidor Ramírez  la  expresada  arma. 

Indagado  Arcadio  de  León,  dijo  ser  Te- 
niente Coronel  del  ejército,  desempeñan- 
do en  la  fecha  de  autos  el  cargo  de  Co- 
mandante Local  de  Santa  Catarina  Ixta- 
haucán;  el  día  y  hora  del  suceso  cuando 
estaba  en  una  mesa  en  la  cantina  instala- 
da donde  se  daba  el  baile  para  el  cual  fué 
invitado,  acompañado  de  Virginia  Gutié- 
rrez, con  quien  vive  maridablemente,  llegó 
un  desconocido  y  lo  injurió;  al  decirle 
"hijo  de  la  gran  p. . ."  no  se  dió  cuenta  de 
lo  que  pasó;  es  falso  que  haya  tratado  de 
huir;  agrega,  que  después  de  haber  sido 
ultrajado  por  el  individuo  desconocido,  se 
sintió  abofeteado  por  éste;  reconoció  co- 
mo de  su  pertenencia  el  revólver  calibre 
treinta  y  ocho,  no  así  la  cápsula  de  pro- 
yectil disparado  que  se  le  puso  a  la  vista. 

El  Juez  hizo  constar,  que  la  altura  que 
hay  del  suelo  de  la  plaza  municipal  al  co- 
rredor de  donde  cayó  de  León,  es  de  cuatro 
metros  y  medio. 

Están  agregados  a  los  autos,  la  certifi- 
cación de  la  partida  de  defunción  de  Her- 
mógenes  Jerez  y  el  informe  médico  legal 


del  reconocimiento  del  cadáver  de  dicho 
individuo,  en  el  que  aparece  que  éste  pre- 
sentaba una  herida  por  arma  de  fuego 
con  orificio  de  entrada  al  nivel  del  párpa- 
do superior  derecho,  habiendo  penetrado 
el  proyectil  en  la  fosa  orbitaria  del  mismo 
lado,  yendo  a  alojarse  en  la  parte  postero- 
superior  de  la  región  parietal  derecha,  que- 
dando debajo  del  cuero  cabelludo,  de  don- 
de fué  extraído;  por  el  orificio  de  entrada 
salía  abundante  hemorragia  así  como 
substancia  cerebral.  La  causa  de  la  muer- 
te fué  la  destrucción  de  gran  parte  de  la 
masa  encefálica  así  como  la  fuerte  hemo- 
rragia, debidas  a  la  trayectoria  seguida 
por  el  proyectil.. 

El  quince  de  diciemibre  próximo  pasado, 
el  Cirujano  Militar  de  Solóla,  reconoció  al 
reo  e  informó:  que  en  el  momento  de  exa- 
minarlo, éste  se  encontraba  en  estado  de 
alcoholismo  agudo,  presentando  una  con- 
tusión leve  en  el  pómulo  derecho;  ademá1: 
acusaba  dolor  en  el  costado  derecho,  de- 
bido a  la  fractura  de  una  costilla.  Su  estado 
de  ebriedad  no  permitió,  entonces,  un  exa- 
men detenido.  Más  tarde  al  ampliar  el 
informe,  expresó,  el  mismo  cirujano,  que 
esa  fractura  se  debió  probablemente  a  una 
contusión  que  sufriera  al  caer  del  segun- 
do piso  de  la  casa,  de  autos;  el  golpe  que 
sufrió  en  el  pómulo  derecho  pudo  haber 
sido  causado  al  caer  contra  el  pavimento. 

María  del  Socorro  Jerez  Ovalle,  herma- 
na del  interfecto,  declaró:  que  encontrán- 
dose en  el  baile,  y  siendo  como  las  vein- 
titrés horas  y  cuarenta  y  cinco  minutos, 
en  ocasión  en  que  conversaba,  en  el  corre- 
dor de  la  cantina,  con  Gregorio  Gamboa 
y  Elíseo  Escobar,  estando  en  la  mesa  inme- 
diata el  Teniente  Coronel  de  León  en  com- 
pañía de  Amelia  Régil  y  de  Virginia  Gu- 
tiérrez y  cerca  otras  personas,  vió  que  su 
hermano  Hermógenes  se  acercó  a  la  mesa 
en  que  estaba  el  mencionado  Coronel  y 
le  ofreció  algo  de  tomar:  no  sabe  cuál  fué 
la  contradicción  que  ésto  produjo  entre 
ellos;  observando  que  de  León  le  dió  una 
bofetada  a  su  hermano,  que  le  hizo  retro- 
ceder; y  al  querer  levantarse  le  dió  un  ba- 
lazo del  cual  cayó  al  suelo;  tanto  de  León 
como  su  hermano  esta'ban  ebrios,  tenien- 
do éste  varios  días  de  estar  tomando;  su 
hermano  no  profirió  ningún  insulto  con- 
tra el  señor  de  León. 

Virginia  Lucrecia  Gutiérrez  Jerez,  con- 
cubina del  procesado  y  pariente  lejana  del 
interfecto,  declaró:  que  asistió  al  expresa- 
do baile  acompañada  del  Teniente  Coronel 
de  León,  las  hermanas  de  la  declarante  y 
Amelia  Régil;  como  a  las  veintidós  horas. 
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cuando  estaba  en  unión  de  de  León  to- 
mando una  copa  frenté  al  mostrador  de 
la  cantina,  llegó  Hermógenes  Jerez  a  mo- 
lestar a  aquél,  ofreciéndole  un  cognac  y 
diciéndole  "que  sólo  los  bandidos  no  acep- 
taban tomar",  "que  era  un  hipócrita";  de 
León  Palacios  le  contestó  que  como  no  lo 
Conc-cia  no  podía  calificar  su  conducta; 
enseguida,  por  iniciativa  de  la  deponente, 
se  fueron  a  bailar  al  salón;  faltando  como 
veinte  minutos  para  las  veinticuatro  horas 
y  estando  la  dicente  acompañada  del  cita- 
do de  León  y  de  Amelia  Régil  comiendo  ur 
tamal  en  una  de  las  mesas  de  la  cantina, 
llegó  nuevamente  Hermógenes  Jerez  a  mo- 
lestar a  de  León  Palacios,  dirigiéndole  in- 
jurias, entre  otras,  la  de  que  era  "un  hijo 
de  la  gran  p. . . .",  y  le  dió  una  bofetada 
en  la  cara,  momento  en  que  de  León  Pa- 
lacios se  puso  de  pié  y  le  reclamó  por  qué 
hablaba  de  sus  padres,  siguiendo  Jerez 
con  sus  insultos;  ofendido  de  León  sacó  en 
un  instante  su  revólver  y  disparó  contra 
aquél. 

El  procesado,  al  ampliarle  su  indagato- 
ria dijo:  que  además  de  Virginia  Gutié- 
rrez también  le  acompañaba,  en  la  mess. 
donde  estaban,  la  señorita  Amelia  Régil; 
no  puede  afirmar  ni  negar  que  haya  dis- 
parado su  pistola,  pero  en  caso  de  haber- 
lo hecho,  fué  sin  la  menor  intención  de 
herir  o  matar;  solamente  lo  hizo  con  ob- 
jeto de  repeler  la  agresión  de  que  fuá  vic- 
tima, en  cuyo  caso,  bien  pudo  haber  sido 
que  disparara  al  aire;  como  estaba  uni- 
formado y  sintiéndose  abofeteado  e  insul- 
tado gravemente,  no  sabe  lo  que  ejecutó 
en  ese  momento;  además  había  ingerido 
algunas  copas  de  licor;  durante  el  baile  no 
tuvo  intención  de  insultar  ni  provocar  a 
nadie;  cuando  llegó  al  salón  municipal, 
ya  había  tomado  unas  «opas  de  licor  en 
las  horas  de  la  comida,  pero  no  llegó  ebrio; 
supone  que  fué  insultado  y  abofeteado  por 
haberse  negado  a  tomar  un  trago  y  un?, 
cerveza  que  le  ofreciera  en  esos  momento:, 
el  individuo  qua  lo  agredió;  la  negativa  la 
hizo  con  buenas  maneras;  que  estaba  tan 
descontrolado  cuando  salió  del  baile,  que 
creyendo  que  iba  a  salir  por  una  puerta 
al  momento  sintió  que  estaba  golpeado; 
niega  haber  querido  huir;  no  se  explica 
cómo  resultó  golpeado,  pero  supone  que 
fué  de  una  caída  inconsciente. 

Ampliada  la  declaración  de  Amelia 
Arriaga  y  Régil,  confirmó  en  substancia, 
los  conceptos  de  su  primera  declaración, 
rectificando  solo  el  concepto  de  que  no  vió 
que  de  León  Palacios  insultara  a  los  que 
bailaban;  pero  sí  recuerda  que  a  la  seño- 


rita Isaura  Escobar  le  dijo  "para  qué  iban 
al  baile,  si  no  bailaban". 

Angel  Margarito  Noriega,  cuñado  de 
Hermógenes  Jerez,  declaró  que  asistió  al 
baile  y  como  a  las  veinticuatro  horas, 
cuando  estaba  frente  al  mostrador  de  la 
cantina,  oyó  la  detonación  de  un  disparo 
hecho  en  el  extremo  opuesto;  al  instante 
volvió  a  ver  y  se  dió  cuenta  que  de  León 
Palacios  tenía  un  revólver  en  la  mano  y 
que  Hermógenes  Jerez  caía  al  suelo. 

Humberto  Barrios  Martínez,  dijo  que  de 
la  muerte  de  Jerez  Ovalle,  le  consta  lo  si- 
guiente: como  a  las  veintitrés  horas  y 
treinta  minutos,  cuando  se  encontraba  en 
el  corredor  en  compañía  de  Pedro  Zúñiga, 
vió  que  Jerez  Ovalle  estaba  frente  a  de 
León  Palacios  y  el  primero  tiraba  una  bo- 
fetada al  segundo,  momento  en  que  de 
León  Palacios  disparó  sobr?  Jerez  Ovalle, 
cayendo  éste  al  suelo;  tanto  uno  como 
otro  estaban  ebrios  y  de  León  Palacios, 
después  del  disparo,  tomó  hacia  un  lado 
del  corredor  que  queda  frente  a  la  plaza; 
ignora  cómo  haya  principiado  la  dificul- 
tad entre  aquellos  y  en  consecuencia  no 
sabe  si  Jerez  Ovalle  haya  insultado  a  de 
León  Palacios  ante.s  o  si  le  haya  dado 
otras  bofetadas.  Además,  dice,  que  el  tre- 
ce del  mes  de  autos,  como  a  las  siete  de  la 
mañana,  llegaron  a  su  farmacia  Jerez 
Ovalle  y  Ezequiel  Romero,  diciéndole  que 
"estaban  de  goma";  por  atención  les  obse- 
quió un  trago  de  aguardiente  y  Jerez  al 
momento  de  tomarlo  dijo  que,  "era  el  últi- 
mo trago  que  se  bebía,  porque  si  no  lo  ma- 
taban que  se  pegaba  un  tiro";  aunque  le 
pidió  explicaciones  no  le  dijo  más  que  ya 
no  quería  la  vida;  el  deponente  le  acon- 
sejó que  dejara  de  estar  tomando  licor, 
pues  había  notado  que  tenía  varios  días 
de  estar  ingiriendo  esa  bebida.  También 
refiere  este  testigo  que  el  mismo  día  tre- 
ce, llegó  a  visitar  a  la  madre  de  Jerez  Ova- 
lle, Carlos  Ovalle  de  Jerez,  como  a  las 
nueve  horas,  ocasión*  en  la  que  llegó  Jerez 
Ovalle  y  le  pedía  tres  quetzales  a  su  se- 
ñora madre,  que  ésta  le  negó;  por  lo  que 
dicho  individuo  le  dijo  que  "no  se  fuera  a 
arrepentir  después,  porque  mañana  a  esas 
horas  ya  se  habría  pegado  un  tiro";  y  no 
obstante  eso  aquélla  no  le  dió  el  dinero; 
la  suegra  de  Jerez  Ovalle,  Emérita  Norie- 
ga le  refirió  que  aquáí  se  había  ido  a  des- 
pedir de  ella,,  dándole  a  enteder  que  mo- 
riría. 

Examinado  Enrique  Aldana  Llerandi, 
declaró  que  asistió  al  baile  la  noche  de 
autos  y  vió  allí  a  de  León  y  Jerez  Ovalle, 
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notando  que  los  dos  estaban  ebrios;  como 
a  las  veinticuatro  horas,  oyó  la  detonación 
de  un  tiro  de  revólver  en  el  corredor,  por 
lo  que  fué  a  dar  auxilio,  oyendo  que  So- 
corro Jerez  decía  que  habían  matado  a  su 
hemano;  efectivamente  vió  el  cuerpo  de 
éste  tendido  en  el  corredor;  en  el  suelo  de 
la  plaza  estaba  caído  el  Teniente  Coronel 
de  León;  lo  registraron  pero  no  le  encon- 
traron revólver,  pero  sí  lo  hallaron  como 
a  metro  y  medio  de  distancia  de  él,  obser- 
vando que  el  arma  tenía  cinco  tiros  in- 
tactos y  uno  disparado. 

Examinado  Guillermo  Gastañeda,  dijo: 
que  la  noche  del  catorce  de  diciembre 
próximo  pasado  fué  a  Santa  Lucia  Utatlán 
con  su  compañía  de  marimba  y  cuando  to- 
caba en  uno  de  los  corredores  del  salón 
municipal,  como  a  las  doce  menos  veinte 
minutos  de  la  noche,  oyó  un  disparo;  se 
enteró  que  lo  había  hecho  el  teniente  co- 
ronel Arcadio  de  León  en  la  persona  de 
Hermógenes  Jerez,  quien  falleció  al  día 
siguiente  a  las  ocho;  vió  que  el  teniente 
coronel  de  León  brincó  la  baranda  y  al 
caer  no  se  pudo  levantar  y  fué  cuando  lo 
capturó  la  ronda. 

Fué  elevada  a  plenario  la  causa,  formu- 
lándose a  Arcadio  de  León  Palacios  el 
cargo  de  homicidio,  con  el  cual  no  se  con- 
formó; y  dijo  que  si  acaso  fué  efectivo  que 
disparó,  lo  hizo  con  el  único  objetó  que  se 
le  dejara  de  ultrajar  su  honor  como  mili- 
tar del  ejército,  pues  ya  hacía  algún  tiem- 
po que  Jerez  lo  estaba  insultando  de  ma- 
nera soez;  el  disparo  lo  hizo  al  aire  y  sin 
el  ánimo  de  herir  a  la  persona  que  lo  in- 
juriaba. 

El  acusador  propuso  las  pruebas  si- 
guientes: a)  ampliación  de  la  declaración 
de  Juan  Enrique  Jallade  de  León  Régil, 
quien  al  dar  respuesta  a  las  preguntas 
del  interrogatorio,  dijo,  entre  otras  cosas, 
aue  de  León  Palacios  sí  estuvo  molestan- 
do a  los  concurrentes  a  la  fiesta,  diciéndo- 
le  a  los1  que  se  acercaban  a  la  mesa  donde 
él  estaba,  que  se  retiraran  porque  si  no 
les  pegaba;  así  se  lo  dijo  al  dicente;  al 
tratar  de  separar  a  de  León  Palacios  y  a 
Jerez  Ovalle,  vió  cuando  aquél  le  dió  una 
bofetada  a  éste  que  lo  hizo  retroceder  co- 
mo cinco  pasos,  momento  en  que  de  León 
Palacios  sacó  su  revólver  y  disparó  con- 
tra Jerez  Ovalle,  estando  el  dicente  en 
medio  de  ellos,  pasando  sobre  su  hombro 
el  disparo.  Las  repreguntas  dirigidas  por 
el  defensor  np  afectan  en  lo  esencial  la 
declaración  del  tetsigo  anterior.  b) 
Isaura  Escobar  Gutiérrez,  al  contestar  el 
interrogatorio  formulado  dijo:    que  asis- 


tió al  baile  y  vió  entre  los  concurrentes  a 
Hermógenes  Jerez  Ovalle  y  al  Teniente 
Coronel  Arcadio  de  León;  este  último  es- 
taba ebrio;  la  dicente  no  quiso  hailar  con 
él;  no  oyó  que  haya  proferido  otras  pala- 
bras fuera  de  aquéllas  para  invitarla  a 
bailar,  c)  Informe  del  Comandante  de 
Armas  de  Sololá,  en  el  que  consta:  que  Ar- 
cadio de  León  P.,  ex-Comandante  Local  e 
Instructor  Militar  de  Santa  Catarina  Ix- 
tahuacán,  obtuvo  licencia  por  escrito  de 
esa  Comandancia  de  Armas  para  pasar  a 
Santa  Lucía  Utatlán  el  catorce  de  diciem- 
bre del  año  pasado  y  permanecer  un  rato 
en  la  noche  en  ese  lugar,  d )  Emilia  Arria- 
ga  viuda  de  Gutiérrez,  fué  examinada 
conforme  al  interrogatorio  formulado  por 
la  acusación  y  su  declaración  no  dió  nin- 
gún resultado  favorable  a  los  hechos  in- 
vestigados, e)  José  Flores,  Tiburcio  Sala- 
zar  Fernando  Maldonado,  Alberto  Morales 
y  Francisco  Maldonado,  marimbistas  que 
toearon  la  noche  de  autos  en  el  baile,  die- 
ron sus  declaraciones,  pero  nada  se  ade- 
lantó con  ellas,  f)  Declaración  de  Olimpia 
Recinos,  quien  al  contestar  a  las  pregun- 
tas que  se  le  formularon,  dijo:  que  llegó 
al  baile  a  las  veintiuna  horas  y  se  retiró 
a  las  veintitrés  y  treinta  minutos;  esto 
último  lo  hizo  porque  al  salir  al  corredor 
del  salón,  vió  que  de  León  Palacios  y  su 
"querida",  Virginia  Gutiérrez,  y  la  seño- 
rita Amelia  Régil  estaban  en  una  mesa  a 
donde  se  acercó  Hermógenes  Jerez,  quien 
fué  a  ofrecer  una  cerveza  al  señor  de  León; 
pero  éste  por  toda  respuesta  le  dió  una 
bofetada  que  lo  hizo  trastrabillar  y  sólo 
esperó  que  le  diera  frente,  al  levantarse, 
le  disparó,  cayendo  Jerez  herido  de  un  ojo; 
que  de  León  Palacios  insultó  a  Gregorio 
Gamboa  al  pasar  cerca  de  él,  diciéndole: 
"que  no  pasara  por  allí,  que  era  necesario 
que  respetara";  no  se  dió  cuenta  de  que 
hubiera  altercado  o  discusión  entre  Jerez 
y  Palacios,  fuera  del  suceso  indicado  an- 
tes; cuando  oyó  la  detonación  del  disparo 
se  encontraba  en  la  segunda  mesa  del  co- 
rredor acompañada  de  Eliseo  Escobar,  So- 
corro Jerez  y  Gregorio  Gamboa;  estaba  a 
una  distancia  como  de  dos  varas  de  los 
protagonistas;  es  cierto  que  vió  inmedia- 
tamente después  del  disparo  que  de  León 
trató  de  ponerse  en  fuga;  que  de  León  se 
dejó  caer  de  la  baranda  cerca  de  donde 
estaba  la  mesa.  Las  repreguntas  dirigidas 
por  el  defensor  a  esta  testigo  no  varían  el 
fondo  de  su  declaración.  A  propuesta  de 
la  acusación  fué  examinado  el  testigo 
Gregorio  Gamboa  de  León,  pariente  leja- 
no del  acusador,  quien  en  lo  substancial 
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dijo:  que  se  dió  cuenta  que  Jerez  Ovalle 
y  Arcadio  de  León  asistieron  al  baile  y  es- 
tuvieron tomando  licor  juntos;  con  moti- 
vo del  alcohol  que  había  tomado  de  León 
Palacios,  estaba  susceptible,  lo  que  deduce 
del  hecho  siguiente:  estando  el  dicente 
sentado  en  una  mesa,  acompañado  de 
Piedad  Olimpia  Recinos,  Eliseo  Escobar  y 
Socorro  Jerez,  llegó  Andrés  Guillermo  Es- 
cobar con  Rebeca  Noriega  y  se  sentaron 
en  una  silla  en  el  extremo  de  la  mesa; 
por  atención  se  levantó  de  la  silla  donde 
estaba  y  se  las  pasó  para  que  se  senta- 
ran; en  eso  Arcadio  de  León,  que  se  en- 
contraba en  la  mesa  contigua  con  Amelia 
Régil  y  Virginia  Gutiérrez  le  dijo  "oiga  Ud. 
no  me  somate  la  mesa,  porque  estoy  aquí 
con  las  señoritas";  el  dicente  notando  que 
estaba  ebrio  le  contestó:  "vea  don  Cayo, 
yo  no  lo  estoy  molestando,  lo  que  he  hecho 
es  pasar  una  silla";  don  Arcadio  se  le 
quedó  viendo  y  le  dijo:  "¡ah,  es  Ud.  Goyi- 
to,  yo  a  Ud.  lo  estimo  mucho!";  durante 
la  fiesta  no  vió  que  tuvieran  altercado  al- 
guno; pero  como  a  las  veintitrés  horas  y 
treinta  minutos,  estando  acompañado  de 
lad  señoritas  que  mencionó  y  del  señor  Es- 
cobar, vió  que  Hermógenes  Jerez  se  diri- 
gió hacia  la  mesa  donde  estaba  don  Arca- 
dio  de  León,  parándose  frente  a  él;  no  oyó 
lo  que  le  haya  dicho,  sólo  observó  que  Je- 
rez recibió  una  bofetada  en  la  cara  que  lo 
hizo  trastrabillar;  en  ese  momento  Juan 
Enrique  Jallade,  que  estaba  atrás  de  las 
señoritas  Gutiérrez  y  Régil  intervino,  se- 
parándolos, y  sujetando  a  de  León;  repues- 
to Jerez  del  golpe  que  sufrió,  dió  frente 
nuevamente  a  don  Arcadio,  momento  en 
que  escuchó  un  disparo  que  hizo  caer  a 
Jerez  el  deponente  estaba  como  a  dos  me- 
tros de  Hermógenes  Jerez  y  como  a  un 
metro  y  medio  de  de  León;  después  del 
disparo  no  vió  a  éste;  cuando  iba  por  el 
saguán,  un  soldado  le  dijo  "hay  otro 
muerto  allí  fuera",  viendo  frente  a  la  in- 
tendencia a  de  León.  Al  contestar  a  las 
repreguntas  que  le  dirigiera  el  defensor, 
expresó  que  sólo  oyó  el  disparo,  vió  caer  a 
Jerez  y  ya  no  volvió  a  ver  a  Arcadio  de 
León,  g)  Repreguntas  dirigidas  al  testigo 
Humberto  Barrios  Martínez,  quien  las 
contestó  así:  que  de  León  Palacios  y  las 
personas  que  lo  acompañaban  se  encon- 
traban en  la  última  mesa,  cerca  de  la 
puerta  del  piso  alto;  en  el  momento  en 
que  vió  parados  a  de  León  y  Jerez  Ova- 
lle, estaban  en  sus  puestos  que  ocupaban 
en  la  mesa;  no  oyó  disputa  entre  ellos;  lo 
único  que  vió  fué  el  ademán  de  Jerez  Ova- 
lle al  tirarle  la  bofetada,  pero  no  se  la  pe- 


gó, porque  éste  luego  "le  metió  un  tiro". 
Este  testigo  mantiene  las  afirmaciones 
hechas  en  su  primera  declaración  y  ade- 
más aclara,  que  antes  del  heho  era  ami- 
go de  la  familia  Jerez  Ovalle;  pero  des- 
pués ya  no,  porque  se  han  vuelto  sus  ene- 
migos y  lo  injurian  a  cada  momento,  h) 
Repreguntas  dirigidas  al  testigo  Eliseo 
Escobar  Gutiérrez  y  a  Andrés  Guillermo 
Escobar,  cuyas  contestaciones  no  dieron 
nuevos  datos  en  la  investigación  i) 
Declaración  del  testigo  Ezequiel  de 
León  Régil,  quien  expresó:  que  el  día 
anterior  al  de  autos,  acompañó  a  Her- 
mógenes Jerez  a  la  farmacia  de  Hum- 
berto Barrios  Martínez;  aquél  le  dió  las 
gracias  a  éste  por  un  trago  que  les  obsequió, 
no  oyendo  más,  pues  en  es  emomento  el 
dicente  se  fué  a  la  esquina,  j )  Declaracio- 
nes de  los  testigos  Francisco  R^gil  de  León 
y  Manuel  de  Jesús  Gutiérrez  Ovalle,  acer- 
ca de  los  buenos  antecedentes  del  inter- 
fecto. En  las  repreguntas  dirigidas  a  es- 
tos testigos,  el  primero  dijo  que  vió  ebrio 
a  Hermógenes  Jerez  el  día  anterior  al  del 
delito  y  que  a  de  León  Palacios  lo  conoce 
desde  hace  como  siete  años  cuando  estuvo 
de  instructor  militar  en  Sololá;  tiene  buen 
.concepto  de  él,  porque  siempre  observó 
buen  comportamiento.  El  segundo  dijo 
que  también  tenía  buen  concepto  de  de 
León. 

El  defensor  rindió  las  pruebas  siguien- 
tes- a)  Hoja  de  servicios  del  Teniente  Co- 
ronel Arcadio  de  León  y  dos  certificacio- 
nes extendidas,  una  por  el  secretario  de 
la  Mayoría  de  Plaza  del  departamento  de 
Chimaltenango,  relativa  a  servicios  pres- 
tados por  aquél  como  intructor  militar  en 
ese  departamento  en  el  año  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco;  y  otra  extendida  por 
el  Comandante  de  Armas  de  Solóla  en  la 
que  consta  que  Palacios  estuvo  de  alta  co- 
mo Comandante  Local  e  Instructor  Militar 
del  distrito  de  Santa  Catarina  Ixtahuacán, 
desde  el  dos  de  novembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco  a  Junio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  b)  Ratificación  de 
las  declaraciones  de  los  testigos  Virginia 
Lucrecia  Gutiérrez  Jerez,  Amelia  Arriaga 
Régil  y  Juan  Enrique  Jallade  de  León,  en 
los  careos  practicados  con  la  primera  de 
las  nombradas,  c)  Repreguntas  dirigidas 
a  los  testigos  Rubén  Calderón  Maldonado 
y  Germán  Ramírez  Ovalle,  quienes  ratifi- 
caron sus  anteriores  declaraciones,  indi- 
cando el  primero  que  vió  a  de  León  en  el 
baile  y  que  no  molestó  a  ninguna  de  las 
damas  y  caballeros  que  estaban  allí;  am- 
bos dicen  que  de  León  Palacios  fué  reco- 
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gido  del  lugar  donde  estaba  tirado  cerca 
del  edificio  municipal;  en  el  corredor  del 
edificio  indicado,  momentos  después  del 
hecho,  ya  no  habia  personas  sentadas  en 
las  mesas.  Enrique  Aldana  Llerandi  y 
Francisco  García  Gutiérrez,  en  las  repre- 
guntas que  se  les  dirigieron,  se  produjeron, 
con  ligeras  variantes  en  los  mismos  térmi- 
nos que  los  anteriores,  d )  Declaraciones 
de  Teodoro  Gil  Flores,  Gerardo  P.  Pereira 
acerca  del  buen  comportamiento  del  pro- 
cesado cuando  estuvo  como  Instructor  Mi- 
litar en  el  Quiché.  e)  Informe  rendido  por 
el  médico  A.  Rigoberto  de  León,  en  el  que 
consta,  que  el  procesado  requirió  sus  ser- 
vicios profesionales  a  mediados  del  año 
próximo  pasado;  comprobó  en  el  señor  de 
León  un  retraimiento  manifiesto,  ausen- 
cia de  iniciativa,  falta  de  interés  personal, 
retardo  para  pensar;  sonreía  con  dificul- 
tad; todos  estos  indicios  seguros  de  una 
anomalía  psíquica  a  la  que  contribuyó  en 
gran  parte  el  aislamiento  en  que  se  encon- 
traba, con  la  esposa  y  la  familia  lejos  de 
él.  El  señor  de  León  padecia  de  una  me- 
lancolía depresiva  con  neurastenia  inci- 
piente. Que  el  alcoholismo  agudo  deter- 
mina en  estos  individuos  por  escaso  mo- 
tivo y  algunas  veces  hasta  sin  motivo, 
exaltaciones  de  irritabilidad  colérica,  lle- 
gando con  facilidad  hasta  la  ofuscación. 
Opina  que  un  melancólico  deprimido,  en 
estado  de  alcoholismo  agudo,  que  come- 
te un  acto  reprobado  al  recibir  una  ofen- 
sa de  cualquier  naturaleza,  obra  bajo  la 
influencia  de  un  estado  mental  anormal 
transitorio,  f)  Declaraciones  del  Licencia- 
do Salomé  Jacinto  Fuentes  y  Abelardo 
Antonio  Rodas,  Coronel  Rito  Orellana,  Te- 
niente Coronel  Ismael  Rodas,  Teniente 
Julio  H.  Aguilar  P.,  Simeón  Montenegro, 
Anastasio  Bran,  respecto  a  la  buena  con- 
ducta observada  por  el  procesado  durante 
el  desempeño  del  puesto  de  instructor  mi- 
litar en  distintos  lugares  de  la  República, 
g  i  Ratificación  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  Humberto  Barrios  Martínez  y 
Ezequiel  de  León  Régil,  en  los  careos  que 
sostuvieren  entre  sí.  h)  Ramón  Quintani- 
11a.  contestó  afirmativamente  a  las  pregun- 
tas del  interrogatorio,  relativas  a  que  de 
León  estuvo  en  el  baile  la  noche  de  autos 
y  se  condujo  correctamente. 

El  Tribunal  Militar  de  Solóla  dictó  sen- 
tencia, en  la  que  declara:  que  el  Tenien- 
te Coronel  Arcadio  de  León  Palacios,  es 
autor  del  delito  de  homicidio  perpetrado 
en  la  persona  de  Hermógenes  Jerez  Ovalle; 
por  lo  que  le  impone  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  inconmutables  re- 


bajada en  una  tercera  parte  por  la  buena 
coducta  anterior  del  reo  y  tener  limpia 
hoja  de  servicios;  y  hace  las  demás  de- 
claraciones de  ley. 

Tramitada  la  segunda  instancia  las  par- 
tes oficiales  alegaron  lo  que  estimaron 
procedente  La  Sala  confirmó  el  fallo  de 
primer  grado,  con  la  reforma  de  que  no 
existe  la  circunstancia  atenuante  de  bue- 
na conducta,  por  lo  que  a  de  León  Pala- 
cios le  corresponden  diez  años  de  prisión 
correccional.  Se  funda  en  las  declaracio- 
nes de  Juan  Enrique  Jallade,  Amelia 
Arriaga,  Gregorio  Gamboa,  Olimpia  Reci- 
nos,  las  que  estima  idóneas  por  su  impar- 
cialidad y  por  estar  de  acuerdo  con  lo  su- 
cedido. También  a  estas  declaraciones  la 
Sala  les  dá  preferencia  en  lo  que  se  refie- 
re a  que  el  procesado  fué  el  primero  en 
provocar,  por  ser  mayores  en  número  que 
las  de  Virginia  Lucrecia  Gutiérrez,  concu- 
bina del  procesado,  Humberto  Barrios 
Martínez,  de  quien  la  familia  del  interfec- 
to se  ha  vuelto  enemiga.  Además  estima 
establecido  que  el  procesado  de  León  Pa- 
lacios huyó  brincando  al  suelo  en  estado 
de  inconsciencia,  de  donde  fué  recogido. 
Considera  que  no  existe  motivo  de  ate- 
nuación en  favor  del  recurrente,  pues  el 
informe  médico  relativo  al  examen  que  le 
hizo  el  doctor  Rigoberto  de  León  se  refie- 
re a  una  época  muy  anterior  al  delito 
perpetrado  y  de  consiguiente  no  se  sabe 
si  de  León  Palacios  aún  padecía  de  enfer- 
medad neurótica;  que  la  buena  conducta 
anterior  del  reo,  nada  influye  en  su  fa- 
vor por  tratarse  de  un  delito  común. 

Arcadio  de  León  Palacios,  con  auxilio 
del  abogado  José  Filiberto  Escobar,  inter- 
puso contra  ese  pronunciamiento  recurso 
extraordinario  de  casación,  citando  como 
violados  los  artículos  4,  571,  574,  581  inci- 
so 8o.,  583  inciso  lo.,  585,  586,  608  614  y 
732  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
nes;  81,  10,  22  incisos  lo.,  3o.,  4o..  5o..  6o. 
y  10o.  del  Código  Penal;  6o.  inciso  lo.  del 
Código  Militar  primera  parte;  XV  Precep- 
tos fundamentales.  Se  señaló  día  para  la 
vista.  El  recurrente  alegó,  que  la  Sala 
aceptó  cen  valor  de  plena  prueba,  las  de- 
claraciones de  los  testigos  Jallade  y  seño- 
ritas Régil  y  Recinos,  no  obstante  las  ma- 
nifiestas contradicciones  en  que  incurrie- 
ron. También  el  Tribunal  sentencidar  no 
concedió  valor  alguno  a  las  declaraciones 
de  Virginia  Gutiérrez  y  Humberto  Barrios; 
y  calificó  desfavorablemente  el  dictamen 
pericial  del  Doctor  don  Rigoberto  de  León; 
que  no  existia  ninguna  ley  que  prohibie- 
ra tomar  en  cuenta  la  atenuante  de  tener 
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una  limpia  hoja  de  servicios.  La  parte 
acusadora  alegó  lo  que  estimó  del  caso,  y 
pidió  que  se  desestimara  el  recurso. 

CONSIDERANDO : 

Que  los  testigos  Juan  Enrique  Jallade, 
Amelia  Arriaga,  Gregorio  Gamboa  y  Olim- 
pia Recinos,  en  sus  respectivas  declaracio- 
nes están  de  acuerdo  en  lo  esencial  de  los 
hechos,  dan  razón  de  sus  dichos  y  no  apa- 
rece debidamente  establecido  que  tengan 
interés  directo  o  indirecto  en  la  causa  ni 
que  sean  parientes  dentro  del  grado  legal 
con  la  víctima  o  el  acusador;  por  lo  que 
son  idóneos  y  por  su  número  forman  ple- 
na prueba  en  contra  del  reo,  siendo  fun- 
dada su  aceptación  con  preferencia  a  los 
testigos  Virginia  Gutiérrez  y  Humberto 
Barrios  Martínez,  por  las  razones  expresa- 
das en  el  fallo  recurrido,  y  porque  éstos  es- 
tán en  menor  número  que  aquellos.  En 
consecuencia  la  Sala  no  pudo  infringir  los 
artículos  571,  574,  581  inciso  8o.,  583.  585  y 
586  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  al  no  tomar  en  cuenta  la 
confesión  del  reo  en  la  parte  con  que  este 
pretendió  calificarla,  procedió  de  acuerdo 
con  la  ley.  ya  que  aceptó  la  prueba  testi- 
fical antes  referida,  la  que  es  contraria  a 
la  circunstancia  calificativa;  y  aun  en  el 
supuesto  que  no  existieran  en  contra  de 
ésta  esas  declaraciones,  la  apreciación  — en 
su  caso — '  de  la  expresada  confesión  que- 
daría al  criterio  de  los  jueces  de  instancia. 
De  igual  modo  el  juicio  pericial  es  califi- 
cado según  las  circunstancias;  por  lo  que 
la  Sala  al  no  tomarlo  favorablemente,  obró 
de  acuerdo  con  esa  facultad  de  aprecia- 
ción que  le  dá  la  ley.  En  tal  virtud  no  pu- 
dieron ser  infringidos  los  artículos  614  y 
608  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  muerte  que  el  procesado  dió  a 
Hermógenes  Jeréz  Ovalle,  constituye  una 
acción  calificada  y  penada  en  el  Código 
Penal  ordinario  como  delito  de  homicidio; 
de  consguiente,  son  las  disposiciones  con- 
tenidas en  este  cuerpo  de  leyes  las  que  ri- 
gen el  presente  caso;  por  lo  que,  el  Tri- 
bunal sentenciador  al  fallar  aplicando  la 
pena  respectiva,  sin  tomar  en  cuenta  la 
atenuante  invocada  por  la  defensa  y  es- 
tablecida en  el  Código  Militar,  relativa  a 
la  buena  conducta  y  limpia  hoja;  de  servi- 


cios de  Arcadio  de  León,  hizo  recta  aplica- 
ción de  la  ley  penal  común;  máxime  que 
el  Código  Militar  dispone  que  por  los  deli- 
tos que  no  sean  militares,  se  apliquer  a 
los  que  gocen  del  fuero  de  guerra,  las  pe- 
nas que  las  leyes  respectivas  señalen.  Por 
otra  parte,  esa  circunstancia  no  puede  es- 
timarse análoga  a  alguna  de  las  enumera- 
das en,  el  articulo  22  del  Código  Penal  co- 
mún. Por  esas  razones,  no  fueron  infrin- 
gidos los  artículos  10,  22  inciso  ICO.  Códi- 
go Penal,  y  6o.  inciso  lo.  Código  Militar 
primera  parte. 

CONSIDERANDO1: 

Que  dada  la  forma  en  que  se  cometió  el 
delito,  según  las  declaraciones  que  se  to- 
maron en  cuenta  para  tenerlo  por  proba- 
do y  que  antes  se  examinaron,  no  puede 
admitirse  la  concurrencia  de  ninguna  de 
las  circunstancias  atenuantes  enumeradas 
en  los  incisos  lo.,  3o.,  4o.,  5o.,  y  6o.  del  ar- 
tículo 22  del  Código  Penal.  De  tal  modo 
que  al  no  considerarlas  el  Tribunal  sen- 
tenciador y  aplicar  la  pena  sin  modifica- 
ción, su  resolución  es  fundada,  contenien- 
do además  los  requisitos  legales;  por  lo 
que  no  pudieron  ser  infringidas  esas  dis- 
posiciones, ni  los  artículos  81  del  Código 
Penal,  4o.  y  732  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales.  ' 

CONSIDERANDO: 

Que  en  cuanto  al  artículo  XV  de  los  Pre- 
ceptos Fundamentales  de  la  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial,  constando  de  va- 
ríos  incisos  no  se  citó  por  el  recurrente  de 
modo  concreto  a  cuál  de  ellos  quiso  refe- 
rirse; vaguedad  que  impide  al  Tribunal 
entrar  al  examen  de  aquella  disposición. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damentó en  lo  dispuesto  en  los  artículos 
686,  690  Código  dé  Procedimientos  Pénales 
y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to, e  impone  al  recurrente  quince  días  de 
arresto,  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  cada  día.  Notifíquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrana  Mu- 
ñ0Zm  _  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
5  _  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario.    ,-;  :  ,  y, 
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CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Braul'o  de  Pa? 
Sum,  por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Si  la  prueba  ha  sido  aprecia- 
da en  conjunto  y  el  criterio  del  tribunal 
es  una  resultante  de  eea  manera  de  es- 
timar la  prueba,  no  es  procedente  en  ca- 
sac'ón  examinar  aisladamente  cada  ele- 
mento probatorio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes  se  examina  la  sen- 
tenc;a  que  con  fecha  treinta  de  septiem- 
bre próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Cuarta 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  proceso 
reeuido  contra,  Braulio  de  Paz  Sum  por  el 
delito  de  lesiones. 

El  veintisiete  de  marzo  próximo  pasado, 
Carlos  Ortiz  Alvarez,  comisario  de  la  po- 
licía nacional  de  Quezaltenango,  dió  parte 
al  Juez  Segundo  de  Paz  de  ese  lugar,  de 
estar  detenidas  Tomasa  Sum  y  María  Boj, 
quienes  habían  sido  conducidas  a  las  cua- 
tro horas  por  el  encargado  militar  del  can- 
tón "El  Rosario"  por  encubridoras  del  reo 
de  lesiones  Braulio  de  Paz,  quien  había  he- 
rido a  Mateo  Sac.  Este  al  ser  examinado, 
dijo:  que  en  aquella  fecha,  sábado  de  glo- 
ria, como  a  las  tres  horas,  en  ocasión  en 
ou°  se  dirigía  para  su  casa,  vió  que  un  in- 
dividuo en  el  callejón  donde  queda;  la  casa 
del  deponente,  estaba  saltando  unas  pare- 
des; al  reclamarle  por  qué  hacía  eso,  se  en- 
colerizó y  sacó  un  revólver,  golpeándolo 
con  el  cañón  de  esa  arma  y  se  puso  en  pre- 
cipitada fuga;  de  los  golpes  perdió  el  co- 
nocimiento; su  esposa,  Tomasa  Jocol,  soli- 
citó auxilio.  Además,  dijo  que  cuando  lo 
golpeó,  también  le  quitó  unos  anteojos,  los 
que  estima  en  dos  quetzales;  y  terminó  di- 
ciendo que  se  constituía  formal  acusador. 

María  Boj  de  Sum,  dijo  que  supo  que 
estaba  presa  debido  a  que  Braulio  de  Paz, 
individuo  que  vivía  en  Ja  misma  casa  que 
la  deponente,  en  la  noche  del  viernes  san- 
to para  amanecr  sábado,  le  había  pegado 
a  Mateo  Sac,  del  mismo  cantón;  pero  que 
ella  y  su  cuñada  Tomasa  Sum,  no  tuvieron 
qué  ver  en  el  pleito  de  dichos  individuos; 
sabe  que  la  esposa  de  Mateo  Sac  las  acu- 
sa porque  cree  que  ellas  fueron  las  que  es- 
condieron en  la  casa  a  Braulio  de  Paz,  lo 
nue  es  completamente  falso;  éste  solamen- 
te llegó  a  almorzar  el  viernes  y  ya  no  lo 


volvieron  a  ver;  que  como  el  individuo 
Braulio  de  Paz  está  acusado  de  haberle  pe- 
gado a  otro  señor,  que  se  le  capture  y  se  le 
imponga  el  castigo  de  ley.  Tomasa  Sum, 
al  ser  indagada,  se  produjo  en  los  mismos 
términos  que  la  anterior. 

Tomasa  Jocol  viuda  de  Gómez,  declaró: 
que  el  sábado  como  a  las  tres  horas,  llegó 
a  su  casa  F'élix  Tezó  y  le  refirió  que  en  la 
calle  otro  muchacho  le  pegaba  a  su  espo- 
so Mateo  Sac;  al  ir  donde  estaba  su  mari- 
rido,  lo  encontró  botado  en  la  calle  y  gol- 
oeado  por  todas  partes  del  cuerpo;  cerca 
de  él  estaba  el  individuo  que  le  pegó  y  que 
se  llama  Braulio  de  Paz;  al  reclamarle  por 
qué  le  había  pegado,  dicho  individuo  se  en- 
tró a  una  casa  donde  viven  Tomasa  Sum 
y  María  Boj ;  la  declarante  cree  que  éstas 
mujeres  lo  aconsejaron  para  que  se  entra- 
ra allí  y  evitar  asi  que  lo  capturaran;  que 
fué  a  pedir  auxilio  a  los  de  la  ronda,  pero 
como  de  Paz  ya  se  encontraba  escondido, 
el  auxilio  capturó  a  dicha-s  mujeres  a  quie- 
nes condujeron  a  la  detención. 

El  catorce  de  abril  de  este  año,  Brau- 
lio de  Paz  Sum  presentó  al  juez  un  escri- 
to, en  el  que  solicita  que  se  pida  el  infor- 
me médicolegal  de  las  lesiones  que  sufrió 
Mateo  Sac,  indicando  que  )o  hace  porque 
tiene  conocimiento  que  se  libró,  orden  de 
captura  en  su  contra  por  creérsele  autor 
del  delito  pesquisado,  lo  que  desde  luego 
niega. 

José  Victoriano  Limatuj  Mazariegos,  en- 
cargado militar  del  cantón  "El  Rosario", 
declaró:  que  como  a  las  tres  de  la  maña- 
na del  día  sábado  de  gloria,  cuando  esta 
ba  en  el  Mercado  Central,,  vió  a  una  in- 
dígena que  corría  por  dicho  lugar,  quien 
le  dijo  que  su  marido  estaba  golpeado  y 
que  el  auxiliar  del  cantón  lo  había  llevado 
a  la  primera  demarcación  de  policía;  más 
tarde  el  deponente  se  encaminó  por  la  ca- 
lle "La  Unión"  y  encontró  sentadas  en  una 
puerta  a  dos  mujeres,  quienes  estaban  cus- 
todiadas por  agentes  de  la  ronda  del  can- 
tón San  Bartolomé  y  las  condujeron  a  la 
detención. 

Está  agregado  a  los  autos,  el  informe 
médicolegal  de  los  golpes  sufridos  por  Ma- 
teo Sac,  en  el  que  consta  que  éste  presen- 
ta tres  heridas  contusas,  causadas  con  el 
cañón  de  un  revólver,  situadas:  la  prime- 
ra, en  la  región  parietal  izquierda,  de  dos 
centímetros;  la  segunda,  en  la  región  tem- 
poral y  pre-auricular  izquierda,  de  tres  cen- 
tímetros; y  la  tercera,  en  la  región  malar 
derecha,  de  un  centímetro;  interesaron 
piel,  tejido  celular  y  músculos.  Además 
presentaba  una  mordedura  en  el  dedo  me- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


417 


ñique  izquierdo  que  se  infectó,  producien- 
io  la  caída  temporal  de  la  uña.  Necesitó 
ie  veintidós  dias  de  asistencia  facultativa 
y  durante  ese  tiempo  no  pudo  dedicarse  a 
su  trabajo  habitual. 

Cristóbal  Guerra  Hernández,  miembro 
del  auxilio  militar,  expresó:  que  el  viernes 
santo  para  amanecer  sábado,  como  a  las 
tres  de  la  mañana,  el  deponente  en  unión 
de  Agapito  Boj,  cuidaban  el  orden  por  el 
cantón  "La  Transfiguración",  cuando  vie- 
ron que  un  individuo  herido  tocaba  la  casa 
del  alcalde  auxiliar;  al  salir  éste,  aquél 
les  refirió  que  había  peleado  con  Braulio 
de  Paz  y  a  consecuencia  de  eso  estaba  he- 
rido; su  agresor  lo  había  golpeado  con  una 
pistola  y  después  se  entró  a  una  casa  que 
les  señaló;  se  encaminaron  a  ésta  y  dos 
mujeres  salieron  a  abrir  y  manifestaron 
que  no  habían  visto  nada. 

Agapito  Boj  declaró  en  los  mismos  térmi- 
nos que  el  anterior. 

Félix  Tezó  Mlejia,  al  ser  examinado,  dijo; 
que  el  viernes  santo,  como  a  las  nueve  de 
la  noche,  se.  juntó  con  Mateo  Sac  de  quien 
es  amigo;  estuvieron  viendo  las  procesio- 
nes; llegaron  a  la  cantina  "La  Democra- 
cia" y  tomaron  aguardiente,  habiéndose 
embriagado  algo  pero  sin  perder  el  cono- 
cimiento; ya  bastante  tarde  de  la  noche, 
se  encaminaban  para  sus  casas  y  en  la 
calle  de  "La  Union",  observaron  que  un 
individuo  estaba  saltando  las  paredes;  que 
se  disponían  a  tomar  más  licor  en  una 
cantina  del  barrio,  cuando  ese  individuo 
a  traición  le  pegó  a  su  acompañante  Ma- 
teo Sac,  con  una  pistola,  en  la  cabeza,  di- 
ciéndoles  que  les  iba  a  disparar  tres  tiros 
a  cada  uno;  al  dicente  le  apuntó  con  su 
revólver;  por  ese  motivo  salió  huyendo 
y  fué  a  darle  aviso  a  la  familia  de  Sac 
para  que  lo  defendieran,  pues  el  deponen- 
te se  asustó  demasiado;  el  individuo  a 
que  se  refiere  es  Braulio  de  Paz;  dias  des- 
pués fué  al  Hospital  a  ver  al  herido  y,  en- 
tonces, se  dió  cuenta  que  todos  los  golpes 
los  presentaba  en  la  cabeza. 

Obtenida  la  captura  de  Braulio  de  Paz 
Sum,  fué  indagado  y  dijo:  que  el  viernes 
santo  veintiséis  de  marzo  entre  las  vein- 
ticuatro horas  y  cinco  horas  del  día  siguien- 
te, se  encontraba  por  "La  Democracia" 
acompañado  de  Jesús  y  Daniel  Soberanis  y 
Gregorio  Sac  Pac,  paseando;  que  amaneció 
en  este  lugar'  juntamente  con  sus  acompa- 
ñantes y  como  había  tomado  licor,  hasta 
embriagarse,  perdió  el  conocimiento;  y  ne- 
gó los  hechos  que  se  le  imputan.  Gregorio 
Sac  Pac,  Daniel  Soberanis,  Mateo  y  Jesús 
de  este  mismo  apellido,  dijeron  que  no  era 


cierto  que  hubieran  estado  en  compañía 
del  procesado  la  noche  de  autos. 

Elevado  a  plenario  el  proceso,  Braulio 
de  Paz,  no  se  conformó  con  el  cargo  que 
por  el  delito  de  lesiones  se  le  for- 
muló y  agregó,  que  Félix  Tezó  iba  a 
dejar  leña  a  la  casa  del  indagado  y  en 
cierta  ocasión  un  macho  que  conducía 
rompió  la  hoja  de  la  puerta  de  calle,  la 
cual  tuvo  que  pagar,  y  por  eso  debe  estar 
enojado;  por  una  equivocación  en  su  inda- 
gatoria dijo  que  Daniel  Soberanis  era  el 
que  había  estado  el  día  de  autos  en  su 
compañía  y  no  es  éste  sino  su  hermano 
que  responde  al  nombre  de  Pedro. 

Por  parte  del  acusador,  Mateo  Sac,  se 
rindieron  las  pruebas  siguientes:  a)  re- 
preguntas dirigidas  al  procesado  con  las 
que  nada  se  adelantó;  b)  repreguntas  di- 
rigidas &  María  Boj  de  Sum,  quien  al  con- 
testarlas dijo:  que  si  pidió  la  captura  de 
Braulio  de  Paz,  fué  porque  la  madre  de 
éste,  Lucía  Sum,  llegó  a  la  prisión  de  mu- 
jeres a  decirle  que  su  hijo  era  el  que  esta- 
ba sindicado  de  las  lesiones  sufridas  por 
Mateo  Sac  y  Cae;  que  supo  que  Braulio 
de  Paz  había  herido  a  Mateo  Sac  porque 
la  esposa  de  éste  lo  contaba  en  la  calle 
Repreguntada  Tomasa  Sum  Sacalxot,  se 
produjo  en  los  mismos  términos  que  la 
anterior. 

Por  parte  del  reo  se  rindieron  las  prue- 
bas siguientes:  a)  inspección  ocular  en  el 
lugar  de  autos,  con  asistencia  del  acusador 
y  del  procesado;  b)  ampliación  del  infor- 
me médico  en  el  que  consta:  que  las  ci- 
catrices que  presenta  Mateo  Sac  en  la  ca- 
ra, consecutivas  a  las  heridas  producidas 
por  el  cañón  de  un  revólver,  son  visibles  y. 
el  cirujano  informante  cree  que  no  desa- 
parecerán con  el  transcurso  del  tiempo; 
en  el  caso  remoto  de  no  haberse  infectado 
la  herida  por  mordedura  en  la  mano,  ha- 
bría curado  en  quince  días,  por  lo  menos; 
c)  declaraciones  de  Vicente  López  Morales 
y  Rodolfo  de  León  Ovalle,  quienes  contes- 
taron favorablemente  el  interrogatorio 
formulado  por  el  procesado  y  que  se  re- 
fiere a  que  el  sábado  de  gloria  de  este  año, 
como  a  las  dos  horas,  vieron  en  estado  de 
ebriedad  a  Mateo  Sac  y  Sac  y  a  Félix  Tezó 
por  el  barrio  de  "La  Transfiguración"; 
éstos  iban  dándose  de  bofetadas  y  se  diri- 
gieron para  la  calle  denominada  "La 
Unión"  en  son  de  riña;  pero  dichos  tes- 
tigos dicen  que  no  les  consta  si  aquellos 
riñeron.  En  las  respuestas  que  estos  tes- 
tigos dieron  a  las  repreguntas  dirigidas 
por  el  acusador,  incurrieron  en  varias 
contradicciones. 
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Para  mejor  fallar,  fué  examinado  Vir- 
gilio Aguilar,  quien  dijo  que  el  viernes 
santo,  para  amanecer  sábado  de  gloria, 
como  a  las  dos  y  media  o  tres  de  la  ma- 
ñana, llegó  a  su  casa,  en  donde  tiene  esta- 
blecida una  cantina.  Mateo  Sac,  ensan- 
grentado de  la  cabeza  la  cara  y  manos  y 
le  pidió  auxilio,  diciéndole  que  un  hombre 
lo  habia  herido  con  un  revólver;  que  con 
otros  miembros  de  la  ronda  militar  con- 
dujo al  lesionado  a  la  primera  demarca- 
ción. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra absuelto  a  Braulio  de  Paz  Sum  del  car- 
go que  se  le  formuló,  por  falta  de  prueba. 

Tramitada  la  segunda  instancia,  la  Sala 
revocó  esa  resolución  y  declara:  que  di- 
cho individuo  es  autor  de  los  golpes  y 
mordeduras  sufridos  por  Mateo  Sac,  por 
lo  que  le  impone  un  año  de  prisón  que 
cumplirá  en  la  Penitenciaría  Central;  y 
hace  las  demás  declaraciones  del  caso. 
Manda  a  certificar  lo  conducente  para  que 
en  pieza  separada  se  instruya  la  averigua- 
ción contra  los  testigos  López  Morales  y 
de  León  Ovalle  y  quien  los  propuso.  Se 
funda  la  condena  en  lo  siguiente:  a)  a 
Braulio  de  Paz  se  le  sindicó  desde  los  pri- 
meros momentos;  b)  dicho  individuo  co- 
nocía que  existían  órdenes  de  captura  en 
su  contra  y  solicitó  que  se  pidiera  el  in- 
forme de  las  lesiones  que  sufrió  la  vícti- 
ma; c)  días  después  del  hecho  fué  captu- 
rado en  su  casa;  d)  la  coartada  que  pre- 
tendió establecer  no  le  dió  resultado,  pues 
lo  desmintieron  los  testigos  que  propuso 
con  ese  fin.  Se  aprecian  también  en  su 
contra  las  declaraciones  de  los  testigos 
Félix  Tezó  y  Tomasa  Jocol  viuda  de  Gó- 
mez. Del  conjunto  de  esos  elementos  de 
prueba  la  Sala,  dá  por  establecido  que,  Paz 
Sum  es  el  autor  del  hecho  delictuoso. 

El  reo  con  auxilio  del  abogado  Ernesto 
Polanco,  interpuso  recurso  extraordinario 
de  casación  contra  ese  pronunciamiento, 
estimando  como  violados  los  artículos  563, 
571,  573,  575,  581  inciso  8o.,  586  inciso  3o., 
582  en  lo  que  se  refiere  al  artículo  581  en 
los  incisos  2,  4,  5,  6  y  7;  4,  14  Código  de 
Procedimientos  Penales;  67,  68  y  69  Código 
Penal;  XH  y  XXV  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial.  Se  señaló  día  para  la  vista; 
y  el  recurrente  alegó  las  razones  en  que 
pretende  fundar  su  recurso. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  funda  la  condena  del  pro- 
cesado en  la  declaración  del  testigo  pre- 
sencial Félix  Tezó,  y  en  los  hechos  relati- 


vos a  haber  sido  desmentido  el  reo  por  las 
personas  que  propuso  para  establecer  la 
coartada  a  que  estando  pendiente  de  cap- 
tura y  teniendo  conocimiento  de  ésto  haya 
solicitado  que  se  obtuviera  el  informe  mé- 
dicolegal  de  las  lesiones  que  sufrió  la  víc- 
tima y  a  la  sindicación  que  le  hizo  Toma- 
sa Jocol  viuda  de  Gómez.  En  el  fondo, 
pues,  el  Tribunal  apreció  en  conjunto  la 
prueba  dándole  valor  pleno;  su  criterio  es 
una  resultante  de  esa  manera  de  estimar 
los  elementos  probatorios.  De  tal  modo 
que  no  se  puede  tomar  aisladamente  cada 
uno  de  ellos  para  examinarlo,  ya  que  no 
fué  esa  la  manera  como  procedió  la  Sala. 
Si  ésta  al  referirse  a  la  declaración  de  la 
testigo  últimamente  nombrada,  expresa 
que  también  le  concede  valor  probatorio, 
no  obstante  que  es  concubina,  del  ofendido 
y  que,  como  se  alega,  no  está  comprendi- 
da en  los  casos  exceptuados  por  la  ley,  ni 
es  permitido  aplicar  ésta  por  su  espíritu 
cuando  el  tenor  de  la  misma  es  claro,  ello 
no  constituye  error  de  derecho  que  pueda 
influir  decisivamente  en  la  apreciación  en 
conjunto  de  las  pruebas  hechas  por  el 
Tribunal  de  segundo  grado.  De  tal  modo 
que  no  pudieron  ser  infringidos  los  articu- 
les XII  y  XIV  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  4.  568,  571,  5821  en  relación  con  el 
581  incisos  2,  4,  5,  6  y  7  575,  581  inciso  8o., 
586  inciso  3o.  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  y  en  lo  que  se  refiere  a  los 
artículos  14  y  573  del  cuerpo  de  leyes  últi- 
mamente citado,  no  se  examinan  por  no 
precisar  el  inciso  o  incisos  a  que  quiso  re- 
ferirse el  recurrente. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  pena  de  un  año  de  prisión  co- 
rreccional, es  la  que  corresponde  al  proce- 
sado como  autor  del  delito  de  lesiones, 
dados  los  hechos  establecidos  en  autos; 
por  lo  que  siendo  esa  la  pena  que  impuso 
la  Sala,  no  pudo  infringir  los  artículos  67, 
68  y  69  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  improcedente  el  recurso  inter- 
puesto e  impone  al  recurrente  quince  días 
de  arresto,  conmutables  a  razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  cada  día.  Notifi- 
quese  y  con    certificación  de  lo  resuelto, 
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devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Ral.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra,  Rwenda  Leonardo  por  el 
delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  La  falta  de  intención  de  cau- 
sar un  mal  grave  como  el  producido,  se 
ha  de  inferir  de  la  situación  moral  del 
inculpado  en  el  momento  de  la  acción 
y  del  modo,  forma  y  accidentes  con  que 
y  como  se  realizara  el  delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
veintitrés  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación 
y  con  sus  respectivos  antecedentes  la  sen- 
tencia de  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, fecha  siete  de  septiembre  retropró- 
ximo, dictada  en  la  causa  que  por  el  de- 
lito de  lesiones  se  siguió  en  el  Juzgado  de 
la.  Instancia  de  Zacapa,  contra  Rosenda 
Leonardo. 

RESULTA: 

Que  el  veintiuno  de  abril  último,  la  Co- 
misaría de  Zacapa  puso  a  disposición  del 
Juez  de  Paz  de  la  misma  cabecara  a  Maxi- 
mino y  a  Rosenda  Leonardo,  conducidos  lu 
noche  anterior  por  pedido  de  José  Antonio 
Salguero,  porque  le  había  dado  de  bofeta- 
das el  primero  y  la  segunda  le  ocasionó  un 
golpe  en  la  nariz  con  una  piedra  que  le 
arrojó;  que  ese  hecho  pasó»  así:  que  la  no- 
che de  autos,  dice  José  Antonio  Salguero, 
se  dirigió  a  casa  de  Maximino  a  reclamar- 
le por  qué  le  había  pegado  a  su  sobrino 
Samuel  Orellana,  y  cuando  se  encontró 
con  él  y  su  hermana  Rosenda  le  hizo  el  re- 
clamo, a  lo  que  contestó  aquél  que  no  te- 
nía por  qué  hacerle  ningún  reclamo  y  lo 
agarró  a  bofetadas,  y  en  la  lucha  cayeron 
al  suelo  de  donde  se  desprendió  y  ya  cuan- 
do se  marchaba  para  su  casa.  Rosenda  le 
tiró  una  piedra  que  le  pegó  en  la  nariz;  que 
llegando  en  ese  momento  la  policía  que 
él  mismo  había  llamado  para  que  conduje- 
ran a  Maximino  por  haberle  pegado  a  su 
sobrino,  condujeron  a  los  Leonardo  y  a  éi 


TRIBUNALES  419 

al  Hospital  Nacional;  que  el  hecho  lo  pre- 
senciaron Carlos  Estrada,  Rodolfo  Mora- 
les, Olivia  Franco  y  Julio  Juárez. 

Olivia  Franco,  dice:  que  vió  a  dos  indi- 
viduos luchando,  al  salir  por  los  gritos  de 
la  menor  Gloria  Salguero,  viendo  que  Ma- 
ximino Leonardo  estaba  sobre  José  Anto- 
nio Salguero  y  le  daba  de  bofetadas,  pero 
al  desprenderse  éste  y  cuando  ya  se  iba, 
Rosenda  Leonardo  le  arrojó  una  piedra 
acertándosela  en  la  nariz;  que  si  no  llega 
la  policía  la  Leonardo  hubiera  seguido  arro- 
jándole piedras  porque  tenía  otras  en  la 
mano;  que  ignora  el  motivo  del  hecho  y 
que  después  la  policía  condujo  a  los  Leo- 
nardo y  a  Salguero.  Caries  Estrada  se  pro- 
dujo en  iguales  o  parecidos  términos.  Ro- 
dolfo Morales  supo  el  hecho  por  referen- 
cias. 

Maximino  Leonardo,  expuso:  que  como 
a  las  veinte  horas  del  dia  de  autos  esta- 
ba acostado,  pero  en  la  calle  hacían  mu- 
cha bulla  unos  niños,  por  lo  que  se  le- 
vantó a  decirles  que  se  callaran;  entonces 
el  menor  Samuel  Orellana  arrojó  una  pie- 
dra para  su  casa,  por  lo  que  lo  corrió  con 
un  chicote  para  asustarlo;  se  quedó  para- 
do en  la  puerta,  con  su  hermana  Rosen- 
da; que  estando  allí   llegó   José  Antonio 
Salguero  a  decirle  que  por  qué  le  había 
pegado  a  su  sobrino,  que  por  qué  no  se  po- 
nía con  él,  diciéndole:  "huevón  metete  con 
migo,  no  con  los  patojos",  y  otros  insultos 
y  le  tiró  un  puntapié  que  le  dió  en  el  estó- 
mago; por  ésto  se  le  fué  para  encima,  aga- 
rrándose ambos  a  la  lucha  y  cayeron  al 
suelo,  dándose  de  bofetadas;  al  caer  Sal- 
guero se  golpeó  la  nariz;  que  luego  que  de- 
jaron de  luchar,  su  hermana  Rosenda  en- 
tró al  declarante  a  su  casa,  pero  que  ella 
no  intervino  en  la  riña.  Rosenda  Leonar- 
do, dije:  después  de  haberse,  producido  de 
acuerdo  con  su  hermano;  que  ella  le  ha- 
bía arrojado  un  pedazo  de  ladrillo  a  Sal- 
guero con  el  que  lo  lesionó  en  la  nariz;  y 
fué  en  defensa  de  su  hermano,  porque 
creyó  que  Salguero  lo  iba  a  matar,  quien 
llegó  con  una  cuchilla  y  ella  estaba  muy 
enojada.  El  Cirujano  Departamental,  Doc- 
tor Julio  Quevedo,  informó:  que  José  An- 
tonio Salguero,  presentaba  una  herida  con- 
tusa en  el  dorso  de  la  nariz,  que  interesó 
la  piel,  tejido  celular  subcutáneo,  causan- 
do la  fractura  de  los  huesos  propios  de  la 
nariz,  que  curará  en  doce  días,  sin  que  que- 
de ningún  impedimento  funcional  ni  de- 
formidad; pero  sí  cicatriz  visible. 

Recibidas  las  primeras  diligencias  en  el 
Juzgado  Departamental,  se  redujo  a  pri- 
sión por  el  delito  de  lesiones  a  Rosenda 
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Leonardo,  y  sentenciados  económicamen- 
te por  faltas  contra  el  orden  público,  Ma- 
ximino Leonardo  y  José  Antonio  Salguero. 
En  ese  Tribunal  fueron  examinados:  el 
inspector  de  policía  Víctor  M.  Solis,  quien 
dijo:  que  el  día  de  autos  oyó  que  pedían 
auxilio  con  "gorgorito"  y  al  dirigirse  al 
lugar  donde  provenían,  vió  que  el  agente 
Porfirio  Pérez  traía  capturados  a  los  Leo- 
nardo y  a  Salguero  quien  "estilaba"  san- 
gre de  la  nariz,  de  una  pedrada  arrojada 
por  Rosenda  Leonardo,  según  dijeron  en 
ese  momento.  El  agente  Pérez,  expuso: 
que  le  avisaron  que  en  la  segunda  Calle 
estabana  riñendo  unos  individuos,  por  lo 
que  se  apersonó  allí;  pero  cuando  llegó  ya 
había  pasado  el  hecho,  encontrando  a  Sal- 
guero golpeado  de  la  nariz;  allí  supo  que 
Rosenda  era  la  causante  de  la  lesión  por 
lo  que  procedió  a  la  captura.  El  menor 
Samuel  Orellana.  manifestó:  que  estando 
en  la  calle  jugando  a  las  "chibolas"  con 
Humberto  Buezo.  llegó  Maximino  Leonar- 
do y  lo  bañó  con  una  "pana"  de  orines; 
después  se  fué  a  cambiar  camisa  y  volvió 
a  una  cantina  frente  a  la  casa  de  Leonar- 
do; estando  platicando  con  un  muchacho 
de  nombre  Tomás,  Leonardo  lo  tomó  del 
pelo  y  lo  pateó;  ya  estaba  quitándose  el 
cincho  para  darle  con  él,  cuando  llegó  su 
hermanita  Berta  Lidia  Salguero  y  fué  a 
darle  aviso  a  su  tío  José  Antonio  Salgue- 
ro, quien  luego  llegó  y  mandó  a  traer  dos 
agentes;  entonces  Leonardo  le  dijo  que  si 
quería  pelear,  pero  su  tío  dijo  que  no  ha- 
bía salido  a  eso;  Leonardo  en  ese  momen- 
to le  pegó  a  su  tío  una  "pescozada"  que  lo 
botó  al  suelo  donde  le  siguió  pegando;  que 
ya  se  estaba  levantando  cuando  llegó  Ro- 
senda Leonardo  con  tres  piedras,  arroján- 
dole una  que  le  acertó  en  la  nariz  que- 
brándosela; que  ya  le,  iba  a  tirar  las  otras 
cuando  sus  hermanitas  gritaron,  y  llegó  la 
policía.  La  menor  Gloria  Ester  Salguero, 
dijo:  que  estaba  jugando  con  unas  "pato- 
jas" cuando  vió  que  Maximino,  (no  sabe 
el  apellido),  le  pegaba  a  Samuel  Orellana; 
que  entonces  salió  el  papá  de  la  dicente, 
José  Antonio  Salguero  a  reclamarle,  res- 
pondiéndole "Chimino":  "aunque  le  pego 
a  usted  también,"  y  se  le  fué  para  encima; 
que  en  eso  salió  Rosenda  Leonardo  con  tres 
piedras  en  la  mano,  y  le  arrojó  una  a  su 
papá  que  le  pegó  en  la  nariz,  por  lo  que  la 
declarante  gritó  y  salió  don  Carlos  Estra- 
da palmeteándoles  a  los  que  estaban  pe- 
leando y  les  dijo:  "qué  es  eso";  llegó  la  po- 
licía y  se  llevaron  a  su  papá,  a  los  Leonar- 
do y  al  menor  Orellana. 


Elevada  la  causa  a  plenario,  se  abrió  a 
prueba  durante  la  cual  se  amplió  el  infor- 
me del  Doctor  Quevedo  quien  dijo:  que  al 
ofendido  le  quedó  cicatriz  visible  y  defor- 
midad definitiva  en  la  nariz,  quedándole 
dicha  deformidad  por  no  haber  recibido 
el  herido  asistencia  médica  adecuada;  se 
examinaron  a  las  personas  siguientes: 
Juan  José  Castañeda,  Porfirio  de  Paz  e 
Isabel  Esquivel,  quienes  declararon  que  la 
reo  es  pobre  y  vive  de  su  trabajo  personal. 
Para  mejor  fallar,  se  examinaron  a  Julio 
Juárez  y  Rodolfo  Morales;  éste  se  produjo 
en  los  mismos  términos  que  en  su  decla- 
ración anterior.  Juárez,  dijo  no  constar- 
le de  vista  el  hecho,  encontrando  ya  heri- 
do de  la  nariz  a  Salguero,  quien  le  mani- 
festó que  una  mujer  le  había  dado  una  pe- 
drada en  la  cara  cuando  peleaba  con  Ma- 
ximino. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  a-quo, 
dictó  su  sentencia,  imponiendo  a  la  reo  la 
pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor,  de- 
jando suspensa  por  dos  años  >la  sentencia 
de  conformidad  con  las  facultades  que  le 
da  el  artículo  51  del  Código  Penal,  por  ser 
primera  vez  que  delinque*  la  Leonardo,  co- 
mo que  no  aparecen  en  su  contra  antece- 
dentes penales  y  que  la  pena  que  le  co- 
responde  no  excede  de  un  año  de  priva- 
ción de  su  libertad.  La  pena,  de  seis  meses 
de  arresto  mayor  la  deduce  de  que  la  de- 
formidad que  le  quedó  al  ofendido,  es  con- 
secutiva de  la  falta  de  asistencia  adecua- 
da y  no  debe  perjudicar  al  reo  sino  a  la 
víctima,  quien  debe  sufrir  las  consecuen- 
cias de  su  descuido  o  tal  vez  de  su  segun- 
da intención,  tomando  en  cuenta  el  tiem- 
po (12  días)  que  tardó  en  sanar,  para  el 
efecto  de  la  imposición  de  la  pena. 

Elevada  la  causa  en  apelación  de  este 
fallo,  por  haherse  alzado  el  acusador,  a  pe- 
dimento del  Fiscal  el  Cirujano  del  Hospital 
de  Zacapa  Doctor  Oscar  Waldheim,  infor- 
mó: que  José  Antonio  Salguero  se  presen- 
tó al  Hospital  acompañado  de  un  agente  de 
la  policía,  para  curarse  una  contusión  que 
sufrió  en  la  nariz,  no  habiendo  querido 
asilarse  en  el  establecimiento  a  pesar  de 
haberle  dicho  que  era  necesaria  su  hospi- 
talización. Le  fueron  practicadas  tres  cu- 
raciones más;  se  me  informa  — i  dice  que 
el  enfermero  en  cirugía  le  hizo  tres  cura- 
ciones que  seguramente  descuidó  el  mismo 
Salguero,  no  habiéndose  presentado  más, 
no  obstante  haberle  prevenido  que  lo  hi- 
ciera por  lo  que  ni  siquiera  se  le  pudieron 
tomar  los  datos  para  ser  asentados  en  el 
libro  respectivo  como  se  acostumbra.  Se- 
guramente por  el  descuido  —  sigue  dicien- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


421 


do  —  que  haya  tenido  el  mismo  Salguero 
en  sus  curaciones,  le  quedó  la  deformidad 
a  que  se  refiere  el  Doctor  Julio  Quevedo 
en  su  informe  del  primero  de  Julio.  El 
Doctor  Quevedo,  dijo  en  su  último  infor- 
me pedido  por  la  Sala:  que  la  deformidad 
definitiva  que  le  quedó  a  Salguero  como 
secuela  del  traumatismo  sufrido,  consiste 
en  que  la  nariz,  en  vez  de  su  forma  recta 
natural,  se  presenta  en  la  actualidad,  de- 
bido a  la  fractura  y  consolidación  de  lo', 
huesos,  con  el  dorso  en  forma  de  S.  dándo- 
le a  la  cara  una  expresión  distinta  de  la 
que  antes  tenía.  Oido  nuevamente  el  Fis- 
cal, expuso:  que  la  prueba  que  existe  con- 
tra la  reo,  es  plena,  y  respecto  a  la  pena, 
debe  ser  la  de  tres  años  de  prisión  correc- 
cional, por  haberle  quedado  al  ofendido 
deformidad  en  el  cara,  ya  que  la  nariz  le 
auedó  en  la  forma  indicada  por  el  Doctor 
Quevedo;  y  que  todo  delincuente  es  res- 
ponsable de  los  hechos  que  comete  y  de 
sus  naturales  consecuencias. 

La  Sala,  confirmó  el  fallo  llegado  en  ape- 
lación, con  la  reforma  de  que  la  pena  que 
le  corresponde  a  Rosenda  Leonardo  es  la 
de  tres  años  de  prisión  correccional,  reba- 
jada en  una  tercera  parte  por  haber  obra- 
do impulsada  con  ofuscación  y  coraje  que 
.ce  produjo  en  su  ánimo  de  mujer,  al  ver 
que  su  hermano  estaba  en  el  suelo  a  con- 
secuencia de  la  riña  con  Salguero.  La  Sa- 
la sentenciadora  se  funda  en  que,  a  Sal- 
guero le  quedó  el  dorso  de  la  nariz  en  for- 
ma de  S.  lo  que  determina  la  desfiguración, 
no  siendo  imputable  al  propio  Salguero  esa 
irregularidad  anatómica,  por  su  descuido 
en  las  curaciones  por  razones  lógicas,  y  sí 
a  la  reo,  ya  que  el  que  comete  un  delito 
es  responsable  no  solo  de  él,  sino  también 
de  sus  consecuencias  directas  y  determi- 
nantes, como  en  e\  caso  contemplado. 

La  reo  con  auxilio  del  Abogado  Francis- 
co Carrillo  Magaña,  interpuso  contra  este 
último  pronunciamiento,  recurso  de  casa- 
ción, denunciando  como  infringidos  los  ar- 
tículos 11,  12,  22  incisos  3o.  y  5o.  y  51  del 
Código  Penal. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  además  de  la  circunstancia  atenuan- 
te que  analiza  la  Sala  sentenciadora  a  fa- 
vor de  la  reo  Rosenda  Leonardo  Cordón,  o 
sea  la  de  haber  procedido  en  la  comisión 
del  hecho  investigado  impulsada  por  la 
ofuscación  y  coraje  que  produjo  en  su  áni- 
mo de  mujer,  al  ver  que  su  hermano  Ma- 
ximiliano Leonardo  estaba  en  el  suelo  a 


consecuencia  de  la  riña  que  sostenía  con 
José  Antonio  Salguero,  existe  también  la 
de  no  haber  tenido  la  reo  intención  de 
causar  un  mal  de  tanta  gravedad  como  el 
que  produjo,  y  por  consiguiente  al  no 
apreciarlo  así  el  Tribunal  sentenciador  in- 
fringió los  artículos  22  inciso  3o.  del  Códi- 
go Penal,  por  lo  que  la  casación  es  proce- 
dente. Artículo  687  Procedimientos  Pena- 
les. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  responsabilidad  de  Rosenda  Leo- 
nardo como  autora  del  delito  de  lesiones  in- 
feridas a  José  Antonio  Salguero,  quedó 
plenamente  comprobada  con  las  declara- 
ciones de  los  testigos  presenciales  Olivia 
Franco  Pineda  y  Carlos  Estrada  Gonzá- 
lez y  con  la  propia  confesión  de  la  enjui- 
ciada. Artículo  259,  568,  570,  571,  573  y 
609  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

i 

Que  la  pena  que  corresponde  aplicarle 
en  conformidad  con  el  informe  médico  le- 
gal, es  la  de  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal, rebajados  en  sus  dos  terceras  partea, 
por  concurrir  como  ya  se  dijo  dos  circuns- 
tancias atenuantes  muy  calificadas.  Ar- 
tículos 309  inciso  3o.,  22  incisos  3o.  y  10., 
y  81  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  con- 
formidad con  las  leyes  citadas  y  lo  que 
disponen  los  artículos  729  y  732  Procedi- 
mientos Penales;  233  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  CASA  Y  ANULA  la  ejecu- 
toria respectiva  y  resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal declara:  que  Rosenda  Leonardo  es 
autora  del  delito  de  lesiones  cometido  en 
la  persona  de  José  Antonio  Salguero,  por 
lo  que  le  impone  lai  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional,  rebajados  en  sus  dos 
terceras  partes  por  las  circunstancias  ate- 
nuantes ya  enumeradas,  quedándole  en 
consecuencia  la  pena  reducida  a  un  año 
de  prisión  correccional;  le  permite  con- 
mutar la  pena  impuesta  en  sus  dos  terce- 
ras partes  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día,  pena  quei  con  abono  de  la 
prisión  sufrida  desde  el  auto  de  bien  presa 
deberá  cumplir  en  la  cárcel  de  mujeres 
de  ésta  capital;  le  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito;  y  a  reponer  el  papel  empleado  en 
la  causa;  por  último  también  le  obliga  en 
conformidad  con  el  Decreto  Gubernativo 
número  1349,  a  pagar  las  cuatro  curacio- 
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nes  que  se  le  hicieron  a  José  Antonio  Sal- 
guero en  le  Hospital  del  Departamento  de 
Zacapa.  Notifiquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Francisco  Tixta  Ixpatac 
y  Brigido  Reyes,  por  el  delito  de  hurto 
de  semovientes. 

DOCTRINA:  La  circunstancia  de  atenua- 
ción determinada  por  el  inciso  8o.  del 
articulo  22  del  Código  Penal,  está  inte- 
grada por  dos  elementos  a  saber:  a)  la 
presentación  del  sujeto  activo  del  delito 
antes  de  ser  perseguido 'como  culpable; 
y  b)  la  confesión  del  hecho  punible  que 
se  le  imputa. 

La  pena  que  corresponda  infligir  al  reo 
procede  rebajarla  en  sus  dos  terceras 
partes,  solamente  en  el  caso  de  que  con- 
curran dos  circunstancias  atenuantes 
muy  calificadas. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés' de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  el  procesó  instruido  con- 
tra Domingo  Tixta  lxpatac  y  Brigido  Re- 
yes por  el  delito  de  hurto  de  semovientes. 

RESULTA: 

Que  Guillermo  Reyes  se  presentó  el  vein- 
tidós de  Marzo  del  corriente  año,  ante  el 
Juez  de  Paz  de  Chicaj  acusando  a  Pedro 
Tixta  Lxpatac  por  el  delito  de  hurto  de 
semovientes,  en  virtud  de  que  lxpatac  le 
había  vendido  a  Marcelino  Cuellar,  quien 
reside  en  el  caserío  denominado  "Las  Te- 
jas", una  vaca  bermeja,  mocha,  de  perte- 
nencia, y  marcada  con  el  hierro  que  a  su 
favor  había  matriculado  su  señora  madre 
María  Santos  lxpatac.  Reyes  juntamente 
con  su  escrito  de  acusación  acompañó  la 
certificación  expedida  por  el  Secretario 
de  la  Intendencia  Municipal  de  San  Mi- 
guel Chicay,  en  que  consta:  que  el  veinti- 


nueve de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  seis,  la  referida  señora  Ixpatacma- 
iricu'ló  el  hierro  que  usará  para  señalar 
su  ganado,  y  que  consiste  en  la  figura  que 
aparece  dibujada  en  el  documento  de  que 
se  trata. 

Se  tomó  declaración  a  Marcos  Reyes  lx- 
patac de  once  años  de  edad,  hermano  del 
acusador,  y  a  Marcelino  Castro  Morente, 
quines  expusieron:  el  primero,  que  el  diez 
y  nueve  de  Marzo,  regresaba  de  esta  capi- 
tal (Guatemala)  acompañado  de  su  her- 
mano Guillermo,  y  en  el  lugar  denominado 
"Las  Tejas",  en  la  morada  de  Marcelino 
Castro  estaban  descansando,  cuando  unas 
vacas  se  acercaron  al  sitio  en  donde  su  ca- 
ballo comía  tusas  y  entre  estas  vió  a  una 
mocha  bermeja,  igual  a  una  vaca  que  ha- 
bía desaparecido  de  los  terrenos  de  San 
Rafael,  y  al  acercarse  su  hermano  a  ese 
semoviente,  observó  que  era  de  su  propie- 
dad, pues  tenía  las  señales  y  hierro  que  su 
señora  madre  María  Santos  lxpatac  usa 
para  distinguir  su  ganado,  y  además,  la 
mencionada  vaca  estaba  marcada  con  un 
hierro  extraño;  y  que  su  hermano  pudo 
averiguar  que  Pedro  Tixta  lxpatac  la  ha- 
bía vendido  a  Marcelino  Cuellar  el  semo- 
viente ya  mencionado.  El  segundo,  dijo: 
que  al  notar  Guillermo  Reyes  que  una 
vaca  bermeja  estaba  mercada  con  su  hie- 
rro, la  amarró  para  presentarla  a  la  auto- 
ridad; y  que  el  declarante  solamente  le  di- 
jo a  Reyes  que  ese  semoviente  pertenecía 
a  su  patrón  Toribio  Cuellar,  por  que  igno- 
raba los  pormenores  del  asunto  sobre  el 
cual  le  interrogó  aquel  señor. 

Los  expertos  Ricardo  Ortíz  Alvarez  y 
Pascual  Hernández  Cuquiej  manifestaron 
haber  reconocido  una  vaca  mocha,  ber- 
meja, hosca,  con  pringas  blancas,  y  una 
ternera  bermeja  sarda,  señalada  con  "un 
bocado"  en  la  parte  inferior  de  la  oreja 
derecha,  y  otro  "bocado  y  orcón"  en  la 
oreja  izquierda.  La  mencionada  vaca  es- 
tá marcada  con  cuatro  hierros,  tres  de  es- 
tos, bien  quemados  y  el  otro  no;  de  dichos 
hieros,  uno  tiene  la  forma  de  una  T.  y 
aparece  en  el  carrillo  izquierdo  (mal  que- 
mado), otro  en  el  anca  derecha  y  figura 
una  Rn.;  y  el  tercero  en  el  cachete  dere- 
cho y  parece  una  R.;  que  por  las  figuras 
de  los  últimos  hierros  sospechan  que  la 
vaca  ha  sido  hurtada  y  "venteada"  con 
otro  hierro  que  se  quiso  imitar.  Los  peri- 
tos ampliando  su  dictámen  manifestaron 
lo  que  sigue:  que  la  marca  con  que  está 
herrado  el  semoviente  en  el  cachete  iz- 
quierdo (una  T),  se  encuentra  sobre  otro 
de  la  misma  forma  y  aparece    hecha  re- 
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cientemente;  y  el  hierro  del  carrillo  dere- 
cho (una  R),  es  aún  más  reciente  que  la 
marca  anterior;  que  el  primero  tiene  co- 
mo dos  meses  de  haber  sido  puesto  y  el 
segundo  cuatro  meses,  poco  más  o  menos; 
y  que  a  la  vaca  le  dan  el  valor  de  seis 
quetzales. 

Interrogado  Pedro  Tixta  Ixpatac  expu- 
so: que  según  le  dijo  don  Antonio  Guz- 
mán  Comandante  Local  de  "La  Canoa", 
fué  detenido  por  haber  ido  a  ofrecer  en- 
venta  una  vaca  a  José  Antonio  Cuellar, 
por  recomendación  que  le  hizo  su  herma- 
no Domingo  Tixta  Ixpatac,  el  seis  o  siete 
de  Diciembre  del  año  anterior  (1936),  y 
por  habérselo  dicho  su  referido  hermano, 
se  enteró  de  que  ese  semoviente  lo  había 
comprado  en  San  Rafael,  Municipio  de 
San  Miguel  Chicaj,  pero  ignora  a  que  per- 
sona, y  además  Domingo  le  dijo  que  por 
no  haber  podido  llegar  José  Antonio  a  ver 
la  vaca,  la  había  vendido  a  César  Cuellar. 
hermano  de  dicho  señor. 

El  primero  de  Abril  del  corriente  año, 
se  presentó  voluntariamente  ante  el  Juez 
Departamental  de  Baja  Verapáz,  Domingo 
Tixta  Ixpatac,  quien  al  ser  interrogado, 
dijo:  que  la  vaca  de  que  se  trata  la  com- 
pró el  seis  de  Diciembre  del  año  retro- 
próximo en  San  Rafael,  Municipio  de  San 
Miguel  Chicaj,  a  Brígido  Reyes,  primo 
hermano  de  Guillermo  del  mismo  apelli- 
do, en  presencia  de  Casimiro  García  y  la 
mujer  de  Brígido,  el  negocio  lo  efectua- 
ron en  la  casa  de  Reyes  a  quien  entregó 
siete  quetzales,  precio  de  la  venta,  para 
"ventearla",  su  vendedor  fué  a  traer  el 
hierro  que  pertenece  a  Guillermo  Reyes 
y  marcó  la  mencionada  vaca,  la  cual  es 
sarda  de  bermejo,  algo  hosca,  mocha,  de 
seis  años  de  edad,  poco  más  o  menos,  mar- 
cada en  la  pierna  derecha  con  el  hierro  de 
Reyes,  sin  tener  otro  diferente,  hierro  que 
se  encuentra  dibujado  en  el  documento 
que  obra  al  folio  tres  de  los  autos;  que  no 
recuerda  cuales  son  las  señales  que  acos- 
tumbra poner  en  las  orejas  a  los  semo- 
vientes, pero  la  vaca  sí  está  señalada. 

Casimiro  García  Pérez  dijo:  que  el  seis 
de  Diciembre  del  año  retropróximo,  Do- 
mingo Tixta  Ixpatac  le  habló  para  que  le 
ayudara  a  conducir  una  vaca  que  había 
comprado  en  San  Rafael,  como  a  las  ocho 
horas,  se  dirigieron  directamente  a  la  casa 
de  Brígido  Reyes,  quien  tenía  amarrada  la 
mencionada  vaca,  la  cual  es  sarda  de  hos- 
co, de  regular  tamaño,  mocha  y  estaba 
preñada;  que  Brígido  "venteó"  el  semo- 
viente con  el  hierro  de  su  primo  Guiller- 
mo Reyes,  según  dijo  que  Tixta  Ixpatac 


pagó  a  su  vendedor  siete  quetzales,  suma 
en  que  habían  convenido  al  efectuar  el 
negocio;  y  que  a  los  pocos  días  Domingo 
vendió  la  vaca  a  César  Cuellar;  que  cuan- 
do llegaron  a  traer  la  mencionada  vaca, 
solamente  estaba  la  mujer  de  Reyes;  y 
que  ignora  donde  compró  Brígido  el  suso- 
dicho semoviente. 

Guillermo  Reyes  ratificó  nuevamente  su 
memorial  de  acusación,  agregando  que 
nunca  le  ha  dado  prestado  a  Brígido  Re- 
yes su  hierro;  que  vió  a  este  individuo  en 
su  casa  situada  en  San  Rafael,  el  miérco- 
les treinta  y  uno  de  Marzo  (1937),  pero 
últimamente  ya  no  le  ha  visto  ahí;  dicho 
sujeto  no  es  dueño  de  semovientes  ni  tie- 
ne hierro  para  marcar  ganado;  que  igno- 
ra si  Brígido  le  vendió  a  Tixta  Ixpatac  la 
referida  vaca  y  hacía  ya  algún  tiempo 
que  no  le  hablaba  a  Brígido  Reyes. 

Pilar  Santiago,  concubina  de  Brígido 
Reyes,  expuso:  que  Reyes  vendió  dos  va- 
cas de  su  propiedad,  una  hosca  y  otra  ove- 
ra, ambas  con  cuernos,  no  conoce  a  los 
compradores  ni  vió  que  Brígido  haya  ven- 
dido una  vaca  hosca  y  mocha;  que  Reyes 
tenía  su  hierro  en  forma  de  B.  pero  se  le 
perdió;  y  que  el  treinta  y  uno  de  Marzo, 
Brígido  estuvo  en  su  casa,  y  ese  mismo 
día  se  fué  a  trabajar  al  terreno  de  Nico- 
lás Bedoya,  situado  en  Chivac. 

Lograda  la  captura  de  Brígido  Reyes  fué 
interrogado  y  dijo:  que  es  primo  herma- 
no de  Guillermo  Reyes,  y  conoce  solamen- 
te "de  vista"  a  Domingo  Tixta  Ixpatac; 
que  conoce  el  ganado  vacuno  de  Guiller- 
mo Reyes  y  de  María  Santos  Ixpatac,  por 
que  el  hierro  con  que  está  marcado,  per- 
teneció a  Rosalio  Reyes,  marido  de  la 
mencionada  María  Santos;  que  el  tres  de 
Diciembre  del  año  próximo  pasado,  salió 
en  dirección  a  la  finca  denominada  "Las 
Viñas"  ahí  trabajó  durante  treinta  y  tres 
días  consecutivos,  según  constaba  en  su 
libreto,  el  cual  tuvo  a  la  vista  el  Juez  que 
conocía  de  la  causa,  siendo  caporal  de  la 
cuadrilla  Mateo  Asetún,  y  pudiendo  de- 
clarar Micolás  Hernández  y  Santiago  del 
mismo  apellido,  que  había  llegado  a  la 
mencionada  finca,  el  domingo  seis  de  Di- 
ciembre (1936).  Negó  Reyes  haber  vendi- 
do el  semoviente  de  referencia  a  Domingo 
Tixta  Ixpatac,  y  ser  el  autor  del  delito 
investigado. 

Santiago  Hernández  Ixmalej,  Nicolás 
Hernández  y  Mateo  Asetún  declararon:  el 
primero,  que  recuerda  haber  visto  a  Brí- 
gido Reyes  trabajando  en  la  finca  "Las 
Viñas",  pero  no  puede  precisar  en  qué  fe- 
cha acaeció  lo  que  refiere.    El  segundo, 
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que  llegó  a  la  finca  "Las  Viñas"  el  dos  de 
Diciembre  del  año  próximo  pasado,  y  ahí 
estuvo  trabajando;  y  que  también  había 
llegado  a  la  mencionada  finca  Brigido  Re- 
yes, ocho  días  después  que  el  dicente.  Y 
el  tercero,  dijo:  que  es  caporal  de  la  fin- 
ca "Las  Viñas",  situada  en  el  Departa- 
mento de  Santa  Rosa,  y  le  consta  que 
Brigido  Reyes  marchó  a  trabajar  a  la  su- 
sodicha finca,  como  "cuadrillero",  en  el 
mes  de  Diciembre  del  año  retropróximo, 
pero  no  sabe  exactamente  qué  dia  salió 
de  San  Miguel  Chicaj;  y  que  se  había  fi- 
jado el  dia  diez,  del  mes  que  acaba  de  men- 
cionarse, para  que  los  mozos  emprendie- 
ran su  va  je. 

Se  mandó  agregar  al  proceso,  la  certi- 
ficación expedida  por  el  Jefe  Político  del 
Departamento  de  Baja  Verapáz,  en  que 
consta:  que  el  cinco  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  veintisiete,  Brigido  Reyes,  ve- 
cino de  Chicaj  matriculó  en  su  nombre,  el 
hierro  que  usa  para  marcar  los  semovien- 
tes de  su  propiedad.  Al  reverso  de  esta  cer- 
tificación fué  dibujada  dicha  marca  que 
consiste  en  la  figura  de  una  B.  este  docu- 
mento fué  encontrado  en  el  registro  que 
se  practicó  en  la  casa  de  Brigido  Reyes,  y 
según  informó  la  mujer  de  Reyes,  hace  ya 
cuatro  años  que  perdió  el  mencionado  hie- 
rro. 

A  .solicitud  de  Domingo  Tixta  Ixpatac 
se  totró  declaración  a  Toribio  Cuéllar  Al- 
varado,  José  Antonio  Cuellar  Estrada,  Ju- 
lio César  Cuellar,  José  Maria  Torres,  Ca- 
yetano Torres  y  Luis  Torres  Vásquez,  quie- 
nes declararon:  Cuellar  Alvarado  que  ha- 
ce diez  años,  poco  más  o  menos,  que  cono- 
ce a  Domingo  Tixta  Ixpatac  y  por  este 
motivo  asegura  que  Tixta  es  un  hombre 
honrado,  y  este  sujeto  ha  hecho  con  los 
hijos  del  dicente  algunos  negocios  de 
compra  venta  de  semovientes,  portándose 
siempre  con  honradez  al  efectuarlos;  y 
que  en  el  mes  de  Diciembre  del  año  retro- 
próximo, su  hijo  César  Cuellar  le  compró 
a  Tixta  Ixpatac  una  vaca  mocha,  algo 
carda  de  hosco,  por  la  suma  de  ocho  quet- 
zales y  diez  y  seis  centavos  de  la  misma 
moneda,  entregándole  el  semoviente  de 
referencia  debidamente  "venteado".  Ju- 
lio César  Cuellar  dijo:  que  conoce  a  Tixta 
Ixpatac  desde  hace  ya  mucho  tiempo,  que 
la  compra  venta  de  la  vaca,  mocha,  y  sar- 
da bermejo,  se  verificó  en  el  mes  de  No- 
viembre del  año  próximo  pasado,  por  el 
precio  de  ocho  quetzales  y  diez  y  seis  cen- 
tavos y  medio  de  quetzal;  que  ignora  don- 
de compró  Tixta  el  mencionado  semo- 
viente, y  no  le  preguntó,  por  que  la  vaca 


estaba  debidamente  "venteada";  y  que 
Domingo  es  una  persona  honrada  y  como 
tal  se  ha  portado  con  el  dicente  al  efec- 
tuar negocios  de  semovientes.  Cuellar  Es- 
trada dijo:  que  hace  seis  u  ocho  meses  que 
conoce  a  Domingo  Tixta  Ixpatac,  jamás 
ha  sabido  que  dicho  sujeto  se  apropie  de 
semovientes  ajenos,  y  sí,  que  es  honrado; 
que  a  un  hermano  del  declarante,  Tixta 
le  vendió  una  vaca  mocha,  bermeja,  y  le 
dijo  a  su  referido  hermano  que  la  había 
comprado  en  San  Miguel  Chicaj.  José 
María  Torres,  Cayetano  del  mismo  apelli- 
do y  Luis  Torres  Vásquez  declararon  acer- 
ca de  los  buenos  antecedentes  de  Domin- 
go Tixta  Ixpatac,  asegurando,  el  primero, 
que  conoce  a  Tixta  desde  su  infancia,  el 
segundo  que  hace  diez  y  ocho  años,  poco 
más  o  menos,  que  lo  conoce,  y  el  tercero 
que  hace  como  diez  años,  agregando  Ca- 
yetano Torres,  que  él  (Torres),  desempe- 
ñaba el  puesto  de  segundo  encargado  Mi- 
litar de  la  aldea  Cureñas. 

Don  Carlos  Lehnhoff,  Administrador  de 
la  finca  "Las  Viñas",  dijo:  que  le  'consta 
que  Brigido  Reyes  estuvo  trabajando  en 
dicha  finca  durante  el  mes  de  Diciembre 
del  año  próximo  pasado  y  Enero  del  co- 
rriente año,  pero  no  le  es  posible  precisar 
las  fechas  de  ingreso  y  de  salida  del  men- 
cionado mozo.  Posteriormente,  el  señor 
Lehnhof  dirigió  al'  Juez  menor  de  Barbe - 
rena  una  comunicación  en  que  le  mani- 
fiesta: que  en  el  Libro  de  Liquidaciones 
de  "cuadrillas",  llevado  desde  el  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  en  la  fin- 
ca "Viña-Zapote"v  aparece  en  el  folio  cin- 
cuenta y  dos,  línea  veinte,  la  cuenta  de 
trabajo  de  Brigido  Reyes,  correspondiente 
al  caporal  Mateo  Asetún,  y  en  la  cual  cons- 
ta que  fué  liquidado  con  treinta  y  tres  ca- 
jas de  corte  de  café,  el  nueve  de  Enero  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  por  la  no^ 
che.  Reyes  trabajó  cinco  semanas  con- 
secutivas, habiendo  ingresado  el  domingo 
seis  de  Diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  seis.  Estos  datos  deben  figurar  en 
su  respectivo  libreto  de  trabajo.  Y  que 
Brigido  Reyes  es  nativo  de  San  Miguel 
Chicaj;  y  le  conoce  por  vivir  en  aquélla 
finca  su  señora  madre,  Felipa  Reyes,  y  sus 
hermanos.  Ante  el  Juez  de  Paz  de  Bar- 
berena,  ratificó  el  señor  Lehnhoff,  el  ofi- 
cio anteriormente  relacionado. 

Previos  los  trámites  lagales  y  a  peti- 
ción de  los  defensores  de  Domingo  Tixta 
Ixpatac  y  Brigido  Reyes  fué  abierto  a 
prueba  el  proceso  por  el  término  de  quin- 
ce dias,  y  durante  dicho  término  se  pre- 
sentaron las  probanzas  que  a  continua- 
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ción  se  expresan,  por  parte  de    Tixta  Ix- 
patac:  a)  declaración  de  Brígido  Reyes, 
quien  al  contestar  a  las    preguntas  que 
contiene  el  interrogatorio  que  obra  al  folio 
sesenta  y  dos  de  la  pieza  de  primera  Ins- 
tancia, manifestó:  que  el  seis  de  Diciem- 
bre (1936),  a  las  ocho  horas  no  se  encon- 
traba en  la  aldea  San  Rafael,  pues  ese  dia 
llegó  a  la  finca    "Las  Viñas";    que  no  es 
cierto  que  haya  vendido  en  la  fecha  y  a  la 
hora  que  acaba  de  mencionarse,  el  semo- 
viente a  que  se  refiere  la  segunda  pregun- 
ta del  mencionado  interrogatorio;  que  no 
ha  comprado  vaca  alguna,  ni  ha  tenido 
en  su  poder,  la  que  menciona  el  defensor 
de  Tixta  Ixpatac;  que  llegó  a  la  casa  de 
Abraham  Mejía,    cuando    velaban  a  una 
entenada  de  dicho  señor  llamada  Doroteo 
N.,  pero  no  recuerda  la  fecha  en  que  acae- 
ció lo  referido;  y  que  ciertamente  había 
llevado  entonces  una  carga  de    leña  a  la 
casa  donde  estaba  la  difunta;  b)  declara- 
cón  de  Pilar  Santiago,  quien  al  ser  exa- 
minada al  tenor  del    interrogatorio  que 
obra  al  folio  sesenta  y  siete,  de  la  primera 
pieza  de  autos  declaró  en  los  mismos  tér- 
minos que  Brígido  Reyes,  con  la  diferen- 
cia de  que  al  contestar  a  la  segunda  pre- 
gunta que  formuló  el  defensor,  cuando  se 
le  tomaba  declaración,  respondió:  que  la 
entenada,  se  llamaba  Matea  N.;  c)  certi- 
ficación expedida  por  el  Secretario  de  la 
Jefatura    Política  del    Departamento  de 
Baja  Verapáz.  en  que  consta:  que  el  diez 
y  nueve  de  Octubre  de    mil  novecientos 
veinticinco,  compareció    Toribio  Cuellar, 
vecino  de  la   Canoa,  a   matricular  en  su 
nombre  el  hierro  que  usa  para  marcar  su 
ganado  y  que  tiene  la  forma  de  una  T.;  d) 
informe  emitido  por  el  Juez  menor  de  San 
Miguel  Chicaj    en  que  hizo  constar:  que 
Brígido  Reyes  con  anterioridad  al  seis  de 
Diciembre  de  mil    novecientos    treinta  y 
seis,  hasta  el  tres  de  Abril  del  corriente 
año,  en  que  fué  aprehendido,  ha  sido  una 
persona  honrada;  y  que  no  recuerda  ha- 
berlo visto  en  la  aldea  San  Rafael,  duran- 
te el  mes  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis;  e)  declaraciones  de  Abra- 
ham Mejía  e  Isabel  del  mismo  apellido, 
quienes  al  ser  examinados  en  conformidad 
con  el  interrogatorio  que  obra  al  folio  se- 
tenta y  nueve  de  autos,  expusieron:  el- 
primero,  que  su  hijastra  Matea  Rodríguez 
murió  el  veintitrés  de   Noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  cinco;  que  Brígido 
Reyes  no  concurrió  a  la  novena  del  veinti- 
trés de   Noviembre   de   mil  novecientos 
treinta  y  seis,  fecha  en  que  la  Rodríguez 
cumplió  un  año  de  haber  fallecido;  pero 


sí  asistió  su  concubina  Pilar  Santiago;  que 
Reyes  llevó  a  su  casa  una  carga  de  leña,  en 
la  fecha  que  acaba  de  ser  mencionada;  y 
que  no  vió  a  Reyes  en  San  Rafael,  durante 
los  días  cinco  y  seis  de  Diciembre  del  año 
retropróximo.  El  segundo  dijo:  que  la 
entenada  de  Abraham  Mejía  se  llamaba 
Matea  Cahuec,  y  falleció  el  veintitrés  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis;  que  Brigido  Reyes  no  asistió  a  la  no- 
vena del  primero  aniversario  de  la  muerte 
de  la  Cahuec,  y  no  podía  asegurar,  si  la 
concubina  de  Reyes  habia  concurrido;  y 
que  no  recordaba  haber  visto  a  Brígido  du- 
rante los  días  5  y  6  de  Diciembre  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  en  la  aldea 
San  Rafael;  f)  informe  emitido  por  el 
Juez  de  Paz  de  Salamá  acerca  de  que  Do- 
mingo Tixta  Ixpatac,  es  pobre  en  el  sen- 
tido legal  y  vive  solamente  de  su  trabajo, 
según  pudo  averiguar  Lorenzo  González 
Regidor  primero  de  la  aldea  "La  Canoa"; 
g)  acta  levantada  en  Cuilapa  a  los  vein- 
tiún días  del  mes  de  Mayo  del  corriente 
año,  en  que  el  Juez  Departamental  de 
Santa  Rosa  hizo  constar:  que  don  Víctor 
Manuel  Sánchez  S.,  empicado  de  la  finca 
"Las  Viñas",  habia  presentado  el  Libro  de 
Liquidaciones  de  mozos  de  la  mencionada 
finca,  el  cual  fué  abierto  el  veinticuatro 
de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco,  y  la  última  partida  se  asentó  el  día 
quince  de  Mayo  del  corriente  año.  Libro 
que  no  está  autorizado,  pues  es  un  Libro 
Auxiliar,  y  los  principales  existen  en  la 
casa  central  de  Guatemala:  y  las  partidas 
que  se  relacionan  con  la  liquidación  de 
Brigido  Reyes,  están  en  conformidad  con 
la  diligencia  practicada  el  quince  de  Abril 
de  mil  novecientos  treinta  y  siete.  El  de- 
fensor de  Brígido  Reyes  solamente  pidió 
que  se  tuviera  como  prueba,  la  copia  cer- 
tificada de  la  partida  de  defunción  de  la 
hijastra  de  Abraham  Mejía.  Fué  agrega- 
da al  proceso  dicha  certificación,  en  que 
consta  que  el  veintitrés  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  compare- 
ció Abraham  Mejía  a  manifestar  que  el 
día  anterior  a  las  siete  horas,  en  la  aldea 
San  Rafael  había  muerto  a  consecuencia 
de  fiebre  intermitente  Matea  Rodríguez, 
de  doce  años  de  edad,  hija  natural  de  Emi- 
lio Rodríguez  y  Bonifacia  Cahuec. 

Para  mejor  fallar  se  ordenó  la  práctica 
de  la  diligencia  consignada  en  el  auto  ca- 
torce de  Junio  retropróximo.  Y  cumplien- 
do Jo  dispuesto  en  esa  resolución,  el  señor 
Luis  Sandhoff,  compareció  ante  el  Juez 
Quinto  de  Primera  Instancia  de  este  De- 
partamento (Guatemala),  y  expuso:  que 
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es  apoderado  del  señor  Carlos  Widman  se- 
gún constaba  en  los  instrumentos  públicos 
que  exhibía;  que  ratifica  lo  manifestado 
por  el  Administrador  General  de  la  finca 
'•Las  Viñas",  don  Carlos  Lehnhoff;  que 
presenta  los  Libros  de  la  casa  Widman, 
Mayor  y  Diario,  debidamente  autorizados; 
y  en  estos  Libros  sólo  aparecen  partidas 
globales  referentes  a  las  planillas  de  las 
fincas,  y  no  se  especifica  el  número  de 
mozos  ni  sus  nombres,  pues  los  susodichos 
detalles  constan  en  los  Libros  Auxiliares 
que  se  llevan  en  la  precitada  finca. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  "Baja  Verapaz  absolvió  a  Do- 
mingo Tixta  Ixpatac  y  a  Brigido  Reyes 
del  cargo  de  hurto  de  semovientes  que  se 
les  formuló,  por  falta  de  prueba. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
cioes  aprobó  la  sentencia  de  primer  grado, 
en  cuanto  a  la  absolución  de  Brigido  Re- 
yes e  impuso  a  Domingo  Tixta  Ixpatac 
diez  meses  veinte  dias  de  arresto  mayor 
inconmutables,  reputándolo  autor  del  de- 
lito de  hurto;  dispone  además,  que  pur- 
gue dicha  pena  en  la  cárcel  de  Salamá, 
con  abono  de  la  prisión  sufrida;  suspende 
al  reo  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  la  condena;  y  le  exonera 
de  reponer  el  papel  empleado  en  la  causa 
al  del  sello  respectivo  por  su  notoria  po- 
breza. 

El  fallo  de  segunda  Instancia  se  funda 
en  que  Tixta  Ixpatac  confesó  haber  teni- 
do en  su  poder  la  vaca  tantas  veces  men- 
cionada, y  que  la  vendió  a  César  Cuellar; 
y  que  no  obstante  que  Tixta  Ixpatac  afir- 
mó que  habia  adquirido  el  semoviente 
por  compra  a  Brigido  Reyes,  tal  afirma- 
ción no  está  probada,  pues  sólo  declaró  en 
ese  sentido  el  testigo  Casimiro  Reyes,  di- 
cho que  está  desvirtuado  por  el  testimonio 
de  Pedro  Tixta  Ixpatac,  quien  asegura,  que 
el  seis  o  siete  de  Diciembre,  fué  en  nom- 
bre del  enjuiciado  a  ofrecer  en  venta  di- 
cho semoviente,  fecha  en  que  según  el  reo 
lo  compró  a  Reyes.  Que  valorado  el  semo- 
viente en  la  suma  de  seis  quetzales,  la 
pena  que  corresponde  imponer  a  Tixta  es 
de  diez  y  seis  meses  de  prisión  correccio- 
nal, pero  teniendo  en  cuenta,  que  según 
los  hechos  que  confiesa  el  procesado,  pro- 
cedería absolverlo,  es  el  caso  de  estimar 
dicha  circunstancia  como  atenuante  por 
ser  análoga  a  la  de  la  confesión  espontá- 
nea; y  por  esta  causa  rebajar  una  tercera 
parte  de  la  pena  ya  mencionada.  Y  por 
último,  que  procede  absolver  a  Brigido  Re- 
yes del  cargo,  por  que  no  está  probado  que 


el  susodicho  sujeto  haya  vendido  la  refe- 
rida vaca. 

Domingo  Tixta  Ixpatac  con  auxilio  del 
Abogado  Rafael  Nuila,  interpuso  contra 
la  sentencia  de  la  Sala  Tercera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  fecha  veintinueve  de 
Julio  del  corriente  año,  el  recurso  extra- 
ordinario de  casación  denunciando  como 
infringidos  los  artículos  81  y  22  inciso  8o. 
del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO1: 

Que  si  bien  es  verdad,  que  Domingo 
Tixta  Ixpatac  se  presentó  voluntariamen- 
te al  Juzgado  Departamental  de  Baja  Ve- 
rapáz,  antes  de  ser  perseguido  como  delin- 
cuente, también  lo  es,  que  no  confesó  el 
hecho  punible  que  se  le  imputa,  concre- 
tándose a  manifestar  que  había  comprado 
a  Brigido  Reyez  el  semoviente  tantas  ve- 
ces mencionado.  Y  como  la  circunstan- 
cia atenuante  que  invoca  el  recurrente 
está  integrada  por  dos  elementos  a  saber: 
a )  la  presentación  espontánea  del  suje- 
to antes  de  ser  perseguido  corrió  culpable; 
y  b)  la  confesión  del  hecho  delictuoso. 
En  el  presente  caso  falta  el  último  de  los 
precitados  elementos,  como  ya  se  dijo,  y 
por  consiguiente,  no  puede  estimarse  que 
existe  dicha  circunstancia. 

Que  solamente  cuando  concurren  dos 
circunstancias  atenuantes  muy  calificadas, 
procede  rebajar  en  sus  dos  terceras  partes 
la  pena  que  corresponde  infligir  al  reo,  lo 
cual  no  acontece  tratándose  del  caso  sub- 
judice,  según  se  desprente  de  las  constan- 
cias de  la  causa  que  se  dejan  ya  relacio- 
nadas. Y  en  ese  concepto  no  fueron  in- 
fringidos los  artículos  81  y  22  inciso  8o. 
del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  obser- 
vancia de  lo  dispuesto  por  los  artículos  690 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  y 
233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, declara  improcedente  el  recurso  de 
que  se  ha  hecho  mlérito  y  condena  a  Do- 
mingo Tixta  Ixpatac  a  sufrir  la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  arresto,  conmu- 
table en,  su  totalidad,  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios.  Notifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvan- 
se los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE    LOS    MESES    DE   JULIO.    AGOSTO,    SEPTIEMBRE.    OCTUBRE.  NOVIEMBRE 

Y    DICIEMBRE    DE  1937 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sen- 
tencias 

3 

1 

Decretos 

Autos 

Sen- 
tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

1.000 

27 

24 

1.051 

900 

353 

59 

1.312 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera   

527 

1  1  Q 

671 

529 

194 

9?Q 

neo 

470 

1  94 
I  ¿4 

97 

621 

774. 

276 

9^4 

oot 

1.404 

Sala  Tercera 

1A  A 

044 

yo 

9íí 

465 

1  H74 
1  .U  /4 

9^4 
¿o^ 

¿Ai 

1.541 

Sala  Cuarta 

272 

76 

1U 

358 

1  1AA 

1.144 

41  *í 
41o 

369 

1.926 

Sala  Quinta 

153 

36 

18 

684 

yy 

501 

1.264 

40^ 

315 

JUZGADOS  DE  1*  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

1°  de  Guatemala  

2.747 

1.601 

116 

4.464 

2?  de  Guatemala  

2.508 

1.277 

95 

8.880 

39  de  Guatemala 

2.367 

675 

81 

3.113 

2.754 

1.275 

276 

4.297 

1.896 

1.434 

90 

3.420 

69  de  Guatemala   

3.466 

2.396 

291 

6.155 

Alta  Verapaz 

579 

114 

41 

734 

1.002 

233 

122 

1.357 

Baja  Verapaz 

464 

212 

12 

688 

2.366 

478 

515 

3.359 

Chimaltenango 

1  656 

116 

8 

780 

3.155 

728 

345 

4.228 

Chiquimula   

549 

268 

12 

829 

3.009 

718 

269 

3.402 

Escuitla  . 

880 

202 

37 

1.119 

3.077 

400 

98 

3.575 

Huehuetenango 

573 

146 

21 

740 

2.092 

1.099 

440 

3.631 

Izabal   

297 

357 

13 

687 

1.531 

647 

85 

2.253 

Jalapa   

288 

109 

10 

407 

2.416 

481 

160 

3.057 

Jutiapa  .  . . 

426 

182 

9 

617 

16.400 

2.C59 

184 

18.643 

Petén 

86 

38 

2 

126 

609 

64 

o 

681 

Quezaltenango  19 

715 

311 

8 

1.034 

3.340 

971 

80 

4.391 

Quezaltenango  2o  

655 

116 

8 

779 

3.118 

885 

77 

4.080 

Quiché   

522 

181 

3 

710 

3.156 

1.035 

529 

4.720 

Retalhuleu   

512 

105 

11 

628 

1.857 

317 

91 

2.265 

Sacatepéquez   

337 

235 

5 

577 

1.656 

583 

259 

2.498 

San  Marcos   

577 

290 

8 

875 

2.485 

1.239 

139 

3.863 

Santa  Rosa   

430 

277 

9 

716 

1.608 

496 

117 

2.437 

Sololá  

131 

49 

3 

183 

2.671 

356 

138 

3.165 

Suchitepéquez   

374 

245 

13 

662 

1.398 

733 

180 

2.311 

Totonicapán  

325 

83 

10 

418 

2.243 

663 

96 

3.002 

Zacapa   

576 

214 

14 

804 

1.580 

1.249 

260 

3.115 

El  Progreso   

350 

135 

6 

491 

1.604 

230 

37 

1.871 

Totales   

20.690 

8.015 

685 

31434 

76.089 

22.653 

6.693 

105.0501 

Tutal 
(  vnrral 
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PODER  JUDICIAL 

Presidente  del  Poder  Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
Licenciado  Don  Rafael  Ordóñez  Soíís.  —  Sexta  Avenida  Norte.  N<?  25. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

MAGISTRADO:  Licenciado  Don  José  Serrano  Muñoz.— Villa  de  Guadalupe. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Abel  Paredes. — San  Pedrito. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Alberto  Argueta  S. — 6*  Avenida  Norte,  N"?  34. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Alfonso  Hernández  Polanco. — 9*  Av.  Norte,  N<?  17. 
SECRETARIO:  Licenciado  Don  Max  García  R. — 5*  Calle  Oriente,  N?  50. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  Don  Héctor  Fajardo  Cadena.— 6?  Calle  Poniente,  N?  45. 


CORTE  DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Carlos  Caste- 
llanos R.,  6*  Calle  Poniente,  N?  33. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alfre- 
do Gil,  5^  Calle  Poniente  N?  38. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Luis  P.  Vargas, 
Ciudad. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Ricardo  Ortiz  Sán- 
chez, 14  Calle  Poniente  N?  1. 

Procurador:  Licenciado  Don  Manuel  Zece- 
ña  Beteta,  7?  Calle  Oriente,  N?  15. 

Secretario:  Licenciado  Don  Emilio  Beltra- 
nena,  Ciudad. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Octavio  Agui- 
lar,  8*  Avenida  Norte  Prolongación,  N?  2. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alvarez 
Lobos,  8*  Avenida  Sur  N9  74. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Carlos  Girón 
Zirión,  Avenida  La  Reforma. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Jorge  Morales  Urrue- 
la,  11  Calle  Poniente,  N?  11. 

Procurador:  Licenciado  Don  Héctor  Cruz 
F.,  18  Calle  Oriente,  N°  80. 

Secretario:  Licenciado  Don  Alfredo  Valle 
Calvo,  Avenida  Centra)  N?  46. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Calle  Oriente,  N<?  28. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Julio  César 
Martínez  P.,  Calle  Real  de  Ciudad  Vieja,  N<? 


Magistrado:  Licenciado  Don  J.  Lorenzo  Hur- 
tado Peña,  Avenida  Simeón  Cañas  N?  23. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Rafael  Castella- 
nos A.,  4?  Avenida  Norte,  N?  59. 

Procurador:  Licenciado  Don  Eleázar  Ur- 
meneta,  11  Avenida  Norte,  N?  29. 

Secretario:  Licenciado  Don  Fernando  Ore- 
llana  h.,  4?  Avenida  Sur,  N?  92. 

SALA  CUARTA 
(Quezaltenango) 

Presidente:  Licenciado  Don  Francisco  E.  Ro- 
dríguez- 
Magistrado:  Licenciado  Don  Jesús  Unda 
Murillo. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Abraham  Buj- 

lamante  h. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Eulogio  González  R. 
Procurador:  Licenciado  Don  Luis  Gerardo 

Barrios. 

Secretario:  Don  Porfirio  Sánchez. 

SALA  QUINTA 
Jalapa ) 

Presidente :  Licenciadc  Don  Daniel  Arellano 
Magistrado:  Licenciauo  Don  Francisco  Ba- 
rrios Solis. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Antonio  Cas- 
tañeda. 

Fiscal:  Licenciado  Don  José  Isauro  Cabrera. 

Procurador:  Licenciado  Don  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  Palma. 

Secretario:  Licenciado  Don  Virgilio  Alva- 
rez Castro. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  General  de  División  Don  Car- 
los Jurado  R.,  Ciudad. 

General  de  División  Don  Nicolás  de  León, 
Mazatenango. 

Suplentes:  General  de  División  Don  Rafael 
Aldana  E.,  Sololá. 

General  de  División  Don  Buenaventura  Pi- 
neda, Puerto  Barrios. 

SALAS   PRIMERA,   SEGUNDA  Y  TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  División  don  José 
Víctor  Mejía,  Ciudad. 

General  Don  Benedicto  Contreras,  Ciudad. 

Suplentes:  General  Don  Sarvelio  Castillo 
González. 

Coronel  Don  Manuel  Maldonado  Robles, 
Ciudad. 


SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  Don  Ismael  Marro- 
quín. 

Teniente  Coronel  Don  Francisco  Guzmán 
Roldán. 

Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Jacobo 
Aguilar  P. 

Teniente  Coronel  Don  Manuel  Santiago  Mé- 
rida. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  Don  Alberto  Berganza. 
Mayor  Don  Bernardo  Gudlel. 
Suplentes:    Teniente  Coronel   Don  Moisés 
Morales. 
Mayor:  Don  Rodrigo  Salazar. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  1"?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  J.  Joaquín  Palma,  Avenida 
La  Reforma  "Villa  Palma". 

Juez  29  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Hernán  Morales  Dardón,  Ciu- 
dad. 

Juez  39  del  departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Carlos  A.  Recinos,  3*  Avenida 
Norte. 

Juez  4?  del  Deoartamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Víctor  M.  Cáceres,  Ciudad. 

Juez  59  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  don  José  Luis  Lemus,  Villa  de 
Guadalupe,  Chalet  "Las  Palmas". 

Juez  69  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Fernando  Juárez  Aragón,  7? 
Avenida  Sur,  N9  82. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Alta 
Verapaz:  Licenciado  Don  Alfonso  Gálvez  S. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Baja 
Verapaz:  Licenciado  Don  Víctor  Manuel  Gu- 
tiérrez Régil. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
maltenango:  Licenciado  Don  Carlos  Fernán- 
dez Chavarría. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
qjuimula:  Licenciado  Don  Baudilio  Jordán. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Es- 
cuintla:  Licenciado  Don  Eugenio  Nuila. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Hue- 
huetenango:  Licenciado  Don  J.  Arturo  Ruano 
Mejía. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Iza- 
bal:  Licenciado  Don  Arturo  Herbruger  As- 
turias. 


Juez  Propietario  del  Departamento  de  Jala- 
pa: Licenciado  Don  José  Leandro  Rodas. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Ju- 
tiapa:  Licenciado  Don  Haroldo  Barillas. 

Juez  Propietario  del  Departamento  del  Pe- 
tén:  Licenciado  Don  Fausto  Antonio  Enriquez. 

Juez  1"?  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  José  Vicente 
Rodríguez  h. 

Juez  29  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  Francisco 
Rendón. 

Juez  Propietario  del  Departamento  del 
Quiché>  Licenciado  Don  Oscar  Paiz. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Re- 
talhuleu:  Licenciado  Don  José  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Sa- 
catepéquez:  Licenciado  Don  Gonzalo  Menén- 
dez  de  la  Riva. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San 
Marcos:  Licenciado  Don  Alberto  Herrarte. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Santa 
Rosa:  Licenciado  Don  Ricardo  Marroquín. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  So- 
lóla: Licenciado  Don  Ismael  Ortíz  Orellana. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Suchi- 
tepéquez:  Licenciado  Don  Humberto  Robles. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  To- 
tonicapán;  Licenciad    Don  Carlos  Villela  R. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  7,a- 
capa:  Licenciado  Don  Justo  Rufino  Morales. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 
Progreso:  Licenciado  José  María  Grajeda  S. 
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COMANDANTES  DE  ARMAS 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Guatemala:  General  Juan  B.  Alonso. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Alta  Verapaz,  General  Miguel  Castro 
Monzón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
do  Baja  Verapaz,  Coronel  Mario  Ochoa  Mén- 
dez. 

Comandante  de  Armas  del  Depatramento 
de  Chimaltenango  Coronel  Ramón  Grotewóld. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chiquimula,  General  Daniel  Montenegro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Escuintla,  Coronel  J.  Domingo  Juárez  A. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 

de  Huehuetenango,    Coronel  Isidoro  Morailes. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Izabal.  General  Buenaventura  Pineda. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jalapa,  Coronel  Fidel  Torres. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jutiapa,  Coronel  Francisco  Amado. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
del  Peten,  Coronel  Federico  Ponce. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Quezaltenango,  Coronel  Carlos  Enríquez 
Barrios. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Quiche,  General  Daniel  Corado  R. 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Retalhuleu,  General  Ciríaco  Antonio  Urru- 
tia. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sacatepéquez,  General  Manuel  J.  Velás- 
quez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  San  Marcos,  General  Miguel  Idígoras  Fuen- 
tes. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Santa  Rosa,  Coronel  Artemio  E.  Ruiz. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sololá,  General  Rafael  Aldana. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Suchitepéquez,  General  Nicolás  de  León. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Totonicapán,  Teniente  Coronel  Carlos  Ci- 
priani. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Zacapa,  General  Domingo  Solares. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Progreso,  Coronel  Oscar  H.  Peralta. 

Auditor  General  de  Guerra:  Licenciado  Don 
Eliseo  Solís,  Avenida  Central,  N?  10. 

Auditor  de  Guerra  del  Departamento  de 
Guatemala:  Licenciado  don  Guillermo  Cabre- 
ra Martínez:  3*  Avenida  Sur,  N?  48. 

Fiscal  Militar:  Bachiller  Don  Urbano  Gra- 
majo,  Ciudad. 


JUECES  DE  PAZ 

DE  LA  CAPITAL 

Juez  1?  Licenciado  Don  Oliverio  García  A.,  Ciudad. 

Juez  2<?  Licenciado  Don  Laureano  Torres  Lorenzana. 

Juez  3?  Br.  Don  Francisco  Perdomo,  San  Pedrito. 

Juez  4?  Br.  Don  Cecilio  Mayorga  Cordón. 

Juez  5?  Br.  Don  Alberto  Portillo,  Ciudad. 

Juez  6"?  Sr.  Don  Basilio  Ramírez,  7»  Avenida  Norte,  N<?  81 

Juez  7?  Señor  Don  Carlos  Ocaña,  Ciudad. 

Juez  de  Instrucción,  Br.  Don  Humberto  Solís  Gallardo. 

Juez  del  Tránsito:  Lic.  Don  Rafael  Antonio  Gordillo  Macías, 
Avenida  Elena  Sur,  N<?  17-A. 
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JURISDICCION  DE  LOS  TRIBUNALES 

SALA  PRIMERA 


Juzgados  1?  y  6?  de  1*  Instancia  de  ■  •   Guatemala 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Petén 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  •   Sacatepéquez 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   El  Progreso 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Suchitepéquez 

SALA  SEGUNDA 

Juzgado  2<?  y  4?  de  Ia  Instancia  de   Guatemala 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Chimaltenango 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Alta  Verapaz 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Escuintla 

SALA  TERCERA 

Juzgado  3?  y  5?  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Guatemala 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Santa  Rosa 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  . .   Baja  Verapaz 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Retalhuleu 

SALA  CUARTA 

Juzgados  1?  y  2?  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Quezaltenango 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  . .   San  Marcos 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Totonicapán 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  .  ■    Sololá 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   El  Quiché 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  •  ■   Huehuetenango 

SALA  QUINTA 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Jalapa 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Jutlapa 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   —  .  Chiquimula 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Izabal 

Juzgado  de  Ia  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Zacapa 


RAMO  CIVIL 

Juzgado  1"?  de  Paz    ) 

Juzgado  2°  de  Paz   [   JUZGADO  19  DE  ^  INSTANCIA. 

Juzgado  49  de  Paz                .'. '. '.  .  \   JUZGADO  29  DE  Ia  INSTANCIA. 

Juzgado  5<?  de  Paz   .  ) 

Juzgado  6?  de  Paz   <-  JUZGADO  3?  DE  Ia  INSTANCIA. 

Municipios  de  este  Departamento  . . .  •  ■  .  j 

RAMO  PENAL 

Juzgado  4"?  de  Ia  Instancia:  Juzgado  3?  de  Paz  y  municipios. 
Juzgado  5?  de  Ia  Instancia:  Juzgado  2?  y  4?  de  Paz. 
Juzgado  6?  de  Ia  Instancia:  Juzgado  1?,  5?  y  6<?  de  Paz. 
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DIRECTORIO  JUDICIAL 


Presidencia  del  Poder  Judicial 
Corte  Suprema  de  Justicia 
Salas  Ia,  2a  y  3a  de  Apelaciones 
Archivo  General  de  Protocolos 
Archivo  General  de  Tribunales 
Tesorería  de  Fondos  de  Justicia 
Estadística  Judicial. 


PALACIO  DE  JUSTICIA 

(9a  Avenida  Sur  entre  14  Calle  y  Callejón 
del  Carrocero). 


Juzgados  1?,  29  y  3"?  de  Ia  Instancia:  9a  C.  O.  41. 
Juzgado  4?  de  Ia  Instancia:  7a  Av.  S.  72. 
Juzgado  59  y  6?  de  1,  Instancia:  7a  Av.  Sur  70. 
Comandancia  de  Armas  y  Fiscalía  Militar:  13  Av..  y  7a  Calle. 
Juzgado  l"?  de  Paz:  Cuartel  de  Policía  N9  1. 
Juzgado  2"?  de  Paz:  3a  Calle  Oriente  15. 
Juzgado  39  de  Paz:  Avenida  Los  Arboles  139. 
Juzgado  49  de  Paz:  7a  Avenida  Sur  72. 
Juzgado  59  de  Paz:  Avenida  Bolívar  154. 

Juzgado  69  de  Paz:  2a  Av.  del  Cantón  La  Independencia,  San  Pedrito 
Juzgado  79  de  Paz:  Lavarreda. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


433 


CIRCULARES  GIRADAS  POR  LA  SECRETARIA  DE  LA 
CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

"No.  802-B. 

Guatemala,  8  de  julio  de  1937. 

Señor  Juez: 

De  orden  del  Señor  Presidente  del  Poder  Judicial  tengo  el  ho- 
nor de  dirigirme  a  Ud.,  para  manifestarle:  que  de  la  Dirección  General 
de  Estadística  se  han  recibido  instrucciones  para  que  desde  el  presente 
mes,  se  le  remitan  los  datos  pertinentes  del  movimiento  económico  con- 
tractual de  la  República,  tomados  de  los  testimonios  especiales  que  de  con- 
formidad con  el  articulo  11,  inciso  6o.  de  la  Ley  de  Notariado  deben  en- 
viarse; que  habiendo  algunos  Notarios  que  no  cumplen  con  la  ley  citada, 
se  le  ruega  a  Ud.  se  sirva  imponer  a  los  remisos  residentes  en  ese  depar- 
tamento, las  sanciones  del  artículo  75  en  su  inciso  2o.  del  mismo  cuerpo 
legal,  debiendo  comunicar  a  esta  Secretaría  la  sanción  impuesta  para  los 
efectos  consiguientes.  También  se  le  ruega  a  Ud.  que  tan  pronto  como 
sean  recibidos  en  ese  Juzgado  los  testimonios  de  mérito,  sean  remitidos 
a  esta  Secretaria  sin  demora  alguna,  para  los  mismos  efectos. 
Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S., 

(f)  Max  García  R. 


"No.  845-B. 

Guatemala,  20  de  julio  de  1937. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad  tengo  el  honor  de  di- 
rigirme a  Ud.,  manifestándole:  que  con  frecuencia  se  reciben  en  esta  Se- 
cretaria los  testimonios  especiales  que  los  Notarios  depositan  en  los  Juz- 
gados de  la.  Instancia  sin  que  tengan  la  hora  de  recepción,  por  lo  que  se 
le  recomienda  a  Ud.  se  sirva  dar  sus  órdenes  a  efecto  de  que  se  cumpla 
con  ponerla,  para  controlar  si  han  sido  entregados  en  tiempo,  sin  perjui- 
cio de  que  se  cumpla  con  las  instrucciones  dadas  en  mi  circular  No.  802-B, 
fecha  8  de  los  corrientes. 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 

(f)  Max  García  R. 


"No.  1052-B. 

Guatemala,  7  de  septiembre  de  1937. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  del  Señor  Presidente  del  Poder  Judicial 
tengo  el  honor  de  dirigirme  a  Ud.,  para  manifestarle  que  siempre  debe 
dejarse  copia  de  toda  la  correspondencia  que  se  expida  en  el  Tribunal  de 
su  cargo,  por  la  importancia  que  entraña  la  conservación  de  dichas  co- 
pias. Sírvase  hacerlo  del  conocimiento  de  los  Jueces  Menores  de  su  ju- 
risdicción y  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 


(f)  Max.  García  R. 
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"No.  1133-B. 

Guatemala,  30  de  septiembre  de  1937. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  del  Señor  Presidente  del  Poder  Judicial  ten- 
go el  honor  de  manifestarle:  que  se  tiene  noticia  que  los  Abogados  en  las 
defensas  de  oficio,  cobran  honorarios  a  sus  defendidos  y  que  cuando  no 
les  pagan,  no  ponen  el  debido  empeño  en  su  cometido,  haciendo  una  de- 
fensa para  salir  del  paso  y  descuidando  producir  las  pruebas  necesarias, 
por  lo  que  muchas  veces  son  condenados  los  defendidos  siendo  inocentes. 
Sírvase  Ud.  hacer  saber  a  los  defensores  que  si  no  procuran  desempeñar 
debidamente  sus  funciones  a  que  están  obligados,  al  tenerse  noticia  con- 
creta, se  dictarán  las  medidas  necesarias  para  evitar  ese  mal  y  se  les  hará 
responsables  legalmente.    Acuse  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 

(f)  Max.  García  R. 


"No.  1181-B. 

Guatemala,  11  de  octubre  de  1937. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  del  Señor  Presidente  del  Poder  Judicial,  ten- 
go el  honor  de  manifestar  a  Ud.:  que  cuando  solicite  informe  sobre  la  con- 
ducta observada  por  los  reos,  ordene  al  Alcaide  respectivo,  que  ponga  las 
fechas  de  entradas  y  salidas  de  los  mismos. 
De  Ud.  muy  Atto.  y  S.  S. 


(f)  Max.  García  R. 


PERMANENTE 

Se  ruega  poner  en  conocimiento  de  ta 
Presidencia  del  Poder  Judicial,  cual- 
quier anomalía  que  se  advierta  en  la 
administración  de  justicia,  a  fin  de 
seguir  la  investigación  que  corresponda 
y  dictar  las  medidas  que  el  caso  requiera 


A  LOS  SEÑORES 
ABOGADOS  Y  NOTARIOS 

inscritos  en  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
se  les  ruega  pasar  a  la  Secretaría  de  dicho 
Tribunal  a  registrar  su  sello  y  firma  en 
los  nuevos  libros  que  al  efecto  se  llevan. 


O" 


11 


BOTv'A   CiS  vaVíSOD  iS 
'opoXojqns  c|j^A|OA0p  sp  otos  0* 
Wjqij  «(13  jou.Gjouu  o/X  ioXojqng 

aamoad  as 


